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ADVERTENCIA 


Habiendo  cesado  el  Tribunal  Supremo  en  el  cono- 
cimiento  de  los  asunjtofc  contencioso-administrativos  por 
decreto  de  20  de  Enero  de  1875,  y  no  siendo  sufi- 
cientes  las  sentencias  que  en  este  mes  dictó  para  formar 
tomo ,  se  ha  creído  conveniente  publicarlas  en  el  tomo 
del  segundo  semestre  de  1874. 
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Numero  1. 


ÚNICA  INSTANCIA. 


Declaración  de  quedar  un  individuo  expulsado  del  Cuerpo 
pericial  de  Aduanas. — Sentencia  de  1 .°  de  Julio,  absolviendo 
á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda  pro* 

Suesta  por  D.  Andrés  Vila  de  Lara  contra  la  Real  orden  de  27 
e  Mayo  de  1872. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1 .°     Que  el  art.  24  del  reglamento  de  26  de  A  bril  de  1870,  dis- ' 
pone  que  los  empleados  y  subalternos  del  Cuerpo  de  Aduanas, 
incurren  en  responsabilidad  por  las /altas  que  cometen,  la  cual 
se  les  exigirá  gubernativamente,  sin  perjuicio  de  la  que  pueda 
correspondería  con  arreglo  al  Código  penal.  » 

2.°  Que  según  el  caso  3.°  del  art.  41  del  mismo  reglamento, 
procede  la  separación  por  medio  del  expediente  de  los  referidos 
empleados  cuando  hayan  cometido  siete  faltas  leves  ó  cuatro 

graves. 

3.°     Que  en  virtud  de  las  explícitas  y  terminantes  disposi- 
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dones  es  incontrovertible  que  corresponde  a  la  Administración 
la  amplia  facultad  discrecional  para  calificar  y  corregir  por 
medio  de  expediente  instruido  con  las  formalidades  que  se  pres- 
criben en  la  sección  primera,  cap.  5.°,  y  en  la  sección  segunda, 
capítulo  6.°  del  citado  reglamento,  las  faltas  en  que  incurren  • 
los  empleados  de  dicho  Cuerpo  en  perjuicio  de  los  intereses  del 
Estado  y  del  mejor  servicio,  con  independencia  de  la  responsa- 
bilidad que  proceda  exigirles  por  los  Tribunales  con  arreglo  al 
Código  penal;  sin  que  pueda  surgir  contrariedad  ni  conflicto  de 
los  acuerdos  distintos  que  dicten  dentro  de  su  respectiva  y  legitima 
esfera  de  acción,  porque  aquel  procedimiento  de  índole  especial  se 
dirige  únicamente  a  residenciar  los  actos,  irregularidades,  omi- 
siones ó  descuidos  en  cuanto  afectan  a  la  conducta  y  concepto  de 
los  empleados  en  el  exacto  y  esmerado  desempeño  de  sus  deberes 
funcionales,  cuya  apreciación  y  castigo  es  peculiar  y  exclusivo  del 
orden  gubernativo,  asi  como  lo  es  del  judicial  juzgar  los  hechos 
que  bajo  diferente  aspecto  revisten  caracteres  del  delito  y  dan 
materia  a  causa  criminal. 

4.°  Que  contra  las  resoluciones  acordadas  en  apelación  por 
el  Director  general  de  Aduanas  ó  por  el  Ministro  de  Hacienda, 
fcgun  los  casos,  no  cabe  ulterior  recurso,  como  determina  expre- 
samente el  referido  art.  33,  y  por  consiguiente  que  no  pueden 
ser  alteradas  ni  reformadas  sin  traspasar  el  límite  del  conoci- 
miento que  compete  d  la  Administración,  invadiendo  la  esfera 
de  su  legitima  acción  independiente. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  1.°  de  Julio  de  1874,  en  los  au- 
tos contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  pri- 
mera y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  D.  Pedro 
Albadalejo  y  Lillo,  elegido  de  oficio,  en  nombre  de  D.  Andrés 
Vila  de  Lar  a,  aue  ha  sido  declarado  pobre,  contra  la  Adminis- 
tración general  del  Estado,  sobre  revocación  de  la  Real  orden 
de  27  de  Mayo  de  1872,  que  le  declaró  expulsado  del  Cuerpo 
pericial  de  Aduanas: 

Resultando  que  en  virtud  de  las  noticias  que  tuvieron  el 
Administrador  de  la  Aduana  de  la  ciudad  de  Cádiz  v  el  Coro- 
nel  del  Cuerpo  de  Carabineros  de  la  misma  provincia  de  que 
en  la  Aduana  de  la  Línea  del  Campo  de  Gibraltar  no  corres- 
pondían los  estados  de  recaudación  y  cantidades  que  aparecian 
entregadas  por  los  funcionarios  de  la  misma  con  la  recaudación 
verdadera  y  contraregistros  llevados  por  los  carabineros,  se 
determinó  por  el  primero  girar  una  visita  de  averiguación  al 
Fielato,  nombrando  un  comisionado  al  efecto: 

Resultando  cjue  en  13  de  Junio  de  1870  dio  principio  á  su 
encargo  el  referido  comisionado,  resultando  de  las  averigua- 
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ciones  hechas  aue  habia  notables  diferencias  entre  los  libros 
de  asientos  ó  talones-guías  de  lo  recaudado  por  los  empleados 
en  dicho  Fielato  y  los  cuadernos  de  contraregistro  que  llevaba 
el  Cuerpo  de  Carabineros: 

Resultando  que  examinados  los  talones  correspondientes  á 
los  dias  trascurridos  desde  el  25  de  Abril  al  23  de  Mayo  del 
expresado  año,  ó  sean  los  números  comprendidos  entre  el  936 
y  el  1.217,  aparecieron  notables  diferencias  de  recaudación 
entre  sesenta  números  ó  talones  y  las.  notas  de  recaudación 
llevadas  por  los  empleados  y  las  del  contraregistro;  y  verificado 
también  de  los  libros  y  cuadernos  de  meses  y  años  anteriores 
de  una  y  otra  procedencia,  se  hallaron  multitud  de  datos  de 
igual  clase,  acusando  siempre  menos  recaudación  los  de  los 
funcionarios  de  Aduanas  que  los  del  Cuerpo  de  Carabineros: 

Resultando  que  como  partidas  de  recaudación  más  notables, 
en  las  cuales  la  diferencia  de  lo  recaudado  con  lo  datado  y 
os  asientos  hechos  aparece  mayor,  lo  son  el  número  974,  que 
figura  en  las  matrices  por  30  kilogramos  de  cebada,  y  según 
el  contraregistro  160  litros  de  ginebra;  el  1.106  por  20  kilo- 
gramos de  café  en  las  primeras,  y  160  de  aguardiente  en  el 
segundo;  el  1.143  por  un  kilogramo  de  café  en  aquellas,  y  160 
de  aguardiente  en  éste;  el  1.212  con  iguales  cantidades  y 
conceptos,  así  como  también  el  1.370,  cuya  especie  es  espíritu 
de  vino;  el  1.132  un  kilogramo  de  café,  en  vez  de  300  de  ha- 
rina; el  1.151  con  20  hilógramos  de  cebada,  en  lugar  de  100 
de  harina;  el  178  y  1.201  con  un  kilogramo  de  café,  en  vez 
de  100  de  harina;  el  959  con  dos  kilogramos  de  café,  y  en  el 
contraregistro  500  de  harina,  y  el  1.081  con  124  kilogramos 
de  habas,  en  lugar  de  1.860  de  la  misma  especie: 

Resultando  que  recibida  declaración  al  introductor  D.  José 
Carrasco,  manifestó  que  sólo  lo  habia  hecho  de  aguardiente 
por  sí  ó  por  cuenta  de  un  hermano  suyo,  pagando  por  la  úl- 
tima partida  á  que  se  referia  el  talón  núm.  1.370  unos  150 
reales,  pero  nunca  café  ni  otro  artículo;  expresando  igualmente 
Antonio  Garabina,  de  ejercicio  carrero,  que  la  conducción  que 
hizo  de  la  partida  antes  referida  habia  sido  como  de  una  cuar- 
terola de  espíritu  de  vino: 

Resultando  que  del  mismo  modo  declaró  D.  Andrés  Viñas 
que  habia  importado  de  Gibraltar  harina  y  trigo,  pero  jamás 
café  ni  cebada;  exponiendo  D.  Manuel  Lorenzo  que  los  intro- 
ducidos por  él  no  podían  ser  más  que  harina  y  azúcar,  que 
era  lo  *que  sólo  consumía,  más  nunca  café;  y  D.  Andrés  Her- 
rera expuso  que  importó  como  unas  30  fanegas  de  habas,  cada 
una  de  ellas  equivalente  á  más  de  46  kilogramos: 

Resultando  que  remitido  el  expediente  á  la  Superioridad, 
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por  orden  de  la  Regencia  del  Reino  de  12  de  Agosto  de  1870 
se  mandó  suspender  á  los  empleados  del  Fielato  y  remitir  los 
antecedentes  necesarios  al  Juzgado  de  primera  instancia  de 
San  Roque,  como  tuvo  efecto,  y  que  se  devolviese  el  expe- 
diente á  la  Aduana  de  Cádiz  para  que  se  procediera  según 
disponen  los  artículos  26  y  27  del  reglamento,  y  que  ampliase 
las  diligencias  de  instrucción  en  los  extremos  que  expresa: 
que  practicado  este  extremo,  pasó  el  expediente  al  Contador 
par»  que  informase  cqmo  Fiscal,  lo  que  verificó  en  24  del  mes 
siguiente;  y  se  oyó  á  los  acusados,  que  evacuaron  su  amplia 
defensa  en  3  del  mes  posterior: 

Resultando  que  dicho  Juzgado  en  23  de  Noviembre  del 
mismo  año  dictó  auto  de  sobreseimiento,  que  confirmó  la  Au- 
diencia de  Sevilla  en  10  de  Diciembre  posterior,  pero  con  la 
cualidad  de  libremente;  y  aunque  fué  en  desacuerdo  con  el 
Fiscal,  no  interpuso  éste  el  recurso  de  casación: 

Resultando  que  devuelto  de  nuevo  el  expediente  al  Admi- 
nistrador de  la  Aduana  de  Cádiz  por  orden  de  la  Dirección 
de  18  de  Octubre  del  referido  año  de  1870  para  que  cumpliese 
con  lo  dispuesto  en  los  precitados  artículos  26  y  27  del  re- 
glamento, en  26  del  mismo  mes  calificó  de  graves  las  faltas 
cometidas  por  los  mencionados  empleados,  é  informó  que  en- 
contraba justificada  la  suspensión  de  estos  de  empleo  y  sueldo 
que  se  acordó;  y  que  les  considera  obligados  al  reintegro  de 
las  cantidades  que  resultaban  defraudadas,  y  sujetos  además 
á  las  penas  que  pudiera  imponerles  el  Tribunal  competente: 

Resultando  que  el  comisionado  de  la  Línea  remitió  en  30 
de  Noviembre  posterior  nota  de  la  recaudación  obtenida  men- 
sualmente  hasta  que  cesó  el  Administrador  Valle,  y  de  lo  re- 
caudado diariamente  en  concepto  de  menudencias;  cuyos  datos 
estadísticos  han  demostrado  que  en  el  semestre  anterior  á  la 
visita  de  comprobación  produjo  el  referido  Fielato  10.330  pe- 
setas 24  cents.,  ó  sean  6.887  rs.  28  cents,  por  término  medio 
mensual,  y  en  el  posterior  15.568  pesetas  77  cents.,  ó  sean 
10.379  rs.  18  cents,  mensuales: 

Resultando  que  ultimado  el  expediente,  y  en  vista  de  la 
pretensión  de  los  repetidos  empleados  para  que  se  les  repu- 
siera en  sus  destinos  mediante  el  fallo  absolutorio  de  que 
antes  se  ha  hecho  mérito,  la  Dirección  del  ramo  dictó  el 
•acuerdo  de  7  de  Junio  de  1871,  por  el  que,  además  de  otras 
consideraciones,  atendiendo  á  que  entre  los  muchos  cargos 
que  del  expediente  resultan  contra  dichos  funcionarios,  en 
Los  11  detallados  aparece  más  clara  y  probada  la  responsabi- 
lidad; á  que  cada  uno  constituye  una  falta  que  el  Adminis- 
trador de  Cádiz,  como  único  competente  en  concepto  de  su 
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Jefe  inmediato,  calificó  de  graves  en  la  providencia  de  26  de 
Octubre  anterior,  después  de  oido  al  Interventor  que  informó 
como  Fiscal,  y  de  haber  llenado  todas  las  formalidades  debi- 
das, dándose  á  los  acusados  la  participación  que  les  corres- 
pondía; á  que  la  separación  de  estos  por  medio  de  expediente 
puede  tener  lugar  en  el  caso  de  que  hayan  cometido  siete 
faltas  leves  ó  cuatro  graves,  y  á  que  el  fallo  de  las  Autorida- 
des gubernativas  es  independiente  de  la  sentencia  que  los 
Tribunales  ordinarios  dictan  cuando  se  les  someten  los  hechos 
para  que  se  persigan  como  delitos ,  declaró  separados  de  sus 
respectivos  destinos  de  Administrador,  Interventor-Vista  y 
Auxiliar  de  Vista  D.  Ángel  del  Valle  y  López,  D.  Manuel  Lo- 
zano y  D.  Andrés  Vila  de  Lara,  y  que  por  esto  debian  quedar 
expulsados  del  Cuerpo: 

Resultando  que  habiendo  apelado  los  referidos  interesados 
para  ante  el  Ministro  de  Hacienda,  se  dictó  Real  orden  en  27 
de  Mayo  de  1872  confirmando  aquel  fallo,  de  conformidad  con 
el  dictamen  de  la  Sección  de  Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo 
de  Estado: 

Resultando  que  contra  esta  Real  orden  y  en  12  de  Julio 
siguiente  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  el  Auxiliar  de  Vista  que  fué  de  la  Aduana 
del  Campo  de  Gibraltar  D.  Andrés  Vila  de  Lara  en  su  nombre 
propio,  pidiendo  su  revocación  y  que  se  declare  no  le  alcanza 
ninguna  responsabilidad  de  los  hechos  de  que  sé  trata  por  no 
ser  responsable  de  ellos  ni  constituir  faltas  leves  ni  graves, 
mandando  al  mismo  tiempo  que  sea  repuesto  en  su  empleo, 
con  abono  de  los  haberes  que  haya  devengado  desde  su  sus- 
pensión; y  exponiendo  como  fundamentos  que  el  contraregis- 
tro llevado  por  los  carabineros  sin  ninguna  formalidad  y  en 
contra  de  lo  qne  terminantemente  disponen  las  leyes  no  puede 
de  ninguna  manera  hacer  fé  en  juicio:  que  si  es  principio  de 
jurisprudencia  penal  que  donde  no  hay  delito  no  puede  haber 
pena,  el  recurrente  por  la  sentencia  ejecutoria  de  la  Audiencia 
de  Sevilla  no  puede  sufrir  ninguna  clase  de  castigo,  y  la  Di- 
rección de  Aduanas  ha  faltado  á  este  precepto  imponiéndole 
pena  por*  un  delito  ya  juzgado  por  aquella:  que  el  reglamento 
de  empleados  del  Cuerpo  de  Aduanas  dé  26  de  Abril  de  1870 
trata  en  el  cap.  5.°  de  las  faltas  y  delitos,  clasificando  las  pri- 
meras en  leves  y  graves,  cuya  calificación  y  el  castigo  de  las 
primeras  corresponde  al  Jefe  inmediato  del  que  las  comete,  y 
si  las  cree  graves  debe  remitir  el  expediente  ¿  la  Dirección 
para  su  condena  de  seis  á  treinta  días  de  sueldo,  y  el  doble 
caso  de  reincidencia,  pasándose  tanto  de  culpa  al  Tribunal 
correspondiente  si  resultase  delito:   que  los  empleados   de 
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en  su  frahajo-  á  los  Vista*  bajo  ia  dirección  y  responsabilidad 
f\p  rt^tr»q5  sin  poder  hacer  p«>r  si  solos  despacho  alguno  a  do 
ser  oie  est¿n  especialmente  autorizados  por  el  Ad-mniitradcr; 
por  lo  que  s¿!o  el  ín*erventor-VLsta  era  el  responsable  ¿e  todos 
los  actos  que  re  Humaran: 

Regolfando  que  justir;  cada  su  pobreza  y  declarada  poresti 
ríala,  .se  le  nombró  de  oficio  para  su  defensa  al  Licenciado  Dun 
Pedro  Albadaiejo  y  Lillo,  el  que,  después  de  venido  el  expe- 
diente írnbemativo  J  de  declararse  procedente  la  vía  conten- 
ciosa admitiendo  la  demanda ,  la  amplió  reproduciendo  sus 
solicitudes  y  argumentos: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  la 
rni«ma  solicitando  se  absuelva  de  ella  ala  Administración  ge- 
neral del  FUtado,  confirmando  la  orden  recurrida,  apoyado  en 
que  porque  el  expediente  judicial  haya  sido  resuelto  por  un 
sobreseimiento  libre  no  es  obstáculo  á  que  la  Administración 
resuelva  de  la  manera  que  estime  conveniente  el  adminis- 
trativo- que  lo  mismo  las  Ordenanzas  de  Aduanas  que  el  regla- 
mento de  empleado*  de  Abril  de  1870  están  redactados  en  el 
*erihd/r  de  que  en  dicha  materia  pueden  cometerse  como  en 
otro*  dehto*  comunes,  cuya  represión  corresponde  á  los  Tri- 
bunalc*  ordinario»,  y  otros  especiales  ó  faltas  cuyo  castigo 
impone  la  Administración  independientemente*  con  arreglo  á 
lo*  preceptos  establee  idos  en  dicha  legislación:  que  el  enun- 
ciado reglamento  dispone  en  el  caso  3.°  del  art.  41  que  podrá 
tener  efecto  la  separación  de  los  empleados  cuando  hayan 
cometido  siete  faltas  leves  ó  cuatro  graves,  correspondiendo 
la  calificación  de  las  faltas  al  Jefe  inmediato  según  el  art.  26, 
que  era  en  esto  caso  el  Administrador  de  la  Aduana  de  Cádiz, 
el  cual  las  ha  calificado  do  graves:  que  no  puede  caber  duda 
de  que  constituyo  por  lo  menos  una  falta  leve  cada  uno  de 
|n*  sesenta  casos  que  resulta  de  la  cotunaracion  de  las  matri- 
ces con  c|  onntraregisf>ro:  que  dentro  de  un  mes  se  alteró  la 
verdad  nn  cuanto  a  la  clase  y  cantidad  de  los  géneros  intro- 
ducido* i  y  siendo  siete  los  que  bastarían  para  acordar  la  se- 
paracluh  de  Ouerpo,  esta  mucho  más  que  justificada  esta  me- 
dida i  que  «otfuu  declaración  do  los  mismos  introductores  y  del 
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carretero  portador,  se  alteró  por  lo  menos  en  once  casos  la 
verdad  de  una  manera  tan  notable  en  cuanto  á  la  clase  y  can- 
tidad de  los  géneros  y  al  importe  de  los  derechos  que  se  pa- 
garon por  su  introducción,  que  las  faltas,  aun  apreciadas  como 
leves,  serian  en  número  bastante  para  producir  la  separación 
y  no  pueden  dejar  de  ser  consideradas  como  graves  según  las 
reglas  de  la  crítica  racional:  que  el  demandante  intervenía 
como  Auxiliar  de  Vista  al  reconocimiento  y  aforo  de  las  mer- 
cancías, autorizando  con  su  firma  la  mayor  parte  de  las  ma- 
trices comprendidas  en  los  libros  talonarios,  por  lo  que  sin  su 
concurso  no  hubieran  podido  cometerse  los  actos  castigados 
por  la  legislación  administrativa;  y  que  no  puede  perderse  de 
vista  que  se  trata  de  la  recaudación  de  los  impuestos,  en  que 
tanta  responsabilidad  contrae  la  Administración,  y  para  lo  que 
seria  sumamente  peligroso  imponerle  la  aceptación  de  emplea- 
dos que  no  obtuvieran  su  confianza. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites. 

Considerando  que  el  art.  24  del  reglamento  de  26  de  Abril 
de  1870  dispone  que  los  empleados  y  subalternos  del  Cuerpo 
de  Aduanas  incurren  en  responsabilidad  por  las  faltas  que 
cometen,  la  cual  se  les  exigirá  gubernativamente,'  sin  perjui- 
cio de  la  que  pueda  corresponderles  con  arreglo  al  Código 
penal : 

Considerando  que  la  calificación  y  castigo  de  dichas  faltas 
compete  al  Administrador  de  la  Aduana  principal  de  la  pro- 
vincia en  calidad  de  Jefe  inmediato,  ó  á  la  Dirección  general, 
según  los  casos,  con  apelación  en  las  graves  al  Ministro  de 
Hacienda,  que  conforme  al  art.  33  resolverá  sin  ulterior  re- 
curso: 

Considerando  que,  según  el  caso  3.°  del  art.  41  del  mismo 
reglamento,  procede  la  separación  «por  medio  de  expediente» 
de  los  referidos  empleados  «cuando  hayan  cometido  siete  faltas 
leves  6  cuatro  graves:» 

Considerando  que  en  virtud  de  las  explícitas  y  terminantes 
disposiciones  es  incontrovertible  que  corresponde  á  la  Admi- 
nistración la  amplia  facultad  discrecional  para  calificar  y  cor- 
regir «por  medio  de  expediente»  instruido  con  las  formalidas 
que  se  prescriben  en  la  sección  primera,  capítulo  5.°,  y  en  la 
sección  segfunda,  capítulo  6.°  del  citado  reglamento,  las  faltas 
en  que  incurren  los  empleados  de  dicho  Cuerpo  en  perjuicio 
de  Ijs  intereses  del  Estado  y  del  mejor  servicio,  con  indepen- 
dencia de  la  responsabilidad  que  proceda  exigirles  por  los 
Tribunales  «con  arreglo  al  Código  penal;»  sin  que  pueda  surgir 
contrariedad  ni  conflicto  de  los  acuerdos  distintos  que  dicten 
dentro  de  su  respectiva  y  legítima  esfera  de  acción,  porque 


•t 


*y;el  procedimiento  de  inljle  especial  se  dirige  únicamente 
á  re-i'Jenci'ir  los  acto»,  irregularidades,  onisi«.»ries  ó  descuidos 
en  cuarto  afectan  á  ¡a  conducta  y  concepto  de  los  empleados 
en  el  exacto  v  esmerado  desemneü*  de  mis  deberes  fuuciona- 
le»,  cuya  apreciación  y  castigo  es  peculiar  y  exclusivo  del  or- 
den gubernativo,  asi  coruo  lo  es  de;  judicial  juzgar  Ijs  hechos 
que  ba;o  diferente  asnecío  revisten  caracteres  del  delito  v  dan 
materia  á  causa  criminal: 

Considerando,  por  tanto,  que  no  obsta  á  la  corrección  gu- 
bernativa de  las  faltas  á  que  se  contrae  la  Real  orden  recla- 
mada el  auto  de  sobreseimiento  libre,  «por  no  existir  prueba 
del  carero,*  que  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Se- 
villa en  10  de  Diciembre  de  1870,  «  en  desacuerdo  con  el  dic- 
tamen fiscal,*  en  la  causa  seguida  contra  los  mismos  emplea- 
dos por  delito  de  defraudación,  puesto  que  este  fallo,  de  valor 
incontrastable  en  la  esfera  penal,  nada  prejuzga  ni  pueden 
extenderse  sus  efectos  á  coartar  las  atribuciones  privativas  é 
independientes  de  la  Administración,  que  le  confiere  el  pre- 
dicho  artículo  24  y  el  39  del  reglamento,  para  calificar  y  cas- 
tigar las  faltas  de  tes  empleados  de  Aduanas,  que  son,  como 
las  de  que  se  trata  en  este  pleito  de  carácter  puramente  fun- 
cional: 

Considerando  que  contra  las  resoluciones  acordadas  en  ape- 
lación por  el  Director  general  de  Aduanas  ó  por  el  Ministro  de 
Hacienda,  Hcgun  los  casos,  no  cabe  «ulterior  recurso,»  como 
determina  expresamente  el  referido  art.  33,  y  por  consiguiente 
que  110  pueden  ser  alteradas  ni  reformadas  sin  traspasar  el  lí- 
mite del  conocimiento  que  compete  á  la  Administración  inva- 
diendo la  e*fera  de  su  legítima  acción  independiente: 

Y  considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  ateniéndose  á 
los  referido*  principios  de  la  legalidad  existente  sobre  la  ma- 
teria, es  indudable  que  procedieron  con  perfecto  derecho  el 
Administrador  de  la  Aduana  de  Cádiz  alcalificar  de  grave  las 
once  faltas  h  que  se  contrae  en  su  informe  de  26  de  Octubre 
de  1870,  y  el  Ministro  de  Hacienda  al  aprobar  en  vista  de  más 
amplias  y  conveniente»  investigaciones,  por  Real  orden  de  27 
de  Mayo  de  1872,  el  acuerdo  de  la  Dirección  general  de  7  de 
Junio 'del  arto  anterior,  por  el  que  se  declara  separado  á  Don 
Andrés  Vila  de  Lara  del  destino  de  Auxiliar  de  Vista  del  Fie- 
lato de  la  Linea  del  Canino  de  Gibraltar,  como  uno  de  los 
cantores  responsables  de  las  expresadas  faltas,  y  por  tal  he- 
cho pmuiImwIo  del  Cuerpo  de  empleados  de  Aduanas; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  ala  Admi- 
uiMtriuMon  general  del  listado  de  la  demanda  propuesta  por  Don 
Andrés  Viln  de  Lara,  y  en  su  virtud  declaramos  firme  y  sub- 
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sistente  la  Real  orden  de  27  de  Mayo  de  1872,  expedida  por  el 
Ministerio  de  Hacienda,  contra  la  que  se  reclama. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  expresado  Ministerio  con  la  oportuna  certifica- 
ción, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.  =  Pascual  Bavarri.=  Juan  Jiménez  Cuenca.  = 
Ignacio  Vieites.=  Juan  Cano  Manuel. =Críspulo  García  Gómez 
de  la  Serna. = Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ignacio  Vieites,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  1.a  de  Julio 
de  1874.=Enrique  Medina. 

Nóm.  2. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Pago  de  intereses  de  uxA.  inscripción  intransferible. — Sen- 
tencia de  1.°  do  Julio,  declarando  no  haber  lugar  á  la  ex- 
cepción de  improcedencia  opuesta  por  el  demandante,  y  de- 
jando sin  efecto  las  órdenes  de  28  de  Julio  de  1871  y  de  26 
de  Junio  de  1873,  reclamadas  por  el  Ministerio  fiscal. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  la  facultad  concedida  al  Gobierno  por  el  art.  3.°  del 
Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1853  para  examinar  sus  actos  y 
procurar  su  reforma  por  la  via  contenciosa ,  si  fuesen  perjudi- 
ciales al,  Estado,  es  evidente  y  ru>  tiene  mis  limitación  que  el 
término  señalado  para  interponer  el  recurso ,  á  contar  desde  que 
reconocido  el  agravio  se  comunican  las  instrucciones  oportunas 
al  Ministerio  fiscal. 

2.9  Que  la  Real  orden  dictada  en  virtud  de  expediente  pro- 
movido  por  el  Cardenal  Arzobispo  de  Toledo,  dispuso  entre  otros 
particulares ,  accediendo  también  a  lo  solicitado  confidencial- 
mente por  el  Nuncio -de  Su  Santidad,  la  suspensión  del  pago 
de  intereses  de  las  inscripciones  ya  emitidas  y  de  las  que  en  lo 
sucesivo  se  emitiesen  en  favor  del  clero,  hasta  que  conocidos  los 
deseos  de  todos  los  Prelados  se  dictara  una  medida  general. 

3.°    Que  esta  Real  orden  aceptada  sin  oposición  por  todas 
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las  Iglesias  y  Prelados  tiene  un  carácter  general \  y  es  obliga- 
loria  mientras  se  realiza  la  condición  esencial  de  su  precepto, 
dictándose  la  resolución  definitiva  que  concille  los  intereses  de 
la  Iglesia  y  del  Estado. 

4/'  Que  la  orden  general  de  14  de  Enero  no  tuvo  por  único 
fundamento  la  dificultad  de  conciliar  el  pago  mensual  convenido 
en  el  art.  8.*  del  Concordato  con  él  semestral  de  los  intereses 
de  la  Deuda,  sino  que  respondió  a  razones  mas  generales  y  le- 
vantadas, cuyo  alcance  se  estendia  asi  á  la  diócesis  de  Vitoria 
como  á  todas  las  demos. 

5/  Que  estas  razones  perfectamente  comprensivas  sin  es- 
fuerzo dd  discurso,  natural  consecuencia  del  periodo  de  transi- 
ción por  el  cumplimiento  de  los  Concordatos  y  de  las  leyes  sobre 
desamortización  producido ,  y  de  la  necesidad  de  conciliar  justa 
y  prudencia  Imente  los  deseos  de  la  Iglesia  y  el  deber  del  Estada 
en  materia  de  sustanciaron  del  culto  y  sus  Ministros  tenían 
mayor  trascendencia  y  ofrecían  más  delicadas  dificultades  en 
las  Provincias  Vascongadas  por  su  sistema  especial  de  tributa- 
ción, y  por  el  deber  en  que  están  constituidas  de  satisfacer  las 
atenciones  todas  del  culto  y  clero  como  justa  y  debida  compen- 
sación de  los  tributos  directos  con  que  contribuyen  las  demás 
provincias  y  de  que  vienen  dispensados  por  disposiciones  par- 
ticulares en  consideración  al  fuero. 

En  la  villa  de  Madrid,-  á  30  de  Junio  de  1874,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  primera 
y  única  instancia,  incoados  por  el  Ministerio  fiscal  á  nombre 
de  la  Administración  general  del  Estado,  pidiendo  sean  revo- 
<»adan  la  Keal  orden  de  28  de  Julio  de  1871,  y  la  orden  minis- 
terial de  26  de  Junio  de  1873  que  prescribieron  el  pago  de  los 
¡ntereneH  vencidos  de  la  inscripción  intrasferible  emitida  á 
favor  del  clero  de  la  diócesis  de  Vitoria  en  permutación  de 
HilH  bienes,  y  el  pago  de  las  rentas  recaudadas  por  la  Admi- 
nistración desde  1.°  de  Mayo  de  1855  á  1.°  de  Enero  de  1866; 
"ii  Ion  cuales  ha  sido  tenido  por  parte  el  Reverendo  Obispo 
de  la  minina  diócesis,  representado  por  el  Licenciado  D.  Juan 
(Jouxalcz  Alonso: 

Itetfiíltando  que  á  virtud  de  resistencia  hecha  por  las  Pro- 
vincia* Vascongadas  á  la  imposición  y  pago  de  la  contri* 
bijcioii  territorial  al  establecerse  el  sistema  tributario  en  el 
ufto  de*  1845,  se  formaron  los  oportunos  expedientes  por  la 
Administración,  resolviendo  en  ellos  que  estaban  obligadas  á 
*a<Ufac*<»tfla,  Y  acordando  como  medida  transitoria  en  las  Rea- 
U*«  ordenen  de  22  de  Marzo ,  16  y  25  de  Octubre  de  1850  la 
4'<>M|>cMiM*clon  de  los*  cupos  de  contribución  señalados  á  las 
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provincias  con  el  importe  liquido  de  las  cantidades  que  habian 
satisfecho  y  siguieran  satisfaciendo  al  clero,  sin  perjuicio  de 
la  liquidación  definitiva  que  habría  de  practicarse: 

Resultando  que  hecha  la  permutación  de  los  bienes  del 
clero  de  toda  España  por  las  inscripciones  intrasferibles  de 
Deuda  pública  que  habian  de  representarlos  en  lo-  sucesivo 
con  arreglo  á  las  disposiciones  concordadas  con  la  Sede  Pon- 
tificia, ocurrió  con  ciertas  dudas  sobre  ello  el  Arzobispo  de 
Toledo,  por  lo  que  se  ordenó,  entre  otros  particulares,  en  Real 
orden  de  14  de  Enero  de  1862,  accediendo  también  á  lo  soli- 
citado confidencialmente  por  el  Nuncio  de  Su  Santidad ,  que 
quedara  en  suspenso  el  abono  de  intereses  de  las  inscripciones 
emitidas  y  de  las  que  á  favor  del  clero  se  emitieren  hasta  que 
de  acuerdo  en  lo  posible  con  todos  los  Prelados  se  dictara  una 
medida  general: 

Resultando  que  aprobada  por  Real  orden  de  17  de  Febrero 
de  1866  la  conmutación  de  bienes  del  Obispo  y  clero  de  la 
diócesis  de  Vitoria,  en  23  de  Mayo  de  1871  solicitaron  por 
medio  de  exposición  dirigida  al  Ministro  de  Hacienda  el  pago 
de  los  intereses  de  la  inscripción  que  les  correspondía  y  había 
sido  expedida ,  fundándose  en  que  á  las  demás  diócesis  no 
causaba  perjuicio  la  suspensión,  puesto  que  siempre  recibían 
integra  del  Estado  la  dotación  det  culto  y  clero  de  que  habian 
de  rebajarse  los  intereses  de  las  inscripciones  si  fuesen  satis- 
fechos, y  sólo  lo  producía  en  la  suya  por  no  recibir  dotación 
del  Estado,  con  lo  que  venia  á  producirte  el  resultado  de  no 
recibir  en  uno  ni  otro  concepto  las  cantidades  que  le  corres- 
pondían: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  se  formó  el  oportuno 
expediente,  y  de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Nego- 
ciado en  su  nota  y  por  la  Dirección,  se  dictó  una  orden  por 
el  Ministro  de  Hacienda  en  28  de  Julio  del  referido  año  de  1871 
resolviendo  que  la  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1862  man- 
dando suspender  el  pago  de  los  intereses  de  las  láminas  emi- 
tidas en  favor  del  clero,  no  comprendía  al  de  Vitoria  por  sus 
especiales  circunstancias ,  y  en  su  virtud  debían  serle  abona- 
dos los  vencidos  desde  1.°  de  Enero  de  1866  en  que  tuvo  lugar 
la  emisión,  á  cuyo  efecto  se  trasladase  dicha  orden  á  las  Di- 
recciones del  Tesoro  y  de  Contabilidad  para  su  ejecución  y 
cumplimiento  en  la  parte  que  les  correspondía:  que  respecto 
¿  los  productos  de  los  bienes  se  practicase  por  las  Adminis- 
traciones económicas  de  las  citadas  provincias  las  convenien- 
tes liquidaciones  del  producto  de  los  bienes ,  partiendo  de  la 
fecha  de  Ib  incautación  y  valores  obtenidos  en  los  arrenda- 
mientos ó  que  se  presupuestaron  para  la  capitalización  en  renta 
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las  Iglesias  y  Prelados  tiene  un  carácter  general ,  y  es  obliga- 
toria mientras  se  realiza  la  condición  esencial  de  su  precepto, 
dictándose  la  resolución  definitiva  que  concille  los  intereses  de 
la  Iglesia  y  del  Estado. 

4.°  Que  la  orden  general  de  14  de  Enero  no  tuvo  por  único 
fundamento  la  dificultad  de  conciliar  el  pago  mensual  convenido 
en  el  art.  8."  del  Concordato  con  el  semestral  de  los  intereses 
de  la  Deuda,  sino  que  respondió  á  razones  más  generales  y  le- 
vantadas, cuyo  alcance  se  estendia  asi  á  la  diócesis  de  Vitoria 
como  á  todas  las  dennos. 

5.°  Que  estas  razones  perfectamente  comprensivas  sin  es- 
fuerzo  del  discurso,  natural  consecuencia  del  periodo  de  transi- 
ción por  el  cumplimiento  de  los  Concordatos  y  de  las  leyes  sobre 
desamortización  producido ,  y  de  la  necesidad  de  conciliar  justa 
y  prudencialmente  los  deseos  de  la  Iglesia  y  el  deber  del  Estado 
en  materia  de  sustanciacion  del  culto  y  sus  Ministros  tenían 
mayor  trascendencia  y  ofrecían  más  delicadas  dificultades  en 
las  Provincias  Vascongadas  por  su  sistema  especial  de  tributa- 
cion,  y  por  el  deber  en  que  están  constituidas  de  satisfacer  las 
atenciones  todas  del  culto  y  clero  como  justa  y  debida  compen- 
sación de  los  tributos  directos  con  que  contribuyen  las  demás 
provincias  y  de  que  vienen  dispensados  por  disposiciones  par- 
ticulares en  consideración  al  fuero. 

En  la  villa  de  Madrid,-  k  30  de  Junio  de  1874,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  primera 
y  única  instancia,  incoados  por  el  Ministerio  fiscal  á  nombre 
de  la  Administración  general  del  Estado,  pidiendo  sean  revo- 
cadas la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1871,  y  la  orden  minis- 
terial de  26  de  Junio  de  1873  que  prescribieron  el  pago  de  los 
intereses  vencidos  de  la  inscripción  intrasferible  emitida  á 
favor  del  clero  de  la  diócesis  de  Vitoria  en  permutación  de 
sus  bienes,  y  el  pago  de  las  rentas  recaudadas  por  la  Admi- 
nistración desde  1.°  de  Mavo  de  1855  á  1.°  de  Enero  de  1866: 
en  los  cuales  ha  sido  tenido  por  parte  el  Reverendo  Obispo 
de  la  misma  diócesis,  representado  por  el  Licenciado  D.  Juan 
González  Alonso: 

Resultando  que  á  virtud  de  resistencia  hecha  por  las  Pro- 
vincias Vascongadas  á  la  imposición  y  pago  de  la  contri- 
bución territorial  al  establecerse  el  sistema  tributario  en  el 
año  de  1845,  se  formaron  los  oportunos  expedientes  por  la 
Administración ,  resolviendo  en  ellos  que  estaban  obligadas  4 
satisfacerla,  y  acordando  como  medida  transitoria  en  las  Rea- 
les órdenes  de  22  de  Marzo ,  16  y  25  de  Octubre  de  1850  la 
compensación  de  los'  cupos  de  contribución  señalados  á  las 
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provincias  con  el  importe  líouido  de  las  cantidades  que  habían 
satisfecho  y  siguieran  satisfaciendo  al  clero,  sin  perjuicio  de 
la  liquidación  definitiva  que  habría  de  practicarse: 

Resultando  que  hecha  la  permutación  de  los  bienes  del 
clero  de  toda  España  por  las  inscripciones  intrasferibles  de 
Deuda  pública  que  habían  de  representarlos  en  lo-  sucesivo 
con  arreglo  á  las  disposiciones  concordadas  con  la  Sede  Pon- 
tificia, ocurrió  con  ciertas  dudas  sobre  ello  el  Arzobispo  de 
Toledo,  por  lo  que  se  ordenó,  entre  otros  particulares,  en  Real 
orden  de  14  de  Enero  dé  1862,  accediendo  también  á  lo  soli- 
citado confidencialmente  por  el  Nuncio  de  Su  Santidad ,  que 
quedara  en  suspenso  el  abono  de  intereses  de  las  inscripciones 
emitidas  y  de  las  que  á  favor  del  clero  se  emitieren  hasta  que 
de  acuerdo  en  lo  posible  con  todos  los  Prelados  se  dictara  una 
medida  general: 

Resultando  que  aprobada  por  Real  orden  de  17  de  Febrero 
de  1866  la  conmutación  de  bienes  del  Obispo  y  clero  de  la 
diócesis  de  Vitoria,  en  23  de  Mayo  de  1871  solicitaron  por 
medio  de  exposición  dirigida  al  Ministro  de  Hacienda  el  pago 
de  los  intereses  de  la  inscripción  que  les  correspondía  y  habia 
sido  expedida,  fundándose  en  que  á  las  demás  diócesis  no 
causaba  perjuicio  la  suspensión,  puesto  que  siempre  recibían 
integra  del  Estado  la  dotación  del  culto  y  clero  de  que  habian 
de  rebajarse  los  intereses  de  las  inscripciones  si  fuesen  satis- 
fechos, y  sólo  lo  producía  en  la  suya  por  no  recibir  dotación 
del  Estado,  con  lo  que  venia  á  producirte  el  resultado  de  no 
recibir  en  uno  ni  otro  concepto  las  cantidades  que  le  corres- 
pondían: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  se  formó  el  oportuno 
expediente,  y  de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Nego- 
ciado en  su  nota  y  por  la  Dirección,  se  dictó  una  orden  por 
el  Ministro  de  Hacienda  en  28  de  Julio  del  referido  año  de  1871 
resolviendo  que  la  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1862  man- 
dando suspender  el  pago  de  los  intereses  de  las  láminas  emi- 
tidas en  favor  del  clero,  no  comprendia  al  de  Vitoria  por  sus 
especiales  circunstancias ,  y  en  su  virtud  debían  serle  abona- 
dos los  vencidos  desde  1.°  de  Enero  de  1866  en  que  tuvo  lugar 
la  emisión,  á  cuyo  efecto  se  trasladase  dicha  orden  ¿  las  Di- 
recciones del  Tesoro  y  de  Contabilidad  para  su  ejecución  y 
cumplimiento  en  la  parte  que  les  correspondía:  que  respecto 
á  los  productos  de  los  bienes  se  practicase  por  las  Adminis- 
traciones económicas  de  las  citadas  provincias  las  convenien- 
tes liquidaciones  del  producto  de  los  bienes,  partiendo  de  la 
fecha  de  Ib  incautación  y  valortes  obtenidos  en  los  arrenda- 
mientos ó  que  se  presupuestaron  para  la  capitalización  en  renta 
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y  venta,  deduciéndose  de  las  sumas  que  arrojasen  el  25  por  100 
por  rapn  de  contribuciones  y  administración ;  y  que  por  la 
Dirección  del  ramo  se  estudiase  y  formulara  un*  provecto  de 
ley  para  hacer  extensiva  la  abolición  de  los  diezmos  y  primi- 
cíos  a  las  Provincias  Vascongadas  y  nivelar  las  asignaciones 
del  cero  de  las  mismas  con  las  del  resto  de  la  Nación : 

Resultando  que  practicadas  por  la  Dirección  de  la  Deuda 
las  operaciones  indispensables  para  que  tuviese  efecto  la  Real 
orden  expresada,  al  tratarse  de  realizar  el  pairo  de  más  de 
4.000.000  que  importaban  los  intereses  liquidados,  se  suspen- 
dió pjr  orden  verbal  del  Subsecretario,  haciendo  éste  presente 
al  Ministro  en  comunicación  de  28  de  Noviembre  del  repetido 
ano  de  1871  las  irregularidades  cometidas  y  la  dificultad  de 
llevarse  á  efecto  si  habían  de  observarse  las  prescripciones 
contenidas  en  las  leyes  de  presupuestos  y  Contabilidad  de 
Hacienda  pública,  con  cuyo  motivo  se  formó  un  nuevo  expe- 
diente en  el  que,  además  de  las  cuestiones  relativas  á  la  forma 
de  pago,  se  suscitó  de  nuevo  la  de  derecho  al  mismo,  oven- 
dose  á  varias  Direcciones  de  Hacienda  v  al  Consejo  de  Estado 
en  pleno,  dictándose,  de  conformidad  á  su  dictamen,  una  orden 
por  el  Gobierno  de  la  República  en  26  de  Junio  de  1873  dis- 
tiendo se  considerase  en  toda  su  fuerza  v  vigor  la  Real 
orden  de  28  de  Julio  de  1871.  siempre  que  hubiese  crédito  en 
el  presupuesto  para  el  pago  de  la  obligación  de  que  se  trata: 

Resultando  que  posteriormente  en  el  mes  de  Diciembre  del 
mismo  año  se  dio  cuenta  por  el  Ministro  de  Hacienda  al  Con- 
sejo de  Ministros  de  la  anterior  resolución,  por  haber  manifes- 
tado la  Dirección  de  la  Deuda  que  en  ninsrun  presupuesto  s» 
nabia  incluido  cantidad  destinada  al  pag¿~de  los  iutereses  re- 
clamados, y  autorizado  competentemente  por  el  mis  ño  el  Mi- 
nisterio fiscal,  interpuso  demanda  contencioso-administrativa 
ante  esta  Sala  en  24  y  31  del  mismo  mes  v  año.  pidiendo  se 
revocasen  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  187Í,  v  la  orden 
ministerial  de  26  de  Junio  de  1873.  v  caso  necesario* la  de  toda 
otra  resolución  de  carácter  particular  que  pudiera  considerarse 
materia  del  presente  juicio,  declarando  que  no  precede  el  pago 
de  intereses  por  la  inscripción  intrasferible  entregada  al  clero 
de  la  diócesis  de  Vitoria  por  la  permutación  de"  sus  bienes; 
fundado  en  que  al  satisfacer  á  dicho  clero  los  interese*  de  la* 
inscripciones  expedidas  á  su  favor,  equivale  á  variar  la  forma 
de  pago  de  la  dotación  que  actualmente  le  abona  el  Estado 
iKir  medio  de  las  Diputaciones  de  las  Provincias  Vascongadas, 
las  cuales  compensan  el  pago  de  la  contribución  de  inmuebles 
con  el  importe  liquido  de  lo  que  satisface  por  el  culfo  v  clero; 
en  que  el  satisfacer  intereses  atrasados  ó  los  corrientes  sin      . 
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descontar  los  de  dicha  dotación,  equivaldría  á  entregar  al 
clero  de  dicha  diócesis  una  cantidad  considerable  además  de 
la  que  constituye  su  dotación ,  lo  cual  es  contrario  á  lo  pre- 
ceptuado en  el  Concordato  de  1851  y  en  el  Convenio  adicional 
al  mismo;  en  que  por  una  disposición  de  carácter  general  como 
es  la  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1862,  se  dispuso  que  no 
se  abonasen  intereses  por  las  inscripciones  de  la  clase  de  que 
se  trata,  sin  que  ninguna  otra  de  la  misma  clase  haya  venido 
después  á  establecer  precepto  en  contrario: 

Resultando  míe  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, amplió  la  demanda  el  Ministerio  fiscal  insistiendo  en 
sus  solicitudes,  y  expresando  además  que  la  cuestión  que  ha 
de  resolverse  en  el  presente  litigio  es  sólo  la  del  derecho  &  la 

Sercepcion  de  intereses  de  la  inscripción  intrasferible  expe- 
ida  á  favor  del  clero  de  la  diócesis  de  Vitoria „  y  no  las  de 
si  hay  ó  no  crédito  en  el  presupuesto  para  su  pago  y  sobre  la 
tramitación  del  expediente:  que  del  texto  de  la  Real  orden  de 
14  de  Enero  de  1862  no  aparece  aue  el  fundamento  que  se 
tuvo  presente  para  dictarla  fuese  el  que  se  aseguraba  de  que 
la  suspensión  del  pago  de  intereses  no  causaba  perjuicio  al 
clero  en  general  por  cobrar  éste  su  dotación  íntegra  del  Estado 
sin  la  rebaja  que  en  ella  habia  de  producir  el  abono  de  inte- 
reses de  las  inscripciones  intrasferibles  si  hubiese  tenido  efecto: 
que  si  á  primera  vista  puede  aparecer  equitativo  el  acceder  á 
tal  pretensión,  esta  impresión  aesaparece  al  fijarse  en  la  falta 
de  exactitud  del  motivo  alegado:  que  lo  que  sucede  con  el 
clero  de  Vitoria  es  que  percibe  la  dotación  del  Estado  en  forma 
distinta  que  el  de  las  demás  diócesis,  pues  las  cantidades  des- 
tinadas al  sostenimiento  del  culto  y  clero  vascongados  son  sos- 
tenidas por  el  producto  de  la  contribución  territorial  que  deja 
de  percibir  el  Tesoro  central:  que  el  Estado  se  ha  venido  opo- 
niendo constantemente  á  que  dichas  provincias  se  vean  exentas 
del  pago  de  contribución  territorial ,  y  no  puede  venir  á  re- 
conocer ahora  en  este  expediente  y  por  este  medio  la  exención 
que  siempre  ha  combatido,  lo  que  seria  además  contrario  al 
principio  de  la  unidad  constitucional,  á  cuya  condición  quedó 
sometida  desde  la  ley  de  25  de  Octubre  de  1839  la  subsisten- 
cia de  los  fueros  de  las  Provincias  Vascongadas: 

Resultando  que  habiéndose  presentado  en  los  autos  el  Li- 
cenciado D.  Juan  González  Alonso,  á  nombre  y  con  poder  del 
Obispo  de  la  diócesis  de  Vitoria,  se  le  tuvo  por  parte  y  con- 
testó la  demanda  solicitando  sea  desestimada  y  que  en  defini- 
tiva se  confirmen  las  órdenes  recurridas,  apoyado  en  que  la 
Administración  ha  podido  discutir  sobre  el  perjuicio  que  hu- 
biera podido  causarle  la  primera  de  ellas ;  pero  desde  el  mo- 
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mentó  en  que  lo, hizo  así  v  se  declaró  solemnemente  por  la 
segunda,  después  de  oido  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  que 
aquella  había  sido  decretada  con  arreglo  á  derecho,  y  que  no 
podia  procederse  á  pedir  su  revocación  no  existiendo  atribu- 
ciones en  la  Administración  del  Estado  para  volver  sobre  su 
acuerdo  solemne  con  otro  nuevo:  que  las  leyes  de  1.°  de  Mayo 
de  1855  y  11  de  Julio  de  1856  lo  Fueron  propiamente  de  per- 
mutación con  las  Corporaciones  propietarias,  á  las  que  el  Es- 
tado debia  entregar  en  compensación  inscripciones  intrasfe- 
ribles  del  3  por  100  consolidado  con  objeto  de  que  con  dichos 
intereses  y  rentas  se  cubrieran  todas  las  obligaciones  que  pe- 
saban sobre  los  propios  bienes,  lo  que  también  se  concordó 
con  la  Santa  Sede  por  el  convenio  adicional  y  el  pago  mensual 
de  los  intereses  correspondientes:  que  toda  inscripción  ó  valor 
público  y  particular  que  lleva  señalados  intereses  periódicos 
debe  ser  satisfecha  puntualmente,  y  si  no  se  ejecuta  por  causas 
más  ó  menos  atendibles  ha  de  ser  siempre  sin  perjuicio  de  lo 
pactado  solemnemente:  que  la  suspensión  de  pago  acordada 
en  1862  á  virtud  de  consulta  del  Arzobispo  de  Toledo  no  puede 
tener  aplicación  al  clero  de  la  diócesis  de  Vitoria  que  no  re- 
cibiendo directamente  asignación  del  Estado  tiene  por  déficit 
anual  el  producto  de  las  rentas  y  el  importe  de  dichos  inte- 
reses que  formaban  su  dotación  unido  al  diezmo  y  primicias, 
y  el  Gobierno  con  el  mismo  derecho  que  usó  para  decretar  la 
suspensión  la  levantó  para  dichas  diócesis  conocida  que  fué  la 
reclamación  del  Prelado:  que  por  Real  orden  de  23  de  Julio 
de  1867  se  mandaron  pagar  los  intereses  de  la  inscripción  in- 
trasferible  expedida  á  favor  de  los  conventos  de  monjas  de  la 
misma  diócesis  que  se  hallan  en  igual  caso  y  se  vienen  pa- 
gando hasta  el  dia  sin  interrupción,  ni  contradicción,  ni 
dudas  en  los  departamentos  de  la  Deuda  pública,  ni  repa- 
ros del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino:  que  el  pago  que  se 
solicita  no  altera  en  lo  más  mínimo  los  convenios  v  estipula- 
ciones acordadas  entre  las  Diputaciones  forales  y  el  Gobierno 
central,  relativamente  á  la  contribución  territorial  de  las  mis- 
mas provincias,  sino  que  por  el  contrario,  dejando  las  cosas 
en  el  mismo  estado  que  tenían  en  el  año  1850  cuando  se  dic- 
taron las  Reales  órdenes  de  22  de  Marzo,  16  y  25  de  Octubre 
de  aquel  año,  dejó  expedita  la  acción  administrativa  para  toda 
clase  de  nuevos  convenios. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Críspulo  García 
Gómez  de  la  Serna. 

Considerando,  en  cuanto  á  la  improcedencia  del  recurso 
alegada  en  primer  término  á  modo  de  excepción  perentoria  por 
el  demandado,  que  la  facultad  concedida  al  Gobierno  por  el 
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artículo  3.Q  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1853  para  exa- 
minar sus  actos  y  procurar  su  reforma  por  la  vía  contenciosa 
si  fuesen  perjudiciales  al  Estado,  es  evidente  y  no  tiene  más 
limitación  que  el  término  señalado  para  interponer  el  recurso, 
á  contar  desde  que  reconocido  el  agravio  se  comunican  las 
instrucciones  oportunas  al  Ministerio  fiscal ,  cuyo  término  no 
ha  trascurrido  en  el  presente  ¿caso : 

Considerando  que  en  este  pleito  no  se  discute  el  derecho 
del  Obispo  y  clero  de  Vitoria ,  igual  al  de  las  demás  diócesis, 
á  percibir  los  intereses  de  las  inscripciones  intrasferibles  emi- 
tidas en  virtud  de  la  conmutación  de  los  bienes  de  la  Iglesia 
que  deben  constituir  el  primer  elemento  de  su  dotación  según 
las  disposiciones  concordadas,  derecho  perfecto  garantizado 
por  las  leyes,  no  puesto  en  duda  ni  cuestionado,  sino  de  exa- 
minar si  una  jrez  acordada  por  la  Real  orden  de  14  de  Enero 
de  1862  como  medida  general  la  suspensión  del  pago  de  esos 
intereses  debe  mantenerse  esta  disposición  en  todo  su  vigor  y 
eficacia,  revocándose  como  perjudicial  á  los  intereses  del  Es- 
tado las  órdenes  reclamadas  de  28  de  Julio  de  1871  y  26  de 
Junio  de  1873,  que  establecieron  una  excepción  en  favor  del 
Obispo  y  clero  de  la  diócesis  de  Vitoria : 

Considerando  que  la  Real  orden  dé  14  de  Enero  de  1862, 
dictada  en  virtud  de  expediente  promovido  por  el  Cardenal 
Arzobispo  de  Toledo ,  dispuso ,  entre  otros  particulares,  acce- 
diendo también  á  lo  solicitado  «confidencialmente  por  el  Nun- 
cio de  Su  Santidad , »  la  suspensión  del  pago  de  intereses  de 
las  inscripciones  ya  emitidas  y  de  las  que  en  lo  sucesivo  se 
emitiesen  en  favor  del  clero ,  hasta  que  conocidos  los  deseos 
de  todos  los  Prelados  se  dictara  una  medida  general : 

Considerando  que  esta  Real  orden  aceptada  sin  oposición 
por  todas  las  Iglesias  y  Prelados,  entre  ellos  el  de  Vitoria,  que 
dejó  pasar  sin  reclamación  alguna  todo  el  período  que  media 
desde  17  de  Febrero  de  1866 ,  en  que  se  aprobó  la  conmuta- 
ción de  bienes  de  su  diócesis,  hasta  23  de  Mayo  de  1871,  fecha 
de  la  solicitud  del  pago  de  intereses,  tiene  un  carácter  general 
y  es  obligatoria  mientras  se  realiza  la  condición  esencial  de  su 
precepto,  dictándose  la  resolución  definitiva  que  concilie  los 
intereses  y  deseos  de  la  Iglesia  y  del  Estado : 

Considerando  que  al  disponer  la  orden  de  28  de  Julio  de 
1871,  confirmada  por  la  de  26  de  Junio  de  1873,  el  pago  de 
intereses  al  Obispo  y  clero  de  la  diócesis  de  Vitoria,  estableció 
un  privilegio  especial  en  su  favor,  alterando  la  situación 
creada  por  la  de  14  de  Enero  de  1862 ,  y  dificultando  la  me- 
dida general  y  uniforme*  que  habrá  de  dictarse  en  consonancia 
con  los  deseos  de  todos  los  Prelados : 

II.— 3.a  ■  2 
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Considerando  que  la  orden  general  de  14  de  Enero  no  tuvo 
por  único  fundamento  la  dificultad  de  conciliar  el  pago  men- 
sual convenido  en  el  art.  8.°  del  Concordato  con  el  semestral 
de  los  intereses  de  la  Deuda,  como  se  alegó  por  la  represen- 
tación del  Prelado  de  Vitoria ,  y  se  reconoció  por  la  orden  de 
28  de  Julio,  sino  que  respondió  á  razones  más  generales  y  le- 
vantadas, cuyo  alcance  se  extendia  así  á  la  diócesis  de  Vitoria 
como  á  todas  las  demás : 

Considerando  que  estas  razones,  perfectamente  comprensi- 
bles sin  esfuerzo  del  discurso,  natural  consecuencia  del  pe- 
ríodo de  transicipn  por  el  cumplimiento  de  los  Concordatos  y 
de  las  leyes  sobre  desamortización  producido,  y  de  la  necesidad 
de  conciliar  justa  y  prudencialmente  los  derechos  de  la  Igle- 
sia y  el  deber  del  Estado  en  materia  de  sustanciacion  del  culta 
y  sus  Ministros ,  tenian  mayor  trascendencia  y  ¿ofrecían  más 
delicadas  dificultades  en  las  Provincias  Vascongadas  por  su 
sistema  especial  de  tributación  y  por  el  deber  en  que  están  cons- 
tituidas de  satisfacer  las  atenciones  todas  del  culto  y  clero, 
como  justa  y  debida  compensación  de  los  tributos  directos  con 
que  contribuyen  las  demás  provincias  y  de  que  vienen  dispen- 
sados por  disposiciones  particulares  en  consideración  al  fuero: 

Considerando  que  las  órdenes  reclamadas  provechosas  al 
Obispo  y  clero  de  la  diócesis  de  Vitoria,  alterando  sin  fundado 
motivo  ni  razón  plausible  la  situación  igual  para  todas  las 
diócesis  creada  por  la  Real  orden  general  de  14  de  Enero,  son 
perjudiciales  y  gravosas  á  los  intereses  del  Estado,  imponién- 
dole la  obligación  de  sufragar  directamente  gastos  que  vie- 
nen á  cargo  y  debe  satisfacer  la  provincia,  atendido  el  sistema 
especial  de  tributación  vigente ,  sin  el  estudio  necesario  y  re- 
solución previa  de  las  dificultades  que  aconsejaron  la  medida 
general  de  suspensión ,  acrecentadas  por  las  condiciones  pecu- 
liares en  que  por  razón  del  fuero  se  encuentran  las  Provincias 
Vascongadas: 

Considerando  que  si  algún  perjuicio  resultara  á  la  diócesis 
de  Vitoria  de  continuar  en  la  situación  misma  en  que  están 
constituidas  las  demás  de  la  Iglesia  española,  podrá  en  su  dia 
ser  atendida  justamente  y  reparada  con  equidad  cuando  se 
adopte  la  resolución  general  definitiva,  de  acuerdo  en  lo  po- 
sible con  todos  los  Prelados ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no  há. 
lugar  á  la  excepción  de  improcedencia  opuesta  por  el  deman- 
dado :  que  continuando  vigente  respecto  á  la  diócesis  de  Vi- 
toria la  suspensión  acordada  en  la  Real  orden  de  14  de  Enero 
de  1862,  no  procede  por  ahora  el  pago  de  los  intereses  de  la 
inscripción  intrasferible  que  le  ha  sido  entregada  en  permute- 
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cioá  de  sus  bienes*;  y  en  su  virtud  dejamos  sin  efecto  las  ór- 
denes de  28  de  Julio  de  1871  y  de  26  de  Junio  de  1873  recla- 
madas por  el  Ministerio  fiscal. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =Cirilo 
Alvarez.=Juan  González  Acevedo.=Tomás  Huet.=José  María 
Herreros  de  Tejada.=Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Ignacio  Viei- 
tes. = Juan  Cano  Manuel. « José  Jiménez  Mascaros.  =  Críspulo 
García  Gómez  de  la  Serna.  =Eugenio  de  Ángulo.  =  Al  varo  Gil 
Sanz. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo ,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo  y  Presidente  de  la  Sala  tercera  del  mismo, 
celebrando  audiencia  pública,  de  que  certifico  como  Secreta- 
rio Relator  en  Madrid  á  1.°  de  Julio  de  1874.  =  Enrique 
Medina. 

Nijm.  3. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Excepción  de  la  venta  de  varias  fincas. — Sentencia  de  1.a  de 
Julio,  confirmando  en  parte  y  en  parte  revocando  la  orden 
de  4  de  Agosto  de  1871  impugnada  por  el  Ayuntamiento 
de  la  villa  de  Andorra. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  por  el  art.  2.°,  párrafo  9.°  de  la  ley  de  1.°  de  Mayo 
de  1855,  se  exceptúan  de  la  venta  por  el  Estado  los  terrenos  des- 
tinados  en  los  pueblos  al  aprovechamiento  común;  debiendo  éste, 
según  el  art.  53  de  la  instrucción  de  dicho  mes  y  año,  expedida 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  misma  ley  para  su  mas  exacto 
cumplimiento  y  el  decreto  de  10  de  Julio  de  1865,  haber  sido 
libre  y  gratuito  para  todos  los  vecinos  en  los  veinte  anos  ante- 
riores á  la  promulgación  de  aquella  sin  interrupción  alguna. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Junio  de  1874,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  primera 
y  única  instancia,  seguidos  por  el  Ayuntamiento  de  la  villa  de 
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Andorra,  ea  la  provincia  de  Teruel,  representado  por  el  Li- 
cenciado D.  Pedro  González  Marrón,  y  de  último  estado  por 
el  Dr.  D.  Alejandro  Groizard,  contra  la  Administración  gene- 
ral del  Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal ,  sobre  re- 
vocación de  la  orden  expedida. por  el  Ministerio  de  Hacienda 
en  4  de  Agosto  de  1871  denegándole  la  excepción  de  venta 
de  varias  fincas  rústicas  y  urbanas  que  tenia  pretendida  en 
concepto  de  aprovechamiento  común: 

Resultando  que  en  12  de  Junio  de  1859  el  Ayuntamiento 
de  la  villa  de  Andorra,  en  el  partido  de  Hijar,  de  la  provincia 
de  Teruel,  presentó  escrito  al  Gobernador  civil  de  la  misma 
manifestando  que  en  su  término  había  dos  dehesas  nombra- 
das, la  una  Boalar  ó  Boyar  y  de  Ganadería  y  la  otra  de  la . 
Carne,  compuestas  en  su  mayor  parte  de  terrenos  de  labor  de 
particulares  y  una  pequeña  porción  de  monte  blanco  ó  del 
común:  que  la  primera  estaba  dedicada  especialmente  al  ga- 
nado de  labor  y  á  los  de  lana  y  cerda  en  ciertos  períodos  y 
la  otra  al  mismo  objeto,  pero  especialmente  al  ganado  del 
abasto  de  la  carnicería  del  pueblo,  advirtiendo  que  los  dueños 
de  terrenos  labrantíos  podrían  arriciarlas ,  ó  sea  marcar  con 
el  arado  su  propósito  de  cerrarlas:  que  todos  los  demás  mon- 
tes altos  y  bajos  eran  pertenecientes  al  común ,  teniendo  en 
ellos  mancomunidad  de  pastos  los  pueblos  de  Albalate  y  Ariño, 
y  el  de  alera  foral  los  de  Alcañiz,  Híjar,  Alconisa,  Los  Olmos 
y  Allora,  pretendiendo  la  excepción  de  las  referidas  dehesas 
y  de  los  montes  comunes  por  las  razones  aducidas: 

Resultando  que  en  igual  dia  presentó  otra  solicitud  dicho 
Ayuntamiento  pidiendo  se  exceptuasen  asimismo  como  de  uti- 
lidad pública  y  de  aprovechamiento  común  las  escuelas  de 
niños  y  niñas,  el  matadero,  la  carnicería  ó  el  local  donde  el 
cortador  despachaba  la  carne,  y  una  casa  herrería  con  fragua 
que  se  daba  al  herrero  contratado  para  calzar  rejas,  herrar  y 
demás,  por  cuyo  medio  todos  obtenían  estos  servicios  módi- 
camente: 

Resultando  que  á  las  anteriores  solicitudes  acompañó  el 
Ayuntamiento  certificaciones  libradas  por  los  de  Allora,  Alba- 
late  y  Ariño,  en  las  que  dieen  que  las  enunciadas  dehesas  se 
componen  en  su  mayor  parte  de  propiedades  de  labor  y  que 
pastan  la  dula  y  ganados;  y  que  Andorra  posee  de  tiempo  in- 
memorial los  montes  de  su  término ,  en  los  que  tienen  man- 
comunidad los  de  Albalate  y  Ariño  y  derecho  de  alera  foral 
Híjar,  Alcañiz,  Alconisa,  Los  Olmos  y  Allora;  y  que  les  cons- 
taba ser  de  aprovechamiento  común  los  edificios  ó  fincas  ur- 
banas euya  excepción  se  pedia: 

Resultando  que  informó  favorablemente  á  la  expresada  so- 
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licitud  la  Diputación  y  también  la  Administración  de  Propie- 
dades, menos  esta  Corporación,  en  cuanto  á  la  casa  carnicería 
y  herrería;  y  la  Comisión  de  Ventas  expuso  que  en  la  clasifi- 
cación de  montes  aprobada  por  Real  orden  de  30  de  Setiembre 
de  1859  se  disponía  la  venta  de  las  dehesas  y  montes  titula- 
dos La  Caraliosa,  El  Chorrillo,  Los  Payos,  Ruigordo,  Bel 
Plano,  Del  Saco,  De  Valdecomun.  y  De  Valdeces teros:  que  estos 
montes  fueron  tasados ,  resultando  de  nota  al  pié  de  la  tasa- 
cien,  que  El  Chorrillo,  Los  Payos  ó  Fayos,  Puigordo,  El  Saco, 
Valdecomun  y  Valdecesteros  estaban  sujetos  á  la  citada  man- 
comunidad y  derecho  de  alera  foral*,  opinando  por  la  excep- 
ción de  las  fincas  menos  la  de  Carallosa  y  El  Plano: 

Resultando  que  el  Secretario  del  Gobierno  civil  certificó  con 
referencia  á  las  cuentas  municipales  de  la  villa  de  Andorra, 
respectivas  á  los  anos  de  1833  á  1855,  que  correspondían  á 
sus  Propios  y  habían  satisfecho  el  20  por  100  una  nevera,  un 
mesón,  las  yerbas  de  Boalar  y  el  campo  del  Concejo,  si:  bien 
los  ingresos  de  esta  última  sólo  figuraban  hasta  1836 : 

Resultando  que  habiendo  opinado  la  Junta  provincial  de 
Ventas  por  la  excepción  de  las  enunciadas  fincas,  menos  la 
herrería,  carnicería  y  dehesas  Boalar  y  Carnicera,  que  habían 
sido  arbitradas  como  de  Propios,  se  remitió  el  expediente  á  la 
Dirección  general  de  Propiedades,  que  lo  devolvió  para  que  el 
Ayuntamiento  de  Andorra  fijara  en  términos  precisos  su  so- 
licitud, determinando  por  sus  nombres,  cabida  y  destinos  los 
terrenos  que  solicitaba;  y  para  que  se  certificase  después  so- 
bre el  producto  de  ellos ,  para  que-  presentara  los  títulos  de 
Inropiedad,  y  en  su  defecto  información  testifical  conforme  á 
a  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  haciéndose  constar  si  algunos 
de  los  terrenos  solicitados  se  habían  vendido,  en  cuyo  caso 
se  oyera  á  los  compradores :  # 

Resultando  que  comunicado  asi  á  dicho  Ayuntamiento  en 
3  de  Setiembre  de  1863,  presentó  al  Juzgado  de  Hijar  para 
testimoniarlas  dos  provisiones  del  Consejo  de  Castilla:  la  pri- 
mera dada  á  su  instancia  en  11  de  Diciembre  de  1772,  por  la 
cual  y  en  vista  de  que  los. Arzobispos  de  Zaragoza,  como  se- 
ñores temporales,  dieron  á  treudo  al  Concejo  y  vecinos  de  An- 
dorra la  dehesa  de  los  Conejos,  se  segregó  la  misma  del  caudal 
de  Propios  del  pueblo  y  se  reservó  su  aprovechamiento  al 
común  de  vecinos;  y  la  segunda  se  refiere  á  ifn  molino  hari- 
nero situado  en  el  rio  Allora,  cedido  también  á  treudo  por  la 
Silla  de  Zaragoza  á  los  vecinos  de  Andorra ,  el  que  se  separó 
del  caudal  de  Propios  y  se  agregó  al  de  arbitrios  comunes: 

Resultando  que  también  lo  hizo  de  una  información  «de  10 
testigos,  cuatro  de  ellos  de  Andorra  y  los  otros  de  Allora  é 
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Híjar,  contestando  aquellos  afirmativamente  y  estos  por  oídas 
á  los  vecinos  de  dicho  punto  que  las  casas  de  escuelas  de  ni- 
ños y  niñas ,  la  de  matadero  y  carnicería  estaban  dedicadas  á 
los  fines  que  indicaban  sus  nombres :  que  la  herrería  y  fragua 
servían  para  el  herrero  contratado  con  ventaja  del  vecindario: 
que  la  tejería  no  era  de  Propios ,  y  que  para  hacer  teja  se  to- 
maba el  agua  de  la  fuente  pública ,  por  lo  cual  cesaba  la  fá- 
brica en  las  épocas  de  escasez  por  ser  primero  el  público  que 
el  vecino :  que  un  horno  construido  por  el  Ayuntamiento  y  otro 
con  molino  harinero  cedidos  al  mismo  por  la  ^illa  de  Za- 
ragoza eran  de  aprovechamiento  común :  que  la  dehesa  de  los 
Conejos  ó  de  la  Carnicería  era  distinta  de  la  de  Boalar,  siendo 
aquella  constantemente  tenida  por  de  aprovechamiento  común, 
en  la  que  entraban  los  ganados  de  los  vecinos  y  del  abastece- 
dor ,  componiéndose  en  su  mayor  parte  de  propiedades  particu- 
lares que  sus  dueños  cerraban  cuando  lo  tenían  por  convenien- 
te ,  conteniendo  la  última  muchas  propiedades  particulares  de 
los  vecinos  que  podjan  cerrar  á  su  antojo  ,  haciendo  cincuenta 
años  que  el  ganado  de  labor  del  vecindario  pastaba  en  ella  todo 
el  año  gratuitamente,  y  el  forastero  pagaba  20  libras,  entrando 
el  ganado  lanar  sólo  á  temporadas : 

Resultando  que  acompañando  testimonio  de  las  anteriores 
actuaciones  presentó  el  Ayuntamiento  una  certificación  dada 
por  el  Agrimensor  D.  Pablo  Macías  y  un  perito  con  el  visto 
bueno  del  Alcalde ,  de  la  cual  resulta  que  reconocidos  y  medi- 
dos los  terrenos  cuya  excepción  se  solicitaba,  eran  la  dehesa 
Carallosa  con  los  linderos-  que  expresa ,  y  una  cabida  total  de 
194  hectáreas ,  de  las  cuales  eran  de  labor  y  propiedad  par- 
ticular 182  hectáreas  42  áreas,  y  lo  inculto  sólo  11  hectáreas 
64  áreas,  dividido  en  pedazos  intermedios  de  las  fincas ;  y  que 
el  Boalar  ó  Plano  se  componía  de  94  hectáreas  de  terreno  la- 
brantío v  sólo  ocho  de  terreno  inculto,  dividido  como  el  an- 
terior  en  pedazos  intercalados  entre  el  de  labor : 

Resultando  que  el  Secretario  del  Gobierno  expidió  certifi- 
cación referente  á  las  cuentas  de  Propios,  exponiendo  que  en 
los  años  de  1835  y  1836  dieron  productos  el  campo  del  Con- 
cejo y  la  dehesa  del  Boalar  del  37  al  39  la  misma  dehesa:  que 
del  40  al  41  no  figuraron  productos  por  falta  de  ganados:  del 
42  al  44  los  pastos  comunes:  nada  en  los  años  de  45  y  46: 
del  47  al  48  las  yerbas  comunes,  y  del  49  al  55  las  yerbas  del 
Boalar : 

Resultando  que  habiendo  exigido  de  nuevo  la  Dirección 
que  el  Ayuntamiento  manifestara  cuál  de  las  dos  dehesas  era 
la  conocida  con  el  nombre  de  Carallosa;  y  que  con  referencia 
á  las  cuentas  y  contratos  municipales  certificara  cuanto  resul- 
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tase  respecto  al  arbitraje  ó  arriendo  de  las  dos  desde  el  año 
de  1835  al  de  1859 ,  exponiendo  sobre  este  certificado  el  Se- 
cretario del  Gobierno ,  certificó  sólo  el  primero ,  con  referen- 
cia á  la  subasta  de  la  carne ,  que  el  abastecedor  debia  entregar 
á  los  fondos  municipales  75  escudos  296  milésimas  anuales;  y 
dicho  Secretario  del  Gobierno  lo  hizo  respecto  á  las  cuentas  de 
Propios  desde  el  año  de  1856,  manifestando  que  figuraban  pro- 
ductos por  las  yerbas  del  Boalar  y  aprovechamiento  de  montes: 
Resultando  que  en  20  de  Diciembre  de  1868  informó  de 
nuevo  el  Ayuntamiento  por  mandato  de  la  Dirección ,  que  en 
la  dehesa  Boalar  ó  del  Plano  entraban  toda  clase  de  ganados 
por  temporadas,  y  la  dula  ó  ganados  de  labor  todo  el  año: 
que  era  en  su  mayor  parte  de  propiedad  particular,  y  que 
pagaba  á  los  Propios  20  escudos,  y  de  ellos  el  20  por  100  al 

•  Estado:  que  la  dehesa  de  Carnicería  ó  Carallosa  tomaba  aquel 
nombre  por  la  circunstancia  de  que  estando  arrendada  para  el 
abastecimiento  de  carne ,  el  arrendador  tenia  derecho  á  man- 
tener en  ella  700  cabezas  de  ganado ,  no  obstante  lo  cual  tam- 
bién entraba  el  de  los  vecinos:  que  dicha  dehesa  no  rendía 
nada  á  los  Propios,  pues  si  bien  el  arrendador  de  la  carne 
pagaba  40  libras  jaquesas  era  para  conservación  y  entreteni- 
miento de  los  corrales  y  abrevaderos :  que  el  origen  del  arren- 
damiento seria  sin  duda  el  convenio  de  los  vecinos  ó  del  Mu- 
nicipio que  destinara  la  parte  de  la  dehesa  inculta  y  el  pasto 
de  las  propiedades  particulares  cultivadas  al  sosten  de  las  car- 
nes del  matadero  en  beneficio  del  común :  que  habiendo  mos- 
trado los  propietarios  el  deseo  de  que  sus  propiedades  que- 
daran libres,  y  libre  también  el  abastecimiento  de  la  carne,  el 
Gobernador  de  la  provincia,  por  acuerdo  de  9  de  Noviembre 
de  1865  declaró  extinguido  el  monopolio  del  referido  abasto: 
que  los  montes  altos  y  bajos  con  los  denominados  Fayos,  El 
Chorrillo ,  El  Saco ,  Valdecomun  y  Valdecesteros ,  todos  eran 
de  aprovechamiento  común ,  y  en  ellos  tenían  mancomunidad 

.  y  alera  foral  los  pueblos  anteriormente  referidos ;  concluyendo 
con  manifestar  que  pedia  la  excepción  de  las  dehesas  Boalar 
y  Carnicería  y  los  montes  altos  y  bajos :  que  si  era  preciso  op- 
tar por  alguna  de  aquellas  en  vista  de  que  el  Boalar  se  hallaba 
afecto  al  20  por  100  de  Propios  y  insistía  en  la  excepción  de  la 
Carnicería  que  nada  rilnaba  desde  el  acuerdo  del  Gobernador: 
que  habiendo  creído  suficiente  el  atestado  de  los  Ayuntamien- 
tos de  Albalate ,  Ariño  y  Allora  para  acreditar  que  los  montes 
altos  y  bajos  eran  de  aprovechamiento  común ,  i\p  los  había 
comprendido  en  la  información  testifical;  pero  que  en  vista  de 
la  orden  de  que  se  trataba  habia  ampliado  dicha  información 
para  justificar  el  referido  extremo,  y  acompañaba  el  resultado 
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de  ella,  así  como  también  copia  de  la  orden  del  Gobernador 
antes  citada,  sin  que  á  pesar  de  estas  aseveraciones  resul- 
tasen en  el  expediente,  ni  antecedente  alguno  que  las  com- 
pruebe : 

Resultando  que  con  mérito  á  todo,  la  Junta  superior,  de 
conformidad  con  lo  informado  por  la  Dirección  de  Propiedades, 
propuso  en  12  de  Junio  de  1871  la  excepción  de  las  fincas  des- 
tinadas á  escuelas  y  matadero,  denegando  las  de  las  demás 
rústicas  y  urbanas;  y  previo  informe  de  la  Sección  de  Hacienda 
y  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  se  dictó  una  orden  por  el 
Ministro  de  Hacienda  en  4  de  Agosto  de  dicho  año  declarando 
la  excepción  de  la  venta  de  los  edificios  destinados  á  casa- 
matadero  y  escuelas  de  niños  y  niñas  como  de  servicio  pú- 
blico, desestimando  la  instancia  del  Ayuntamiento  de  Andorra 
en  cuanto  á  las  demás  fincas  rústicas  y  urbanas  que  com- 
prende: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  14  de  Marzo 
siguiente  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Pedro  González  Marrón,  á 
nombre  del  Ayuntamiento  de  Andorra,  pidiendo  que  en  su 
dia  se  declaren  exceptuadas  de  la  venta  las  fincas  rústicas  y 
urbanas  que  tenia  reclamadas  como  de  servicio  público- y  apo- 
vechamiento  común,  fundado  en  que  justificó  en  el  expediente 
gubernativo  todo  lo  necesario  para  demostrar  que  sus  preten- 
siones estaban  dentro  de  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  1855  y  dis- 
posiciones posteriores  aplicables  al  caso: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  via  contenciosa  y  admitida  la 
demanda,  la  amplió  el  Licenciado  González  Marrón  insistiendo 
en  su  petición,  si  bien  teniendo  en  cuenta  que  la  dehesa  ti- 
tulada Carallosa  ya  no  existe  en  lo  relativo  al  aprovechamiento 
común  á  consecuencia  de  disposiciones  tomadas  por  la  Admi- 
nistración en  el  año  de  1865;  y  alegando  como  antes  que  las 
fincas  urbanas  se  las  concede  el  caso  1.°  del  art.  2.°  de  la  ley 
de  1.°  de  Mayo  de  1855;  los  montes  altos  y  bajos  el  caso  9. 
de  dicho  articulo,  el  que  también  le  otorga  al  vecindario  la 
dehesa  de  Boalar,  pues  no  se  opone  al  aprovechamiento  libre 
lo  que  respecto  al  arrendador  de  las  carnes  se  establecía  por 
acuerdo  y  en  utilidad  de  todo  el  vecindario;  pretendiendo  por 
un  otrosi  que  se  reclamara  del  Ministerio  de  Hacienda  la  reso- 
lución que  le  comunicó  el  Gobernador  en  9  de  Noviembre  de 
1865,  y  la^nformacion  que  en  cuanto  á  los  montes  altos  y 
bajos  practicaron  y  remitieron  al  mismo  al  contestar  en  20  de 
Diciembre  de  1868;  y  por  otro  segundo  otrosi  que  en  el  caso 
de  no  estimarse  la  anterior  solicitud,  se  recibiese  el  pleito  á 
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Srueba,  único  medio  de  suplir  el  extravio  de  los  mencionados 
ocumentos: 
Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  la 
demanda  con  la  solicitud  deque  se  absuelva  á  la  Administra- 
ción general  del  Estado  dejando  subsistente  la  orden  recla- 
mada, fundado  en  que  ni  la  carnicería,  ni  la  herrería,  ni  la 
tejería,  ni  los  dos  hornos  de  pan  y  el  molino  son  fincas  ur- 
banas destinadas  al  servicio  público,  por  lo  cual  no  están  com- 
5 rendidas  en  el  caso  1.°  del  art.  2.°  de  la  ley  de  1855,  estañ- 
ólo por  el  contrario  las  exceptuadas,  ó  sea  las  escuelas  de 
,  niños  y  niñas  y  el  matadero:  que  la  dehesa  Boalar  ha  rendido 
y  rinde  productos  á  los  Propios,  y  la  de  la  Carnicería  también 
los  daba,  como  lo  demostraba  el  Avuntamiento  al  reconocer 
que  por  ella  pagaba  el  arrendatario  de  la  carne,  por  lo  que  ni 
una  ni  otra  se  aprovechaba  general  y  gratuitamente  por  todos 
los  vecinos  del  pueblo,  según  se  requiere  conforme  el  art.  2.°, 
caso  9.°  de  la  ley  citada  y  demás  disposiciones  concordantes 
por  que  proceda  la  excepción:  que  los  montes  altos  y  bajos 
podrán  corresponder  al  Ayuntamiento,  pero  no  ha  justificado 
este  extremo,  sin  el  cual  es  imposible  otorgar  la  excepción; 
no  oponiéndose,  por  último,  á  lo  solicitado  en  el  primer  otrosí 
del  escrito  de  ampliación  antes  relacionado,  y  reservándose 
exponer  lo  conveniente  en  cuanto  al  segiyido,  en  vista  del  re- 
sultado de  aquella  diligencia: 

Resultando  que  reclamados  del  Ministerio  de  Hacienda  los 
expresados  antecedentes,  como  contestase  que  no  habian  sido 
hallados,  pues  que  se  remitió  integro  el  expediente,  insistió  el 
demandante  en  la  prueba  ofrecida,  á  que  se  opuso  el  Fiscal; 
y  la  Sala  por  auto  de  6  de  Noviembre  de  1873  defirió  á  su 
práctica,  dando  para  ello  comisión  al  Juez  de  primera  instan- 
cia de  Hijar: 

Resultando  que  á  su  virtud  fueron  examinados  ocho  testi- 
gos mayores  de  edad  y  libres  de  las  generales  de  la  ley ,  los 
que  aseguraron  al  contestar  dos  interrogatorios  ser  cierto  que 
los  montes  titulados  Altos  y  Bajos  en  la  villa  de  Andorra  per- 
tenecían de  antiguo,  y  con  el  carácter  de  aprovechamiento 
común,  á  todos  los  vecinos  de  la  misma,  los  cuales  tenian  el 
derecho  de  aprovecharse  de  sus  yerbas,  aguas  y  leñas  para 
los  hogares  y  abono  de  sus  tierras,  y  que  con  mayor  ó  menor 
amplitud,  ségun  los  pactos  ó  las  concordias,  los  vecinos  de 
algunos  pueblos  inmediatos  tenian  derecho  al  aprovechamiento 
común  de  leñas^  yerbas  y  aguas,  asi  como  los  de  An'dbrra  los 
tenian  también  en  los  montes  pertenecientes  á  otros  pueblos; 
constándoles  por  observancia  propia  que  la  dehesa  Carallosa 
la  formaban  casi  en  su  totalidad  fincas  de  propiedad  particu- 
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lar,  en  las  que  durante  algunas  épocas  entraba  el  granado  per- 
teneciente al  vecindario  y  el  destinado  al  consumo  del  pueblo 
para  que  el  abasto  de  carnes  estuviera  mejor  servido:  que  á 
virtud  de  reclamaciones  hechas  por  los  propietarios  de  las  fin- 
cas, el  Gobernador  civil  de  Teruel,  por  acuerdo  de  9  de  No- 
viembre de  1865  declaró  librea  las  fincas  de  particulares,  con 
lo  cual  en  rigor  desapareció  la  dehesa,  y  dichos  propietarios 
venian  desde  entonces  ejerciendo  sus  derechos  de  propiedad 
ampliamente  y  sin  limitación  alguna: 

Resultando  que  asimismo,  y  con  igual  citación  fiscal,  se 
compulsó  con  la  copia  que  existia  en  el  Archivo  del  Ayunta- 
miento una  comunicación  presentada  por  éste  como  dirigida  á 
él  por  el  Gobernador  de  Teruel  en  9  de  Noviembre  de  1865,  en 
la  cual  desestimó  la  pretensión  de  condonarle  la  multa  de  10 
escudos  que  le  impuso,  y  además  lo  hacia  de  igual  suma  al 
Ayuntamiento  que  presenció  el  contrato  clandestino  que  hizo 
con  Miguel  Grau,  que  jamás  debió  atreverse  á  verificar,  te- 
niendo ya  dispuesto  que  la  venta  de  carnes  quedase  en  liber- 
tad con  las  precauciones  debidas  de  revisión  de  ellas  por*  el 
Inspector,  y  condición  de  que  las  reses  que  hubiesen  de  ma- 
tarse para  expenderlas  al  público  se  degollaran  en  la  casa- 
rastro;  previniendo  al  Alcalde  que  dejara  en  completa  liber- 
tad- á  los  dueños  de  fincas  en  la  dehesa  para  que  disfrutasen 
de  los  pastos  en  la  forma  que  tuviesen  por  conveniente,  en 
cuyo  estado  se  instruyó  á  las  partes  de  las  pruebas  por  tér- 
mino de  seis  dias  á  cada  una  de  ellas,  y  terminado  este  trámite 
se  procedió  al  señalamiento  correspondiente. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada. 

Considerando  que  por  el  art.  2.°,  párrafo  noveno  de  la  ley 
de  1.°  de  Mayo  de  1855  se  exceptúan  de  la  venta  por  el  Estado 
los  terrenos  destinados  en  los  pueblos  al  aprovechamiento  co- 
mún; debiendo  éste,  según  el  art.  53  de  la  instrucción  de  31 
de  dicho  mes  y  año,  expedida  en  .virtud  de  lo  dispuesto  en  la 
misma  ley  para  su  más  exacto  cumplimiento  y  el  decreto  de  10 
de  Julio  de  1865,  haber  sido  libre  y  gratuito  para  todos  los  ve- 
cinos en  los  veinte  años  anteriores  á  la  promulgación  de 
aquella  sin  interrupción  alguna: 

Considerando  que  en  dicho  caso  se  encuentran  los  montes 
altos  y  bajos  titulados  Los  Payos,  El  Chorrillo,  El  Saco,  Val- 
decomun  y  Valdeces teros ,  pertenecientes  á  la  villa  de  Andorra, 
cuya  excepción  de  venta  ha  solicitado  el  Ayuntamiento  de  la 
misma  en  representación  de  sus  vecinos,  reconociéndolo  así 
la  Administración  en  el  hecho  de  haber  negado  esta  solicitad 
sólo  por  no  hallar  bien  acreditada  en  el  expediente  guberna- 
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ti  yo,  según  su  concepto ,  la  propiedad  de  dichos  montes  co- 
munes : 

Considerando  que  el  Ayuntamiento  demandante  ha  justifi- 
cado cumplidamente  en  esta  vía  contenciosa  que  en  la  guber- 
nativa presentó  para  justificar  que  los  vecinos  de  Andorra 
poseian  de  tiempo  inmemorial  como  de  su  pertenencia  los  ex- 
presados montes,  además  de  certificaciones  de  los  Ayunta- 
mientos limítrofes  de  Allora,  Albalate  y  Ariño,  una  informa- 
ción testifical  que  con  los  requisitos  legales  suministró  ante 
el  Juez  de  primera  instancia  del  partido ,  y  que  faltaba  del 
expediente  ignorando  el  motivo,-  por  lo  cual  á  su  instancia  se 
reclamó  al  Ministerio: 

Considerando  que  por  no  haber  sido  encontrada  en  las  ofi- 
cinas respectivas,  que  contestaron  no  existir  en  ellas  y  que 
tenían  remitido  el  expediente  íntegro  4  este  Tribunal,  el  refe- 
rido Ayuntamiento  de  Andorra  ofreció  prueba  y  le  fué  admi- 
tida en  esta  instancia  para  suplir  con  otra  idéntica  información 
la  extraviada;  y  de  la  que  facilitó  ante  el  Juez  de  primera 
instancia  del  partido  aparece  comprobado  el  expresado  extre- 
mo, no  quedando  ya  duda  alguna  de  que  los  referidos  montes 
altos  y  baios,  sitos  en  el  término  jurisdiccional  de  la  villa  de 
Andorra,  le  han  pertenecido  y  los  ha  poseído  como  de  su  per- 
tenencia con  aprovechamiento  común,  libre  y  gratuito  de 
tiempo  inmemorial,  ó  sea  por  más  de  los  veinte  años  que  la 
Ley  desamortizadora  requiere: 

Considerando  que  no  concurren  iguales  circunstancias  res- 

?>ecto  de  la  dehesa  titulada  del  Boalar  ni  á  la  llamada  Car&- 
losay  que  consta  haber  sido  arbitradas  y  que  no  han  tenido  en 
ellas  todos  los  vecinos  aprovechamiento  libre,  convirtiéndose 
por  lo  tanto  la  primera  en  finca  de  Propios  y  la  segunda,  en 
cuanto  á  la  servidumbre,  que  consentían  los  poseedores  de  los 
varios  terrenos  de  que  se  compone,  á  quienes  se  han  mandado 
restituir: 

Y  considerando  finalmente,  que  la  Administración  ha  con- 
cedido á  la  villa  de  Andorra  las  únicas  fincas  urbanas  com- 
prendidas en  los  casos  1.°  y  2.°  del  art.  2.°  de  la  ley  de  1.°  de 
Mayo  de  1855  como  destinadas  al  servicio  público,  que  soplas 
escuelas  de  niños  y  niñas  y  el  matadero;  y  que  las  demás  so- 
licitadas por  aquella  Municipalidad  no  han  tenido  igual  des- 
aino, puesto  que  su  utilidad  era  limitada  á  determinadas  clases 
y  personas,  careciendo  por  lo  tanto  de  las  condiciones  que  re- 
quiere la  ley  para  que  pudieran  ser  exceptuadas  de  la  venta; 
Fallamos,  (pe  debemos  declarar  y  declaramos  que  los  mom- 
tes  altos  y  bajos  titulados  Los  Fayos,  El  Chorrillo,  El  Saco, 
Valdecomvn  y  Valdecesteros,  sitos  en  el  término  jurisdiccional 
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Núm.  4. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Exbnoion  del  pago  por  cibrtos  artículos. — Sentencia  de  3 
de  Julio,  absolviendo  á  la  Administración  ¿general  del  Es- 
tado de  la  demanda  presentada  por  D.  Matías  López  y  Ló- 
pez contra  la  orden  ministerial  de  9  de  Abril  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece : 

Io  Que  por  el  art.  53  de  la  Lm  provincial  se  dispone  que 
los  acuerdos  suspendidos  ó  apelados  se  comunicarán  en  el  tér- 
mino de  ocho  dios  al  Gobierno,  el  cual  los  resolverá  en  lafor- 
**&  preceptuada  en  el  art.  167  de  la  Ley  municipal  dentro  de  los 
cuarenta  dias  después  de  la  remisión  del  expediente,  y  que  pa- 
sado este  plazo  los  acuerdos  se  entienden  aprobados  y  son  ejecu- 
tivos de  derecho. 

2.°  Que  por  más  que  la  letra  del  citado  articulo  sea  clara, 
y  el  precepto  absoluto,  al  comprender  en  el  mismo  los  acuerdos 
suspendidos  y  los  apelados  no  se  puede  desconocer  que  pugna 
con  lo  que  dispone  el  artículo  siguiente  54,  en  armonía  con  los 
168  y  169  de  la  Ley  municipal  aplicables  á  estos  acuerdos ,  y 
m  separa  de  los  principios  fundamentales  de  toda  ley  de  proce- 
dimientos en  materia  de  apelaciones. 

3.°  Que  pugna  con  lo  que  se  manda  en  el  artículo  siguiente 
54  de  la  Ley  provincial,  porque  consignándose  en  él  que  son 
aplicables  á  estos  acuerdos  las  disposiciones  contenidas  en  los 
Miculos  168  y  169  de  la  Ley  municipal,  en  los  cuales  se  con- 
cede el  recurso  contencioso  contra  las  órdenes  del  Gobierno  que 
cañan  estado,  y  declaran  en  algunos  casos  cierta  responsabili- 
dad personal  contra  los  Ayuntamientos  y  Comisiones  provincia- 
les, tanto  la  concesión  del  recurro  como  la  responsabilidad  ex- 
presada  quedaría  sin  resultado  si  se  entendiese  que  el  precepto 
del  art.  53  alcanzaba  también  á  los  acuerdos  apelados. 

4.°  Que  igualmente  se  separa  de  los  principios  fundamenta- 
les de  todas  las  leyes  de  procedimiento  en  materia  de  apelacio- 
nes, en  las  cuales  es  regla  constante  é  invariable  que  interpuesta 
*na  apelación  ante  el  Tribunal  a  quo ;  y  admitida  lisa  y  lla- 
namente, el  apelante  tiene  derecho,  si  la  mejora  en  tiempo  y 
no  se  separa  de  ella,  á  que  el  Tribunal  ad  quem  dicte  su  fallo 
confirmando  ó  revocando  la  providencia  apelada  sin  que  por  el 
lapso  de  un  término,  sea  el  que  fuese,  se  pueda  aludir  elpre- 
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w/jto  de  la  ley  y  dejar  de  dictar  la  resolución  definitiva  sobre 
el  incidente  apelado. 

i>*  Que  mediando  duda  entre  dos  disposiciones  de  una  misma 
ley,  en  las  cuales  aparece  cierta  antinomia,  es  doctrina  constante 
que  se  esté é  la  mas  favorable  á  los  interesados. 

ti.0  Que  según  el  caso  4.°  del  art.  129  de  la  precitada  ley, 
uno  de  los  ingresos  para  el  pago  de  las  atenciones  municipales 
es  el  impuesto  sobre  los  artículos  de  comer,  beber  y  arder;  y 
nacionalizados  ya  los  frutos  que  se  emplean  en  la  elaboración 
de  chocolates,  pueden  ser  incluidos  en  las  especies  que  pagan  i 
su  entrada  en  las  poblaciones. 

7.°  Que  según  el  art.  1.°  de  la  instrucción  disentida  y  apro- 
bada por  el  Ayuntamiento  y  Junta  municipal  de  Madrid  en  18 
de  Agosto  de  1871,  los  derechos  marcados  en  la  tarifa  que  a  la 
misma  acompaña  serán  exigidos  a  su  entrada  en  la  población,  á 
menos  que  los  artículos  marchen  de  tránsito  ó  al  depósito  auto- 
rizado. 

Ku  la  villa  de  Madrid,  á  3  de  Julio  de  1874,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  primera 
y  única  instanoia,  seguidos  por  el  Procurador  D.  Julián  Muñoz 
y  Miguel,  á  nombre  y  con  poder  ds  D.  Matías  López  y  López, 
contra  la  Administración  general  del  Estado ,  que  está  repre- 
sentada por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la  orden 
ministerial  de  9  de  Abril  de  1873,  que  confirmó  el  acuerdo 
del  Ayuntamiento  denegándole  la  exención  de  pago  por  cier- 
tos artículos  empleados  en  la  elaboración  de  chocolates: 

Reaultando  que  en  28  de  Junio  de  1872  D.  Matías  López  y 
López,  fabricante  de  chocolates  en  Madrid,  presentó  una  ins- 
tancia al  Ayuntamiento  manifestando  que  según  la  Ley  muni- 
cipal sólo  los  artículos  de  comer,  beber  y  arder  que  se  con- 
suman en  la  localidad  están  obligados  al  pago  del  impuesto 
establecido  por  este  concepto  en  las  tarifas  municipales,  y 
que  re  nesando  mensualmente  ¿  provincias  desde  su  fabrica, 
más  de  3.000  arrobas  de  chocolate  elaborado  con  primeras 
materias,  que  han  devengado  al  penetrar  en  esta  capital  por 
razón  de  consumos  cerca  de  9  rs.  por  arroba ,  resulta  satisfe- 
cho un  total  de  26.0-'»«j  rs.  cada  mes  por  artículos  que  no  se 
han  consumido  en  Mairii.  ¿  jnde  sOlo  se  han  introducido  para 
convertirlos  en  un  pr»>i  i^:o  industrial:  y  que  el  chocolate  ela- 
borado puede  psgar  y  J^?^  d-erechos  por  razón  de  consumos 
eu  la  pobiacim  a  ¿mié  v^  •urdido,  siguiéndose  de  e*L;«s  <|tae 
dos  Ay  un  tasaren  v.-í  Vi'-.rwz.  %  tiü  mism*  producto  el  importe 
indicado;  p.r  te»ij  I*  ?t.aI  zlil*  <\z*  se  le  formase  unactteaat 
corriente  en  \zt  «e  i-ci***  V>»L«^f  la*  entradas  de  las  pri 
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ras  materias  destinadas  á  su  fábrica,  y  que  se  le  abonase 
desde  luego  en  pago  de  derechos  de  entrada  el  importe  de  los 
correspondientes  á  los  productos  elaborados  que  envíe  fuera 
de  la  capital  para  el  consumo  de  otras  poblacünes: 

Resultando  que  denegada  la  anterior  solicitud  por  el  Ayun- 
tamiento, apoyado  en  las  razones  expuestas  por  la  Comisión 
de  arbitrios,  se  alzó  D.  Matías  López  de  dicha  resolución ;  y 
remitido  el  recurso  «le  agravios  con  informe  á  la  Diputación 
provincial,  la  Comisión  permanente,  en  sesión  de  28  ae  Octu- 
bre posterior  revocó  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  antes  ex- 
presado mandando  se  abonasen  á  D.  Matías  López  desde  que 
causara  ejecutoria  dicha  sentencíalos  derechos  que  según  tarifa 
correspondiesen  4  los  chocolates  elaborados  en  su  fábrica  y 
que  exporte  para  el  consumo  de  otras  poblaciones,  siempre 
ue  justifique  haber  satisfecho  á  su  introducción  los  adeu- 
os  de  los  artículos  que  como  primeras  materias  componen 
aquellos: 

Resultando  que  interpuesta  por  el  Ayuntamiento  apelación 
de  esta  sentencia,  y  remitido  eí  expediente  á  la  Superioridad 
con  un  ejemplar  de  la  instrucción  y  bases  establecidas  por  el 
mismo  para  la  recaudación  del  impuesto  de  arbitrios,  oída  la 
Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado, 
en  9  de  Abril  de  1873  se  dictó  una  orden  por  el  Ministro 
de  la  Gobernación  de  conformidad  con  el  mismo  declarando 
que,  con  arreglo  á  la  instrucción  para  la  cobranza  de  los  de- 
rechos de  consumo ,  es  procedente  la  reclamación  del  Ayun- 
tamiento; y  que  en  tal  concepto  correspondía  dejar  sin  efecto 
el  acuerdo  tomado  en  contrario  sentido  por  la  Comisión  pro- 
vincial; y  que  seria  muy  conveniente  se  modificase  la  citada 
instrucción  en  el  sentido  ya  indicado: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  10  de  Junio 
de  1873  presenté  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  D.  Matías  López  y  López,  representado  por 
el  Procurador  D.  Julián  Muñoz  y  Miguel,  pidiendo  su  revoca- 
ción, fundado  en  que  la  regla  3.*  del  art.  132  de  la  Ley  mu- 
nicipal de  20  de  Agosto  dice  textualmente:  «que  los  impuestos 
de  consumo  sólo  serán  autorizados  sobre  los  frutos  ó  sobre  las 
bebidas  que  se  consuman  en  cada  pueblo;  quedando  absoluta- 
mente prohibido  sobre  ellos  y  todos  los  demás  cualquiera  otro 
impuesto  que  embarace  el  tráfico,  circulación  y  venta,  sean 
cuales  fuesen  los  nombres  con  que  se  intentara  establecerlos, 
como  derecho  de  piso  ó  tránsito ,  venta  ó  alcabala  ú  otro  se- 
mejante;» en  que  los  derechos  establecidos  sobre  las  especies 
sujetas  al  de  consumo  sólo  se  devengan  cuando  se  introducen 
con  destino  al  consumo  del  mismo  pueblo ,  y  deben  ser  de- 
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vueltas  las  cantidades  exigidas  cuando  se  prueba  que  la  es* 
pecje  no  ha  sido  consumida:  en  que  la  Real  orden  de  24  de 
Febrero  de  1872  determina,  en  general  que  los  frutos  colonia- 
les no  pueden  ser  objeto  en  Madrid  de  impuesto  por  razón  de 
consumo:  en  que  la  Real  orden  de  28  de  Noviembre  de  1871 
dispone  también  que  los  Ayuntamientos  no  tienen  facultad 
para  exigir  impuesto  por  razón  de  consumo  á  los  productos 
extranjeros  y  coloniales:  en  que  la  orden  de  18  de  Agosto  de 
1870  prohibe  á  los  Municipios  imponer  á  las  primeras  mate- 
rias de  la  fabricación  el  pago  de  los  derechos  de  consumo: 
en  que  los  artículos  50  al  56  de  la  Ley  provincial  determinan, 
en  consonancia  con  los  de  la  Ley  municipal,  que  los  recursos 
de  alzada  contra  las  decisiones  de  la  Comisión  se  conceden 
por  ante  el  Gobierno  en  el  término  de  treinta  dias,  el  cual  se 
na  de  tramitar  y  decidir  dentro  de  otro  de  cuarenta,  cuyos 
artículos  han  sido  infringidos  por  el  Poder  Ejecutivo  en  la 
orden  reclamada: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  no  se  opuso 
á  la  admisión  de  la  demanda;  mas  considerando  la  Sala  que 
requería  mayor  examen  este  incidente  previo,  se  dio  instruc- 
ción á  la  parte  demandante  y  se  procedió  á  la  vista  pública 
del  mismo,  dictándose  sentencia  en  29  de  Diciembre  del  refe- 
rido año  admitiéndola: 

Resultando  que  entregados  los  autos  á  la  misma  parte  la 
amplió  reproduciendo  su  petición  y  argumentos,  añadiendo 
que  el  art.  53  de  la  Ley  provincial  dice  que  los  acuerdos  de 
las  Diputaciones  se  resolverán  por  el  Gobierno  dentro  de  los 
cuarenta  dias  después  de  la  remisión  del  expediente;  y  que 
pasado  este  plazo  el  acuerdo  se  entienda  aprobado  y  es  eje- 
cutivo de  derecho ;  y  que  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  24 
de  Mavo  de  1873  inserta  en  la  Gaceta  oficiaUde  5  de  Junio 
último  da  reglas  para  la  cobranza  del  impuesto  de  consumos 
á  todos  los  Ayuntamientos  de  España: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó 
dicha  demanda  solicitando  se  absuelva  de  ella  á  la  Adminis-" 
tracion  general  del  Estado,  confirmando  la  orden  recurrida, 
apoyado  en  que  hay  imposibilidad  material  de  que  la  recau- 
dación del  impuesto  de  consumo  pueda  hacerse  en  el  acto  de 
verificarse  éste ,  y  por  eso  se  efectúa  al  introducirse  en  las 
poblaciones  los  artículos  sujetos  al  impuesto,  con  arreglo  al 
artículo  1.°  de  la  instrucción  vigente  parala  exacción  de  dicho 
impuesto,  formada  y  autorizada  según  las  prescripciones  con- 
tenidas en  el  reglamento  de  20  de  Abril  de  1870:  que  para 
hacer  lo  que  desea  el  demandante  seria  necesario  establecer 
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un  sistema  distinto  del  seguido  hasta  aquí,  que  existieran  dis- 
posiciones en  que  se  hubiese  acordado  la  formalizacion  con 
todos  ó  la  mayor  parte  de  los  fabricantes  introductores  de  esa 
cuenta  corriente  y  que  se  obligase  además  al  Municipio  á 
montar  un  sistema  de  contabilidad  y  sobre  todo  de  fiscaliza- 
ción que  hoy  no  existe ,  no  sólo  para  evitar  los  abusos  y  de- 
fraudaciones, sino  para  poder  llevar  esas  cuentas  de  produc- 
tos elaborados  que  se  le  exigen  y  en  que  hoy  no  tiene  inter- 
vención. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Jiménez  Mas- 
caros. 

Considerando  que  el  demandante  D.  Matías  López,  repre-  / 
sentado  por  el  Procurador  D.  Julián  Muñoz,  tanto  en  la  de- 
manda que  presentó  en  10  de  Junio  de  1873,  como  en  la  am- 
pliación de  3  de  Marzo  de  este  año,  solicitó  en  primer  término 
la  anulación  más  eficaz  de  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  3 
de  Abril  del  año  último,  porque  habia  sido  dictada  fuera  del 
término  de  los  cuarenta  dias  que  prescribe  para  ello  el  ar- 
tículo 53  de  la  Ley  provincial  de  20  de  Agosto  de  1870,  y  en 
segundo,  que  se  revoque  la  orden  ya  citada,  porque  según  el 
caso  3.°  de  la  Ley  municipal  de  la  misma  fecha  los  impuestos 
sobre  consumos  sólo  están  autorizados  sobre  los  frutos  y  be- 
bidas que  se  consumen  en  cada  pueblo,  y  los  chocolates  que 
extrae  de  Madrid  se  consumen  en  otros: 

Considerando  que  la  primera  solicitud  debe  ser  tratada 
previamente,  puesto  que  si  se  resolviera  como  se  pretende, 
seria  oficioso  de  todo  punto  acordar  sobre  la  segunda: 

Considerando  que  el  art.  53  de  la  Ley  provincial  en  que 
se  apoya  la  parte  demandante  dispone  «que  los  acuerdos  sus-* 
pendidos  ó  apelados  se  comunicarán  en  el  término  de  ocho 
dias  al  Gobierno,  el  cual  los  resolverá  en  la  forma  preceptua- 
da en  el  art.  167  de  la  Ley  municipal  dentro  de  los  cuarenta 
dias  después  de  la  remisión  del  expediente ,  y  que  pasado 
este  plazo  los  acuerdos  se  entienden  aprobados  y  son  ejecuti- 
vos de  derecho:» 

Considerando  que  por  más  que  la  letra  del  citado  artículo 
sea  clara,  y  el  precepto  absoluto,  al  comprender  en  el  mismo 
los  acuerdos  suspendidos  y  los  apelados  no  se  puede  descono- 
cer que  pugna  con  lo  que  dispone  el  artículo  siguiente  54, 
«n  armonía  con  los  168  y  169  de  la  Ley  municipal  aplicables 
á  estos  acuerdos,  y  se  separa  de  los  principios  fundamentales 
de  toda  ley  de  procedimientos  en  materia  de  apelaciones: 

Considerando  que  pugna  con  lo  que  se  manda  en  el  ar- 
tículo siguiente  54  de  la  Ley  provincial,  porque  consignán- 
dose en  él  «que  son  aplicables  á  estos  acuerdos  las  disposicio- 
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nes  contenidas  en  los  artículos  168  y  169  de  la  Ley  municipal, 
en  los  cuales  se  eoncede  el  recurso  contencioso  contra  Jas  ór- 
denes del  Gobierno  que  causan  estado ,  y  declaran  en  algunos 
casos  cierta  responsabilidad  personal  contra  los  Ayuntamien- 
tos y  Comisiones  provinciales,»  tanto  la  concesión  del  recurso 
como  la  responsabilidad  expresada  quedaría  sin  resultado  si  se 
entendiese  que  el  precepto  del  art.  53  alcanzaba  también  á  los 
acuerdos  apelados: 

Considerando  que  igualmente  se  separa  de  los  principios 
fundamentales  de  todas  las  leyes  de  procedimiento  en  materia 
de  apelaciones,  en  las  cuales  es  regla  constante  é  invariable 
que  interpuesta  una  apelación  ante  el  Tribunal  a  qpo;  y  ad- 
mitida lisa  y  llanamente,  el  apelante  tiene  derecho,  si  la  me- 
jora en  tiempo  y  no  se  separa  de  ella,  á  que  el  Tribunal  ad 
quem  dicte  su  fallo  confirmando  ó  revocando  la  providencia 
apelada ,  sin  que  por  el  lapso  de  un  término  ,  sea  el  que  fuese, 
se  pueda  eludir  el  precepto  de  la  ley  y  dejar  de  dictar  la  re- 
solución definitiva  sobre  el  incidente  apelado : 

Considerando  que  mediando  duda  entre  dos  disposiciones 
de  una  misma  ley,  en  las  cuales  aparece  cierta  antinomia,  es 
doctrina  constante  que  se  esté  á  lo  más  favorable  á  los  inte- 
resados, y  en  el  presente  caso  lo  es  el  que  por  ningún  motivo 
se  les  prive  del  recurso  contencioso-administrativo  que  los  ci- 
tados artículos  conceden : 

Considerando  que  si  se  admitiese  la  inteligencia  del  ar- 
tículo 53,  co  no  se  pretende,  la  Administración  general  del 
Estado  adquiriría  sobre  la  parte  contraria  extraordinarias  ven- 
tajas, puesto  que  podia  hacer  firme  el  acuerdo  apelado  con 
sólo  dejar  trascurrir  un  plazo,  lo  que  repugna  á  los  principios 
de  la  justicia,  ante  cuya  majestad  las  partes  litigantes  deoen 
estar  en  perfecta  igualdad  : 

Considerando,  por  fin,  que  bajo  estos  principios  ha  dicta- 
do el  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  por  conducto  del  Minis- 
tro de  la  Gobernación  en  29  de  Mayo  último ,  y  se  ha  publi- 
cado en  la  Gaceta  oficial  de  13  del  mes  anterior  una  orden 
disponiendo  en  la  resolución  seguida  á  la  misma,  «que  el 
plazo  de  cuarenta  dias  que  establece  el  art.  53  de  la  Ley  pro- 
vincial sólo  debe  aplicarse  y  considerarse  fatal  en  los  expe- 
dientes sobre  acuerdos  suspendidos  por  los  Gobernadores,  y 
no  respecto  de  los  apelados,  en  los  cuales  habrá  de  recaer 
siempre  resolución  del  Ministerio ; »  añadiendo  al  final  de  la 
misma  «que  se  comunica  como  regla  general : » 

Considerando  que  en  presencia  de  esta  disposición  tan  re- 
ciente y  terminante  que  es  de  carácter  general,  y  que  ha  sido 
publicada  en  la  Gaceta  oficial,  no  puede  ser  atendida  la 
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claraacion  de  nulidad  interpuesta  en  la  demanda  por  el  Pro- 
curador de  D.  Matías  López : 

Considerando ,  en  cuanto  á  la  cuestión  de  fondo  sobre  que 
se  revoque  la  orden  reclamada ,  y  conforme  el  acuerdo  de  la 
Diputación  provincial,  que  según  el  caso  4.°  del  art.  132  de 
la  Ley  municipal  vigente  «en  los  pueblos  que  tengan  Adua- 
nas establecidas ,  los  artículos  extranjeros,  una  vez  naciona- 
lizados por  el  pago  de  los  derechos  arancelarios ,  pueden  ser 
objeto  del  impuesto  general  de  consumos;»  y  por  tanto,  el 
Ayuntamiento  de  Madrid ,  al  imponer  la  referida  contribución 
sobre  los  artículos  extranjeros  de  que  se  trata ,  hizo  uso  de  las 
atribuciones  que  la  ley  le  concede  y  no  se  excedió  de  ellas : 

Considerando  que  según  el  caso  4.°  del  art.  129  de  la  pre- 
citada ley,  uno  de  los  ingresos  para  el  pago  de  las  atenciones 
municipales  es  «el  impuesto  sobre  los  artículos  de  comer,  be- 
ber y  arder ; »  y  nacionalizados  ya  los  frutos  de  que  se  trata, 
pueden  ser  incluidos  en  las  especies  que  pagan  4  su  entrada 
en  las  poblaciones: 

Considerando  que  según  el  art.  1.°  de  la  instrucción  discu- 
tida y  aprobada  por  el  Ayuntamiento  y  Junta  municipal  de 
Madrid  en  18  de  Agosto  de  1871 ,  «los  derechos  marcados  en 
la  tarifa  que  á  la  misma  acompaña  serán  exigidos  á  su  entrada 
en  la  población ,  á  ménós  que  los  artículos  marchen  de  trán- 
sito ó  al  depósito  autorizado;»  y  no  hallándose  en  ninguno  de 
estos  dos  casos  los  azúcares,  cacaos  y  canelas  introducidos  por 
el  demandante  D.  Matías  López,  no  puede  dejar  de  satisfacer 
á  su  entrada  en  la  población  los  derechos  de  consumos : 

Considerando  que  si  bien  los  citados  impuestos  no  deben 
satisfacerse  dos  veces  por  unos  mismos  frutos ,  lo  cierto  es  que 
por  la  manipulación  y  fabricación  de  los  géneros  de  que  se 
trata ,  se  produce  un  nuevo  artículo  que  se  presenta  al  comer- 
cio y  al  consumo,  no  sólo  variado  en  su  forma,  sino  en  su 
aplicación ,  por  lo  que  debe  satisfacer  los  derechos  correspon- 
dientes ,  sin  perjuicio  de  las  deducciones  de  que  trata  el  caso  4.° 
del  art.  132  ya  citado,  y  cualquiera  otra  que  sea  justa; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no  há 
lugar  á  la  anulación  de  la  orden  ministerial  de  9  de  Abril 
de  1873 :  y  absolvemos  á  la  Administración  general  del  Estado 
de  la  demanda  presentada  en  10  de  Junio  del  mismo  año  por 
el  Procurador  D.  Julián  Muñoz,  en  nombre  de  D.  Matías  Ló- 
pez y  López ,  contra  la  citada  orden  reclamada ,  la  que  en  su 
consecuencia  queda  firme  y  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
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gubernativo  al  Ministerio  de  la  Gobernación  con  la  certifica- 
ción correspondiente,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firma- 
mos. =  Juan  González  Acevedo.  =José  María  Herreros  de  Te- 
jada. =  Ignacio  Vieites.=Juan  Cano  Manuel.  =  José  Jiménez 
Mascaros. =Críspulo  García  Gómez  de  la  Serna. =Eugenio  de 
Angelo. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  José  Jiménez  Mascaros,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 

3ue  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  3  de  Julio 
e  1874.=Enrique  Medina. 

Nüm.  5. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Reserva  para  exigir  la  diferencia  que  pudiera  resultar 
entre  el  precio  de  la  tenta  de  unas  fincas  subastadas, 
y  el  de  la  nueva  subasta. — S  >ntencia  de  4  de  Julio,  absol- 
viendo á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Carlos  O'Donnell ,  Duque  de  Ta- 
túan ,  contra  la  orden  de  7  de  Octubre  de  1870. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  la  cesión  de  que  trata  elart.  103,  pretendan  7.*,  de 
la  instrucción  de  31  de  Mayo  de  1855,  a  los  Jueces  debe  hacerse 
ante  el  Juez  de  la  subasta  en  el  acto  del  remate  ó  dos  dios  después 
de  la  notificación  de  haber  sido  adjudicada  la  finca. 

2.°  Que  tanto  la  Real  orden  de  18  de  Febrero  de  1860  como 
la  de  30  de  Abril  de  1864,  se  limitaron  a  ampliar  el  término 
señalado  por  la  instrucción  para  este  efecto ,  fijando  el  de  diez 
dios  después  de  pagado  el  jPrimer  plazo;  pero  sin  alterar  el  re* 
quisito  de  la  intervención  en  el  acto  del  Juez  de  la  subasta  como 
base  esencial  para  su  validez. 

3.°  Que  dicha  Real  orden  de  30  de  Abril  de  1864, prescribe 
terminantemente  que,  en  el  caso  de  no  haber  tenido  la  Hacienda 
participación  en  los  contratos  celebrados  sin  las  condicione*  men- 
cionadas de  tiempo  y  forma  entre  el  rematante  y  un  tercero,  dbe 
entenderse  con  el  primitivo  comprador  que  firmó  los  pagarés  y  & 
cuyo  favor  se  otorgó  la  escritura. 

4.°  Que  la  jurisprudencia  aplicando  estas  disposiciones  es- 
tablece en  decreto-sentencia  de  14  de  Mayo  de  1867,  que  no  ve- 


SENTENCIAS   DE    1874.  37 

rificindose  las  cesiones  con  arreglo  á  la  instrucción  y  Reales  ór- 
denes citadas,  no  se  libran  los  compradores  de  la  responsabilidad 
contraída  en  las  subastas,  sin  que  las  ventas  y  reventas  poste- 
riores puedan  ser  Ugalménte  reputadas  como  tal  cesión,  sino  como 
contratos  de  particular  a  particular,  que  no  privan  al  Estado 
de  las  acciones  que  a  todo  vendedor  compelen  contra  el  comprador 
para  compelerle  al  cumplimiento  de  lo  pactado;  y  que  en  las  ven- 
tas de  Bienes  nacionales  son  tanto  mas  directas,  manto  que  los 
odquirentes  firman  los  pagarés  aplazo  fijo  y  de  cuota  determinada 
que  sólo  de  ellos  debe  exigirse. 

5.°  Que  la  Real  orden  de  3  de  Enero  de  1868  es  una  disposi- 
ción de  carácter  general  encaminada  d  fijar  el  sentido  y  alcance 
de  las  anteriores  sobre  la  materia,  y  que  como  aclaratoria  se 
retrotrae  a  la  época  de  las  mismas,  y  tiene  fuerza  y  aplicación 
¿todos  los  casos  que  comprende,  por  más  que  sea  posterior  á  la 
fecha  de  los  actos  de  esta  clase. 

6.°  Que  esta  orden,  repitiendo  y  confirmando  la  doctrina  es- 
puesta,  legalizó  solamente  las  cesiones  consumadas  hasta  aquella 
fecha  que  tuviesen  á  su  favor  la  autorización  de  los  Jueces  de  las 
subastas,  y  aquellas  otras  en  cuya  virtud  se  hubiesen  otorgado 
por  el  Estado  las  escrituras  de  venta  en  favor  de  los  cesionarios. 

• 
En  la  villa  de  Madrid,  á  4  de  Julio  de  1874,  en  él  pleito 
contencioso-administrativo,  que  ante  Nos  pende,  en  primera  y 
única  instancia  entre  D.  Carlos  O'Donnelí,  Duque  de  Tetuan, 
representado  por  el  Licenciado  D.  Jerónimo  Antoñ  Ramírez, 
y  la  Administración  del  Estado,  y  en  su  nombre  el  Ministerio 
Sscal,  sobre  que  se  deje  sin  efecto  la  orden  del  Regente  del 
Reino  de  7  de  Octubre  de  1870  tan  sólo  en  la  parte  que  esta- 
blece la  reserva  para  exigir  á  aquel  la  diferencia  que  pueda 
resultar  entre  el  precio  de  la  venta  de  las  fincas  que  subastó 
en  esta  capital  y  el  que  se  obtenga  en  nueva  subasta  para  ha- 
cer efectivos  los  plazos  que  se  hallen  en  descubierto: 

Resultando  que  vendidos  en  pública  subasta  en  11  y  13  de 
Agosto  de  1863  los  solares  números  62,  3.°,  4.°,  5.°,  6.#,  15, 
16  y  17  del  salitre  de  esta  capital,  los  adquirió  como  rematante 
D.  Carlos  O'Donnell;  y  que  aprobado  el  remate  por  la  Junta 
superior  de  Ventas,  y  verificado  el  pago  del  primer  plazo  por 
el  comprador,  se  le  dio  posesión  judicial,  otorgándose  á  su 
favor  las  correspondientes  escrituras  de  venta  en  18  y  29  de 
de  Julio  de  1864: 

Resultando  -que  anteriormente,  ó  sea  en  18  de  Marzo  de 
Hfual  año,  D.  Carlos  O'Donnell  celebró  un  contrato  de  promesa 
de  venta  con  la  Sociedad  Tesoro  de  Madrid,  v  en  su  nombre 
con  su  Director  D.  Joaquín  Blanco  González,  á  la  cual  cedia 
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los  terrenos  de  que  se  trata,  comprometiéndose  á  realizar  y 
formalizar  la  venta  á  favor  de  la  indicada  Sociedad  tan  pronto 
como  se  le  otorgaran  por  el  Estado  las  escrituras  de  venta; 
de  cuyo  contrato  dieron  aviso  las  partes  á  la  Administración 
de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  por  lo  cual  se  tomó 
razón  del  mismo  en  9  de  Abril  de  1864,  y  que  en  su  virtud  la 
Sociedad  Tesoro  de  Madrid  pagó  el  primer  plazo  que  la  cor- 
respondía una  vez  subrogada  en  las  obligaciones  y  derechos 
dé  O'Donnell  en  15  de  Abril  de  1865,  según  lo  informado  por 
la  Administración  económica  á  la  Dirección: 

Resultando  que  declarada  en  liquidación  la  Sociedad  Tesoro 
de  Madrid,  no  habiendo  satisfecho  los  plazos  vencidos  en  Oc- 
tubre de  1865  y  1866,  la  Administración  practicó  algunas  di- 
ligencias de  apremio  con  embargo  de  fincas  á  fin  de  conseguir 
el  cobro  de  lo  adeudado,  hasta  que  la  Dirección  acordó  en  27 
de  Julio  de  1870  resolviendo  una  instancia  de  D.  Félix  Bazan, 
interesado  en  la  liquidación  de  la  Sociedad,  que  los  plazos  en 
descubierto  se  cobrasen  de  D.  Carlos  O'Donnell  por  ser  el  pri- 
mer rematante,  quien  habia  suscrito  los  pagarés  y  éi  cuyo  fa- 
vor se  otorgó  por  la  Hacienda  la  correspondiente  escritura, 
toda  vez  que  la  otorgada  por  éste  al  Tesoro  de  Madrid  no  tenia 
las  circunstancias  prevenidas  en  la  Real  orden  de  30  de  Abril 
de  1864  y  Real  decreto-sentencia  de  14  de  Mayo  de  1867,  que 
la  confirmó: 

Resultando  que  apremiado  O'Donnell  por  la  Administración 

{tara  cumplimentar  esa  disposición,  acudió  á  la  Dirección  so- 
icitando  se  declarase  por  este  centro  que  no  estaba  obligado 
&  las  responsabilidades  de  los  plazos  en  descubierto  vencidos 
y  por  vencer  como  precio  de  los  solares  en  cuestión,  en  cuyo 
dominio  y  obligaciones  le  sustituyó  la  Sociedad  Tesoro  de  Ma- 
drid su  virtud  de  un  contrato  solemne  que  habia  sido  aceptado 
por  las  dependencias  del  Estado,  y  que  en  tal  concepto  se  sus- 
pendiese cualquiera  gestión  con  tal  motivo  intentada  contra 
el  e^ponente: 

Resultando  que  desestimada  esta  solicitud,  se  acordó  por 
la  Dirección  en  29  de  Agosto  de  1870  se  continuasen  contra 
el  mismo  las  diligencias  de  apremio  suspendidas  en  1867:  que 
de  este  acuerdo  se  alzó  el  interesado  en  10  de  Octubre  de  1870 
ante  el  Ministerio  de  Hacienda  pidiendo  que  declarase  que  las 
cesiones  verificadas  por  él  en  1864  al  Tesoro  de  Madrid  se  ha- 
llaban comprendidas  en  la  resolución  1/  de  la  Real  orden  de 
3  de  Enero  de  1868  como  caso  análogo,  y  en  su  consecuencia 

3ue  desde  aquella  época  quedó  aquel  subrogado  en  todos  sus 
erechos  y  obligaciones  y  el  exponente  exento  de  toda  res- 
ponsabilidad; y  que  el  Ministro,  de  acuerdo  con  lo  informado 


SENTENCIAS    DE    1874.  39 

Í)or  la  Direcqign,  dictó  la  orden  de  7  de  Octubre  de  1870,  por 
a  que  dispuso  que  á  reserva  y  sin  perjuicio  de  repetir  de  Don 
Carlos  O'Donnell  á  su  tiempo,  y  si  fuese  necesario  la  diferencia 
que  pueda  resultar  entre  el  precio  de  la  venta  que  á"  este  in- 
teresado se  hizo  de  las  fincas  en  cuestión  y  el  que  se  obtenga 
en  nueva  subasta,  que  se  proceda  desde  luego  á  ella  á  fin  de 
hacer  efectivos  los  plazos  en  descubierto  de  las  mismas: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Jerónimo  Antón  Ramírez, 
en  nombre  del  l)uque  de  Tetuan,  presentó  demanda  ante  este 
Tribunal  Supremo  con  la  solicitud  de  que  se  deje  sin  efecto  la 
orden  de  7  de  Octubre  tan  sólo  en  la  parte  que  por  la  misma 
se  establece  la  reserva  de  sin  perjuicio  de  repetir  de  D.  Cirios 
O'Donnell  á  su  tiempo  y  si  fuese  necesario  la  diferencia  de 
precio  de  la  subasta,  y  en  su  consecuencia  que  se  declare  que 
ninguna  responsabilidad  debe  alcanzarle  en  caso  alguno,  aun- 
que se  verifique  el  resultado  de  aquella  diferencia  en  cualquier 
tiempo  ó  por  cualquier  motivo,  fundándose  en  que  en  la  orden 
reclamada  se  reconoce  que  no  es  aplicable  á  su  representado 
lo  prescrito  en  el  art.  164.de  la  instrucción  de  31  de  Mayo 
de  1855,  porque  manda  que  se  proceda  á  verificar  contra  el 
Tesoro  de  Madrid  lo  que  prescribe  el  art.  165,  cuya  confesión 
y  mandato  explicito  no  pueden  entenderse  de  otra  manera  sino 
en  el  sentido  de  que  O'Donnell  no  era  ya  el  comprador  á  quien 
se  refiere  el  art.  164:  que  la  reserva  que  hace  la  orden  recla- 
mada en  su  parte  resolutiva  pugna  con  los  fundamentos,  de- 
claraciones y  confesiones  que  la  misma  contiene,  y  está  en 
contradicción  con  las  disposiciones  de  los  repetidos  artículos 
164  y  165  de  la  instrucción,  según  los  cuales  uno  sólo  es  el 
deudor,  el  comprador,  ó  sea  el  dueño  de  las  fincas  que  salen 
á  subasta  en  quiebra,  y  el  deudor  responsable  de  que  habla  á 
su  final  dicho  art.  165:  que  por  el  art.  24  de  la  ley  de  1.°  de 
Mayo  de  1855  y  el  175  de  la  instrucción  de  31  del  propio  mes, 
no  sólo  se  suponen  legalmente  hechas  las  ventas  y  reventas 
de  bienes  procedentes  del  Estado,  sino  que  se'  privilegien  con 
la  exención  de  derechos  de  hipotecas  todas  las  que  se  verifi- 
quen dentro  de  los  cinco  siguientes  á  la  adquisición  por  el 
comprador  ó  rematante,  no  estableciéndose  restricción  ni  limi- 
tación alguna  que  distinga  ni  en  su  forma  ni  en  sus  efectos 
estas  ventas  de  laí  que  tienen  lugar  de  bienes^  de  particula- 
res, á  cuya  condición  se  convirtieron  los  del  Es'tado  desde  la 
primera  venta  hecha  por  éste  con  arreglo  al  derecho  común; 
y  por  último,  que  al  Estado  se  dio  cuenta  de  la  enajenación 
hecha  al  Tesoro  de  Madrid,  que  aceptó  ratificándola  con  repe- 
tidos actos ,  %ntre  ellos  el  haber  cobrado  de  esta  Sociedad  el 
plazo  vencido  en  22  de  Octubre  de  1864  y  apurado  cerca  de 
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la  misma  Sociedad  cuanto  manda  el  art.  164  citado ,  cuyos 
actos  son  mas  significativos  en  sus  efectos  legales  que  el  he- 
cho exclusivo  del  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta  por 
el  Estado  á  que  se  refiere  la  declaración  2.*  de  la  Real  orden 
de  3  de  Enero  de  1868,  última  sobre  la  materia: 

Resultando  que  trascurrido  el  termino  para  ampliar  la  de- 
manda, el  Ministerio  fiscal  al  contestar  pidió  que  se  desesti- 
mase absolviendo  á  la  Administración  y  confirmando  la  urden 
reclamada,  fundándose  en  que  D.  Carlos  O*l)onnell,  como  re- 
matante, y  á  cuyo  favor  se  otorgaron  las  escrituras  de  venta, 
es  el  obligado  del  precio  estipulado ,  no  eximiéndole  de  esta 
obligación  la  reventa  y  cesión  hecha  al  Tesoro  ds  Madrid  por 
no  haberla  efectuado  conforme  á  las  instrucciones  vigentes;, 
que  la  única  furma  admitida  para  producir  una  completa  no- 
vación de  contrato  y  consiguiente  subrogación  de  obligacio- 
nes es  la  establecida  en  el  art.  103,  prevención  7.*  de  las  di- 
rigidas á  los  Jueces  de  las  subastas  en  la  instrucción  de  31 
de  Mayo  de  1855:  que  toda  otra  forma  de  traspasar  Bienes 
-  nacionales  sólo  produce  un  contrato  particular  entre  los  inte- 
resados, y  que  la  toma  de  razón  de  este  acto  en  las  oficinas 
del  Estado  el  efecto  de  una  delegación,  no  el  de  subrogación 
de  deudores,  cuya  doctrina  está  sancionada  por  la  jurispru- 
dencia en  la  Real  orden  de  30  de  Abril  de  1804,  confirmada 
por  decreto-sentencia  del  Consejo  de  Estado  de  14  de  Mayo 
de  1863:  que  á  esta  doctrina  no  afecta  en  modo  alguno  la 
circunstancia  de  que  la  misma  legislación  desamortizadora 
favorezca  las  trasmisiones  de  dominio  de  los  Bienes  nacionales 
eximiéndoles  del  derecho  de  hipotecas  por  cierto  tiempo ,  ni 
tampoco  el  hecho  de  quedar  hipotecadas  al  pago  de  los  plazos 
sucesivos,  puesto  que  kp  primero  es  sólo  un  medio  de  fomen- 
tar la  venta,  y  lo  segundo  una  garantía  que ,  lejos  de  borrar 
la  obligación  personal  del  comprador,  la  presupone  vigente: 

Resultando  que  el  representante  del  Duque  de  Tetuan  pre- ' 
sentó  una  certificación  del  Registrador  de  la  propiedad  de  esta 
capital,  expedida  en  1.°  de  Julio  anterior,  en  la  cual  consta 
que  D.  Carlos  O'Donnell  otorgó  escritura  de  venta  en  favor 
del  Tesoro  de  Madrid  en  4  de  Julio  de  1866  3'  otra  adicional 
de  8  de  Febrero  de  1868  ante  el  Notario  D.  Felipe  de  la  Puente 
de  los  solares  de  que  se  trata  en  este  pleito',  y  que  en  su  vir- 
tud fueron  inscritos  en  los  Registros  de  la  misma  á  nombre  de 
los  liquidadores  de  aquella  Sociedad  ya  disuelta: 

Resultando  que  visto  el  pleito,  la  Sala  por  auto  para  mejor 
preveer  de  24  de  Ma}ro  de  1873  acordó  peair  el  expediente  de 
apremio  entablado  contra  la  Sociedad  Tesoro  de  Madrid,  en 
el  cual  aparece  que  dirigido  contra  ella  dicho  apremio,  y  ha- 
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biéirdose  la  misma  declarado  en  liquidación ,  y  vendídose  en 
pública  subasta  la  casa  que  la  pertenecía,  calle  del  Baño,  nú- 
mero 9,  para  hacer  pago  á  otros  acreedores,  y  adjudicada  á  uno 
de  los  mismos,  mediaron  diferentes  incidentes  reclamando  del 
Tribunal  de  Comercio  los  títulos  de  pertenencia  de  la  finca 
adjudicada,  hasta  que  previo  informe  del  Jefe  de  Sección,  y 
de  conformidad  con  el  mismo,  en  vista  de  las  dilaciones  y  di- 
ficultades que  ofrecía  el  procedimiento  contra  la  Sociedad,  se 
acordó  dirigirle  contra  D.  Carlos  0<Donnell  como  rematante  y 
responsable  de  los  pagaos. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel, 

Considerando  que  la  cesión  de  que  trata  el  árt.  103,  pre- 
vención 7.a  de  la  instrucción  de  31  de  Mayo  de  1855,  á  los 
Jueces  debe  hacerse  ante  el  Juez  de  la  subasta  en  el  acto  del 
remate  ó  dos  dias  después  de  la  notificación  de  haber  sido 
adjudicada  la  finca: 

Considerando  que,  tanto  la  Real  orden  de  18  de  Febrero 
de  1860  como  la  de  30  de  Abril  de  1864,  se  limitaron  á  am- 
pliar el  término  señalado  por  la  instrucción  para  este  efecto, 
fijando  el  de  diez  dias  después  de  pagado  el  primer  plazo; 
pero  sin  alterar  el  requisito  de  la  intervención  en  el  acto  del 
Juez  de  la  subasta  como  base  esencial  para  su  validez: 

Considerando  que  dicha  Real  orden  de  30  de  Abril  de  1864 
prescribe  terminantemente  que,  en  el  caso  de  no  haber  tenido 
la  Hacienda  participación  en  los  contratos  celebrados  sin  las 
condiciones  mencionadas  de  tiempo  y  forma  entre  el  rematante 
y  un  tercero,  debe  entenderse  con  el  primitivo  comprador  que 
firmó  los  pagarés  y  á  cuyo  favor  se  otorgó  la  escritura: 

Considerando  que  la  jurisprudencia  aplicando  estas  dispo- 
siciones- establece  en  decreto -sentencia  de  14  de  Mayo  de  1867 
que  no  verificándose  las  cesiones  con  arreglo  á  la  instrucción 
y  Reales  órdenes  citadas ,  no  se  libran  los  compradores  de  la 
responsabilidad  contraída  en  las  subastas,  sin  que  las  ventas 
y  reventas  posteriores  puedan  ser  legalmente  reputadas  como 
tal  cesión,  sino  como  contratos  de  particular  á  particular,  que 
no  privan  al  Estado  de  las  acciones  que  á  todo  vendedor  com- 
peten contra  el  comprador  para  compelerle  al  cumplimiento 
de  lo  pactado ;  y  que  en  las  ventas  de  Bienes  nacionales  son 
tanto  más  directas,  cuanto  que  los  adquirentes  firman  los  pa- 
garés á  plazo  fijo  y  de  cuota  determinada,  que  sólo  de  ellos 
debe  exigirse: 

Considerando  que  ninguna  de  las  referidas  circunstancias 
concurre  ni  en  la  escritura  de  promesa  de  venta  otorgada  por 
D.  Carlos  O'Donnell,  Duque  de  Tetuan,  á  favor  de  la  Sociedad 
Tesoro  de  Madrid  en  18  de  Marzo  de  1864,  ni  en  la  de  venta 
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real  y  efectiva  celebrada  entre  ambas  partes  en  4  de  Julio 
de  1860,  esta  última  después  de  otorgadas  á  O'Donnell  por  la 
Hacienda  las  oportunas  escrituras  de  remate,  y  ambas  ante 
Notario,  sin  intervención  alguna  del  Juez  de  la  subasta,  y  con 
mucha  posterioridad  á  los  plazos  fijados  al  efecto  por  la  ins- 
trucción y  Reales  órdenes  nombradas: 

Considerando  que  en  la  celebración  de  estas  ventas  no  tuvo 
intervención  directa  ni  indirecta  la  Hacienda  pública,  y  por 
consiguiente  no  reconoció  ni  pudo  reconocer  á  la  Sociedad 
Tesoro  de  Madrid  como  nuevo  deudor  subrogado  en  las  obli- 
gaciones y  responsabilidad  del  rematante  que  en  calidad  de 
tal  firmó  los  pagarés  no  cancelados: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  3  de  Enero  de  1868  es 
una  disposición  de  carácter  general  encaminada  á  fijar  el  sen- 
tido y  alcance  de  las  anteriores  sobre  la  materia,  y  que  como 
aclaratoria  se  retrotrae  á  la  época  de  las  mismas,  y  tiene  fuerza 
y  aplicación  á  todos  los  casos  que  comprende,  por  más  que 
•sea  posterior  á  la  fecha  de  los  actos  de  esta  clase: 

Considerando  que  esta  orden,  repitiendo  y  confirmando  la 
doctrina  expuesta,  legalizó  solamente  las  cesiones  consumadas 
hasta  aquella  fecha  que  tuviesen  á  su  favor  la  autorización 
de  los  Jueces  de  las  subastas,  y  aquellas  otras  en  cuya  virtud 
se  hubiesen  otorgado  por  el  Estado  las  escrituras  de  venta  en 
favor  de  los  cesionarios;  circunstancias  que ,  como  queda  ex- 
puesto, de  ningún  modo  mediaron  en  los  contratos  de  venta 
celebrados  entre  el  rematante  y  la  Sociedad  expresada: 

Considerando  q^ue  el  hecho  de  haberse  tomado  razón  en  las 
oficinas  de  provincia  de  la  escritura  de  18  de  Marzo  de  1864 
no  obsta  á  la  doctrina  sentada,  porque  los  actos  de  la  Admi- 
nistración subalterna  no  pueden  desvirtuar  las  disposiciones 
legales  traspasando  á  la  Sociedad  Tesoro  de  Madrid  las  obli- 
gaciones personalísimas  del  rematante,  ni  tienen  valor  para 
el  efecto  de  que  se  trata  las  anotaciones  ep  los  libros  sino 
en  cuanto  las  cesiones  estén  arregladas  á  las  citadas  pres- 
cripciones: 

Considerando  que  tampoco  induce  el  reconocimiento  que 
el  recurrente  pretende  para  el  efecto  de  exonerarle  de  los 
compromisos  contraidos  con  la  Hacienda  la  circunstancia  de 
haberse  procedido  por  la  via  de  apremio  contra  la  Sociedad 
para  hacer  efectivos  los  descubiertos  en  el  pago  de  los  plazos, 

Jorque  la  cesión  verificada  en  forma ,  única  que  puede  trasla- 
ar  á  un  tercero  las  obligaciones  inherentes  al  rematante,  es 
una  solemnidad  sustancial  exigida  por  la  ley,  que  no  puede 
ser  sustituida  por  actos  ni  reconocimiento  de  otro  género: 
Considerando ,  por  todo  lo  expuesto ,  que  hipotecadas  al 
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pago  las  fincas  rematadas,  según  el  art.  167  de  la  instrucción» 
v  dada  la  doctrina  establecida  en  la  materia  por  la  ley  y  la 
jurisprudencia,  es  equitativa  y  arreglada  &  ella  la  resolución 
que  comprende  la  Real  ordena  reclamada,  con  la  reserva  que 
contiene  de  repetir  del  rematante  la  diferencia  que  pueda  re- 
sultar entre  el  precio  de  la  primitiva  venta  y  la  nueva  subasta 
que  dispone  como  consecuencia  de  los  actos  verificados  por 
el  mismo; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por 
D.  Carlos  O'Donnell,  Duque  de  Tetuan ,  contra  la  Real  orden 
de  7  de  Octubre  de  1870  en  cuanto  á  la  reserva  que  contiene 
y  á  que  aquella  se  contrae,  quedando  en  su  consecuencia  dicha 
Real  arden  válida  y  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y 'devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.=Gregorio  Juez  Sarmiento. = José  María  Herre- 
ros de  Tejada.  ==Juan  Jiménez  Cuenca.  =Ignacio  Vieites.=Juan 
Cano  Manuel.  =  José  Jiménez  Mascaros. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  de  la  Sala  ter- 
cera de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  4  de  Julio  de  1874.= Licenciado  Manuel 
Aragoneses  Gil. 

Nóm.  6. 

APELACIÓN . 


Obligación  db  pagar  con  recargo  la  contribución  indus- 
trial.— Sentencia  de  4  de  Julio,  Confirmando  en  todas  sus 
partes  la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  Barcelona  en  9  da  Junto  de  1873,  en  pleito  administra- 
tivo entre  D.  José  Andreu  y  la  Administración  general  del 
Estado. 

En  sus  considerandos  se  establece: 
Qwe  conforme  al  art.  3.°,  cap.  1.°  del  reglamento  general 
para  la  imposición,  administración  y  cobranza  de  la  contribu- 
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•-  »:.*r'j-. ^-.'-o:  :-.:j".v.i..  ' -ir  hi-i*  y:»?  T»er.5r*  en  graiD  de 
<*.,#>' *-*•*.  'i  **;.■••*'  ^  J«  _—r  Ai.ír*^  x  *•!:  ?i;  zi.zlzt?  ti  Pr-Knira— 
o  »*  1  i  ~i.z+'wi  Slii»í*t  luirv^-a,  t  la  A¿m-->tr&c:on  del 
i*  v*v  -**>»-*:*»*'U*-4i^fc  -».r  el  iluiif^er::»  £srtl^  s.  I-re  ciae  se  re— 
*  -  .  **  ;«.  *»-;  >*ijv.fc  c_*tía  i»:r  Ih  Sil*  le  I:»  civil  ae  la  Au- 
'..#•-  .«:;fc  '»*  Jb<  •••>.. -..^fr  *i  ti  if  7ir.ic  *u1t-tl:i  1*7¿  ,  3ue  onór- 
ii4     i:   *»«•:**"  ;.-,  ¿*-  "->i  r--?>  *.---  :^.cr-fcr:-ra   deliran  i  «.le  oVui- 

¿v.  .  a.\  v.  \  vt  -ei;  I>  ¿>  Alnl  i-e  1*71  el  a>i:rai.te  l>on 
^;  .-■  v.i  -su  Ai-.t  **  ?',-l*:;:-t/..  en  la  villa  ¿e  S*^n  Andrés  de 
>*.>.'M:i*.  r  y«t\ji  la  Tirria  ae  la  ATitiriiai  k*ral.  en  la  calle 
í*».  >"..*-.  t  „~,  44.  es  cuto  t»ui.:o  exista  en  deposito  para 
-fc  •.«**«  vfc  u  vvr  v^l„t  i*  ¿reseros  ce  aoiüesntles  v  bebidas. 


Y '-%*'*  '-*-  *va  &>r-eia i  Lla-i.aia  cooperativa  de  consumos, 
v.  v.  ;-  „  *  ex  c>  rar.-.í  vecinos  de  la  misma,  á  quienes  aquellos 
^  *,.  ^. .  <^-  /*  ¡^  ^-:e  era  cq  Presidente  D.  José  Andreu.  el 
*->->  ^.vr-j^t/io  üaLlfe?t.j  que  habia  pedido  autorización  al 
€j\  '*"-:.  k.'s,T  ybTH  fj*je  ¿e  le  conce-üera  el  derecho  de  reunión 
}  **>s:/'¿:/,w.  f.'jt  Lacia  seis  meses  que  'dieron  principio  á  la 
i*-.**  Cí  a^'jfrl-o*.  que  s.-lo  se  expenden  á  los  socios;  t  que 
;;.. ';:/.♦£<  r*r';;ofrn  aquella  autorización  se  creia  en  el  derecho 
C*r  w>  y*'/**  u'.htruna,  clase  de  contribución: 

to-t\.*jíui'j  q-jff  la  Junta  administrativa  en  18  de  Agrosto 
<i<%  '>:*."*'>  hú<}.  habiendo  visto  que  el  interesado  carecía  de 
tw+\T.*:  ¿.a,  y  oíío  el  dictamen  de  la  Sección,  declaró,  de  con- 
for-í;>;ísd  con  lo  propuesto  por  la  misma,  que  D.  José  Andreu 
f*j*-m  adicionado  en  la  matrícula  como  comprendido  en  el 
*'s>u<'S-\ff>  uú:n.  13,  clase  5.a  de  la  tarifa  1.",  y  base  5.a  de  po- 
>/Ja/;;oíj,  en  la  cuota  anual  de  100  pesetas;  y  que  además 
pairan  un  recargo  de  otra  igual  cantidad  en  pena  de  la  falta 
'¿'¿'Míti'ia,  fundándo.se,  entre  otras  cosas ,  en  que  la  práctica 
<í'?  liria  industria  »in  la  previa  inscripción  constituye  defrau- 
dación, acírun  el  art.  120  del  reglamento  vigente /penada  en 

K^ultando  que  notificado  el  interesado  en  23  del  mismo 
ffj**,  *?n  J8  de  Setiembre  siguiente  entabló  demanda  ante  la 
Hala  j/rírrwra  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la 
Holicítud  de  que  ae  revoque  el  precedente  fallo  y  se  declare  que 
ni  por  ni  ni  en  representación  de  la  Sociedad  cooperativa  de 
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consumos  de  San  Andrés  de  Palomar  debe  satisfacer  cuota  al- 
guna de  contribución  á  la  Hacienda  pública  por  la  distribu- 
ción de  comestibles  comprados  al  por  mayor ,  que  dicha  So- 
ciedad hace  exclusivamente  entreoíos  asociados ;  imponiendo 
las  costas  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios  á  la  Hacienda: 

Resultando  que  presentado  por  Andreu  el  talón  de  depósito 
de  la  contribución  que  le  había  sido  impuesta,  y  mandado 
ayudar  como  pobre,  se  admitió  la  demanda,  previo  dictamen 
fiscal;  y  que  contestando  éste,  pidió  que  se  confirmase  en 
todas  sus  partes  el  acuerdo  administrativo  y  se  absolviese  á 
la  Hacienda  de  la  demanda  formalizada  por  aquel,  con  expresa 
condenación  de  costas,  fundándose  principalmente  en  que  con- 
fesaba que  ejercía  la  industria  de  vendedor  de  artículos  ali- 
menticios sin  estar  inscrito  en  la  matrícula,  ni  haber  dado  parte 
á  la  Administración ,  ni  hallarse  autorizado  para  ello  por  el 
Jefe  económico  de  la 'provincia: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insis- 
tieron las  partes  en  sus  respectivas  pretensiones  bajo  iguales 
fundamentos: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  la  parte  acto- 
ra  presentó  un  cuaderno  ó  copia  simple  que  se  titula  Regla- 
nento  de  la  Sociedad  cooperativa  de  consumos  de  San  Andrés 
de  Palomar,  compuesto  de  37  artículos,  cada  uno  con  su  epí- 
grafe para  probar  sus  fines,  y  los  por  que  se  regia,  y  si  dicha 
Sociedad  existia  ó  no  legalmente,  etc.,  concluyendo  con  las 
firmas  de  la  Junta,  de  la  que  es  Presidente  D.  José  Andreu: 
el  enterado  del  Gobernador  puesto  en  18  de  Abril  de  1871 ,  y 
por  su  delegación  Risueño,  expresándose  que  tiene  el  sello 
del  Gobierno  de  la  provincia  de  Barcelona: 

Resultando  que  ae  una  certificación  expedida  por  el  Secre- 
tario de  la  misma  Sociedad  con  relación  al  libro  de  actas,  en 
la  que  aparecen  varias  sesiones  ordinarias  y  extraordinarias 
celebradas  en  los  años  de  1870,  1871  y  1872,  bajo  la  presiden- 
cia de  D.  José  Andreu,  para  justificar  que  los  cargos  son  de 
elección  de  los  socios:  que  el  establecimiento  de  distribución 
se  halla  dividido  en  secciones  á  cargo  de  comisiones  especia- 
les: que  el  reparto  de  comestibles  se  halla  reglamentado  por 
la  Junta:  que  se  reparten  ó  venden  aquellos  á  los  socios  en 
ciertos  dias  y  horas,  permaneciendo  cerrado  fuera  de  estas: 
que  los  artículos  se  compran  al  por  mayor  en  establecimientos 
que  pagan  contribución;  y  que  el  beneficio  reintegrable  á  los 
socios  se  les  acumula  al  capital  á  prorata  del  consumo  hasta 
completar  el  número  de  acciones  que  previene  el  reglamento: 

Resultando  que  por  otra  certificación  expedida  por  el  mismo 
Secretario  de  las  cuentas  correspondientes  á  tres  trimestres 
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de  1870,  extendidas  en  papel  blanco,  firmada  por  Andreu  como 
Presidente,  y  sellado  con  el  de  la  Sociedad,  en  la  que  apare- 
cen los  nombres  y  apellidos  de  los  socios,  que  eran  cuarenta 
y  ocho,  siendo  aquel  el  prftnero,  sus  imposiciones  y  parte  de 
interés  relativo  á  cada  uno,  el  resumen  de  la  entrada  y  salida 
de  la  caja,  la  deducción  por  gastos  de  administración  y  des- 
cuento del  15  por  100  y  el  beneficio  líquido  á  repartir,  que 
asciende  á  396  reales  7  maravedís: 

Resultando  que  de  otra  dada  por  el  mismo  funcionario  sa- 
cada del  libro  llamado  Folio,  que  comprende  un  estado  de  los 
comestibles  consumidos  por  Andreu  y  Jaime  Codina  en  los  años 
de  1871  y  1872,  y  hay  en  él  cuenta  especial  de  todos  los  so- 
cios, haciéndose  constar  en  cada  folio  las  especies  que  cada 
uno  consume  por  dias  y  su  precio:  una  libreta  cuya  cubierta 
contiene  el  nombre  de  Andreu,  asegurando  éste  que  era  un 
cuaderno  de  reparto  de  comestibles  referente  á  él,  en  cuya, 
forma  se  hacian  constar  al  principio  los  comestibles  que  á  cada 
socio  se  distribuían  para  computar  el  ahorro  ó  beneficio  que 
le  correspondían,  y  una  cédula  impresa  que  empieza  con  la 
frase  La  Cooperativa  de  San  Andrés  de  Palomar,  para  anotar 
el  número  del  socio,  y  por  dias,  meses  y  años  las  especies  que 
se  les  daban  y  pagaban,  con  dos  columnas  para  el  Debe  y  Co- 
brado, y  una  antefirma  que  dice  El  Cobrador,  con  cuyo  sis- 
tema se  sustituyeron  los  antiguos  cuadernos: 

Resultando  que  por  otra  certificación  expedida  en  9  de 
Enero  de  1873  por  el  mismo  socio,  visada  y  sellada  por  el  Al- 
calde, en  la  cual  se  consigna  que  ni  en  los  libros  cobratorios 
ni  en  ninguno  de  los  documentos  existentes  en  la  Secretaría 
se  habia  encontrado  que  D.  José  Andreu  hubiese  jamás  tenido 
tienda  ni  establecimiento  de  ninguna  clase,  puesto  que  siem- 
pre habia  ganado  su  subsistencia  del  jornal  que  le  producía 
su  oficio  de  hilador  de  algodón: 

Resultando  que  examinados  varios  testigos  á  instancia  de 
Andreu,  declararon  que  éste  siempre  ha  sido  hilador  de  algo- 
don,  con  cuyo  oficio  gana  su  subsistencia:  que  no  ha  tenido 
nunca  tienda  de  comestibles  ni  al  por  mayor  ni  al  por  menor, 
ni  de  otros  artículos:  que  fué  Presidente  de  dicha  Sociedad 
cooperativa  desde  la  fundación  hasta  1872,  en  que  se  nombró 
á  D.  Jaime  Codina:  que  dicha  Sociedad  expende  ó  distribuye 
los  artículos  de  consumo  sólo  entre  ó  á  los  que  son  socios:  que 
esa  distribución  ó  expendicion  nunca  la  ha  hecho  Andreu,  sino 
los  socios  alternativamente  nombrados:  que  tan  no  sirve  para 
el  público,  que  su  establecimiento  carece  de  surtido  ni  se  ha 
anunciado  en  parte  alguna  para  la  venta  de  sus  artículos:  que 
el  depósito  de  comestibles  de  dicha  Sociedad  no  se  halla  abierto 
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ni  para  los  socios  todos  los  dias,  sino  algunos  de  la  semana, 
generalmente  por  la  noche,  los  cuales  pagan  los  comestibles 
que  llevan,  anotándose  los  que  sean  y  su  importe  en  unos  cua- 
dernos sustituidos  por  cédulas:  que  en  libro  que  tiene  la  So- 
ciedad desde  su  fundación,  que  se  llama  Folio,  constan  el  nú- 
mero y  nombre  de  cada  socio,  y  se  anotan  los  valores  de  los 
comestibles  consumidos  por  cada  uno  de  ellos:  que  la  misma 
Sociedad  compra  y  ha  comprado  artículos  para  la  distribución 
entre  dichos  socios  en  establecimientos  públicos  que  pagan 
contribución  al  Tesoro:  que  la  diferencia  de  precios  de  los  ar- 
tículos comprados  al  por  mayor  y  distribuidos  al  por  menor 
á  los  socios  es  lo  que  se  llama  beneficios,  y  se  adjudican  á 
estos  en  proporción  á  las  cantidades  que  han  satisfecho  por 
su  respectivo  consumo  en  el  depósito;  y  que  al  Investigador 
de  Contribuciones  no  le  fué  posible  encontrar  en  el  depósito 
al  recurrente,  y  tuvo  que  ir  á  buscarle  á  la  fábrica  de  hilados 
en  que  trabajaba: 

Resultando  que  unidas  las  piuebas  á  los  autos  y  celebrada 
vista  pública,  la  referida  Sala  en  9  de  Junio  de  1873  dictó  sen- 
tencia, por  la  cual,  fijando  los  hechos  y  fundamentos  de  de- 
recho convenientes,  confirmó  el  referido  acuerdo  de  la  Junta 
administrativa  de  la  provincia  de  18  de  Agosto  de  1871,  sin 
perjuicio  del  derecho  de  D.  José  Andreu  á  reclamar  la  Socie- 
dad cooperativa  de  consumos  de  San  Andrés  de  Palomar  los 
abonos  correspondientes;  y  si  quedase  firme  este  fallo,  que  se 
remitiese  copia  certificada  del  mismo,  con  devolución  del  ex- 
pediente guberilativo  al  Gobernador  civil  de  esta  provincia 
para  su  cumplimiento: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  apelación 
D.  José  Andreu;  y  que  remitidos  los  autos  á  este  Supremo  Tri- 
bunal, previa  citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  el  Pro- 
curador D.  Francisco  Sánchez  Morayta,  en  representación  de 
aquel,  la  mejoró  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  referida 
sentencia  de  9  de  Junio,  dejando  sin  efecto  el  acuerdo  de  la 
Junta  administrativa  de  Barcelona  que  aquella  confirma,  y  que 
se  declare  que  D.  José  Andreu  no  viene  bajo  ningún  concepto 
obligado  por  los  hechos  de  autos  á  satisfacer  contribución  in- 
dustrial, fundado  en  que  su  representado  no  tiene  condición 
alguna  como  industrial  según  lo  consideró  aquella  Junta,  y 
en  su  consecuencia  que  ninguna  ley  fiscal  autoriza  la  impo- 
sición de  contribución  por  concepto  de  subsidio  al  que  no 
ejerce  ninguna: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  confirmare 
la  sentencia  apelada,  fundando  esta  pretensión  en  que  el  An- 
dreu ejercitaba  una  industria  ó  comercio  en  el  sentido  que  el 
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reglamento  da  á  estas  palabras  para  la  imposición ,  adminis- 
tración y  cobranza  de  la  contribución  industrial,  debiendo 
satisfacer  por  ella  el  impuesto  correspondiente,  abonando  los 
recargos  establecidos  en  el  mismo:  que  para  dejar  de  hacerlo 
era  necesario  que  las  Sociedades  cooperativas  se  hallasen  ex- 
ceptuadas del  pago  de  dicha  contribución;  y  que  no  sólo  no 
resulta  tal  cosa,  sino  que  las  exenciones  13  y  14  de  la  tabla 
que  acompaña  al  reglamento  obligan  á  no  considerarlas  como 
eximidas  del  pago;  y  que  si  D.  José  Andreu  no  negociaba  por 
sí,  ha  sido  por  eso  condenado  como  Presidente  de  esa  Socie- 
dad, con  expresa  declaración  de  que  tiene  derecho  á  que  le 
haga  los  abonos  correspondientes. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri. 

Considerando  que,  conforme  al  art.  3.°,  cap.  l.°del  regla- 
mento general  para  la  imposición,  administración  y  cobranza 
de  la  contribución  industrial,  está  sujeto  á  su  pago  todo  espe- 
ñol  y  extranjero  que  ejetza  en  la  Península  é  islas  adyacentes 
cualquiera  industria,  comercio,  profesión,  arte  ú  oficio,. ex- 
ceptuándose solamente  las  comprendidas  en  la  tabla  señalada 
con  el  núm.  6.°: 

Considerando  que,  en  tanto  seria  procedente  la  revocación 
de  la  sentencia  apelada  que  solicita  el  demandante  D.  José 
Andreu,  y  por  consiguiente  la  declaración  de  que  las  Socie- 
dades cooperativas  de  obreros  no  vienen  obligadas  al  pago  de 
contribución  por  la  industria  que  ejercen  al  objeto  y  para  los 
fines  de  la  que  da  origen  al  presente  litigio,  en  cnanto  se  ha- 
llasen comprendidas  en  las  disposiciones  13  y  14  de  la  tabla 
de  exenciones  que  acompaña  al  precitado  reglamento  vigente 
en  la  materia,  como  sucede  á  las  Compañías  de  seguros  mutuos 
cuyas  operaciones  se  reduzcan  á  repartir  entre  los  suscritores 
el  equivalente  de  los  daños  sufridos  por  una  parte  de  ellos 
sin  opción  á  beneficios,  y  á  las  Cajas  de  Ahorro  y  Monte  de 
Piedad  en  las  que  los  capitales  y  acumulación  de  beneficios 
se  emplean  exclusivamente  en  préstamos  sobre  alhajas  y  otros 
efectos,  siempre  que  estos  establecimientos  no  sean  de  los 
constituidos  por  acciones,  entre  las  cuales  se  repartan  los  be- 
neficios ó  se  empleen  los  capitales  en  objetos  de  especulación: 

Considerando  que  es  incuestionable  de  todo  punto  que  la 
Sociedad  cooperativa  de  consumos  de  San  Andrés  de  Palomar 
comerciaba  ó  ejercía  industria  con  las  operaciones  que  prac- 
ticaba en  virtud  de  lo  prescrito  en  su  reglamento,  puesto  que 
compraba  en  almacenes  de  venta  al  por  mayor  las  especies 
alimenticias,  expendiéndolas  al  por  menor  á  los  socios,  y  re- 

Sartia  entre  los  mismos  en  cantidad  proporcional  al  consumo 
e  cada  uno  los  beneficios  netos  resultantes  de  aquella- negocia- 
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cion,  después  de  deducir  la  cantidad  necesaria  para  «gastos  de 
administración,  intereses  de  las  acciones,  demérito  de  los  gé- 
neros almacenados  y  fondo  de  reserva,»  todo  conforme  al  ar- 
tículo 9.°  del  precitado  reglamento;  de  modo  que  esta  dispo- 
sición revela  claramente  el  objeto  especulativo  de  dicha  So- 
ciedad en  interés  propio  de  todos  y  de  cada  uno  de  los  de 
en  ella  inscritos: 

Considerando,  además  de  lo  expuesto  y  en  corroboración 
de  la  verdadera  índole  de  la  referida  Sociedad,  que  el  mismo 
articulo  en  su  párrafo  segundo  determina  el  destino  que  haya 
de  darse  á  los  beneficios  obtenidos  en  las  ventas  que  se  hi- 
cieren á  compradores  que  no  sean  socios;  y  que  aun  cuando 
en  el  último  del  37  se  declara  que  en  esta  parte  no  rija  el  an- 
tedicho art.  9.°  hasta  que  la  Sociedad  se  halle  con  más  des- 
arrollo, es  evidente  que  sólo  la  falta  de  medios  impedía  dar 
á  esta  especulación  la  amplitud  que  se  propusieron  sus  fun- 
dadores con  el  propósito  reconocido  de  aumentar  las  utilida- 
des procedentes  de  las  ventas  á  individuos  extraños  á  ella: 

Considerando  que,  según  resulta  del  acta  correspondiente 
á  la  sesión  que  celebró,  la  Junta  de  gobierno  en  8  de  Junio 
de  1871,  presentada  en  autos  por  el  demandante  en  el  término 
probatorio  en  la  anterior  instancia,  interrogado  el  Presidente 
Andreu  por  uno  de  los  socios  acerca  de  *si  podia  comprar  co- 
mestibles para  otro  que  no  lo  era,  contestó  que  en  los  dias  de 
venta  ó  reparto  no  podia  comprar  ninguno  más  que  los  socios,» 
de  lo  cual  es  lógico  deducir  que  no  obstante  lo  prevenido  en 
el  ya  citado  párrafo  segundo  del  art.  37  del  reglamento  de  la 
Sociedad,  eu  cuanto  á  que  no  se  vendieran  comestibles  á  in- 
dividuos que  no  pertenecieran  á  ella,  no  se  cumplió  esta  pres- 
cripción reglamentaria ;  y  por  consiguiente ,  que  la  negocia- 
ción se  hizo  extensiva  desde  luego  á  otras  personas  que  los 
«ocios,  aun  cuando  por  mediación  de  estos  las  realizaran: 

Y  considerando  que  D.  José  Andreu,  como  Presidente  de 
la  Sociedad  cooperativa  de  obreros  denominada  de  consumos, 
ejercia  la  industria  á  que  se  refiere  el  núm.  13,  clase  5.*  de 
la  tarifa  1.a,  sin  haber  cumplido  previamente  la  obligación 
que  le  imponían  los  artículos  11,  12,  13  y  21  del  reglamento 
general  sobre  el  impuesto  de  subsidio  industrial  y  de  comer- 
cio, cuya  omisión  se  califica  de  defraudación  en  el  120; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  en  todas 
sus  partes  la  sentencia  que  pronunció  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  en  9  de  Junio  de  1873. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gace- 
ta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á 
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la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  conducto 
del  Presidente  de  la  misma  con  la  certificación  prevenida,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  González  Ace- 
vedo.=Pascual  Bavarri.=Juan  Cano  Manuel. = José  Jiménez 
Mascaros.  =Crispulo  García  Gómez  de  la  Serna.  =Bugenio  de 
Ángulo. = Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Pascual  Bayarri,  Magistrado  de  la  Sala  ter- 
cera de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma ,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  4  de  Julio  de  1874.= Licenciado  Manuel 
Aragoneses  Gil. 

Núm.  7. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Aprovechamiento  de  ex  monte. — Sentencia  de  4  de  Julio,  ab- 
solviendo á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  de- 
manda entablada  por  D.  Francisco  de  Borja  Tellez  de  Girón, 
Duque  de  Escalona,  contra  la  orden  del  Regente  del  Reino 
de  24  de  Noviembre  de  1869. 

En  su»  considerandos  se  establece: 

Que  las  Ordenanzas  de  Montes  publicadas  en  22  de  Diciem- 
bre ¿¿.1833,  vigente  desde  esa  época ,  según  se  halla  repetida- 
mente declarado  en  todos  los  artículos  que  contienen  disposicio- 
nes que  no  han  sido  expresamente  derogadas  ni  modificadas  por 
leyes  posteriores,  como  se  verifica  respectóle  su  art.  5.°,  deter- 
mina en  el  mismo  que  los  montes  en  que  la  Hacienda  pública  ó 
los  pueblos  tengan  condominio  ó  mancomunidad  de  disfrutes  con 
cualquiera  otro  propietario  particular ,  y  aun  en  el  mero  uso 
han  de  estar  sometidos  en  cuanto  á  su  guarnición  y  conserva- 
don  al  régimen  establecido  en  las  citadas  Ordenanzas ,  y  con 
especialidad  en  los  artículos  38  y  siguientes  de  la  sección  2.*, 
que  trata  de  su  conservación  y  beneficio. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  4  de  Julio  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-administrativo ,  que  ante  Nos  pende ,  en  primera 
y  única  instancia  entre  el  Licenciado  D.  Valeriano  Casanue- 
va,  en  nombre  de  D.  Francisco  de  Borja  Tellez  Girón  deman- 
dante, con  el  carácter  de  Duque  de  Escalona  y  Conde   de 
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Montalban,  y  el  Ministerio  fiscal,  en  representación  de  la 
Administración  general  del  Estado,  demandada,  sobre  que  se 
revoque  la  orden  de  24  de  Noviembre  de  1869,  que  denegó 
ui&  instancia  de  aquel  para  que  no  se  le  pusiese  obstáculo 
alguno  en  el  libre  aprovechamiento  del  monte  titulado  Roble- 
do de  Montalban  por  parte  de  las  Autoridades  del  orden  admi- 
nistrativo y  funcionarios  del  ramo  de  Montes,  absteniéndose 
de  intervenir  en  su  gttamicion  y  conservación  por  deber  ser 
de  la  libre  explotación  del  demandante  como  su  único  pro- 
pietario: 

Resultando  que  seguido  pleito  entre  la  villa  de  la  Puebla 
de  Montalban  y  lugares  de  su  estado  y  D.  Alonso  Tellez  Gi- 
rón, Conde  de  Montalban,  sobre  el  uso,  goce  y  aprovecha- 
miento de  la  leña  del  monte  titulado  Robledo  de  Montalban, 
la  Real  Chancillería  de  Valladolid  en  su  sentencia  de  vista  de 
19  de  Setiembre  de  1567,  entre  otros  pronunciamientos,  ab- 
solvió al  dicho  D.  Alonso  de  la  demanda  contra  él  deducida; 
añadiendo  «con  que  los  Concejos  é  vecinos  de  la  dicha  villa  é 
tierra  puedan  libremente  cortar  la  leña  lo  que  hubieren  me- 
nester para  sus  usos  é  aprovechamientos;  é  si  el  dicho  Don 
Alonso  arrendase  ó  diere  licencia  alguna  para  cortar  leña  ó 
madera  del  dicho  monte  é  hacer-carbon,  sea  y  se  entienda  no 
perjudicando  al  dicho  aprovechamiento:*  que  de  esta  senten- 
cia y  demás  capítulos  que  contiene  se  suplicó  por  ambas 
partes;  y  seguida  la  instancia  por  sus  trámites ,  dicha  Real 
Chancillería  por  otra  de  revista  de  15  de  Mayo  de  1571  la  con- 
firmó: que  contra  esta  sentencia  interpusieron  la  Puebla  de 
Montalban  y  lugares  referidos  recurso  de  segunda  suplica- 
ción, que  después  abandonaron,  pidiendo  que  se  librase  Real 
ejecutoria  de  aquellas  en  cuanto  fuesen  conformes;  y-  esti- 
mado así,  se  cometió  su  ejecución  al  Licenciado  D.  Ramón 
Megía,  quien  en  19  de  Julio  de  1574  dictó  sentencia,  en  la 
cual  por  lo  tocante  á  dicho  monte  de  Robledo  declaró  poder 
los  dichos  «Concejos  é  vecinos  de  la  dicha  villa  de  la  Puebla 
é  lugares  de  su  tierra,  de  entonces  para  ea  adelante,  en  cual- 
quier tiempo  que  quisieren ,  cortar  libremente  toda  la  leña  é 
madera  que  justamente  hubieran  menester  para  sus  usos  é 
aprovechamientos  de  edificios  de  casas  é  otras  cosas,  sin  que 
para  ello  hayan  de  pedir  ni  pidan  licencia  alguna  á  el  dicho 
D.  Alonso  ni  á  los  aue  después  de  él  sucedieren  en  su  casa  y 
estado,  é  condenó  al  dicho  Cojide  é  á  los  dichos  sus  suceso- 
res que  así  lo  guarden  é  cumplan ,  é  que  los  dejasen  y  con- 
sientan libremente  usar  dichos  aprovechamientos,  explicando 
además  la  forma  y  manera  de  que  se  habia  de  usar  de  ellos:  >> 
<{ue  apelada  la  referida  sentencia,  dicha  Real  Chancillería  en 
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12  de  Julio  de   1575  revocó  la  anteriormente  expresada ,  y 
mandó  «que  las  dichas  partes  guardasen  y  cumpliesen  la  Real 
carta  ejecutoria  en  este  dicho  pleito  librada  entre  las  partes 
que  litigaron  tan  solamente;»  é  introducido  también  recurso 
de  súplica  por  ambas  partes ,  conclusos  los  autos ,  el  mismo 
Tribunal  dictó  sentencia  en  23  de  Agosto  de  1575  confirmando 
la  anterior  y  reservando  su  derecho  á  la  parte  de  la  de  dicha 
villa  de  la  Puebla  é  lugares  del  Carpió  é  Menasalbas  para  que 
acerca  de  ello  pudieran  pedir  y  seguir  en  justicia,  así  como 
y  cuando  y  ante  quién  y  contra  quién  vieren  que  les  convenia: 
Resultando  que  promovida  otra  demanda  por  D.  Manuel 
Gutiérrez,  D.  Antonio  Gómez,  por  sí  y  como  mayordomo  de 
la  fábrica  de  la  iglesia  parroquial  de  la  villa  de  Menasalbas 
y  otros  Presbíteros  y  vecinos  del  Concejo  de  la  misma,  á  Don 
Andrés  Tellez  Girón,  Duque  de  Uceda  y  Conde  de  la  Puebla 
de  Montalban ,  sobre  aprovechamiento  y  corta  de  leñas  del 
monte  nombrado  Robledo  y  otras  cosas,  la  Real  Audiencia  y 
Chancillería  de  Valladolid  en  23  de  Diciembre  de  1761  pro- 
nunció sentencia  de  vista,  por  la  cual  absolvió  y  dio  por  libre 
al  expresado  Duque  de  Uceda  de  la  pretensión  y  demanda 
puesta  en  aquella  Corte  por  los  dichos  D.  Manuel  Gutiérrez, 
D.  Antonio  Gómez  y  demás  eclesiásticos  en   7  de  Abril  del 
año  próximo  pasado  de  1759,  á  quienes  impuso  perpetuo  si- 
lencio para  que  «en  razón  de  lo  en  ella  contenido»  no  pudie- 
ren ni  demandaren  más  cosa  alguna;  y  mandaron  que  una  y 
otras  partes  guardasen  y  cumpliesen  «la  Real  carta  ejecutoria 
librada  en  aquella  Chancillería  en  16  de  Setiembre  de   1575, 
según  y  como  en  ella  se  prevenía,  arreglándose  dicho  Duque 
en  las  cortas  de  leñas  y  madera  en  su  monte  del  Robledo  k 
lo  en  esta  razón  prevenido  por  leyes  Reales  y  pragmáticas  de 
S.  M. ,  y  las  cortas  que  dicho  Concejo  é  vecinos  ejecutasen  para 
los  aprovechamientos  de  madera  para  las  fábricas  de  sus  casas 
y  otros  iguales  usos  y  aprovechamientos  que  juntamente  hu- 
biesen menester,  lo  hiciesen  y  ejecutasen  precisamente   con 
intervención  de  la  Justicia  ordinaria  de  dicha  villa  de  Mena- 
salbas y  mayordomo  del  Duque;  y  por  lo  que  resultaba  de  las 
diligencias  y  denuncias  practicadas  últimamente  por  el  Al- 
calde mayor  de  dicha  villa,  se  mandó  entregar  y  que  se  en- 
tregasen á  la  parte  de  dicho   Duque  las  cantidades  que   se 
hallaban  depositadas  producidas  del  carbón  fabricado  por  va- 
rios vecinos  sobre  que  recayeron  las  denuncias,  y  apercibie- 
ron á  los  contenidos  en  ellas  que  en  adelante  se  contuviesen 
y  moderasen  en  los  aprovechamientos  que  les  estaban  permi- 
tidos, sin  incurrir  en  iguales  excesos;  con  apercibimiento:» 
que  interpuesto  recurso  de  súplica  contra  esta  sentencia ,  por 
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otra  de  revista  de  31  de  Agosto  de  1762  la  confirmaron  en 
todo  y  por  todo,  mandando  que  se  llevara  á  pura  y  debida 
ejecución;  y  que  despachada  Real  carta  ejecutoria,  después 
de  otras  diligencias,  en  22  de  Enero  de  1763,  con  citación  de 
todos  los  interesados  en  el  pleito  referido,  se  dio  posesión  del 
citado  monte  al  Duque  de  Uceda,  y  en  su  nombre  k  su  apo- 
derado, habiendo  hecho  las  de  la  parte  contraria  una  protesta, 
fundándola  en  que  su  villa  de  Menasalbas  tenia  el  derecho  de 
aprovecharse  de  leñas  y  madera  necesaria  de  él  y  sus  yerbas, 
según  se  prevenía  en  la  ejecutoria: 

Resultando  que  en  este  estado  las  cosas,  la  Comisión  de 
Montes  de  la  provincia  de  Toledo  prohibió  al  Duque  de  Esca- 
lona, sucesor  del  Condado  de  Montalban ,  que  carbonease  di- 
cho monte  porque  no  existían  leñas  bajas  á  propósito  ^>ara  ello, 
con  cuyo  motivo  acudió  alMinisterio  de  Fomento  exponiendo 
que  de  tiempo  inmemorial  habia  pertenecido  á  sus  anteceso- 
res y  á  él  en  el  dia ,  como  de  su  propiedad  particular  y  ex- 
clusivo dominio ,  el  monte  titulado  Robledo ,  sin  otra  limita- 
ción y  otras  restricciones  que  el  permitir  &  los  vecinos.de  la 
Puebla  de  Montalban ,  del  Carpió  y  de  Menasalbas  el  aprove- 
chamiento de  las  leñas  que  justamente  necesitasen  para  sus 
usos  según  referían  las  anteriores  sentencias ,  y  por  lo  tanto 
suplicaba  se  comunicasen  las  órdenes  oportunas  á  aquella  Co- 
misión ó  al  Ingeniero  Jefe  para  que  no  se  le  opusiese  obstáculo 
/  alguno  en  su  libre  aprovechamiento ,  y  se  abstuviese  en  lo  su- 
cesivo de  intervenir  en  este  asunto ,  en  el  cual  no  tenia  atri- 
bución ni  competencia  alguna:  que  informando  el  Ingeniero 
Jefe  del  distrito  ©n  5  de  Junio  de  1869,  manifestó  en  resumen, 
después  de  fundarse  en  las  mismas  ejecutorias  de  que  se  ha 
hecho  mérito  y  en  haberse  dispuesto  en  31  de  Octubre  de  1803 
que  el  monte  se  dividiese  en  12  cuarteles ,  utilizándose  en  cada 
año  las  leñas  y  maderas  de  uno ,  respetándose  el  cuartel  apro- 
vechado últimamente  por  tres  años ,  como  tallar  con  sujeción 
á  las  Ordenanzas  de  1748,  lo  cual  se  confirmó  en  29  de  Marzo 
de  1806 ,  expidiéndose  la  oportuna  ejecutoria,  que  puesto  exis- 
tia condominio  de  disfrutes  entre  los  vecinos  de  los  pueblos 
del  Carpió ,  Puebla  de  Jlontalban  y  Menasalbas  y  la  Duquesa 
de  Uceda,  opinaba  que  en  armonia  con  el  art.  5.°  de  las  Or- 
denanzas y  aemas  disposiciones  del  ramo  debia  intervenir  en 
la  manera  de  utilizarle ;  y  que  puesto  que  el  estado  de  dicho 
monte  no  lo  permitía,  no  debia  carbonearse  por  ahora;  aña- 
diendo que  si  esta  opinión  tenia  razón  de  ser  al  formar  el  úl- 
timo plan  de  aprovechamientos ,  hoy  la  tenia  doblemente  por 
los  infinitos  abusos  que  en  el  mismo  monte  habían  tenido  lu- 
gar desde  Setiembre  del  año  pasado ,  según  se  habia  podido 
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ver  en  las  denuncias  diligenciadas  que  al  Gobernador  habia 
devuelto  el  distrito ;  y  en  su  vista  el  Regente  del  Reino  por 
orden  de  24  de  Noviembre  de  1869  desestimó  la  exposición  del 
indicado  Duque,  mandando  que  siguiese  interviniendo  la  Ad- 
ministración en  el  aprovechamiento  y  disfrute  del  monte  de 
Robledo  en  los  términos  que  previene  la  legislación  vigente 
en  el  asunto: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Valeriano  Casanueva,  en 
representación  de  D.  Francisco  de  Borja  Tellez  Girón,  Duque 
de  Escalona,  Conde  de  Montalban,  en  14  de  Marzo  de  1870 
entabló  demanda,  que  posteriormente  amplió  ante  este  Tribu- 
nal Supremo,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  orden  re- 
clamada y  se  declare  que  la  Administración  activa  carece  de 
derecho  para  intervenir  en  la  guarnición  y  conservación  del 
monte  denominado  del  Robledo,  cuya  libre  explotación  cor- 
responde á  su  representado  como  propietario  de  él ,  sin  más 
gravamen  que  el  de  mantener  y  conservar  siempre  el  arbolado 
preciso  para  que  los  vecinos  de  la  Puebla  de  Montalban,  Car- 
pió y  Menasaíbas  puedan  tomar  la  leña  y  cortar  las  maderas 
que  hayan  menester  para  sus  usos,  mientras  en  juicio  com- 
petente y  con  audiencia  de  los  mismos  pueblos  no  se  declare 
y  juzgue  otra  cosa ;  alegando  en  apoyo  de  esta  pretensión  que 
siendo  las  sentencias  ejecutorias  y  documentos  presentados 
títulos  suficientes  para  acreditar  el  dominio  particular  que  su 
representado  disfruta  sobre  el  monte  de  Robledo ,  no  eran  apli- 
cables á  la  explotación  de  esa  finca  las  disposiciones  de  las 
Ordenanzas  del  ramo  que  se  citan  en  la  orden  reclamada,  por- 
que partían  del  supuestot  del  dominio  público  del  monte,  dis- 
frutando por  lo  tanto  su  dueño  de  la  libertad  que  para  el  cul- 
tivo reconocía  á  los  propietarios  la  legislación  vigente :  que  no 
es  lícito  confundir  el  derecho  de  servidumbre  con  la  división 
del  dominio ,  porque  no  aparecía  en  ningún  documento  el  me- 
nor vestigio  de  enfitéusis:  que  las  ejecutorias  mencionadas 
reconocían  en  favor  del  Conde  ambos  dominios ,  teniendo  sólo 
el  gravamen :  que  en  la  vía  contenciosa  no  se  disputa  de  man- 
tener el  monte  en  condiciones  que  permitan  á  los  vecinos  4e 
aquellos  pueblos  hallar  en  él  las  leñas  y  maderas  que  para  sus 
usos  personales  hubiesen  menester,  sin  impedirle  descuajarle 
en  la  parte  que  le  convenga  para  destinarle  al  cultivo  y  hacer 
,eortas  periódicas  ó  extraordinarias ,  sin  que  aquellas  sentencias 
consientan  intervención  alguna  directa  á  aquellos  pueblos: 
que  no  habiendo  condominio  no  tenia  aplicación  lo  dispuesto 
en  el  art.  5.°  de  las  Ordenanzas  de  Montes  de  1833,  derogadas 
en  lo  relativo  á  los  de  los  pueblos  por  la  Real  orden  de  4  de 
Abril  de  1844,  art.  81,  núm.  6.°  de  la  Ley  de  Ayuntamientos 
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de  8  de  Enero  de  1845,  por  la  vigente  y  por  otras  disposicio- 
nes posteriores  á  aquellas :  que  no  siendo  del  común  el  monte 
de  Robledo,  no  era  aplicable  la  Real  orden  de  1844,  referente 
sólo  á  los  de  esa  clase ;  y  que  constituyendo  la  ley  de  este  ne- 
gocio el  art.  3.°  de  las  Ordenanzas  de  1833  y  las  ejecutorias 
mencionadas ,  toda  interpretación  de  las  disposiciones  vigentes 
constituiría  una  verdadera  expropiación  forzosa,  y  vendría  á 
suponer  que  eran  atentatorias  de  la  propiedad  particular  y 
contrarias  á  la  ley  de  17  de  Julio  de  1836  : 

Resultando  que  al  contestar  dicha  demanda  el  Ministerio 
fiscal,  pidió  que  se  absolviese  de  ella  á  la  Administración  y 
que  se  confirmase  la  resolución  reclamada ,  fundándose  en  los 
artículos  5.°  y  38  de  las  Ordenanzas  de  Montes  de  1833:  en  que 
el  art.  3.°  de  las  mismas  carece  de  aplicación  á  este  litigio, 
puesto  que  se  refiere  á  los  montes  de  propiedad  particular,  y 
no  á  los  que ,  como  en  el  de  Robledo ,  hay  mancomunidad  de 
aprovechamientos :  en  que  además  de  las  sentencias  de  los  si- 
glos XVI  y  XVIII ,  que  pretende  el  demandante  ser  favorables 
á  su  propósito ,  estando  en  ellas  reconocido  el  derecho  de  los 
pueblos  de  Menasalbas,  el  Carpió  y  Montalban,  que  aquel  no 
quiere  confesar ,  hay  en  favor  de  los  mismos  otra  sentencia  de 
31  de  Octubre  de  1803,  confirmada  en  1806,  por  cuya  ejecu- 
toria se  dispone  que  cada  año  se  utilicen  de  uno  de  los  12 
cuarteles  en  que  ha  de  estar  dividido  el  monte  en  cuestión  las 
leñas  y  maderas  que  hayan  de  extraerse ,  y  se  respete  el  cuar- 
tel últimamente  aprovechado  por  tres  años  como  tallar,  con 
sujeción  á  las  Ordenanzas  de  1748;  y  por  consiguiente  las 
posteriores  de  1833  antes  citadas,  como  las  últimas  vigentes, 
son  la  legislación  aplicable  al  caso  de  este  pleito,  como  lo 
corroboran  las  Reales  órdenes  de  23  de  Diciembre  de  1838  y 
4  de  Abril  de  1844,  y  lo  confirma  la  jurisprudencia  estable- 
cida por  el  Consejo  de  Estado ,  entre  otras,  en  su  sentencia  de 
13  de  Octubre  de  1857: 

Resultando  que  señalado  dia  para  la  vista  en  este  pleito,  y 
verificada,  se  dictó  por  la  Sala  auto  para  mejor  proveer,  man- 
dando en  él  unir  á  los  presentes  la  Gaceta  oficial  en  que  se 
publicó  la  sentencia  de  28  de  Noviembre  de  1863  que  recayó 
en  segunda  instancia,  ó  de  apelación  de  la  primera  en  pleito 
que  tuvo  principio  en  el  Juzgado  de  Torrijos  y  terminó  ante 
la  Audiencia  de  este  territorio,  promovido  por  varios  vecinos 
y  ganaderos  del  Carpió  y  su  Ayuntamiento  con  el  entonces 
denominado  Conde  de  Montalban,  Duque  de  Frias,  Escalona  y 
otros  títulos,  sobre  acotamiento  de  varias  dehesas;  y  que  por 
el  Archivero  de  este  Tribunal  Supremo  y  Secretario  de  la  Au- 
diencia jde  esta  capital  se  extendiese  certificación  de  la  seten- 
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cia  ejecutoria  que  dictara  sobre  lo  mismo  el  Supremo  Consejo 
de  Castilla  en  la  época  en  que  existia,  y  de  la  cual  se  hace 
mérito  en  la  publicada  en  dicho  periódico  oficial  que  queda 
citado,  y  diligencias  de  su  cumplimiento  sobre  otras  ejecuto- 
rias de  la  antigua  y  ya  suprimida  Chancilleria  de  Valladolid 
y  resoluciones  que  comprendió: 

Resultando  que  traídos  a  los  autos  estos  documentos,  apa- 
rece de  ellos  que  por  ejecutoria  del  Consejo  de  Castilla,  expe- 
dida en  17  de  Enero  de  1806  á  favor  de  los  vecinos  de  Menas- 
albas  en  pleito  seguido  con  el  Duque  de  Frias  y  Uceda,  Conde 
de  Mbntalban,  sobre  aprovechamiento  de  pastos  y  corta  de  leñas 
del  monte  de  Robledo,  dicho  Consejo  Supremo  en  31  de  Oc- 
tubre de  1803  dictó  auto  definitivo  revocando  el  proveído  por 
el  Corregidor  de  Toledo  en  13  de  Enero  de  1790,  «mandando 
que  se  devolviesen  á  los  vecinos  de  Menasalbas  todas  cuantas 
cantidades  se  les  hubieren  exigido  en  virtud  del  auto  revocado: 
que  se  sobreseyera  en  todas  las  denuncias  y  demás  causas 
firmadas  con  tal  motivo  desde  1785  hasta  entonces;  y  que  se 
dividiese  el  monte  Robledo  en  12  cuarteles,  de  los  cuales  uno 
se  habia  de  poder  cortar  alternativamente  todos  los  años  y  en 
los  restantes  pastar  los  ganados  de  los  vecinos  de  Menasalbas, 
excepto  en  aquellos  que  estuviesen  tallares,  guardando  todo 
lo  dispuesto  en  punto  á  estos  aprovechamientos  de  pastos  y 
corta  de  leña  en  la  ejecutoria  de  la  Chancilleria  de  Valladolid 
en  cuanto  fuese  compatible  con  la  Ordenanza  de  Montes  de 
1748:»  que  de  ?ste  auto  interpuso  recurso  de  súplica  la  parte 
del  Duque  «sólo  en  lo  relativo  ai  particular  en  que  mandaba 
dividir  .el  monte  en  12  cuarteles,»  pidiendo  se  redujese  áocho; 
pero  posteriormente  se  separó  de  dicho  recurso,  y  se  le  hubo 
por  desistido  y  apartado;  y  que  á  petición  del  Concejo  de  Me- 
nasalbas se  mandó  que  se  ejecutase  el  referido  auto,  expidién- 
dose la  correspondiente  ejecutoria: 

Resultando,  además,  por  la  certificación  que  el  Secretario 
de  la  Audiencia  de  este  territorio  extendió  en  virtud  de  lo  man- 
dado por  este  Tribunal  Supremo  en  su  precitado  auto  para 
mejor  proveer,  que  la  demanda  de  la  villa  de  la  Puebla  de  Mon- 
talban  y  demás  lugares  de  su  tierra  comprendió  varios  capí- 
tulos, y  entre  ellos,  según  la  sentencia  de  la  Chancilleria  de 
Valladolid,  aquel  en  que  dichos  demandantes  * suponian  y  se 
quejab  m  de  que  teniendo  como  propio  suyo  el  monte  que  de- 
cían ó  se  llamaba  Robledo,  público  é  concejil,  utilizándose  de 
sus  leñas  y  maderas  D.  Alonso  Tellez  de  Girón  recientemente 
ó  sea  de  poco  tiempo  á  aquella  época,  les  habia  tomado  é  usur- 
pado dicno  monte,  su  leña  y  madera,  ejerciendo  sobre  esta 
finca  loe  actos  de  dominio  que  expresaron;  y  la  Chancilleria 
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en  su  expresada  sentencia  absolvió  4  aquel  de  este  capítulo  de 
la  referida  demanda,  sólo  hasta  cierto  punto,  mediante  haber 
añadido  que  dicha  solución  fuera  «con  tal  que  ó  con  que  los 
Concejos  é  vecinos  de  la  misma  villa  y  tierra  pudieran  libre- 
mente cortar  leña  é  madera,  lo  que  hubiesen  menester  para 
sus  usos  y  aprovechamientos;  y  que  si  el  D.  Alonso  arrendase 
6  diera  alguna  licencia  para  cortar  leña  é  madera  del  expre- 
sado monte  para  hacer  carbón,  fuese  y  se  entendiera  no  per- 
judicando al  dicho  aprovechamiento  que  los  Concejos  y  vecinos 
mencionados  hubieran  menester: » 

Resultando  que  en  la  referida  sentencia  se  declaró  también 
respecto  á  otro  capítulo  de  la  demanda  sobre  caza  en  el  monte 
Robledo,  que  se  condenaba  al  demandado  D.  Alonso  Tellez  de 
Girón  á  que  no  prohibiera  ni  vedara  á  los  demandantes  dicha 
caza,  siendo  conforme  á  lo  que  previenen  las  leyes  é  pragmá- 
ticas de  estos  Reinos: 

Resultando  que  después  de  los  demás  trámites  de  instancia 
de  súplica  y  recurso  extraordinario  en  el  principio  relaciona- 
dos, se  expresa  en  la  misma  certificación  que  sacaron  los  ac- 
tores carta  ejecutoria,  y  se  dio  comisión  para  su  cumplimiento 
al  Licenciado  Covarrubias,  Oidor  de  aquella  Chancillería,  y  se 
nombró  de  Juez  ejecutor  al  Licenciado  Ruiz  Megta,  quien  de- 
claró acerca  de  los  extremos  de  que  hoy  se  trata  en  definitiva 
de  19  de  Junio  de  1574:  que  los  Concejos  y  vecinos  de  la  Pue- 
bla-de  Montalban  y  lugares  de  su  tierra  podian  de  allí  ade- 
lante, en  cualquier  tiempo  que  quisieran ,  cortar  libremente 
toda  leña  y  madera  que  hubiesen  menester  para  sus  usos  y 
aprovechamientos  de  edificios,  sin  tener  que  pedir  licencia  al 
Conde  de  Montalban,  que  por  defunción  de  D.  Alonso  Tellez 
lo  era  ya  su  hijo  y  sucesor  D.  Juan  Pacheco,  ni  á  los  que  á 
este  sucedieran,  dando  cuenta  á  los  Alcaldes  de  la  citada  villa, 
los  cuales  les  darían  la  licencia  para  que  pudieran  cortar  la 
que  justamente  hubieran  menester,  y  el  Conde  ó  sus  sucesores 
podrían  por  su  parte  meter  en  cada  año,  arrendar  ó  dar  li- 
cencia para  quince  hachas  de  carbón,  con  tal  que  se  hiciera 
en  los  lugares  donde  había  monte  bajo  y  nuevo,  y  no  en  otra 
parte  alguna;  y  sin  que  pudiesen  cortar  pié  grueso  ninguno 
ni  ramas  de  ellos,  sino  solamente  entresacar  los  pies  menudos, 
con  otras  reglas  de  limitación  que  fija,  y  nombramiento  de 
guardas;  pero  todas  estas  innovaciones  no  comprendidas  en 
la  ejecutoria  de  la  Chancillería  hechas  por  dicho  Juez  comi- 
sionado fueron  revocadas  á  instancias  de  apelación  de  dicho 
auto  y  súplica,  resolviendo  definitivamente  aquel  Tribunal 
superior  se  observara  la  ejecutoria  en  su  literal  disposición 
que  confirmó  de  nuevo,  pero  dejando  á  salvo  ó  reservando 
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á  la  villa  de  la  Puebla  é  lugares  del  Carpió  é  Menasalbas 
su  derecho  para  que  acerca  de  ello  pudieran  pedir  é  seguir 
en  justicia ,  así  como  é  cuando  é  ante  quien  vieren  conve- 
nirles : 

Resultando  que  asimismo  se  relaciona  en  dicha  certifica- 
ción que  en  pleito  sostenido  por  aquellos  pueblos  por  los  años 
de  1785  á  1806  ante  el  Supremo  Consejo  de  Castilla  contra  el 
Duque  de  Uceda,  «como  Conde  de  Montalban,»  por  haberse 
atribuido  el  dominio  absoluto  del  monte  Robledo,  echando 
fuera  de  él  los  ganados  mayores  y  menores  de  los  demandan- 
tes, queriendo  también  privar  á  estos  y  demás  vecinos  de  di- 
chos pueblos  de  los  aprovechamientos  que  por  la  precitada 
ejecutoria  les  correspondían  y  en  cuya  posesión  se  hallaban 
de  tiempo  inmemorial,  y  obteniendo  del  Corregidor  de  Toledo 

Íirovidencias  por  virtud  de  las  cuales  se  habían  tenido  por 
undadas  ciertas  denuncias  hechas  por  la  parte  del  mismo 
Duque,  sin  derecho  para  dirigirlas  contra  los  recurrentes,  que 
por  ello  acudían  en  queja  al  precitado  Consejo  de  Castilla,  se 
dictó  por  éste  á  su  debido  tiempo  después  áe  la  tramitación 
correspondiente  «auto  definitivo»  con  fecha  31  de  Octubre  de 
1803  que  literalmente  resuelve  así:  «El  auto  proveído  por  el 
Corregidor  de  Toledo  en  13  de  Enero  de  1790  se  revoca:  de- 
vuélvanse á  todos  los  vecinos  de  Menasalbas  todas  cuantas 
cantidades  se  les  hayan  exigido  en  virtud  de  dicho  auto  de  13 
de  Enero:  sobreséase  en  todas  las  denuncias  y  demás  causas 
formadas  con  este  motivo  desde  el  año  de  85  hasta  ahora:  di- 
vídase el  monte  Robledo  en  12  cuarteles,  de  los  cuales  uno 
sólo  se  ha  de  poder  cortar  alternativamente  todos  los  años: 
en  los  restantes  podrán  pastar  los  ganados  de  los  vecinos  de 
Menasalbas,  excepto  en  aquellos  que  estén  tallares,  en  los 
cuales  no  se  podrán  entrar  ganados  hasta  pasados  tres  años; 
guardando  en  todo  lo  dispuesto  en  punto  á  estos  aprovecha- 
mientos de  pasto  y  corta  de  leña  la  ejecutoria  de  la  Chanci- 
llería  de  Valladolid  en  cuanto  á  ésta  sea  compatibles  con  las 
Ordenanzas  de  Montes  del  año  1748:» 

•Resultando  que  la  parte  del  Duque  de  Uceda,  Conde  de 
Montalban,  interpuso  recurso  de  súplica  de  dicho  definitivo 
del  Supremo  Consejo  de  Castilla  en  cuanto  á  la  división  en 
cuarteles  del  monte  Robledo  para  las  cortas  de  leña;  pero  pos- 
teriormente esta  parte  recurrente  se  separó  de  dicha  súplica;  y 
en  su  virtud  se  expidió  ejecutoria  á  petición  del  Concejo  de 
Menasalbas: 

Resultando  que  compulsados  los  antecedentes  y  datos  re- 
feridos de  este  pleito,  ha  quedado  comprobada  su  existencia 
y  cuanto  queda  relacionado  por  certificación  amplísima  del 
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Canciller  Registrador  del    Archivo  del  extinguido  Supremo 
Consejo  de  Castilla,  que  queda  acumulada  á  los  presentes: 

Resultando  que  ante  el  Juzgado  de  primera  instaneia  de 
Torrijos  compareció  por  medio  de  apoderado  en  17  de  Octubre 
de  1860  el  entonces  titulado  Duque  de  Frias  y  de  Escalona,  á 
quien  también  pertenecía  el  Condado  de  Montalban,  preten- 
diendo cerrar  y  acotar  siete  dehesas;  situadas  tres  en  jurisdic- 
ción de  la  villa  de  la  Puebla  y  las  restantes  en  la  del  Carpió: 
que  después  de  seguido  el  pleito  de  que  luego  se  hará  expre- 
sión, resultó  formaban  parte  del  Estado  de  Montalban  y  con 
ellas  el  monte  llamado  Robledo,  de  dos  leguas  de  extensión; 
pues  dicho  Conde,  su  principal,  deseaba  por  medio  del  acota- 
miento utilizar  los  beneficios  concedidos  á  los  propietarios  en 
el  decreto  de  Cortes  restablecido  en  8  de  Junio  de  1813,  y  á 
este  propósito  dicho  apoderado  solicitó  que ,  previas  las  dili- 
gencias correspondientes  para  convocar  opositores,  si  los  hu- 
biera, se  autorizara  á  su  principal  para  el  expresado  acota- 
miento; y  habiéndose  personado  en  los  autos  hasta  12  intere- 
sados primeramente,  y  posteriormente  otros  formalizando  sus 
oposiciones,  acreditaron  sus  respectivos  derechos  á  utilizar 
algunos  de  los  pastos  de  las  enunciadas  dehesas,  y  solicitaron* 
fuese  negada  al  Duque  su  expresada  pretensión,  porque  el 
mismo  decreto  de  Cortes  que  habia  invocado  en  su  favor  era 
el  gue  declaraba  ser  improcedente  cuando,  como  en  el  caso  en 
que  ellos  se  encontraban,  había  oíros  condominios  ó  servidumbres 
que  le  impedian,  y  además  citaron  en  apoyo  de  su  oposición 
los  reclamantes  otras  leyes  y  disposiciones  que  estimaron  como 
fundamento  de  su  indicado  derecho: 

Resultando  que  mediante  esta  oposición  se  formalizó  pleito 
sobre  si  procedia  ó  no  el  acotamiento  referido;  y  en  el  período 
de  prueba  se  suministraron  por  las  partes  las  documentales  y 
demás  que  estimaron  conducir  respectivamente  á  sus  encon- 
tradas pretensiones;  y  pronunciada  en  primera  instancia  sen- 
tencia definitiva  en  favor  de  la  parte  actora,  sus  adversarios 
apelaron;  y  seguida  la  de  dicha  apelación  en  la  Sala  tercera 
déla  Audiencia  territorial  de  Madrid,  se  pronunció  por  la 
misma  sentencia. con  resultandos,  en  los  que  se  relacionan 
todos  los  litigios  anteriores  seguidos  en  la  Chancilleria  de 
Valladolid  y  ante  el  Supremo  Consejo  de  Castilla  entre  los 
Condes  de  Montalban  y  los  vecinos  y  Ayuntamientos,  Diputa- 
dos del  común  y  Síndicos,  Procuradores  y  Personeros  de  las 
villas  del  estado  de  dicho  título,  á  quienes  correspondían  dis- 
frutes de  pastos,  de  leñas  y  otros  en  los  terrenos  del  mismo 
comprendidos  en  el  precitado  monte  Robledo,  que  se  dice  fué 
siempre  abierto  á  este  fin  y  sus  dehesas  agregadas,  y  de  las 
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ejecutorias  que  recayeron  antes  referidas,  cuyos  litigios  em- 
pezaron desde  mediados  del  siglo  XVI  y  finaron  en  el  XVIII  , 
reproduciéndose  posteriormente  iguales  cuestiones  á  princi- 
pios del  actual,  dando  lugar  al  nuevo  pleito  de  que  va  ha- 
ciéndose mérito;  y  «falló  la  expresada  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  Madrid  en  28  de  Noviembre  de  1863  revo- 
cando la  sentencia  apelada  que  en  27  de  Julio  de  1861  ha- 
bía* dictado  en  la  primera  instancia  el  Juez  del  partido  de 
Torrijos ,  y  absolviendo  de  la  demanda  deducida  por  el  Duque 
de  Frias ,  como  Conde  de  Montalban ,  al  Ayuntamiento  y  co- 
mún de  vecinos  de  la  villa  del  Carpió  y  á  D.  Alfonso  Gómez 
Olmedo  y  otros  diez  colitigantes:  declaró  que  el  expresado 
Conde  únicamente  podría  cerrar  y  acotar  de  un  modo  absoluto 
con  arreglo  á  la  ley  las  dehesas  de  su  propiedad  que  no  fue- 
ron declaradas  abiertas  en  las  ejecutorias  anteriormente  men- 
cionadas ,  por  tener  en  estas  impuesto  el  gravamen  indicado 
á  favor  dé  los  vecinos  y  ganaderos  de  aquella  villa  y  sus  com- 
partícipes, en  cuya  posesión  habían  justificado  hallarse  de 
tiempo  inmemorial  y  continuar  de  presente ,  si  bien  podría  el 
mismo  demandante  tener  el  acotamiento  de  sus  dehesas  en  los 
meses  ó  temporada  del  año  en  que  no  impidiera  ni  perjudicara 
de  modo  alguno  el  ejercicio  de  aquel  derecho  de  los  pueblos 
ni  otro  en  cuya  posesión  estuvieran;»  y  teniendo  el  propio 
Duque  de  Frias,  Conde  de  Montalban,  solicitado  cierto  reco- 
nocimiento y  deslinde  por  medio  de  juicio  pericial,  se  mandó 
en  esta  sentencia  también  que  se  verificase ,  con  otros  particu- 
lares que  no  tienen  conexión  con  las  cuestiones  del  presente 
litigio ,  siendo  uno  de  ellos  la  publicación  de  dicha  sentencia 
en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia, 
á  más  de  la  notificación  en  estrados  á  los  litigantes  que  se 
habían  constituido  en  rebeldía,  según  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 1.191  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  asi  resulta 
haberse  cumplido ,  apareciendo  impresa  y  publicada  la  referida 
sentencia  en  el  precitado  periódico  oficial,  núm.  354,  corres- 

Sondiente  al  domingo  20  de  Diciembre  del  mencionado  año 
e  1863,  de  que  se  ha  unido  un  ejemplar  al  rollo  de  estos  au- 
tos ,  conforme  á  lo  determinado  por  esta  Sala  de  lo  contencioso- 
administrativo : 

Resultando,  finalmente,  que  después  de  la  vista  en  estra- 
dos y  antes  de  quedar  evacuada  la  expresada  diligencia  de- 
cretada por  la  Sala  para  mejor  proveer,  uno  de  los  Magistra- 
dos de  la  misma,  D.  Luciano  Bastida,  ha  fallecido;  por  cuyo 
sensible  motivo  habia  de  tener  aplicación  k  este  fallo  lo  pre- 
venido en  el  art.  686 ,  párrafo  cuarto  de  la  ley  de  15  de  Se- 
tiembre de  1870  sobre  organización  del  Poder  judicial. 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada. 

Considerando  que  lafe  Ordenanzas  de  Montes  publicadas  en 
22  de  Diciembre  de  1833,  vigentes  desde  esa  época,  según  se 
halla  repetidamente  declarado  en  todos  los  artículos  que  con* 
tienen  disposiciones  que  no  han  sido  expresamente  deroga- 
das ni  modificadas  por  leyes  posteriores,  como  se  verifica  res- 
pecto desuart.  5.°, 'determina  en  el  mismo  que  los  montes  en 
que  la  Hacienda  pública  ó  los  pueblos  tengan  condominio  ó 
mancomunidad  de  disfrutes  con  cualquiera  otro  propietario 
particular ,  y  aun  en  el  mero  uso ,  ban  de  estar  sometidos  en 
cuanto  á  su  guarnición  y  conservación  al  régimen  establecido 
en  las  citadas  Ordenanzas ,  y  con  especialidad  en  los  artícu- 
los 38  y  siguientes  de  la  sección  2.*,  que  trata  de  su  conser- 
vación y  beneficio : 

Considerando  que  el  recurrente  ba  fundado  su  demanda  en 
el  supuesto ,  que  después  se  ha  acreditado  no  ser  exacto ,  de 
corresponderle  el  absoluto  dominio  del  monte  llamado  Robledo 
y  sus  dehesas ,  que  sitúan  en  el  Condado  de  la  Puebla  de  Mon- 
talban, y  asegurando  con  igual  equivocación  hallarse  en  com- 
pleta posesión  de  estas  fincas  y  de  su  exclusivo  disfrute,  ampa- 
rado por  el  expresado  título,  ha  invocado  el  art.  3.°  de  dichas 
Ordenanzas  para  pretender  ,en  la  vía  gubernativa ,  y  después 
ha  reclamado  en  la  contenciosa  se  le  ampare  en  los  derechos 
que  en  tal  concepto  cree  le  asisten  para  hacer  del  referido 
monte  y  sus  dehesas  lo  que  mejor  le  pareciere,  sin  que  pueda 
impedírselo  la  Administración  ni  sus  dependencias;  y  cons- 
tando al  contrario  por  los  documentos  traídos  á  los  autos,  de  que 
queda  hecha  extensa  referencia  en  los  anteriores  resultandos, 
que  los  pueblos  y  el  común  de  vecinos  de  las  villas  situadas 
en  el  expresado  territorio  han  tenido  de  tiempo  inmemorial  y 
conservan  con  títulos  incontrovertibles ,  como  son  repetidas 
ejecutorias  ganadas  en  juicios  contradictorios  sostenidos  con 
los  Condes  de  Montalban,  mancomunidad  de  disfrutes  en  el 

5 recitado  monte  y  sus  tierras ,  falta  la  base  esencial  de  dicha 
emanda,  y  son  improcedentes  las  pretensiones  en  la  misma 
deducidas :" 

Y  considerando  que  la  orden  reclamada  por  el  mismo  fun- 
daiaento  que  queda  antes  expuesto  desestima  dichas  preten- 
siones del  Conde  de  Montalban ,  y  manda  que  siga  intervi- 
niendo la  Administración  de  los  intereses  generales  del  Estado, 
conforme  dispone  la  legislación  de  montes,  en  todo  lo  que 
corresponda  á  la  conservación  del  denominado  Robledo ,  su 
aprovechamiento  y  disfrutes ; 

Fallamos ,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
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nLstracion  general  del  Estado  de  la  demanda  que  contra  la 
misma  entabló  en  14  de  Marzo  de  1870  D.  Francisco  de  Borja 
Tellez  de  Girón,  Duque  de  Escalona,"  Conde  de  Montalban; 
quedando  en  su  virtud  firme  y  subsistente  la  orden  del  Re- 
gente del  Reino ,  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  24 
de  Noviembre  de  1869.   , 

Así  por  esta  nuestra,  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = Juan  Gon- 
zález Ace  vedo.  =  Gregorio  Juez  Sarmiento.  ==  José  María  Her- 
reros de  Tejada.  =  Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Mariano  García 
Cembrero.=José  Jiménez  Mascaros. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado  de 
la  Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audien- 
cia pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como 
Secretario  Relator  en  Madrid  á  4  de  Julio  de  1874.  =  Licen- 
ciado Manuel  Aragoneses  Gil. 

Num.  8. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Aprovechamiento  comün — Sentencia  de  7  de  Julio,  dejando  sin 
efecto  la  Real  orden  de  11  de  Junio  de  1872,  impugnada  por 
D.  Juan  Jorge  Auñon  Romera. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  lo  dispuesto  en  las  Ordenanzas  de  Montes 
de  22  de  Diciembre  de  1833,  sección  1.a,  tít.  2.°,  en  el  Real  de- 
creto de  1.°  de  Abril  de  1846,  Real  orden  de  15  de  Marzo  de 
1860  y  reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865,  til.  2.°,  son  dos  ope- 
raciones diversas  y  con  distintos  efectos  las  que  en  los  expedientes 
de  deslinde  de  fincas  de  aprovechamiento  kan  de  efectuarse,  una 
consistente  en  la  diligencia  de  deslinde  cuyos  trámites  y  forma- 
lidades se  marcan  en  las  precitadas  disposiciones,  y  otra  poste- 
rior que  es  la  del  amojonamiento. 

2.°  Que  la  primera  providencia  que  siempre  ha  de  dictar  el 
Gobernador  es  la  de  aprobación  6  desaprobación  del  deslinde,  re- 
solviendo acerca  de  las  reclamaciones  que  hubiese,  sin  perjuicio 
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de  poder  los  interesados  acudir  á  la  vía  contenciosa,  y  si  sur- 
gieren cuestiones  de  propiedad  a  los  Tribunales  ordinarios. 

3.°  Que  aprobado  el  deslinde  sin  que  se  hubiese  inteipuesto 
reclamación  por  la  vía  contenciosa,  ó  habiendo  recaído  en  ella 
fallo  ejecutorío  correspondía  proceder  se  al  amojonamiento,  con- 
forme á  lo  prescrito  en  el  art.  23  del  Real  decreto  del*  de  Abril 
de  1846,  y  posteriormente  á  lo  dispuesto  en  el  de  17  de  Marzo 
de  1865,  completándose  asi  la  operación  del  apeo. 

4.°  Que  el  resultado  de  los  expedientes  gubernativos  de  des- 
linde y  amojonamiento  no  afecta  a  las  cuestiones  de  propiedad, 
que  quedan  integras  para  jurisdicción  ordinaria,  según  los  prin- 
cipios generales  de  derecho  reproducidos  en  varias  disposiciones 
administrativas,  de  las  cuales  basta  citar  el  art.  22  de  las  Orde- 
nanzas de  Montes,  13  del  decreto  de  1.°  de  Abril  de  1846,  3.°  de 
la  Real  orden  delude  Marzo  de  1860  y  36  del  reglamento  de  1865. 

5.°  Que  ha  de  respetarse  en  consecuencia  de  esto  la  posesión 
de  los  terrenos  considerados  como  de  propiedad  particular  que 
hubieran  quedado  dentro  de  los  limites  señalados  al  monte  pú- 
blico deslindado  mientras  los  Tribunales  de  justicia  no  declaren 
por  sentencia  firme  el  derecho  de  propiedad  á  favor  del  Estado 
ó  Corporación  administrativa  a  que  se  atribuya  al  monte  de  que 
se  trate. 

• 

En  la  villa  de  Madrid,  á7  de  Julio  de  1874,  en  los  antos 
contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  primera 
y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  D.  Nicolás  María 
Rivero,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Juan  Jorge  A-uñon  Rome- 
ra, vecino  de  Morón,  en  la  provincia  de  Sevilla,  contra  la  Ad- 
ministración general  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  . 
fiscal,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  11  de  Junio  de 
1872  que  confirmó  el  decreto  del  Gobernador  de  12  de  Octubre 
de  1864  aprobando  el  deslinde  practicado  en  la  sierra  nom- 
brada de  San  Pablo  de  común  aprovechamiento  de  los  vecinos 
de  Montellano: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  8  de  Enero  de  1862  fué 
exceptuada  de  la  desamortización  la  dehesa  nombrada  de  San 
Pablo  de  la  Breña,  situada  en  término  de  Montellano  de  la  pro- 
vincia de  Sevilla,  por  estar  disfrutándola  sus  vecinos  en  con- 
cepto de  bienes  de  aprovechamiento  común : 

Resultando  que  ei  Ayuntamiento  de  dicho  pueblo  acordó 
en  9  de  Febrero  siguiente  que  se  procediera  al  deslinde  de  la 
misma  dehesa  por  considerar  que  los  dueños  colindantes  se  ha- 
bían apropiado  indebidamente  gran  número  de  fanegas  perte- 
necientes á  ella;  y  habiendo  acudido  al  Gobernador  con  tal 
pretensión,  por  disposición  del  mismo,  y  á  falta  de  otros  tí  tu- 
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los  en  su  Archivo  ni  en  el  de  la  villa  de  Morón  donde  radicaba 
su  antigua  matriz,  presentó  un  oficio  dirigido  por  el  Alcalde 
al  Ingeniero  de  Montes  manifestando  que  por  medio  de  una 
información  hecha  en  el  año  de  1859  con  el  testimonio  de  va- 
rios vecinos  de  Morón,  Coronil  y  Puerto  Serrano,  se  acreditó 
la  posesión  inmemorial  del  vecindario  de  Montellano  en  la  de- 
hesa de  San  Pablo,  con  la  designación  de  sus  linderos,  acor- 
dándose por  ello  la  excepción  de  su  venta  en  el  año  de  1862; 
v  que  D.  Juan  Jorge  Auñon  estaba  detentando  varios  terrenos 
lindantes  con  ella:  un  certificado  del  perito  D.  Juan  Rodríguez 
Marin  expresivo  ,de  los  sitios  en  que  se  halla  la  Sierra  de  San 
Pablo,  accidentes  que  la  limitan  y  nombres  de  los  propietarios 
colindantes,  entre  los  que  figura  D.  Juan  Jorge  Auñon:  una 
certificación  librada  por  el  Interventor  de  la  Administración 
económica  de  la  provinciacon  presencia  de  los  antecedentes 
habidos  en  su  dependencia,  en  la  que  hace  constar  que  la  Sierra 
nombrada  de  San  Pablo  tiene  D31  fanegas  de  cabida  y  perte- 
nece al  aprovechamiento  común  del  pueblo  de  Montellano 
desde  veinte  años  antes  de  la  Ley  de  aesamortizacion  de  1.° 
de  Mayo  de  1855,  sin  que  le  fuese  posible  facilitar  otros  datos: 
y  además  otros  documentos  para  justificar  la  posesión  en' que 
estaba  el  Ayuntamiento  de  los  terrenos  cuestionables: 

Resultando  que  en  10  de  Octubre  de  1863  se  defirió  por  el 
Gobernador  á  la  solicitud  del  deslinde,  señalando  para  ello  el 
dia  8  de  Enero  siguiente;  y  previas  las  oportunas  notificacio- 
nes, tuvo  efecto  en  los  11,  12  y  13  de  Febrero  por  haber  es- 
tado antes  enfermo  el  Ingeniero,  sin  que  en  el  acto  protestara 
D.  Juan  Jorge  Auñon,  aunque  sí  lo  hizo  después  dentro  de 
los  quince  dias  concedidos  por  dicha  Autoridad  para  que  pu- 
dieran los  interesados  hacer  las  reclamaciones  que  estimasen 
convenientes;  refiriendo  que  con  dicha  operación  se  le  quitaba 
parte  de  las  tierras  de  su  propiedad  nombradas  Llano  dé  la 
dehesa,  de  las  que  estaba  en  posesión  tranquila  y  sin  oposición 
de  nadie,  por  lo  que  debia  ser  respetado  en  ellas  mientras  no 
se  le  oyese  y  venciera  en  el  correspondiente  juicio  de  propie- 
dad, presentando  los  títulos  antiguos  que  demarcaban  su  po- 
sesión: 

Resultando  que  pasado  el  expediente  á  informe  del  Consejo 

Srovincial,  de  conformidad  con  lo  expuesto  por  el  mismo, 
ictó  un  decreto  el  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Sevilla 
en  12  de  Octudre  de  1864  aprobando  el  deslinde  tal  y  como  lo 
habia  hecho,  el  Ingeniero  de  Montes;  ordenando  en  el  dia  25 
siguiente  que  se  verificase  su  amojonamiento  el  1.°  de  Diciem- 
bre, publicándose  en  el  Boletín  oficial  además  de  notificarse 
á  los  interesados: 
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Resultando  que  hecho  así  á  D.  Jorge  Auñon  en  el  dia  29 
de  aquel  raes,  como  reclamase  para  que  se  suspendiera  la  di- 
ligencia y  se  anulase  en  su  dia  el  deslinde  ya  referido,  se  sus- 
pendió aquella  en  efecto  y  se  desestimó  la  reclamación  en  de- 
creto de  30  de  Marzo  de  1865,  efectuándose  el  amojonamiento 
en  28  de  Mayo  posterior  y  siguientes,  «dándose  posesión  al 
Ayuntamiento  de  Montellano»  con  arreglo  al  mencionado  den- 
linde  ya  aprooado: 

Resultando  que  antes  de  tener  efecto  esta  diligencia  acu- 
dió D.  Jorge  Auñon  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Morón 
interponiendo  interdicto  de  retener  la  posesión  de  sus  terrenos; 
y  sustanciado  debidamente,  dictó  el  mismo  sentencia  en  22 
de  Mayo  del  enunciado  año  de  1865,  amparándole  en  su  po- 
sesión contra  el  Ayuntamiento  de  Montellano,  pero  requerido 
de  inhibición  por  el  Gobernador,  se  dictó  la  competencia  á 
favor  de  éste  por  la  Audiencia  territorial  de  Sevilla  en  27  de 
Setiembre  posterior: 

Resultando  que  hecha  reclamación  ante  el  Gobernador  por 
D.  Jorge  Auñon  y  otros  contra  la  posesión  dada  al  Ayunta- 
miento, alegando  no  estar  arreglada  á  lo  dispuesto  en  el  Real 
decreto  de  10  de  Abril  de  1846,  y  al  reglamento  de  Montes, 
dirigió  al  mismo  dicha  Autoridad  una  comunicación  .en  10  de 
Junio  del  mismo  año  de  1865  (cuyo  acuerdo  se  designa  ge- 
neralmente con  fecha  del  9),  disponiendo  «se  pusiera  inme- 
diatamente en  posesión  á  los  propietarios  que  habian  sido  des- 
pojados de  sus  terrenos;»  pero  que  opuesto  á  ello  el  Ayunta- 
miento en  el  dia  15  de  Agosto,  dictó  nuevo  decreto  en  23  de 
Diciembre  posterior,  revocando  el  de  10  de  Junio  y  mandando 
«mantener  á  la  citada  Corporación  en  la  posesión  de  la  Sierra, 
según  habia  sido  últimamente  deslindada:» 

Resultando  que  contra  este  decreto  acudió  D.  Jorge  Auñon 
en  vía  contenciosa  ante  el  Consejo  provincial ;  y  sustanciada 
la  instancia  en  debida  forma,  pronunció  sentencia  en  15  de 
Octubre  de  1866,  dejando  sin  efecto  la  providencia  guberna- 
tiva de  23  de  Diciembre  anterior,  y  mandando  que  conforme 
á  la  otra  de  9  de  Junio  fuesen  repuestos  Auñon  y  demás  que 
se  hallasen  en  su  caso  en  la  posesión  de  los  terrenos  que  dis- 
frutaban al  efectuarse  el  deslinde: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  de  dicha  sentencia 
por  el  Ayuntamiento  de  Montellano  para  ante  el  Consejo  de 
Estado,  el  Fiscal  de  este  alto  Guerpo  se  apartó  de  ella  fundán- 
dose, entre  otras  razones,  en  que  la  precitada  providencia  del 
Gobernador  habia  causado  -estado,  eotno  declaratoria  de  dere- 
chos, y  no  reclamada  á  tiempo  debido  en  la  vía  contenciosa, 
y  por  auto  de  7  de  Enero   de  1867  se  le  tuvo  por  apartado 

II.— 3a.  5 
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acordándose  la  devolución  de  los  autos  al  Consejo  provincial 
con  copia  certificada  del  escrito  fiscal  «para  los  efectos  que 
correspondiesen: » 

Resultando  que  después  de  esto  acudió  el  Ayuntamiento 
de  Montellano  al  Ministro  de  Fomento  en  30  de  Diciembre 
de  1871  solicitando  «el  cumplimiento  del  decreto  del  Gober- 
nador de  12  de  Octubre  de  1864.»  en  que  de  conformidad  con 
lo  informado  por  el  Consejo  provincial  aprobó  el  deslinde  tal 
y  como  lo  había  hecho  el  Ingeniero  de  Montes;  y  oida  la  Junta 
consultiva  del  ramo,  de  acuerdo  con  su  informe,  se  dictó  Real 
orden  en  11  de  Junio  de  1872  « confirmando  el  expresado  de- 
creto* de  12  de  Octubre: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  7  de 
Agosto  del  mismo  año  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero, 
á  nombre  y  con  poder  de  D.  Juan  Jorge  Auüon,  presentó  en 
este  Tribunal  Supremo  demanda  contencioso-administrativa, 
la  cual  amplió  posteriormente ,  pidiendo  .se  deje  sin  efecto  y 
revoque  dicha  Real  orden  y  mande  en  su  lugar  que  se  le  res- 
pete en  la  posesión  en  que  venia  de  alguno  de  los  terrenos 
comprendidos  en  el  deslinde  de  la  dehesa  de  San  Pablo,  mien- 
tras el  Ayuntamiento  de  Montellano  no  haya  conseguido  en 
pleito  contradictorio  que  se  le  declare  la  propiedad  de  dichos 
terrenos;*exponiendo  para  ello  que  según  el  art.  14  del  Real 
decreto  de  1 .°  de  Abril  de  1846  no  puede  menos  de  concedér- 
sele lo  que  solicita;  y  que  mientras  no  se  declare  en  juicio 
contradictorio  el  derecho  de  propiedad,  no  ha  podido  ser  des- 
pojado de  la  posesión  en  que  *e  halla,  y  mucho  menos  estando 
consentidas  las  providencias  del  Gobernador  que  mandaban  al 
Ayuntamiento  entablar  en  término  de  quince  dias  la  demanda 
de  propiedad,  bajo  apercibimiento  de  cancelar  las  fianzas  que 
se  habían  prestado:  que  habiendo  declarado  el  Gobernador  en 
providencia  de  9  de  Junio  de  1865  el  derecho  que  asistia  k 
Auflon  para  continuar  en  la  posesión  de  los  terrenos  de  que 
habia  sido  despojado,  mandando  que  se  le  repusiera  en  ella, 
sin  que  se  hubiese  reclamado  epi  contra,  no  podían  destruirse 
los  efectos  de  esa  rcsoluoion  ó  mandar  cosa  distinta  sin  que- 
brantar los  más  naturales  principios  del  derecho  adminis- 
trativo: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la 
demanda,  la  amplió  el  Licenciado  Rivero  insistiendo  en  que 
se  revoque  la  Real  orden  recurrida,  y  se  declare  subsistente 
la  sentencia  que  recayó  en.  el  otro  pleito  anterior  seguido  ante 
el  Consejo  provincial  de  Sevilla,  con  todas  sus  legítimas  con- 
secuencias, fundado  en  que  los  derechos  de  los  poseedores 
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para  ser  sostenidos  en  su  posesión  están  garantidos  en  la  le- 
gislación común  por  las  leyes  39  del  tít.  28;  3.a  y  4.a  del  títu- 
lo 10  de  la  Partida  3.a,  y  1.a  y  2.a  del  tít.  34,  libro  11  de  la 
Novísima  Recopilación,  y  en  las  disposiciones  administrativas 
por  las  Ordenanzas  de  Montes  de  22  de  Diciembre  de  1833  en 
sus  artículos  24  y  25;  el  decreto  de  l.ü  de  Abril  de  1846  en 
su  art.  14,  y  el  reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865  en  su  ar- 
tículo 40:  que  la  legalidad  en  la  tramitación  y  resoluciones 
del  Gobernador  en  el  expediente   gubernativo  se  desprende 
de  las  leyes  citadas  y  de  lo  que  sübre  los  trámites  de  los  des-    . 
lindes  prescriben  las  Ordenanzas  de  Montes  y  el  reglamento, 
y  dada  esa  legalidad  la  sentencia  del  Consejo  fué  justa,  pri- 
mero, porque  era  competente  para  dictarla ,  según  el  decreto 
de  l.°de  Abril  de  1846,  la  regla  2.a  de  la  Real  orden  de  1860,   * 
y  el  reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865:  segundo,  porque 
estaba  ejecutoriada  por  no  haberse  reclamado,  y  además  con- 
sentida expresamente  la  providencia  de  9  de  Junio  de  1861, 
([\\e  concedió  la  posesión  á  los  colindantes;  y  tercero,  porque 
al  hacerlo  así,  se  sujetó  á  los  extremos  justificados  en  las  ac- 
tuaciones: que  la  injusticia  de  la  Real  orden  impugnada  y  la 
incompetencia  del  Gobierno  para  dictarla  se  justifica  conside- 
rando que  revoca  la  ejecutoria  resolviendo  todas  las  cuestio- 
nes del  pleito  en  sentido  contrario  que  el  Consejo  de  provin- 
cia y  el  Fiscal  del  Consejo  de  Estado ,    y  que  aceptó  este 
Tribunal:  que  las  cuestiones  sobre  deslinde  de  montes  no  son 
de  la  competencia  de  la  Administración  suprema ,  sino  de  los 
Consejos  provinciales  ó  de  las  Audiencias  y  Tribunal  Supre- 
mo, y  que  por  tanto  no  hay  recurso  ninguno  ni  razón  aten- 
dible, ni  pretexto  siquiera  para  sostener  una  reclamación  con- 
tra providencia  que  causó  estado,  que  fué  consentida,  declarada 
irrevocable  por  sentencia  ejecutoria,  y  que  está  cumpliéndose 
desde  entonces: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio!  fiscal,  contestó 
dicha  demanda  solicitando  se  absuelva  de  ella  á  la  Adminis- 
tración general  del  Estado  confirmando  la  orden  reclamada, 
apoyado  en  que  tramitado  en  legal  forma  el  expediente  de 
deslinde  de  la  Sierra  de  San  Pablo,  el  decreto  del  Gobernador 
aprobándolo  sólo  podia  ser  reclamado  en  vía  contencioso- 
adrainistrativa  ó  en  la  ordinaria,  intentando  la  acción  de  pro- 
piedad, según  lo  dispuesto  en  el  art.  12  del  Real  decreto 
de  1  °  de  Abril  de  1846  y  el  12  de  la  ley  de  25  de  Setiembre 
de  1863;  y  no  habiéndole  hecho  así,  adquirió  el  carácter  de 
ejecutoria  en  el  orden  administrativo  en  favor  del  Ayunta- 
miento de  Montellano,  la  cual  hay  que  respetar  mientras  que 
otra  sentencia  dictada  por  el  Tribunal  ordinario  en  el  juicio 
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correspondiente  no  venga  á  privarle  de  ese  derecho:  que  el 
Gobernador  de  Sevilla  no  debió,  porque  no  podia  hacerlo, 
dictar  la  providencia  del  9  ó  10  de  Junio  de  1865  mandando 
dar  la  posesión  á  D.  Juan  Jorge  Auñon  y  otros,  ni  estos  te- 
nian  acción  para  pedirla  á  la  Autoridad  gubernativa  estando 
ejecutoriado  el  decreto  anterior,  por  lo  que  dicho  acto  era 
nulo  de  derecho:  que  como  consecuencia  de  ello  y  aun  contra 
de  lo  informado  por  el  Consejo  provincial,  tuvo  precisión  de 
dictar  el  decreto  de  23  de  Diciembre  del  mismo  año  mandando 
reponer  las  cosas  al  estado  en  que  las  colocó  el  de  12  de 
Octubre  del  año  anterior,  posesionando  al  Ayuntamiento  de 
los  terrenos  cuestionados:  que  si  bien  es  cierto  que  el  referido 
decreto  foé  objeto  de  un  pleito  contencioso-administrativo, 
en  el  que  fué  dejado  sin  efecto  por  sentencia  del  Consejo  pro- 
vincial de  Sevilla;  y  venido  en  apelación  al  de  Estado  se  se- 
paró de  ella  el  Fiscal,  manifestando  que  si  la  providencia  de 
10  de  Junio  de  1865  era  declaratoria  de  derechos,  no  se  debe 
perder  de  vista  que  también  lo  era  la  anterior  de  12  de  Octubre 
de  1864,  y  que  no  pudo  por  tanto  revocarla  el  Gobernador: 
que  el  auto  dictado  por  el  Consejo  de  Estado  teniendo  por 
apartado  al  Fiscal  de  la  apelación  propuesta  y  mandando  de- 
volver el  expediente  con  copia  íntegra  de  dicho  dictamen  para 
los  efectos  que  correspondiesen,  no  era  una  sentencia  decla- 
rando firme  la  del  interior,  como  se  acostumbraba  hacerlo  en 
este  alto  Cuerpo,  sin  duda  por  la  irregularidad  que  se  habia 
seguido  en  el  procedimiento,  por  lo  que  habia  motivos  legales 
para  creer  que  la  sentencia  del  Consejo  provincial  de  18  de 
Octubre  de  1866  no  podia  considerarse  válida  en  buenos  prin- 
cipios de  derecho:  que  la  exposición  del  Ayuntamiento  de 
Montellano  que  provocó  la  orden  reclamada  no  debe  conside- 
rarse como  un  recurso  de,  alzada  en  la  vía  gubernativa,  sino 
como  de  protección  y  amparo  dirigido  al  Jefe  del  Estado;  y 
finalmente,  que  si  se  estiman  buenas  las  razones  alegadas  en 
defensa  de  la  legalidad  de  la  sentencia  del  Consejo,  nos  halla- 
ríamos con  dos  fallos  ejecutorios  y  contrarios  entre  sí,  pues 
también  tiene  ese  concepto  la  providencia  gubernativa  de  12 
de  Octubre  de  1864. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alvaro  Gil  Sanz. 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  las  Ordenanzas  de 
Montes  de  22  de  Diciembre  de  1833,  sección  1.a,  tít.  2.°;  en  el 
Real  decreto  de  1.°  de  Abril  de  1846,  Real  orden  de  15  de 
Marzo  de  1860  y  reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865,  tít.  2.°, 
son  dos  operaciones  diversas  y  con  distintos  efectos  las  que 
en  los  expedientes  como  el  de  que  se  trata  en  este  pleito  han 
de  efectuarse,  una  consistente  en  la  diligencia  de  deslinde. 
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cuyos  trámites  y  formalidades  se  marcan  en  las  precitadas 
disposiciones,  y  otra  posterior,  que  es  la  del  amojonamiento: 
Considerando  que  la  primera  providencia  que  siempre  ha 
de  dictar  el  Gobernador  es  la  de  aprobación  ó  desaprobación 
del  deslinde,  resolviendo  acerca  de  las  reclamaciones  que  hu- 
biese, sin  perjuicio  de  poder  los  interesados  acudir  á  la  vía 
contenciosa,  y  si  surgieren  cuestiones  de  propiedad  á  los  Tri- 
bunales ordinarios: 

Considerando  que  aprobado  el  deslinde  sin  que  se  hubiese 
interpuesto  reclamación  por  la  vía  contenciosa,  ó  habiendo 
recaído  en  ella  fallo  ejecutorio,  correspondía  procederse  al 
amojonamiento  conforme  á  lo  prescrito  en  el  art.  23  del  Real 
decreto  de  1.°  de  Abril  de  1846  vigente  en  la  época  de  este 
pleito,  y  posteriormente  á  lo  dispuesto  en  el  de  17  de  Marzo 
de  1865,  completándose  así  la  operación  del  apeo: 

Considerando  que  el  resultado  de  los  expedientes  guber- 
nativos de  deslinde  y  amojonamiento  no  afecta  á  las  cuestio- 
nes de  propiedad,  que  quedan  íntegras  para  jurisdicción  ordi- 
naria, según  los  principios  generales  de  derecho  reproducidos 
en  varias  disposiciones  administrativas,  de  las  cuales  basta 
citar  el  art.  22  de  las  Ordenanzas  de  Montes,  13  del  decreto 
de  1.°  de  Abril  de  1846,  3.°  de  la  Real  orden  de  15  de  Marzo 
de  1860  y  36  del  reglamento  de  1865: 

Considerando  que  ha  de  respetarse  en  consecuencia  de  esto 
la  posesión  de  los  terrenos  considerados  como  de  propiedad 
particular  que  hubieran  quedado  dentro  de  los  límites  seña- 
jados  al  monte  público  deslindado  mientras  los  Tribunales  de 
justicia  no  declaren  por  sentencia  firme  el  derecho  de  propie- 
dad á  favor  del  Estado  ó  Corporación  administrativa  á  que  se 
atribuya  el  monte  de  que  se  trate: 

Considerando  que  la  providencia  de  9  de  Junio  de  1865, 
por  la  que  el  Gobernador  de  Sevilla  mantuvo  en  la  posesión 
de  los  terrenos  cual  habían  acreditado  hallarse  D.  Juan  Jorge 
Auñon  y  otros  dueños  colindantes,  se  encontraba  dentro  de 
sus  atribuciones;  y  que  el  Ayuntamiento  de  Montellano  *no 
sólo  no  se  opuso  á  ella,  sino  que  se  conformó  acordando  úni- 
camente en  sesión  de  16  de  Julio  de  dicho  año  reclamar  que 
no  conceptuaba  suficiente  la  fianza  dada  por  los  dueños  de 
los  terrenos,  y  hacer  valer  sus  pretensiones  ante  la  jurisdic- 
ción ordinaria  en  juicio  de  propiedad: 

Considerando  que  contra  esa  providencia  no  puede  invo- 
carse la  de  12  de  Octubre  de  1864,  suponiendo  que  fué  de- 
claratoria de  derechos  y  obtuvo  por  tanto  fuerza  ejecutoria, 
porque  ni  se  atendía  ni  podia  atenderse  á  otra  cosa  que  é* 
aprobar  la  diligencia  del  deslinde,  y  hacer  que  á  su  tenor  se 
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fijasen  los  piquetes  en  el  acto  del  amojonamiento  sin  prejuz- 
gar cuestión  alguna  ni  derecho  de  otra  clase,  según  lo  tiene 
ya  establecido  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  en  que  ha 
declarado  que  la  «operación  de  .deslinde,  cualquiera  que  sea 
la  Autoridad  que  lo  ejecute,»  no  da  ni  quita  derechos  que 
quedan  siempre  á  salvo  para  el  juicio  correspondiente: 

Considerando  que  la  referid  i  providencia  de  9  de  Junio, 
á  la  que  verdaderamente  debe  considerarse  declaratoria  del 
derecho  que  los  dueños  de  los  terrenos  aludidos  tenían  á  con- 
tinuar en  la  posesión  de  ellos,  por  lo  cual  y  conforme  á  lo  que 
ordena  el  art.  12  de  la  Ley  provincial  entonces  vigente ,  ca- 
recía el  Gobernador  de  facultades  par%  revocarlas  en  los  tér- 
minos en  que  lo  verificó  por  otra  de  23  de  Diciembre  del  mismo 
año;  pero  que  aun  cuando  así  no  fuese,  el  Consejo  provincial, 
al  que  acudió  Auñon  entablando  demanda,  dejó  sin  efecto  esta 
última  providencia,  y  mandó  que  conforme  á  lo  prevenido  en 
la  de  9  de  Enero  fuesen  repuestos  el  mismo  y  demás  que  se 
hallaban  en  su  caso  en  la  posesión  de  los  terrenos  que  disfru- 
taban cuando  se  verificó  el  deslinde;  cuya  sentencia  adquirió 
fuerza  ejecutoria  por  cuanto  el  Fiscal  del  Consejo,  recono- 
ciendo que  la  expresada  providencia  no  era  ya  susceptible  de 
discusión  alguna  ni  modificación  en  la  vía  contenciosa,  desis- 
tió de  la  apelación  interpuesta  por  el  Ayuntamiento,  y  el  Con- 
sejo de  Estado  le  tuvo  por  separado  y  por  abandonado  el  re- 
curso de  alzada,  devolviendo  los  autos  al  Consejo  de  provincia: 

Considerando  que  en  semejante  estado  es  indudable  que 
no  cabia  ya  promover  un  nuevo  expediente  administrativo 
sobre  la  cosa  así  juzgada  como  lo  verificó  el  Ayuntamiento  de 
Montellano  cinco  años  después  en  30  de  Diciembre  de  1871, 
ni  tampoco  el  Gobierno  supremo  tenia  facultades  para  resta-. 
Mecerla  orden  del  de  la  provincia  de  Sevilla  de  12  de  Diciem- 
bre de  1864,  según  lo  verificó  en  la  reclamada  de  11  de  Junio 
de  1872,  con  la  cual  perjudicó  los  derechos  preexistentes  del 
demandante; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  subsistente 
la  providencia  del  Gobernador  de  Sevilla  de  9  de  Junio  de 
1865  en  los  términos  que  ya  lo  verificó  el  Consejo  provincial 
en  su  sentencia  de  15  de  Octubre  de  1866,  y  por  tanto  dejamos 
sin  efecto  la  Real  orden  de  11  de  Junio  de  1872  que  repuso 
en  vigor  la  providencia  del  expresado  Gobernador  de  23  de 
Diciembre  de  dicho  año  de  1865. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  oportuna  cer- 
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tificacion,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=Pascual  Bayarri.=El  Magistrado  D.  Igna- 
cio Vieites  votó  en  Sala  y  no  puede  firmar:  Juan  González 
Acevedo.— Juan  Cano  Manuel. =José  Jiménez  Mascaros.  =Crís- 
pulo  García  Gómez  de  la  Serna.  =  Al  varo  Gil  Sanz. 
Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Alvaro  Gil  Sanz,  Magistrado  ael  Tribunal 
Supremo,   celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 

ue  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  7  de  Julio 

e  1874.=Enrique  Medina. 

Ntjm.  9. 
ÚNICA  INSTANCIA. 
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Antigüedad  en  la  promoción  al  empleo  de  Vicealmirante. — 
Sentencia  de  9  de  Julio,  confirmando  en  parte  y  en  parte 
revocando  el  decreto  de  14  de  Noviembre  de  1872  impugnado 
por  D.  Guillermo  Chacón  y  Maldonado. 

fin  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  si  bien  el  Gobierno  se  creyó  obligado  por  motivos 
que  en  decreto  de  14  de  Octubre  de  1868  calificó  de  alta  conve- 
niencia, asi  en  el  orden  político  como  en  el  administrativo,  a  de- 
clarar la  exención  del  servicio  de  la  mayor  parte  de  los  Gene- 
rales de  la  Armada,  procuró  al  mismo  tiempo  conciliar  los  dere- 
chos adquiridos  por  aquellos  altos  funcionarios  con  lis  radicales 
reformas  que  en  el  personal  de  la  Armada  reclamaba  el  mejor 
servicio,  á  cuyo  fin  por  el  art.  1.°  del  decreto  de  11  del  referido 
fnes  y  ano  dispuso  que  las  vacantes  en  la  clase  de  Generales  se 
cubriesen  con  los  que  hubiesen  sido  declarados  exentos  del  ser- 
vicio  a  consecuencia  de  la  reforma  precitada,  y  por  el  2.°  del 
mencionado  del  14,  que  las  de  la  clase  de  Tenientes  Generales 
lo  fuesen  por  los  Jefes  de  Escuadra  que  se  encontraran  en  igual 
situación  de  exentos. 

2.°  Que  el  mismo  Gobierno,  deseoso  de  regularizar  la  orga- 
nización del  Cuerpo  general  de  la  Armada,  poniendo  término  i 
las  medidas  transitorias,  publicó  el  decreto  de  24  de  Noviembre 
de  1868,  y  en  su  art.  8.°  mandó  que  se  procediese  inmediatamente 
a  presentar  un  proyecto  de  Ley  de  ascensos  bajo  ciertas  bases, 
entre  las  cuales  se  cuenta  la  de  antigüedad  absoluta  para  ascender 
desde  laclase  de  Contraalmirante  a  la  de  Almirante. 
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3  °  Que  a  consecuencia  de  esto  se  dio  en  15  del  siguiente  mes 
de  Diciembre  la  Ley  de  ascensos  en  la  Armada,  estableciendo  en 
los  artículos  2.°  y  3.°,  cap,  2.°,  tit.  1.°,  que  el  sistema  de  ascen- 
sos para  todas  las  clases  sera  por  antigüedad  y  elección;  la  pri- 
mera como  principio  y  regla  general  para  ascender  desde  Alférez 
de  navio  a  Capitán  de  navio,  y  desde  Contraalmirante  á  Almi- 
rante,  al  cttbrir  todas  las  vacantes  que  ocurran  dentro  de  dichas 
clases,  y  la  segunda  con  sujeción  a  ciertas  condiciones  y  para  los 
ascensos  de  Capitán  de  navio  de  primera  clase  á  Contraalmirante, 
lo  cual  fui  igualmente  consignado  en  la  ley  de  5  de  Diciembre 
de  1872. 

4.°  Que  la  ley  de  5  de  Diciembre  de  1872  no  tiene  efecto  re- 
troactivo ni  podia  tenerlo  sin  lastimar  los  principios  fundamen- 
tales de  derecho,  según  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  en 
sentencia  de  19  de  Afano  de  1874. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Julio  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-admiuistrativo,  que  ante  Nos  pende,  en  primera  y 
única  instancia  entre  D.  Guillermo  Chacón  y  Maldonado,  y  en 
su  nombre  el  Dr.  D.  Francisco  Iribarren  y  Somera,  y  la  Ad- 
ministración del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal, 
sobre  que  se  deje  sin  efecto  el  nombramiento  de  Vicealmirante 
de  la  Armada  hecho  en  favor  de  D.  Ramón  María  Pery,  y  se 
entienda  la  promoción  del  recurrente  á  ese  empleo  con  la* an- 
tigüedad de  14  de  Noviembre  de  1872  para  todos  los  efectos 
legales  á  que  haya  lugar: 

Resultando  que  D.  Guillermo  Chacón  y  Maldonado,  conde- 
corado con  varias  cruces  y  distinciones  españolas  y  extranje- 
ras, ingresó  en  el  Cuerpo  general  de  la  Armada  en  3  de  Julio 
de  1828,  en  el  que  fué  ascendiendo  hasta  llegar  á  Jefe  de  Es- 
cuadra, nombramiento  que  obtuvo  en  22  de  Agosto  de  1863: 

Resultando  que  por  Real  decreto  de  17  de  Julio  de  1866 
fué  nombrado  Comandante  general  del  Apostadero  de  Marina 
de  la  Habana,  de  cuyo  destino  se  encargó  en  21  del  mismo: 

Resultando  que  cuando  se  hallaba  desempeñando  este  ser- 
vicio ocurrió  el  movimiento  revolucionario  de  1868,  y  con 
motivo  de  este  suceso  en '9  de  Noviembre  de  dicho  año  Pon 
Guillermo  Chacón  y  Maldonado  dirigió  una  respetuosa  comu- 
nicación al  Ministro  de  Marina,  en  la  que  le  hacia  presente 
que,  creyéndose  despojado  plenamente  de  autoridad  y  fuerza 
moral  sobre  sus  subordinados  desde  que  se  hizo  público  el 
manifiesto  á  la  Marina  española  fechado  en  Cádiz  en  28  de 
Setiembre,  la  conveniencia  del  servicio,  la  conservación  de  la 
disciplina  y  su  propia  dignidad  exigían  que  se  le  relevase  del 
mando  de  dicho  Apostadero  y  se  le  declarase  exento  de  todo 
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servipio;  en  consecuencia  de  cuya  exposición  el  Ministro  de 
Marina  por  decreto  de  8  de  Diciembre  del  indicado  año  de  1868, 
en  uso  de  las  facultades  que  le  competían  como  individuo  del 
Gobierno  Provisional  y  accediendo  á  los  deseos  del  reclamante 
le  relevó  de  dicho  cargo  con  la  cláusula  de  quedar  satisfecho 
del  celo  é  inteligencia  con  que  lo  habia  desempeñado: 

Resultando  que  en  3  de  Febrero  de  1869,  á  consecuencia 
de  nuevas  gestiones,  el  mismo  Ministro,  como  individuo  del 
Gobierno  Provisional,  atendiendo  á  los  deseos  manifestados 
desde  el  Apostadero  de  la  Habana  por  el  Contraalmirante  Don 
Guillermo  Chacón,  deseos  repetidos  con  insistencia  á  su  pre- 
sentación en  esta  capita?,  le  declaró  exento  de  servicio: 

Resultando  que.  colocado  desde  entonces  en  esta  situación, 
fué  ascendiendo  en  los  puestos  de  la  escala  de  su  clase  -con- 
forme ocurría  vacante,  que  el  Gobierno  cubría  con  arreglo  á 
las  disposiciones  acordadas  en  diversos  decretos  y  leyes,  ocu- 
pando Chacón  á  consecuencia  de  este  movimiento  en  7  de  No- 
viembre de  1872,  época  del  fallecimiento  del  Vicealmirante 
exento  de  servicio  D.  Segundo  Diaz  de  Herrera  y  Mella,  el  nú- 
mero 1.°  en  el  escalafón  de  Contraalmirantes  exentos  asimismo 
de  servicio,  en  el  cual  figuraban  también  con  el  niím.  2.°  Don 
Rafael  Tavern  y  Nufiez,  y  con  el  3.°  D.  Ramón  María  Pery 
y  Ravé: 

Resultando  que  habiendo  tenido  lugar  en  este  mismo  año 
la  defunción  del  Almirante  D.  Casimiro  Vigodet,  solicitó  esta 
dignidad  el  Vicealmirante  de  la  escala  activa  D.  Blas  García 
de  Quesada;  y  el  Almirantazgo,  previa  consulta  del  Consejo 
de  Estado,  desestimó  la  instancia  de  éste  y  formuló  la  pro- 
puesta á  favor  del  Contraalmirante  más  antiguo  de  la  escala 
de  exentos  D.  Juan  José  Martínez  de  Espinosa  y  Tacón,  que 
fué  con  arreglo  á  ella  prqmovido  á  este  empleo,  según  lo  re- 
ferido aparece  en  las  actas  de  las  sesiones  celebradas  por  el 
Almirantazgo  en  los  dias  2  y  3  de  Setiembre  de  1872,  cuyas 
copias  obran  en  el  expediente  remitido  por  el  Gobierno  á  pe- 
tición del  demandante  D.  Guillermo  Chacón: 

Resultando  que  anunciado  también  al  Almirantazgo  en  7 
de  Noviembre  de  dicho  año  el  fallecimiento  en  Puerto-Real  del 
Vicealmirante  exento  de  servicio  D.  Segundo* Diaz  de  Herrera,, 
por  Real  decreto  de  14  de  Noviembre ,  publicado  en  la  Gaceta 
de  2  de  Diciembre  del  año  repetido  de  1872,  refrendado  por  el 
Ministro  de  Marina,  £}.  M.  el  Rey,  de  conformidad  con  éste, 
de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros  y  en  virtud  de  la  pro- 
puesta que  al  efecto  dirigió  el  Almirantazgo  con  sujeción  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  2,°  del  decreto  de  14  de  Octubre  de 
1868,  y  1.°  de  la  resolución  de  11  del  mismo  mes  y  año,  pro- 
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movió  al  empleo  de  Vicealmirante  en  la  escala  de  Oficiales 
Generales  exentos  de  servicio  al  Contraalmirante  de  la  misma 
escala  D.  Ramón  María  Pery  y  Ravé: 

Resultando  que  llegada  á  noticia  del  recurrente  esta  deter- 
minación ,  protestó  ante  el  Almirantazgo  del  agravio  que  en  su 
juicio  se  le  habia  inferido  con  dicho  nombramiento ,  puesto  que 
el  agraciado  figuraba  después  que  él  en  la  escala  de  Contra- 
almirantes exentos  de  servicio,  y  que  aquella  Corporación  en 
14  del  citado  Diciembre  no  admitió  la  protesta  por  no  consi- 
derarla procedente,  remitiéndole  á  la  vía  contenciosa  ante  este 
Tribunal  Supremo ,  teniendo  en  cuenta  lo  declarado  en  el  ar- 
tículo 1.°,  cap.  6.°  de  la  ley  de  15  de  Diciembre  de  1868: 

Resultando  que  el  Dr.  D.  Francisco  Iribarren  y  Somera,  en 
nombre  del  Contraalmirante  D.  Guillermo  Chacón  y  Maldo- 
nado',  en  13  de  Mayo  de  1873  entabló  demanda  enceste  Tri- 
bunal Supremo ,  que  amplió  en  20  de  Abril  del  año  corriente 
con  la  solicitud  de  que  se  declarase  que  su  representado ,  que 
en  7  de  Noviembre  de  1872  ocupaba  el  primer  puesto  de  Con- 
traalmirante exento  de  servicio,  debió  en  tal  concepto  ascen- 
der á  Vicealmirante  de  la  misma  clase ,  y  obtener  este  empleo 
al  ocurrir  en  dicho  dia  la  vacante  producida  por  el  falleci- 
miento del  Vicealmirante  exento  de  servicio  D.  Segundo  Díaz 
de  Herrera,  obteniendo  desde  la  mencionada  fecha  la  anti- 
güedad en  la  clase,  y  sin  que  pueda  perjudicarle  el  ascenso 
que  se  concedió  al  Contraalmirante  más  moderno  D.  Ramón 
María  Perv  v  Ravé,  revocando  el  nombramiento  de  éste  en 
cuanto  sea  necesario  para  que  no  se  lastime  el  derecho  de  su 
defendido ,  y  mandando  que  para  todos  los  efectos  legales  sea 
considerado.  D.  Guillermo  Chacón  y  Maldonado,  Vicealmirante 
exento  de  servicio  desde  el  7  de  Noviembre  de  1872,  ó  cuando 
menos  desde  14  de  dicho  mes,  en  que  el  Ministerio  proveyó 
la  vacante;  todo  con  arreglo  á  los  decretos-leyes  de  11  y  14 
de  Octubre  y  15  de  Diciembre  de  1868,  á  la  jurisprudencia  ob- 
servada por  el  Almirantazgo  en  las  vacantes  ocurridas  desde 
1869  hasta  la  del  Vicealmirante  Diaz  de  Herrera,  y  á  lo  esta- 
blecido por  la  Sala  en  su  sentencia  de  19  de  Marzo  último,  fun- 
dándose en  ambos  escritos  en  que  D.  Ramón  María  Pery  ocu- 
paba en  la  escala  un  lagar  posterior  al  recurrente,  que  se 
encontraba  á  la  cabeza  de  la  misma :  que  con  tal  postergación 
se  han  infringido  clara  y  evidentemente  los  artículos  2.°  y  3." 
del  cap.  1.°  de  las  leyes  citadas  de  14  de  Octubre  y  15  de  Di- 
ciembre de  1868:  que  el  ascenso  del  Contraalmirante  Pery  ha 
infringido  también  el  art.  1.°  de  la  resolución  de  carácter  ge- 
neral de  11  de  Octubre  de  dicho  año,  según  lo  acredita  la  ju- 
risprudencia establecida  por  el  Almirantazgo  y  el  Ministerio  al 
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fallecimiento  del  Vicealmirante  D.  Antonio  Estrada,  exento  de 
servicio  á  solicitud  suya,  el  cual  según  ellos  produjo  vacante, 
y  á  esta  fué  promovido  el  Contraalmirante  I).  Francisco  de 
Paula  Pavía :  que  la  declaración  de  exención  del  servicio  de 
su  representado  no  fué  nacida  de  su  voluntad ,  sino  de  actos 
ajenos  á  ella,  de  calificaciones  que  no  habia  merecido  y  que 
tuvo  sin  embargo  por  incompatibles  con  la  conveniencia  del 
servicio  y  conservación  de  la  disciplina ,  como  así  lo  apreció 
el  Ministerio  concediéndole  la  exención  de  servicio ,  pero  no 
de  todo  servicio ,  aceptando  los  motivos  que  expuso  en*  su  co- 
municación de  9  de  Noviembre  de  1868 :  que  aun  cuando  la 
declaración  de  exención  de  servicio  de  su  representado  se  ca- 
lificase de  voluntaria,  seria  arbitraria  y  nula  ante  la  ley,  según 
la  S¿ila  lo  tiene  declarado  en  el  primer  considerando  de  la  sen- 
tencia de  19  de  Marzo  último:  que  entre  la  declaración  de 
exentos  de  servicio  y  la  de  exentos  de  todo  servicio  existia  dife- 
rencia legal  en  1868,  cuando  en  unos  decretos  de  11  de  Oc- 
tubre de  dicho  año  se  usó  la  fórmula  primera  y  en  otros  la 
segunda ,  y  habiéndose  empleado  en  el  referente  á  Chacón  la 
primera  de  ellas ,  que  es  la  usada  al  determinar  por  los  refe- 
ridos decretos-leyes  los  derechos  correspondientes  á  los  exen- 
tos de  servicio ;  y  hallándose  vigente  al  ocurrir  el  fallecimiento 
del  Vicealmirante  Diaz  de  Herrera ,  según  lo  prueba  el  hecho 
de  que  se  invocan  en  el  relativo  al  ascenso  de  Pery,  otorgaban 
á  Chacón  el  derecho  de  ascender  como  más  antiguo  en  la  es- 
cala de  Contraalmirantes,  conforme  también  con  lo  dispuesto 
en  el  arí.  3.°  de  la  Ley  de  ascensos  de  la  Armada  de  15  de 
Diciembre  de  1868:  que  la  de  la  misma  fecha,  en  vigor  tam- 
bién cuando  el  Contraalmirante  Chacón  fué  declarado  exento 
de  servicio,  sólo  consentía  la  exención  de  todo  servicio  por 
causa  de  edad  ó  imposibilidad  física,  en  ninguno  de  cuyos 
casos  se  hallaba  éste;  y  además,  al  no  derogar  las  disposicio- 
nes anteriores  sobre  la  materia,  sino  las  que  se  opusieran  á  las 
contenidas  en  la  misma ,  dejaba  vigente  el  decreto-ley  de  14 
de  Octubre  del  mismo  año ,  con  arreglo  al  cual  adquirió  el  re- 
currente el  derecho  que  hoy  reclama;  y  que  las  prescripcio- 
nes de  este  decreto  le  fueron  constantemente  aplicadas  desde 
1869,  concediéndole  los, ascensos  de  puesto  que  le  correspon- 
dieron por  las  vacantes  de  Vicealmirante : 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  para  contes- 
tar á  la  demanda,  como  dejase  trascurrir  con  exceso  el  térmi- 
no para  verificarlo,  el  actor  le  acusó  la  rebeldía,  y  la  Sala  la 
hubo  por  acusada  en  providencia  de  1.°  de  Junio  último,  man- 
dando que  se  recogieran  los  autos,  como  así  se  verificó. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alvaro  Gil  Sanz. 
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Ccr.viien.nlj  <v:e  ¿  V:+n.  el  GAiemo  se  crevó  obligado 
y.r  malves  '.  le  en  decreto  Je  14  de  Occabre  de  1*63  califico 
de  «a>a  coQ7e~  leerla,  a-i  en  el  orlen  p/.::ico  corno  en  el 
a»:rr..r.>*rv:l7:j.»  a  declarar  la  exención  del  servicio  de  la  ma- 


*a  Arma. la  r^/mr^  e*  mejor  .servicia,  a  enyo  fin  por  el  ar- 
tillo 1.*  del  leo-reto  de  11  del  referido  mes  y  aüj  dispuso  que 
*a.*  vacar. te*  en  la  cla.se  de  Generales  se  cubriesen  con  los 
'pe  L'iv,;e-en  silo  declarados  exentos  del  servicio  á  conse- 
c  -encía  de  la  r*:\rrna  precitada,  y  pjr  el  2."  del  mencionado 
del  14,  q*ie  l*s  de  la  c*ase  de  Tenientes  Generales  lo  fuesen 
por  sr*  Jefe*  de  Encuadra  que  se  encontraran  en  igual  situa- 
ción de  exento*: 

Con.*.;  lerar,  lo  que  el  mismo  Gobierno,  deseoso  de  regula- 
rizar ¡a  organización  del  Cuerpo  general  de  la  Armada,  po- 
ni-Tido  t¿r:r;;no  á  !as  medidas  transitorias,  publicó  el  decreto 
de  24  de  Noviembre  de  1868,  y  en  su  art.  8.a  mandó  que  se 
«procediere  inmediatamente  á  presentar  un  provecto  de  ley 
de  a«cen«os»  bajo  ciertas  bases,  entre  las  cuales  se  cuenta  la 
de  «antigüedad  absoluta  para  ascender  desde  la  clase  de  Con- 
traalmirante á  la  de  Almirante: 

Considerando  que  á  consecuencia  de  esto  se  dio  en  15  del 
siguiente  mes  de  Diciembre  la  Ley  de  ascensos  en  la  Armada, 
estableciendo  en  los  artículos  2.°  y  3.°,  cap.  2.°,  tit.  1.°,  que 
el  sistema  de  ascensos  para  todas  las  clases  «será  por  anti- 
güedad y  elección;  la  primera  como  principio  y  regla  gene- 
ral* para  ascender  desde  Alférez  de  navio  á  Capitán  de  navio, 
y  desde  Contraalmirante  á  Almirante,  al  cubrir  todas  las  va- 
cantes que  ocurran  dentro  de  dichas  clases,  y  la  segunda  con 
sujeción  a  ciertas  condiciones  y  para  los  ascensos  de  Capitán 
de  navio  de  primera  clase  á  Contraalmirante,  lo  cual  fué  igual- 
mente consignado  en  la  ley  de  5  de  Diciembre  de  1872: 

Considerando  que,  aunque  la  exención  de  servicio  declarada 
al  Contraalmirante  D.  Guillermo  Chacón  por  decreto  de  3  de 
Febrero  de  1869  no  se  tenga  por  forzosa,  esto  no  obsta  para 
que  la  situación  legal  del  mencionado  sea  la  consiguiente  á 
su  colocación  en  la  escala  de  exentos  de  servicio ,  con  los  de- 
rechos anejos  k  esta  clase  y  al  puesto  de  antigüedad  que  en 
la  misma  ocupaba: 

Considerando  que,  según  los  decretos  y  leyes  de  que  ante- 
riormente se  ha  hecho  mérito ,  los  Contraalmirantes  exentos 
tenían  derecho  á  ascender  por  rigurosa  antigüedad,  la  cual 
se  ha  observado  en  otros  casos  como  el  del  Contraalmirante 
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I).  Antonio  Osorio  Mallen,  promovido  al  empleo  de  Vicealmi- 
rante en  10  de  Octubre  de  1872  con  arreglo  al  art.  3.°  del 
decreto-ley  de  14  de  Octubre  de  1868: 

Considerando  que  lo  establecido  en  la  disposición  1.a  tran- 
sitoria de  la  ley  de  5  de  Diciembre  de  1872  excluyendo  de  la 
escala  de  reserva  á  los  exentos  por  su  voluntad  no  es  aplica- 
ble al  Contraalmirante  Chacón,  entre  otras  razones,  porque 
dicha  ley  no  tiene  efecto  retroactivo  ni  podia  tenerlo  sin  las- 
timar «los  principios  fundamentales  del  derecho,»  según  lo 
ha  declarado  este  Tribunal  Supremo  en  'sentencia  de  19  de 
Marzo  del  corriente  año: 

Considerando  que  colocado  el  referido  Contraalmirante  en 
la  escala  de  los  de  su  clase  exentos  de  servicio,  habiendo  as- 
cendido en  los  puestos  de  ella  según  iban  efectuándose  va- 
cantes, y  colocado  en  el  nüm.  1.°  después  de  la  promoción 
de  D.  Antonio  Osorio  y  Mallen ,  es  indudable  que  se  hallaba 
al  fallecimiento  del  Vicealmirante  D.  Segundo  Diaz  Herrera 
en  posesión  del  derecho  de  ascender  por  rigurosa  antigüedad; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  la  va- 
cante ocurrida  con  motivo  del  fallecimiento  del  Vicealmirante 
D.  Segundo  Diaz  Herrera  correspondía  al  Contraalmirante  Don 
Guillermo  Chacón  y  Maldonado,  como  más  antiguo  de  los 
exentos  de  servicio,  y  por  tanto  le  reconocemos  y  declaramos 
este  derecho  con  la  antigüedad  consiguiente;  y  en  cuanto  sea 
contrario  á  esta  sentencia  dejamos  sin  efecto  el  decreto  recla- 
mado de  14  de  Noviembre  de  1872. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Marina,  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Gregorio 
Juez  Sarmiento.  =  José  María  Herreros  de  Tejada  =  Pascual 
Bayarri.  =  Juan  Jiménez  Cuenca.  =E1  Sr.  D.  Ignacio  Vieites 
votó  en  Sala  y  no  puede  firmar:  Gregorio  Juez  Sarmiento.  = 
Alvaro  Gil  Sanz.=Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Alvaro  Gil  Sanz,  Magistrado  de  la  Sala 
tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  9  de  Julio  de  1874.= Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 
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NÚM.    10. 

ÚNICA  INSTANCIA, 


AlJONuS  DE  SERVICIOS  Y  SUELDO  REGULADOR  PARA  LA  CLASIFICA- 
CIÓN d:-l  demandante. — Sentón»  *ia  de  9  de  Ja  io,  revocando 
la  orden  el-.»  la  Rienda  do  i  Reiuo  de  10  de  Octubre  de  1869 
impugnada  por  D.  José  María  Manresa  y  Navarro. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  tiene  por 
objeto,  como  explica  su  preámbulo,  restablecer  en  toda  su  inte- 
gridad la  observancia  de  la  ley  anterior  sobre  Clases  pasivas;  y 
que  consiguiente  a  este  propósito  consigna  en  su  art.  1.°  que  el 
Gobierno  respetará  las  pensiones  otorgadas  con  sujeción  á  los 
preceptos  de  la  ley. 

2.°  Que  conforme  á  estas  declaraciones  y  atendiendo  a  su 
Índole  y  tendencias ,  el  citado  decreto-ley  no  tiene  efecto  retro- 
activo en  perjuicio  de  derechos  legítimamente  adquiridos ,  como 
lo  declaró  terminantemente  el  Real  decreto  de  20  de  Abril  de 
1871,  expcd'do  por  el  Ministei%io  de  Marina,  de  acuerdo  con  el 
dictamen  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  no  obstante  las  modi- 
ñcaciones  en  dicho  decreto-ley  introducidas. 

3.°  Que  el  art.  10  de  la  Ley  de  presupuestos  de  1873  san- 
ciona el  mismo  principio  de  la  no  retroactividad,  y  que  bajo  ¿al 
supuesto  la  cuestión  viene  reducida  a  determinar  si  la  clasifica- 
ción del  recurrente,  cesante  con  anterioridad  á  dicho  decreto-ley ', 
se  halla  ajustada  á  las  prescripciones  que  regían  sobre  la  materia. 

4.°  Que  la  Ley  de  presupuestos  de  1835,  nada  dispone  en 
cuanto  a  servicios  prestidos  en  destinos  obtenidos  en  propiedad 
con  nombramiento  Real  ó  de  las  Cortes;  y  que  exigiendo  tales 
condiciones  únicamente  para  aquella  que  constituya  base  ó  arran- 
que de  carrera,  y  para  determinar  el  sueldo  regulador,  es  evi- 
dente que  no  excluye  el  abono  de  los  prestados  con  posterioridad 
que  no  se  hallen  en  estos  casos. 

5.°  Que  además  de  haberlo  declarado  asi  la  jurisprudencia, 
est/i  doctrina  se  halla  expresamente  confirmada  por  la  Real  orden 
de  31  de  Octubre  dé  1843,  al  disponer  que  todos  los  empleados 
de  cualquiera  ramo  y  procedencia  que  después  de  servir  un  des- 
lino en  propiedad  con  arreglo  a  la  ley,  presten  servicios  al  Es- 
tado por  disposición  del  Gobierno  ó  de  cualquiera' de  los  Jefes 
de  los  respectivos  ramos  autorizados  para  ello,  tienen  derecho  á 
que  se  les  abone  en  sus  clasificaciones  el  tiempo  que  duren  las 
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comisiones  ó  encaraos,  por  ser  conforme  á  equidad  y  á  lo  preve- 
nido en  la  regla  3.a  de  la  Real  urden  de  3  de  Junio  de  1836  y 
demos  disposiciones  vigentes. 

6.°  Que  la  Real  orden  de  17  de  Marzo  de  1839,  dispone  en 
su  art.  3.°  que  sólo  se  permitirá  completar  los  dos  anos  de  ser- 
vicio para  sueldo  regulador  á  los  que  habiendo  cesado  en  su  úl- 
timo destino  antes  de  cumplirlos,  obtengan  otro  aunque  sea  de 
menos  sueldo  con  tal  de  que  sea  en  propiedad  y  figure  en  los 
presujmestos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Julio  de  1874,  en  los  autos 
contencioso-administrativos ,  que  ante  Nos  penden,  en  grado 
de ,  apelación  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  José  María 
Manresa  y  Navarro  en  su  propio  nombre,  contra  la  Admi- 
nistración general  del  Estado,  que  está  representada  por  el 
Ministerio  fiscal ,  pretendiendo  sea  revocada  la  orden  del  Re- 
gente del  Reino  de  10  de  Octubre  de  1869,  que  declaró  no 
serle  de  abono  ciertop  servicios  para  su  clasificación,  así  como 
tampoco  el  sueldo  regulador  que  pretendía: 

Resultando  que  D.  José  María  Manresa  y  Navarro  sirvió 
como  Teniente  de  Nacionales  movilizados  de  la  ciudad  de  Ali- 
cante desde  8  de  Octubre  de  1836  hasta  8  de  Enero  siguiente, 
figurando  en  las  listas  de  revista: 

Resultando  que  en  21  de  Agosto  de  1844  le  nombró  la 
Junta  de  gobierno  de  la  Audiencia  de  Valencia  para  el  des- 
empeño del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Monóvar,  de 
entrada,  en  cuyo  cargo  fué  confirmado  por  Real  orden  de  8  de 
Febrero  posterior,  y  por  otra  de  7  del  mismo  mes  de  1846  se 
le  mandó  fuese  á  servir  en  comisión  el  de  igual  clase  de  Do- 
lores sin  perder  el  carácter  de  propietario  del  primero,  del  que 
se  posesionó  nuevamente  á  virtud  de  la  Real  orden  de  17  de 
Diciembre  del  mismo  año: 

Resultando  que  en  19  de  Marzo  de  1847  se  le  promovió  de 
Real  orden  á  uno  de  los  Juzgados  de  ascenso  en  la  ciudad  de 
Mahon,  en  las  Islas  Baleares,  que  fué  suprimido  por  Real 
orden  de  15  de  Diciembre  de  1849;  y  por  otra  de  14  de  Mayo 
de  1850  se  le  destinó  en  comisión  para  el  desempeño  del  de 
Novelda,  como  lo  verificó  hasta  31  de  Agosto  posterior,  nom- 
brándole en  igual  sentido  por  fa  de  4  de  Julio  de  1851  para 
servir  el  de  Caravaca,  y  luego  el  de  Novelda  por  otra  de  27 
de  Enero  de  1854,  cesando  en  este  último  en  20  de  Octubre 
inmediato: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  26  de  Marzo  de  1858  fué 
nombrado  el  D.  José  María  Manresa,  Secretario  de  gobierno 
de  este  Tribunal  Supremo,  y  por  otra  de  27  de  Diciembre  de 
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<*-  »*'V,  ',*-  V  c*  íyf  ^\th  y.'ttrs.T  vira  servir  en  c:~  i5*>n  la 
>  //i  *  c*r  ~fc  V..;.  *:.?-*  Vrrr!:---rial  de  lÉbirii.  c.~d  2:»  efectuó 
;,*  -**  «.*,  c*  O  .^ -*.**:  ce  2*v*  cue  *e  le  cerLiTj  re>aTi:e: 

fc»..- .  *>  •  v,  c  ^e  a  **j  v.rtud  prever*!:.»  se  ¿e  e~  asácase  pre- 
i^'.v,', .  v  \<,'¿.  *_',  Ivs  Cv:*^-eL:-'^i  azi:*»*  ref^rii.^:  t  firmado 
*%  ',  v, ••*  ,.v,  e;  >*-^e:.*e  e:*  'j^e  fueran  coiLTuLsai.s.  como  se 
,*-  **.,".  ;^v:,  »v*  vnv.v^*  j.re*-*&i«v*  orno  Juez  eo  comisión 
/í*  ,',*  i  ////>s*'/*  de  Ir^re*.  NoveMa  y  Caravana,  reclamó  el 
5*v,.V/  r«~í*^';*.,vo  &;  pr,;;j'~ro.  que  le  fué  conee  ü  io  por  el  Tri- 
\,  >*..<*.  '*"  ¡/fj'^era  ¿:,  «tararía  de  Clases  pa.>:va<.  reconociéndole 
^?<  >'-»-. '/íj  Oe  3  *í"  J'/Ao  de  1*09  quince  afu*.  un  mes  y  Teinte 
tí, Ha.  v  en  derecho  al  haber  anual  de  1.150  escudos,  cuarta 
j,*,*v  'i<*  4.Wj  que  hervían  de  regulador: 

líevi/.íin'io  que  contra  e*ía  resolución  acudió  el  interesado 
a!  %\tu**y*:r\h  redamando  le  fuesen  de  abono  los  servicios  pres- 
íh4',*  en  r/íutinlon  en  los  Juzgados  de  Monóvar,  Noveida  y 
(UtruviU'.si  t>  y  además  que  se  tomase  por  regulador  el  sueldo 
de  íí,</00  escudos  que  disfrutó  corno  Subsecretario  del  Minis- 
terio d«  fíraeía  y  Justicia,  mandando  en  su  consecuencia  que 
?n*  reviene  y  rectificara  hu  clasificación,  abonándole  la  dife- 
rencia de  haber  pasivo  que  en  tal  concepto  le  correspondía; 
fundado  en  que  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  no  es 
aplicable  al  cano  presente  por  ser  su  cesantía  anterior  á  dicha 
lecha,  y  no  ser  posible  que  tenga  efecto  retroactivo  en  per- 
juicio ríe  derechos  adquiridos,  puesto  que  no  se  le  ha  dado 
expresamente  tal  efecto,  y  por  haberlo  así  declarado  el  Real 
decreto  de  20  de  Abril  de  1872,  expedido  por  el  Ministerio  de 
Marina,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  y  aceptando 
el  parecer  del  Consejo  de  Kstado  en  pleno,  por  lo  cual  debia 
resolverse  en  este  caso  conforme  á  las  leyes  y  disposiciones 
anteriores',  que  se^un  la  jurisprudencia  establecida  por  el 
Consejo  de  Kstado  y  la  Real  orden  de  31  de  Octubre  de  1843, 
todos  los  empleados  de  cualquiera  ramo  y  procedencia  que 
después  de  servir  un  destino  en  propiedad  con  arreglo  á  la  ley 
presten  servicios  al  Kstado  por  disposición  del  Gobierno  ó*  de 
tos  Jefes  de  los  respectivos  ramos  autorizados  para  ello,  tienen 
derecho  á  que  se  les  abone  en  sus  clasificaciones  el  tiempo 
que  duren  las  comisiones  ó  encargos,  lo  cual  está  además  en 
armonía  con  la  Ley  de  presupuestos  de  26  de  Mayo  de  1835, 
uno  sólo  exijyo  los  destinos  en  propiedad  con  nombramiento 
Koul  ó  de  las  Cortes  para  el  ingreso  ó  base  de  carrera  y  para 
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el  sueldo  regulador:  que  al  exigir  el  art.  14  de  la  Ley  de  pre- 
supuestos de  25  de  Julio  de  1855  lo  propio  que  el  3.d  de  la  de 
23  de  Mayo  de  1845,  que  se  haya  desempeñado  en  propiedad 
por  espacio  de  dos  años  el  nuevo  empleo  para  que  su  sueldo 
«im  de  regulador  se  concretan  á  los  ascensos,  pero  no  al 
caso  en  que  como  el  actual  se  hayan  completado  los  dos  años 
después  del  ascenso  en  destino  de  inferior  sueldo,  pues  en- 
tonces debe  servir  de  regulador  el  empleo  de  mayor  sueldo 
servido  en  propiedad,  conforme  á  la  disposición  terminante 
del  art.  20  de  la  Ley  de  presupuestos  de  1835  y  á  la  juris- 
prudencia en  su  virtud  establecida  constantemente: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  al 
anterior  recurso  con  la  solicitud  de  que  se  absuelva  á  la  Ad- 
ministración general  del  Estado,  apoyado  en  que  el  art.  6.° 
del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  elimina  de  las  cla- 
sificaciones para  haber  pasivo  todo  destino  que  no  se  haya 
servido  en  propiedad,  por  lo  que  es  justa  la  resolución  recla- 
mada que  no  ha  declarado  abonable  el  tiempo  que  el  recurrente 
sirvió  Juzgados  en  comisión:  que  según  la  jurisprudencia  sen- 
tada por  esta  Sala  las  disposiciones  de  dicho  decreto-ley  son 
aplicables  a  las  clasificaciones  por  servicios  anteriores  á  su 
promulgación:  que  no  hace  al  caso  lo  mandado  por  el  Minis- 
terio de  Marina,  porque  las  pensiones  militares  se  rigen  por 
disposiciones  diversas  y  no  dan  lugar  al  recurso  contencioso; 
y  que  el  art.  14  de  la  ley  de  25  de  Julio  de  1855  dispone  que 
para  que  el  sueldo  de  un  destino  pueda  servir  de  regulador 
para  haber  pasivo  es  forzoso  que  se  haya  servido  por  dos  años 
en  propiedad. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel. 
Considerando  que  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868 
tiene  por  objeto,  como  explica  su  preámbulo,  restablecer  en 
toda  su  integridad  la  observancia  de  la  ley  anterio/  sobre  Cla- 
ses pasivas;  y  que  consiguiente  á  este  propósito  consigna  en 
su  art.  1.°  que  el  Gobierno  respetará  las  pensiones  otorgadas 
eon  sujeción  á  los  preceptos  de  la  ley: 

Considerando  que  conforme  á  estas  declaraciones  y  aten- 
diendo á  su  índole  y  tendencias,  el  citado  decreto-ley  no  tiene 
efecto  retroactivo  en  perjuicio  de  derechos  legítimamente  ad- 
quiridos, como  lo  declaró  terminantemente  el  Real  decreto  de 
20  de  Abril  de  1871  expedido  por  el  Ministerio  de  Marina,  de 
ucuerdo  con  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  no 
obstante  las  modificaciones  en  dicho  decreto-ley  introducidas: 
Considerando  que  el  art.  10  de  la  Ley  de  presupuestos  de 
1873  sanciona  el  mismo  principio  de  la  no  retroactividad ,  y 
lúe  bajo  tal  supuesto  la  cuestión  viene  reducida  á  determinar 
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si  la  clasificación  del  recurrente,  cesante  con  anterioridad  á 
dicho  decreto-ley,  se  haya  ajustada  á  las  prescripciones  que  • 
regían  sobre  la  materia: 

Considerando  que  la  Ley  de  presupuestos  de  1835,  en  que 
se  apoya  la  orden  reclamada  para  denegar  el  abono  que  se  so- 
licita, nada  dispone  en  cuanto  á  servicios  prestados  en  destinos 
obtenidos  en  propiedad  con  nombramiento  Real  ó  de  las  Cortes; 
y  que  exigiendo  tales  condiciones  únicamente  para  aquella  que 
constituya  base  ó  arranque  de  carrera,  y  para  determinar  el 
sueldo  regulador ,  es  evidente  que  no  excluye  el  abono  de 
los  prestados  con  posterioridad  que  no  se  "hallen  en  estos 
casos : 

Considerando  que  además  de  haberlo  declarado  así  la  juris- 
rudencia,  esta  doctrina  se  halla  expresamente  confirmada  por 
a  Real  orden  de  31  de  Octubre  de  1843  al  disponer  que  todos 
los  empleados  de  cualquiera  ramo  y  procedencia  que  después 
de  servir  un  destino  en  propiedad  con  arreglo  á  la  ley,  presten 
servicios  al  Estado  por  disposición  del  Gobierno  ó  de  cualquiera 
de  los  Jefes  de  los  respectivos  ramos  autorizados  para  ello, 
^tienen  derecho  á  que  se  les  abone  en  sus  clasificaciones  el 
tiempo  que  duren  las  comisiones  ó  encargos,»  por  ser  conforme 
á  equidad  y  á  lo  prevenido  en  la  regla  3.a  de  la  Real  orden 
de  3  de  Junio  de  1836  y  demás  disposiciones  vigentes: 

Considerando  que  en  esta  disposición  se  halla  exactamente 
comprendida  la  clasificación  de  D.  José  María  Manresa,  puesto 
que  teniendo  por  base  de  carrera  los  servicios  militares  pres- 
tados en  1836  que  le  han  sido  reconocidos  y  abonados  como 
tal  arranque  de  carrera,  es  indudable  que  los  prestados  con 
posterioridad  en  los  Juzgados  de  Monóvar,  Novelda  y  Cara- 
vaca  con  nombramiento  Real  ó  por  persona  autorizada  al  efecto 
en  destino  de  planta  fija  y  con  sueldo  consignado  en  los  pre- 
supuestos le  son  abonables  sqgun  la  misma,  por  más  que  haya 
desempeñado  esos  cargos  en  comisión: 

Considerando,  respecto  al  segundo  extremo  de  la  demanda 
ó  sea  la  fijación  de  sueldo  regulador  para  la  clasificación  de 
que  se  trata,  que  si  bien  el  recurrente  no  sirvió  por  espacio 
de  dos  años  el  destino  de  Subsecretario  del  Ministerio  de  Gra- 
cia y  Justicia,  como  requiere  al  efecto  el  art.  14  de  la  Ley  de 
presupuestos  de  1855,  concurre  en  el  presente  caso  la  circuns- 
tancia especial  de  que  al  cesar  en  el  desempeño  de  dicho  carpro 
fué  nombrado  Fiscal  en  comisión  de  la  Audiencia  de  Madrid, 
conservando  en  virtud  de  ello  la  categoría  judicial  que  por  asi- 
milación como  Subsecretario  le  corresponde,  y  por  consiguiente 
el  nuevo  empleo,  aunque  de  sueldo  inferior,  debe  considerarse 
como  continuación  al  anterior  v  no  como  una  mera  interini- 
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dad;  significación  que  ha  reconocido  el  Tribunal  de  Clases 
pasivas: 

Considerando  que  por  tal  concepto  cabe  acumular  el  sueldo 
menor  al  mayor  como  continuación  del  empleo  primitivo  y 
completar  el  tiempo  de  los  dos  años,  llenando  así  la  exigencia 
legal: 

Considerando  que  conforme  con  esta  doctrina  la  Real  or- 
den de  17  de  Marzo  de  1859,  dispone  en  su  art.  3.°  que  sólo 
se  permitirá  completar  los  dos  años  de  servicio  para  sueldo 
regulador  á  los  que  habiendo  cesado  en  su  último  destino  an- 
tes de  cumplirlos,  obtengan  otro  aunque  sea  de  menos  sueldo 
con  tal  de  que  sea  en  propiedad  y  figure  en  los  presupuestos, 
circunstancias  que  concurren  en  el  caso  actual; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  corres- 
ponde á  D.  José  María  Manresa  el  abono  de  un  año,  nueve 
meses  y  once  dias  de  servicios  efectivos  que  tiene  prestado» 
como  Juez  en  los  Juzgados  de  Monóvar,  Novelda  y  Caravaca 
por  el  tiempo  que  los  sirvió  en  comisión,  como  también  que 
debe  servir  de  sueldo  regulador  para  su  clasificación  el  suel- 
do de  50.000  reales,  ó  sean  12.500  pesetas  que  disfrutó  como 
Subsecretario  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia;  y  en  su  con- 
secuencia revocamos  la  orden  de  la  Regencia  del  Reino  de  10 
de  Octubre  de  1869  que  denegó  su  reclamación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda  á  los  efectos  consiguien- 
tes, con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos.  =  Gregorio  Juez  Sarmiento.  =  José  María  Herreros 
de  Tejada. =Juan  Jiménez  Cuenca. =Juan  Cano  Manuel.  =s  El 
Sp.  D.  Ignacio  Vieites  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  Gre- 
gorio Juez  Sarmiento.  =  Alvaro  Gil  Sanz.=Ricardo  Diaz  de 
Rueda.  * 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 
que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  9  de  Julio 
de  1874.=Enrique  Medina. 
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NÚM.    11. 

única  instancia: 


Indemnización  de  daños  y  perjuicios. — Sentencia  de  10  de  Ju- 
lio» absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de 
la  demanda  interpuesta  por  D.  Alfonso  López  y  D.  Natalio 
Murcia,  contra  la  Real  orden  de  19  de  Junio  de  1872. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  según  lo  establecido  en  el  art.  99,  cap.  18  de  la 
Ley  de  presupuestos  de  25  de  Junio  de  1864  sobre  la  contribu- 
ción de  consumos  é  instrucción  aprobada  por  Real  orden  de  1.° 
de  Julio  siguiente,  en  todas  las  poblaciones  donde  la  introduc- 
ción anual  de  cualquiera  especie  gravada  sea  cuatro  veces  mayor 
próximamente  por  lo  menos  que  se  haga  en  ella,  sobre  lo  cual 
se  formará  juicio  por  el  resultado  que  ofrezca  el  año  común  de 
un  trienio  ó  quinquenio,  la  Administración  y  el  comercio  por 
reciproca  conveniencia  podrán  establecer  derechos  módicos  evi- 
gibles  sobre  la  totalidad  de  las  introducciones  en  sustitución  de 
los  de  tarifa ,  que  sófo  son  exigibles  sobre  los  consumos. 

2.°  Que  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  103  de  la  re- 
ferida instrucción,  los  contratos  de  derechos  módicos  deben  rea- 
lizarse por  término  de  dos  ó  tres  años,  y  reputarlos  legal  mente 
prorogados  de  un  año  á  otro  hasta  que  por  la  Hacienda  ó  por 
la  representación  del  comercio  sean  desahuciados  por  escrito  tres 
meses  antes  á  lo  menos  de  la  terminación  del  ano  corriente. 

3.°  Que  la  Hacienda  no  puede  estar  obligada  á  satisfacer 
perjuicios  por  un  contrato  celebrado  con  todos  los  requisitos  le- 
gales, contra  el  cual  no  se  haya  reclamado  en  tiempo  oportuno. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  10  de  Julio  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-administrativo ,  que  ante  Nos  pende ,  en  primera 
y  única  instancia  entre  D.  Alfonso  López  y  D.  Natalio  Murcia, 
y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Lope  Gisbert ,  sustituido  des- 
pués por  el  Procurador  D.  José  García  Noblejas,  y  la  Admi- 
nistración del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal, 
sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  de  19  de  Junio  de  1872, 
que  desestimó  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  recla- 
mados por  consecuencia  de  un  contrato  de  consumos: 

Resultando  que  en  el  año  de  1859  se  formalizó  un  contrato 
de  consumos  de  derechos  módicos  entre  los  representantes  del 
comercio  de  Cartagena  y  la  Administración  del  Estado,  el  cual 
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se  hallaba  en  vigor  en  el  año  de  1866,  no  obstante  haberse 
instruido  qji  el  anterior  expediente  de  desahucio  por  la  Admi- 
nistración de  Murcia  sin  que  éste  llegara  á  resolverse : 

Resultando  que  invitados  los  Ayuntamientos  de  Murcia  y 
Cartagena  á  encabezarse  con  la  Hacienda  por  sus  derechos  de 
consumos ,  éste  se  negó  á  ello  fundándose  en  que  las  circuns- 
tancias especiales  de  aquella  localidad  le  impedían  tomar  á  su 
cargo  la  recaudación : 

Resultando  que  en  este  estado  D.  Natalio  Murcia  y  D.  Al- 
fonso López,  vecinos  y  del  comercio  de  aquella  ciudad,  y  más 
tarde  D.  José  Arroyo  García,  representante  de  los  mismos,  en- 
terado de  las  formalidades  y  requisitos  que  le  exigían  para  la 
admisión  de  proposiciones  particulares ,  solicitó  que  se  le  con- 
cediera la  recaudación  de  los  derechos  de  consumos  por  el  pre- 
cio anual  de  100.752  escudos,  que  había  rechazado  el  Munici- 
pio de  Cartagena;  y  que  el  Negociado,  juzgando  ventajosa  la 
E  reposición  á  los  intereses  de  la  Hacienda,  propuso  su  apro- 
acion: 

Resultando  que  hecha  saber  esta  proposición  al  Ayunta- 
miento ,  é  invitado  de  nuevo  ^ara  que  aceptase  el  encabeza- 
miento, manifestándole  que  en  aquel  precio  se  comprendía 
toda  su  distrito  municipal,  contestó  por  telegrama  que  en  la 
sesión  de  la  noche  del  16  de  Setiembre  había  resuelto  que  no 
le  convenia : 

Resultando  que  el  representante  de  Murcia  y  López  pre- 
sentó una  solicitud  con  objeto  de  retirar  la  anterior  proposi- 
ción porque  habia  conceptuado  que  aquél  precio  se  tomaría 
como  tipo  de  licitación ;  y  habiéndole  manifestado  el  Nego- 
ciado que  no  podia  devolvérsele  la  instancia  aludida,  visto  que 
aquella  quedaba  subsistente ,  pidió  que  se  le  comunicase  la  re- 
solución afirmativa  ó  negativa  que  recayere,  porque  sobre  se- 
guírsele muchos  perjuicios,  no  siendo  admitida  en  el  acto,  no 
podia  empezar  su  contrato  desde  1.°  de  Octubre  próximo  (1866); 
y  que  oiaos  el  Negociado  y  el  Comisionado  regio  Inspector 
general  de  impuestos  indirectos ,  por  Real  orden  de  20  de  Se- 
tiembre de  1866  el  Ministro  de  Hacienda,  atendiendo  á  la  au- 
torización que  le  concede  para  tales  casos  el  art.  11  de  la  Ley 
de  presupuestos ,  aprobó  la  indicada  proposición  de  conformi- 
dad con  lo  propuesto  por  la  Dirección,  previas  las  garantías 
que  al  efecto  se  exigen  según  la  instrucción  de  consumos, 
siendo  la  duración  de  este  contrato  por  los  tres  años  económi- 
cos de  1866  á  1867,  1867  á  1868  y  1868  á  1869  y  precio  ofre- 
cido de  100.752  escudos  líquidos  anuales  para  el  Tesoro,  en- 
tendiéndose por  lo  que  hace  al  actual  que  empezaría  á  regir 
desde  el  dia  1.°  de  Octubre  próximo : 
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Resultando  que  prestada  la  fianza ,  se  otorgó  la  escritura 
en  25  de  Octubre  siguiente,  bajo  las  condiciones  que  se  esti- 
pularon ,  á  los  referidos  arrendatarios  de  los  derechos  de  con- 
sumos de  Cartagena,  su  radio  y  extra-radio,  por  el  tiempo  y 
precio  indicados,  poniéndoseles  en  posesión  y  empezando  á 
ejercitar  sus  funciones  en  1.°  de  dicho  mes: 

Resultando  que  hallándose  con  la  novedad  imprevista  en  su 
contrato  que  desde  1862  venia  rigiendo  para  los  aguardientes 
y  otros  artículos  la  tarifa  especial  llamada  de  derechos  módi- 
cos ,  en  vez  de  la  general  marcada  en  la  instrucción ,  que  era 
la  segunda  designada  en  su  pliego  de  condiciones,  empezaron 
á  exigir  los  derechos : 

Resultando  que,en  vista  de  esto,  en  16  de  Julio  de  1867 
D.  Manuel  Fernandez  Yillamarzo,  representante  de  los  arren- 
datarios expresados,  presentó  una  instancia  al  Comisionado 
regio  de  la  Dirección  de  Impuestos  indirectos  pretendiendo 
que  se  resolviese  definitivamente  el  expediente  instruido  por 
las  oficinas  de  Hacienda  de  Murcia  sobre  exclusión  de  los  de- 
rechos módicos  de  varios  artículos ,  quedando  de  esta  manera 
determinadas  las  especies  que  puedan  sostenerlas  si  quisieran 
establecerlas,  pero  eliminando  todas  las  demás,  fundado  en 
que  el  arriendo  de  Cartagena  se  elevó  á  una  cantidad  casi  doble 
que  el  Estado  obtenía;  por  manera  que  la  continuación  de  los 
módicos  sin  satisfacer  á  las  condiciones  de  la  ley  ocasionaba 
un  perjuicio  conocido  para  el  arriendo ,  sin  que  éste  se  opu- 
siera á  que  los  tengan  las  especies  que  deban  tenerlos,  si  así 
lo  pidieren  los  interesados  en  ellas ,  pero  que  continuar  como 
hasta  aquí  era  anómalo  y  contrario  á  ios  preceptos  regla- 
mentarios : 

Resultando  que  dichos  arrendatarios  manifestaron  á  la  Ad- 
ministración en  29  de  Setiembre  siguiente  que  tenían  explí- 
citamente consignado  en  su  escritura  el  derecho  de  cobrarlos 
por  la  tarifa  núm.  2;  que  si  el  Gobierno  por  contratos  ante- 
riores no  les  permitía  cobrar  por  esa  tarifa,  les  debia  la  indem- 
nización: que  quisieron  respetar  por  algún  tiempo  el  contrato 
establecido  con  el  comercio  sobre  derechos  módicos ,  pero  sin 
que  pasase  del  año,  tiempo  bastante  para  que  si  el  contrato 
realmente  existia  se  modificase  con  arreglo  á  lo  con  ellos  pac- 
tado; y  que  en  23  del  mismo  mes  se  habían  dirigido  á,  la 
Junta  y  Alcalde-Corregidor  para  que  tuvieran  entendido  que 
desde  1.°  de  Octubre  próximo  se  exigirían  los  derechos  mar- 
cados en  la  tarifa  2.a  sin  la  consideración  tenida  hasta  el  dia: 

Resultando  que  oidas  la  Junta  de  Jefes  y  la  Asesoría  ge- 
neral del  Ministerio  de  Hacienda,  que  opinaron  que  era  pro- 
cedente el  desahucio  que  intentaba  el  arrendatario,  el  Minis- 
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tro  de  este  ramo,  habiendo  oido  también  ¿  la  Comisión  regia, 
y  de  conformidad  con  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de 
Estado,  que  fueron  de  dictamen  que  no  debia  estimarse  como 
desahucio  la  Real  orden  de  5  de  Julio  de  1865,  pjr  otra  de  24 
de  Diciembre  de  1867  declaró  que  las  facultades  de  los  arren- 
datarios en  cuanto  al  desahucio  de  los  módicos  se  limitaba  k 
lo  que  disponía  el  art.  103  de  la  instrucción  de  consumos, 
fundándose  en  que  el  arrendatario  se  halla  subrogado  en  los 
derechos  de  la  Hacienda  y  en  las  mismas  condiciones  que 
ella:  que  para  que  tuviera  lugar  aquel  deberia  haberse  pedido 
con  tres  meses  de  anterioridad  á  la  conclusión  de  dicho  año; 
y  que  era  indudable  que  el  contrato  de  los  módicos  conti- 
nuaba válido  á  la  fecha  del  arriendo : 

Resultando  que  contra  esta  Real  orden  los  arrendatarios 
Murcia  y  López  acudieron  á  la  vía  contenciosa  proponiendo 
demanda  ante  el  Consejo  de  Estado,  pidiendo  su  revocación  y 
que  se  declarase  que  no  estaban  obligados  á  respetar  el  con- 
venio celebrado  por  la  Administración  con  los  comerciantes 
ele  Cartagena,  estableciendo  los  derechos  módicos,  y  que  le 
tenían  al  resarcimiento  de  los  perjuicios  que  habían  sufrido 
por  consecuencia  de  la  rebaja  de  aquellos ;  y  que  seguido  el 
recurso  por  sus  trámites,  esta  Sala  por  sentencia  de  18  de  Oc- 
tubre de  1870  absolvió  á  la  Administración  de  la  de  nanda, 
•confirmando  la  Real  orden  reclamada,  fundándose  en  que  no 
habiéndose  hecho  esta  pretensión  en  la  vía  gubernativa  no 
podia  ser  objeto  de  la  contenciosa : 

Resultandj  que  los  repetidos  arrendatarios  en  7  de  Febrero 
de  1871  acudieron  al  Ministerio  de  Hacienda  exponiendo  va- 
rias consideraciones  sobre  la  ignorancia  en  que  vivían  del 
contrato  de  derechos  módicos,  y  sobre  el  aue  tenían  para  exi- 
girlos con  arreglo  á  la  tarifa  2.a,  que  era  la  que  correspondía 
á  la  base  de  población;  y  después  de  formular  la  reclamación 
de  la  diferencia  entre  el  tipo  señalado  á  las  especies  por  los 
módicos  y  el  comprendido  en  la  tarifa  2.a  del  impuesto  desde 
1.°  de  Octubre  de  1867,  en  que  aquellos  debieran  cesar  hasta 
fin  de  Julio  de  1S68,  que  ascendía  en  su  totalidad  á  155.627 
reales  19  céntimos,  que  representaba  el  perjuicio  que  habían 
sufridQ,  añadiendo  la  cantidad  de  23.343  rs.  74  cents,  por 
intereses  á  razón  de  6  por  100,  á  contar  desde  30  de  Junio 
de  1868  ár  31  de  Diciembre  de  1870,  sin  perjuicio  de  aumen- 
tar esta  suma  en  proporción  al  tiempo  que  se  dilate  el  rein- 
tegro; citando  en  apoyo  de  su  reclamación  varias  resoluciones 
de  este  Supremo  Tribunal  en  casos  análogos,  pidieron  que  se 
les  declarase  con  derecho  á  ser  reintegrados  de  las  cantidades 
predichas;  y  que  la  Dirección  general,  oídos  los  Negociados 
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respectivos,  en  21  de  Julio  de  1871  declaró  no  haber  lugar  k 
la  indemnización  de  perjuicios  que  solicitaban,  dejando  á 
salvo  su  derecho  á  los  exponentes  para  que  puedan  usar  de 
él  en  la  forma  y  ante  la  Autoridad  que  creyeren  convenirle»: 

Resultando  que  los  referidos  arrendatarios  se  alzaron  del 
anterior  acuerdo,  insistiendo  en  que  se  les  reconozca  el  dere- 
cho á  la  indemnización  de  las  sumas  que  reclaman,  refutando 
en  una  extensa  exposición  los  fundamentos  de  aquel ;  y  que 
el  Ministro  de  Hacienda,  de  acuerdo  con  el  dictamen  de  la 
Sección  de  Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  por 
Real  orden  de  19  de  Junio  de  1872  desestimó  la  instancia  de 
D.  Alfonso  López  y  D.  Natalio  Murcia,  confirmando  lo  resuelto 
por  la  Dirección  general  en  21  de  Julio  del  año  próximo 
pasado: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Lope  Gisbert,  en  nombre 
de  los  repetidos  López  y  Murcia,  en  2  de  Enero  de  1873  en- 
tabló demanda  en  este  Tribunal  Supremo,  que  amplió  después 
de  declarada  procedente  la  via  contenciosa  por  sentencia  de 
la  Sala  de  14  de  Enero  último,  con  la  solicitud  de  que  se  re- 
voque la  precedente  Real  orden ,  y  se  declare  que  sus  repre- 
sentados tienen  derecho  á  la  indemnización  solicitada  y  á  la 
suma  que  reclaman  por  tal  concepto,  fundándose  en  ambos 
escritos  en  la  escritura  de  arriendo,  que  es  ley  para  ambos 
contratantes ,  y  en  cuya  condición  4.a  se  estipuló  que  la  co- 
branza de  los  deíechos  de  consumos  se  haria  por  la  tarifa 
número  2:  en  la  Real  orden  de  24  de  Octubre  de  1867,  con- 
firmada por  este  Tribunal  Supremo,  declarando  que  el  derecho 
de  los  arrendatarios  era  el  que  especificaba  el  art.  103  de  la 
instrucción  de  consumos:  en  este  mismo  artículo:  en  el  prin- 
cipio de  jurisprudencia  de  que  nadie  debe  enriquecerse  con 
perjuicio  de  otro,  como  sucede  en  el  presente  caso,  que  la 
Hacienda  resulta  beneficiada  á  costa  de  sus  representados,  que 
abonaron  por  el  arriendo  un  precio  superior  al  que  corres- 

}>ondia  si  hubieran  conocido  la  verdad;  y  en  que  respecto  á 
as  reclamaciones  judiciales  existe  una- ley  sobradamente  co- 
nocida, que  establece  que  todo  deudor  debe  abonar  intereses 
desde  el  dia  en  que  debió  pagar  hasta  aquel  en  que  se  veri- 
fique el  pago;  y  por  lo  mismo,  si  la  Sala  reconoce  el  derecho 
a  la  indemnización  á  sus  representados ,  no  podrá  menos  de 
reconocer  al  tiempo  mismo  el  que  tienen  á  percibir  intereses 
del  alcance  á  su  favor: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
de  la  demanda  á  la  Administración  y  se  confirmase  la  órdeu 
reclamada,  apoyándose  en  que  la  sentencia  de  18  de  Octubre 
de  1870  se  funda  en  que  los  arrendatarios  de  consumos  do 
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Cartagena  consintieron  tácitamente  el  convenio  preexistente 
sobre  derechos  módicos,  estando  por  lo  tanto  obligados  á  res- 
petarlo: en  aue  no  solicitaron  en  16  de  Julio  de  1867  ni  la 
rescisión  ni  la  indemnización  de  perjuicios;  y  en  que  debian 
haber  anunciado  en  tiempo  hábil  el  desahucio,  siendo  exacto 
que  al  pedir  la  indemnización  se  va  contra  estos  fundamentos: 
que  en  la  hipótesis  no  admitida  de  que  existiesen  perjuicios, 
no  serian  indemnizables  por  la  Administración,  no  sólo  por- 
que es  completamente  incierto  que  el  convenio  de  derechos 
módicos  debiese  concluir  en  1.°  ae  Octubre  de  1867,  sino  por- 
que no  podia  terminar  hasta  30*  de  Junio  de  1868,  toda  vez 
que  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  el  convenio  obligatorio 
para  los  arrendatarios  por  haberlo  tácitamente  aceptado ,  el 
desahucio  debia  solicitarse  tres  meses  antes  de  que  espirara  el 
año  económico  corriente;  y  que  ya  se  atendiera  á  la  techa  de 
16  de  Julio  ó  á  la  de  23  de  Setiembre  de  1867,  en  que  acu- 
dieron con  aquel  propósito,  no  podia  ser  eficaz  ni  efectivo 
hasta  30  de  Junio  siguiente:  que  si  según  la  definitiva  de  la 
Sala,  según  el  contrato  de  derechos  «módicos  y  según  la  obli- 
gación derivada  de  los  actos  de  aquiescencia  de  los  recurren- 
tes, no  podian  desde  luego  dar  por  terminado  aquel  convenio, 
sino  que  debian  anunciarle  con  la  anticipación  pactada,  era 
incuestionable  que  para  <jue  concluyese  en  30  de  Junio  de  1867 
era  preciso  que  lo  hubieran  solicitado  en  Abril  del  mismo 
año,  único  medio  de  que  no  les  fuesen  imputables  los  perjui- 
cios que  puedan  haber  sufrido  por  la  próroga  hasta  30  de 
Junio  siguiente:  que  la  cláusula  4.a  del  contrato  de  los  módicos 
no  era  especial  ó  exclusiva  á  Cartagena,  sino  común  y  gene- 
ral en  toaos  los  convenios  de  esa  especie ,  según  lo  dispone 
el  art.  103  de  la  instrucción  de  1.°  de  Julio  de  1864;  y  que 
no  habiendo  derecho  á  indemnización ,  tampoco  á  intereses, 
tanto  porque  no  son  aplicables  al  Estado  ios  preceptos  del 
derecho  común,  cuanto  por  ser  jurisprudencia  constante  que 
éste  no  los  debe,  no  siendo  que  expresamente  se  hayan  pac- 
tado, lo  cual  no  sucede  en  el  presente  caso. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri. 

Considerando  que,  según  lo  establecido  en  el  art.  99,  ca- 
pítulo 18  de  la  Ley  de  presupuestos  de  25  de  Junio  de  1864 
sobre  la  contribución  de  consumos  é  instrucción  aprobada  por 
Real  orden  de  1.°  de  Julio  siguiente,  en  todas  las  poblaciones 
donde  la  introducción  anual  de  cualquiera  especie  gravada 
sea  cuatro  veces  mayor  próximamente  por  lo  menos  que  se 
haga  en  ella,  sobre  lo  cual  se  formará  juicio  por  el  resultado 
que  ofrezca  el  año  común  de  un  trienio  ó  quinquenio,  la  Ad- 
ministración y. el  comercio  por  recíproca  conveniencia  podrán 
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establecer  derechos  módicos  exigibles  sobre  la  totalidad  de 
las  introducciones  en  sustitución  de  los  de  tarifa,  que  sólo 
son  exigibles  sobre  los  consumos: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  en  la  condición  1/ 
del  contrato  celebrado  por  la  Administración  y  los  arrendata- 
rios López  y  Murcia  se  estipuló  que  la  exacción  de  los  dere- 
chos con  que 'estaban  gravadas  las  especies  de  consumos  en 
la  ciudad  de  Cartagena  y  su  término  municipal  debia  verifi- 
carse, según  la  tarifa  1."  en  el  extra-railio,  y  conforme  á  la 
2.a  en  la  capital  y  radio  de  1.600  metros,  y  que  no  se  hacia 
mérito  en  el  expresado  contrato  del  otorgado  por  los  repre- 
sentantes del  comercio  y  la  Hacienda  en  el  año  de  1859  esta- 
bleciendo  .derechos  módicos  á  determinadas  especies,  no  es 
menos  cierto  también  que  los  demandantes  consintieran  por 
la  tácita  este  convenio,  como  lo  reconoció  esta  Sala  en  su  eje- 
cutoria de  18  de  Octubre  de  1870,  puesto  que  además  de  que 
como  vecinos  y  del  comercio  de  dicha. localidad  no  podia  serles 
desconocido,  es  innegable  que  percibieron  estos  derechos  desde 
que  principió  el  arriendo^  sin  reclamación  de  ningún  género 
hasta  16  de  Julio  de  1867,  ó  sea  durante  nueve  meses  y  me- 
dio, en  cuya  fecha  solicitaron,  no  la  rescisión  de  su  contrato 
ni  el  resarcimiento  de  perjuicios,  sino  que  se  resolviera  el  ex- 
pediente sobre  desahucio  de  los  derechos  módicos  incoado 
en  1865: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  103 
de  la  referida  instrucción,  los  contratos  de  derechos  módicos 
deben  realizarse  por  término  de  dos  ó  tres  años,  y  reputarlos 
legalmente  prorogados  de  un  año  á  otro  hasta  que  por  la^jlji- 
cienda  ó  por  la  representación  del  comercio  sean  desahucia- 
dos por  escrito  tres  meses  antes  á  lo  menos  de  la  terminación 
del  año  corriente;  de  modo  que  subrogados  los  arrendatarios 
en  todas  las  acciones  y  derechos  de  la  Administración,  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero  del  art.  242,  es  incues- 
tionable que  pudieron  gestionar  por  sí  mismos  el  desahucio 
desde  1.°  de  Octubre  de  1866  á  1.  de  Abril  del  año  siguiente, 
en  cuyo  caso  habría  terminado  dicho  convenio  de  los  módicos 
en  30  de  Junio  de  1867,  ó  sea  un  año  antes  del  en  que  con- 
cluyó, por  cuanto  la  reclamación  de  16  de  Julio  no  podia 
producir  sus  efectos  legales  hasta  principiar  el  año  económi- 
co de  1868  á  1869: 

Considerando  que  la  negligencia,  descuido  y  abandono 
por  parte  de  los  arrendatarios  del  derecho  que  les  atribuye  el 
precitado  art.  103  de  la  instrucción  ha  sido  la  verdadera 
causa  de  la  subsistencia  del  referido  convenio,  por  cuanto  ni 
á  raíz  de  verificarse  el  arriendo  pidieron  la  .rescisión  de  su 
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contrato,  como  pudieron  y  debieron  hacerlo  si  efectivamente 
creían  que  aquel  podia  perjudicar  á  sus  intereses,  ni  consig- 
naron siquiera  protesta  alguna  sobre  el  particular,  siendo  su 
primera  reclamación  la  ya  indicada  de  16  de  Julio  de  1867, 
es  consiguiente  por  lo  expuesto  que  á  ellos  y  sólo  á  ellos ,  y 
de  ningún  modo  á  la  Administración ,  son  imputables  en  su 
caso  los  perjuicios  que  huyan  podido  irrogárseles  cou  la  sus- 
titución de  los  derechos  módicos  por  los  señalados  para  el 
consumo  en  la  tarifa  2.a: 

Y  considerando  que  la  Hacienda  no  puede  estar  obligada 
á  satisfacer  perjuicios  por  un  contrato  celebrado  con  todos  los 
requisitos  legales,  contra  el  cual  no  se  haya  reclamado  en 
tiempo  oportuno;  en  el  caso  presente  con  tanto  más  motivo, 
cuanto  que,  según  la  cláusula  9.a  del  que  se  trata,  no  pueden 
los  arrendatarios  pedir  rebaja  del  precio  estipulado,  ni  indem- 
nización alguna  por  ningún  motivo  ni  caso  fortuito; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración de  la  demanda  deducida  por  D.  Alfonso  López  y 
D.  Natalio  Murcia,  y  declaramos  firme  y  subsistente  la  Real 
orden  de  19  de  Junio  de  1872. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =Gregorio 
.Juez  Sarmiento.  =Pascual  Bavarri.=Juan  Cano  Manuel.  =  José 
Jiménez  Mascaros. =Eugenio  de  Ángulo.  =  Alvaro  Gil  Sanz.= 
Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Pascual  Bayarri,  Magistrado  déla  Sala  ter- 
cera de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  10  de  Julio  de  1874. —Licenciado  Manuel 
Aragoneses  Gil. 
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NÚM.    12. 

ÚNICA  INSTANCIA. 


Concesión  bel  dominio  útil  y  redención  del  directo. — Sen- 
tencia de  11  de  Julio,  absolviendo  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  entablada  por  D.  Andrés 
Sánchez  Alameda,  como  apoderado  de  Andrés  González  Bar- 
roso y- otros,  contra  la  Real  orden  de  31  de  Diciembre  de  1872. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  ley  de  27  de  Febrero  de  1856,  en  su  art.  2.°  y  otras 
disposiciones  legales  posteriores  conceden  a  los  arrendatarios 
de  fincas  rústicas  desamortizadas  que  sin  salir  de  una  misma 
familia  las  hubiesen  ladrado  por  si  ó  sus  antecesores  en  los  años 
trascurridos  desde  antes  de  1800  hasta  el  de  la  publicación  déla 
precitada  ley,  el  derecho  i  obtener  la  concesión  del  dominio  útil 
y  el  de  poder  redimir  el  directo,  no  habiendo  excedido  de  1.100 
reales  la  renta  anual  del  expresado  arrendamiento. 

• 

En  la  villa  de  Madrid,  á  11  de  Julio  de  1874,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  primera 
y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  D.  Francisco. 
Silvela,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Andrés  Sánchez  Alame- 
da, que  lo  tiene  de  Andrés  González  Barroso  y  otros  vecinos 
de  los  pueblos  de  Aveinte,  Villaverde  y  Búlanos,  en  la  pro- 
vincia de  Avila,  contra  la  Administración  general  del  Estado, 
representada  por  el  Ministerio  fiscal  y  coadyuvada  por  el  Pro- 
curador D.  Diego  Alvarez  Destrebecg,  en  representación  de 
D.  Dionisio  Sánchez  González  y  consortes ,  sobre  revocación 
de  la  Real  orden  de  31  de  Diciembre  de  1872  que  concedió  á 
los  últimos  el  dominio  útil  de  unas  fincas  procedente  del  Ca- 
bildo de  la  catedral  de  Avila: 

Resultando  que  en  29  de  Octubre  de  1855  Dionisio  Sánchez, 
Simón  Ramos  y  Miguel  Saez,  vecinos  de  Búlanos,  en  la  citada 

Srovincia  de  Avila,  aquel  en  su  nombre  propio,  y  estos  en  el 
e  sus  respectivas  consortes  Francisca  y  Luisa  Sánchez,  pre- 
sentaron escrito  al  Gobernador  civil  de  la  misma  solicitando 
se  declarase  á  su  favor  el  dominio  útil  y  consiguiente  derecho 
á  redimir  el  directo  de  una  suerte  de  tierra  que  ellos  y  sus 
mayores  traían  en  arrendamiento  desde  el  año  de  1776,  pro- 
cedente del  Cabildo  catedral: 
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Resultando  que  formado  con  este  motivo  el  oportuno  expe- 
diente, presentaron  para  justificar  su  derecho  copia  de  una  es- 
critura de  arrendamiento  otorgada  en  la  expresada  ciudad  & 
12  de  Julio  de  1872  por  el  Cabildo  de  la  iglesia  catedral,  y  en 
su  nombre  la  Junta  de  Contaduría  del  mismo,  á  favor  de  Félix 
Sánchez  (nombre  que  aparece  enmendado)  y  de  su  mujer  Ber- 
narda Rodríguez,  por  tiempo  de  cuatro  años  y  renta  de  22 
fanegas  cada  uno  de  ellos,  mitad  trigo  y  mitad  cebada:  la 
compulsa  de  otra  escritura  que  en  el  año  de  1786  otorgó  el 
Cabildo  de  la  expresada  Santa  Iglesia  en  la  propia  forma  á  * 
favor  de  Matías  del  Pozo,  como  principal,  y  Manuel  Sánchez, 
como  fiador,  por  igual  tiempo  y  renta  que  la  anterior: 

Resultando  que  también  lo  hicieron  de  una  certificación 
librada  por  el  Oficial-Archivero  de  la  Administración  de  Pro- 
piedades de  la  provincia  con  referencia  á  las  anotaciones  exis- 
tentes en  el  libro  de  cuentas  de  las  correspondientes  al  Cabildo 
de  aquella  catedral ,  en  la  que  se  expresa  que  en  los  años  de 
1786  á  1801  inclusive,  Matías  del  Pozo  y  Manuel  Sánchez 
«pagan»  las  22  fanegas,  mitad  de  trigo  y  mitad  de  cebada; 
añadiéndose  en  algunas  de  las  partidas  «está  cumplido  el 
arrendamiento;»  y  apareciendo  en  las  siguientes  desde  1801 
á  1805  también  inclusive,  que  pagaban  el  arrendamiento  el 
primer  año  Manuel  Jiménez  y  Gabriel  Sanchidrian,  y  en  los 
posteriores  Manuel  Jiménez ,  como  marido  de  Isidra  Gómez; 
naciéndose  igualmente  expresión  de  estar  cumplido  el  arriendo: 
'  Resultando  que  asimismo  adujeron  varias  partidas  sacra- 
mentales que  forman  el  árbol  genealógico  de  la  familia,  de 
las  cuales  resulta  que  los  primitivos  llevadores  Matías  del  Pozo 
y  Manuel  Sánchez  eran  yerno  y  suegro  por  estar  casado  el 
primero  con  Manuela  Sánchez ,  que  murió  dejando  una  hija 
llamada  Tomasa  del  Pozo  y  Sánchez,  y  que  después  casó  el 
Matías  en  segundas  nupcias  con  Isidra  Gómez:  que  el  otro 
arrendatario  Manuel  Sánchez  tuvo  además  de  Manuela  Sánchez, 
mujer  de  Matías  del  Pozo,  otro  hijo  llamado  Manuel  Sánchez 
Jiménez,  tio  por  consecuencia  de  Tomasa  del  Pozo;  y  que  ha- 
biendo muerto  el  Manuel  Sánchez  antes  del  año  1788,  en  que 
se  casó  de  nuevo  su  viuda,  su  hijo  debió  ser  el  que  desde  esta 
fecha  siguió  pagando  el  arrendamiento  hasta  el  año  de  1801; 
que  los  arrendatarios  Manuel  Jiménez  y  Gabriel  Sanchidrian, 
que  lo  hicieron  en  1802,  son  los  maridos  de  Isidra  Gómez  y 
de  Angela  Jiménez,  mujer  de  Manuel  Sánchez  y  madre  de 
Manuel  Sánchez  Jiménez,  que  en  1866  resulta  llevando  la  co- 
lonia, y  continúa  después  en  su  viuda  María  González* y  en 
sus  hijos  los  reclamantes: 

Resultando  que  últimamente  presentaron  relación  jurada 
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de  las  fincas  de  que  se  trata  y  declaración  de  pretender  «ad- 
quirirlas para  sí  sin  intervención  de  otras  personas,»  así  como 
dos  recibos  de  pagos  hechos  por  ellos  en  los  años  de  1850  y 
1851;  certificanao  el  Secretario  del  Ayuntamiento  que  aquella 
era  conforme  á  su  resultado,  y  también  acerca  de  la  colonia, 
como  asimismo  el  Secretario  capitular  del  Cabildo  catedral; 
y  una  información  de  tres  testigos ,  practicada  ante  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Avila,  de  la  que  resulta  la  no  inter- 
rupción del  arriendo  en  la  familia  de  los  Sánchez  desde  antes 
de  1800: 

Resultando  que  cotejados  con  sus  originales  los  documen- 
tos ya  enunciados,  y  habiéndose  opuesto  D.  Antero  González 
Barroso,  comprador  de  las  mencionadas  fincas  á  que  se  acce- 
diese á  lo  solicitado  por  los  reclamantes,  se  remitió  el  expe- 
diente á  la  Superioridad  con  informe  de  la  Sección  correspon- 
diente y  del  Oficial  Letrado;  y  la  Junta  superior  de  Ventas  en 
sesión  de  30  de  Junio  de  1871  acordó  denegar  el  dominio  útil 
solicitado;  mas  interpuesta  apelación  por  aquellos  para  ante 
el  Ministro  de  Hacienda,  oidas  las  Secciones  de  este  ramo  y 
Ultramar,  y  de  Estado  y  Graciay  Justicia  del  Consejo  de  Estado, 
se  dictó  Real  orden  en  31  de  Diciembre  de  1872,  de  confor- 
midad con  el  dictamen  de  aquellas,  revocando  el  expresado 
acuerdo  de  dicha  Junta  de  Ventas,  y  estimando  procedente  la 
concesión  del  dominio  útil  y  redención  del  directo  pretendido: 
Resultando  que  contra  esta  Real  orden  y  en  21  de  Abril 
de  1873  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Francisco  Silvela,  á  nom- 
bre y  con  poder  de  D.  Andrés  Sánchez  Alameda,  que  lo  tiene 
de  1).  Andrés  González  Barroso  y  otros  vecinos  de  los  pueblos 
de  Aveinte,  Villaverde  y  Búlanos,  en  la  provincia  de  Avila, 
como  compradores  de  las  tierras,  de  que  se  viene  haciendo 
mérito ,  pidiendo  su  revocación ,  y  que  se  declare  válida  y 
subsistente  la  venta  hecha  á  su  favor: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo y  acreditada  la  cualidad  de  tales  compradores  de  las 
fincas,  se  declaró  procedente  la  vía  contenciosa  y  se  admitió 
la  demanda,  la  cual  amplió  el  Licenciado  Silvela  insistiendo 
en  sus  solicitudes,  exponiendo  para  ello  que  el  art.  2.°  de  la 
ley  de  27  de  Febrero  de  1856  exige  condiciones  que  no  se 
hallan  cumplidas  ni  demostradas  en  el  expediente:  que  en  el 
sentido  jurídico  y  legal  de  la  palabra  familia  no  se  compren- 
den más  que  á  las  personas  que  descienden  del  mismo  tronco, 
?r  la  Real  orden  de  24  de  Diciembre  de  1860  determina  que 
a  continuidad  de  los  arrendamientos  anteriores  á  1800  en  una 
misma  familia  se  entiende  en  los  parientes  por  riguroso  orden 
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de  sucesión  y  de  consanguinidad  dentro  del  décimo  grado, 
lo  cual  falta  por  completo  en  este  caso ,  puesto  que  sólo  hay 
parentesco  de  afinidad  entre  el  Manuel  Sánchez,  arrendatario 
en  1806,  con  Matías  del  Pozo,  su  cuñado,  que  lo  era  en  1800, 
y  no  está  por  lo  tanto  en  el  riguroso  orden  de  sucesión  ni 
dentro  de  dicho  grado;  citando  además  en  su  apoyo  lo  resuelto 
por  esta  Sala  en  sentencia  de  11  de  Noviembre  de  1873: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó 
dicha  demanda  con  la  pretensión  de  que  la  Sala  se  sirva  ab- 
solver de  ella  á  la  Administración  general  del  Estado,  fundado 
en  que  el  art.  2.°  de  la  ley  de  27  de  Febrero  de  1856  declara 
como  censos  para  los  efectos  de  la  redención  los  arrendamien- 
tos anteriores  al  año  de  1800,  con  tal  que  los  bienes  no  hayan 
salido  de  una  misma  familia  desde  dicha  época,  cuya  condi- 
ción ha  sido  cumplida  por  los  arrendatarios  de  las  fincas  re- 
feridas: en  que  el  art.  1 .°  de  la  Real  orden  de  24  de  Diciembre 
de  1860  consigna  que  la  retención  de  la  colonia  por  la  esposa 
viuda  antes  de  que  uno  de  los  hijos  la' adquiera  no  interrum- 
pe la  llevanza;  lo  cual  explica  la  aparente  interrupción  de  la 
colonia  por  la  interposición  de  Manuel  Jiménez  y  Gabriel  San- 
chidrian,  el  primero  marido  de  Isidra  Gómez,  mujer  de  Matías 
del  Pozo,  uno  tyb  los  contratantes  comprendidos  en  el  arriendo 
déla  escritura  de  1786,  y  el  segundo  marido  de  Angela  Ji- 
ménez, mujer  del  primer  arrendador  Manuel  Sánchez  y  madre 
de  Manuel, Sánchez,  llevador  en  1806,  estando  comprendido 
en  el  mismo  caso  qué  Isidra  Gómez:  que  la  palabra  fiador 
con  que  Manuel  Sánchez  aparecía  en  la  escritura  de  1786  no 
era  exacta;  pues  en  los  asientos  del  libro  de  cuentas  del  Ca- 
bildo se  decía  constantemente  «pagan,»  refiriéndose  al  mismo 
y  á  Matías  del  Pozo;  y  que  en  los  arrendamientos  antiguos 
siempre  había  una  persona  especialmente  encargada  del  cum- 
plimiento del  contrato,  la  cual  era  la  responsable  ante  el  ar- 
rendador de  la  falta  de  cumplimiento  délos  arrendatarios:  que 
la  prueba  testifical  producida  por  los  herederos  de  la  colonia 
debe  producir  sus  efectos,  puesto  que  concurre  la  circunstan- 
cia de  haber  presentado  los  documentos  exigidos  por  la  ley 
de  11  de  Julio  de  1856,  y  en  la  instrucción  de  la  misma  fecha; 
y  que  habiendo  acudido  los  colonos  á  reclamar  el  dominio  útil 
antes  de  que  saliesen  á  venta  las  fincas,  es  aplicable  el  artícu- 
lo 2.°  de  la  ley  de  2  de  Setiembre  de  1873,  que  dispone  se 
entiendan  como  censos  para  la  redención  los  arrendamientos 
que  desde  antes  de  1.°  de  Enero  de  1820  hayan  estado  en  una 
misma  familia: 

Resultando  que  presentado  en  los  autos  el  Procurador  Don 
Diego  Alvarez  Destrebecg,  á  nombre  y  con  poder  de  Dionisio 
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Sánchez  González  y  consortes,  como  coadyuvantes  de  la  Ad- 
ministración, se  le  tuvo  por  parte,  y  contestó  &  su  vez  la  de- 
manda con  la  misma  pretensión  y  argumentos  que  el  Minis- 
terio fiscal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Her- 
reros de  Tejada. 

Considerando  que  la  ley  de  27  de  Febrero  de  1856,  en  su 
artículo  2.°  y  otras  disposiciones  legales  posteriores  conceden 
á  los  arrendatarios  de  fincas  rústicas  desamortizadas  que  sin 
salir  de  una  misma  familia  las  hubiesen  labrado  por  si  ó  sus 
antecesores  en  los  años  trascurridos  desde  antes  de  1800  hasta 
el  de  la  publicación  de  la  precitada  ley,  el  derecho  á  obtener 
la  concesión  del  dominio  útil  y  el  de  poder  redimir  el  directo 
no  habiendo  excedido  de  1.100  rs.  la  renta  anual  del  expre- 
sado arrendamiento: 

Considerando  que  el  otorgado  por  el  Cabildo  de  la  catedral 
de  Avila  en  10  de  Octubre  de  1786  á  Matías  del  Pozo  y  Ma- 
nuel Sánchez  de  las  fincas  que  expresa  la  escritura  de  dicho 
contrato  reúne  las  cualidades  que  las  precitadas  disposiciones 
legales  requieren  por  haber  continuado  en  una  misma  familia 
la  llevanza  y  labor  de  aquellas  desde  mucho  antes  del  año 
de  1800  hasta  el  presente  sin  interrupción,  y  no  exceder  la 
cuota  anual  de  la  cantidad  antes  indicada: 

Considerando  que,  según  demuestran  en  sus  respectivos 
razonados  dictámenes  las  Secciones  de  Hacienda  y  Gracia  y 
Justicia  del  Consejo  de  Estado  y  la  de  Letrados  consultores 
del  Ministerio  de  Hacieuda,  después  de  hacer  el  más  prolijo 
análisis  de  todas  las  pruebas  que  contiene  el  expediente  gu- 
bernativo instruido  á  consecuencia  de  la  petición  de  que  en 
estos  autos  se  trata,  y  de  las  impugnaciones  dirigidas  á  que 
se  desestimase,  sólo  ha  podido  suponerse  interrumpida  la  lle- 
vanza en  colonia  de  las  referidas  fincas  por  individuos  de  la 
familia  de  los  favorecidos  en  la  orden  reclamada,  porque  al- 

fj'unos  de  los  arrendatarios  desde  1802  hasta  1805  tenian  ape- 
lidos  de  otras  diferentes  por  la  equivocada  idea  de  la  inter- 
rupción que  se  significa  por  este  medio,  se  desvanece  al  ob- 
servar que  se  halla  acreditado  que  sus  consortes  eran  de  aque- 
lla misma  familia,  y  en  este  concepto  fueron  colonos: 

Considerando  que  el  haberse  expresado  en  la  escritura  de 
arrendamiento  de  que  antes  se  ha  necho  mérito  que  Matías 
del  Pozo  eia  el  principal  arrendatario,  y  Manuel  Sánchez  su 
fiador,  no  es  circunstancia  que  pueda  servir  para  suponer  que 
éste  ni  su  descendencia  fueran  extraños  ala  indicada  llevanza; 
pues  aunque  no  se  atienda  á  la  de  hallarse  el  primero  casado 
con  una  hija  del  Sánchez,  porque  sólo  en  un  sentido  muy  lato, 
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inadmisible  en  el  presente  caso,  pudiera  decirse  que  ambos 
figuraban  en  la  familia,  hay  un  hecho  documentalmente  acre- 
ditado que  explica  no  fué  un  simple  fiador  de  su  yerno  el  Ma- 
nuel Sánchez,  sino  á  la  vez  arrendatario  con  dicha  doble  res- 
ponsabilidad, puesto  que  anualmente  satisfizo  la  mitad  de  la 
renta  hasta  el  año  de  su  fallebimiento,  v  la  otra  mitad  su 
aparcero  é  hijo  político  Matías  del  Pozo: 

Considerando  además  que  por  falta  de  aquel  ¿ontinuó  siendo 
colono  en  su  lugar  Manuel  Sánchez  y  Jiménez,  su  hijo,  y  en 
representación  suya  Angela  Jiménez,  su  madre,  y  no  retuvo 
la  totalidad  de  la  llevanza  el  mencionado  arrendatario  Pozo, 
cuñado  del  Sánchez,  como  habría  realizado  siendo  el  arren- 
datario único;  y  desde  1806  inclusive  sigue  por  defunción  del 
Sánchez  labrando  las  enunciadas  fincas  su  viuda  y  después 
sus  hijos,  que  son  los  tres  litigantes  que  coadyuvan  á  la  Ad- 
ministración, Dionisio,  Francisca  y  Luisa  Sánchez  González, 
representadas  estas  por  sus  respectivos  maridos  Simón  Ramos 
y  Miguel  Saez: 

Considerando  que  estos  han  llenado  cumplidamente  la  obli- 
gación que  las  citadas  disposiciones  legales  les.  imponen  de 
probar  al  menos  con  un  documento  el  origen  de  la  expresada 
colonia,  y  como  ampliación  del  mismo  las  certificaciones  de 
los  pagos  de  las  rentas  y  personas  que  los  hicieron,  y  partidas 
•sacramentales  relativas  á  pertenecer  auna  misma  familia  den- 
tro de  los  grados  de  consanguinidad  mencionados,  y  por  úl- 
timo la  información  testifical  que  completa  la  referida  prueba: 

Y- considerando,  por  último,  que  de  los  citados  documentos 
que  constituyen  aquella  aparece  el  comprobante  de  que  el  ar- 
rendamiento de  que  se  trata  no  excedió  en  su  origen  ni  pos- 
teriormente de  la  cuota  marcada  en  la  ley,  para  que  según 
la  misma  sea  redimible; 

Fallamos ,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  entablada  por 
parte  de  Andrés  Sánchez  Alameda,  como  apoderado  de  Andrés 
González  Barroso,  Gregorio  González,  Lúeas  Maftin  y  otros 
varios  vecinos  de  los  pueblos  de  Ave^ite,  Villaverde  y  Bula- 
nos,  en  la  provincia  de  Avila,  con  fecha  21  de  Abril  de  1873; 
quedando  en  su  virtud  firme  y  subsistente  la  Real  orden  re- 
clamada que  se  expidió  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  31 
de  Diciembre  de  1872. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
via oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna 
certificación ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. —José 

II.— 3.*  7 
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María  Herreros  de  Tejada. =Pascual  Bayarri.=Juaii  Jiménez 
Cuenca. = El  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites  votó  en  Sala  y  no 
pudo  firmar:  José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan  Cano  Ma- 
nuel. =José  Jiménez  Mascaros.  =Eugenio  de  Ángulo. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado 
del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala 
tercera,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid 
á  11  de  Julio  de  1874.=Enrique  Medina. 

Num.  13. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Abono  de  pasaje  a  la  Península. — Sentencia  de  11  de  Julio,, 
dejando  sin  efrcto  la  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  1871 
impugnada  por  D.  Juan  Bautista  Villanueva,  Conde  de 
Atares. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  por  Real  orden  de  17  de  Setiembre^de  1858  se  dis- 
puso que,  á  partir  de  1859,  los  empleados  civiles  nombrados 
para  servir  en  las  posesiones  de  Ultramar  disfrutasen  el  bene- 
ficio de  que  se  abonase  su  pasaje  de  ida  por  cuenta  del  Gobierno. 
•  2.°  Que  respecto  al  pasaje  de  vuelta  se  concedió  el  mismo 
beneficio  que  en  el  de  ida  a  los  empleados  que  se  hallasen  com- 
prendidos en  alguno  de  los  casos  marcados  en  las  Reales  órde- 
nes de  18  de  Agosto  de  1861  y  13  de  Julio  de  1863  y  en  la  de 
20  de  Junio  de  1867. 

3.°  Que  en  1869  y  1870  se  elevaron  varias  consultas  por  el 
Gobierno  superior  civil  de  Filipinas  sobre  abtno  de  pasaje  de 
regreso  á  la' Península  á  los  empleados  de  Ultramar  declara- 
dos cesantes,  y  muy  especialmente  á  los  que  quedaron  en  dicha 
situación  desde  Octubre  de  1868  en  adelante;  y  que  en  su  vista 
por  orden  de  25  de  Agosto  de  1870,  en  la  que  se  reiteró  otra  de 
19  de  Abril,  dejando  en  toda  su  fuerza  y  vigor  la  legislación, 
y  práctica  hasta  entonces  seguida  respecto  a  los  motivos  por  los 
que  se  pierde  el  derecho  al  abono  de  pasaje  de  vuelta ,  consig- 
nados en  las  disposiciones  3.a  y  4.a  de  la  citada  orden  de  20 
de  Junio y  se  mandó  hacer  el  mencionado  abono  á  lodos  los  em- 
j)letidos  sin  distinción  de  categorías,  y  que  aun  respecto  á  aque- 
llos que  no  tenían  ese  derecho  y  ahora  se  les  otorgaba  por  las- 
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considerado  ¡íes  especiales  que  motivaron  la  orden  reproducida 
k  19  de  Abril  del  referido  ano  de  1870 ,  podía  el  Goberna- 
dor disponer  se  llevase  desde  luego  a  efecto  el  abono  de  men- 
áonados  pasajes,  á  medida  que  la  consintieran  los  recursos  de 
las  Cajas  de  aquellas  Islas  y  en  la  forma  que  las  referidas 
órdenes  prevenían. 

4.°  Que  corresponde  por  regla  general  el  concepto  de  em- 
pleados públicos  a  todos  los  que  por  nombramiento  del  Estado 
le  prestan  algún  servicio,  en  lo$  diversos  ramos  que  constituyen 
$w  funciones,  recibiendo  la  retribución  pecuniaria  que  se  haya 
estimado  conveniente  señalarles. 

En  la  villa  de  Madrid,  k  11  de  Julio  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-administrativo,  que  ante  Nos  pende,  en  primera 
y  única  instancia  entre  D.  Juan  Bautista  Villanueva,  Conde 
de  Atares,  y  en  su  nombre  el  Licenciad*?  D.  Eduardo  Carre- 
tero y  Briz,  sustituido  por  el  de  igual  clase  D.  Antonio  María 
Gutiérrez  Sigüenza,  y  la  Administración  del  Estado,  repre- 
sentada por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  Real 
orden  de  20  de  Febrero  de  1871,  que  le  denegó  el  abono  de 
pasaje  de  regreso  á  la  Península  desde  las  Islas  Filipinas  como 
ex-Comisario  regio  de  aquel  Banco: 

Resultando  que  D.  Juan  Bautista  Villanueva,  Conde  de 
Atares,  fué  nombrado  Comisario  regio  del  Banco  Español  de 
las  Islas  Filipinas  en  22  de  Enero  de  1867  con  el  sueldo  anual 
cíe  6.000  escudos: 

Resultando  que  para  hacer  el  viaje  acudió  al  Ministro  de 
Ultramar  pidiendo  se  le  adelantasen  dos  pagas  en  vista  del 
estado  y  clase  á  que  pertenecía,  y  que  el  Ministro  de  Ultramar 
comunicó  al  de  Hacienda  en  30  del  mismo  mes  que  por  el  Te- 
soro público  y  en  la  forma  acostumbrada  para  casos  de  igual 
naturaleza  se  le  anticipara  la  cantidad  de  1.000  escudos,  im- 
porte de  dos  mensualidades  de  sus  haberes,  á  reintegrar  opor- 
tunamente por  las  Cajas  de  las  Islas  Filipinas  y  con  cargo  á 
los  fondos  de  comunidad,  Propios  y  Arbitrios  á  que  correspon- 
día esta  obligación,  conforme  al  Real  decreto  de  22  de  Enero 
citado: 

Resultando  que  llegado  á  dicho  punto  D.  Juan  Bautista 
Villanueva,  los  consignatarios  de  la  barca  española  Esperanza, 
que  le  habia  conducido,  reclamaron  700  escudos  que  impor- 
taba el  pasaje,  y  la  Superintendencia  en  14  de  Octubre  de 
1868  ordenó  que  se  procediera  al  pago  con  la  condición  de 
que  aquellos  quedaran  obligados  á  reintegrar  dicha  cantidad 
si  el  Gobierno  no  aprobase  esta  resolución: 

Resultando  que  hecho  el  pago  y  consultada  esta-  medida 
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para  la  aprobación  correspondiente,  el  Poder  Ejecutivo  en  25 
de  Marzo  de  1869  declaró  que  no  procedia  el  abono  de  pasaje 
respecto  á  los  funcionarios  del  orden  á  que  aquel  pertenecía, 
y  mandó  al  Gobernador  superior  de  la  Isla  que  dictase  las 
oportunas  disposiciones  á  fin  de  que  los  consignatarios  expre- 
sados reintegrasen  los  700  escudos  recibidos,  anulando  inme- 
diatamente los  créditos  supletorios  concedidos  para  hacer  efec- 
tiva dicha  cantidad,  la  cual  ingresaría  en  las  Cajas  que  la 
facilitaron ,  determinando  más  tarde  que  el  Banco  Español 
Filipino  pagase  en  lo  sucesivo' el  sueldo  del  Comisario  regio, 
quedando  libre  de  esta  obligación  el  ramo  de  Propios  y  co- 
munidades: 

Resultando  que  suprimida  la  plaza  de  D.  Juan  Bautista, 
Yillanueva,  fué  declarado  cesante  en  5  de  Noviembre  de  1869, 
y  que  para  su  vuelta  á  la  Península  acudió  al  Gobernador  su- 
perior de  la  Isla  reclamando  que  se  le  abonase  el  pasaje  de 
regreso,  siendo  desestimada  esta  instancia  en  consideración  & 
lo  mandado  en  la  orden  de  25  de  Marzo  citada: 

Resultando  que  en  15  de  Junio  de  1870  reprodujo  su  ante- 
rior solicitud,  que  informando  la  Intendencia  y  Superinten- 
dencia de  los  ramos  de  Propios  y  Arbitrios ,  y  la  Contaduría 
de  la  Administración  local  de  Filipinas,  opinaron  la  primera 
favorablemente  al  recurrente,  fundándose  en  la  Real  orden 
de  20  de  Junio  de  1867,  y  las  últimas  que  no  era  posible 
acceder  al  pasaje  solicitado;  y  que  remitido  el  expediente  al 
Gobernador  superior  por  decreto  de  8  de  Noviembre  de  1870, 
vistos  los  anteriores  informes,  en  uso  de  las  facultades  que  le 
estaban  conferidas,  autorizó  el  pago  solicitado,  previa  presenta- 
tacion  de  fiador  competente  para  que  en  el  caso  de  que  no  se 
aprobase  pudiera  reintegrarse  al  Tesoro  la  cantidad  anticipada: 

Resultando  que  la  Contaduría,  con  el  objeto  de  no  incurrir 
en  responsabilidad,  hizo  presente  á  la  Intendencia  que  dicho 
abono  no  debia  efectuarse  por  las  Cajas  del  Tesoro,  sino  por 
las  de  Propios  y  Arbitrios,  y  para  que  hubiese  lugar  era  nece- 
sario dictar  la  orden  que  expresa  el  art.  9.°  del  Real  decreto 
de  1.°  de  Mavo  de  1866,  con  lo  cual  la  Intendencia  estuvo  con- 
forme;  y  puesto  en  conocimiento  del  Gobernador,  contestó 
en  16  de  Noviembre  del  referido  año  de  1870,  manifestando 
que  poderosas  razones  que  obedecían  á  instrucciones  reserva- 
das relativas  al  regres©  á  la  Península  de  los  empleados  ce- 
santes le  obligaron  á  no  conformarse  con  la  opinión  emitida 
Sor  aquellos  centros  al  decretar  el  pasaje  del  Comisario  regio 
el  Banco  Filipino;  por  consiguiente  era  claro  que  asumia  la 
responsabilidad  de  dicha  determinación,  por  lo  cual,  y  para 
que  desapareciese  toda  duda  y  se  abonase  desde  luego  el  im- 
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porte  de  pasaje  al  referido  funcionario,  ratificaba  en  un  todo 
su  decreto  de  8  de  Noviembre  referido,  que  pondría  en  cono- 
cimiento del  Regente  del  Reino  para  la  resolución  que  proce- 
diese, quedando  hasta  que  recayese  garantido  el  Tesoro  pú- 
blico con  la  fianza  que  el  Conde  de  Atares  debia  prestar: 

Resultando  que  remitida  copia  del  expediente  al  Ministerio 
de  ultramar,  sometiendo  á  su  aprobación  la  resolución  expre- 
sada y  preguntando  á  qué  ramo  debia  cargarse  el  crédito 
concedido  por  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  1871,  de  acuerdo 
con  lo  informado  por  el  mismo  Ministerio  se  desestimó  la  pre- 
tensión de  D.  Juan  Bautista  Villanueva,  disponiendo  que  se 
exigiera  al  fiador  la  devolución  al  Tesoro  de  la  suma  de  2.250 
pesetas  que  le  fueron  satisfechas  por  cuenta  de  dicho  pasaje 
de  regreso,  fundándose  principalmente  en  que  no  podia  repu- 
társele como  empleado  público  para  los  efectos  de  que  hablan 
las  órdenes  de  20  de  Junio  de  1867  y  la  de  25  de  Agosto 
de  1870: 

Resultando  que  no  habiéndose  comunicado  oficialmente  al 
interesado  dicha  resolución,  pidió  que  se  corriesen  las  órdenes 
oportunas  para  hacerle  saber  la  que  definitivamente  hubiese 
recaído  á  su  pretensión,  y  que  así  se  verificó,  poniéndolo  en 
¡m  conocimiento  con  entrega  de  la  orden  en  8  de  Febrero 
de  1872: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Eduardo  Carretero  y  Briz, 
en  nombre  de  D.  Juan  Bautista  Villanueva,  Conde  de  Atares, 
entabló  demanda  en  23  de  Julicr  de  1872  en  este  Tribunal  Su- 
premo con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  referida  Real 
orden  y  se  declare  que  su  representado,  ex-Comisario  del  Banco 
de  España  en  Filipinas,  tiene  derecho  al  abono  por  la  Ha- 
cienda del  pasaje  cíe  regreso  á  la  Península,  y  en  su  virtud 
mandar  le  sea  satisfecho  su  importe,  fundándose  en  que  según 
las  disposiciones  legales  á  todo  empleado  en  Ultramar  se  abona 
el  pasaje  de  ida  y  vuelta,  y  determinadamente  en  las  Reales 
órdenes  de  17  de  Setiembre'de  1858,  4  de  Julio  de  1861,  5  de 
Enero  de  1865,  y  también  en  las  de  20  de  Junio  de  1867,  su 
aclaratoria  de- 23  de  Marzo  de  1870,  1.°  de  Octubre  de  1868 
y  el  decreto  de  16  de  Agosto  de  1870;  legislación  aplicable  á 
su  representado ,  que  le  declara  el  derecho  al  pasaje ,  á  la  vez 
que  demuestra  no  estar  comprendido  en  ninguna  de  las  excep- 
ciones referentes  á  semejante  derecho : 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  pi- 
diendo se  absuelva  á  la  Administración  general  del  Estado, 
alegando  que  no  puede  ser  considerado  como  empleo  público 
para  los  efectos  del  pasaje  de  ida  y  vuelta  el  destino  de  Comi- 
sario regio  del  Banco  Español  Filipino  cuando  no  estaba  re- 
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tribuido  con  fondos  del  Estado ,  porque  este  cargo  sólo  de- 
pende del  Gobierno  en  cuanto  á  la  designación  de  la  persona, 
pero  no  en  cuanto  al  pago  del  sueldo :  que  la  cuestión  objeto 
de  este  pleito  quedó  prejuzgada  desde  la  orden  de  25  de  Marzo 
de  1869 ;  que  por  las  mismas  razones  que  ahora  se  ha  negado 
el  pago  del  pasaje  de  vuelta  negó  el  abono  del  de  ida,  que- 
dando entonces  decidido  que  el  demandante  no  podia  conside- 
rarse para  estos  efectos  como  empleado  público,  sobre  lo  cual 
debió  pedir  en  aquella  época  la  revocación  de  esa  orden  por  la 
vía  contenciosa : 

Resultando  que  realizada  la  vista  en  2  de  Junid  del  cor- 
riente año,  la  Sala  acordó  en  16  del  mismo  que  para  mejor 
proveer  se  dirigiese  la  oportuna  comunicación  al  Ministerio  de 
Ultramar  para  que  á  la  mayor  brevedad  remitiese  copias  de 
las  órdenes  referentes  al  asunto,  de  19  de  Abril  y  21  de  Agosto 
de  1870: 

Resultando  que  con  fecha  2  del  corriente  mes  de  Julio  re- 
mitió el  Ministerio  copias  autorizadas  de  dichas  dos  órdenes: 

Resultando  que  por  la  de  19  de  Abril  se  reiteró  la  conce- 
sión del  abono  de  pasaje  á  los  empleados  que  hubieran  que- 
dado cesantes  en  las  Islas  Filipinas  desde  1 .°  de  Octubre  del 
año  1868,  autorizando  al  Gobernador  superior  civil  para  que 
dispusiese  el  regreso  de  los  funcionarios  que  conceptuase 
oportuno;  y  que  por  la  otra  orden  de  25  de  Agosto  se  repro- 
dujo esta  misma  disposición  aclarando  al  efecto  algunas  dudas. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alvaro  Gil  Sanz. 

Considerando  que  por  Real  orden  de  17  de  Setiembre  de 
1858  se  dispuso  que,  «á  partir  de  1859,  los  empleados  civiles 
nombrados  para  servir  en  las  posesiones  de  Ultramar  disfru- 
tasen el  beneficio  de  que  se  abonase  su  pasaje  de  ida  por 
cuenta  del  Gobierno:» 

Considerando  que  respecto  al  pasaje  de  vuelta  se  concedió 
el  mismo  beneficio  que  en  el  de  ida  á  los  empleados  que  se 
hallasen  comprendidos  en  alguno  de  los  casos  marcados  en  las 
Reales  órdenes  de  18  de  Agosto  de  1861  y  13  de  Julio  de  1863, 
y  en  la  de  20  de  Junio  de  1867,  á  la  cual  y  su»  disposiciones 
1.a  y  2.*  se  acoge  D.  Juan  Bautista  Villanueva,  como  «cesante 
por  razón  de  reforma  con  menos  de  seis  años  de  residencia  y 
activo  servicio  en  Filipinas : » 

Considerando  que  en  1869  y  1870  se  elevaron  varias  con- 
sultas por  el  Gobierno  superior  civil  de  Filipinas  sobre  abono 
de  pasaje  de  regreso  á  la  Península  á  los  empleados  de  Ultra- 
mar declarados  cesantes ,  y  muy  especialmente  á  los  que  que- 
daron en  dicha  situación  desde  Octubre  de  1868  en  adelante; 
y  que  en  su  vista  por  orden  de  25  de  Agosto  de  1870,  en  la 
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que  se  reiteró  otra  de  19  de  Abril,  «dejando  en  toda  su  fuerza 
y  vigor  la  legislación  y  práctica  hasta  entonces  seguida  res- 
pecto á  los  motivos  por  los  que  se  pierde  el  derecho  al  abono 
de  pasaje  de  vuelta,»  consignados  en  las  disposiciones  3.a  y 
4.'  de  la  citada  orden  de  20  de  Junio ,  «  se  mandó  hacer  el 
mencionado  abono  á  todos  los  empleados  sin  distinción  de  ca- 
tegorías ; »  y  que  aun  respecto  á  aquellos  que  no  tenian  ese 
derecho  y  ahora  se  les  otorgaba  por  las  consideraciones  es- 
peciales que  motivaron  la  orden  reproducida  de  19  de  Abril 
del  referido  año  1870 ,  podia  el  Gobernador  disponer  «se  lle- 
vase desde  luego  á  efecto  el  abono  de  mencionados  pasajes* 
á  medida  que  lo  consintieran  los  recursos  de  las  Cajas  de  aque- 
llas Islas  y  en  la  forma  que  las  referidas  órdenes  prevenían: 

Considerando  que  corresponde  por  regla  general  el  con- 
cepto de  empleados  públicos  á  todos  los  que  por  nombramiento 
¿é  Estado  le  prestan  algún  servicio  en  los  diversos  ramos  que 
constituyen  sus  funciones ,  recibiendo  la  retribución  pecunia- 
ria que  se  haya  estimado  conveniente  señalarles ,  y  que  por 
tanto  este  carácter  no  debe  negársele  á  D.  Juan  Bautista  Villa- 
nueva,  á  quien  el  Gobierno  confirió  el  cargo  de  Comisario  re- 
gio del  Banco  Español  Filipino  «para  garantizar  la  vigilancia 
del  Gobierno  en  bien  de  aquel  establecimiento  y  del  interés 
público,»  con  el  sueldo  de  6.000  escudos  «á  cargo  de  los  fon- 
dos locales  de  comunidad ,  Propios  y  Arbitrios  de  las  referidas 
Islas,*  que  así  lo  cumplieron  hasta  1.°  de  Julio  de  1869,  en 
que  se  trasladó  esta  obligación  al  propio  establecimiento  según 
Real  orden  de  31  de  Mayo  del  mismo  año : 

Considerando  que  declarado  D.  Juan  Bautista  Villanueva 
cesante  «por  supresión  de  su  plaza*  en  25  de  Marzo  de  1869, 
¿ntes  de  haber  llenado  el  tiempo  de  residencia  marcado  en  la 
disposición  3.a  de  la  orden  citada  de  20  de  Junio  de  1867,  esto 
le  conferia  derecho  al  abono  del  pasaje ;  y  que  aun  cuando  no 
lo  hubiere  tenido  por  la  calidad  de  su  empleo,  bastaría  para 
concedérselo  la  circunstancia  de  hallarse  comprendido  en  las 
precitadas  órdenes  de  19  de  Abril  y  25  de  Agosto,  conforme 
ú  las  cuales  el  Gobierno  superior  de  la  isla  «acordó  se  hiciese 
efectivo  dicho  abono,»  si  bien  dando  al  Tesoro  público  la  ga- 
gantía  de  una  fianza  para  el  caso  de  que  no  fuese  aprobado 
dicho  acuerdo :  " 

Considerando  que  la  denegación  del  pasaje  de  ida  decre- 
tada por  orden  de  25  de  Marzo  de  1869  y  consentida  por  el 
interesado  no  debe  considerarse  eficaz  y  decisiva  más  que  para 
el  hecho  realizado  y  derecho  que.  respecto  á  él  se  reclamaba, 
y  no  para  otro  posterior  que  pudiera  corresponderle ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  qué  D.  Juan 
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Bautista  Villanueva,  cesante  en  1869  por  supresión  del  cargo 
de  Comisario  regio  del  Banco  Español  Filipino,  tenia  derecho 
al  abono  del  pasaje  de  regreso  -T  y  que  por  tanto  no  procede 
la  devolución  de  su  importe  que  mandaba  exigir  al  fiador  la 
Real  órdm  reclamada  de  20  de  Febrero  de  1871,  la  cual  de- 
jamos por  tanto  sin  efecto. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa*  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Ultramar,  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.  =  Pascual  Bavarri.  =  Juan  Jiménez  Cuenca. = 
El  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites  votó  en  Sala  y  no  pudo  fir- 
mar: Juan  González  Acevedo.  =Juan  Cano  Manuel. =José  Ji- 
ménez Mascaros. = Al  varo  Gil  Sanz. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Alvaro  Gil  Sanz,  Magistrado  de  la  Sala  tercera 
de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la 
misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Re- 
lator en  Madrid  á  11  de  Julio  de  1874.  =  Licenciado, Manuel 

Aragoneses  Gil. 

• 

Nüm.  14. 
ÚNICA  INSTANCIA. 

Ihdbmnizacion  de  perjuicios. — Sentencia  de  13  de  Julio,  de- 
jando en  parte  sin  efecto  y  on  parte  confirmando  la  Real 
orden  de  2  de  Setiembre  de  1872,  impugnada  por  D.  Manuel 
Fernandez  y  Fernandez  y  D.  Miguel  Ruiz  y  Villanueva» 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  es  regla  incuestionable  de  derecho,  asi  civil  como 
administrativo,  que  lo  estipulado  en  los  contratos  tiene  fuerza 
de  ley  para  las  partes  contratantes;  y  que  respecto  á  lo  que  no 
hayan  previsto  y  especialmente  condicionado,  han  de  atenerse  á 
los  principios  generales  de  derecho. 

2.°  Que  en  los  contratos  bilaterales  so?i  mutuas  las  obliga- 
ciones, y  no  puede  una  de  las  partes  exigir  de  la  otra  el.  cumpli- 
miento de  lo  que  estuviese  pendiente  de  actos  preliminares  suyos 
sin  haberlos  realizado. 

3.°  Que  la  condición  aleatoria,  como  en  general  todas  las  de 
los  contratos,  no  empieza  a  regir  sino  desde  que  se  hallen  per- 
fectos por  la  aceptación  de  los  interesados. 


\ 
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4.°  Que  el  caso  fortuito  no  es  imputable,  en  cuanto  a  sus 
efectos  al  contratante  que  los  experimenta,  si  por  parte  del  otro 
interviene  culpa,  descuido  ó  negligencia,  sin  lo  cual  no  hubiera 
llegada  a  verificarse  el  daño. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Julio  de  1874,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  primera 
y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  D.  Francisco 
Salmerón  y  Alonso,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Manuel  Fer- 
nandez y  Fernandez  y  D.  Miguel  Ruiz  y  Villanueva,  contra  la 
Administración  general  del  Estado,  representada  por  el  Mi- 
nisterio fiscal,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  2  de  Se- 
tiembre de  1872,  confirmatoria  de  la  orden  de  la  Dirección 
general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  de  20  de  Mayo 
anterior,  por  la  que  se  declara  no  ser  imputables  á  la  Hacienda 
bajo  ningún  concepto  el  perjuicio  de  que  se  quejaban  aquellos 
como  arrendatarios  de  las  salinas  de  Roquetas,  y  que  no  habia 
lagar  á  la  indemnización  que  solicitaban: 

Resultando  que  después  de  varias  subastas  sin  éxito  para 
el  arrendamiento  de  las  salinas  de  Roquetas,  en  la  provincia 
de  Almería ,  respectivo  á  la  elaboración  y  explotación  de  sal 
en  el  año  de  1871,  se  procedió  en  22  de  Agosto  á  una  oral 
por  pujas  á  la  llana,"  con  arreglo  al  pliego  de  condiciones  in- 
serto en  el  Boletín  oficial  de  la  enunciada  provincia  de  15  de 
Marzo,  expresándose  en  la  5.a  «que  si  el  arrendatario  hacia 
producir  mayor  cantidad  de  sal  que  los  60.500  quintales  cal- 
culados aproximadamente ,  quedaría  ésta  á  su  favor ,  puesto 
que  la  Hacienda  arrendaba  por  un  número  de  quintales;  pero 
en  cambio  si  la  salina  no  producía  ó  el  arrendatario  no  extraía 
ó  elaboraba  aquel  número  fijado  como  tipo,  no  tendría  dere- 
cho á  indemnización  alguna,  pues  el  contrato  era  á  suerte  y 
ventura:»  en  la  10  «que  el  pago  del  arriendo  se  haría  en  me- 
tálico en  dos  plazos  adelantados;  el  primero  al  tiempo  de  ha- 
cerse la  escritura  del  contrato  y  el  segundo  el  dia  1 .°  de  Oc- 
tubre inmediato:»  en  la  11  «que  la  aprobación  de  la  subasta 
se  prestaría  interinamente  por  el  Jete  de  la  Administración 
económica,  adjudicándose  el  remate  al  mejor  postor,  el  cual 
podría  entrar  en  seguida  en  la  explotación  de  la  salina,  sin 
perjuicio  todo  de  la  aprobación  definitiva  del  contrato,  que  se 
reservaba  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del 
Estado:»  y  en  la  15  «que  aprobado  que  fuese  el  remate  inte- 
rinamente por  la  Administración  económica ,  se  pondría  en 
posesión  de  la  finca  al  arrendatario,  el  cual  podría  desde  luego 
entrar  á  explotarla  y  todo  sin  perjuicio  de  la  aprobación  su- 
perior;» y  hasta  que  recayese  estay  se  extendiera  por  lo  tanto 
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la  escritura  del  contrato,  depositaría  el  arrendatario  en  la  Caja 
de  Depósitos  el  importe  del  primer  plazo  del  arriendo,  que 
le  seria  devuelto  si  la  subasta  no  obtuviese  la  aprobación 
definitiva: 

Resultando  que  verificado  dicho  remate  á  favor  de  D.  Ma- 
nuel Fernandez  y  Fernandez  como  mejor  postor  en  la  cantidad 
de  10.000  pesetas  pagaderas  en  dos  plazos,  el  primero  ala 
aprobación  del  remate  y  toma  de  posesión,  y  el  segundo  á  los 
dos  meses  del  primer  pago,  se  comunicó  así  á  la  Dirección 
por  telegrama  del  mismo  dia  22  de  Agosto  citado,  y  por  otro 
del  23  lo  aprobó  interinamente  por  la  premura  del  tiempo, . 
bajo  la  responsabilidad  del  Jefe  económico  si  no  se  habían 
cubierto  las  formalidades  prevenidas: 

Resultando  que  en  9  de  Setiembre  siguiente  dio  parte  el 
Administrador  económico  de  la  provincia  de  Almería  á  dicha 
Dirección  de  que,  según  se  teinia,  un  temporal  de  aguas  había 
descuajado  la  sal  de  las  charcas  de  la  referida  salina:  que  afor- 
tunadamente el  mal  no  habia  sido  tan  grande,  porque  en  virtud 
de  la  aprobación  interina  del  contrato  autorizó  al  contratista 
para  que  empezara  desde  luego  la  elaboración,  mediante  á  que 
ningún  perjuicio  podían  sufrir  los  intereses  del  Tesoro  «en 
tanto  que  la  sal  que  se  arrancara  y  apilara  seria  custodiada 
dentro  del  establecimiento,»  de  donde  no  'había  de  salir  hasta 
el  otorgamiento  de  la  escritura  de  arriendo,  pago  del  primer 
plazo  y  garantido  el  segundo:  que  el  arrendatario  estaba  en  l^s 
faenas  de  recolección  cuando  ocurrió  el  temporal  de  aguas  del 
dia  5  de  aquel  mes,  por  lo  que  seria  regular  que  el  mismo^si 
la  pérdida  fuese  mucha,  tratase  de  abandonar  la  empresa,  en 
cuyo  caso  perdería  el  depósito  y  los  jornales  invertidos  que- 
dándole á  la  Hacienda  la  sal  amontonada  al  lado  de  los  cria- 
deros : 

Resultando  que  en  el  dia  24  de  dicho  mes  de  Setiembre  par- 
ticipó el  mismo  Administrador  por  telegrama  á  la  Dirección 
que  el  arrendatario  quería  disponer  de  la  sal  elaborada,  otor- 
gando la  escritura  y  pagando  el  primer  plazo,  porque  «nada 
Jodia  hacerse  hasta  que  se  devolviese  aprobado  el  expediente 
e  subasta;»  á  que  se  le  contestó  el  25  que  iría  la  aprobación 
del  arriendo: 

Resultando  que  en  23  de  Octubre  siguiente  comunicó  asi- 
mismo á  la  Dirección  el  enunciado  Jefe  que  estaba  terminada 
la  elaboración  de  la  sal  y  apilada  provisionalmente  en  sitio 
nada  á  propósito,  porque  debía  extraerla  el  arrendatario  en 
breve  plazo  para  almacenarla,  «y  no  habia  podido  hacerlo»  en 
tanto  no  se  aprobase  el  arriendo  y  se  formalizara  la  escritura 
y  el  pago  del,  primer  plazo:  que  después  del  temporal  referido 
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habia  ocurrido  otro  tan  atroz  que  en  Almería  se  estaban  des- 
plomando muchas  casas;  y  presumiendo  que  en  Roquetas  ha- 
bían ocurrido  grandes  averías,  se  apresuraba  á  rogar  la  devo- 
lución del  mencionadü  expediente;  á  que  se  le  contestó  por 
telegrama  en  el  dia  28  que  estaba  aprobada  la  subasta  y  pen- 
diente la  Real  orden  de  la  firma  del  Ministro,  ordenándole  se 
cumpliesen  las  ebuliciones  de  la  misma: 

Resultando  que  aprobada  dicha  subasta  y  adjudicado  defi- 
nitivamente el  remate  á  favor  de  D.  Manuel  Fernandez  y  Fer- 
nandez,  por  Real  orden  de  20  de  Octubre  del  repetido  aüo 
de  1871,  trasladada  en  2  de  Noviembre,  se  le  requirió  para 
que  cumpliese  con  sus  condiciones,  y  entonces  presentó  un 
escrito  protesta  «pidiendo  indemnización  de  los  perjuicios» 
que  se  le  habían  inferido  por  la  demora  de  la  aprobación  de 
su  arriendo,  dando  con  ello  lugar  á  que  el  temporal  de  aguas 
ocurrido  del  21  al  23  de  Octubre  anterior  inundase  la  salina 
y  se  perdieran  más  de  40.000  quintales  de  sal  que  tenia  ela- 
borada y  apilada  en  cuatro  ó  más  montones;  con  cuyo  motivo 
el  Administrador  económico  en  el  oficio  con  que  lo  remitió  á 
la  Dirección  expresó  que  aun  cuando  según  sus  noticias  no 
creia  exagerada  la  pérdida  que  se  decía,  sí  en  extremo  la  in- 
demnización reclamada;  pero  que  habia  ordenado  al  Adminis- 
trador de  la  salina  que  instruyese  el  oportuno  expediente  sobre 
ello  para  que  se  pudiese  con  mayores  datos  acordar  lo  que 
mejor  pareciera;  llamando  la  atención  acerca  de  sus  anteriores 
comunicaciones,  púas  que  de  haberse  aprobado  el  remate  á  su 
tiempo  no  hubieran  sobrevenido  al  contratista  los  mencionados 
perjuicios: 

Resultando  que  al  remitir  en  13  de  Diciembre  el  expediente 
instruido  por  el  citado  Administrador  de  la  salina,  manifestó 
que  según  la  declaración  de  los  peritos  y  de  los  dependientes 
délas  fábricas  la  elaboración  produjo  60.000  quintales  de  sal 
próximamente,  los  que  se  apilaron  en  nueve  montones,  y  de 
los  cuales  sólo  quedaron  ilesos  dos  con  11.000  quintales  en  el 
antecorral  del  depósito  de  la  Hacienda  y  uno  con  3.000  en 
sus  inmediaciones,  así  como  que  los  gastos  de  aquella  llega- 
rían á  6.500  péselas;  añadiendo  que  por  sí  mismo  fué  &  reco- 
nocer la  salina,  y  vio  inundadas  las  charcas  ó  criaderos  hasta 
el  punto  de  formar  entre  todas  un  lago,  por'  el  que  pasó  en 
una  lancha  sobre  los  sitios  en  que  estuvieron  los  montones  de 
sal,  cuyo  terreno  nunca  en  ningún  tiempo  habia  sido  invadido 
y  por  consiguiente  no  podia  acusarse  de  imprevisión  al  con- 
tratista por  haberlos  establecido  allí  provisionalmente,  puesto 
que  se  proponía  almacenarla  en  el  pueblo  inmediato  de  Ro- 
quetas luego  que  fuese  aprobado  y  escriturado  su  arriendo: 
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que  de  los  informes  adquiridos  de  personas  imparciales  re- 
sultaba la  certeza  de  lo  expuesto  por  los  peritos  y  dependien- 
tes de  dicha  fábrica,  habiendo  visto  igualmente  que  los  mon- 
tones aún  existentes  tenían  parte  de  sal  deshecha  por  estar 
anegada  su  base;  pudiendo  asegurar  sin  temor  de  equivocarse 
que  la  sal  perdida  ascendía  á  46.500  quintales  y  la  existente 
á  13.500;  y  por  último  añadió  que  si  al  arrendatario  se  le  hu- 
biese permitido  cuando  lo  pidió  retirar  la  sal  á  sus  almacenes 
ó  dejarla  á  su  disposición,  los  perjuicios  serian  de  su  cuenta; 
pero  que  la  demora  de  la  aprobación  del  expediente  impidió 
perfeccionar  el  contrato  con  la  escritura  y  el  pago  del  primer 
plazo,  y  no  fué  posible  reconocerlo  como  dueño  de  la  especie 
ni  entregársele,  aun  cuando  ofrecía  depositar  el  primer  plazo: 

Resultando  que  á  su  virtud  la  Dirección  general  dictó  una 
orden  en  20  'de  Mayo  de  1872,  declarando  no  ser  imputable  á 
la  Hacienda,  bajo  ningún  concepto,  el  perjuicio  de  que  se 
quejaba  el  arrendatario  de  la  salina,  sin  naber  lugar  á  la  in- 
demnización que  solicitaba;  y  que  interpuesta  apelación  para 
ante  el  Ministro  por  el  referido  D.  Manuel  Fernandez  y  Fer- 
nandez y  D.  Miguel  Ruiz  Villanueva,  se  dictó  Real  orden  en  2 
de  Setiembre  posterior  confirmando  la  de  la  Dirección: 

Resultando  que  mandado  exigir  á  los  mismos  por  la  vía  de 
apremio  el  importe  de  la  contrata,  presentaron  demanda  con- 
tencioso-administrativa  en  este  Tribunal  Supremo  en  28  de 
Noviembre  del  mismo  año,  representados  por  el  Licenciado 
D.  Francisco  Salmerón  y  Alonso,  pidiendo  la  revocación  de 
dicha  Real  orden  y  que  se  declare  tener  sus  representados  Dgn 
Manuel  Fernandez  y  D.  Miguel  Ruiz  y  Villanueva  derecho  á 
que  la  Administración  les  indemnice  los. daños  y  perjuicios 
ocasionados  por  demorar  la  aprobación  de  la  subasta;  expo- 
niendo para  ello  que  la  instrucción  publicada  para  plantear  el 
Real  decreto  de  27  de  Febrero  de  1852  establece  en  su  artículo 
1.°  que  no  tendrá  efecto  lá  subasta  pública  hasta  que  sobre 
ella  recaiga  la  aprobación  del  Ministerio:  que  el  16  de  la  misma 
dice  que  el  Ministerio  no  podrá  demorar  la  aprobación  por 
más  tiempo  que  el  preciso  para  examinar  si  se  han  observado 
las  condiciones  establecidas  y  cumplido  todas  las  obligaciones 
y  formalidades  indispensables;  por  lo  que  habiendo  tardado 
en  ello  más  de  dos  meses,  les  privaba  del  tiempo  material 

{>ara  realizar  sus  existencias,  siendo  por  tanto  indudable  que 
a  Administración  no  habia  prestado  la  debida  diligencia  y 
aparecia  culpable  de  morosidad:  que  el  arrendamiento  es  un 
contrato  esencialmente  bilateral,  y  no  está  perfecto  hasta  que 
se  manifiesten  obligadas  las  respectivas  voluntades  de  los  con- 
trayentes, lo  cual  respecto  á  la  Hacienda  se  verifica  por  la 
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aprobación  del  Ministerio  como  arrendador  en  este  caso:  que 
el  pliego  de  condiciones  establecía  que  el  contratista  debia 
entregar  el  primer  plazo  al  extenderse  la  escritura,  y  el  se- 
gundo el  primer  dia  de  Octubre  de  1871,  después  de  cuya  fe- 
cha recayó  la  aprobación  definitiva  de  la  subasta;  y  habiendo 
perecido  la  sal  por  caso  fortuito,  y  no  disfrutando  el  contra- 
tista ninguno  de  los  derechos  dominicales  que  le  trasmitía  el 
contrato  consumado,  debia  ser  la  pérdida  de  cuenta  de  la  Adr 
ministracion:  que  el  arrendador  tiene  que  cumplir  en  todo  lo 
convenido  de  suerte  que  el  arrendatario  no  experimente  per- 
juicio por  su  culpa,  y  de  lo  contrario  le  ha  de  volver  el  precio 
del  arrendamiento  y  le  ha  de  abonar  las  utilidades  que  con 
esto  podia  adquirir  y  los  daños  que  se  le  originen  aunque  no 
se  hubiesen  expresado,  á  no  ser  que  se  pactase  lo  contrario 
como  se  consigna  en  la  ley  21,  tít.  8.°  de  la  Partida  5.*;  por 
lo  cual  la  Administración  está  obligada  á  volver  el  precio  del 
arrendamiento  de  que  se  trata  y  á  indemnizar  daños  y  perjui- 
cios á  los  demandantes: 

Resultando^  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la 
demanda,  como  el  Licenciado  Salmerón. v  Alonso  no  la  am- 
pliase  en  el  término  concedido  para  ello,  se  le  declaró  decaido 
del  derecho  de  hacerlo: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  contestó  la 
demanda,  pretendiendo  se  absuelva  de  ella  á  la  Administra- 
ción general  del  Estado  y  confirme  la  Real  orden  reclamada, 
apoyado  en  que  los  contratos  de  la  íridole  del  que  se  trata 
tienen  el  carácter  aleatorio,  que  excluye  la  posibilidad  de  que 
las  partes  se  otorguen  indemnización  por  consecuencia  de  las 
percudas  que  pueden  producir  los  riesgos  que  en  sí  llevan, 
hallándose  además  estipulado  en  la  condición  5.a  que  si  la 
salina  no  producía,  ó  el  arrendatario  no  extraía  el  número  de 
quintales  de  sal  fijado  como  tipo,  no  tendría  derecho  á  indem- 
nización alguna;  pues  el  contrato  era  á  suerte  y  ventura:  que 
con  anreglo  á  las  cláusulas  11  y  15,  no  era  necesaria  la  apro- 
bación definitiva  para  que  el  contratista  pudiese  disponer  de 
la  sal,  sino  que  le  bastaba  la  provisional  ó  interina  que  obtu- 
vo en  23  de  Agosto ;  y  si  no  usó  de  todas  las  atribuciones 
anejas  no  podia  atribuirlo  á  falta  de  derecho  para  ello,  ni  su- 
poner que  la  pérdida  ha  debido  ser  para  la  Administración: 
que  si  al  tomar  posesión  del  arrendamiento  no  cumplió  con 
satisfacer  el  primer  plazo  á  que  se  obligó  en  la  subasta,  y  no 
pudo  por  ello  disponer  libremente  de  la  sal,  las  consecuen- 
cias de  esta  falta  no  debió  sufrirlas  la  Administración;  y  que 
aun  cuando  por  culpa  de  ésta  ó  de  sus  agentes  se  hubiera 
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dado  lugar  á  que  aquel  no  pudiera  disponer  de  la  sal  en  tiem- 
po oportuno,  esto  sólo  podría. dar  origen  á  declarar  que  el 
daño,  ó  sea  la  pérdida  de  la  misma  fuese  de  cargo  de  la  Ad- 
ministración, pero  nunca  á  la  indemnización  de  perjuicios,  y 
mucho  menos  de  las  utilidades  que  se  suponía  el  demandante 
haber  obtenido,  pues  la  jurisprudencia  tiene  declarado  que  la 
Administración  no  abona  intereses  no  estipulados,  ni  puede 
ser  nunca  compelida  á  satisfacer  cantidades  que  se  le  recla- 
men en  concepto  de  lucro  cesante. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alvaro  Gil  Sanz. 

Considerando  que  es  regla  incuestionable  de  derecho,  así 
civil  como  administrativo,  que  lo  estipulado  en  los  contratos 
tiene  fuerza  de  ley  para  las  partes  contratantes;  y  que  repecto 
á  lo  que  no  hayau  previsto  y  especialmente  condicionado,  han 
de  atenerse  á  los  principios  generales  de  derecho: 

Considerando  que  en  los  contratos  bilaterales  son  mutuas 
las  obligaciones,  y  no  puede  una  de  las  partes  exigir  de  la 
otra  el  cumplimiento  de  lo  que  estuviese  pendiente  de  actos 
preliminares  suyos  sin  haberlos  realizado : 

Considerando  que  la  condición  aleatoria,  como  en  general 
todas  las  de  los  contratos,  no  empieza  á  regir  sino  desde  que 
se  hallen  perfectos  por  la  aceptación  de  los  interesados: 

Considerando  que  el  caso  fortuito  no  es  imputable ,  en 
cuanto  á  sus  efectos,  al  contratante  que  los  experimenta,  si 
por  parte  del  otro  interviene  culpa,  descuido  ó  negligencia, 
sin  lo  cual  no  hubiera  llegado  á  verificarse  el  daño: 

Considerando  que  ^n  el  caso  de  este  pleito  ha  mediado  esa 
falta  por  parte  de  la  Administración ,  no  tanto  porque  en  un 
negocio  urgente  por  sus  circunstancias  dilatase  con  exceso 
prestar  á  la  subasta  la  aprobación  definitiva  como  porque  re- 
clamada con  insistencia,  y  en  la  previsión  del  siniestro  por 
el  arrendatario  D.  Manuel  Fernandez  y  Fernandez  el  permiso 
de  disponer  de  la  sal  que  solamente  se  le  habia  facultado  por 
el  Jefe  económico  para  elaborar  y  apilar  en  el  sitio  en  que  se 
hallaba,  pero  con  prohibición  de  extraerla,  no  le  fué  conce- 
dido por  el  referido  Jefe  aun  cuando  aquel  se  prestaba  a  rea- 
lizar en  garantía  el  depósito  del  primer  plazo  del  remate  con- 
forme á  lo  condicionado;  todo  lo  cual  se  puso  en  conocimiento 
del  Gobierno,  pidiéndole  de  nuevo  como  urgente  la  aproba- 
ción definitiva: 

Considerando  que  los  efectos  de  la  prohibición  y  negativa 
mencionados  no  varían  de  carácter  y  consecuencias  respecto 
al  arrendatario ,  ya  hubiese  ó  no  procedido  bien  y  dentro  de 
sus  atribuciones  al  dictarla  el  Jefe  económico ;  punto  que  á 
aquel  no  le  incumbía  entonces  dilucidar: 
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Considerando  que  si  se  hubiese  accedido  á  sus  fundadas 
pretensiones  no  habría  llegado  á  tener  efecto  el  siniestro ,  ó 
solamente  hubiera  podido  culparse  á  sí  mismo  si  lo  experi- 
mentaba: 

Considerando  que  no  son  por  tanto  aplicables  al  caso  de 
este  pleito  las  reglas  comunes  de  los  contratos  aleatorios  por 
haber  incurrido  la  Administración  en  la  falta  de  que  ya  queda 
hecho  mérito: 

Considerando  que  si  bien  no  proceda  en  atención  á  todo  lo 
expresado  hacer  pesar  sobre  los  arrendatarios  D.  Manuel  Fer- 
nandez y  Fernandez  y  D.  Miguel  Ruiz  y  Villanueva  el  daño 
producido  por  la  pérdida  de  la  sal  que  tenian  apilada,  no  su- 
cede lo  mismo  respecto  á  las  ganancias  que  con  ella  pudieran 
haber  obtenido,  y  que  á  título  de  indemnización  de  perjuicios 
reclamáis  en  su  demanda,  porque  esto  no  era  consecuencia 
natural  ael  contrato,  v  menos  cuando  entre  las  condiciones 
del  que  tenian  celebrado  se  halla  la  de  no  responder  la  Ad- 
ministración pública  ni  podérsela  exigir  indemnización  si  el 
contratista  no  llegaba  á  extraer  todo  el  número  de  quintales 
que  había  servido  de  tipo  para  la  subasta; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  la  Ad- 
ministración general  del  Estado  debe  resarcir  á  D.  Manuel 
Fernandez  y  Fernandez  y  D.  Miguel  Ruiz  y  Villanueva  los 
daños  que  les  irrogó  la  inundación  destruyendo  el  número  de 
quintales  de  sal  que  tenian  apilada,  y  que  en  el  expediente 
administrativo  consten,  entendiéndose  por  esos  daños  sola- 
mente el  importe  de  los  gastos  ocasionados  para  la  referida 
elaboración  y'  apilamiento  sin  derecho  á  más  indemnización; 
en  su  conseQuencia,  y  en  cuanto  con  esta  sentencia  no  se  halle 
conforme  la  Real  orden  reclamada  de  2  de  Setiembre  de  1872, 
la  dejamos  sin  efecto,  y  en  lo  demás  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna  certifi- 
cación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Gregorio 
Juez  Sarmiento. = José  María  Herreros  de  Tejada.  =?=  Juan  Ji- 
ménez Cuenca.  =  José  Jiménez  Mascaros.  =Eugenio  de  Ángu- 
lo. =Alvaro  Gil  Sanz.=Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Alvaro  Gil  Sanz,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  13  de  Julio 
de  1874.=Enrique  Medina. 


112  TRIBUNAL   SUPREMO. 

NÚM.    15. 

ÚNICA  INSTANCIA. 


Abono  db  mejoras.— Sentencia  de  13  de  Julio,  absolviendo  á 
la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda  pre- 
sentada por  D.  Antonio  Miguel  Costa  contra  la  orden  expe- 
dida por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  11  de  Agosto  de  1872. 

En  sus  considerandos  so  establece: 

fine  es  doctrina  admitida  constantemente  por  la  jurispru- 
dencia administrativa  consignada  en  repetidos  fallos  del  Consejo 
de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo ,  que  la  Hacienda  publica 
sólo  es  obligada  a  abonar  intereses  de  capitales  que  deba  entre- 
gar  cuando  por  alguna  disposición  legal  ó  por  estipulación  ex- 
presa le  esté  impuesta  tal  obligación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Julio  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-adrninistrativo,  que  ante  Nos  pende,  en  primera 
y  única  instancia  entre  D.  Antonio  Miguel  Costa,  y  en  su 
nombre  el  Licenciado  D.  Luis  Masegosa,  sustituido  por  el  de 
igual  clase  D.  Leopoldo  Ayllon  y  de  la  Sota,  y  la  Adminis- 
tración del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre 
que  se  revoque  la  Real  orden  de  11  de  Agosto  de  1872  que 
le  denegó  el  interés  del  5  por  100  del  capital  de  mejoras  que 
realizó  en  las  dehesas  tituladas  Turrullon,  Alberca,  Cruz  de 
Aisa  y  Valseca  que  adquirió  del  Estado,  y  cuyas  ventas  fueron 
anuladas : 

Resultando  que  D.  Antonio  Miguel  Costa  compró  en  pú- 
blica subasta  las  dehesas  tituladas  Turrullon,  Alberca,  Cruz 
de  Aisa  y  Valseca,  procedentes  de  los  Propios  de  Zuera,  pro- 
vincia de  Zaragoza: 

Resultando  que  anunciadas  como  libres  de  todo  gravamen, 
apareció  un  demérito  porque  venían  afectas  á  varias  servi- 
dumbres que  las  atravesaban  en  toda  su  extensión ,  y  en  su 
consecuencia  pidió  y  obtuvo  por  Real  orden  de  13  de  Junio 
de  1867  la  nulidad  de  dichas  ventas: 

Resultando  que  D.  Antonio  Miguel  Costa  presentó  una 
cuenta  de  pago  de  plazos  y  gastos  de  venta  importante  35.157 
escudos  262  milésimas,  y  otra  de  productos  de  las  fincas  y 
mejoras,  que  ascendían  por  el  primer  concepto  á  18.334  es- 
cudos 417  milésimas  y  por  el  segundo  á  168.447  escudos  983 
milésimas,  precedidas  ambas  de  una  exposición  de  motivos,  y 
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en  la  que  entre  otros  extremos  consignaba  que  tenia  derecho 
á  ser  reintegrado  de  la  cantidad  á  que  ascienda  el  5  por  100 
de  plazos  satisfechos  y  de  las  mejoras  realizadas: 

Resultando  que  censurada  la  primera  cuenta  por  la  Admi- 
nistración opinó  que  debian  reintegrarse  al  cuentadante  los 
35.157  escudos  y  260  milésimas  de  su  importe  por  el  concepto 
expresado,  sin  el  abono  por  entonces  del  5  por  100  que  le  cor- 
respondía con  arreglo  á  la  Real  orden  de  27  de  Julio  de  1861, 
hasta  tanto  que  recayese  la  correspondiente  aprobación  en  la 
de  mejoras  y  productos ,  y  que  la  Dirección  así  lo  estimó  en 
14  de  Octubre,  prestándola  su  aprobación,  y  disponiendo  que 
se  reintegrase  á  costa  de  los  35.157  escudos  260  milésimas  sin 
la  bonificación  del  5  por  100  hasta  que  recayese  resolución 
acerca  de  la  otra  cuenta  de  productos  y  mejoras  que  tenia 
presentada: 

Resultando  que  examinado  el  expediente  original  de  tasa- 
ción apareció  el  aprecio  de  las  cuatro  dehesas  y  edificios  cons- 
truidos en  ellas,  que  ascendía  á  1.805.200  rs.,  y  que  fueron 
tasadas  para  la  venta  en  10.800  rs.;  que  el  Negociado,  obser- 
vando que  el  valor  de  las  mejoras,  según  la  cuenta  del  intere- 
resado,  no  pasaba  de  162.958  escudos  911  milésimas,  ó  sean 
6.823  escudos  89  milésimas  menos  que  el  exceso  del  de  la 
nueva  tasación,  creyó  que  debia  aprobarse  la  referida  cuenta, 
disponiendo  que  se  reintegrase  al  cuentadante  la  suma  de 
150.112  escudos  566  milésimas  que  resultaban  á  su  favor  des- 
pués de  rebajados  los  12.846  escudos  345  milésimas  que  per- 
cibió por  el  producto  líquido  de  sus  fincas,  abonándole  el  in- 
terés del  5  por  100  de  los  35.157  escudos  260  milésimas  que 
satisfizo  por  plazos  y  gastos  de  venta  que  se  le  mandaron  de- 
volver por  orden  de  14  de  Octubre;  y  que  la  Dirección,  por 
orden  de  9  de  Enero  de  1868,  aprobó  la  cuenta  de  que  se  ha 
hecho  mérito,  v  reconoció  en  su  consecuencia  á  D.  Antonio 
Miguel  Costa  el  saldo  de  151.312  escudos  466  milésimas  que 
le  correspondían  después  de  rebajados  los  12.846  escudos  345 
milésimas  que  tenia  percibidos  del  producto  líquido  de  las 
cuatro  citadas  dehesas,  cuyo  saldo  debería  serle  devuelto 
previa  la  competente  consignación ,  jisí  como  también  el  in- 
terés del  5  por  100  de  los  35.187  escudos  260  milésimas  que 
satisfizo  por  plazos  y  gastos  de  venta  mandados  reintegrar  por 
la  precitada  disposición  de  14  de  Octubre: 

Resultando  que  D.  Antonio  Miguel  Costa  en  30  de  Enero 
de  1868  acudió  á  la  Dirección  pretendiendo  que  como  amplia- 
ción ó  aclaración  á  la  precedente  orden  se  le  abonase  el  inte- 
rés del  5  por  100  del  saldo  que  resultaba  entre  los  gastos  y  uti- 
lidades de  las  cuentas  que  le  habían  sido  aprobadas,  y  que 
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?>or  dicha  orden  le  estaba  reconocido  en  concepto  de  mejoras, 
undándose  en  lo  dispuesto  por  la  expresada  Real  orden  de  27 
de  Julio  de  1861,  en  lo  resuelto  por  la  Dirección  en  otro  ex- 
pediente análogo,  y  en  que  el  Estado  no  debe  enriquecerse  con 
perjuicio  suyo,  lo  cual  sucedería  de  no  estimarse  su  preten- 
sión, puesto  que  habiendo  dado  como  productos  de  las  fincas 
15.364  escudos  más  de  lo  que  debió  de  redituar  el  capital  im-* 

{>orte  de  las  mismas,  no  podía  atribuirse  sino  al  invertido  en 
as  mejoras: 

Resultando  que  la  Dirección  en  11  de  Marzo  siguiente,  de 
conformidad  con  el  parecer  de  la  Asesoría  del  Ministerio  de 
Hacienda,  y  teniendo  en  cuenta  que  aunque  otra  cosa  haya 
podido  resolverse  en  algún  caso  mediante  no  resultar  perjui- 
cio al  Estado  porque  realmente  se  reintegra  después,  lo  estric- 
tamente justo  es  que  no  anticipe  intereses  de  un  capital  que 
ni  ha  percibido  ni  utilizado,  desestimó  la  solicitud  del  recla- 
mante Costa,  fundándose  en  que  los  créditos  contra  el  Estado, 
cualquiera  que  sea  su  forma  ó  naturaleza,  no  devengan  inte- 
rés: en  que  la  Real  orden  de  27  de  Julio  de  1861  no  abraza 
el  caso,  y  en  que  el  interesado  no  puede  alegarlos  perjuicios 
sufridos,  ni  que  el  Estado  se  enriquezca  á  su  costa,  puesto 
que  ha  tenido  la  facultad  de  optar  por  la  bonificación  del  ca- 
pital importe  de  los  plazos  como  lo  ha  hecho,  abonando  los 
productos,  ó  renunciar  á  aquella,  quedándose  con  el  importe 
de  estos: 

Resultando  que  comunicada  esta  disposición  á  D.  Miguel 
Costa,  se  alzó  de  ella  en  24  del  mismo  mes  ante  el  Ministro- 
de  Hacienda  con  la  solicitud  de  que  avocando '  el  expediente 
de  su  razón,  y  previos  los  informes  que  juzgase  necesarios, 
oyendo  á  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado ,  re- 
vocase el  anterior  acuerdo ,  mandando  que  se  le  abonen  los 
intereses  del  5  por  100  del  capital  invertido  en  las  mejoras  de 
las  fincas,  las  cuales  fueron  reconocidas  y  mandadas  abonar, 
alegando  que  oida  la  Sección  de  Hacienda  del  Cousejo  de  Es- 
tado que  opinó  en  su  dictamen  de  26  de  Mayo  de  1868  que 
procedía  acceder  á  lo  solicitado  por  D.  Antonio  Miguel  Costa; 

Sero  teniendo  presente  que  las  cantidades  ge  considerarían 
esembolsadas  como  de  presente  y  que  seria  conveniente  pro- 
mover una  consulta  general,  en  la  que  sin  hacer  mérito  de 
reclamación  particular  alguna  se  depurase  la  conveniencia  ó 
inconveniencia  de  bonificar  los  capitales  invertidos  en  mejo- 
rar las  fincas  que  vendidas  por  el  Estado  fuesen  devueltas  4 
éste  á  causa  de  anulación  de  las  ventas  verificadas,  ó  publicar 
desde  luego  una  resolución  en  que  se  declare  oue  la  bonifi- 
cación del  5  por  100,  de  que  habla  la  Real  óraen  de  27  de 
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Julio  de  1861,  no  es  extensiva  á  otros  capitales  que  á  aquellos 
que  especialmente  designa,  y  que  el  Ministro  del  ramo  por 
Real  orden  de  14  de  Junio  de  1868  mandó  que  suspendiéndo- 
se por  ahora  la  resolución  referente  al  caso  concreto  del  re- 
currente, se  instruyera  el  expediente  general  a  que  se  refiere 
la  expresada  Sección  de  Hacienda: 

Resultando  que  el  mismo  Costa  en  l.°  de  Julio  de  1872 
recurrió  al  Ministro  de  Hacienda  pidiendo,  fundado  en  varias 
razones  que  expuso,  que  se  acordase  el  reintegro  ó  devolución 
de  los  18.334  escudos  466  milésimas  que  ha  entregado  al  Es- 
tado en  concepto  de  productos  obtenidos  en  el  tiempo  que  ha 
poseido  las  dehesas  de  los  Propios  de  Zuera,  á  deducir  de  lo 
que  por  el  interés  de  dicho  5  por  100  del  importe  de  los  pla- 
zos que  le  ha  sido  satisfecho,  si  bien  hacia  la  más  terminante 
y  solemne  protesta  reservando  el  derecho  que  le  asiste  para 
en  su  dia  reclamar  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
que  le  corresponden:  que  no  habiéndose  cumplido  la  anterior 
resolución,  á  propuesta  del  Negociado  se  elevó  el  expediente 
al  Ministro  de  Hacienda  para  que  determinase  lo  que  creyese 
justo;  y  que  éste,  por  otra  Real  orden  de  11  de  Agosto  de  1872, 
en  cuanto  al  caso  concreto  de  que  se  trata  en  este  expediente, 
oido  el  informe  de  la  Sección  de  Hacienda,  el  Consejo  confir- 
mó el  acuerdo  apelado,  fundándose,  entre  otras  razones,  en 
que  al  optar  el  interesado  por  percibir  el  5  por  100  de  los 

f)lazos  cuando  pudo  elegir  el  quedarse  con  los  productos  de 
as  fincas,  demostró  que  estimaba  más  productiva  esta  forma 
de  indemnización,  sin  que  le  quedara  derecho  á  exigir  reso- 
luciones nuevas  y  especiales;  y  en  cuanto  á  la  resolución  ge- 
neral declaró  que  los  compradores  de  Bienes  nacionales  sólo 
tendrían  derecho  á  que  el  Estado  los  devuelva  el  importe  de 
los  plazos  satisfechos  y  el  de  las  mejoras  que  justificadamente 
procedan  en  los  casos  dé  nulidad  de  ventas,  reputándose  los 
productos  y  utilidades  como  indemnización  del  anticipo  de 
capital,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  sustituirse  esta  indem- 
nización con  el  abono  del  5  por  100  de  los  plazos  satisfechos 
como  hoy  se  verifica  cuando  los  interesados  lo  piden: 

Resultando  que  hecha  saber  esta  resolución  al  interesado, 
recurrió  de  nuevo  á  dicho  Ministro  en  11  de  Octubre  siguiente, 
pidiendo  que  se  uniesen  las  correspondientes  certificaciones 
de  la  exposición  de  motivos  que  acompañó  á  sus  cuentas  y 
del  escrito  protesta  de  1.°  de  Julio  último ,  y  que  se  aclarase 
la  anterior  Real  orden,  acordando  en  su  consecuencia  que  se 
le  devuelvan  las  rentas  ó  productos  que  como  procedentes  del 
tiempo  que  ha  poseido  las  fincas  se  le  retienen  por  el  Estado 
en  la  forma  que  lo  tiene  solicitado  en  su  repetida  instancia  de 


116  TRIBUNAL   SUPREMO. 

1.°  de  Julio;  y  dicho  Ministro,  por  orden  de  28  de  Febrero 
de  1873,  considerando  que  la  doctrina  establecida  en  la  ante- 
rior Real  orden  da  á  entender  que  no  debia  devolverse  los  pro- 
ductos correspondientes  á  las  mejoras,  porque  partiendo  de 
la  base  de  que  el  interesado  tiene  facultad  para  quedarse  con 
aquellos,  abonándosele  los  plazos  y  mejoras,  ó  por  devolverlos 
percibiendo  el  interés  del  5  ,por  100,  al  escoger  el  segundo 
medio,  de  conformidad  con  la  disposición  de  27  de  Julio  de 
1861,  tenian  que  tomarse  en  cuenta  todos  los  productos  de  la 
finca,  fuera  cualquiera  su  índole;  y  teniéndose  presente  lo 
consignado  en  el  último  considerando  de  la  de  11  de  Agosto, 
de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Dirección  general, 
aclaró  la  citada  Real  orden  en  el  sentido  expresado,  y  deses- 
timó por  consiguiente  la  nueva  petición  de  Costa: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Luis  Masegosa  y  Marín, 
en  nombre  del  referido  Costa,  en  10  de  Mayo  de  1873  entabló 
demanda,  que  amplió  después  el  de  igual  clase  D.  Leopoldo 
Ayllon  y  de  la  Sota  ante  este  Tribunal  Supremo,  con  la  pre- 
tensión de  que  se  revoque  la  Real  orden  de  11  de  Agosto  del 
año  anterior  y  se  le  abone  el  interés  del  5  por  100,  no  por 
una  vez,  sino  en  consideración  á  los  años  que  ha  tenido  in- 
vertido su  capital;  y  cuando  á  esto  no  hubiere  lugar,  que  se 
le  devuelvan  los  18.333  escudos  417  milésimas  que  en  concepto 
de  productos  obtenidos  en  el  tiempo  que  ha  poseído  aquellas 
fincas  ha  entregado  al  Estado  á  deaucir  1.557  escudos  800  mi- 
lésimas por  el  expresado  interés  del  importe  de-  los .  plazos 
que  tiene  percibidos,  fundándose  en  ambos  escritos  en  que  es 
un  axioma  legal  que  la  anulación  de  todo  contrato  de  venta 

{>or  cargos  ó  vicios  de  la  cosa  vendida  que  cayó  el  vendedor, 
e  constituye  en  la  más  perfecta  é  ineludible  obligación  de  de- 
volver al  comprador  el  precio  de  la  cosa  vendida  con  los  daños 
v  menoscabos  que  le  vinieran  por  esa  razón,  citando  al  efecto 
las  leyes  32  y  63,  tít.  5.°  y  3.°  del  tít.  6.°  de  la  Partida  5.a, 
la  de  14  de  Marzo  de  1856  y  la  de  contabilidad  vigente:  que 
era  un  error  suponer,  como  se  hace  en  la  Real  orden  recla- 
mada, que  por  la  de  27  de  Julio  de  1861  no  se  conceden  al 
comprador  de  una  finca  del  Estado,  cuya  venta  haya  sido  anu- 
lada, más  derechos  que  el  de  optar  entre  los  productos  obte- 
nidos en  el  tiempo  de  su  posesión  ó  el  5  por  100  del  importe 
de  los  plazos  satisfechos,  porque  la  verdadera  razjn  que  la 
produjo  fué  la  de  que  no  se  privase  á  los  compradores  del  in- 
terés legal  de  su  capital  por  el  tiempo  que  le  hubiese  inver- 
tido, y  que  si  se  abrigase  el  más  insignificante  género  de  duda 
desaparecería  al  tenerse  en  cuenta  que  el  único  fundamento 
por  el  que  en  la  repetida  orden  de  27  de  Julio  se  denegó  al 
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comprador  del  molino  de  los  Propios  de  Manresa,  titulado 
Ubaga,  el  interés  del  5  por  100  del  capital,  importe  de  las  me- 
joras en  el  mismo  hechas,  fué  el  considerarle  suficientemente 
reintegrado  de  aquel  al  reservarse  como  se  reservólos  productos 
con  el  aumento  que  en  ellos  percibiera  procedente  del  mismo 
capital  invertido  en  aquellas:  que  habiendo  entregado  su  cliente 
al  Estado  los  productos  de  las  dehesas  que  habia  obtenido  en 
el  tiempo   de  su  posesión,   mal  podia  considerársele   com- 
pensado del  interés  del  5  por  100  de  su  capital  de  mejoras  con 
aquel  aumento  en  rentas,  demostrándose  este  aserto  hasta  la 
evidencia,  teniendo  presente  que  en  sus  cuentas  de  cargo  d? 
18.333  escudos  417  milésimas  en  concepto  de  productos  ob- 
tenidos cuando  las  rentas  que  debieron  rendir  en  los  cinco 
anos  que  las  poseyó  debieron  dar,  según  el  cálculo  parcial  para 
su  venta,  2.970  escudos,  cuya  cantidad  es  inferior  á  la  en- 
tregada de  15.363,  diferencia  que  no  puede  ser  debida  más 
que  al  capital  que  en  mejoras  se  invirtió:  que  si  no  obstante 
haberse  patentizado  que  con  arreglo  al  verdadero  espíritu  y 
razón  que  produjo  la  Real  orden  de  1861  que  es  de  la  más 
estricta  justicia  el  abono  del  interés  reclamado,  y  si  pudiera 
tacharse  de  omisa  ó  de  insuficientemente  explicada  dicha  dis- 
posición, ó  que  se  c&recia  de  otra  legal  para  aplicarla  al  caso 
que  en  la  práctica  pudiera  ocurrirse,  era  un  principio  de  de- 
recho administrativo  establecido  por  varias  sentencias  del  Con- 
sejo de  Estado  y  de  esta  misma  Sala,  como  son  la  de  27  de 
Setiembre  de  1870,  2  de  Octubre  de  1871,  22  de  Marzo  de  1872 
y  20  de  Enero  de  1873,  si  bien  existia  la  Real  orden  de  27  de 
Julio  de  1865,  complementaria  de  la  de  1861,  en  la  que  se 
establece  como  principio  inconcuso  que  corresponde  al  com- 
prador el  interés  del  5  por  100  del  capital  de  mejoras  y  la 
de  16  de  Febrero  de  1873,  recaida  en  un  expediente  promovido 
por  D.   Fernando  Jaquete:  que  también  se  ha  padecido  una 
equivocación  en  la  orden  reclamada  al  afirmarse  que  optó  por 
devolver  los  prpductos  y  percibir  el  5  por  100  de  las  cantida- 
des ingresadas  en  pago  de  las  fincas,  y  haberse  permitido 
aseverar  en  el  cuarto  considerando  de  aquella  que  el  optar 
por  esto  último  demostró  que  estimaba  más  útil  esta  forma  de 
indemnización,  siendo  así  que  por  lo  que  optó  en  su  exposición 
de  motivos  fué  «por  el  5  por  100  á  que  ascendían  los  plazos 
satisfechos  y  mejoras  realizadas,»  en  lo  cual  nunca  comprendió 
que  pudiera  oponérsele  obstáculo  alguno,  cuando  con  ante- 
rioridad se  le  habia  concedido  en  el  expediente  de  nulidad  de 
la  dehesa  titulada  Vega,  y  por  lo  tanto  que  está  demostrado 
que  no  optó  ni  pudo  optar  por  el  interés  sólo  de  los  plazos: 
que  á  mayor  abundamiento,  cuando  le  fué  trasladada  la  orden 
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de  aprobación  en  17  de  Enero  de  1868,  al  dia  siguiente  18? 
sabedor  de  la  omisión  en  ella  cometida  y  para  que  al  cobrar 
las  cantidades  que  le  habian  sido  reconocidas  como  de  abono 
nunca  se  entendiese  que  prestaba  su  aquiescencia,  protestó 
ante  el  Gobernador,  y  en  20  del  mismo  mes  acudió  á  la  Di- 
rección en  reclamación  del  interés  del  5  por  100  de  su  capital 
de  mejoras;  y  que  si  su  cliente  entregó  ó  se  cargó  en  sus  cuen- 
tas de  los  18.333  escudos  417  milésimas  que  como  productos 
habia  obtenido  de  las  dehesas,  lo  hizo  en  la  firme  inteligencia 
de  que  le  seria  abonado  por  el  Estado  el  interés  del  5  por  100 
del  capital  de  mejoras  y  plazos  y  por  consiguiente,  si  aten- 
dibles eran  los  principios  de  justicia  y  equidad  que  deben  nor- 
malizar los  efectos  de  todo  contrato,  ni  nadie  debe  enrique- 
cerse con  perjuicio  de  otro  según  la  regla  17  del  derecho,  y 
como  queda  consignado  no  ha  consentido  ni  expresa  ni  tá- 
citamente la  bonificación  que  le  ha  sido  concedida,  no  se  le 
puede  negar  á  su  elección  conforme  a  la  Real  orden  de  1861 
el  interés  del  5  por  100  ó  los  productos  obtenidos  de  la  finca 
anulada,  siendo  justo  y  á  todas  luces  equitativo  que  de  no  ac- 
ceder al  abono  de  lo  que  reclama  se  le  devuelvan  los  18.333 
escudos  referidos,  deduciendo  de  ellos  los  1.577*800  milésimas 
que  por  aquel  interés  del  importe  de  los  plazos  le  han  sido 
satisfechos: 

'  Resultando  que  con  el  anterior  escrito  acompañó  dos  cer- 
tificaciones, expedidas  una  por  el  Contador  del  Tribunal  de 
Cuentas  del  Reino  relativa  á  la  exposición  de  motivos  de  la 
cuenta  de  ingresos  y  gastos  prosentada  á  consecuencia  de  la 
nulidad  de  la  venta  de  las»  dehesas ,  y  otra  por  el  Archivero 
general  del  distrito  de  Zaragoza ,  en  la  que  se  reseña  las  es- 
crituras de  venta  judiciales  de  las  cuatro  dehesas  de  que  se 
trata  y  de  otras : 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
de  la  demanda  á  la  Administración,  dejándose  subsistente  la 
orden  reclamada ,  fundándose  en  que  es  doctrina  constante  que 
el  Estado  no  viene  obligado  al  abono  de  intereses  de  capital 
qué'  deba  entregar  sino  cuando  lo  ordenan  las  disposiciones 
legales  ó  hayan  sido  estipulados  en  contrato  como  lo  demues- 
tran las  numerosas  decisiones  del  Consejo  de  Estado ,  entre  las 
cuales ,  por  su  analogía  con  el  caso  presente  dijo  merecía  ci- 
tarse la  de  27  de  Diciembre  de  1866 ,  dictada  á  instancia  de 
1).  Manuel  León  Torán  :  que  en  el  caso  actual  la  legislación 
desamortizado™  no  declara  que  el  Estado  deba  ninguna  clase 
de  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  el  hecho  de  anu- 
lara* una  venta,  sino  la  devolución  recíproca  de  la  cosa  y  del 
precio ,  reaervando  al  comprador  la  cuestión  de  indemnización 
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en  la  forma  que  prescribe  la  Real  orden  de  27  de  Julio  de  1861, 
de  donde  se  sigue  que  no  hay  que  apelar  al  derecho  común 
para  resolver  cuestiones  de  esta  especie :  que  esta  Real  orden 
no  es  aplicable  al  caso  actual  y  si  un  fundamento  para  negar 
los  intereses  solicitados:  que  la  de  27  de  Julio  de  1865  no  era 
cual  se  decia  aclaratoria  de  aquella  porque  sólo  resuelve  un 
caso  particular ,  y  que  la  aclaratoria  era  la  circular  de  la  Di- 
rección de  20  de  Junio  de  1868,  porque  en  ella  expresamente 
se  previene  que  no  se  abonen  intereses  de  capitales  invertidos 
en  mejoras:  que  ni  aun  por  el  derecho  común  procedía  el 
abono  de  los  intereses  solicitados,  porque  por  parte  del  Estado, 
ni  se  comete  ni  se  puede  cometer  engaño  en  las  ventas,  y  por 
lo  tanto  jamás  podría  quedar  obligado  por  vía  de  pena  á  pres- 
tar indemnización:  que  por  virtud  del  principio  de  que  nadie 
puede  enriquecerse  con  perjuicio   de   otro ,  está  obligado  á 
abonar  las  mejoras  hechas  al  poseedor  de  buena  fé ;  pero  esa 
obligación  que  sólo  se  funda  en  la  de  equidad  de  los  contra- 
tos y  no  en  el  rigor  de  las  estipulaciones ,  esto  da  por  resul- 
tado el  deber  de  abonar  el  importe  de  las  mejoras  más  no  los 
intereses :  que  es  inconcuso  que  las  mismas  leyes  de  Partida 
sólo  dan  al  poseedor  de  buena  fé  el  derecho  de  reintegrarse 
del  importe  ae  las  mejoras:  que  la  orden  reclamada  es  también 
justa  en  cuanto  deniega  la  devolución  de  los  productos  entre- 
gados por  el  comprador  en  cambio  del  abono  del  5  por  100  del 
premio  y  gastos  de  venta,  y  que  por  más  que  otra  cosa  se 
sostenga, «el  comprador,  al  presentar  sus  reclamaciones,  optó 
por  el  abono  de  intereses  devolviendo  los  productos,  pues  si 
también  reclamó  á  la  vez  intereses  de  las  mejoras,  ni- directa 
ni  indirectamente  hizo  depender  aquella  reclamación  de  la  sub- 
sistencia y  reconocimiento  de  la  segunda : 

Resultando  que  reclamada  la  solicitud  que  el  recurrente 
dijo  tener  presentada  al  Gobernador  de  Zaragoza  en  18  de 
Enero  de  1868  de  conformidad  de  las  partes  la  remitió  dicho 
'Gobernador  manifestando  que  ignoraba  la  causa  de-  no  haberse 
procedido  á  su  registro;  y  aparece  de  ella  que  el  D.  Antonio 
Miguel  Costa,  por  haberse  omitido  en  la  orden  de  la  Dirección 
de  14  de  Octubre  de  1867 ,  por  olvido  ú  otro  involuntario  mo- 
tivo ,  el  abono  del  5  por  100  de  intereses  que  le  correspondía 
por  los  gastos  de  mejoras  que  se  le  habían  reconocido  y  para 
poder  percibir  en  su  dia  las  cantidades  que  le  daban  por  cor- 
riente ,  sin  que  por  ello  fuese  visto  que  cometía  tácitamente  la 
omisión  referida,  dijo  que  protestaba  desde  entonces  y  de  la 
manera  más  solemne  de  su  no  conformidad ,  á  reserva  de  ha- 
cer uso  de  su  derecho  en  la  forma  y  donde  viera  convenirle. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alvaro  Gil  Sanz. 
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Considerando  que  es  doctrina  admitida  constantemente  por 
la  jurisprudencia  administrativa  consignada  en  repetidos  fallos 
del  Consejo  de  Estado  y  de  este  Supremo  Tribunal,  que  la 
Hacienda  pública  sólo  es  obligada  á  abonar  intereses  de  capi- 
tales que  deba  entregar  cuando  por  alguna  disposición  legal 
ó  por  estipulación  expresa  le  está  impuesta  tal  obligación: 

Considerando  que  en  el  caso  de  este  pleito  no  existe  ley, 

5 acto  ni  otra  alguna  disposición  que  conceda  al  recurrente  el 
erecho  que  se  atribuye  en  la  demanda  de  exigir  á  la  Ha- 
cienda pública  el  abono  de  intereses  del  capital  que  asegura 
haber  invertido  en  las  mejoras  de  las  dehesas  de  los  Propios  de 
Zuera  que  el  Estado  le  vendió,  y  que  por  haberse  anulado  ásu 
instancia  dicha  venta  han  vuelto  á  poder  de  la  Administración 
pública  : 

Considerando  que  si  bajo  dicho  concepto  es  improcedente 
la  demanda  en  su  primera  y  principal  pretensión,  no  es  menos 
desatendible  la  segunda  que  subsidiariamente  propone;  pues 
habiendo  optado  después  de  anulada  la  referida  venta  de  di- 
chas dehesas  por  la  entrega  de  sus  rendimientos  ó  productos 
en  el  tiempo  que  los  recaudó  ó  utilizó ,  pidiendo  al  propio 
tiempo  el  abono  de  intereses  que  conceden  las  órdenes  de  27 
de  Julio  de  1861  y  demás  concordantes  con  la  misma,  renun- 
ció por  este  acto  á  retener  los  expresados  productos,  y  no  está 
en  posibilidad  de  variar  hoy  de  parecer  y  adoptar  una  elec- 
ción nueva  contraria  á  la  que  ya  prefirió,  quedando  por  un 
acto ,  tan  libre  y  espontáneo  como  solemne ,  obligado  á  lle- 
varle adelante  y  someterse  á  sus  consecuencias,  ya  sean  be- 
neficiosas á  su  particular  interés ,  ó  por  el  contrario  perjudi- 
ciales : 

Y  considerando ,  por  último ,  que  al  deducir  en  la  vía  gu- 
bernativa dicho  comprador  su  indicada  solicitud  optando  por 
la  entrega  de  frutos,  que  podía  haber  retenido  en  compensa- 
ción del  5  por  100  de  intereses  del  precio  de  su  compra  y  de- 
mas  gastos*,  según  las  órdenes  vigentes,  no  indicó  siquiera 
que  esta  elección  era  condicional  y  que  no  valdría  ni  surtiría 
efecto  ninguno  si  no  se  le  abonaban  además  intereses  del  ca- 
pital de  las  mejoras,  que  sólo  pidió  como  impetrando  gracia 
que  la  Administración  carecía  de  facultades  para  concederle; 

Fallamos ,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  entablada  contra 
la  misma  por  D.  Antonio  Miguel  Costa  en  10  de  Marzo  de  1873, 
quedando  con  dicha  absolución  firme  y  subsistente  la  orden 
reclamada  que  se  expidió  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  1 1 
de  Agosto  de  1872. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
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ceta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=  Gregorio  Juez  Sarmiento.  =  José  María 
Herreros  de  Tejada.  =  Juan  Cano  Manuel.  =  José  Jiménez  Mas- 
caros. = Eugenio  de  Ángulo. =Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex.ce- 
lentisicho  Sr.  D.  Alvaro  Gil  Sanz,  Magistrado  de  la  Sala  ter- 
cera de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Re- 
lator en  Madrid  á  13  de  Julio  de  1874.= Licenciado  Manuel 
Aragoneses  Gil. 

Núm.  16. 
PROCEDENCIA. 


Prevenciones  A  ün  Juez.— Sentencia  de  13  de  Julio,  decla- 
rando improcedente  la  vía  contenciosa,  y  en  su  virtud  que 
no  M  lugar  A  la  admisión  de  la  demanda  presentada  por 
D.  Pedro  Blanco  Junquera,  contra  la  orden  d4  Poder  Eje- 
cutivo de  la  República  de  19  de  Abril  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  el  Jefe  del  Estado  dirime  las  competencias  de  juris- 
dicción que  se  suscitan  ante  los  Tribunales  y  la  Administración 
en  uso  de  sus  fucnltades  constitucionales,  según  lo  reconoce  y 
determina  el  Real  decreto  que  con  audiencia  del  Tribunal  Su- 
premo, Consejo  Real  y  de  Ministros  se  expidió  en  4  de  Junio 
de  1847. 

2.°  Que  contra  las  resoluciones  de  esa  Índole  no  hay  ulterior 
recurso  en  conformidad  a  lo  expresamente  dispuesto  por  el  ar- 
ticulo 20  del  ya  enunciado  Real  decreto. 

3.°  Que  es  inherente,  á  la  altísima  potestad  de  que  se  halla 
revestido  por  el  art.  73  de  la.  Constitución  el  Jefe  del  Estado  al 
dirimir  las  competencias  suscitadas  entre  los  funcionarios  de 
justicia  y  de  la  Administración,  la  facultad  de  hacerles  las  ad- 
vertencias ó  prevenciones  que  estime  procedentes  después  de  oir 
al  Consejo  de  Estado,  que  es  la  garantía  de  acierto  para  acordar 
entas  resoluciones ,  facultad  que  ha  sido  reconocida  sin  contra- 
dicción de  ninguna  especie  en  la  esfera  contenciosa ,  pues  no  la 
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permite  el  ejercicio  de  las  prerogativas  constitucionales  en  ¡a 
alta  región  en  que  el  Jefe  del  Estado  obra  al  fijar  el  deslinde 
de  los  poderes  públicos. 

4.°  Que  además  las  advertencias  ó  prevenciones  Aechas  al 
dirimir  los  conflictos  mencionados  no  tienen  carácter  de  correc- 
ciones disciplinarias ,  al  menos  en  el  sentido  y  para  los  efectos 
que  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  las  define  y  formula,  ni 
pueden  tenerlo  porque  no  recaen  sobre  actos  puramente  judiciales 
subordinados  a  la  jerarquía  judicial,  sino  sobre  otros  de  índole 
muy  compleja  y  especial  que  tienen  que  amoldarse  a  u1b  proce- 
dimiento también  especial,  y  los  cuales  están  sujetos  únicamente 
á  la  apreciación  y  acuerdo  del  Jefe  del  Poder  Ejecutivo  con  sus 
Ministros  responsables,  como  regulador  de  los  demos  poderes,  $ 
al  menos  como  la  representación  más  viva  y  permanente  del  poeto* 
social:  por  lo  que  no  debe  calificar  dichas  resoluciones  como  sim- 
ples actos  ministeriales  de  aquellos  que  ponen  fin  á  los  expe- 
dientes meramente  administrativos,  y  que  al  hacerlo  pueden  herir 
un  derecho  particular  preexistente  claramente  definido  que  haga 
necesaria  y  procedente  una  demanda  contenciosa. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Julio  de  1874,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden,  sobre  procedencia  de  la  vía  contenciosa 
y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Procurador  Don 
Manuel  Martin  Vena  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Pedro  Blanco 
Junquera,  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Vi- 
cente en  Sevilla,  contra  la  Administración  general  del  Estado, 
representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la 
orden  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  19  de  Abril  de 
1873,  que  de  conformidad  con  lo  acordado  por  el  Consejo  de 
Estado  en  pleno,  mandó  se  hicieran  al  demandante  las  pre- 
venciones oportunas  por  no  haberse  atenido  al  dictar  sus  pro- 
videncias en  una  cuestión  de  competencia  entre  el  Gobernador 
civil  de  la  provincia  de  Murcia  y  el  Juzgado  de  Cartagena  que 
él  desempeñaba ,  á  los  plazos  improrogables  determinados  en 
la  ley: 

Resultando  que  con  copia  de  la  orden  antes  expuesta,  y 
representado  por  el  Procurador  D.  Manuel  Martin  Vena,  pre- 
sentó D.  Pedro  Blanco  Junquera  demanda  contencioso-admi- 
nistrativa  en  este  Tribunal  Supremo  en  9  de  Mayo  último, 
pidiendo  su  revocación  por  carecer  el  Gobierno  de  facultades 
para  dictarla,  sin  que  pueda  la  misma  perjudicarle  en  lo  más 
mínimo  en  su  hoja  de  servicios  ó  en  su  carrera;  expresando 
para  ello  que  la  amonestación  que  contiene  es  una  corrección 
disciplinaria,  y  la  jurisdicción  de  esta  clase  contra  los  Jueces 
de  primera  instancia  sólo  corresponde  á  las  Salas  de  gobierno 
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de  las  Audiencias  respectivas,  según  el  art.  732  de  la  Ley  de 
organización  del  Poder  judicial:  que  con  arreglo  al  art.  735 
pueden  promover  dichas  correcciones  los  Presidentes  de  los 
Tribunales  y  los  Fiscales  de  los  mismos:  que  no  sólo  cuando 
se  trata  de  faltas,  sino  aunque  se  persigan  delitos  cometidos 
por  Jueces  y  Magistrados,  si  el  Gobierno  quiere  promover  su 
castigo  debe  dirigir  la  orden  oportuna  al  Fiscal  de  este  Tri- 
bunal para  que  excite  al  de  la  Audiencia  á  formular  la  de- 
manda ó  promover  la  corrección  disciplinaria,  según  los  pre- 
citados artículos,  y  los  250  al  255  inclusive  de  la  misma  ley: 
que  no  se  puede  imponer  corrección  disciplinaria  á  un  Juez 
sin  que  se  le  oiga  en  expediente  instruido ,  y  por  la  Sala  de 
gobierno  constituida  en  Sala  de  justicia:  que  no  habia  podido 
reclamar  ante  ésta  que  no  le  habia  castigado,  ni  ante  el  Mi- 
nistro de  Gracia  y  Justicia  ó  el  Presidente  del  Poder  Ejecutivo, 
porque  hubiera  sido  tanto  como  reconocerles  jurisdicción  dis- 
ciplinaria que  no  tienen ;  y  como  la  orden  reclamada  causó 
estado  y  lastimó  sus  justos  derechos,  no  tiene  otro  camino  que 
venir  á  la  vía  contenciosa  con  arreglo  á  los  artículos  46  y  56 
de  la  Ley  orgánica  de  17  de  Agosto  de  1860;  y  que  siempre 
ha  sido  materia  de  jurisdicción  contenciosa  los  recursos  de 
abuso  de  poder  ó  de  incompetencia  elevados  por  las  Autorida- 
des judiciales  contra  las  resoluciones  administrativas: 

Resultando  que  dada  vista  al  Ministerio  fiscal  de  la  expre- 
sada demanda,  dijo  que  ésta  se  referia  á  asuntos  que  no  eran 
de  la  competencia  de  la  vía  contencioso-administrativa,  por- 
que la  prevención,  advertencia  ó  amonestación  que  contiene 
la  orden  impugnada  no  es  de  las  correcciones  que  reconoce  y 
establece  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  y  que  enumera 
en  su  art.  741,  pues  el  Gobierno  ha  prevenido,  pero  no  re- 
prendido, una  falta  que  el  Consejo  de  Estado  ha  notado  en 
unas  actuaciones  que  examinó,  y  esto  ha  podido  hacerlo  dentro 
de  las  facultades  inherentes  y  propias  al  Poder  Ejecutivo;  en 
cuyo  estado  se  mandaron  entregar  los  autos  al  referido  Pro- 
curador Martin  Vena  por  término  de  tercero  dia  al  sólo  efecto 
de  instrucción  del  expresado  escrito  fiscal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  el  Jefe  del  Estado  dirime  las  competen- 
cias de  jurisdicción  que  se  suscitan  entre  los  Tribunales  y  la 
Administración  en  uso  de  sus  facultades  constitucionales,  se- 
gún lo  reconoce  y  determina  el  Real  decreto  que  con  audien- 
cia del  Tribunal  Supremo,  Consejo  Real  y  de  Ministros  se  ex- 
pidió en  4  de  Junio  de  1847: 

Considerando  que  contra  las  resoluciones  de  esa  índole  no 
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hay  ulterior  recurso  en  conformidad  á  lo  expresamente  dis- 
puesto por  el  art.  20  del  ya  enunciado  Real  decreto: 

Considerando  que  es  inherente  á  la  altísima  potestad  de 
que  se  halla  revestido  por  el  art.  73  de  la  Constitución  el  Jefe 
del  Estado  al  dirimir  las  competencias  suscitadas  entre  los 
funcionarios  de  justicia  y  de  la  Administración,  la  facultad 
de  hacerles  las  advertencias  ó  prevenciones  que  estime  proce- 
dentes después  de  oir  al  Consejo  de  Estado,  que  es  la  garantía 
de  acierto  para  acordar  estas  resoluciones,  facultad  que  ha 
sido  reconocida  sin  contradicción  de  ninguna  especie  en  la 
esfera  contenciosa,  pues  no  la  permite  el  ejercicio  de  las  pre- 
rogativas  constitucionales  en  la  alta  región  en  que  el  Jefe  del 
Estado  obra  al  fijar  el  deslinde  de  los  poderes  públicos: 

Considerando  que  además  las  advertencias  ó  prevenciones 
hechas  al  dirimir  los  conflictos  mencionados  no  tienen  fcarác- 
ter  de  correcciones  disciplinarias,  al  menos  en  el  sentido  y 
para  los  efectos  que  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  las 
define  y  formula,  ni  pueden  tenerlo  porque  no  recaen  sobre 
actos  puramente  judiciales  subordinados  á  la  jerarquía  judi- 
cial, sino  sobre  otros  de  índole  muy  compleja  y  especial  que 
tienen  que  amoldarse  á  un  procedimiento  también  especial,  y 
los  cuales  están  sujetos  únicamente  á  la  apreciación  y  acuerdo 
del  Jefe  del  Poder  Ejecutivo  con  sus  Ministros  responsables, 
como  regulador  de  los  demás  poderes,  ó  al  menos  como  la 
representación  más  viva  y  permanente  del  poder  social;  por 
lo  que  no  cabe  calificar  dichas  resoluciones  como  simples  actos 
ministeriales  de  aquellos  que  ponen  fin  á  los  expedientes  me- 
ramente administrativos,  y  que  al  hacerlo  pueden  herir  un 
derecho  particular  preexistente  claramente  definido  que  hag*a 
necesaria  y  procedente  una  demanda  contenciosa: 

Y  considerando  que  por  todo  lo  expuesto  es  indudable  que 
la  materia  que  sirve  de  base  al  recurso  interpuesto  no  lo 
admite; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  k 
la  admisión  de  la  demanda  formulada  por  D.  Pedro  Blanco 
Junquera  contra  la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República 
de  19  de  Abril  de  1873  que  ha  sido  reclamada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  remitiéndose  la  oportuna 
certificación  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos. = Juan  González  Acevedo.=Pas- 
cual  Bayarri.=sJuan  Jiménez  Cuenca.  =  Juan  Cano  Manuel.  = 
José  Jiménez  Mascaros.  =Eugenio  de  Ángulo. = Alvaro  Gil  Sanz. 
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Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
deque  certifico  coiño  Secretario  Relator  en  Madrid  á  13  de 
Julio  de  1874.=Enrique  Medina. 

Núm.  17. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Abono  de  alquileres. — Sentencia  de  14  de  Julio,  dejando  sin 
efecto  la  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  de  13 
de  Mayo  de  1873,  impugnada  por  D.  Juan  Pascual  de  Bo- 
nanza y  Roca  de  Togores. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  es  un  principio  de  derecho,  asi  en  el  orden  civil  como  en 
el  administrativo,  que  lo  estipulado  en  un  contrato  es  ley  que 
Miga  ineludiblemente  a  su  cumplimiento  a  las  partes  que  lo  cele- 
braron, y  la  Administración  pública,  lo  mismo  que  los  particu- 
lares, se  halla  en  el  deber  de  observar  estrictamente  lo  pactado, 
siendo  de  su  cargo  en  caso  contrario  las  consecuencias  que  en 
daño  del  otro  contratante  se  puedan  originar  de  la  infracción  de 
este  precepto  legal.  * 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  14  de  Julio  de  1874 ,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  primera 
y  única  instancia,  seguidos  por  D.  Juan  Pascual  de  Bonanza  y 
Roca  de  Togores,  representado  por  el  Procurador  D.  Juan  Ig- 
nacio de  Zavala  y  Apraiz,  y  por  su  fallecimiento  por  el  de 
igual  clase  D.  Lorenzo  de  Poo  y  Espejo,  contra  la  Administra- 
ción pública  general,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre 
revocación  de  la  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda 
en  13  de  Mayo  de  1873,  en  cuanto  por  ella  se  confirmó  la  de 
la  Dirección  general  que  declara  no  son  abonables  al  deman- 
dante y  demás  condueños  los  alquileres  que  expresa  deven- 
gados por  contrato  de  arriendo  de  unas  casas  en  la  ciudad  de 
Alicante  para  oficinas  del  Estado: 

Resultando  que  en  8  de  Octubre  de  1858  el  Gobernador 
civil  de  la  ciudad  de  Alicante,  en  nombre  del  Estado,  de  una 
parte,  y  de  ía  otra  D.  Juan  Pascual  de  Bonanza  y  Roca  de 
Togores  y  D.  Ramón  Bello,  como  Sindicato  del  concurso  de 
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bienes  del  Príncipe  Pío,  y  D.  Francisco  Baeza,  como  apoderado 
de  D.  José  Willarse  y  de  otros,  otorgaron  escritura  para  el 
arriendo  de  dos  casas  situadas  en  la  calle  de  Gravina  de  dicha 
ciudad,  de  la  propiedad  de  los  dos  primeros  una  de  ellas,  y 
del  último  y  sus  hijas  la  otra,  á  fin  de  establecer  en  las  mis- 
mas las  oficinas  dependientes  de  los  Ministerios  de  Goberna- 
ción y  Hacienda;  estipulando  por  la  cláusula  1/  el  arriendo 
desde  un  mes  después  de  desalojadas  por  sus  dueños,  por  la 
cantidad  anual  de  90.000  rs.  vn.,  de  los  cuales  60.000  corres- 
pondían á  la  primera  de  las  enunciadas  casas,  y  el  resto  á  la 
segunda;  entendiéndose  prorogado  el  arriendo  de  uno  á  otro 
año  si  el  Estado  no  avisase  que  las  desalojaría  con  cuatro  me- 
ses de  anticipación  y  por  igual  tiempo  respecto  á  los  dueños; 
asimismo  se  expresó  en  la  6.a  que  se  acompañaban  los  planos 
de  la  distribución  que  entonces  tenia  cada  piso  por  si  los  due- 
ños exigiesen  al  terminarse  el  arriendo  su  reposición  al  estado 
de  actualidad  en  cuanto  al  compartimiento  y  deterioro;  y  por 
la  7.a  se  convintf  igualmente  que  las  diferentes  dependencias 
del  Estado  que  ocupasen  el  edificio  pagarían  á  prorata  por  la 
parte  ocupada,  para  cuyo  efecto  se  practicaría  por  un  Arqui- 
tecto la  correspondiente  tasación  de  lo  que  considerase  debía 
satisfacer  cada  dependencia  por  la  parte  de  local  que  ocupase: 
Resultando  que  después  de  trascurridos  cerca  de  once  años 
de  haber  tenido  efecto  y  continuar  por  consentimiento  tácito 
de  los  contratantes  el  referido 'arriendo,  el  nuevo  Gobernador 
de  la  provincia  de  Alicante  en  1869  dirigió  con  fecha  7  de 
Agosto  de  este  mismo  año  al  Ministerio  de  Hacienda  una  co- 
municación oficial,  en  la  que  después  de  hacer  referencia  de 
los  antecedentes  ya  expuestos,  añadió  que  los  expresados  edi- 
ficios habian  sido  arrendados  por  dicha  suma  de  90.000  reales 
que  calificó  de  enorme,  y  que  no  necesitaba  encarecer  el  tipo 
elevadísimo  de  aquellos  alquileres  ni  penetrar  en  lo  interior 
de  las  causas  que  hubieran  podido  influir  para  su  próroga  de 
año  en  año,  y  con  ella  los  graves  perjuicios  originados  á  los 
intereses  del  Tesoro:  que  sólo  llamaba  la  atención  del  Gobierno 
Supremo  para  que  se  convenciera  de  que  atendidas  todas  las 
circunstancias  del  caso,  el  citado  arrendamiento  era  verdade- 
ramente fabuloso,  puesto   que  en  los  once  años  que  existia 
funcionando  en  las  casas  alquiladas  las  oficinas  del  Estado, 
por  éste  se  había  satisfecho  en  más  de  un  duplo  el  capital  que 
representaban  por  su  legítimo  valor:  que  aun  de  esto  se  podría 
prescindir  si  los  edificios  reunieran  las  condiciones  indispen- 
sables para  el  uso  que  estaban  destinadas;  más  desgraciada- 
mente no  era  asi,  puesto  que  las  oficinas  se  hallaban  situadas 
en  una  calle  malísima,  sucia  y  extraviada  y  sus  locales  res- 
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pectivos  incómodos  y  hasta  indecorosos,  bastando  decir  que 
el  Archivo  de  la  Contaduría  se  hallaba  establecido  en  un  des- 
ván á  teja  vana  y  cubierto  de  carrizo,  y  los  almacenes  de  la 
Adnana,  no  obstante  lo  escaso  que  es  de  lluvias  el  país,  se  ha- 
bían visto  dos  veces  anegados,  ocasionando  perjuicios  enormes 
k  la  Hacienda  pública  y  al  comercio:  que  para  remediar  tal  es- 
tado de  cosas  desde  que  se  posesionó  dicho  Gobernador  de  su 
cargo  había  practicado  las  gestiones  convenientes,  y  por  65.000 
reales  anuos  había  hallado  casas  en  calles  mejores  y  más  cén- 
tricas, que  designa  con  toda  la  capacidad  y  comodidades  que 
refiere  y  la  economía  de  25.000  rs.  de  rebaja  del  anterior  al- 
quiler que  se  estaba  a  la  sazón  pagando;  y  para  hacer  efec- 
tiva esa  ventaja,  había  avisado  á  los  dueños  de  las  casas  que 
estaban  ocupando  las  oficinas:  que  el  contrato  de  1858  con 
ellos  celebrado  terminaría  en  1.  de  Diciembre  inmediato,  ó 
sea  el  de  1869  con  arreglo  á  la  estipulación  contenida  en  la 
cláusula  1/  de  la  escritura  de  dicho  arriendo;  y  concluyó  en 
el  referido  oficio  pidiendo  la  aprobación  superior  de  estas  de- 
terminaciones, y  que  se  le  autorizara  para  celebrar  el  nuevo 
contrato  que  llevaba  propuesto: 

Resultando  que  en  el  expediente  obran  otras  comunicacio- 
nes semejantes  á  la  de  que  antes  queda  hecho  mérito,  eleva- 
das también  á  la  Superioridad  por  el  Jefe  económico  de  la 
provincia  de  Alicante  en  igual  sentido  que  la  del  Gobernador; 

Sero  haciendo  aquel  Jefe  detenida  descripción  de  los  locales 
e  cada  una  de  sus  oficinas  y  de  sus  malas  condiciones  para 
el  servicio  á  que  estaban  dedicadas,  coiik)  también  de  haber 
otros  con  las  más  á  propósito  para  dicho  servicio  público  y 

utilidad  común  de  la  Hacienda  v  del  comercio: 

ti 

Resultando  que  por  orden  de  21  de  Noviembre  de  1870,  el 
Regente  del  Reino  aprobó  la  intimación  de  desahucio  que  el 
Gobernador  habia  hecho  á  D.  Juan  y  D.  Luis  Pascual  de  Bo- 
nanza y  otros  arrendadores  como  dueños  de  las  casas  alquila- 
das en  1858  para  oficinas  de  Hacienda  y  Gobernación  en  Ali- 
cante, y  autorizó  al  Jefe  económico  para  celebrar  el  nuevo 
contrato  de  otras  casas  pertenecientes  á  distintos  dueños: 

Resultando  que  el  Gobernador,  mediante  la  indicada  supe- 
rior autorización,  comunicó  oficialmente  á  aquellos  el  desahu- 
cio para  1.°  de  Diciembre  de  1870  con  arreglo  á  la  cláusu- 
la 1/  de  la  escritura;  y  que  verificada  la  traslación  de  las 
oficinas  de  Hacienda,  remitió  á  los  mismos  dueños  las  llaves 
que  se  negaron  á  recibir  y  recurrieron  oponiéndose  por  el 
perjuicio  que  se  les  irrogaba,  trasladando  unas  oficinas  y  de- 
jando otras  dentro  de  sus  casas  por  haber  quedado  aún  sin 
variar  instaladas  allí  las  del  ramo  de  Gobernación,  y  pidiendo 
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con  tal  motivo  que  mientras  no  se  desocupasen  por  completo 
los  dos  edificios  s$  considerase  subsistente  el  contrato: 

Resultando  que  dicha  reclamación  fué  desestimada  en  4 
de  Marzo  de  1871  por  orden  en  que  se  mandó  además  llevar 
á  efecto  la  traslación  de  las  oficinas,  sin  perjuicio  de  sufragar 
cuándo  y  en  la  proporción  que  procediese  las  obras  de  reha- 
bilitación de  los  edificios  á  su  estado  primitivo ;  declarando 
también  que  no  habia  solidaridad  de  obligaciones  entre  los 
Ministerios  de  Gobernación  y  el  de  Hacienda  en  el  asunto  de 
que  se  trata: 

Resultando  que  desocupada,  como  antes  se  ha  indicado,  la 
casa  de  D.  Pascual  de  Bonanza  en  que  estaban  las  oficinas  de 
Hacienda,  se  le  hizo  en  29  de  Abril  del  mismo  año  intimación 
para  que  recibiese  las  llaves,  á  lo  que  se  resistió  y  á  hacerse 
cargo  de  ellas  su  representante  mientras  no  se  le  entregaran 
por  la  Autoridad  con  quien  contrataron  y  se  cumpliesen  las 
condiciones  estipuladas  en  la  escritura  de  arriendo  que  seguia 
vigente  en  su  concepto,  por  lo  que  debían  continuar,  abonán- 
dosele los  alquileres  hasta  que  llegara  este  caso,  y  presentando 
luego  un  acta  notarial  para  hacer  constar  que  la  casa  no  que- 
do desocupada ,  sino  que  existían  oficinas  y  dependencias  en 
ella,  con  lo  que  previos  los  informes  oportunos  de  la  Direc- 
ción de  .Contribuciones  y  de  la  Sección  de  Letrados  del  Minis- 
terio, se  dictó  una  orden  por  la  Dirección  general  en  16  de 
Noviembre  de  1872,  declarando  procedía  pagar  á  dichos  pro- 

Sietarios  los  alquileres  que  resultaban  en  descubierto  hasta  el 
ia  en  que  les  fueron  ofrecidas  solemnemente  las  llaves  de  los 
departamentos  de  la  casa  de  su  pertenencia,  que  habia  tenido 
en  anudamiento  la  Administración  económica,  mandando 
requerirles  para  que  manifestasen  si  insistian  resueltamente 
en  la  reposición  material  de  dicho  departamento  al  estado  que 
tenia  anteriormente  con  arreglo  á  la  cláusula  6.*  del  contrato 
de- arrendamiento,  y  para  caso  afirmativo  exhibiesen  los  planos 
relacionados  con  dicha  cláusula,  y  que  si,  como  parecia,  ha- 
bian  de  darse  por  perdidos  los  planos  para  suplir  su  falta  en 
las  obras  de  rectificación  se  procediese  por  aquellos  y  la  Ad- 
ministración á  practicar  las  diligencias  é  informaciones  nece- 
sarias para  determinar  las  obras  que  deben  ejecutarse;  y  por 
último,  que  serian  de  abono  asi  al  recurrente  como  á  los  otros 
condueños  en  concepto  de  aumento  de  alquileres  los  corres- 
pondientes al  tiempo  que  se  invirtiese  en  las  obras  de  que 
antes  queda  hecho  mérito: 

Resultando  que  de  la  anterior  resolución  se  alzaron  los 
mismos  para  ante  el  Ministro  de  Hacienda,  y  oidos  los  Centros 
que  entendían  en  los  asuntos  de  esta  naturaleza  y  entre  ellos 
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la  Sección  consultiva  y  la  de  Letrados  sobre  las  diversas  pre- 
tensiones de  los  reclamantes  con  anterioridad  á  la  decisión 
que  ha  motivado  su  recurso  en  esta  vía  contenciosa,  estimaron 
ser  indudable  el  derecho  de  los  referidos  arrendadores  según 
su  contrato  á  que  se  les  devuelvan  reparadas  sus  casas  en  el 
estado  que  tenían  cuando  las  tomó  en  alquiler  la  Hacienda 
pública;  pero  como  en  su  opinión  tales  obras  dependían  de 
que  hubiesen  manifestado  ser  su  voluntad  que  se  les  hicieran 
atendidas  las  palabras  literales  de  la  cláusula  «si  el  dueño  lo 
exigiese  al  terminar  el  arriendo,»  lo  que  no  consta  así  lo  pi- 
diera Bonanza  ni  otro  de  sus  condueños ,  opinaban  aquellos 
que  la  Administración  no  podia  ser  responsable  de  una  obli- 
gación que  sólo  habría  nacido  desde  aquel  instante  que  no 
Rabia  llegado;  y  por  consecuencia,  tampoco  la  tenia  al  abono 
de  alquileres  ya  desocupado  el  local:  que  al  negarse  á  recibir 
las  llaves  cuando  se  le  ofrecieron  no  alegó  por  motivo  dicho 
propietario  la  falta  de  las  obras  de  reparación,  sino  que  no 
se  le  daban  reunidas  todas  las  de  los  edificios  ocupados  por 
oficinas  de  Hacienda  y  de  Gobernación,  y  por  lo  tanto  no  podia 
alegar  ahora  ese  que  vendría  á  ser  un  verdadero  y  vano  pre- 
texto, siempre  desatendible;  pero  como  no  se  puede  negar  el 
derecho  á  la  reparación  indicada ,  según  el  contrato ,  aunque 
la  haya  reclamado  después,  creían  los  informantes  se  le  debia. 
otorgar  y  sólo  abonar  la  Hacienda  alquileres  por  el  tiempo 
que  durasen  las  expresadas  obras: 

Resultando  que  pasado  el  expediente  al  Consejo  de  Estado 
y  Sección  de  Hacienda  y  Ultramar,  emitió  su  dictamen  en  18 
de  Abril  de  1873,  en  el  que  después  deshacer  prolija  relación 
de  todos  los  antecedentes,  asegura  que  los  Bonanzas  no  acep- 
taron las  llaves  de  sus  casas  en  26  de  Mayo  de  1871,  porque 
aún  seguían  varios  empleados  despachando  dentro  de  las  mis- 
mas: y  añade  que  habian  probado  además  con  acta  notarial 
(que  el  Consejo  debió  tener  á  la  vista  y  extraviarse  después, 
puesto  que  no  existe  la  original  en  el  expediente ,  sino  tan 
sólo  referencias  á  ella)  que  las  habitaciones  de  su  casa  tenían 
la  entrada  por  la  contigua  ó  colindante ,  razón  por  la  cual 
aun  cuando  hubieran  estado  desocupada!?  no  les  habrían  que- 
dado libres  para  disponer  de  ellas  á  su  voluntad: 

Resultando  que  dicha  Sección  del  Consejo  de  Estado ,  ha- 
ciéndose cargo  de  todo  lo  demás  que  el  expediente  arroja  y 
cuestiones  por  ambas  partes  contratantes  controvertidas ,  sin 
perder  de  vista  las  estipulaciones  consignadas  en  la  escritura 
de  arriendo  y  la  precitada  acta  notarial,  fija  los  siguientes 
considerandos:  primero,  que  según  los  términos  de  la  escri- 
tura, el  Gobierno  celebró,  no  un  contrato  para  las  oficinas  de 
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Hacienda,  y  otro  para  las  de  Gobernación,  sino  que  conjun- 
tamente figuraron  aquellas  y  estas  en  el  mencionado  instru- 
mento, por  lo  cual  Bonanza  no  creyó  terminado  el  contrato 
por  la  mera  notificación  de  abandono  del  local  respecto  de  los 
primeros:  segundo,  que  en  un  contrato  bilateral  no  puede  in- 
terpretar sus  cláusulas  uno  sólo  de  los  contrayentes  en  per- 
juicio del  otro;  y  tercero,  que  el  Estado  está  obligado  por  la 
cláusula  6.*  á  entregar  libre  el  local  á  los  Bonanzas  en  las 
condiciones  en  que  se  hallaba  al  hacerse  el  arriendo,  y  que 
dependiendo  de  la  voluntad  del  Gobierno  comenzar  las  obras 
para  cumplir  acuella  cláusula,  debe  pagarse  el  alquiler  hasta 
que  la  reposición  se  haya  hecho  y  quede  el  local  á  disposición 
de  los  dueños.  Y  con  mérito  á  tales  fundamentos,  dijo  esti- 
maba que  procedía  cumplir  estrictamente  la  cláusula  6/  del 
enunciado  contrato,  y  abonar  los  alquileres  á  los  propietarios 
hasta  que  hecha  la  reposición  se  hubiese  podido  cumplir  lite- 
ralmente : 

Resultando  que  á  su  virtud,  y  en  13  de  Mayo  de  1873,  se 
dictó  una  orden  por  el  citado  Ministerio  de  Hacienda,  confir- 
mando la  de  la  Dirección ,  en  cuanto  declara  que  no  son  abo- 
nables á  los  mencionados  propietarios  otros  alquileres  que  los 
que  se  hallen  en  descubierto  de  los  devengados  por  el  local 
ue  ocuparon  las  oficinas  de  aquella  dependencia  hasta  el  29 
e  Abril  de  1871  en  que  les  fueron  ofrecidas  las  llaves;  y  asi- 
mismo que  se  proceda  á  reponer  el  local,  previo  reconocimiento 
pericial,  al  estado  de  distribución  y  compartimiento  que  tenia 
en  1858,  debiendo  sufragarse  por  la  Hacienda  los  gastos  de 
las  obras  que  se  ejecuten  para  ello,  y  abonar  igualmente, 
como  aumento  de  aquileres,  los  que  correspondan  al  tiempo 
que  en  las  obras  se  invierta: 

Resultando  que  por  haber  recaído  la  anterior  resolución 
ministerial  separándose  de  la  propuesta  hecha  en  su  dictamen 
por  la  Sección  de  Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo  de  Estado, 

}>resentó  ante  este  Tribunal  Supremo  su  demanda,  base  de  este 
itigio,  D.  Juan  Pascual  de  Bonanza  y  Roca  de  Togoresen  12 
de  Julio  del  mismo  año,  y  en  su  nombre  su  apoderado  el  Pro- 
curador D.  Juan  IgnScio  de  Zavala  y  Apraiz,  pidiendo  la  re- 
vocación de  la  primera  parte  de  la  misma,  en  que  se  dispone 
no  se  abonen  otros  alquileres  que  los  que  están  en  descubierto 
de  los  devengados  por  la  ocupación  del  local  en  que  estuvie- 
ron las  oficinas  de  Hacienda  hasta  29  de  Abril  de  1871  en  que 
le  fueron  ofrecidas  las  llaves,  y  que  se  declare  en  su  lugar  que 
le  corresponde  percibir  todos  los  alquileres  devengados  desde 
el  27  de  Abril  de  dicho  año,  fecha  en  que  dejaron  de  abonár- 
sele, hasta  que  se  les  ponga  en  posesión  del  edificio  de  su 
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propiedad,  repuesto  al  estado  que  tenia  en  1858  cuando  lo  re- 
cibió en  alquiler  la  Administración,  fundado  en  que  si  á  tenor 
de  las  sentencias  de  este  Tribunal  de  13  de  Diciembre  de  1870, 
y  10  y  27  de  Marzo  de  1871  debe  atenderse  á  las  condiciones 
fijadas  en  la  escritura  para  la  inteligencia  de  los  contratos,  sin 
extenderles  á  cosas  que  no  se  hayan  estipulado  expresamente, 
es  indudable  que  la  orden  reclamada  desatiende  las  estable- 
cidas en  la  que  celebró  el  Estado  con  Bonanza,  y  las  extiende 
á  cosas  que  no  se  han  estipulado:  en  que  si  cuando  la  Admi- 
nistración contrata  tiene  que  estar  y  pasar  por  Ja  ley  del  con- 
trato, Ínterin  no  se  declare  nulo,  y  atenerse  estrictamente  á 
las  condiciones  pactadas,  no  es  menos  indudable  que  en  la 
orden  recurrida  no  se  está  ni  pasa  por  la  ley  del  contrato  sino 
que  la  modifica  á  su  capricho,  ni  se  atiende  de  modo  alguno 
á  las  condiciones  pactadas,  y  que  si  es  un  principio  en  mate- 
ria de  contratos  que  lo  estipulado  es  ley  especial  para  los  con- 
tratantes y  debe  cumplirse  en  el  modo  y  forma  que  por  los 
mismos  se  haya  establecido,  es  evidente  que  en  el  presente 
caso  la  enunciada  orden  reclamada  se  aparta  de  la  ley  del 
contrato  y  contraría  el  cumplimiento  de  lo  estipulado  en  el 
modo  y  forma  que  fué  establecido,  prescribiendo  otros  modos 
y  otras  formas  completamente  arbitrarias  y  caprichosas: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gu- 
bernativo como  el  Fiscal  se  opusiese  á  la  admisión  de  la  de- 
manda y  ocurriese  el  fallecimiento  del  Procurador  Apraiz,  pre- 
sentándose en  su  lugar  por  estar  incluido  en  el  poder  el  de 
igual  clase  D.  Lorenzo  de  Poo  y  Espejo,  se  procedió  á  la  vista 
de  los  autos  y  se  admitió  acuella  por  sentencia  de  la  Sala 
de  12  de  Enero  último,  la  cual  amplió  el  referido  Procurador, 
presentando  una  acta  levantada  en  23  de  Mayo  de  1871  por 
un  Notario  y  suficiente  número*  de  testigos  á  instancia  del 
demandante,  por  la  cual  se  acredita  que  en  dicha  fecha  estaba 
ocupada  por  oficinas  del  Gobierno  de  provincia  la  casa  de  Don 
Pascual  Bonanza  y  unida  para  dicho  objeto  con  la  inmediata 
que  con  ella  fué  alquilada;  reproduciendo  los  puntos  de  hecho 
y  fundamentos  de  derecho  de  aquella: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  di- 
cha demanda  pidiendo  se  absuelva  de  ella  á  la  Administración 
general  del  Estado,  confirmando  la  orden  recurrida,  expo- 
niendo para  ello  que  aun  cuando  D.  Juan  Pascual  de  Bonanza 
tenga  personalidad  para  reclamar  en  provecho  común  de  sus 
copartícipes  en  el  dominio  de  la  casa  donde  estaban  situadas 
las  oficinas  de  Hacienda,  no  puede  tenerla  por  ningún  con- 
cepto para  que  sus  gestiones  utilicen  á  los  dueños  de  la  otra 
casa  donde  estaban  situadas  las  oficinas  de  Gobernación,  cuya 
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situación,  interés  y  derechos  son  distintos:  que  de  todos  los 
antecedentes  resulta,  y  hasta  corroborada  por  el  mismo  de- 
mandante, que  en  autorizaciones,  gestión,  pago  y  cuanto 
pueda  dar  á  conocerse  la  diferencia  de  las  personalidades  que 
contratan  ha  aparecido  siempre  en  este  asunto  la  distinción 
que  existe  por  nuestro  organismo  administrativo  entre  las  ofi- 
cinas dependientes  de  los  Ministerios  de  Gobernación  y  Ha- 
cienda: que  del  contrato  que  obra  en  autos  aparece  el  precio 
del  arrendamiento,  que  es  lo  que  constituye  la  parte  más  in- 
teresante de  la. obligación  contraída,  según  el  cual  se  pagaba 
á  prorata  cada  uno  por  la  parte  que  ocupaba,,  sin  mancomu- 
nidad de  ninguna  especie,  y  con  arreglo  á  las  disposiciones 
generales  que  regulan  los  pagos  que  se  verifican  por  la  Ad- 
ministración pública,  con  separación  de  los  distintos  departa- 
mentos ministeriales,  que  cada  cual  tiene  un  presupuesto  com- 
pletamente distinto  para  sus  gastos  y  pagos:  que  la  resolución 
de  14  de  Marzo  de  1871  dejó  resuelta  concretamente  la  cues- 
tión suscitada  por  el  demandante  de  que  uñas  oficinas  no  po- 
dían «mudarse  sin  hacerlo  también  las  otras ,  al  declarar  que 
no  existia  la  solidaridad  que  quería  suponerse  entre  Goberna- 
ción y  Hacienda  cuya  resolución  no  podía  ser  revocada  en  este 
litigio,  porque  la  demanda  no  se  ha  dirigido  contra  ella,  y 
además  estaba  consentida  y  ejecutoriada  cuando  se  entabló 
pero  tenia  que  servir  de  punto  de  partida  para  la  determina- 
ción que  en  él  se  adopte,  aduciendo  otros  argumentos  en  favor 
de  la  ór^en  reclamada,  y  concluyendo  con  manifestar  que  si 
Gobernación  no  ha  cumplido  con  lo  pactado  en  el  contrato, 
ó  si  ha  perjudicado  á  los  propietarios  con  sus  actos,  .abierto 
tiene  el  camino  para  reclamar  lo  que  corresponda  de  este  Mi- 
nisterio, y  si  embarazara  el  edificio  de  tal  modo  que  no  pue- 
den hacer  uso  de  él,  reclamen  sobre  ello  al  mismo  en  la  vía 
gubernativa. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada. 

Considerando  que  es  un  principio  de  derecho,  así  en  el 
orden  civil  como  eñ  el  administrativo,  que  lo  estipulado  en 
un  contrato  es  ley  que  obliga  ineludiblemente  á  su  cumpli- 
miento á  las  partes  que  lo  celebraron,  y  la  Administración 
Süblica,  lo  mismo  que  los  particulares,  se  halla  en  el  deber 
e  observar  estrictamente  lo  pactado ,  siendo  de  su  cargo  en 
caso  contrario  las  consecuencias  que  en  daño  del  otro  contra- 
tante se  puedan  originar  de  la  infracción  de  este  precepto  legal: 

Considerando  que  en  el  contrato  de  que  en  este  pleito  se 
trata  se  establecieron  varias  condiciones,  entre  ellas  la  de  res- 
tituir á  sus  dueños,  al  terminar  el  arriendo,  las  casas  que  die- 
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ron  en  alquiler  para  oficinas  de  Hacienda  y  Gobernación  en 
Alicante  en  el  estado  en  que  las  habían  entregado  para  aquel 
servicio  público,  y  nó  hallándose  en  dicho  estado  en  29  de 
Abril  de  1871,  puesto  que  por  acta  notarial  aparece  el  que  en- 
tonces tenían,  sin  haberse  siquiera  hecho  la  obra  más  precisa 
para  separarlas  y  ponerlas  independientes  y  en  disposición  de 
que  sus  propietarios  las  utilizaran  respectivamente  como  lo 
hacían  antes  del  referido  contrato,  estuvieron  en  su  derecho 
negándose  á  recibir  las  llaves  que  se  les  querían  entregar,  y 
la  Hacienda  pública  continuó  obligada  á  los  alquileres  que 
posteriormente  se  han  devengado: 

Considerando  que  si  existe  sin  cumplir  aún  la  cláusula  ó 
condición  6.a  del  referido  contrato,  por  lo  que  está  la  Adminis- 
tración pública  obligada  á  reponer  la  parte  de  edificio  que 
ocuparon  las  oficinas  de  Hacienda  al  estado  que  tenían  al  re- 
cibirle en  arriendo,  como  se  reconoce  en  uno  de  los  funda- 
mentos de  la  orden  reclamada,  y  en  su  virtud  se  mandan  rea- 
lizar las  obras  correspondientes,  previo  dictamen  pericial,  abo- 
nando alquileres  por  todo  el  tiempo  que  en  dichas  obras  se 
invierta,  no  puede  haber  razón  alguna  para  dejar  de  satiáfacer 
los  devengados  con  anterioridad  desde  la  indebida  é  inopor- 
tuna oferta  de  las  llaves  hasta  que  .se  adopta  dicha  determi- 
nación: 

Considerando  que  no  ha  podido  fundarse  la  negativa  á 
dicho  abono  en  haber  desalojado  el  edificio  por  su  parte  la 
Administración  económica  en  29  de  Abril  de  1871,  y  á  se- 
guida haber  ofrecido  entregar  las  llaves  á  D.  Juan  Pascual  de 
Bonanza  y  sus  condueños,  porque  esto  no  bastaba  faltando  el 
cumplimiento  de  la  principal  obligación,  que  ahora  se  quiere 
suplir,  y  porque  el  arrendamiento  se  hallaba.tácitamente  pro- 
rogado,  según  la  última  cláusula  déla  condición  l.1,  pues  el 
primer  aviso  de  despedida  quedó  sin  efecto  por  no  haberse 
desocupado  las  casas  dentro  del  plazo  estipulado,  y  el  segundo 
no  se  comunicó  oportunamente: 

Considerando  que  el  haber  interpretado  de  otro  modo  el 
referido  pacto,  violentando  el  significado  de  algunas  cláusulas 
del  mismo,  y  desconociendo  que  según  las  reglas  legales,  más 
que  al  sentido  literal  de  algunas  palabras  ó  frases,  hay  que 
atender  siempre  á  su  espíritu  y  á  la  verdadera  intención  de 
los  contratantes ,  ha  sido  "un  hecho  que  se  estima  digno  de 
censura  en  el  informe  de  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo 
de  Estado,  consignando  en  su  segundo  fundamento  que  en  un 
contrato  bilateral  no  puede  interpretar  uno  sólo  de  los  que  en 
é\  intervinieron  sus  cláusulas,  haciéndolo  en  favor  suyo  y 
perjudicando  al  otro: 
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Considerando  que  los  vicios  que  atribuye  al  expresado  con- 
trato de  arriendo  el  Gobernador  de  Alicante  en  su  comunica- 
ción oficial  dirigida  en  7  de  Agosto  de  1869,  y  el  enorme  per- 
juicio que  puedan  sufrir  los  fondos  del  Estado  teniendo  que 
Íagar  tan  exorbitantes  y  dobles  alquileres  por  tantos  años, 
abiendo  tenido  en  vacio  las  casas  de  Bonanza,  y  ocupado 
con  las  oficinas  de  Hacienda  otras,  á  las  que  desde  1871  se 
trasladaron,  no  se  pueden  tomar  en  cuenta  parala  resolución 
de  este  pleito,  porque  es  también  axioma  legal  que  todo  con- 
trato en  debida  forma  celebrado  surte  sus  efectos  como  válido, 
ínterin  no  se  reclama  y  obtiene  declaración  judicial  de  su  nu- 
lidad en  sentencia  firme;  á  que  se  agrega  que  en  el  presente 
caso  habría  que  depurar  previamente  la  responsabilidad  de 
los  funcionarios  que  no  hubiesen  llenado  cumplidamente  sus 
deberes  en  los  diversos  actos  oficiales  de  donde  se  derivasen 
los  perjuicios  para  el  Estado  de  que  antes  se  ha  hecho  mérito: 
Y  considerando,  por  último ,  que  para  la  resolución  de  todas 
y  cada  una  de  las  diversas  cuestiones  indicadas  no  influye  en 
manera  alguna  lo  determinado  en  la  orden  de  14  de  Marzo 
de  1871,  aunque  obraran  en  el  expediente  gubernativo  algu- 
nos datos  que  faltan  para  poder  asegurar  que  fué  consentida 
Sor  los  interesados  sin  alzarse  de  ella  en  la  via  que  proce- 
iera;  pues  aun  suponiendo  independientes  las  obligaciones 
respectivas  de  Hacienda  y  Gobernación  respecto  á  la  localidad 
alquilada,  su  desahucio  y  desocupo,  la  Administración  siempre 
tendría  contra  sí  el  hecho  de  no  haber  cumplido  á  su  tiempo 
la  condición  6.*  del  contrato,  por  la  cual  se  reconoce  obligada, 
como  antes  se  ha  indicado,  á  reponer  la  casa  del  demandante 
sus  condueños  antes  de  hacerles  entrega  de  ella  al  estado 
e  distribución  y  compartimiento  que  tenia  en  1858,  y  ne 
puede  menos  de  convenir  también  en  que  está  en  el  deber  de 
abonar  de  los  fondos  públicos  sus  gastos,  y  además  los  alqui- 
leres hasta  la  conclusión  de  las  obras; 

JFallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  á  Don 
Juan  Pascual  de  Bonanza  y  condueños  de  la  casa  que  el  Go- 
bernador de  Alicante,  por  medio  de  delegado,  y  con  la  auto- 
rización superior  correspondiente',  contrató  en  1858  recibir  en 
arrendamiento  para  instalar  las  oficinas  de  Hacienda  pública 
«rt  aquella  capital,  corresponde  percibir  todos  los  alquileres 
devengados  desde  los  últimos  que  les  fueron  satisfechos  hasta 
que  repuesto  el  edificio  al  estado  que  tenia  en  la  época  del 
referido  contrato,  con  arreglo  á  lo  estipulado  en  el  mismo,  se 
le*  restituya,  volviendo  á  entrar  en  su  posesión  en  el  mismo 
e«tado  en  que  la  tenia  antes  del  expresado  arrendamiento;  en 
mu  consecuencia  dejamos  sin  efecto  la  érden  expedida  por  el 
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Ministerio  de  Hacienda  en  13  de  Mayo  de  1873  en  los  extre- 
mos en  que  ha  sido  reclamada  por  el  recurrente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna  certifi- 
cación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.» Juan  Gon- 
zález Ace vedo. = Gregorio  Juez  Sarmiento.  =  José  Maria  Herre- 
ros de  Tejada.  =Pascual  Bayarri.=Juán  Jiménez  Cuenca.  = 
Juan  Cano  Manuel. «Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  Maria  Herreros  de  Tejada,  Magistrado 
del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala 
tercera,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator,  en  Madrid 
4  14  de  Junio  de  1874.=Enrique  Medina. 

Núm.  18. 
PROCEDENCIA. 


Denegación  de  varias  reclamaciones  de  un  contratista  .-r- 
Sentencia  de  25  de  Setiembre,  declarando  improcedente  la 
via  contenciosa ,  y  en  su  consecuencia  que  no  há  lugar  á 
la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Joaquín  De- 
nis  contra  la  orden  de  4  de  Setiembre  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  el  término  para  reclamar  en  via  contenciosa  con- 
tra las  resoluciones  del  Gobierno  de  carácter  particular  ó  de 
las  Direcciones  generales  en  asuntos  de  su  competencia  es  el  de 
seis  meses,  a  contar  desde  el  dia  siguiente  al  en  que  se  hayan 
notificado,  según  lo  preceptuado  en  el  art.  1.* del  Real  decreto 
de  21  de  Mayo  de  1853,  en  el  14  del  20  de  Junio  de  1858,  y 
en  el  56  de  la  Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado  de  17  de 
Agosto  de  1860. 

2.°  Que  el  expresado  término  no  se  interrumpe  por  reclama- 
ciones dirigidas  al  Centro  administrativo  del  que  proceda  la  re- 
solución que  pueda  haber  causado  perjuicios ,  puesto  que  no  pu- 
diendo  ser  ésta  reformada  en  la  vía  gubernativa  es  ineficaz  de 
todo  punto  cualquiera  pretensión  que  se  deduzca  con  tal  objeto, 
sin  que  pueda  servir  de  excusa  al  interesado  que  hubiera  dejado 
de  utilizar  el  recurso  contencioso  en  tiempo  oportuno. 
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3.°  Que  ka  sido  jurisprudencia  avistante  del-  Consejo  de  Es- 
tado y  del  Tribunal  Supremo  que  cuando  en  un  mismo  negocio 
recaen  dos  resoluciones  iguales  ó  la  una  es  confirmatoria  de  la 
otra,  el  término  de  seis  meses  para  deducir  la  demanda  empieza 
a  correr  desde  la  notificación  de  la  primera,  y  que  la  circuns- 
tanda  de  haber  acudido  de  nuevo  indebidamente  a  la  vía  guber- 
nativa debe  considerarse  como  un  medio  que  se  emplea  para  elu- 
dir un  plazo  que  es  improrogable  por  las  leyes. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  25  de  Setiembre  de  1874,  en  los 
autos  que  se  siguen  en  éste  Tribunal  Supremo  sobre  proce- 
dencia de  la  vía  contencioso-administrativa  y  admisión  de  la 
demanda  presentada  por  D.  Joaquín  Denis  de  León,  y  en  su 
nombre  el  Licenciado  D.  Francisco  Bañares,  contra  la  Admi- 
nistración del  Estado ,  representada  por  el  Ministerio  fiscal, 
pretendiendo  que  se  revoque  la  orden  de  4  de  Setiembre  de 
1873  denegando  varias  reclamaciones  de  aquel  como  contra- 
tista de  la  carretera  de  primer  orden  de  Zaragoza  á  Canfranc, 
sección  del  rio  Sabon  á  la  Muga  de  Butaragua: 

Resultando  que  D.  Joaquin  Denis  de  León,  contratista  de 
la  carretera  de  primer  orden  de  Zaragoza  á  Canfranc,  sección 
del  rio  Sabon  á  la  Muga  de  Bataragua ,  dirigió  varias  recla- 
maciones desde  1864  en  adelante  á  la  Dirección  general  de 
Obras  públicas  relativas  á  los  perjuicios  que  se  le  habían  ori- 
ginado por  el  retraso  del  abono  en  las  expropiaciones,  sin 
poderse  desprender  de  operarios  á  quienes  tuvo  que  pagar 

Sara  que  continuasen  durante  la  suspensión  de  los  trabajos, 
el  dinero  invertido  en  gastos  de  dirección  y  administración, 
sus  intereses,  subida  de  jornales,  gastos  de  expropiación  que 

f>agó  por  su  cuenta  para  poder  terminarlos,  el  15  por  100  en 
as  obras  correspondientes  al  presupuesto  adicional  y  otras 
varias: 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  sus  trámites, 
después  de  haber  oido  con  repetición  á  la  Junta  consultiva  de 
Caminos,  el  Ministro  de  Fomento,  por  orden  de  31  de  Octubre 
de  1870  las  declaró  inadmisibles,  unas  por  haber  sido  deses- 
timadas anteriormente,  y  otras  porque  habia  trascurrido  con 
mucho  exceso  el  plazo  para  presentarlas  marcado  en  el  ar- 
ticulo 28  del  pliego  de  condiciones  generales  de  1846  que 
regia  en  la  contrata: 

Resultando  que  comunicada  esta  resolución  al  contratista 
en  10  de  Octubre  del  mismo  año,  reclamó  en  31  de  Julio  del 
siguiente  el  abono  de  los  intereses  que  le  correspondían  por 
el  retraso  con  que  se  le  satisfizo  el  saldo  de  la  liquidación  de 
las  obras  y  el  de  varias  cantidades  que  no  le  habian  abonada 
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en  las  mismas,  y  que  por  otra  de  26  de  Setiembre  de  1871, 
de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  la  Dirección,  el  Ministro  in- 
dicado resolvió  que  no  procedía  tomar  en  consideración  la 
mencionada  instancia,  cuya  resolución  se  le  comunicó  en  1.°  de 
Octubre  siguiente: 

Resultando  que  en  Agosto  de  1873  el  precitado  D.  Joaquin 
Denis  de  León  insistió  en  sus  anteriores  reclamaciones  des- 
envolviéndolas en  una  extensa  solicitud,  y  el  Gobierno  de  la 
República,  por  otra  orden  de  4  de  Setiembre  siguiente,  acordó 
que  se  estuviese  á  lo  resuelto  en  las  dos  expresadas  disposi- 
ciones que  tienen  carácter  de  definitiva: 

Resultando  que  trasladada  esta  orden  en  la  misma  fecha 
al  repetido  D.  José  Denis  de  León,  el  Licenciado  D.  Francisco 
Bailares  en  su  representación ,  en  31  de  Enero  del  corriente 
año,  presentó  demanda  en  este  Tribunal  Supremo  pretendien- 
do que  se 'admitiese:  que  declarada  procedente  la  vía  conten- 
ciosa se  le  pusiese  de  manifiesto  el  expediente  para  ampliarla 
ó  restringirla,  y  que  en  su  dia  se  revocase  la  precedente  orden 
de  que  va  hecho  mérito,  fundándose  en  que  tanto  estas  como 
las  anteriores  vulneran  sus  legítimos  derechos: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase 
improcedente  la  vía  contenciosa  é  inadmisible  la  demanda, 
porque  la  orden  de  4  de  Setiembre  contra  la  cual  se  dirige 
nada  especial  dispone,  sino  que  se  limita  á  declarar  que  se 
esté  á  lo  acordado  en  las  de  31  de  Octubre  de  1870  y  26  de 
Setiembre  de  1871,  las  que  como  finales  en  la  vía  gubernativa 
sólo  pueden  ser  impugnadas  en  la  contenciosa  y  ya  no  podían 
serlo  en  ninguna  forma  ni  de  manera  alguna  con  arreglo  á 
la  jurisprudencia  establecida  en  sentencias  de  23  de  Octubre 
y  18  de  Noviembre  de  1869,  8  y  25  de  Noviembre  de  1870 
y  7  de  Febrero  de  1871.  • 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri. 
Considerando  que  el  término  para  reclamar  en  vía  conten- 
ciosa contra  las  resoluciones  del  Gobierno  de  carácter  parti- 
cular ó  de  las  Direcciones  generales  en  asuntos  de  su  compe- 
tencia es  el  de  seis  meses,  á  contar  desde  el  dia  siguiente  al 
en  que  se  hayan  notificado ,  según  lo  preceptuado  en  el  ar- 
tículo 1.°  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1853,  en  el  14 
del  de  20  de  Junio  de  1858,  y  en  el  56  de  la  Ley  orgánica  del 
Consejo  de  Estado  de  17  de  Agosto  de  1860: 

Considerando  que  el  expresado  término  no  se  interrumpe 
por  reclamaciopes  dirigidas  al  Centro  administrativo  del  que 
proceda  la  resolución  que  pueda  haber  causado  perjuicios, 
puesto  que  no  pudiendo  ser  ésta  reformada  en  la  vía  guber- 
nativa es  ineficaz  de  todo  punto  cualquiera  pretensión  que  se 
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deduzca  con  tal  objeto,  sin  que  pueda  servir  de  excusa  al  in- 
teresado que  hubiera  dejado  de  utilizar  el  recurso  contencioso 
en  tiempo  oportuno: 

Considerando  que  la  orden  reclamada  de  4  de  Setiembre 
de  1873  no  resolvió  cuestión  alguna  que  no  hubiera  sido  an- 
teriormente resuelta  en  orden  del  Regente  del  Reino  de  31  de 
Octubre  de  1870  y  Real  orden  de  26  de  Setiembre  de  1871, 
por  las  que  le  fué  denegado  al  demandante  el  abono  de  las 
cantidades  que  solicitaba  en  el  concepto  de  perjuicios  que  se 
le  habian  originado  como  contratista  de  las  obras  de  la  sec- 
ción del  rio  Sabon  á  la  Muga  de  Bataragua  en  la  carretera  de 
primer  orden  de  Zaragoza  á  Canfranc,  declarándose  única- 
mente en  la  primera  de  las  precitadas  resoluciones,  y  es  la 
reclamada,  que  se  atuviera  á  lo  acordado  en  las  dos  anterio- 
res, de  modo  que  siendo  estas  definitivas  en  la  via  guberna- 
tiva sólo  pueden  ser  impugnadas  en  la  contenciosa: 

Y  considerando  que  ha  sido  jurisprudencia  constante  del 
Consejo  de  Estado  y  de  este  Tribunal  Supremo  que  cuando  en 
un  mismo  negocio  recaen  dos  resoluciones  iguales  ó  la  una 
es  confirmatoria  de  la  otra,  el  término  de  seis  meses  para  de- 
ducir la  demanda  empieza  á  correr  desde  la  notificación  de 
la  primera,  y  que  la  circunstancia  de  haber  acudido  de  nuevo 
indebidamente  á  la  vía  gubernativa  debe  considerarse  como 
un  medio  que  se  emplea  para  eludir  un  plazo  que  es  impro- 
rogable  por  las  leyes; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improceden- 
te la  vía  contenciosa,  y  en  su  consecuencia  que  no  há  lugar 
á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Joaquín  Denis 
de  León  contra  la  orden  del  Ministerio  ae  Fomento  de  4  de 
Setiembre  de  1873. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  \ue  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  >  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  devolviéndose  al  Ministerio 
de  Fomento  el  expediente  gubernativo,  con  la  certificación 

S revenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=Jesé  María  Herreros  de  Tejada. =Pascual 
Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca.  =Manuel  Leon.=Manuel  Al- 
monací  y  Mora.  =  Francisco  Armesto. 
Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Pascual  Bayarri,  Magistrado  de  la  Sala  ter- 
cera del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiepcia  pública  la 
misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  25  de  Setiembre  de  1874.==  Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil . 
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Nóm.  19. 
PROCEDENCIA. 


Autorización  paba  utilizar  y  aprovechar  libremente  ciertos 
manantiales  de  aguas  saladas.  —  Sentencia  de  26  de  Se- 
tiembre, declarando  improcedente  la  vía  contenciosa,  y  que 
no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Lorenzo  Fuentes,  contra  la  Real  orden  de  26  de  Octubre 
de  1872. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  jurisdicción  ordinaria  y  no  la  contencioso-admi- 
nistrativa  es  la  competente  para  conocer  de  las  demandas  sobre 
propiedad ,  cual  la  ley  y  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Es- 
tado y  de  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  lo  tienen  de- 
clarado. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  25  de  Setiembre  de  1874,  en  los 
autos  que  se  siguen  en. este  Tribunal  Supremo  sobre  proce- 
dencia de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  pre- 
sentada por  D.  Lorenzo  Fuentes ,  y  en  su  nombre  el  Licen- 
ciado D.  José  María  Padilla,  contra  la  Administración  del 
Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  pidiendo  auto- 
rización para  utilizar  y  aprovechar  libremente  los  manantia- 
les de  aguas  saladas  en  el  término  titulado  Pardal  del  Salobrar 
6  Pradillo  del  Lobo ,  término  de  Imon : 

Resultando  que  en  5  de  Enero  de  1871  Doña  María  Olmeda 
acudió  con  una  solicitud  suscrita  por  D.  Lorenzo  Fuentes  por 
no  saber  firmar  aquella  á  la  Dirección  general  de  Propiedades 
y  Derechos  del  Estado  manifestando  que  era  dueña  de  una 
tierra  que  contiene  aguas  saladas  en  el  término  del  pueblo  de 
Imon ,  denominado  Pardal  del  Salobrar ,  de  cabida  de  fanega 
y  media,  equivalente  á  46  áreas  y  57  centiáreas,  por  lo  cual 
pedia  que  en  virtud  de  la  nueva  Ley  del  desestanco  de  sales, 
se  la  conceda  el  permiso  competente  para  poder  utilizar  y 
aprovechar  libremente  las  aguas  saladas  que  contiene  sin  que 
se  la  ponga  obstáculo  por  la  Administración  para  principiar 
los  trabajos ,  estando  pronta  á  presentar  los  títulos  que  acre- 
ditan su  propiedad: 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  sus  trámites,  di- 
cha Dirección  en  15  de  Julio  de  1872 ,  de  conformidad  con  el 
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parecer  del  Jefe  de  Administración  y  Letrado  de  la  misma., 
desestimó  por  injustificada  la  solicitud  de  la  recurrente: 

Resultando  que  de  este  acuerdo  se  alzó  la  interesada  en  18 
de  Setiembre  siguiente,  pidiendo  su  revocación  en  vista  de  lo 
alegrado  y  de  lo  que  consta  en  el  expediente  de  Doña  Angela 
Martínez ;  y  que  el  Ministro  de  Hacienda  por  orden  de  26  de 
Octubre  de  1873  desestimó  la  alzada  interpuesta  por  aquella, 
confirmando  el  acuerdo  de  la  Dirección  general  que  debe  lle- 
varse á  efecto ,  procediendo  respecto  de  la  finca  de  que  se  trata 
de  conformidad  con  lo  prevenido  en  la  ley  de  16  de  Junio 
de  1869: 

Resultando  que  comunicada  esta  orden  en  14  de  Enero  del 
corriente  año  á  Doña  María  Olmeda,  el  Licenciado  D.  José  Ma- 
ría Padilla ,  en  representación  de  D.  Lorenzo  Fuentes ,  dueño 
que  se  titula  de  la  tierra  antes  referida  en  virtud  de  compra 
hecha  á  aquella  en  5  de  Marzo  último ,  presentó  demanda  en 
este  Tribunal  Supremo  pidiendo  que  se  admitiera  y  en  su  día 
se  le  autorizase  para  utilizar  y  aprovechar  libremente  las  aguas 
saladas  y  manantiales  en  el  terreno  titulado  Pardal  del  Salo- 
brar  ó  Pradillo  del  Lobo,  término  de  Imon,  .sin  que  por  nadie 
se  le  perturbe  su  libre  uso  y  propiedad  y  con  derecho  á  todas 
las  indemnizaciones  de  daños  y  perjuicios  que  puedan  tener 
lugar  en  cualquiera  tiempo  y  fecha  irrogados,  concretando  los 
fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  que  tuvo  por  conve- 
nientes: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase 
improcedente  la  vía  contenciosa  é  inadmisible  la  demanda, 
alegando  que  la  cuestión  que  se  agita  es  exclusivamente  de 
propiedad ,  y  que  por  lo  tanto  debe  de  ventilarse  ante  los  Tri- 
bunales ordinarios  que  son  los  competentes;  y  apoyándose  en 
el  art.  1.°  de  la  ley  de  16  de  Junio  de  1869,  en  que  vendidas 
las  salinas  de  Imon  en  virtud  de  la  de  presupuestos  de  8  de 
Junio  de  1870  la  Doña  María  Olmeda  solicitó  permiso  para 
utilizar  un  salobrar  de  la  finca  de  que  se  trata,  el  cual  estuvo 
intervenido  por  la  Hacienda  durante  el  estanco  de  la  sal,  por 
lo  cual  y  por  falta  de  título  se  denegó  semejante  solicitud  por 
la  Administración :  en  que  esta  cuestión  es  enteramente  igual 
á  la  promovida  por  Doña  Angela  Martínez ,  y  fué  resuelta  en 
23  de  Mayo  último  por  sentencia  de  la  Sala  declarando  impro- 
cedente la  vía  contenciosa,  y  en  los  artículos  10  de  la  ley  de 
20  de  Febrero  de  1850,  el  1.° 'de  la  Real  orden  de  20  de  Setiembre 
de  1852,  el  15  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870  y  en  la  juris- 
prudencia del  Consejo  de  Estado  y  de  este  Tribunal  Supremo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León  y 
Romero. 
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Considerando  que  la  jurisdicción  ordinaria  y  no  la  con- 
tencioso-administrativa  es  la  competente  para  conocer  de  las 
demandas  sobre  propiedad ,  cual  la  ley  y  la  jurisprudencia  del 
Consejo  de  Estado  y  de  esta  Sala  lo  tienen  declarado : 

Considerando  que  la  propuesta  por  el  Licenciado  D.  José 
María  Padilla,  á  nombre  de  D.  Lorenzo  Fuentes,  contra  la 
orden  del  Gobierno  de  26  de  Octubre  de  1872,  denegándole 
la  autorización  para  utilizar  un  salobrar  que  dice  enclavado  en 
terrenos  que  le  pertenecen ,  envuelve  una  cuestión  de  propie- 
dad ,  en  cuanto  por  ella ,  alegando  que  los  títulos  que  ha  pre- 
sentado en  el  expediente  gubernativo  son  suficientes  para  pro- 
bar el  dominio  que  en  ellas  tiene ,  solicita  se  le  autorice  para 
ello,  declarando  que  nadie  le  perturbe  en  el  libre  uso  y  pro- 
piedad y  con  derecho  á  las  indemnizaciones  de  daños  y  per- 
juicios que  se  le  irroguen ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa ,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de 
la  demanda  propuesta  por  D.  Lorenzo  Fuentes  en  5  de  Marzo 
último. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección,  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  v  firmamos.  =  Juan 
González  Ace vedo.  ==  José  María  Herreros  de  Tejada.  =Pascual 
Bayarri.  =  Manuel  León.  =  Manuel  Almonací  y  Mora.  =  Luis 
Vázquez  Mondragon.=Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación  :- 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Manuel  León  y  Romero,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como 
Secretario  Relator  en  Madrid  á  26  de  Setiembre  de  1874. =Li- 
cenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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NÚM.  20. 

ÚNICA  INSTANCIA. 


Eliminación  de  una  cuenta  de  varias  cantidades. — Sentencia 
de  26  de  Setiembre,  absolviendo  a  la  Administración  gene- 
ral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Mariano  de 
la  Torre  contra  la  Real  orden  de  14  de  Mayo  de  1862. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  el  art.  187  de  la  instrucción  de  J.°  de  Mayo 
de  1855,  los  peritos  Agrimensores  ocupados  en  la  tasación  de 
fincas  del  Estado  para  las  efectos  de  la  desamortización  sólo 
tienen  derechos  por  sus  honorarios  de  cada  dia  de  trabajo  a  la 
cantidad  fija  de  30  rs.  en  Madrid  y  24  en  provincia?,  cuyas 
sumas  elevó  la  Real  orden  de  20  de  Mayo  de  1856  a  40  y  30  reales 
respectivamente, 

2.°  Que  la  instrucción  de  1855  así  como  la  Real  orden  de 
1856  ya  citadas  hablan  de  dios,  y  estos  cuando  su  significación 
no  se  circunscriben  ó  limitan,  son  y  se  entienden  los  naturales 
de  sol  a  sol. 

3.°  Que  las  reclamaciones  referentes  a  la  desamortización 
hay  que  rosolverlas  por  las  disposiciones  especiales  que  rigen 
sobre  esta  materia. 

4.°  Que  por  lo  mismo  no  le  son  aplicables  las  prescripciones 
que  independientemente  de  ellas  y  para  otros  servicios  distintos 
se  hayan  dictado  sobre  dietas  de  peritos  agrónomos,  Arquitectos  y 
Agrimensores. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  Setiembre  de  1874,  en  el 
pleito  contencioso-administrativo,  que  ante  Nos  pende,  en  pri- 
mera y  única  instancia  entre  D.  Mariano  de  la  Torre,  repre- 
sentado por  el  Licenciado  D.  Hermenegildo  María  Ruiz,  y  la 
Administración  del  Estado,  y  en  su  nombre  el  Ministerio  fis- 
cal, sobre  <jue  se  revoque  la  Real  orden  de  14  de  Mayo  de 
1872  que  dispone  se  eliminen  de  una  liquidación  varias  can- 
tidades ingresadas  de  más  y  con  exceso  por  tasaciones  de  fin- 
cas del  Estado: 

Resultando  que  D.  Mariano  de  la  Torre,  Agrimensor  nom- 
brado por  el  Gobernador  civil  de  Valladolid  para  tasar  y  medir 
los  terrenos  desamortizables  de  la  provincia,  acudió  á  la  Di- 
rección general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  en  7 
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de  Febrero  de  1863  pidiendo  que  se  consignasen  las  cantida- 
des que  fuesen  necesarias  para  el  pago  de  los  derechos  que 
tenia  devengados  por  aquellas  operaciones  ¿ntes  de  1862, 
según  resultaba  délos  antecedentes  de  las  oficinas  del  ramo, 
los  cuales  ascenderían  á  unos  16.000  rs.  satisfechos  por  los 
compradores: 

Resultando  que,  previo  informe  de  la  Administración,  en 
20  de  Junio  de  dicho  año  se  mandó  por  la  Dirección  que 
aquella  formase  una  liquidación  certificada  por  procedencias, 
en  que  por  medio  de  casillas  se  demostrase  el  número  del  in- 
ventario de  cada  finca  tasada  por  Torre,  su  clase,  situaciones, 
honorarios  devengados  por  el  mismo,  cantidad  pagada  por  los 
compradores  de  los  referidos  derechos,  la  percibida  por  el 
perito  y  la  que  se  adeudaba,  oyendo  previamente  al  Comisio- 
nado de  Ventas  respecto  á  las  predichas  tasaciones,  y  á  la 
Contaduría  de  Hacienda  pública  relativamente  á  ingresos  y 
pagos  de  las  mismas  fincas: 

Resultando  que  después  de  varias  reclamaciones  del  recur- 
rente y  de  diversas  órdenes  de  la  Dirección  para  que  se  cum- 
pliese lo  mandado  bajo  su  responsabilidad,  la  Administración 
en  22  de  Julio  de  1871  remitió  la  liquidación  de  los  derechos 
de  Torre  Cabrero  y  34  autorizaciones  de  prácticos  que  se  le 
conferian  á  éste  para  reclamar  sus  honorarios,  y  hacer  cuantas 
gestiones  fueran  necesarias  al  objeto  de  cobrar  sus  adeudos, 
dos  certificaciones  de  la  Intervención,  expresiva  la  una  de  las 
cantidades  pendientes  de  pago  de  los  presupuestos  que  com- 
prende dicha  liquidación,  que  son  de  1859  á  1869  inclusive, 
ascendentes  á  75.485  pesetas  y  8  céntimos,  aunque  sin  fijar  si 
entre  estos  créditos  se  halla  el  de  D.  Mariano  Torre,  y  otra  en 
la  que  se  consigna  lo  satisfecho  á  cuenta  por  el  Tesoro  á  di- 
chos reclamantes  durante  el  mismo  período,  importante  la 
cantidad  de  37.309  rs.  22  céntimos,  y  los  informes  de  la  Ad- 
ministración, Comisión  de  Ventas  é  Intervención: 

Resultando  que  en  estos  informes  afirman,  la  primera  que 
las  partidas  devengadas  se  hallan  conformes  con  el  resultado 
de  las  operaciones  periciales  practicadas ,  que  consta  en  las 
certificaciones  obrantes  en  los  expedientes  originarios,  y  que 
las  fincas  que  figuran  en  distintos  pagos,  aunque  acumuladas 
á.  un  sólo  quiñón,  han  sido  aplicadas  á  la  tarifa  anterior  á  la 
de  21  de  Setiembre  de  1859,  y  las  que  figuran  con  posterio- 
ridad á  ésta,  todas  ellas  constituyen  un  quiñón ,  aun  cuando 
estén  subdivididas  en  diferentes  pagos,  pedazos  y  linderos,  las 
cuales  por  necesidad  han  sido  relacionadas  parcialmente;  la 
segunda,  que  la  liquidación  del  Agrimensor  Torre,  por  lo  que 
se  refiere  &  los  derechos  devengados  y  operaciones  practicadas 
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por  el  misino,  la  encontraba  conforme  con  los  antecedentes  de 
esta  oficina  sin  tener  nada  que  exponer,  aceptando  el  último 
párrafo  del  anterior  informe,  y  la  tercera,  que  observaba  que 
en  vez  de  contraerse  la  liquidación  á  las  cantidades  devenga- 
das por  Torre  se  extendía  á  la  de  los  prácticos  que  le  acora- 
Sañaron;  pero  que  como  este  exceso  de  trabajo  no  afectara  á 
icha  liquidación,  no  encontraba  reparo  en  que  se  remitiese  á 
la  Dirección  para  la  resolución  que  estimase  procedente: 

Resultando  que  como  la  Comisión  de  Ventas,  al  formar  las 
relaciones  y  pasarlas  á  la  Administración,  dejó  de  apreciarlas 
fracciones  de  fanega,  con  lo  cual  resultaba  un  gran  perjuicio 
de  intereses,  en  18  de  Agosto  siguiente  acudió  Torre  á  la  Di- 
rección para  que  teniendo  en  cuenta  las  vicisitudes  porque 
habia  pasado  el  expediente,  y  la  dilación  y  trastorno  que  re- 
sultarían si  se  reclamaran  dichas  fracciones  de  los  muchos 
compradores,  se  hubiera  por  hecha  la  renuncia  que  hacia  por 
sí  y  en  representación  de  sus  auxiliares  al  percibo  de  los  de- 
rechos que  por  las  respectivas  fracciones  podían  correspon- 
derás, siendo  extensiva  también  á  los  correspondientes  á  ta- 
saciones anteriores  á  la  tarifa  de  21  de  Setiembre  de  1859 
antes  citada,  en  la  cual  habia  equivocaciones  en  dias  y  horas, 
y  en  todas  las  que  por  cualquier  otro  concepto  puedan  resul- 
tar de-  la  liquidación,  y  se  conformó  con  lo  que  apareciese 
ingresara  en  Tesorería  por  los  compradores,  interesándole 
sólo  que  se  terminase  tan  dilatado  asunto: 

Resultando  que  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  De- 
rechos del  Estado  en  27  de  Setiembre  de  1871,  previo  informe 
del  Negociado,  que  expuso  que  debía  aprobarse,  no  la  liqui- 
dación, porque  no  estaba  arreglada  al  modelo  prevenido,  pero 
sí  el  resultado  de  ella,  reconociendo  á  D.  Mariano  Torre  como 
acreedor  de  la  cantidad  de  5.471  escudos  117  milésimas,  y 
á  los  auxiliares  que  por  su  conducto  habían  reclamado  la  de 
1.211  escudos  693  milésimas,  dispuso  que  se  preguntase  á  la 
Dirección  del  Tesoro  si  en  las  relaciones  de  los  acreedores  de 
los  ajustes  correspondientes  á  los  mencionados  presupuestos 
se  hallaban  incluidos  y  por  qué  cantidades  dichos  interesa- 
dos, que  son  el  referido  la  Torre  y  los  34  prácticos  auxiliares 
que  por  sus  nombres  designa: 

Resultando  que  la  Dirección  expresada  contestó  en  19  de 
Octubre  siguiente  que  en  las-  relaciones  de  acreedores  de  los 
presupuestos  de  1859  á  1869  inclusive  constan  sólo  en  las  de 
1868  á  1869,  2.901  pesetas  56  céntimos  á  favor  de  D.  Mariano 
de  la  Torre  y  otros  Agrimensores,  única  expresión  que  se 
estampa  en  aquellos: 

Resultando  que  la  misma  Dirección  general  preguntó  de 
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nuevo  á  la  del  Tesoro  si  existia  remanente  de  crédito  bastante 
en  el  capitulo  46  de  la  sección  8.a  del  presupuesto  corriente  para 
cubrirla  cantidad  de  13.806  pesetas  14  céntimos;  que  como 
contestase  afirmativamente,  y  que  no  habia  inconveniente  en 
imputar  al  presupuesto  vigente  de  1871  á  1872  la  referida 
suma,  aquel  Centro  directivo  propuso  la  aprobación  de  lo  re- 
sultante de  la  liquidación  y  el  consiguiente  abono  de  16.707 
pesetas  70  céntimos,  con  cargo  las  2.901  con  56  céntimas  que 
resultan  en  los  ajustes  al  capítulo  47,  sección  8.a  del  presu- 
puesto corriente,  y  el  resto  de  las  13.806  14  céntimos  al  46 
antes  referido: 

Resultando  que  el  Ministro  del  ramo  en  16  de  Diciembre 
de  1871,  de  conformidad  con  las  Direcciones  de  Contabilidad 
y  de  Propiedades,  autorizó  la  imputación  del  pago  de  que  se 
trata  al  crédito  preventivo  correspondiente ,  si  bien  por  el 
importe  que  en  definitiva  resulte  de  abono  á  los  peritos,  luego 
que  sean  eliminadas  de  la  liquidación  las  cantidades  ingresa- 
das de  más  por  algunos  compradores,  á  cuyo  percibo  no  tie- 
nen derecho  esos  acreedores,  v  también  lo  acreditado  con 
exceso  por  tasaciones  anteriores  á  la  Real  orden  de  21  de  Se- 
tiembre de  1859,  toda  vez  que  se  supone  invertidos  cuarenta, 
cincuenta  y  más  dias  en  cada  uno  de  los  meses  de  Abril  y 
Mayo  de  aquel  año;  disponiendo  además  que  con  este  fin  y 
para  que  se  consignen  las  peritaciones  por  el  orden  correla- 
tivo de  sus  fechas,  como  medio  de  que  no  presenten  la  involu- 
craron que  hoy  ofrecen,  dispondría  la  Dirección  del  ramo  la 
reforma  de  la  liquidación  que  deberían  autorizar  con  su  firma, 
rubricando  todas  las  hojas  el  Jefe  económico  y  el  de  la  In- 
tervención, y  aprobarse  por  dicho  Centro: 

Resultando  que  pedidas  explicaciones  6  las  oficinas  de  la 
provincia  y  al  Agrimensor  sobre  el  exceso  de  las  tasaciones, 
contestaron  en  6  de  Marzo  de  1-872,  la  primera,  que  dispuesto 
por  el  Real  decreto  de  22  de  Mayo  de  1846  en  el  art.  602  y 
en  las  tarifas  que  regian  en  la  fecha  que  se  cita  que  el  abono 
de  los  honorarios  á  los  Agrimensores  se  hiciera  á  razón  de  30 
reales  por  cada  seis  horas  de  trabajo,  y  resultando  de  las  cer- 
tificaciones haberse  devengado  doce  y  más  horas  algunos  dias, 
teniendo  presente  lo  dispuesto  eij  aquel  decreto,  no  habia 
tenido  inconveniente  en  estampar  en  la  liquidación  de  Torre 
más  dias  que  los  que  tienen  de  ordinario  aquellos  meses,  apa- 
reciendo ^también  que  los  ingresos  por  los  compradores  en 
Tesorería  se  Jiabian  hecho  según  ge  consignaba  en  los  expe- 
dientes de  subasta,  á  los  que  se  acompañan  las  certificaciones 
con  el  V.°  B.°  de  los  Alcaldes  de  las  respectivas  localidades; 
y  el  segundo,  que  en  las  certificaciones  de  tasación  corres- 
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pondientes  á  los  meses  citados  aparecen  estampados  los  dere- 
chos con  toda  exactitud  é  imparcialidad,  aplicando  los  dias  y 
horas  invertidos  en  cada  quiñón  de  fincas  que  se  hallaban 
acumuladas  y  enclavadas  en  un  término  jurisdiccional,  to- 
mando siempre  por  base  las  seis  horas  por  dieta  de  que  se 
componen  el  dia  pericial,  apoyándose  en  los  Aranceles  y  dis- 

{)osiciones  citadas,  pudiéndose  devengar  en  cada  un  dia  de 
as  veinticuatro  horas  hasta  tres  dietas  en  operaciones  de 
campo  y  gabinete,  y  que  los  derechos  estaban  aplicado's  con 
exactitud  y  conciencia,  como  lo  habían  oonsiderado  los  Al- 
caldes al  poner  el  V.6  B.°  en  las  certificaciones,  la  Comisión 
de  Ventas,  la  Administración  y  los  compradores  al  ingresar 
en  Tesorería  el  primer  pago  de  las  fincas: 

Resultando  que  elevado  en  consulta  el  expediente,  propuso 
la  Dirección  que  se  expidiese  la  Real  orden  correspondiente  á 
fin  de  que  lo  acordado  en  26  de  Diciembre  último  produjese 
los  debidos  efectos,  y  que  dicho  Ministro  expidió  la  de  14  de 
Mayo  de  1872,  que  á  la  letra  expresa  el  contenido  de  aquel 
acuerdo : 

Resultando  que  reformada  la  liquidación,  y  después  de  ha- 
ber oido  á  la  Administración  y  al  recurrente,  la  Dirección 
en  2  de  Setiembre  del  mismo  año  aprobó  la  liquidación  refor- 
mada, reconociendo  al  Agrimensor  D.  Mariano  de  la  Torre  y 
á  los  28  prácticos,  que  por  medio  del  mismo  habían  reclamado 
15.048  pesetas  97  céntimos,  y  disponiendo  que  se  imputara 
el  pago  de  2.901  pesetas  56  céntimos  al  cap.  47,  sección.  8.a, 
y  el  resto  de  las  12.157,  41  al  46  de  la  propia  sección  del  pre- 
supuesto de  1871  á  1872  entonces  en  ampliación,  según  es- 
taba autorizado  por  la  repetida  disposición  de  14  de  Mayo  dic- 
tada sobre  este  expediente: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Hermenegildo  María  Ruizy 
en  representación  de  D.  Mariano  de  la  Torre  Cabrero,  en  11 
de  Noviembre  de  dicho  año  entabló  demanda,  que  después 
amplió  ante  este  Tribunal  Supremo,  con  la  solicitud  de  que  se 
revoque  la  precitada  Real  orden  de  14  de  Mayo ,  declarando 
que  se  deben  pagar  á  su  representado  todos  los  derechos  que 
acredita  haber  devengado  por  la  medición  y  tasación  de  las 
fincas  del  Estado  desde  el  año  de  1858  hasta  21  de  Setiembre 
ds  1859,  entendiéndose  por  dia  para  dicho  efecto  el  período 
de  seis  hoias,  fundándose  en  ambos  escritos  en  que  el  recur- 
rente ha  devengado  por  la  medición  y  tasación  de  las  fincas 
expresadas  en  dicho  período  30  rs.  por  cada'  dia  de  trabajo, 
según  lo  dispuesto  por  RealT  orden  de  20  de  Mayo  de  1856: 
que  el  dia  de  trabajo  de  los  peritos  Agrimensores  es  de  sei.< 
horas,  según  el  decreto  de  las  Cortes  de  14  de  Julio  de  1837y 
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instrucción  de  31  de  Mayo  de  1855,  Real  decreto  de  22  de 
Mayo  de  1846,  Aranceles  judiciales  modificados  de  28  de  Abril 
de  1860,  y  el  Arancel  general  de  13  de  Julio  de  1838:  que  el 
Agrimensor  Torre  ha  podido  devengar  derechos  por  más  de 
sesenta  y  un  dias  en  los  meses  de  Abril  y  Mayo  de  Í859,  á 
pesar  de  que  esos  meses  no  tienen  más  que  los  referidos  dias, 
y  que  la  Real  orden  reclamada  que  le  priva  de  esos  derechos 
es  contraria  ala  justicia  y  equidad  y  debe  ser  revocada: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  desestimase 
la  demanda,  se  absolviese  de  ella  ala  Administración,  dejando 
firme  y  subsistente  la  orden  reclamada,  apoyándose  en  que  los 
peritos  agrónomos,  hasta  que  por  Real  orden  de  21  de  Se- 
tiembre de  1859  se  estableció  la  tarifa  á  una  cantidad  gradual 
por  unidad  de  medida,  percibian  honorarios  fijos  por  cada  dia 
de  trabajo  invertido  en  tasar  fincas  desamortizabas,  30  reales 
en  Madrid  y  24  en  provincias,  según  el  art.  187  de  la  instruc- 
ción de  1855;  cuya  cantidad  se  elevó  respectivamente  á  40  y  30 
eu  20  de  Mayo  de  1856:  que  el  dia,  cuando  su  significación 
no  se  circunscribe  y  limita,  se  entiende  natural:  que  de  que 
concediera  al  peritoagrónomo  40  rs.  por  seis  horas  de  trabajo 
el  decreto  de  14  de  Julio  de  1837,  no  se  deduce  que  ese  nú- 
mero de  horas  constituya  un  dia  para  los  efectos  de  la  remu- 
neración, y  que  tampoco  los  decretos  de  1846  y  1860  regula- 
dores de  los  derechos  periciales  de  Arquitectos  y  Agrimenso- 
res, al  tomar  el  tipo  de  seis  horas  como  regulador  de  cada 
dieta,  inducen  la  idea  de  que  por  tal  tipo  se  haya  de  regular 
el  de  trabajo  á  qué  se  refieren  la  instrucción  de  1855  y  orden 
de  igual  mes  de  1856. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que,  según  el  art.  187  de  la  instrucción  de  1.° 
de  Mayo  de  1855,  los  peritos  Agrimensores  ocupados  en  la 
tasación  de  fincas  del  Estado  para  los  efectos  de  la  desamor- 
tización sólo  tienen  derechos  por  sus  honorarios  de  cada  dia 
de  trabajo  á  la  cantidad  fija  de  30  rs.  en  Madrid  y  24  en  pro- 
vincias, cuyas  sumas  elevó  la  Real  orden  de  20  de  Mayo  de 
1856  á  40  y  30  rs.  respectivamente: 

Considerando  que  vigente  esta  legislación  ha  dado  el  perito 
Agrimensor  D.  Mariano  de  la  Torre  en  la  provincia  de  Valla- 
dolid  los  trabajos  de  cuyas  dietas  se  trata  en  este  pleito,  as- 
pirando se  le  abonen  no  por  dias  sino  por  horas: 

Considerando  que  la  instrucción  de  1855  así  como  la  Rea! 
orden  de  1856  ya  citadas  hablan  de  dias,  y  estos  cuando  su 
significación  no  se  circunscriben  ó  limitan,  son  y  se  entienden 
los  naturales  de  sol  á  sol: 
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Considerando  que  las  reclamaciones  referentes  á  la  des- 
amortización hay  que  resolverla  por  las  disposiciones  especia- 
les que  rigen  sobre  esta  materia: 

Y  considerando  que  por  lo  mismo  no  le  son  aplicables  las 
prescripciones  que  independientemente  de  ellas  y  para  otros 
servicios  distintos  se  hayan  dictado  sobre  dietas  de  peritos 
agrónomos,  Arquitectos  y  Agrimensores; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  a  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Mariano  de  la  Torre  contra  la  Real  orden  de  14  de  Mavo 
de  1872,  la  cual  declaramos  firme  y  subsistente  en  los  extre- 
mos  reclamados. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan  Jimé- 
nez Cuenca.  =  Manuel  Almonací  y  Mora.  =  Francisco  Armes- 
to.=Lms  Vázquez  de  Mondragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  de  este 
Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  ter- 
cera del  mismo,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  26  de  Setiembre  de  1874. =Li- 
cenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

Num.  21.  ^ 

ÚNICA  INSTANCIA. 


Mkjora  de  clasificación.  —  Sentencia  de  26  de  Setiembre, 
absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la 
demanda  interpuesta  porD*  Ignacio  Gutiérrez  Solana  contra 
la  Rea!  orden  de  2CJ  de  Setiembre  de  1872. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  la  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1871,  a  los 
empleados  procedentes  de  la  Real  Casa  deben  liquidarse  sus 
Jiaberes  con  sujeción  al  dictamen  de  las  Cortes  Constituyentes 
de  14  de  Junio  de  1 870,  por  el  cual  se  resolvió  se  clasificasen 
con  arreglo  á  la  legislación  vigente  de  Clases  jmsivas. 
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2.°  Que  por  el  decreto  de  22  de  Octubre  de  1868,  dado  en 
armonía  de  la  Ley  de  presupuestos  de  26  de  Mayo  de  1855,  sólo 
debe  abonarse  por  punto  general  el  tiempo  servido  en  destinos 
de  propiedad  de  planta  reglamentaria  con  sueldo  detallado  en 
los  presupuestos  generales  del  Estado,  y  con  nombramiento  Real 
ó  de  las  Cortes. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  Setiembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  entre 
D.  Ignacio  Gutiérrez  Solana,  y  en  su  nombre  el  Doctor  Don 
Francisco  de  Paula  Lobo,  y  la  Administración  del  Estado,  re- 
presentada por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  declare  sin 
efecto  la  Real  orden  de  29  de  Setiembre  de  1872  que  denegó 
áeste  interesado  la  mejora  de  su  clasificación: 

Resultando  que  D.  Ignacio  Gutiérrez  Solana  y  Campillo 
por  Real  decreto  de  3  de  Enero  de  1833  fué  nombrado  Escri- 
biente quinto  de  la  Secretaría  del  Ministerio  de  Fomento  con 
el  haber  de  6.000  rs.:  que  en  30  de  Junio  de  1834  y  en  20  de 
Mavo  de  1835  ascendió  sucesivamente  á  Escribiente  tercero  v 
segundo  del  Ministerio  del  Interior  con  igual  sueldo,  y  en  16 
de  Enero  de  1836  fué  promovido  á  Escribiente  primero  del  de 
la  Gobernación  con  8.000  rs. ,  de  cuyo  destino  cesó  por  re- 
nuncia que  le  fué  admitida  por  Real  orden  de  21  de  Setiembre 
de  dicho  año: 

Resultando  que  en  7  Julio  de  1833  se  le  confirió  por  la 
Corona  el  empleo  de  Gentil-hombre  de  casa  y  boca  super- 
numerario y  sin  sueldo,  desempeñando  este  cargo  hasta  el  15 
de  Julio  de  1865  en  que  se  le  .asignó  el  haber  de  6.000,  y  por 
Real  decreto  de  4  de  Mavo  de  1866  según  el  nuevo  arreglo 
de  la  Real  Casa  le  fué  concedido  el  de  10.000  /s.,  que  disfrutó 
hasta  29  de  Setiembre  de  1868,  en  que  cesó  por  supresión  de 
los  empleados  de  la  misma: 

Resultando  que  en  7  de  Marzo  de  1871  el  referido  Gutiér- 
rez Solana  acudió  al  Tribunal  de  Clases  pasivas  solicitando 
f[ue  se  le  clasificara  y  abonara  haber  pasivo  en  concepto  de 
cesante : 

Resultando  que  el  Fiscal  de  dicho  Tribunal  opinó  que  este 
interesado  carecía  de  derecho  á  señalamiento  de  haber  pasivo 
por  no  reunir  más  que  seis  años,  diez  meses  y  veinticuatro 
dias  de  servicio,  y  en  sesión  de  9  de  Agosto  de  1871  así  lo 
acordó  el  referido  Tribunal,  de  conformidad  con  el  Ministerio 
fiscal,  por  no  reunir  el  mínimun  de  años  que  fija  la  Ley  de 
presupuestos  de  1835: 

Resultando  que  comunicado  al  recurrente  el  precedente 
acuerdo,  se  alzó  de  él  ante  el  Ministro  de  Hacienda,  pidiendo 
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que  se  mejore  su  clasificación,  abonándole  todo  el  tiempo  que 
ha  servido  con  Real  nombramiento  el  destino  efectivo  de  Gen-* 
til-hombre  de  casa  y  boca,  y  que  elevado  el  expediente  para 
su  decisión,  por  Real  orden  de  29  de  Setiembre  de  1872,  de 
conformidad  con  lo  informado  por  la  Sección  de  Letrados  del 
mismo  Ministerio,  desestimó  aquel  la  solicitud  de  Gutiérrez 
Solana,  y  confirmó  el  acuerdo  apelado: 

Resultando  que  el  l)r.  D.  Francisco  de  Paula  Lobo,  en 
nombre  de  D.  Ignacio  Gutiérrez  Solana  y  Campillo,  en  24  de 
Diciembre  de  1872  entabló  demanda  ante  este  Tribunal  Su- 
premo con  la  solicitud  de  que  se  declare* sin  efecto  la  Real 
orden  recurrida,  en  cuanto  por  ella  se  deniega  á  su  represen- 
tado el  reconocimiento  de  los  años  de  servicio  que  como  em- 
pleado activo  y  Gentil-hombre  de  casa  y  boca  de  la  Real  Casa 
prestó  desde  21  de  Setiembre  de  1836*  en  que  renunció  el  des- 
tino de  Escribiente  primero  del  Ministerio  de  la  Gobernación 
hasta  19  de  Julio  de  1865  en  que  le  fué  señalado  el  sueldo 
de  6.000  rs.,  y  en  su  consecuencia  que  á  la  clasificación  y 
computación  de  años  de  servicio  que  le  han  sido  reconocidos, 
deben  agregarse  los  veintinueve  años,  nueve  meses  y  vein-r 
tiocho  dias  que*  desempeñó  el  cargo  de  Gentil-hombre,  con 
opción  á  los  derechos  pasivos  que  su  nombramiento  le  conce- 
día, fundándose  en  que  el  origen  de  los  derechos  adquiridos 
por  su  representado  como  Gentil-hombre  nace  de  su  nombra- 
miento y  de  los  establecidos  para  su  clase  en  la  legislación 
vigente  en  aquella  época:  que  siendo  este  cargo  un  destino 
efectivo  por  su  propia  naturaleza  con  servicio  activo  y  de 
planta ,  los  'derechos  que  su  obtención  concedían  eran  inde- 
pendientes de  las  condiciones  especiales  que  dentro  de  ella  los 
distinguieron,  sin  que  implicara  á  la  efectividad  de  empleado 
la  circunstancia  de  que  dentro  de  la  clase  alcanzase  ó  no  cada 
uno  de  los  que  la  componían  al  n limero  de  las  plazas  retri- 
buidas, porque  eran  distinciones  interiores  agenas  á  la  con- 
dición de  empleado  público  que  era  la  que  tenían  reconocida, 
según  lo  probaba  el  reconocimiento  del  mismo  Tribunal  de 
Clases  pasivas  á  favor  de  D.  Fernando  Mendoza  y  Abascal, 
Gentil-nombre  supernumerario,  publicado  en  la  Gaceta  de  11 
de  Octubre  de  1871,  y  en  que  es  indudable  principio  de  nuestra 
legislación  que  las  leyes,  asi  como  cualesquiera  otras  dispo- 
siciones emanadas  de  la  Autoridad,  se  entiendan  establecidas 
sólo  para  lo  sucesivo,  y  de  ningún  modo  alteran  ó  desvirtúan 
los  derechos  adquiridos  al  amparo  de  las  leyes  y  disposiciones 
anteriores,  deduciendo  de  aauí  que  en  las  que  se  apoyó  el 
Ministerio  eran  inaplicables  al  caso  presente: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
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á  la  Administración  de  la  anterior  demanda  y  se  declarase 
subsistente  la  orden  reclamada,  alegando  que  ésta  reconoció 
al  recurrente  los  servicios  que  prestó  al  Estado  y  á  la  Real 
Casa,  exceptuando  únicamente  los  de  Gentil-hombre  sin  suel- 
do: que  conforme  á  las  Reales  órdenes  de  20  de  Enero  y  2  de 
Marzo  de  1871,  sólo  pueden  imputarse  como  de  abono  á  los 
empleados  de  dicha  Real  Casa  los  servicios  que  hubieren  pres- 
tado en  destino  de  planta  con  dotación  de  reglamento,  y  que 
faltando  esta  circunstancia  esencial  en  los  que  prestó  como 
Gentil-hombre,  se  deducía  que  de  no  computarse  hoy  para  su 
clasificación,  la  orden  reclamada  se  habia  ajustado  á  las  pres- 
cripciones vigentes. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenta. 

Considerando  que  según  la  Real  orden  de  14  de  Enero  de 
1871,  á  los  empleados  procedentes  de  la  Real  Casa  deben  li- 
quidarse sus  haberes  con  sujeción  al  dictamen  de  las  Cortes 
Constituyentes  de  14  de  Junio  de  1870,  por  el  cual  se  resolvió 
se  clasificasen  con  arreglo  á  la  legislación  vigente  de  Clases 
pasivas : 

Consderando  que  por  el  decreto  de  22  de  Octubre  de  1868, 
dado  en  armonía  de  la  Ley  de  presupuestos  de  26  de  Mayo 
de  1855,  sólo  debe  abonarse  por  punto  general  el  tiempo  ser- 
vido en  destinos  de  propiedad  ae  planta  reglamentaria  con 
sueldo  detallado  en  los  presupuestos  generales  del  Estado,  y 
con  nombramiento  Real  ó  de  las  Cortes: 

Considerando  que  el  destino  de  Gentil-hombre  de  casa  y 
boca  supernumerario  que  obtuvo  D.  Ignacio  Gutiérrez  Solana 
desde  7  de  Junio  de  1833  á  19  de  Julio  de  1865  en  que  se  le 
asignó  el  haber  de  6.000  rs.  no  se  encuentra  en  las  condicio- 
nes ya  expresadas,  por  lo  cual  no  es  de  abono  el  tiempo  en 
que  lo  sirvió  sin  sueldo  según  ha  declarado  la  Junta  de  Clases 
pasivas  y  el  Ministro  de  Hacienda,  sin  que  contra  esta  decla- 
ración se  haya  alegado  texto  legal ,  ni  razón  alguna  en  él 
fundada  que  pueda  desvirtuarla: 

Y  considerando  que  eliminado  ese  tiempo,  no  queda  al  re- 
currente el  necesario  para  poder  obtener  sueldo  alguno  pasivo; 
Fallamos,  que  confirmando  como  confirmamos  el  acuerdo 
de  la  Junta  de  Clases  pasivas  de  9  de  Agosto  de  1871,  la  Real 
orden  de  29  de  Setiembre  de  1872  dada  en  su  conformidad, 
debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  general 
del  Estado  del  recurso  interpuesto  contra  dicha  Real  orden, 
la  cual  declaramos  firme  y  subsistente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentepcid,  que  se  publicará  en  la  Gace- 
ta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
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ál  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Pascual 
Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Manuel  Almonací  y  Mora.= 
Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez  Mondragon. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  de  este 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  ter- 
cera del  mismo ,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  26  de  Setiembre  de  1874. = Li- 
cenciado Manuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.  22. 
PROCEDENCIA. 


Abono  de  cierta  cantidad  exigida  por  una  SocircpAD  de  ferro- 
carril A  un  particular  por  el  metálico  que  conducta  en 
su  equipaje. — Sentencia  de  28  de  Setiembre,  declarando 
procedente  la  vía  contenciosa,  y  admitiendo  en  su  conse- 
cuencia la  demanda  propuesta  por  la  Compañía  de  ferro- 
carriles de  Almansa  a  Valencia  y  Tarragona. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  para  acceder  á  la  admisión  de  la  demanda  contenciosa, 
basta  que  haya  un  acuerdo  administrativo  que  cause  estado  y 
lastime  ó  pueda  lastimar  algún  derecho  preexistente,  que  la  ma- 
teria sea  administrativa  y  la  demanda  se  haya  presentado  den- 
tro  del  término  señalado  al  efecto. 

En, la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Setiembre  de  1874,  en  los 
autos,  que  ante  Nos  penden,  sobre  procedencia  de  la  vía  con- 
tenciosa y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Licen- 
ciado D.  Nicolás. María  Rivero,  que  ha  sustituido  después  el 
poder  en  el  Procurador  D.  Eustoquio  Manuel  Mejía,  en  nom- 
bre de  la  Compañía  de  los  ferro-carriled  de  Almansa  á  Valen- 
cia y  Tarragona,  contra  la  Administración  general  del  Esta- 
do, representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación» de 
la  Real  orden  de  3  de  Febrero  de  1873,  que  declaró  indebida 
cierta  cantidad  exigida  á  I).  Eduardo  de  Capelastegui  por  el 
metálico  que  conducia  en  su  equipaje : 
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Resultando  que  en  18  de  Abril  de  1872  llegó  á  Valencia, 
procedente  de  Córdoba,  D.  Eduardo  de  Capelastegui  en  com- 
,  pañíade  una  hermana  y  de  dos  sobrinas,  y. habiéndole  exi- 
gido el  Factor  del  ferro-carril  que  pusiese  de  manifiesto  el 
contenido  de  uuos  baúles-mundos,  cuyo  pesóle  habia  llamado 
la  atención ,  declaró  aquel  que  llevaba  en  ellos  la  suma  de 
39.000  duros  en  oro,  que  puso  de  manifiesto  ,  porque  no  le 
permitía  en  otrp  caso  retirar  el  equipaje;  y  levantada  acta  de 
lo  ocurrido,  se  le  exigieron  6.388  rs.  por  el  trasporte  de  dicho 
metálico : 

Resultando  que  á  su  virtud  acudió  el  mismo  con  una  ins- 
tancia á  la  Dirección  general  de  Obras  públicas  denunciando 
el  hecho  antes  expresado  como  exacción  ilegal,  y  protestando 
de  él,  fundado  en  que  al  conducir  el  dinero  en  el  equipaje  no 
le  aseguraba  la  empresa  en  caso  de  pérdida,  y  no  habia  razón 
para  que  percibiese  la  prima  del  seguro;  y  en  que  lo  que  se 
le  impuso  como  multa  no  procedía  tampoco,  pues  el  viajero 
nada  declara  al  entregar  su  equipaje,  y  no  puede  existir  en 
su  consecuencia  falsa  declaración : 

Resultando  que  remitida  dicha  solicitud  á  informe  del  Ins- 
pector Jefe  administrativo  y  mercantil  de  la  división  del  ferro- 
carril de  Valencia,  dijo  que  en  su  sentir  habían  cometido 
faltas  ambas  partes,  cuya  apreciación  competía  álos  Tribuna- 
les, remitiendo  copia  de  lo  expuesto  por  la  empresa  en  de- 
fensa de  las  inculpaciones  que  le  dirigía  Capelastegui  y  del 
acta  que  se  levantó  á.su  llegada  á  aquel  punto,  la  cual  ex- 
plica el  sentido  que  en  su  opinión  debe  darse  al  reglamento 
del  ramo,  y  expone  que  aquel  no  protestó  y  qiífc  la  reclama- 
ción debía  entablarse  ante  los  Tribunales  de  justicia: 

Resultando  que  oido  el  parecer  del  Negociado  y  del  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno,  de  conformidad  con  este  ultimo,  se 
dictó  Real  orden  en  3  de  Febrero  de  1873,  declarando:  prime- 
ro, que  no  habiéndose  modificado  por  la  de  13  de  Octubre 
de  1867  las  prescripciones  del  art.  111  del  reglamento  de  8 
de  Julio  de  1859 ,  todo  viajero  puede  llevar  en  su  equipaje 
metálico  y  objetos  de  valor  sin  obligación  de  declararlo  y  ex- 
hibirlo, sino  cuando  aspire  á  que  la  empresa  le  indemnice  en 
el  caso  de  sustracción  ó  extravío:  segundo,  que  si  con  arreglo 
á  la  misma  disposición  no  se  hace  la  declaración  referida ,  la 
Compañía  queda  libre  de  toda  responsabilidad,  pero  tampoco 
tiene  derecho  á  percibir  el  precio  de  la  tarifa  fijada  á  los  va- 
lores: tercero,  que  la  prescripción  del  art,  115  del  expresado 
reglamento  no  es  aplicable  á  los  equipajes  de  los  viajeros ,  y 
si  únicamente  al  trasporte  de  las  mercancías:  cuarto ,  que  en 
las  estaciones  de  origen  puede  negarse  la  empresa  á  facturar 
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los  equipajes  en  la  forma  que  dispone  la  Real  orden  de  13  de 
Octubre  de  1867,  pero  ni  en  aquella  ni  en  ninguna  otra  tiene 
facultad  para  exigir  la  apertura  de  los  bultos,  y  mucho  menos 
detenerlos  bajo  el  pretexto  de  averiguar  su  contenido:  quinto, 
que  en  su  consecuencia,  la  Compañía  de  los  ferro-carriles  de 
Almansa  á  Valencia  y  Tarragona  procedió  indebidamente  al 
exigir  á  D.  Eduardo  Capelastegui  la  cantidad  que  reclama, 
udiendo  éste  deducir  en  la  forma  y  ante  quien  corresponda 
as  acciones  competentes: 

Resultando  que  mandada  comunicar  dicha  Real  orden  á  la 
Inspección  administrativa  y  mercantil  de  la  división  de  los 
ferro-carriles  para  su  conocimiento  y  el  de  «las  Compañías, 
quienes  deberían  darle  la  debida  publicidad  á  los  efectos  opor- 
tunos, entabló  D.  Eduardo  Capelastegui  demanda  ordinaria 
contra  la  Compañía  del  ferro-carril  de  Almansa  á  Valencia  y 
Tarragona  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  respectivo;  y 
esta  última,  representada  por  el  Licenciado  D.  Nicolás  María 
Rivero,  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  en  23  de  Octubre  de  1873,  pidiendo  que 
en  su  dia  se  declaran  sin  efecto  las  disposiciones  de  aquella, 
exponiendo  con  tal  motivo  varios  argumentos,  entre  otros,  que 
la  Real  orden  en  cuestión,  bajo  el  especioso  pretexto  de  hacer 
aclaraciones  acerca  de  la  aplicación  de  las  leyes,  reglamentos 
y  disposiciones  vigentes  sobre  el  trasporte  de  efectos  por  los 
ferro-carriles,  vulnera  los  derechos  que  á  las  Compañías  con- 
ceden las  mismas: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto 
á  la  admisión  de  la  demanda  fundado  en  que  las  cuatro  pri- 
meras resoluciones  de  la  orden  reclamada  no  pueden  impug- 
narse por  su  carácter  general,  y  la  5.1  tampoco  por  su  índole, 
y  porque  en  último  término  la  declaración  que  hace  de  que 
fué  indebido  el  proceder  de  la  Compañía,  dimana  y  es  conse- 
cuencia como  las  demás  de  la  alta  inspección  y  tutela  que  al 
Gobierno  corresponde  sobre  las  Sociedades  de  "esta  clase: 

Resultando  que  en  este  estado  se  pusieron  los  autos  de 
manifiesto  por  tres  dias  á  la  parte  demandante  al  sólo  efecto 
de  instrucción  de  dicho  escrito  fiscal;  y  habiendo  sustituido 
el  poder  el  Licenciado  Rivero  en  el  Procurador  D.  Eustoquio 
Manuel  Mejía,  que  se  personó  en  ellos,  se  hubo  por  hecha  la 
sustitución  y  por  personado  el  mismo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Cano. 

Considerando  que  para  acceder  á  la  admisión  de  la  deman- 
da contenciosa,  que  es  la  cuestión  previa  pendiente  hoy  de 
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resolución,  basta  que  haya  uu  acuerdo  administrativo  que 
cause  estado  y  lastime  ó  pueda  lastimar  algún  derecho  pre- 
existente, que  la  materia  sea  administrativa  y  la  demanda  se 
hpya  presentado  dentro  del  término  señalado  al  efecto: 

Considerando  que  todas  esas  circunstancias  concurren  en 
la  demanda  que  se  ha  deducido  en  estos  autos ,  y  que  por  lo 
tauto  procede  indudablemente  su  admisión; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente 
la  via  contenciosa,  y  en  su  consecuencia  admitimos  la  deman- 
da propuesta  por  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero  con 
los  documentos  que  la  acompañan,  á  nombre  de  la  expresada 
Compañía  del  ferro-carril  de  Almansa  á  Valencia  y  Tarrago- 
na: se  tiene  por  parte  al  Procurador  D.  Eustoauio  Manuel 
Mejía  en  la  misma  representación,  y  entréguensele  los  autos 
por  término  de  veinte  dias  á  los  efectos  correspondientes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. = Juan  González  Acevedo.=Juan  Jiménez  Cuenca.  = 
Manuel  Leon.=Manuel  Almonací  y  Mora.=Francisco  Armes- 
to.=Luis  Vázquez  Mondragon.  =  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación^ 

Leid*  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  U.  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  én  Madrid  á  28  de 
Setiembre  de  1874.=Enrique  Medina. 

Núm.  23. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Mejora,  de  clasificación. — Sentencia  de  28  de  Setiembre,  de- 
jando sin  efeoto  la  orden  del  Regente  del  Reino  do  15  de  No- 
viembre de  1870  impugnada  por  Doña  Concepción  Acacio. 

• 

En  los  considerandos  se  establece : 

1 .°  Que  al  determinar  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868 
en  su  art.  12  la  estricta  y  rigurosa  aplicación  a  la  letra  de  los 
reglamentos  de  Monte-píos  é  instrucción  de  26  de  Diciembre 
de  1831 ,  se  propuso  únicamente  corregir  y  evitar  para  lo  suce- 
sivo los  abusos  de  incorporaciones  a  aquellos  que  procedieran  de 
disposiciones  arbitrarias,  como  lo  demuestra  el  texto  expreso  y 
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terminante  de  su  párrafo  segundo  y  último ,  en  el  que  declara 
que  las  que  no  hubiesen  sido  objeto  de  ley  serían  nulas,  de  ningún 
valor  ni  efecto,  caducando  las  pensiones  concedidas  fuera  de  re- 
glamento é  instrucción. 
'  2.°  Que  según  la  letra  clara,  expresa  y  terminante  de  la  Seal 
urden  de  4  de  Setiembre  de  183G,  el  Consejo  de  las  Ordenes  no 
fué  por  ella  suprimido,  y  si  tan  sólo  aquella  denominación  que 
cambió  llamándose  desde  entonces  Tribunal  especial  de  las  mis- 
mas Ordenes,  sin  que  por  ello  cariase  su  esencia  ó  modo  de  ser 
ni  su  naturaleza,  siguiendo  la  planta  del  pesonal  de  que  estaba 
dotado  y  en  observancia  su  anterior  reglamento,  como  oportuna- 
mente expone  en  su  dictamen  la  Sección  de  Hacienda  del  Con- 
sejo de  Estado  al  emitirle  informando  al  Ministerio  de  Haciendg, 
en  14  de  Julio  de  1870. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Setiembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en 
primera  y  única  instancia,  promovidos  por  Doña  Concepción 
Acacio,  representada  por  el  Licenciado  D.  Ramón  García  No- 
blejas,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo 
está  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la  orden  del 
Regente  del  Reino  de  15  de  Noviembre  de  1870  que  le  denegó 
la  mejora  de  clasificación  que  solicitaba  como  viuda  del  Fiscal 
que  fué  del  Tribunal  especial  de  las  Ordenes  militares  Don 
Juan  FerreyraCamaño: 

Resultando  que  éste  desempeñó,  entre  otros  destinos,  el  de 
Consultor  de  la  Dirección  general  de  Correos  y  Caminos  desde 
1.°  de  Febrero  de  1847  hasta  31  de  Enero  de  1852  en  que  tomó 
posesión  de  la  plaza  de  Fiscal  del  Tribunal  especial  de  las  Or- 
denes militares,  y  cesando  en  el  mismo  en  7  de  Febrero  de 
1854,  se  le  nombró  nuevamente  en  9  de  Octubre  del  propio 
año  para  su  desempeño,  en  el  que  siguió  hasta  16  de  Octubre 
de  1867  que  se  le  jubiló,  disfrutando  por  el  primero  de  los 
referidos  destinos  30.000  rs.  anuales  de  sueldo  y  46.000  por 
el  segundo;  reconociéndosele  á  su  virtud  por  el  Tribunal  de 
Clases  pasivas,  en  sesión  del  dia  26  del  propio  mes  y  año, 
treinta  y  ocho  años,  siete  meses  y  diez  y  seis  días  de  servicios, 
y  el  haber  anual  de  3.680  escudos,  cuatro  quintas  partes  de 
4.6G0,  sueldo  regulador: 

Resultando  que  el  referido  Fiscal  del  Tribunal  especial  de 
las  Ordenes,  jubilado,  falleció  estando  casado  en  segundas  nup- 
cias con  Doña  María  Concepción  Acacio  y  Cambronero;  y  como 
solicitara  ésta  que  se  le  clasificase  en  calidad  de  viuda  del 
mismo,  presentó  al  efecto  los  documentos  necesarios  para  jus- 
tificarlo así,  y  que  no  le  habían  quedado  hijos  excepto  ima 
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hija  del  primer  matrimonio  de  Ferreyra,  ya  casada,  la  cual  era 
la  heredera  de  sus  bienes: 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente  con  tal 
motivo  y  compulsados  dichos  documentos,  el  Tribunal  de  pri- 
mera instancia  de  Clases  pasivas,  en  sesión  de  12  de  Mayo 
de  1869,  considerando  que  el  destino  de  Fiscal  del  Tribunal 
especial  de  las  Ordenes  militares  no  aparecía  incorporado  al 
Monte-pío  de  Ministerios,  y  sí  el  de  Fiscal  del  Consejo  de  las 
Ordenes,  declaró  que  Doña  Concepción  Acacio  sólo  tenia  dere- 
cho á  la  pensión  de  800  escudos  por  el  anterior  destino  que 
desempeñó  su  esposo,  con  arrpglo  al  reglamento  del  Monte-pío 
de  Correos1. 

Resultando  que  hecho  saber  este  acuerdo  á  la  interesada 
recurrió  en  alzada  al  Ministerio  de  Hacienda,  á  donde  se  re- 
mitió el  expediente,  en  el  que  el  Negociado  emitió  su  parecer 
según  el  cual  «habia  aplicado  al  caso  con  excesivo  rigor  el 
Tribunal  de  Clas&s  pasivas  lo  dispuesto  en  el  decreto-ley  de  22 
de  Octubre  de- 1868,»  puesto  si  bien  tuvo  por  objeto,  dijo, 
cortar  abusos,  no  existiendo  estos  se  venia  á  contrariar  su  es- 
píritu negando  una  pensión  de  justicia  como  era  la  reclamada 
por  Doña  Concepción  Acacio  atendidos  sus  razonamientos  y  base 
en  que  la  funda;  y  oida  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo 
de  Estado  estuvo  conforme  con  este  parecer,  apoyándose  el 
suyo  en  idénticos  fundamentos;  mas  el  Regente  del  Reino, 
por  conducto  de  dicho  Ministerio,  dictó  una  orden  en  15  de 
Noviembre  de  1870  confirmando  el  fallo  apelado: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  3  de  Abril 
siguiente  presentó  la  Doña- Concepción  Acacio  demanda  con- 
tencioso-administrativa  en  este  Tribunal  Supremo,  represen- 
tada por  el  Licenciado  D.  Ramón  García  Noblejas,  pidiendo 
que  en  su  dia  se  declare  que  debe  haber  y  serle  de  abono  por 
sus  derechos  pasivos  la  cantidad  de  10.000  rs.  anuales,  de- 
jando para  ello  sin  efecto  la  orden  de  la  Regencia  del  Reino 
ya  mencionada,  y  citando  en  su  apoyo  el  reglamento  del  Monte- 
pío de  Ministerios,  la  lev  d*  22  de  Octubre  de  1868,  y  la  ins- 
trucción para  su  cumplimiento  v  ejecución  de  8  de  Febrero 
de  1869: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, como  el  Ministerio  fiscal  se  opusiese  k  la  admisión  de 
la  demanda,  se  celebró  vista  con  tal  objeto,  y  se  dictó  sen- 
tencia por  la  Sala  en  28  de  Febrero  £él  corriente  año  admi- 
tiéndola: 

Resultando  que  a  su  virtud  la  amplió  el  Licenciado  Noble- 
jas  reproduciendo  sus  anteriores  alegaciones,  y  expresando 
además  que  en  el  párrafo  primero  del  capítulo  2.°  del  citado 
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reglamento  de  Monte-pío  de  Ministerios  de  8  de  Setiembre 
de  1763  *se  consigna  á  las  Tiudas  de  los  Fiscales  del  Consejo 
de  las  Ordenes  la  pensión  de  10.000  rs.  anuales:  que  en  la 
Real  orden  de  6  de  Setiembre  de  1836,  con  objeto  de  poner 
en  armonía  con  las  instituciones  la  denominación  de  los  Cuer- 
pos del  Estado,  se  mandó  suprimir  la  del  Consejo  Real  de  las 
Ordenes,  y  que  ésta  se  llamara  desde  entonces  Tribunal  espe- 
cial de  las  mismas ,  así  como  tuvieron  también  variación  en 
sus  denominaciones  otros  Cuerpos  civiles  y  militares  del  Es- 
tado, no  privando  de  sus  derechos  pasivos  á  las  respectivas 
familias  de  sus  servidores,  ni  á  estos  la  variación  indicada  de 
forma  ó  nombre  cuando  no  sufrían  alteración  en  su  esencia, 
continuando  como  siguió  también  el  citado  Tribunal  de  las 
Ordenes  con  el  personal  de  planta,  atribuciones  y  sueldos  que 
antes  con  el  nombre  de  Consejo  tenia,  sin  habérsele  rebajado 
en  categoría  ni  bajo  ningún  otro  concepto: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  en  8  de  Mayo 
siguiente  para  que  contestase  á  dicha  demanda  en  el  término 
de  reglamento,  y  como  no  lo  verificase,  le  acusó  la  rebeldía  el 
Licenciado  García  Noblejas  en  24  de  Junio,  y  la  Sala  la  hubo 
por  acusada. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada. 

Considerando  que  al  determinar  el  decreto-ley  de  22  de 
Octubre  de  1868  en  su  art.  12  la  estricta  y  rigurosa  aplica- 
ción á  la  letra  de  los  reglamentos  de  Monte-píos  é  instrucción 
de  26  de  Diciembre  de  1831,  se  propuso  únicamente  corregir 
V  evitar  para  lo  sucesivo,  los  abusos  de  incorporaciones  á  aque- 
llos que  procedieran  de  disposiciones  arbitrarias,  corno  lo  de- 
muestra el  texto  expreso  y  terminante  de  su  párrafo  segundo 
y  último,  en  el  que  declara  que  «las  que  no  hubiesen  sido 
objeto  de  ley  serian  nulas,  de  ningún  valor  ni  efecto,  cadu- 
cando las  pensiones  concedidas  fuera  de  reglamento  é  ins- 
trucción:» 

Considerando  que  en  ninguno  de  los  indicados  casos  abusi-. 
vos  puede  comprenderse  la  que  corresponde  á  la  demandante 
y  por  la  misma  se  reclama,  puesto  que  no  procede  de  arbitra- 
ria incorporación  al  Monte-pío  de  las  de  su  clase;  antes  al  con- 
trario es  uno  de  los  qué  incluye  en  sus  disposiciones  el  regla- 
mento del  mismo  aprobado1  por  Real  cédula  de  8  de  Setiembre 
de  1763,  en  cuyo  capítulo  2.°,  párrafo  primero ,  se  consigna 
á  las  viudas  de  los  Fiácales  del  Consejo  de  las  Ordenes  la 
pensión  de  10.000  rs.  anuos: 

Considerando  que  según  la  letra  clara,  expresa  y  termi- 
nante de  la  Real  orden  de  4  de  Setiembre  de  1836,  el  Consejo 
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de  las  Ordenes  no  fué  por  ella  suprimido,  y  sí  tan  sólo  aquella 
denominación  que  cambió  llamándose  desde  entonces  Tribunal 
especial  de  las  mismas  Ordenes,  sin  que  por  ello  variase  su 
esencia  ó  modo  de  ser  ni  su  naturaleza,  siguiendo  la  planta 
del  personal  de  que  estaba  dotado  y  en  observancia  su  an- 
terior reglamento,  como  oportunamente  expone  en  su  dicta- 
men la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado  al  emi- 
tirle informando  al  Ministerio  de  Hacienda  en  14  de  Julio 
de  1870 :       . 

Considerando  que  aquella  variación  hecha,  como  en  el  mis- 
mo dictamen  se  observa,  por  convgnir  asi  al  Estado,  en  nada 
ha  podido  afectar  á  los  derechos  que  los  empleados  del  anti- 
guo Consejo  de  las  Ordenes ,  denominado  después  Tribunal 
especial,  tenian  garantidos  por  disposiciones  legales  y  estaban 
consignados  en  el  reglamento  del.  Monte-pío  de  Ministerios, 
puesto  que  nada  se  re&olvió  en  tal  sentido,  ni  habría  podido 
en  justicia  tener  lugar  tal  despojo,  estando  aquellos  conce- 
didos en  remuneración  de  servicios  que  seguían  prestando,  y 
por  consiguiente  á  título  oneroso: 

Considerando  que  por  ser,  según  las  razones  expuestas,  un 
mismo  destino  el  de  Fiscal  del  Consejo  de  las  Ordenes  y  el 
del  Tribunal  especial  de  las  mismas,  al  variar  puramente  de 
nombre  no  es  atendible  el  argumento  en  que  se  supone  la 
existencia  de  dos,  y  bajo  dicho  supuesto  se  dice  que  el  primer 
cargo  está  comprendido,  y  no  el  segundo,  en  el  precitado 
reglamento  del  Monte-pío  de  los  Ministerios:      • 

Y  considerando  que  la  enunciada  Sección  de  Hacienda  del 
Consejo  de  Estado,  en  su  prenotado  informe  añade,  adoptando 
el  mismo  criterio ,  que  lo  habia  sido  también  del  Negociado 
en  el  Ministerio*,  que  le  extrañaba  que  en  este  caso  se  hubie- 
se desatendido,  adoptando  otro  diametralmente  contrario;  pues 
que  constantemente  se  habia  venido  declarando  comprendidos 
en  los  reglamentos  é  instrucciones  del  citado  Monte-pío ,  an- 
teriores á  las  nuevas  instituciones,  á  las  familias  de  los  Ma- 
gistrados del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  de  otros  funcio- 
narios que  no  están  literalmente  mencionados  en  aquellas 
disposiciones,  teniendo  presente  que  entonces  no  existia  la 
expresada  denominarían,  y  en  su  lugar  figuraban  con  la  de 
Consejo  y  Cámara  de  Castilla,  y  otras  que  ya  no  se  conservan; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  á  Doña 
Concepción  Acacio  corresponde  el  haber  por  sus  derechos  pa- 
sivos como  viuda  del  Fiscal  que  fué  del  Tribunal  especial  de 
las  Ordénes  militares  D.  Juan  Ferreyra  Camaño  la  cantidad 
de  10.000  rs.  vn.  ó. sean  2.500  pesetas  anuales,  rectificándose 
con  arreglo  á  este  fallo  su  clasificación,  á  cuyo  fin  dejamos  sin 
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efecto  la  orden  reclamada  que  se  expidió  por  el  Ministerio 
de  Hacienda  con  fecha  15  de  Noviembre  de  1870. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á*  dicho  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =Pascual 
Bayarri.  =  Manuel  León.  =  Manuel  Almonací  y  Mora.=Luis 
Vázquez  Mondrag*on.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación.  • 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada-,  Magistrado 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala 
tercera,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid 
á  28  de  Setiembre  de  1874. =Enri que  Medina. 

Núm.  24. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Declaración  de  quedar  ex  suspenso  la  autorización  para 
aprovechar  ciertas  aguas. — Sentencia  de  29  de  Setiembre, 
absolviendo'  á  la  Administración  general  dol  Estado  de  la 
demanda  interpuesta  por  I).  José  Macía  y  Pujol  contra  la  Real 
orden  de  19  de  Noviembre  de  1872. 

En  los  considerandos  se  establece:  * 

1 .°  Que  según  el  art.  207  de  la  Ley  de  Aguas,  en  la  concesión 
de  los  aprovecha?nientos  debe  observarse  el  orden  de  preferencia 
que  marca,  y  dentro  de  cada  clase  han  de  ser  preferidas  las  em- 
presas de  mayor  importancia  y  utilidad,  debiendo  serlo  en  igual- 
dad de  circunstancias  los  que  antes  hubieren  solicitado  el  apro- 
vechamiento 

2.°  Que  del  contexto  de  este  articulo  se  injiere  claramente  que 
puede  obtener  la  preferencia  el  que  lo  solicite  después,  siempre 
que  su  empresa  sea  de  mayor  importancia  y  utilidad,  no  obs- 
tando por  consecuencia  para  nada  en  este  caso  la  prioridad  de 
otro  en  la  misma  pretensión . 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Setiembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  pri- 
mera y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  D.  Ramón 
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Vinader,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  José  Macla  y  Pujol,  ve- 
cino de  las  Macías  de  Roda,  en  la  provincia  de  Barcelona, 
contra  la  Administración  general  del  Estado,  representada  por 
el  Ministerio  Fiscal,  y  coadyuvada  por  el  Licenciado  D.  Juan 
Ángel  Rosillo,  á  nombre  de  D.  Ramón  Portavella,  sobre  revo- 
cación de  la  Real  orden  de  19  de  Noviembre  de  1872  que  de- 
claró en  suspenso  la  autorización  que  le  fué  otorgada  por  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Barcelona  para  el  aprovecha- 
miento de  aguas  de  los  rios  Gurri  y  Ter  con  destino  á  una 
fábrica  de  hilados  y  tejidos  en  el  referido  término  de  las  Ma- 
cías de  Roda,  partido  de  Vich: 

Resultando  que  en  1.°  de  Octubre  de  1867  D.  José  de  Macía 
y  Pujol,  veciuo  de  la  ciudad  de  Vich,  en  la  provincia  de  Bar- 
celona, elevó  una  exposición  á  la  Reina,  por  conducto  del  Go- 
bernador civil  de  la  misma,  pidiendo  se  le  concediese  permiso 
para  mejorar  una  fábrica  que  poseia  en  el  término  de  las  Ma- 
cías de  Roda,  utilizando  un  salto  de  agua  del  rio  Gurri,  que  en 
la  misma  podia  emplearse  como  fuerza  motriz  de  una  fabrica 
de  hilados  y  tejidos,  acompañando  para  ello  los  planos  y  me- 
moria facultativa: 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente  con  tal 
motivo,  informó  el  Ingeniero  Jefe  y  también  la  Junta  de  Agri- 
cultura é  Industria  y  la  Diputación  provincial,  y  se  amplió  a 
los  extremos  que  propuso  esta  última,  en  cuyo  caso  se  opuso 
Doña  Teresa  Carbonell  en  concepto  de  viuda,  y  heredera  de 
D.  Pedro  Moret  y  Ayats,  y  con  vista  de  las  observaciones  he- 
chas por  el  peticionario  después  de  pasados  más  de  seis  meses, 
y  de  los  nuevos  informes  emitidos,  en  virtud  de  los  cuales  se 
subsanaron  algunos  defectos  del  expediente,  de  lo  dispuesto  en 
la  Ley  vigente  de  Aguas,  y  en  el  decreto  de  la  Regencia  del 
Reino  de  19  de  Diciembre  de  1869,  se  autorizó  por  el  Gober- 
nador civil  de  la  provincia  de  Barcelona  á  D.  José  Macía  y 
Pujol  en  27  de  Julio  de  1872  para  derivar  hasta  6.100  litros 
de  agua  por  segundo  de  los  rios  Gurri  y  Ter,  con  destino  al 
movimiento  de  una  fábrica  de  hilados  y  tejidos  que  intentaba 
construir  en  terrenos  de  su  propiedad  denominados  Manso  Ma- 
sía, situados  en  término  de  Macías  de'Roda,  con  sujeción  á  las 
prescripciones  generales  de  la  citada  Ley  de  Aguas  y  á  las 
condiciones  que  se  expresan: 

Resultando  que  en  8  de  Agosto  de  1871  D.  Ramón  Porta- 
vella y  Gallo,  propietario  y  fabricante,  vecino  de  la  ciudad 
de  Vich,  acompañando  la  memoria  facultativa  y  planos  de  las 
obras  que  pensaba  construir,  solicitó  igualmente  autorización 
para  el  aprovechamiento  de  aguas  de  los  rios  Gurri  y  Ter 
como  fuerza  motriz  de  una  fábrica  de  hilados  y  tejidos  y  de 

II.— 3.a  11 


162  TRIBUNAL   SUPREMO. 

un  molino  harinero  que  proyectaba  levantar  en  terreno  de  su 

firopiedad  denominado  Óoromina  de  Mas  Monja  en  término  de 
as  Macías  de  Roda: 

Resultando  que  instruido  asimismo  el  oportuno  expediente 
con  arreglo  á  la  ley,  se  opuso  como  en  el  anterior  el  Admi- 
nistrador judicial  de  la  testamentaría  de  D.  Pedro  Moret,  como 
también  D.  José  de  Macía  y  Pujol  y  otros,  y  previos  los  in- 
formes convenientes  del  Ingeniero  Jefe  y  de  la  Junta  provin- 
cial de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  en  24  de  Abril  de 
1872  presentó  escrito  D.  Ramón  Portavella  exponiendo  varias 
consideraciones  para  demostrar  que  su  proyecto  era  de  mayor 
importancia  que  el  de  Macía  y  de  más  utilidad,  pidiendo  se 
suspendiese  la  resolución  de  este  último  expediente  hasta  que 
en  el  suyo  emitiera  dictamen  la  Diputación  provincial;  pero 
dictada  en  aquel  la  resolución  definitiva  antes  referida  y  re- 
mitidos ambos  expedientes  al  Ministerio,  se  oyó  la  Sección  4.* 
de  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  y  se 
dictó  Real  orden  en  19  de  Noviembre  de  1872,  de  conformidad 
con  lo  informado  por  las  mismas,  ordenando  quedara  en  sas-  • 
pensó  para  sus  efectos  la  autorización  otorgada  por  el  Gober- 
nador de  Barcelona  en  27  de  Julio  anterior  á  D.  José  Macía  v 
Pujol  para  el  aprovechamiento  de  aguas  en  cuestión,  y  se  tra- 
mitara hasta  su  término  el  expediente  incoado  por  D.  Ramón 
Portavella  para  utilizar  las  mismas  aguas ,  á  cuyo  efecto  la 
Diputación  debería  dar  su  informe  sobre  si  procedía  ó  no  acce- 
der á  la  solicitud  del  mismo  Portavella  considerándola  aisla- 
damente y  sin  relación  con  la' de  Macía  Pujol;  y  que  apre^ 
ciándose  después  de  llenar  este  trámite  la  importancia  y  uti- 
lidad relativas  de  dichas  empresas,  ambas  industriales,  para  lo 
cual  debería  oírse  al  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia,  á  la  Junta 
de  Agricultura  y  á  la  Diputación,  por  el  Gobernador  que  era 
á  quien  competía  se  le  otorgase  la  autorización  á  quien  cor- 
respondiese con  arreglo  al  ar.  207  de  la  ley  de  3  de  Agosto 
de  1866: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  27  de 
Enero  de  1873  presentó  demanda  contencioso-administrativa 
en  este  Tribunal  iSupremo  el  Licenciado  D.  Ramón  Vinader,  á 
nombre  y  con  poder  de  D.  José  Macía  y  Pujol,  pidiendo  su  re- 
vocación y  que  se  declarase  firme  y  estable  la  concesión  que 
se  le  hizo  por  el  Gobernador,  exponiendo  para  ello  que  el  ar- 
tículo 240  de  la  ley  sobre  el  dominio  y  aprovechamiento  de 
las  aguas  de  3  de  Agosto  de  1866  ordena  que  sean  despacha- 
dos y  ultimados  dentro  del  término  de  seis  meses  los  proyec- 
tos presentados  por  los  particulares  á  los  Gobernadores  cuando 
tengan  por  objeto  puntos  cuya  decisión  les  faculta  la  misma 
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ley,  debiéndose  entender  aprobado  el  proyecto  ó  concedida  la 
petición  cuando  dentro  de  aquel  término  no  se  ultime  el  ex- 
pediente: que  en  el  informe  de  la  Sección  de  la  Junta  consul- 
tiva que  servia  de  base  á  la  Real  orden  reclamada,  se  expre- 
saba que  Macía  presentó  su  solicitud  en  Octubre  de  1867,  y 
aunque  por  no  haber  contestado  las  oposiciones  hasta  11  de 
Setiembre  de  1868  debe  tomarse  esta  fecha  como  punto  de 
partida  en  11  de  Marzo  de  1860,  hubo  de  entenderse  aprobado 
el  proyecto  y  concedida  la  petición,  por  no  tener  culpa  del 
retraso  sufrido  en  el  expediente  hasta  Julio  de  1872  en  que  el 
Gobernador  dictó  su  providencia;  y  además  adujo  otras  razo- 
nes para  patentizar  que  este  era  el  espíritu  de  la  ley,  y  al  cual 
no  podia  darse  otra  interpretación  en  perjuicio  del  primer  pe- 
ticionario: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  como  se 
opusiese  á  la  admisión  de  la  demanda,  se  celebró  vista  con 
tal  objeto  y  se  dictó  sentencia  en  4  de  Octubre  siguiente  ad- 
mitiéndola por  considerar  denegado  el  derecho  que  estimaba 
tener  á  la  concesión  D.  José  Macía  y  Pujol : 

Resultando  que  teñido  por  parte  el  Licenciado  Vinader, 
amplió  dicha  demanda  insistiendo  en  su  solicitud  y  argumen- 
tos, añadiendo  que  la  cuestión  viene  á  reducirse  á  la  preferen- 
cia acerca  de  la  cual  el  Tribunal  debe  atender  á  la  naturaleza 
de  la  concesión ,  á  la  prioridad  del  tiempo ,  á  la  fecha  de  la 
reclamación  de  Portavella ,  al  estado  en  que  se  hallaba  el  ex- 
pediente y  al  curso  que  habia  seguido,  puesto  que  ambas  obras 
son  de  la  misma  índole  y  ninguna  de  más  importancia  que  la 
otra ,  y  á  que  el  último  no  presentó  su  oposición  cual  debia  en 
el  término  marcado  por  la  ley ,  sino  que  presentó  su  proyecto 
muchos  años  después : 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  di- 
cha demanda  pidiendo  se  absuelva  de  ella  á  la  Administración 
general  del  Estado,  apoyado  en  que  D.  José  Macía  detuvo  por 
so  culpa  más  de  ocho  meses  la  tramitación  del  expediente  sin 
contestar  á  la  oposición  hecha  por  D.  José  Molas,  no  deposi- 
tando los  30  escudos  que  se  le  ordenaron  para  los  gastos  de 
las  operaciones  facultativas ,  por  lo  cual  era  presumible  creer 
que  desistia  de  su  proyecto,  á  lo  cual  nadie  podia  oponerse: 
que  el  plazo  de  seis  meses  para  otorgar  las  concesiones  no  es 
posible  cumplirlo  cuando  hay  oposición  á  los  proyectos,  según 
tiene  declarado  la  Administración  activa,  y  el  demandante  no 
puede  invocar  el  precepto  legal  en  su  favor ,  porque  en  la  or- 
den reclamada  ni  se  le  na  negado ,  ni  se  le  ha  concedido  la  au- 
torización que  solicitó ,  ni  tampoco  la  pedida  por  Portavella. 
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Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  José  Macla  y  Pujol  contra  la  Real  orden  de  19  de  Noviem- 
bre de  1872,  que  ha  sido  reclamada  en  este  pleito,  y  la  cual 
declaramos  firme  y  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  oportuna  certi- 
ficación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =Pascual 
Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Francisco  Armesto.=Luis 
Vázquez  Mondragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 
que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  29  de  Se- 
tiembre de  1874.=Enrique  Medina. 

Ncm.  25. 
PROCEDENCIA. 


Oposición  á  una  mina. — Sentencia  de  2  de  Octubre,  declarando 
improcedente  la  via  contenciosa,  y  en  su  consecuencia  que 
no  há  lugar  á  admitir  la  demanda  presentada  por  D.  Fran- 
cisco Bhrens  contra  la  orden  de  7  de  Noviembre  de  1873. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  jurisprudencia  establecida  por  el  Consejo  de  Es- 
tado y  por  el  tribunal  Supremo,  sólo  procede  la  via  contenciosa 
contra  las  resoluciones  ministeriales  en  materia  de  minas  res- 
pecto de  aquellos  casos  en  que  está  expresamente  concedida  por 
las  leyes  y  reglamentos  vigentes  sobre  la  materia. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  2  de  Octubre  de  1874,  en  los  autos 
que  ante  Nos  penden,  sobre  procedencia  de  la  vía  contenciosa 
y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Procur^or  Don 
Miguel  Pérez  Mansilla,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Francisco 
Bhrens  y  Newton,  vecino  y  del  comercio  de  Santander,  á  la 
que  ha  pretendido  adherirse  D.  Luis  Ratier,  de  la  misma  ve- 
cindad, representado  por  el  Procurador  D.  Lorenzo  de  Poo  y 


* 


SENTENCIAS   DE    1874.  167 

Espejo,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo 
está  por  el  Ministerio  fiscal,  solicitando  coadyuvarla  el  Procu- 
rador D.  José  García  Noblejas  en  nombre  de  Ü.  Eduardo  Diaz 
Yallespin,  sobre  revocación  de  la  orden  del  Gobierno  de  la 
República  de  7  de  Noviembre  de  1873,  que  desestimando  la 
oposición  hecha  al  registro  de  la  mina  Deseada  Sexta,  ordenó 
se  le  demarcasen  las  pertenencias  que  permitiera  el  terreno 
franco  que  existiere: 

Resultando  que  en  1.°  de  Abril  de  1871  D.  Eduardo  Diaz 
Yallespin  presentó  escrito  al  Gobernador  de  la  provincia  de 
Santander  manifestando  deseaba  adquirir  140  pertenencias  mi- 
neras de  mineral  de  hierro  con  el  título  de  Deseada  Sexta  en 
el  paraje  llamado  Ondor,  terreno  común  del  pueblo  de  So- 
banzo,  del  Ayuntamiento  de  Penagas,  en  dicha  provincia,  bajo 
la  designación  que  hizo  y  el  depósito  prevenido: 

Resultando  que  publicada  la  anterior  solicitud  se  opuso  á 
ella  D.  Luis  Ratier,  dueño  del' registro  nombrado  Cuidado,  y 
contestado  lo  que  tuvo  por  conveniente  el  D.  Eduardo  Diaz 
Yallespin,  decretó  el  Gobernador  en  15  de  Setiembre  del  mis- 
ino año,  de  conformidad  con  lo  informado  por  la  Diputación 
provincial,  desestimando  dicha  oposición  y  mandando  dar  & 
ambos  expedientes  el  curso  que  correspondiese: 

Resultando  que  trascurridos  más  de  treinta  dias  desde  que 
se  notificó  á  las  partes  el  anterior  decreto  sin  que  se  interpu- 
siese apelación  de  él,  se  mandó  pasar  este  expedieute  al  In- 
geniero Jefe  en  14  de  Noviembre  para  su  demarcación;  y  co- 
misionado al  efecto  el  Ingeniero  D.  Félix  Sánchez  Blanco  sus- 
pendió el  acto  por  las  razones  expuestas  en  su  informe,  al  que 
acompañó  una  instancia  y  plano  del  terreno  que  le  entregó 
D.  Eduardo  Diaz  Vallespin,  protestando  de  la  diligencia,  con 
cuyo  informe  no  se  conformó  el  Ingeniero  Jefe,  que  emitió 
otro  distinto,  por  lo  que  dictó  nuevo  decreto  el  Gobernador 
en  13  de  Junio  de  1872  mandando  volver  el  expediente  á  este 
último  para  que  procediese  á  la  demarcación  de  la  mina  De- 
seada Sexta  si  no  hubiese  para  ello  otros  inconvenientes  que 
los  expuestos,  y  sin  perjuicio  de  que  oportunamente  se  resol- 
viese sobre  las  reclamaciones  que  pudieran  entablarse: 

Resultando  que  en  este  estado  cedió  sus  derechos  D.  Eduar- 
do Diaz  Vallespin  á  favor  de  D.  José  Mackennan;  y  habién- 
dose alzado  D.  Francisco  Bhrens  del  decreto  del  Gobernador 
de  13  de  Junio,  se  remitió  el  expediente  á  la  Superioridad  y 
se  oyó  el  dictamen  de  la  Junta  superior  facultativa  de  mine- 
ría, dictándose  una  orden  por  el  Gobierno  de  la  República  en 
7  de  Noviembre  de  1873  confirmando  el  referido  decreto  del 
Gobernador  que  desestimó  la  oposieion  al  registro  Deseada 
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Sexta,  mandando  demarcar  al  mismo  las  pertenencias  que  per- 
mita el  terreno  franco  que  haya  dentro  de  su  designación;  y 
que  el  nuevo  reconocimiento  y  la  demarcación  de  la  expresada 
mina  se  haga  á  costa  del  Ingeniero  D.  Félix  Sánchez  Blanco, 
previas  las  publicaciones  v  notificaciones  correspondientes: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  16  de  Fe- 
brero último  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en 
este  Tribunal  Supremo  el  Procurador  D.  Miguel  Pérez  Man- 
silla,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Francisco  Bhrens  y  Newton, 
vecino  y  del  comercio  de  Santander,  pidiendo  su  revocación, 
y  que  se  declare  cancelado  el  expediente  de  la  mina  Deseada 
Sexta,  y  decaídos  todos  los  derechos  de  que  D.  Eduardo  Diaz 
Vallespin  pudiese  considerarse  asistido  por  consecuencia  de 
su  solicitud  de  registro  de  dicha  mina;  pidiendo  por  un  otrosí 
que  se  citase  al  concesionario  Vallespin  con  arreglo  al  arfc.  26 
del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868: 

Resultando  que  D.  Luis  Ratier,  de  la  misma  vecindad,  re- 
presentado por  el  Procurador  D.  Lorenzo  de  Poo  y  Espejo, 
representó  en  los  autos  adhiriéndose  á  la  demanda  por  haber 
sido  el  vendedor  de  la  mina  á  D.  Francisco  Bhrens,  el  cual 
alegó  las  razones  que  tuvo  por  conveniente,  y  reclamado  y 
recibido  el  expediente  gubernativo,  habiendo  diferido  la  Sala 
á  la  citación  del  concesionario  Vallespin,  se  libró  carta-órden 
y  tuvo  efecto ,  presentándose  á  su  virtud  representado  por  el 
Procurador  D.  José  García  No.blejas,  pretendiendo  coadyuvar 
á  la  Administración,  lo  cual  se  mandó  tener  presente  á  su 
tiempo:  • 

Resultando  que  pasado  todo  al  Ministerio  fiscal  se  ha  opues- 
to á  la  admisión  de  la  demanda  y  á  la  adhesión  á  ella,  fun- 
dado en  que  en  minería  sólo  cabe  el  recurso  contencioso  contra 
las  resoluciones  definitivas  de  la  Administración  activa  en  los 
casos  que  determinan  la  ley  y  el  reglamento  del  ramo,  y  en 
ninguno  de  los  que  expresa  el  art.  89  de  la  1.a  y  el  86  del  2.°, 
está  comprendida  la  orden  reclamada,  la  cual  no  es  definitiva, 
porque  ni  concede  ni  niega  pertenencia  minera: 

Resultando  que  en  este  estado  se  mandó  tener  presente  la 
solicitud  del  Procurador  Poo  y  Espejo  y  se  entregaron  los  au- 
tos por  tres  días  respectivamente  á  los  de  igual  clase  D.  Mi- 
guel Pérez  Mansilla  y  D.  José  García  Noblejas  al  sólo  efecto 
de  instrucción  del  anterior  escrito  fiscal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez 
Mondragon. 

Considerando  que,  según  jurisprudencia  establecida  por  el 
Consejo  de  Estado  y  por  este  Tribunal  Supremo,  sólo  procede 
la  via  contenciosa  contra  4as  resoluciones  ministeriales  en  ma- 
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teria  de  minas  respecto  de  aquellos  casos  en  que  está  expre- 
samente concedida  por  las  leyes  y  reglamentos  vigentes  sobre 
la  materia: 

Considerando  que  la'  orden  reclamada  de  7  de  Noviembre 
de  1873,  por  la  que  se  mandó  demarcar  la  mina  Deseada  Sexta, 
el  terreno  franco  dentro  de  su  designación  no  tiene  el  carác- 
ter de  definitiva,  porque  ni  concede  ni  niega  pertenencia  mi- 
nera; y  en  tal  concepto  no  se  halla  comprendida  en  ninguno 
de  los  casos  expresados  en  el  art.  89  de  la  ley  y  el  86  del 
reglamento; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente 
la  via  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  admitir  la  demanda 
presentada  á  nombre  de  D.  Francisco  Bhrens  contra  la  expre- 
sada orden  de  7  de  Noviembre  de  1873. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  oportuna  cer- 
tificación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.= José  María  Herreros  ¿e  Tejada. = Pascual 
Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca.  =Manuel  Leon.=Luis  Váz- 
quez Mon dragón. = Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Luis  Vazauez  Mon  dragón,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  2  de  Octu- 
bre de  1874.=Enrique  Medina. 

Ntjm.  26. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Pago  bn  metálico  de  ciertos  derechos. — Sentencia  de  2  de 
Octubre,  absolviendo  á  la  Administración  general  del  Es- 
tado de  la  demanda  interpuesta  por  la  empresa  de  los  cami- 
minos  de  hierro  de  Zaragoza  á  Alicante  contra  la  orden  de  25 
de  Octubre  de  1870. 

En  los  considerandos  se  establece; 

1-°  Que  la  Ley  de  ferro-carriles  de  3  de  Junio  de  1855,  al 
conceder  en  el  núm.  6.°  de  su  art.  20  d  las  empresas  durante 
la  construcción  de  agüellas  vías  de  comunicación  y  diez  años 
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después  el  beneficio  del  abono  de  los  derechos  de  Aduanas  que 
deban  satisfacer  por  el  material  Jijo  y  móvil  que  importen  del 
extranjero  con  destino  á  la  construcción  y  explotación,  deter- 
mina que  el  importe  equivalente  de  tales  derec /ios  haya  de  fijar- 
se anualmente  por  el  Gobierno,  observándose  los  trámites  esta- 
blecidos en  el  reglamento  para  la  ejecución  de  dicha  ley. 

2.°  Que  este  reglamento,  ó  sea  la  instrucción  de  15  de  Fe- 
brero de  1856,  previene  en  su  art.  21  que  las  empresas  deben 
presentar  á  la  Inspección  facultativa  de  los  mismos  caminos 
con  dos  meses  de  anticipación  por  lo  menos  la  relación  de  los 
efectos  del  material  que  necesiten  introducir  para  la  explota- 
ción de  la  respectiva  zia  en  el  año  siguiente  á  fin  de  que  la  in- 
dicada Inspección  la  remita  con  su  informe  al  Gobierno;  el  que, 
previa  su  aprobación,  mandará  abonar  las  cantidades  á  que  as- 
ciendan los  derechos  contenidos  en  las  certificaciones  de  las  re- 
laciones presentadas  y  aprobadas. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  2  de  Octubre  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-administrativo,  que  ante  Nos  pende,  en  primera 
y  única  instancia  entre  la  Compañía  de  los  ferro-carriles  de 
Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante,  y  en  su  nombre  el  Licenciado 
D.  Carlos  Espinosa  de  los  Monteros,  y  la  Administración  del 
Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  re- 
voque ó  th?je  sin  efecto  la  orden  de  25  de  Octubre  de  1870, 
que  confirmando  un  acuerdo  de  la  Dirección  mandó  hacer 
efectivo  el  ingreso  en  metálico  de  los  derechos  correspondien- 
tes á  los  efectos  del  material  comprendidos-  en  una  decla- 
ración: 

Resultando  que  D.  Pascual  Puerto,  representante  de  la 
empresa  del  ferro-carril  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante, 
presentó  al  despacho  en  3  de  Enero  de  1870  en  la  Aduana  de 
este  último  punto,  con  declaración  núm.  9,  varias  partidas  de 
material  consistentes  en  675  kilogramos  hierro  en  chapas  de 
6  milímetros,  2.102  kilogramos  forjado  en  manufacturas  or- 
dinarias y  12.400  id.  en  chapas  de  más  de  6  milímetros,  cuyos 
derechos  importaban  670  escudos  680  milésimas,  las  cuales 
fueron  despachadas  en  7  del  mismo,  procediendo  el  pago  en 
metálico  ó  en  pagarés  de  comercio,  según  dicha  Aduana,  por 
carecer  la  empresa  de  la  concesión  necesaria  para  la  libre  in- 
troducción : 

Resultando  que  por  no  conformarse  dicho  representante 
con  esta  solución  se  instruyó  el. oportuno  expediente,  en  el 
cual  informó  el  Negociado  en  el  año  de  1870  no  se  habían 
recibido  relaciones  para  importar  material  para  ferro-carriles 
con  libertad  de  derechos  para  ninguna'  línea,  sosteniendo  por 
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el  contrario  aquel  que  tenia  cumplido  en  la  declaración  citada 
cuanto  se  previene  en  los  artículos  98  y  99  de  las  Ordenanzas 
de  Aduanas,  teniendo  presentadas  en  el  Ministerio  de  Fomento 
las  relaciones  generales  del  material  que  la  Compañía  debia 
introducir  en  dicho  año;  por  lo  cual  pidió  que  se  la  relevara 
del  pago  en  metálico  que  se  le  exigia,  y  se  le  admitiese  pa- 
garé renovable  al  plazo»  de  un  año,  como  estaba  prevenido: 

Resultando  que,  previos  informes  del  Contador,  en  12  de 
Mayo  de  1870  acordó  el  Administrador  de  dicha  Aduana  el 
pago  en  metálico  ó  pagaré  de  comercio  como  género  comer- 
ciable en  general  de  los  derechos  correspondientes  al  mate- 
rial despachado  por  la  citada  declaración,  fundado  principal- 
mente en  que  no  fué  presentada  al  Ministro  de  Fomento  la 
relación  general  del  material  que  la  empresa  hubiera  de  in- 
troducir con  dos  meses  de  anticipación  al  año  que  correspon- 
de, como  se  previene  en  el  art.  21  de  la  instrucción  de  5  de 
Febrero  de  1856,  sino  en  26  de  Enero  del  presente  año,  según 
lo  refiere  la  Dirección  de  Obras  públicas: 

Resultando  que  hecho  saber  este  acuerdo  al  representante 
de  la  empresa,  tampoco  se  conformó,  y  en  su  consecuencia  se 
elevó  el  expediente  á  la  Dirección  del  ramo;  y  oido  el  Nego- 
ciado en  1.  de  Julio  de  1870,  comunicado  en  5  á  la  Aduana 
de  Alicante,  acordó  respecto  á  nueve  expedientes  que  proce- 
día admitir  á  la  empresa  las  obligaciones  provisionales  en 
equivalencia  del  importe  de  los  derechos,  pero  no  en  cuanto 
al  expediente  núm.  31,  que  es  el  de  que  se  trata,  porque  su 
despacho  tuvo  lugar  en  7  de  Enero,  cuando  no  tenia  relación 
alguna  de  material  aprobada  ni  presentada  ni  pendiente  de 
aprobación,  razón  por  la  cual  no  podia  considerarse  en  el  caso 
de  los  anteriores;  y  en  su  consecuencia  confirmó  el  acuerdo 
de  aquella  dependencia ,  que  declaró  procedente  el  pago  de 
los  derechos  en  efectivo  metálico,  ordenando  que  se  le  exi- 
giese el  ingreso  en  Tesorería  por  los  medios  que  establece  la 
legislación  vigente: 

Resultando  que  la  referida  empresa,  se  alzó  de  este  acuerdo 
ante  el  Ministro  de  Hacienda  pidiendo  que  se  la  relevase  del 
pago  que  se  la  imponía  con  grave  perjuicio  de  sus  intereses, 
menoscabados  por  sus  escasos  productos  y  considerables  gas- 
tos, sin  privarla  de  su  derecho  que  poseía  al  amparo  de  las 
leyes,  fundándose  en  que  la  Dirección  al  dictar  semejante 
acuerdo  no  obedecia  á  ninguna  prescripción  reglamentaria 
ni  artículo  terminante  de  las  Ordenanzas,  sino  al  criterio  es- 
pecial bajo  el  cual  había  presentado  el  asunto  á  la  resolución 
del  Ministro:  que  el  caso  relativo  á  la  declaración  nüm.  9  no 
era  absolutamente  igual  á  la  anterior,  porque  en  aquella  fecha 
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no  se  habia  dictado  aún  la  circular  de  4  dé  Enero  sobre  ca- 
ducidad de  las  relaciones,  y  la  Aduana  debió  despachar  los 
efectos  sin  exigir  más  que  verlos  comprendidos  en  las  rela- 
ciones de  1869,  por  ser  esta  la  jurisprudencia  admitida  hasta 
entonces,  y  en  particular  porque  este  despacho  se  hizo  apenas 
habia  terminado  dicho  último  año ;  y  que  no  existiendo  ar- 
tículo alguno  en  las  Ordenanzas  ni  en  las  demás  instruccio- 
nes que  imponga  á  las  Cotnpañías  semejante  penalidad  por 
faltas  de  exactitud  que  pudieran  cometer  en  designar  las  re- 
laciones, según  determina  el  art.  99,  procedía  lo  pedido: 

Resultando  que  el  Ministro  de  Hacienda,  después  de  oir  al 
Negociado,  que  manifestó  que  la  medida  adoptada  no  podia 
sostenerse  en  el  concepto  de  pena  por  no  hallarse  establecida 
en  las  Ordenanzas,  ni  tampoco  ejercer  influencia  la  orden  de  4 
de  Enero  en  el  expediente,  habiendo  hecho  el  reconocimiento 
de  los  efectos  antes  de  haberse  circulado,  por  orden  de  25  de 
Octubre  de  1870  se  desestimó  el  recurso  de  alzada  de  la  re- 
ferida empresa  y  confirmó  el  acuerdo  de  la  Dirección  general, 
}>or  el  cual  se  mandó  hacer  efectivo  el  ingreso  en  metálico  de 
os  derechos  correspondientes  á  los  efectos  comprendidos  en 
la  citada  declaración: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Carlos  Espinosa  de  los 
Monteros,  en  nombre  de  la  expresada  Compañía,  en  26  de  Di- 
ciembre de  1870  entabló  demanda  ante  este  Tribunal  Supremo 
después  de  declarada  procedente  en  cuanto  á  la  orden  de  25 
de  Octubre  anteriormente  citada,  por  sentencia  de  29  de  Enero 
de  1873  la  amplió  con  la  solicitud  de  que  en  su  dia  se  revoque 
ó  deje  sin  efecto  la  precitada  orden,  declarando  que  las  mer- 
caderías comprendidas  en  la  declaración  presentada  por  aque- 
lla en  3  de  Enero  de  1870,  reconocidas  en  7  del  mismo  mes 
en  la  Aduana  de  Alicante,  deben  ser  introducidas  con  franquicia 
de  derechos,  y  por  tanto  procedente  el  reintegro  de  la  canti- 
dad por  tal  concepto  abonada  por  su  cliente;  otorgándose,  si 
necesario  fuese,  los  pagarés  correspondientes  con  arreglo  á  la 
Real  orden  de  4  de  Octubre  de  1856,  fundándose  en  ambos 
escritos  en  que  las  franquicias  concedidas  á  las  Compañías  de 
ferro-carriles  por  el  núm.  5.°  del  art.  20  de  la  ley  de  3  de 
Junio  de  1855  se  venia  aplicando  en  la  forma  establecida  en 
la  instrucción  aprobada  en  la  Real  orden  de  4  de  Octubre  de 
1856  y  en  los  artículos  98  y  99  de  las  Odenanzas  generales  de 
la  renta  de  Aduanas:  que  la  costumbre,  fundada  en  conside- 
raciones atendibles,  habia  venido  á  dispensar  el  exacto  cum- 
plimiento del  plazo  fijado  en  el  art.  21  de  dicha  instrucción, 
sin  que  se  irrogara  perjuicio  al  Estado:  que  no  se  negaba  la 
aplicación  de  la  expresada  franquicia  en  los  diez  y  siete  dias 
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del  año  siguiente  hasta  que  esta  práctica  fué  derogada  por  la 
orden  de  4  de  Octubre  de  1870:  que  antes  de  expedirse  y  co- 
municarse se  presentaron  en  la  Aduana  para  su  despacho  en  3 
de  Enero  de  1870  los  efectos  de  que  se  trata,  reconocidos  por 
los  empleados  en  7  del  mismo  mes,  la  cuál  no  fué  presentada 
hasta  26  de  Enero  del  mismo  año,  mandándose  abonar  el  im- 
porte de  los  derechos  de  importación  por  carecer  la  empresa 
de  la  concesión  para  que  fueran  introducidos  libremente:  que 
por  haberse  opuesto  ésta  se  instruyó  el  expediente  guberna- 
tivo: que  la  disposición  de  4  de  Enero  no  puede  ser  aplicada 
al  caso  presente  sin  darla  fuerza  retroactiva  por  no  haberse 
circulado  hasta  el  11  de  dicho  mes:  que  la  partida  á  que  se  refiere 
el  expediente  núm.  31  debió  despacharse  con  cargo  á  la  rela- 
ción de  1869,  toda  vez  que  no  se  hallaban  anotados  en  ella 
los  efectos  de  las  clases  que  componían  la  partida,  con  arre- 
glo á  la  legislación  vigente  entonces  y  á  la  práctica  constante 
no  opuesta  á  ley  alguna:  que  la  manifestación  del  Agente 
hecha  en  Abril  de  1870  era  exacta  en  todos  sus  extremos  y  no 
podia  servir  de  fundamento  á  la  orden  reclamada,  ya  por  las 
condiciones  en  que  fué  consignada,  ya  porque  si   se  queria 
aplicar  la  legislación  vigente  en  Abril  de  aquel  año  habia  de 
aceptarse  el  estado  de  cosas  existente  en  esta  misma  época,  que 
era  el  de  haberse  presentado  la  reclamación  por  la  Compañía 
para  1870:  que  al  negar  á  dicha  partida  la  exención  de  de- 
rechos de  importación  se  privaba  á  su  cliente  de  un  derecho, 
y  se  libertaba  al  Estado  de  un  deber  que  respectivamente  les 
correspondían  por  título  oneroso,  con  arreglo  á  la  ley  de  1855 
y  sus  concordantes;  y  que  toda  orden  ministerial  que  lesiona 
derechos  legítimos  debe  ser  revocada  en  la  vía  contenciosa: 

Resultando  aue  al  contestar  el  Ministerio  fiscal  pidió  que 
se  absolviese  á  la  Administración  de  la  demanda  y  se  confir- 
mase la  disposición  contra  la  cual  se  reclama,  fundándose  en 
que  el  núm.  5.°  del  art.  20  de  la  Ley  de  ferro-carriles  concede 
el  abono  á  todas  las  Compañías  mientras  la  construcción  y 
diez  años  después  del  equivalente  de  los  derechos  marcados 
en  el  Arancel  de  Aduanas  que  deba  satisfacer  todo  el  material 
fijo  y  móvil  que  se  importe  del  extranjero  y  se  aplique  exclu- 
sivamente á  la  construcción  y  explotación  de  las  líneas  férreas, 
fijándose  la  equivalencia  de  dichos  derechos  respecto  de  las 
empresas  constructoras  en  la  ley  de  concesión  del  camino,  y 
respecto  de  las  de  explotación  anualmente  por  el  Gobierno  en 
la  tbrma  y  por  los  trámites  que  el  reglamento  establece:  que 
este  principio  le  desarrolla  el  "art.  21  de  la  instrucción  de  15 
de  Febrero  de  1856,  y  el  art.  99  de  las  Ordenanzas  establece 
cómo  pueden  las  Compañías  solicitar  en  caso  de  urgencia  de 
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las  Aduanas  el  despacho  del  material  que  tuviesen  importado 
por  medio  de  notas  parciales,  en  las  que  se  cuidará  de  expre- 
sar la  fecha  en  que  fué  presentada  la  relación  y  la  clase  de 
efectos:  que  en  vista  de  estos  preceptos  es  indudable  que  para 
que  las  Compañías  disfruten  de  la  franquicia  de  derechos  otor- 
gada al  material  importado  para  la  explotación  de  sus  líneas, 
necesitan  cumplir  exactamente  las  reglas  y  formalidades  pre- 
venidas por  los  reglamentos:  que  están  en  perfecta  concordan- 
cia y  armonía  los  artículos  citados,  puesto  que  el  21  exige  que 
se  presenten  las  relaciones  con  la  anticipación  de  dos  meses, 
refiriéndose  el  99  al  caso  de  que  presentadas  aquellas  en  tiempo 
hábil  no  se  hayan  aprobado  por  el  Ministerio  de  Fomento, 
sin  que  se  pueda  alegar  en  la  vía  contenciosa  la  costumbre  de 
hacerlo  fuera  de  tiempo  como  contraria  á  la  ley:  que  en  estos 
asuntos  y  para  declarar  la  franquicia  se  atiende  al  dia  en  que 
se  verifica  el  reconocimiento  y  despacho  de  los  efectos,  como 
lo  demuestran  las  resoluciones  dictadas  en  este  expediente, 
favorables  en  su  mayor  parte  á  la  Compañía:  que  en  el  caso 
actual  la  Compañía  demandante,  no  sólo  las  presentó  fuera  de 
término,  ó  sea  en  26  de  Enero  de  1870,  sino  que  no  la  habia 
hecho  cuando  tuvo  lugar  el  despacho  de  la  declaración  nú- 
mero 9.°,  sin  que  pudiese  ser  obstáculo  la  orden  de  7  de  Enero 
(debe  ser  de  4)  para  que  su  representante  manifestase  que  la 
introducción  se  hacia  por  cuenta  de  la  de  1869 ;  no  siendo 
exacto  por  lo  mismo  que  se  quiera  dar  á  aquella  efecto  retro- 
activo, ni  que  se  haya  tenido  presente  en  este  asunto  como 
no  sea  para  demostrar  que  no  es  aplicable  al  mismo:  que  no 
sirve  decir  que  no  estaba  agotado  el  crédito  abierto  para  1869; 
porque  el  representante  declaró  con  repetición  y  terminante- 
mente que  la  introducción  se  verificaba  con  arreglo  á  las  re- 
laciones presentadas  para  1870:  que  bajo  cualquier  aspecto 
que  la  cuestión  se  aprecie,  es  innegable  la  justicia  de  la  reso- 
lución administrativa  reclamada,  y  que  no  impone  pena  de 
ninguna  clase  á  la  empresa,  porque  equiparándola  con  el  co- 
mún de  las  personas,  oien  sean  individuos  ó  entidades  jurí- 
dicas, se  limita  á  mandar  que  abone  los  derechos  que  satis- 
face todo  el  que  introduce  iguales  artículos  y  no  puede  aspirar 
á  rebaja  ó  exención  alguna. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Armesto. 

Considerando  que  la  Ley  de  ferro-carriles  de  3  de  Junio 
de  1855,  al  conceder  en  el  núm.  5.°  de  su  art.  20  á  las  em- 
presas durante  la  construcción  de  aquellas  vías  de  comunica- 
ción y  diez  años  después  el  beneficio  del  abono  de  los  dere- 
chos de  Aduanas  que  deban  satisfacer  por  el  material  fijo  y 
móvil  que  importen  del  extranjero  con  destino  á  la  construc- 
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cion  y  explotación,  determina  que  el  importe  equivalente  de 
tales  derechos  haya  de  fijarse  anualmente  por  el  Gobierno, 
observándose  los  trámites  establecidos  en  el  reglamento  para 
la  ejecución  de  dicha  ley : 

Considerando  que  este  reglamento ,  ó  sea  la  instrucción 
de  15  de  Febrero  de  1856,  previene  en  su  art.  21  que  las  em- 
presas deben  presentar  á  la  Inspección  facultativa  de  los  mis- 
mos caminos  con  dos  meses  de  anticipación  por  lo  menos  la 
relación  de  los  efectos  del  material  que  necesiten  introducir 
para  la  explotación  de  la  respectiva  vía  en  el  año  siguiente  á 
fin  de  que  la  indicada  Inspección  la  remita  con  su  informe 
al  Gobierno;  el  que,  previa  su  aprobación,  mandará  abonar 
las  cantidades  á  que  asciendan  los  derechos  contenidos  en  las 
certificaciones  de  las  relaciones  presentadas  y  aprobadas; 

Considerando  que  la  empresa  concesionaria  de  los  ferro- 
carriles de  esta  capital  á  Zaragoza  y  Alicante  no  presentó  con 
la  anticipación  de  los  dos  meses  prefijados  la  relación  del 
material  que  necesitase  para  la  explotación  en  el  siguiente 
año  de  1870,  verificándolo  con  mucha  posterioridad  en  26  de 
Enero  de  este  último  año,  después  que  el  representante  de  la 
empresa  habia  acudido  á  la  Aduana  de  Alicante  en  3  del  mis-» 
mo  Enero  haciendo  una  declaración  de  varias  partidas  de  ma- 
terial,, que  fueron  reconocidas  y  despachadas  el  dia  7  siguiente 
con  adeudo  de  los  correspondientes  derechos  del  Arancel  que 
motivaron  la  reclamación  á  que  estas  actuaciones  se  refieren: 

Considerando  que  la  circular  de  la  Dirección  de  Rentas 
de  4  de  Enero  de  1870  no  pudo  por  razón  de  su  fpcha  poste- 
rior tenerse  presente  al  tiempo  de  la  expresada  declaración  y 
adeudo,  debiendo  regirse  la  Aduana  de  Alicante  por  la  ley  y 
reglamento  anterior  de  ferro-carriles,  cuya  observancia  es- 
tricta era  el  objeto  esencial  de  la  misma  circular  para  que 
desapareciesen  los  abusos  introducidos  contrarios  á  aquellas 
disposiciones : 

Considerando  que  los  hechos  alegados  por  la  parte  deman- 
dante en  apoyo  de  la  costumbre  contraria  apoyada  en  razones 
de  equidad  no  se  han  justificado,  y  aun  suponiéndolos  ciertos 
no  podrían  influir  de  un  modo  favorable  y  directo  en  la  reso- 
lución del  asunto : 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  orden  del  Gobierno 
de  25  de  Octubre  ae  1870,  por  la  que  se  declaran  sujetos  al 
pago  de  los  correspondientes  derechos  de  Arancel  los  mate- 
riales de  explotación  introducidos  en  7  de  Enero  del  referido 
año  con  destino  á  su  consumo  en  el  mismo,  no  ha  infringido 
ninguna  disposición  legislativa  ni  impuso  pena  de  ninguna 
clase,  aplicando  únicamente  la  regla  general  del  pago  de  de- 
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rechos  á  una  empresa  que  no  cumpliendo  cotí  los  reglamentos 
vigentes  carece  del  beneficio  de  exención  que  en  otro  caso 
disfrutaría ; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por 
el  Licenciado  D.  Carlos  Espinosa  de  los  Monteros,  á  nombre 
de  la  empresa  de  los  caminos  de  hierro  de  Zaragoza  y  Ali- 
cante, y  en  su  virtud  declaramos  firme  y  subsistente  la  orden 
reclamada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.=  José  María  Herreros  de  Tejada. =Pascual  Ba- 
yarri.=Manuel  Almonací  y  Mora.=Francisco  Armesto.=Luis 
Vázquez  Mondragon.=Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Francisco  Armesto ,  Magistrado  de  la  Sala 
tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  2  de  Octubre  de  1874.= Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 

Nüm.  27. 

APELACIÓN. 


Reintegro  y  multa,  como  defraudador  á  la  Hacienda  pu- 
blica.— Sentencia  de  2  de  Octubre,  revocando  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  que 
declaró  á  D.  Eudaluo  Boix  exento  del  reintegro  y  multa  que 
le  impuso  la  Junta  administrativa,  como  defraudador  á  la 
Hacienda  pública.  # 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  las  denuncias  de  defraudación  del  subsidio  industrial 
fundados  en  datos  justificados  é  irrecusables,  ajustándose  a  los 
trámites  del  reglamento  sobre  la  materia  dan  lugar  á  la  impo- 
sición del  tributo  y  multa  correspondiente. 

* 

En  la  villa  de  Madrid,  á  2  de  Octubre  de  1874,  en  el  nleito 
contencioso-administrativo,  que  ante  Nos  pende,  en  grado  de 
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apelación  entre  la  Administración  del  Estado,  y  en  su  nombre 
el  Ministerio  fiscal,  y  D.  Eudaldo  Boix,  representado  por  el 
Licenciado  D.  Modesto  Llorens,  sobre  que  se  revoque  la  sen- 
tencia que  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona en  24  de  Octubre  de  1873,  que  declaró  á  éste  exento  del 
reintegro  y  multa  que  le  impuso  la  Junta  administrativa,  como 
defraudador  á  la  Hacienda  pública: 

Resultando  que  el  Ingeniero  industrial  D.  Agustín  Gonzá- 
lez Rivas,  acompañado  del  Auxiliar  del  distrito  de  Barcelona, 
se  constituyeron  en  9  de  Agosto  de  1871  en  la  calle  de  Cer- 
velló,  núm.  10,  donde  existia  un  establecimiento  fabril,  propio 
de  D.  Eudaldo  Boix,  para  practicar  una  comprobación  admi- 
nistrativa; y  verificado  el  reconocimiento  en  presencia  de  éste 
y  de  su  hijo  D.  Jaime,  resultó  que  era  una  fábrica  de  choco- 
late compuesta  de  un  afinador  para  el  cacao  con  tres  cilindros 
de  28  centímetros  de  diámetro  por  58  de  largo,  y  de  otro  para 
la  pasta  ya  mezclada  con  otro  número  igual  de  cilindros  de  20 
por  36  y  de  dos  mezcladores :  que  además  de  estos  aparatos 
movidos  por  fuerza  mecánica,  tenia  en  ejercicio  dicha  fábrica 
dos  morteretes  para  la  moltura  de  la  canela,  y  que  el  afinador 
hacia  un  mes  que  funcionaba: 

Resultando  que  advertido  D.  Jaime  Boix,  quien  intervino 
en  estas  diligencias,  al  parecer  como  apoderado  de  su  padre^ 

f>ara  que  manifestara  lo  que  tuviera  por  conveniente  acerca  de 
a  inscripción  en  la  matrícula  de  subsidio,  dijo  que  uno  de  los 
mezcladores  y  el  afinador  de  pequeñas  dimensiones  estaban 
matriculados,  y  no  los  otros  dos  porque  sólo  hacia  un  mes  que 
funcionaban,  y  estaba  esperando  más  maquinaria  para  dar  en- 
sanche á  la  fábrica : 

Resultando  que  terminadas  dichas  diligencias  y  elevadas 
á  la  Administración  económica,  la  Junta  administrativa  en  24 
de  Octubre  de  1872,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la 
Sección  de  Contribuciones,  declaró  que  D.  Eudaldo  Boix  fuese 
adicionado  á  la  matrícula,  á  contar  desde  9  de  Julio  de  1871, 
por  los  referidos  afinador  y  mezclador  con  tres  cilindros  de 
dimensiones  de  28  centímetros  de  diámetro  por  58  de  largo, 
con  la  cuota  anual  de  500  pesetas,  según  la  tarifa  3.a,  con- 
cepto 232  reformado  por  el  Real  decreto  de  30  de  Junio  de 
1870,  puesto  que  el  mezclador  no  está  llamado  á  contribuir 
por  ser  sólo  uno  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  nota  puesta 
en  el  decreto  de  reforma  á  continuación  del  concepto  234  de 
dicha  tarifa;  y  que  además  pagase  otras  500  pesetas  de  re- 
cargo 'en  pena  de  la  falta  cometida: 

Resultando  que  comunicado  este  fallo  al  interesado  en  4 
de  Enero  de  1873,  entabló  demanda  ante  la  Sala  de  lo  civil  de 
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la  Audiencia  de  Barcelona  solicitando  su  revocación,  y  que  se 
declarase  en  su  caso  que  estaba  exento  del  reintegro  y  multa 
á  que  erróneamente  fué  condenado;  fundado  en  que  nadie 
puede  ser  condenado  por  faltas  que  no  ha  cometido,  mucho 
más  cuando  el  afinador  denunciado  carece  de  la  fuerza  motril 
necesaria  para  funcionar,  y  que  tenia  el  permiso  de  la  Alcaldía 
para  emplazar  la  caldera  y  darla  movimiento: 

Resultando  que  con  esta  demanda  presentó  cinco  certifica- 
ciones, de  las  que  resultan:  primero,  que  la  fuerza  motriz  que 
comunican  dos  de  las  máquinas  era  de  tres  caballos  de  vapor 
y  346  milésimas:  secundo,  que  el  Alcalde  concedió  á  Boix  en 
27  de  Marzo  de  1872  permiso  para  instalar  una  caldera  de 
vapor  en  su  fábrica  de  chocolate  con  las  condiciones  que  en 
el  mismo  se  fijan:  tercero,  que  á  últimos  de  Mayo  de  1872  ha- 
bían vendido  al  D.  Eudaldo  una  máquina  de  vapor  de  fuerza 
de  cuatro  caballos,  y  á  últimos  de  Junio  le  entregaron  tam- 
bién un  cilindro  ó  corron  para  el  afinador  de  29  centímetros 
de  diámetro  por  58  de  largo,  sin  el  cual  no  podia  funcionar: 
cuarto,  que  Boix  tenia  en  Marzo  de  1872  para  fuerza  motriz 
de  dicha  fábrica  un  anden  movido  por  un  caballo,  habiéndole 
concedido  el  Alcalde  en  dicha  época  permiso  para  instalar  una 
máquina  de  vapor,  con  la  cual  daba  hoy  movimiento  á  sus 
aparatos;  y  quinto,  que  por  resolución  del  Alcalde  en  27  de 
Diciembre  de  dicho  año  aparecía  que  la  caldera  instalada  re- 
unía los  aparatos  de  seguridad  prescritos  en  el  permiso  que 
le  habia  sido  concedido  para  que  aquella  funcionase: 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  previo  dictamen  fis- 
cal, al  contestarla  este  funcionario  pidió  se  confirmase  el  fallo 
de  la  Junta  administrativa  y  que  se  condenase  á  D.  Eudaldo 
Boix  á  ser  adicionado  en  la  matrícula,  á  contar  desde  9  de 
Junio  de  1871,  el  afinador  no  declarado  con  la  cuota  anual 
de  500  pesetas  y  otra  igual  cantidad  de  recargo  en  pena 
de  la  falta  cometida,  fundándose  en  el  art.*  120  de  la  ins- 
trucción : 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insis- 
tieron las  partes  en  sus  respectivas  pretensiones ;  y  que  decla- 
rada innecesaria  la  prueba  y  celebrada  vista  pública,  la  Sala 
de  lo  civil  de  dicha  Audiencia  en  24  de  Octubre  último  dictó 
sentencia  por  la  cual ,  después  de  fijar  los  hechos  y  funda- 
mentos de  derecho  que  creyó  aplicables,  revocó  el  fallo  de  la 
Junta  administrativa  de  24  de  Octubre  de  1872,  y  declaró  que 
D.  Eudaldo  Boix  está  exento  del  reintegro  y  multa  á  que  se 
le  condena  en  dicha  providencia: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  apelación  el  Mi- 
nisterio  fiscal ;  y  remitidos  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal 
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previa  citación  y  emplazamiento  de  las  partes ,  dicho  funcio- 
nario mejoró  el  recurso  en  10  de  Marzo  último  con  la  solici- 
tud de  que  se  revoque  la  sentencia  apelada  y  se  confirme  la 
providenoia  de  la  Junta  administrativa  de  24  de  Octubre  de 
1872  que  fué  objeto  de  la  demanda ,  fundándose  en  que  la 
simple  lectura  de  la  providencia  administrativa  basta  para 
comprender  que  se  ajustó  á  la  resultancia  de  los  hechos  y  á 
las  disposiciones  legales  que  rigen  en  la  materia:  que  las  tres 
diligencias  que  se  ejecutaron  sucesivamente  por  el  Ingeniero 
industrial  para  investigar  la  defraudación  en  9  de  Agosto 
de  1871  se  hicieron  á  presencia  de  D.  Eudaldo  Boix,  no  pu- 
diendo  decirse  con  exactitud  que  no  se  hicieron  con  el  dueño 
de  la  fábrica ;  y  que  los  documentos  producidos  por  éste,  aun 
siendo  verdaderos,  no  han  debido  causar  efecto  alguno  por 
haberse  presentado  tardíamente  por  haber  trascurrido  el  plazo 
que  se  le  marcó  para  su  defensa  en  la  vía  gubernativa : 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Modesto  Llorens,  en  nom- 
bre de  D.  Eudaldo  Boix ,  solicitó  que  se  confirmase  en  todas 
sus  partes  la  sentencia  apelada,  apoyándose  en  que  no  era  lí- 
cito exigir  á  nadie  el  pago  de  lo  que  no  adeuda,  ni  aplicarle 
castigos  por  faltas  que  no  ha  cometido;  y  que  resultando  de 
la  documentación  unida  á  la  demanda  que  la  denuncia  con- 
tiene hechos  falsos,  es  improcedente  el  fallo  administrativo  y 
arreglada  á  derecho  la  sentencia  apelada ,  los  fallos  adminis- 
trativos son  recurribles  de  todos  modos  por  la  vía  contenciosa: 
que  los  expedientes  de  defraudación  deben  sujetarse  á  los  trá- 
mites marcados  en  el  reglamento ,  y  á  su  tenor  es  indispensa- 
ble que  el  acta  de  venta  y  el  de  la  diligencia  en  que  se  haga 
saber  al  denunciado  que  exponga  lo  que  tenga  por  convenien- 
te deben  estar  autorizadas  por  éste  ó  por  dos  testigos  si  no 
quiere  ó  no  puede  firmar,  según  los  números  3.°  y  4.°  del  ar- 
tículo 121  del  mencionado  reglamento:  que  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 122  del  mismo ,  debe  hacerse  constar  si  el  interesado  ha 
sido  ó  no  reincidente  en  la  defraudación ,  y  terminado  el  ex- 
pediente debe  notificársele  su  remisión  al  Jefe  económico,  fir- 
mándola él  mismo  ó  en  su  defecto  dos  testigos,  de  lo  cual  nada 
resulta;  y  que  las  razones  fiscales  no  pueden  tenerse  en  cuenta, 
porque  si  estaba  presente  el  dueño  de  la  fábrica  debió  firmar 
el  acta  de  reconocimiento  y  diligencias  sucesivas ,  porque  no 
se  puede  obligar  á  éste  á  quien  no  se  citó  en  persona ,  ó  en  su 
defecto  por  cédula  ó  por  testigos ,  á  que  defienda  ante  la  Junta 
administrativa,  y  porque  el  interesado  no  dijo  que  el  aparato 
de  28  centímetros  funcionaba  sólo  desde  hacia  un  mes,  sino 
los  visitadores ,  porque  así  les  con  venia ,  según  lo  revelan  los 
documentos  presentados.  % 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez 
Mondnuron. 

Considerando  que  las  denuncias  de  defraudación  del  sub- 
sidio industria!  fundadas  en  datos  justificados  é  irrecusables, 
aju-tánd  jse  á  los  trámites  del  reglamento  sobre  la  materia  dan 
lugar  á  la  imposición  del  tributo  y  multa  correspondiente: 

Considerando  que  de  las  diligencias  practicadas  por  el  In- 
geniero industrial  1).  Agustín  González,  acompañado  del  Au- 
xiliar del  distrito,  aparece  clara  é  indudable  la  presencia  de 
D.  Eudaldo  Bjíx.  dueño  del  establecimiento,  como  también  la 
de  su  hijo  D.  Jái-ne,  firmando  éste  dichas  diligencias  por  po- 
der y  autorizado  por  su  padre: 

Considerando  que  de  la  inspección  pericial  practicada  apa- 
rece que  el  afinador  de  28  centímetros  de  diámetro  por  58  de 
largo  funcionaba  hacia  un  mes  sin  estar  inscrito  en  la  ma- 
trícula ,  y  que  esto  mismo  lo  confiesa  el  interesado  en  la  se- 
gunda diligencia  puesta  á  continuación,  incurriendo  en  la 
responsabilidad  y  penas  establecidas  en  los  artículos  120  y  133 
del  reglamento: 

Considerando  que  no  obsta  la  alegación  que  se  hace  de  no 
haber  leido  las  diligencias  á  pesar  de  haberlas  firmado  Don 
Jaime  Boix  por  poder  de  su  padre ,  puesto  que  no  tiene  valor 
alguno  en  derecho  mientras  no  probase  que  la  firma  le  fué 
arrancada  por  violencia  ó  engaño ; 

Fallamos,  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia 
apelada  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona en  24  de  Octubre  último,  y  dejamos  firme  y  subsistente 
el  fallo  de  la  Junta  administrativa  dictado  en  24  de  Octubre 
de  1872. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  pecesarias ,  y  devolviéndose  los  autos  á  la 
.Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  conducto  del 
Presidente  de  la  misma ,  con  la  certificación  prevenida ,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. = Juan  González  Acevedo.— 
Jo*é  María  Herreros  de  Tejada.  =  Pascual  Bayarri.  =  Juan  Ji- 
ménez Cuenca.  =Manuel  León.  =  Luis  Vázquez  Mondragon.== 
Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación:  • 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  Ü.  Luis  Vázquez  Mondragon,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  céVtifico  como  Secre- 
tario Relator  en  Madrid  á  2  de  Octubre  de  1874.=Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 


SENTENCIAS   DE    1874.  181 

NüM.  28. 
PROCEDENCIA. 


Reintegro  del  importe  de  sellos  qce  dejó  de  usar  una  Com- 
pañía de  ferro-carriles. — Sentencia  de  3  de  Octubre,  de- 
clarando improcedente  la  vía  contenciosa,  y  en  su  consecuen- 
cia que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  entablada 
por  D.  Vicente  Gabila  y  Cardona,  contra  la  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  26  de  Febrero  de  1874. 

# 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  no  procede  la  vía  contenciosa  ni  ha  lugar  á  la  ad- 
misión, de  la  demanda  en  que  se  pretende  se  revoquen  ó  dejen  sin 
efecto  resoluciones  dictadas  por  la  Administración  activa  en  uso 
de  sus  facultades  discrecionales,  aun  mediando  exlralimitacion, 
jue  si  existiese  ha  de  tener  su  correctivo  en  la  responsabilidad 
ministerial. 

2.°  Que  la  personalidad  para  poder  entablar  demandas  con- 
tencioso-administrativas  tiene  por  base  necesaria  el  derecho  pre- 
existente lesionado  por  la  resolución  del  Gobierno  contra  la  cual 
se  reclama.^ 

En  la  villa  de  Madrid,  á  2  de  Octubre  de  1874,  en  los  au- 
tos sobré  procedencia  de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la 
demanda  presentada  por  D.  Vicente  Gabila  y  Cardona,  y  en 
su  nombre  el  Licenciado  D.  Francisco  Pí  y  Margall,  contra  la 
Administración  general  del  Estado,  representada  por  el  Minis- 
terio fiscal,  en  solicitud  de  que  se  revoque  la  orden  del  Go- 
bierno de  la  República  de  26  de  Febrero  último ,  que  declaró 
improcedente  la  denuncia  entablada  por  aquel  para  que  la 
Compañía  del  ferro-carril  del  Norte  reintegrase  el  importe 
de  los  sellos  que  dejó  de  usar  en  las  obligaciones  que  habia 
emitido: 

Resultando  que  en  2  de  Noviembre  de  1873  D.  Vicente  Ga- 
bila y  Cardona  acudió  á  la  Administración  económica  de  la 
provincia  expresando  que  la  Compañía  de  los  ferro-carriles  del 
Norte,  domiciliada  en  esta  capital,  habia  hecho  un  .nuevo  ar- 
reglo con  sus  acreedores  en  virtud  de  sentencia  judicial,  con- 
virtiendo sus  créditos  en  881.155  obligaciones,  representando 
cada  una  un  capital  de  1.900  rs.:  que  á  los  títulos  de  las  mis- 
mas no  se  les  nabia  puesto  el  sello  que  marcan  los  artícu- 
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los  48  y  49  del  Real  decreto  de  12  de  Setiembre  de  1861:  que 
podia  comprobarse  esta  falta,  y  que  se  habían  infringido  las 
disposiciones  vigentes  relativas  al  uso  del  papel  sellado,  por 
lo  cual  pedia  que  teniendo  por  hecha  la  denuncia  se  obligase 
á  la  Compañía  al  pago  del  reintegro  del  décuplo  ascendente 
á  2.202.887  pesetas  50  céntimos,  adjudicándosele  734.295  pe- 
setas 83  céntimos,  como  tercera  parte  íntegra  de  dicha  multa, 
conforme  á  lo  mandado  en  el  art.  7.°  del  Apéndice  núm.  4  de 
las  Ordenanzas  de  Aduanas: 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  todos  sus  trámi- 
tes, la  Dirección  general  en  21  de  Enero  de  1874  resolvió:  pri- 
mero, que  la  Compañía  de  los  caminos  de  hierro  del  Norte  es- 
taba obligada  á  reintegrar  á  la  Hacienda  la  cantidad  de  123.644 
reales,  importe  de  los  timbres  de  un  real  que  debió  poner  en 
cada  una  ae  las  obligaciones  de  1.900  rs.  de  las  emisiones  5.a 
y  6.a:  segundo,  que  igualmente  procedía  el  reintegro  de  los 
881.155,  equivalentes  al  valor  de  los  timbres  de  un  real  que 
correspondía  unir  á  cada  uno  de  los  títulos  emitidos  para  en- 
tregarles en  cambio  de  los  antiguos  y  pago  de  acreedores: 
tercero,  que  no  procedía  la  imposición  de  multa;  y  cuarto,  que 
para  evitar  á  la  Hacienda  pública  toda  lesión  ó  perjuicio  á 
causa  de  la  expresada  omisión  qu^  había  tenido  lugar  y  con 
arreglo  al  precepto  de  la  Ley  de  Contablilidad  respecto  de  las 
cantidades  distraidas.de  su  legitima  aplicación,  la  expresada 
Compañía  satisficiese  los  correspondientes  intereses  por  la  de- 
mora en  la  entrega  de  dichas  sumas: 

Resultando  que  de  esta  providencia  se  alzaron  la  Compañía 
y  el  recurrente;  y  que  publicado  el  decreto  de  14  de  Febrero 
último,  el  Gobierno  de  la  República  en  26  del  mismo  mes, 
«considerando  que  por  este  decreto  expedido  por  el  Consejo 
de  Ministros  se  ha  interpretado  en  el  sentido  recto  la  legisla- 
ción por  que  se  regia  el  impuesto  del  timbre,  sobre  todo  res- 
pecto á  las  obligaciones  hipotecarias  de  ferro-carriles,»  declaró 
que  la  citada  Compañía  del  ferro-carril  del  Norte  está  com- 
prendida en  las  disposiciones  del  mismo  decreto,  y  que  por 
consecuencia  ni  ha  "incurrido  hasta  ahora  en  delito  de  defrau- 
dación ni  en  falta  penable  por  la  omisión  del  sello  correspon- 
diente en  sus  obligaciones  emitidas,  ni  procede  la  denuncia 
entablada  por  ü.  Vicente  Gabila  y  Cardona: 

Resultando  que  comunicada  á  éste  en  7  de  Marzo  siguiente 
la  precedente  determinación,  el  Licenciado  D.  Francisco  Pí  y 
Margall,  en  representación  del  referido  Gabila, -en  26  de  Mayo 
siguiente  presentó  demanda  en  este  Tribunal  Supremo  pidiendo 
que  se  revocase  la  anterior  orden,  declarando  que  la  Compa- 
ñía de  los  ferro-carriles  del  Norte  de  España  está  obligada  al 
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reintegro  de  881.155  rs.,  importe  de  los  timbres  que  debió 
poner  en  otras  tantas  obligaciones  emitidas  en  1870,  incur- 
riendo por  su  falta  en  la  multa  del  décuplo,  de  la  cual  cor- 
responde la  tercera  parte  al  denunciador;  fundándose ,  entre 
otras  cosas,  en  que  le  favorecen  todos  los  decretos  y  demás 
disposiciones  legales  que  imponen  la  pena  referida  á  la  Com- 
pañía infractora  de  aquellas,  y  mandar  subsane  los  perjuicios 
causados  por  la  misma  á  la  Hacienda  pública  y  que  satisfaga 
la  multa  correspondiente;  y  respecto  á  la  procedencia  de  esta 
demanda,  que  la  orden  reclamada  le  vulnera  el  derecho  pre- 
existente que  adquirió  desde  el  momento  que  presentó  su  de- 
nuncia á  que  se  le  abone  la  tercera  parte  de  la  multa  antes 
'  mencionada,  y  que  concurren  en  este  caso  las  demás  circuns- 
tancias ó  requisitos  necesarios  para  que  le  sea  admitida  dicha 
demanda:  en  este  estado  se  mostró  parte  el  Procurador  D.  Ma- 
nuel Martin  Vena,  en  representación  de  la  Compañía  de  cami- 
nos de  hierro  del  Norte,  en  concepto  de  coadyuvante  de  la 
Administración  del  Estado,  y  la  Sala  mandó  que  se  tuviese 
presente  á  su  tiempo: 

Resultando  que  reclamado  el  expediente  gubernativo  y 
comunicado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  pidió  que  se 
declarase  improcedente  la  vía  contenciosa  é  inadmisible  la 
demanda  por  tres  razones:  primera,  por  la  materia  sobre  que 
versa,  pues  que  tratándose  de  uno  de  los  más  caracterizados 
é  importantes  impuestos  indirectos  no  procede  nunca  dicha 
vía  con  arreglo  á  lo  que  prescribe  en  su  preámbulo  y  artícu- 
lo 4.°  la  Real  orden  de  20  de  Setiembre  de  1852,  que  es  la  que 
en  punto  á  contribuciones  señala  y  deslinda  las  cuestiones 
que  son  puramente  administrativas  y  las  que  pueden  dar  lu- 
gar á  contención;  citando  en  apoyo  de  su  doctrina  la  sentencia 
de  este  Supremo  Tribunal  de  28  de  Octubre  y  22  de  Noviem- 
bre de  1870  y  la  de  16  de  Octubre  de  1871:  segunda,  porque 
siendo  de  las  facultades  discrecionales  del  Gobierno  desestimar 
ó  no  la  denuncia,  al  desestimarla  no  lesiona  ni  lastima  con 
ello  ningún  derecho  preexistente,  según  también  lo  sanciona 
la  jurisprudencia,  entre  otras  sentencias,  las  de  11  y  26  de 
Noviembre  de  1870;  y  tercera,  que  es  inadmisible  dicha  de- 
manda porque  según  la  jurisprudencia  sentada  sin  la  menor 
contradicción  hasta  ahora  no  pueden  ser  objeto  de  examen  ni 
aún  de  un  modo  indirecto  en  la  vía  contenciosa  las  Reales 
órdenes,  reglamentos  ó  disposiciones  de  carácter  general  ni 
las  que  son  consecuencia  necesaria,  forzosa  é  inmediata  de 
ellas,  según  las  sentencias  de  29  de  Diciembre  de  1866  y  11 
de  Marzo  de  1867:  que  sólo  pueden  impugnarse  contenciosa- 
mente cuando  se  dicta  respecto  á  un  caso  particular,  lo  cual 
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no  acontece  en  este  negocio,  porque  el  decreto  de  14  de  Fe- 
brero por  su  forma  y  por  su  objeto  es  una  verdadera  medida 
de  gobierno  que  recayó -en  otro  expediente  antes  que  éste  es- 
tuviera resuelto:  que  suponiendo ,  no  que  se  ha  interpretado 
ni  aclarado ,  sino  establecido  una  nueva  legislación ,  no  sólo 
el  Gobierno  habia  podido  hacerlo,  sino  que  no  es  por  trámites 
de  justicia  y  con  las  formas  de  un  juicio  como  puede  venti- 
larse este  asunto,  y  que  sin  ocultarlo  ni  disfrazarlo  se  ataca  á 
dicho  decreto ,  que  no  es  susceptible  de  impugnación  en  vía 
contenciosa,  ni  tampoco  es  posible  dar  curso  á  la  reclama- 
ción de  Gabila,  como  demandante  en  esta  vía,  porque  no  lo 
consiente  la  materia  sobre  que  versa,  porque  carece  de  perso- 
nalidad, y  porque  además  bajo  ningún  otro  concepto  lo  per- 
mite la  índole  de  la  resolución  impugnada. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada. 

Considerando  que  no  procede  la  vía  contenciosa  ni  há  lu- 
gar á  la  admisión  de  la  demanda  en  que  se  pretende  se  revo- 
quen ó  dejen  sin  efecto  resoluciones  dictadas  por  la  Adminis- 
tración activa  en  uso  de  sus  facultades  discrecionales,  aun 
mediando  extralimitacion,  que  si  existiese  ha  de  tener  su  cor- 
rectivo en  la  responsabilidad  ministerial: 

Considerando  que  la  demanda  presentada  por  el  recurrente 
se  dirige  contra  resoluciones  adoptadas  por  la  Administración 
en  el  ejercicio  de  dichas  facultades  discrecionales,  siendo  por 
lo  tanto  inadmisible  aquella  é  improcedente  la  vía  contenciosa, 
como  repetidamente  tiene  declarado  la  jurisprudencia,  y  tam- 
bién lo  ha  sido  en  un  caso  análog*  al  presente  por  Real  orden 
de  3  de  Setiembre  de  1867,  de  conformidad  con  el  dictamen 
del  Consejo  de  Estado: 

Considerando,  además,  que  la  personalidad  para  poder  en- 
tablar demandas  contencioso-administrativas  tiene  por  base 
necesaria  el  derecho  preexistente  lesionado  por  la  resolución 
del  Gobierno,  contra  la  cual  se  reclama;  y  de  tal  derecho  ca- 
rece el  recurrente,  porque  las  mismas  leyes,  reglamentos  é 
instrucciones  que  invoca,  suponiendo  que  de  ellas  nace  y  por 
virtud  de  las  mismas  lo  tiene  adquirido,  ninguno  reconocen  á 
los  denunciantes  de  defraudaciones  al  Estado  como  la  de  que 
en  estos  autos  se  trata,  y  otras,  de  diversas  especies,  «antes 
de  ser  declaradas  procedentes  sus  denuncias*  por  resolución 
final  irrevocable  en  la  que  se  fije  la  responsabilidad  pecuniaria 
que  hubiere  de  exigirse  á  los  denunciados: 

Considerando  que  la  decisión  del  Administrador  económico, 
de  donde  el  demandante  pretende  se  derive  su  supuesto  dere- 
cho vulnerado,  no  quedó  firme  por  haber  sido  interpuesto 
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oportunamente  y  admitido  el  correspondiente  recurso  de  alzada 
ante  el  superior  jerárquico,  por  quien  fué  declarada  sin  efecto, 
no  pudiendo  nacer  derecho  alguno  de  tina  providencia  que  no 
llegó  á  causar  estado: 

Y  considerando  que  son  inaplicables  á  la  cuestión  que  se 
controvierte  en  este  litigio ,  y  antes  lo  ha  sido  en  la  via  gu- 
bernativa, las  demás  disposiciones  legales  que  se  refieren  á 
casos  completamente  distintos,  como  lo  son  todos  aquellos  en 
que  «declarada  la  existencia  de  la  defraudación,  é  impuesta 
la  pena  á  los  que  la  cometieron,  se  someten  á  ella  y  pretenden 
perdón  del  todo  ó  de  parte  de  la  misma,»,  que  es  cuando  nace 
el  nuevo  derecho  del  tercero  que  ha  sido  denunciante  para 
que  se  le  reserve  la  que  desde  aquella  declaración  le  corres- 
pondía, ya  que  no  es  más  que  una  confirmación  del  primitivo 
por  dicho  denunciador  adquirido  con  la  expresada  resolución 
consentida  y  firme,  circunstancias  que  no  han  mediado  en 
este  expediente ;  y  sin  embargo ,  no  sólo  se  pide  esa  tercera 
parte  en  la  demanda,  sino  á  la  vez  las  otras  dos  oue  se  dice 
debe  percibir  el  Estado;  ejercitando  asi  el  demanaante  dere- 
chos de  la  Hacienda  pública,  que  sólo  sus  legítimos  repre- 
sentantes podrían  hacer  valer  en  la  vía  contencioso-adminis- 
trativa,  bajo  el  supuesto  de  que  creyeran  perjudicados  con  la 
resolución  reclamada  los  intereses  generales  del  país; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de 
la  demanda  entablada  por  parte  de  D.  Vicente  Gabila  y  Car- 
dona contra  la  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda 
con  fecha  26  de  Febrero  del  corriente  afto. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gobernativo  al  Ministerio  de  Hacienda  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo .  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Pascual 
Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca. =E1  Magistrado  D.  Manuel 
León  y  Romero  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  Juan  González 
Acevedo.  =Luis  Vázquez  Mondragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado 
de  la  Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  au- 
diencia pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico 
como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  3  de  Octubre  de  1874.== 
Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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Núm.  29. 

• 


ÚNICA  INSTANCIA. 


PUOVISÁON  DE  UNA  CÁTEDRA  PERTENECIENTE  Á   UN  PATRONATO.— 

Sentencia  \ie.  6  de  Octubre,  absolviendo  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  presentada  por  Doña  Ma- 
ría del  Valle  contra  la  Real  orden  de  27  de  Abril  de  1872. 

En  sus  considerandos  se  fptablece: 
Que  en  la  previsión  de  una  Cátedra  creada  por  cierta  fun- 
dación deben  tenerse  presentes  las  cláusulas  de  la  misma. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  6  de  Octubre  de  1874,  en  los  autos 
contencioso-administrativos ,  pendientes  ante  la  Sala  en  pri- 
mera y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  í).  Manuel 
María  del  Valle,  que  sustituyó  deápues  en  el  de  igual  clase 
D.  Santos  de  Isasa  y  Valseca,  en  nombre  y  con  poder  de  Don 
Juan  del  Valle ,  padre  y  legítimo  representante  de  D.  José 
Eduardo,  en  concepto  este  último  de  patrono  del  estudio  de 
Latinidad  del  lugar  de  Concejero,  en  el  Valle  de  Mena,  pro- 
vincia de  Burgos,  contra  la  Administración  general  del  Esta- 
do, representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de 
la  Real  orden  de  27  de  Abril  de  1872  que  ap>obó  la  elección 
hecha  á  favor  de  D.  Mariano  González  Peral  para  el  desem- 
peño de  la  Cátedra  de  dicho  estudio: 

Resultando  que  en  14  de  Julio  de  1806  D.  Joaquín  Sán- 
chez del  Valle  otorgó  testamento  en  el  lugar  de  Vallejo ,  del 
Real  Valle  de  Mena,  mandando  se  observara  y  cumpliera  lo 
preceptuado  en  lft  memoria  que  dejaba  escrita,  en  la  cual  or- 
denó que  su  testamentario  D.  Juan  Manuel  Gil  formalizara  el 
correspondiente  instrumento  de  fundación  de  un  estudio  de 
Gramática  con  las  condiciones  que  juzgara  convenientes: 

Resultando  que  en  11  de  Octubre  de  1817  el  D.  Juan  Ma- 
nuel Gil,  Cura  beneficiado  del  lugar  de  Villasuso ,  en  el  ex- 
presado Valle  de  Mena,  otorgó  escritura  creando  en  el  lugar 
de  Concejero  una  Preceptoría  de  Gramática  latina  y  Retórica. 
Ortografía  latina  y  castellana  para  que  se  ensenase  graciosa- 
mente y  sin  interés  alguno  &  los  hijos  y  moradores  de  aquel 
Valle  bajo  las  cláusulas  y  condiciones  que  creyó  oportunas  al 
efecto,  nombrando  por  la  2.a  al  patrono  y  sus  suoesores  por 
electores  de  dicha  Cátedra  al  Párroco  de  Concejero,  al  Presi- 
dente de  las  Conferencias  morales  de  dicho  pueblo  y  de  Sope- 
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«ano  y  al  Procurador  Síndico  del  Valle:  por  la  3.a  estableció 
asimismo  que  seria  nombrado  aquel  que  reuniese  mayoría 
absoluta  de  votos  eu  la  elección;  pero  que  si  ninguno  de  los 
opositores  la  obtuviese,  se  procedería  á  nueva  votación  entre 
los  dos  que  tuviesen  mayor  número,  y  si  resultasen  iguales 
tendría  voto  decisivo  el  Vicario  eclesiástico  de  aquel  Arci- 
prestazgo,  quien  lo  aplicaría  al  más  benemérito  de  los  empa- 
tados; expresándose  en  la  5.a  que  la  aptitud  de  los. aspirantes 
seria  calificada  por  un  Padre  Maestro  de  latinidad  del  colegio 
de  Villacarriedo  que  se  trasladaría  á  Concejero  para  exami- 
narlos: 

Resultando  que  á  petición  del  patrono  actual  D.  José  Eduar- 
do del  Valle  se  publicaron  los  oportunos  anuncios  en  1.°  de 
Julio  de  1871»  para  la  provisión  de  dicha  Cátedra  que  antes 
estuvo  suspendida,  y  después  de  varios  trámites  fué  provista 
en  30  de  Enero  de  1872,  resultando  elegido  1).  Mariano  Gon- 
zález Peral  que  reunió  á  su  favor  los  votos  del  Presidente  de 
las  Conferencias  y  del  Síndico  y  el  decisivo  del  Vicario  ecle- 
siástico; votando  á  favor  de  otro  opositor  el  patrono ,  y  abs- 
teniéndose de  votar  -el  Cura  párroco ,  porque  habia  figurado 
en  los  actos  de  oposición  y  sido  calificado  en  los  ejercicios, 
si  bien  después  manifestó  que  su  voto  debería  contarse  á  favor 
de  D.  Jerónimo  Lorenzo,  á  quien  habia  votado  el  patrono: 

Resultando  que  en  1.°  de  Febrero  de  1873  acudió  al  Mi- 
nisterio de  la  Gobernación  D.  Juan  María  del  Valle,  en  repre- 
sentación de  su  hijo  D.  José  Eduardo,  como  patrono  de  la 
fundación  de  que  se  trata,  pidiendo  se  dejase  sin  efecto  la 
elección  de  Catedrático  hecha  á  favor  de  D.  Mariano  González 
Peral  por  no  haberse  llenado  los  requisitos  prevenidos  en  aque- 
lla; y  con  vista  de  los  antecedentes  ya  expuestos ,  se  dictó 
Real  orden  en  27  de  Abril  siguiente,  aprobando  la  referida 
elección: 

Resultando  que  contra  esta  Real  orden  y  en  14  de  Noviem- 
bre del  mismo  año  presentó  demanda  contencioso-administra- 
tíva  en  este  Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Manuel  María 
del  Valle,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Juan  María,  del  mis- 
mo apellido,  en  concepto  de  representante  de  su  hijo  D.  José 
Eduardo,  patrono  de  la  fundación  que  nos  ocupa,  pidiendo  se 
declarase  la  nulidad  de  la  elección  de  Maestro  hecha  en  Don 
Mariano  González  Peral  por  haberse  verificado  con  varias 
irregularidades  que  vician  el  acto,  revocando  para  ello  dicha 
Real  orden;  y  que  se  mande  se  reúnan  de  nuevo  los  electores 
y  cumplan  con  estricto  rigor  los  preceptos  de  la  fundación  al 
nombramiento  de  Maestro ,  apoyado  en  que  según  las  reglas 
de  la  más  sana  interpretación,  las  cláusulas  de  un  contrato, 
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de  una  escritura  y  de  cualquier  documento  deben  entenderse 
en  su  recto  sentido,  atendiendo  á  la  letra  y  al  espíritu  de  los 
mismos;  y  que  no  habiéndose  dado  por  la  escritura  de  funda- 
ción intervención  al  Escribano,  y  estando  prevenido  que  la 
del  Vicario  sólo  tenga  lugar  en  el  caso  excepcional  de  em- 
pate, se  ha  hecho  caso  omiso  de  los  preceptos  del  fundador, 
olvidando  las  cláusulas  de  la  fundación  ó  dándoles  un  senti- 
do que  no  se  acomoda  á  la  letra  y  espíritu  de  las  mismas: 
que  cuando  en  la  celebración  de  un  acto  que  es  causa  ú  ori- 
gen de  derechos  está  prevenida  la  observancia  de  ciertos  re- 
quisitos y  formalidades,  no  es  lícito  prescindir  de  ellas,  por- 
que de  hacerlo  así  resultaría  el  acto  vicioso  y  debe  reputarse 
como  nulo,  como  sucede  en  el  presente  caso  por  las  irregula- 
ridades ocurridas  en  la  elección  hecha  á  favo?  de  González 
Peral: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo ,  declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la 
demanda,  la  amplió  el  Licenciado  D.  Manuel  María  del  Valle 
insistiendo  en  sus  solicitudes  y  argumentos : 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  contestó  di- 
cha demanda  pidiendo  se  absuelva  de  ella  á  la  Administración 
general  del  Estado,  fundado  en  que  las  cláusulas  2.a  y  3.a  de 
la  escritura  designan  á  las  personas  que  podrán  ser  electores 
para  la  provisión  de  la  Cátedra  que  son  el  patrono,  el  Cura 
párroco ,  el  Presidente  de  las  Conferencias  morales  y  el  Pro- 
curador Síndico ,  concediendo  voto  decisivo ,  caso  de  empate, 
al  Vicario  eclesiástico:  que  D.  Mariano  González  Peral  tuvo  los 
votos  ordinarios  del  Presidente  y  del  Síndico ,  y  á  más  el  de- 
cisivo del  Vicario ,  con  lo  que  obtuvo  mayoría  absoluta :  que 
si  se  impugnaba  la  intervención  del  último,  cosa  que  no  podia 
viciar  el  acto ,  y  se  estimaba  el  voto  del  Párroco  que  fué  opo- 
sitor ,  resultaba  empate  y  fué  necesaria  aquella ;  pero  si  se  con- 
sideraba ineficaz  el  voto  del  Párroco,  entonces  no  hacia  falta 
el  del  Vicario,  y  Peral  contaba  con  la  mayoría  absoluta  que 
componían  el  Presidente  y  el  Síndico,  quedando  electo  en  la 
forma  y  condiciones  que  previene  la  fundación :  que  ésta  de- 
jaba al  prudente  juicio  de  los  electores  la  designación  del  nom- 
bradp ,  como  se  veia  por  su  cláusula  6.a ,  la  cual  prevenía  que 
firmadas  las  censuras  por  el  Padre  Maestro  examinador  y  cen- 
sor ,  pasaran  á  manos  de  los  electores ,  quienes  enterados  de 
ellas ,  después  de  haber  tomado  reservados  informes  de  los  pre- 
tendientes y  sus  circunstancias ,  harían  la  elección  y  nombra- 
miento en  el  que,  mirándolo  sin  pasión,  no  por  empeños  ni 
fines  particulares ,  y  si  sólo  según  su  conciencia,  juzgasen  más 
á  propósito  y  benemérito  para  la  enseñanza : 
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Resultando  que  en  este  estado,  el  licenciado  D.  Manuel 
María  del  Valle  sustituyó  el  poder  en  el  de  igual  clase  D.  San- 
tos de  Isasa  y  Valseca ,  á  quien  la  Sala  tuvo  por  parte  á  nom- 
bre del  demandante. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri. 

Considerando  que  la  cláusula  2.a  de  la  escritura  de  funda- 
ción designa  por  electores  del  Preceptor  de  Gramática  latina 
y  Retórica ,  Ortografía  latina  y  castellana  al  Cura  párroco  del 
pueblo  de  Concejero,  á  los  Presidentes  de  las  Conferencias  mo- 
rales de  esta  localidad  y  de  la  de  Sopeñano ,  y  por  no  existir 
hoy  les  ha  reemplazado  el  de  igual  carácter  de  Vivanco  y  al 
Sindica  Procurador  general  de  la  Comunidad  del  Valle  de  Mena, 
nombrándose  en  la  5.a  por  examinador  y  censor  á  un  Padre 
Maestro  de  Latinidad  del  Colegio  de  Villacarriedo ,  al  que  se 
impone  por  la  6.a  la  obligación  de  formar  las  censuras  de  los 
opositores  á  dicha  Cátedra,  y  que  pasadas  á  los  electores  para 
que  puedan  saber  cuál  de  aquellos  es  más  hábil  é  idóneo ,  y 
previos  informes  reservados  de  todos  ellos  harán  la  elección  y 
nombramiento  en  el  que  juzguen  más  á  propósito : 

Considerando  que  tan  terminantes  y  claros  preceptos  fun- 
dacionales excluyen  la  afirmación  sustentada  en  el  expediente 
gubernativo  y  reproducida  en  esta  Sala  por  el  Patrono ,  de 
que  los  electores  tenian  el  deber  ineludible  de  hacer  el  nom- 
bramiento en  el  opositor  que  ocupara  el  primer  lugar  en  el 
pliego  de  censuras,  puesto  que  en  tal  caso  habríale  bastado  al 
fundador  establecer  que  la  elección  so  hiciera  por  el  mismo 
Maestro  examinador,  omitiendo  las  precitadas  cláusulas  2.a  y 
6.*  y  el  modo  y  forma  como  deben  aquellos  hacer  el  nom- 
bramiento: 

Considerando  que  no  puede  servir  de  fundamento  á  la  ex- 
presada afirmación  el  contexto  de  la  cláusula  11  del  pliego  de 
instrucciones  firmado  y  publicado  por  el  Patrono  y  el  Maestro 
examinador  y  repartido  á  los  aspirantes  antes  de  los  ejerci- 
cios ,  en  la  que  si  bien  se  previene  «  que  la  elección  se  hará 
por  los  electores  en  los  términos  que  marca  la  fundación,*  se 
añade  «que  no  podrán  nunca  desviarse  los  electores  de  la  ca- 
lificación que  el  Juez  examinador  haya  hecho  de  los  ejercicios, 
á  no  ser  que  el  ejercitante  no  reúna  las  circunstancias  que 
marca  la  misma  fundación , »  porque  es  evidente  que  aquellos 
carecían  de  facultades  para  alterar  ni  modificar  en  lo  más  mí- 
nimo las  prescripciones  de  la  fundación ,  por  ser  la  ley  que 
rige  en  el  particular,  como  lo  verificaron  en  la  predicha  cláu- 
sula puesto  que  limita  las  atribuciones  de  los  electores ,  á  quie- 
nes el  fundador  concedía  el  derecho  de  elegir  «según  su  con- 
ciencia al  aspirante  que  juzgasen  más  á  propósito  y  benemé- 
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rito  para  la  enseñanza  y  sana  educación ,  procurando  recaiga 
en  sujeto  de  arreglada  conducta  y  sin  nota  de  vicios  que  des- 
diga de  la  buena  enseñanza  y  costumbres  religiosas :  » 

Considerando  que  la  declaración  de  la  mayoría  de  la  junta 
de  electores,  no  admitiendo  por  extemporánea  é  iraprocente 
la  renuncia  del  Cura  párroco  ae  Concej  ?ro  del  derecho  de  opo- 
sitor y  al  de  ser  elegido  para  readquirir  el  de  elector  que  le 
atribuye  la  fundación,  estuvo  en  su  lugar  si  se  atiende  que 
aquella  se  presentó  después  de  practicados  los  ejercicios  por 
todos  los  aspirantes  y  cuando  el  Maestro  examinador  habia 
formulado  y  entregado  el  pliego  de  censuras  en  el  que  figu- 
raba en  quinto  lugar  el  precitado  Cura  párroco,  declaración 
que  el  mismo  patrono  tiene  reconocida  como  justa  en  su  de- 
manda al  consignar  «que  carecia  de  derecho  para  emitir  su 
voto  é  intervenir  en  la  decisión,  porque  así  lo  aconsejaba  lá 
más  sana  interpretación  y  los  rigurosos  principios  de  justicia 
é  imparcialidad,»  sin  que  fuera  revocada  por  la  Dirección  ge- 
neral de  Beneficencia,  á  la  que  acudió  el  interesado  en  escrito 
de  13  de  Setiembre  de  1872,  dejando  al  elevado  criterio  de 
este  Centro  administrativo  la  declaración  correspondiente: 

Considerando  que  la  protesta  hecha  asimismo  por  el  refe- 
rido Cura  de  Concejero,  en  cuanto  á  la  falta  de  aptitud  legal 
del  Presidente  de  las  Conferencias  morales  de  Vivanco  para 
ser  elector,  por  no  haber  presentado  el  título  correspondiente 
á  este  cargo  fué  igualmente  extemporánea,  *y  así  lo  declaró 
también  la  mayoría  d«  la  junta  de  electores,  puesto  que  la 
hizo  al  propio  tiempo  que  la  anterior  declaración,  esto  es,  en 
el  acto  mismo  de  la  votación,  sin  asegurar  que  no  estaba  re- 
vestido de  aquel  carácter  el  Cura  párroco  de  Cadagua,  cuya 
Srotesta  pudo  y  debió  hacerla  antes  de  haber  renunciado  al 
erecho  ae  opositor;  pero  de  ningún  modo  después  de  la  ce- 
lebración de  los  ejercicios,  sin  que  por  otra  parte,  al  acudir  á 
la  Dirección  general  de  Beneficencia  presentara  documento 
alguno  justificativo  de  la  incapacidad  de  aquel  para  el  desem- 
peño del  cargo  de  elector;  por  todo  lo  cual,  y  no  habiéndose 
probado  en  el  expediente  gubernativo  ni  ante  esta  Sala  que 
realmente  careciera  el  mismo  del  título  de  Presidente  de  las 
referidas  Conferencias,  bajo  cuyo  concepto  fué  convocado  para 
formar  parte  del  Tribunal  de  oposiciones  al  Magisterio  de  La- 
tinidad de  que  se  trata,  no  cabe  por  lo  tanto  la  declaración 
de  nulidad  de  su  voto: 

Considerando  que  ni  la  circunstancia  de  haberse  reunido 
los  electores  para  verificar  la  votación  en  la  casa-morada  del 
Vicario  eclesiástico  del  Arciprestazgo,  ni  la  de  que  se  hallara- 
presente  un  Notario  público  llamado  al  efecto  para  extender 
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el  acta  correspondiente,  alegada  en  el  escrito  de  ampliación  á 
la  demanda,  pueden  ser  calificadas  como  el  Patrono  pretende 
de  causas  bastantes  para  que  por  ellas  se  declare  la  nulidad 
de  la  votación,  puesto  que  respecto  de  la  primera  no  existe 
dato  alguno  en  la  referida  acta  ni  se  ha  aducido  en  los  escri- 
tos ningún  hecho  concreto  que  revele  la  verdadera  influencia 
que  ejerció  en  el  ánimo  de  los  electores  la  presencia  de  dicho 
Vicario  eclesiástico  en  la  votación;  y  en  cuanto  á  la  2.a,  por- 
que pudo  creerse  necesaria  la  presencia  de  un  funcionario  in- 
vestido de  la  fé  pública  para  dar  mayor  importancia  al  acto, 
testimoniando  en  debida  forma  lo  que  en  él  ocurriese,  y  que 
era  tanto  más  necesario  cuanto  que  según  en  la  demanda  se 
expresa  «en  el  resultado  de  los  exámenes  se  hallaban  intere- 
sadas las  personas  más  principales-  del  vecindario  de  aquella 
comarca  sintiéndose  vivamente  excitados  todos  los  ánimos  des- 
de los  instantes  preparatorios  de  los  ejercicios  hasta  el  dia  de 
la  votación: 

Considerando  que  en  la  cláusula  3.a  de  la  fundación  se 
prescribe  que  el  nombramiento  de  Maestro  de  Latinidad  deberá 
recaer  en  el  opositor,  que  obtenga  la  mayor  parte  absoluta  de 
votos,  y  que  si  ninguno  de  ellos  la  obtuviese  se  proceda  á 
nueva  elección  entre  los  dos  que  reúnan  mayoría,  quedando 
excluidos  los  demás,  confiriendo  para  el  caso  de  empate  voto 
decisivo  al  Vicario  eclesiástico  del  Arciprestazgo,  de  modo  que 
aun  cuando  el  que  éste  emitió  en  pro  de  D.  Mariano  González 
Peral  que  ocupaba  el  tercer  lugar  en  el  pliego  de  censuras, 
fué  condicional  porque  sólo  debia  tenerse  por  valedero  en  el 
caso  que  se  reconociera  al  precitado  Cura  de  Concejero,  el  de- 
recho de  elector,  es  sin  embargo  incuestionable  que  dado  aquel 
prematuramente,  puesto  que  no  habia  ocurrido  el  empate  á 
que  la  indicada  cláusula  se  refiere,  no  puede  menos  de  ser 
calificado  de  nulo  é  ineficaz  con  arreglo  á  la  fundación: 

Y  considerando  que  aun  eliminado  el  voto  del  Vicario  ecle- 
siástico resulta  mayoría  absoluta  en  favor  del  opositor  Gonzá- 
lez Peral,  que  obtuvo  el  del  Presidente  de  las  Conferencias  de 
Vivanco  y  el  del  Síndico  Procurador  general  del  Valle  de  Mena, 
cuando  el  otro  opositor  D.  Jerónimo  Lorenzo  tiene  solamente 
el  de  D.  Pedro  Novales  representante  en  aquel  acto  del  Patrono 
D.  Juan  María  del  Valle; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Juan  María  del  Valle,  y  en  su  virtud  declaramos  firme  y 
subsistente  la  Real  orden  de  27  de  Abril  de  1872  que  aprobó 
la  elección  de  D.  Mariano  González  Peral  para  el  cargo  de  Ca- 
tedrático de  Latinidad  y  Retórica  de  la  comunidad  del  Valle 
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de  Mena,  fundada  por  I).  Joaquín  Sánchez  del  Valle  en  el  año 
de  1806. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  la  Gobernación  con  la  certifica- 
ción correspondiente,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =  Juan  González  Acevedo.=Pascual  Bayarri.=Juan  Ji- 
ménez Cuenca. = Manuel  Almonaci  y  Mora.=Francisco  Ajmes- 
to.=Luis  Vázquez  Mondragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Presidente  de  la  Sala 
tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en 
Madrid  á  6  de  Octubre  de  1874.=Enrique  Medina. 


Núm.  30. 


ÚNICA  INSTANCIA. 


Conversión  en  inscripciones  nominativas  injrasferibles  db 
los  bienes  de  cierta  fundación.— Sentencia  de  7  de  Octu- 
bre, dejando  sin  efecto  la  ói-den  ministerial  de  31  de  Majo 
de  1873  impugnada  por  el  Cabildo  Catedral  de  Cádiz. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.a  Que  conforme  á  lo  dispuesto  por  la  instrucción  de  11  de 
Ocluiré  de  1851,  en  su  art.  56,  y  por  el  decreto-ley  de  28  de 
Enero  de  1869  en  sus  reglas  5.a  y  6.a,  sólo  los  créditos  proce- 
dentes de  fundaciones  cuyos  bienes  se  apliquen  a  objetos  pura- 
mente eclesiásticos  deben  cancelarse,  asi  como  convertirse  en 
láminas  intransferibles  los  que  están  dedicados  ajines  benéficos. 

2.°  Que  no  importa  que  el  objeto  benéfico  á  que  estén  apli- 
cados los  bienes  de  una  fundación  lo  estén  en  todo  ó  en  parte, 
según  establece  expresa  y  terminantemente  la  ya  citada  instruc- 
ción de  1851,  y  ha  venido  a  confirmar  el  decreto-ley  de  1869 
en  el  hecho  de  conservar  subsistente  aquel  precepto ,  no  acordando 
que  se  cancelen  y  amorticen  los  créditos  procedentes  de  funda- 
ciones mixtas. 

3.°  Que  estas  prescripciones  nacían  y  se  derivaban  de  las 
2rrimitivas  leyes  desamor tizadoras,  asi  la  de  1836  corpo  la  de 


J 


SENTENCIAS   DE    1874.  193 

1841,  pues  en  una  y  otra  se  adjudicó  al  Estado  lo  que  era  de 
los  conventos  y  del  clero ,  lo  que  pertenecía  a  las  fábricas  de 
las  iglesias  para  atender  al  culto ,  pero  no  lo  que  procedente 
de  bienes  particulares  no  habían  sido  cedidos  ni  enajenados  á 
los  conventos,  ni  al  clero,  ni  á  las  fábricas,  ni  á  ninguna  otra 
entidad  eclesiástica,  motivo  por  el  cual  las  fundaciones  hechas 
con  estos  bienes  que  nunca  fueron  del  clero,  y  que  se  habían 
aplicado  á  objetos  piadosos  permitidos  por  las  leyes  civiles  antes 
y  después  de  la  desamortización,  las  respetaron  las  nuevas  leyes 
de  esta  clase  de  1855  y  1856,  considerándolas  subsistentes,  y  no 
tocando  a  ellas  sino  para  el  sólo  objeto  de  convertir  sus  bienes 
en  láminas  intransferibles. 

4.°  Que  dados  estos  antecedentes,  y  no  estando  llamado  el 
Estado  á  sustituir  las  obligaciones  religiosas  impuestas  por  los 
fundadores  en  los  patronatos  que  erigieron  con  sus  bienes  par- 
ticulares, había  que  obrar  con  suma  circunspección  respecto  de 
estos,  sobre  todo  cuando  eran  de  carácter  mixto,  y  sus  rentas 
tenían  que  aplicarse  también  a  objetos  de  beneficencia,  exceptua- 
das expresamente  de  la  desamortización ,  porque  para  otra  pro- 
cedimiento no  había  fundamento  alguno  completo  que  adoptó  la 
instrucción  de  1851. 

5.°  Que  este  criterio  ha  sido  el  que  Ita  tenido  la  Junta  de  la 
Denda,  especialidad  respetable  en  estas  materias,  y  el  que  ha 
aceptado  el  Tribunal  Supremo ,  manteniendo  por  su  jurispru- 
dencia las  fundaciones  mixtas,  y  no  permitiendo  al  aplicar  las 
leyes  de  1855  y  1856  sino  la  conversión  de  sus  bienes  en  lámi- 
nas intrasferibles  para  que  los  patronos  sigan  llenando  con  sus 
rentas  el  objeto  fundacional ,  según  ellas  mismas  ordenan,  la 
l.1  en  su  art.  1.°  y  la  2.a  en  los  14  y  18. 

6.°  Que  supuestas  las  disposiciones  de  que  se  ha  hecho  mé- 
rito y  la  doctrina  que  las  explican  y  consagran ,  no  es  posible 
admitir  distinciones  que  la  ley  no  hace,  ni  argumentar  partien- 
do de  ellas;  es  decir  considerando  fraccionada  la  fundación, 
cuando  es  un  conjunto  de  disposiciones  piadosas  y  benéficas  que 
?¿  relacionan y  ayudan  y  completan  entre  sí,  formando  un  todo 
armónico  que  es  preciso  mantener  integro  en  cuanto  sea  posible, 
no  sólo  porque  asi  lo  quiso  el  fundador ,  sino  porque  también 
es  indispensable  para  atender  á  las  necesidades  religiosas  que 
tienen  los  institutos  de  Beneficencia. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  7  de  Octubre  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-administrativo ,  que  ante  Nos  pende,  en  primera 
y  única  instancia  entre  el  Cabildo  Catedral  de  Cádiz,  y  en  su 
nombre  el  Licenciado  D.  Diego  de  Flores  Suazo,  y  la  Admi- 
nistración del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal, 
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sobre  que  se  revoque  la  orden  de  31  de  Mayo  de  1873 ,  que 
dispuso  que  la  parte  de  cierto  capital  de  una  fundacio.n  des- 
tinada  á  objetos  de  beneficencia  se  convirtiera  en  inscripcio- 
nes nominativas  intrasferibles,  cancelándose  el  resto  dedicado 
á  fines  puramente  eclesiásticos  y  á  los  conventos,  con  arreglo 
al  decreto  de  28  de  Enero  de  1869 ,  y  que  se  entreguen  á  la 
Diputación  provincial  de  Cádiz  los  valores  de  este  capital  des- 
tinado á  los  niños  expósitos: 

Resultando  que  en  12  de  Enero  de  1709  D.  Cristóbal  Mu- 
ñiz  Correa,  Racionero  de  la  Iglesia  Catedral  de  Cádiz,  en  vir- 
tud del  poder  y  facultades  que  el  Presbítero  D.  Juan  de  los 
Reyes  y  Silva  le  tenia  conferidas  para  hacer  testamento ,  que 
otorgó  en  aquella  fecha,  y  entre  otras  cosas  instituyó  un  pa- 
tronato real  de  legos  y  obra  pia  sobre  ciertos  bienes  propios 
de  aquel,  nombrándose  su  primer  administrador,  cuyo  cargo 
desempeñarían  después  de  sus  dias  los  hijos  y  descendientes 
de  las  líneas  que  designó,  siempre  que  fueran  Prebendados 
de  la  referida  Iglesia  Catedral ,  y  á  falta  de  estos  en  último 
término  los  medios  Racioneros  de  dicha  Iglesia,  recibiendo 
en  remuneración  de  su  trabajo  el  5  por  100  de  la  renta  que 
cobrasen,  á  no  ser  que  excediesen  de  1.000  ducados,  porque 
en  tal  caso  recibirían  50,  y  no  más: 

Resultando  que  el  referido  Correa  nombró  patrono  por  su 
fallecimiento»  al  Dean  y  Cabildo  de  la  predicha  Iglesia,  dispo- 
niendo que  las  rentas  del  patronato  se  aplicasen  por  terceras 
partes  en  esta  forma:  una  para  la  redención  de  cautivos,  otra 
para  dote  de  doncellas  que  estuvieran  para  tomar  estado  de 
matrimonio,  y  la  otra  para  misas  por  el  sufragio  del  alma  de 
D.  Juan  de  los  Reyes  y  Silva: 

Resultando  que  asimismo  dispuso  que  en  el  caso  de  no  ha- 
ber cautivos  en  algunos  años  se  sacasen  200  ducados  para  la 
redención  de  los  dos  primeros,  y  lo  restante  se  distribuyera 
en  tres  partes,  una  entre  las  religiosas  profesas  del  convento  de 
Santa  María  de  Cádiz,  otra  entre  las  del  convento  de  Nuestra 
Señora  de  la  Candelaria  de  la  misma  ciudad,  y  de  la  otra  se 
sacasen  6.000  rs.  por  una  vez  en  el  primer  año,  entregándose 
todo  lo  restante  al  administrador  ó  mayordomo  que  fuera  de 
los  niños  expósitos  de  aquella  ciudad  para  que  lo  invirtieran 
en  su  crianza  y  manutención: 

Resultando  que  también  dispuso  que  las  misas  fueran  tan- 
tas cuanto  alcanzare  dicha  renta,  pagándose  por  cada  una  3 
reales  de  limosna,  debiendo  decirse  150  en  el  convento  de  San 
Francisco,  otras  150  en  el  de  San  Agustín  por  los  Sacerdotes 
que  fueren  de  la  voluntad  de  los  patronos;  ordenando  que  en 
el  caso  de  que  dicha  tercera  parte  no  ascendiese  más  que  á 
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9.000  rs.  las  limosnas  de  las  300  misas  é  importara  menos,  se 
repartiesen  por  terceras  partes  para  que  cada  uno  dijera  las 
<jue  le  pudiera  tocar,  y  por  último  determinó  que  á  los  admi- 
nistradores no  les  podrían  exigir  cuentas  ningún  Juez  ecle- 
siástico ni  secular,  sino  tan  sólo  el  Dea»  y  Cabildo  de  dicha 
Catedral  ó  los  contadores  que  nombrasen,  los  cuales  recibirían 
por  su  trabajo  10  ducados  cada  uno: 

Resultando  que  vendidas  las  fincas  que  constituían  la  do- 
tación de  la  fundación  de  D.  Juan  de  los  Reyes  Silva,  se  emi- 
tió en  1.°  de  Abril  de  1836  á  su  favor  una  lámina  no  negocia- 
ble del  5  por  100,  con  el  ndmero  31.484,  por  valor  de  798.000 
reales,  con  intereses  desde  aquel  dia:  que  con  ésta  y  las  car- 
petas números  382  y  472  D.  Agustín  Holguera,  apoderado  del 
Cabildo  de  Cádiz,  acudió  en  23  de  Agosto  de  1864  al  Depar- 
tamento de  Emisión  de  la  Deuda  pública  pidiendo  que  se  pro- 
cediese á  su  conversión  y  liquidación  de  intereses;  y  que  ve- 
rificado se  le  entregasen  los  créditos  equivalentes,  limitándose 
más  tarde,  ó  sea  en  1865,  á  pedir  los  réditos  devengados 
hasta  JO  de  Setiembre  de  1841: 

Resultando  que  oida  la  Sección  á  que  correspondía,  opinó, 
que  procedia  la  liquidación  de  los  réditos  devengados  desde 
1836  á  1841,  y  la  entrega  de  los  nuevos  valores  en  títulos  ai 
portador  de  la  Deuda  amortizable  de  segunda  clase,  quedando 
en  suspenso  la  conversión  del  capital  y  liquidación  de  los  ré- 
ditos posteriores  basta  que  se  acreditase  que  los  bienes  de  la 
fundación  estaban  exentos  de  su  incorporación  al  Estado,  con- 
forme á  la  Real  orden  de  19  de  Agosto  de  1858: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  opinó  que  para  que 
pudiera  verificarse  la  liquidación  de  dichos  intereses  era  ne- 
cesario que  se  justificase  quién  era  el  administrador  del  patro- 
nato, porque  por  el  apoderado  del  fundador  se  designaron  tres 
líneas  para  que  uno  de  sus  individuos,  según  el  orden  esta- 
blecido, ejerciese  dicho  cargo,  y  sólo  en  el  caso  de  faltar  estos 
llamó  á  los  Medios  Racioneros  de  la  Catedral  de  Cádiz,  y  con- 
cedió el  patronato  al  Dean  y  Cabildo,  señalándoles  sus  atri- 
buciones, entre  las  cuales  no  se  hallaba  la  de  administrar  los 
bienes: 

Resultando  que  de  una  certificación  expedida  por  el  Secre- 
tario capitular  aparece  que!  el  fundador  nombró  administrador 
de  las  rentas  á  los  Racioneros  de  dicha  Santa  Iglesia;  y  que 
suprimida  esta  clase  por  el  Concordato  celebrado  con  la  Santa 
Sede,  el  Cabildo  acordó  que  los  contadores  del  mismo  desem- 
peñaran el  expresado  cargo,  y  así  lo  aprobó  el  Prelado  de  la 
diócesis  en  12  de  Diciembre  de  1865: 

Resultando  que  el*  Fiscal  insistió  en  que.no  podía  veriíi- 
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carse  la  liquidación  ínterin  no  se  justificase  que  por  falta  de 
los  individuos  llamados  en  primer  lugar  había  recaido  la  ad- 
ministración en  los  Medios  Racioneros: 

Resultando  que  D.  Diego  de  Flores  Suazo,  apoderado  de 
dicho  Cabildo,  en  17  de  Junio  de  1870  pidió  que  se  dieran  las 
órdenes  oportunas  para  que  en  su  día  le  fuesen  entregados  el 
capital  é  intereses  de  dicha  lámina  por  corresponder  el  derecho 
de  patronato  á  su  representado,  según  el  testamento  mencio- 
nado y  conforme  aparece  de  una  certificación  librada  por  el 
Secretario  de  Cámara  del  Obispo  de  Cádiz ,  en  la  que  se  con- 
signa que  los  contadores  mayores  del  Cabildo  Catedral  son  por 
el  tiempo  que  desempeñan  este  cargo  los  administradores  del 
patronato  fundado  por  Silva  en  sustitución  de  la  clase  de  Ra- 
cioneros suprimida: 

Resultando  que  después  de  haber  manifestado  el  Nego- 
ciado la  situación  en  que  se  encontraban  las  láminas  números 
124.957  y  129.708  de  Deuda  sin  interés  emitida  por  los  réditos 
devengados  hasta  fin  de  Marzo  de  1836,  el  Ministerio  fiscal  en 
nuevo  dictamen  opinó  que  del  capital  de  la  suma  en  cuestión 
podia  abonarse  una. tercera  parte,  que  se  convertiría  en  una 
inscripción  nominativa  intrasferible  á  favor  del  patronato  que 
para  dotes  de  doncellas  fundó  D.  Juan  de  los  Reyes  Silva,  y 
también  una  novena  parte  de  dicho  capital  en  otra  inscrip- 
ción de  la  misma  clase  á  favor  de  los  niños  expósitos  de  la 
ciudad  de  Cádiz  por  agregación  hecha  por  aquel,  liquidándose 
los  intereses  devengados  por  dichas  nos  partes  hasta  30  de 
Junio  de  1851,  y  hasta  30  de  Setiembre  de  1841  por  otra  ter- 
cera parte  de  capital ,  cancelándose  el  resto  del  mismo  con 
arreglo  á  la  orden  de  28  de  Enero  de  1869,  y  que  se  suspen- 
diese la  entrega  de  dichos  valores  hasta  que  respecto  á  la 
novena  parte  del  capital  y  réditos  se  presentase  poder  dé  la 
Diputación  provincial  de  Cádiz ;  y  respecto  á  la  otra  tercera 
parte  y  sus  intereses,  que  se  acreditase  corresponder  su  ad- 
ministración á  los  contadores  del  Cabildo  de  la  misma  ciudad, 
otorgasen  poder  los  que  justificasen  ejercer  dicho  cargo,  ha- 
ciendo constar  si  el  Ministerio  de  la  Gobernación  había  alzado 
la  suspensión  que  pesa  sobre  esta  clase  de  fundaciones: 

Resultando  que  el  representante  del  Cabildo  en  9  de  Fe- 
brero de  1871  se  dirigió  al  Director  general  de  la  Deuda  so- 
licitando que  fuese  presentado  este  expediente  al  examen  y 
deliberación  de  la  Junta  para  la  resolución  que  correspon- 
diese, acordándose  la  conversión  de  la  lámina  de  Deuda  cor- 
riente del  5  por  100  no  negociable  de  que  se  trata  y  el  abono 
ée  todos  sus  intereses  á  favor  de  su  representado;  y  en  el  caso 
de  que  el  acuerdo  fuese  contrario,  que  se  le  diera  conocimiento 
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Sara  que  dentro  de  los  plazos  legales  pudiera  hacer  uso  del 
erecho  de  alzada  ante  la  Superioridad,  fundándose  en  que  el 
dictamen  fiscal  era  contrario  á  las  disposiciones  legales  y  ju- 
risprudencia establecida  y  seguida  por  este  centro  directivo; 
citando  en  apoyo  de  su  pretensión  la  ley  de  1.°  de  Agosto 
de  1851,  el  párrafo  segundo  del  art.  56  del  reglamento  de  17 
de  Octubre  del  mismo  año,  el  párrafo  sexto  de  la  orden  del 
Gobierno  Provisional  de  28  de  Enero  de  1869,  y  la  opinión  del 
Fiscal  y  de  la  Junta  de  la  Deuda  en  expediente  tíúm.  810 
de  1858: 

Resultando  que  el  Departamento  de  Emisión  informó  que 
en  expedientes  de  igual  naturaleza,  se  babian  abonado  los  ca- 
pitales íntegros,  sin  distinción  de  si  estaban  ó  no  destinados 
á  objetos  piadosos ,  desconociendo  las  razones  que  el  Fiscal 
hubiera  tenido  para  opinar  de  distinto  modo  que  en  otros: 

Resultando  que  la  Junta  de  la  Deuda  pública  en  sesión 
de  3  de  Octubre  de  1871  acordó  que  se  procediese  al  abono  del 
capital  é  intereses  que  reclamaban  en  este  expediente  en  ins- 
cripciones de  la  renta  del  3  por  100  consolidado  á  favor  del 
Cabildo  Catedral  de  Cádiz  en  concepto  de  patrono  de  la  fun- 
dación, si  bien  debería  sacarse  nota  de  la  parte  correspondiente 
á  objetos  religiosos,  con  toda  la  expresión  y  detalle  necesarios 
para  remitirla  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  á  fin  de  que 
pueda  tenerlo  presente  para  los  efectos  correspondientes;  de 
cuyo  acuerdo  disintió  el  Fiscal,  reservándose  formular  su  voto 
particular : 

Resultando  que  el  Fiscal  se  alzó  del  anterior  acuerdo,  y 
expuso  varias  razone^  para  demostrar  que  no  procedia  la  con- 
versión y  abono  de  créditos  de  fundaciones  mixtas,  que  debían 
cancelarse  en  lo  referente  á  objetos  eclesiásticos  según  la  orden 
de  28  de  Enero  de  1869:  que  dicha  resolución  no*  se  habia 
cumplido  respecto  de  los  créditos  mal  emitidos  contra  su  doc- 
trina y  prescripciones,  estándose  abonando  después  ilegal- 
mente  una  porción  de  intereses  cuya  cuantía  no  era  fácil 
calcular:  que  deberían  pasarse  al  Fiscal  todos  los  expedientes 
que  hubiesen  producido  esas  emisiones  para  que  propusiera 
las  cancelaciones  parciales  que  fuesen  precedentes,  acordán- 
dolas la  Junta,  porque  sólo  de  ese  modo  quedarían  regulados 
por  la  misma  ley  los  que  eran  de  idéntica  naturaleza,  y  no 
sucedería  en  detrimento  del  Tesoro  que  unos  se  pagasen  contra 
ella,  mientras  otros  iguales  se  cancelaban  según  la  misma: 

Resultando  que  el  Ministerio  pidió  informe  acerca  del  an- 
terior voto  á  la  Junta  de  la  Deuda  pública,  que  le  evacuó  en  25 
de  Noviembre  de  1871,  haciendo  un  extracto  de  los  expedien- 
tes números  1.676  de  1864,  y  el  de  la  lámina  núm.  31.484  emi- 
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tida  á  favor  del  patronato  de  que  es  objeto  este  asunto,  expli- 
cando las  disposiciones  legales  en  que  se  habia  apoyado  para 
dictar  su  acuerdo;  concluyendo  con  expresar  que  si  la  Junta 
habia  obrado  en  justicia,  sujetándose  á  las  prescripciones  vi- 
gentes en  su  recta  aplicación,  se  sirviera  confirmarlo;  y  que 
si  no  hubiera  estado  acertada,  resolviese  lo  que  en  este  caso 
y  los  de  igual  naturaleza  procediese,  dictando  las  aclaraciones 
que  necesitase  el  decreto-ley  publicado  por  el  Gobierno  Pro- 
visional" de  la  Nación  de  28  de  Enero  de  1869: 

Resultando  que  la  Sección  de  Hacienda  y  Ultramar  del 
Consejo  de  Estado  opinó,  de  conformidad  con  el  Fiscal  de  la 
Deuda  pública,  expresando  debían  cancelarse  todos  los  crédi- 
tos de  carácter  eclesiástico  correspondientes  á  las  fundaciones 
mixtas,  y  en  su  consecuencia  que  se  cancelara  la  parte  pro- 
porcional de  la  lámina  perteneciente  al  patronato  de  D.  Juan 
de  los  Reyes  destinada  á  la  celebración  de  misas  y  á  las  reli- 
giosas de  Santa  María  y  la  Candelaria,  desestimándose  la  re- 
forma de  los  acuerdos  adoptados  en  los  demás  expedientes  á 
que  se  refiere  el  Fiscal,  como  improcedente  en  la  vía  guber- 
nativa: 

Resultando  que  el  representante  del  Cabildo  de  Cádiz  en  20 
de  Noviembre  de  1872  insistió  en  que  se  acordase  la  conver- 
sión, liquidación  y  abono  por  completo  de  la  lámina  de  que  se 
trata,  sin  perjuicio  de  que  se  dé  conocimiento  en  su  dia  á  lot< 
repetidos  Ministerios  para  la  inspección  y  vigilancia  respecto 
al  cumplimiento  de  las  cargas  que  pesan  sobre  dicha  institu- 
ción, fundándose  en  que  los  dictámenes  del  Fiscal  eran  con- 
tradictorios con  otros  emitidos  en  multitud  de  expedientes  de 
igual  naturaleza,  así  como  con  el  criterio  con  que  fué  dictada 
la  orden  del  Gobierno  Provisional  de  28  de  Enero  de  1869,  v 
con  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  5  de  Octubre 
de  1872  en  pleito  seguido  entre  el  mismo  Cabildo  y  la  Admi- 
nistración: 

Resultando  que  el  Gobierno  de  la  República  por  orden  de  31 
de  Mayo  de  1873  oyó  el  parecer  del  Consejo  de  Estado  en  pleno, 
el  cual  sostuvo  que  debía  procederse  al  abono  del  crédito  en  lo 
relativo  á  misas  y  beneficencia  por  el  carácter  mixto  de  la  fun- 
dación, según  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal 
Supremo,  y  cancelarse  sólo  la  parte  correspondiente  á  los  con- 
ventos; pero  apartándose  de  este  dictamen,  de  conformidad  con 
el  voto  particular  del  Fiscal  de  la  Deuda,  resolvió  que  del  capi- 
tal de  que  se  trata  debe  abonarse  una  tercera  parte,  que  se  con- 
vertirá en  una  inscripción  nominativa  intrasterible  á  favor  del 
patronato  que  para  dote  de  doncellas  fundó  D.  Juan  de  los  Reyes 
Silva,  y  una  novena  parte  de  dicho  capital,  que  se  convertirá 
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también  en  otra  inscripción  nominativa  intrasferible  á  favor  de 
la  Casa  de  Expósitos  de  la  ciudad  de  Cádiz,  por  agregación 
hecha  por  dicno  fundador,  liquidándose  los  intereses  deven- 
gados por  dichas  dos  terceras  partes  hasta  30  de  Junio  de  1851, 
y  hasta  30  de  Setiembre  de  1841  por  otra  tercera  parte  de  ca- 
pital, cancelándose  el  resto  del  mismo  con  arreglo  á  la  citada 
orden  de  28  de  Enero  de  1869,  y  suspendiéndose  la  entrega 
de  dichos  valores  hasta  que  respecto  á  la  novena  parte  del 
capital  y  réditos  se  presente  poder  en  forma  de  la  Diputación 

f>rovincial  de  Cádiz;  y  respecto  á  lo  que  pueda  corresponder  á 
a  parte  cuya  administración  tienen  los  contadores  del  Cabildo 
de  la  misma  ciudad,  otorguen  estos  poderes  los  que  estén  en 
posesión  del  cargo,  dándose  de  todo  la  oportuna  cuenta  al 
Ministerio  de  la  Gobernación  para  los  efectos  consiguientes;  y 
ál  propio  tiempo  el  Gobierno  resolvió  también,  de  conformi- 
dad con  el  repetido  voto  particular,  que  se  sujeten  desde  luego 
á  examen  de  la  Dirección  general  de  la  Deuda  todos  los  expe- 
dientes que  hayan  producido  emisiones  por  créditos  de  fun- 
daciones mixtas  para  practicar  las  cancelaciones  parciales  que 
correspondan,  á  tenor  de  la  orden  del  Gobierno  Provisional 
de  28  de  Enero  de  1869  y  de  la  presente  disposición: 

Resultando  que  el  Ministro  de  la  Gobernación  impugnó 
este  acuerdo  como  opuesto  á  las  leyes  desamortizadoras  y  á 
las  de  Beneficencia,  que  respetaban  en  'su  integridad  estos  pa- 
tronatos mixtos  instituidos  con  bienes  particulares  que  nunca 
fueron  del  clero,  y  asi  lo  habia  consagrado  la  jurisprudencia 
de  la  Junta  de  la  Deuda,  dando  por  sus  bienes  inscripciones 
intrasferibles;  por  lo  cual,  y  porque  él,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno,  habia  aplicado  al  Colegio  de  Santa 
Cruz  de  Cádiz  la  parte  de  esta  fundación  dedicada  á  la  reden- 
ción de  cautivos,  excitaba  al  Ministro  de  Hacienda  á  que  de- 
jase sin  efecto  la  orden  de  31  de  Mayo  que  viene  reclamada: 
Resultando  que  el  Licenciado  D.  Diego  de  Flores,  en  re- 
presentación del  referido  Cabildo,  en  16  de  Julio  de  1873  en- 
tabló demanda,  que  después  amplió  en  este  Tribunal  Supremo, 
con  la  solicitud  de  que  en  su  día  se  deje  sin  efecto  y  se  revo- 
que la  orden  del  Ministro  de  Hacienda  en  la  parte  que  lesio- 
nando los  derechos  de  la  fundación  manda  cancelar  parte  del 
capital  del  patronato  de  D.  Juan  de  los  Reyes  Silva,  después 
de  abdnar  una  tercera  parte  por  dote  de  doncellas  pobres,  y 
otra  Hovena  parte  para  la  Casa  de  Expósitos  de  la  ciudad  de 
Cádiz;  y  en  cuanto  por  dicha  orden  se  manda  que  respecto  á 
esta  novena  parte  que  se  ha  de  entregar  á  dicha  Casa  se  ex- 
pida á  favor  de  la  misma  una  inscripción  nominativa  intras- 
ferible,  suspendiendo  la  entrega  de  los  valores  que  representa 
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la  expresada  novena  parte  hasta  que  se  presente  poder  de  la 
Diputación  provincial  de  Cádiz,  fundándose  en  ambos  escritos 
en  lo  dispuesto  en  el  art.  50  de  la  instrucción  de  17  de  Oc- 
tubre de  1851,  y  en  que  según  el  art.  5.°  del  decreto-ley  de  28 
de  Enero  de  1869,  una  fundación  piadosa  destinada  á  misas  en 
sufragio  del  fundador  y  otros  objetos  benéficos  no  es  ni  puede 
ser  nunca  de  carácter  puramente  eclesiástico,  y  porque  ade- 
más aquí,  aun  en  la  parte  eclsiástica,  debe  considerarse  hay 
interesada  otra  entidad  jurídica  que  directamente  reporta  los 
beneficios,  como  es  el  alma  del  testador,  á  quienes  las  leyes 
patrias  autorizan  para  instituirla  por  su  heredera;  y  admitir 
que  el  Estado  pueda  incautarse  de  esta  parte  seria  un  de&- 

Sojo,  tanto  más  irritante,  cuanto  que  nacería  de  la  desigual- 
ad de  la  ley:  que  las  misas  que  el  fundador  de  una  obra  pía 
determina  que  se  digan  en  sufragio  de  su  alma,  ni,  se  con- 
sideran como  bienes  eclesiásticos,  ni  son  tampoco  de  los  que 
aquel  decreto-ley  dispone  que  se  cancelen  y  amorticen;  bas- 
tando para  convencerse  de  ello  dirigir  una  mirada  sobre  los 
precedentes  legales  que  dicho  decreto  tuvo  á  la  vista  para 
consignar  sus  reglas,  y  á  cuyo  efecto  cita  y  comenta  las 
leyes  de  1.°  de  Mayo  de  1855,  11  de  Julio  de  1856,  de  2  de 
Setiembre  de  1841:  que  en  apoyo  de  esta  pretensión  viene  la 
jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  la  sen- 
tencia de  5  de  Octubre  de  1872  y  5  de  Abril  de  1873;  y  que 
el  Real  decreto  de  8  de  Marzo  de  1836,  en  que  legalmente  se 
apoya  la  disposición  reclamada,  si  bien  era  verdad  que  en  su 
artículo  20  declara  aplicables  á  la  Real  Caja  de  Amortización 
para  la  extinción  de  la  Deuda  todos  los  bienes  pertenecientes 
á  las  comunidades  de  ambos  sexos  suprimidas  y  que  declaran 
subsistentes,  también  exceptuó  en  su  art.  21  los  bienes  espe- 
cialmente afectos  á  Beneficencia;  y  en  que  el  testamento  es  la 
ley  suprema  en  todo  lo  que  determina  mientras  no  se  oponga 
á  la  moral  y  ú  las  leyes: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviera 
á  la  Administración  de  la  demanda  y  que  se  confirmase  la 
orden  reclamada,  fundándose  en  que  es  violenta  la  interpre- 
tación que  se  da  por  el  actor  del  párrafo  segundo  del  art.  56 
del  reglamento  de  17  de  Octubre  de  1851,  porque  es  un  prin- 
cipio inconcuso  que  todos  los  créditos  contra  el  Estado  desti- 
nados á  satisfacer  atenciones  del  culto  han  desaparecido  en 
general  y  sin  limitaciones  mediante  la  obligación  aceitada 
por  aquel:  que  sólo  podría  prosperar  la  interpretación  que  se 
da,  en  el  caso  de  que  se  hallase  terminantemente  dispuesto 
que  la  parte  eclesiástica  se  acumulase  á  la  de  beneficencia 
para  aumentar  el  presupuesto  de  ésta:  que  aun  admitiendo 
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aquella  interpretación ,  habría  siempre  que  considerar  dero- 
gado ese  precepto,  según  el  decreto  de  28  de  Enero  de  1869, 
teniendo  presente  lo  que  establece  para  todos  los  casos  su  ter- 
cera y  quinta  resolución :  que  en  este  decreto  no  hay  nada 
que  exceptúe  la  cancelación  de  los' créditos  destinados  á  obje- 
tos del  culto  cuando  se  hallan  unidos  á  los  de  beneficencia, 
que  la  sola  excepción  que  contiene  es  la  no  cancelación  de. 
los  comprendidos  en  el  art.  6.°  de  la  ley  de  2  de  Setiembre 
de  1841;  y  que  lo  único  que  habría  qae  hacer  en  la  parte  del 
crédito  que  se  cuestiona  seria  tomar  nota  de  su  existencia  y 
origen  para  tenerla  presente  al  satisfacer  al  clero  la  cantidad 
alzada  á  que  aluden  los  artículos  39  del  Concordato  de  1851  y 
el  del  Convenio  de  1859:  que  respecto  á  la  frase  que  el  ar- 
ticulo 5.°  del  decreto  de  1869  usa  de  puramente  eclesiásticos, 
lo  cual  hace  suponer  al  demandante  que  aquel  adverbio  se 
destine  á  dividir  las  fundaciones  cuyos  bienes  están  dedicados 
exclusivamente  á  objetos  eclesiásticos,  de  aquellas  en  que  ade- 
más tienen  que  satisfacer  otras  obligaciones  benéficas,  y  á 
producir  el  efecto  de  que  cuando  los  créditos  se  hallan  en  este 
último  caso  subsistan  en  su  integridad,  es  establecer  un  su- 
puesto inadmisible ,  contrario  al  objeto  y  espíritu  cardinal  de 
toda  la  disposición:  que  la  misa  es  un  acto  exclusivo  del  culto 
católico,  cuya  celebración  ha  de  hacerla  necesariamente  la 
Iglesia,  y  de  la  que  se  aprovechan  los  Sacerdotes;  y  que  por 
lo  mismo  no  puede  admitirse  que  los  gastos  que  para  esto  se 
ocasionen  no  están  dedicados  al  culto  ni  á  sostener  cargas  pu- 
ramente eclesiásticas:  que  lo  que  debe  entenderse  por  dicha 
frase  es  lo  que  dice  textualmente  el  art.  5.°  de  la  instrucción 
ó  Real  decreto  de  25  de  Junio  de  1867;  y  si  el  aprovechamiento 
de  esas  cargas  no  es  privativo  de  los  individuos  que  mandan 
celebrarlas  ni  de  sus  familias,  es  indudable  que  sus  productos 
constituidos  en  créditos  roi\tra  él  Estado  deben  ser  cancelados, 
al  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  decreto  de  28  de  Enero  de  1869: 
que  la  jurisprudencia  que  se  invoca  no  ha  recaido  en  casos 
como  el  presente:  que  ha  recaido  en  casos  especiales,  en  que 
se  litigaba  acerca  de  si  eran  ó  no  enajenables  los  bienes  de 
fundaciones  particulares,  en  las  cuales  la  Sala  ha  resuelto  que 
lo  eran;  añadiendo  que  no  porque  los  bienes  se  vendan  des- 
aparecen las  fundaciones,  sino  que  se  convierten  en  inscrip- 
ciones de  la  Deuda  pública,  lo  cual  no  puede  interpretarse  en 
oposición  de  los  preceptos  legales:  que  la  cancelación  de  la 
parte  del  crédito  correspondiente  á  los  conventos  de  la  Can- 
delaria y  Santa  María  es  más  indudable,  atendidas  las  pres- 
cripciones del  decreto  de  8  de  Mayo  de  1836  y  de  la  ley  ae  59 
de  Junio  de  1837;  y  que  suponer  que  dicho  crédito  constituye 
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una  limosna,  que  por  su  naturaleza  personalísima  es  intrasmi- 
sible, es  establecer  una  argumentación ,  no.sobre  el  concepto 
en  que  se  reclaman  esos  bienes,  sino  meramente  sobre  una 

{>alabra  que  ni  el  fundador  usa  en  el  testamento:  que  las  reso- 
uciones  del  Ministerio  de  la  Gobernación  no  oponen  embarazo 
á  las  declaraciones  que  haga  la  Junta  de  la  Deuda  pública 
acerca  de  la  subsistencia  ó  caducidad  de  los  créditos  contra  el 
Estado ,  norque  aquel  carece  de  competencia:  que  las  disposi- 
ciones relativas  al  pago  de  intereses  de  los  créditos  en  cuestión 
se  arreglan  á  lo  dispuesto  en  la  ley  de  2  de  Setiembre  de  1841 
y  disposiciones  establecidas  en  1851  para  arreglo  de  la  Deuda 
pública,  no  habiéndose  impugnado  su  aplicación:  que  el  pre- 
cepto de  que  se  presente  poder  por  los  patronos  es  estricta- 
mente leiral,  porque  nadie  debe  de  pagar  sin  estar  seguro  de 
que  lo  hace  á  persona  legítima,  y  mucho  menos  la  Deuda  pú- 
blica, que  contrae  estrecha  responsabilidad;  y  que  la  preven- 
ción de  que  la  novena  parte  destinada  á  la  Casa  de  Expósitos 
de  Cádiz  no  debe  entregarse  tampoco  sin  poder  de  la  Dipu- 
tación provincial,  está  ajustada  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
segundo  del  art.  46  de  la  Ley  orgánica  provisional: 

Resultando  que  de  conformidad  fiscal  se  acordó  por  la  Sala 
que  á  dicho  Cabildo  se  le  ayudase  como  pobre  en  el  sentido 
legal,  con  arreglo  al  art.  4.°  de  la  instrucción  de  30  de  Diciem- 
bre de  1873,  aprobada  por  decreto  de  la  misma  fecha  por  el 
Gobierno  de  la  República,  inserto  en  la  Gaceta  de  1.°  de  Enero 
dffl  año  actual. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  en  este  pleito  hay  tres  cuestiones  que 
resolver:  primera,  si  el  patronato  de  Silva  debe  conservarse  ó 
no  en  la  parte  de  sus  bienes  que  destinó  á  misas  por  su  alma: 
segunda,  si  puede  subsistir  en  la  que  dedicó  á  la  redención 
de  cautivos,  y  en  su  defecto  á  los  conventos  de  monjas  de 
Santa  María  y  la  Candelaria  de  Cádiz  y  niños  expósitos:  ter- 
cera, á  quién  deben  entregarse  estos  bienes  para  que  los  ad- 
ministre, al  Cabildo  Catedral  de  Cádiz  en  su  integridad  como 
patrono  instituido  por  el  fundador,  ó  á  la  Diputación  provin- 
cial en  la  parte  destinada  á  los  niños  expósitos,  según  na  dis- 
puesto la  orden  reclamada: 

Considerando,  respecto  al  primer  extremo,  que  este  patro- 
nato es  mixto  de  piadoso  y  benéfico,  no  pudiendo  por  ello 
calificarse  su  fundación  como  destinada  á  objetos  puramente 
eclesiásticos: 

Considerando  que  si  esto  es  así,  hay  que  estimarlo  subsis- 
tente en  lo  relativo  á  misas ,  conforme  á  lo  dispuesto  por  la 
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instrucción  de  17  de  Octubre  de  1851  en  su  art.  56,  y  por  el 
decreto-ley  de  28  de  Enero  de  1869  en  sus  reglas  5.a  y  6.*, 
según  las  cuales  sólo  los  créditos  procedentes  de  fundaciones 
cuyos  bienes  se  apliquen  á  objetos  puramente  eclesiásticos 
deben  cancelarse,  ast  como  convertirse  en  láminas  intrasferi- 
bles los  que  están  dedicados  á  fines  benéficos: 

Considerando  que  no  importa  que  el  objeto  benéfico  á  que 
estén  aplicados  los  bienes  de  una  fundación  lo  estén  en  todo 
6  en  parte,  según  establece  expresa  y  terminantemente  la  ya 
citada  instrucción  de  1851,  y  ha  venido  á  confirmar  el  decreto- 
ley  de  1869  en  el  hecho  de  conservar  subsistente  aquel  pre- 
cepto ,  no  acordando  que  se  cancelen  y  amorticen  los  créditos 
procedentes  de  fundaciones  mixtas: 

Considerando  que  estas  prescripciones  nacían  y  se  deriva- 
ban de  las  primitivas  leyes  desamortizadoras ,  así  la  de  1836 
como  la  de  1841 ,  pues  en  una  y  otra  se  adjudicó  al  Estado  lo 
que  era  de  los  conventos  y  del  clero ,  lo  que  pertenecía  á  las 
fábricas  de  las  iglesias  para  atender  al  culto,  pero  no  lo  que 
procedente  de  bienes  particulares  no  habían  sido  cedidos  ni 
enajenados  á  los  conventos,  ni  al  clero,  ni  á  las  fábricas,  ni  á 
ninguna  otra  entidad  eclesiástica,  motivo  por  el  cual  las  fun- 
daciones hechas  con  estos  bienes  que  nunca  fueron  del  clero, 
y  que  se  habían  aplicado  á  objetos  piadosos  permitidos  por  las 
leyes  civiles  antes  y  después  de  la  aesamortizacion,  las  respe- 
taron las  nuevas  leyes  de  esta  clase  de  1855  y  1856,  conside- 
rándolas subsistentes ,  y  no  tocando  á  ellas  sino  para  el  sólo 
objeto  de  convertir  sus  bienes  en  láminas  intrasferibles: 

Considerando  que  dados  estos  antecedentes,'  y  no  estando 
llamado  el  Estado  á  sustituir  las  obligaciones  religiosas  im- 
puestas por  los  fundadores  en  los  patronatos  que  erigieron  con 
sus  bienes  particulares,  había  que  obrar  con  suma  circunspec- 
ción respecto  de  estos,  sobre  todo  cuando  eran  de  carácter 
mixto,  y  sus  rentas  tenían  que  aplicarse  también  á  objetos  de 
beneficencia,  exceptuados  expresamente  de  la, desamortización, 
porque  para  otro  procedimiento  no  habia  fundamento  alguno 
legal ,  siendo  por  ello  muy  razonable  la  idea  de  salvarlos  por 
completo  que  adoptó  la  instrucción  de  185T: 

Considerando  que  este  criterio  ha  sido  el  que  ha  tenido  la 
Junta  de  la  Deuda,  especialidad  respetable  en  estas  materias, 
y  el  que  ha  aceptado  el  Tribunal  Supremo,  manteniendo  por 
su  jurisprudencia  las  fundaciones  mixtas,  y  no  permitiendo  al 
aplicar  las  leyes  de  1855  y  1856  sino  la  conversión  de  sus  bie- 
nes en  láminas  intrasferibles  para  que  los  patronos  sigan  lle- 
nando con  sus  rentas  el  objeto  fundacional,  según  ellas  mis- 
mas ordenan ,  la  primera  en  su  art.  1.°  y  la  segunda  en  los  14 
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y  18;  jurisprudencia  respetada  por  el  Consejo  de  Estado  en 
pleno  al  dar  su  dictamen  sobre  el  expediente  que  lia  dado 
motivo  á  este  juicio  contencioso: 

Considerando  que  supuestas  las  disposiciones  de  que  se  ha 
hecho  mérito  y  la  doctrina  que  las  explican  y  consagran ,  no 
es  posible  admitir  distinciones  que  la  ley  no  hace ,  ni  argu- 
mentar partiendo  de  ellas ;  es  decir ,  considerando  fraccionada 
la  fundación ,  cuando  es  un  conjunto  de  disposiciones  piadosas 
y  benéficas  que  se  relacionan ,  ayudan  y  completan  entre  sí, 
formando  un  todo  armónico  que  es  preciso  mantener  íntegro 
en  cuanto  sea  posible,  no  sólo  porque  así  lo  quiso  el  fundador, 
sino  porque  también  es  indispensable  para  atender  á  las  ne- 
cesidades religiosas  que  tienen  los  institutos  de  Beneficencia: 

Considerando,  respecto  del  segundo  extremo,  que  exami- 
nada la  cláusula  del  testamento  para  fundar  el  patronato  de 
Silva,  se  ve  que  una  tercera  parte  de  sus  bienes  la  aplicó  á  la 
redención  de  cautivos ,  y  sólo  cuando  en  alguno  ó  algunos  años 
no  hubiese  cautivos  que  redimir  ordenó  que  se  distribuyese  la 
renta  á  aquel  objeto  benéfico,  destinada  por  terceras  partes  al 
socorro  de  las  monjas  de  Santa  María  y  la  Candelaria  de  Cá- 
diz, así  como  á  los  niños  expósitos  de  la  misma  ciudad;  de  lo 
cual  hay  que  deducir  que  esta  aplicación  fué  accidental  y 
transitoria  y  para  lo»  casos  determinados  que  señala ,  subsis- 
tiendo el  objeto  primordial  y  permanente  de  la  redención  de 
cautivos : 

Considerando  que  si  este  objeto  estaba  subsistente  cuando 
el  socorro  á  las  monjas  habia  de  tener  efecto,  estas  no  fueron 
llamadas  en  segundo  lugar  á  sustituir  de  un  modo  permanente 
á  los  cautivos  cuando  estos  faltasen ,  por  lo  cual  nada  podian 
reclamar  supuesta  la  caducidad  del  objeto  de  la  fundación  en 
esa  tercera  parte  de  sus  bienes : 

Considerando  que  si  los  conventos  de  monjas  de  Santa 
Maria  y  la  Candelaria  de  Cádiz  no  tenían  derecho  á sustituirá 
los  cautivos,  el  Estado  no  puede  alegarlos  en  su  representación: 

Considerando*  que  ese  derecho  á  quien  la  ley  de  20  de  Ju- 
nio de  1849  se  lo  da,  es  á  los  institutos  de  Beneficencia,  con- 
cediendo al  Gobierno  la  facultad  de  agregar  los  bienes  desti- 
nados á  objetos  que  hayan  caducado  de  esta  índole  á  otros  de 
la  misma  que  estén  en  armonía  con  las  nuevas  condiciones 
sociales,  deber  que  ha  llenado  el  Ministro  de  la  Gobernación 
aplicando  la  parte  de  este  patronato  dedicada  á  la  redención 
de  cautivos  al  colegio  de  Santa  Cruz  de  Cádiz ,  después  de  ins- 
truir el  oportuno  expediente  con  audiencia  de  los  patronos  y 
del  tüonsejo  de  Estado  en  pleno ,  el  cual  estuvo  conforme  con 
dicha  aplicación : 


\ 
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Considerando,  respecto  del  tercero  y  último  extremo,  ó  sea 
sobre  la  personalidad  jurídica  para  administrar  estos  bienes, 
que  subsistiendo  como  subsiste  el  patronato,  hay  que  respetar 
la  ley  de  su  fundación ,  que  es  el  testamento  hecho  sobre  los 
bienes  de  Silva;  mucho  más  cuando  la  respetan  también  las 
leyes  de  la  Deuda,  las  de  la  desamortización  y  las  de  Bene- 
ficencia: 

Y  considerando  que  además  lo  exige  así  la  unidad  de  la 
obra  pía  consagrada  en  dicho  patronato ,  y  la  cual  ni  es  justo 
ni  conveniente  romper;  por  todo  lo  que  ño  es  aplicable  al  caso 
del  pleito  la  ley  sobre  Diputaciones  provinciales ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos:  primero,  que 
el  patronato  de  D.  Juan  de  los  Reyes  y  Silva  está  subsistente 
en  la  parte  de  sus  bienes  que  aplicó  á  misas  por  su  alma:  se- 
gundo ,  que  lo  está  también  en  la  dedicada  á  redención  de  cau- 
tivos ;  si  bien  con  las  modificaciones  acordadas  para  aplicarlas 
á  otros  objetos  análogos  de  Beneficencia;  y  tercero,  que  debe 
conservarse  en  toda  su  plenitud  el  patronato  en  el  Cabildo  Ca- 
tedral de  Cádiz ,  al  cual  deben  entregarse  todos  sus  bienes  para 
que  los  administre  y  aplique  según  dispuso  el  fundador  y  man- 
dan las  leyes :  que  en  virtud  de  estas  declaraciones  procede 
convertirán  inscripciones  nominativas  intrasferibles  el  capital 
íntegro  de  dicho  patronato  dedicado  á  los  objetos  ya  referidos 
y  presentado  para  su  conversión  ante  la  Junta  de  la  Deuda;  y 
en  su  consecuencia  dejamos  sin  efecto  la  orden  ministerial  de 
31  de  Mayo  de  1873,  que  contradice  estas  declaraciones  ea 
todos  los  extremos  en  que  ha  sido  reclamadp. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = Cirilo  Al- 
varez.=Juan  González  Acevedo.  =José  María  Cáceres.=José 
María  Herreros  de  Tejada. = Pascual  Bayarri.=Juan  Jiménez 
Cuenca.  = Manuel  León  y  Romero. = Manuel  Almonací  y  Mora.  = 
Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez  Mondragon.  =  Diego  Fer- 
nandez Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera  del 
mismo,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  de- 
lator en  Madrid  á  7  de  Octubre  de  1874.=Licenciado  Manuel 
aragoneses  Gil. 
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NtJM.   31. 

ÚNICA  INSTANCIA, 


Establecimiento  de  un  impuesto. — .Sentencia  de  8  de  Octubre, 
absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la 
demanda  propuesta  por  el  Marqué*  de  Corvera  contra  la 
Real  orden  de  4  de  Octubre  de  1872. 

En  los  considerandos  se  establee: 

1.°  Que  el  art.  2.°  núm.  4.°  de  la  ley  de  23  de  Febrero  de 
1870,  sobre  arbitrios  municipales  y  provinciales  faculta  a  los 
Ayuntamientos  para  establecer  impuestos  sobre  los  artículos  de 
comer,  beber  y  arder,  cuando  por .  circunstancias  especiales  no 
puedan  cubrir  la  totalidad  de  los  gastos  presupuestos:  que  confor- 
me al  19,  las  dichas  Corporaciones  con  los  asociados  han  de  de- 
terminar las  especies  que  deben  ser  objeto  del  impuesto  de  con- 
sumos  y  las  tarifas  para  su  exaccio?i,  las  cuales  no  han  de  exce- 
der en  ningún  caso  del  25  por  100  del  precio  medio  del  articulo 
en  la  localidad  respectiva. 

2.°  Que  todas  las  operaciones  de  evaluación  y  repcñ'timiento 
en  los  de  esta  clase  deben  ser  publicadas  según  el  art.  16  de 
dicha  ley;  y  que  conforme  al  17  contra  las  decisiones  del  Ayunta- 
miento se  da  recurso  de  agravios  para  ante  la  Diputación  provin- 
cial, el  que  ha  de  entablarse  dentro  de  los  quince  dios  siguientes 
a  la  publicación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  8  de  Octubre  de  1874,  en  los  autos 
pendientes  «ante  la  Sala  en  primera  y  única  instancia,  seguidos 
por  el  Licenciado  D.  Santos  de  Isasa  y  Valseca,  á  nombre  y 
con  poder  de  D.  Rafael  de  Bustos  y  Castilla,  Marqués  de  Cor- 
vera,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  que  se  halla 
representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la 
Real  orden  de  4  de  Octubre  de  1872,  que  declaró  legal  y  pro- 
cedente el  impuesto  establecido  por  el  Ayuntamiento  de  Hues- 
ear por  razón  de  arbitrios  y  recursos  municipales  por  la  ri- 
queza que  poseia  aquel  en  dicho  término: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Huesear,  en  la  pro- 
vincia de  Granada,  con  objeto  de  cubrir  el  déficit  que  tenia  en 
su  presupuesto  de  25.000  pesetas,  por  no  habérseles  autori- 
zado por  la  Diputación  provincial  para  hacer  una  corta  de 
pinos  con  tal  objeto,  acordó  en  sesión  celebrada  en  6  de  Agosto 
de  1871,  con  asistencia  de  la  junta  de  asociados,  gravar  los 
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artículos  de  comer,  beber  y  arder  en  la  forma  que  lo  hizo,  y 
que  dicho  impuesto  se  exigiese  por  encabezamiento: 

Resultando  que  en  20  de  Enero  de  1872,  una  vez  termina- 
dos los  trabajos  preparatorios ,  se  mandó  exponer  al  público 
el  repartimiento  necho  por  término  de  ocho  dias ,  como  tuvo 
efecto;  y  trascurridos  los  plazos  y  prórogas  concedidos  á  los 
contribuyentes  para  satisfacer  sus  cuotas  respectivas,  en  24  de 
Febrero  del  mismo  año  el  Administrador  del  Marqués  de  Cor- 
vera,  en  vista  de  que  éste  venia  pagando  la  cuota  de  4.604 
pesetas  12  céntimos  por  territorial,  y  por  repartimiento  veci- 
nal 1.126  pesetas  6  céntimos;  y  que  además  se  le  exigua  como 
cosechero  por  el  concepto  expresado  1.828  pesetas  42  cénti- 
mos, presentó  una  solicitud  á  dicho  Ayuntamiento  pidiendo 
dejase  sin  efecto  el  precitado  acuerdo , .  á  que  se  declaró  no 
baber  lugar: 

Resultando  que  simultáneamente  acudió  á  la  Diputación 
provincial  con  el  mismo  propósito,  manifestando  que  para 
bacer  efectivo  el  reparto  por  encabezamiento  se  necesitaba  un 
convenio  especial  con  cada  uno  de  los  cosecheros,  y  que  la 
condición  de  tal  y  de  hacendado  forastero  le  eximia  del  pago 
de  consumos  por  los  productos  de  los  bienes  que  poseía  en 
Huesear,  gravándole  ilícitamente  con  diferentes  tributos  de 
carácter  municipal,  los  cuales  ascendían  á  más  del  25  por  100, 
importe  de  ío  que  pagaba  por  contribución  territorial  al  Es- 
tado, que  era  el  máximum  de  lo  que  podía  imponérsele.  Y  for- 
mado con  tal  motivo  el  oportuno  expediente,  en  sesión  pública 
de  24  de  Abril  posterior  acordó  la  Comisión  de  la  misma  que 
se  le  diese  de  baja  en  los  repartimientos  por  cualquier  otro 
concepto  que  figurase  en  ellos  que  no  fuese  el  de  hacendado 
forastero  con  casa  abierta  en  la  población,  si  el  total  de  sus 
cuotas  excedía  del  25  por  100  ya  satisfecho ,  que  £ra  el  tipo 
señalado  para  los  de  su  clase,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  y 
en  las  circulares  de  12  de  Setiembre  de  1870  y  16  y  31  de 
Enero  de  1871: 

Resultando  que  solicitado  por  el  Ayuntamiento  de  Huesear 
la  nulidad  del  anterior  acuerdo,  en  20  de  Mayo  se  declaró  no 
haber  lugar  á  ello,  y  que  se  hiciere  extensiva  la  medida  á  los 
demás  que  se  encontrasen  en  igual  caso;  mas  como  se  le  con- 
minase con  el  máximum  de  la  multa  por  no  haber  cumplido 
con  lo  ordenado  por  dicha  resolución,  se  alzó  de  ella  para  ante 
<*1  Ministro  de  la  Gobernación;  y  oída  la  Sección  de  este  ramo 
y  de  Fomento  del  Consejo  de  Estado  que  creyó  debía  desesti- 
marse el  recurso,  se  dictó  Real  orden  en  4  de  Octubre  de  1872, 
dejando  sin  efecto  los  acuerdos  de  la  Comisión  provincial  de 
24  de  Abril  y  20  de  Mayo  anterior,  declarando  legal  y  proce- 
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dente  el  impuesto  establecido  por  el  Ayuntamiento  de  Huesear 
sobre  las  especies  y  artículos  gravados: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  12  de 
Marzo  de  1873  presentó  demanda  conténcioso-administrativa 
en  este  Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Santos  Isasa  y  Val- 
seca,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Rafael  de  Bustos  y  Castilla, 
Marqués  de  Corvera,  pidiendo  su  revocación  y  que  se  condene 
al  Ayuntamiento  á  reintegrarle  las  cantidades  percibidas  por 
tal  concepto  con  sus  intereses  legales,  fundado  en  que  los  ira- 
puestos  de  consumos  sólo  están  autorizados  sobre  los  frutos  ó 
sobre  las  bebidas  que  se  consuman  en  cada  pueblo,  por  más 
que  en  él  se  recolecten  ó  fabriquen,  según  el  art.  132,  núme- 
ro 3.°  de  la  Ley  municipal,  y  que  no  pesando  el  gravamen 
impuesto  al  Marqués  de  Corvera  sobre  los  frutos  que  pudiera 
consumir  en  Huesear,  era  evidente  que  el  impuesto  había  sido 
autorizado  contra  lo  terminantemente  prescrito  en  dicha  dis- 
posición legal :  en  que  no  es  cierto  que  todos  los  interesados 
tengan  obligación  de  sujetarse  á  la  recaudación  de  consumos 
por  encabezamiento,  pues  ningún  artículo  de  la  ley  ni  del 
reglamento  la  impone  á  los  que  no  la  solicitan  ó  acepten;  en 
que  la  Junta  municipal  debió  establecer  las  tarifas  y  forma 
de  exacción  del  impuesto  acordado,  dando  noticia  al  Gobierno, 
según  previene  el  art.  132  en  sus  reglas  1.*  y  2.a:.  que  la  Real 
orden  é  instrucción  de  16  de  Enero  de  1871  establece  clara- 
mente lo  que  dicha  Junta  pudo  hacer  respecto  á  la  forma  del 
procedimiento,  del  cual  se  separó  en  un  todo,  según  hace 
constar  extensamente;  expresando,  por  último,  que  el  grava- 
men para  el  Corvera  pasa  en  más  de  otro  tanto  del  25  por  1 00, 
autorizado  por  la  ley  y  disposiciones  vigentes,  acompañando 
un  certificado  del  referido  Ayuntamiento  de  Huesear,  en  que 
se  expresan  las  cuotas  que  por  repartimiento  de  contribución 
territorial,  vecinal  y  encabezamiento  se  impusieron  al  men- 
cionado Marqués  en  el  año  económico  de  1871  á  1872,  y  las 
utilidades  líquidas  con  que  aparecía  en  el  amillaramiento  de 
1867  á  1868  para  hacer  patente  el  resultado  de  sus  aseve- 
raciones : 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, como  el  Ministerio  fiscal  se  opusiese  á  la  admisión  de 
la  demanda,  se  celebró  vista  con  tal  objeto  y  se  dictó  senten- 
cia por  la  Sala  en  10  de  Noviembre  de  1873  admitiéndola: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  la  amplió  el  Licencia- 
do D.  Santos  de  Isasa  y  Valseca,  reproduciendo  su  solicitud 
y  argumento: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó 
dicha  demanda  solicitando  se  absuelva  de  ella  á  la  Adminis- 
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tracion  general  del  Estado,  confirmando  la  orden  recurrida, 
exponiendo  para  ello  que  la  reclamación  del  Marqués  contra 
el  acuerdo  adoptado  por  el  Ayuntamiento  de  Huesear,  no  se 
interpuso  en  tiempo  hábil  con  arreglo  á  la  ley  de  23  de  Fe- 
brero de  1870/  y  al  apartado  3.°  del  art.  162  de  la  Ley  muni- 
cipal: que  lo  que  dicho  Ayuntamiento  dispuso  no  fué  un  re- 
parto vecinal,  sino  un  impuesto  sobre  artículos  de  comer, 
beber  y  arder  establecido  por  no  poder  cubrir  el  repartimiento 
los  gastos  presupuestos  con  arreglo  á  las  faculta  les  que  para 
ello  le  concedian  los  párrafos  cuartos  de  los  artículos  2.  de 
la  ley  de  23  de  Febrero  de  1870,  y  29  de  la  municipal:  que 
al  determinar  la  exacción  de  este  impuesto  cumplió  el  Ayun- 
tamiento con  su  deber  de  que  las  tarifas  no  se  excediesen 
del  25  por  100  del  precio  medio  de  cada  artículo  de  la  loca- 
lidad, según  disponen  los  artículos  19  de  la  primera  ley,  y  el 
párrafo  primero  del  132  de  la  segunda  con  las  demás  que  cita; 
y  que  el  art.  49  del  reglamento  de  20  de  Abril  de  1870  con- 
cede á  las  Juntas  municipales  la  facultad  de  exigir  el  impuesto 
de  consumos  por  medio  de  encabezamiento  con  los  fabricantes, 
cosecheros  ó  expendedores. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací. 

Considerando  que  el  art.  2.°  núm.  4.°  de  la  ley  de  23  de 
Febrero  de  1870  sobre  arbitrios  municipales  *y  provinciales 
faculta  á  los  Ayuntamientos  para  establecer  impuestos  sobre 
los  artículos  de  comer,  beber  y  arder,  cuando  por  circunstan- 
cias especiales  no  puedan  cubrir  la  totalidad  de  los  gastos 
presupuestos:  que  conforme  al  19,  las  dichas  Corporaciones 
cou  los*  asociados  han  de  determinar  las  especies  que  deben 
ser  objeto  del  impuesto  de  consumos  y  las  tarifas  para  su 
exacción,  las  cuales  no  han  de  exceder  en  ningún  caso  del 
25  por  10  del  precio  medio  del  artículo  en  la  localidad  res- 
pectiva: 

Considerando  que  todas  las  operaciones  de  evaluación  y 
repartimiento  en  los  de  esta  clase  deben  ser  publicadas  según 
el  art.  16  de  dicha  ley;  y  que  conforme  al  17  contra  las  deci- 
siones del  Ayuntamiento  se  da  recurso  de  agravios  para  ante 
la  Diputación  provincial ,  el  que  ha  de  entablarse  dentro  de 
los  quince  dias  siguientes  á  la  publicación: 

•  Considerando  que  el  Ayuntamiento  de  Huesear,  en  uso  de 
sus  facultades,  formó  repartimiento  sobre  artículos  de  comer, 
beber  y  arder  dentro  de  los  límites  á  que  lo  sujeta  el  mencio- 
nado art.  19  de  la  ley  y  la  publicación  por  ocho  dias  que  cum- 
plieron el  29  de  Enero  de  1872,  sin  que  el  Marqués  de  Corvera 
ni  otro  en  su  nombre  hiciera  reclamación  alguna  -contra  la 
cuota  que  en  él  se  le  señaló  como  cosechero: 

11.-3/  14 
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Considerando  que  mucho  dias  después  de  haber  espirado 
dicho  plazo,  ó  sea  el  24  de  Febrero  siguiente,  el  representante 
del  Marqués  de  Corvera  acudió  quejándose  de  lo  excesivo  de 
la  cuota  que  le  habia  sido  impuesta  al  Ayuntamiento  de  Hues- 
ear y  Diputación  provincial  de  Granada,  cuando  ya  no  habia 
términos  hábiles  para  reclamar  ni  estaba  en  la  facultad  de 
ninguna  de  ambas  Corporaciones  resolver  su  pretensión,  aun 
cuando  fuese  justa  en  su  fondo,  y  que  con  sujeción  á  estos 
principios  fué  dictada  la  Real  orden  de  4  de  Octubre  de  1872: 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por 
el  Marqués  de  Corvera,  contra  la  precitada  Real  orden  de  4  de 
Octubre  de  1872,  la  cual  declaramos  firme  y  subsistente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  la  Gobernación,  con  la  certifica- 
ción correspondiente,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =  Juan  González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Teja- 
da. ==Pascual  Bayarri.= Manuel  Leon.=Manuel  Almonací  y 
Mora.=Luis  Vázquez  Mondragon.=  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Manuel  Almonací,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 
que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  8  de  Octubre 
de  1874.= Enrique  Medina. 


Nüm.  32. 


APELACIÓN. 


Ejrcucion  de  unas  obras. — Sentencia  de  8  de  Octubre,  con- 
firmando la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  administrativo  entre 
el  Ayuntamiento  de  la  Villa  de  Tarrasa  y  D.  Domingo  Ven- 
talle y  Llobateras. 

En  los  considerandos  sa  establece: 

1.°  Que  según  el  caso  5.°  del  art.  78  de  la  Ley  municipal 
de  1868,  reproducida  en  la  de  Agosto  de  1870,  es  de  la  atribu- 
ción de  los  Ayuntamientos  todo  lo  concerniente  á  policía  urbana 
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y  rural,  dictando  al  afecto  los  Alcalde  los  bandos  y  disposi- 
ciones que  tuviesen  por  conveniente,  conforme  á  las  Ordenanzas 
y  resoluciones  generales  de  los  Ayuntamientos  en  la  materia. 

2.°  Que  por  el  182  los  particulares  que  se  crean  perjudi- 
cados en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los  Ayunta- 
mientos y  haya  sido  ó  no  suspendida  su  ejecución  pueden  reclamar 
contra  ellos  mediante  demanda  ante  Juez  ó  Tribunal  competen- 
te, según  lo  que,  atendida  la  naturaleza  del  asunto,  dispongan 
las  leyes. 

3.°  Que  igual  disposición  esta  consignada  en  el  art.  51  de 
la  Ley  provincial  de  la  misma  fecha  para  los  acuerdos  de  las 
Diputaciones  para  los  particulares  que  se  crean  perjudicados. 


En  la  villa  de  Madrid,  á  8  de  Octubre  de  1874,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala,  en  grado 
de  apelación,  seguidos  en  la  primera  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona  entre  D.  Domingo  Ventalle  y  Llobateras, 
representado  hoy  por  el  Procurador  D.  Manuel  de  Elias ,  el 
Ayuntamiento  de  la  villa  de  Tarrasa  que  lo  está  por  los  es- 
trados del  Tribunal  mediante  su  ausencia  y  rebeldía,  y  el  Mi- 
nisterio fiscal ,  en  nombre  de  la  Administración  general  del 
Estado,  sobre  ejecución  de  las  obras  practicadas  en  una  casa 
del  primero,  interpuesta' aquella  por  dicho  Ministerio  fiscal  y 
el  referido  Ayuntamiento ,  al  que  además  fué  admitido  el  re- 
curso de  nulidad  de  la  sentencia  dictada  en  1.°  de  Abril  de 
1873,  por  la  que  se  declaró  competente  la  Sala  para  resolver 
sobre  la  demanda  de  Ventalle,  y  revocó  el  acuerdo  de  la  Co- 
misión provincial  de  20  de  Enero  de  1872  en  cuanto  por  él 
se  reservó  al  Ayuntamiento  la  facultad  de  exigir  al  mismo 
nuevos  planos  y  de  imponerle  una  pena  por  las  extralimita- 
ciones  del  permiso  que  se  le  concedió ,  absolviendo  á  la  Mu- 
nicipalidad de  la  demanda  de  perjuicios  entablada  por  aquel, 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  en  21  de  Julio  de  1871  acudió  D.  Domin- 
go Ventalló  al  Ayuntamiento  de  Tarrasa  exponiendo  deseaba 
practicar  una  gran  mejora  en  la  casa  que  noseia  en  la  calle 
de  Quemada,  levantándola  un  piso  y  sobrediilo  y  trasformando 
la  puerta  del  modo  indicado  en  el  plano  que  presentó  por 
duplicado,  pidiendo  para  ello  el  oportuno  permiso: 

Resultando  que  oida  la  Comisión  de  obras  estuvo  conforme 
en  que  ejecutase  el  proyecto;  pero  á  condición  de  que  se  hi- 
cieran las  dos  ventanas  tal  y  como  estaba  presentada  la  más 
grande,  y  que  se  revocase  y  emblancara  la  fachada;  lo  que 
hsí  decretó  el  Ayuntamiento  en  9  de  Julio  siguiente: 

Resultando  que  la  misma  Corporación ,  en  sesión  de  3  de 
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Setiembre  del  propio  año,  acordó  prevenir  á  Ventalla  que  por 
haber  derribado  todo  el  cuerpo  central  de  la  fachada  de  su 
casa,  cosa  que  no  pedia  en  la  instancia  presentaba  para  lle- 
var á  cabo  obras  en  la  misma ,  debia  retirarla  á  la  línea  que 
le  marcaría  la  Comisión  de  obras  que  era  la  que  trazaba  las 
casas  últimamente  construidas  en  dicha  villa: 

Resultando  que  puesto  el  anterior  acuerdo  en  conocimiento 
del  interesado,  acudió  al  Ayuntamiento  en  el  dia  14  del  pro- 
pio mes  manifestando  no  se  habia  derribado  sino  lo  estricta- 
mente-necesario  para  llevar  á  cabo  ciertas  variaciones  en  la 
fachada  á  fin  de  obtener  un  permiso  de  la  Corporación ,  y 
luego  a  la  sombra  del  mismo  hacer  de  nuevo  la  fachada  en- 
tera, en  cuyo  concepto  esperaba  que  se  aprobaría  su  acuerdo: 

Resultando  que  también  acudió  á  la  Diputación  provincial 
para  que  la  amparase  en  su  derecho,  y  pedido  informe  al  Ar- 
quitecto de  la  misma,  dijo  que  el  procedimiento  municipal  en 
esta  cuestión  habia  estado  falto  de  criterio  facultativo,  ya 
desde  la  presentación  y  admisión  misma  de  los  documentos 
para  permiso  presentados  por  Ventalló,  considerando  que  éste 
sufría  una  suspensión  y  paralización  de  obras  que  sólo  pro- 
cedería en  el  cas)  de  estar  sujeta  la  calle  á  nueva  alineación, 
y  aun  entonces  debiera  antes  haberse  fijado  claramente  cuáles 
eran  las  obras  que  no  podia  efectuar  sin  reforzar  y  solidar  su 
casa,  cosa  que  ni  el  interesado  ni  el  Municipio  habian  sabido 
fijar:  que  éste  carecía  de  Ordenanzas  municipales,  norma  y 
pauta  del  modo  como  debían  presentarse  los  documentos  fa- 
cultativos para  permisos  de  obras,  opinando  por  ello  que  pro- 
cedía: primero,  alzar  el  embargo  de  las  que  efectuaba  Venta- 
lló ,  previniéndole ,  sin  embargo ,  que  antes  de  terminarlas 
debería  haber  presentado  al  Ayuntamiento,  á  los  debidos  efec- 
tos y  formalidades  de  Archivo  municipal,  los  planos  duplica- 
dos que  enumera;  segundo,  que  éste  podia  imponerle  la  pena 
ó  multa  que  creyese  haber  lugar  en  virtud  de  la  infracción 
cometida  en  la  altura  ó  disminución  del  antepecho  de  ventana 
en  el  piso  bajo;  y  que  al  objeto  de  precaver  el  citado  Munici- 
pio cuestiones  de  esta  índole  dispusiese  se  efectuara  el  estu- 
dio de  rectificación  de  alineación  de  las  calles  que  por  sus 
circunstancias  especiales  lo  exigiesen,  así  como  también  la 
redacción  facultativa  de  unas  Ordenanzas  municipales  para 
el  ramo  de  obras  urbanas: 

Resultando  que  en  su  virtud  la  Comisión  provincial  en  20 
de  Enero  de  1872,  fundada  sustancialmente  en  los  motivos  ex- 
puestos en  el  anterior  informe,  dispuso  quedara  sin  efecto  la 
{providencia  del  Ayuntamiento  de  Tarrasa,  reservando  á  éste 
a  facultad  de  exigir  k  Ventalló  nuevos  planos  que  represen- 
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taran  debidamente  el  estado  de  la  fachada  al  tiempo  de  soli- 
citar el  permiso,  las  obras  que  llevaba  hechas  y  las  que  pre- 
tendiese hacer,  pudiendo  imponerle  la  pena  á  que  hubiese  lu~ 
gar  por  las  extralimitaciones  del  permiso  que  se  le  concedió, 
al  cual  debería  someterse  rigurosamente,  Ínterin  á  su  instancia 
no  le  otorgase  otro  nuevo: 

Resultando  que  D.  Domingo  Ventalla  dirigió  una  solicitud 
á  la  Diputación  quejándose  de  que  el  Ayuntamiento  no  habia 
alzado  desde  luego  la  suspensión  de  la  obra,  pero  le  fué  des- 
estimada en  15  de  Marzo  diciéndole  á  aquel  que  luego  de  en- 
tregados los  planos  acordase  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  20  de 
Enero:  * 

Resultando  que  en  27  de  Febrero  siguiente  presentó  Don 
Domingo  Ventalló  demanda  contencioso-ad.ninistrativa  antp 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  pi- 
diendo se  dejasen  sin  efecto  las  reservas  hechas  por  la  Comi- 
sión provincial  para  que  el  Ayuntamiento  pudiera  exigir  nue- 
vos planos  é  imponerle  una  pena,  y  que  se  declarase  respon- 
sables personalmente  á  los  Vocales  del  mismo  que  tomaron  el 
acuerdo  de  3  de  Setiembre  de  1871  de  los  daños  y  perjuicios 
sufridos  y  que  sufriese  á  consecuencia  de  1%  suspensión  de  las 
obras,  fijándose  el  importe  de  los  mismos  en  la  cantidad  que 
resultaría  de  las  pruebas  hacederas,  exponiendo  para  ello  las 
razones  que  juzgó  oportunas: 

Resultando  que  emplazado  el  Ayuntamiento  de  Tarrasa 
contestó  la  demanda  pidiendo  se  le  absolviese  de  ella  impo- 
niendo perpetuo  silencio  á  su  autor  y  las  costas  por  su  notoria 
falta  de  derecho,  tratándose  como  demandada  una  Corporación 
popular  cuyos  fondos  eran  del  común;  refutando  las  alega- 
ciones expuestas  de  contrario  y  manifestando  además  que  no 
procedia  la  demanda  en  la  vía  contencioso-administrativa  por 
no  recaer  contra  providencia  definitiva  y  por  no  existir  lesión 
alguna  en  un  dereoho  civil:  que  la  materia  objeto  del  debate 
estaba  comprendida  en  el  concepto  administrativo  policia  ur- 
bana, y  como  á  tal,  sujeto  á  la  apreciación  exclusiva  de  la  Ad- 
ministración local,  salvos  los  recursos  legales: 

Resultando  que  emplazado  asimismo  el  Ministerio  fiscal, 
apoyó  la  anterior  petición;  y  presentados  los  escritos  de  ré- 
plica y  duplica,  se  dictó  sentencia  por  la  referida  Sala  en  1.° 
de  Abril  de  1873,  declarándose  competente  para  resolver  sobre 
la  demanda  de  que  se  trata,  revocando  el  acuerdo  de  la  Comi- 
sión provincial  de  20  de  Enero  de  1872,  en  cuanto  por  él  se 
reservó  al  Ayuntamiento  la  facultad  de,  exigir  á  Ventalló  nue- 
vos planos  y  de  imponerle  una  pena  por  las  extralimitaciones 
del  permiso  que  se  le  concedió,  y  absolviendo  al  Ayuntamiento 
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de  la  demanda  de  perjuicios  entablada  por  el  mismo  Ventalle' 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo 
en  virtud  de  los  recursos  de  apelación  interpuestos  por  el  Fis- 
cal y  el  Ayuntamiento  y  además  el  de  nulidad  por  este  último, 
como  no  compareciese  á  sostenerlos  en  el  tiempo  marcado 

{>ara  ello,  le  acusó  la  rebeldía  D.  Domingo  Ventalló,  y  la  Sala 
a  hubo  por  acusada  á  pesar  de  oponerse  á  ello  el  Ministerio 
fiscal  mandando  se  entendiesen  las  notificaciones  con  los  es- 
trados y  que  se  librase  carta  orden  para  hacerlo  saber  como 
tuvo  efecto: 

Resultandb  que  al  mejorar  su  ablación  dicho  Ministerio 
fiscal  pidió  que  con  revocación  del  fallo  apelado  se  sirviese  la 
Sala  declarar  improcedente  la  vía  contencioso-administrativa, 
y  si  á  esto  no  hubiese  lugar,  que  confirmase  la  resolución  gu- 
bernativa en  la  parte  contra  que  se  reclama;  fundándose  en 
que  es  un  principio  jurídico,  sancionado  por  la  jurispruden- 
cia, que  las  reservas  de  un  derecho  no  conceden  ninguno  míe 
no  se  tenga,  estando  limitados  el  valor  y  significacioif  de  las 
mismas  á  dejar  á  salvo,  sin  reconocerlos,  ni  menos  prejuzgar- 
los, los  que  puedan  asistir  á  la  parte  á  cuyo  favor  aquellas  se 
consignan;  en  que  la  facultad  de  obligar  á  que  se  presenten 
planos  en  debida  forma  de  los  proyectos  de  obras  que  requie- 
ren autorización  previa,  así  como  la  facultad  de  corregir  los 
abusos  ó  extralimitaciones  del  permiso  obtenido,  corresponden 
á  la  potestad  discrecional  de  la  Administración  en  sus  distintas 
esferas:  que  aun  en  el  supuesto  de  que  las  reservas  á  favor  del 
Ayuntamiento  de  Tarrasa  no  tuviesen  el  carácter  iniciado,  y 
ue  el  mismo  hubiese  hecho  uso  de  las  facultades  á  que  aque- 
as  se  referían,  estos  actos  no  serian  susceptibles  de  impug- 
nación contenciosa,  sin  que  pueda  servir  de  fundamento  con- 
trario el  que  el  interesado  presentó  planos  y  obtuvo  licencia, 
toda  vez  que  según  el  parecer  unánime  de  los  Arquitectos, 
dichos  planos  eran  muy  defectuosos,  y  las  obras  no  se  habían 
ajustado  estrictamente  á  las  condiciones  con  que  se  concedió 
el  permiso: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Manuel  de  Elias  se  pre- 
sentó en  los  autos  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Domingo  Ven- 
talló y  Llobateras,  y  que  teniéndolo  por  papte  contestó  al 
anterior  escrito  solicitando  la  confirmación  de  la  sentencia 
apelada  en  los  extremos  que  contiene,  y  que  se  adicione  ó 
revoque  en  cuanto  por  ella  no  se  impone  al  Ayuntamiento  y 
á  todos  y  cada  uno  de  los  individuos  responsables  la  indemni- 
zación de  perjuicios  que  con  mala  fé  é  intención  dañada  le 
han  causado;  exponiendo  para  ello  que  la  aprobación  de  unos 
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plano^por  parte  de  un  Ayuntamiento,  y  el  permiso  dado  para 
la  ejecución  de  unas  obras,  encierra  un  verdadero  cuasi  con- 
trato para  todos  los  efectos  civiles  y  las  recíprocas  obligacio- 
nes entre  el  mismo  y  el  que  ha  solicitado  el  permiso:  que  la 
alteración  de  ese  cuasi  contrato,  cuando  á  ello  pudiera  haber 
lugar,  no  puede  acordarse  con  arreglo  á  derecho,  sino  con  el 
asentimiento  de  las  dos  partes,  á  la  justa  indemnización  de 

Juien  por  culpa  de  otra  de  ellas  ha  de  sufrir  las  consecuencias 
e  esta  variación:  que  la  facultad  concedida  á  uno  para  usar 
de  un  derecho,  no  es  la  reserva  de  este  derecho,  ó  sea  la  po- 
sibilidad de  discutirlo  y  obtener  en  su  dia  el  reconocimiento, 
sino  la  declaración  terminante  que  tiene  el  carácter  de  reso- 
lución definitiva:  que  la  discusión  y  resolución  de  un  punto 
notoriamente  accesorio,  no  puede  de  modo  alguno  ser  base  ó 
motivo  de  la  apreciación  y  fallo  del  punto  principal ;  y  que 
quien  procede  por  culpa  ó  intención  dañada  es  responsable  de 
los  daños  y  perjuicios  que  causa,  cuya  responsabilidad  alcan- 
za á  los  individuos  de  los  Ayuntamientos  con  arreglo  al  ar- 
tículo 169  de  la  ley,  pretendiendo  por  un  otrosí  que  se  man- 
dase llevar  á  efecto  la  sentencia  en  cuanto  á  levantar  la  sus- 
pensión de  las  obras,  sobre  lo  que  se  reservó  la  Sala  proveer 
en  definitiva. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León  Ro- 
mero. 

Considerando  que  según  el  caso  5.°  del  art.  78  de  la  Ley 
municipal  de  1868,  reproducida  en  la  de  Agosto  de  1870,  es 
de  la  atribución  de  los  Ayuntamientos  todo  lo  concerniente  ¿ 
policía  urbana  y  rural ,  dictando  al  efecto  los  Alcaldes  los 
oaados  y  disposiciones  que  tuviesen  por  conveniente,  confor- 
me á  las  Ordenanzas  y  resoluciones  generales  de  los  Ayun- 
tamientos en  la  materia: 

Considerando  que  por  el  182  los  particulares  que  se  crean 
perjudicados  en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos,  haya  sido  ó  no  suspendida  su  ejecución  pue- 
den reclamar  contra  ellos  mediante  demanda  ante  Juez  ó  Tri- 
bunal competente ,  según  lo  que ,  atendida  la  -naturaleza  del 
asunto,*  dispongan  las  leyes: 

Considerando  que  igual  disposición  está  consignada  en  el 
artículo  51  de  la  Ley  provincial  de  la  misma  fecha  para  los 
acuerdos  de  las  Diputaciones  para  los  particulares  que  se  crean 
perjudicados: 

Considerando  que  la  resolución  del  Ayuntamiento  de  Tar- 
rasa  sobre  la  obra  que  en  casa  de  su  propiedad  ejecutaba  Don 
Domingo  Ventalle  era  de  policía  urbana,  y  creyéndose  perju- 
dicado por  ella,  en  primer  término  apeló  á  la  Diputación  pro- 
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de  la  demanda  de  perjuicios  entablada  por  el  mismo  Ventalló* 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo 
en  virtud  de  los  recursos  de  apelación  interpuestos  por  el  Fis- 
cal y  el  Ayuntamiento  y  además  el  de  nulidad  por  este  último, 
como  no  compareciese  á  sostenerlos  en  el   tiempo  marcado 

f>ara  ello,  le  acusó  la  rebeldía  D.  Domingo  Ventalló,  y  la  Sala 
a  hubo  por  acusada  á  pesar  de  oponerse  á  ello  el  Ministerio 
fiscal  mandando  se  entendiesen  las  notificaciones  con  los  es- 
trados y  que  se  librase  carta  orden  para  hacerlo  saber  como 
tuvo  efecto: 

Resultandb  que  al  mejorar  su  ablación  dicho  Ministerio 
fiscal  pidió  que  con  revocación  del  fallo  apelado  se  sirviese  la 
Sala  declarar  improcedente  la  vía  contencioso-administrativa. 
y  si  á  esto  no  hubiese  lugar,  que  confirmase  la  resolución  gu- 
bernativa en  la  parte  contra  que  se  reclama;  fundándose  en 
que  es  un  principio  jurídico,  sancionado  por  la  jurispruden- 
cia, que  las  reservas  de  un  derecho  no  conceden  ninguno  aue 
no  se  tenga,  estando  limitados  el  valor  y  significacioif  de  las 
mismas  á  dejar  á  salvo,  sin  reconocerlos,  ni  menos  prejuzgar- 
los, los  que  puedan  asistir  á  la  parte  á  cuyo  favor  aquellas  se 
consignan;  en  que  la  facultad  de  obligar  á  que  se  presenten 
planos  en  debida  forma  de  los  proyectos  de  obras  que  requie- 
ren autorización  previa,  así  como  la  facultad  de  corregir  los 
abusos  ó  extralimitaciones  del  permiso  obtenido,  corresponden 
á  la  potestad  discrecional  de  la  Administración  en  sus  distintas 
esferas:  que  aun  en  el  supuesto  de  que  las  reservas  á  favor  del 
Ayuntamiento  de  Tarrasa  no  tuviesen  el  carácter  iniciado,  y 
aue  el  mismo  hubiese  hecho  uso  de  las  facultades  á  que  aque- 
llas se  referían,  estos  actos  no  serian  susceptibles  de  impug- 
nación contenciosa,  sin  que  pueda  servir  de  fundamento  con- 
trario el  que  el  interesado  presentó  planos  y  obtuvo  licencia, 
toda  vez  que  según  el  parecer  unánime  de  los  Arquitectos, 
dichos  planos  eran  muy  defectuosos,  y  las  obras  no  se  habían 
ajustado  estrictamente  á  las  condiciones  con  que  se  concedió 
el  permiso: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Manuel  de  Elias  se  pre- 
sentó en  los  autos  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Domingo  Ven- 
talló y  Llobateras,  y  que  teniéndolo  por  papte  contestó  al 
anterior  escrito  solicitando  la  confirmación  de  la  sentencia 
apelada  en  los  extremos  que  contiene ,  y  que  se  adicione  ó 
revoque  en  cuanto  por  ella  no  se  impone  al  Ayuntamiento  y 
á  todos  y  cada  uno  de  los  individuos  responsables  la  indemni- 
zación de  perjuicios  que  con  mala  fé  é  intención  dañada  le 
han  causado;  exponiendo  para  ello  que  la  aprobación  de  unos 
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nlanosj  por  pa*te  de  un  Ayuntamiento,  y  el  permiso  dado  para 
la  ejecución  de  unas  obras,  encierra  un  verdadero  cuasi  con- 
trato para  todos  los  efectos  civiles  y  las  recíprocas  obligacio- 
nes entre  el  mismo  y  el  que  ha  solicitado  el  permiso:  que  la 
alteración  de  ese  cuasi  contrato,  cuando  á  ello  pudiera  haber 
lagar,  no  puede  acordarse  con  arreglo  á  derecho,  sino  con  el 
asentimiento  de  las  dos  partes,  á  la  justa  indemnización  de 

3uien  por  culpa  de  otra  de  ellas  ha  de  sufrirlas  consecuencias 
e  esta  variación:  que  la  facultad  concedida  á  uno  para  usar 
de  un  derecho,  no  es  la  reserva  de  este  derecho,  ó  sea  la  po- 
sibilidad de  discutirlo  y  obtener  en  su  dia  el  reconocimiento, 
sino  la  declaración  terminante  que  tiene  el  carácter  de  reso- 
lución definitiva:  que  la  discusión  y  resolución  de  un  punto 
notoriamente  accesorio,  no  puede  de  modo  alguno  ser  base  ó 
motivo  de  la  apreciación  y  fallo  del  punto  principal ;  y  que 
quien  procede  por  culpa  ó  intención  dañada  es  responsable  de 
los  daños  y  perjuicios  que  causa,  cuya  responsabilidad  alcan- 
za á  los  individuos  de  los  Ayuntamientos  con  arreglo  al  ar- 
tículo 169  de  la  ley,  pretendiendo  por  un  otrosí  que  se  man- 
dase llevar  á  efecto  la  sentencia  en  cuanto  á  levantar  la  sus- 
pensión de  las  obras,  sobre  lo  que  se  reservó  la  Sala  proveer 
en  definitiva. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León  Ro- 
mero. 

Considerando  que  según  el  caso  5.°  del  art.  78  de  la  Ley 
municipal  de  1868,  reproducida  en  la  de  Agosto  de  1870,  es 
de  la  atribución  de  los  Ayuntamientos  todo  lo  concerniente  ¿ 
policía  urbana  y  rural ,  dictando  al  efecto  los  Alcaldes  los 
bandos  y  disposiciones  que  tuviesen  por  conveniente,  confor- 
me á  las  Ordenanzas  y  resoluciones  generales  de  los  Ayun- 
tamientos en  la  materia: 

Considerando  que  por  el  182  los  particulares  que  se  crean 
perjudicados  en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos,  haya  sido  ó  no  suspendida  su  ejecución  pue- 
den reclamar  contra  ellos  mediante  demanda  ante  Juez  ó  Tri- 
bunal competente ,  según  lo  que ,  atendida  la  naturaleza  del 
asunto,*  dispongan  las  leyes: 

Considerando  que  igual  disposición  está  consignada  en  el 
artículo  51  déla  Ley  provincial  de  la  misma  fecha  para  los 
acuerdos  de  las  Diputaciones  para  los  particulares  que  se  crean 
perjudicados: 

Considerando  que  la  resolución  del  Ayuntamiento  de  Tar- 
rasa  sobre  la  obra  que  en  casa  de  su  propiedad  ejecutaba  Don 
Domingo  Ventalle  era  de  policía  urbana,  y  creyéndose  perju- 
dicado por  ella,  en  primer  término  apeló  á  la  Diputación  pro- 


216  TRIBUNAL   SUPREMO. 

vincial,  pudiendo  después,  como  lo  hizo,  preponerla  demanda 
contencioso-administrativa  en  conformidad  á  los  artículos  ci- 
tados : 

Considerando  que  la  reserva  que  la  Comisión  de  Ja  Dipu- 
tación provincial  hizo  al  Ayuntamiento  era  determinada  y 
concreta,  teniendo  el  carácter  de  definitiva,  cual  lo  demuestra 
la  resolución  posterior  dada  por  dicha  Comisión  al  quejarse 
Ventalló  porque  el  Ayuntamiento  no  le  permitía  continuar  la 
obra: 

Considerando  que  admitidos  y  aprobados  por  el  Ayunta- 
miento los  planos  duplicados  que  presentó  Ventalló  para  hacer 
la  obra  de  reparación  en  su  casa  ya  no  le  era  permitida  á  di- 
cha Corporación  obligarle  á  presentar  otros,  cuando  en  virtud 
al  derecho  que  dicha  concesión  le  daba  estaba  emprendida 
la  obra: 

Considerando  que  ínterin  la  misma  no  esté  terminada,  ó 
resulte  por  declaración  ó  refeonocimiento  de  los  peritos  que  en 
la  ejecución  se  cometen  extralimitaciones,  separándose  de  los 
planos  presentados  y  de  la  concesión  otorgada,  no  puede  el 
Ayuntamiento  usar  de  los  derechos  que  las  leyes  y  Ordenan- 
zas le  conceden: 

Considerando  que  aunque  por  el  art.  169  de  la  Ley  muni- 
cipal los  Ayuntamientos  y  Comisiones  provinciales  son  perso- 
nalmente responsables  de  los  daños  y  perjuicios  indebidamente 
originados  por  la  ejecución  y  suspensión  de  los  acuerdos  de 
aquellas  Corporaciones,  en  el  caso  de  autos  no  puede  decirse 
que  indebidamente  procedieron,  ni  mucho  menos  por  dolo  ni 
mala  fé,  sino  en  la  persuasión,  aunque  equivocada,  de  que  la 
ley  para  ello  les  autorizaba;  ¥ 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  senten- 
cia pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona,  por  la  que  declaró  sin  efecto  la  resolución 
de  la  Comisión  provincial  dé  dicha  ciudad,  reservando  al 
Ayuntamiento  de  Tarrasa  su  derecho  para  hacer  que  D.  Do- 
mingo Ventalló  presentase  nuevos  planos ,  y  le  impusiese  la 
multa  que  creyere  conveniente  por  la  extralimitacion  de  la 
obra  que  estaba  verificando,  y  absolvió  á  dicho  Ayuntamiento 
de  la  demanda  que  pidiendo  daños  y  perjuicios,  intecpuso 
Ventalló  en  el  escrito  de  réplica. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  los  autos  ori- 
ginales á  la  referida  Sala  sentenciadora,  pon  la  certificación 
correspondiente,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.— 
Juan  González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  = 
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Juan  Jiménez  Cuenca. —Manuel  Leon.=Manuel  Alraonací  y 
Mora. = Francisco  Armaste. = Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación. 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Manuel  León  Romero,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  8  de 
Octubre  de  1874. =Enrique  Medina. 

Nüm.  33. 
PROCEDENCIA. 


Abono  de  ciertos  créditos  procedentes  de  daños  causados  por 
los  facciosos  durante  la  anterior  Guerra  civil. — Senten- 

f  cía  de  10  deOtubre,  declarando  improcedente  la  vía  conten- 
ciosa, y  que  no  há'  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
propuesto  por  D.  Domingo  Ripoll,  contra  la  orden  ministerial 
de  24  de  Junio  de  1873. 

En  sus  noNSTDRR.KNDOs  se  estableen: 

Que  la  ley  de  19  de  Julio  de  1869  sobre  caducidad  de  los 
créditos  contra  la  Hacienda  prescribe  en  su  art.  18  que  de  las 
resoluciones  del  Ministro  de  Hacienda  confirmatorias  de  los 
acuerdos  de  la  Junta  de  la  Deuda,  relativos  a  la  caducidad  de 
los  expresados  créditos,  podra  reclamarse  ante  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  en  vía  contenciosa  en  el  término  de  tres  meses, 
contados  desde  la  fecha  en  que  se  notifique  al  interesado . 

En  la  villa  de  Madrid,  á  10  de  Octubre  de  1874,  en  los 
autos  pendientes  ante  la  Sala,  sobre  procedencia  de  la  via 
contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Li- 
cenciado D.  Mariano  Muñoz  Herrera,  á  nombre  y  con  poder 
de  D.  Domingo  Ripoll,  contra  la  Administración  general  del 
Estado,  representaaa  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación 
de  la  orden  ministerial  de  24  de  Junio  de  1873,  que  declaró 
incursos  en  caducida  ciertos  créditos  reclamados  como  proce- 
dentes de  daños  causados  por  los  facciosos  durante  la  anterior 
Guerra  civil: 

Resultando  que  en  las  Gacetas  oficiales  correspondientes  á 
los  dias  10  y  11  de  Febrero  de  1870  se  insertó  un  anuncio 
acompañado  de  relaoion  de  los  interesados  acreedores  al  Esta- 
do por  indemnización  de  los  daños  causados  por  los  facciosos 
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durante  la  anterior  Guerra  civil ,  cuyos  créditos  fueron  reco- 
nocidos por  Reales  órdenes,  llamándolos  para  que  se  presen- 
tasen á  reclamarlos  en  el  término  de  un  año,  á  contar  desde 
su  publicación  en  dicho  periódico  oficial  con  presentación  de 
los  documentos  que 'acreditasen  su  derecho,  en  la  inteligencia 
de  que  pasado  dicho  término  sin  verificarlo,  incurrirían  en  la 
pena  de  caducidad,  con  arreglo  alo  dispuesto  en  el  art.  3.° de 
la  ley  de  19  de  Julio  y  25  de  la  instrucción  de  8  de  Diciembre 
del  año  próximo  anterior: 

Resultando  que  en  3  de  Marzo  de  1871,  D.  Mariano  Muñoz, 
como  apoderado  de  D.  Domingo  Ripoll,  vecino  de  Alcalá  de 
Chisvert,  en  la  provincia  de  Castellón,  solicitó  se  le  abonasen 
los  créditos  de  que  el  mismo  era  dueño  en  conformidad  al 
anuncio  antes  expresado;  y  con  noticia  de  que  aquellos  se 
consideraban  caducados,  pretendió  se  le  dispensara  el  corto 
tiempo  de  ocho  dias  en  razón  á  que  el  referido,  como  militar, 
no  habia  tenido  ocasión  de  leer  las  órdenes  que  en  lo  civil 
aparecian  en  la  Gaceta,  y  que  por  lo  mismo  las  leyes  los  equi- 
paraban en  muchos  casos  á  los  menores: 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente  con  tal 
motivo,  consideró  el  Fiscal  de  la  Deuda  que  tal  alegación 
debia  ser  aprobada  por  la  Junta ,  la  cual  declaró  incursos  en 
caducidad  los  mencionados  créditos;  mas  interpuesta  apelación 
para  ante  el  Ministro  de  dicha  resolución,  oiaa  la  Sección  de 
Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  se  dictó  una  orden 
por  el  Gobierno  de  la  República  en  24  de  Junio  de  1873  con- 
firmando aquel  acuerdo: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden,  y  en  10  de  No- 
viembre posterior,  presentó  demanda  contencioso-administra- 
tiva  en  este  Tribunal  Supremo  D.  Domingo  Ripoll,  represen- 
tado por  el  Licenciado  1).  Mariano  Muñoz  Herrera,  pidiendo 
su  revocación  y  que  se  declare  firme  y  subsistente  su  derecho 
para  reclamar  y  recibir  del  Estado  los  mencionados  créditos, 
alegando  para  ello  lo  que  tuvo  por  conveniente: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto 
á  la  admisión  de  la  demanda  en  escrito  de  16  de  Setiembre 
último,  fundado  en  que  la  resolución  reclamada  se  notificó  al 
apoderado  del  demandante  en  30  de  Julio  de  1873,  y  siendo  de 
tres  meses  el  plazo  establecido  por  el  art.  18  de  la  Ley  de  ca- 
ducidad de  créditos  contra  el  Estado  para  reclamar  en  via 
contenciosa  contra  las  resoluciones  que  en  esta  materia  dicte 
el  Ministro  de  Hacienda,  era  visto  que  aquella  estaba  presen- 
tada fuera  del  térmido  legal:  en  cuyo  estado  se  mandaron 
poner  los  autos  de  manifiesto  por  término  de  tercero  dia  á  la 
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parte  demandante  al  sólo  efecto  de  instrucción  del  expresado 
escrito  fiscal,  y  así  tuvo  efecto. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Arinesto. 

Considerando  que  la  ley  de  19  de  Julio  de  1869  sobre  ca- 
ducidad de  los  créditos  contra  la  Hacienda  prescribe  en  su  ar- 
tículo 18  que  de  las  resoluciones  del  Ministro  de  Hacienda 
confirmatorias  de  los  acuerdos  de  la  Junta  de  la  Deuda,  re- 
lativos á  la  caducidad  de  los  expresados  créditos,  podrá  recla- 
marse ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  vía  contenciosa 
en  el  término  de  tres  meses,  contados  desde  la  fecha  tu  que 
se  notifique  al  interesado: 

Considerando  que  notificada  la  orden  reclamada  al  apode- 
rado de  D.  Domingo  Ripoll  en  30  de  Julio  de  1873,  no  fué 
presentada  la  demanda  contencioso-administrativa  en  este  Tri- 
bunal Supremo  hasta  10  de  Noviembre  siguiente  fuera  del 
término  fatal  é  improrogable  de  los  tres  meses  prefijados  por 
la  mencionada  ley; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de 
la  demanda  propuesta  á  nombre  de  D.  Domingo  Ripoll  contra 
la  orden  ministerial  de  24  de  Junio  de  1873. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna  certi- 
ficación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  José  María 
Herreros  de  Tejada. =Juan  Jiménez  Cuenca.  =Manuel  Leon.= 
Manuel  Almonací  y  Mora. = Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez 
Mondragon.  =  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  ^anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Francisco  Armesto,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 
que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  10  de  Octu- 
bre de  1874.=Enrique  Medina. 
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á  la  Dirección  de  Obras  públicas  expresando  que  extraoficial  - 
mente  habia  sabido  la  concesión  hecha  á  aquella  Compañía, 
la  cual  era  posible  que  prejuzgase  una  pretensión  suya  aná- 
loga, y  pedia  que  se  le  permitiese  examinar  el  expediente  en 
que  constaba: 

Resultando  que  exhibido  en  efecto  dicho  expediente ,  pidió 
al  Ministro  del  ramo  en  10  de  Octubre  de  1873  se  declarase 
que  la  orden  de  12  de  Abril  citada  no  concede  directa  ni  in- 
directamente ningún  derecho  ni  posibilidad  de  adquirirlo  en 
virtud  de  la  misma  orden  á  la  referida  Compañía,  tanto  sobre 
la  faja  del  muelle  de  cinco  metros  de  ancho  inmediata  á  la 
arista  interior  del  mismo,  cuanto  á  les  otros  espacios  que  él 
habia  perdido;  pues  que  la  concesión  se  habia  hecho  con  su- 
jeción al  proyecto  presentado,  del  cual  y  de  aquella  orden  so- 
licitaba se  le  facilitase  copia  fehaciente;  y  que  en  27  del  mismo 
mes  recayó  un  Visto  como  resolución  á  la  anterior  instancia: 

Resultando  que  en  11  del  referido  mes  y  año  el  Dr.  D.  Ma- 
riano Vergara  presentó  demanda  en  este  Tribunal  Supremo 
pidiendo  que  se  le  ad  nitiese,  y  en  su  dia  se  declare  nula  la 
precitada  orden  de  12  de  Abril,  y  vivo  y  subsistente  el  dere- 
cho que  adquirió  con  lsu  presentación  de  sus  solicitudes  en  5  de 
Abril  y  5  de  Setiembre  de  1872  para  que  se  le  concedan,  con 
arreglo  á  la  legislación  vigente,  las  líneas  forreas  inmediatas 
ala  arista  interior  del  muelle  de  costa  del  puerto  de  Cartagena, 
enteramente  separadas  y  distintas  de  las  vías  cercanas  á  la 
arista  exterior  solicitada  por  la  referida  empresa,  fundándose 
en  que  lastimando  derechos  6  intereses  privados  puede  recur- 
rirse  en  vía  contencioso-administrativa  por  el  particular  que 
en  aquellos  haya  sufrido  perjuicio: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase 
improcedente  la  vía  contenciosa  é  inadmisible  la  demanda, 
fundándose  en  que  era  quimérico  el  temor  abrigado  por  el 
recurrente  de  que  de  una# manera  directa  se  haya  resuelto  su 
pretensión  objeto  de  otro*  expediente,  porque  las  cuestiones 
eran  distintas  é  independientes,  y  nada  tenian  que  ver  entre 
sí,  como  que  se  refieren  á  diversos  parajes  y  servicios,  no  pu- 
diendo  la  empresa  modificar  el  emplazamiento  de  las  vías  de 
carga  y  descarga  sin  obtener  previamente  autorización  del  Go- 
bierno: que  haria  respetar  el  derecho  de  otros  concesionarios 
ó  peticionarios,  y  que  reconociendo  el  recurrente  que  el  esta- 
blecimiento de  esas  vías  se  ha  de  hacer  con  sujeción  al  pro- 
yecto presentado,  era  indudable  que  obedecía  su  pretensión  á 
una  cabilosidad,  y  ningún  agravio  le  infiere  la  resolución  re- 
clamada: que  la  declaración  de  nulidad  de  ésta  que  también 
^licita  no  puede  tratarse  en  yía  contenciosa  porque  rio  ha  sido 


222  TRIBUNAL   SUPREMO. 

objeto  de  examen  en  la  gubernativa,  toda  vez  que  no  se  le 
ha  negado  su  derecho,  ni  nada  se  ha  resuelto  todavía,  y  cuando 
reconoce  que  las  lineas  que  tiene  pedidas  y  las  otorgadas  á  la 
Compañía  son  distintas:  que  no  procede  tampoco  la  vía  con- 
tenciosa, porque  no  se  le  ha  comunicado  ni  ha  pedido  que  se 
le  haga  saber  la  resolución  que  recayó  á  su  exposición  de  10 
de  Octubre  del  año  último,  en  la  que  se  pedia  aclaración  de  la 
orden  reclamada;  y  que  en  la  hipótesis  de  que  hubiera  lugar 
al  recurso,  no  sólo  por  perjuicios  reales  y  positivos,  sino  por 
los  inciertos  y  eventuales,  no  procedería  tampoco,  puesto  que 
ni  directa  ni  indirectamente  se  ha  lastimado  derecho  algunt 
preexistente.  m 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  la  vía  contenciosa  no  procede  mientras 
no  exista  un  derecho  preexistente  que  haya  sido  lesionado  por 
la  Administración: 

Considerando  que  D.  Mariano  Yergara  no  tenia  derecho 
alguno  preexistente  sobre  los  terrenos  concedidos  á  la  Com- 
pañía de  ferro-carriles  de  Madrid,  á  Zaragoza  y  Alicante  para 
establecer  vías  de  carga  y  descarga  eji  el  muelle  del  Estado 
de  Cartagena,  que  es  el  punto  resuelto  en  la  orden  reclamada: 

Considerando  que,  aunque  se  suponga  que  por  el  hecho  de 
haber  presentado  Vergara  su  pretensión  pidiendo  se  le  per- 
mita establecer  una  vía  férrea  junto  á  la  arista  interior  del 
muelle  en  los  terrenos  que  se  ganen  al  mar  para  el  servicio 
los  almacenes  que  se  construyan  sobre  esos  terrenos  y  en  ese 
sitio,  y  para  ese  servicio,  no  está  hecha  la  concesión  ala  Com- 
pañía ya  mencionada,  según  resulta  de  la  Memoria  y  plano 
presentados  por  la  misma,  en  conformidad  de  los  cuales,  con 
sujeción  á  ellos  y  no  en  otra  forma  se  ha  dado  aquella: 

Y  considerando  que  si  esto  es  así,  como  reconoce  el  mismo 
recurrente  en  la  exposición  que  hizo  para  que  se  aclarase  di- 
cha concesión,  ésta  no  necesita  aclamación  alguna,  porque  es 
de  suyo  muy  clara  y  concreta,  de  lo  cual  hay  que  inferir  que 
sólo  un  temor  infundado  es  lo  que  ha  dado  lugar  á  la  demanda 
interpuesta;  pero  no*un  perjuicio  real  y  positivo  que  lastime 
ó  pueda  lastimar  un  derecho  preexistente,  base  necesaria  para 
deducir  esta  clase  de  recursos; 

Fallamos  que,  declarando  como  declaramos  improcedente 
la  vía  contenciosa,  no  há  lugar  á  la  demanda  formulada  por 
D.  Mariano  Vergara  contra  la  orden  de  12  de  Abril  de  1873 
que  ha  sido  reclamada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
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al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = Presidente 
accidental,  José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan  Jiménez 
Cuenca.  =  Manuel  León  y  Romero.  =  Manuel  Almonací  y 
Mora.  = Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez  Mondragon.==  Die- 
go Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del 
Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  ter- 
cera del  mismo,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  10  de  Octubre  de  1874.=Licen- 
ciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 


Nóm.  35. 
APELACIÓN. 


Exención  del  pago  de  contribución  industrial  y  recargo. — 
Sentencia  de  12  de  Octubre,  revocando  la  pronunciada  por 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  y  declarando 
haber  lu<2rar  á  la  excepción  perentoria  de  improcedencia  de 
la  demanda  propuesta  por  D.  Ricardo  Urioste. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  el  reglamento  general  para  la  cobranza  de  la  con- 
tribución industrial  aprobado  por  decreto  de  la  Regencia  del 
Reino  en  20  de  Marzo  de  1870  previene  en  su  art.  141  que  las 
resoluciones  de  las  Juntas  administrativas  causan  estado,  y  sólo 
son  reformables  ante  el  Tribunal  contencio$o-admin>strativo  del 
territorio,  debiendo  entablarse  el  recurso  en  su  caso  dentro  de 
los  treinta  dios,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notifica- 
ción, sustanciándose  con  arreglo  al  procedimiento  establecido 
para  los  negocios  contenciosos  de  la  Administración ,  como  lo 
previene  el  art.  146. 

2.°  Que  dicho  término  de  treinta  dios  es  por  su  naturaleza 
fatal  y  perentorio,  sin  que  se  pueda  coartar  ni  extender,  ni  ex- 
cluir  de  él  los  dias  festivos ,  según  el  art.  269  del  reglamento 
vigente,  por  cuanto  los  artículos  que  arreglan  el  procedimiento 
contencioso  y  excluyen  de  los  plazos  legales  aquellos  dias,  sólo 
tiene  aplicación  aí procedimiento  mismo,  el  cual  no  empieza 
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hasta  que  los  Tribunales  asumen  la  jurisdicción  pwra  conocer 
del  negocio;  y  esto  no  se  verifica  mientras  que  la  demanda  no 
se  presenta,  como  así  lo  tiene  establecido  la  jurisprudencia  sen- 
toda  por  el  Consejo  de  Estado  y  el  Tribunal  Supremo. 

3.°  Que  los  artículos  25  y  26  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  no  son  aplicables  a  los  negocios  contencioso-administralim 
que  se  rigen  por  una  legislación  especial,  y  por  la  jurispruden- 
cia establecida  anteriormente  por  el  Consejo  de  Estado  y  hoy 
por  el  Trihmal  Supremo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  12  de  Octubre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
grado  de  apelación,  seguidos  en  la  civil  de  la  Audiencia  de 
la  Corulla  entre  D.  Ricardo  Urioste  y  Várela  y  el  Ministerio 
fiscal,  sobre  exención  de  pago  de  contribución  industrial  y 
recargo,  interpuesta  por  el  último  de  la  sentencia  dictada  en  24 
de  Noviembre  de  1873,  por  la  que  se  declaró  á  Urioste  sujeto 
tan  sólo  al  pago  de  la  matrícula  como  comerciante,  y  al  del 
cuarto  trimestre  que  faltaba  que  realizar  del  año  económico 
de  1871  á  1872: 

Resultando  de  certificación  puesta  por  la  Administración 
de  Rentas  de  Pontevedra  que  D.  Ricardo  habia  introducido  á 
su  nombre,  como  consignatario  del  vapor  N.  Pérez,  para  re- 
mitir á  sus  verdaderos  dueños  desde  el  mes  de  Julio  de  1871 
hasta  26  de  Marzo  fiel  año  siguiente  diferentes  géneros;  y  que 
asimismo  desde  la  primera  fecha  embarcó,  como  lo  venia  ha- 
ciendo ya  en  concepto  de  tal  consignatario,  otra  porción  de 
efectos,  según  constaba  de  las  varias  carpetas  que  obraban 
en  aquella  dependencia: 

Resultando  de  otra  expedida  por  el  Ayuntamiento  de  Vi- 
llagarcía  como  la  anterior,  á  instancia  del  Investigador  de  la 
Administración,  que  el  vapor  mencionado  consignado  á  Urioste 
habia  efectuado  desde  1.°  de  Enero  de  1871  hasta  2  de  Mavo 
de  1872  veintiuna  entradas  en  aquel  puerto  píocedentes  de 
diferentes  puntos  de  la  Península: 

Resultando  que  el  mismo  Investigador  D.  Francisco  Rico 
García  se  constituyó  en  15  de  Enero  de  este  último  año  en 
casa  de  D.  Ricardo  Urioste,  el  cual  contestó  en  forma  de  de- 
claración á  las  preguntas  que  le  hizo  que  se  encontraba  esta- 
blecido en  la  enunciada  villa  de  Villagarcía,  como  comerciante 
que  admitía  ó  recibía  y  remitía  géneros  y  frutos  del  Reino  y 
extranjeros,  por  lo  cual  se  matriculó  y  estaba  comprendido  en 
esta  clase  para  despachar  toda  clase  de  buques,  bien  fuesen 
de  vapor  ó  de  vela:  que  sólo  despachaba  mensualmente  el 
vapor  Nicasio  Pérez-  que  hacia  la  carrera  entre  el  Ferrol  y 
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Sevilla;  pero  ninguno  otro  más  buque;  y  que  desde  luego  ce- 
baba en  la  industria  ó  concepto  por  que  se  hallaba  matriculado: 
Resultando  que  con  mérito  al  que  ofrecían  las  anteriores 
actuaciones,  presentó  denuncia  el  Investigador  al  Jefe  eco- 
nómico de  la  provincia,  fundándola  en  que  la  consignación  de 
buqueéque  ejercia  D.  Ricardo  Urioste  no  era  accidental,  puesto 
que  el  mismo  decia  que  como  consignatario  despachaba  una 
sola  vez  al  mes  el  vapor  Nicasio  Pérez:  que  entre  la  profesión 
de  comerciante  y  consignatario  habia  una  completa  diferen- 
cia, según  el  párrafo  primero  del  art.  61  de  las  Ordenanzas 
generales  de  Aduanas,  y  por  hallarse  comprendidos  en  la  ta- 
rifa segunda  unida  al  reglamento  de  20  de  pfarzo  de  1870  con 
el  número  20  y  22-2.°  respectivamente:  que  á  pesar  de  afirmar 
Urioste  que  al  establecerse  en  Villagarcía  se  matriculó  como 
comerciante,  y  en  cuya  clase  estaba  comprendido  para  despa- 
char toda  clase  de  buques,  no  aparecía  inscrito  en  la  matricula 
del  último  año  económico,  por  lo  que  habia  motivo  bastante 
para  suponerle  una  reconocida  mala  fé  para  defraudar  los  in- 
tereses del  Estado,  por  lo  cual  pidió  en  su  declaración  que  se 
hiciese  constar  cesaba  desde  luego  en  la  industria  ó  concepto 
por  <jue  se  hallaba  matriculado:  que  hasta  aquella  fecha  vino 
ejerciendo  las  dos  profesiones  de  comerciante  y  consignata- 
rio, defraudando  con  ello  los  intereses  de  la  Hacienda:  que  la 
Comisión  nombrada  para  la  comprobación  administrativa  que 
funcionó  en  Villagarcía  en  el  mes  de  Noviembre  de  1871 ,  ó 
no  quiso  ó  no  supo  descubrir  el  fraude  que  desde  1.°  de  Julio 
anterior  venia  cometiendo  dicho  interesado ;  y  que  el  Admi- 
nistrador de  la  Aduana  del  mismo  punto,  contra  lo  terminan- 
temente dispuesto  en  el  art.  61  de  las  Ordenanzas,  continuaba 
autorizándole  como  consignatario  de  buques  y  de  cargamen- 
tos: que  por  todo  lo  cual  pidió  que  fuese  inscrito  en  la  ma- 
trícula del  año  económico  de  1871  á  1872  por  los  conceptos 
de  comerciante,  núm.  22-2.°,  y  el  de  consignatario  de  buques 
de  vapor;  imponiéndole  además  como  pena  un  recargo  equi- 
valente al  total  importe  de  las  dos  cuotas  que  le  correspondía 
satisfacer  en  dicho  último  año  económico  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  Real  decreto  de  7  de  Febrero  de  1871: 

Resultando  que  D.  Ricardo  Urioste  presentó  una  solicitud 
para  que  se  le  absolviese  de  toda  pena,  aduciendo  con  tal 
motivo  las  razones  que  juzgó  oportunas;  y  pasado  el  expe- 
diente al  Negociado  respectivo,  emitió  su  dictamen  el  Jefe  de 
la  Sección;  por  lo  que  con  vista  de  todo  y  en  20  de  Junio  de 
1872,  la  Junta  administrativa  reprodujo  sustancialmente  las 
razones  expuestas  en  la  denuncia,  pidiendo  por  unanimidad 
que  se  impusiesen  al  industrial  D.  Ricardo  Urioste  por  la  de 
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comerciante  capitalista,  núm.  22-2.*  de  la  tarifa  segunda,  250 
pesetas;  por  la  de  consignatario  habitual  de  buques  de  vapor, 
número  20  de  la  misma  tarifa,  313  pesetas,  y  por  recargo  33 
pesetas  78  céntimos;  por  el  en  que  incurrió  por  la  defrauda- 
ción como  comerciante  capitalista  250  pesetas  y  por  la  de 
consignatario  habitual  de  buques  de  vapor  313  pesctdi,  que 
en  junto  componen  1.159  pesetas  78  céntimos;  todo  sin  per- 
juicio de  reservarle  su  derecho  para  reclamar  del  Alcalde  de 
Villagarcía  la  falta  que  le  imputaba  sobre  haber  sido  justa  ó 
injustamente  no  comprendido  en  la  matrícula  del  año  econó- 
mico de  1871  á  1872  por  los  conceptos  de  comerciante  y  con- 
signatario; y  que  á  los  empleados  de  la  Comisión  para  la 
comprobación  administrativa  que  funcionaron  en  Villagarcía 
en  Noviembre  de  1871 ,  se  les  condenara  en  las  dos  terceras 
partes  del  importe  de  los  recargos  impuestos  &  Urioste  por 
haber  tolerado  la  reconocida  ocultación,  mandando  dar  cuenta 
de  todo  á  la  Dirección  general  de  Contribuciones  y  demás 
Autoridades  económicas  á  quienes  correspondiese : 

Resultando  que  D.  Ricardo  Urioste  y  Várela  se  alzó  de  la 
anterior  resolución,  y  previo  el  depósito  que  marca  la  ley. 
formuló  en  19  de  Agosto  del  mismo  año  demanda  contencioso- 
administrativa  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la 
Coruña,  la  cual  no  fué  presentada  para  repartimiento  hasta 
el  22  siguiente,  según  consta  de  la  oportuna  nota  marginal, 
pidiendo  su  revocación  y  que  se  declarase  debia  ser  compren- 
dido sólo  en  la  tarifa  núm.  22-2.°,  como  también  que  no  le 
cabia  responsabilidad  por  descuidos  que  padeció  la  recauda- 
ción en  la  cobranza,  ni  por  la  omisión  que  la  Alcaldía  de 
Villagarcía  tuvo  en  darle  de  baja  contra  su  voluntad;  adu- 
ciendo en  su  apoyo,  entre  otras  razones,  que  como  comer- 
ciante que  remitía  ó  recibía^  compraba  ó  vendía  produetos  del 
Reino  ó  del  extranjero,  fuese  ó  no  consignatario  de  buques, 
venia  constando  como  matriculado  en  la  tarifa  y  cuota  que 
por  tal  concepto  y  base  de  población  le  correspondia :  aue  si 
no  pagó  el  cuarto  trimestre  de  contribución  del  año  último 
fué  porque  no  se  presentó  recaudador  k  cobrarlo,  según  cons- 
tantemente se  venia  practicando;  pero  de  ningún  modo  por- 
que se  hubiese  dado  de  baja,  ni  aun  hecho  indicación  en  este 
sentido : 

Resultando  que  reclamado  el  expediente  gubernativo  y 
dada  vista  del  mismo  al  Ministerio  fiscal,  éste  propuso  que  no 
fuera  admitida  la  demanda  por  haber  sido  interpuesta  fuera 
del  término  de  los  treinta  dias;  y  la  Sala,  habiéndola  admi- 
tido por  auto  de  20  de  Noviembre ,  confirió  traslado  de  ella  6 
dicho  Ministerio  fiscal: 
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Resultando  que  éste,  reproduciendo  como  excepción  pe- 
rentoria la  improcedencia  de  la  repetida  demanda,  pretendió 
que  se  confirmase  en  todas  sus  partes  el  acuerdo  de  la  Junta 
administrativa  de  Pontevedra,  manifestando  para  ello  que. 
según  ¿o  prescrito  en  el  art.  34  del  reglamento  de  20  de  Marzo 
de  1870,  las  cuotas  fijadas  á  las  industrias  comprendidas  en 
las  tarifas  2.a,  3.a,  4.a  y  5.a  se  devengan  con  separación,  aun- 
que se  ejerzan  dentro  de  un  mismo  local,  almacén  ó  tienda, 
y  que  se  consideran  como  defraudadores  de  la  .contribución 
industrial  y  de  comercio ,  según  los  artículos  120 ,  á  los  que 
ejerzan  cualquiera  profesión,  industria,  comercio,  arte  ú  oficio, 
sin  haber  presentado  previamente  la  debida  declaración  du- 
plicada, como  ocurría  en  el  presente  caso: 

Resultando  que  recibidos  los  autos  á  prueba,  presentó  el 
demandante  dos  recibos  talonarios  firmados  por  el  Delegado 
de  la  recaudación  D.  Manuel  Barreiro,  relativos  al  pago  de  la 
contribución  industrial  que  hizo  D.  Ricardo  Urioste  en  el  ter- 
cero y  cuarto  trimestre  del  año  económico  de  1870  á  1871, 
sin  expresar  el  concepto;  poniéndose  al  dorso  una  nota  fir- 
mada por  el  Recaudador  Barreiro,  que  dice:  <La  cantidad  que 
contienen  estos  dos  recibos  equivale  por  tres  trimestres.  •>  Una 
certificación  librada  por  el  Jefe  económico  de  la  provincia  de 
Pontevedra  en  24  de  Mayo  de  1871,  de  que  aparece  que  el 
D.  Ricardo  Urioste  se  hallaba  comprendido  bajo  la  tarifa  2.*, 
clase  1.a,  en  la  matrícula  del  año  económico  de  1870  k  1871 
por  la  industria  de  comerciante  que  recibe  géneros  y  produc- 
tos'extranjeros  y  del  Reino,  sean  ó  no  consignatarios  de 
buques: 

Resultando  que  á  instancia  del  mismo  interesado  declaró 
el  Recaudador  ü.  Luis  de  Dios  Villaverde  que  desde  el  año 
económico  de  1869  á  1870  venia  cobrando  en  unión  de  Don 
Manuel  Barreiro  la  contribución  industrial  del  distrito  de  Vi- 
Uagarcía;  y  no  recordaba  que  aquel  le  dijese  cosa  alguna  res- 
pecto á  que  se  le  cobrase  ó  dejase  de  coorar  algún  trimestre, 
ni  que  le  contestase  si  se  hallaba  ó  no  comprendido  en  la  lista 
de  contribuyentes,  ni  si  por  consiguiente  tenia  ó  nó  talón 
cubierto  que  entregarle;  pudiendo  sólo  asegurar  que  el  mismo 
venia  pagando  su  contribución  industrial  como  comerciante, 
sin  que  por  éste  ni  otro  concepto  se  hallase  adeudando  hasta 
entonces  cosa  alguna:  que  muy  bien  pudo  ser  un  hecho  cierto 
el  que  le  hubiese  dicho  no  le  cobraba  el  cuarto  trimestre  que 
indicaba,  si  no  tenia  talón  cubierto  para  entregarle  ni  apun- 
tado en  las  listas  cobratorias,  puesto  que  de  no  ser  así  se  en- 
contraría en  descubierto  de  ese  trimestre  y  nada  estaba  alen- 
dando: 
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Resultando  que  del  propio  modo  expuso  D.  Manuel  Novo 
Yalde  recordaba  haber  estado  presente  un  martes,  aunque  na 
su  fecha,  y  si  que  debió  ser  en  el  período  de  1871  á  1872,, 
oyendo  que  D.  Ricardo  Urioste  preguntó  al  Recaudador  de 
contribuciones  D.  Luis  de  Dios  si  tenia  para  él  el  talón  ó  re- 
cibo de  aquel  trimestre;  por  lo  que  revisó  sus  libros,  y  le  con- 
testó que  no  lo  encontraba  incluido  en  las  listas ,  ni  por  con- 
siguiente tenia  para  él  el  talón: 

Resultando  que  de  último  estado  presentó  una  certificación 
expedida  por  el  Ayuntamiento  de  Villagarcía  con  referencia  á 
la  documentación  relativa  á  matriculas  de  subsidio,  y  según 
la  cual  no  hay  dato  alguno  que  acredite  que  el  demandante 
haya  solicitado  ó  no  ser  baja  en  la  de  la  industria  que  se  pro- 
pusiera ejercer  en  el  año  económico  de  1871  á  1872;  recor- 
dando que  fué  inscrito  en  una  adicional  formada  para  el  de  70 
¿71  en  el  concepto  de  comerciantes  que  reciben  ó  remiten 
géneros,  sean  ó  no  consignatarios  de  buques:  que  este  docu- 
mento había  debido  remitirse  á  la  Administración  de  provin- 
cia para  su  aprobación ;  pero  no  podia  asegurar  si  allí  tuvo  ó 
no  curso,  ó  si  se  habia  devuelto  á  la  Municipalidad  por  no 
haber  sido  encontrado: 

Resultando  ^ue  concluso  el  término  de  prueba  en  24  de 
Noviembre  de  1873,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiepcia  de  la  Coruña,  en  la  que  haciendo  caso  omiso  de  la 
excepción  perentoria  opuesta  sobre  la  improcedencia  de  la  vía 
contencioso-adtninistrativa  y  nulidad  de  las  actuaciones,  re- 
vocó el  acuerdo  de  la  Junta  administrativa  de  la  provincia  de 
Pontevedra,  declarando  al  demandante  sujeto  tan  sólo  al  pago 
de  la  matrícula  2/,  núm.  22-2.°,  condenándole  al  pago  del 
cuarto  trimestre  que  faltaba  que  realizar  del  año  de  1871  á 
1872,  mandando  que  por  la  Autoridad  administrativa  se  prac- 
ticasen las  averiguaciones  convenientes  para  acreditar  los  mo- 
tivos que  existieron  para  dejar  de  cobrar  dicho  cuarto  trimes- 
tre, y  que  si  resultaren  méritos  bastantes  para  proceder  cri- 
minalmente contra  alguna  persona,  las  remitiese  el  Juzgado 
para  los  efectos  que  hubiere  lugar: 

Resultando  que  venidos  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo 
á  virtud  de  la  apelación  interpuesta  de  la  anterior  sentencia 
por  el  Ministerio  fiscal,  la  ha  mejorado  reproduciendo  la  pre- 
tensión hecha  en  primera  instancia  relativa  ¿  la  improceden- 
cia de  la  vía  contenciosa  y  nulidad  de  lo  obrado  en  aquella, 
y  pidiendo  en  definitiva  que  se  conáene  á  D.  Ricardo  Urioste 
al  pago  del  importe  del  cuarto  trimestre  de  contribución  por 
la  industria  de  comerciante,  y  al  de  las  cuotas  y  recargos 
correspondientes  ppr  la  de  consignatario  de  buques,  confir- 
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mando  la  providencia  de  la  Junta  administrativa  de  Ponteve- 
dra, en  lo  que  esté  conforme  con  esta  solicitud;  fundado,  en 
cuanto  á  la  improcedencia  de  la  vía  contenciosa ,  en  que  el 
articulo  141  del  reglamento  de  20  de  Marzo  de  1870  dispone 
que  el  recurso  contencioso  en  la  materia  de  que  se  trata  de- 
berá entablarse  dentro  del  plazo  de  treinta  dias,  contados 
desde  el  siguiente  al  de  la  notificación  de  la  providencia  re- 
claraable,  sin  que  éste  exceptúe  los  dias  festivos  ó  feriados;  y 
que  habiéndose  notificado  el  acuerdo  de  la  Junta  en  22  de 
Julio,  y  no  habiendo  presentado  el  interesado  la  de  n anda 
hasta  22  de  Aggsto ,  es  evidente  que  lo  hizo  un  dia  después 
de  espirado  el  plazo  marcado  para  ello,  citando  ade  mis  en  su 
apoyo  varias  Reales  órdenes,  y  la  jurisprudencia  establecida 

Eor  este  Tribuhal;  y  respecto  á  la  cuestión  de  fondo  dijo  que 
abiendo  ejercido  D.  Ricardo  Urioste  la  industria  de  comer- 
ciante en  el  cuarto  trimestre  de  1871  á  1872,  está  obligado  á 
satisfacer  el  importe  de  la  contribución  correspondiente  como 
lo  hizo  en  los  anteriores:  que  la  industria  de  comerciante  y 
la  de  consignatario  de  buques  son  distintas,  y  viene  por  ellas 
obligado  á  contribuir  con  tanto  más  motivo  cuanto  que  las 

Salabras  del  núm.  22-2.°,  sean  ó  no  consignatarios  de  buques, 
emuestran  que  esta  circunstancia  no  ejerce  influencia  en  la 
clasificación  de  comerciante ,  no  pudiendo  considerarse  como 
consignatario  accidental  el  que  lo  es  de  un  vapor  que  está 
destinado  á  una  travesía  especial,  y  que  periódica  ó  se m anal- 
mente arriba  á  un  puerto  determinado:  que  no  habiendo  de- 
clarado que  era  tal  consignatario,  Urioste  habia  cometido 
fraude,  según  el  art.  120  ael  reglamento,  é  incurrido  en  las 
penas  que  impone  el  133;  acusando  por  un  otrosí  la  rebeldía 
al  mismo  por  no  haberse  presentado  en  el  término  fijado  en 
el  emplazamiento : 

Resultando  que  habida  por  acusada  dicha  rebeldía,  se 
mandó  se  entendiesen  las  notificaciones  con  los  estrados  del 
Tribunal,  y  se  libró  la  oportuna  carta-órden  para  hacérselo 
saber  al  interesado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Ar- 
mesto. 

Considerando  que  el  reglamento  general  para  la  cobranza 
de  la  contribución  industrial  aprobado  por  decreto  de  la  Re- 
gencia del  Reino  en  20  de  Marzo  de  1870  previene  en  su  ar- 
tículo 141  que  las  resoluciones  de  las  Juntas  administrativas 
causan  estado,  y  sólo  soja  reformables  ante  el  Tribunal  con- 
tencioso-administrativo  del  territorio ,  debiendo  entablarse  el 
recurso  en  su  caso  dentro  del  plazo  de  treinta  dias ,  contados 
desde  el  siguiente  al  de  la  notificación,  sustanciándose  con 


2:J0  TRIBUNAL   SUPREMO. 

arreglo  al  procedimiento  establecido  para  los  negocios  con- 
tenciosos de  la  Administración ,  como  lo  previene  el  art.  146: 

Considerando  que  dicho  término  de  treinta  dias  es  por  su 
naturaleza  fatal  y  perentorio,  sin  que  se  pueda  coartar  ni  ex- 
tender, ni  excluir  de  él  los  dias  festivos,  según  el  art.  269  del 
reglamento  vigente,  por  cuanto  los  artículos  que  arreglan  el 
procedi  miento  contencioso  y  excluyen  de  los  plazos  legales 
aquellos  dias,  sólo  tiene  aplicación  al  procedimiento  mismo, 
el  cual  no  empieza  hasta  que  los  Tribunales  asumen  la  juris- 
dicción para  conocer  del  negocio;  y  esto  no  se  verifica  mien- 
tras que  la  demanda  no  se  presenta,  como  así  lo  tiene  esta- 
blecido la  jurisprudencia  sentada  por  el  Consejo  de  Estado  y 
este  Tribunal: 

Considerando  que  notificado  en  22  de  Julio  el  acuerdo  de 
la  Junta  administrativa  de  Pontevedra,  D.  Ricardo  Urioste  no 
presentó  su  demanda  hasta  22  de  Agosto  siguiente,  y  el  Mi- 
nisterio fiscal  se  opuso  á  su  admisión  por  estar  fuera  del  tér- 
mino fatal  de  los  treinta  dias;  sin  embargo  de  lo  cual  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  la  Coruña  la  hubo  por  admitida, 
fundándose  para  ello  en  los  artículo  25  y  26  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil: 

Considerando  que  el  decreto-ley  de  26  de  Noviembre  de 
1868  dispone  en  su  art.  25  que  cuando  la  Audiencia  admita 
una  demanda  contencioso-administrativa  no  habrá  lugar  á 
apelación,  pero  podrá  alegarse  su  improcedencia  como  ex- 
cepción perentoria,  sin  que  esto  impida  ni  suspenda  el  curso 
del  pleito;  y  cumpliendo  con  esta  disposición,  el  Ministerio 
fiscal,  contestando  á  la  demanda,  opuso  la  excepción  peren- 
toria de  su  improcedencia,  de  cuya  excepción  se  hizo  caso 
omiso  en  la  sentencia  dictada  por  la  referida  Sala  primera: 

Considerando  que  interpuesta  apelación  por  el  Ministerio 
fiscal,  éste,  en  el  uso  de  su  derecho,  reprodujo. la  excepción 
ya  alegada  de  improcedencia  de  la  demanda,  si  bien  en  forma 
disyuntiva  pidió  en  el  fondo  del  escrito  lo  que  tuvo  por  con- 
veniente : 

Considerando  que  contra  la  exactitud  de  las  fechas  en  que 
se  hizo  la  notificación  del  acuerdo  de  la  Junta  administrativa 
y  se  presentó  la  demanda  al  repartimiento,  nada  se  alegó. 
siendo  por  lo  tanto  incontrovertible  el  hecho  de  que  la  de- 
manda, si  bien  fechada  en  19  de  Agosto,  no  fué  presentada 
hasta  22  del  mismo  mes,  fuera  del  término  fatal  de  ios  treinta 
dias  prefijados  por  la  ley: 

Considerando  que  los  artículos  25  y  26  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil ,  en  que  la  Sala  de  la  Audiencia  de  la  Co- 
ruña se  ha  fundado  para  admitir  la  demanda,  no  son  aplicables 
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á  los  negocios  contencioso-adminiatrativos  como  el  presente, 
que  se  rigen  por  una  legislación  especial  y  por  la  jurispru- 
dencia establecida  anteriormente  por  el  Consejo  de  Estaao  y 
hoy  por  este  Tribunal  Supremo; 

Fallamos,  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Coru- 
ña,  y  declarando  qué  há  lugar  á  la  excepción  perentoria  de 
improcedencia  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Ricardo  Urios- 
te:  absolvemos  de  la  misma  á  la  Administración  general  del 
Estado,  dejando  firme  y  subsistente  el  acuerdo  de  la  Junta 
administrativa  de  Pontevedra,  v  lo  acordado. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  ori- 
ginales á  la  referida  Sala  sentenciadora  por  el  conducto  pre- 
venido y  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.  =José  Mafia 
Herreros  de  Tejada. =Juan  Jiménez  Cuenca. =Manuel  Almo- 
nací  y  Mora.=Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez  Mondra- 
gon.=Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Francisco  Armesto,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  12  de  Octubre 
de  1874.= Enrique  Medina. 

Núm.  36. 
ÚNICA  INSTANCIA. 

Aboxo  de  ciertos  sceldos. — Sentencia  de  13  de  Octubre,  ab- 
solviendo á  lá  Administra  non  general  del  Estado  de  la  de- 
manda deducida  por  D.  Manuel  Velazquez  d'Ocon  contra  la 
Real  orden  de  18  de  Octubro  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Que  por  el  reglamento  orgánico  de  las  carreras  civiles 
de  la  Administración  pública  de  Ultramar  de  3  de  Junio  de  1866 
y  en  su  art.  108  se  previene  que  cuando  recaiga  auto  de  prisión 
contra  empleados  sujetos  a  procedimientos  criminales  sólo  ten- 
drán derecho  a  la  cuarta,  parte  de  su  haber  por  via  de  pensión 
alimenticia,  y  que  absueltos  libremente  se  les  abonarán  todos  sus 
haberes  hasta  el  dia  de  la  absolución  con  descuento  de  lo  que  tu- 
Hesen  percibido. 
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2.*  Que  por  el  art.  111  del  expresado  reglamento  se  ordena 
que  los  empleados  ya  procesados  podrán  ser  declarados  cesantes 
sin  más  que  justificarse  la  existencia  del  proceso,  y  si  les  cor- 
respondiese haber  de  cesantía  lo  percibirán  mientras  que  de  él  no 
les  prive  sentencia  ejecutoria  y  firme;  pero  si  careciesen  de  dicho 
haber  percibirán  sólo  y  durante  los  procedimientos  judiciales  y 
por  vía  de  pensión  alimenticia  la  cuarta  parte  de  su  sueldo  y  so- 
bresueldo. 

3.°  Que  por  el  mismo  art.  111  se  autoriza  expresamente  al 
Gobierno  para  declarar  cesantes  a  los  empleados  procesados  f  y  que 
en  este  caso  la  pensión  que  recibe  es  alimenticia  y  de  la  cuarta 
parte  del  sueldo  mientras  duren  los  procedimientos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Octubre  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-administrativo ,  que  ante  Nos  pende,  en  primera 
y  única  instancia  entre  D.  Manuel  Velazquez  d'Ocon,  y  en  su 
nombre  sucesivamente  los  Licenciados  D.  Cristóbal  Campoy 
y  Navarro  y  D.  Lino  Fernandez  Baeza,  y  la  Administración 
general  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  so- 
bre que  se  revoque  la  orden  de  13  de  Octubre  de  1873  que  le 
deneg¿  el  abono  de  ciertos  sueldos: 

Resultando  que  D.  Manuel  Velazquez  d'Ocon,  Administra- 
dor que  fué  de  la  Aduana  de  Nuevitas,  en  la  Isla  de  Cuba, 
con  3.000  pesetas  de  sueldo  y  5.000  de  sobresueldo,  fué  sus- 
penso de  empleo  y  haberes,  y  reducido  á  prisión  en  23  de 
Mayo  de  1871  por  juzgarle  complicado  en  el  nurto  de  100.000 
escudos  que  en  dicho  dia  entregó  al  Contador  de  la  misma 
D.  Vicente  Arellano  para  que  los  condujera  á  Puerto-Príncipe: 

Resultando  que  el  referido  Velazquez  fué  declarado  cesante 
en  24  de  Junio  siguiente,  y  formada  la  correspondiente  causa 
á  los  dos  referidos  sujetos  y  á  D.  Javier  Lehunkuel,  Adminis- 
trador, Contador  é  Intérprete  de  la  Aduana  de  Nuevitas,  se- 
guida por  sus  trámites,  el  Alcalde  mayor  del  distrito  del  Oeste 
de  Puerto-Príncipe  pronunció  sentencia  en  17  de  Abril  de  1872 
por  la  cual  absolvió  libremente  á  D.  Manuel  Velazquez,  Ad- 
ministrador de  la  Aduana  de  la  ciudad  de  Nuevitas,  del  delito 
de  hurto  de  100.000  escudos  que  en  el  dia  23  de  Mayo  pró- 
ximo pasado  entregó  al  Contador  de  la  misma  D.  Vicente  Are- 
llano  para  que  los  condujera  á  Puerto-Príncipe,  declarándole 
exento  de  toda  responsabilidad,  asi  civil  como  criminal:  ab- 
solvió asimismo  de  la  sentencia  por  igual  delito  al  Intérprete 
de  la  misma  Aduana  D.  Javier  Lehunkuel,  quien  seria  puesto 
en  libertad  tan  pronto  como  preste  fianza  comentariense;  so- 
breseyendo respecto  del  otro  procesado  al  Contador  D.  Vicente 
Arellano,  y  declarando  las  costas  de  oficio: 
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Resultando  <jue  remitida  en  apelación  dicha  causa  á  la  Au- 
diencia de  Santiago  de  Cuba,  la  Sala  de  16  criminal  de  la  mis- 
ma en  1.°  de  Agosto  de  1872  confirmó  la  anterior  sentencia, 
declarando  las  dos  terceras  partes  de  costas  de  oficio,  y  la  otra 
también  de  oficio  por  ahora,  sin  perjuicio  de  las  responsabi- 
lidades gubernativas  en  que  hayan  incurrido  los  tres  proce- 
sados para  el  resarcimiento  al  Estado  de  los  100.000  escudos 
hartados,  ó  de  la  que  en  su  día  pueda  eximírseles,  tanto  á 
ellos  como  á  sus  fiadores  y  herederos  por  los  Tribunales  de 
dientas,  con  arreglo  a  los  reglamentos  é  instrucciones  vigen- 
tes, y  aprobó  el  sobreseimiento  que  contiene  la  sentencia  ape- 
lada respecto  á  D.  Vicente  A  rellano  por  haber  fallecido: 

Resultando  que  D.  Manuel  Velazquez  d'Ocon  en  13  de  Agosto 
de  1872  reclamó  que  se  le  pagasen  por  las  Cajas  de  las  Isla 
de  Cuba  los  sueldos  y  sobresueldos  no  percibidos  desde  que 
se  le  formó  causa  hasta  que  se  le  absolvió;  que  se  le  declarase 
libre  de  toda  responsabilidad  al  resarcimiento  de  50.000  pesos 
hurtados,  y  se  le  colocase  en  destino  análogo  al  que  habia 
desempeñado:  que  la  Ordenación  de  Pagos  le  liquidó  y  abonó 
los  que  le  correspondían  desde  el  dia  de*  la  prisión  al  17  de 
Julio  de  1871  que  se  le  declaró  cesante,  el  total  asignado  por 
sueldo  y  sobresueldo  al  destino  que  desempeñaba  cuando  fué 
reducido  á  aquella,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  108  del  re- 
glamento orgánico  de  3  de  Junio  de  1866,  y  como  cesante 
desde  el  dia  18  de  Julio  referido  al  31  del  mismo  mes  del  año 
siguiente,  víspera  de  la  sentencia  mencionada,  la  cuarta  parte 
del  total  haber  que  disfrutaba  como  pensión  alimenticia,  con 
arreglo  al  art.  111  del  indicado  reglamento;  y  que  pedido  in- 
forme á  la  Intendencia  de  da  Isla,  expresó  que  no  procedían 
más  abonos  que  los  indicados,  conforme  á  los  artículos  citados: 

Resultando  que  Velazquez,  creyendo  que  no  se  resolvía 
clara  y  terminantemente  si  tenia  ó  no  derecho  al  abono  de  las 
tres  cuartas  partes  de  su  sueldo  no  percibidas  durante  el  pro- 
cedimiento criminal,  porque  el  art.  111  citado  se  limita  á  de- 
terminar el  haber  que  los  empleados  han  de  percibir  durante 
el  procedimiento  cuando  estuviesen  declarados  cesantes,  pero 
no  les  priva  de  un  modo  expreso  del  derecho  á  percibir  todos 
los  haberes  que  el  art.  108  concede  en  general  cuando  recaiga 
auto  de  prisión  contra  empleados  sujetos  á  procedimientos  cri- 
minales y  fuesen  absueltos  libremente,  en  10  de  Setiembre 
de  1873  elevó  una  solicitud  al  Ministro  de  Ultramar  pidiendo 
que  se  le  abonasen  las  tres  cuartas  partes  de  los  sueldos  que 
no  habia  percibido  durante  la  causa  de  que  queda  hecho  mé- 
rito hasta  que  fué  absuelto  libremente ;  y  que  el  Gobierno  de 
la  República,  por  orden  de  13  de  Octubre  siguiente,  comuni- 
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cada  al  interesado  en  18  del  mismo ,  en  atención  á  que  en  los 
artículos  108  y  111  del  reglamento  orgánico  de  las  carreras 
civiles  de  Ultramar  de  3  de  Junio  de  1866  estaba  prevista  de 
un  modo  terminante  la  situación  en  que  se  encontraba  el  re- 
currente, desestimó  su  pretensión: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Cristóbal  Cauipoy  y  Na- 
varro, en  nombre  de  D.  Manuel  Velazquez  d'Ocon,  Adminis- 
trador cesante  de  la  Aduana  de  Nuevitas ,  en  la  Isla  de  Cuba, 
en  6  de  Noviembre  de  1873  entabló  demanda  en  este  Tribu- 
nal Supremo,  que  posteriormente  reprodujo  con  la  pretensión 
de  que  se  revoque  la  precedente  resolución  y  se  declare  que  su 
cliente  tiene  derecho  al  abono  de  sueldos  que  el  art.  108  del 
precitado  reglamento  concede  á  los  que  siendo  empleados  son 

}>rocesados  y  reducidos  á  prisión  en  el  caso  de  ser  absueltos 
ibre mente,  fundándose  en  dichos  artículos  y  en  el  111,  en 
que  hay  inmensa  diferencia  entre  los  empleados  cesantes  que 
quedan  en  la  situación  ordinaria  y  los  que  quedan  en  extraor- 
dinaria y  excepcional:  que  los  primeros  se  encuentran  en  plena 
libertad  dé  volver  á  España,  abonándoseles  el  pasaje  por  cuenta 
del  Estado ,  y  en  disposición  de  proporcionarse  en  todas  par- 
tes los  medios  de  atender  á  sus  necesidades  y  á  las  de  sus  fa- 
milias ;  y  por  el  contrario ,  los  que  procesados  sin  culpa  suya 
son  absueltos  libremente  quedan  en  situación  excepcional,  y 
les  acarrea  su  ruina  y  la  de  los  suyos,  además  de  las  penas  y 
padecimientos  consiguientes,  y  que  se  resiste  á  la  razón  y 
equidad,  á  la  humanidad  y  á  la  justicia  equiparar  á  unos  y 
otros  cuando  el  segundo  no  puede  ser  resarcido  en  lo  posible 
de  los  gastos  y  penalidades  sufridas  sin  culpa  suya  más  que 
abonándole  los  sueldos  que  disfrutaba  como  empleado ,  toda 
vez  que  por  estar  procesado  no  ha  podido  pasar  á  la  condi- 
ción de  cesante  en  la  situación  ordinaria : 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
á  la  Administración  de  la  expresada  demanda,  apoyándose  en 
los  artículos  108  y  111  del  reglamento  orgánico  de  las  carre- 
ras civiles  de  Ultramar  de  Junio  de  1866, 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez 
Mondragon. 

Considerando  que  por  el  reglamento  orgánico  de  las  carre- 
ras civiles  de  la  Administración  pública  de  Ultramar  de  3  de 
Junio  de  1866,  y  en  su  art.  108  se  previene  que  cuando  re- 
caiga auto  de  prisión  contra  empleados  sujetos  á  procedimien- 
tos criminales  sólo  tendrán  derecho  á  la  cuarta  parte  de  su 
haber  por  vía  de  pensión  alimenticia,  y  que  absueltos  libre- 
mente se  les  abonarán  todos  sus  haberes  hasta  el  dia  de  la  ab- 
solución .  con  descuento  de  lo  que  tuviesen  percibido : 
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Considerando  que  por  el  art.  111  del  expresado  reglamento 
se  ordena  que  los  empleados  ya  procesados  podrán  ser  decla- 
rados cesantes  sin  más  que  justificarse  la  existencia  del  pro- 
ceso, y  si  les  correspondiese  haber  de  cesantía  lo  percibirán 
mientras  que  de  él  no  les  prive  sentencia  ejecutoria  y  firme; 
pero  si  careciesen  de  dicho  haber  percibirán  sólo  y  durante 
los  procedimientos  judiciales  y  por  vía  de  pensión  alimenticia 
la  cuarta  parte  de  su  sueldo  y  sobresueldo : 

Considerando  que  al  demandante,  mientras  conservó  su 
destino,  y  por  el  tiempo  que  lo  sirvió  durante  el  proceso,  se 
le  abonó  la  cuarta  parte  de  su  sueldo,  y  cuando  fué  absuelto 
libremente  las  tres  cuartas  partes  restantes;  y  que  desde  que 
fué  declarado  cesante  hasta  que  recayó  el  fallo  absolutorio  per- 
cibió la  pensión  alimenticia  prevenida,  ó  sea  la  cuarta  parte 
del  sueldo  con  arreglo  al  indicado  art.  111 : 

Considerando  que  por  el  mismo  se  autoriza  expresamente 
al  Gobierno  para  declarar  cesantes  á  los  empleados  procesados, 
y  que  en  este  caso  la  pensión  que  recibe  es  alimenticia  y  de 
la  cuarta  parte  del  sueldo  mientras  duren  los  procedimientos: 

Considerando  que  por  la  orden  reclamada  de  18  de  Octubre 
de  1873  se  han  cumplido  exactamente  las  disposiciones  de  los 
artículos  108  y  111  antes  citados,  y  que  no  conceden  derecho 
á  más ,  ni  en  ninguna  de  sus  disposiciones  puede  fundarse  la 
reclamación  propuesta; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  Don 
Manuel  Velazquez  d'Ocon;  y  en  su  virtud  dejamos  firme  y 
subsistente  la  orden  del  18  de  Octubre  de  1873  por  el  mismo 
reclamada.  * 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Ultramar,  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Aeevedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Manuel 
León. = Manuel  Almonaci  y  Mora. = Francisco  Ar meato. =Luis 
Vázquez  Mondragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Luis  Vázquez  Mondragon,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  .misma,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  13  de  Octtrbre  de  1874.— Licen- 
ciado Manuel  Aragoneses  Gil. 
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Nfar.  37. 
PROCEDENCIA. 


Arbitrios  municipales.— Sentencia  de  15  de  Octubre ,  decla- 
rando improcedente  la  vía  contenciosa,  y  qne  no'há  lugar 
á  la  admisión  de  la  demanda  deducida  por  D.  Emilio  Mar- 
tínez de  Velasco  contra  la  orden  expedida  por  el  Ministerio 
de  la  Gobernación  en  19  de  Diciembre  de  1873. 

Bn  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  está  declarado  por  repetidos  fallos  que  forman 
jurisprudencia,  conforme  cotí  el  principio  de  derecho  adminis- 
trativo que  sirve  de  fundamento  al  Real  decreto  de  20  de  Se- 
tiembre de  1852  no  derogado  en  este  punto  por  disposiciones 
legales  posteriores  y  en  ningún  caso  puede  haber  lugar  a  la  vía 
contenciosa  para  decidir  sobre  reclamaciones  de  los  particulares 
respecto  de  la  designación  y  aprecio  de  la  riqueza  imponible, 
por  ser  ésta  una  de  las  exclusivas  facultades  de  la  Administra- 
ción activa,  sin  otro  limite  que  la  responsabilidad  ministerial. 

En  la  villa  de  Madrid,  ¿  15  de  Octubre  de  1874,  en  los  autos 
sobre  procedencia  de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la  de- 
manda presentada  por  el  Licenciado  D.  Luis  Moreno  y  Gil  de 
Borja,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Emilio  Martínez  de  Ve- 
lasco  y  Calleja,  contra  la  Administración  general  del  Estado, 
representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  en  19  de 
Diciembre  de  1873,  que  desestimó  su  recurso  de  queja  contra 
el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Morata  de  Tajuña  para  gra- 
var' el  carbón  mineral  que  así  el  recurrente  como  los  demás 
fabricantes  y  vecinos  consumieran  en  sus  casas  y  fábricas, 
en  concepto  de  arbitrio  municipal: 

Resultando  que  en  28  de  Mayo  de  1872  celebró  sesión  el 
Ayuntamiento  de  Morata  de  Tajuña  con  la  Junta  de  asociados, 
y  acordaron  los  medios  de  cubrir  el  déficit  que  resultaba  en 
el  presupuesto  para  el  año  económico  de  1872  á  1873,  adop- 
tando entre  otros  el  de  gravar  los  artículos  de  comer,  beber 
y  arder,  para  lo  cual  se  formó  una  tarifa,  que  fué  reformada 
después ,  con  la  imposición  de  derechos  municipales  sobre  el 
consumo  que  hubiese  en  el  pueblo  y  su  término,  ya  en  casas 
particulares,  ya  en  establecimientos  industriales,  "del  carbón 
común  ó  carbón  de  piedra  ú  otras  clases,  cuyos  derechos  se 
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satisfarían  al  tiempo  de  la  introducción;  calculando  el  del 
carbón  común  en  500  arrobas  al  año,  que  devengarían  el  de- 
recho de  40  céntimos  cada  una  é  importaban  200  rs.,  y  el  del 
carbón  de  piedra  ú  otras  clases  en  50  arrobas  diarias,  que  ha- 
cían 18.250  al  año,  al  que  se  le  exigiría  el  derecho  de  15  cén- 
timos de  real  por  cada  una,  que  ascendían  á  2.737  rs.  50  cén- 
timos, importando  en  junto  todo  lo  presupuestado  la  cantidad 
de  60.807  rs.  50  cents.: 

Resultando  que  dada  la  correspondiente  publicidad  al  an- 
terior acuerdo  y  tarifa  sin  que  se  hiciese  reclamación  alguna 
en  contra^  se  elevó  á  la  Superioridad  para  su  aprobación,  con- 
cediéndola el  Gobernador,  y  en  su  virtud  se  subastaron  los 
enunciados  derechos  en  la  cantidad  de  70.000  rs. ,  y  empeza- 
ron á  exigirse  el  dia  1.°  de  Julio: 

Resultando  que  en  12  de  Octubre  siguiente  presentó  es- 
crito D.  Emilio  Martínez  de  Velasco  y  Calleja  alzándose  del 
acuerdo  de  la  Junta  para  ante  la  Diputación  provincial,  y  ex- 
poniendo que  tenia  una  fábrica  de  papel  continuo  en  aquel 
punto,  y  tal  resolución  ponía  obstáculos  á  dicha  industria  y 
le  causaba  perjuicios  de  importancia  impidiendo  la  libre  cir- 
culación y  venta  del  expresado  artículo  de  su  fabricaoion, 
por  lo  que  pedia  que  se  le  eximiese  de  dicho  arbitrio  muni- 
cipal impuesto  sobre  el  carbón  de  piedra,  de  que  no  hacia 
uso  para  las  necesidades  ordinarias  de  la  vida  y  sí  sólo  como 
materia  indispensable  para  el  ejercicio  de  la  precitada  indus- 
tria á  que  se  dedicaba,  por  la  que  después  pagaba  contribu- 
ción y  no  debía  tener  otro  gravamen  pues  seria  duplicado: 

Resultando  que  el  Negociado  correspondiente,  con  vista  de 
lo  informado  por  el  Ayuntamiento  y  de  la  jurisprudencia  sen- 
tada por  la  Diputación,  estimó  ser  justo  dicho  impuesto  cual- 
quiera que  fuese  el  uso  á  que  se  destinase  el  carbón  mineral, 
lo  que  opinó  estaba  conforme  con  lo  decidido  en  la  Real  orden 
de  13  de  Julio  de  aquel  año,  por  lo  que  propuso  que  se  des- 
estimara el  recurso  entablado  por  Velasco;  añadiendo  otras 
razones  de  diversa  índole  para  imponer  cierta  multa  al  Ayun- 
tamiento de  Morata,  según  el  art.  175  de  la  Ley  municipal 
por  haber  dejado  de  proporcionarse  los  datos  suficientes  sobre 
el  consumo  del  referido  carbón  mineral,  favoreciendo  intereses 
particulares  en  daño  de  los  del  Municipio,  puesto  que  según 
decía  el  reclamante  se  consumían  en  su  fábrica  de  90  á  95.000 
arrobas,  que  devengarían  de  derechos  por  valor  de  3.375  & 
3.572  pesetas  anuales: 

Resultando  que  acordado  asi  por  la  Diputación  en  sesión 
de  10  de  Enero  de  1873,  como  también  la  condonación  de  la 
multa  en  el  dia  11  siguiente,  á  virtud  de  reclamación  hecha 
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por  la  Municipalidad  en  27  de  Febrero  posterior  solicitó  del 
Gobernador  civil  de  esta  provincia  D.  Emilio  Martínez  de  Ve- 
lasco  que  desestimase  el  acuerdo  de  aquella,  declarando  que 
no  podía  ser  objeto  del  impuesto  de  consumos  el  carbón  de  pie- 
dra, como  materia  destinada  á  la  industria,  según  orden  del 
Regente  del  Reino,  que  se  mandó  publicar  en  la  Gaceta  para 
que  formara  jurisprudencia  ni  aun  cuando  lo  fuera  procedería 
en  el  presente  caso  su  exacción,  porque  se  hallaba  en  abierta 
lucha  con  el  pensamiento  de  la  Junta  municipal  y  con  la  letra 
y  espíritu  del  presupuesto;  mandando  que  por  el  arrendatario 
de  la  contribución  de  consumos  se  le  devolviesen  las  canti- 
dades indebidamente  cobradas,  exigiéndole,  caso  necesario, 
la  responsabilidad  de  la  ley : 

Resultando  que  remitido  el  expediente  á  la  Superioridad 
con  el  anterior  escrito  de  alzada,  de  conformidad  con  lo  in- 
formado por  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Con- 
sejo de  Estado,  se  dictó  una  orden  por  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública en  19  de  Diciembre  de  1873  desestimando  el  recurso 
interpuesto : 

Resultando  que  contra  esta  orden  y  en  30  de  Abril  último 
presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este  Tribunal 
Supremo  el  Licenciado  D.  Luis  Moreno  y  Gil  de  Bjrja,  á  nom- 
bre y  con  poder  de  D.  Emilio  Martínez  de  Velasco  y  Calleja, 
pidiendo  su  revocación  y  que  se  condene  al  Ayuntamiento  de 
Morata  al  reintegro  de  las  cantidades  indebidamente  percibi- 
das, con  sus  intereses  legales;  exponiendo  con  tal  motivo  los 
fundamentos  que  juzgó  convenientes  contra  los  de  la  orden 
reclamada,  deduciendo  en  último  término  la  solicitud  de  que 
se  admitiese  su  demanda  como  procedente,  y  para  ello  se  pi- 
diera al  Ministerio  de  la  Gobernación  dicha  orden  que  dictó 
en  13  de  Julio  de  1872,  base  del  dictamen  emitido  por  el  Con- 
sejo de  Estado  y  que  no  se  ha  publicado  en  la  Colección  le- 
gislativa: 

Resultando  que  declarado  no  haber  lugar  á  esta  petición, 
se  reclamó  tan  sólo  el  expediente  gubernativo;  y  aunque  el 
Ministerio  fiscal  no  se  opuso  k  la  admisión  de  la  demanda, 
apreciando  la  Sala  que  requería  mayor  examen  la  decisión  de 
este  punto  como  cuestión  previa,  mandó  poner  de  manifiesto 
los  autos  á  la  parte  demandante  por  término  de  tercero  dia 
al  sólo  efecto  de  instrucción  de  dicho  escrito  fiscal,  y  trascur- 
ridos, ha  seguido  su  curso  ordinario  la  tramitación. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Her- 
reros de  Tejada. 

Considerando  que  según  está  declarado  por  repetidos  fallos 
que  forman  jurisprudencia,  conforme  con  el  principio  de  dere- 
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cfo  administrativo  que  sirve  de  fundamento  al  Real  decreto 
de  20  de  Setiembre  de  1852  no  derogado  en  este  punto  por 
disposiciones  legales  posteriores,  en  ningún  caso  puede  haber 
lugar  á  la  vía  contenciosa  para  decidir  sobre  reclamaciones 
de  los  particulares  respecto  de  la  designación  y  aprecio  de  la 
riqueza  imponible,  por  ser  ésta  una  de  las  exclusivas  faculta- 
des déla  Administración  activa,  sin  otro  límite  que  la  res- 
ponsabilidad ministerial: 

Considerando  que  la  orden  contra  la  cual  se  entabla  la 
demanda  presentada  por  la  parte  recurrente  versa  sobre  re- 
clamaciones del  mismo  que  en  dicha  orden  se  desestiman,  de 
conformidad  con  lo  propuesto  en  su  informe  por  el  Consejo 
de  Estado,  relativas  á  un  arbitrio  municipal  en  que  por  acuerdo 
ó  medida  general  se  gravó  determinada  materia  imponible; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de 
la  demanda  deducida  por  parte  de  D.  Emilio  Martínez  $e  Ve- 
lasco  contra  la  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación en  19  de  Diciembre  de  1873. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio  déla  Gobernación,  con  la  cer- 
tificación correspondiente,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.=Juan  González  Acevedo.=José  María  Herreros  de 
Tejada. = Juan  Jiménez  Cuenca. =Manuel  Leon.=Manuel  Al- 
menad y  Mora.  =  Francisco  Armesto.  =Luis  Vázquez  Mon- 
dragon. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado 
del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala 
tercera,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  15 
de  Octubre  de  1874.=Enrique  Medina. 
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NüM.  38. 

APELACIÓN. 


CONCRSION  PARA  COLOCAR  MAQUINAS  CON  OBJETO  DE  PESCAR  SAL- 
MONES.—-Sentencia  de  17  de  Octubre,  declarando  no  haber 
lugar  á  la  excepción  de  incompetencia  ni  á  la  solicitud  de 
nulidad  de  todo  lo  actuado,  y  revocando  la  sentencia  que 
en  6  de  Noviembre  de  1873  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  administrativo  entre  el  Ayun- 
tamiento de  Ampuero  y  la  Administración  del  Estado. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  el  art.  172  de  la  Ley  de  Aguas  de  3  de  Agosto 
de  1866  corresponde  á  los  Gobernadores  de  provincia  conceder 
autorización  para  colocar  máquinas  en  los  rios  con  objeto  ¿lepes- 
car,  siempre  que  no  se  embarace  con  ellas  el  curso  de  la  na- 
veg  ación. 

2.°  Que  igual  facultad  se  concede  generalmente  a  los  mismos 
funcionarios  par  otros  articulos  del  tít.  5.°  de  dicha  ley ,  Juera 
de  los  casos  comprendidos  en  los  234,  253  y  261,  en  los  que  la 
expresada  autorización  ka  de  otorgarse  por  una  ley  ó  tan  sólo 
por  el  Gobierno, 

3.°  Que  no  hay  disposición  alguna  legal  que  establezca  ex- 
presamente la  alzada  al  Ministerio  de  Fomento  de  las  providen- 
cias dictadas  por  los  referidos  Gobernadores  en  los  negocios  sobre 
aprovechamientos  de  aguas  públicas,  como  un  trámite  necesario 
para  apurar  la  via  gubernativa,  de  todo  lo  cual  se  injiere  cla- 
ramente que  con  esas  providencias  se  termina  el  procedimiento 
administrativo,  y  queda  expedita  la  via  contenciosa  que  pueden 
utilizar  los  interesados  cuando  les  conviniere ,  deduciendo,  dentro 
del  término  señalado  al  efecto,  la  correspondiente  demanda  con- 
tencioso-administrativa  ante  la  Audiencia  del  distrito. 

4.°  Que  conforme  á  lo  prescrito  en  el  art.  296,  párrafo  se- 
gundo de  la  Ley  de  Aguas,  compete  el  conocimiento  de  las  cues- 
tiones relativas  al  dominio  y  posesión  de  las  riberas,  sin  que  esté 
en  las  atribuciones  de  los  contencioso-administrativos  entender 
ni  decidir  en  las  cuestiones  entre  particulares  sobre  la  existencia, 
índole  y  condición  de  un  derecho  de  esa  clase. 

5.°  Que  las  providencias  dictadas  por  la  Administración  en 
materia  de  Aguas ',  no  pueden  reformarse  por  la  misma  Autori- 
dad que  las  ha  dictado;  puesto  que,  con  arreglo  al  art.  277  de  la 
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precitada  Ley  de  Aguas  causan  estado  cuando  no  se  recurriere- 
contra  ellas,  é  al  superior  jerárquico,  á  en  la  ma  contenciosa, 
según  proceda,  dentro  del  término  que  señalen  las  leyes  y  regla- 
mento, ó  en  su  defecto  dentro  de  tres  meses*  contados  desde  la 
fecha  en  que  se  publicasen  4  se  notificaren  al  interesado. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  17  de  Octubre  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-administrativo,  seguido  en  grado  de  apelación  en- 
tre el  Ayuntamiento  de  Ampuero,  y  en  su  nombre  el  Licen- 
ciado D.  Fidel  García  Lomas,  la  Administración  del  Estado, 
representada  por  el  Ministerio  fiscal,  y  1>.  Francisco  Juan  de 
la  Piedra,  por  si  y  como  Gerente  de  la  Sociedad  industrial 
Cubillos,  González  y  compañía ,  establecida  en  Marrón,  que  lo 
está  por  el  Procurador  D.  Félix  Bazan ,  sobre  que  se  revoque 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  la  civil  de  la  Audiencia 
de  Burgos  dé  5  de  Noviembre  de  1873,»  que  dejó  sin  efecto 
dos  providencias  del  Gobernador  de  Santander  en  cuanto  por 
ellas  se  otorgó  la  concesión  de  colocar  máquinas  para  pescar 
salmón  en  el  cauce  del  rio  Asón  sin  licencia  de  los  dueños  de 
las  riberas  contiguas: 

Resultando  que  en  10  de  Mayo  de  1871  D.  Ladislao  Setiem, 
vecino  de  Marrón ,  presentó  tres  planos  con  una  solicitud  al 
Gobernador  de  Santander  pidiendo  autorización  para  estable- 
cer sobre  el  rio  Asón  siete  máquinas  para  pescar  salmones; 
tres  en  la  orilla  del  rio  correspondiente  á  aquel  pueblo ,  sitio 
de  la  Saca  y  prado  del  Piriate,  en  la  extensión  de  los  330 
metros  que  comprende  el  plano  1.°;  otras  dos  en  la  orilla  del 
mismo  no,  sitio  de  la  Estacada >  entre  ella  y  el  almacén  de 
Santiago,  en  los  146  metros  de  extensión  que  abraza  el  plano 
número  2.°,  y  las  dos  restantes  á  la  orilla  de  dicho  rio,  per- 
teneciente á  Ampuero,  detrás  de  la  fábrica  de  curtidos  de  Pie- 
ragullano,  frente  á  Brion,  en  los  120  metros  de  extensión  del 
plano  núra.  3.°: 

Resultando  que  D.  Francisco  Juan  de  la  Piedra  acudió  á 
la  misma  Autoridad  en  26  de  Julio  del  mismo  año  pidiendo 
que  se  negase  á  los  que  solicitaran  licencias  para  establecer, 
máquinas  para  pescar  salmones  en  el  cauce  contiguo  á  su 
propiedad,  al  sitio  de  Pieragullano  en  Ampuero,  cuya  oposi- 
ción fundaba  en  el  derecho  que  tenia  adquirido  por  disposi- 
ción de  la  Administración  y  por  lo  que  prescribía  el  art.  171 
de  la  Ley  de  Aguas  para  sostener  estacadas  en  la  referida  ri- 
bera; y  que  siendo  esto  asi,  se  estimase  mediante  el  preferente 
derecho  que  en  concurrencia  con  otros  asistía  á  los  dueños  de 
riberas  en  aguas  pluviales ,  para  obtener  licencia  de  estable- 
cimiento de  aparatos  de  pesca  en  el  cauce  contiguo  á  sus 

IL— 3.*  16 
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propiedades,  se  entendiesen  practicadas  á  su  instancia  dichas 
solicitudes;  y  que  instruido  el  oportuno  expediente  se  le  otor- 
gase el  permiso  para  establecer  las  que  fuesen  resultando, 
justificado  lo  inofensivo  del  proyecto: 

Resultando  que  expedido  informe  al  Alcalde  de  Ampuero 
sobre  la  primera  solicitud,  manifestó  que  no  podia  hacerse  la 
concesión  de  que  se  trata  por  no  existir  en  el  rio  de  Marrun 
los  derechos  que  consigna  el  art.  163  de  la  Ley  de  Aguas,  y 
ser  considerado  de  propiedad  el  derecho  á  la  pesca  de  salmun: 
que  estaba  en  el  deber  como  Alcalde  de  sostener  al  Municipio 
en  la  posesión  de  los  precitados  derechos,  ínterin  el-  Consejo 
de  Estado  no  resolviese  el  expediente  sometido  á  su  deli- 
beración: que  la  Corporación  y  Junta  de  asociados  habían 
protestado  sobre  la  colocación  de  dichos  aparatos  en  el  citado 
rio,  y  él  á  nombre  de  aquella  lo  verificaba  igualmente  de 
cuantos  se  pretendieran  colocar  en  lo  sucesivo,  porque  la  ci- 
tada ley  prevenía  que  todo  lo  comprendido  en  ella  se  entienda 
sin  perjuicio  de  los  derechos  adquiridos  con  anterioridad  á  su 
publicación: 

Resultando  que  el  Ingeniero  Jefe  informó  acerca  de  ámba¿ 
solicitudes  que  no  existiendo  perjuicio  alguno  público  ni  pri- 
vado juzgaba  que  podia  concederse  á  Setiem  la  autorización 
que  solicitaba  bajo  ciertas  condiciones  que  enumera: 

Resultando  qué  publicado  el  anuncio  de  la  solicitud  de 
Setiem  para  que  en  el  término  de  quince  dias,  á  contar  desde 
su  inserción  en  el  Boletín  oficial,  los  dueños  ribereños  ó  cua- 
lesquiera otros  que  se  considerasen  perjudicados  con  dicha  con- 
cesión expusieran  lo  que  tuvieran  por  conveniente;  en  la  in- 
teligencia de  que  trascurrido  dicho  plazo  sin  oposición  se 
tendría  por  consentida: 

Resultando  que  D.  Francisco  Juan  de  la  Piedra  reprodujo 
su  anterior  solicitud  y  se  opusieron  sucesivamente  la  Sociedad 
Cubillos,  González  y  compañía,  D.  Luis  Madrazo,  D.  José  Are- 
nado y  el  Ayuntamiento  de  Ampuero ,  la  primera  porque  el 
camino  conocido  bajo  el  nombre  de  Almacén  de  Santiago  era 
de  su  pertenencia  y  habia  sido  construido  por  el  Conde  de  Isla, 
que  fue  á  quien  compró  la  fábrica  de  harinas  y  puntas  de  Pa- 
rís con  todas  sus  pertenencias,  pidiendo  á  la  vez  que  tal  con- 
cesión se  otorgase  4  su  favor  sin  necesidad  de  nuevo  expe- 
diente; los  segundos  porque  eran  propietarios  de  varios  predios 
ribereños  donde  Setiem  pretendía  establecer  parte  de  sus  má- 

Suinas,  y  el  último  porque  el  establecimiento  de  estas  perju- 
icaba  notablemente  un  sitio  propio  de  pesca  que  de  tiempo 
inmemorial  venia  disfrutando  el  pueblo: 

Resultando  que  los  demás,  dueños  de  terrenos  ribereños  del 
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sitio  de  Piriate  de  la  mies  de  Lovedal  comparecieron  ante  el 
Juez  municipal  de  Ampuero,  prestando  su  asentimiento  á  lo 
solicitado  por  Setiem  al  efecto  de  que  colocara  sus  máquinas 
en  aquel  punto: 

Resultando  que  el  Gobernador  de  Santander,  previo  infor- 
me del  Ingeniero,  en  30  de  Enero  de  1872  autorizó  á  D.  La- 
dislao Setiem  para  que  estableciese  las  siete  máquinas  de  pes- 
car salmones  en  los  sitios  designados  en  el  plano,  sin  perjuicio 
de  tercero  y  á  salvo  el  derecho  de  propiedad,  con  sujeción  á 
las  condiciones  siguientes:  1.a,  no  podrá  variarse  en  lo  más 
mínimo  la  posición  del  talveg  del  esteaje  del  rio  Asón  en  los 
sitios  que  se  elijan  para  emplazamiento  de  las  máquinas:  2.a, 
los  malecones  de  cantos  rodados  reforzados  con  estaquillas 
entrelazadas  de  zarza  que  se  ejecuten  para  dirigir  la  pesca  á 
las  redes  del  aparato  serán  precisamente  longitudinales  con 
relación  al  rio,  y  ocuparán  tan  sólo  el  espacio  comprendido 
por  los  pies  derechos  de  las  máquinas,  y  una  extensión  má- 
xima de  seis  metros  agua  abajo  de  estas:  3.a,  estos  malecones 
longitudinales  serán  sumergibles  en  las  crecidas  ordinarias; 
su  anchura  no  podrá  exceder  de  medio  metro  en  la  conduc- 
ción, y  su  altura  de  50  centímetros  sobre  el  nivel  del  esteaje 
del  rio:  4.a,  quedan  prohibidas  por  completo  las  estacadas  tras- 
versales á  la  corriente  del  rio,  á  fin  de  evitar  que  obre  la  má- 
quina á  manera  de  espigón  saliente,  desviando  las  corrientes 
naturales  del  mismo  y  arrojando  las  aguas  sobre  la  orilla 
opuesta,  en  la  que  pueden  ocasionar  socavaciones  y  arrastres 
con  perjuicio  de  tercero,  sobre  todo  en  las  grandes  crecidas 
que  experimenta  el  Asón  durante  el  invierno;  5.a,  que  el  espacio 
que  se  designa  á  cada  máquina  es  de  20  metros  lineales  para 
su  instalación  y  estacadas  accesorias  para  dirigir  la  pesca;  y 
que  las  siete  máquinas  de  esta  concesión  ocuparán  por  lo 
tanto  140  metros  lineales  de  extensión  dentro  de  las  zonas  se- 
ñaladas en  los  planos,  quedando  la  longitud  sobrante  comple- 
tamente libre  y  ajena  á  esta  concesión,  que  podrá  concederse 
con  el  mismo  objeto  á  otro  ribereño,  previo  expediente: 

Resultando  que  no  habiéndose  hecho  saber  ninguna  provi- 
dencia á  Piedra,  é  infiriendo  éste  que  Setiem  habia  sido  auto- 
rizado para  establecer  las  indicadas  máquinas  en  22  de  Febrero 
del  mismo  ano,  por  si  y  como  Gerente  de  la  Sociedad  Cubillos, 
González  y  compañía,  acudió  al  Gobernador  solicitando  que  en 
el  caso  de  haberse  autorizado  el  emplazamiento  de  aparatos 
para  pescar  salmones  se  reformase  la  resolución  en  él  sentido 
de  que  no  se  pueda  hacer  uso  de  las  máquinas  ni  emplazarlas 
en  el  rio  sin  que  antes  no  fueran  vencidos  en  el  juicio  de 
propiedad  y  posesión  de  dichas  riberas  por  ser  precepto  cons- 
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titucional  que  en  tal  procedimiento  no  podia  privarse  á  po- 
seedor ó  dueño  alguno  de  sus  derechos  y  bienes:  que  de  no 
poder  ser  vencidos  en  dicho  juicio  se  entendería  que  quedaban 
autorizados  respectivamente  para  el  emplazamiento  ae  dichos 
aparatos  como  lo  tenia  pedido,  y  que  ae  no  accederse  ái  tan 

{"usta  pretensión,  *y  á  reserva  de  las  protestas  que  les  incum- 
ban, que  se  les  entregase  la  resolución  dictada  en  aquel  expe- 
diente para  recurrir  á  los  Tribunales  contencioso-administra- 
tivos  ó  de  justicia  á  quienes  competiese  conocer  de  la  referida 
providencia: 

Resultando  que  el  Gobernador,  por  otra  providencia  de  6  de 
Marzo  siguiente,  declaró  no  haber  lugar  i  lo  pretendido  por 
estos  interesados,  y  mandó  que  se  les  diera  copia  de  la  de  30 
de  Enero  citado  para  que  hicieran  uso  del  derecho  que  les 
asista  en  donde  vieran  convenirles  y  corresponda: 

Resultando  que  en  5  de  Abril  siguiente  D.  Francisco  Juan 
de  la  Piedra,  por  sí  y  como  Gerente  de  la  Sociedad  Cubillos, 
González  y  compartía,  entabló  demanda  ante  la  Sala  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Burgos,  con  la  solicitud  de  que  en  su  tiempo 

Ír  previa  la  tramitación  legal  se  dejen  sin  efecto  ó  revoquen 
as  providencias  del  Gobernador  de  Santander  de  que  se  ha 
hecho  referencia,  fundándose  en  la  Real  orden  de  14  de  Enero 
de  1866  y  en  el  art.  40  del  Real  decreto  sobre  caza  y  pesca 
de  3  de  Marzo  de  1834;  en  que  la  providencia  de  30  de  Enero 
para  conceder  la  autorización  solicitada  se  apoya  en  los  ar- 
tículos 169, 172  y  173  de  la  Ley  de  Aguas,  haciendo  caso  omiso 
del  171,  que  es  el  aplicable  y  conóreto  á  la  concesión  impug- 
nada: que  no  era  válida  ni  aceptable  la  deducción  de  que  el 
camino  del  Hambre  es  una  servidumbre  perteneoiente  al  do- 
minio público,  porque  era  una  senda  peonil  de  propiedad  par- 
ticular, y  aun  siendo  público  no  podia  darse  esta  consideración 
á  la  ribera,  ni  menos  ampliar  aquella  al  servicio  de  un  par- 
ticular sin  causa  alguna  de  pública  utilidad  á  cosas  y  usos 
que  no  tienen  contacto  alguno  con  el  objeto  y  naturaleza  de 
la  misma,  resultando  un  daño  manifiesto  é  indudable  según  la 
Real  orden  de  14  de  Enero  citada:  que  las  mismas  considera- 
ciones son  aplicables  á  las  apreciaciones  equivocadas  de  que 
deba  considerarse  público  un  camino  abierto  por  un  particular 
en  terreno  propio  para  servicio  de  un  almacén  ó  estableci- 
miento suyo;  y  que  era  también  indudable  el  perjuicio  que  se 
les  causaba  concediendo  la  autorización  á  un  extraño  que  no 
tiene  derecho  alguno  sobre  las  riberas  que  trata  de  utilizar: 
Resultando  aue  oido  el  Fiscal,  opinó  que  se  admitiese  la 
demanda,  manifestando  además  que  no  podia  figurar  como 
parte  por  tratarse  de  intereses  particulares  que  no  afectaban  ni 
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i  la  Hacienda  ni  «1  Estada;  y  que  admitida  aquella,  y  mandada 
suspender  oon  la  calidad  de  por  ahora  la  ejeouaioa  de  las  pro- 
videncias reclamadas,  por  auto  de  24  de  Abril  se  pidió  el  ex- 
pedieate  gobernativo: 

Resultando  que  remitido  éste  se  confirió  traslado  de  la  an- 
terior demanda  &  D.  Ladislao  Setiem,  y  en  virtud  de  haber 
cedido  sus  derechos  al  Ayuntamiento  de  Ampuero,  según  es- 
critura, de  29  de  Junio  de  1872,  dicha  Sala  tuvo  por  parte  á 
D.  Tomás  Ateca  como  su  Presidente,  mandando  que  se  enten- 
diese con  ¿I  el  traslado  conferido: 

Resultando  que  dicho  Ateca,  al  contestar  á  la  demanda, 
acompañó  dos  croquis  del  terreno  donde  habían  de  estable- 
cerse dichas  máquinas*  y  pidió  que  se  desestimase  aquella  oon 
las  costas,  y  oonfiraasen  en  todas  sus  partes  las  providencias 
administrativas  de  20  de  Enero  y  6  de  Marzo  ya  citadas;  fun- 
dándose ,  entre  otras  cosas ,  en  que  la  Real  orden  de  14  de 
Enero  está  derogada  como  todas  las  disposiciones  legales  dio- 
tadas con  anterioridad  i  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  según 
su  art.  300;  pero  que  aunque  asi  no  fuese  estaba  muy  lejos 
de  consignar  en  su  espíritu  y  letra  lo  que  los  demandantes 
aseguran,  y  que  el  Real  decreto  de  3  de  Mayo  de  1834  no  ha 
estado  en  observancia: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  á  quien  se  confirió  tras- 
lado reprodujo  lo  expuesto  en  su  anterior  dictamen: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insis- 
tieron las  partes  en  sus  respectivas  pretensiones,  manifestando 
la  actora  por  un  otros!  que  la  providencia  de  la  Sala  de  24  de 
Abril  que  mandó  suspender  la  ejecución  de  las  diotadas  por 
el  Gobernador  no  se  había  cumplido,  y  pidió  que  se  ordenase 
el  levantamiento  de  una  de  las  siete  máquinas  puesta  en  el 
sitio  de  la  estacada  que  corre  á  cargo  del  Ayuntamiento  de 
Ampuero,  y  que  acordado  asi  por  la  Sala  se  cumplió  según 
certificación  presentada  por  éste,  protestando  por  este  hecho 
el  Alcalde  en  nombre  de  aquella  Corporación  por  los  perjui- 
cios que  se  habian  irrogado  oon  esta  medida: 

Resultando  que  admitida  la  protesta  y  recibido  el  pleito  4 
prueba,  á  instancia  del  actor  declararon  nueve  testigos  que 
el  padre  de  D.  Francisco  de  la  Piedra  estuvo  muchos  años  en 

Eleuo  dominio  y  pacifica  posesión  de  un  barrio  de  casas,  titu- 
ido  de  Pieragullano  en  el  punto  divisorio  de  la  jurisdicción 
de  Limpias  y  Ampuero^  de  un  gran  cercado  en  la  de  este  punto 
y  otras  muchas  tierras  en  Pieragullano,  contándose  entre  estos 
terrenos  el  que  media  entre  el  rio  Asón  y  las  cercas  del  solar 
nuevo  frente  al  Brion  de  Limpias,  en  el  cual  hay  una  senda 
peonil  para  el  servicio  de  la  mies  que  va  hasta  el  campo  de  la 
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Venta,  habiendo  á  la  parte  del  rió  una  estacada  que  colocó 
D.  José  de  la  Piedra,  así  como  muchos  mimbres  y  alisos  que 
éste  y  su  hijo  han  plantado:  que  el  D.  José  en  1844  compró 
á  D.  Mauricio  Pereda  el  terreno  que  por  frente  al  Brion  arri- 
ma á  la  cerca  del  solar  nuevo  desde  el  ángulo  entrante  de  él 
hasta  el  camino  de  servidumbre  que  desde  Sur  á  Norte  atra- 
viesa la  mies  por  el  lado  de  Poniente,  y  en  ese  mismo  terreno 
y  otro  de  D.  José  que  tocaba  con  él  y  con  el  rio  la  tomó  en 
arriendo  para  trabajarle  Ramón  López  en  1847:  que  lo  ha  cul- 
tivado doce  años,  y  hoy  lo  hace  Manuel  Trevilla:  que  de  las 
tierras  de  D.  José  y  las  conocidas  con  el  nombre  de  Mauricio 
dejaba  su  llevador  López  para  paso  todos  los  años  tres  ó  cua- 
tro pies  de  anchura  en  toda  la  línea,  porque  las  aguas  soca- 
vaban la  margen  hasta  que  en  1865  el  dueño  puso  estacadas 
al  frente  del  Brion,  arrampando  el  terreno  y  poniéndole  Arbo- 
les cuyas  podas  utiliza  y  ha  utilizado  siempre:  que  la  estacada 
y  plantío  referido  pertenecen  á  D.  José  de  la  Piedra:  que  la 
mies  de  Pieragullano  está  siempre  cercada  y  acotada  y  los 
carros  no  tienen  camino  por  ella  ni  la  cruzan  como  no  sea 
con  permiso  de  los  dueños  de  los  predios:  que  antes  del  falle- 
cimiento de  D.  José  venia  ya  su  hijo  en  pleno  dominio  y  po- 
sesión de  todo  lo  que  á  aquel  pertenecía  en  Pieragullano  por 
convenio  de  ambos:  que  al  Saliente  de  este  punto  y  no  fuera 
de  las  cercas  del  prado  y  solar  del  actor  hay  una  carretera 

f>or  toda  la  falda  de  Cohetilla  desde  Limpias  á  la  barca  titu- 
ada  de  Marrón;  cuya  carretera  á  la  salida  del  barrio  antiguo 
de  Pieragullano,  jurisdicción  de  Ampuero,  tiene  un  ramal 
hasta  el  rio  frente  á  la  mies  de  Marrón,  único  camino  público 
de  que  se  sirven  todos  los  carros  para  ir  y  venir  de  este  últi- 
mo punto  con  granos  y  leñas:  que  al  Poniente  de  dicha  mies, 
ó  sea  al  lado  opuesto ,  hay  otro  camino  público  en  forma  de 
herradura,  llamado  de  las  Careabas,  desde  el  pueblo  de  Carasa 
por  la  venta  del  Hambre  hasta  Marrón ;  quedando  entre  ara- 
bas carreteras  la  mies  de  Pieragullano  y  el  rio:  que  fuera  dr 
esta  mies  existe  otra  carretera  muy  antigua  desde  el  barrio 
del  Marrón  hasta  el  de*Povedal  que  sigue  la  misma  dirección 
y  por  la  margen  del  rio:  que  el  camino  desde  la  estacada  al 
almacén  que  llaman  unos  de  Santiago  y  otros  de  las  Anclas, 
es  de  tierra  firme  y  no  llega  más  que  hasta  dicho  edificio ,  y 
que  algunos  ancianos  conocieron  todo  el  camino  desde  la  es- 
tacada al  almacén  ocupada  la  margen  del  rio  con  grandes 
anclas  del  Conde  de  Isla,  existiendo  algunas  en  1845  que  tu- 
vieron que  deshacer  por  no  poderse  manejar : 

Resaltando  que  á  instancia  de  la  misma  parte  declararon 
dos  testigos  que  las  únicas  embarcaciones  que  pueden  llegar 
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á  Marrón  son  lanchas  pequeñas,  botes  ó  barcas,  que  sólo  pue- 
den cruzar  cuando  lia  mar  está  llena,  empleando  para  el  mo- 
vimiento el  remo  ó  las  varas ,  pero  que  no  se  emplean  caba- 
llerías ni  bueyes,  y  que  desde  los  muelles  de  Limpias  hasta 
Marrón  no  hay  por  la  ribera  ni  orilla  del  Asón  ningún  camino 
ni  senda : 

Resultando  que  á  instancia  de  la  misma  parte  se  presen- 
taron varías  escrituras,  sus  fechas  desde  1818  á  1846,  de  las 
cuales  aparece  que  D.  José  de  la  Piedra,  su  padre,  compró 
distintos  pedazos  de  terreno*  en  Pieragullano  que  forman  168 
carros,  sin  que  conste  en  el  mismo  servidumbre  alguna ,  sino 
que  lindan  con  carreteras  que  sirven  á  dicho  término: 

Resultando  que  por  el  Alcalde  de  Ampuero  se  reconocieron 
como  suyas  y  de  su  puño  y  letra  las  firmas  estampadas  al 
final  de  un  oficio  y  cuenta  de  20  de  Junio  de  186B,  en  la  que 
consta  que  D.  José  de  la  Piedra  pagó  70  rs.  al  Alguacil  por 
el  costo  dé  quitar  la  estacada  por  orden  del  Gobernador:  que 
por  otra  escritura  otorgada  en  30  de  Enero  de  1830  resulta 
que  D.  Manuel  Martínez  González  compró  á  D.  José  Isla  una 
fábrica  tenería  en  el  lugar  de  Marrón ,  sitio  de  las  Fábricas, 
con  su  almacén  accesorio,  que  linda  por  Mediodia  con  camino 
público  sólo  para  la  casa  de  Isla,  y  por  Poniente  con  la  mitad 
de  una  huerta:  que  tiene  20  pies  por  un  lado  y  10  por  otro, 
dejados  para  el  servicio  de  dicha  fabrica;  una  huerta  de  10 
carros,  en  la  que  se  ha  dejado  fuera  de  sus  linderos  10  pies 
de  terreno  para  servicio  de  la  noria  y  la  mitad  del  almacén 
llamado  de  Santiago,  con  el  derecho  de  muelle  que  le  corres* 
ponda  hacia  el  embarcadero,  y  con  obligación  de  dar  paso  y 
servidumbre  al  otro  medio  almacén:  que  por  otra  escritura  de 
Junio  del  mismo  año,  el  referido  Isla  vendió  á  D.  Juan  Fran- 
cisco de  Setiem*y  á  su  mujer  un  taller  arruinado  de  30  fra- 
guas en  el  lugar  de  Marrón,  y  el  otro  medio  almacén  de  San- 
tiago de  que  queda  hecho  mérito,  con  más  1.000  carros  de 
tier?a  en  Marrón,  y  mieses  de  Povedal,  Revillas,  Llamas,  Hoz 
y  otros  puntos,  y  finalmente,  que  en  un  expediente  instruido 
en  el  Juzgado  de  Laredo,  á  virtud  de  querella  de  D.  Antonio 
Inastrillas,  resulta  que  éste  y  D.  José  de  la  Piedra  habian  eje- 
cutado obras  en  el  rio  Asón  para  defensa  de  sus  propiedades, 
adelantándose  sobre  las  márgenes  de  manera  que  variaban  el 
curso  de  las  aguas,  y  que  por  no  haber  obtenido  autorización, 
el  Gobernador  mandó  al  Alcalde  de  Limpias  que  procediera  á 
destruirlas  á  costa  de  aquellos,  reservándoles  su  derecho  para 
que  pudieran  solicitarlo  después  si  les  conviniere: 

Resultando  que  en  dicho  término  de  prueba  declararon 
también  15  testigos  á  instancia  del  Ayuntamiento  de  Ampue- 
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ro,  aue  á  la  margen  del  río  Asón  existe  la  ribera  plantada  de 
árboles  que  pertenecen  á  varios  particulares,  y  contigua  ¿ella 
un  camino  carretil  de  uso  público,  constituyendo  la  faja  de 
tierra  plantada  de  árboles,  y  ese  camino  ramal  que  conduce  á 
la  venta  del  Hambre  la  ribera  de  dicho  rio:  que  el  camino  que 
conduce  al  almacén  de  Santiago  y  al  embarcadero  público  k* 
utiliza  la  Sociedad  Cubillas  como  todos  los  demás  para  el  ser- 
vicio de  mieses,  carga  y  descarga  de  dicho  rio:  que  dicho  ca- 
mino le  usaba  el  público  y  forasteros  para  su  servicio  desde 
tiempo  inmemorial  y  sin  oposición  alguna,  y  que  á  la  inme- 
diación de  aquel  almacén  existe  otro  mucho  mayor  y  una  gran 
huerta  de  otros  particulares  que  lindan  con  dicho  camino  por 
un  laéo  y  por  otro  con  la  ribera: 

Resultando  que  dicho  Ayuntamiento  trajo  á  los  autos  h 
Gacela  de  30  de  Marzo  de  1873  que  contiene  la  sentencia  de 
esta  Sala  de  25  de  Bnero  del  mismo  año,  dictada  en  el  pleito 
-entre  D.  Francisco  Juan  de  la  Piedra  y  la  Administración,  por 
la  que  se  dejó  sin  efecto  la  autorización  concedida  á  éste  para 
utilizar  la  pesca  en  el  rio  Asón: 

Resultando  que  nombrados  peritos  para  revisar  los  croquis 
presentados  por  el  Ayuntamiento,  declaró  el  nombrado  por 
éste  que  según  la  distancia  que  aparece  representada  en  los 
mismos  entre  las  carreras  números  1  y  2,  no  eran  las  verda- 
deras: que  sobre  tres  metros  más  arriba  del  aristón  del  Nor- 
oeste de  la  casa  de  Piedra  existe  una  barrera  en  el  croquis 
número  2,  que  se  manifiesta  con  el  núm.  1.°  de  dos  metros  y  10 
centímetros  de  ancho,  habiéndose  observado  en  el  acto  del 
eotejo  el  paso  de  una  caballería  cargada:  que  en  la  parte  que 
se  señala  en  dicho  croquis  con  el  núm.  2  hay  otra  barrera 
cerrada  con  estacas  y  arbustos,*  tenida  para  paso  peonil:  que 
en  la  marcada  con  el  núm.  2  á  B  como  camino' carretil  de  Am- 
puero,  hay  un  terreno  inculto ,  por  el  que  se  noten  vestigios 
de  paso  de  carros:  que  el  camino  que  se  cita  como  servicio  al 
embarcadero  del  Hambre,  hay  otra  zona  igual  en  la  que  se 
advierten  sendas  peoniles  hasta  el  atracadero  de  aquel:  que  en 
el  croquis  núm.  1.°  no  hay  total  exactitud  en  las  dimensiones 
que  señala  á  la  carretera  y  caminos  carretiles  de  Marrón  y 
embarcadero ,  y  que  tampoco  se  observa  la  senda  que  se  de- . 
signa  con  el  núm.  3,  y  el  paso  marcado  sobre  el  arroyo  de 
Marrón,  encontrando  el  nombrado  por  Piedra  falta  notoria  en 
los  croquis  para  formar  una  idea  acertada  de  la  situación  y 
deslinde  de  toda  finca  respecto  á  sus  colindantes,  y  una  mul- 
titud de  inexactitudes  que  detalla,  habiendo  formado  para  de- 
mostrarlas otros  planos  en  la  misma  escala  que  aquellos,  enu- 
merando y  explicando  por  fin  las  notables  inexactitudes  que 
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contienen  los  referidos  croquis,  acompañados  por  fel  Ayunta- 
miento con  su  escrito  de  contestación  á  la  demanda: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos  y  celebrada 
vista  pública  con  citación  de  las  partes,  dicha  Sala  en  5  de  No- 
viembre de  1873  dictó  sentencia,  por  la  cual  fijando  los  hechos 
y  fundamentos  de  derecho  que  creyó  apreciadles ,  estimó  la 
demanda  interpuesta  por  D.  Francisco  Juan  de  la  Piedra  por 
si  y  como  Gerente  apoderado  de  la  Sociedad  Cubillos,  Gonzá- 
lez y  compañía,  contra  las  providencias  del  Gobernador  de 
Santander  de  30  de  Enero  y  6  de  Marzo  de  1872,  y  dejó  sin 
efecto  estas  providencias  en  cuanto  por  ellas  se  otorgó  la  con- 
cesión de  colocar  máquinas  para  pescar  salmón  en  el  cauce  del 
rio  Asón  sin  licencia  de  los  dueños  de  las  riberas  contiguas, 
confirmándolas  en  el  extremo  que  desestimaron  las  solicitudes 
de  los  demandantes  en  la  parte  que  pedian  se  les  concediese 
el  preferente  derecho  de  establecer  máquinas  de  pescar  salmón 
en  el  mismo  rio  que  decian  les  asistía  como  dueños  de  las  ri- 
beras, y  se  entendiesen  practicadas  á  su  instancia  las  diligen- 
cias referentes  á  las  solicitudes  de  máquinas  en  los  sitios  de 
Pieragullano  y  la  Estacada,  que  hisoD.  Ladislao  Setiem,  quien 
cedió  sus  derechos  al  Ayuntamiento  de  Ampuero,  y  reservó  á 
ambas  partes  el  derecho  de  que  se  crean  asistidos  para  que 
usen  de  él  donde  corresponda  si  les  conviniere: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  recurso  de  ape- 
lación y  nulidad  D.  Tomás  Ateca  Abascal  como  Presidente  del 
Ayuntamiento  de  Ampuero,  y  remitidos  los -autos  á  este  Su- 
premo Tribunal,  previa  citación  y  emplazamiento  de  las  partes, 
el  Licenciado  D.  Fidel  García  Lomas,  en  nombre  de  dicha  Cor- 
poración, dedujo  la  demanda  de  agravios  con  la  pretensión  de 
que  la  Sala  revoaue  la  sentencia  apelada,  declarando  firmes 
las  providencias  del  Gobernador  de  Santander  de  30  de  Bnero 
y  6  de  Marzo  de  1872,  concediendo  permiso  á  D.  Ladislao  Se- 
tiem, cedente,  hoy  el  Ayuntamiento  de  Ampuero,  para  cons- 
truir las  siete  máquinas  de  rotación  para  la  pesca  de  los  sal- 
mones en  los  términos  que  se  previenen,  fundándose  en  cuanto 
4  la  nulidad  en  que  la  sentencia  es  nula  por  falta  de  jurisdic- 
ción, porque  ventilándose  la  cuestión  de  si  el  Ayuntamiento  de 
Ampuero  tiene  derecho  á.  establecer  aparatos  de  pesca  en  el 
rio  Asón,  á  pesar  de  haber  negado  la  licencia  D.  Francisco 
Juan  de  la  Piedra,  dueño  de  la  ribera  contigua,  era  innegable 
que  se  trata  de  resolver  sobre  el  derecho  de  pesca,  y  según 
el  articulo  2&6  de  la  Ley  de  Aguas,  el  conocimiento  de  estas 
cuestiones  compete  á  los  Tribunales  de  justicia:  que  el  mismo 
D.  Francisco  Juan  de  la  Piedra  solicitó  permiso  á  fin  de  esta- 
blecer dos  máquinas  para  pescar  Balmones  en  la  presa  de  Ma~ 
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zarrón  y  de  la  Gargoya,  y  aunque  se  opuso  el  Ayuntamiento 
por  considerar  del  pueblo  el  derecho  de  pescar,  el  Gobernador 
desestimó  la  oposición  y  le  concedió  la  licencia  solicitada:  que 
dicha  Corporación  acudió  al  Ministro  de  Fomento  para  que 
le  mantuviera  en  el  aprovechamiento  de  la  pesca,  porque  le 
venia  poseyendo  con  el  carácter  de  Propios  de  inmemorial,  y 
que  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  se  dictó  la  Real  or- 
den de  1.°  de  Mayo  de  1872,  respetando  el  estado  posesorio  que 
para  pescar  salmones  venian  ejerciendo  de  inmemorial  los  pue- 
blos de  Ampuero  y  Marrón,  y  declarando  improcedente  la  au- 
torización concedida  á  Piedra  para  que  utilizase  la  pesca:  que 
contra  esta  disposición  interpuso  éste  demanda  contencioso- 
administrativa,  la  cual  se  declaró  improcedente  por  sentencia 
de  25  de  Enero  de  1873,  reservándole,  sin  embargo,  el  derecho 
de  que  se  creyese  asistido  para  que  usase  de  él  donde  corres- 
pondiese, siendo  sus  fundamentos  que  el  conocimiento  de  las 
cuestiones  relativas  á  la  pesca  competía  á  los  Tribunales  de 
justicia,  y  que  era  de  esta  naturaleza  dicha  demanda,  puesto 
que  versaba  sobre  el  derecho  que  reclamaba  Piedra  para  cons- 
truir y  colocar  dos  máquinas  con  destino  á  la  pesca  de  sal- 
mones del  rio  Asón  con  consentimiento  de  los  dueños  de  las 
riberas,  á  cuya  solicitud  se  habían  opuesto  los  Ayuntamientos 
de  Ampuero  y  Marrón,  alegando  la  antigua  posesión  en  que 
se  hallaban  del  derecho  exclusivo  á  la  misma  pesca  en  el  re- 
ferido sitio:  que  la  actual  cuestión  era  idéntica  á  esta,  sin  más 
diferencia  que  la  de  las  personas:  que  además  afectaba  sólo  á 
intereses  particulares,  porque  el  Ayuntamiento  de  Ampuero 
se  presentaba  como  cesionario  de  Setiem,  y  por  consiguiente 
correspondía  el  conocimiento  del  asunto  á  los  Tribunales  de 
justicia:  que  ni  podia  pedirse  la  revocación  de  la  providencia 
del  Gobernador  sino  la  declaración  de  que  no  se  había  cum- 
plido la  condición  con  que  se  habia  concedido  aquel  derecho, 
y  que  por  tanto  habia  caducado  la  concesión  que  para  tal  caso 
implícitamente  mandaba  aquel  que  no  tuviese  efecto,  citando 
en  apoyo  de  sus  doctrinas  las  decisiones  de  25  de  Agosto  de 
1847,  7  de  Julio  de  1848  y  otras,  en  cuyo  espíritu  se  hallaba 
desenvuelta  esta  afirmación,  quedando  propuesta  en  primer 
término  la  excepción  de  incompetencia  en  los  Tribunales  con- 
tencioso-administrativos,  apoyándose  además  de  lo  dicho  en 
diversas  razones  que  extensamente  expone,  concluyendo  que 
también  la  Audiencia  lo  ha  sido  para  tallar  este  asunto,  por- 
que según  la  ley  y  la  jurisprudencia  corresponde  á  la  Admi- 
nistración activa  proceder  en  estas  cuestiones  hasta  su  grado 
más  elevado,  y  después  á  este  Tribunal  Supremo;  y  en  cuanto 
á  la  apelación  después  de  referir  las  pruebas  y1  los  consideran- 
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dos  de  la  sentencia  apelada,  y  de  exponer  en  su  consecuencia 
oue  Piedra  nada  ha  probado  de  lo  que  se  proponía,  y  que  la 
de  testigos  es  completamente  ineficaz  y  contraria  á  la  instru- 
mental que  ha  adacido,  comenta  el  espirita  de  los  artículos  171, 
172  y  179  de  la  Ley  de  Aguas,  y  deduce  de  todo  que  estando 
de  inmemorial  reconocido  en  la  sentencia  antes  referida  el  de- 
recho exclusivo  de  la  pesca  de  salmones  al  Ayuntamiento  de 
Ampuero  no  era  la  posesión  en  que  se  hallaba  simplemente 
de  pescar,  sino  de  pescar  con  la  clase  de  máquinas  de  rotación 
de  que  se  trata  que  son  las  que  se  emplean  en  el  rio  Asón;  y 
que  por  lo  tanto,  al  revocar  las  providencias  del  Gobernador, 
no  sólo  se  ataca  ese  derecho  de  posesión,  sino  que  se  le  inutiliza: 
que  la  posesión  en  que  estaba  de  su  derecho  na  de  reconocér- 
sele sin  limitación  en  los  términos  que  siempre  lo  ha  poseído: 
que  el  derecho  de  pescar  de  otra  manera  le  tiene  siempre  el  Ayun- 
tamiento si  se  repugnaba  la  exclusiva,  y  que  no  se  concebía  se 
le  mantuviese  en  la  posesión  de  una  cosa  que  si  él  %e  privase 
de  ella  por  su  renuncia,  quedaría  con  la  misma  posesión: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal,  después  de  manifestar 
la  imposibilidad  legal  en  que  se  encontraba  de  adherirse  á  la 
apelación  por  no  haber  sido  parte  en  la  primera  instancia,  de- 
biendo serlo,  pidiendo,  respecto  al  recurso  de  nulidad,  que  la 
Sala. se  sirva  desestimarle,  alegando  que  la  cuestión  de  que  se 
trata  es  la  de  si  el  permiso  otorgado  por  el  Gobernador  á  Se- 
tiern  para  establecer  las  siete  máquinas  destinadas  á  la  pesca 
de  salmón  ha  impuesto  ó  no  á  las  propiedades  particulares  del 
demandante  servidumbre  forzosa  ó  alguna  otra  limitación  6 
gravamen  en  los  casos  previstos  por  lá  Ley  de  Aguas:  que  si 
el  apelado  había  acreditado  en  el  expediente  gubernativo  ser 
dueño  de  las  propiedades  lindantes  con  el  rio  Asón,  era  inne- 
gable que  con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  art.  295  de  la  Ley 
de  Aguas,  y  á  la  jurisprudencia  de  este  Supremo  Tribunal  en 
está  materia,  era  procedente  la  vía  contenciosa-administrativa, 
y  por  lo  tanto  la  Sala  sentenciadora  debió  admitir  como  ad- 
mitió la  demanda  de  acuerdo  con  el  Ministerio  fiscal:  qjie  era 
también  innegable  que  el  caso  de  autos  no  es  igual  al  que  se 
refiere  la  sentencia  de  25  de  Enero  de  1873,  porque  la  nega- 
tiva del  permiso  se  fuhdó  exclusivamente  en  el  derecho  de  la 
pesca  de  los  Ayuntamientos  de  Ainpüero  y  Marrón,  derecho 
acerca  del  cual  compete  el  conocimiento  á  los  Tribunales  or- 
dinarios: que  la  concesión  del  permiso  en  el  caso  actual  ha 
podido  lastimar  derechos  nacidos  de  títulos  de  dominio,  que 
no  pueden  menos  de  ser  objeto  de  contención  judicial,  según 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  v  artículo  citado  de  la  Ley  de  Aguas: 
que  si  los  casos  no  eran  idénticos,  aunque  lo  fueran  las  per- 
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sonas,  no  era  aplicable  la  sentencia  indicada  por  el  recurrente: 
que  las  providencias  de  los  Gobernadores  en  materia  de  aguas 
si  eran  declaratorias  de  derechos,  babia  generalmente  el  re- 
curso contencioso  ante  las  Audiencias  que  podría  proceder 
según  los  casos:  que  si  en  la  Ley  d?  Aguas  no  existe  la  pres- 
cripción de  que  contra  ciertas  providencias  que  dicten  los  Go- 
bernadores, no  se  puede  recurrir  sino  en  vía  contenciosa,  era 
menester  deducir  que  era  potestativo  á  los  interesados  acudir 
en  alzada  en  vía  gubernativa  ante  el  Ministro,  ó  al  Tribunal 
contencioso -administrativo  para  obtener  reparación  délos  agra- 
vios que  aquellas  providencias  hayan  podido  inferirle,  y  que 
no  es  contrario  á  la  ley  que  unas  veces  conozca  este  Supremo 
Tribunal  en  los  negocios  de  aguas  en  segunda  instancia  y 
otras  en  primera,  según  el  medio  que  hayan  elegido  las  partes 
reclamantes: 

Resultando  que  contestando  también  el  Procurador  D.  Fé- 
lix Bazan  en  representación  de  D.  Francisco  Juan  de  la  Pie- 
dra, por*  si  y  como  Gerente  de  la  Sociedad  Cubillos,  Gonzá- 
lez y  compañía,  pidió  que  se  confirmara  la  sentencia  apelada, 
en  cuanto  deja  sin  efecto  las  providencias  del  Gobernador 
acerca  de  la  colocación  de  las  maquinas  para  pescar,  fundán- 
dose en  el  resultado  del  expediente  gubernativo  en  que  no 
puede  conseguirse  el  deseo  del  Ayuntamiento  de  Ampuero  como 
cesionario  de  D.  Ladislao  Setiem,  porque  la  colocación  de 
aquellas  en  el  rio  Asón  sin  el  consentimiento  de  los  dueños  de 
las  riberas  es  un  ataque  directo  á  la  propiedad ,  porque  se  les 
imponía  una  servidumbre  ó  gravamen  que  ni  tenían  ni  debían 
consentir ;  y  después  de  refutar  las  alegaciones  contrarias,  re- 
producir el  art.  171  de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  con  los 
(lemas  fundamentos  en  que  descansaba  su  demanda,  y  hacerse 
cargo  de  las  pruebas,  terminó  su  largo  escrito  reasumiendo 
que  la  Audiencia  de  Burgos  tuvo  competencia  para  conocer  de 
este  asunto  como  Tribunal  contencioso  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  art.  295  de  la  Ley  de  Aguas,  puesto  que  se  tra- 
taba de  averiguar  si  á  la  propiedad  de  Piedra  se  la  habia  im- 
puesto servidumbre,  limitación  ó  algún  gravamen :  que  dicho 
Tribunal  falló  con  acierto,  dando  á  los  ribereños  los  derechos 
que  la  ley  les  otorga,  cualidad  que  ni  directa  ni  indirectamente 
na  probado  la  parte  contraria  que  concurriera  en  ella,  á  pesar 
de  haber  sido  la  hipótesis  de  que  partió  para  solicitar  la  con- 
cesión administrativa,  y  que  el  Ayuntamiento  de  Ampuero,  que 
litiga  como  cesionario  de  D.  Ladislao  Setiem,  se  ha  puesto  en 
centrad iooi un  con  nuh  propios  hechos  y  afirmaciones. 

Y  Lito*,  simulo  Ponoute  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Cano, 
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Considerando  que  mejorados  por  la  representación  del  Ayun- 
tamiento de  Ampuero  en  su  demanda  de  agravios  loa  recursos 
de  nulidad  y  de  apelación  que  interpuso  y  le  ñieron  admitidos 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Btirgoa  contra  la 
sentencia  definitiva  dictada  por  la  misma  en  el  presente  pleito, 
son  dos  indudablemente  las.  cuestiones  que  la  Sala  está  lla- 
mada á  resolver  eta  esta  segunda  instancia: 

Considerando ,  en  cuanto  á  la  primera  de  esas  cuestiones,  ó 
sea  la  de  nulidad,  que  según  el  art.  172  de  la  Ley  de  Aguas 
de  3  de  Agosto  de  1866  corresponde  á  los  Gobernadores  de 
provincia  conceder  automaciones  de  la  índole  y  clase  á  que 
pertenece  la  de  que  ahora  se  trata ,  siempre  que  no  se  emba- 
race con  ellas  el  curso  de  la  navegación : 

Considerando  que  igual  facultad  se  concede  generalmente 
á  los  mismos  funcionarios  por  otros  artículos  del  tít.  5.°  de 
dicha  ley,  fuera  de  los  casos  comprendidos  en  los  234,  253  y 
261,  en  los  que  la  expresada  autorización  ha  de  otorgarse  por 
una  ley ,  ó  tan  sólo  por  el  Gobierno ;  y  que  no  hay  disposición 
alguna  legal  que  establezca  expresamente  la  alzada  al  Minis- 
tro de  Fomento  de  las  providencias  dictadas  por  los  referidos 
Gobernadores  en  los  negocios  sobre  aprovechamientos  de  aguas 
públicas,  como  un  trámite  necesario-  para  apurar  la  vía  gu- 
bernativa, de  todo  lo  cual  se  infiere  claramente  que  con  esas 
providencias  se  termina  el  procedimiento  administrativo  ,  y 
queda  expedita  la  vía  contenciosa  que  pueden  utilizar  los  in- 
teresados cuando  les  conviniere ,  deduciendo ,  dentro  del  tér- 
mino señalado  al  efecto ,  la  correspondiente  demanda  conten- 
cioso-administrativa  ante  la  Audiencia  del  territorio,  como  ha 
sucedido  en  el  presente  caso: 

Considerando  que  no  se  trata  aquí,  como  supone  el  ape- 
lante ,  de  resolver  una  cuestión  sobre  derecho  de  pesca,  puesto 
que  la  que  sirve  de  principal  objeto  al  actual  litigio  consiste 
únicamente  en  si  es  ó  no  legalmente  válida  la  autorización 
otorgada  por  el  Gobernador  de  Santander  á  D.  Ladislao  Setiem, 
ó  lo  que  es  la  mismo ,  si  esa  concesión  se  ajusta  ó  no  á  las 
prescripciones  legales  aplicables  ai  caso  concreto  del  pleito; 
cuestión  cuyo  conocimiento  y  decisión  compete  á  todas  luces 
á  los  Tribunales  contencioso-administrativos ,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  295 ,  párrafo  segundo  de  la  citada  Ley  de 
Aguas : 

Considerando  que  el  Ministerio  fiscal  fué  parte  en  la  pri- 
mera y  en  la  segunda  instancia  de  este  litigio ,  puesto  que  se- 
gún resulta,  de  las  actuaciones  practicadas  en  el  mismo  du- 
rante la  sustanciacion  de  ambas ,  na  sido  en  tal  concepto  citado 
todas  las  veces  que  debía  serlo ;  y  que  se  le  han  hecho  tam- 


254  TRIBUNAL   SUPEEMO. 

bien  las  notificaciones  y  la  entrega  de  autos  de  igual  modo  que 
á  los  otros  litigantes : 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  en  las  ante- 
dichas actuaciones  de  este  pleito  no  existe  ninguna  de  las  cau- 
sas de  nulidad  alegadas  por  la  representación  del  Ayunta- 
miento de  Ampuero  en  su  demanda  de  agravios ,  y  sostenidas 
después  por  la  misma  en  el  acto  de  la  última  vista,  y  que  por 
lo  tanto  es  de  todo  punto* infundado  y  legalmente  improce- 
dente ese  recurso : 

Considerando ,  respecto  á  la  segunda  cuestión ,  que  según 
aparece  del  expediente  administrativo  al  dictar  el  Gobernador 
de  Santander,  después  de  instruido  éste,  sir  providencia  de  30 
de  Enero  de  1872,  por  la  que  se  concedió  autorización  á  Don 
Ladislao  Setiem  para  colocar  las  mencionadas  máquinas  de 
pesca  de  salmón  en  las  orillas  del  rio  As  'm  y  sitios  designa- 
dos por  el  mismo,  no  se  habia  presentado  por  parte  de  Don 
Francisco  Juan  de  la  Piedra,  ni  por  ningún  otro  de  los  que 
se  atribuían  entonces  el  carácter  de  dueños  y  pacíficos  posee- 
dores de  varios  predios  ribereños ,  lindantes  con  dicho  rio  en 
aquellos  mismos  sitios,  los  títulos  justificativos  de  sus  respec- 
tivos dominios  y  pQsesion,  como  pudieron  y  debieron  hacerlo 
al  formular  en  tal  concepto  su  oposición  dentro  del  término 
de  quince  dias  señalado  en  el  anuncio  que  se  publicó  en  el 
Boletín  oficial  de  aquella  provincia: 

Considerando  que  no  nabiéndose  acreditado  en  el  expe- 
diente administrativo  al  tiempo  y  del  modo  antes  indicados  el 
supuesto  dominio  y  posesión  de  los  referidos  predios  ribere- 
ños, único  fundamento  de  la  impugnación  que  los  expresados 
opositores  hicieran  á.la  autorización  pedida  por  Setieiji  para 
colocar  las  máquinas  de  pesca,  es  evidente  que  la  referida 
providencia  de  30  de  Enero ,  por  la  que  se  otorgó  esa  autori- 
zación, estuvo  en  su  lugar,  y  que  por  no  ser  aplicable  en  tal 
caso  la  disposición  del  art.  171  de  la  Ley  de  Aguas,  no  fué 
ni  pudo  ser  ésta  infringida: 

Considerando  que,  según  se  previene  en  el  art.  195  de  la 
misma  ley,  la  repetida  autorización  se  otorgó  sin  perjuicio  de 
tercero  y  salvo  el  derecho  de  propiedad,  y  que  eu  virtud  de  esa 
salvedad,  cuando  el  concesionario  no  reconociere  en  los  que 
impugnaran  la  concesión  el  carácter  de  dueños  ribereños  que 
se  atribuyesen ,  una  vez  que  estos  quisieran  hacer  valer  sus 
derechos,  deberían  acudir  á  los  Tribunales  de  justicia,  á  los 
que,  conforme  á  lo  prescrito  en  el  art.  296,  párrafo  se- 
gundo de  la  Ley  de  Aguas,  compete  el  conocimiento  de  las 
cuestiones  relativas  al  dominio  y  posesión  de  las  riberas, 
sin  que  esté  en  las  atribuciones  de  los  contencioso-adminis- 
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trativos  entender  ni  decidir  en  las  contiendan  entre  particu- 
lares sobre  la  existencia,  índole  y  condición  de  un  derecho 
deesa  clase: 

Considerando  que  las  providencias  dictadas  por  la  Admi- 
nistración activa  en  materia  de  aguas ,  no  pueden  reformarse 
por  la  misma  Autoridad  que  las  ha  dictado;  puesto  que,  con 
arreglo  al  art.  277  de  la  precitada  Ley  de  Aguas  causan  es- 
tado cuando  no  se  recurriere  contra  ellas,  ó  al  superior  jerár- 
quico, ó  en  la  via  contenciosa,  según  proceda,  dentro  del  tér- 
mino que  señalen  las  leyes  y  reglamento,  ó  en  su  defecto 
dentro  de  tres  meses,  contados  de&de  la  fecha  en  que  se  pu- 
blicasen ó  se  notificaren  al  interesado : 

Considerando  que  á  esa  clase  corresponde  indudablemente 
la  providencia  dictada  por  el  Gobernador  de  Santander  en  30 
de  Enero  de  1872,  de  que  antes  se  ha  hecho  mérito,  y  que  por 
consiguiente  la  que  dictó  después  esa  misma  Autoridad  admi- 
nistrativa en  6  de  Marzo  siguiente,  denegando  en  ést#  la  re- 
Sosicion  ó  reforma  de  aquella  solicitada  por  D.  Francisco  Juan 
e  la  Piedra,  fué  á  todas  luces  procedente  y  ajustada  a  las 
disposiciones  del  citado  art.  277,  de  lo  cual  se  deduce  muy 
claramente  que  no  habia  razón  ni  motivo  alguno  legal  para 
reclamar  en  el  sentido  y  del  modo  que  entonces  se  hizo  contra 
ninguna  de  esas  dos  providencias ,  y  mucho  menos  para  de- 
jarlas sin  efecto,  como  se  ha  acordado  después; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  esta  Sala 
y  la  de  lo  civil  de  la  Audieneia  de  Burgos  son  legal  mente 
competentes  para  conocer  y  decidir  sobre  tel  negocio  de  que 
se  trata,  y  en  su  consecuencia  no  há  lugar  á  la  excepción  de 
incompetencia  y  á  la  solicitud  de  nulidad  de  todo  lo  actuado 
en  el  presente  pleito,  deducidas  por  la  representación  del 
Ayuntamiento  de  Ampuero  en  su  demanda  de  expresión  de 
agravios:  revocamos  la  sentencia  apelada  que  en  6  ae  Noviem- 
bre de  1873  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  referida  Audiencia, 
en  cuanto  por  ella  se  dejan  sin  efecto  las  mencionadas  provi- 
dencias de  30  de  Enero  y  6  de  Marzo  de  1872,  de  conformi- 
dad con  lo  solicitado  sobre  este  punto  en  su  demanda  conten- 
cioeo-administrativa  de  5  de  Abril  dql  mismo  año  por  Don 
Francisco  Juan  de  la  Piedra,  por  sí  y  como  Gerente  apoderado 
de  la  Sociedad  industrial  Cubillos  y  González  y  compañía,  de 
cuya  demanda  absolvemos  á  la  Administración  general  del 
Estado;  declarando  en  su  virtud  subsistentes  las  expresadas 
providencias  dictadas  en  el  expediente  administrativo  por  el 
Gobernador  de  Santander  en  30  de  Enero  y  6  de  Marzo  de  1872, 
sin  perjuicio  del  derecho  que  pueda  asistir  &  D.  Francisco 
Juan  de  la  Piedra  y  a  la  Sociedad  Cubillos }  González  y  compa- 
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Oía,  representada  por  él,  para  que  usen  del  misino  dónde  y 
cómo  vieren  convenirles. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos ,  por  conducto  del 
Presidente  de  la  misma,  con  la  certificación  prevenida,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos.  =  Juan  González  Aceve- 
do.=J osé  María  Herreros  de  Tejada. = Manuel  León. = Manuel 
Almonaci  y  Mora. = Francisco  Armesto.=»Luis  Vázquez  Mon- 
dragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  de  la 
fíala  tercera  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  noy,  de  que  certifico  como  Secre- 
tario Relator  en  Madrid  á  17  de  Octubre  de  1874. = Licenciado 

Manuel  Aragoneses  Gü. 

«• 

Núm.  39. 
ÚNICA  INSTANCIA, 


Pago  de  intereses  de  cierta  cantidad  por  kjbcuciojí  de  obras 
en  ün  camino.— Sentencia  de  17  de  Octubre,  dejando  sin 
efecto  con  ciertas  reservas  la  orden  ministerial  de  12  de 
Mayo  de  1873,  impugnada  por  D.  Víctor  Villarrubia. 

En  los  considerandos  se  establece  : 

y9  Que  según  el  párrafo  segundo  del  art.  50  de  la  Ley  pro- 
vincial el  recurso  de  alzada  se  ha  de  entablar  en  la  forma  que 
dispone  el  133  de  la  municipal,  en  el  que,  si  bien  se  previene 
que  interpuesta  la  alzada,  el  Gobernador  de  la  provincia  dentro 
de  ocho  días  remita  el  expediente  respectivo  con  informe  al  Mi- 
nisterio, nada  dice  del  término  que  tenga  el  que  se  suponqperju- 
dicado  para  interponer  el  recurso. 

2.°  Que  en  vista  de  la  omisión  de  la  ley  en  este  particular  y 
de  cuestiones  por  ello  suscitadas ,  se  declaré  por  Real  orden  de  23 
de  Octubre  de  1871  que  mientras  no  ñaya'una  disposición  legal 
que  fije  el  plazo  en  que  pueda  recurrirse  al  Gobierno  contra  los 
acuerdos  de  las  Diputaciones  provinciales,  deben  admitirse  las 
que  se  presenten  en  debida  forma,  sea  cualquiera  el  tiempo  que 
haya  pasado  desde  que  se  tomaron  aquellos. 
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3.°  Que  por  el  decreto  de  17  de  Noviembre  de  1871  se  dispone 
en  su  art.  1.°  que  las  alzadas  contra  los  acuerdos  de  las  Dipu- 
taciones provinciales  se  interpongan  ante  el  Gobernador  para  que 
éste  las  remita  al  Ministerio  con  el  expediente  é  informa  que  con- 
sidere oportuno 9  siempre  que  proceda  el  recurso ,  ó  en  otro  caso  lo 
desestime,  disponiendo  que  el  interesado  use  de  su  derecho,  si  le 
conviniere,  ante  el  Juez  ó  tribunal  competente;  y  en  el  2.°  que 
las  instancias  que  se  reciban  en  el  Ministerio  sin  dichas  forma* 
lidades  se  remitan  al  Gobernador  de  la  provinciapara  que  pro- 
ceda en  los  términos  antes  relacionados. 

4.°  Que  atendida  la  letr'a  y  espirita  de  este  segundo  articulo, 
aun  en  el  caso  de  que  la  alzada  se  presente  al  Ministro,  este  de- 
fecto no  es  sustancial  que  invalide  el  recurso  cuando  se  previene 
que  se  devuelva  al  Gobernador  para  que  llene  las  formalidades 
exigidas  en  el  art.  1.° 

En  la  villa  de  Madrid,  á  17  de  Octubre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
primera  y  única  instancia,  seguidos  por  el  Procurador  Don 
Ángel  Calvo  &  nombre  y  con  poder  de  D,  Víctor  Villarrubia, 
contra  la  Administración  general  del  Estado,  representada  por 
el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la  orden  ministerial 
de  12  de  Mayo  de  1873  que,  confirmando  el  acuerdo  de  la 
Diputación  provincial  de  Salamanca,  le  denegó  el  pago  de 
intereses  de  cierta  cantidad  por  ejecución  de  obras  en  el  ca- 
mino de  La  Asonada: 

Resultando  que  D.  Víctor  Villarrubia,  vecino  de  la  ciudad 
de  Béjar,  en  la  provincia  de  Salamanca,  contrató  y  ejecutó 
las  obras  de  un  trozo  de  la  carretera  provincial  en  el  sitio 
llamado  La  Asonada;  y  que  suscitadas  dificultades  para  su 
pago,  se  dictó  una  orden  por  la  Dirección  general  de  Obras 
públicas  en  30  de  Mayo  de  1868,  de  conformidad  con  lo  in- 
formado por  la  Junta  consultiva  del  ramo,  resolviendo,  entre 
otras  cosas,  que  el  contratista  tenia  perfecto  dereóho  á  que  se 
le  pagasen  las  que  hubiese  construido  siguiendo  la  traza  y 
rasante  que  le  hubiese  señalado  el  Director  de  las  mismas  co- 
misionado por  la  Diputación : 

Resultando  que  á  •  su  virtud  solicitó  de  esta  Corporación 
que  al  tipo  de  6  por  100  al  año  se  le  abonaran  los  intereses 
correspondientes  al  tiempo  trascurrid*)  desde  que  las  obras 
debieran  abonarse  hasta  que  realmente  se  abonaron;  y  dene- 
gada dicha  petición  por  acuerdo  de  7  de  Setiembre  de  1870, 
como  no  se  comunicase  ai  interesado  por  ignorarse  su  para- 
dero hasta  30  de  Julio  de  1872,  la  Comisión  provincial  lo  rei- 
teró en  19  de  Agosto  de  1871: 

II.— 3.a  17 
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o  iiflbind'i  'fi*  ezi  22  de  i^rual  mes  del  año  siguiente  de 
ii  rJ  ilin^»/?  «1  M,  Víctor  Villarrubia  una  instancia  al  Gober- 
,,..<l'rr  <W'  I*  provincia,  que  después  apareció  en  la  Sección  de 
j  ,M»''»»t".  «uíi  rf^Htrar  ni  darle  curso  en  el  dia  24  de  Mayo  de 
l<<  / j  y  t^ut  +,n  26  de  Febrero  de  este  último  año  formalizó  la 
•fi/¿H*.  »riVr  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  por  el  cual  se 
íIí/.í//  aun  orden  en  12  de  Mayo  siguiente  desestimando  dicho 
rwtirvf  por  improcedente,  y  manteniendo  en  toda  su  integri- 
i\.iA  t*\  acuerdo  apelado  de  la  Diputación  provincial,  reservando 
¡tí  jfiW'Mfido  el  derecho  de  que  se  creyese  asistido  para  que 
\t,  #'jftr<'itara  dónde  y  cómo  viere  convenirle: 

fC'»ultando  que  en  29  del  mismo  mes  de  Mayo  acudió  el 
demandante  al  Ministerio  solicitando  que  se  revisasen  todos 
Ion  antecedentes  del  asunto  y  se  revocara  el  acuerdo  de  la 
diputación,  por  lo  que  dictó  nueva  orden  en  8  de  Julio  decla- 
rando que  la  do  12  de  Mayo  era  irreformable  en  la  vía  guber- 
nativa por  haber  causado  estado  en  ella,  y  que  el  interesado 
tniia  expedita  la  contenciosa: 

Itcmiltando  que  contra  la  orden  de  12  de  Mayo  de  1873 
ánten  referida,  y  en  15  de  Julio  del  mismo  año  presentó  de- 
manda eontenewMo-administrativa  en  este  Tribunal  Supremo 
I).  Víctor  Villarrubia,  representado  por  el  Procurador  D.  Ángel 
Calvo,  pidiendo  su  revocación,  y  que  se  declare  que  el  recurso 
interpuesto  contra  el  acuerdo  de  la  Diputación  provincial  pro- 
cedo en  fondo,  tiempo  y  forma,  ó  que  pueda  interponerlo  de 
nuevo  si  lo  tuviere  por  conveniente,  fundado  en  que  no  hay 
tiempo  determinado  y  perentorio  para  interponerse  por  un 
particular  agraviado  el  recurso  de  alzada  ante  el  Gobierno  de 
un  acuerdo  de  las  Diputaciones  provinciales  ó  Comisiones 
permanentes,  como  lo  declara  expresamente  la  Real  orden  de 
>Kl  de  Octubre  de  1871;  apoyándose  además  en  lo  dispuesto 
en  los  articulo*  fio  y  133  de  las  leyes  orgánica  provincial  y 
municipal»  que  no  determinan  ni  fijan  álos  particulares  tiempo 
alguno  para  interponer  dicho  recurso: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo» declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la 
demanda,  la  amplió  el  Procurador  Calvo  insistiendo  en  su  so- 
licitud y  alegaciones: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  á 
du*ba  demanda  pretendiendo  se  absuelva  á  la  Administración 
*vncral  del  Kttadn  y  se  confirme  la  orden  recurrida,  expo- 
niendo como  fundamentos  que  el  espíritu  del  párrafo  seprumb» 
del  ave  M  de  la  l«ey  provincial  de  2o  de  Asrosto  de  1870,  al 
yvwvptuar  que  ol  recurso  de  altada  ante  el  Gobierno  se  en- 
!^vti  a  en  \w  forma  que  dispone  el  art.  133  de  la  Ley  munici- 
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pal  de  la  misma  fecha,  es  indudablemente  que  el  citado  re- 
curso se  interponga,  no  sólo  en  la  forma,  sino  en  el  término 
que  para  easos  análogos  señalan  dichas  leyes:  que  esta  inte- 
ligencia de  la  ley  se  funda  en  que,  fijándose  plazos  para  la 
•  suspensión  de  los  acuerdos,  remisión  de  informes  é  interposi- 
ción de  las  demandas ,  no  es  de  presumir  que  no  se  estable- 
ciera, ni  siquiera  establecerse  ninguno  para  entablar  el  recurso 
de  alzada  en  la  vía  administrativa,  que  es  uno  de  los  más 
importantes  que  se  conceden  á  los  interesados:  que  de  admi- 
tirse la  doctrina  sustentada  por  el  actor ,  las  providencias  de 
las  Corporaciones  populares  no  tendrían  jamás  carácter  dé 
estabilidad,  no  serian  firmes  nunca,  é  indefinidamente,  cual- 
quiera que  fuese  el  tiempo  que  hubiese  pasado,  podría  recla- 
marse en  contra  de  ellas  aunque  los  hechos  á  que  se  refieren 
se  hubieran  consumado,  aunque  por  esta  razón,  por  el  mismo 
trascurso  de  tiempo  ó  por  otra  causa  fuera  imposible  refor- 
marlas, ni  impedir  ó  remediar  sus  efectos ;  y  que  además  el 
recurso  entablado  es  improcedente  por  la  forma  por  no  haberse 
presentado  ante  el  Gobernador ,  como  ordena  la  ley  y  se  ha 
declarado  en  casos  semejantes  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Estado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León 
Romero. 

Considerando  que  la  orden  del  Ministerio  de  la  Goberna- 
ción que  reclama  D.  Víctor  Villarrubia,  contratista  de  un  trozo 
de  camino  en  la  provincia  de  Salamanca,  desestimando  el 
recurso  de  alzada  contra  el  acuerdo  de  la  Diputación  provin- 
cial, que  le  negaba  el  abono  de  ciertos  intereses,  se  funda  en 
que  es  improcedente,  ya  se  atienda  al  tiempo  de  su  interpo- 
sición, ya  á  la  forma  en  que  se  ha  hecho: 

Considerando  respecto  al  primar  extremo ,  ó  sea  el  tiempo 
en  que  la  alzada  se  ha  presentado ,  que  según  el  párrafo  se- 
gundo del  art.  50  de  la  Ley  provincial  éste  se  ha  de  entablar 
en  la  forma  que  dispone  el  133  de  la  municipal,  en  el  que,  si 
bien  se  previene  que  interpuesta  la  alzada,  el  Gobernador  de 
la  provincia  dentro  de  ocho  dias  remita  el  expediente  respec- 
tivo con  informe  al  Ministerio,  nada  dice  del  término  que 
tenga  el  que  se  supone  perjudicado  para  interponer  el  re- 
curso: 

Considerando  que  en  vista  de  la  omisión  de  la  ley  en  esto 
particular  y  de  cuestiones  por  ello  suscitadas,  se  declaró  por 
Real  orden  de  23  de  Octubre  de  1871  que  mientras  no  haya 
mía  disposición  legal  que  fije  el  plazo  en  que  pueda  recurrirse 
al  Gobierno  contra  los  acuerdos  de  las  Diputaciones  provin- 
ciales, deben  admitirse  las  que  se  presenten  en  debida  forma. 
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Ntjm.  40. 
PROCEDENCIA. 


>LUGION   Jl  SUS  AUTOBÚS  DE    UNOS  PROYECTOS    PRESENTADOS   Á 
«CURSO  PAHA  LA  CONSTRUCCIÓN  DE  UNA  CÁRCEL  DE  AUDIENCIA 

esta  capital. — Sentencia  de  19  de  Octubre,  declarando 
iprocedente  la  vía  contenciosa,  y  que  en  su  consecuencia 
)  há  lugar  .á  la  admisión  de  la  demanda  propuesta  por  Don 
rancisco  Jareño  y  Alsrcon  contra  la  orden  del  Ministerio 
3  la  Gobernación  del  28  de  Junio  de  1873. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  es  un  principio  inconcuso  sancionado  por  la  jurispru- 

da  constante  del  Oonsejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo 

contra  las  órdenes  y  resoluciones  dictadas  por  la  Adminis- 

eion  activa  en  uso  de  sus  facultades  discrecionales  no  pro- 

e  el  juicio  cqnteneioso-administrativo . 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  19  de  Octubre  de  1874,  en  los 

'  •  tos  que  se  siguen  en  este  Tribunal  Supremo ,  sobre  proce- 

ncia  de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  pre- 

■'  ntada  por  D.  Francisco  Jareño  y  Alarcon,  y  en  su  nombre 

■  n  el  Licenciado  D.  Isidro  Aguado  y  Mora  contra  la  Admi- 

*'  Istracion  del  Estado ,  representada  por  el  Ministerio  fiscal, 

•    a  solicitud  de  que  se  deje  sin  efecto  la  orden  de  28  de  Junio 

*  1873  que  mandó  devolver  á  sus  autores  los  proyectos  pre- 

-   entados  á  concurso  para  la  construcción  de  una  cárcel  de 

mdiencia  en  esta  capital : 

Resultando  que  determinada  por  el  Gobierno  la  construc- 
Iton  de  una  cárcel  de  Audiencia  en  esta  capital  por  decreto 
¿e  la  Regencia  del  Reino  de  30  de  Marzo  de  1870,  inserto  en 
Ja  Gaceta  de  1.°  de  Abril,  se  abrió  un  concurso  especial  para 
la  presentación  de  planos  bajo  las  bases  aprobadas  en  el  pro- 
'grama  adjunto  al  mismo,  disponiendo  que  los  proyectos  de- 
berían quedar  presentados  en  el  Ministerio  de  la  Gobernación 
antes  de  las  cinco  de  la  tarde  del  15  de  Mayo  siguiente,  en 
cuya  hora  quedaría  definitivamente  cerrada  la  admisión ,  no 
obstante  lo  cual  fué  prorogado  este  término  hasta  31  del 
mismo  mes: 

Resultando  que  dentro  de  dicho  plazo  se  presentaron  cinco 
proyectos,  los  cuales  fueron  examinados  por  el  Tribunal  de 
censura  y  expuestos  al  público  en  la  Academia  de  San  Fer- 
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nando,  y  que  en  22  de  Octubre  siguiente  la  Comisión  faculta- 
tiva nombrada  por  decreto  de  31  de  Marzo  anterior  emitió 
dictamen  que  presentó  á  la  Junta  superior  consultiva  acerca 
de  ellos,  señalándoles  varios  defectos,  y  expresando  las  difi- 
cultades que  para  su  ejecución  observaba  por  no  estar  con- 
formes con  el  programa: 

Resultando  que  en  19  de  Enero  de  1871  y  2  de  Diciembre 
de  1872  los  autores  de  uno  de  los  proyectos,  cuyo  lema  es 
«La  instrucción  y  el  trabajo  conducen  á  la  virtud,»  acudie- 
ron al  Ministro  del  ramo;  y  éste,  por  orden  de  28  de  Junio 
de  1873',  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Secretaria 
general,  dispuso:  primero,  que  disuelta  la  Junta  superior  con- 
sultiva para  la  reforma  de  los  establecimientos  penales,  como 
lo  probaba  el  no  haberse  reunido  en  sesión  después  de  11  de 
Noviembre  de  1870  que  celebró  la  última,  la  construcción  de 
la  proyectada  cárcel  de  Audiencia  no  podia  llevarse  á  efecto 
por  cuanto  aquella  era  la  que  habia*  de  impulsar  el  pensa- 
miento y  demás  hasta  la  conclusión  de  la  obra;  segundo,  que 
el  dictamen  presentado  á  la  indicada  Junta  por  la  Comisión 
facultativa  que  ha  examinado  los  proyectos  de  los  opositores 
presentados  al  concurso  no  ha  podido  ser  juzgada  por  existir 
aquella  habiendo  quedado  en  suspenso;  tercero,  como  se  ob- 
serva por  el  dictamen  emitido  que  ninguno  de  los  cinco  pro- 
yectos presentados  pueden  ser  aprobados  por  no  estar  con- 
formes en  un  todo  con  el  programa  de  30  de  Marzo  de  1870, 
es  evidente  que  la  obra  no  puede  llevarse  á  efecto  por  carecer 
de  la  principal  base,  cual  es  la  aprobación  del  correspondiente 
proyecto;  cuarto,  no  habiendo  sido  aprobado  por  la  Comisión 
facultativa  ninguno  de  los  proyectos  presentados  ni  juzgados 

f>or  la  Junta  superior,  como  era  su  deber,  es  visto  que  no  há 
ugar  á  ser  clasificados,  como  se  previene  en  el  programa 
citado  de  30  de  Marzo  de  1870;  quinto,  no  teniendo  ya  objeto 
la  existencia  en  este  Ministerio  de  los  proyectos,  planos,  Me- 
morias y  presupuestos  presentados  al  concurso,  y  habiendo  sido 
reclamados  por  alguno  de  los  concurrentes,  no  hay  razón  al- 
guna que  pueda  oponerse  á  su  devolución;  y  sexto  y  último, 
que  publicada  y  sancionada  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1869, 
que  autoriza  en  su  base  3.a  á  las  Diputaciones  provinciales 
para  construir  las  cárceles  de  Audiencia  que  crean  necesarias 
y  los  Ayuntamientos  de  los  pueblos  de  partido  las  de  esta 
clase;  es  por  demás  insistir  en  que  el  expediente  de  la  de 
Madrid  siga  cursándose  por  la  Sección  de  Establecimientos 
penales,  que  es  donde  radica  desde  que  la  Junta  superior 
consultiva  dejó  de  funcionar,  toda  vez  que  se  trata  de  la  cons- 
trucción de  una  cárcel  de  Audiencia: 
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Resultando  que  trasladada  dicha  urden  al  autor  del  pro- 
yecto «La  instrucción  y  el  trabajo  conducen  &  la  virtud, »  en 
31  de  Octubre  del  misino  año  el  Licenciado  i).  Isidro  Aguado 
y  Mora  en  su  nombre ,  ó  sea  de  D.  Francisco  Jareño  y  Alar- 
conten  tabló  demanda  en  este  Tribunal  Supremo  en  20  de  Di- 
ciembre lilti  no  con  la  solicitud  de  que  se  admita  y  se  falle  en 
su  dia  que  debe  llevarse  adelante  el  concurso  hasta  que  tenga 
cumplimiento  lo  mandado  en  todos  sus  artículos  p  jr  el  decreto 
del  Regente  del  Reino  de  30  de  Marzo  de  1870,  cun  arreglo  al 
programa  que  le  acompaña ,  dejando  en  su  consecuencia  sin 
efecto  la  referida  orden  de  28  de  Junio  citada,  fundándose,  en 
cuanto  A  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa,  en  que  la  orden 
reclamada,  no  obstante  su  extraña  redacción,  causa  estado, 
puesto  que  resuelve  definitivamente  que  sin  ulterior  procedi- 
miento recojan  los  opositores  sus  respectivos  proyectos,  lo  cual 
equivale  á  declarar  disuelto  el  concurso  y  destituidos  los  que 
al  mismo  se  presentaron  de  los  derechos  que  el  decreto  y  pro- 
grama citados  les  concedía :  en  que  lastima  los  expresados  de- 
rechos, y  en  que  el  recurso  está  interpuesto  en  tiempo  hábil: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  opuso  á  la  admisión 
de  la  demanda  fundado  en  que  era  muy  aventurada  la  supo- 
sición de  que  en  el  caso  actual  concurriese  el  derecho  preexis- 
tente que  haya  podido  ser  vulnerado ,  y  sin  cuya  determina- 
ción no  se  obtiene  acceso  á  la  vía  contenciosa;  pero  que  lo  que 
podía  asegurarse  como  cosa  evidente  era  que  nadie  puede  te- 
ner derecho  para  obligar  á  la  Administración  activa  á  que 
prescindiendo  de  las  razones  relativas  al  mejor  servicio  pú- 
blico ,  de  su  sola  apreciación  discrecional  lleve  adelante  con- 
cursos destinados  á  la  obtención  de  planos  de  edificios  que 
puedan  dedicarse  á  determinado  objeto ,  y  si  no  podia  obli- 
garse á  esto  á  la  Administración  menos  en  el  caso  actual,  en 
que  preceptos  legislativos  han  venido  á  disponer  que  su  ser- 
vicio deje  de  correr  á  cargo  de  la  Administración  central;  y 
por  último,  que  la  continuación  del  concurso  es  una  cosa  im- 
posible de  hecho  por  no  haberse  guardado  el  secreto  del  nom- 
bre de  uno  de  los  concurrentes  antes  de  haberse  hecho  la  cía- 
sificacion  del  trabajo,  cual  es  el  haber  violado  el  secreto  Don 
Francisco  Jareño  al  presentar  su  demanda  por  exigirlo  así  la 
solemnidad  de  las  actuaciones  judiciales,  por  lo  cyal  era  im-* 
posible  decretar  la  prosecución  del  concurso ,  porque  la  exis- 
tencia de  este  pleito  y  la  sentencia  que  así  lo  mándase  serian 
el  mayor  obstáculo  que  podría  oponerse. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León  y 
Homero. 

Considerando  que  es  un  principio  inconcuso  sancionado  por 
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la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Estado  y  de  este 
Supremo  Tribunal  que  contra  las  órdenes  y  resoluciones  dic- 
tadas por  la  Administración  activa  en  uso  de  sus  facultades 
discrecionales  no  procede  el  juicio  contencioso-administrativo: 

Considerando  que  á  esta  clase  pertenece  la  orden  del  Mi- 
nisterio de  la  Gobernación  que  ha  sido  reclamada ,  puesto  que 
corresponde  á  un  pensamiento  del  Gobierno  el  examen  de  cu- 
yos motivos  no  es  de  la  competencia  de  los  Tribunales  con- 
tencioso-administrativos : 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  que  la  referida  orden 
de  28  dé  Junio  de  1873  no  tuviese  el  carácter  indicado,  es 
imposible  ya  la  continuación  del  concurso  faltando  una,  de  sus 
principales  condiciones ,  cual  es  la  exigida  en  el  párrafo  últi- 
mo del  art.  8.°  de  las  bases  aprobadas,  «que  bajo  sobre  cerrado 
quedasen  reservados  los  nombres  de  los  autores  de  los  pro- 
yectos presentados , »  y  se  ha  hecho  público  el  del  que  apare- 
cía con  el  lema  «  La  instrucción  y  el  trabajo  conducen  á  la 
virtud ; » 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  coutenciosa,  y  que  en  su  consecuencia  no  há  lu- 
gar á  la  admisión  de  la  demanda  que  por  el  Licenciado  Don 
Isidro  Aguado  y  Mora  se  ha  propuesto  á  nombre  de  D.  Fran- 
cisco Jareño  y  Alarcon  contra  la  orden  del  Ministerio  de  la 
Gobernación  de  28  de  Junio  de  1873. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  la  Gobernación ,  con  la  certifica- 
ción prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  = 
Juan  González  Ace vedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  = 
Pascual  Bayarri.  =Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Manuel  Leon.= 
Luis  Vázquez  Mondragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  González  Ace  vedo,  Presidente  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secre- 
tario Relator  en  Madrid  á  19  de  Octubre  de  1874.=  Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 
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NéM.  41. 
APELACIÓN. 


Pago  dk  unw  multa.— Sentencia  de  19  de  Octubre,  confir- 
mando la  sentencia  que  en  28  de  Setiembre  de  1868  pronun- 
ció el  Consejo  proviueial  de  Barcelona,  en  pleito  administra- 
tivo entre  la  Administración  general  del  E>tadoy  Doña  Ana 
Ventura  y  sus  hijos,  como  herederos  del  difunto  D.  Gabriel 
María  Cañado. 

En  sus  coNsiDBUANDos  se  establece: 

Que  no  puede  imponerse  a  uncu  persona»  recargo  ni  multa  por 
defraudación  en  el  subsidio  industrial ,  mientras  no  se  justifi- 
que que  se  dedicaba  á  una  industria  sin  estar  matriculado  en  la 
misma  y  pagar  la  correspondiente  contribución  por  este  concepto. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Octubre  de  1874,  en  los  au- 
tos contencioso-administrativos,  que  ante  Nos  penden,  en  grado 
de  apelación  interpuesta  por  el  Ministerio  fiscal,  en  represen- 
tación de  la  Administración  general  del  Estado,  contra  la  sen- 
tencia dictada  en  28  de  Setiembre  de  1868  por  el  Consejo  pro- 
vincial de  Barcelona  en  el  pleito  seguido  por  la  misma  y  Dona 
Ana  Ventura  y  sus  hijos,  cómo  herederos  del  difunto  D.  Ga- 
briel María  Cañado,  sobre  defraudación  del  subsidio  industrial, 
por  la  que  se  revocó  la  resolución  administrativa  del  Gober- 
nador de  aquella  provincia  de  4  del  mismo  mes  del  año  ante- 
rior, que  condenó  al  último  al  pago  d*  una  multa  en  papel, 
equivalente  á  la  cuota  anual  de  350  escudos,  entendiéndose 
hoy  con  los  estrados  del  Tribunal  por  no  haber  comparecido 
la  parte  apelada: 

Resultando  que  en  3  de  Julio  de  1867  se  hizo  por  un  agente 
de  la  Administración  una  visita  de  investigación  á  la  casa  que 
habitaba  en  Barcelona  D.  Gabriel  María  Cañado,  encontrando 
en  el  piso  bajo  de  la  misma  unas  seis  arrobas  de  palo  regaliz 
y  varias  drogas,  que  pertenecían  ¿  su  cuñado  D.  Pedro  Ven- 
tura Prats,  como  también  cuatro  cajas  de  hilados  de  algodón, 
con  peso  de  150  libras  cada  una  próximamente,  que  procedían 
de  la  f&brica  que  la  razón  social  Gabriel  María  tañado  poseía 
en  Santa  Eugenia,  provincia  de  Gerona;  y  como  no  apareciese 
inscrito  en  la  matricula  de  almacenista  de  los  de  esta  clase, 
se  formó  el  oportuno  expediente,  que  siguió  por  los  trámites 
ordinarios,  terminando  con  la  providencia  que  dictó  el  Gober- 
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nadór  civil  de  la  provincia  en  4  de  Setiembre  posterior,  de- 
clarando que  Cañado  ejercía  la  referida  industria,  y  mandando 
se  le  inscribiese  como  tal  en  la  matricula,  pagando  una  multa 
en  papel  equivalente  á  la  cuota  anual,  que  ascendía  á  350 
escudos: 

Resultando  que  contra  la  anterior  resolución' y  en  3  de 
Octubre  del  mismo  año  presentó  dicho  interesado  demanda 
contencioso- administrativa  ante  el  Consejo  provincial  de  Bar- 
celona, pidiendo  por  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho 
que  alegó  se  declarase  no  había  ejercido  ni  ejercía  acto  alguno 
de  industria  de  almacenista  de  hilados,  ni  en  su  consecuencia 
había  hecho  ocultación  de  la  misma,  por  lo  que  no  procedía 
la  pena  impuesta  y  le  debia  ser  devuelto  el  depósito  verificado 
con  tal  motivo;  acompañando  varios  documentos  r>ara  justifi- 
car que  las  cajas  encontradas  en  su  casa  venían  dirigidas  á  su 
respectivo  dueño  desde  la  fábrica  establecida  en  Santa  Euge- 
nia bajo  la  razón  social  de  Gabriel  María  Cañado  y  compañía. 
de  que  era  Gerente,  pagando  la  contribución  debida: 

Resultando  que  conferido  ti^aslado  al  Ministerio  fiscal,  pidió 
se  absolviese  de  dicha  demanda  á  la  Administración  general 
del  Estado;  y  presentados  por  ambas  partes  los  escritos  de  ré- 
plica y  duplica,  lo  hizo  además  el  demandante  de  un  interro- 
gatorio con  el  fin  de  robustecer  lo  va  alegado;  cotí  cuyos  an- 
tecedentes se  dictó  sentencia  por  ef  Consejo  provincial  en  28 
de  Setiembre  de  1868,  revocando  la  mencionada  providencia 
gubernativa: 

Resultando  que  suprimido  el  referido  Consejo  provincial  de 
Barcelona,  la  Audiencia  de  aquel  territorio,  que  le  sustituyó 
en  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa 
atribuida  antes  al  mismo,  en  providencia  de  5  de  Noviembre 
de  dicho  año  acordó  que  la  expresada  sentencia  se  notificase 
á  las  partes;  y  verificado  así  y  citadas  y  emplazadas  por  haber 
muerto  el  demandante  D.  Gabriel  María  Cañado,  su  viuda 
Doña  Ana  Ventura,  en  representación  de  sus  menores  hijos, 
y  su  otro  hijo  mayor  de  edad  D.  Arturo  Cañado,  por  el  Minis- 
terio fiscal  se  interpuso  contra  la  enunciada  sentencia  pronun- 
ciada en  28  de  Setiembre  de  1:868  el  recurso  dé  apelación,  que 
le  fué  admitido: 

Resultando  que  venidos  los  autos  á  esta  Sala  con  tal  mo- 
tivo, lo  ha  mejorado  dicho  Ministerio,  pidiendo1  se  revoque  la 
sentencia  del  Consejo  provincial  antes  mencionada,  y  se  cou- 
firme  la  providencia  gubernativa  reclamada,  fundado  en  que 
la  fabricación  y  almacenaje  de  hilados  son  dos  industrias  di- 
ferentes que  exigen  matrículas  distintas,  no  estando  Cañado 
exento,  con  arreglo  á  la  legislación  que  entonces  regiat  de 
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pagar  la  cuota1  correspondiente  á  la  industria  de  almacenista 
por  el  hecho  de  que  los  géneros  procediesen  de  una  fábrica 
de  su  propiedad:  como  no'lo  estaría  tampoco,  conforme  á  la 
legislación  actual,  á  no  ser  que  la  fábrica  y  el  almacén  se  ha- 
llasen situados  dentro  de  la  misma  provincia  y  concurriesen 
las  demás  circunstancias  que  establece  el  art.  37  del  regla- 
mento de  20  de  Marzo  de  1870,  reformado  por  el  art  1.°  del 
decreto  de  30  de  Junio  siguiente:  que  de  admitirse  la  excep- 
ción alegada  en  su  defensa  por  el  interesado  se  daria  lugar  á 
numerosas  defraudaciones,  proporcionando  á  los  fabricantes 
el  medio  de  tener  un  almacén  fuera  de  las  condiciones  legales 
y  sin  contribuir  con  la  cuota  marcada  en  el  ejercicio  de  esta 
última  industria;  y  que  aun  en  el  caso  de  qué  alguna  vez  los 
géneros  permaneciesen  en  el  almacén  muy  poco  tiempo,  y 
hasta  horas  contadas,  no  era  de  creer  que  Cañado  lo  tuviese 
destinado  al  simple  paso  de  la  mercancía,  pagando  el  alquiler 
correspondiente,  sin  obtener  ganancia  ó  utilidad  alguna,  acu- 
sando por  un  otrosí  la  rebeldía  á  los  apelados  por  no  haberse 
presentado  á  los  autos,  á  pesar  de  haber  trascurrido  el  termino 
del  emplazamiento: 

Resultando  que  la  Sala  hubo  por  acusada  dicha  rebeldía, 
mandando  se  entendiesen  las  notificaciones  con  los  estrados; 
y  se  libró  la  oportuna  carta-órden  y  se  hizo  saber  á  los  inte- 
resados. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Cano. 

Considerando  que  la  industria  de  almacenista  de  la  clase 
en  que  fué  comprendido  el  difunto  D.  Gabriel  María  Cañado 
por  providencia  que  en  4  de  Setiembre  de  1867  dictó  el  Go- 
bernador civil  de  la  provincia  de  Barcelona,  consiste  en  vender 
al  por  mayor  y  por  menor  hilados  de*  lana,  seda,  estambre, 
lino,  cáñamo  ó  algodón,  ya  se  comercie  por  cuenta  propia, 
va  en  comisión: 

Considerando  que  de  los  hechos  consignados  en  el  expe- 
diente administrativo  y  de  los  datos  que  obran  en  el  presente 
pleito  no  resulta  ni  puede  deducirse  que  el  referido  D.  Gabriel 
María  Cañado  hubiera  tenido  en  dicha  ciudad  ningún  estable- 
cimiento ó  almacén  en  que  vendiese  géneros  ó  efectos  de  al- 
gunas de  las  clases  antes  expresadas: 

Considerando  que  tampoco  aparece  que  tuviera  ningún  de- 
pósito habitual  de  efectos  de  cualquiera  de  las  especies  arriba 
enumeradas  ni  de  otra  alguna ;  y  que  hay  realmente  una  di- 
ferencia esencial  entre  un  almacén  de  géneros  para  la  venta 
y  un  depósito  accidental  é  interino  de  unos  pocos  efectos  con- 
signados á  personas  determinadas: 
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Considerando  que  el  hallazgo  en  casa  del  repetido  Cañado 
de  las  cuatro  cajas  de  hilados  no  constituye  una  prueba  sufi- 
ciente de  que  éste  se  dedicara  á  la  industria  de  almacenista; 
antes  bien  la  circunstancia  del  número  de  los  efectos  allí  en- 
contrados por  el  Investigador  y  la  de  hallarse  consignados  en 
la  forma  en  que  habian  sido  remitidos,  indican  claramente 
que  no  estaban  allí  para  la  venta,  sino  que  procedían,  como 
ya  lo  manifestó  Cañado  en  el  mismo  acto  á  dicho  funcionario, 
de  la  remesa  verificada  desde  la  fábrica  para  entregarlos  á  una 
persona  determinada; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  senten- 
cia que  en  28  de  Setiembre  de  1868  pronunció  el  Consejo  pro- 
vincial de  Barcelona,  por  la  que  revocó  y  dejó  sin  efecto  la 
referida  providencia  administrativa  de  4  del  mismo  mes  del 
año  anterior,  en  cuanto  declaraba  á  D.  Gabriel  María  Cañado 
comprendido  en  la  industria  de  almacenista  de  hilados  en  Bar- 
celona y  sujeto  á  la  multa  de  350  escudos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  cor- 
respondientes á  la  expresada  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona  por  el  conducto  prevenido  y  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  José 
María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan  Jiménez  Cuenca. =Manuel 
Leon.=Manuel  Almonací  v  Mora.=Francisco  Armesto.=Luis 
Vázquez  Mondragon.  =  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  de  la  Sala 
tercera ,  celebrandp  audiencia  pública  la  misma,  de  que  cer- 
tifico como  Secretario^  Relator  en  Madrid  k  19  de  Octubre 
de  1874.=Enrique  Medina. 


I 
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Nóm.  42. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Denuncia  de  una  casa  sujkta  A  ciertas  cargas. — Sentencia 
de  19  de  Octubre,  absolviendo  á  la  Administración  general 
del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Presbítero  Don 
Tomás  Solís  Larramendi  contra  la  orden  del  Gobierno  de  la 
República  de  21  de  Agosto  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  el  art.  12  de  la  Real  orden  de  10  de  Julio  de  1856, 
ea  relación  con  los  23  y  36  de  la  instrucción  de  31  de  Mayo 
de  1855,  castiga  con  la  multa  del  10 por  100  a  los  Administra- 
dores de  bienes  que  no  hallándose  exceptuados  de  la  desamortiza- 
non  omitiesen  comprenderlos  en  las  relaciones  que  deben  facilitar 
a  la  Hacienda  pública, 

2.°  Que  comprendidos  entre  los  bienes  del  clero  para  proceder 
á l  su  venta,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  3.°  de  la  ley  de  11  de 
Julio  de  1856,  todos  los  pertenecientes  ó  que  se  hallen  disfru- 
tando los  individuos  ó  Corporaciones  eclesiásticas,  cualquiera 
que  fuera  su  nombre,  origen  ó  cláusulas  de  su  fundación,  a  ex- 
cepción de  las  capellanías  colativas  de  sangre  ó  patronatos  de 
igual  naturaleza  respecto  de  las  cuales  si  constituyen  su  dotación 
la  congrua  sustentación  de  aquellos  en  los  términos  expresados 
en  el  art.  8.°  de  la  ley  de  Junio  de  dicho  alio,  deben  emitirse  ins- 
cripciones intrasferibles  de  3  por  100  en  cantidad  bastante  á 
producir  igual  renta  que  la  que  percibían  de  los  refeñdos  bienes \ 
es  obligación  ineludible  del  aemzndante  presentar  a  la  Adminis- 
tración en  el  término  de  treinta  dias  una  relación  duplicada  de 
¡a  finca  que  poseía  conforme  a  lo  establecido  en  el  párrafo  prri- 
mero  de  la  instrucción  expedida  para  la  ejecución  de  la  preci- 
tada ley. 

En  la  villa  de  Madrid,  k  19  de  Octubre  de  1874,  en  los  au- 
tos contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en  pri- 
mera y  única  instancia,  seguidos  por  el  Dr.  D.  Vicente  Her- 
nández de  la  Rúa,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Tomás  Solís 
y  Larramendi,  contra  la  Administración  general  del  Estado, 
representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la 
orden  del  Gobierno  de  la  Hepiiblica  de  21  de  Agosto  de  1873 
que  declaró  válida  la  denuncia  de  una  casa-solar,  situada  en 
la  calle  de  Monserrat  de  esta  villa,  hecha  por  D.. Santiago 
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Romaelle,  mandando  entregar  las  correspondientes  láminas 
intrasferibles  al  D.  Tomás  Solís,  si  resultase  que  la  expresada 
finca  forma  su  congrua  sustentación,  sin  perjuicio  de  las  car- 
gas á  que  está  afecta,  y  que  se  hagan  efectivas  las  responsa- 
bilidades en  que  ha  incurrido  Solís,  confirmando  el  acuerdo 
de  la  Junta  superior  de  Ventas  de  2  de  Setiembre  del  año 
anterior: 

Resultando  que  Doña  Catalina  González,  en  testamento  y 
codicilo  otorgados  en  17  y  19  de  Abril  de  1686,  encargó  á  sus 
testamentarios  que  con  el  principal  y  renta  de  dos  casas  que 
poseía  junto  á  la  iglesia  de  Monserrat  y  calle  de  San  Antonio 
y  las  otras  dos  que  estaban  divididas,  y  además  dos  censos, 
fundaran  una  capellanía  con  cargo  de  que  se  le  dijeran  dos 
misas  rezadas  cáela  semana  y  una  cantada  el  dia  de  la  Encar- 
naciom  de  cada  año  por  el  Capellán  ó  Capellanes  que  lo  fuesen 
para  siempre  jamás,  el  quei  hiciese  rezar  todos  los  viernes  el 
rosario  de  la  Virgen;  nombrando  Capellanes  y  dando  facultad 
á  los  patronos  para  que  á  falta  de  ellos  nombrasen  á  los  Sa- 
cerdotes virtuosos  que  tuviesen  por  conveniente;  cuya  cape- 
llanía y  memoria  de  misas  habia  de  ser  perpetua  y  colativa, 
con  título  de  Capellán  de  ánimas,  y  que  nubiese  de  ser  con- 
fesor y  residir  en  esta  villa  el  que  la  disfrutase;  previniendo 
que  si  los  testamentarios  uombrados  no  se  ponían  de  acuerdo 
para  el  otorgamiento  de  la  escritura  de  fundación,  ejecutaría 
su  voluntad  el  Visitador  eclesiástico  de  la  diócesis  de  Toledo 
en  Madrid: 

Resultando  que  llegado  este  ca^o  erigió  dicho  Visitador  la 
capellanía  de  que  se  trata  por  escritura  de  2  de  Abril  de  1689; 
y  cumpliendo  las  prescripciones  de  la. fundadora,  llamó  al  pa- 
tronato y  al  disfrute  de  la  misma  á  las  personas  designadas 
en  el  testamento  y  codicilo,  y  por  su  defecto  á  su  pariente 
más  .próximo: 

Resultando  que  á  pesar  de  esto,  según  aparece  del  titulo 
de  colación  del  actual  Capellán  D.  Tomás  Solís  Larramendi, 
su  fecha  1.°  de  Diciembre  de  1818,  el  referido  Visitador  ecle- 
siástico, ejercitando  el  patronato  activo  de  la  citada  fundación, 
sin  hacer  llamamientos  ni  especie  alguna  de  público  concurso, 
por  virtud  de  sus  propias  facultades  y  libremente  nombró  al 
susodicho,  que  á  la  sazón  era  acólito  y  estudiaba  gramática: 

Resultando  que  en  18  de  Mayo  de  1869  D.  Santiago  Ro- 
maelle denunció  la  casa  de  la  calle  de  Monserrat,  núm.  10, 
como  procedente  del  clero;  y  formado  el  oportuno  expediente 
con  tal  motivo,  certificó  el  Interventor  de  la  Administración 
de  Hacienda  pública,  que  según  aparecía  de  los  documentos 
que  constituían  el  Archivo  de  la  Regalía  de  aposento  de  Corte, 
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la  mencionada  casa  pertenecía .  al  girarse  la  visita  general 
en  los  anos  de  1750  á  1760  á  D.  Manuel  de  Otaola  y  Eche- 
varría, Presbítero,  administrándola  D.  Mannel  Zurro,  sin  que 
constase  que  antes  ni  después  de  aquella  fecha  hubiese  per- 
tenecido á  ninguna  fundación:  que  en. las  relaciones  presen- 
tadas á  consecuencia  del  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  1.° 
de  Marzo  de  1869,  no  figuraba  la  casa  antes  expuesta,  la  que 
según  oficio  del  Investigador  de  la  provincia  pertenecía  á  una 
pía  fundación  que  poseía  el  Presbítero  D.  Tomás  Solís:  cer- 
tificando asimismo  el  Administrador  de  Hacienda,  como  Pre- 
sidente de  la  Comisión  especial  de  evaluación  y  repartimiento 
del  cupo  de  contribución  territorial,  aue  dicha  casa  pertenecía 
al  D.  Tomás  Solís;  y  de  último  estado  expuso  el  Registrador 
de  la  propiedad,  que  reconocidos  los  libros  antiguos  y  mo- 
dernos no  aparecia  toma  de  razón  ni  asiento  de  inscripción 
de  traslación  de  dominio  de  la  casa  de  que  se  trata  en  favor 
de  persona  ni  Corporación  alguna: 

Resultando  que  denunciado  igualmente  el  derribo  de  la  casa 
por  su  actual  poseedor,  acreditó  éste  haberlo  hecho  de  orden 
de  la  Autoridad  municipal  por  .estar  ruinosa,  y  contestando  al 
primer  extremo  á  que  se  refiere  el  expediente,  presentó  el  tí- 
tulo de  colación  y  demás  documentos  antes  expuestos  para 
acreditar  que  la  casa  en  cuestión  pertenecía  á  la  capellanía 
que  le  servia  de  congrua  sustentación  para  las  órdenes  ma- 
yores, sin  haber  tenido  otro  título  hasta  la  fecha  colativo  ni 
renta  alguna  del  Estado  que  sustituirla  pudiera. 

Resultando  que  previo  dictamen  del  Oficial  Letrado  favo- 
rable á  la  denuncia,  y  conformándose  oon  él  la  Junta  pro- 
vincial de  Ventas  remitió  el  expediente  á  la  Superioridad ,  y 
la  superior,  en  sesión  de  2  de  Setiembre  de  1872,  declaró 
aquella  procedente,  mandando  adicionar  la  finca  que  es  objeto 
de  ella  á  los  inventarios  de  su  respectiva  procedencia  para 
los  efectos  de  su  inmediata  enajenación,  sin  perjuicio  de  tener 
en  cuenta  las  cargas  á  que  resulte  afecta,  y  de  emitir  á  favor 
del  Capellán  inscripciones  intrasferibles  nominativas  si  los 
productos  de  la  finca  denunciada  constituyen  su  congrua  sus- 
tentación en  los  términos  expresados  en  el  art.  8.°  de  la  ley 
de  15  de  Junio  de  1856 ,  imponiendo  al  mismo  Capellán  la 
multa  del  10  por  100  del  valor  en  tasación  de  aquella,  con- 
forme al  art.  12  de  la  Real  orden  de  10  de  Junio  del  propio 
año;  y  reconociendo  el  ptemio  del  5  por  100  que  señala  la  de 
21  de  Mayo  de  1861  por  constar  la  finca  en  datos  oficiales, 
dividiéndose  por  mitaa  entre  el  Investigador  y  el  denunciador 
privado  D.  Santiago  Romaelle,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  último  párrafo  de  la  regla  19  de  la  instrucción  de  2  de 
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Enero  de  1856,  y  el  1  por  100  al  Comisionado  principal  de 
-  Ventas ,  debiendo  por  último  ampliarse  las  diligencias  hasta 
averiguar  la  subsistencia  de  los  dos  censos  que  forman  tam- 
bién parte  de  la  dotación  de  esta  capellanía  para  resolver  en 
su  vista  lo  que  proceda: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  para  ante  el  Ministro 
del  referido  acuerdo,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la 
Dirección  general  y  la  Sección  de  Letrados ,  dictó  una  orden 
el  Gobierno  de  la  República  en  21  de  Agosto  de  1873  decla- 
rando válida  la  denuncia  hecha  por  D.  Santiago  Romaelle, 
mandando  que  se  entreguen  las  correspondientes  láminas  in- 
trasferibles  á  D.  Tomás  Solis  si  resultase  que  la  finca  de  aue 
se  trata  forma  su  congrua  sustentación,  y  sin  perjuicio  délas 
cargas  á  que  está  afecta;  y  por  último,  que  se  hagan  efecti- 
vas las  responsabilidades  en  que  ha  incurrido  el  mismo,  de- 
clarando confirmado  el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ven- 
tas antes  referido : 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  eñ  17  de  Octu- 
bre siguiente  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en 
este  Tribunal  Supremo  el  Dr.  D.  Vicente  Hernández  de  la  Rúa, 
á  nombre  y  con  poder  de  D.  Tomás  Solís  y  Larramendi,  pi- 
diendo su  revocación  en  la  parte  que  se  manda  hacer  efecti- 
vas las  responsabilidades  en  que  ha  incurrido,  fundado  en 
que  según  los  principios  de  estricta  justicia ,  reconocidos  en 
la  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1856,  los  denunciadores  no 
pueden  adquirir  derecho  á  premio  alguno  cuando  en  las  de- 
pendencias del  Estado  resultan  antecedentes  que  hagan  cono- 
cida la  existencia  de  la  finca  denunciada,  lo  cual  acontecía 
precisamente  en  el  caso  de  que  se  trata,  y  que  las  responsa- 
bilidades que  imponen  las  leyes  desamortizadoras  pesan  úni- 
camente sobre  los  detentadores  ú  ocultadores ;  y  como  al  de- 
mandante no  se  le  puede  calificar  en  uno  ú  otro  sentido,  por 
más  que  no  diese  la  relación  por  ignorancia,  es  claro  que  no 
puede  afectarle  ninguna  responsabilidad : 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la 
demanda,  la  amplió  el  Doctor  la  Rúa  insistiendo  en  su  peti- 
ción, y  añadiendo  á  sus  argumentos  que  el  art.  12  de  la  Real 
orden  de  10  de  Junio  de  1856  señala  la  multa  del  20  por  100 
y  del  10  en  su  caso  para  castigar  á  los  detentadores  de  bienes 
ajenos  no  comprendidos  en  las  relaciones;  y  como  D.  Tomás 
Solis  no  es  detentador,  sino  legítimo  poseedor  de  la  casa  en 
cuestión,  no  se  halla  comprendido  en  el  referido  artículo:  que 
éste  se  refiere  á.  los  que  se  encuentran  en  el  caso  del  36  de  la 
instrucción  de  31  de  Mayo  de  1855,  y  como  por  una  parte  el 
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demandante  no  está  comprendido  en  él  ni  en  los  que  le  pre- 
ceden, y  por 'otra  los  bienes  de  Capellanías  familiares  no  tienen 
que  comprenderse  en  las  ¿elaciones,  se  deduce  que  no  pudo 
haber  ocultaciones :  que  es  doctrina  reconocida  por  el  Tribu- 
nal que  cuando  los  bienes  denunciados  se  hallen  comprendidos 
en  los  amillaramientos  y  pagadas  las  contribuciones,  no  pro- 
cede la  imposición  de  multa  alguna;  y  que  la  Real  orden  de 
21  de  Mayo  de  1861  que  trata  del  premio  de  los  investigado- 
res, no  es  aplicable  al  caso  de  estos  autos  atendiendo  á  la  na- 
turaleza de  los  bienes: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  contestó 
dicha  demanda  pidiendo  se  absuelva  de  ella  á  la  Administra- 
ción del  Estado,  dejando  subsistente  en  todas  sus  partes  la 
orden  reclamada,  exponiendo  para  ello  que  la  finca  de  que  se 
trata  estaba  sujeta  á  las  leyes  desamortizadoras ,  no  tan  sólo 
porque  pertenecía  á  una  mano  muerta  no  exceptuada,  cuanto 
porque  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  1.°  de  Marzo  de  1869, 

Sara  evitar  todo  género  de  dudas,  declaró  que  entre  los  bienes 
esamortizables  se  hallaban  todas  las  fundaciones  de  cual* 
Juiera  especie ,  exceptuando  únicamente  aquellas  que  siendo 
e  carácter  familiar  estuviesen  ya  desvinculadas:  que  la  Cape-* 
llanía  en  cuestión  estaba  comprendida  en  la  ley  de  1856,  por- 
que aun  siendo  familiar  en  su  origen  dejó  de  serlo  por  el 
trascurso  del  tiempo ,  y  por  lo  menos  desde  su  último  provi- 
sión en  1818  era  colativa  de  libre  posesión  del  patronato  ecle- 
siástico cual  lo  demostraba  el  nombramiento  y  título  de  cola- 
ción del  actual  Capellán:  que  aparte  de  esto,  La  cuestión 
relativa  á  su  carácter  era  viciosa  después  del  decreto  citada 
del  año  de  1869 ,  porque  no  estando  la  casa  desvinculada  es- 
taba sujeta  á  la  desamortización:  que  su  poseedor  por  lo  tanto 
estaba  obligado,  conforme  á  las  instrucciones  de  1855  y  1856, 
y  al  art.  1.  del  decreto  de  1869  á  dar  relación  de  sus  bienes; 
y  no  haciéndolo  ni  intentado  obtener  su  excepción  dentro  de 
dos  meses,  quedaba  sujeto  á  la  acción  investigadora:  que 
considerado  1).  Tomás  Solís  como  Administrador  legítimo  de 
los  bienes  de  la  Capellanía,  de  <jue  había  de  dar  relación  con-» 
forme  al  art.  36  de  la  instrucción  de  31  de  Mayo  de  1855  j 
al  1.°  del  decreto  de  1869,  ha  incurrido  en  la  multa  del  10 
por  100  conforme  al  art.  12  de  la  Real  orden  de¡  10  de  Junio 
de  1856  y  el  consiguiente  premio  dé  investigación;  y  que  la 
sentencia  de  27  de  Octubre  de  1873  no  es  aplicable  á  este 
caso  porque  de  ningún  modo  constaba  á,  la  Administración 
que  la  casa  pertenecía  á  una  mano  muerta. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri. 
Considerando  que  el  art.  12  de  la  Real  orden  de  10  de  Julio 
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de  1856,  en  relación  con  los  23  y  36  de  la  instrucción  de  31 
de  Mayo  de  1855.  castiga  con  la  multa  del  10  por  100  á  los 
Administradores  de  bienes  que  no  hallándose  exceptuados  de 
la  desamortización  omitiesen  comprenderlos  en  las  relaciones 
que  deben  facilitar  á  la  Hacienda  pública: 

Considerando  que  comprendidos  entre  los  bienes  del  clero 

{>ara  proceder  á  su  venta,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  3.°  de 
a  ley  de  11  de  Julio  de  1856,  todos  los  pertenecientes  ó  que 
se  hallen  disfrutando  los  individuos  ó  Corporaciones  elesiásti- 
cas,  cualquiera  que  fuera  su  nombre,  origen  ó  cláusulas  de  su 
fundación,  á  excepción  de  las  capellanías  colativas  de  sangre 
ó  patronatos  de  igual  naturaleza  respecto  de  las  cuales  si  cons- 
tituyen su  dotación,  la  congrua  sustentación  de  aquellos  en 
los  términos  expresados  en  el  art.  8.°  de  la  ley  de  Junio  de 
dicho  año,  deben  emitirse  inscripciones  intrasferibles  de  3  por 
100  en  cantidad  bastante  á  producir  igual  renta  que  la  que 
percibían  délos  referidos  bienes,  era  obligación  ineludible  del 
demandante  presentar  á  la  Administración  en  el  término  de 
treinta  dias  una  relación  duplicada  de  la  finca  que  poseía 
conforme  á  lo  establecido  en  el  párrafo  primero  de  la  instruc- 
ción expedida  para  la  ejecución  de  la  precitada  ley,  lo  cual 
no  verificó;  siendo  por  tanto  responsable  del  pago  de  la  multa 
del  10  por  100  del  valor  de  la  finca  á  tenor  de  lo  mandado 
en  las  disposiciones  anteriormente  citadas: 

Considerando  que  tampoco  cumplió  el  actual  Capellán  Don 
Tomás  Solís  Larramendi  las  prescripciones  del  decreto-ley 
de  l.°de  Marzo  de  1869,  dejando  trascurrir  el  término  de  treinta 
dias  establecido  en  su  art.  L°  para  que  los  poseedores  ó  ad- 
ministradores de  bienes  correspondientes  á  ohras  pías,  patro- 
natos y  demás  fundaciones  de  bienes  amortizados  presentaran 
las  relaciones  duplicadas  de  las  fincas,  censos,  derechos  y  ac- 
ciones que  constituyan  la  dotación  de  las  referidas  fundacio- 
nes; y  es  por  ello  procedente  el  ejercicio  de  la  acción  inves- 
tigadora que  ha  utilizado  la  Administración: 

Considerando  que  es  notoria  y  está  probada  la  ignorancia 
en  que  se  hallaba  la  Administración  de  que  la  casa  de  que  se 
trata  perteneciera  á  la  Capellanía  fundada  por  Doña  Catalina 
González  en  el  año  de  1686  por  los  documentos  oficiales  de 
que  se  hace  mérito  en  la  anterior  relación  de  los  hechos  pro- 
cedentes del  Archivo  de  la  Regalía  de  aposento  de  Corte,  de 
la  Comisión  especial  de  evaluación  y  repartimiento  de  la  con- 
tribución territorial  de  Madrid  y  del  Registro  de  la  propiedad 
de  los  distritos  judiciales  de  esta  capital: 

Considerando  á  mayor  abundamiento  respecto  del  mismo 
particular  que  los  recibos  de  pensiones  censuales  que  cobraban 
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las  dependencias  del  Estado  en  sustitución  dé  las  monjas  de 
Santo  Domingo  y  del  pago  dé  contribución  por  el  citado  Ca- 
pellán, tráidos  por  éste  á  los  autos,  lejos  de  servir  al  objeto 
que  se  propaso,  revelan  más  y  mis  aquella  ignorancia,  puesto 
que  en  ninguno  de  ellos  se  hace  constar  el  verdadero  carácter 
y  la  representación  legal  con  que  los  satisfacía,  resultando 
por  otra  parte  del  relativo  al  censo  qué  gravita  sobre  la  finca, 
cuyo  canon  cobraba  el  apoderado  de  la  fundación  D.  José  Na- 
vas y  Vides  que  en  él  se  califica  al  Solls  dueño  de  ella: 

Considerando  aun  en  la  hipótesis  de  que  esta  Capellanía 
pudiera  ser  calificada  de  familiar,  que  no  lo  es  al  méhos  desde 
que  fué  nombrado  para  servirla  el  actual  Capellán  en  el  año 
de  1818,  es  lo  cierto  Que  aun  en  este  cafco  no  pudo  tenerse1 
éste  por  relevado  de  relacionar  la  expresada  finca,  por  cuanto 
según  lo  dispuesto  en  el  art.  2.°  del  ya  citado  decretó4ey  de 
1869,  deben  comprenderse  «en  las  relaciones  los  bienes  de  todos 
los  patronatos,  sin  distinción  alguna,  que  no  hayan  sido  ad- 
quiridos en  concepto  de  libres  por  sentencia  ejecutoria  de  los 
Tribunales  de  justicia,»  siendo  incuestionable  que  esta  esencial 
circunstancia  no  concurria  en  aquella,  y  procedente  por  ello 
la  investigación  practicada  y  las  responsabilidades  impuestas 
al  D.  Tomás  Solís  en  la  orden  reclamada: 

Considerando  que  no  es  aplicable  al  pleito  actual  lo  resuelto 
or  esta  Sala  en  la  sentencia  que  invoca  el  recurrente  de  27 
e  Octubre  de  1873,  por  la  que  se  relevó  al  Administrador  de 
los  bienes  del  pago  de  la  multa.de  10  por  100  que  por  la  Ad- 
ministración general  del  Estado  se  le  habia  impuesto  por  no 
haber  dado  oportunamente  su  relación  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones vigentes,  por  cuanto  la  Sala  sentenciadora  apreció 
que  habia  fundados  motivos  para  que  aquel  sé  creyera  dis- 
pensado de  darla,  persuadido  de  que  tanto  el  Gobierno  de  la 
provincia  como  las  oficinas  centrales « del  ramo  tenían  cono- 
cimiento de  la  existencia  dé  la  fundación  y  de  la  clase  de  gra- 
vámenes que  pesaban  sobre  las  fincas,  apreciación  que  no  puede 
tener  lugar  en  el  caso  presente,  respecto  del  cual,  como  queda 
demostrado  en  las  consideraciones  anteriores,  ignoraban  aque- 
llos que  la  casa  que  administraba  el  demandante  perteneciera 
á  la  fundación  de  misas  instituida  por  la  referida  Doña  Catalina 
González: 

Considerando  que  en  la  detaanda  y  en  el  escrito  de  amplia- 
ción se  reclama  únicamente  contra  la  orden  de  21  de  Agosto, 
en  cuanto  por  ella  se  declara  incúrso  al  demandante  en  la  multa 
y  demás  responsabilidades  que  contiene,  consintiendo  la  de- 
claración de  desamortizables  de  los  bienes  de  la  expresada 
fundación; 
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Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  ¿  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  deducida  en  estos 
autos  por  el  Presbítero  D.  Toma?  Solís  Larraraendi;  quedando 
en  su  virtud  firme  y  subsistente  la  orden  del  Gobierno  de  la 
República  de  21  de  Agosto  de  1873. 

Aáí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto. las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda  con  la  oportuna  certifi- 
cación, lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.=:  José  María  Herreros  de;  Tejada.  =  Pascual 
Bayarri.==Manuel  Almonací  y  Mora. = Francisco  Armesto.= 
Luis  Vázquez  Mondragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Pascual  Bayarri,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  19  de  Octubre 
de  1874.=Enrique  Medina. 


Nüm.  43. 


APELACIÓN, 


Contribuciones.— Sentencia  de  20  de  Octubre,  confirmando  en 

f >arta  la  sentencia  que  en  21  de  Enero  de  1874  pronunció 
a  Sala  de  lo  civil  da  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  ad- 
ministrativo entre  D.  José  de  Bustos  y  Castilla,  Vizconde  de 
Rías,  y. la  Administración  general  del  Estado. 

En  sus  considéranos  se  establece: 

i 

Que  los  establecimientos  de  aguas  miherafas  que  durante  la 
temporada  ó  temporadas  en  un  ario  tengan  dé  3.000  concurrentes 
en  adelante,  deducidos  pobres  y  militares,  deben  pagar  al  Estado 
2.500  pesetas,  y  los  que  tengan  de  1.000  a  1.999  concurrentes 
salo  900,  según  se  determina  en  el  decreto  de  30  de  Junio  de  1870 
gire  modificó  el  reglamento  de  20  de  Marzo  del  mismo  año  para 
la  imposición  y  cobranza  del  subsidio  industrial:  que  en  el  nú- 
mero 4,  clase  2.*  de  la  tarifa  1.a  del  expresado  reglamento,  se 
hallan  comprendidas  las  fondas  ó  restaurants  sin  hospedaje;  y 
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en  el  1.°,  cla&e  5.*  de  la  misma  tarifa  lo  están  las  casas  de  ?més- 
pedes  sin  mesa  redonda,  habiendo  de  contribuir  cada  una  de  am- 
bas clases  con  diferente  cantidad. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  20  de  Octubre  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-administrativo,  seguido  en  grado  de  apelación  en- 
tre D.  José  de  Bastos  y  Castilla,  Vizconde  de  Rías,  y  en  su 
nombre  el  Procurador  D.  Manuel  Tovar,  y  la  Administración 
del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal ,  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Albacete  en  21  de  Enero  del  corriente  año  que  declaró  no  ha- 
ber lugar  á  dejar  áin  efecto  una  resolución  de  la  Junta  admi- 
nistrativa de  la  provincia  de  Murcia  relativa  á  contribuciones: 

Resultando  que  en  9  de  Junio  de  1873  los  auxiliares  de  la 
Comisión  comprobadora  de  contribuciones,  previo  permiso  de 
entrada,  se  constituyeron  en  el  establecimiento  de  baños  de 
Archena,  resultando  que  figuraba  en  la  matrícula  corno  casa 
de  huéspedes  y  baños  minerales  á  los  que  concurrían  de  1.000 
á  1.999  bañistas,  debiendo  ser  fonda  con  hospedaje  y  baños 
minerales,  á  que  afluyen  más  de  3.000  concurrentes,  de  lo 
cual  se  deducía  ai  parecer  que  se  habia  defraudado  al  Tesoro: 

Resultando. que  instruido  el  oportuno  expediente  después 
de  hacerse  constar  que  en  el  año  de  1872,  habian  concurrido, 
según  los  libros  del  establecimiento,  3.161  bañistas  deducidos 
los  pobres  y  militares,  y  que  en  el  mismo  edificio  habia  una 
fonda  de  importancia,  manifestó  el  dueño  de  dichos  baños  que 
habia  muchos  nombres  de  aquellos  repetidos,  porque  concur- 
rían á  las  dos  temporadas,  y  que  en  las  fondas  no  habia  mesa 
redonda  y  se  daba  solamente  de  comer  á  los  huéspedes: 

Resultando  que  previo  informe  de  la  Comisión  de  contri- 
buciones y  Jefe  de  la  Sección  en  11  de  Setiembre  siguiente,  la 
Junta  administrativa  por  unanimidad  acordó  que  se  adicionase 
en  la  matrícula  á  D.  José  de  Bustos  y  Castilla  por  la  diferen- 
cia dé  cuota  de  ambos  establecimientos,  imponiéndole  además 
un  recargo  equivalente  á  la  diferencia,  según  el  árt.  133  y  nú~ 
mero  2.°  del  120  del  reglamento  de  20  de  Marzo  de  1870,  de- 
jándole expedito  el  recurso  contencioso-administrativo;  fun- 
dándose, entre  otras  cosas,  etí  que  según  el  resultado  de  los 
libros  del  establecimiento  en  el  año  de  1872  concurrieron  más 
de  3.000  bañistas,  deducidos  pobres  y  militares:  que  si  bien  en 
la  nota  3/  del  epígrafe  Baños  se  previene  que  si  dentro  de 
un  partido  judicial  existen  varios  establecimientos  de  aguas 
minerales  se  distribuya  entre  sus  dueños  lá  cuota  respectiva- 
mente señalada,  no  es  aplicable  á  los  de.  Muía  porgue  son  de 
agua  dulce  y  dé  recreo,  ni  conáta  qué  estén  declarados  mineros 
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medicinales  con  MédicoTDirector  nombrado  al  efecto,  según  co- 
municación del  Subdelegado  de  Medicina  del  distrito:  que  si 
bien  en  la  nota  2.a  se  dice  que  en  la  cuota  respectivamente 
señalada  á  dichos  establecimientos  se  incluya  la  fonda  hospe- 
dería, se  entiende  cuando  exista  dentro  del  mismo,  no  cuando 
se  halle  separado,  como  sucede  con  la  fonda  de  Madrid,  que 
además  aparece  inscrita  en  la  matricula  con  separación,  y  que 
esta  fonda  es  propiamente  la  que  el  reglamento  clasifica  como 
fonda  con  hospedaje,  y  no  una  simple  casa  de  huéspedes,  exis- 
tiendo entre  una  y  otra  casa  notables  diferencias  de  utili- 
dades: 

Resultando  que  comunicado  al  interesado  este  acuerdo,  el 
Procurador  D.  José  Billota  en  su  nombre  entabló  demanda  ante 
la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  en  17  de  Oc- 
tubre de  dicho  año  de  1873  con  la  pretensión  de  que  se  deje 
sin, efecto  la  resolución  expresada,  y  se  alce  la  obligación  de 
pagar  cuota  y  recargos,  devolviéndosele  la  cantidad  consig- 
nada, y  declarando  que  los  baños  de  Archena  sólo  deben  figurar 
con  menos  de  3.000  concurrentes  y  sin  cuota  especial  para  sus 
fondas,  apoyándose  en  el  núm.  3Í  y  en  la  nota  2.a,  tarifa  2.a 
del  citado  reglamento,  en  los  números  primeros  de  las  cla- 
ses 1.a  y  5.a,  tarifa  1.a  y  en  los  artículos  112,  115,  núm.  2.°  del 
120,  141  y  142  de  aquel  reglamento: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  confirmase 
la  providencia  administrativa,  fundándose  en  la  tarifa  2.a,  nú- 
mero 31,  nota  2.a  de  la  misma,  números  primeros,  clases  1.a 
5.a  del  reglamento,  y  en  que,  la  ley  no  (fice  que  sean  fondas 
as  que  dan  de  comer  á  los  de  fuera  de  la  casa: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insis- 
tieron las  partes  en  sus  respectivas  pretensiones;  y  que  en  vir- 
tud de  todo,  previa  vista,  la  referida  Sala  en  21  de  Enero  de 
1874  dictó  sentencia  por  la  cual  declaró  que  no  habia  lugar 
á  dejar  sin  efecto  la  resolución  de  11  de  Setiembre  del  aüo 
anterior  de  la  Junta  administrativa  de  la  provincia  de  Murcia 
por  la  que  se  acordó  que  á  D.  José  de  Bustos  y  Castilla  se  le 
adicionase  en  la  matricula  de  Archena  del  año  económico 
de  1872  á  1873  y  sucesivos,  por  las  diferencias  de  cuotas  de 
Ambos  establecimientos  que  ha  dejado  de  satisfacer,  enten- 
diéndose que  la  penalidad  en  que  aquel  est^  incurso  como 
dueño  de  los  baños  de  Archena  y  fonda  de  Madrid  en  el  mismo 
pueblo  es  la  establecida  en  el  art.  133  con  referencia  al  nú- 
mero l.°  del  120  del  reglamento,  y,  eu  su  consecuencia  absol- 
vió á  la  Administración  activa  déla  demanda  ijiterpuesta  por 
aquel,  h  quien  condenaba  en  las  costas:  , 

Resultando  que  contra  la  anterior  sentencia  interpuso  ape- 
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lacion  D.  José  de  Bustos  y  Castilla  que  le  fué  admitida  en  am- 
bos efectos,  y  remitidos  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal, 
previa  citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  el  Procurador 
D.  Manuel  Tovar  en  nombre  de  aquel  mejoró  el  recurso  ooa  la 
solicitud  de  que  la  Sala  se  sirva  revocar  el  indicado  fallo,  y 
dejando  sin  efecto  la  resolución  de  11  de  Setiembre  de  1873, 
alzar  la  obligación  impuesta  de  pagar  cuota  y  recargos  y  man- 
dar devolver  las  cantidades  consignadas  por  ambos  conceptos, 
y  declarar  que  por  ahora  sólo  deben  figurar  los  baños  de  Ar- 
chena  para  el  subsidio  industrial  con  menos  de  3.000  concur- 
rentes y  sin  cuota  especial  para  sus  fondas  y  hospedería,  de- 
biendo la  Administración  distribuir  el  impuesto  ptfoporoional- 
mente  entre  los  baños  y  los  dueños  de  las  hospederías  destina- 
das al  servicio  de  los  bañistas  con  la  reserva  de  repetir  daños 
y  perjuicios  contra  quien  hubiese  lugar,  fundándose  en  que 
Labia  pagado  más  que  le  correspondía  por  razón  de  la  con- 
currencia  en  el  año  económico  de  1872  á  1873,  toda  vez  que 
pagó  como  baños  de  más  de  1.000  y  menos  de  2.000  cuando 
la  concurrencia  de  1871,  que  es  la  que  pudo  y  debió  tomarse 
en  cuenta,  no  llegó  á  1.000  personas:  que  también  pagó  inde- 
bidamente por  la  fonda  titulada  de  Madrid  porque  ésta  se  halla 
incluida  en  la  «cuota  señalada  á  los  baños:  que  también  pagó 
más  de  la  que  le  correspondía  porque  no  vinieron  á  compartir 
con  él  en  la  debida  proporción  las  hospederías  y  fondas  de 
otros  dueños,  establecidas  en  el  término  de  Archena  por  razón 
de  existir  el  establecimiento  balneario:  que  no  obstante  esto, 
se  le  obliga  á  pagar  más,  imponiéndole  una  pena  y  califi- 
cándole de  defraudador,  cuando  el  art.  21  del  reglamento 
de  20  de  Marzo  de  1870,  cuyo  precepto  supone  la  Sala  no  ha 
cumplido  su  cliente,  no  se  refiere  ni  puede  tener  aplicación 
alguna  al  caso  presente,  toda  vez  que  esta  industria  se  rige 
por  disposiciones  especiales  contenidas  en  el  de  29  de  Setiem- 
bre de  1871,  las  cuales  han  cumplido  suministrando  en  unión 
del  Médico- Di  rector  y  el  Alcalde  los  datos  que  habían  dé  servir 
para  insertar  en  la  Gaceta  la  clasificación  de  dichos  baños,  y 
que  si  la  Sala  hubiera  visto  los  artículos  112  y  115  del  último 
reglamento  citado,  sólo  hubiera  seguido  el  expediente  cuando 
resultase  intención  manifiesta  de  defraudar  al  Tesoro,  y  hu- 
biera sobreseído  cuando  apareciese,  que  la  clasificación  estaba| 
mal  hecha  por  error  disculpable  ó  duda  racional  que  aquí  no 
la  ha  habido  cuando  ha  pagado  de  más: 

Resultando  que  dé  las  Gacetas  de  19  ele  Mayo  de  1872, 13  de 
Marzo  de  1873  y  de  3  de  MaTzo  de  1874,  aparece  que  concur- 
rieron á  dichos  baños  889, 2.957  y  2.148  personas  en  cada  Uno 
de  los  referidos  años  respectivamente,  y  que  por  un  oficio  de 
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la  Dirección  general  de  Contribuciones  resulta  que  á  conse- 
cuencia de  haber  acudido  á  ella  la  asociación  de  los  dueños 
de  baños  y  aguas  minerales  para  que  dictase  cierta  aclaración 
al  epígrafe  núm.  28  de  la  tarifa  2.*  del  reglamento  de  1870, 
les  dirigió  una  circular  para  que  contestasen  á  varios  particu- 
lares y  explicasen  el  sentido  de  la  palabra  concurrente: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  confírmase 
en  todas  sus  partes  la  sentencia  apelada,  alegando  que  respecto 
de  baños,  disponen  el  núm.  31  y  notas  1  .*  y  2.a  de  la  tari»  2.1, 
reformada  por  decreto  de  30  de  Junio  de  1870,  que  paguen  2.500 

{>esetas  los  establecimientos  de  aguas  minerales  que  durante 
a  temporada  ó  temporadas  en  un  año  tengan  de  3.000  con- 
currentes en  adelante,  deduciéndose  los  pobres  y  militares, 
estando  incluida  en  dicha  nota  la  de  la  fonda  y  hospedería  si 
la  hubiese:  que  según  la  letra  de  este  precepto  no  puede  me- 
nos de  estimarse  que  concurre  dos  veces  el  que  acude  á  tomar 
baños  en  dos  temporadas;  y  que  se  le  considera  persona  dis- 
tinta para  el  pago  de  los  derechos  reportando  el  establecimiento 
doble  utilidad:  que  aunque  fuese  cierto  que  concurrieran  bas- 
tantes personas  en  las  dos  temporadas  de  1872  por  no  haber 
obtenido  curación  en  una  sola,  es  indudable  que  ascendiendo 
á  3.000  el  número  de  concurrentes,  según  los  libros  del  esta- 
blecimiento que  hacen  plena  prueba,  puesto  que  en  rigor  equi- 
valen á  la  confesión  de  parte,  debe  pagar  el  apelante  la  cuota 
correspondiente  á  dicho  número  en  vez  de  la  que  venia  satis- 
faciendo: que  las  dudas  suscitadas  por  los  propietarios  de  aguas 
minerales  no  pueden  ser  obstáculo  para  que  los  baños  de  Ar- 
chena  estén  comprendidos  en  la  primera  categoría,  ni  lo  que 
resulta  de  la  estadística  publicada  en  la  Gaceta,  porque  la 
Hacienda  en  la  distribución  de  los  impuestos  públicos  se  sujeta 
á  otros  datos  y  tiene  derecho  á  practicar  las  diligencias  de 
comprobación  que  estime  necesarias:  que  con  arreglo  á  la  ta- 
rifa del  reglamento  reformado,  están  incluidas  en  el  núm.  4.° 
de  la  clase  2.*  las  fondas,  hoteles  y  casas  que  tienen  mesa  re- 
donda, debiendo  pagar  el  50  por  100  de  aumento  cuando  den 
además  hospedaje;  y  en  el  núm.  1.°  de  la  clase  5.a  las  casas 
de  pupilos  ó  huéspedes  sin  mesa  redonda  que  paguen  por  lo 
menos  1.750  pesetas  de  arrendamiento  por  las  habitaciones 
que  ocupen  en  Madrid  y  1.000  en  las  demás  provincias:  que 
clasificándose  las  fondas,  hoteles,  etc.,  según  que  tengan  ó  no 
mesa  redonda  ú  hora  para  las  comidas,  hallándose  la  fonda 
de  Madrid  en  el  primer  caso,  no  cabe  duda  que  está  com- 
prendida en  el  número  4.°,  clase  2/  de  la  tarifa  1.a,  sin  que 
pueda  tomarse  en  cuenta  que  no  se  admitan  á  la  mesa  perso- 
nas extrañas  al  establecimiento,  ni  que  éste  pertenezca  al  mis- 
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mo  dueño  y  se  encuentre  muy  próximo  á  él:  que  únicamente 
las  fondas  y  hospederías  tjue  se  hallen  dentro  de  los  mismos 
establecimientos  de  aguas  minerales  no  contribuyen  con  cuota 
especial  alguna:  que  aunque  el  año  natural  y  el  balneario  se 
cuenta  de  distinta  manera,  debió  el  recurrente  después  de  co- 
menzado éste  pasar  el  oportuno  aviso  para  que  á  su  tiempo  se 
hiciese  la  debida  rectificación,  lo  cual  no  se  verificó  ni  aun 
respecto  al  año  económico  de  1873  &  1874,  á  pesar  de  que 
cuando  se  practicó  la  visita  estaba  espirando  el  anterior:  que 
aunque  se  concediese  por  equidad  que  no  debieran  imponerse 
recargos  al  interesado  por  haber  faltado  á  lo  que  previene,  no 
el  art.  21,  sino  el  23  ael  reglamento,  era  incontestable  que 
habia  cometido  defraudación  como  dueño  de  la  fonda  de  Ma- 
drid, siendo  aplicable  al  caso  por  este  hecho  el  art.  120  en  su 
número  l.Q,  y  en  el  132  del  reglamento;  y  que  tratándose  aquí 
únicamente  de  un  expediente  de  defraudación,  no  há  lugar  á 
resolver  sobre  la  proporción  con  que  deben  contribuir  los 
dueños  de  los  baños  y  los  de  las  hospederías  establecidas  con 
ocasión  de  ellos,  porque  antes  de  deducií  ninguna  solicitud 
acerca  de  este  punto  en  la  vía  contenciosa,  es  indispensable 
que  el  apelante  ejercite  todos  los  recursos  que  procedan  en  ía 
gubernativa  hasta  dejarla  apurada. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací 
y  Mora. 

Considerando  que  los  establecimientos  de  aguas  minerales 
que  durante  la  temporada  ó  temporadas  en  un  año  tengan  de 
3.000  concurrentes  en  adelante,  deducidos  pobres  y  militares, 
deben  pagar  al  Estado  2.800  pesetas,  y  los  que  tengan  de  1.000 
á  1.999  concurrentes  sólo  900,  según  se  determina  en  el  de- 
creto de  30  de  Junio  de  1870  que  modificó  el  reglamento  de  20 
de  Marzo  del  mismo  año  para  la  imposición  y  cobranza  del 
subsidio  industrial:  que  en  el  núm.  4,  clase  2.*  de  la  tarifa  1.* 
del  expresado  reglamento,  se  hallan  comprendidas  las  fondas 
ó  restaurants  sin  hospedaje;  y  en  el  l.°?  clase  5/  de  la  misma 
tarifa  lo  están  las  casas  de  huéspedes  sin  mesa  redonda,  ha- 
biendo de  contribuir  cada  una  de  ambas  clases  con  diferente 
cantidad: 

Considerando  que  del  reconocimiento  de  los  libros  de  los 
baños  de  Archena  aparece  acreditado  que  en  el  año  de  1872 
concurrieron  al  establecimiento,  deducidos  pobres  y  militares 
3.161  personas;  y  dé  consiguiente  que  debió  satisfacer  el  mis- 
mo al  Tesoro  en  concepto  de  subsidio  2.600  pesetas  en  vez  de 
las  90Ó  en  que  fué  considerado  como  si  lot  concurrencia  anual 
hubiera  estado  reducida  de  1.000  ó,  1:999  : 

Considerando  que  contra  la  prueba  acabada  de  reconoció 
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miento  de  los  libros  no  produce  mérito  alguno  el  que  la  rela- 
ción dada  por  el  Médico  de  dichos  baños  á  la  Dirección  gene- 
ral de  Sanidad  contenga  un  número  menor  de  concurrentes 
al  establecimiento,  ya  porque  los  expresados  libros  son  una 
verdadera  confesión  del  dueño,  ya  porque  aislada  la  dicha 
relación  al  ramo  de  Sanidad  á  que  fué  dirigida,  no  priva  á  la 
Hacienda  pública  de  la  facultad  de  adquirir  otros  datos  y  no- 
ticias, ni  de  sus  derechos  fundados  como  en  el  caso  presente, 
en  una  prueba  eficacísima: 

Considerando  que  el  mencionado  reconocimiento  de  libros 
practicado  el  9  de  Junio  de  1873  convence  de  que  fueron  los 
concurrentes  á  los  baños  en  el  año  de  1872,  3.161;  y  que  por 
más  que  D.  José  de  Bustos  y  Castilla  quiera  sostener  que  este 
número  no  puedte  servir  de  tipo  para  el  año  económico  que  se 
cuenta  desde  1.°  de  Julio  á  igual  fecha  del  año  siguiente,  es 
legitimo  el  concepto  contrario,  puesto  que  se  sienta  termi- 
nantemente en  la  misma  diligencia  que  aún  mayor  que  en  1872 
fué  en  1870  y  1871  el  número  de  concurrentes  á  los  baños: 

Considerando  que  tampoco  hace  variar  de  concepto  la  ale- 
gación sin  prueba  del  Bustos  y  Castilla,  de  que  en  el  número 
de  bañistas  que  fija  el  repetido  reconocimiento  de  libros  se 
comprenden  personas  que  acudieran  en  las  dos  temporadas 
como  que  siempre  resultará  que  en  ambas  concurrieron  3.161: 

Considerando  que  sea  cualquiera  el  mérito  y  resultado  en 
su  dia  del  expediente  que  se  dice  pende  en  la  Dirección  ge- 
neral de  Contribuciones  á  instancia  de  los  dueños  de  estable- 
cimientos de  aguas  minerales  para  fijar  la  significación  de  la 
{>alabra  concurrentes,  ella  debe  tomarse  hoy  en  el  genuino  y 
iteral  sentido  en  que  la  emplean  el  decreto  y  reglamento  de 
que  queda  hecho  mérito: 

Considerando  que  dentro  de  los  autos  no  hay  méritos  bas- 
tantes para  decidir  si  la  fonda  llamada  de  Madrid,  situada  con 
proximidad  á  los  baños  de  Archena,  y  propia  del  mismo  dueño, 
está  comprendida  en  el  núm.  4,  clase  2.  de  la  tarifa  1.a  del 
reglamento,  ó  en  el  1.°  de  la  clase  5.a  de  la  misma  como  viene 
considerándose  para  el  repartimiento  y  cobranza  del  impuesto 
de  subsidio: 

Considerando  que  D.  José  de  Bustos  y  Castilla,  dueño  de 
los  baños  de  Archena,  no  está  comprendido  en  los  artículos  11 
al  13  del  reglamento  citado,  puesto  que  su  establecimiento  es 
notoriamente  anterior  al  1.°  de  Julio  de  1870,  y  dichos  artícu- 
los con  el  21  son  aplicables  á  las  industrias  que  se  hayan  es- 
tablecido desde  aquella  fecha  en  adelante;  que  tampoco  lo  está 
en  el  23  como  que  no  consta  haya  introducido  en  su  industria 
modificación  que  deba  hacerle  variar  de  clase,  por  lo  cual 
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tampoco  se  encuentra  en  los  casos  del  art.  120,  ni  compren- 
dido en  el  133  de  dicho  reglamento: 

Considerando  que  D.  José  dé  Bustos  y  Castilla  ha  alegado 
en  el  curso  del  procedimiento,  sin  haber  sido  contradicho,  que 
no  presentó  á  la  Administracioa  relación  detallada  de  su  in- 
dustria, sino  que  ha  satisfecho  la  cuota  de  contribución  que 
por  la  misma  se  le  ha  impuesto,  consiguiente  á  lo  cual  no 
aparece  de  su  parte  la  intención  manifiesta  de  defraudar  con 
sus  declaraciones  al  Tesoro  que  exige  el  art,  115  del  regla- 
mento para  continuar  el  expediente  sobre  defraudación; 

Fallamos,  que  debemos:  confirmar  y  confirmamos  la  sen- 
tencia que  en  21  de  Enero  del  año  corriente  pronunció  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  cuanto  por  ella  se 
manda  que  en  la  matrícula  del  subsidio  industrial  de  Archena 
relativa  al  año  económico  de  1872  á  1873  y  sucesivas,  se  adi- 
cione á  D.  José  de  Bustos  y  Castilla  por  sus  baños  la  cantidad 
diferencial  entre  las  900  pesetas  que  viene  pagando  por  dicho 
impuesto  y  la  de  2.500  pesetas  que  le  señala  el  nú  m.  31  délas 
modificaciones  que  en  las  tarifas  introdujo  el  decreto  de  30  de 
Junio  de  1870;  y  declarando  como  declaramos  que  el  Bustos 
y  Castilla  no  ha  cometido  defraudación,  revocamos  la  expre- 
sada sentencia  en  los  demás  extremos  que  comprende;  y  de- 
vuélvasele la  cantidad  que  depositó  para  la  interposición  de  su 
recurso,  deducida  que  sea  la  diferencia  de  que  queda  hecho 
mérito,  la  cual  queda  para  la  Hacienda  pública. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Qoleccion  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete,  por  conducto  del 
Presidente  de  la  misma,  con  la  certificación  prevenida,  lo  pro- 
nunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.  = 
José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan  Jiménez  Cuenca. ^Ma- 
nuel Almonací  y  Mora. = Francisco  Armesto»  =  Luis  Vázquez 
Mondrago>n.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Manuel  Almonaci  y  Mora,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misrüa,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  20  de  Octubre  de  1874,  «Licen- 
ciado Manuel  Aragoneses-  Gil. 
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Nüm.  44; 


PROCEDENCIA. 


Propiedad  del  Estado  db  ciertos  terrenos. — Sentencia  de  21 
de  Octubre,  declarando  procedente  la  vía  contenciosa,  y 
admitiendo  en  su  virtud  la  demanda  presentada  por  D.  Pas- 
cual López  y  López  y  consortes)  contra  la  orden  del  Gobier- 
no de  La  República  de  2  de  Diciembre  de  1873. 

En  6us  considerandos  se  establece: 

Que  según  lo  dispuesto  por  la  Real  orden  de  13  de  Julio 
de  1866  procede  la  via  contenciosa  contra  las  declaraciones  he- 
chas por  la  Junta  superior  de  Ventas  en  virtud  de  denuncias  de 
los  investigadores  de  Bienes  nacionales. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  21  de  Octubre  de  1874,  en  los 
autos  sobre  procedencia  de  la  via  contenciosa  y  admisión  de 
la  demanda  presentada  por  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas 
del  Castillo,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Pascual  López  y 
López,  D.  Pedro  Suarez  y  López  y  D.  Gaspar  Tamayo  y  Al- 
varez,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  represen- 
tada por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la  óraen  del 
Gobierno  de  la  República  de  2  de  Diciembre  de  1873,  que  de- 
claró propiedad  del  Estado  los  terrenos  montuosos  de  ía  he- 
redad de  Aguas  calientes  en  término  de  la  villa  de  Jerez  de 
la  provincia  de  Albacete: 

Resultando  que  eu  10  de  Agosto  de  1866  el  Investigador 
de  Bienes  nacionales  de  dicha  provincia  denunció  al  Gober- 
nador civil  de  la  misma  la  existencia  de  varios  terrenos  del 
Estado  ó  caudal  de  Propios  de  la  villa  de  Jerez,  poblado  de 
monte  pinar  y  espártales,  que  se  hallaban  detentados  y  ocul- 
tos en  el  sitio  de  Aguas  calientes,  disfrutándolos  los  herederos 
de  D.  Pascual  López  Sahojosa: 

Resultando  que  nombrado  por  el  Gobernador  un  perito 
Agrimensor  y  otro  práctico  por  el  Sindico  de  la  villa,  proce- 
dieron á  la  diligencia  del  deslinde  en  6  de  Octubre  de  1866 
con  asistencia  de  los  interesados,  resultando  existían  en  el 
heredamiento  de  Aguas  calientes,  dentro  de  la  isla  que  for- 
maban los  rios  Mundo  y  Segura ,  que  fué  acotado  como  del 
Estado  por  Real  cédula  del  año  de  1590;  y  según  aparecía  de 
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las  eacrituras  de  adquisición  presentadas  por  D.  Pascual  Ló- 
pez Belmonte  y  demás  herederos  de  D.  Pascual  Lopel  Saho- 
jüsa,  estaba  compuesto  de  varías  hazas  de  labor  secano  y  riego, 
y  montes  incultos  de  atochares  y  espartares,  cuyos  linderos 
se  expresan,  apareciendo  ser  su  superficie  de  1.783  fanegas, 
medida  provincial  de  10.000  varas  cada  unaVsténdo  299  de 
labor,  y  las  restantes  de  monte  inculto ,  de  las  cuales  asegu- 
raron loa  peritos  que  pertenecían  al  Estado  1.484  de  las  últi- 
mas, y  tres  de  las  primeras;  tasando  el  monte  en  10  escudos 
en  renta,  y  2.226  en  venta,  así  como  el  esparto  con  el  terre- 
no y  el  pasto  en  734  escudos  y  500  milésimas  en  renta,  y  en 
18.587  escudos  y  500  milésimas  en  venta;  que  todo  asciende 
á  843  escudos  y  500  milésimas  en  renta,  y  20.813  escudos 
500  milésimas  en  venta: 

Resultando  que  terminada  la  anterior  diligencia  sin  pro- 
testa alguna  del  interesado  que  asistió  á  las  operaciones  de 
campo,  representó  después  en  el  expedienten).  Pascual  López 
y  López,  oponiéndose  á  la  denuncia,  y  pidiendo  se  declarase 
improcedente,  con  mérito  al  resultado  que  ofrecian  las  copias 
simples  de  escrituras  de  adquisición  que  acompañó;  y  previo 
informe  del  Oficial  Letrado  que  cotejó  las  mismas,  lo  hizo  tam- 
bién la  Junta  provincial  de  Ventas  estimando  procedente  la 
denuncia ,  y  que  el  Estado  debia  incautarse  administrativa- 
mente de  los  terrenos,'  declarándose  el  premio  de  17  y  3  por  100 
al  Investigador  y  Comisionado  provincial ,  según  dispone  el 
artículo  13  de  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1856,  y  ade- 
más el  6  por  100  á  aquel  de  las  rentas  producidas  por  la  finca 
detentada  con  mérito  á  lo  dispuesto  en  la  regla  3.  de  la  ins- 
trucción de  2  de  Enero  del  mismo  año: 

Resultando  que  remitido  el  expediente  á  la  Superioridad, 
la  Junta  superior  de  Ventas,  en  sesión  de  4  de  Junio  de  1873, 
de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Negociado  correspon- 
diente, y  lo  propuesto  por  la  Dirección,  declamó  procedente  la 
denuncia  del  Investigador,  y  mandó,  que  el  Estado  se  incautase 
de  las  fanegas  de  tierra  que  se  detentaban,  y  se  habían  seda- 
lado  en  las  operaciones  de  medición  y  deslinde ,  de  las  que, 
con  arreglo  á  los  títulos  presentados  por  los  interesados,  les 
habían  sido  designadas  como  suyas ,  y  dentro  de  los  mismos 
títuloá  que  se  les  respetaba:  que  dichos  interesados  .debían 
pagar  al  Estado  las  rentas  indebidamente  perqibidas  por  los 
enunciados  terrenos,  pero  eximiéndoles  dé  la  multa  de  20  por 
100  que  dispone  la  Real  orden  dé  10  de  Junio  de  1856,  y  re- 
conociendo al  Investigador  y  Comisionado  de  Ventas  el  res- 
Eectivo  premio  del  17  y  3  por  100  sobre  las  rentas  que  se, 
agan  electivas,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  13  de> 
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dicha  Real  orden,  y  regla  3.*  de  la  instrucción  de  2  de  Enero 
del  mismo  año:  i 

Resultando  que  interpuesta'  apelación  de  este  fallo  para 
ante  el  Ministro  de  Hacienda  por  D.  Pascual  Suarez  López,  se 
dictó  una  orden  por  el  Gobierno  de  la  República  en  2  de  Di- 
ciembre de  1873  confirmándolo: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  11  de  Fe- 
brero último,  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en 
este  Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  del 
Castillo,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Pascual  Lopee  y  López, 
D.  Pedro  Suarez  y  López  y  D.  Gaspar  Tamayo  y  Alvarez,  pi- 
diendo se  dejase  sin  efecto,  alegando  para  ello  lo  que  juzgó 
oportuno;  y  en  cuanto  á  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa 
expuso  que  contra  las  resoluciones  del  Ministerio  de  Hacien- 
da, que  ultiman  la  vía  gubernativa  en  los  expedientes  de  in- 
vestigación, la  Real  orden  de  13  de  Julio  de  1866  coneede 
recurso  por  la  contenciosa ,  como  también  el  Real  decreto  de 
31  de  Mayo  de  1853  y  la  ley  de  17  de  Agosto  de  1860,  tra- 
tándose de  resoluciones  ministeriales  que  causen  estado,  aun- 
que se  dicten,  como  sucede  en  el  caso  actual,  con  manifiesta 
incompetencia : 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo presentaron  los  demandantes  testimonios  de  varias  in- 
formaciones, de  que  se  mandó  dar  cuenta  terminado  el  inci- 
dente previo ;  y  aunque  el  Fiscal  no  se  opuso  á  la  admisión 
de  la  demanda,  considerando  la  Sala  que  la  decisión  de  este 
extremo  requería  mayor  examen ,  mandó  poner  los  autos  de 
manifiesto  por  término  de  tercero  dia  al  Licenciado  Cánovas, 
al  sólo  efecto  de  instrucción  del  escrito  fiscal,  como  tuvo  efecto. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez 
Mon  dragón. 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  por  la  Real  orden 
de  13  de  Julio  de  1866  procede  la  vía  contenciosa  contra  las 
declaraciones  hechas  por  la  Junta  superior  de  Ventas  en  vir- 
tud de  denuncias  de  los  investigadores  de  Bienes  nacionales: 

Considerando  que  de  esta  Índole  y  naturaleza  es  la  resolu- 
ción reclamada,  porque  versa  sobre  materia  administrativa; 
y  como  además  ha  causado  estado,  y  contra  ella  se  alega  un 
derecho  preexistente  lastimado,  y  la  demanda  se  ha  inter- 
puesto en  tiempo  oportuno ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente 
la  via  contenciosa,  y  en  su  virtud  admitimos  la  demanda  pre- 
sentada con  los  documentos  que  se  acompañan.  Se  há  por 
Jarte  al  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  del  Castillo,  en  nombre 
e  D.  Pascual  López  y  López  y  consortes,  y  póngasele  de  ma- 
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nifiesto  el  expediente  gubernativo  por  término  de  veinte  dias 
á  los  efectos  procedentes. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.=Juan  Jiménez  Cuen- 
ca.=José  María  Herreros  de  Tejada. = Manuel  León. —Manuel 
Almonací  y  Mora.  =  Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez  Mon- 
dragon. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Luis  Vázquez  Mondragon,  Magistrado  del 
Tribunal  Supremo  ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  ter- 
cera, de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  21 
de  Octubre  de  1874. «Enrique  Medina. 


Núm.  45. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Reposición  de  un  destino  de  Aduanas. — Sentencia  de  22  de 
Octubre,  dejando  sin  efecto  el  decreto  de  18  de  Agosto  de 
1872,  y  absolviendo  á  la  Administración  general  del  Hstado 
de  los  dama*  extremos  de  la  demanda  presentada  por  Ü.  Juan 
Miguel  Ortiz. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  por  el  decreto  de  la  Regencia  del  Reino  de  11  de  Di- 
ciembre de  1869,  que  creé  el  Cuerpo  de  empleados  de  Aduanas 
de  Ultramar,  disponiéndose  en  el  art.  8.°  que  los  individuos  del 
mismo  no  podían  ser  separados  de  sus  destinos  sino  por  sentencia 
judicial  ejecutoria,  ó  en  virtud  de  expediente  instruido  con  suje- 
ción d  lo  que  se  determine  en  el  reglamento,  añadiéndose  en  el 
artículo  10  que  ningún  individuo  del  mismo  Cuerpo  puede  ser 
obligado  á  aceptar  destino  Juera  de  su  ramo  ni  inferior  d  su 
categoría. 

2.°  Que  en  las  artículos  27,  28  y  31  del  reglamento  apro- 
bado por  decreto  de  la  Regencia  en  29  de  Setiembre  de  1870  se 
expresan  el  modo  y  las  causas  únicas  por  las  que  puede  ser  tras- 
ladado ó  separado  un  empleado  de  dicho  Cuerpo. 

3.°  Que  en  la  vía  contenciosa  no  puede  resolverse,  un  punto 
que  aun  pedido  en  la  demanda  no  ha  sido  objeto  del  expediente 
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gubernativo,  doctrina  que  ademas  de  estar  expresa  en  la  leyes 
de  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribu- 
nal Supremo.  ' 

*  *  * 

En  la  villa  de  Madrid,  á  22  de  Octubre  de  1874,  en  el  pleito 
contencioso-administrativo ,  que  ante  Nos  pende ,  en  primera 
y  úniqa  instancia  entre  D.  Juan  Miguel  Ortiz,  y  en  su  nombre 
el  Licenciado  D.  Eusebio  Pascual  y  Casas,  y  la  Administración 
del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  ae 
le  reponga  en  el  destino  de  Administrador  central  de  Aduanas 
de  la  Isla  de  Coba: 

Resultando  que  D.  Juan  Miguel  Orti2  que  ocupaba  el  se- 
gundo puesto  en  el  escalafón  del  Cuerpo  de  empleados  de  Adua- 
nas de  las  Antillas  entre  los  Jefes  de  Administración  de  pri- 
mera clase,  por  Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1871  fué 
nombrado  Administrador  central  de  Aduanas  de  la  Isla  de 
Cuba,  plaza  creada  por  otro  de  la  misma  fecha,  y  con  arreglo 
al  de  29  de  Setiembre  del  mismo  año,  de  cuyo  destino  tomó 
posesión  en  18  de  Enero  siguiente: 

Resultando  que  por  otro  Real  decreta  de  9  de  Agosto  de 
1872  fué  nombrado  Administrador  central  de  Rentas  y  Esta- 
dística de  la  Isla  de  Cuba  por  haber  sido  declarado  cesante 
D.  Antonio  Nuñez  y  Fernandez  que  desempeñaba  este  destino: 

Resultando  que  acordado  el  cumplimiento  de  esta  disposi- 
ción por  el  Gobernador  superior  político  de  dicha  Isla,  lo  puso 
en  conocimiento  del  interesado,  quien  en  comunicación  de  6 
de  Setiembre  siguiente  protestó  respetuosamente  ante  dicha 
Autoridad,  fundado  en  que  tal  nombramiento  suponía  su  se- 
paración del  Cuerpo  de  empleados  de  Aduanas  y  su  traslación 
á  otro  ramo  contra  su  voluntad,  hallándose  en  los  casos  pre- 
vistos en  ios  artículos  27  y  31  del  reglamento  de  1870  y  en 
el  10  del  decreto  orgánico  de  1869,  creyéndose. con  tal  motivo 
á  punto  de  perder  los  derechos  y  ventaja^  que  conceden  en 
general  á  los  individuos  de  aquel  Cuerpo  dicha»  disposiciones 
y  en  particular  al  Administrador  central  de  la  Renta,  el  Real 
decreto  de  13  de  Abril  de  1872,  por  lo  cual  se  proponía  hacer 
uso  del  recurso  que  le  permitían  los  artículos  28  y  34  del  ci- 
tado reglamento,  acudiendo  en  el  término  legal  á  la  vía  con- 
tenciosa: 

Resultando  que  comunicada  esta  protesta  al  Ministro  de 
Ultramar,  y  confirmado  en  el  destino  el  referido  D.  Juan  Mi- 
guel Ortiz  por  otro  decreto  de  27  dé  Noviembre  de  1872,  el 
Gobierno  de  la  República  dispuso  en  10  de  Mayo  de  1873  que 
se  manifestase  al  Intendente  de  Hacienda  de  la  Isla  de  Cuba 
que  el  expresado  funcionario  podia  hacer  uso  en  la  forma 
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oportuna  del  derecho  que  le  coacede  el  reglamento  del  Cuerpo 
de  empleados  de  Aduanas  de  Ultramar: 

Resultando  que  en  12  del  mismo  mes  el  repetido  D.  Juan 
Miguel  Ortiz  acudió  al  Ministro  de  Ultramar,  por  conducto  de 
dicho  Intendente,  pidiendo  se  le  repusiese  en  el  cargo  de  Ad- 
ministrador central  de  Aduanas,  invocando  para  ello  la  condi- 
ción de  inamovilidad  que  le  daba  el  reglamento  de  28  de  Mayo 
de  1870  y  el  decreto  de  4  de  Abril  del  mismo  año,  reponiendo 
en  su  destino  á  D.  Gregorio  Rozalen,  jubilado  indebidamente; 
y  que  el  Gobierno  de  la  República  en  19  de  Agosto  de  1873, 
de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  la  orden  de  10  de  Mayo  de 
que  queda  hecho  mérito,  resolvió  que  este  interesado  podia 
usar  del  derecho  que  crea  corresponderle  al  tenor  de  lo  que 
dispone  el  reglamento  del  Cuerpo,  entendiéndose  que  con  esta 
resolución  queda  apurada  la  vía  gubernativa  de  que  trata  el 
referido  reglamento: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Eusebio  Pascual  y  Casas, 
en  nombre  del  repetido  D.  Juan  Miguel  Ortiz,  en  6  de  Octubre 
de  1873  entabló  demanda  en  este  Tribunal  Supremo,  que  des- 
pués reprodujo,  pidiendo  se  declare  que  fué  ilegal  la  trasla- 
ción de  su  cliente  de  la  Administración  central  de  Aduanas  á 
la  de  Rentas  y  Estadística  de  la  Isla  de  Cuba ,  y  que  procede 
su  reposición  en  aquel  destino:  que  ésta  debe  retrotraerse  á 
18  de  Octubre  de  1872,  siendo  abonable  para  los  efectos  de 
escalafón  y  de  clasificación  de  servicios  todo  el  tiempo  inter- 
medio entre  las  fechas  del  cese  y  de  la  reposición,  y  que  debe 
abonársele  además  por  la  Hacienda  la  diferencia  que  resulte 
entre  sueldo  y  sobresueldo  de  Administrador  central  de  Adua- 
nas y  los  haberes  que  ha  percibido  en  el  ínterin ,  bien  como 
activo  ó  como  cesante,  y  también  el  importe  de  los  emolu- 
mentos anejos  á  dicho  destino  por  razón  de  multas  y  comisos, 
según  el  Real  decreto  de  13  de  Abril  de  1872,  y  que  dejó  de 
percibir  desde  18  de  Octubre  del  mismo  año,  fundándose  en 
que  fué  nombrado  con  arreglo  á  la  ley,  según  los  artícu- 
los 8.°,  9.°  y  10  del  decreto  orgánico  de  11  de  Diciembre  de 
1869,  que  creó  el  Cuerpo  de  que  se  trata,  y  en  el  de  28  de 
Setiembre  de  1870,  que  aprobó  el  reglamento  del  mismo,  dis- 
poniendo los  artículos  27,  28  y  31  los  únicos  modos  por  los 
cuales  puede  ser  trasladado  ó  separado  un  empleado  del  Cuer- 
po: con  la  demanda  acompañó  un  testimonio  de  los  nombra- 
mientos dé  que  se  ha  hecho  mérito,  haciendo  constar  además 
que  cesó  en  su  primitivo  destino  con  motivo  de  la  traslación 
al  segundo  en  18  de  Octubre  de  1872: 

Resultando  que  conferido  traslado  con  emplazamiento  al 
Ministerio  fiscal,  no  habiéndole  evacuado  dentro  del  término 
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legal,  el  actor  le  acusó  la  rebeldía,  y  la  Sala,  por  providencia 
de  28  de  Mayo  último  la  hubo  por  acusada,  mandando  que  se 
recogieran  los  autos,  como  así  tuvo  efecto. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León  y 
Romero. 

Considerando  que  por  el  decreto  de  la  Regencia  del  Reino 
de  11  de  Diciembre  de  1869,  que*  creó  el  Cuerpo  de  empleados 
de  Aduanas  de  Ultramar,  disponiéndose  en  el  art.  8.°  que  los 
individuos  del  mismo  no  podían  ser  separados  de  sus  destinos 
sino  por  sentencia  judicial  ejecutoria,  ó  en  virtud  de  expe- 
diente instruido  con  sujeción  á  lo  que  se  determine  en  el  re- 
glamento, añadiéndose  en  el  art.  10  que  ningún  individuo  del 
mismo  Cuerpo  puede  ser  obligado  á  aceptar  destino  fuera  de 
su  ramo  ni  inferior  á  su  categoría: 

Considerando  que  en  los  artículos  27,  28  y  31  del  regla- 
mento aprobado  por  decreto  de  la  Regencia  en  29  de  Setiem- 
bre de  1870  se  expresan  el  modo  y  las  causas  únicas  por  las 
que  puede  ser  trasladado  ó  separado  un  empleado  de  dicho 
Cuerpo: 

Considerando  que  por  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1871, 
D.  «Juan  Miguel  Ortiz  fué  nombrado  Administrador  central  de 
Aduanas  de  la  Isla  de  Cuba,  ateniéndose,  como  en  el  mismo 
se  expresa,  á  las  disposiciones  de  los  decretos  y  reglamentos 
citados  y  por  ocupar  entre  los  Jefes  de  Administración  de  pri- 
mera clase  el  segundo  lugar  en  el  escalafón  del  Cuerpo  de 
empleados  de  Aduanas  de  las  Antillas: 

Considerando  que  por  decreto  de  9  de  Agosto  de  1872  fué 
trasladado  al  de  Administrador  central  de  Rentas  y  Estadística 
de  dicha  Isla,  sin  que  en  el  expediente  administrativo  aparezca 
se  instruyera  para  ello  diligencia  alguna,  para  que  su  trasla- 
ción se  ajustase  &  las  disposiciones  del  reglamento  en  los  ar- 
tículos citados,  sino  que  fué  contra  su  consentimiento  dual  lo 
demuestra  la  protesta  que  hizo  al  comunicársele  la  traslación: 

Considerando  que  si  bien  por  el  art.  l.Q  del  decreto  de  12 
de  Abril  de  este  año,  que  se  insertó  en  la  Gaceta  de  22  del 
mismo,  desde  la  publicación  quedan  en  suspenso  las  disposi- 
ciones que  reglamentan  la  forma  de  trasladar,  suspender  y 
declarar  cesantes  á  los  empleados  de  la  Administración  civil 
y  económica  de  la  Isla  de  Cuba,  esta  disposición  no  comprende 
á  la  demanda  contencioso-administrativa  interpuesta  por  Don 
Juan  Miguel  Ortiz  contra  la  orden  de  su  traslación  por  ser 
posterior,  y  expresarse  en  la  misma  tenga  efecto  desde  su 
publicación: 

Considerando  que  en  la  vía  contenciosa  no  puede  resol- 
verse un  punto  que  aun  pedido  en  la  demanda  no  ha  sido 
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objeto  del  expediente  gubernativo,  doctrina  que  además  de 
ser  expresa  en  la  ley,  es  de  jurisprudencia  constante  del  Con- 
sejo de  Estado  y  de  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  soto  ha  sido  objeto  del  expediente  gu- 
bernativo la  reposición  de  D.  Juan  Miguel  Ortiz  á  la  plaza.de 
Administrador  central  de  Aduanas  de  la  Isla  de  Cuba,  y  no 
los  últimos  extremos  que  comprende  la  demanda,  porque  la 
reposición  se  entiende  desde  la  fecha  de  su  traslación  para  los 
efectos  del  escalafón  y  clasificación,  y  se  le  abone  además  por 
la  Hacienda  la  diferencia  de  sueldo  y  sobresueldo  como  los 
emolumentos  anejos  á  dicho  destino,  en  conformidad  á  lo  pre- 
venido en  el  decreto  de  13  de  Abril  de  1872; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin  efecto 
el  decreto  de  18  de  Agosto  de  1872,  trasladando  de  la  Admi- 
nistración central  de  Aduanas  de  la  Isla  de  Cuba  á  la  Central 
de  Rentas  de  la  misma  Isla  á  D.  Juan  Miguel  Ortiz;  y  absol- 
vemos á  la  Administración  de  los  demás  extremos  propuestos 
en  la  demanda. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gace- 
ta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Ultramar,  con  la  certificación  pre- 
venida, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = José  María 
Herreros  de  Tejada.  =  Juan  Jiménez  Cuenca: =Manuel  Leon.= 
Manuel  Almonací  y  Mora.  = Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez 
Mon  dragón.  =  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Presidente 
accidental  de  la  Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  cele- 
brando audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  22  de  Octubre 
de  1874.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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Núm.  46. 
ÚNICA  INSTANCIA- 


APLICACIÓN  de  los  sobrantes  de  una  obra  pía. — Sentencia 
de  23  de  Octubre,  absolviendo  á  la  Administración  general 
del  Estado  de  la  dernanda  interpuesta  por  D.  Jerónimo  Gó- 
mez y  Gómez  contra  la  orden  de  4  de  Julio  de  1873. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  el  decreto  de  16  de  Junio  de  1873,  los  sobrantes 
que  resulten  de  los  bienes  destinados  á  Beneficencia  particular, 
luego  que  estén  cumplidamente  satisfechos  los  objetos  de  su  ins- 
titución, se  deben  aplicar  al  sostenimiento  de  los  fundados  para 
atender  a  la  Beneficencia  general  del  Estado. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  23  de  Octubre  de  1874,  en  los  au- 
tos contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en  pri- 
mera y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  D.  Fidel 
García  Lomas,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Jerónimo  Gómez  y 
Gómez,  vecino  de  Marrón,  en  el  Ayuntamiento  de  Ampuero, 
en  la  provincia  de  Santander,  contra  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  que  está  representada  por  el  Ministerio 
fiscal,  sobre  revocación  de  la  orden  ministerial  de  4  de  Julio 
de  1873  que  dispuso  de  los  sobrantes  de  la  obra  pia  fundada 
por  D.  Juan  Madrazo  en  beneficio  de  los  establecimientos 
generales  de  Beneficencia: 

Resultando  que  en  21  de  Octubre  de  1834  otorgó  una  escri- 
tura en  la  ciudad  de  la  Habana  D.  Juan  Madrazo,  vecino  de 
Marrón,  en  el  Ayuntamiento  de  Ampuero,  de  la  provincia  de 
Santander,  en  virtud  de  la  cual  impuso  sobre  un  ingenio  de 
su  propiedad  la  cantidad  de  40.000  pesos  al  5  por  100,  á  cuyos 
intereses  <jue  ascendían  á  10.000  pesetas  anuales,  quiso  que 
desde  el  día  de  su  fallecimiento  se  les  dieran  la  siguiente  in- 
versión: 4.000  rs.  para  establecer  y  dotar  una  escuela  de  pri- 
meras letras  en  donde  se  enseñase  gratuitamente  á  todos  los 
niños  pobres  del  pueblo  de  Marrón,  y  el  resto,  después  de  de- 
ducida dicha  cantidad  y  los  gastos  que  ocasionase  la  remisión 
anual  desde  la  Habana,  en  dotes  de  á  3.300  rs.  vn.  cada  una  parí 
las  jóvenes  pobres  de  dicho  pueblo  que  sean  naturales  y  veci- 
nas del  mismo,  exceptuando  del  requisito  de  la  naturalidad  fá 
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las  que  fuesen  parientes  suyas  dentro  del  quinto  grado ;  en- 
cargando su  cumplimiento  expresamente  al  Procurador  y  Re- 
gidores del  mismo  pueblo  de  Marrón: 

Resultando  que  en  18  de  Octubre  de  1839  otorgó  testamento 
el  D.  Juan  Madrazo  en  dicho  punto,  declarando  que  tenia  for- 
mada una  memoria  escrita  de  su  puño  y  letra,  la  cual  queria 
fuese  parte  integrante  del  mismo,  cuya  memoria  empieza  con 
aquella  fecha  y  concluye  con  la  de  20  de  Octubre  de  1841,  ha- 
ciendo relación  de  que  el  albacea  y  heredero  del  fundador 
remitiera  todos  los  anos  2.000  pesos  á  las  justicias  que  fuesen, 
en  el  pueblo  de  su  nacimiento,  cuya  limosna  era  para  la' 
escuela  y  dotes  de  doncellas  pobres  naturales  de  la  localidad, 
debiendo  darse  en  aquella  instrucción  gratuita  á  todos  los 
niños  pobres,  según  ordenó  en  la  escritura  de  que  ya  se  ha 
hecho  mención: 

Resultando  que  cumplido  lo  preceptuado  en  los  anteriores 
documentos,  como  resultasen  sobrantes,  D.  Jerónimo  Gómez 
y  Gómez,  vecino  y  del  Ayuntamiento  de  Marrón,  acudió  al  Go- 
bierno como  patrono  tesiamentario,  solicitando  se  le  autorizase 
para  invertirlos  en  una  carretera  vecinal  en  que  se  emplearan 
á  los  trabajadores  pobres  del  pueblo,  dándoles  asi  auxilios  be- 
néficos, socorros  individuales,  q«e  hacian  necesarios  la  cares- 
tía y  miseria  que  existia;  y  formado  expediente ,  en  que  se 
oyó  á  la  Sección  respectiva  del  Consejo  de  Estado,  se  dictó 
Real  orden  en  8  de  Mayo  de  1868  accediendo  á  lo  solicitado: 
Resultando  que  en  17  de  Junio  de  1872  acudió  de  nuevo  al 
Gobierno  el  qjismo  patrono  pretendiendo  se  le  autorizase  para 
invertir  los  posteriores  sobrantes  en  la  terminación  y  conser- 
vación de  la  expresada  carretera  que  se  encontraba  abando- 
nada, y  los  que  resultasen  después  en  obras  piadosas;  y  oida 
igualmente  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo 
de  Estado,  se  dictó  una  orden  por  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nación en  4  de  Julio  de  1873  resolviendo  que  los  fondos  so- 
brantes de  la  fundación  de  que  se  trata,  después  de  cumplir 
en  lo  posible  sus  conceptos,  mejorando  y  extendiendo  la  en- 
señanza y  aumentando  el  número  de  dotes,  se  destinen  al 
sostenimiento  de  los  establecimientos  del  Estado,  según  de- 
termina el  art.  4.°,  párrafo  cuarto  del  decreto  de  16  del  mes 
anterior: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  5  de  Enero 
de  1874  presentó  demanda  contencioso -administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Fidel  García  Lomas,  á 
nombre  y  con  poder  de  D.  Jerónimo  Gómez  y  Gómez,  pi- 
diendo que  en  su  dia  se  deje  sin  efecto,  declarando  que  en 
todo  caso  deben  destinarse  dichos  sobrantes  en  objetos  bené- 
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fieos,  pero  en  interés  particular  del  vecindario  del  pueblo  d« 
Marrón: 

Resultando  que  acreditada  la  cualidad  de  tal  patrono  de 
D.  Jerónimo  Gómez,  se  reclamó  y  vino  el  expediente  guber- 
nativo, y  declarada  procedente  la  via  contenciosa  y  admitida 
la  demanda,  la  amplió  el  Licenciado  García  Lomas  insistiendo 
en  su  petición,  fundado  en  que  siendo  los  testamentos  en  que 
se  expresa  la  voluntad  de  los  testadores  ley  en  la  materia, 
como  terminantemente  lo  declara  la  ley  y  las  sentencias  de 
este  Tribunal  que  cita,  sólo  puede  variarse,  suplirse  y  enmen- 
darse por  otra  ley  general,  basada  en  la  conveniencia  públi- 
ca, pero  no  por  ningún  decreto  ni  orden  ministerial:  en  que 
deduciéndose  de  la  memoria  y  testamento  de  D.  Juan  Ma- 
drazo  que  el  objeto  á  que  quería  se  dedicase  la  cantidad  de 
40.000  rs.  que  legó,  era  el  del  sostenimiento  de  una  Escuela 
y  de  obras  pias  á  favor  exclusivamente  de  los  pobres  del  pue- 
blo de  Marrón,  v  mientras  no  se  hallen  cubiertas  todas  las 
necesidades  benéficas  del  mismo,  no  pueden  legalmente  des- 
tinarse los  sobrantes  á  objetos  de  beneficencia  general;  y  en 
que  habiéndose  declarado  por  el  Gobierno  la  inteligencia  que 
habia  de  darse  á  la  voluntad  de  D.  Juan  Madrazo  respecto  de 
los  sobrantes  que  resultasen,  b saber,  que  habían  de  emplearse 
en  beneficio  de  los  pobres  del  vecindario  de  Marrón,  y  acep- 
tádose  esa  interpretación  por  el  patrono,  no  le  era  dado  le- 
galmente al  Gobierno  variar  aquella  inteligencia,  suponiendo 
de  hecho  que  la  voluntad  de  aquel  seria  que  cumplidos  los 
encargos  especiales,  los  sobrantes  hubieran  de  ^emplearse  eu 
beneficio  de  los  demás  pobres  de  la  Nación: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  di- 
cha demanda  pidiendo  se  absolviese  de  ella  á  la  Administra- 
ción general  del  Estado,  confirmando  la  orden  recurrida,  apo- 
yado en  que  el  decreto  de  16  dé  Junio  de  1873  previene  en  el 
articulo  5.°,  párrafo  cuarto,  que  los  sobrantes  de  las  funda- 
ciones particulares  de  Beneficencia  se  apliquen  al  sostenimiento 
de  establecimientos  públicos  benéficos;  y  no  habiendo  dispue3to 
la  orden  reclamada  más  sino  de  los  sobrantes  que  resultasen 
de  la  obra  pía  de  que  se  trata,  después  de  cumplir  y  hasta 
ampliar  en  lo  posible  sus  beneficios,  es  evidente  que  se  ajusta 
á  las  disposiciones  legales  aplicables  al  caso. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que,  según  el  decreto  de  16  de  Junio  de  1873, 
los  sobrantes  que  resulten  de  los  bienes  destinados  á  Benefi- 
cencia particular,  luego  que  estén  cumplidamente  satisfechos 
los  objetos  de  su  institución,  se  deben  aplicar  al  sostenimiento 
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de  los  fundados  para  atender  á  la  Beneficencia  general  del 
Estado: 

Considerando  que  esto  es  lo  aue  ha  hecho  la  orden  recla- 
mada, pues  siendo  los  objetos  del  patronato  fundado  por  Don 
Juan  Madrazo  el  atender  al  sostenimiento  de  una  Escuela  en 
el  pueblo  de  Marrón,  y  al  dote  de  las  doncellas  pobres  del 
mismo  pueblo,  sólo  para  cuando  estos  resultasen  cumplida- 
mente satisfechos,  se  ha  dispuesto  de  los  sobrantes: 

Considerando  que  sobre  estos  nada  dispuso  el  fundador, 
por  lo  cual  es  inútil  invocar  su  testamento,  estimándolo  violado: 

Considerando  que  es  expuesto  y  aun  arbitrario  hacer  am- 
pliaciones de  la  última  voluntad  de  D.  Juan  Madrazo  á  objetos 
en  que  no  pensó,  ni  que  para  nada  tuvo  en  cuenta,  sin  que 
pueda  autorizar  ese  proceder  el  que  para  los  beneficios  que 
"jó?  y  *ólo  para  los  que  fijó,  quedasen  excluidos  los  que  no 
fuesen  del  pueblo  de  Marrón: 

Y  considerando  que  la  aplicación  que  en  circunstancias  es- 
peciales se  haya  dado  ¿  los  sobrantes  de  dicho  patronato  en 
un  expediente  particular  no  es  una  interpretación  de  carácter 
general  que  haya  necesidad  de  aceptar  al  formularse,  como 
se  ha  formulado  por  el  patrono,  nuevas  pretensiones  sobre 
dichos  sobrantes,  mucho  más  cuando  después  de  aquella  re- 
solución se  han  publicado  y  rigen  nuevas  disposiciones  gene- 
rales que  la  contrarían,  y  que  por  su  carácter  no  son  suscep- 
tibles de  reforma  por  la  via  contenciosa; 

Fallamos ,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del'  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Jerónimo  Gómez  y  Gómez  en  concepto  de  Patrono  de  la 
obra  pía  fundada  por  D.  Juan  Madrazo  en  beneficio  del  pueblo 
de  Marrón;  y  en  su  virtud  declaramos  firme  y  subsistente  la 
orden  de  4  de  Julio  de  1873,  que  ha  sido  reclamada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  la  Gobernación,,  con  la  certifica- 
ción correspondiente,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos.=Juan  González  Ace vedo. «Pascual  Bayarri.=Juan  Ji- 
ménez Cuenóa.= Manuel  Leon.=Manuel  Almonaci  y  Mora.— 
Francisco  Armesto.=Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 
que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  23  de  Oc- 
tubre de  1874. = Enrique  Medina. 
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Nüm.  47. 
ÚNICA  INSTANCIA- 


INDEMNIZACIÓN  DE  LOS  DIEZMOS  PERTENECIENTES  Á  VARIAS  FIN- 
CAS.— Sentencia  de  23  de  Octubre,  absolviendo  á  la  Admi- 
nistración general  dfl  Estado  de  la  demanda  deducida  por 
el  Duque  de  Ciudad-Rodrigo  y  de  Welington  contra  la  orden 
de  25  de  Febrero  de  1868. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  la  ley  de  29  de  Julio  de  1837  que  declaró  abolida 
.  la  prestación  del  diezmo ,  como  las  demás  disposiciones  legales 
posteriores  que  mandaron  indemnizar  a  los  que  habían  sido  con 
legítimo  titulo  y  perceptores  en  alguna  parte  del  acervo  común 
de  dicho  tributo,  denominados  participes  legos,  no  conceden  in- 
demnización'alguna  á  los  que  no  habían  tenido  aquel  derecho, 
siendo  meramente  propietarios  de  fincas  exentas  de  la  presta- 
ción decimal  por  privilegio,  y  que  por  lo  tanto  nada  perdieron 
por  no  causarles  privación  de  rentas  ni  otro  perjuicio  la  ex- 
presada supresión. 

2.°  Que  nada  puede  perjudicar  lat  abolición  de  la  prestación 
decimal  al  que  no  tiene  derecho  a  percibir  diezmos. 

3.°  Que  los  puntos  que  no  han  sido  objeto  en  la  vía  guber- 
nativa no  pueden  dilucidarse  ni  menos  resolverse  en  la  conten- 
ciosa. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  23  de  Octubre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
primera  y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  D.  Ma- 
nuel Ortiz  de  Pinedo ,  á  nombre  y  con  poder  del  Duque  de 
Ciudad-Rodrigo  y  de  Welington,  y  de  último  estado  por  Don 
José  Martínez  Escolar,  individuo  del  mismo  Colegio  de  Abo- 
gados de  esta  capital ,  contra  la  Administración  general  del 
Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación 
de  la  Real  orden  de  25  de  Febrero  de  1868 ,  qué  de  confor- 
midad con  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado  en  pleno  des- 
estimó su  pretensión,  que  hoy  sostiene,  para  que  se  le  indem- 
nice de  los  diezmos  correspondientes  al  Soto  de  Roma  y  de- 
hesa baja  de  Illora  en  la  provincia  de  Granada: 

Resultando  de  un  testimonio  legalizado  que  se  presentó  por 
el  demandante,  sacado  de  una  Real  provisión ,  que  en  el  año 
de  1770  se  siguió  pleito  ante  el  Consejo  de  Castilla  entre  la 
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Real  Hacienda,  así  llamada  en  aquella  época,  y  el  Arzobispo, 
Dean  y  Cabildo  de  la  iglesia  metropolitana  de  Granada  y  otros 
partícipes  en  diezmos ,  sobre  pertenecer  á  la  Corona  ó  Patri- 
monio del  Monarca  entonces  todos  los  que  producían  las  tier- 
ras del  Soto  de  Roma,  en  el. cual  se  dictaron  sentencias  de 
vista  y  revista  en  23  de  Agosto  y  16  de  Octubre  del  mismo 
año,  declarando  corresponder  privativamente  á  8.  M.  todos 
los  diezmos  de  los  frutos  que  se  recolectasen  en  el  expresado 
Soto,  aceptando  para  ello  los  fundamentos  alegados  por  el 
Fiscal,  reduoidos  esencialmente  á  exponer  que  verificada  la 
conquista  de  la  expresada  ciudad,  se  reservaron  los  Reyes  Ca- 
tólicos la  totalidad  de  dichos  diezmos,  atendiendo  á  las  obli- 
gaciones eclesiásticas  con  parte  de  los  demás  del  Reino;  y  que 
habia  sido  reconocido  ó  confirmado  este  derecho,  y  la  consi- 
guiente exención  de  pagar  diezmos  por  diferentes  Bulas  y 
decretos  Pontificios  que  atribuyeron  todos  los  expresados  diez- 
mos del  Soto  al  Monarca,  no  con  la  obligación  de  atender  con 
ellos  á  cargas  eclesiásticas,  sino  en  su  abono  por  haber  rotu- 
rado, desmontado  y  fertilizado  con  riegos  las  tierras  en  él 
comprendidas,  y  para  seguir  haciéndolo  y  proporcionar  au- 
mento de  los  frutos  necesarios  á  la  vida  humana: 

Resultando  que  por  decreto  de  22  de  Julio  de  1813,  y  des- 
pués de  ganada  la  batalla  de  Vitoria,  acordaron  las  Cortes 
generales  y  extraordinarias  del  Reino  ceder  al  Duque  de  We- 
lington  y  de  Ciudad-Rodrigo  el  terreno  llamado  Soto  de  Roma 
en  la  Vega  de  Granada,  de  que  antes  se  ha  hecho  mérito,  con 
inclusión  de  los  terrenos  llamados  las  Chauchinas  y  dehesa 
baja  de  Illora,  en  testimonio  de  la  más  sincera  gratitud  na- 
cional, para  sí,  sus  herederos  y  sucesores  que  la  hubieren  y 
disfrutaren,  con  arreglo  á  la  Constitución  y  á  las  leyes: 

Resultando  que  habiéndose  suscitado  algunas  dificultades 

Ítara  la  entrega  de  dicho  Soto  á  los  apoderados  del  Duque  por 
alta  de  títulos  que  habian  sido  enviados  con  anterioridad  al 
titulado  Príncipe  de  la  Paz,  D.  Manuel  Godoy,  se  consultó 
sobre  ello  á  la  Regencia  del  Reino,  la  cual  resolvió  en  orden 
de  31  de  Octubre  del  mismo  año  de  1813,  que  el  mencionado 
Buque  de  Ciudad-Rodrigo  disfrutase  el  dominio  de  las  pen- 
siones donadas  en  los  términos  mismos  que  lo  tenia  la  Ha- 
cienda pública,  otorgándosele  á  su  virtud  la  correspondiente 
escritura  de  cesión  por  el  Comisionado  de  la  Regencia  en  28 
de  Mayo  del  año  siguiente  para  que  lo  disfrutase  en  propie- 
dad, percibiendo  y  cobrando  las  rentas ,  pensiones  y  emolu- 
mentos, sin  ninguna  clase  de  contradicción,  y  dándole  la  po- 
sesión en  el  dia  13  de  Marzo  del  mismo  año,  conforme  al 
deslinde  expresado  en  la  Real  cédula  de  15  de  Junio  de  1720 
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con  dicha  fórmula  ya  enunciada,  sia  que  en  nada  se  opusie- 
sen á  ello  los  posesionados  representantes  de  aquel,  y  sin  que 
se  mencionase  el  derecho  á  percibir  diezmos  de  ninguna  clase, 
sino  que  era  con  el  goce  de  los  frutos ,  rentas  y  aprovecha- 
mientos de  todas  las  fincas.  Posteriormente  esta  donación  fué 
ratificada  por  el  Rey  D.  Fernando  VII  al  volver  de  su  cauti- 
verio por  carta  autógrafa  que  dirigió  al  mismo  Duque  desde 
Gerona  en  27  de  Marzo  de  1814: 

Resultando  del  mismo  testimonio  que  en  25  de  Julio  de  1838 
se  declaró  por  la  Reina  Gobernadora  que  estaba  bien  hecho  lo 
dispuesto  por  la  Junta  diocesana  de  Granada  que  admitió  cierta 
reclamación  é  intervención  del  apoderado  del  mismo  Duque 
como  participe  lego  en  diezmos: 

Resultando  que  publicada  la  ley  Se  20  de  Marzo  de  1846, 
y  acompañando  los  anteriores  documentos,  se  pretendió  en 
tiempo  nábil  por  parte  del  Duque  de  Welington  que  se  le  in- 
demnizara corno  tal  participe  lego  en  diezmos  por  las  razones 
que  adujo;  y  formado  el  oportuno  expediente  con  tal  motivo, 
la  suprimida  Junta  calificadora  de  derechos  de  participes  legos 
consultó  á  S.  M.  en  7  de  Setiembre  de  1848  que  de  los  que  se 
pretendía  indemnización  eran  puramente  legos,  y  que  consis- 
tiendo en  el  derecho  de  no  pagarlos  el  Duque  y  el  de  cobrar- 
los como  una  doble  renta  de  ios  colonos  de  las  tierras  de  dicha 
posesión,  no  podia  tener  lugar  la  indemnización  solicitada, 
toda  vez  que  ningún  perjuicio  se  le  habia  originado  por  la 
supresión  de  los  diezmos,  quedando  en  el  mismo  caso  que  se 
encontraba  respecto  á  los  colonos,  de  quienes  al  formalizar 
los  nuevos  arriendos  percibiría  la  renta  bajo  otro  aspecto;  por 
lo  cual  se  dictó  en  su  virtud  Real  orden  en  3  de  Julio  de  1849, 
de  conformidad  con  lo  propuesto  por  el  Consejo  Real ,  decla- 
rando insuficientes  para  obtener  la  indemnización  acordada 
por  la  ley  los  títulos  presentados  por  el  Duque  para  justificar 
su  derecho  á  los  diezmos  del  Soto  de  Roma  y  sus  agregados: 

Resultando  que  en  5  de  Setiembre  de  1864  el  apoderado  del 
referido  Duque  de  Welington  insistió  de  nuevo  en  lo  que 
tenia  solicitado  por  no  haber  tenido,  según  dijo,  conocimiento 
exacto  de  la  Real  orden  antes  referida  hasta  el  13  de  Mayo  de 
aquel  año ;  y  acompañó  nuevos  documentos  para  robustecer 
el  derecho  de  que  se  creía  asistido,  pidiendo  se  tuviese  por 
suficientes  para  obtener  la  indemnización  acordada  por  la  ley 
como  partícipe  legó  de  los  diezmos  de  que  se  trata: 

Resultando  que  cursada  la  anterior  solicitud  y  remitido  el 
expediente  á  la  Dirección  general  de  la  Deuda,  la  Junta  de  la 
misma  en  sesión  de  26  de  Febrero  de  1867,  de  conformidad 
con  el  dictamen  fiscal  y  á  propuesta  del  Jefe  del  Departamento 
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de  Liquidación,  lo  hizo  asimismo  al  Gobierno  que  no  procedía 
la  declaración  de  derecho  á  la  indemnización  solicitada  por  el 
Duque:  en  su  vista  se  dictó  Real  orden  con  fecha  25  de  Fe- 
brero de  1868,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Consejo  de 
Estado  en  pleno,  por  la  que,  considerando:  primero,  que  las 
nuevas  diligencias  practicadas  en  nada  podían  hacer  variar 
los  dictámenes  de  la  suprimida  Junta  de  calificación  de  par- 
tícipes legos  en  diezmos  y  extinguido  Consejo  Real:  segundo, 
que  todas  las  pruebas  aducidas  y  calificaciones  que  pudieran 
nacerse  respecto  á  la  calidad  y  distribución  de  los  diezmos  de 
que  se  trata  no  pueden  destruir  el  principal  fundamento  de 
la  negativa  de  la  indemnización ,  cual  es  que  la  citada  pres- 
tación estaba  aneja  á  tierras  propias  del  reclamante,  pues  la 
concesión  del  Soto  de  Roma  al  Duque  de  Ciudad-Rodrigo  lo 
fué  bajo  ese  concepto  en  todos  los  terrenos;  y  tercero,  que  lo 
^ue  así  se  le  otorgó  fué  la  exención  de  pagar  diezmos,  no  el 
derecho  de  percibir  los,  porgue  estos  sólo  pueden  afectar  á  tier- 
ras propias  de  una  tercera  persona;  y  que  la  supresión  de  esta 
prestación  decimal  ningún  perjuicio  causó  al  interesado,  y 
sólo  se  igualó  con  los  demás  participes,  siendo  en  una  palabra 
diezmos  pasivos  respecto  á  los  que  no  cabe  indemnización, 
desestimó  la  pretensión  promovida  á  nombre  del  citado  Duque 
de  Ciudad-Rodrigo  sobre  indemnización  de  los  diezmos  cor- 
respondientes al  Soto  de  Roma  y  dehesa  baja  de  Illora,  en  la 
provincia  de  Granada: 

Resultando  que  de  la  anterior  resolución  se  alzó  el  apode- 
rado general  del  Duque  en  14  de  Diciembre  de  1871,  alegando 
los  motivos  por  qué  no  lo  habia  hecho  antes,  los  cuales  re- 
sultaron justificados  por  no  haberse  hecho  la  notificación  per- 
sonal ni  insertado  en  el  Boletín,  de  la  provincia  de  Qranaaa  la 
Real  orden  denegatoria;  y  á  su  consecuencia  en  27  de  Agosto 
de<  1872  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Manuel  Ortiz  de  Pinedo, 
á>  nombre  y  con  poder  del  Duque  de  Ciudad-Rodrigo  y  de 
Welington,  pidiendo  fuese  admitida  como  presentada  en 
tiempo  y  concurrir  las  demás  circunstancias  que  refiere: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  v  admitida 
dicha  demanda,  la  amplió  el  mismo  Licenciado  conla  petición 
de  que  se  revoque  en  todas  sus  partes  la  Real  orden  ae  25  de 
Febrero  de  1868,  y  se  le  reconozca  el  carácter  de  tal  participe 
lego  de  los  diezmos  eclesiásticos  del  Soto  de  Roma  y  dehesa 
baja  de  Illora ,  mandando  se  proceda  á  la  liquidación  d*  lo 
'(que  por  tal  concepto  se  le  adeuda  por  el  Estado ,  con  arreglo 
lo  que  prescriben  las  disposiciones  que  rigen  en  la  materia, 
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fundado  en  que  las  leyes  de  15  y  de  29  de  Julio  de  1837,  22 
de  Setiembre  de  1841  y  demás  disposiciones  sobre  la  materia, 
después  de  reconocer  y  consignar  explícitamente  el  derecho 
de  los  participes  legos  á  percibir  las  partes  alícuotas  que  les 
correspondían  en  virtud  del  justo  título  que  ostentaban  esta- 
blecieron la  forma  y  valores  en  que  debia  llevarse  á  cabo  la 
indemnización,  entregándoles  un  capital  en  equivalencia  del 
que  eran  desposeídos;  alegó  también  que  el  Duque  demandante 
ha  justificado  su  derecho  con  arreglo  á  las  leyes  y  Reales  ór- 
denes que  rigen  sobre  diezmos  abolidos,  bajo  los  tres  concep- 
tos de  cuantía  de  la  renta  que  en  un  año  común  disfrutaba, 
del  precio  medio  de  las  especies  en  que  consistía  la  prestación 
y  de  las  cargas  que  gravaban  la  cuota  decimal  que  procede 
indemnizar:  que  como  título  original  invocaba  el  decreto  de 
las  Cortes  de  Cádiz,  por  el  que  le  fué  concedido  el  Soto,  con 
inclusión  de  las  Chauchinas,  con  todas  las  rentas,  frutos,  pro- 
vechos y  privilegios  con  que  le  habían  disfrutado  sus  antece- 
sores; y  como  el  principal  producto  consistía  en  la  percepción 
det  diezmo  que  pagaban  los  colonos,  adquirió  el  carácter  de  tal 
partícipe  lego,  que  no  podía  destruirse  ni  anularse  por  la  doc- 
trina sentada  en  la  orden  reclamada,  la  cual  no  se  apoya  en 
ley  alguna  ni  sentencia  ejecutoria;  y  que  al  ser  abolidos  por 
la  ley  dichos  diezmos  se  privó  al  dueño  de  la  finca  de  la  parte 
más  pingüe  de  su  renta;  añadió  igualmente  que  si  uno  de  los 

?)rincipales  fundamentos  de  la  orden  impugnada  paca  negar 
a  indemnización  al  Duque  es  la  providencia  dictada* por  el 
Consejo  de  Castilla  declarando  que  tocaban  exclusivamente 
á  S.  M.  los  frutos  que  se  cogieran  en  el  Soto  de  Roma,  <4  Es- 
tado, ó  cometió  un  abuso  de  poder  apoderándose  de  los  tiez- 
mos  correspondientes  á  los  años  de  1838  y  1839  que  fue/)» 
subastados  y  rematados  por  la  Junta  diocesana,  ingresante 
su  importe  en  el  Tes#ro,  ó  al  hacerlo  así  reconoció  al  Duq£ 
como  partícipe  en  dichos  diezmos,  y  con  derecho  á  reclama 
la  indemnización  de  143.799  rs.  que  importaban  ambos  año.- 
Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  di- 
cha demanda  pretendiendo  se  absuelva  de  ella  á  la  Adminis- 
tración general  del  Estado,  confirmando  la  orden  reclamada; 
exponiendo  para  ello  que  por  la  de  3  de  Julio  de  1849  se  de- 
clararon insuficientes  los  títulos  presentados  por  el  deman- 
dante para  obtener  la  indemnización  en  el  concepto  de  parti- 
cipe lego ,  sin  que  se  acordase  nada  en  cuanto  i  la  ampliación 
del  expediente:  que  el  recurso  que  procedía  contra  esta  decla- 
ración era  el  de  acudir  á  la  vía  contenciosa  ante  el  Consejo 
Írovincial  dentro  de  un  plazo  que  á  lo  sumo  podría  prorogarse 
asta  dos  años  y  un  mes,  con  arreglo  á  las  disposiciones  de 
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la  instrucción  de  la  ley  de  20  de  Marzo  de  1846  y  del  Real  de- 
creto de  15  de  Mayo  de  1850 ;  y  aunque  no  tuviese  conoci- 
miento en  forma  de  dicha  orden  basta  13  de  Mayo  de  1864, 
en  13  de  Junio  de  1866  quedó  firme,  ya  que  en  vez  de  entablar 
dicho  recurso  acudió  de  nuevo  á  la  vía  gubernativa  y  se  dictó 
la  Real  orden  de  1868;  pero  que  esto  no  mejoraba  su  situación 
puesto  que  la  jurisprudencia  constante  tiene  declarado  que  no 
interrumpe  el  lapso  del  tiempo  para  acudir, á  la  vía  conten- 
ciosa: que  aunque  esto  no  fuese  así,  siempre  procedería  de- 
clarar que  el  Duque  no  tiene  derecho  &  indemnización  como 
partícipe  lego  en  diezmos  eclesiásticos,  porque  en  el  Soto  de 
Roma  no  habia  tal  participación  ni  diezmos  de  tal  clase,  como 
lo  declaró  la  sentencia  del  Consejo  de  Castilla  de  1770  y  las 
Bulas  pontificias:  que  el  derecho  que  asistía  al  Duque  era  el 
de  cobrar  á  sus  colonos  parte  del  precio  del  arrendamiento 
con  la  indemnización  de  diezmos,  y  no  el  de  participar  de  la 
contribución  que  con  este  mismo  nombre  satisficieran  los  co- 
lonos, por  lo  que  ningún  perjuicio  pudo  causarle  la  supresión 
de  dicho  impuesto  para  ser  indemnizado  por  el  Estado;  citando 
varias  leyes  y  decretos  en  apoyo  de  sus  asertos,  y  añadiendo 
que  la  cuestión  provocada  en  la  ampliación  de  la  demanda  sobre 
devolución  de  las  anualidades  percibidas  por  el  Estado  en  1838 
y  39  era  enteramente  nueva  y  no  habia  sido  resuelta  ni  aún 
tratada  en  la  vía  gubernativa,  por  lo  que  no  podia  versar  sobre 
ella  la  contenciosa: 

Resultando  que  siguió  la  instancia  sus  trámites  ordinarios, 
y  por  incompatibilidad  del  cargo  obtenido  por  el  defensor  del 
Duque  cesó  en  su  representación  y  con  poder  bastante  le  re- 
emplazó en  dicha  representación  el  Licenciado  D.  José  Martí- 
nez Escolar,  á  quien  se  tuvo  por  parte. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herreros 
de  Tejada. 

Considerando  que,  así  la  ley  de  29  de  Julio  de  1837  que  de- 
claró abolida  la  prestación  del  diezmo,  como  las  demás  dispo- 
siciones legales  posteriores  que  mandaron  indemnizar  á  los 
^jjue  habían  sido  con  legítimo  título  perceptores  en  alguna 
aparte  del  acervo  común  de  dicho  tributo ,  denominados  partí- 
¿  ¡sipes  legos,  no  conceden  indemnización  alguna  á  los  que  no 
5J  jabian  tenido  aquel  derecho ,  siendo  meramente  propietarios 
'  ie  fincas  exentas  de  la  prestación  decimal  por  privilegio,  y  que 
~f>or  lo  tanto  nada  perdieron  por  no  causarles  privación  de 
1  *entas  ni  otro  perjuicio  la  expresada  supresión: 

Considerando  que,  según  demuestran  los  documentos  en 
*  |ue  pretende  apoyar  su  reclamación  el  demandante,  los  terre- 
\  nos  que  posee  en  la  provincia  de  Granada  y  sitios  denomi- 
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nados  el  Soto  de  Roma  y  las  Chauchinas  ó  dehesa  baja  de 
Illora  los  adquirieron  en  propiedad  los  Reyes  Católicos  por  la 
reconquista  de  aquel  país,  obteniendo  después  en  virtud  de 
concesiones  pontificias  que  quedaron  exentos  para  siempre  de 
la  prestación  decimal;  y  habiéndose  donado  al  primer  Duque 
de  Ciudad-Rodrigo  para  sí  y  sus  sucesores  con  igual  exención 
y  demás  derechos,  el  recurrente,  lo  mismo  que  sus  antecesores, 
no  han  sido  ni  podido  ser  con  aquel  título  perceptores  de  diez- 
mos ó  partícipes  legos  de  este  tributo: 

Considerando  que  la  jurisprudencia  ha  hecho  igual  decla- 
ración en  casos  idénticos,  consignando  los  fundamentos  que  la 
sirven  de  base,  y  con  especialidad  en  el  Real  decreto-sentencia 
de  31  de  Enero  de  1862  y  en  las  Reales  órdenes  de  26  de  Enero 
de  1859  y  27  de  Febrero  de  1867;  y  conforme  con  estas  resolu- 
ciones, emitió  en  este  expediente  su  informe  el  Consejo  de  Es- 
tado en  pleno,  y  de  acuerdo  con  el  mismo  el  Ministerio  dictó 
la  orden  reclamada: 

Considerando,  por  tanto,- que  es  manifiesta  la  improceden- 
cia de  la  solicitud  que  en  los  escritos  de  demanda  y  de  am- 
pliación deduce  el  recurrente  para  que  se  deje  sin  efecto  la 
precitada  resolución  de  25  de  Febrero  de  1868,  que  declarando 
no  haber  sido  partícipe  lego  en  diezmos,  le  negó  la  indemni- 
zación que  bajo  tal  supuesto  habia  pretendido: 

Y  considerando  que  tampoco  puede  ser  atendida  la  preten- 
sión subsidiaria  que  el  mismo  introduce  en  sus  referidos  es-. 
critos  para  que  en  caso  de  estimarse  improcedente  la  princi- 

f>al,  se  le  mande  abonar  ó  restituir  la  cantidad  que  asegurase 
e  exigió  indebidamente,  secuestrándole  las  rentas  de  los  años 
de  1838  y  39,  en  el  equivocado  concepto  de  corresponder  á  la 
masa  decimal;  porque,  según  exponn  la  Administración  general 
del  Estado  y  en  su  nombre  su  defensor  y  representante  en 
esta  instancia,  dicha  cuestión  es  enteramente  nueva  por  no 
haber  sido  discutida  en  la  vía  gubernativa,  ni  decidido  nada 
concreto  respecto  de  este  punto  la  orden  reclamada;  por  lo 
que  tampoco  puede  ser  objeto  de  la  contenciosa,  si  bien  podrá 
el  interesado,  caso  de  tener  el  derecho  de  que  se  supone  asistido, 
hacerle  valer  donde  hubiere  lugar; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  ala  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  en  estos  autos 
deducida  por  parte  Sel  Duque  de  Ciudad-Rodrigo  y  de  Weling- 
ton;  quedando  en  su  virtud  firme  y  subsistente  la  orden  re- 
clamada que  se  expidió  por  el  Ministerio  de  Hacienda  con  fe- 
cha 25  de  Febrero  de  1868. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacan- 
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dose  al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expe- 
diente gubernativo  á  dicho  Ministerio  de  Hacienda,  con  la 
oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =  Cirilo  Alvarez.=José  María  Herreros  de  Tejada.=Mi- 
gruel  Zorrilla.  =  Pascual  Bayarri.  =Juan  Jiménez  Cuenca.  =* 
Manuel  Leon.=  Manuel  AÍmonací  y  Mora.  =  Francisco  Ar- 
mesto.  =  Benito  de  Ulloay  Rey.=Luis  Vázquez  Mondragon.= 
Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelentí- 
simo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  ter- 
cera, de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  23 
de  Octubre  de  1874.=Enrique  Medina. 


Núm.  48. 


PROCEDENCIA. 


Alumbramiento  de  aguas. — Sentencia  de  24  de  Octubre,  de- 
clarando improcedente  la  vía  contenciosa,  y  en  su  virtud 
que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta 
por  D.  José  Janot  contra  la  orden  de  6  de  Marzo  de  1874. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  si  bien  procede  el  recurso  contencioso  contra  las  re- 
soluciones finales  de  la  Administración  que  causan  estado  cuan- 
do la  materia  sobre  que  versan  es  susceptible  de  contención,  no 
sucede  lo  mismo  contra  las  que  ya  son  firmes  y  ejecutorias, 
porque  seria  un  absurdo  volver  sobre  estas,  y  reproducir  hasta 
lo  infinito  una  misma  cuestión  ya  resuella. 

2.  Que  cuando  se  trata  de  alumbramientos  de  aguas  sub- 
terráneas por  la  Ley  de  Minas,  lo  ya  resuelto  sobre  su  perte- 
nencia ,  tiene  que  respetarse  al  instruirse  los  expedientes  para 
su  conducción  y  aprovechamiento ,  y  partir  de  las  concesiones 
hechas  aún  cuando  se  puedan  suscitar  en  estos  otras  cuestiones 
relativas  al  dominio  de  las, aguas  publicas,  y  al  dominio  y  po- 
sesión de  las  privadas. 

3.°  Que  ú  via  contenciosa  no  procede  sobre  las  cuestiones 
que  después  de  hechas  las  concesiones  mineras  por  la  Adminis-. 
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tr ación  surjan  sobre  su  propiedad  entre  partes,  según  se  ordena 
por  el  art.  94  de  la  ley  de  1859  y  el  87  del  reglamento  para 
su  ejecución;  doctrina  que  acepta  el  art.  296  de  la  Ley  de  Aguas 
al  consignar  que  compete  á  los  Tribunales  ordinarios  el  cono- 
cimiento de  las  cuestiones  relativas  al  dominio  de  las  aguas  pú- 
blicas, y  al  dominio  y  posesión  de  las  privadas. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  24  de  Octubre  de  1874 ,  en  los 
autos  sobre  procedencia  de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de 
la  demanda  presentada  por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras, 
á  nombre  y  con  poder  ae  D.  Jopé  Janot  y  Candela,  contra  la 
Administración  general  del  Estado,  representada  por  el  Minis- 
terio fiscal,  sobre  revocación  de  la  orden  del  Gobierno  de  6 
de  Marzo  de  este  año,  relativa  á  alumbramiento  de  aguas  por 
la  Sociedad  titulada  San  José  y  María : 

Resultando  que  en  12  de  Febrero  de  1871  solicitó  D.  José 
Janot  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Alicante  que  se  le 
concediese  el  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas  que,  na- 
ciendo en  el  sitio  llamado  partido  del  Alquitrán,  discurrían 
por  el  barranco  del  Agua  amarga,  en  el  término  de  Crevillen- 
te;  y  que  admitida  esta  solicitud  en  el  dia  14,  se  instruyó  el 
oportuno  expediente  que  se  encuentra  en  tramitación: 

Resultando  que  en  el  dia  28  del  mismo  mes  y  año  solicitó 
igualmente  D.  Francisco  Candela  el  registro  de  14  pertenen- 
cias mineras  de  aguas  subterráneas  en  el  sitio  antes  designado; 
y  admitida  la  solicitud  en  2  de  Marzo ,  se  opuso  á  ella  el  Don 
José  Janot  por  estar  dentro  de  las  pertenencias  solicitadas 
algunos  nacimientos  cuyo  aprovechamiento  tenia  pretendido 
fecha  anterior;  y  que  formado  expediente  para  explotar  las 
indicadas  pertenencias  con  el  nombre  de  San  José  y  María,  el 
Gobernador,  en  desacuerdo  con  -el  informe  de  la  Diputación 
provincial,  mandó  en  29  de  Julio  que  pasase  al  Ingeniero  para 
el  reconocimiento  y  demarcación  en  su  caso,  la  que  se  llevó  á 
efecto  sin  tárminar  la  diligencia  por  evitar  un  conflicto  entre 
los  interesados;  mas  aquella  Autoridad  en  8  de  Marzo  de  1872 
declaró  sin  curso  y  fenecido  el  referido  expediente  San  José  y 
María  por  no  haberse  pedido  la  demarcación;  é  interpuesto 
recurso  de  alzada  para  ante  el  Ministro  de  Fomento ,  se  dictó 
Beal  orden  en  10  de  Julio  del  mismo  año,  revocando  el  preci- 
tado acuerdo,  y  mandando  proceder  á  la  demarcación  y  pose- 
sión de  San  José  y  María,  copio  tuvo  efecto,  con  protesta  de 
D.  José  Janot: 

Resultando  que  en  20  de  Febrero  del  repetido  año  de  1872 
el  D.  José  Janot  solicitó  del  Gobernador  un  registro  para  ex- 
plotación de  aguas  subterráneas  con  el  noiñbre  de  La  Ruidosa, 
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en  el  terreno  perteneciente  al  San  José  y  Marta ,  fundándose 
en  defectos  de  nulidad  de  este  expediente  por  no  haber  pedido 
á  su  tiempo  la  demarcación;  y  seguido  este  último  por  sus 
trámites,  después  de  oir  á  la  Junta  consultiva  del  ramo  se 
dictó  una  orden  en  16  de  Abril  de  1873  declarándolo  fenecido 
y  sin  curso ,  y  mandando  terminar  el  de  San  José  y  María, 
desestimando  las  protestas  hechas  á  su  demarcación: 

Resultando  que  en  19  de  Mayo  siguiente  D.  Francisco  Can- 
dela, por  medio  de  su  apoderado  y  acompañando  el  oportuno 
plano,  solicitó  permiso  del  Gobernador  civil  de  la  provincia 
de  Alicante  con  arreglo  al  art.  124  de  la  Ley  de  Aguas,  para 
construir  un  acueducto  y  utilizar  las  ya  alumbradas  en  esta- 
blecimientos de  riegos  en  las  tierras  de  la  villa  de  Crevillente 
por  la  Sociedad  que  representaba: 

Resultando  que  deferidose  á  ello  por  el  Gobernador  en  5 
de  Agosto,  después  de  oir  el  parecer  del  Ayuntamiento  y  del 
Ingeniero  de  la  provincia,  presentó  escrito  D.  José  Fanot  opo- 
niéndose á  ello ,  porque  el  interesado  queria  por  este  medio 
utilizar  en  provecho  propio  las  aguas  del  manantial  cuyo  apro- 
vechamiento tenia  pediao  antes;  y  previo  informe  del  Nego- 
ciado y  de  la  Sección  correspondiente,  dictó  un  decreto  el 
Gobernador  en  10  de  Setiembre  desestimando  por  improce- 
dente dicha  solicitud,  y  ordenando  á  D.  José  Fanot  que  si  se 
creia  con  algún  derecho  á  las  aguas  que  trataba  de  aprove- 
char la  Sociedad  San  José  y  María,  procedentes  de  los  alum- 
bramientos hechos  en  las  14  pertenencias  mineras  concedidas 
á  D.  Francisco  Candela  en  nombre  de  aquella,  podia  acudir 
con  su  demanda,  á  los  Tribunales  ordinarios  de  conformidad 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  87  del  reglamento  de  la  ley  vigente 
de  minas;  mas  interpuesta  apelación  de  este  fallo  para  ante 
el  Ministro  de  Fomento,  insistiendo  en  que  se  mandase  seguir 
su  expediente  de  aprovechamiento  á  las  referidas  aguas  por 
tener  derecho  preferente  á  ellas,  se  oyó  á  la  Junta  superior 
facultativa  de  minería  y  se  dictó  una  orden  por  el  Gobierno 
en  6  de  Marzo  de  este  año  confirmando  el  decreto  apelado, 
desestimando  la  oposicítfn  de  D.  José  Fanot,  y  declarando  que 
las  aguas  subterráneas  alumbradas  por  la  Sociedad  titulada 
San  José  y  María  ó  Crevillentera  son  propiedad  exclusiva  de 
dicha  Sociedad,  la  cual,  previa  la  autorización  correspondien- 
te, puede  encauzarlas  desde  la  boca-mina  y  conducirlas  á 
dónele  le  convenga  para  su  aprovechamiento ,  reservando  á 
D.  José  Fanot  el  derecho  de  acudir  á  los  Tribunales  si  así  le 
conviniese: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  16  de  Abril 
último  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
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Tribunal  Supremo  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  á  nom- 
bre y  con  poder  de  D.  José  Fanot  y  Candela,  pidiendo  su  re- 
vocación y  que  se  declare  en  su  lugar  que  las  aguas  que  pre- 
tende conducir  la  Sociedad  San  José  y  María  pertenecen  en 
aprovechamiento  al  demandante  que  con  anterioridad  las  tiene 
solicitadas,  fundado,  en  cuanto  á  la  procedencia  de  la  de- 
manda, en  que  pone  fin  á  toda  reclamación  en  la  vía  guber- 
nativa la  orden  recurrida  y  que  lastima  derechos  preexisten- 
tes, contra  los  cuales  la  ley  autoriza  la  vía  contenciosa  siempre 
que  se  deduzca  dentro  del  plazo  marcado  por  la  misma: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, se  presentó  en  los  autos  el  Licenciado  D.  Manuel  Sil- 
vela  con  poder  de  varios  individuos  de  la  Sociedad  San  José 
y  María;  pero  á  instancia  fiscal  se  declaró  por  la  Sala  no  ha- 
ber lugar  á  tenerlo  por  parte  en  los  términos  que  lo  pretendía; 
y  pasado  todo  k  dicho  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto  á  la  ad- 
misión de  la  demanda,  apoyado  en  que  desde  el  año  de  1856 
tiene  autorización  dicha  Sociedad  para  alumbrar  aguas,  lo  cual 
reconoció  la  Administración,  y  por  ello  desestimó  la  oposición 
hecha  por  Fanot  en  las  órdenes  ministeriales  de  10  de  Julio 
de  1872  y  16  de  Abril  de  1873,  que  han  adquirido  el  carácter 
de  ejecutorias  y  no  pueden  ser  objeto  de  la  vía  contencioso- 
administrativa;  en  que  en  la  orden  recurrida  no  se  desconoce 
el  derecho  que  tiene  el  demandante  al  aprovechamiento  de  las 
aguas  públicas  que  le  fué  concedido  en  12  de  Abril  de  1871, 
si  bien  se  declara  que  la  propiedad  de  las  subterráneas  que  la 
Sociedad  tenga  alumbradas  dentro  del  perímetro  de  Ja  con- 
cesión minera  que  se  le  ha  hecho  pertenece  á'la  misma;  y  so- 
licitando aquel  dicha  propiedad,  debe  ventilarse  el  asunto  ante 
los  Tribunales  ordinarios,  según  dispone  el  art.  94  de  la  ley 
de  1859  y  el  296  de  la  Ley  de  Aguas: 

Resultando  que  en  este  estado  se  mandaron  entregar  los 
autos  al  Procurador  Lumbreras  por  término  de  tercero  dia  al 
sólo  efecto  de  instrucción  de  dicho  escrito  fiscal,  como  tuvo 
efecto,  y  también  al  Licenciado  D.  Manuel  Sil  vela,  que  se  pre- 
sentó con  poder  en  forma  del  Presidente  de  la  referida  Socie- 
dad, pretendiendo  coadyuvar  á  la  Administración. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  hecha  por  la  Administración  la  conce- 
sión de  las  14  pertenencias  mineras  que  pretendió  D.  Fran- 
cisco Candela  para  alumbrar  aguas  subterráneas  en  los  puntos 
que  designó  en  el  término  de  Crevillente;  y  no  habiendo  sido 
reclamada  por  D.  José  Fanot  en  vía  contenciosa  la  resolución 
final  que  recayó  en  el  expediente  formado  al  efecto,  no  obs- 
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tante  la  oposición  que  hizo,  no  hay  ya  términos  hábiles  para 
que  pueda  volverse  sobre  ella: 

Considerando  que,  sin  embargo,  #1  demandante  D.  José 
Fanot  reprodujo  la  misma  cuestión  que  sostuvo  en  ese  expe- 
diente al  pretender  con  el  nombre  de  La  Ruidosa  varias  per- 
tenencias mineras  en  el  mismo  punto  que  D.  Francisco  Can- 
dela, 6  sea  la  Sociedad  San  José  y  María,  obteniendo  igual  re- 
sultado; es  decir,  la  negación  de  su»  pretensiones,  quedando 
por  ¿lio  una  vez  más  firme  el  derecho  de  la  Sociedad,  puesto 
que  contra  la  resolución  final  que  recayó  en  este  expediente 
administrativo  tampoco  acudió  para  su  reforma  en  tiempo 
hábil  á  la  vía  contenciosa: 

Considerando  que,  así  las  cosas,  al  reclamar  la  Sociedad 
minera  San  José  y  María  se  le  permitiese  abrir  un  acueducto 
para  conducir  y  utilizar  las  aguas  subterráneas  que  habia  alum- 
brado en  las  pertenencias  mineras  que  se  le  concedieron,  el 
demandante  ha  vuelto  á  reproducir  la  misma  cuestión  soste- 
niendOj  no  que  el  acueducto  está  bien  ó  mal  planteado,  ni  que 
la  servidumbre  que  por  él  puede  constituirse  le  afecte  ó  per- 
judique, sino  simplemente  que  las  aguas  alumbradas  son  su- 
yas y  le  pertenecen,  porque  las  pretendió  antes  que  la  Socie- 
dad ya  referida,  pidiendo  los  terrenos  en  que  se  han  encon- 
trado: 

Considerando  que  al  resolverse  por  tercera  vez  esta  cues- 
tión no  se  ha  hecno  otra  cosa  que  confirmar  acuerdos  de  la 
Administración,  que  no  sólo  habian  causado  estado,  sino  que 
llegaron  á  ser  firmes  y  ejecutorios  por  no  haberse  interpuesto 
contra  ellos  oportunamente  el  recurso  contencioso: 

Considerando  que  si  bien  procede  éste  contra  las  resolu- 
ciones finales  de  la  Administración  que  causan  estado  cuando 
la  materia  sobre  que  versan  es  susceptible  de  contención,  no 
sucede  lo  misflfo  contra  las  que  ya  son.  firmes  y  ejecutorias, 

Í>orque  seria  un  absurdo  volver  sobre  estas,  y  reproducir  hasta 
o  infinito  una  misma  cuestión  ya  resuelta: 

Considerando  que  no  obsta  para  esto  el  que  aquellas  reso- 
luciones recayesen  en  expedientes  de  minas  y  la  reclamada  hoy 
lo  sea  en  uno  sobre  construcción  de  acueducto,  porque  la  ver- 
dad es  que  es  la  misma  cuestión  la  que  se  reproduce  entre 
unos  mismos  contendientes,  sin  posibilidad  legal  para  ello, 
porque  cuando  se  trata  de  alumbramientos  de  aguas  subterrá- 
neas por  la  Ley  de  Minas,  lo  ya  resuelto  sobre  su  pertenencia 
tiene  que  respetarse  al  instruirse  los  expedientes  para  su  con- 
ducción y  aprovechamiento,  y  partir  de  las  concesiones  hechas 
aun  cuando  se  puedan  suscitar  en  estos  otras  cuestiones  nue- 
vas y  distintas  por  los  que  tengan  personalidad  para  ello: 
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Considerando  que  además  la  vía  contenciosa  no  procede 
sobre  las  cuestiones  que  después  de  hechas  las  concesiones' 
mineras  por  la  Admini^racion  surjan  sobre  su  propiedad  entre 
partes,  según  se  ordena  por  el  art.  94  de  la  ley  de  1859  y 
el  87  del  reglamento  para  su  ejecución;  doctrina  que  acepta 
el  art.  296  de  la  Ley  de  Aguas  al  consignar  que  compete  á 
los  Tribunales  ordinarios  el  conocimiento  de  las  cuestiones 
relativas  al  dominio  de  las  aguas  públicas  y  al  dominio  y  po- 
sesión de  las  privadas: 

Considerando  que  una  cuestión  de  esta  clase  es  la  suscitada 
por  el  de  nandante  sin  que  varíe  su  índole  el  título  adminis- 
trativo en  que  pretende  fundar  su  derecho,  porque  ese  título, 
en  lo  que  puede  relacionarse  con  las  aguas  subterráneas  alum- 
bradas por  la  Sociedad  minera  San  José  y  Maria^  está  ya  juz- 
gado, carece  de  eficacia,  no  puede  invocarse;  y  en  lo  que  no 
la  tenga  ha  quedado  completamente  a  salvo  en  la  orden  recla- 
mada, y  no  puede  por  ello  decirse  que  viola  el  derecho  que 
sobre  otras  aguas  pueda  tener  el  recurrente,  fundado  en  dicho 
titulo  administrativo,  para  alegar  esa  violación  como  base  de 
un  inicio  contencioso: 

Y  considerando  que  en  todo  caso  las  cuestiones  que  pue- 
dan surgir  al  utilizar  las  aguas  aparte  de  las  de  direcciou  y 
construcion  del  acueducto,  serán  por  extralimitacion  de  los 
derechos  concedidos;  es  decir,  porque  la  Sociedad,  en  vez  de 
conducir  sus  aguas,  se  aprovecne  de  otras  que  no  sean  suyas; 
cuestión  evidentemente  de  propiedad,  que  sólo  puede  nacer 
de  un  abuso  que  aún  no  ha  tenido  efecto  para  fundar  sobre 
él  reclamación  alguna:  y  que  si  ocurriese  como  independiente 
de  los  títulos  de  concesión  y  por  el  carácter  privado  de  las 
agiií.s  alumbradas  de  cuya  conducción  se  trata  no  puede  ser 
administrativa,  y  es  por  lo  tanto  de  la  exclusiva  competencia 
de  los  Tribunales  ordinarios; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente 
la  vía  contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  á  la  ad- 
misión de  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Fanot  contra 
la  orden  de  6  de  Marzo  del  presente  año  que  ha  sido  re- 
clamada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  certificación 
oportuna,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=Juan  Jiménez  Cuenca.  =Manuel  Leon.= 
Manuel  Almonací  y  Mora. = Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez 
Mondragon.  =  Mariano  Maury. 
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Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 
que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  24  de  Oc- 
tubre de  1874.=Enrique  Medina. 

Nüm.  49. 
PROCEDENCIA. 


Nulidad  de  cierta  cuota  impuesta  por  un  Ayuntamiento  en 
concepto  de  repartimiento. — Sentencia  de  28  de  Octubre, 
declarando  improcedente  la  vía  contenciosa,  y  que  no  há 
lugar  á  la  admisión  ele  la  demanda  propuesta  po>«  D.  Ofrrino 
Avecilla,  Director  gerente  de  la  Sociedad  Minería  Española, 
contra  la  orden  de  1 1  de  Diciembre  de  1873. 

En  sus  considerandos  se  establee*: 

Que  las  disposiciones  peñérales  de  la  Administración  activa 
no  son  susceptibles  de  reforma  por  la  via  contenciosa,  la  cual 
está  limitada  a  las  disposiciones  particulares  administrativas 
que  causan  estado ,  y  hayan  lesionado  el  derecho  preexistente 
del  sujeto  que  la  reclama,  según  es  constante  jurisprudencia  del 
Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Octubre  de  1874,  en  la  de- 
manda presentada  por  D.  Ceferino  Avecilla,  Director  gerente 
de  la  Sociedad  comanditaria  titulada  La  Minería  Española,  y 
en  su  nombre  el  Procurador  D.  Eugenio  Santiago  y  Aguado, 
contra  la  Administración  del  Estado ,  representada  por  el  Mi- 
nisterio fiscal,  sobre  que  3e  declare  procedente  la  vía  conten- 
cioso-administrativa  para  que  se  deje  sin  efecto  la  orden  de  11 
de  Diciembre  de  1873,  que  desestimó  una  reclamación  de  aquel 
relativa  á  que  se  declare  nula  cierta  cuota  que  en  concepto 
de  repartimiento  le  impuso  el  Ayuntamiento  de  Almodóvar 
del  Campo: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Almodóvar  del  Campo 
impuso  &  la  Sociedad  comanditaria  titulada  La  Minería  Es- 
pañola la  cuota  de  84.000  rs.  por  repartimiento  de  arbitrios 
correspondientes  á  los  años  de  1869  y  1870  por  las  minas  dpi 
*  Horcajo,  enclavadas  en  su  término  municipal,  con  arreglo  á 
las  utilidades  que  los  habia  graduado: 
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Resultando  que  creyéndola  excesiva  su  Director  gerente 
D.  Ceferino  Avecilla,  reclamó  contra  ella  ante  la  Diputación 
provincial  de  Ciudad-Real :  que  sin  esperar  la  resolución  de 
este  Cuerpo,  el  mismo  Director  recurrió  al  Gobierno  en  1.°  de 
Octubre  de  1870,  exponiendo  que  las  minas  no  pueden  ser  gra- 
vadas con  otros  impuestos  que  los  señalados  en  la  legislación 
especial  del  ramo,  entre  los  cuales  no  tiene  lugar  el  de  arbi- 
trios municipales  y  provinciales ;  pero  que  sin  embargo  á  las 
del  Horcajo  se  habia  gravado  con  una  enorme  suma,  muy 
superior  al  25  por  100  de  la  que  pagan  al  Estado,  limite  que 
señalan  la  ley  de  23  de  Febrero  de  1870,  el  reglamento  de  20 
de  Abril  y  la  Real  orden  de  12  de  Setiembre  del  mismo  año; 
concluyendo  con  la  súplica  de  que  se  adoptaran  medidas  con- 
venientes para  poner  á  la  industria  minera  á  cubierto  de  los 
graves  males  de  que  estaba  amenazada;  habiéndose  por  con- 
secuencia dictado  la  Real  orden  de  28  de  Enero  de  1871,  en 
la  cual  se  declaró  que  el  Ayuntamiento  habia  estado  en  su 
derecho  til  hacer  el  repartimiento,  si  bien  la  cuota  de  84.000 
reales  repartidos  á  las  minas  del  Horcajo  se  consideraba  como 
nula  por  no  haber  tenido  presente  el  art.  9.°  de  la  ley  de  23 
de  Febrero  de  1870  ni  la  circular  de  12  de  Setiembre  del 
mismo  año,  que  impiden  que  exceda  el  repartimiento  del  25 
por  100  de  lo  que  se  paga  al  Estado: 

Resultando  que  publicada  en  la  Gaceta  de  12  de  Enero  de 
1872  la  Real  orden  de  20  de  Julio  de  1871,  por  la  cual  á  con- 
sulta del  Consejo  de  Estado  fué  desestimada  la  reclamación 
de  varias  Sociedades  mineras  contra  el  impuesto  con  que  las 
gravó  el  Ayuntamiento  de  Cuevas,  provincia  de  Almería,  di- 
ciéndose en  ella  que  dichas  Sociedades  deben  contribuir  al 
impuesto  de  arbitrios  provinciales  y  municipales  en  el  punto 
en  que  radiquen,  según  el  resultado  de  sus  balances,  conforme 
al  art.  38  del  reglamento  de  20  de  Mayo  de  1870;  y  que  cono- 
cida esta  disposición,  el  socio  Ge  rente  D.  Ceferino  Avecilla  y 
una  Comisión  del  Ayuntamiento  de  Almodóvar,  reunidos  en 
Madrid  el  15  de  Marzo  de  1872,  estuvieron  conformes  en  que 
teniendo  como  tenian  á  la  vista  los  balances  de  las  minas  del 
Horcajo,  relativos  á  los  años  1869  y  1870,  la  Sociedad  contri- 
buiría, tomándolos  por  base,  con  lo  que  le  correspondiera  al 
tanto  por  ciento,  como  lo  habian  hecho  los  demás  contribuyen- 
tes, según  se  realizó;  y  que  en  los  años  sucesivos  la  empresa 
minera  pasaría  sus  balances  al  Ayuntamiento  para  laimposicion 
de  lo  que  le  correspondiese,  como  á  los  demás  vecinos,  si  bien 
con  la  protesta  que  en  el  acto  hizo  el  Director  Avecilla  de  en- 
tablar las  reclamaciones  convenientes  contra  la  citada  Real 
orden  de  20  de  Julio  de  1871: 
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Resaltando  que  el  14  de  Junio  de  1872  acudió  al  Gobierno 
el  D.  Ceferino  Avecilla  refiriendo  la  Real  orden  de  28  de  Enero 
de  1871,  en  la  cual  se  tomó  por  base  para  el  impuesto  del  25 
por  100  de  lo  que  se  pagase  al  Tesoto,  haciendo  mérito  tam- 
bién de  la  de  20  de  Julio  de  1871,  y  solicitando  que  se  decía* 
rara  haber  causado  estado  la  primera;  y  que  á  esta  exposición 
recayó  resolución  á  consulta  del  Consejo  de  Estado,  reducida 
&  que  pues  conforme  á  la  orden  de  28  de  Enero  de  1871  el 
Ayuntamiento  de  Almodóvar  debia  señalar  una  nueva  cuota  á 
la  Sociedad  minera,  no  habia  lugar  á  resolver  por  entonces 
su  pretensión  por  no  habérsele  causado  agravio  alguno: 

Resultando  que  en  15  de  Marzo  de  1873  el  repetido  Direc- 
tor gerente  D.  Ceferino  Avecilla  pidió  al  Ayuntamiento  de  Al- 
modóvar del  Campo  y  Junta  de  asociados  que,  considerando 
inaplicable  á  La  Minería  Española  la  Real  orden  de  20  de 
Julio  de  1871,  publicada  en  la  Gaceta  de  12  de  Enero  de  1872, 
se  sirviese  reformar  la  cuota  con  que  habia  de  contribuir  dicha 
Sociedad  por  las  minas  del  Horcajo,  adoptando  como  base  la 
que  establece  la  Real  orden  de  28  de  Enero  de  1871,  según 
la  cual  no  puede  exceder  del  25  por  100  de  lo  que  se  paga  al 
Estado,  y  abonarle  lo  que  tenga  pagado  de  exceso,  fundán- 
dose en  extensas  razones ;  y  que  el  referido  Municipio  en  se- 
sión de  6  de  Abril  siguiente  acordó  desestimar  dicha  solicitud, 
cuyo  acuerdo  fué  confirmado  por  la  Comisión  provincial  én  16 
de  Mayo  del  mismo  año: 

Resultando  que  de  este  acuerdo  se  alzó  el  recurrente  ante 
el  Gobierno  en  1.°  de  Junio;  y  el  Ministro  déla  Gobernación, 
de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  Sección  de  Gobernación 
y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  desestimó  el  recurso  de  al- 
zada mencionado: 

Resultando  que  publicada  esta  resolución  en  la  Gaceta  de  19 
del  mismo  mes  v  año,  el  Licenciado  Df  Vicente  Nuñez  de  Ve- 
lasco,  en  nombre  de  D.  Ceferino  Avecilla,  en  el  concepto  in- 
dicado ,  entabló  demanda  en  este  Tribunal  Supremo  en  5  de 
Juuio  de  1874  con  la  solicitud  de  que  se  admita,  declarando 
procedente  la  vía  contenciosa,  y  en  su  dia  se  revoque  y  deje 
sin  efecto  la  referida  orden  de  i  1  de  Diciembre  de  1873,  y  se 
declare  que  siendo  nula  la  cuota  de  84.000  rs.  impuesta  el  año 
de  1870*  en  concepto  de  repartimiento  por  la  Junta  municipal 
de  Almodóvar  ¿  su  representado  como  Director  gerente  de  La 
Minería  Española,  é  inaplicable  á  esta  Sociedad  la  Real  orden 
publicada  en  12  de  Enero  de  1872,  debe  reformarse  dicha  cuota 
estableciendo  como  base  y  respetando  como  limite  para  la 
nueva  que  se  imponga  los  que  fija  la  Real  orden  de  28  de 
Enero  de  1871,  según  la  cual  no  debe  exceder  del  25  por  100 
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de  lo  que  paga  al  Estado,  y  mandar  que  dicho  Ayuntamiento 
le  abone  la  cantidad  que  ha  satisfecho  con  exceso,  concretando 
los  hechos  y  fundamentos  que  tuvo  por  conveniente: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  no  se  opuso  á  la  admi- 
sión de  la  demanda,  fundado  en  que  siendo  la  legislación  de 
impuestos  municipales,  y  no  la  especial  de  minas,  la  que  debe 
aplicarse  á  la  resolución  de  este  litigio,  no  habia  duda  de  que 
el  recurso  era  admisible  por  razón  del  tiempo  en  que  se  ha 
hecho  usífde  él,  por  la  materia  y  tramitación  que  ha  seguido 
el  expediente,  según  lo  tiene  declarado  la  Sala  en  sentencias 
de  29  de  Diciembre  de  1873  y  15  de  Enero  del  comente  año, 
señalando  los  artículos  que  hacen  procedente  la  vía  conten- 
ciosa para  los  recursos  de  esta  clase: 

Resultando  que  requiriendo  mayor  examen  á  juicio  de  la 
Sala  para  decidir  sobre  la  procedencia  ó  improcedencia  de 
dicha  vía,  por  providencia  de  14  de  Julio  mandó  instruirá 
las  partes  por  término  de  tres  dias,  como  se  ha  verificado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací 
y  Mora. 

Considerando  que  las  disposiciones  generales  de  la  Admi- 
nistración activa  no  son  susceptibles  de  reforma  por  la  vía  con- 
tenciosa, la  cual  está  limitada  á  las  disposiciones  particulares 
administrativas  que  causen  estado  y  hayan  lesionado  el  dere- 
cho preexistente  del  sujeto  que  la  reclama,  según  es  constante 
jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y  de  este  Tribunal: 

Considerando  que  habiéndose  declarado  en  la  Real  orden 
de  20  de  Julio  de  1871,  que  pretende  el  Director  gerente  Don 
Ceferino  Avecilla  no  serle  aplicable,  que,  conforme  á  la  Ley 
sobre  arbitrios  de  23  de  Febrero  de  1870  y  al  art.  38  del  re- 
glamento dictado  para  su  ejecución,  las  Sociedades  mineras 
deben  contribuir  á  dicho  impuesto  en  los  puntos  donde  radi- 
can y  con  arreglo  á  sus  balances,  y  resuéltose  en  la  de  11  de 
Diciembre  próximo  pasado,  que  es  la  reclamada  por  Avecilla. 
que  los  principios  y  disposiciones  de  aquella  son  aplicables  á 
todas  las  Sociedades  mineras,  esta  última  orden  comprende 
or  consecuencia  una  disposición  de  earáctet  general,  contra 
a  cual  no  procede  la  vía  contenciosa  como  se  ha  dicho; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente, la  vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de 
la  demanda  propuesta  ñor  D.  Ceferino  Avecilla,  Director  ge- 
rente de  la  Sociedad  Minería  Española,  reclamando  contra  la 
orden  de  11  de  Diciembre  del  año  próximo  pasado. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
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gubernativo  al  Ministerio  de  la  Gobernación,  con  la  certifica- 
ción prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  = 
Juan  González  Acevedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  =r 
Pascual  Bayarri.  =  Juan  Jiménez  Cuenca. «Manuel  León.» 
,  Ignacio  Vieites.=Manuel  Almonaci  y  Mora. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentenciador  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Manuel  Almonaci  y  Mora,  Magistrado  de 
la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Se* 
oretario  Relator  en  Madrid  á  28  de  Octubre  de  1874.=; Licen- 
ciado Manuel  Aragoneses  Gil. 

Nóm.  50. 
PROCEDENCIA. 


Excepción  be  la  venta  de  ciertos  terrenos  gomo  be  aprove- 
chamiento común. — Sentencia  de  30  de  Octubre,  declarando 
improcedente  la  via  contenciosa,  y  en  su  consecuencia  que 
no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por 
los  vecinos  del  lugar  de  Cobos,  parroquia  de  Santianes,  en 
el  Concejo  de  Pravia,  contra  la  Real  orden  de  24  de  Marzo 
de  1866. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  la  vigente  Ley  de  Ayuntamientos  de  20  de  Agosto 
de  1870,  derogatoria  de  todas  las  anteriores  de  su  clase,  pres- 
cribe en  su  art.  51,  párrafo  2.°,  que  se  elijan  uno  ó  dos  Con* 
cejales  que,  con  el  nombre  y  carácter  de  Síndicos ,  representen 
A  la  Corporación  en  todos  los  juicios  qiie  deban  sostener  en  de- 
fensa de  los  intereses  del  Municipio;  debiendo  entenderse,  con- 
forme á  los  artículos  1 .°  y  2.°  de  la  misma ,  que  éste  lo  consti- 
tuye la  asociación  legal  de  todas  las  personas  que  residan  en  un 
término  municipal,  y  que  éste  le  forma  el  territorio  á  que  ex- 
tiende la  acción  administrativa  de  un  Ayuntamiento. 

2.°  Que  antes  de  la  publicación  de  la  precitada  ley  tampoco 
tenían  personalidad  jurídica  los  vecinos  de  una  localidad  para 
recurrir  á  los  Tribunales  en  demanda  de  sus  derechos  cuando  los 
creían  vulnerados  por  resoluciones  administrativas ,  y  asi  lo 
evidencia  la  Ley  de  Ayuntamientos  de  %  de  Enero  de  1845  en 
su  art.  76,  párrafo  10,  que  conferia  á  los  Alcaldes  la  facultad 
de  representar  enjuicio  al  pueblo  ó  distrito  municipal,  y  la  de  21 
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de  Octubre  de  1868  en  sus  artículos  51  y  74,  puesto  que  por 
el  1 .°  se  exigía  la  aprobación  de  la  Diputación  provincial  para 
que  fuera  ejecutorio  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  para  la  pro- 
moción de  un  pleito,  previo  el  dictamen  de  dos  Letrados,  y  por 
el  2.°  era  un  Concejal  que  nombraba  dicha  Corporación  a  prin- 
cipio de  cada  año  el  encargado  de  representarle  en  los  juicios 
pendientes  á  que  fuera  necesario  entablar  en  defensa  de  sus  in- 
tereses. 

3.°  Que  en  la  constante  jurisprudencia  del  Consejo  de  Es- 
tado y  del  Tribunal  Supremo  establecida  en  repetidas  sentencias, 
á  las  que  sirvieron  de  fundamento  las  precitadas  disposiciones 
en  pleitos  sobre  excepción  de  venta  de  bienes  calificados  por  los 
pueblos  de  aprovechamiento  común,  se  ha  consignado  la  doctriné 
de  que  a  los  Ayuntamientos  y  no  a  los  vecinos  de  por  si  corres- 
ponde ejercitar  el  derecho  de  reclamar  que  aquellos  sean  excep- 
tuados de  la  desamortización. 

4.°  Que  no  puede  servir  de  obstáculo  al  cumplimiento  de  las 
disposiciones  legales  relativas  a  la  personalidad  jurídica  para 
la  interposición  de  las  demandas  en  vía  contenciosa  la  declara- 
ción que  se  haga  en  la  gubernativa ,  reconooiendo  el  derecho  de 
un  pueblo  para  administrar  sus  bienes,  porque  son  cosas  entera- 
mente distintas. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Octubre  de  1874,  en  los  au- 
tos sobre  procedencia  de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la 
demanda  presentada  por  el  Licenciado  D.  Francisco  Silvela,  á 
nombre  y  con  poder  de  varios  vecinos  del  lugar  de  los  Cobos, 
parroquia  de  Santianes,  en  el  Concejo  de  Pravia,  de  la  pro- 
vincia de  Oviedo,  contra  la  Administración  general  del  Estado. 
representada  por  el  Ministerio  fiscal ,  sobre  revocación  de  la 
Real  orden  de  24  de  Marzo  de  1866,  que  les  denegó  la  conce- 
sión de  varios  terrenos  que  tenían  solicitada  en  el  concepto  de 
ser  de  aprovechamiento  común: 

Resultando  que  reunidos  en  el  lugar  de  Santianes,  Concejo 
de  Pravia,  en  18  de  Agosto  de  1851  como  cabeza  de  la  parro- 
quia 69  de  sus  vecinos,  34  del  de  los  Cobos  y  tres  del  de 
Bances,  pertenecientes  &  la  misma,  Qtorgaron  poder  especial, 
general  y  bastante  ante  el  Escribano  D.  Dionisio  Mens  en  favor 
de  cuatro  de  sus  convecinos,  á  todos  juntos  y  á  cada  uno  de 
por  sí,  para  que  en  nombre  y  representación  de  los  otorgantes 
y  demás  vecinos  de  la  parroquia  que  no  concurrieron  á  este 
acto  continuasen  cualquiera  instancia  y  pleito  que  se  hallase 
pendiente  sobre  uso  y  aprovechamiento  de  terrenos  comunes 
de  su  vecindario,  y  sobre  su  demarcación  y  deslinde,  así  como 
para  defenderles  y  hacer  que  se  declarase,  judicial  ó  extraju- 
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dicialmente  el  punto  ó  puntos  á  donde  se  extendían  y  debían 
extenderse  los  términos  de  la  parroquia  .de  Santianes,  impi- 
diendo que  fuesen  ocupados  por  los  vecinos  de  las  limítrofes; 
haciendo  extensivo  dicho  poder  en  favor.de  los  dos  vecinos 
que  respectivamente  nombraron  los  de  los  enunciados  dos  lu- 
gares á  cualquiera  clase  de  asuntos  y  negocios  que  parti- 
cularmente y  en  común  perteneciesen  al  vecind.ario  de  cada 
uno  de  ellos": 

Resultando  que  en  virtud  del  expresado  poder  los  vecinos 
de  Santianes  y  de  los  Cobos  solicitaron  conjuntamente  en  el 
año  de  1859  que  se  exceptuasen  de  la  venta  eivguicepto  de 
aprovechamiento  común  los  terrenos  nombradoscJBb.  ó  Islote 
de  Pedregaldo,  perteneciente  al  primero,  y  el  del  Cerco  ó  Pe- 
dredo  de  Arriba  y  de  Abajo  al  segundo: 

Resultando  qye  formado  con  tal  motivo  el  oportuno  expe- 
diente en  que  adujeron  las  pruebas  que  creían  justificar  su 
derecho,  de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Consejo  de 
Estado,  dictó  Real  orden  en  24  de  Marzo  de  1866  denegando 
la  excepción  solicitada ;  cuya  resolución  fué  comunicada  al 
Alcalde  de  Pravia  en  11  de  Setiembre  del  mismo  año,  apare- 
ciendo al  margen  del  oficio  de  notificación  una  nota  que  dice 
fué  trasladado  al  Pedáneo  de  Santianes  en  el  dia  15: 

Resultando  que  en  23  dé  Agosto  de  1872  se  reunieron  80 
vecinos  del  pueblo  de  los  Cobos  bajo  la  presidencia  del  Alcalde 
pedáneo,  y  acordaron  dar  poder  á  D.  José  Araujo  y  D.  Felipe 
Rodríguez  para  que  en  nombre  y  representación  del  pueblo  se 
dirigiesen  al  Ayuntamiento  de  Pravia,  para  que  se  les  notifi- 
cara la  Real  orden  aue  hubiere  recaído  en  el  expediente  de 
excepción  del  Pedredo  que  tenían  solicitada  como  de  aprove- 
chamiento común  exclusivo  del  citado  pueblo  de  los  Cobos,  y 
para  que  recurrieran  de  dicha  orden  por  la  vía  de  los  Tribu- 
nales de  justicia: 

Resultando  que  los  apoderados  con  objeto  de  justificar  su 
independencia  ó  comunidades  pidieron  en  23  de  Octubre  del 
mismo  año  de  1872  al  Alcalde  de  Pravia  un  certificado  de  la 
orden  que  se  dictó  por  el  Regente  del  Reino  en  6  de  Agosto 
de  1869  á  instancia  de  los  vecinos  de  Santianes ,  mandando 
que  se  expidieran  á  favor  de  este  pueblo,  y  no  al  del  Concejo 
de  Pravia,  las  inscripciones  intrasferibles  equivalentes  á  los 
terrenos  nombrados  Isla  ó  Islote  de  Pedregaldo  para  que  se 
emplearan  en  utilidad  del  vecindario: 

Resultando  que  también  pidieron  los  mismos  al  enunciado 
Alcalde  que  se  les  notificara  la  orden  relativa  á  la  excepción 
del  Pedredo,  lo  cual  tuvo  efecto  por  mandato  de  diclia  Auto- 
ridad en  19  de  Setiembre  de  1872 ,  haciendo  constar  que  no 
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resultaba  se  le  hubiese  notificado  su  traslado  antes  á  los  veci- 
nos de  los  Cobos-. 

Resultando  que  con  estos  antecedentes  y  en  23  de  Diciem- 
bre posterior  presentó  demanda  coatenciosu-administrativa  en 
este  Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Francisco  Silvela,  i 
nombre  y  con  poder  del  pueblo  de  los  Cobos,  pidiendo  se  re- 
voque y  deje  sin  efecto  la  Real  orden  de  24  de  Marzo  de  1866, 
declarando  que  al  mismo  corresponde  como  de  aprovecha- 
miento común,  y  si  no  en  concepto  de  dehesa  boyal,  los  terre- 
nos que  habia  solicitado  en  el  expediente  gubernativo ,  fundado 
en  que  es  jurisprudencia  constante  que  de  las  providencias 
gubernati^ti  contra  las  cuales  se  da  el  recurso  contencioso  eo 
se  hacen  ejecutorias  sino  por  el  trascurso  del  término,  ácon- 
tar  desde  la  notificación  administrativa;  y  en  que  no  puede 
considerarse  hecha  ésta  cuando  la  persona  jurídica  á  quien  se 
lia  hecho  es  distinta  de  la  que  hizo  la  reclamación  guber- 
nativa; concediéndose  la  viacontencioso-administrativa  contra 
las  Reales  órdenes  denegatorias  de  las  excepciones  de  la  des- 
amortización: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, se  pasó  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  que  se  lia 
Opuesto  a  la  admisión  de  la  demanda  en  escrito  de  14  de  Julio 
último,  porque  únicamente  los  Ayuntamientos  constituciona- 
les en  lo  antiguo  y  populares  hoy  son  los  representantes  le- 
galea  de  los  pueblos,  y  el  de  Cobos  sólo  podría  ejercitarla 
acción  entablada  por  medio  del  Concejo  de  Pravia,  represen- 
fado  por  su  Síndico;  porque  habiéndose  notificado  la  orden 
reclamada  en  11  de  Setiembre  de  1866  al  Alcalde  constitucio- 
nal  de  este  último  punto,  única  personalidad  jurídica  para 
representar  al  pueblo  de  Cobos ,  comenzó  desde  entonces  á 
correr  el  plazo  para  recurrir  de  ella  a  la  vía  contenciosa,  y 
claro  es  por  lo  tanto  que  ese  plazo  ha  trascurrido  con  exceso; 
en  cuyo  estado  se  mandaron  poner  los  autos  de  manifiesto 
por  tres  días  á  la  parte  demandante  al  sólo  efecto  de  instruc- 
ción de  dicho  escrito  fiscal,  como  se  verificó. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri. 

Considerando  que  la  vigente  Ley  de  Ayuntamientos  de  20 
de  Agosto  de  1870,  derogatoria  de  todas  las  anteriores  de  su 
clase,  prescribe  en  su  art.  51,  párrafo  2.°,  que  se  elijan  uno 
ó  dos  Concejales  que,  con  el  nombre. y  carácter  de  Síndicos, 
representen  á  la  Corporación  en  todos  I03  juicios  que  deban 
sostener  en  defensa  de  los  intereses  del  Municipio ;  debiendo 
entenderse,  conforme  á  los  artículos  1."  y  2."  de  la  misma,  que 
éste  lo  constituye  la  asociación  legal  de  todas  las  personas 
que  residan  en  un  término  municipal ,  y  que  éste  le  forma  el 
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territorio  á  que  extiende  la  acción  administrativa  de  un  Ayun- 
tamiento : 

Considerando  que  el  lugar  de  los  Cobos  pertenece  á  los 
que  componen  el  territorio  del  Ayuntamiento  ae  Pravia,  y  en 
tal  concepto  al  que  alcanza  su  acción  administrativa,  no  pu- 
diendo  por  tanto  sus  vecinos  creerse  dispensados  del  cumpli- 
miento de  la  ley  al  acudir  por  sí  directamente  y  sin  la  inter- 
vención del  Síndico  de  dicho  Municipio,  que  reviste  el  carác- 
ter de  persona  jurídica  á  este  Tribunal  Supremo,  como  lo  han 
verificado,  solicitando  en  su  demanda  se  deje  sin  efecto  la 
Real  orden  de  24  de  Marzo  de  1866  por  haberse  declarado  en 
ella  bienes  comunales  los  terrenos  denominados  del  Cerco  ó 
Pedrero  de  Arriba  y  de  Abajo,  y  como  tales  sujetos  á  desamor- 
tización y  no  de  aprovechamiento  común,  según  lo  solici- 
taban : 

Considerando  que  antes  de  la  publicación  de  la  precitada 
ley  tampoco  tenian  personalidad  jurídica  los  vecinos  de  una 
localidad  para  recurrir  á  los  Tribunales  en  demanda  de  sus 
derechos  cuando  los  creían  vulnerados  por  resoluciones  admi- 
nistrativas, y  así  lo  evidencia  la  Ley  de  Ayuntamientos  de  8 
de  Enero  de  1845  en  su  art.  76;  párrafo  10,  que  conferia  á 
los  Alcaldes  la  facultad  de  representar  en  juicio  al  pueblo  ó 
distrito  municipal ,  y  la  de  21  de  Octubre  de  1868  en  sus  ar- 
tículos 51  y  74,  puesto  que  por  el  l.u  se  exigía  la  aprobación 
de  la  Diputación  provincial  para  que  fuera  ejecutorio  el  acuerdo 
del  Ayuntamiento  para  la  promoción  de  un  pleito,  previo  el 
dictamen  de  dos  Letrados ,  y  por  el  segundo  era  un  Concejal 
que  nombraba  dicha  Corporación  á  principio  de  cada  año  el 
encargado  de  representarle  en  los  juicios  pendientes  ó  que 
fuera  necesario  entablar  en  defensa  de  sus  intereses: 

Considerando  que  en  la  constante  jurisprudencia  del  Con- 
sejo de  Estado  y  de  este  Tribunal  Supremo,  establecida  en 
repetidas  sentencias,  á  las  que  sirvieron  de  fundamento  las 
precitadas  disposiciones  en  pleitos  sobre  excepción  de  venta 
de  bienes  calmeados  por  los  pueblos  de  aprovechamiento  co- 
mún, se  ha  consignado  la  doctrina  de  que  á  los  Ayuntamien- 
tos y  no  á  los  vecinos  de  por  sí  corresponde  ejercitar  el  dere- 
cho de  reclamar  que  aquellos  sean  exceptuados  de  la  desamor- 
tización, y  bajo  este  supuesto  es  evidente  que  no  tienen 
personalidad  jurídica  los  dos  vecinos  de  los  Cobos  que  en  re- 
presentación de  los  que  otorgaron  á  su  favor  el  poder  que 
obra  á  la  cabeza  de  autos  lo  sustituyeron  en  el  Licenciado  Don 
Francisco  Silvela,  siendo  por  ello  inadmisible  la  demanda  in- 
terpuesta ante  esta  Sala: 

Considerando ,  en  virtud  de  lo  expuesto ,  que  al  Ayunta- 
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miento  de  Pravia  por  medio  de  su  legítimo  representante  cor- 
respondía en  1866  entablar  la  demanda  ante  el  Consejo  de 
Estado  en  nombre  del  lugar  de  los  Cobos  y  no  á  los  vecinos 
de  esta  localidad,  lo  que  no  verificó,  dejando  pasar  el  término 
de  la  ley ;  y  que  la  interpuesta  en  23  de  Diciembre  de  1872, 
ó  sea  después  de  trascurridos  mas  de  seis  años  desde  la  fecha 
en  que  se  comunicó  al  expresado  Alcalde  la  Real  orden  contra 
la  que  se  reclama,  no  puede  ser  admitida  por  haber  causado 
ésta  ejecutoria: 

Y  considerando,  por  último,  que  no  puede  servir  de  obs- 
táculo al  cumplimiento  de  las  disposiciones  legales  relativas 
á  la  personalidad  jurídica  para  la  interposición  de  las  deman- 
das en  vía  contenciosa  la  declaración  que  se  haga  en  la  gu- 
bernativa, reconociendo  el  derecho  de  un  pueblo  para  admi- 
nistrar sus  bienes,  como  alegan  los  demandantes,  porque  son 
cosas  enteramente  distintas ,  como  sucedió  en  el  caso  á  que 
estos  se  refieren  respecto  del  lugar  de  Santianes,  al  que  por 
orden  del  Regente  del  Reino  de  6  de  Agosto  de  1869  se  man- 
daron expedir  á  su  favor  las  inscripciones  intrasferibles  de  la 
Deuda  pública  en  equivalencia  de  los  terrenos  que  le  fueron 
vendidos,  y  entregarlas  á  su  Alcalde  de  barrio  sin  interven- 
ción del  Ayuntamiento  de  Pravia,  recaudando  los  intereses 
de  ellas  é  invirtiéndolos  en  servicios  públicos  de  dicha  loca- 
lidad ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa;  y  en  su  consecuencia  que  no  bá 
lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Licen- 
ciado D.  Francisco  Silvela,  en  representación  de  los  vecinos 
del  lugar  de  los  Cobos,  parroquia  de  Santianes,  en  el  Concejo 
de  Pravia,  de  la  provincia  de  Oviedo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  >  sacáu- 
dose  al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expe- 
diente gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada. =Pascual 
Bayarri.= Ignacio  Vieites.=Manuel  Almonací  y  Mora.=Die«ro 
Fernandez  Cano.=Mariano  Maury. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo  y  Presidente  de  su  Sala  tercera,  celebrando 
audiencia  pública  la  misma,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  30  de  Octubre  de  1874.  =Enrique  Medina. 
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APELACIÓN. 


Admisión  de  la  demanda. — Sentencia  de  5  de  Noviembre,  con- 
firmando la  que  pronunció  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana ,  declarando  inadmisible  en  la  vía 
contencioso*  administrativa  la  demanda  propuesta  por  los 
albaceas  de  D.  Santiago  Saez. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estafo  y  del 
Tribunal  Supremo,  es  un  principio  incuestionable  que  la  Ad- 
ministración ni  los  Tribunales  contencioso-administrativos 
tienen  competencia  para  conocer  de  las  cuestiones  en  que  se  ven- 
tilan derechos  particulares  que  en  nada  afectan  al  interés  pú- 
blico ni  a  los  colectivos  que  aquella  esta  encargada  de  defender, 
siendo  para  ello  sólo  competente  la  jurisdicción  ordinaria. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
grado  de  apelación  interpuesta  por  D.  Juan  Abilano  Colomé 
y  D.  Pedro  Luis  Saez ,  representados  hoy  por  el  Procurador 
D.  Luis  Lumbreras,  contra  la  Administración  general  del  Es- 
tado, que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  de  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  pretorial  de  la  Ha- 
bana en  17  de  Mayo  de  1873,  declarando  inadmisible  en  la 
vía  contencioso-adminisírativa  la  demanda  entablada  por  los 
mismos  y  D.  Florencio  Luis  Saez,  como  albaceas  y  tenedores 
de  los  bienes  de  D.  Santiago  Saez: 

Resultando  que  en  30  de  Setiembre  de  1871  D.  Florencio 
Saez  y  D.  Juan  Abilano  Colomé ,  como  albaceas  administra- 
dores de  bienes  de  D.  Santiago  Saez,  acudieron  con  instancia 
i  la  Tenencia  de  Gobierno  de  Babia  Honda,  en  la  Isla  de  Cuba, 
exponiendo  que  entre  los  bienes  correspondientes  al  albaceazgo 
se  hallaba  la  posesión  titulada  el  Corojal ,  compuesta  de  se- 
senta caballerías  de  tierra  y  con  los  linderos  que  designan,  la 
cual  fué  fomentando  D.  Juan  Madrazo  con  varias  compras 
que  hizo  en  distintas  fechas,  entre  ellas  diez  y  ocho  caballe- 
rías de  la  misma  clase  á  Doña  María  de  la  Encarnación  Mar- 
tínez en  25  de  Noviembre  de  1827,  porque  hasta  la  distancia 
de  unos  200  metros  de  su  lindero  Este  llegaba  el  extremo 
Oeste  del  estero  Pita,  y  desde  dicha  fecha  se  venían  atrave- 
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gando  los  terrenos  del  potrero  llamado  Gerardo  con  los  pro- 
ductos que  se  extraían  de  las  diez  y  ocho  caballerías  de  tierra 
y  otras  más:  que  el  D.  Juan  Madrazo  continuó  en  el  pacifico 
uso.  disfrute  y  posesión  de  esa  serventía,  lo  mismo  que  Don 
Santiago  Saez  desde  1847,  en  que  heredó  de  Madrazo  la  finca 
lkmada  de  Corojal,  que  siempre  había  estado  dedicada  á  la 
producción  de  leña,  carbón  y  otros  artículos,  los  cuales  ex- 
traia  por  el  estero  Pita  para  llevarlos  á  la  capital  y  á  los  di- 
ferentes muelles  de  Bahía  Honda:  que  hacia  mas  de  quince 
días  se  encontraban  privados  de  la  enunciada  servidumbre, 
porque  el  Conde  de  San  Ignacio  había  cerrado  la  serventía 
por  medio  de  una  cerca  que  habia  tirado  por  el  lindero  Ueste 
de  Gerardo,  que  era  el  mismo  limite  del  Corojal,  infringiendo 
todas  las  disposiciones  legales  que  citó:  que  era  de  pública 
notoriedad  la  antigua  existencia  de  la  servidumbre  y  del  uso 
constante  que  de  ella  se  habia  hecho  al  Corojal,  siendo  de  las 
gua  amparaba  la  ley,  sin  que  el  Conde  hubiese  podido  obte- 
ner autorización  para  cerrarla;  pidiendo  se  procediese  á  su 
apertura,  y  que  se  repusiesen  las  cosas  al  ser  y  estado  que 
teni;m  antes  del  cierre,  recibiendo  información  de  testigos  con 
aneglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  8."  del  decreto  de  30  de  Abril 
de  Í862,  y  oyéndose  al  Municipio: 

Resultando  que  admitida  dicha  información,  dijo  D.  Carlos 
Calaímena  que  no  conocía  la  serventía  cuestionada,  y  sólo  ha- 
bía oido  decir  existia  un  muelle  por  donde  embarcaban  sus 
frutos  el  Corojal  y  el  ingenio  Amable  Mercedita;  otro  testigo 
que  sólo  conocía  el  Corojal  de  oídas,  y  ambos  que  ignoraban 
que  dicho  camino  hubiese  estado  abierto  al  servicio  público; 
añadiendo  otro  testigo  llamado  D.  Manuel  Quiñones  qtie  desde 
el  año  de  1822  conocía  dicha  servidumbre,  que  creia  debia 
ser  pública,  no  existiendo  otra  serventía,  al  menos  que  le 
cu  listase: 

Resultando  inquirido  el  Conde  de  San  Ignacio  para  que 
dijese  con  qué  autorización  había  cerrado  la  serventía,  decla- 
ró su  representante  D.  Antonio  Pérez  que  lo  habia  hecho  con 
autorización  del  mismo,  por  ser  una  autorización  particular 
que  teman  los  Arozarenas,  dueños  del  ingenio  Mercedita,  para 
extraer  sus  frutos  por  el  embarcadero  situado  en  la  parte  Oeste 
del  estero  nombrado  Pita:  que  ese  cierre  no  lo  verificó  nueve 
meses  antes  por  súplica  de  D.  Juan  Abilano  Colomé,  y  que 
fundaba  lo  expuesto  en  los  documentos  que  acompañó  pura 
acreditar  que  nadie  tenia  derecho  a  exigir  la  serventía,  ha- 
biendo una  pública  que  comunicaba  á  las  fincas  con  la  parro- 
quia, con  el  embarcadero  denominado  muelle  de  Gerardo, 
por  donde  aquel  año  habían  tirado  y  embarcado  sus  frutos 
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el  ingenio  Mercedita  á  virtud  de  orden  á  sus  dueños  de  que 
cesaba  la  referida  concesión  particular  que  se  habia  hecho  á 
sus  antecesores: 

Resultando  que  los  enunciados  documentos  lo  son:  copia 
de  uno  autorizado  por  el  referido  Conde  de  San  Ignacio,  en  el 
que  se  expresa  que  D.  Joaquín  Gómez -concedió  al  Teniente- 
Gobernador  de  Bahía  Honda  D.  Antonio  parqués  por  pura 
bondad  y  amistad  el  que  fabricase  un  almacén  para  los  frutos 
de  su  ingenio  nombrado  Aspirante,  y  un  embarcadero  para 
los  mismos  en  el  extremo  del  estero  Pita  por  el  tiempo  que 
fuese  del  agrado  de  aquel,  quien  podría  privarle  y  también  á 
sus  herederos  de  aquella  gracia  cuando  lo  creyese  conveniente 
avisándole  de  antemano  para  que  destruyera  y  sacase  su  fá- 
brica y  muelle;  y  una  copia  no  autorizada  de  un  decreto  del 
Gobernador  de  la  Isla  accediendo  á  la  solicitud  hecha  por  Don 
Joaquín  Gómez,  referente  á  que  se  ordenara  al  Capitán  de 
partido  de  Bahía  Honda  previniese  á  los  colindantes  que  nin- 
guno tenia  derecho  para  romperlas  cercas  y  abrir  caminos  en 
los  terrenos  que  había  comprado  al  Conde  de  Zaldívar,  y  sólo 
derecho  para  usar  el  camino  que  habia  concedido  con  acuerdo 
de  los  colindantes:  la  copia  de  una  carta  autorizada  por  el 
Conde,  dirigida  por  D.  Máximo  Arozarena  á  D.  Joaquín  Gó- 
mez, aceptando  la  concesión  que  se  le  hizo  para  poder  embar- 
car sus  frutos  por  el  sitio  que  le  designase  su  administrador 
y  sin  que  nadie  pudiese  usar  de  dicha  concesión  sin  permiso 
particular,  que  duraría  el  tiempo  que  fuese  de  su  voluntad: 

Resultando  que  practicado  un  reconocimiento  pericial  del 
terreno,  resultó  que  en  la  finca  donde  se  hallaba  el  Corojal, 
partiendo  de  la  casa  del  Mayoral  hacia  el  Sur,  se  reconocía 
un  camino  que  se  dirigía  ó  formaba  un  embarcadero,  y  que 
como  unos  200  metros  antes  de  llegar  á  él  habia  una  cerca, 
cuyo  camino  expresaron  los  peritos  que  sólo  favorecía  al  dueño 
de  la  finca: 

Resultando  que  el  Celador  de  policía,  basado  en  dicho  in- 
forme, en  los  documentos  antes  expresados  y  en  una  carta  di- 
rigida por  D.  Florencio  Saez  al  encargado  de  la  finca  el  Coro- 
jal,  que  aparece  copiada  en  el  expediente,  expuso  que  la  ser- 
vidumbre en  cuestión  no  era  pública;  informando  por  su  parte  • 
el  Ayuntamiento  de  Bahía  Honda,  según  los  méritos  del  ex- 
pediente y  la  dispuesto  en  el  art.  63  de  las  Ordenanzas  rurales, 
que  el  Conde  de  San  Ignacio  estuvo  en  su  derecho  al  mandar 
cerrar  la  vía  por  se  rde  uso  particular  y  no  público : 

Resultando  que  remitido  el  expediente  al  Gobierno  superior 
político,  mandó  se  procediera  á  la  apertura  de  la  serventía  para 
el  uso  común  de  los  vecinos:  que  los  testigos  declararon  en  el  ,   i 

II.— 3.m  21  -    .-aíj 
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informatorio  justificativo  acreditaran  desde  luego  el  tiempo  de 
su  vecindad:  que  se  permitiese  á  Colomé  y  Saez  alegar  sus- 
derechos,  tomando  declaración  á  los  vecinos  que  designaran; 
y  que  áe  adoptase  en  el  expediente  toda  la  ilustración  que  re- 
comendaban las  disposiciones  vigentes,  excitando  para  ello  el 
celo  y  la  imparcialidad  á  la  Tenencia  de  Gobierno  de  Bahía 
Honda: 

Resultando  aue  abierta  en  efecto  la  serventía  y  ampliado 
su  declaración  al  testigo  D.  Manuel  Quiñones,  expuso  que  ha- 
bía conocido  la  misma  como  pública  y  la  habia  usado  como 
tal  desde  el  año  de  1825,  y  luego  D.  Juan  Madrazo,  nuevo 
comprador  de  la  finca,  haciendo  un  año  supo  que  tanto  D.  Ma- 
riano Arozarena  corao-D.  Antonio  Marqués  convinieran  conDon 
Joaquín  Gómez  que  cuando  éste  quisiese  cerraría  el  uso  que 
aquellos  hacían  de  la  serventía;  justificando,  por  último,  su 
vecindad  en  el  partido  por  espacio  de  más  de  veintiún  años: 
manifestando  asimismo  I).  Carlos  Calaimena  que  llevaba  unos 
dos  años  y  medio  de  vecindad,  y  que  por  habérselo  oido  en 
el  de  1867  á  D.  Mariano  Arozarena  al  tratar  de  comprarle  el 
ingenio  Amable  Mercedita  sabia  que  la  serventía  era  una  con- 
cesión particular,  con  una  carta  que  presentó;  y  últimamente 
se  justificó  la  vecindad  en  el  partido  de  D.  Faustino  Pérez  por 
espacio  de  diez  y  seis  años,  y  la  de  D.  Alejandro  Casanova 
desde  su  nacimiento: 

Resultando  que  examinados  otros  seis  testigos,  aseguraron 
conocer  la  serventía,  más  no  si  era  pública  ó  particular;  ma- 
nifestando otros  dos  creían  fuese  particular,  y  que  conocían 
además  otra  llamada  Romagosa;  y  de  último  estado  declararon 
otros  dos  testigos  que  en  su  concepto  ,era  pública,  conocién- 
dola el  que  menos  veinte  y  dos  años  y  el  que  más  sesenta,  6 
sea  desde  que  tenia  uso  de  razón: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  reprodujo  su  anterior  in- 
forme; y  el  Teniente-Gobernador,  de  conformidad  con  el  de  la 
Asesoría,  decretó  que  la  serventía  era  de  uso  privado  por  con- 
cesión particular  y  no  pública,  con  lo  que  se  elevó  el  expediente 
al  Gobierno  superior;  y  oido  al  Consejo  de  Administración, 
ordenó  en  22  de  Abril  de  1872  que  el  negocio  no  le  corres- 
pondía, sino  al  Juzgado  de  la  localidad,  ante  el  cual  los  re- 
presentantes de  Saez  insistirían  si  lo  creyeran  de  su  derecho 
en  el  que  creyesen  tener  para  la  continuación  de  la  serventía- 
Resultando  que  notificada  á  los  interesados  la  anterior  re- 
solución j  en  12  de  Agosto  de  1872  presentaron  los  albaceas  de 
D.  Santiago  Saez  demanda  contencioso-administrativa  ante  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  pidiendo 
su  revocación  y  que  se  declarase  competente  á  la  Administra- 
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cion  para  conocer  del  asunto,  así  como  que  debía  quedar  abierta 
la  serventía  ó  servidumbre  pública  en  cuestión,  exponiendo 
para  ello  los  fundamentos  que  creyó  oportunos: 

Resultando  que  dádose  vista  de  todo  al  Ministerio  fiscal,  se 
opuso  á  la  admisión  de  la  demanda  por  no  ser  asunto  bajo 
ningún  concepto  contencioso-administrativo ,  y  porque  aun 
cuando  su  índole  lo  fuese  la  providencia  interpelada  no  causó 
estado  ni  agotó  la  vía  gubernativa;  en  cuya  virtud  se  proce- 
dió á  la  vista  pública  de  los  autos,  y  dictó  sentencia  la  refe- 
rida Sala  en  17  de  Mayo  de  1873,  declarándola  inadmisible  en 
la  vía  contencioso-administrativa,  v  condenando  en  las  costas 
á  los  demandantes : 

Resultando  que  venidos  los  autos  á  .este  Tribunal  Supremo 
en  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  los  mismos,  la  han 
mejorado,  representados  por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbre- 
ras, á  quien  se  tuvo  por  parte,  presentando  las  Ordenanzas 
rurales  de  la  Isla  de  Cuba  y  el  reglamento  para  la*  tramitación 
de  los  expedientes  gubernativos  sobre  conservación,  apertura 
ó  cierre  de  caminos  ó  serventías  públicas,  pidiendo  se  revocase 
en  tedas  sus  partes  la  expresada  sentencia  ó  se  declare  perti- 
nente la  vía  contenciosa,  fundado  en  que,  según  el  art.  68  de 
las  primeras,  entiéndese  por  serventía  la  vía  que  sirve  para 
poner  en  comunicación  varios  fundos  con  poblaciones,  con 
caminos,  con  carreteras  ó  con  las  costas,  de  donde  se  deduce 
que  la  servidumbre  litigiosa  tiene  verdadero  carácter  de  ser- 
ventía, puesto  que  pone  á  cinco  fundos  por  lo  menos  en  co- 
municación con  el  embarcadero  Pita:  en  que  el  art.  7.°  del 
reglamento  dictado  por  el  Gobierno  y  Capitanía  general  de  la 
Isla  de  Cuba  en  30  de  Abril  de.  1862  concede  a  los  particulares 
que  se  creyeran  perjudicados  por  las  resoluciones  del  Gobierno 
superior  en  materia  de  serventías  el  recurso  administrativo: 
en  que  ningún  artículo  del  reglamento  otorga  atribución  para 
conocimiento  de  estos  expedientes  á  las  Autoridades  civiles 
ordinarias,  y  antes  por  el  contrario,  á  virtud  de  lo  mandado 
en  él  los  Tenientes-Gobernadores  de  los  departamentos  y  el 
Gobierno  superior  entienden  en  ellos  y  los  resuelven  exclusi- 
vamente: en  que  el  Conde  de  San  Ignacio,  dueño  del  potrero 
Gerardo,  ha  reconocido  implícitamente,  primero  el  carácter 
administrativo  de  esta  cuestión  acudiendo  al  expediente  y 
proponiendo  en  él  sus  pruebas,  y  con  más  clafldad  después 
solicitando  en  instancia  testimoniada,  al  folio  60,  del  Teniente- 
Gobernador  de  Bahía  Honda  el  cerramiento  de  la  serventía 
conforme  al  reglamento  citado;  y  que  en  el  art.  27  del  decreto 
expedido  por  el  Ministerio  de  Ultramar  en  4  de  Julio  de  1861, 
por  el  cual  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Ad- 
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m ilustración,  hoy  la  Audiencia  del  territorio,  según  decreto 
de  G  de  Abril  del  mismo  año,  conocerá  de  los  asuntos  de  la 
Administración,  y  señaladamente  entre  otros  de  los  que  ver- 
sen  sobre  la  aplicación  de  las  Ordenanzas  y  reglamentos  ge- 
nerales de  policía  de  aguas,  caminos,  ferro-carriles,  montes  y 
deía&s  objetos  de  policía  urbana  v  rural: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  Ministerio  fiscal,  con- 
testó al  anterior  escrito  solicitando  se  sirva  la  Sala  confirmar 
U  sentencia  apelada,  exponiendo  á  este  fin  que  el  decreto  del 

■  -i-fiador  superior  político,  fundándose  en  que  ya  se  había 
dispuesta  que  el  estado  de  la  cosa  no  se  innovara  y  que  el 
d  naflO  de  la  finca  de  Gerardo  abriese  el  camino  que  sin  contar 
con  la  Autoridad  habia  cerrado,  se  limita  &  declarar  que  el 
conocimiento  del  negocio  corresponde  al  Juzgado  de  la  loca- 
lidad, ante  el  cual  puede  ejercitar  su  derecho:  que  las  decla- 
raciones de  competencia  ó  incompetencia  que  se  hacen  por  la 
Ad  ninistracion  no  pueden  ser  objeto  de  impugnación  en  la 
vía  contenciosa  cuan  lo  declaran  que  corresponde  al  Gobierno 
o  a  los  Tribunales  entender  en  un  negocio,  cuando  anula  uu 
expediente  reservando  á  las  partes  su  derecho  para  que  lo 
ejerciten  donde  proceda,  ó  cuando  deniega  una  solicitud  por 
crear  que  la  providencia  reclamada  no  ha  causado  estado  en 
la  vi»  gubernativa;  citando  en  su  apoyo  varias  decisiones  del 
Consejo  de  Estadj  y  de  este  Tribunal  Supremo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León 
Homero. 

Considerando  que,  según  la  jurisprudencia  del  Consejo  de 
listado  y  de  e3te  Tribunal  Supremo,  es  un  principio  incues- 
tionable que  la  Administración  ni  los  Tribunales  contencioso- 
a'.l  uinistrativos  tienen  competencia  para  conocer  de  las  cues- 
tiones en  que  se  ventilan  derechos  particulares  que  en  nada 
a  ferian  al  interés  pú!>lico  ni  á  los  colectivos  que  aquella  está 
cmararada  de  defeuder,  siendo  para  ello  sólo  competente  la 
jurisdicción  ordinaria: 

Considerando  que  abierta  la  servidumbre  que  el  Conde  de 
San  Ignacio  habia  mandado  cerrar  por  pasar  por  terreno  de 
su  propiedad,  estorbando  asi  que  los  frutos  del  Coro-al  se  ex- 
trajesen por  ella,  la  cuestión  ha  quedado  reducida  á  la  decla- 
ración de  un  derecho  que  se  disputan  los  testamentarios  de 
D.  Santiago  Saez  y  el  referido  Conde,  pretendiendo  los  pri- 
meros la  subsistencia  de  dicha  servidumbre  llamada  serventía 
cu  la  finca  del  segundo,  y  negándole  éste  tenga  tal  derecho: 

Y  considerando,  además,  que  la  resolución  del  Gobernador 

ior  político  de  la  Habana,  limitada  á  declarar  que  los 

testamentarios  de  D.  Santiago  Saez  acudan  &  los  Tribunales  de 
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{'usticia  no  causa  agravio  alguno  á  los  derechos  que  pretenden 
lacer  valer,  y  en  tal  concepto  no  puede  ser  reclamada  por  la 
vía  contenciosa,  según  el  art.  56  de  la  Ley  orgánica  de  17  de 
Agosto  de  1860; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sen-  # 
tencia  apelada  que  pronunció  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  por  la  que  declaró  inadmisible  en  la  vía 
contencioso-administrativa  la  demanda  propuesta  por  los  al- 
baceas  de  D.  Santiago  Saez. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  archivándose  el  rollo  con  las 
copias  certificadas,  remitiéndose  la  oportuna  certificación  á  la 
Sala  sentenciadora  por  el  conducto  prevenido ,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos. = Juan  González  Acevedo.=Pas- 
cual  Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca. =Manuel  Leon.=Fran- 
cisco  Armesto.=Luis  Vázquez  Mondragon.=  Diego  Fernandez 
Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Manuel  León  Romero,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  5  de  Noviembre 
de  1874.=Enrique  Mediüa.  v 

Nüm.  52. 

*     APELACIÓN. 

I 

Contribución  industrial. — Sentencia  de  5  de  Noviembre,  con- 
firmando la  pronunciada  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  de  Barcelona,  declarando  no  haber  lugar  á 
admitir  la  demanda  presentada  por  D.  Ramón  Petit  y  Fer- 
rer,  contra  el  fallo  de  la  Junta  administrativa  de  la  provin- 
cial que  mandó  darle  de  baja  en  la  contribución  industrial. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  el  art  141  del  reglamento  de  20  de  Marzo 
de  1870,  sobre  contribución  industrial,  las  resoluciones  de  las 
Juntas  administrativas  establecidas  en  las  provincias  para  de- 
cidir  respecto  de  las  ocultaciones  que  puedan  tener  lugar  d  Un 
de  sustraerse  de  este  impuesto  causan  estado  y  sólo  son  recia- 
mobles  ante  el  Tribunal  contencioso  del  territorio. 

2.°     Que  este  recurso  ka  de  entablarse  por  los  interesados,  <>i 
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según  el  mismo  articulo  ya  citado ,  dentro  del  plazo  de  treinU 
dias,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación. 

3.°  Que  las  razones  de  que  «á  pesar  de  que  se  notificó  opor- 
tunamente al  interesado  la  orden  reclamada  no  la  consintió  sino 
que  doce  dias  después  reclamó  su  nulidad  ó  su  reforma  en  una 
parle  con  lo  que  se  interrumpió  el  plazo  que  concede  la  ley  para 
acceder  a  la  vía  contenciosa,  y  era  culpa  de  la  Administración 
sino  lo  hizo  asi  porque  no  resolvió  su  solicitud  en  tiempo  re- 
nunciando la  misma  oponerse  a  que  ejercitara  este  derecho,*  no 
son  aceptables  para  desvirtuar  el  precepto  terminante  de  la  ley 
sobre  el  plazo  en  que  puedan  entablarse  y  admitirse  las  deman- 
das contenciosas  sobre  esta  materia ,  porque  éste  es  fatal  como 
lo  exigen  los  intereses  de  la  Administración,  según  lo  ha  con- 
sagrado la  jurisprudencia ,  sin  que  contra  las  prescripciones  le- 
gales dadas  para  la  interposición  del  recurso  quepan  renuncias 
que  estos  no  permiten,  ni  aclaraciones  que  tío  establecen,  ni 
rodeos,  ni  subterfugios  de  ningún  género. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  pendientes  ante  la  Sala  en  grado  de  apelación ,  promo- 
vidos en  la  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona 
por  D.  Ramón  Petit  y  Ferrer,  representado  hoy  por  el  Procu- 
rador D.  Ángel  Calvo,  contra  la  Administración  general  del 
Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  interpuesta  por  el 
primero  de  la  sentencia  dictada  en  24  de  Diciembre  de  1873, 
por  la  cual  se  declaró  no  haber  lugar  á  admitir  la  demanda 
presentada  contra  el  fallo  de  la  Junta  administrativa  de  la 
provincial  que  mandó  darle  de  baja  en  la  contribución  indus- 
trial como  vendedor  al  por  menor  de  tejidos  de  lana ,  y  adi- 
cionarle en  la ,  matricula  como  comerciante ,  á  contar  desde 
1869  á  1870,  imponiéndole  además  un  recargo  en  pena  de  la 
falta  que  habia  cometido  ocultando  su  verdadera  industria, 
por  haber  acudido  extemporáneamente  á  la  vía  contenciosa: 

Resultando  que  en  15  de  Marzo  de  1872  D.  Luis  Santa 
María,  Aspirante  de  la  Administración  económica  de  Barcelo- 
na, se  constituyó  en  la  calle  de  Vigatan,  núm.  6,  con  objeto 
de  practicar  la  comprobación  administrativa  de  la  industria 
que  ejercía  D.  Ramón  Petit  en  dicho  local,  resultando  de  ella 
que  existían  como  unas  10  barricas  de  sal  sosa,  15  barriles  de 
cloruro  y  dos  de  sosa  cáustica,  resto  de  20  que  habia;  cuyos 
artículos  habia  importado  por  aquel  puerto  en  diferentes  fe- 
chas del  año,  y  los  vendía  á  los  fabricantes  de  Tarrasa  y  Sa- 
badell  en  cambio  de  géneros  tejidos  para  su  tienda  de  lacalle 
de  Platerías,  núm.  17,  cuyo  negocio  lo  venia  ejerciendo  desde 
el  mes  de  Enero  anterior,  permitiéndole  colocar  dichas  mer- 
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candas  en  aquel  local  D.  M.  García  y  compañía,  á  quien  per- 
tenecía : 

Resultando  que  formado  con  este  motivo  el  oportuno  ex- 
pediente, en  que  se  acreditaron  los  extremos  propuestos,  en  17 
de  Abril  de  1872  dictó  su  fallo  la  Junta  administrativa  de  la 
provincia  mandando  dar  de  baja  á  D.  Ramón  Petit,  á  contar 
del  año  de  1869  á  1870,  de  la  industria  de  vendedor  al  por 
menor  de  tejidos  de  lana  ó  estambre,  seda,  algodón,  etc.,  que 
figuraba  en  la  tarifa  1.*,  clase  2.a,  concepto  núm.  12,  con  la 
cuota  de  615  pesetas;  y  fuese  á  su  vez  adicionado  en  matrícula 
desde  igual  fecha  por  la  de  comerciante ,  la  cual  está  conti- 
nuada en  la  tarifa  2/,  concepto  núm.  2^-2.°,  con  1.750  pese- 
tas anuales,  abonándole  lo  que  tuviese  satisfecho  por  la  cuota 
inferior,  y  además  por  la  diferencia  que  resultaba  de  ésta  á 
la  mayor  que  le  correspondia  que  pagase  el  recargo  de  1.135 
pesetas  en  pena  de  la  falta  por  él  cometida,  ocultando  su 
verdadera  industria  en  perjuicio  de  los  intereses  del  Tesoro; 
advirtiéndole  que  en  el  caso  de  que  pretendiese  continuar 
ejerciendo  ambas  industrias,  como  entonces  lo  efectuaba,  en 
locales  separados,  debería  matricularse  de  nuevo  por  la  de 
vendedor  al  por  menor  de  tejidos: 

Resultando  que  la  anterior  resolución  se  notificó  á  D.  Ra- 
món Petit  en  10  de  Mayo  del  mismo  año,  la  cual  firmaron  dos 
testigos  por  negarse  él  á  hacerlo;  ad virtiéndole  que  podía 
apelar  por  la  vía  contencí oso-administrativa  ante  la  Audiencia 
dentro  del  término  de  treinta  dias,  á  contar  desde  aquel ,  de- 
positando previamente  en  la  Caja  del  Tesoro  el  importe  de  la 
cuota  y  recargos;  en  el  concepto  de  que  si  trascurrido  dicho 
plazo  no  hubiese  verificado  ni  lo  uno  ni  lo  otro,  y  siendo 
entonces  irrevocablemente  ejecutorio  el  expresado  fallo,  se 
procedería  sin  otro  aviso  por  la  vía  de  apremio  á  la  exacción 
de  la  cuota  y  recargos  impuestos;  más  habiendo  pedido  en  22 
de  Noviembre  que  se  dejase  sin  efecto  dicho  fallo,  se  le  hizo 
saber  no  tenia  competencia  la  Junta  para  ello,  pero  que  no 
se  oponía  á  que  fuese  oído  ante  la  Audiencia: 

Resultando  que  á  su  virtud  y  hecha  la  consignación  debi- 
da, presentó  ante  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  misma,  de- 
manda contencioso-administrativa  en  8  de  Febrero  de  1873, 
pidiendo  se  dejase  sin  efecto  la  resolución  administrativa  ano- 
tes expuesta,  declarando  que  no  constituye  la.  profesión  de 
comerciante  contribuible ,  al  tenor  de  la  tarifa  2.a,  concep- 
to 22-2.°,  los  actos  practicados  por  él,  ó  que  en  otro  paso  se 
redujese  la  multa  y  recargos  impuestos  á  la  fecha  en  que  re- 
sultara haber  practicado  aquellos  actos;  exponiendp  para  ello 
los  argumentos  que  juzgó  oportunos: 
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Resultando  que  unido  el  expediente  gubernativo  y  dádose 
vista  al  Ministerio  fiscal,  se  opuso  á  la  admisión  de  la  de- 
manda como  presentada  fuera  de  término ;  y  procedido  á  la 
vista  pública  de  los  autos ,  se  dictó  ¿bntencia  en  24  de  Di- 
ciembre del  propio  año  declarando  no  haber  lugar  á  admitir 
la  demanda  como  presentada  extemporáneamente: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal  Supre- 
mo á  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  p.  Ramón  Petit, 
la  ha  mejorado ,  representado  por  el  Procurador  D.  Ángel 
Calvo,  á  quien  se  tuvo  por  parte,  pidiendo  se  revoque  la  pro- 
videncia apelada,  declarando  admitida  la  demanda  interpuesta 
contra  el  fallo  de  la  Junta  administrativa ,  fundado  en  que  á 

Í>esar  de  que  se  le-notificó  éste  en  10  de  Marzo  de  1872,  no 
o  consintió,  sino  que  doce  dias  después  reclamó  su  nulidad 
ó  su  reforma  em  una  parte,  con  lo  que  se  interrumpió  el  plazo 
que  concede  la  ley  para  acudir  k  la  vía  contenciosa,  y  era 
culpa  de  la  Administración  si  no  lo  hizo  asi,  porque  no  resol- 
vió su  solicitud  en  tiempo,  renunciando  la  misma  á  oponerse 
k  que  ejercitara  este  derecho; 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  al 
anterior  recurso  pretendiendo  se  confirme  la  sentencia  apela- 
da, apoyado  en  que  la  ley  declara  que  la  resolución  de  la 
Junta  administrativa  causa  estado  y  es  final  en  la  via  guber- 
nativa, no  autorizando  ya  en  ella  ningún  otro  recurso;  y  que 
el  interesado  no  hizo  uso  del  derecho  que  tenia  para  acudir  á 
la  vía  contenciosa  dentro  del  término  de  treinta  dias,  confor- 
me á  lo  dispuesto  en  el  art.  141  del  reglamento  de  20  de 
Marzo  de  1870,  el  cual  era  fatal  é  improrogable,  como  lo  son 
hasta  ahora  todos  aquellos  que  se  conceden  para  recurrir  á 
la  via  contenciosa  en  contra  de  las  resoluciones  administrati- 
vas, citando  además  varias  Reales  órdenes  que  robustecían 
sus  asertos. 

Vistos  ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D,  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que,  según  el  art.  141  del  reglamento  de  20 
de  Marzo  de  1870,  sobre  contribución  industrial,  las  resolu- 
ciones de  las  Juntas  administrativas  establecidas  en  las  pro- 
vincias para  decidir  respecto  de  las  ocultaciones  que  puedan 
tener  lugar  k  fin  de  sustraerse  de  este  impuesto  causan  estado 
y  sólo  son  reclamables  ante  el  Tribunal  contencioso  del  ter- 
ritorio: 

Considerando  que  este  Tecurso  ha  de  entablarse  por  los 
interesados,  según  el  mismo  articulo  ya  citado,  dentro  del 
plazo  de  treinta  dias,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la  no- 
tificación: 
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Considerando  que  sin  embargo  el  apelante  D.  Ramón  Petit, 
apartándose  de  las  prescripciones  legales  referidas,  inició  una 
reclamación  meramente  administrativa,  que  era  á  todas  luces 
improcedente,  y  que  como  tal  ningún  efecto  legal  podia  pro- 
ducir: 

Considerando  que  cuando  entabló  el  recurso  contencioso, 
\faico  qiie  debió  interponer,  lo  hizo  ya  fuera  de  tiempo,  puesto 
que  habían  pasado  con  exceso  los  treinta  dias  dentro  de  los 
cuales  tenia  necesidad  de  hacerlo ,  por  lo  cual  la  Audiencia 
de  Barcelona  ha  cumplido  con  su 'deber  no  admitiendo  la 
demanda: 

Y  considerando  que  no  son  aceptables  las  razones  emitidas 
en  esta  segunda  instancia  para  desvirtuar  el  precepto  termi- 
nante de  la  ley  sobre  el  plazo  en  que  pueden  entablarse  y 
admitirse  las  demandas  contenciosas  sobre  esta  materia ,  por- 
que éste  es  fatal  como  lo  exigen  los  intereses  de  la  Adminis- 
tración, según  lo  ha  consagrado  la  jurisprudencia,  sin  que 
contra  las  prescripciones  legales  dadas  para  la  interposición 
del  recurso  quepan  renuncias  que  estos  no  permiten,  ni  acla- 
raciones que  no  establecen,  ni  rodeos  ni  subterfugios  de  nin- 
gún género; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sen- 
tencia apelada. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  los  autos  ori- 
ginales á  la  Sala  sentenciadora  por  el  conducto  prevenido  y 
con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.  =*  Juan  González  Acevedo.=Juan  Jiménez  Cuenca.  = 
Manuel  León.  =  Ignacio  Vieites.  =»  Francisco  Armesto.  =  Luis 
Vázquez  Mondragon.=Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca^  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  5  de 
Noviembre  de  1874.  =* Enrique  Medina. 
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Núm.  53. 


ÚNICA  INSTANCIA. 


Abono  de  años  de  servicio  para  la  clasificación  de  un  em- 
pleado.—Sentencia  dé  5  de  Noviembre,  absolviendo  á  la 
Administración  general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta 
por  D.  Antonio  Sierra  y  Sotillo  contra  la  orden  del  Gobierno 
de  la  República  de  5  de  Abril  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  con  arreglo  a  la  Ley  de  presupuestos  de  26  de  Mayo 
de  1835,  sólo  son  abonables  en  las  clasificaciones  para  la  re- 
gulación de  derecJios  pasivos  a  los  empleados  civiles  los  ser- 
vicios efectivos  prestados  en  deslinos  de  Real  nombramiento  ó 
de  las  Cortes,  a  no  ser  que  por  leyes  ó  disposiciones  de  carácter 
general  se  determinen  otros  abonos  de  tiempo. 

2.°  Que  el  Gobierno ,  en  uso  de  sus  facultades  discrecionales, 
puede  acordar  cuando  lo  tenga  por  conveniente  y  sin  expresión 
de  causa  la  separación  ó  cesantía  de  los  funcionarios  públicos 
que  sirvan  destinos  no  obtenidos  por  oposición,  ó  en  los  que  no 
tenga  declarada  la  inamovilidad. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Noviembre  de  1874,  en  el 
pleito  contencioso-administrativo  seguido  en  este  Tribunal  Su- 
premo en  primera  y  única  instancia  entre  D.  Antonio  Sierra  y 
en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Ernesto  Ayllon,  y  en  último 
estado  por  el  de  igual  clase  D.  Ángel  Ramón  Herrero,  y  la 
Administración  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal, 
sobre  revocación  de  la  orden  de  5  de  Abril  de  1873,  que  le 
denegó  el  abono  de  dos  años  para  la  clasificación  de  sus  de- 
rechos pasivos: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  29  de  Setiembre  de  1845 
se  declaró  vacante  la  plaza  que  D.  Antonio  Sierra  desempe- 
ñaba de  Oficial  de  la  clase  de  quintos  de  la  Contaduría  general 
del  Reino  por  no  haberse  presentado  á  desempeñarla  concluida 
la  licencia  que  se  le  concedió,  y  por  hallarse  preso  y  encau- 
sado, disponiendo  que  se  proveyese  y  aguardase  al  resultado 
de  la  causa  para  fijar  su  suerte  respecto  á  los  derechos  de  ce- 
santía: 

Resultando  que  por  otra  Real  orden  de  26  de  Octubre  si- 
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guíente  se  dispuso  que  á  dicho  interesado  se  le  considerase 
cesante  del  referido  destino  con  el  goce  del  sueldo  que  por 
clasificación  le  correspondiese: 

Resultando  que  procesado  con  otros  por  el  delito  de  sedi- 
ción á  individuos  de  la  guarnición  para  subvertir  el  orden 
público,  fué  absuelto  libremente  y  puesto  en  libertad  por  sen- 
tencia pronunciada  por  el  Consejo  de  guerra  de  Oficiales  ge- 
nerales en  8  de  Agosto  de  1846,  sin  que  la  formación  de  esta 
causa  le  perjudicase  en  su  buena  reputación  y  fama,  ni  en  los 
adelantos  de  su  carrera: 

Resultando  que  rehabilitado  Sierra  por  el  anterior  fallo, 
fundado  en  él  y  en  los  antecedentes  expuestos ,  en  23  de  Di- 
ciembre de  1872  acudió  al  Ministro  de  Hacienda  manifestando 
que  declarado  cesante  en  Julio  de  dicho  año,  habia  pedido  al 
Tribunal  de  Clases  pasivas  que  se  le  clasificase  para  poder  ob- 
tener los  haberes  que  le  correspondían;  pero  que  para  que 
tuviera  efecto  consideraba  necesario  que  se  le  aumentasen  dos 
años  que  indebidamente  estuvo  cesante  con  el  predicho  mo- 
tivo, y  por  lo  tanto  pedia  que  para  los  efectos  de  la  clasifica- 
ción se  le  abonasen  dichos  dos  años  de  servicio,  mandando  al 
Tribunal  de  Clases  pasivas  que  le  acreditase  este  tiempo: 

Resultando  que  este  Tribunal  informó  que  no  pudiendo  com- 
prender en  la  clasificación  de  Sierra  los  servicios  que  pretende 
por  no  existir  ninguna  disposición  legal  que  así  lo  determine, 
de  conformidad  con  el  Ministerio  fiscal,  á  quien  habia  oido, 
devolvía  su  instancia  para  que  se  acordase  lo  que  fuera  con- 
veniente; y  que  oidos  el  Negociado  y  la  Sección  de  Letrados, 
que  opinaron  én  sentido  adverso  al  recurrente,  el  Gobierno  de 
la  República  por  orden  de  5  de  Abril  de  1873  desestimó  la  so- 
licitud de  D.  Antonio  Sierra  y  declaró  que  no  tenia  derecho 
al  abono  en  su  clasificación  del  tiempo  que  pretende: 

Resultando  que  comunicado  este  acuerdo  al  interesado,  in- 
terpuso apelación  del  mismo  para  ante  este  Tribunal  Supremo 
en  3  de  Julio  siguiente;  y  recibido  el  recurso  con  sus  antece- 
dentes, presentó  demanda  en  13  de  Setiembre  de  dicho  año 
impugnando  la  disposición  de  5  de  Abril  referida  y  pidiendo 
su  revocación,  así  como  que  se  declare  en  definitiva  que  en 
mérito  4  la  letra  y  espíritu  de  la  ejecutoria  que  obtuvo  del 
Consejo  de  guerra,  como  débil  recompensa  y  mezquina  indem- 
nización &  los  continuados  perjuicios  é  irreparables  quebrantos 
que  experimentó  de  una  manera  inmotivada,  que  se  le  abonen 
los  dos  años  que  pretende  para  la  clasificación  de  sus  derechos 
pasivos ,  fundándose  en  el  principio  inconcuso  de  que  siempre 
que  se  ocasiona  perjuicio  ó  se  irroga  un  daño,  procede  la  re- 
paración en  el  momento  de  comprobarse  la  falsedad  de  los  mo- 
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fivoa  que  le  causaron:  que  no  puede  prevalecer  el  silencio  de 
lu  I<*y,  «orno  supone  el  Gobierno  para  denegarle  el  abono  de 
imom  dos  años,  cuando  subsisten  en  contrario  resoluciones  en 
i' I  mismo  asunto  dadas  en  favor  precisamente  de  los  demás 
individuos  que  con  él  fueron  separados  y  sometidos  á  sumaria 
por  el  delito  de  sedición:  que  aunque  no  pudieran  invocarsse 
decisiones  de  esa  clase ,  la  misma  ejecutoría  facilita  conclu- 
siones legales  suficientes  para  defender  la  procedencia  de  su 
pretensión,  toda  vez  que  la  resolución  impugnada  le  infiere 
perjuicio  en  su  carrera;  y  que  si  bien  el  Ministro  pudo  sepa- 
rarle del  cargo  que  desempeñaba  en  la  Contaduría  general  del 
Reino,  al  motivarla  traia  por  consecuencia* necesaria  su  repo- 
sición ó  abono  del  tiempo  que  permaneciese  en  ese  estado  en 
el  momento  mismo  que  se  comprobase  la  falsedad  de  los  he- 
chos que  aquella  habia  apoyado,  como  así  tuvo  lugar  en  el 
caso  que  nos  ocupa: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
&  la  Administración  de  la  demanda,  alegando  que,  por  más  que 
fuera  injustificada  la  causa  que  motivó  la  separación  de  Sierra, 
ora  lo  cierto  que  no  sirvió  los  dos  años  cuyo  abono  reclamaba, 
y  no  hay  términos  hábiles  para  pretender  que  sirvan  de  base 
á  la  obtención  de  derechos  pasivos,  servicios  que  no  se  "han 
prestado:  que  el  Gobierno  en  uso  de  sus  facultades  discrecio- 
nales, pudo  dejarle  cesante  sin  expresar  causa  alguna,  mucho 
más  alegándola ,  aunque  no  fuese  exacta:  que  de  todos  modos 
hixo  uso  de  sus  atribuciones,  que  no  pueden  ser  discutidas  en 
la  via  contenciosa:  que  la  demanda  además  ha  sido  entablada 
fuera  del  termino,  porque  siendo  la  orden  reclamada  de  5  de 
Abril  de  1873  y  aquella  presentada  en  13  de  Setiembre,  aun 
cuando  no  aparece  que  se  le  notificó  dicha  disposición,  debió 
serlo  antes  de  3  de  Julio  en  que  acudió  al  Ministro  anunciando 
la  vm  contenciosa,  y  por  lo  .tanto  ha  sido  pasado  con  exceso 
el  plaro  de  dos  meses  señalado  en  el  decreto  de  28  de  Diciem- 
bre do  1849.  no  siendo  el  Ministro  ante  quien  deben  deducirse 
las  demandas,  sino  ante  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  sustituido  el  Licenciado  D.  Ernesto  Ayllon 
por  el  de  igual  clase  l>.  Ángel  Ramón  Herrero,  se  le  tuvo  por 
parte,  en  representación  de  Sierra,  dándosele  la  debida  ins- 
l  ruco  ion  de  los  autos* 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Maaristrado  D.  Pascual  Bayarri. 

Considerando  que%  con  arreglo  á  la  Ley  de  presupuestos 
de  W  de  Mayo  de  l$3\  solo  son  abonables  en  las  clasifica- 
ciones ^am  la  regulación  de  derechos  yusivas  i  los  emplea- 
dos cmies  los  ^rvtcuviteftvtmv»  preñados  en  destinos  de  Real 
nombramiento  o  de  las  Cortea»  a  no  ser  que  por  leyes  ó  dispo- 
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sicioues  de  carácter  general  se  determinen  otros  abonos  de 
tiempo: 

Considerando  que  el  Gobierno,  en  uso  de  sus  facultades 
discrecionales,  puede  acordar  cuando  lo  tenga  por  conveniente 
y  sin  expresión  de  causa  la  separación  ó  cesantía  de  los  fun- 
cionarios públicos  que  sirvan  destinos  no  obtenidos  por  oposi- 
ción, ó  en  los  que  no  tengan  declarada  la  inamovilidad ,  y  á 
estas  clases  no  pertenece  el  de  Oficial  quinto  de  la  Contaduría 
general  de  Valores  que  desempeñaba  I).  Antonio  Sierra,  y  del 
que  fué  declarado  cesante  por  Real  orden  de  26  de  Octubre 
de  1845: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  haber  sido  el  intere- 
sado absuelto  libremente  y  con  los  pronunciamientos  de  que 
la  causa  que  se  le  formó  por  el  Consejo  de  guerra  en  el  año 
de  1845  no  perjudicase  á  su  buena  reputación  y  fama  no  es 
bastante  para  que  le  sea  reconocido  en  su  clasificación  el  tiempo 
que  pretende,  el  cual  es  posterior  al  acto  de  la  declaración  de 
cesantía  del  expresado  destino: 

Y  considerando  que  no  tratándose  en  el  caso  actual  de  ser- 
vicios realmente  prestados  en  el  destino  de  que  fué  separado 
el  demandante,  y  no  invocándose  por  el  mismo  ley  alguna  es- 
pecial declaratoria  de  abonos  de  tiempo  que  no. lo  hubiese  des- 
empeñado; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Antonio 
Sierra  y  Sotillo,  y  declaramos  firme  y  subsistente  la  orden  del 
Gobierno  de  la  República  de  5  de  Abril  de  1873,  que  denegó 
el  abono  en  su  clasificación  del  tiempo  que  pretende. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta 
oficial  y  se  insertará  en  la.  Colección  legislativa,  sacándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.:*=José  M#ría  Herreros  de  Tejada. =Pascual 
Bayarri.= Ignacio  Vieites.=Luis  Vázquez  Mondragon.= Diego 
Fernandez  Cano.  =  Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Pascual  Bayarri,  Magistrado  de  la  Sala  ter- 
cera de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  5  de  Noviembre  de  1874.  =  Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 
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NÓM.    54. 

ÚNICA  INSTANCIA 


Ahono  dk  intkresks  por  mora  en  el  pago  de  cierto  crédito 
contra  kl  Kstado. — Sentencia  de  6  de  Noviembre,  absol- 
viendo á  la  Administración  general  del  Estado  de  )a  deman- 
da interpuesta  por  D.  Ramón  Taraneo  y  Vivanco  contra  la 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  13  de  Oc- 
tubre de  1873. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  jurisprudencia  establecida  por  repetidos  fallos  del 
Consejo  de  listado  y  del  Tribunal  Supremo,  la  Administración, 
pública  no  viene  obligada  al  abono  de  intereses  de  capitales  pie 
deba  entregar  sino  en  los  casos  taxativamente  marcados  en  las 
disposiciones  legales,  entre  los  que  se  cgmprende  el  de  haberse  es- 
tipulado  expresamente. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Noviembre  de  1874,  en  el 
pleito  contencioso-administrativo ,  que  ante  Nos  pende,  en 
primera  y  ünica  instancia  entre  D.  Ramón  Taranco  y  Vivanco, 
y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Vicente  Hernández  de  la  Rúa, 
y  la  Administración  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio 
fiscal,  sobre  oue  se  revoque  la  órdeu  de  13  de  Octubre  de  1873, 

Sor  la  que  se  le  negro  el  abono  de  intereses  por  mora  en  el  pago 
e  cierto  crédito  contra  el  Estado: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  12  de  Agosto  de  1872 
el  Ministro  de  Fomento  para  dar  solución  al  expediente  de  la 
carretera  de  Villasante  á  Laredo ,  cumpliendo  la  sentencia  de 
este  Tribunal  Supremo  de  3  de  Febrero  d«  1871  sobre  la  re- 
clamación hecha  en  aquel  litigio  por  los  accionistas  del  citado 
camino,  y  en  vista  del  dictamen  emitido  por  las  Secciones  de 
(Gobernación  y  Fomento,  Hacieuda  y  Ultramar  del  Consejo  de 
Kstado,  dispuso:  primero,  que  por  el  Ingeniero  Jefe  de  la  pro- 
vincia de  Santanaer ,  de  acuerdo  ó  con  la  intervención  de  la 
Junta  de  Laredo,  se  redactara  la  diligencia  de  la  valoración 
del  camino  de  Villasaute  á  este  punto:  segundo,  que  se  pasaje 
el  expediente  del  camino  de  que  se  trata  á  la  Ordenación  de 
l'agos  por  obligaciones  de  Fomento  para  que  con  presencia  de 
todos  los  antecedentes,  y  tomando  como  época  en  que  debían 
quedar  amortíaadas  las  accione^  el  fin  del  año  económico  ú!- 
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timo  de  1872,  formara  la  liquidación  de  lo  que  se  adeudase  á 
los  accionistas,  teniendo  en  cuenta  las  cantidades  satisfechas 
por  la  Junta  á  fin  de  fque,  después  de  seguir  la  liquidación  los 
trámites  reglamentarios,  se  reconociera  á  aquellos  el  crédito 
correspondiente:  tercero,  que  aprobada  que  fuese  la  liquida- 
ción á  que  se  refiere  la  disposición  anterior  y  la  valoración 
que  se  expresa  en  la  primera,  se  incautase  el  Estado  del  ca- 
mino por  medio  de  un  proyecto  de  ley  que  el  Gobierno  pre- 
sentase á  las  Cortes:  cuarto,  que  por  medio  de  otro  proyecto 
de  ley  se  incluyera,  cuando  llegara  el  caso,  en  el  presupuesto 
de  gastos  del  Estado  el  crédito  necesario  para  pagar  á  los 
accionistas,  el  que  se  les  reconocía  por  la  disposición  2.a,  es- 
pecificándose con  separación  el  importe  del  camino  y  la  can- 
tidad de  que  el  Estado  había  de  reintegrarse  con  los  fondos 
que  la  Junta  recaudase ;  y  quinto ,  que  se  pasara  después  el 
expediente  al  Ministerio  de  Hacienda,  dando  de  ello  conoci- 
miento al  de  la  Gobernación  á  fin  de  que  en  lo  sucesivo  de- 
penda de  ellos  la  Junta  de  Laredo ,  y  arreglar  de  la  manera 
más  conveniente  la  recaudación  de  arbitrios  y  portazgos,  y 
la  realización  de  los  créditos  pendientes  y  su  distribución  entre 
el  Estado  y  los  demás  acreedores  de  aquella: 

Resultando  que  otra  Real  orden  de  20  de  Setiembre  del 
mismo  año,  en  vista  de  lo  manifestado  por  la  Ordenación  res- 
pecto de  obligaciones  del  Ministerio  de  Fomento  ala  Dirección 
de  Obras  públicas,  dispuso  que  para  los  efectos  de  la  sentencia 
de  este  Tribunal  Supremo  antes  citada  en  la  reclamación  de 
los  accionistas  de  Villasante  á  Laredo  se  considere  como  in- 
solvente á  dicha  Junta,  fundándose  en  que  los  créditos  que 
cita  son  irrealizables  unos  y  otros  los  ha  de  pagjr  el  Estado; 
y  que  teniendo  en  cuenta  los  recursos  reales  y  efectivos  de 
aquella,  puede  asegurarse  que  son  muy  pequeños: 

Resultando  que  formada  por  la  Ordenación  de  Pagos  la  li- 
quidación de  lo  que  se  adeudaba  á  los  accionistas  de  dicho 
camino ,  la  cual  encontrcWsonforme  el  Negociado  de  Contabi- 
lidad en  su  parte  aritmética,  el  Ministro  de  Fomento  por  Real 
orden  de  20  de  Noviembre  del  repetido  año  de  1872  dispuso 
que  se  hiciese  la  declaración  de  naber  quedado  amortizadas 
las  acciones  del  expresado  camino  en  30  de  Junio  del  referido 
año:  que  se  reconociese  á  favor  de  los  accionistas  el  crédito 
de  717.700  pesetas  á  que  asciende  la  liquidación  importe  de 
las  acciones  y  de  los  intereses  no  satisfechos  hasta  la  fecha 
mencionada,  cuyo  crédito  se  incluiría  en  el  presupuesto  de 
gastos  del  Estado  cuando  estuviese  aprobada  la  valoración  del 
camino,  según  dispone  la  Real  orden  de  12  de  Agosto  citada; 
y  que  se  reclamara  del  Ingeniero  Jefe  de  Santander  la  valo- 
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ración  referida,  encareciéndole  la  urgencia  del  servicio,  y  del 
Gobernador  de  aquella  provincia  una  relación  de  las  canti- 
dades que  la  Junta  de  Laredo  había  de  tener  disponibles  para 
atender  al  pago  de  los  intereses  y  de  la  amortización  de  las 
acciones: 

Resultando  que,  en  vista  de  las  dificultades  que  expuso  el 
Ingeniero  existían  para  hacer  la  valoración  del  mencionado 
camino,  se  dispuso  asimismo  por  otra  Real  orden  ele  12  de 
Diciembre  de  1872  que  para  los  efectos  de  la  de  12  de  Agosto 
y  20  de  Noviembre  ya  explicadas  se  tomase  en  cuenta  como 
valoración  de  aquel  1.529.602  rs. ,  consignándose  por  conse- 
cuencia que  de  las  717.700  pesetas  á  que  asciende  el  crédito 
reconocido  á  los  accionistas,  una  parte  igual  á  aquella  canti- 
dad, ó  sean  382.400  pesetas,  es  el  importe  del  camino  que  ad- 
quiere el  Estado,  y  la  diferencia  de  335.299  pesetas  50  cénti- 
mos la  cantidad  de  que  debe  reintegrarse  el  Estado  de  los 
fondos  que  la  Junta  de  Laredo  recaude: 

Resultando  que  comprendida  en  el  presupuesto  general  de 
gastos  aprobado  por  la  Asamblea  Nacional  para  el  año  econó- 
mico de  1872  á  1873  la  partida  que  constituye  el  crédito  re- 
conocido á  los  accionistas  por  la  amortización  de  acciones  y 
réditos  adeudados,  se  mandó  á  la  Ordenación  de  Pagos  por 
Real  orden  de  30  de  Marzo  dé  1873,  de  conformidad  con  lo 
propuesto  por  la  Dirección,  que  expidiese  á  favor  de  dichos 
interesados  el  correspondiente  libramiento,  y  que  se  anulasen 
las  accioneá  que  existían  depositadas  en  su  poder;  determi- 
nándose por  el  mismo  centro  directivo ,  de  conformidad  con 
el  dictamen  emitido  por  la  Intervención,  elevaí  el  expediente 
con  todos  sijs  antecedentes  al  Ministro  de  Hacienda  en  con- 
sulta de  algunas  dudas  ocurridas  respecto  de  la  declaración 
de  insolvencia  de  la  Junta  de  carreteras  de  Laredo,  y  sobre  la 
forma  de  verificar  el  pago ,  así  como  para  que  se  sometieran 
al  bastanteo  de  la  Sección  de  Letrados  de  aquel  departamento 
los  documentos  que  acreditaban  el  ^recho  de  los  actuales  po- 
seedores de  las  acciones  y  el  de  apoderamiento  de  sus  repre- 
sentantes : 

Resultando  que  en  su  vista  D.  Ramón  Taranco,  por  sí  y  en 
nombre  de  los  demás  accionistas  de  aquel  camino ,  en  16  de 
Junio  de  1873  acudió  al  Ministro  de  Fomento  pidiendo  que  se 
hiciese  saber  á  dicho  Ordenador  la  extralimitacion  de  deberes 
en  que  incurría,  mandándole  al  propio  tiempo  que  expidiese, 
como  estaba  obligado  á  hacerlo ,  los  mandamientos  de  pago: 

Resultando  que  exigido  á  dicho  Ordenador  que  manifestase 
las  dificultades  que  se  oponían  al  cumplimiento  de  las  órde- 
nes dictadas  en  el  asunto,  insistió  en  lo  que  anteriormente  se 
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ha  dicho ;  añadiendo  únicamente  que  la  remisión  del  expe- 
diente se  hizo  por  conducto  de  la  Dirección  general  de  Con- 
tabilidad en  11  de  Junio  citado,  y  que  tan  luego  como  fuera 
devuelto  se  cumplimentarían  las  órdenes  de  pago : 

Resultando  que  el  Gobierno  de  la  República  por  orden  de 
10  de  Julio  siguiente  resolvió  que  se  significase  al  Ministro 
de  Fomento  la  conveniencia  y  necesidad  de  que  se  sirviese 
acordar  lo  procedente  para  que,  así  como  se  ha  cumplido  la 
resolución  ae  12  de  Agosto  en  cuanto  á  dicho  crédito,  lo  sean 
igualmente  todas  sus  demás  prevenciones  á  fin  de  que  puedan 
realizarse  la  recaudación  de  los  arbitrios  y  portazgos  afectos 
al  camino,  y  hacerse  efectivos  los  créditos  que  resulten  á  favor 
de  la  Junta  de  Laredo: 

Resultando  que  en  este  estado  las  cosas,  el  interesado  Ta- 
ranco ,  por  sí  y  en  la  representación  expresada ,  acudió  al 
Ministro  de  Fomento  en  4  de  Agosto  de  1873  manifestándole 
que  se  habían  expedido  los  libramientos  á  los  accionistas  en 
31  de  Julio  de  este  año  contra  la  Tesorería  Central  para  que 
procurasen  realizarlos  según  lo  permita  la  penuria  del  Tesoro; 
pero  que  como  eran  de  fecha  posterior  en  trece  meses  á  la 
declaración  de  quedar  amortizadas  las  acciones,  esta  tardanza 
no  era  imputable  á  aquellos ,  por  cuya  razón  se  estaba  en  el 
caso  de  abonarles  los  intereses  de  la  demora;  concluyendo 
con  la  solicitud  de  que  se  les  pagasen  los  correspondientes  á 
dichos  trece  meses  sobre  las  717.700  pesetas  reconocidas  y 
mandadas  satisfacer;  y  que  habiendo  manifestado  el  Ministro 
de  Fomento  al  de  Hacienda  en  12  del  mismo  Agosto  que  todas 
las  disposiciones  referidas  se  hallaban  ya  cumplidas,  el  Go- 
bierno de  la  República  en  13  de  Octubre  del  mismo  año,  de 
acuerdo  con  lo  propuesto  por  la  Dirección,  y  de  conformidad 
con  lo  informado  por  la  Ordenación  de  Pagos  por  obligacio- 
nes de  Fomento,  desestimó  la  solicitud  de  D.  Ramón  Taranco, 
por  sí  y  en  representación  de  los  demás  accionistas  del  camino 
de  Villasante  ú  Laredo,  todt^vez  que  no  ha  habido  demora  en. 
la  resolución  del  expediente,  y  que  tampoco  ha  existido  lapso 
de  tiempo  apreciable  entre  las  últimas  diligencias  y  la  expe- 
dición de  libramientos ,  y  porque  para  tener  derecho  á  inte- 
reses por  retraso  en  el  pago  de  aquellos  seria  preciso  que  es- 
tuviese previamente  pactado,  como  sucede  en  las  contratas 
actuales  de  Obras  públicas: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Vicente  Hernández  de  la 
Rúa,  en  representación  de  D.  Ramón  Taranco  y  Vivanco,  en 
11  de  Noviembre  de  1873  entabló  ante  este  Tribunal  Supremo 
demanda,  que  después  reprodujo,  pretendiendo  que  en  defini- 
tiva se  acuerde  la  revocación  de  la  orden  de  13  de  Octubre 
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anterior,  declarando  procedente  el  abono  del  interés  del  6 
por  100  sobre  el  capital  reconocido  &  los  accionistas  del  ca- 
mino de  Villasante  á  Laredo  desde  que  fueron  declaradas 
amortizadas  sus  acciones  en  30  de  Junio  de  1872 ,  según  lo 
solicitado  en  la  exposición  de  4  de  Agosto  de  1873,  fundán- 
dose en  que  al  acordarse  la  liquidación  de  las  acciones  y  sus 
intereses  vencidos  y  la  amortización  de  aquellas  se  subrogó 
el  capital  en  su  lugar  ínterin  que  fuese  satisfecho;  y  por  con- 
siguiente á  la  manera  que  las  acciones  devengaban  intereses, 
del  mismo  modo  y  por  razón  del  contrato  tiene  que  deven- 
garle el  capital  que  las  representa  desde  la  fecha  de  su  amor- 
tización: que  establecido  que  el  deudor  tiene  que  abonar  al 
Estado  el  6  por  100  de  interés  anual  desde  que  incurre  en 
mora ,  por  identidad  de  causa  debe  satisfacerle  el  Estado  al 
acreedor  cuando  sin  culpa  de  éste  incurre  en  ella;  y  que  pro- 
cediendo el  crédito  reconocido  á  los  accionistas  del  camino 
referido  de  contrato  de  Obras  públicas,  se  hallan  compren- 
didos en  el  art.  39  de  las  condiciones  generales  para  estas 
contratas,  y  de  la  Real  orden  de  30  de  Setiembre  de  1865: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  la  confirmación 
de  la  orden  impugnada  y  que  se  absuelva  á  la  Administra- 
ción de  la  precitada  demanda,  fundándose  en  que  es  inexacto 
que  la  Administración  haya  incurrido  en  mora  y  que  la  Real 
orden  de  12  de  Agosto  de  1872  declarase  amortizadas  las 
acciones  ni  reconociese  crédito  alguno  á  favor  de  los  accio- 
nistas, como  se  supone  en  la  instancia  de  4  de  Agosto:  que  la 
orden  que  hizo  aquella  declaración  aprobó  la  liquidación  y 
reconoció  á  los  accionistas  el  crédito  ya  referido  fué  la  de  2u 
de  Noviembre  siguiente,  la  cual,  consentida  como  las  demás 
por  aquellos,  dispuso,  como  lo  habia  hecho  ya  la  de  12  de 
Agosto ,  que  el  crédito  se  incluiría  en  el  presupuesto  de  gas- 
tos cuando  estuviese  aprobada  la  valoración:  que  admitido 
esto  por  los  accionistas,  no  podían  exigir  el  pago  sin  que  tal 
valoración  se  hubiese  verificado ;#5¡endo  incuestionable  que  la 
Administración,  lejos  de  haber  demorado  el  abono,  ha  aten- 
dido con  preferencia  al  beneficio  de  aquellos,  toda  vez  que  sin 
venir  obligada  ha  aceptado  la  valoración  que  se  dio  á  las  obras 
en  1841  para  zanjar  las  dificultades  que  ofrecía  hacerla  ahora 
después  del  tiempo  trascurrido:  que  hasta  que  el  presupuesto 
general  de  gastos  del  Estado  para  el  año  económico  de  1872 
á  1873  fué  aprobado,  era  legalmente  imposible  reintegrará 
los  accionistas  ni  entregarles  los  libramientos,  porque  no  habia 
crédito  con  que  satisfacerlos:  que  el  lapso  de  tiempo  desde 
el  28  de  Febrero  de  1873,  en  que  la  Asamblea  Nacional  aproW» 
los  presupuestos,  hasta  el  30  de  Marzo,  en  que  se  mandó  ex- 
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pedir  los  libramientos,  es  insignificante,  y  el  que  medió  desde 
esta  fecha  hasta  el  31  de  Julio  que  los  libramientos  se  expi- 
dieron no  puede  apreciarse  como  demora,  porque  se  invirtió 
en  el  cumplimiento  de  formalidades  indispensables  en  el  orden 
gubernativo,  como  la  consulta  á  Hacienda  y  el  bastanteo  de 
poderes  para  la  Sección  de  Letrados:  que  conforme  á  la  juris- 
prudencia establecida  sin  la  menor  contradicción  hasta  ahora, 
el  Estado  no  abona  réditos  sino  en  los  casos  en  que  expresa- 
mente se  estipulan,  sucediendo  lo  contrario  en  los  contratos 
de  obras  públicas  cuando  se  han  celebrado  con  arreglo  á  las 
prescripciones  de  la  legislación  moderna  y  por  ellas  se  rigen; 
y  que  aunque  así  no  fuese,  no  eran  aplicables  al  caso  actual 
ni  al  art.  39  del  pliego  de  condiciones  generales  de  1861,  que 
se  refiere  á  otros  muy  diversos,  ni  la  Real  orden  de  30  de  Se- 
tiembre de  1865,  porque  aquel  artículo  se  contrae  á  las  cer- 
tificaciones mensuales  de  obras  y  no  á  los  libramientos  que  se 
expiden  en  virtud  de  liquidación  definitiva;  y  porque  en  úl- 
timo término,  si  los  libramientos  no  se  expidieron  antes,  fué, 
como  ya  se  ha  dicho,  por  no  haber  capítulo  en  el  presupuesto 
al  cual  pudieran  cargarse,  ni  cré'dito  legislativo  para  satisfa- 
cerlos. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada. 

Considerando  que,  según  jurisprudencia  establecida  por 
repetidos  fallos  del  Consejo  de  Estado  y  de  este  Supremo  Tri- 
bunal, la  Administración  pública  no  viene  obligada  al  abono 
de  intereses  de  capitales  que  deba  entregar  sino  en  los  casos 
taxativamente  marcados  en  las  disposiciones  legales,  entre  los 
que  se  comprende  el  de  haberse  estipulado  expresamente: 

Considerando  que  en  el  contrato  de  que  en  este  pleito  se 
trata,  consignado  en  escritura  de  22  de  Noviembre  de  1833, 
ni  en  sentencias,  órdenes  y  demás  actos  posteriores  que  sobre 
su  cumplimiento  han  mediado,  resulta  ninguna  cláusula,  con- 
venio ni  resolución  que  obliguen  al  Estado  al  pago  de  los  in- 
tereses que  por  la  demanda  se  reclaman: 

Considerando  que  la  declaración  de  quedar  amortizadas  las 
acciones  emitidas  para  obtener  fondos  con  que  atender  á  los 
gastos  de  construcción  de  la  carretera  de  Villasante  á  Laredo 
se  hizo  en  Real  orden  de  20  de  Noviembre  de  1872,  por  la  que 
se  aprobó  la  liquidación  final  del  crédito  de  los  contratistas 
y  accionistas,  que  la  consintieron  y  nada  contra  ella  reclama- 
ron dentro  del  plazo  señalado  en  las  disposiciones  legales  vi- 
gentes, quedando  por  ello  firme  é  irrevocable: 

Considerando  que  declarada  erí  dicha  Real  orden  la  expre- 
sada amortización,  á  contar  desde  fin  de  Junio  de  aquel  año, 
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y  por  consecuencia  que  no  devengaban  desde  esa  fecha  inte- 
reses las  acciones  amortizadas,  sin  reconocer  otros  algunos  á 
los  accionistas;  y  habiéndose  estos  conformado  sin  protestar 
ni  reclamar  contra  esta  Real  orden,  dieron  á  conocer  su  per- 
suasión de  que  no  tenían  derecho  á  los  intereses  del  6  por  100 
que  tardía  é  inoportunamente  pidieron  con  posterioridad  por 
medio  de  nueva  exposición  presentada  en  la  misma  vía  gu- 
bernativa trascurridos  más  de  ocho  meses,  en  4  de  Agosto 
de  1873: 

Considerando  que  no  es  aplicable  al  Estado  la  ley  que  de- 
clara constituidos  en  mora  á  deudores  particulares  que  se 
obligan  á  solventar  sus  descubiertos  en  época  determinada 
ó  á  voluntad  de  sus  acreedores  y  no  cumplen  dentro  del  plazo 
estipulado  sus  compromisos,  cuando  en  el  caso  á  que  este 
pleito  se  contrae  concurren  circunstancias  completamente  di- 
versas, porque  la  Administración  no  habia  contraído  tal  obli- 
gación, ni  era  posible  se  sometiera  á  ella  careciendo  de  medios 
para  la  solvencia  á  que  se  sometió,  no  directa,  sino  subsidiaria- 
mente, y  necesitando  obtenerlos  de  las  Cortes,  así  lo  declaró 
en  la  precitada  Real  orden  consentida  por  los  interesados,  man- 
dando se  incluyera  su  crédito  en  los  presupuestos  y  se  impe- 
trara su  aprobación  de  la  Cámara  legislativa: 

Considerando  que  dicha  aprobación  no  se  obtuvo  hasta  el 
28  de  Febrero  de  1873,  y  después  sólo  trascurrieron  cinco 
meses  hasta  la  expedición  de  los  libramientos  en  31  de  Julio 
del  mismo  año;  tiempo  que,  según  las  explicaciones  que  dan 
las  oficinas  de  Hacienda,  fué  indispensable  para  que  el  expe- 
diente corriera  los  trámites  precisos  hasta  llegar  á  aquel  re- 
sultado final: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  Administración  bajo 
ningún  concepto  ha  incurrido  en  mora,  y  que  carece  de  base 
la  demanda  en  esta  parte: 

Y  considerando,  por  último,  que  las  condiciones  generales 
aprobadas  por  Real  orden  de  18  de  Marzo  de  1846  para  con- 
tratos ulteriores,  ni  otra  alguna  disposición  posterior  á  la 
época  en  que  se  verificó  el  de  la  obra  pública  de  que  se  trata, 
que  fué  en  1833,  como  antes  se  ha  expresado,  puede  de  modo 
alguno  tener  aplicación  al  mismo,  según  su  literal  contexto, 
y  porque  dicho  contrato  anterior  se  celebró  con  condiciones 
especiales,  que  son  la  ley  para  los  contratantes; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  expresada  demanda  dedu- 
cida por  parte  de  D.  Ramón  Taranco  y  Vivanco;  quedando  en 
su  vitud  firme  y  subsistente  la  orden  reclamada  que  se  expidió 
por  el  Ministerio  de  Hacienda  con  fecha  13  de  Octubre  de  1873. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada. = Pascual 
Bayarri.=  Francisco  Armesto.  =  Luis  Vázquez  Mondragon.= 
Diego  Fernandez  Cano.=Mariano  Maury. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Presidente  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  come  Secre- 
tario Relator  en  Madrid  á  6  de  Noviembre  de  1874.= Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 


Nüm.  55. 


ÚNICA  INSTANCIA. 


Nulidad  de  la  venta  de  ciertos  montes. — Sentencia  de  6  de 
Noviembre,  absolviendo  A  la  Administración  generaldel  Es- 
tado de  la  demanda  propuesta  por  D.  Marcos  María  Arnaiz, 
y  declarando  subsistente  en  parte  la  Real  orden  do  1.°  de 
Noviembre  de  1872  impugnada  por  Mauricio  Castañares. 

En  sus  considerandos  se  establece :  s 

Que  mientras  no  haya  recaído  en  el  expediente  gubernativo 

lina  resolución  definitiva  ¡  no  es  posible  entrar  respecto  a  él  en 

la  via  contenciosa. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  6  de  Noviembre  de  1874,  en  el 
pleito  contencioso-administrativo,  seguido  en  primera  y  única 
instancia  en  este  Tribunal  Supremo  entre  D.  Mareos  María 
Arnaiz,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Doroteo  López,  y 
en  último  estado  por  el  de  igual  clase  D.  Mauricio  Castañares, 
y  la  Administración  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio 
fiscal,  contraía  Real  orden  de  L°  de  Noviembre  de  1872,  que 
desestimó  la  nulidad  de  las  ventas  de  los  montes  titulaaos 
Escampados,  Matorral  y  Quintana: 

Resultando  que  en  22  de  Diciembre  de  1859  D.  Francisco 
Javier  Arnaiz  remató  el  monte  titulado  Escampados  y  Mator- 
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ral,  perteneciente  al  pueblo  de  Orbaneja  del  Castillo,  con  Ia 
cabida  de  1.389  fanegas  de  tercera  calidad,  siendo  sus  linde- 
ros, Norte  monte  de  Cainpino ;  Este  término  de  Turzo ;  Sur  el 
de  Villaescusa,  y  Oeste  monte  de  Espinosa  de  Bricio,  y  se 
halla  situado  al  Norte  en  una  llanada  susceptible  en  parte  de 
cultivo,  teniendo  labradas  como  200  fanegas;  y  que  habiendo 
llegado  á  tomar  posesión,  no  pudo  tener  efecto  en  la  parte 
respectiva  á  estas  últimas  por  pertenecer  á  particulares: 

Resultando  que  creyéndose  el  comprador  con  derecho  á 
dichas  200  fanegas  labradas,  en  21  de  Agosto  y  20  de  No- 
viembre xie  1861  pidió  que  se  le  indemnizara  de  su  valor,  y 
que  de  no  hacerlo  así  se  le  pusiese  en  posesión  de  ellas: 

Resultando  que  el  perito  tasador  manifestó  que  esas.  200 
fanegas  de  tierra  no  se  incluyeron  en  la  medición  y  tasación 
por  pertenecer  á  particulares;  y  que  ái  bieú  era  cierto  que  en 
el  certificado  de  aauella  sólo  se  dice  que  hay  dentro  del  monte 
200  fanegas  en  cultivo,  sin  expresar  si  eran  de  propiedad  par- 
ticular, también  lo  es  que  si  fueran  parte  del  referido  monte 
se  hubiera  expresado;  y  que  de  haber  sido  de  Propios  se  hu- 
biesen tasado  por  separado: 

Resultando  que  pedido  informe  á  la  Administración  y  al 
Fiscal  de  Hacienda,  manifestaron  que  las  repetidas  200  fane- 
gas no  habían  sido  comprendidas  en  la  venta,  porque  según 
el  anuncio  sólo  se  vendieron  582  hectáreas.  45  áreas  v  80 
centiareas,  equivalentes  á  1.389  fanegas  de  sembradura: 

Resultando  que  en  21  de  Julio  de  1864  la  Junta  superior 
de  Ventas,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Dirección 
y  la  Asesoría  general  de  Hacienda,  desestimó  la  solicitud  de 
D.  Francisco  Javier  Arnaiz  alzando  la  suspensión  del  pago  de 
los  plazos  vencidos ,  y  que  se  procediese  á  su  cobro ,  recla- 
mándose de  quien  corresponda  las  noticias  necesarias  á  fin 
de  averiguar  si  á  los  cultivadores  de  las  200  fanegas  de  tierra 
segregadas  de  la  finca  en  cuestión  les  pertenecían  por  justos 
títulos  para  en  caso  negativo  proceder  á  su  enajenación: 

Resultando  que  el  interesado  se  alzó  de  este  acuerdo  ante 
el  Ministro  de  Hacienda  pidiendo  su  revocación,  y  que  las  an- 
tedichas 200  fanegas  se  declarasen  suyas  como  comprendidas 
en  el  anuncio,  según  resulta  del  expediente  y  con  arreglo  á 
las  disposiciones .  que  rigen  en  la  materia,  reservándose  en 
otro  caso  su  derecho  para  pedir  la  rescisión  del  contrato  y  la 
indemnización  de  perjuicios,  porque  dicha  finca  debía  consi- 
derarse enajenada  en  concepto  de  cuerpo  cierto,  teniendo 
derecho  por  lo  mismo  á  todo  lo  comprendido  dentro  de  los 
linderos  fijados  en  el  anuncio : 

Resultando  que  por  Real  orden  de  28  de  Abril  de  1866  el 
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expresado  Ministro,  de  conformidad  oon  las  Secciones  de  Ha* 
cienda  y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  acordó  que 
se  ampliase  el  expediente  hasta  depurar  la  legitimidad  é  im- 
portancia de  los  títulos  de  propiedad  que  invocaban  los  que  se 
suponían  dueños  de  las  referidas  200  fanegas  comprendidas 
dentro  del  referido  monte  vendido  por  el  Estado: 

Resultando  que  verificado  así,  ^e  presentaron  72  documen- 
tos, que  consistían  en  hijuelas  de  sucesión  y  algunas  escritu- 
ras de  venta:  que  la  Asesoría  general  de  Hacienda  opinó  que 
se  diera  por  terminado  el  expediente  gubernativo,  declarando 
que  aquellas  fanegas  laboreadas  por  particulares  no  habían 
sido  comprendidas  en  la  enajenación,  pudiendo  en  todo  caso 
debatirse  la  cuestión  ante  los  Tribunales  ordinarios;  y  que  por 
otra  Real  orden  de  v30  de  Julio  de  1867  el  Ministro  de  Hacien- 
da, de  conformidad  con  el  dictamen  de  las  Secciones  de 
Hacienda  y  de  Estado  y  de  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de 
Estado,  revocó  el  acuerdo  de  la  Junta  superior  de  Ventas,  y 
declaró  el  derecho  de  D.  Francisco  Javier  Arnaiz  á  las  200 
fanegas  de  tierra  labrantía  enclavadas  dentro  de  los  limites 
del  monte  llamado  Escampados  y  Matorral ,  que  compró  al 
Estado,  sin  perjuicio  del  derecho  de  los  que  se  suponían  due- 
ños de  los  referidos  terrenos,  del  que  podrían  usar  donde  cor- 
responda, si  así  vieren  convenirles,  fundándose  principalmente 
en  que  la  documentación  presentada  no  justifica  la  propiedad 
particular  de  los  mismos;  y  que  comprendiendo  la  reclama- 
ción del  interesado  la  designación  de  la  cosa  vendida,  cor- 
responde á  la  Administración  y  no  á  los  Tribunales  conocer 
del  incidente: 

Resultando  que  comunicada  esa  orden  en  3  de  Agosto  si- 
guiente al  Gobernador,  se  puso  al  comprador  en  la  posesión, 
no  sólo  de  las  mencionadas  200  fanegas  labradas,  sino  de  todo 
el  monte  en  que  estas  se  hallaban  enclavadas;  previniendo  que 
se  extendía  aquella,  lo  mismo  al  terreno  inculto  de  dicho 
monte  que  á  lo  demás  que  estaba  reducido  á  cultivo  dentro  de 
los  linderos  anunciados: 

Resultando  que  este  acto  se  practicó  por  el  perito  comisio- 
nado por  la  Administración  con  el  concurso  de  varios  testigos, 
vecinos  é  individuos  del  Ayuntamiento  de  Orbaneja,  que  le 
protestaron  por  no  hallarse  bien  deslindada  la  finca  con  el 
terreno  del  pueblo,  y  particularmente  por  las  200  fanegas  que 
correspondían  á  varios  particulares,  según  sus  títulos  de  per- 
tenencia; y  que  el  Gobernador  en  9  de  Octubre  del  mismo  año 
aprobó  la  referida  posesión,  sin  perjuicio  del  resultado  que 
ofreciese  el  deslinde  de  dicha  finca,  que  debería  practicarse 
por  peritos  que  nombrasen  las  partes  interesadas  con  el  fin  de 
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depurar  lo  que  hubiera  de  cierto  en  la  protesta  formulada  por 
el  Ayuntamiento  de  Orbaneja  del  Castillo: 

Resultando  que  el  comprador,  para  evitar  los  perjuicios  que 
los  vecinos  y  Ayuntamiento  de  dicho  pueblo  le  causaban  en 
el  nuevo  disfrute,  acudió  en  26  de  Noviembre  de  1867  á  la 
Dirección  solicitando  que  llamara  á  si  el  expediente  suscitado 
después  de  la  toma  de  posesión,  y  ordenase  que  entre  tanto 
se  pusiese  coto  á  los  abusos  y  atropellos  de  aquellos,  hacién- 
doles respetar  el  espíritu  y  letra  de  la  Real  orden  de  3  de 
Agosto,  que  dejó  terminada  la  vía/ gubernativa,  pudiendo  ven- 
tilar el  derecho  de  que  se  creyesen  asistidos  en  el  Tribunal  de 
justicia: 

Resultando  que  remitido  dicho  expediente,  aparece  de  él 
que  para  hacer  el  nuevo  deslinde  decretado  por  el  Goberna- 
dor, el  expresado  Ayuntamiento  nombró  perito  áD.  Francisco 
Villanueva,  habiéndose  negado  por  su  parte  el  comprador  á 
designar  ningún  otro  por  ser  asunto  ya  resuelto  en  la  vía  gu- 
bernativa; y  aue  en  las  diligencias  ó  actuaciones  del  deslinde 
que  por  sí  sólo  practicara  el  perito  Villanueva  asegura  éste 
que  el  comprador  no  adquirió  más  terreno  baldío  y  labrado  en 
el  monte  Escampados  y  Matorral  por  él  rematado  que  1.389 
fanegas:  que  si  la  posesión  se  entendía  con  arreglo  á  los  lí- 
mites interpretados  por  Arnaiz,  la  superficie  seria  de  2.379 
fanegas  de  sembradura,  habiendo  un  exceso  de  cabida:  que  los 
linderos  no  correspondían  con  la  situación  de  la  finca,  porque 
no  confrontan  con  los  cuatro  puntos  cardinales;  bastando  para 
cerciorarse  de  esta  verdad  fijar  la  vista  en  el  plano  que  acom- 
pañaba; expresando  además  que  para  armonizar  los  intereses 
del  comprador  con  los  de  la  Hacienda  sin  perjudicar  derechos 
particulares,  se  limitaba  á  indicar  como  medio  más  justo  y 
equitativo  la  nulidad  de  la  subasta,  y  advirtiendo  que  la  mayor 
parte  de  los  vecinos  de  Orbaneja  pusieron  en  su  poder  los  tí- 
tulos que  acreditaban  la  propiedad  de  sus  fincas  dentro  y  fuera 
del  monte: 

Resultando  que  el  Promotor  fiscal  fué  de  dictamen  que  se 
estaba  en  el  caso  de  confirmar  el  acuerdo  de  9  dep  Octubre 
dando  por  terminado  este  asunto^  sin  perjuicio  de  la  reserva 
de  derechos  que  había  hecho  la  Real  orden  comunicada  en  3 
de  Agosto  citado;  y  que  la  Junta  provincial  de  Ventas  en  18 
de  Diciembre  de  1867  resolvió  que  se  diese  posesión  á  Arnaiz 
de  todo  el  terreno  comprendido  dentro  de  los  límites  del  monte 
referido,  inclusas  las  200  fanegas  labrantías  que  la  misma  or- 
den consigna,  exceptuando  la  parte  de  él  que  existe  labrada  en 
el  perímetro  designado  en  el  plano  con  las  letras  Af  £,  Cj  D\ 

Resultando  que  el  recurrente  en  30  de  Mayo  de  L868  acudió 
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al  Gobernador  pidiendo  que  se  dejase  sin  efecto  el  acuerdo  de 
la  Junta  provincial  á  fin  de  que  quedase  en  su  fuerza  la  reso- 
lución que  terminó  la  vía  gubernativa  para  hacer  valer  su  de- 
recho en  el  Tribunal  de  justicia:  que  oida  la  Administración, 
*  opinó  por  la  nulidad  de  la  venta;  y  que  remitido  el  expediente, 
la  Junta  superior  de  Ventas  en  sesión  de  13  de  Octubre  de 
1870,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Dirección,  re- 
solvió que  se  comunicase  orden  a  la  Administración  econó- 
mica para  que  mantuviese  firme  la  posesión  conferida  á  Arnaiz, 
y  que  aprobó  el  Gobernador  en  9  de  Octubre  de  1867,  impe- 
trando para  ello,  caso  necesario,  el  auxilio'  de  la  Autoridad 
gubernativa,  haciendo  responsable  al  Ayuntamiento  de  Or- 
baneja  de  cualquier  desmán  ó  atentado  que  ocurriese ;  dando 
conocimiento  h  los  interesados  de  que,  en  virtud  de  lo  resuelto 
en  la  Real  orden  de  30  de  Julio  de  dicho  año,  pueden  usar  de 
su  derecho  dónde  y  en  la  forma  que  vieren  convenirles,  pero 
no  en  la  vía  administrativa: 

Resultando  que  al  mismo  tiempo  que  se  tramitaba  este  ex- 
pediente se  cursaba  otro,  promovido  por  el  mismo  Arnaiz  en 
1861,  para  que  se  declarase  que  varias  fincas  labrantías  po- 
seídas por  particulares  en  San  Felices  y  Valdelateja  estaban 
comprendidas  dentro  del  monte  de  las  Quintanas,  que  también 
habia  comprado,  ó  para  que  en  otro  caso  se  le  indemnizase  de 
su  valor;  y  que  seguido  por  sus  trámites  el  expediente  últi- 
mamente citado,  según  aparece  del  mismo  y  de  la  orden  de  2 
de  Marzo  del  corriente  año,  se  hallaba  sin  resolver  en  la  Di- 
rección de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  pendiente  de 
un  deslinde  mandado  practicar  en  9  de  Noviembre  de  1870: 
Resultando  que  durante  su  curso  el  referido  comprador 
solicitó  en  la  antedicha  Dirección  la  nulidad  de  la  venta,  in- 
sistiendo en  ambos  expedientes  en  sus  exposiciones  de  14  de 
Agosto  y  4  de  Setiembre' de  1871  h  la  misma  Dirección  y  al 
Ministro  del  ramo,  erf  que  se  declarase  la  repetida  nulidad  de 
las  ventas  de  los  montes  Escampados,  Matorral  y  Quintanas, 
devolviéndosele  los  plazos  satisfechos,  sus  intereses  y  la  iri*- 
demnizacion  de  los  perjuicios  que  se  le  habían  originado: 

Resultando  que  pedido  informe  á  la  Dirección  y  á  la  Sec- 
ción de  Letrados,  opinaron  ésta  que  se  accediera,  y  aquella 
que  se  desestimara  la  sQlicitud  deducida  por  Arnaiz  de  la  nu- 
lidad de  dichas  ventas;  y  que  el  Ministro  de  Hacienda  por  Real 
orden  de  1.°  de  Noviembre  de  1872,  de  acuerdo  con  lo  infor- 
mado por  las  Secciones  de  Hacienda  y  Ultramar,  y  Estado  y 
Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  denegó  lo  pretendido 
por  aquel,  á  quien  quedaban  expeditos  los  recursos  necesarios 
contra  el  Ayuntamiento  y  vecinos  de  Orbaneja  por  los  actos 
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y  atentados  que  cometiesen  contra  la  propiedad  legítimamente 
adquirida  por  el  mismo,  y  que  se  manifestara  al  Gobernador 
de  la  provincia  la  necesidad  de  hacer  presente  al  Municipio 
referido  la  responsabilidad  en  que  podia  incurrir;  y  que  si  se 
creia  asistido  de  algún  derecho  sobre  lo  adjudicado  al  com- 
prador Arnaiz,  usara  de  él  ante  el  Tribunal  competente: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Doroteo  López,  y  por  su 
fallecimiento  D.  Mauricio  Castañares,  en  nombre  de  D.  Marcos, 
hijo  y  heredero  de  D.  Francisco  Javier  Arnaiz,  en  25  de  Abril 
de  1873  entabló  demanda,  que  amplió  después  en  este  Tribu- 
nal Supremo,  contra  la  Real  orden  de  1.°  de  Noviembre  de  1872, 
f adiendo  que  en  su  dia  se  declare  la  nulidad  de  la  venta  de 
os  montes  titulados  Escampados,  Matorral  y  Quintanas,  y  que 
se  ordene  que,  hecha  la  liquidación  correspondiente  por  inte- 
reses é  indemnización,  se  devuelva  á  su  representado,  como 
causa-habiente  de  D.  Francisco  Javier  Arnaiz,  el  precio  de  las 
ventas  en  la  forma  que  las  leyes  determinan ,  fundándose  en 
que  el  Estado  tiene  obligación  de  cumplir  lo  convenido  en  el 
modo  y  tiempo  que  estas  establecen,  entendiéndose  sujeto,  no 
sólo  á  los  pactos  y  condiciones  expresas,  sino  á  las  que  se  so- 
breentiendan, habida  consideración  á  la  índole  especial  de  cada 
convenio:  que  así  como  el  comprador  está  obligado  á  pagar 
el  precio,  el  vendedor  lo  está  á  entregar  la  cosa  vendida:  que 
la  Hacienda  pública  está  sujeta,  según  las  leyes,  en  los  juicios 
de  reivindicación,  eviccion  y  saneamiento  á  las  reglas  del  de- 
recho común:  que  promovida  la  cuestión  de  deslinde  y  amo- 
jonamiento de  todo  el  monte,  la  posesión  acordada  respecto 
á  las  200  fanegas  labradas  en  los  Escampados  y  Matorral, 
único  extremo  h  que  se  referia  la  decisión  de  30  de  Julio  de 
1867,  no  es  la  verdadera  posesión,  ó  sea  de  toda  la  finca,  ni 
la  que  se  otorgó  á  su  representado:  que  tal  falta  da  derecho 
al  comprador  para  reclamar  la  nulidad  de  la  venta,  máxime 
cuando  las  gestiones  practicadas  duraríte  doce  años  han  sido 
ineficaces  para  poseer  lo  que,  ó  no  pertenecía  á  la  Hacienda,  ó 
ésta  no  ha  podido  hacer  que  pase  á  manos  del  comprador;  y 
que  respecto  al  monte  de  las  Quintanas  no  habia  términos  há- 
biles para  que  la  referida  Hacienda  pudiese  entregar  lo  que 
ofreció  en  venta,  por  el  vicio  radical  de  haber  sido  tantos  los 
errores,  omisiones  y  equivocaciones  que  se  padecieron  al  me- 
dirle y  deslindarle,  que  no  es  posible  formar  juicio  de  la  finca 
que  se  subastó:  ' 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  desestimase 
la  demanda  y  se  absolviese  á  la  Administración  general  del 
Estado,  declarando  que  la  Real  orden  reclamada  nada  resolvió 
acerca  del  monte  de  las  Quintanas,  ó  en  otro  caso  anular  la 
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misma  orden  eh  cuanto  pueda  referirse  al  citado  monte,  á  fin 
de  que  el  expediente  gubernativo  siga  por  todos  sus  trámites 
hasta  que  en  él  se  dicte  la  resolución  definitiva  que  la  Admi- 
nistración activa  estime  conveniente;  apoyándose  en  que  ésta 
ha  cumplido  por  su  parte  el  contrato  de  venta  de  los  Escam- 
pados y  Matorral,  poniendo  al  comprador  eñ  posesión  de  esta 
finca:  que  ni  la  protesta  consignada  en  el  acto.de  ésta,  ni  las 
reclamaciones  hechas  en  su  virtud  por  los  vecinos  de  Orbaneja, 
han  alterado  su  estado  posesorio,  sino  que  ánteá  bien,  cop 
motivo  de  tales  reclamaciones,  se  confirmó  repetidas  veces: 
que  estando  el  comprador  legalmente  en  posesión,  á  él  toca 
defender  su  propiedad  ante  los  Tribunales  de  justicia  contra 
los  atentados  de  que  sea  objeto,  sin  perjuicio  de  que  el  Estado 
en  su  caso  y  lugar  lo  verifique  como  obligado  á  la  eviccion: 
que  las  reclamaciones  de  los  vecinos  de  Orbaneja,  en  cuanto 
puedan  referirse  á  la  finca  vendida,  y  las  diligencias  de  des- 
linde que  terminaron,  aprobándose  por  el  Gobernador  la  po- 
sesión dada  á  Arnaiz,  y  ordenando  la  Dirección  que  se  mantu- 
viese esa  posesión,  y  que  dichos  vecinos  acudieran  á  los  Tri- 
bunales, lejos  de  haber  producido  una  cuestión  nueva  y  distinta 
de  la  resuelta  por  la  Real  orden  de  1867,  ejecutada  por  el  acto 
de  la  posesión,  han  venido  á  robustecerle,  de  suerte  que  el 
comprador  ha  obtenido  del  Estado  cuanto  debia  obtener  para 
constituirle  respecto  á  terceros  en  la  posesión  de  verdadero 
propietario;  y  respecto  al  monte  de  las  Quintanas,  que  se  hizo 
mérito  de  éste  en  la  orden  reclamada  por  un  errdr  material, 
como  aparece  del  expediente  y  de  la  misma  disposición:  que 
los  errores  materiales  no  producen  efectos  legales  ni  pueden 
servir  de  base  para  la  via  contenciosa  en  cuanto  á  dicho  monte; 
y  que  aunque  á  dicho  error  se  le  atribuyera  un  efecto  legal 
que  no  tiene,  esa  resolución  seria  nula  en  esta  parte,  por  cuanto 
habria  sido  dada  cuando  el  expediente  de  su  referencia,  no  sólo 
no  tenia  estado  por  «o  haber  sido  resuelto  por  la  Junta  su- 
perior de  Ventas,  llamada  á  resolverlo  en  primer  término^  sino 
que  ni  aun  siquiera  estaba  conclusa,  porque  pendia  de  la 
ejecución  de  una  providencia  decretada  para  completar  la  com- 
probación administrativa. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Cano. 

Copsiderando  que  la  cuestión  que  motivó  el  expediente  ad- 
ministrativo, referente  al  monte  titulado  Escampados  y  Matór+ 
ral,  consistía  únicamente  en  si  debían  ó  no  considerarse  como 
parte  integrante  de  esa  finca  200  fanegas  de  tierra  labrada 
existentes  dentro  de  ella  y  que  venian  antes  cultivando  en 
concepto  de  dueños  algunos  vecinos  de  Orbaneja  del  Castillo, 
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y  en  si  procedía  ó  no  dar  posesión  de  ellas  ó  indemnizar  en 
otro  caso  de  su  valor  al  referido  D.  Franoisco  Javier  Arnaiz: 

Considerando  que  esa  cuestión  fué  resuelta  por  la  mencio- 
nada Real  orden  de  30  de  Julio  de  1867,  por  la  cual  se  de- 
claró el  derecho  de-  Arnaiz  á  las  expresadas  200  fanegas  de 
tierra,  sin  perjuicio  del  que  asistiese  á  los  que  se  suponían 
dueños  de  ellas  para  acudir  á  los  Tribunales  de  justicia;  y  que 
en  su  consecuencia  en  2  de  Octubre  del  mismo  año  fué  aquel 

Sosesionado  de  ellas,  y  á  la  vez  de  todo  el  terreno  compren- 
ido  bajo  los  linderos  que  al  monte  de  que  se  trata  se  fijam  en 
la  escritura  de  venta: 

Considerando  que  así  la  protesta  del  Alcalde,  Regidores  y 
vecinos  de  Orbaneja  del  Castillo,  concurrentes  al  acto  de  la 
antedicha  posesión,  como  las  reclamaciones  que  por  escrito 
hicieron  los  mismos  contra  ésta  al  siguiente  día  ante  el  Go- 
bernador civil  de  aquella  provincia,  fueron  indudablemente 
ineficaces,  puesto  que  la  resolución  administrativa  consignada 
en  la  precitada  Real  orden,  en  virtud  de  la  cual  se  habia  dado 
esa  posesión,  sólo  era  entonces  reclamable^en  la  vía  conten- 
ciosa: 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  no  hubiese 
terminado  ya  la  vía  gubernativa,  radicando  el  conocimiento 
del  negocio  en  el  Ministerio  de  Hacienda,  era  evidente  la  in- 
competencia del  expresado  Gobernador  para  conocer  por  sí  de 
él,  y  má3  aiin  para  oir  reclamaciones  contra  un  acto  ejecutado 
por  orden  de  un  superior  suyo;  siendo  por  consiguiente  de 
ningún  valor  ni  efecto  lo  actuado  en  virtud  de  ellas  por  man- 
dato de  dicho  funcionario: 

Considerando  que  no  habiéndose  reclamado  en  la  vía  con- 
tenciosa contra  la  precitada  Real  orden  de  30  de  Julio  de  1867» 
ni  contra  la  posesión  que  en  virtud  de  la  misma  se  dio  en  2  de 
Octubre  siguiente  ¿  D.  Francisco  Javier  Arnaiz,  comprador  del 
monte  de  que  se  trata,  es  innegable  que  una  y  otra  causaron 
estado;  y  que  no  constando  que  desde  entonces  hasta  ahora 
se  haya  disputado  judicialmente  á  aquel  por  nadie  dicha  po- 
sesión, es  claro  que  el  Estado  ha  cumplido  por  su  parte  con 
la  obligación  que  tenia,  como  vendedor  de  la  expresada  finca, 
dé  poner  al  comprador  en  quieta  y  pacífica  posesión  de  ella: 

Considerando  que  si  los  vecinos  de  Orbaneja  del  Castillo, 
que  protestaron  contra  dicha  posesión  ti  otros,  se  han  permi- 
tido perturbar  en  ella  algunas  veces  A  D.  Francisco  Arnaiz 
antes,  y  después  á  su  hijo  y  heredero  D.  Marcos,  uno  y  otro 
en  su  caso  y  lug*ar  han  tenido  á  su  disposición  los  medios  que 
conceden  las  leyes,  y  de  que  no  consta  que  hayan  usado  hasta 
ahora  ni  uno  ni  otro  para- defender  su  propiedad  ante  los  Tri- 
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bunales  de  justicia,  aunque  á  ellos  incumbe  indudablemente 
esa  defensa  contra  los  atentados  de  toda  especie  de  que  sea 
objeto  su  propiedad,  sin  perjuicio  del  derecho  que  en  su  caso 
pueda  corresponderíes  contra  el  vendedor: 

Considerando  que  los  actos  de  perturbación  en  la  repetida 
posesión  que  alega  el  demandante  y  sirven  de  único  funda- 
mento á  su  pretensión  no  afectan  en  nada  á  la  validez  de  la 
venta  del  referido  monte,  puesto  que  no  constituyen  un  vicio 
sustancial,  ni  ofrecen  por  consiguiente  un  motivo  legal  y  su- 
ficiente para  la  pretendida  nulidad  ó  rescisión  del  contrato: 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  la  demanda  in- 
terpuesta á  nombre  de  D.  Marcos  María  Arnaiz,  en  la  parte 
que  se  refiere  al  Monte  titulado  Escampados  y  Matorral,  es  en- 
teramente infundada: 

Considerando,  respecto  á  la  parte  de  la  demanda  concer- 
niente al  otro  monte  denominado  las  Quintanas,  que  si  bien 
es  cierto  que  la  Real  orden  impugnada  se  refiere  literalmente 
á  la  nulidad  de  la  venta  de  los  montes  Escampados  y  Quinta- 
nas, no  lo  es  menos  que  aquella  fué  dada  de  conformidad  con 
el  dictamen  de  las  Secciones  de  Hacienda  y  Ultramar  y  Estado 
y  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  en  el  cual  nada  se 
dijo  sobre  la  venta  de  último  de  dichos  montes  por  no  haber 
sido  objeto  de  la  consulta,  de  lo  cual  se  infiere  claramente  que 
sólo  un  error  material  ha  dado  lugar  á  que  se  incluyera  en  la 
orden  reclamada  la  venta  de  ese  monte: 

Considerando,  por  último,  que  el  expediente  administrativo 
correspondiente  al  mpnte  de  las  Quintanas,  según  consta  del 
mismo,  se  halla  todavía  en  tramitación,  y  que  mientras  no 
haya  recaído  en  él  una  resolución  definitiva  no  es  posible  en- 
trar respecto  á  él  en  la  vía  contenciosa;  siendo  evidente  por 
lo  tanto  que  la  expresada  demanda,  en  la  parte  que  se  contrae 
á  la  nulidad  de  la  Venta  del  repetido  monte  de  las  Quintanas, 
es  de  todo  punto  improcedente; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  á  nom- 
bre de  D.  Marcos  María  Arnaiz,  y  en  su  virtud  declaramos  sub- 
sistente la  Real  orden  reclamada  de  1.°  de  Noviembre  de  1872 
en  cuanto  por  ella  se  desestimó  lo  pretendido  por  D.  Fran- 
cisco Javier  Arnaiz,  en  la  parte  tan  sólo  que  se  refiere  h  la 
nulidad  de  la  venta  del  monte  denominado  Escampados  y  Ma- 
torral, entendiéndose  limitada  á.  la  misma  la  resolución  que 
contiene  dicha  Real  orden,  y  sin  perjuicio  del  derecho  que 
corresponda  al  referido  demandante  en  su  caso  y  lugar  cuando 
llegue  á  dictarse  una  resolución  definitiva  en  el  otro  expediente 
relativo  al  monte  de  las  Quintanas. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Ba- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  dos  expe- 
dientes administrativos  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  cer- 
tificación correspondiente,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos. =s=  Juan  González  Acevedo.  =José  María  Herreros  de 
Tejada.  =  Pascual  Bayarri.  =  Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Manuel 
León.  =*=  Manuel  Almonací  y  Mora. —  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Presidente  de  la  Sala- 
tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  6  de  Noviembre  de  1874. li- 
cenciado Manuel  Aragoneses  Gil. 


Núm.  56. 


ÚNICA  INSTANCIA. 


Indemnización  de  mejoras  hechas  en  un  huerto  del  Estado.— 
Sentencia  de  10  de  Noviembre,  absolviendo  á  la  Adminis- 
tración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Nemesio  Fernandez  Cuesta  contra  la  orden  de  26  de 
Agosto  do  1872. 

En  su*  considerandos  se  establece: 

Que  el  jwscedor  de  buena fé  que  hubiese  hecho  mejoras  en  la 
heredad  de  que  se  toda  por  dueño,  sólo  tiene  derecho  cuando  se 
anula  la  venta  en  virtud  de  la  cual  obtuvo  su  adquisición,  a  que 
se  le  abonen  las  expresadas  mejoras  que  resultasen  haber  sido  ne- 
cesarias ó  útiles,  pero  no  las  voluntarias,  según  se  determina  ex- 
presamente en  la  ley  44,  tit.  28  de  la  Partida  3.a,  y  en  otras 
disposiciones  legales  concordantes  con  la  misma. 

En  lá  villa  de  Madrid,  á  10  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
primera  y  única  instancia,  seguidos  por  D.  Nemesio  Fernan- 
dez Cuesta,  y  á  su  nombre  como  su  apoderado  y  defensor  el 
Licenciado  D.  Francisco  Bañare^  y  Bañares,  contra  la  Admi- 
nistración general  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio 
fiscal,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  26  de  Agosto  de 
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1872,  que  denegó  á  aquel  indemnización  por  las  mejoras  vo- 
luntarias hechas  en  un  huerto  que  adquirió  del  Estado,  pro- 
cedente del  hospital  de  San  José,  en  Getafe: 

Resultando  que  D.  Juan  González  Deleito  solicitó  en  26  de 
Agosto  de  1856  ante  el  Gobernador  civil  de  la  provincia  de 
Madrid  la  declaración  á  su  favor  del  dominio  útil  de  un  huerto 
y  una  casa  contigua  en  la  villa  de  Getafe,  procedente  del  pre- 
citado hospital  de  San  José,  por  haberlos  llevado  en  arren- 
damiento, así  él  como  sus  antecesores,  desde  antes  del  año 
de  1800,  pagando  una  renta  que  no  excedía  de  la  marcada 
por  la  Lev  desamortizadora  de  1.°  deMavo  de  1855: 

Resultando  que  formado  expediente  con  tal  motivo,  justi- 
ficó en  él  los  extremos,  que  quedan  indicados;  y  la  Junta  su- 
perior de  Ventas  en  sesión  de  16  de  Setiembre  de  1859  le  de- 
claró el  derecho  al  dominio  útil  y  facultad  de  redimir  el  di- 
recto  en  el  huerto  indicado,  más  no  en  la  casa;  y  denegán- 
dosele después  á  virtud  de  alzada  la  reforma  de  dicho  acuerdo 
en  Real  orden  de  5  de  Diciembre  de  1860,  interpuso  demanda 
con tenci oso-administrativa  ante  el  Consejo  de  Estado,  que  fué 
resuelta  por  Real  decreto-sentencia  de  18  de  Abril  de  1866, 
confirmando  la  citada  Real  resolución  y  el  acuerdo  de  la  Junta 
.superior  de  Ventas: 

Resultando  que  mientras  esto  sucedía  y  en  26  de  Setiembre 
de  1856  se  procedió  á  la  subasta  de  las  enunciadas  fincas,  que- 
dando rematadas  á  favor  del  mejor  postor  D.  Nemesio  Fer- 
nandez Cuesta  en  la  cantidad  de  52.000  rs.  vn.,  y  adjudicán- 
dosele por  la  Junta  superior  de  Ventas  en  12  de  Junio  si- 
guiente: 

Resultando  que  en  1.°  de  Mayo  de  1867  obtuvo  D.  Juan  Gu- 
tiérrez Deleito  la  redención  efectiva  antes  expresada  del  do- 
minio directo  del  huerto  referido  y  se  anuló  en  esta  parte  la 
venta  hecha  á  Fernandez  Cuesta,  el  cual  pretendió  se  le  con- 
cediese la  nulidad  también  de  la  venta  de  la  casa,  pretensión 
que  le  fué  negada: 

Resultando  que  asimismo  solicitó  dicho  comprador  do  aque- 
llas fincas  que  se  le  abonaran  9.994  escudos  550  milésimas, 
importe  del  pago  de  plazos,  gastos  de  subasta  y  cantidades 
invertidas  en  beneficiar  ó  mejorar  el  precitado  huerto,  presen- 
tando los  documentos  que  justificaban  su  inversión;  y  con  este 
motivo  la  Junta  superior  de  Ventas  en  sesión  de  15  de  Febrero 
del  mismo  año  de  1867  acordó  se  le  indemnizara  por  el  valor 
de  la  referida  finca  rústica  la  cantidad  de  3.900  escudos,  que 
era  lo  que  le  correspondía  á  prorata  sobre  el  total  precio  del 
remate,  rebajando  dicha  cantidad  del  importe  de  los  plazos  su- 
cesivos que  debiera  satisfacer,  y  declaró  también  que  el  abono 
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de  raejoras  era  de  cargo  de  Gutiérrez  rDeleito,  como  dueño  en 
la  actualidad  de  la  finca; 

Resultando  que  este  último  se  opuso  á  ello  en  instancia  di- 
rigida á  la.  Dirección  en  17  de  Junio.de  1869,  reproducida 
en  15  de  Setiembre  del  mismo  año,  y  principalmente  ¿  que  se 
tuvieran  por  mejoras  las  que  eran  de  mero  lujo,  á  que  se  le 
daba  un  valor  excesivo;  y  en  15  de  Noviembre  siguiente  se 
decretó  por  la  citada  Junta  que  se  practicara  una  escrupulosa 
tasación  de  dichas  mejoras,  calificándolas  en  sus  diversas  ór- 
denes con  la  distinción  de  necesarias,  útiles  y  voluntarias: 

Resultando  que  para  este  efecto  nombró  en  clase  de  perito 
á  un  Maestro  de  obras  y  otro  Agrimensor,  así  como  los  inte- 
resados de  consuno  nombraron  á  otro  de  esta  clase,  los  cuales 
unánimemente  certificaron  en  5  de  Agosto  de  1870  que  el  va- 
lor total  del  huerto  era  entonces  de  8.286  pesetas  50  céntimos; 
calificando  de  mejoras  necesarias  el  cierre  por  paredes  por 
varios  linderos  del  mismo,  al  que  dieron  de  valor  453  pesetas; 
de  útiles  el  establecimiento  de  una  máquina  de  noria  en  el 
pozo,  apertura  de  una  mina  para  aumentar  sus  aguas  y  otras 
accesorias,  que  valuaron  en  763  pesetas;  y  por  último  consi- 
deraron como  voluntarias  la  plantación  de  árboles  y  arbustos 
de  recíeo,  á  los  cuales  en  su  actual  estado  de  abandono  dieron 
un  valor  de  315  pesetas: 

Resultando  que  á  su  virtud  acordó  la  Dirección  que  se  hi- 
ciese saber  á  ü.  Juan  Gutiérrez  Deleito  si  estaba  conforme  eu 
abonar  á  Fernandez  Cuesta  las  1.216  pesetas,  importe  de  las 
mejoras  necesarias  y  útiles;  y  verificado  así,  contestó  pres- 
tando su  conformidad,  por  lo  que  sobre  este  punto  se  dio  por 
terminada  la  cuestión: 

Resultando  que  en  12  de  Noviembre  del  enunciado  año 
de  1870  acudió  nuevamente  á  la  Dirección  D.  Nemesio  Fer- 
nandez Cuesta  haciendo  la  historia  del  asunto,  y  asegurando 
que  en  el  tiempo  que  poseyó  la  finca  gastó  en  ella  cerca  de 
100.000  reales,  habiéndosele  abonado  sólo  por  la  Hacienda 
como  indemnización  unos  37.000  que  le  satisfizo  en  metálico: 
que  habiéndose  mandado  apreciar  dichas  mejoras  que  redun- 
daron en  favor  de  la  finca,  lo  fueron  en  4.832  rs.,  determi- 
nándose que  su  pago  fuese  de  cargo  de  Gutiérrez  Deleito;  pero 
que  eso  no  obstaba  para  que  la  Administración  quedara  obli- 
gada á  satisfacerle  los  demás  gastos,  cuyo  pago  inmediato 
pedia  para  atender  §1  de  varios  plazos  de  otros  bienes,  por  los 
cuales  se  procedía  contra  él  solicitando  además  que  se  sus- 
pendiesen esos  procedimientos: 

Resultando  que  pedido  informe  á  la  Administración  de  pro- 
vincia, dijo  que  se  nabian  satisfecho  al  recurrente  los  39.000 
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reales  que  se  le  mandaron  abonar  por  devolución  del  precio 
del  huerto,  y  nada  acreditaba  por  razón  de  este  asunto  contra 
el  Estado,  debiendo  varios  plazos  respectivos  á  otras  compras; 
y  oido  el  parecer  de  la  Sección  de  Hacienda  y  Ultramar  del  Con- 
sejo de  Estado,  se  dictó  Real  orden  en  26  de  Agosto  de  1872 
desestimando  lo  solicitado  por  Fernandez  Cuesta,  y  previniendo 
á  la  Dirección  que  procediese  á  realizar  los  pagarés  que  el 
mismo  adeudaba: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  urden  y  en  12  de 
Marzo  de  1873  presentó  demanda  contencioso-adtninistrativa 
en  e3te  Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Francisco  Bañares 
y  Bañares  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Nemesio  Fernandez 
Cuesta,  pidiendo  su  revocación  (si  bien  designándola  por  la 
fecha  en  que  la  Dirección  general  la  comunicó  á  la  Adminis- 
tración económica  de  la  provincia)  fundado  en  que  la  ley  41, 
titulo  28  de  la  Partida  3.a  establece  el  derecho  de  reclamar 
tales  aumentos  de  valor  de  las  fincas,  expresando  literalmente 
que  «todas  las  despensas  que  hubiere  fecho  (el  mejorante)  de 
nuevo  son  de  abono,  pues  que  tenia  hiena  fe  y  gastó  en  ella 
como  en  lo  suyo,  derecho  es  que  cobre  aquello  que  i  dispen- 
dió en  esta  manera;»  precepto  legal  aplicable  al  caso  presente: 
en  el  principio  umversalmente  reconocido  de  que  el  que  causa, 
á  otro  un  perjuicio  debe  indemnizarle  los  que  sufra  cuando 
de  buena  té  es  víctima  de  un  acto  ilegal  del  primero;  y  en 
que  es  un  principio  de  derecho  administrativo  que  á  nadie 
puede  despojarse  de  un  derecho  adquirido  con  arreglo  á  ley 
sin  oirle  ó  darle  audiencia,  cuyo  requisito  se  ha  omitido  en  el 
expediente  de  declaración  de  nulidad  de  la  venta: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guberT 
nativo,  como  se  hiciese  saber  al  Licenciado  Bañares  que  acre- 
ditara haber  consignado  en  la  Caja  de  Depósitos  la  cantidad 
de  que  su  cliente  aparecía  deudor  al  Estado,  pidió  reposición 
de  la  providencia  en  que  así  se  mandó;  y  previa  audiencia  fis- 
cal, se  dictó  auto  en  8  de  Noviembre  siguiente  declarando  no 
haber  lugar  á  ello;  en  cuyo  estado  presentó  una  certificación 
para  acreditar  tenia  satisfechos  todos  los  plazos  respectivos  á 
la  venta  de  la  casa  que  se  hizo  en  su  favor;  y  oido*  de  nuevo 
al  Fiscal ,  se  mandó  que  aquel  hiciera  la  consignación  pre- 
venida en  el  término  de  seis  dias,  por  lo  que  presentó  escrito 
separándose  de  la  demanda  en  la  parte  relativa  á  la  compen- 
sación de  los  plazos  de  venta  de  Bienes  nacionales,  pidiendo 
se  declarase  firme  y  subsistente  en  cuanto  á  la  reclamación 
por  habérsele  denegado  el  pago  de  impensas  ó  mejoras  vo- 
luntarias: 

Resultando  que  declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y 
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admitida  la  demanda,  la  amplió  el  Licenciado  Bañares  insis- 
tiendo en  sus  argumentos  y  en  la  revocación  de  la  orden  re- 
clamada, según  la  designó  en  su  primer  escrito;  pero  sólo  en 
cuanto  deniega  (dice)  á  su  cliente  el  pago  de  las  impensas 
útiles  y  voluntarias  hechas  en  la  casa  que  compró  del  Estado: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  Ministerio  fiscal,  con- 
testó dicha  demanda  y  solicita  se  absuelva  de  ella  á  la  Admi- 
nistración del  Estado  confirmando  la  orden  reclamada,  apoyado 
en  que  no  habiéndose  negado  por  ésta  el  abono  de  impensas 
útiles  que  se  declararon  de  cargo  del  dueño  de  la  finca  por  un 
acuerdo  administrativo  que  causó  ejecutoria,  es  evidente  que 
el  recurso,  en  cuanto  se  supone  aquella  denegación,  carece 
de  base  legal,  y  es  por  lo  tanto  injusto:  en  que  la  ley  41,  tí- 
tulo 28,  Partida  3.*,  no  autoriza  al  recurrente  para  exigir  toda 
clase  de  mejoras  útiles  ó  necesarias,  y  que  conforme  á  la  ley 
44  del  mismo  título  y  .Partida,  tiene  dereeho  el  poseedor  de 
buena  fé  únicamente  á  que  se  le  abonen  las  expensas  de  aque- 
llas dos  clases,  pero  no  las  voluntarias,  concediéndole  tan  sólo 
que  se  las  pueda  llevar  si  tal  fuese  su  propósito. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Her- 
reros de  Tejada. 

Considerando  que  el  poseedor  de  buena  fé  que  hubiere  he- 
cho mejoras  en  la  heredad  de  que  se  tenia  por  dueño  sólo 
tiene  derecho,  cuanda  se  anula  la  venta  en  virtud  de  la  cual 
obtuvo  su  adquisición,  á  que  se  le  abonen  las  expresadas  me- 
joras que  resultasen  haber  sido  necesarias  ó  útiles,  pero  no  las 
voluntarias,  según  se  determina  expresamente  en  la  ley  44,  tí- 
tulo 28  de  la  Partida  3.a,  y  en  otras  disposiciones  legales  con- 
cordantes con  la  misma: 

Considerando  que  en  el  caso  de  que  en  este  pleito  se  trata 
las  partes  interesadas  nombraron  peritos  para  reconocer  y 
apreciar  las  mejoras  que  el  demandante  tenia  hechas  al  anu- 
larse la  venta  del  huerto  sito  en  Getafe,  que  le  enajenó  el  Es- 
tado en  subasta  pública;  y  desempeñando  dichos  peritos  su 
cometido,  designaron  las  mejoras  necesarias  y  útiles  con  sus 
respectivos  valores,  que  la  Administración  declaró  abonables, 
y  el  nuevo  propietario  de  la  finca  se  obligó  á  su  pago;  y  al 

fjropio  tiempo  expresaron  que  existían  también  algunas  vo- 
untarias,  marcando  su  clase  y  valor,  y  estas  son  las  únicas 
que  en  la  orden  reclamada  se  declara,  en  conformidad  á  las 
precitadas  disposiciones  legales,  no  tener  derecho  á  su  abono 
el  recurrente: 

Y  considerando  que  este  incurre  en  una  evidente  equivo- 
cación al  suponer  en  el  cuarto  fundamento  de  hecho  consig- 
nado en  su  escrito  de  ampliación  de  la  demanda  que  sólo  se 
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le  habían  abonado  las  mejoras  necesarias,  justipreciadas,  dice, 
en  4.000  rs.;  pues  de  la  certificación  expedida  por  los  preci- 
tados peritos  aparece  que  sólo  valoraron  estas  en  453  pesetas, 
y  las  útiles  fueron  tasadas  en  763,  y  por  lo  tanto  es  impro- 
cedente también  dicha  demanda  en  cuanto  al  abono  que  en 
ella  se  pretende  de  las  expresadas  mejoras  útiles; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  expresada  demanda  dedu- 
cida por  parte  de  D.  Nemesio  Fernandez  Cuesta;  quedando  en 
su  virtud  firme  y  subsistente  la  orden  reclamada  que  se  ex- 
pidió por  el  Ministerio  de  Hacienda  con  fecha  26  de  Agosto 
de  1872. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  referido  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =Pascual 
Bayarri.=Ignacio  Vieites.=Manuel  Almonací  y  Mora.=Diego 
Fernandez  Cano.  =  Mariano  Maurv. 

Publicación:  . 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala 
tercera,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid 
á  10  de  Noviembre  de  1874.=Enrique  Medina. 

Núm.  57. 
ÚNICA  INSTANCIA. 

Entrega  de  nuevos  títulos  de  la  Deuda. — Sentencia  de  10  de 
Noviembre,  absolviendo  á  la  Administración  general  del 
Estado  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Martin  José  Güel- 
b^nzu  contra  la  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda en  3  de  Majo  de  1873. 

En  sus  considerandos  se  establero: 

Que  el  hecho  de  sustraer  de  una  Administración  de  Correos 
donde  fueron  depositados  en  la  forma  ordinaria,  dos  cartas  que 
contenían  títulos  de  la  Deuda  pública  consolidada  dirigidos  a 
un  particular,  constituye  un  delito  público. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  10  de  Noviembre  de  1874,  en  el 
pleito  contencioso-administrativo.  seguido  en  este  Tribunal  Su- 
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premo  en  primera  y  única  instancia,  entre  D.  Antonio  Irurzun 
y  otro,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Manuel  Miranda  y 
García,  y  la  Administración  del  Estado,  representada  por  el 
Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  declare  nula  la  orden  de  3  de 
Mayo  de  1873,  que  desestimó  una  solicitud  de  aquellos  para 
que  se  les  entreguen  nuevos  títulos  de  la  Deuda  consolidada 
del  3  po^  100  en  sustitución  de  otros  que  les  fueron  sustraídos: 

Resultando  que  D.  Antonio  Irurzun,  apoderado  de  D.  Mar- 
tin Jjsé  Güelbenzu,  en  11  y  14  de  Agosto  de  1859  remitió  á 
la  razón  social  Af¿jvele¿ore?ia  hermanos ,  de  Madrid,  y  bajo 
cartas  franqueadas,  varios  títulos  de  la  Deuda  consolidada 
del  3  por  100,  dos  de  la  serie  A,  números  37.263  y  37.264,  de 
1.000  rs.  cada  uno,  y  otros  dos  de  48.000  rs.,  serie  F,  núme- 
ros 53.944  y  53.945,  todos  ellos  de  la  propiedad  de  Güelbenzu: 

Resultando  que  p  ,r  no  haber  llegado  á  su  destino  se  de- 
nunció la  sustracción  de  dichos  títulos  al  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Pamplona;  y  que  formada  causa  criminal,  se  di- 
rigió exhorto  á  la  Dirección  general  de  la  Deuda  para  la  re- 
tención de  los  mismos  si  en  sus  oficinas  se  presentaran;  y  pro- 
bada por  los  interesados  la  preexistencia  y  propiedad  de  aque- 
llos, se  recuperaran  los  dos  de  1.000  rs.  durante  la  tramitación 
de  la  causa: 

Resultando  que  seguida  por  sus  trámites  dicha  causa  en 
grado  de  revista,  se  dictó  en  ella  en  1.°  de  Junio  de  1861 
sentencia  ejecutoria  confirmando  la  de  vista,  por  la  que  se 
condenó  á  D.  Pedro  Rai  nundi  y  García,  empleado  de  Correos, 
como  autor  de  la  sustracción  del  título  de  48.000  rs.  número 
53.944,  á  cinco  añ  >s  y  cinco  meses  de  presidio  menor,  con 
las  accesorias,  y  k  la  restitución  é  indemnización  de  igual 
cantidad  á  Güelbenzu,  y  se  le  absolvió  respecto  á  la  desapa- 
rición del  otro  título,  nú  n.  53.945: 

Resultando  que  D.  Manuel  Anduaga,  en  representación  de 
D.  Antonio  Irurzun,  acudió  á  la  Dirección  general  de  la  Deuda 
en  1.°  de  Octubre  de  1851,  acompañando  testimonio  de  aquellas 
sentencias  y  manifestando  que  los  referidos  títulos  de  48.000 
reales  no  se  habían  presentado  para  su  renovación,  ni  sus  cu- 
pones para  el  cobro  de  intereses,  siendo  de  suponer  que  habiau 
sid  )  sustraídos;  y  que  convencido  de  que  aquellos  no  existían, 
suplicaba  que,  instruido  el  oportuno  expediente,  hechos  lo* 
llamamientos  necesarios  y  previa  la  fianza  que  se  exigiera  al 
interesado,  se  declarase  la  caducidad  de  los  indicados  títulos 
y  se  le  expidieren  los  equivalentes  renovados: 

Resultando  que  pagada  esta  solicitud  al  Jefe  del  Departa- 
mento de  Emisión,  infor  ó  que  no  debia  accederse  á  esa  pre- 
tensión porque  el  reclamante  saldría  beneficiado,  puesto  que 
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por  una  parte  podia  hacer  efectivo  el  importe  de  uno  dé  los 
títulos  de  D.  Pedro  Raimundi,  condenado  á  lfei  restitución,  y 
á  la  vez  también  del  Estado:  que  los  dé  la  serie  E  de  que  se 
trata  aparecían  en  los  libros  y  registros  de  fetqufel  Departa- 
mento vivos  y  en  circulación,  no  pudiendo  expedirse  otros  en 
equivalencia,  atendiendo  ala  naturaleza  de  los'  efectos  al  por- 
tador; por  lo  cual  estos  documentos  constituyen  el  sólo  título 
legal  de  los  acreedores  del  Estado:  que  esta  era  la  jurispru- 
dencia establecida,  y  así  se  determinó  en  un  caso  de  iguales 
circunstancias  por  Real  orden  de  15  de  Abril  de  1849,  con 
presencia  de  lo  informado  por  la  Junta  en  10  de  Marzo  anterior: 

Resultando  que  la  Dirección,  confor alándose  con  lo  ex- 
puesto, denegó  la  reclamación: 

Resultando  que  de  este  acuerdo  se  alzó  el  interesado  en  2& 
de  Setiembre  d,e  1872  insistiendo  en  su  anterior  reclamación, 
que  repitió  en  9  de  Diciembre,  solicitando  además  se  le  abona- 
sen los  intereses  vecidos  hasta  el  1.°  de  Julio  de  igual  año: 

Resultando  que  el  Ministro  del  ramo,  de  conformidad  con 
la  Dirección  general,  dictó  la  Real  orden  apelada  de  3  de  Mayo 
de  1873,  por  la  que  desestimó  la  reclamación  hecha  por  Don 
Juan  Thous  á  nombre  de  D.  José  Güelbenzu: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Manuel  Miranda,  en  re- 
presentación de  1).  Antonio  Irurzun  y  D.  Martin  José  Güelben- 
zu, entabló  demanda  en  este  Supremo  Tribunal  con  la  preten- 
sión de  que  se  declare  nula  la  orden  del  Ministerio  de  Hacienda 
de  3  de  Mayo  de  1873,  y  se  mande  expedir  y  entregar  á  su 

{poderdante  los  nuevos  títulos  al  portador  de  la  renta  conso- 
idada  del  3  por  100  en  compensación  de  los  dos  que  de  la 
serie  F,  números  53.944  y  53.945,  le  fueron  sustraídos,  que 
deberán  declararse  nulos  y  de  ningún  valor,  y  abonársele  tam- 
bién el  importe  de  los  intereses  correspondientes  por  los  plazos 
vencidos  y  no  pagados  de  esos  mismos  títulos,  fundándose  en 
que  si  la  cosa  hurtada  debe  restituirse  á  su  dueño,  aunque  se 
halle  en  poder  de  tercero  que  la  adquiera  por  título  legal, 
deben  restituirse  &  su  representado  los  mencionados  títulos, 
tanto  más,  cuanto  que  sabedora  la  Dirección  de  la  Deuda  de 
la  sustracción  de  los  mismos,  puede  retenerlos  en  el  momento 
que  aquellos  se  presenten  en  sus  oficinas,  ya  liara  su  recono- 
cimiento ó  renovación,  ya  que  habiéndose  realizado  en  los  de 
igual  clase,  los  de  qué  se  trata  no  habían  ,sido  presentados 
para  ése  objeto;  y  que  si  en  papel  había  de  entregarse  á  su 
representado  éñ  el  momento  qué  cualquiera  los  presentase  en 
la  Dirección  dé  la  Deuda,  el  mismo  resultado  ha  de  producir 
el  que  se  declaren  nulos  y  sin  ningún  valor,  expidiendo  otros 
nuevos  de  igual  cantidad  y  de  la  misma  clase:1 
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Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  al  contestar  á  la  deman- 
da pidió  que  se  absolviese  de  ella  á  la  Administración  del  Es- 
tado confirmando  la  resolución  recurrida,  fundándose  en  que 
desestimada  en  1861  la  solicitud  de  los  interesados  por  la  Di- 
rección de  la  Deuda ,  habia  quedado  consentida  porque  no  se 
apeló  de  ella  en  debido  tiempo  ante  el  Ministro  de  Hacienda: 
que  siendo  irrevindicables  los  títulos,  de  la  Deuda  pública,  hay 
que  reconocer  como  dueño  de  ellos  al  portador,  no  pudiendo 
la  Administración  expedir  otros  en  equivalencia  no  constando 
que  se  hallan  fuera  de  circulación  ó  hayan  sido  declarados 
nulos  en  juicios  solemnes,  puesto  que  si  fuesen  presentados  se 
veria  obligada  &  reconocerlos  y  abonarlos  por  duplicado:  que 
estos  principios  se  hallan  consignados  en  la  ley  de  30  de  Marzo 
de  1861  y  en  las  órdenes  del  Gobierno  de  la  República  de  26 
de  Mayo  de  1873  y  20  de  Febrero  último:  que  si  en  algunos 
casos  ha  consentido  el  Estado  emitir  nuevos  títulos  en  susti- 
tución de  los  inutilizados,  lo  ha  hecho  en  virtud  de  disposi- 
ciones especiales  páralos  casos  indicados,  como  lo  comprueba 
la  Real  orden  de  15  de  Abril  de  1849  y  la  de  7  de  Octubre 
de  1862:  que  la  obligación  de  indemnizar  los  títulos  sustrai- 
dos  es  de  cargo  del  que  los  sustrajo,  pero  no  del  Estado,  según 
así  está  declarado  en  el  presente  caso ;   y  que  el  Estado  no 
se  halla  obligado  á  reponer  los  títulos  de  la  Deuda  que  sufren 
extravío  como  el  de  que  aquí  se  trata  por  la  razón  de  que 
siendo  él  quieu  presta  el  servicio  de  Correos  y  se  encarga  de 
su  custodia  durante  la  conducción ,  sólo  puede  ser  e3ta  obli- 
gación requerible  y  eficaz  contra  la  Administración  pública 
cuando  la  entrega  de  esta  clase  de  valores  para  la  conducción 
entre  la  correspondencia  se  haga  con  los  requisitos  preesta- 
blecidos, y  que  para  el  caso  que  nos  ocupa  estaban  marcados 
en  las  Reales  órdenes  de  30  de  Junio  de  1847,  28  de  Octubre 
de  1850  y  18  de  Marzo  de  1854,  y  en  la  circular  de  la  Dirección 
general  de  Correos  de  13  de  Marzo  de  1856;  y  constaudo  que 
el  demandante  no  remitió  los  títulos  cuva  nueva  emisión  re- 
clama  de  la  manera  que  en  las  citadas  disposiciones  se  pre- 
viene, carece  de  derecho  para  reclamar  la  entrega  por  el  Es- 
tado de  sus  duplicados  ó  quivalentes. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Cano. 

Considerando  que  el  hecho  de  haber  sustraido  de  la  Admi- 
nistración de  Correos  de  Pamplona,  donde  fueron  depositadas 
en  la  forma  ordinaria,  dos  cartas  que  contenían  cuatro  títulos 
de  la  Deuda  pública  consolidada,  dirigidos  á  una  Casa-banca 
de  esta  capital  para  su  enajenación,  constituye  un  delito  pú- 
blico, y  que  en  tal  concepto  lo  denunció  el  dueño  de  ellos  y 
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ha  sido  juzgado  y  sentenciado  ejecutoriamente  por  los  Tri- 
bunales de  justicia  competentes: 

Considerando  que  la  restitución  de  dos  de  esos  títulos, 
correspondientes  á  la  serie  Ey  que  D.  Martin  José  Güelbenzu 
pretende  que  se  le  haga  por  el  Estado ,  está  evidentemente 
comprendida  en  la  responsabilidad  civil  directa  ó  subsidiaria 
que  á  la  vez  que  la  criminal  produjo  el  expresado  delito;  y 
que  en  todo  lo  concerniente  á  las  responsabilidades  de  toda 
especie  procedentes  del  mismo  hay  que  atenerse  estrictamente 
á  lo  determinado  en  lá  ejecutoria: 

Considerando  que  en  ella  sólo  se  condenó  á  D.  Pedro  Rai- 
mundi  García,  como  autor  de  la  sustracción  de  uno  de  los 
repetidos  títulos,  además  de  la  pena  personal,  á  la  restitución 
de  éste,  y  en  su  defecto  á  la  indemnización  de  su  valor,  sin 
que  eu  la  misma  se  hubiese  declarado  que  debiera  el  Estado 
responder  de  alguna  manera,  ó  estuviese  obligado  á  entregar 
á  Güelbenzu,  en  equivalencia  de  los  sustraídos  y  no  recupe- 
rados, otros  nuevos  títulos  de  igual  clase  y  cuantía,  y  á  abo- 
nar al  mismo  los  intereses  correspondientes  de  aquellos  por 
los  plazos  vencidos  y  no  satisfechos,  según  pretende  en  su 
demanda: 

Considerando  que  el  Estado ,  con  relación  al  hecho  de  la 
sustracción  de  los  mencionados  títulos,  no  se  halla  en  nin- 
guno de  los  casos  á  que  se  refieren  los  artículos  17  y  18  del 
Código  penal  de  1850  vigente,  al  tiempo  de  ejecutarse  aquel, 
en  los  que  se  establece  y  determina  la  extensión  y  alcance  de 
la  responsabilidad  civil  subsidiaria  de  los  delitos : 

Considerando,  por  último ,  que  á  pesar  de  concurrir  en  el 
presente  caso  la  circunstancia  de  haberse  verificado  la  pérdida 
de  los  títulos  cuando  los  pliegos  ó  cartas  en  que  fueron  in- 
cluidos se  habian  puesto  ya,  según  se  ha  dicho ,  en  la  Admi- 
nistración de  Correos  de  Pamplona,  no  debe  el  Estado  respon- 
der de  su  extravío  ó  sustracción,  mediante  á  que  no  se  han 
guardado  ni  observado  por  el  demandante  como  dueño  de 
ello»  las  formalidades  que  para  la  conducción  por  Correos  de 
valores  de  esa  clase  ha  establecido  la  Dirección  general  del 
ramo  en  su  circular  de  13  de  Marzo  de  1856,  conforme  á  lo 
ya  prescrito  sobre  este  punto  en  las  Reales  órdenes  de  8  de 
Mayo  de  1846,  28  de  Octubre  y  30  de  Diciembre  de  1850  y  16 
de  Marzo  de  1854; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  contra 
ella  á  nombre  de  D.  Martin  José  Güelbenzu;  dejando  en.su 
virtud  subsistente  la  orden  reclamada,  expedida  por  el  Minis- 
terio de  Hacienda  en  3  de  Mayo  de  1873. 


360  TRIBUNAL   SUPREMO. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efeoto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  referido,  con  la  certificación  corres- 
pondiente, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada. ¡=Pascnal 
Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca.  =Luis  Vázquez  Mondragon.= 
Diego  Fernandez  Cano.=Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  10  dé  Noviembre  de  1874.  li- 
cenciado Manuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.  58. 

PROCEDENCIA. 


Inhibición  db  un  asunto. — Sentencia  do  12  de  Noviembre,  de- 
clarando improcedente  la  vía  contenciosa,  y  que  en  su  con- 
secuencia no  hi  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  inter- 
puesta por  D.  José  y  Doña  "María  de  los  Dolores  Duíss  de 
Tejada  contra  las  Reales  órdenes  dictadas,  una  por  el  Mi- 
nisterio de  Fomento  en  10  de  Noviembre  de  1873,  y  la  otra 
por  el  de  Gobernación  en  19  de  Diciembre  siguiente. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  la  Ley  municipal  de  20  de  Agosto  de  1870,  al  esta- 
blecer en  sus  artículos  67  y  68  la  base  fundamental  de  las  atribu- 
ciones exclusivas  de  los  Ayuntamientos  en  la  gestión,  gobierno 
y  dirección  de  los  intereses  de  los  pueblos,  enumera  y  determina 
cuales  son  los  objetos  del  servicio  público  cometidos  á  su  acción 
y  vigilancia,  designando  entre  ellos  «la  policía  urbana  y  rural ',» 
ó  sea  acanto  tenga  relación  con  el  buen  orden  de  la  via  pública 
en  general  y  lo  concerniente  a  la  limpieza,  Jiigiene  y  salubridad 
de  los  pueblos. 

2.°  Que  el  art.  162  de  la  misma  ley  previene  que  los  que  se 
crean  perjudicados  en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos  pueden  reclamar  contra  ellos  mediante  demanda 
ante  el  Ju.ez  ó  Tribunal  competente,  según  lo  que,  atendida  la 
naturaleza  del  asunto,  dispongan  las  leyes,  concediéndose  para 
la  interposición  de  la  indicada  demanda  el  plazo  de  treinta  dios. 
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3.°  Que  según  la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de 
Estado  y  del  Tribunal  Supremo,  es  improcedente  toda  demanda 
contencioso-administrativa  contra  resoluciones  del  Gobierno 
cuando  uno  de  su  Ministerios  se  inhibe  del  conocimiento  de  un 

negocio  referente  a  la  salubridad  pública  y  policía  sanitaria. 

'     ■  »  t, 

En  la  villa  de  Madrid,  á  11  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  seguidos  ante  este  Tribunal  Supremo,  sobre  procedencia 
de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  entablada 
por  D.  José  y. Doña  María  de  los  Dolores  Díez  de  Tejada,  y  en 
su  nombre  el  Procurador  D.  Manuel  Tovar,  contra  la  Admi- 
nistración del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal, 
en  solicitud  de  que  se  revoquen  y  anulen  las  órdenes  de  10  de 
Noviembre  y  19  de  Diciembre  de  1873,  por  las  cuales  los  Mi- 
nisterios de  Fomento  y  Gobernación  se  inhiben  del  conoci- 
miento del  asunto  por  ser  de  policía  sanitaria: 

Resultando  que  en  18  de  Setiembre  de  1870  el  Alcalde  de 
Antequera,  teniendo  én  consideración  que  en  la  huerta  de  San 
Francisco,  de  la  propiedad  de  D.  José  Diez  de  Tejada,  se  ha- 
bía practicado  maliciosamente  una  rotura  en  el  cauce  de  la 
llamada  Madre  Vieja  con  objeto  de  extraer  las  aguas  inmun- 
das para  aprovecharlas  en  tina  noria  y  acumular  estiércoles 
para  su  venta;  que  esto  producía  un  foco  de  infección  nocivo 

Í>ara  la  salud  pública,  y  que  entonces  era  indispensable  tomar 
as  mayores  precauciones  para  evitar  el  desarrollo  de  la  fiebre 
amarilla  que  les  amenazaba,  dispuso,  dirigiéndose  al  adminis- 
trador del  referido  Tejada,  que  en  el  preciso  término  de  veinti- 
cuatro hóraá  y  bajo  su  más  estricta  responsabilidad  cuidase 
de  que  se  compusiera  la  rotura  del  cauce,  apercibiéndole  con 
las  medidas  de  rigor  que  inexorablemente  tomaría  por  la  falta 
de  cumplimiento  de  esta  disposición: 

Resultando  que  ejecutada  esta  providencia  de  oficio  por  no 
hatería  cuftipliao  el  interesado,  éste*  se  alzó  de  ella  ante  el 
Gobernador  de  1&  provincia: 

^Resultando  que  esta  Autoridad  en  4  de  Mareo  de  1871  ma- 
nifestó á  dicho  Alcalde  que  ié  ninguna  manera  debia  de  con* 
sentir  k  los  hortelanos  de  la  citada  huerta  acumulasen  en  ella 
estiércoles  para  su  venta,  ni  mucho  menos  condujesen  &  la 
noria  las  aguas  siicias  de  la  cloaca  para  producirlos;  y  que 
reconocida  la  legalidad  del  derecho'  que  Tejada  ostentaba  al 
riego  dé  su  huerta  con  las  aguas  pluviales  y  sucias  de  lia, 
misma,  si  el  Ayuntamiento  creía  indispensable  la  expropiación 
de  ese  defecho,  podrá  hacerlo  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art,  63  de  lá  vigente  Ley  de  Aguas  y  en  la  forma  que  de- 
termina el  14  de  la  Constitución: 
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Resultando  que  D.  José,  por  sí  v  como  apoderado  de  su 
hermana  Doña  María  Diez  de  Tejaáa,  dirigió  varias  exposi- 
ciones al  Gobernador  pretendiendo  principalmente  que  se  cum- 
pliese el  anterior  acuerdo  que  por  nadie  había  sido  reclamado: 
Resultando  que  el  Ayuntamiento  en  sesión  de  16  de  Agosto 
de  1871,  comunicada  á  los  interesados  en  21  de  Setiembre  por 
medio  de  su  administrador,  acordó  «que  consentía  el  riego  de 
las  tierras  con  las  aguas  de  la  cloaca  por  medio  de  acequias; 
pero  sin  permitir  su  estancamiento  para  evityr  que  se  convir- 
tiese en  foco  de  infección,  y  que  se  destapase  el  caño,  si  se 
necesitaba  para  el  riego  de  la  huerta,  procurando  la  intercep- 
tación de  la  corriente  para  que  no  vayan  á  la  noria:» 

Resultando  que  sin  aguardar  á  que  dicha  Autoridad  resol- 
viese, no  obstante  haber  ordenado  para  ello  un  reconocimiento 
de  la  huerta  y  sus  riegos  por  medio  de  un  delegado  y  del  In- 
geniero Jefe  de  la  provinca,  recurrió  dicho  interesado  en  queja 
del  procedimiento  seguido  por  el  Gobernador  ante  el  Ministro 
de  Fomento;  y  que  éste  por  orden  de  10  de  Noviembre  de  1873, 
reputando  que  la  cuestión  de  que  se  trataba  era  de  policía 
sanitaria,  oida  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puer- 
tos, y  conformándose  •con  lo  propuesto  por  la  Dirección  gene- 
ral de  Obras  públicas,  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  dis- 
puso que  se  remitiese  dicho  expediente  al  Ministero  de  la  Go- 
bernación para  que  dictase  la  resolución  que  procediese,  fun- 
dándose en  que  en  el  caso  actual  no  se  ventilaba  una  cuestión 
de  aprovechamiento  de  aguas  sino  de  policía  urbana: 

Resultando  que  practicado  así,  y  después  de  varios  trámi- 
tes, el  Ministro  de  la  Gobernación  por  orden  de  19  de  Diciem- 
bre del  mismo  año  resolvió  que  debia  inhibirse  de  entender 
en  la  cuestión  que  se  ventila,  fundado  en  que  en  este  asunto 
se  podían  distinguir  dos  cuestiones,  una  la  de  privar  al  re- 
currente del  derecho  que  pueda  tener  al  disfrute  de  las  aguas 
sucias  que  atraviesan  su  finca,  que  corresponde  á  los  Tribu- 
nales de  justicia;  y  otra  de  policía  urbana,  que  es  la  de  pro- 
hibir el  estancamiento  de  aguas  infectas,  cuya  resolución  cor- 
responde á  las  Corporaciones  municipales: 

Resultando  que  hechas  saber  las  precedentes  órdenes  á  Don 
José  Diez  de  Tejada  en  18  de  Noviembre  y  29  de  Diciembre 
del  mismo  año,  el  Procurador  D.  Manuel  Tovar,  en  su  repre- 
sentación y  en  la  de  su  hermana  Doña  María,  en  29  de  Abril 
del  corriente  año  entabló  demanda  en  este  Tribunal  Supremo 
pidiendo  que  se  declare  procedente  la  vía  contenciosa,  y  se  re- 
voquen y  anulen  las  precitadas  órdenes,  mandando  que  el  Mi- 
nistro de  la  Gobernación  haga  cumplir  la  providencia  ejecu- 
toria del  Gobernador  de  4  de  Marzo,  reproducida  al  Alcalde 
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en  23  de  Abril  de  1871,  sin  perjuicio  de  cuantos  recursos  de 
responsabilidad  y  dados  les  asistan  para  utilizarlos-contra 
quien  vieren  convenirles;  fundándose,  ea*  cuanto  &  la  proce- 
dencia de  aquella  vía,  en  que  tiene  un  derecho  preexistente; 
que  éste  se  nalla  lastimado  por  lfe  Administración,  y  que  lo 
está  por  providencias  definitivas: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal»  pidió  que  se  de- 
clarase improcedente  la  vía  contenciosa  é  inadmisible  la  de- 
manda alegando  que  el  derecho  preexistente  de  los  deman- 
dantes nadie  le  ha  puesto  en  duda:  que  el  derecho  lastimado 
ha  de  provenir  de  los  actos  de  la  Administración  y  no  del 
Ayuntamiento:  que  según  el  art.  282  de  la  Ley  provisional 
sobre  organización  del  Poder  judicial,  esta  Sala  tiene  faculta- 
des para  conocer  de  todos  los  recursos  contra  las  resoluciones 
finales  y  definitivas  que  dicte  la  Administración  general  del 
Estado;  y  que  los  actos  reclamados  no  lastiman  derecho  al- 
guno, porque  por  la  inhibición  no  se  prejuzgan  las  cuestiones 
de  derecho,  según  tiene  declarado  la  Sala,  y  no  prejuzgán- 
dolas no  es  posible  entrar  á  discutir  si  las  providencias  re- 
clamadas los  han  lastimado  ó  no:  que  es  jurisprudencia  cons- 
tante que  sólo  puede  ser  objeto  de  la  .vía  contenciosa  lo  que 
haya  sido  resuelto  en  la  gubernativa;  y  que  si  nada  han  re- 
suelto aquellos  Ministerios,  tampoco  este  Tribunal  puede?  re- 
parar agravios  que  no  ha  inferido  la  Administración  central: 
que  la  cuestión  no  es  de  aprovechamiento  ó  propiedad  de 
aguas;  pero  prescindiendo  de  esto,  es  indudable  que  una  re- 
solución dictada  por  el  Ministerio  de  cualquiera  de  los  ramos 
de  la  Administración  pública  declarándose  incompetente  para 
conocer  de  un  asunto  no  puede  ser  reclamable  en  vía  conten- 
ciosa: que  es  exagerado  que  los  reclamantes  no  tienen  donde 
acudir  para  que  su  derecho  á  las  aguas  sea  respetado ,  por- 
que el  Ministerio  de  la  Gobernación  dispone  que  el  Ayunta- 
miento de  Antequera  resuelva  en  el  fondo  la  cuestión  en  el 
sentido  de  que  es  de  policía  ayuntaría;  y  si  al  resolverla  ataca 
derechos  privados,  la  Autoridad  competente  «eria  la  Autoridad 
judicial,  con  arreglo  al  espíritu  de  los  artículos,  296  y  297  de 
la  Ley  de  Aguas  y  h  lo  que  dispone  la  municipal :  que  aun 
cuando  el  Ministerio  de  Fomento  pudiera  haber  resuelto  en 
pro   ó  en  contra,   según  dichos  artículos,   no  nubiera  sido 
competente,  sino  los  Tribunales  ordinario*,  que  es  á  quienes 
compete  declarar  derechos  reales ,  y  únicamente  á  la  Admi- 
nistración activa,  y  en  su  caso.  á  la  eontenoiosa  fijar  el  estado 
posesorio  de  los  administrativos:  que  tampoco  niega  el  Fiscal 
que  sean  definitivas  las  órdenes  reclamadas  de .  dichos  Minis- 
terios en  cuanto  á  lo  que  resuelven;  pero  niega  el  carácter  de 
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definitivo  en  el  sentido  de  haber  terminado  definitivamente 
las  cuestiones  de  fondo  que  exige  la  ley  para  que  haya  ó  no 
lugar  k  la  via  contenciosa  y  para  que  llegue  el  caso  de  ser 
competente  esta  Sala:  que  es  bien  sabido  que  los  conflictos  de 
jurisdicción  entre  las  Autoridades  administrativas  ó  entre  estas 
y  la  judicial  se  resuelven  por  el  Poder  Ejecutivo,  v  no  puede 
ofrecer  duda  que  al  admitirse  la  demanda  actual,  el  único 
fallo  posible  seria  resolver  una  cuestión  de  competencia  entre 
aquellas,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  este  Tribunal  Supremo  deci- 
diría sobre  un  purtto  que  no  le  corresponde ;  las  resoluciones 
finales  de  que  habla  el  art.  46  de  la  Ley  del  Consejo  de  Estado 
y  el  282  de  la  de  organización  judicial  no  son  sino  aquellas 
en  que  termina  la  jurisdicción  del  centro  ministerial  que  las 
dicta,  y  que  crean  ó  niegan  derechos,  fijan  de  una  manera 

Crmanente  el  estado  de  las  cosas  y  causan  ejecutoria;  y  como 
i  órdenes  reclamadas  no  son  ni  "tienen  este  carácter,  porque 
nada  resuelven  sobre  la  privación  de  aguas  de  que  se  lamenta 
el  reclamante,  nada  puede  acordarse,  porque  lo  que  no  se  ha 
resuelto  en  la  vía  gubernativa  no  puede  ser  objeto  de  fallo  en 
la  contencioso-administrativa. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Ar- 
mesto. 

Considerando  que  la  Ley  municipal  de  20  de  Agosto  de 
1870,  al  establecer  en  sus  artículos  67  y  68  la  base  funda- 
mental de  las  atribuciones  exclusivas  de  los  Ayuntamientos 
en  la  gestjon,  gobierno  y  dirección  de  los  intereses  de  los 
pueblos;  enumera  y  determina  cuáles  son  los  objetos  del  ser- 
vicio público  cometidos  á  su  acción  y  vigilancia,  designando 
entre  ellos  «la  policía  urbana  y  rural,»  ó  sea  cuanto  tenga 
relación  con  el  buen  orden  de  la  vía  pública  en  general  y  ío 
concerniente  á  la  limpieza,  higiene  y  salubridad  de  los  pueblos: 

Considerando  que  el  art.  162  de  la  misma  ley  previene 
que  los  que  se  crean  perjudicados  en  sus  derechos  civiles  por 
los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  pueden  reclamar  contra 
ellos  mediante  demanda  ante  el  Juez  ó  Tribunal  competente, 
según  lo  que,  atendida  la  naturaleza  del  asunto,  dispongan 
las  leyes,  concediéndose  para  la  interposición  de  la  indicada 
demanda  el  plazo  de  treinta  dias : 

Considerando  que  la  providencia  dictada  por  el  Alcalde  de 
Antequera  en  18  de  Setiembre  de  1870  á  consecuencia  de 
acuerdos  anteriores  de  la  Municipalidad,  y  en  circunstancias 
extraordinarias  amenazantes  para  la  salud  pública,  tuvo  por 

Srincipal  objeto,  según  en  el  mismo  acuerdo  se  expresa,  hacer 
esaparecer  un  foco  de  infecoion  abierto  maliciosamente  en  la 
cloaca  de  aguas  inmundas  que  atravesaba  por  una  huerta  de 
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los  reclamantes;  los  cuales,  si  entendían  lastimados  sus  dere- 
chos civiles,  asi  en  posesión  como  propiedad  acerca  del  uso 
y  aprovechamiento  de  aquellas  aguas,  expedito  tenían  su  de* 
recho  para  hacerlo  valer  ante  el  Tribunal  competente ,  según 
lo  prevenido  en  la  predicha  ley  y  en  el  art.  296  de  la  de  3  de 
Agosto  de  1866,  sobre  aguas: 

Considerando  que  al  acudir  los  reclamantes  por  vía  de  al- 
zada ante  el  Gobernador  de  la  provincia ,  y  al  confirmar  éste 
el  acuerdo  del  Alcalde  en  la  parte  referente  á  que  «de  ningún 
modo  consintiese  la  aglomeración  de  las  aguas  inmundas 
para  estiércoles  ni  su  conducción  á,  la  noria  de  la  huerta  pro- 
pia de  aquellos,*  dejó  sin  embargo  á  salvo  el  derecho  del 
Ayuntamiento  para  ejercitarlo  con  arreglo  al  art.  63  de  la 
precitada  Ley  de  Aguas;  en  vista  de  lo  cual  la  Corporación 
municipal,  reconociendo  el  derecho  de  los  poseedores  de  la 
huerta  para  aprovecharse  de  las  aguas  así  pluviales  couío  in- 
mundas que  pasaban  por  su  finca,  adoptó  las  precauciones 
higiénicas  que  creyó  previsoras  para  evitar  perjuicios  á  la 
salud  pública: 

Considerando  que  si  bien  el  Gobernador  mandó  que  se  hi-> 
ciese  un  reconocimiento  facultativo  de  la  huerta  y  sus  riegos 
para  fijar  el  estado  de  las  cosas,  los  reclamantes,  sin  aguar- 
dar el  resultado ,  acudieron  al  Ministerio  de  Fomento ;  y  que 
éste  al  inhibirse  del  conocimiento  del  asunto  por  versar  ex- 
clusivamente sobre  policía  sanitaria,  pasando  el  expediente  al 
Ministerio  de  la  Gobernación;  y  al  inhibirse  también  el  último 
por  idéntico  motivo,  á  tenor  de  las  respectivas  Reales  órdenes 
de  10  de  Noviembre  de  1873  y  19  de.  Diciembre  siguiente,  ni 
uno  ni  otro  hicieron  declaración  ninguna  que  perjudicase  k+ 
derechos  preexistentes  de  tercero  y  que  causase  estado  sobre 
el  aprevechamiento  de  las  aguas : 

Considerando  que ,  según  la  jurisprudencia  constante  del 
Consejo  de  Estado  y  de  este  Tribunal  Supremo ,  es  improce- 
dente toda  demanda  contencioso-administrativa  contra  reso- 
luciones del  Gobierno  cuando  uno  de  sus  Ministerios  se  inhibe 
del  conocimiento  de  un  negocio  referente  á  la  salubridad  pú- 
blica y  policía  sanitaria : 

Considerando  que  las  Reales  órdenes  reclamadas  contienen 
implícitamente  una  contienda  negativa  de  dos  Ministerios,  sin 
que  á  este  Tribunal  incumba  decidir  sobre  su  competencia 
respectiva,  aun  en  el  supuesto  de  que  cualquiera  de  ellos  de- 
biera conocer  del  fondo  del  asunto,  ultimado  que  fuese  en  la 
vía  gubernativa ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contencioso-administrativa  contra  las  repetidas 
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Reales  órdenes ,  dictada  la  una  por  el  Ministerio  de  Fomento 
en  10  de  Noviembre  de  1873 ,  y  por  el  de  la  Gobernación  la 
otra  en  19  de  Diciembre  siguiente ;  y  en  su  virtud  que  no  há 
lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de 
D.  José  y  Doña  María  de  los  Dolores  Diez  de  Tejada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  sacán- 
dose al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  expe- 
dientes gubernativos  á  los  referidos  Ministerios,  con  la  certifi- 
cación prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = 
Juar}  González  Ace  vedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  = 
Pascual  Bay arr i.  =  Ignacio  Vieites.  =  Francisco  Armesto.= 
Diego  Fernandez  Cano.=*Mariano  Maury. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Francisco  Armesto,  Magistrado  de  la  Sala 
tercera;  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma ,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  12  de  Noviembre  de  1874.  =Li- 
cenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.  59. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Sueldo  regulador  para  la  clasificación  del  interesado.— 
#  Sentencia  de  12  de  Noviembre,  confirmando  la  Real  orden 

de  12  de  Julio  de  1868,  impugnada  por  D.  José  Rodríguez 

Rejano. 

-  En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Que  sólo  son  abonables  para  obtener  pensiones  civiles  los 
servicios  prestados  en  destinos  de  la  Administración  pública  re- 
tribuidos  por  el  Estado ,  con  la  única  excepción  de  los  que  se 
marquen  expresamente  de  otra  índole  en  leyes  ó  disposiciones 
de  carácter  general. 

2.°  Que  el  Real  decreto  de  13  de  Mayo  de  1859  dispone  qu 
los  empleados  públicos  en  las  provincias  de  Ultramar  cuando  no 
llevan  seis  años  de  residencia  se  les  regule  aquel  en  proporción 
de  cuatro  á  diez,  ó  sea  con  el  descuento  ó  reducción  de  dos  quin- 
tos para  los  efectos  de  obtener  la  clasificación  de  haber  pasivo  y 
de  poder  acumular  sus  servicios  con  los  prestados  en  la  Pe- 
nínsula. 
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3.5  Que  esta  prescripción  es  terminante  y  absoluta,  sin  que 
pueda  evadirse  de  ella  ningún  empleado  que  aspire  a  haber  pa- 
sivo como  tal  empleado,  y  no  admite  por  consecuencia  distincio- 
nes que  ella  no  hace. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  12  de  Noviembre  de  1874,  en  el 
pleito  contencioso-administrativo,  seguido  en  este  Tribunal  Su- 
premo, en  primera  y  única  instancia,  entre  D.  José  Rodríguez 
Rejano  por  su  propio  derecho,  y  la  Administración  del  Estado, 
representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque 
la  Real  orden  de  12  de  Julio  de  1868,  que  le  denegó  para  su 
clasificación  el  abono  de  tiempo  de  servicios  que  prestó  como 
encargado  principal  del  Asilo  de  San  José  de  la  Habana,  y  no 
estimó  como  sueldo  regulador  para  su  clasificación  el  total 
que  Labia  disfrutado  allí  como  Celador  de  policía: 

Resultando  que  D.  José  Rodríguez  Rejano,  que  desde  1835 
habia  venido  sirviendo  varios  destinos  én  Correos,  fué  decla- 
rado cesante  por  reforma  del  destino  de  Oficial  primero  de  la 
Administración  de  Correos  de  Vigo  por  Real  orden  de  13  de 
Marzo  de  1857;  y  con  este  motivo  acudió  á  la  Junta  de  Clases 
pasivas  solicitando  su  clasificación,  y  acompañando  su  hoja 
de  servicios;  dicha^  Junta,  después  de  tramitado  el  expediente, 
en  sesión  de  18  de  Febrero  de  1859  le  reconoció  diez  y  siete 
años,  cuatro  meses  y  catorce  dias  de  servició,  con  derecho  al 
de  2.000  rs.  anuales,  tercera  parte  del  sueldo  de  6.000  que 
sirvió  de  regulador: 

Resultando  que  después  fué  nombrado  por  el  Capitán  ge- 
neral de  la  Isla  de  Cuba  en  1860  Oficial  interino  de  la  Admi- 
nistración de  Correos  de  Cárdenas,  y  en  1861  Celador  de  po- 
licía del  barrio  de  Vives,  cuyo  destino  desempeñó  menos  de  * 
dos  años,  y  en  1862  encargado  principal  del  Asilo  de  San  José, 
nombrado  por  la  Junta  de  aprendizajes  de  artes  y  oficios,  con 
el  sueldo  de  6.000  pesetas  anuales: 

Resultando  que  más  tarde  fué  nombrado  y  desempeñó  los 
cargos  de  Administrador  de  Correos  de  Madridejos,  Oficial  se- 
gundo de  la  de  Toledo  y  Administrador  de  la  ambulante  del 
ferro-carril  del  Mediterráneo,  cesando  en  este  destino  por  Real 
orden  de  22  de  Julio  de  1866;  y  que  en  consecuencia  pidió  que 
se  le  declarasen  los  derechos  que  le  correspondían ,  rehabili- 
tándole en  el  haber  pasivo  de  200  esculos  anuales  por  no  su- 
frir alteración  el  que  se  le  habia  declarado  anteriormente: 

Resultando  que  en  10  de  Marzo  de  1867  Rodríguez  Rejano 
solicitó  que  se  le  mejorase  su  clasificación,  abonándosele  un 
año  y  veinte  dias  de  servicios  que  habia  prestado  auxiliando 
los  trabajos  de  la  Dirección  general  de  Contabilidad  de  Ha- 
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cienda  pública;  y  dicha  Junta,  en  sesión  de  18  de  Mayo  de 
1867  le  reconoció  veinte  anos,  un  mes  y  cinco  dias  de  servi- 
cios, con  el  haber  anual  de  300  escudos,  mitad  de  600  que 
sirvieron  de  regulador: 

Resultando  que  en  Octubre  del  mismo  año  presentó  Rejano 
i  la  Junta  de  Clases  pasivas  varias  certificaciones,  una  de 
ellas  para  hacer  constar  que  en  8  de  Setiembre  de  1862  habia 
tomado  posesión  del  destino  antes  indicado  de  encargado  prin- 
cipal del  Asilo  de  San  José,  para  el  que  fué  nombrado  por  el 
Gobernador  superior  civil  en  3  del  mismo  mes  y  año,  siendo 
suspendido  en  dicho  destino  en  5  de  Mayo  de  1863,  y  cesando 
definitivamente  de  él  en  15  del  mismo  mes  en  que  aquella 
Autoridad  lo  dispuso;  y  la  otra  para  demostrar  que  sirvió  la 
plaza  de  Oficial  único  de  la  Administración  de  Correos  de 
Cárdenas  en  clase  de  interino,  nombrado  por  la  misma  Auto- 
ridad de  la  Isla,  desde  16  de  Abril  que  tomó  posesión  hasta 
31  de  Octubre  de  1860  que  cesó;  y  pidió  en  su  virtud  que  se 
mejorase  su  clasificación,  señalándole  el  haber  pasivo  de  500 
escudos  anuales  á  que  se  consideraba  con  derecho,  consig- 
nándole el  pago  en  la  Tesorería  de  Rentas  de  esta  provincia, 
acontar  desde  1.°  de  Agosto  de  1862  en  que  cesó  del  destino 
de  la  estafeta  ambulante  del  ferro-carril  del  Mediodía,  toda 
vez  que  para  el  completo  de  los  dos  años  prevenidos  en  la 
legislación  vigente  procedía  la  acumulación  del  tiempo  que 
sirvió  las  expresadas  plazas,  y  cuyos  dos  quintos  de  sueldo 
era  igual  al  todo  de  la  ambulante  en  cuestión: 

Resultando  que  la  Junta  de  Clases  pasivas  en  sesión  de  18 
de  Enero  de  1868  le  reconoció  veintiún  años,  ocho  meses  y 
veintisiete  dias,  sin  que  por  ello  sufriera  alteración  el  haber 
pasivo  señalado  anteriormente,  fundándose  en  que  no  le  cor- 
respondía ningún  abono  de  los  servicios  que  habia  prestado 
como  encargado  del  Asilo  de  San  José  por  no  ser  de  nombra- 
miento Real,  cuyo  requisito  es  indispensable  con  arreglo  á  la 
legislación  vigente: 

Resultando  que  comunicado  á  Rejano  el  anterior  acuerdo, 
se  alzó  de  él  ante  el  Ministro  de  Ultramar  en  2  de  Marzo  si- 
guiente solicitando  que  se  revoque,  como  lo  habia  hecho 
en  7  de  Diciembre  anterior  en  el  expediente  de  D.  Nicolás 
María  del  Villar,  ó  que  por  motivos  de  equidad  inclinase  el 
ánimo  de  S.  M.  á  fin  de  que  se  dignase  aprobar  los  nombra- 
mientos hechos  en  su  favor  por  el  Gobernador  superior  de  la 
Isla  de  Cuba,  que  eran  de  sueldo  equivalente  á  los  que  de  Real 
orden  habían  servido  en  la  Península,  fundándose  en  el  de- 
creto de  24  de  Octubre  de  1859,  en  la  Real  orden  de  31  de 
Octubre  de  1843,  en  la  Ley  de  presupuestos  de  15  de  Julio 
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de  1865  y  en  la  de  la  misma  clase  de  1864,  que  supone  in- 
fringidos por  la  Junta: 

Resultando  4}ue  pedido  informe  á  la  Junta  de  Clases  pasi- 
vas, reprodujo  su  anterior  acuerdo;  pero  oido  el  Consejo  de 
Estado  en  sus  Secciones  de  Ultramar  y  Hacienda,  fué  de  dic- 
tamen de  que  pudiera  revocarse  el  acuerdo  de  la  Junta  de 
Clases  pasivas  sólo  en  cuanto  no  aprecia  para  el  sueldo  regu- 
lador el  que  disfrutó  este  interesado  en  la  Isla  de  Cuba  como 
Celador  de  policía  en  el  barrio  de  Vives:  y  que  el  Ministro  del 
ramo  por  orden  de  1.°  de  Julio  de  1868,  conformándose  con 
lo  consultado  en  este  asunto  por  dichas  Secciones,  confirmó  el 
expresado  acuerdo  de  la  Junta,  en  cuanto  por  él  se  reconocen 
á  D.  José  Rodríguez  Rejano  veintiún  años,  ocho  meses  y  vein- 
tisiete dias  de  servicios,  y  en  cuanto  se  adopta  como  regulador 
del  haber  pasivo  que  le  corresponda  el  de  960  escudos,  dos 
quintas  partes  de  los  6.000  que  disfrutó  en  propiedad  como 
Celador  de  policía,  y  cuyo  haber  pasivo  se  le  consignará  sobre 
las  Cajas  de  la  Península,  con,  arreglo  á  lo  dispuesto  para  estos 
casos  en  el  decreto  de  13  de  Mayo  de  1859: 

Resultando  que  D.  José  Rodríguez  Rejano  suscitó  ante  la 
Administración  activa  la  cuestión  de  la  compatibilidad  de  su 
haber  pasivo  con  el  sueldo  que  disfrutó  como  encargado  del 
Asilo  de  San  José  de  la  Habana,  la  cual  no  llegó  á  resolverse, 
y  además  en  su  propia  representación  en  23  de  Setiembre 
de  1868  entabló  demanda  ante  el  Consejo  de  Estado ,  que  más 
tarde  amplió  con  la'  solicitud  de  que  se  dejara  sin  efecto  la 
precedente  Real  orden  en  la  parte  que  llevaba  reclamada  so- 
bre abono  de  tiempo  de  servicios  en  la  plaza  de  encargado 
principal  del  Asilo  de  San  José  de  la  Habana,  sirviéndole  de 
base  sin  reducción  alguna  el  regulador  de  6.000  pesetas  que 
habia  disfrutado,  ó  que  si  no  hubiere  lugar  se  tuviesen  pre- 
sentes para  completarle  los  seis  años  de  residencia  en  Ultra- 
mar; y  que  en  su  consecuencia  se  devolviese  su  expediente  a 
la  Junta  de  Pensiones  civiles  para  que  con  arreglo  á  aquel 
regulador  reformase  su  acuerdo  de  18  de  Enero  de  1868,  le 
abonase  el  tiempo  que  desempeñó  el  destino  de  encargado  del 
Asilo  de  San  José  de  la  Habana ,  conforme  á  la  Real  orden 
de  31  de  Octubre  de  1843;  y  por  último,  que  se  le  abonen 
todos  sus  haberes  devengados  y  no  satisfechos  de  ocho  meses 
v  seis  dias  en  la  liquidación  próxima  de  1874,  fundándose  en 
ía  disposición  2.a  de  la  orden  aclaratoria  de  la  Regencia  del 
Reino  de  21  de  Marzo  de  1842,  en  el  preámbulo  de  la  Real 
orden  de  12  de  Julio  de  1868,  y  en  la  que  acordó  se  estuviese 
á  lo  resuelto  en  ésta;  por  todo  lo  cual  pedia  se  declarase  por 
este  Tribunal  le  correspondía  íntegro  y  sin  reducción  como 
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sueldo  regulador  para  su  clasificación  el  de  las  6.000  pesetas 
expresadas,  confirmando  la  orden  reclamada  en  el  punto  que 
acepta  ese  sueldo  regulador  para  mejorar  su  haber  pasivo,  y 
anulándola  en  todo  lo  demás;  indicando  de  paso  que  ni  aun 
en  hipótesis  podia  aceptar  el  sueldo  regulador  que  se  desig- 
'  naba  por  haber  disfrutado  otro  mayor  como  empleado  de  Cor- 
reos en  la  línea  del  Mediterráneo: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  para  que 
contestase  el  anterior  recurso,  como  no  lo  hiciese  dentro  del 
término  señalado ,  Rejano  le  acusó  la  rebeldía ,  y  la  Sala  la 
hubo  por  acusada  en  providencia  de  9  de  Junio  del  cor- 
riente año. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  sólo  son  abonables  para  obtener  pensio- 
nes civiles  los  servicios  prestados  en  destinos  de  la  Aaminis- 
tracion  pública  retribuidos  por  el  Estado,  con  la  única  excep- 
ción de  los  que  se  marquen  expresamente  de  otra  índole  en 
leyes  ó  disposiciones  de  carácter  general: 

Considerando  que  el  destino  que  ha  servido  el  recurrente 
D.  José  Rodríguez  Rejano  como  encargado  del  Asilo  de  San 
José  en  la  Habana  no  es  de  esta  índole,  puesto  que  no  se  paga 
con  fondos  del  Estado,  según  resulta  de  la  comunicación  ofi- 
cial del  Capitán  general  de  la  Isla  de  Cuba  de  23  de  Setiembre 
de  1869;  en  prueba  de  lo  cual  para  nada  ha  intervenido  el  Mi- 
nisterio de  Ultramar  en  dicho  nombramiento ,  como  era  nece- 
sario si  se  tratase  de  un  empleo  de  carácter  general,  según 
resulta  del  expediente  administrativo: 

Considerando,  respecto  del  sueldo  regulador,  que  el  Real 
decreto  de  13  de  Mayo  de  1859  dispone  que  los  empleados 
públicos  en  las  provincias  de  Ultramar  cuando  no  llevan  seis 
años  de  residencia  se  les  regule  aquel  en  proporción  de  4 
á  10,  ó  sea  con  el  descuento  ó  reducción  de  dos  quintos  para 
los  efectos  de  obtener  la  clasificación  de  haber  pasivo  y  de  poder 
acumular  sus  servicios  con  los  prestados  en  la  Península: 

Considerando  que  esta  prescripción  es  terminante  y  abso- 
luta sin  que  pueda  evadirse  de  ella  ningún  empleado  que  as- 
pire á  haber  pasivo  como  tal  empleado,  y  no  admite  por  con- 
secuencia distinciones  que  ella  no  hace,  y  con  las  cuales,  si  se 
admitiesen  para  los  efectos  que  se  pretenden,  léios  de  mejorar 
el  recurrente  su  situación  la  empeoraría,  pues  si  el  destino  de 
Celador  de  policía  en  la  Habana  no  se  reputase  como  de  un 
funcionario  de  la  Administración  pública,  según  lo  califica  el 
Consejo  de  Estado,  no  tendría  derecho  á  ninguna  retribución 
en  situación  pasiva: 
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Considerando,  sobre  el  punto  de  la  compatibilidad  del  haber 
pasivo  del  recurrente  con  el  sueldo  que  disfrutó  como  encar- 
gado del  Asilo  de  San  José,  que  esta  cuestión,  si  bien  se  pro- 
movió en  el  expediente  administrativo,  no  llegó  á  decidirse,  y 
no  está  por  lo  tanto  convenientemente  preparada  para  la  vía 
contenciosa: 

Considerando  que  respecto  de  la  acumulación  de  servicios 
peninsulares  á  los  de  Ultramar  para  fijar  el  sueldo  regulador, 
sobre  no  haberse  pedido  de  un  modo  concreto  y  directo  en  la 
demanda  ni  en  la  ampliación,  lo  resolvió  la  orden  reclamada 
favorablemente  á  Rejano,  dando  por  hecha  la  acumulación  de 
los  dos  años  en  el  sueldo  de  Comisario  de  policía  de  la  Habana 
con  el  descuento  prevenido: 

Y  considerando,  además,  que  otro  tipo  de  sueldo  mayor, 
como  el  de  empleado  de  Correos  en  el  ferro-carril  del  Medi- 
terráneo que  obtuvo  después  de  venir  de  la  Habana  Rejano, 
no  podia  aceptarse  para  la  regulación ,  porque  para  ello  era 
necesario  el  disfrute  en  él  por  los  dos  años  marcados  por  las 
leyes,  el  cual  no  obtuvo  el  recurrente; 

Fallamos,  que  confirmando,  como  confirmamos,  la  Real  or- 
den de  12  de  Julio  de  1868,  que  ha  sido  reclamada  por  Don 
José  Rodríguez  Rejano,  venimos  en  declararla  firme  y  sub- 
sistente, y  sin  que  haya  lugar  á  modificarla  en  ninguno  de 
los  extremos  que  se  han  pretendido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y«devolviéndose  los  expedientes 
gubernativos  á  los  Ministerios  de  Hacienda  y  Ultramar,  con  la 
certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. =  Juan  González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Teja- 
da. =  Juan  Jiménez  Cuenca. = Manuel  León. *=  Manuel  Almonací 
y  Mora.=Diego  Fernandez  Cano.=Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera  del 
mismo,  en  el  dia  de  hoy,'  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  12  de  Noviembre  de  1874.  =  Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 
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ÚNICA  INSTANCIA. 


Validez  de  la  venta  de  unos  pkados. — Sentencia  de  13  de 
Noviembre,  absolviendo  á  la  Administración  general  del 
Estado  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Eloy  Lecanda  Cha- 
ves contra  la  Real  orden  de  26  de  Diciembre  de  1872. 

Eií  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  la  Real  orden  de  11  de  Noviembre  de  1863, 
los  compradores  de  fincas  del  Estado  pueden  reclamar  dentro  de 
los  dos  años  siguientes  á  la  adjudicación  acerca  de  la  falta  de 
cabida;  y  si  ésta  resultase  igual  á  la  quinta  parte  de  la  expre- 
sada en  el  anuncio,  la  venta  será  nula,  quedando  por  el  con- 
trario subsistente  y  sin  derecho  de  parte  del  comprador  ¿  h 
indemnización  si  dicha  falta  fuese  menor  de  la  expuesta  quinta 
parte;  y  que  conforme  al  art.  7.°  del  Real  decreto  de  10  de 
Julio  de  1865,  los  compradores  de  bienes  comprendidos  en  las 
leyes  de  desamortización  sólo  podrán  reclamar  por  los  desper- 
fectos que  con  posterioridad  á  la  tasación  sufrían  las  fincas  por 
falta  de  sus  cabidas  señaladas  ápor  cualquiera  otra  causa  justa 
en  el  término  improrogable  de  quince  dios  desde  el  de  la  pu- 
blicación. 

2.°  Que  el  expresado  decreto  de  10  de  Julio  de  1865  es  apli- 
cable á  los  contratos  celebrados  antes  y  después  de  su  fecha. 
átend'do  lo  dispuesto  en  su  art.  9.°,  y  la  constante  jurispruden- 
cia de  It  Sila  cuarta  d*A  Tribunal  Supremo,  sentada  entre 
otras  sentencia*  en  la  de  10  de  Abril  de  1871,  22  de  Marzo  y  20 
de  Abril  de  1872,  y  conforme  también  al  decreto  del  Poder  Eje- 
cutivo de  24  de  Mayo  de  1869. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Noviembre  de  1874,  en  el 
pleito  contencioso-adninistrativo,  seguido  en  este  Tribunal 
Supremo  en  primera  y  única  instancia  entre  D.  Eloy  Lecanda 
y  Chaves,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula 
Canalejas,  y  la  Administración  del  Estado,  representada  por 
el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  de  26 
de  Diciembre  de  1872,  que  declaró  válida  la  venta  de  unos 
prados : 
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Resultando  que  en  7  de  Octubre  de  1863  remató  D.  Ángel 
Arce  un  prado  situado  en  término  de  León ,  á  la  Calzada  de 
Santo  Domingo,  de  regadío,  cercado  de  tapia  y  sebe,  en  el 
que  habia  72  chopos  de  diez  años,  de  cabida  de  siete  fanegas, 
nueve  celemines,  un  cuartillo  de  primera  y  segunda  calidad, 
y  un  pajar  con  una  superficie  de  2.437  pies: 

Resultando  que  el  mis  no  Arce  en  14  de  Abril  de  1864  re- 
mató otro  prado  en  el  mismo  términ>,  ¿la Calzada  de  las  Na- 
grillas,  también  de  regadío,  y  cercado  de  pared,  tapia  y  sebe, 
de  cabida  de  15  fanegas  y  dos  cuartillos  de  primera  y  segunda  . 
calidad,  correspondiéndole  un  pajar  en  buen  estado  de  con- 
servación con  una  superficie  de  2.624  pies,  ambos  proceden-» 
tes  de  la  colegiata  de  San  Isidro  de  la  misma  ciudad: 

Resultando  que  aprobados  los  remates  y  pagado  el  primer 
plazo,  el  comprador  cedió  dichas  fincas  á  D.  Eloy  Lecanda,  y 
éste  en  31  de  Julio  de  1871  acudió  al  Ministro  de  Hacienda 
pidiendo  la  rescisión  de  la  venta  por  no  tener  la  cabida  mar- 
cada en  el  anuncio: 

Resultando  que  remitida  esta  instancia  al  Jefe  de  la  Ad- 
ministración económica  de  dicha  provincia,  se  mandó  que, 
uniendo  ¿  ella  los  expedientes  de  tasación  y  subasta,  se  pro- 
cediese por  peritos  á  la  medición  y  tasación  de  dichos  prados, 
expresándose  la  cabida  que  tengan;  y  si  no  fuese  la  misma, 
las  causas  que  hayan  podido  concurrir  en  la  equivocación  ó 
error: 

Resultando  que  el  referido  Lecanda  presentó  otra  exposi- 
ción en  19  de  Enero  de  1872  expresando  que  por  un  olvido 
involuntario  dejó  de  indicar  las  causas  tal  vez  principales  que 
ocasionó  la  nulidad  de  la  venta ,  por  la  cual ,  y  para  que  se 
practiquen  medición  y  tasación  con  pleno  conocimiento ,  de- 
bía de  decir:  primero ,  que  los  peritos  al  efectuar  la  tasación 
para  la  venta  tuvieron  presente  la  proximidad  de  los  terrenos 
á  los  muros  de  León  y  al  camino  que  va  de  esta  ciudad  á  la 
estación  del  ferro-carril  del  Nordeste;  y  visto  el  aumento  de 
población,  consideraron  que  servían  para  edificar  y  les  justi- 
preciaron por  doble  ó  triple  de  su  valor:  segundo ,  que  el  rio 
ó  presa  de  regadío  es  muy  caudaloso  y  frecuentes  las  aveni- 
das en  las  épocas  de  lluvias  y  deshielos;  por  cuya  razón ,  no 
siendo  suficiente  su  cauce  para  contener  las  aguas,  se  des- 
bordan é  inundan  la  heredad,  destruyendo  sus  frutos,  lo  cual 
sucede  también  en  los  grandes  frios  en  especial  en  el  segundo  % 
de  los  prados  antes  indicados,  porque  teniendo  que  pasar  el 
agua  por  un  boquete  sin  dique  que  le  contenga  por  el  lado 
de  la  ne redad,  el  agua  se  desparrama  por  la  finca;  y  tercero, 
que  según  el  expediente,  la  tierra  de  ambos  prados  es  de  pri 
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mera  y  segunda  calidad,  lo  cual  no  es  exacto;  por  la  que  su- 

Ídicaba  se  tuviesen  presentes  los  hechos  expuestos  al  practicar 
as  diligencias  periciales: 

Resultando  que  verificado  el  reconocimiento  en  26  de  Marzo 
siguiente,  con  vista  de  un  expediente  de  la  subasta  y  certifi- 
cación y  Boletín  del  otro  por  no  haber  sido  hallado,  por  dos 
Agrimensores  nombrados  por  la  Administración,  certificaron 
que  el  segundo  prado  tiene  una  extensión  de  tres  y  media 
hectáreas,  equivalentes  á  15  fanegas  de  las  de  30.000  pies 
cuadrados  una;  quedando  su  capacidad  productiva  en  poco 
taiás  de  dos  hectáreas,  ó  nueve  fanegas,  siendo  su  terreno 
♦  mantilloso,  pero  resfriado  y  húmedo,  que  apenas  produce 
más  que  yerba  de  mala  calidad ,  dominando  las  especies  que 
llaman  pataloba  y  la  espadaña  silvestre ;  su  césped  es  inter- 
rumpido y  carece  de  espesura:  que  el  otro  prado  tiene  de 
extensión  una  hectárea  y  80  áreas,  ó  siete  fanegas,  ocho  ce- 
lemines de  30.000  pies  cuadrados  una:  que  su  capacidad  pro- 
ductiva es  sólo  de  una  hectárea ,  15  áreas,  ó  poco  menos  de 
cinco  fanegas,  cuya  baja  procede  de  las  mismas  causas  que 
en  el  anterior,  del  que  es  predio  sirviente  para  recibir  las 
aguas  sobrantes  y  del  arroyo:  que  su  vegetación  es  yerbajosa, 
dominando  las  mismas  especies,  y  su  césped  menos  claro  y 
escaso  que  aquel,  sin  que  tuvieran  que  añadir  cosa  alguna  á 
lo  que  habían  dicho  los  otros  peritos  respecto  á  los  pajares: 
que  como  los  terrenos  inferiores  están  sujetos  á  recibir  las 
aguas  que  naturalmente  y  sin  obra  del  hombre  afluyen  de  los 
superiores,  así  como  la  tierra  y  piedra  que  arrastró  en  su  curso, 
no  tiene  derecho  á  compensación  alguna  por  los  daños  aue 
sufre  por  ser  predios  sirvientes,  y  por  lo  mismo  sujetos  á  las 
inundaciones  y  los  desbordes :  que  el  prado  primero  recibe  á 
través  de  la  Calzada  las  aguas  del  otro,  que  cpn  los  hielos  del 
invierno  su  terreno  se  hace  fofo  y  calvo:  que  no  queda  en 
ellos  otra  vegetación  que  la  yerba  propia  de  los  terrenos  en- 
fermos ó  charquetales;  y  que  por  sus  condiciones  queda  redu- 
cida su  capacidad  productiva  á  las  dos  terceras  partes  de  su 
extensión,  siendo  además  su  heno  y  pasto  de  pésima  calidad 
para  el  alimento  de  los. ganados,  é  impropias  estas  fincas  para 
otro  cultivo  que  el  de  los  prados  naturales  ó  vegetación  es- 
pontánea por  causa  de  las  servidumbres: 

Resultando  que  oídos  el  Oficial  Letrado,  la  Administración 
/y  la  Junta  provincial  de  Ventas,  opinaron  en  sentido  favora- 
blemente al  comprador;  y  que  remitido  el  expediente  á  la  Di- 
rección, la  Junta  superior  de  Ventas  en  sesión  de  4  de  Julio 
de  1872,  de  conformidad  con  lo  informado  por  aquel  centro, 
desestimó  la  solicitud  de  Lecanda,  advirtienao  al  mismo  tiein- 
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po  al  Jefe  económico  que  ni  la  Administración  ni  la  Junta 
provincial  del  ramo  se  han  ajustado  en  sus  respectivos  infor- 
mes á  las  disposiciones  vigentes;  tanto  más  de  extrañar, 
cuanto  que  no  está  justificado  que  las  expresadas  fincas  no 
tengan  la  cabida  y  demás  condiciones  anunciadas,  por  cuyas 
razones  se  procederá  inmediatamente  á  hacer  efectivos  los 
plazos  vencidos  con  todos  los  procedimientos  que  su  demora 
exija,  dando  cuenta  cada  quince  dias  á  la  Dirección  de  las 
disposiciones  que  adopte  hasta  conseguir  el  reintegro  de  lo 
que  adeuda  el  comprador: 

Resultando  que  hecho  saber  á  D.  Eloy  Lecanda  el  ante- 
rior acuerdo ,  se  alzó  de  él  en  3  de  Agosto  ante  el  Ministro  del 
ramo  pidiendo  que,  después  de  declarar  previamente  la  sus- 
pensión del  apremio ,  orejase  sin  efecto  la  predicha  disposición 
declarando  la  nulidad  de  la  venta  que  sirve  de  motivo  á  esta 
instancia ;  y  que  dicho  Ministro  por  Real  orden  de  26  de  Di- 
ciembre de  1872,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Di- 
rección ,  confirmó  en  todas  sus  partes  el  acuerdo  apelado,  fun- 
dándose en  que  el  art.  .7.°  del  Real  decreto  de  10  de  Julio 
de  1865  fija  el  término  de  quince  dias  para  que  los  compra-( 
dores  puedan  entablar  reclamaciones  por  desperfectos,  falta 
de  cabida  y  por  cualquiera  otra  justa  causa,  debiendo  aplicarse 
este  precepto  á  las  ventas  anteriores  desde  su  publicación  en 
la  Gaceta;  y  que  era  indudable  que  tenia  aplicación  al  caso 
presente ,  en  el  cual  por  la  naturaleza  de  los  perjuicios  pudo 
verlos  el  comprador  dentro  de  los  quince  dias  siguientes  á  la 
publicación  del  mencionado  decreto: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula  Cana- 
lejas, en  representación  de  D.  Eloy  Lecanda  Chaves,  en  28  de 
Julio  de  1873  entabló  demanda  en  este  Tribunal  Supremo  con 
la  solicitud  de  que  en  su  dia  se  deje  sin  valor  ni  efecto  la  Real 
orden  de  que  se  acaba  de  hacer  mérito : 

Resultando  que  declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y 
admitida  la  demanda,  se  puso  de  manifiesto  el  expediente  gu- 
bernativo al  Licenciado  Canalejas  para  que  la  ampliase;  y 
como  trascurriese  el  término  que  se  le  concedió  sin  verificarlo, 
el  Ministerio  fiscal,  contestando  á 'aquella,  pidió  que  se  ab- 
suelva á  la  Administración  y  se  deje  subsistente  la  orden  re- 
clamada, con  imposición  al  actor  de  las  costas  del  juicio, 
fundándose  en  que  lo  mismo  por  la  legislación  anterior  al  de- 
creto de  1865  que  por  lo  acordado  en  esta  disposición  de  ca- 
rácter general,  el  reeurso  interpuesto  por  Lecanda  estaba 
prescrito ,  puesto  que  después  de  poseer  las  fincas  ha  dejado 
trascurrir ,  no  ya  quince  dias ,  sino  aun  más  de  los  dos  años 
sin  reclamar  contra  la  validez  de  la  venta,  y  que  deberepu- 
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tarsé  temeraria  toda  demanda  que  carece  por  entero  y  eu  ab- 
soluto de  toda  especie  de  razón  y  de  derecho. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací 
v  Mora. 

Considerando  que,  según  la  Real  orden  de  11  de  Noviem- 
bre de  1863,  los  compradores  de  fincas  del  Estado  pueden  re- 
clamar dentro  de  los  dos  años  siguientes  á  la  adjudicación 
acerca  de  la  falta  de  cabida;  y  si  esta  resultase  igual  á  la 
quinta  parte  de  la  expresada  en  el  anuncio,  la  venta  será  nula, 
quedando  por  el  contrario  subsistente  y  sin  derecho  de  parte 
del  comprador  á  la  indemnización  si  dicha  falta  fuese  menor 
de  la  expuesta  quinta  parte;  y  que  conforme  al  art.  7.°  del 
Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1865,  los  compradores  de  bie- 
nes comprendidos  en  las  leyes  de  desamortización  sólo  podrán 
reclamar  por  los  desperfectos  que  con  posterioridad  á  la  tasa- 
ción sufrían  las  fincas  por  falta  de  sus  cabidas  señaladas  ó  por 
cualquiera  otra  causa  justa  en  el  término  improrogable  de 
quince  di'as"  desde  el  de  la  publicación : 

Considerando  que  después  de  celebrado  el  remate  de  las 
dos  fincas  á  que  este  expediente  se  contrae ,  y  de  realizado  el 
11  de  Agosto  de  1864  el  primer  plazo  del  precio  de  ella,  la 
instancia  de  D.  Eloy  Lecanda,  fechada  el  31  de  Agosto  de  1871, 
para  que  se  rescinda  el  contrato  por  falta  de  cabida,  es  inad- 
misible de  todo  punto ,  ya  porque  reconocidas  de  nuevo  peri- 
cialmente ha  resultado  que  la  diferencia  entre  su  cabida  ac- 
tual y  la  con  que  fueron  anunciadas  en  la  subasta  consiste 
respecto  de  la  una  en  un  celemín  y  dos  cuartillos  de  tierra, 
y  ae  solos  dos  cuartillos  respecto  de  la  otra,  diferencia  que 
dista  mucho  de  la  precitada  quinta  parte ,  ya  también  porque 
la  reclamación  se  ha  hecho  á  los  siete  años,  y  de  consiguiente 
fuera  del  tiempo  en  que  pudo  proponerse  con  arreglo  á  las 
disposiciones  legales  que  quedan  señaladas: 

Considerando  que  el  D.  Eloy  Lecanda  en  exposición  de  19 
de  Enero  de  1872,  y  para  robustecer  el  mérito  de  su  citada 
instancia  de  31  de  Julio  anterior,  manifestó  que  los  dos  pre- 
dios ,  por  su  proximidad  al  rio  ó  presa  de  regadío  y  por  care- 
cer ésta  del  cauce ,  bastante  sufren  el  desbordamiento  de  las 
aguas,  la  inundación  con  ellas,  y  son  por  consecuencia  im- 
productivos en  una  gran  parte :  que  los  peritos  convienen  en 
que  el  uno  de  dichos  predios  tiene  sólo  nueve  fanegas  de  tierra 
productiva  y  únicamente  cinco  el  otro ,  debido  á  su  suelo  cha- 
guacero,  resfriado  y  húmedo,  y  porque  uno  de  ellos  recibe  las 
aguas  del  arroyo : 

Considerando  que ,  sea  cualquiera  el  desperfecto  que  estas 
circunstancias  produzcan  en  las  fincas,  el  recibir  estas  el  agua 
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del  arroyo  no  constituye  servidumbre  sobre  ellas  en  el  sentido 
legal  de  esta  palabra;  y  que  aun  en  el  caso  de  que  la  consti- 
tuyeran, ha  pasado  con  mucho  exceso  el  tiempo  dentro  del 
cual,  y  conforme  á  las  leyes  63  y  66  del  tít.  5.  ,  Partida  5.*, 
pudo  alegarla  al  comprador  para  la  aúulacion  de  la  venta  ó 
suplemento  del  precio  de  ella: 

Considerando  que  este  desperfecto ,  inherente  á  las  fincas 
mismas ,  es  muy  anterior  á  su  tasación  y  remate ,  y  que  es- 
tuvo constantemente  á  la  vista  del  comprador  desde  el  mo- 
mento en  que  aquel  tuvo  lugar : 

Considerando  que  el  expresado  decreto  de  10  de  Julio  de 
1865  es  aplicable  á  los  contratos  celebrados  antes  y  después 
de  su  fecha,  atendido  lo  dispuesto  en  su  art.  9.°,  la  constante 
jurisprudencia  de  esta  Sala,  sentada  entre  otras  sentencias  en 
la  de  10  de  Abril  de  1871,  22  de  Marzo  y  20  de  Abril  de  1872, 
y  conforme  también  al  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  24  de 
Mayo  de  1869 ; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  á  nom- 
bre de  D.  Eloy  Lecanda  Chaves;  y  en  su  virtud  declaramos 
firme  y  subsistente  la  Real  orden  contra  la  cual  se  reclama, 
expedida  en  26  de  Diciembre  de  1872.  % 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  ==  Manuel 
León.  =  Ignacio  Vieites.  =  Manuel  Almonací  y  Mora.  =  Fran- 
cisco Armesto.  =  Mariano  Maury. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Manuel  Almonaci  y  Mora,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á 13  de  Noviembre  de  1874. = Li- 
cenciado Manuel  Aragoneses  Gil. 
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Nú*.  61. 
PROCEDENCIA. 


Devolución  de  un  depósito. — Sentencia  de  14  de  Noviembre, 
declarando  improcedente  la  via  contenciosa,  y  en  su  conse- 
cuencia que  no  há  luffar  á  la  admisión  de  la  demanda  in- 
terpuesta á  nombre  de  la  Compañía  de  los  ferro-carriles 
de  Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz,  contra  la  orden  de  17  de  Julio 
de  1873. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  el  término  para  recurrir  en  la  vía  contenciosa  contra 
las  resoluciones  administrativas  que  causen  estado,  es  el  de  seis 
meses  que,  establecido  en  el  art.  3.°  del  Real  decreto  de  21  de 
Mayo  de  1853  para  los  negocios  del  Ministerio  de  Hacienda,  por 
el  art.  14  del  de  20  de  Junio  de  1858  se  hizo  extensivo  y  aplicable 
á  los  asuntos  de  todos  los  Ministerios;  y  que  ese  plazo  debe  con- 
tarse desde  que  se  notifican  las  expresadas  resoluciones,  y  no 
desde  que  recaen  las  que  se  limitan  a  continuar  ó  reiterar  los 
anteriores  mandatos  y  según  se  ha  declarado  con  repetición  por  el 
Consejo  de  Estado  y  por  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  14  de  Noviembre  de  1874,  en  lo¿ 
autos  que  se  siguen  en  este  Tribunal  Supremo,  sobre  proce- 
dencia de  la  vía  contenciosa  v  admisión  de  la  demanda  ente- 
blada  por  la  Compañía  de  los  ferro-carriles  de  Sevilla  á  Jerez 
y  Cádiz,  representada  por  el  Procurador  D.  Pedro  Faura,  con- 
tra la  Administración  del  Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio 
fiscal,  en  la  que  solicita  se  revoque  ó  deje  sin  efecto  la  órdeu 
de  17  de  Julio  de  1873,  que  declaró  firmes  y  valederas  las  de 
29  de  Diciembre  de  1866  y  la  de  27  de  Diciembre  de  1870. 
que  dispuso  quedase  en  beneficio  del  Tesoro  público  el  depo- 
sito constituido  por  la  misma,  como  concesionaria  de  la  linea 
de  Mérida  á  Sevilla: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  18  de  Junio  de  1873  se 
adjudicó  á  D.  Luis  Guilhou,  como  mejor  postor,  la  concesión 
del  ferro-carril  de  Mérida  á  Sevilla,  con  la  subvención  por 
todo  el  camino  de  29.890.000  rs.,  con  sujeción  á  la  ley  de  3 
de  Junio  de  1855  y  demás  documentos  con  que  se  anuncio  la 
subasta  en  la  Gaceta  de  Madrid  de  3  de  Mayo  de  aquel  año: 

Resultando  que  en  la  sexta  condición  del  pliego  particular 
se  estableció  que  la  empresa  debería  dar  principio  á  los  tra- 
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bajos  de  este  ferro-carril  dentro  de  los  tres  meses  siguientes 
á  la  fecha  de  la  concesión,  y  tenerle  enteramente  concluido  y 
dispuesto  para  la  explotación  á  los  cinco  años,  contados  desde 
la  misma  techa: 

Resultando  que  verificada  la  inauguración  de  las  obras,  y 
no  principiados  los  trabajos  de  la  nueva  construcción,  en  vista 
de  las  exposiciones  de  las  Diputaciones  de  Badajoz  y  Sevilla 
solicitando  que  se  declarase  la  caducidad  de  la  concesión,  y 
de  las  comunicaciones  del  Ingeniero  Jefe  de  su  división  ma- 
nifestando que  no  se  verificaban  trabajos  en  esta  linea,  el  Mi- 
nistro de  Fomento,  por  Real  orden  de  29  de  Diciembre  de  1866, 
conformándose  con  los  dictámenes  de  la  Sección  de  Goberna- 
ción y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  y  de  éste  en  pleno,  de- 
claró caducada  la  concesión  del  ferro-carril  de  Mérida  á  Se- 
villa, disponiendo  que  se  suspendiera  toda  resolución  respecto 
al  depósito  consignado  en  garantía  de  la  ejecución  de  las  obras 
hasta  que  por  dicho  Ministerio,  oyendo  á  la  Dirección  general 
de  Agricultura,  Industria  y  Comercio,  se  decidiese  definitiva- 
mente lo  que  en  justicia  y  equidad  procediese,  fundándose  en 
el  art.  22  de  la  ley  general  de  3  de  Junio  de  1855: 

Resultando  que  hecha  saber  esta  resolución  á  la  Compañía 
de  los  caminos  de  hierro  de  Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz,  á  quien 
Guilhou  habia  cedido  la  anterior  concesión,  el  Licenciado 
D.  Nicolás  Candalija,  en  su  nombre,  entabló  demanda  ante  el 
Consejo  de  Estado  pidiendo  su  revocación;  y  seguida  por  sus 
trámites,  dicho  alto  Cuerpo,  constituido  en  Sala  de  lo  conten- 
cioso, por  Real  decreto-sentencia  de  4  de  Marzo  de  1868  ab- 
solvió á  la  Administración  de  la  demanda  y  confirmó  la  pre- 
cedente Real  orden: 

Resultando  que  habiendo  solicitado  la  Compañía  de  los 
ferro-carriles  indicados  en  2  y  27  de  Diciembre  de  1869  la 
devolución  del  depósito  constituido  en  garantía  de  la  ejecución 
de  las  obras ,  el  referido  Ministro  por  orden  de  la  Regencia 
de  27  de  Diciembre  de  1870,  conformándose  con  lo  propuesto 
por  la  Dirección  general,  desestimó  lo  solicitado  por  la  em- 

{>resa  de  Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz,  concesionaria  también  de  la 
ínea  de  Mérida  á  Sevilla,  y  mandó  que  este  depósito  quedase 
con  arreglo  al  art.  21  de  la  ley  en  beneficio  del  Estado: 

Resultando  que  la  misma  empresa  en  17  de  Abril  de  1873 
acudió  de  nuevo  al  Ministro  de  Fomento  con  una  larga  expo- 
sición pidiendo  que  se  dejasen  sin  efecto  la  Real  orden  de  2¡f 
de  Diciembre  de  1866  y  la  de  la  Regencia  del  Reino  de  27  de 
Diciembre  de  1870,  asi  como  los  demás  acuerdos  consiguientes 
á  l(a  caducidad  y  pérdida  del  depósito  que  respondía  á  la  con- 
cesión del  citado  ferro-carril,  y  que  los  valores  en  que  con- 
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sistia  dicha  fianza  con  los  intereses  no  percibidos  correspon- 
den á  la  misma: 

Resultando  que  el  Gobierno  de  la  República  por  orden  de 
17  de  Julio  de  1873,  conformándose  con  lo  propuesto  por  la 
Dirección,  desestimó  dicha  instancia,  declarando  en  su  con- 
secuencia firmes  y  valederas  en  todos  sus  extremos  las  di*- 
{>osiciones  contra  que  se  reclama,  á  las  cuales  se  atendrá  en 
o  sucesivo  la  Compañía  recurrente: 

Resultando  que  comunicada  esta  resolución  á  la  empresa 
en  4  de  Agosto  siguiente,  el  Procurador  D.  Pedro  Faura,  en 
nombre  de  la  misma,  entabló  demanda  en  este  Tribunal  Su- 
premo en  28  de  Enero  de  1874,  con  la  pretensión  de  que  la 
Sala  se  sirva  admitirla  y  en  su  dia  revocar  y  dejar  sin  efecto 
la  precedente  orden,  condenando  á  la  Administración  á  indem- 
nizar, con  la  devolución  en  todo  ó  parte  del  depósito  confis- 
cado, los  daños  y  perjuicios  que  justifique  habérsele  inferido 
en  conceptos  que  en  la  misma  expresa;  fundándose,  respecto 
á  la  procedencia  de  la  via  contenciosa,  en  el  art.  56  de  la  ley 
de  17  de  Agosto  de  1860  y  en  haberla  interpuesto  en  tiempo 
hábil: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  qne  se  declarase 
improcedente  la  via  contenciosa  é  inadmisible  dicha  demanda, 
fundándose  en  aue  no  cabe  dicha  via  cuando  ésta  se  dirige, 
no  sólo  contra  la  orden  de  17  de  Julio,  sino  por  necesidad 
contra  la  de  29  de  Diciembre  de  1866  y  27  de  Diciembre  de 
1870,  especialmente  contra  esta  última;  y  que  no  podia  tra- 
tarse aqui  de  los  daños  y  perjuicios  que  alega  la  Compañía 
demandante,  porque  estos  son  objeto  de  otro  expediei^te,  y 
sobre  todo  porque  las  resoluciones  de  la  nueva  concesión  han 
sido  consentidas  por  aquella. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Gano. 

Considerando  que  la  orden  contra  la  que  se  reclama  en  la 

{presente  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Compañía  de 
os  ferro-carriles  de  Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz  se  refiere  á  otras 
dos  anteriores,  expedidas  también  por  el  Ministro  de  Fomen- 
to, sobre  el  mismo  negocio  en  29  de  Diciembre  de  1866  y  27 
de  igual  mes  de  1870,  y  que  sin  resolver  aquella  nada  nuevo 
acerca  de  los  extremos  que  respectivamente  comprenden  estas 
se  limita  á  confirmarlas: 

•  Considerando  que  el  término  para .  recurrir  en  la  via  con- 
tenciosa contra  las  resoluciones  administrativas  que  causea 
estado  es  el  de  seis  meses  que,  establecido  en  el  art.  3.°  del  Real 
decreto  de  21  de  Mayo  de  1853,  para  los  negocios  del  Minis- 
terio de  Hacienda,  por  el  art.  14  del  de  20  de  Junio  de  18$ 
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se  hizo  extensivo  y  aplicable  á  los  asuntos  de  todos  los  Mi- 
nisterios; y  que  ese  plazo  debe  contarse  desde  que  «se  notifi- 
can las  expresadas  resoluciones,»  y  no  desde  que  recaen  las 
2ue  se  limitan  á  confirmar  ó  reiterar  lo  anteriormente  man- 
ado, según  se  ha  declarado  con  repetición  por  el  Consejo  de 
Estado  y  por  este  Tribunal  Supremo: 

Considerando  que  á  esa  última  clase  corresponde  induda- 
blemente la  orden  reclamada  de  17  de  Julio  de  1873,  puesto 
que  se  limita  á  confirmar  y  reiterar  lo  mandado  en  otras  re- 
soluciones anteriores;  y  que  por  consiguiente,  para  aue  pro- 
ceda respecto  á  ella  la  via  contenciosa  y  sea  admisible  la  de- 
manda no  basta  que  ésta  se  halla  presentado  en  tiempo  con 
relación  á  la  misma  cuando,  como  sucede  en  el  presente  caso, 
contado  el  término  señalado  al  efecto,  según  debe  contarse 
desde  la  fecha  en  que  se  notificaron  las  órdenes  ó  resolucio- 
nes por  ella  confirmadas,  hubiese  ya  trascurrido  con  notable 
exceso: 

Considerando,  en  cuanto  á  las  citadas  órdenes  de  29  de  Di- 
ciembre de  1866  y  27  de  igual  mes  de  1870,  cuya  revocación 
se  pide  también  en  la  antedicha  demanda,  que  reclamada  en 
tiempo  la  primera,  fué  confirmada  por  el  Real  decreto-sen- 
tencia de  4  de  Marzo  de  1868;  y  que  la  segunda  ha  sido  con- 
sentida por  la  Compañía  demandante,  puesto  que  le  fué  no- 
tificada en  él  mismo  dia  27  de  Diciembre  de  1870,  según  lo 
confiesa  la  misma  en  su  exposición  de  17  de  Abril  al  Minis- 
terio de  Fomento,  y  no  ha  reclamado  hasta  ahora  contra  ella 
en  la  vía  contenciosa;  siendo  por  lo  tanto  evidente  que,  con 
arreglo  á  la  constante  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y 
de  este  Tribunal  Supremo,  esas  órdenes  tienen  ya  el  carácter 
de  firmes  y  ejecutorias,  y  no  procede  respecto  á  ellas  la  vía 
contenciosa: 

Considerando,  por  último,  que  no  puede  tratarse  aquí  de 
los  daños  y  perjuicios  que  se  supone  haber  irrogado  á  la  re- 
petida Compañía  la  nueva  concesión  de  la  línea  férrea  de  Mé- 
rida  á  Sevilla,  porque  esa  concesión  y  todo  lo  concerniente  á 
ella  es  objeto  de  otro  expediente  distinto  del  en  que  recayó  la 
orden  reclamada,  y  se  na  remitido  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  en  su  consecuencia  que  no  há  lugar 
á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  re- 
ferida Compañía  de  los  ferró-carriles  de  Sevilla  á  Jerez  y 
Cádiz: 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 


382  TRIBUNAL   SUPREMO. 

al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =Pascual 
Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca. = Manuel  Almonací  y  Mora.= 
Diego  Fernandez  Cano.=Mariano  Maury. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Presidente  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como 
Secretario  Relator  en  Madrid  á  14  de  Noviembre  de  1874.  li- 
cenciado Manuel  Aragoneses  Gil. 

Nüm.  62. 
PROCEDENCIA. 


Abono  de  abmas  depositadas  en  el  Parque  de  Artillería  y 
extraídas  cuando  los  sucesos  de  la  Revolución  de  1868.— 
Sentencia  de  17  de  Noviembre,  declarando  procedente  la  via 
contenciosa,  y  en  su  consecuencia  que  há  lugar  á  la  admi- 
sión de  la  demanda  interpuesta  por  Doña  Balbina  Murúa, 
viuda  de  D.  Donato  Soriano  y  curadora  de  sus  hijos  meno- 
res, contra  la  orden  del  Regente  del  R-ino  de  9  de  Setiem- 
bre de  1870. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  procede  la  admisión  de  las  demandas  contenciosas  cuando 
se  interponen  en  tiempo  y  forma  contra  las  resoluciones  minis- 
teriales que  causen  estado,  versan  sobre  materia  administra- 
tiva, y  se  aleja  que  lesionan  un  derecho  preexistente. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  17  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  pendientes  ante  la  Sala,  sobre  procedencia  de  la  via 
contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Doc- 
tor D.  Antonio  Rafael  de  Póo,  á  nombre  y  con  poder  de  Doña 
Balbina  Murúa  y  Quintero,  viuda  de  D.  Donato  Soriano  y  cu- 
radora de  sus  menores  hijos,  contra  la  Administración  gene- 
ral del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  re- 
vocación de  la  orden  del  Regente  del  Reino  de  9  de  Setiembre 
de  1870,  que  la  declaró  sin  derecho  al  abono  que  solicitaba 
de  140  carabinas  depositadas  en  el  Parque  de  Artillería  de 
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esta  plaza  y  que  fueron  extraídas  cuando  los  sucesos  revolu- 
cionarios del  mes  de  Setiembre  de  1868,  á  menos  que  de  la 
sumaria  que  se  instruye  con  tal  motivo  resulte  haber  habido 
falta  de  celo  y  vigilancia  por  parte  de  los  delegados  del  Go- 
bierno para  la  custodia  de  los  objetos  en  depósito: 

Resultando  que  en  5  de 'Enero  de  1861  y  por  disposición 
del  Director  general  de  Artillería  de  esta  plaza  fueron  entre- 
gadas al  contratista  de  armamentos  en  el  Parque ,  Brigadier 
D.  Rafael  Muñoz  de  Yaca,  300  cañones  de  fusil  para  la  cons- 
trucción de  otras  tantas  carabinas,  de  las  que  presentó  140  en 
Julio  del  mismo  año,  y  no  fueron  admitidas  por  considerarlas 
sin  las  condiciones  precisas  para  el  servicio ,  ordenándose  á 
su  virtud  por  el  Director  del  Arma  en  5  de  Setiembre  poste- 
rior que  por  el  Juzgado  privativo  del  Cuerpo  se  procediera  á 
practicar  las  diligencias  correspondientes  á  fin  de  que  fuesen 
devueltos  al  Parque  los  160  cañones  que  aún  existían  en  poder 
de  aquel  ó  el  valor  equivalente  á  ellos ,  como  asimismo  que 
las  140  carabinas  presentadas  y  dadas  por  inútiles  quedasen 
depositadas  en  los  almacenes  para  responder  del  valor  de  los 
cañones  antes  citados,  sin  que  conste  cuál  fuese  el  resultado 
de  las  diligencias  instruidas: 

Resultando  que  en  26  de  Febrero  de  1862  otorgaron  escri- 
tura en  Madrid  el  referido  D.  Rafael  Muñoz  de  Vaca  y  D.  Do- 
nato Soriano,  por  la  que  el  primero  cedió  á  éste  los  derechos 
y  obligaciones  de  la  contrata  de  armas,  su  fábrica  y  las  cara- 
binas entregadas  en  el  Parque  para  su  reconocimiento ,  com- 
pensada esta  cesión  en  el  traspaso  de  varios  créditos  que  había 
de  satisfacer  Soriano,  y  que  eran  cargo  al  expresaao  Muñoz 
de  Vaca: 

Resultando  <jue  valoradas  dichas  carabinas  en  2.168  escu- 
dos y  956  milésimas,  descontados  los  gastos  de  recomposición 
y  vainas  de  bayoneta  de  que  carecian,  solicitó  Doña  Balbina 
Murúa,  viuda  de  D.  Donato  Soriano,  en  28  de  Abril  de  1869 
se  le  abonase  la  cantidad  que  resultara  después  de  cubiertos 
7.000  rs.  que  el  Brigadier  Muñoz  de  Vaca  adeudaba  al  Parque, 
puesto  que  las  carabinas  entregadas  tenían  más  valor  que  la 
cantidad  por  que  fueron  depositadas,  toda  vez  que  en  aquella 
época  ascendía  su  construcción  á  320  rs.  cada  una: 

Resultando  que  después  de  oirse  á  la  Junta  superior  eco- 
nómica del  Arma  de  Artillería,  que  consideró  procedente  la 
reclamación  por  haber  desaparecido  del  Parque  dichas  armas 
cuando  los  sucesos  políticos  del  mes  de  Setiembre  de  1868,  la 
Dirección  general  opinó  por  el  contrario  que  no  estando  satis- 
fecho el  valor  de  los  cañones,  que  ascendían  á  1.050,  ni  ha- 
biéndose reclamado  en  tan  largo  período  el  importe  de  las 
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carabinas,  no  debía  recaer  sobre  el  Estado  las  consecuencias 
de  la  pérdida  de  unas  armas  depositadas  contra  su  voluntad 
y  sólo  por  el  concepto  de  servirle  como  garantía  forzosa  al 
pago  de  los  cañones  que  para  su  construcción  tenia  facilitado; 
proponiendo  sin  embargo  que  por  razón  de  equidad  y  altas 
consideraciones  en  favor  de  la  recurrente  se  ordenase  el  abono 
de  la  cantidad  líquida  que  resultaba,  atendiendo  para  ello,  no 
sólo  al  origen  de  la  petición,  sino  también  á  que  el  Estado,  ó 
más  bien  los  delegados  de  éste ,  aceptaron  la  responsabilidad 
del  depósito: 

Resultando  que  pasado  el  expediente  á  informe  de  la  Sec- 
ción de  Guerra  y  Marina  del  Consejo  de  Estado,  de  conformi- 
dad con  lo  propuesto  por  la  misma  se  dictó  una  orden  por  la 
Regencia  del  Reino  en  9  de  Setiembre  de  1870  declarando  á  la 
interesada  sin  derecho  al  abono  que  solicitaba  de  las  140  cara- 
binas depositadas  en  el  Parque  y  que  fueron  extraídas  por  el 
pueblo  cuando  los  sucesos  del  mes  de  Setiembre  de  1868,  á 
menos  que  de  la  sumaria  que  se  instruía  con  tal  motivo  re- 
sultase haber  habido  falta  de  celo  y  vigilancia  por  parte  de 
los  delegados  del  Gobierno  para  la  custodia  de  los  objetos  en 
depósito: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  19  de  Abril 
de  1871  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  el  Dr.  D  Antonio  Rafael  de  Póo,  á  nombre 
de  Doña  B albina  Murúa  y  Quintero  que  le  otorgó  poder  por  sí, 
aunque  presentó  documentos  para  justificar  el  fallecimiento  de 
su  marido,  y  de  habérsela  discernido  el  cargo  de  curador  ad 
tona  de  sus  menores  hijos,  pretendiendo  que  en  su  dia  fuese 
revocada  aquella,  fundado  en  que  con  arreglo  al  art.  56  de  la 
Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado  y  Reales  decretos  de  21  de 
Mayo  de  1853  y  20  de  Junio  de  1858,  es  procedente  la  vía  con- 
tenciosa-administrativa  por  razón  de  la  materia  contra  todas 
las  resoluciones  del  Gobierno  ó  de  las  Direcciones  generales 
que  causen  estado  ó  lastimen  derechos  de  los  particulares, 
como  sucedía  en  el  caso  presente: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gu- 
bernativo, se  pasó  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal  en  7  de 
Noviembre,  y  á  su  instancia  presentó  la  demandante  el  tras- 
lado en  que  se  le  comunicó  la  orden  recurrida  en  20  de  Oc- 
tubre de  1870,  oponiéndose  después  á  la  admisión  de  la  de- 
manda en  escrito  de  7  de  Octubre  último ,  apoyado  en  que  el 
Ministro  de  la  Guerra,  conformándose  con  el  dictamen  del 
Consejo  de  Estado,  no  ha  dicho  su  última  palabra  en  este 
asunto,  y  que  más  que  rechazado  quedaría  aplazado  el  debate 
para  en  el  caso  de  que  la  nueva  resolución  que  se  dicte  sobre 
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la  negligencia  de  los  delegados  del  Gobierno  no  le  sea  favo- 
rable; en  cuyo  estado  se  mandaron  poner  los  autos  de  mani- 
fiesto por  tres  días  á  la  parte  demandante  al  sólo  efecto  de 
instrucción  de  dicho  escrito  fiscal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites. 

Considerando  que  procede  la  admisión  de  las  demandas 
contenciosas  cuando  se  interponen  en  tiempo  y  forma  contra 
resoluciones  ministeriales  que  causan  estado,  versan  sobre 
materia  administrativa  y  se  alega  que  lesionan  un  derecho 
preexistente: 

Considerando,  que  la  orden  del  'Ministerio  de  la  Guerra 
de  9  de  Setiembre  de  1870,  contra  la  que  se  reclama,  al  de- 
clarar que  la  Administración  del  Estado  no  se  halla  obligada 
á  responder  del  valor  de  las  referidas  140  carabinas  deposi- 
tadas en  el  almacén  del  Parque  de  Artillería  de  esta  capital  en 
virtud  de  disposición  del  Director  del  Arma,  fundándose  en 
que  consintió  su  dueño  en  el  depósito,  y  en  que  la  pérdida  de 
aquellas  fué  motivada  por  causa  de  fuerza  mayor,  y  bajo  tal 
concepto  desestima  las  pretensiones  de  la  demandante  por  ca- 
recer de  derecho  para  su  abono ,  resuelve  directa  y  definitiva- 
mente la  cuestión  de  fondo  discutida  en  la  vía  gubernativa  y 
que  se  debate  en  la  presente  demanda,  sin  que  altere  su  ín- 
dole, aunque  en  algo  modifique  su  trascendencia  la  reserva  de 
derechos  que  en  la  misma  se  consigna: 

Considerando  que  si  bien  la  expresada  cuestión  por  su  na- 
turaleza es  de  derecho  civil;  no  obstante,  como  procede  de  una 
reclamación  conexionada  con  un  contrato  sobre  servicios  pú- 
blicos, materia  esencialmente  administrativa,  es  indudable 
que,  así  de  las  que  se  susciten. en  lo  principal  como  en  las  in- 
cidencias relacionadas  con  los  mismos,  compete  conocer  en  la 
vía  gubernativa  y  en  su  caso  y  lugar  en  la  contenciosa: 

Considerando  que  del  traslado  original  de  la  mencionada 
orden,  dirigido  á  la  recurrente ,  aparece  que  se  le  comunicó 
en  20  de  Octubre  de  1870 ;  y  aunque  se  le  repute  notificada 
desde  la  misma  fecha,  es  incontrovertible  que  la  demanda  ac- 
tual se  presentó  dentro  del  término  de  seis  meses  señalado  al 
efecto  en  el  art.  3.°  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1853: 

Y  considerando,  finalmente,  que  por  las  razones -expuestas 
queda  demostrado  que  en  el  presente  caso  concurren  los  ci- 
tados requisitos  necesarios  para  que  se  le  dé  curso  á  la  recla- 
mación contenciosa  contra  la  repetida  orden  de  9  de  Setiembre 
de  1870; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la 
vía  contenciosa ,  y  en  su  virtud  que  hk  lugar  á  la  admisión 
de  la  demanda  interpuesta  por  Doña  Balbina  Murúa,  viuda  de 
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D.  Donato  Soriano:  se  há  por  parte  al  Dr.  D.  Antonio  Rafael 
de  Póo,  representante  de  la  misma,  con  el  domicilio  que  señala; 
y  póngasele  de  manifiesto  el  expediente  gubernativo  por  tér- 
mino de  veinte  dias  á  los  efectos  que  procedan. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
cela oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  expedientes 
gubernativos  á  los  referidos  Ministerios,  con  la  certificación 
prevenida ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Ace vedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan 
Jiménez  Cuenca. =Manuel  Leon.=Ignacio  Vieites.= Francisco 
Armesto.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Ignacio  Vieites,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico 
como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  17  de  Noviembre  de  1874.= 
Licenciado  Enrique  Medina. 

Núm.  63. 
ÚNICA  INSTANCIA. 

Caducidad  de  una  carga  de  justicia. — Sentencia  de  17  de  No- 
viembre, absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado 
de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Santiago  Sanz  y  Sanz, 
como  padre  y  legítimo  administrador  de  ios  bienes  de  sus 
hijos  Doña  Blanca,  D.  Adolfo,  Doña  Isabel  y  Doña  Teresa 
Sanz  de  Ojirando,  contra  la  Real  orden  de  31  de  Mayo 
de  1872. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  por  el  arl.  23  de  la  ley  de  1.°  de  Agosto  de  1851. 
se  dispone  que  serán  objeto  de  una  ley  especial  que  el  Gobierno 
someterá  a  la  aprobación  de  las  Cortes  la  Deuda  de  Ultramar, 
los  créditos  procedentes  de  oficios  enajenados  y  malquiera  otro 
cuyo  reconocimiento  estuviese  en  aquella  fecJta  suspenso, 

2.°  Que  la  Ley  de  presttpuestos  de  23  de  Mayo  de  1845  en 
su  art.  16  establece:  que  de  los  productos  del  derecho  de  co?isu- 
mos  se  satisfarán  á  los  dueños  de  alcabalas  y  cientos  enajena- 
dos de  la  Hacienda  la  cantidad  que  les  corresponda  en  el  ano 
común  del  último  quinquenio. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  17  de  Noviembre  de  1874,  en  el 
pleito  contencioso-administrativo ,  seguido  en  este  Tribunal 


SENTENCIAS   DE    1874.  387 

Supremo,  en  primera  y  única  instancia,  entre  el  Licenciado 
D.  Santiago  Sanz  y  Sanz,  como  padre  y  legítimo  administra- 
dor de  los  bienes  de  sus  hijos  menores  de  edad  Doña  Blanca, 
D.  Adolfo,  Doña  Isabel  y  Doña  Teresa  Sanz  de  Ojirando,  y  la 
Administración  del  Estado,  y  en  su  representación  el  Minis- 
terio fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  de  31  de  Mayo 
de  1872,  que  declaró  caducada  una  carga  de  justicia: 

Resultando  que  por  cédula  expedida  en  9  de  Marzo  de  1642 
el  Rey  D.  Felipe  IV  hizo  merced  á  Ü.  Miguel  de  Ojirando, 
Caballero  de  la  Orden  de  Santiago,  del  empleo  de  Alguacil 
maj'or  del  Consejo  de  las  Ordenes  militares  en  remuneración 
de  sus  servicios,  y  por  haber  entregado  60.800  ducados,  59.200 
para  gastos  de  guerra  y  1.600  para  reunir  dos  varas  de  Al- 
guaciles menores  ordinarios;  siendo, su  voluntad  que  tuviera 
el  dicho  oficio  por  juro  de  heredad  perpetuamente  para  él, 
sus  herederos  ó  sucesores ,  ó  para  quien  de  él  ó  de  ellos  hu- 
bieren título  ó  causa,  bajo  ciertas  condiciones,  entre  las  cuales 
se  encuentran  las  siguientes:  16,  que  al  dicho  Alguacil  mayor 
y  sucesores  se  le  ha  de  dar  otra  tanta  cantidad  de  salario  como 
lleva  cada  uno  de  los  del  Consejo,  situado  e*i  las  mismas  par- 
tes y  consignaciones,  y  también  se  le  ha  de  dar  casa  de  apo- 
sento hasta  4.000  rs.  cada  año,  en  casa  material  ó  en  dinero, 
á  elección  de  dicho  Alguacil  mayor,  y  se  le  han  de  dar,  las 
mismas  propinas,  luminarias,  colaciones  y  cera  el  dia  de  la 
Candelaria  que  ahora  se  dan  á  cada  uno  de  los  del  dicho  Con- 
sejo; y  en  caso  de  acrecentarse,  se  ha  de  hacer  lo  mismo  con 
el  situado,  el  salario,  casa,  propinas  y  luminarias  y  lo  demás 
en  las  mismas  partes  y  consignaciones  que  las  tienen  los  del 
Consejo  agora,  y  en  las  que  por  tiempo  le  tuvieren  ,  de  ma- 
nera que  en  todo  ha  de  andar  el  poseedor  de  este  oficio  con 
el  Consejo:  25,  que  se  ha  de  entender  ser  Alguacil  mayor  y 
Guarda  mayor  de  las  tres  Ordenes  militares,  y  sin  que  pueda 
crear  otro  Alguacil  mayor  de  ninguna  de  ellas,  porque  él  y 
sus  sucesores  lo  han  de  ser  sólo,  y  que  no  se  han  de  minorar 
los  gajes,  salarios  y  emolumentos  en  ningún  tiempo,  respecto 
de  que  por  esta  causa  ha  servido  á  S.  M.  con  lo  que  se  ha 
dicho;  y  la  28,  que  no  ha  de  poder  ser  consumido  dicho  oficio 
á  titulo  de  conservación  del  bien  públióo ,  ni  por  otra  causa 
pensada  ó  por  pensar ,  ni  ha  de  ser  despojado  de  él  sin  que 
primero  se  le  haya  de  pagar  de  contado  toda  la  dicha  canti- 
dad con  que -sirvió  á  S.  M.  y  el  más  valor  que  el  tiempo  le 
hubiera  dado: 

Resultando  que  dicha  Real  cédula  fué  aprobada  por  el  Papa 
Inocencio  X  en  su  Breve  de  8  de  Enero  de  1645,  y  confirmada 
por  el  referido  Monarca  en  22  de  Setiembre  de  1646,  y  suoe- 
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sivamente  á  sus  sucesores  en  el  referido  oficio  de  Alguacil 
mayor  por  otras  expedidas  en  1699,  1712  y  1779,  por  los  Re- 
yes D.  Carlos  II,  D.  Felipe  V  y  D.  Carlos  IV: 

Resultando  que  declarado  dicho  oficio  exento  de  la  incor- 
poración á  la  Corona  á  consecuencia  de  un  pleito  habido  sobre 
el  particular  con  el  Fiscal  de  Hacienda,  éste  promovió  deman- 
da sobre  nulidad  ó  rescisión  de  la  venta  de  dicho  oficio:  que 
sustanciado  por  sus  trámites,  el  Consejo  de  las  Ordenes  en  2 
de  Junio  de  1696  dictó  auto  definitivo  absolviendo  á  D.  Miguel 
Ojirando  y  Echevarría  de  dicha  demanda  y  de  todo  lo  demás 
deducido  y  contenido  en  la  misma,  sin  expresa  condena  de 
costas;  y  que  notificada  á  dicho  Fiscal,  suplicó  de  ella  confir- 
mándose la  anterior  por  el  Consejo  de  Jueces  de  la  Real  Junta 
de  Comisiones  en  8  de  Octubre  de  1790: 

Resultando  que  instruido  expediente  á  instancia  del  inte- 
resado D.  Gaspar  Ojirando  para  que  se  le  aumentase  la  do- 
tación de  su  empleo  de  Alguacil  mayor  con  arreglo  á  lo  es- 
tipulado en  la  condición  16  del  título  de  propiedad  antes 
mencionado,  por  Real  resolución  de  5  de  Mayo  de  1794,  de 
conformidad  con  el  Consejo ,  se  mandó  que  sobre  los  24.344 
reales  de  sueldo  anual,  asignado  al  citado  empleo  de  Algua- 
cil mayor,  se  satisficiesen  en  lo  sucesivo  por  la  Mesa  maestral 
á  los  que  la  sirvan  hasta  la  cantidad  de  44.000  rs.  vn.,  que 
es  la  misma  que  percibe  de  la  propia  Tesorería  cada  uno  de 
los  Ministros  del  Tribunal  mencionado ;  y  que  por  otra  Real 
orden  del  mismo  año,  comunicada  también  en  aquella  fecha, 
se  dispuso  que  por  el  Tesorero  de  las  Ordenes  se  le  asistiesen 
anualmente  y  á  sus  sucesores  en  dicho  empleo  con  la  canti- 
dad de  6.000  rs.  por  vía  de  aumento  de  sueldo,  como  á  los 
Consejeros,  entendiéndose  su  goce  desde  1.°  de  Enero  de  1794: 

Resultando  que  declarado  consumido  por  Real  decreto  de 
29  de  Mayo  de  1800  el  oficio  de  Alguacil  mayor  del  Consejo 
de  las  Ordenes  por  considerarlo  opuesto  a  la  resolución  de  7 
de  Octubre  de  1773,  que  determinó  que  las  mercedes  de  há- 
bito fuesen  sólo  para  militares  en  actual  servicio,  se  mandó 
que  su  poseedor  D.  Gaspar  Ojirando  cesase  en  él  y  en  la  per- 
cepción de  su  sueldo  y  emolumentos,  y  que  para  la  satisfac- 
ción que  correspondiese  hacerse  con  arreglo  á  la  condición  28 
antes  referida,  debería  tratar  con  el  Ministro  de  Hacienda: 

Resultando  que  fundado  Ojirando  en  la  misma  condición, 
reclamó  en  19  de  Junio  siguiente  que  se  le  continuase  dando 
el  mismo  sueldo  y  emolumentos  que  percibía  hasta  estar  pa- 
gado del  valor  dado  á  dicho  oficio:  que  en  2  de  Julio  del  mismo 
año,  á  consecuencia  de  haber  sido  valorado  dicho  oficio  para 
el  pago  del  valimiento  como  enajenado  de  la  Corona  por  el 
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Gobernador  del  Consejo  de  Hacienda  que  ejerció  esta  comi- 
sión en  la  suma  de  1.576.665  rs.  vn.,  usando  de  toda  equidad 
sin  graduar  los  méritos  personales  del  primer  poseedor  que 
e  debieran  haber  dado  una  cantidad  triplicada,  pidió  que  se 
pusiesen  en  moneda  metálioa  en  la  Tesorería  general  á  su  dis- 
posición y  á  la  de  la  Cámara  de  Castilla  para  proceder  á  su 
inversión  con  arreglo  á  la  fundación,  ó  en  otro  caso  que  se 
comisionase  á  uno  de  los  Tenientes-Corregidores  de  Madrid 
para  que  le  adjudicase  las  fincas  de  amortización  que  señalase, 
sacándose  á  subasta  y  rematándose  con  rebaja  de  la  tercera 

1>arte  de  su  tasación,  ya  pendiesen  én  su  Juzgado  ó  en  otro  de 
a  Corte  ó  fuera  de  ella,  hasta  la  total  inversión  de  aquella 
cantidad;  y  que  insistiendo  en  esta  pretensión,  después  de  re- 
petidas actuaciones  por  Real  orden  de  27  de  Enero  de  1801,  se 
resolvió  aue  sólo  se  le  abonasen  por  la  Tesorería  general  44.000 
reales  vellón  anuales  que  disfrutaba  de  sueldo;  y  que  los  6.000 
de  la  misma  moneda  que  en  los  propios  términos  gozaba  por 
el  Tesoro  de  las  Ordenes  se  continuasen  por  allí  sin  intermi- 
sión hasta  que  el  Consejo  de  Hacienda  fijara  el  valor  del  ca- 
pital por  que  se  enajenó  el  oficio: 

Resultando  que  fallecido  el  anterior  poseedor  del  título 
mencionado,  su  viuda  Doña  Francisca  Ramona  Ortiz,  como 
tu  tora  y  curadora  de  sus  hijos  D.  Pedro  y  D.  Marcos  Gaspar 
de  Ojirando,  acudió  á  la  Corona  expresando  que  el  mayorazgo 
de  este  nombre  habia  recaído  en  su  hijo  mayor  D.  Pedro,  al 
cual  pertenecía  el  oficio  de  que  se  trata:  que  por  lo  tanto  se 
continuase  el  pago  antes  referido  en  la  misma  forma  que  á 
sus  predecesores:  que  instruido  expediente  en  el  que  se  mandó 
que  aquella  acreditase  el  pago  del  servicio  ofrecido  por  su 
causante  y  otros  particulares,  y  no  habiéndolo  verificado  cum- 
plidamente, después  de  determinarse  por  Real  orden  de  26  de 
Octubre  de  1816  que  así  el  capital  en  que  el  oficio  fué  enaje- 
nado de  la  Corona  como  los  réditos  de  él  debían  pasar  para 
6ii  pago  al  Crédito  público ,  se  resolvió  por  otra  de  2  de  Se- 
tiembre de  1817  que  mientras  la  Doña  Francisca  acreditaba  el 
total  del  capital  cuyo  reintegro  solicitaba,  para  cuyo  efecto  se 
le  habia  prefijado  el  término  de  dos  me^es,  se  la  satisficiesen 
por  la  Tesorería  general  24.000  rs.  anuales  desde  1.°  de  Enero 
de  1815  á  fin  de  Agosto  de  1817,  importantes  64.000  rs.,  ex- 
pidiéndola la  correspondiente  certificación  de  crédito,  reite- 
rándose este  mandato  por  otra  de  6  de  Noviembre  siguiente 
á  consecuencia  de  exponer  aquella  que  por  dicha  Tesorería  se 
rehusaba  abonarla  lo  que  queda  indicado: 

Resultando  que  insistiendo  la  repetida  Doña  Francisca  Ra- 
mona Ortiz  que  se  la  satisficiese  la  asignación  de  los  24.000 
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reales  de  que  se  ha  hablado  por  la  Tesorería  y  no  por  el  Cré- 
dito público ,  se  mandó  así  por  Real  orden  de  8  de  Enero  de 
1824,  y  además  que  el  Consejo  Supremo  de  Hacienda  proce- 
diese á  la  pronta  conclusión  del  expediente  de  incorporación 
por  lo  inucno  que  interesaba  al  Real  Erario: 

Resultando  que  en  vista  de  lo  informado  por  la  Junta  ge- 
neral mandada  reunir  por  otra  de  17  de  Marzo  siguiente  para 
que  propusiese  por  punto  general  por  dónde  debían  pagarse 
los  sueldos  de  oficios  enajenados  de  la  Corona,  ya  suprimidos 
por  Real  orden  de  25  de  Agosto  de  1825,  S.  M.,  de  conformi- 
dad con  el  parecer  de  la  expresada  Junta ,  declaró  que  la¿ 
asignaciones  respectivas  al  Conde  de  Nbblejas  y  al  mayorazgo 
de  los  Ojirandos  eran  unos  verdaderos  sueldos;  y  como  tales 
debian  continuar  su  pago  por  la  Tesorería  general,  sirviendo 
esta  declaración  de  resolución  general  para  los  que  se  encon- 
trasen en  este  caso: 

Resultando  que  la  misma  Doüa  Ramona  Ortiz  de  Ojiraudo 
solicitó  de  lluevo  en  1830  que  se  pagase  á  sus  menores  hijos 
la  asignación  de  los  44.000  rs.  señalados  por  la  Real  orden 
de  27  de  Enero  de  1801,  y  que  se  la  continuase  el  pago  de 
los  24.000  por  la  Tesorería  de  esta  provincia:  que  oidos  el 
Director  del  Tesoro  y  la  Comisión  de  presupuestos,  se  resolvió 
por  Real  orden  de  14  de  Noviembre  de  dicho  año  que  se  le 
abonase  en  el  presente  por  la  Tesorería  de  provincia  de  Madrid 
y  de  los  fondos  de  amortización  la  cantidad  de  los  24.000 
reales  que  la  fueron  señalados  interinamente  en  la  Real  orden 
de  2  de  Setiembre  de  1817,  y  que  lo  mismo  se  efectuase  en  el 

Sróximo  de  1831  mientras  no  recayese  resolución  final  aceren 
e  si  se  ha  de  restituir  la  asignación  de  44.000  rs.  que  la  in- 
teresada dice  se  mandó  satisfacer  por  la  de  27  ae  Enero 
de  1801  ínterin  $e  hacia  á  Ojirando  del  valor  del  expresado 
oficio : 

Resultando  que  instruido  expediente  para  fijar  el  valor  que 
por  indemnización  debería  devolver  la  Hacienda  al  dueño  del 
mencionado  oficio,  informó  el  Consejo  de  Hacienda  en  28  de 
Marzo  de  1833  que  la  cantidad  que  debía  satisfacer,  según  los 
documentos  presentados,  el  poseedor  del  mayorazgo  de  Oji- 
rando por  la  consunción  del  oficio  de  Alguacil  mayor  del  Con- 
sejo de  las  Ordenes  que  le  correspondía,  era  la  que  constaba 
del  título  primitivo  de  egresión,  importante  los  60.800  duca- 
dos, con  máá  101.531  que  se  habían  satisfecho  por  valimiento; 
y  que  en  orden  á  la  indemnización  en  lo  honorífico  que  dis- 
frutaba, proponia  se  le  concediera  para  sí  y  sus  sucesores  en 
vez  de  la  gracia  de  título  de  Castilla  que  pretendía,  y  para  lo 
cual  no  se  hallaba  motivo  especial  bastante,  la  del  hábito  que 
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obtenía  por  el  citado  oficio,  según  su  primitiva  concesión,  ó 
que  el  Gobierno  resolviera  lo  que  fuese  de  su  soberano  agrado: 

Resultando  que  pedido  informe  á  la  Dirección  general  de 
la  Caja  de  Amortización  acerca  de  los  medios  que  podían  adop- 
tarse por  punto  general  para  la  indemnización  del  capital  ex- 
presado y  los  demás  de  su  clase,  con  el  fin  de  poner  término 
á  las  reclamaciones  de  los  interesados  que  se  hallen  despa- 
chados de  los  oficios  que  adquirieron  por  cantidades  determi- 
nadas, y  que  después  han  sido  consumidos  ó  incorporados  á 
la  Corona,  manifestó  que  no  podia  fundar  dictamen  sobre  el 
asunto  porque  era  indispensable  averiguar  antes  de  todo,  á  lo 
menos  por  aproximación,  el  valor  de  los  oficios,  sus  diversas 
circunstancias  y  lo  demás  que  pudiera  conducir  para  la  reso- 
lución del  asunto;  y  que  pedido  también  informe  al  Jefe  de  la 
Comisión  de  Valimiento  sobre  esta  última  parte,  no  le  evacuó, 
quedando  en  este  estado  el  expediente: 

Resultando  que  en  1850  y  1851  D.  Juan  Fernandez  Setien, 
en  nombre  de  D.  Marcos  Gaspar  Ojirando,  hizo»nuevas  recla- 
maciones, reducidas  todas  á  que  se  incluyesen  en  presupuesto 
los  6.000  rs.  anuales  que  percibía  por  el  Tesoro  de  las  Orde- 
nes militares  hasta  el  año  de  1836,  en  que  fué  suprimido  aquel 
Consejo,  y  á  que  se  le  liquidase  y  pagase  todo  lo  que  habia 
dejado  de  cobrar  en  tal  concepto;  acompañando  con  sus  soli- 
citudes una  certificación  del  Secretario  del  Tribunal  especial 
de  las  Ordenes,  en  la  que  se  hace  relación  de  la  de  2  ele  Fe- 
brero de  1801  antes  mencionada;  y  que  oídos  el  Negociado, 
las  Direcciones  de  lo  Contencioso  y  del  Tesoro  y  las  Secciones 
de  Gracia  y  Justicia  del  Consejo  Real,  por  Real  orden  de  24 
de  Junio  de  1853,  el  Ministro  del  ramo',  conformándose  con 
el  dictamen  de  la  Dirección,  al  mismo  tiempo  que  dispuso  que 
respecto  de  los  24.000  ts.  no  se  hiciese  por  entonces  novedad, 
denegó  lo  pedido  por  el  interesado  en  cuanto  á  los  otros  6.000 
reales,  acerca  de  los  cuales  y  sus  atrasos  debia  esperar  la  pu- 
blicación de  la  ley  sobre  indemnización  á  los  dueños  de  oficios 
y  derechos  enajenados:  figurando  con  este  motivo  Ojirando  en 
el  presupuesto  por  aquella  cantidad  como  carga  de  justicia: 

Resultando  que  devuelto  el  expediente  á  la  Dirección,  opinó 
el  Negociado  que  procedía  declarar  subsistente  la  carga  de  jus- 
ticia citada,  y  que  se  continuase  abonando'á  D.  Marcos  Gaspar 
Ojirando  los  24.000  rs.  que  tenia  consignados  en  el  presu- 
puesto, ínterin  el  Gobierno  presentaba  el  proyecto  de  ley  ge- 
neral de  indemnización  anunciado  en  la  de  29  de  Abril  de  1855, 
sin  perjuicio  de  que  se  oyese  á  la  Asesoría  general  del  Minis- 
terio de  Hacienda: 

Resultando  que  traídos  á  instancia  de  ésta  el  título  original 
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de  egresión  y  demás  documentos  relacionados  al  principio,  por 
•fallecimiento  de  D.  Marcos  Gaspar  Ojirando  recayó  dicha  carga 
de  justicia  en  su  hija  Doña  María  Teresa,  y  por  el  de  ésta  en 
sus  hijos  menores  Doña  Blanca,  D.  Adolfo,  Doña  Isabel  y 
Doña  Teresa,  habidos  en  su  matrimonio  con  D.  Santiago  Sanz 
y  Sanz: 

Resultando  que  éste  en  24  de  Octubre  de  1865,  como  padre 
y  legítimo  administrador  de  aquellos  menores,  después  de  ex- 

{>oner  que  su  difunta  esposa  disfrutaba  aquella  renta,  que  se 
a  abonaba  por  la  Tesorería  de  esta  provincia  mensualmeute, 
y  que  ahora  correspondía  á  sus  citados  hijos,  en  quienes  habia 
recaido  por  defunción  de  su  madre,  pidió  que  en  lo  sucesiva 
se  le  abonasen  en  nombre  de  ellos,  expidiéndose  al  efecto  las 
oportunas  órdenes  á  la  Contaduría  de  Hacienda  pública  para 
que  fuesen  puestos  en  la  correspondiente  nómina: 

Resultando  que  justificada  la  personalidad  del  recurrente 
por  medio  de  las  correspondientes  partidas  sacramentales,  tes- 
timonio del  testamento,  en  el  cual  aquella  instituyó  á  sus  re- 
feridos hijos  sus  únicos  y  universales  herederos;  y  hecho  el 
cotejo  con  sus  originales  sin  novedad  con  citación  del  repre- 
sentante de  la  Hacienda,  la  Dirección  del  Tesoro  en  3  de  Enero 
de  1866,  de  conformidad  con  el  parecer  déla  Asesoría  general 
del  Ministerio  de  Hacienda,  accedió  á  aquella  pretensión,  sin 
perjuicio  de  hacer  en  el  primer  presupuesto  que  se  formase  la 
alteración  oportuna  respecto  a  los  perceptores  de  las  cargas 
de  justicia  indicada,  disponiendo  que  por  las  oficinas  de  Ha- 
cienda pública  de  esta  provincia  se  satisficiese  á  D.  Santiago 
Sanz  y  Sanz  en  el  concepto  referido  las  rentas  devengadas  y 
no  satisfechas  de  dicha  carga  y  las  sucesivas,  sin  perjuicio  del 
resultado  que  pudiese  ofrecer  la  partición  de  bienes  de  la  finada 
Doña  María  Teresa  de  Ojirando  de  Sanz: 

Resultando  que  informando  la  Asesoría  acerca  de  la  sub- 
sistencia ó  caducidad  de  la  expresada  carga,  se  abstuvo  de  ha- 
cerlo ínterin  la  Sección  correspondiente  de  la  Dirección  no  lo 
verificase,  expresando  ésta  que  no  habiendo  regla  segura  y 
fija  para  emitir  opinión,  seria  aventurada  cualquiera  que  se 
diese  en  tanto  que  por  el  Gobierno  no  se  resolviera  á  la  pre- 
tensión del  Marqués  de  Perales,  referente  á  la  pensión  de  8.000 
escudos  que  percibía  como  poseedor  de  los  derechos  de  Al- 
mud! y  romana  de  Zaragoza,  y  por  lo  tanto  que  debia  de 
aplazarse  el  asunto  hasta  que  tuviese  lugar  dicha  resolución: 
Resultando  que  hecho  asi,  y  declarada  caducada  la  carga 
de  justicia  de  que  se  acaba  de  hacer  mérito  por  Real  orden 
de  23  de  Noviembre  de  1857 ,  el  Marqués  de  Perales  acudió 
á  este  Tribunal  Supremo  pidiendo  su  revocación;  pero  por 
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sentencia  de  12  de  Abril  de  1870,  que  causó  ejecutoria,  se  ab- 
solvió de  la  demanda  &  la  Administración ,  confirmándose  la 
citada  Real  orden ;  y  que  con  este  antecedente  la  Junta  de  la 
Deuda  pública ,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Ministe- 
rio fiscal  y  de  lo  propuesto  por  el  Jefe  de  aquel  departamento, 
en  sesión  de  7  de  Diciembre  de  1871  declaró  caducada  la  carga 
de  justicia  de  6.000  pesetas  que  se  satisfacen  á  los  herederos 
de  D.  Marcos  Gaspar  de  Ojirando  por  indemnización  del  oficio 
de  Alguacil  mayor  de  las  Ordenes  militares ,  que  figura  al  nú- 
mero 9.°,  art.  1.°,  capitulo  1.°,  sección  4.a  del  presupuesto  de 
obligaciones  generales  del  Estado ,  sin  perjuicio  del  derecho 
que  pueda  corresponder  á  los  interesados,  según  el  art.  23  de 
la  ley  de  1.°  de  Agosto  de  1851 : 

Resultando  que  elevado  el  expediente  á  la  Superioridad,  el 
Ministro  de  Hacienda  por  Real  orden  de  31  de  Mayo  de  1872, 
de  conformidad  con  la  Sección  de  Hacienda  y  Ultramar  del 
Consejo  de  Estado,  confirmó  el  acuerdo  de  la  Junta  de  la  Deuda 
pública ,  por  el  que  se  declara  caducada  la  carga  de  justicia 
de  que  se  ha  hecho  mención,  sin  perjuicio  del  derecho  que 
pueda  corresponder  á  los  interesados,  -según  el  art.  23  de  la 
ley  de  1.°  de  Agosto  de  1851 : 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Santiago  Sanz  y  Sanz, 
como  padre  legítimo  y  administrador  de  la  persona  y  bienes 
de  sus  hijos  menores  Doña  Blanca,  D.  Adolfo,  Doña  Isabel  y 
Doña  Teresa  Sanz  de  Ojirando ,  en  7  de  Agosto  de  1872  enta- 
bló demanda  ante  este  Tribunal  Supremo ,  que  después  am- 
plió con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  Real  órdén  de  31  de 
Mayo  de  dicho  año,  y  se  declare  subsistente  la  citada  carga 
de  justicia  en  favor  de  dichos  sus  hijos,  mandando  que  se  con- 
tinúe satisfaciendo  por  el  Tesoro ,  no  los  24.000  rs.  anuales 
que  hasta  ahora  se  han  venido  abonando,  sino  los  44.000  á 
que  tienen  dereeho  y  se  mandaron  satisfacer  por  Real  decreto 
de  27  de  Enero  de  1801,  ó  en  otro  caso  se  satisfaga  de  con- 
tado 1.756.665  rs. ,  importe  del  precio  de  egresión  que  viene 
adeudándose  desde  1801 ,  conforme  á  lo  estipulado  y  conve- 
nido en  la  condición  28  del  título  de  venta ,  y  lo  contratado 
además  con  la  Hacienda  en  virtud  del  citado  Real  decreto,  fun- 
dándose en  que  por  la  carta  de  venta,  de  9  de  Marzo  de  1642 
es  incuestionable  el  derecho  que  adquirió  al  dominio  y  propiedad 
del  empleo  de  Alguacil  mayor  por  concurrir  en  dicho  título 
todos  los  requisitos  que  prescriben  las  leyes  confirmadas  por 
sentencias  ejecutorias  obtenidas  en  pleitos  seguidos  con  el 
Estado :  que  lo  es  también  el  derecho  que  tiene  á  dicha?  ren- 
tas ó  sueldo,  estipulados  ten  la  condición  16  del  contrato  y  en 
la  Real  orden  de  27  de  Agosto  de  1825;  que  es  asimismo  de 
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derecho  que  todo  poseedor  de  buena  fé  no  puede  ser  despo- 
jado de  su  propiedad  sin  ser  previamente  indemnizado ,  y  por 
lo  tanto  le  tiene  á  exigir  de  contado  el  precio  entregado  y  en 
que  fué  valorado  el  oficio  por  Real  decreto  de  27  de  Enero  de 
1801,  conforme  además  en  lo  convenido  en  la  condición  28  del 
repetido  contrato :  que  no  habiendo  sido  reintegrado ,  es  in- 
cuestionable su  derecho  á  continuar  en  el  percibo,  no  de  los 
24.000  rs.  anuales  que  se  satisfacían ,  sino  de  los  44.000  que 
se  mandaron  abonar  por  aquel  decreto,  en  virtud  de  lo  con- 
certado con  el  Ministro  y  con  arreglo  al  parecer  de  la  Junta 
de  presupuestos ,  por  lo  cual  era  una  novación  de  contrato,  por- 
que habiendo  sido  suprimido  el  oficio  se  reconocía  un  capital 
reintegrable  de  1.756.665  rs.  y  sus  réditos  alimenticios  á  favor 
del  vínculo  á  que  correspondían,  del  que  no  se  podían  des- 
membrar sin  facultad  Real,  según  las  leyes  que  regían:  que 
la  Real  orden  reclamada  está  en  abierta  contradicción  con  el 
espíritu  y  letra  de  la  ley  de  29  de  Abril  de  1855 ,  por  la  que 
se  determinó  la  revisión  de  iaa  cargas  de  justicia  que  figura- 
ban en  el  presupuesto  de  obligaciones  generales  del  Estado, 
porque  aquella  tenia  por  único  objeto  librar  al  Tesoro  de  la< 
que  no  provinieran  de  titulos  de  carácter  esencialmente  one- 
roso ,  como  por  documentos  está  probado  que  lo  es  la  de  que 
se  trata :  que  la  jurisprudencia  establecida  y  sancionada  por 
hechos  y  casos  múltiples,  tanto  por  la  Junta  revisora  como 
por  el  Ministerio  y  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Estado, 
y  aun  por  este  alto  Cuerpo  en  pleno ,  ha  sido  la  de  declarar 
la  subsistencia  del  pago  de  la  obligación  cuando  aparece  fun- 
dada en  título  esencialmente  oneroso ,  sin  tener  en  cuenta  su 
origen :  que  en  virtud  de  esa  jurisprudencia  y  dado  el  carác- 
ter y  procedencia  onerosa  de  las  obligaciones,  no  han  podido 
méiíos  de  declararse  aceptables  y  subsistentes  los  pagos  de  fo> 
cargas  de  justicia  que  venían  figurando  en  varios  números  de 
la  sección  4/  de  las  generales  del  Estado,  como  lo  son  la> 
que  se  hallan  á  favor  de  los  Duques  de  Almodóvar  y  Noblejas 
y  otros  que  cita ,  el  primero  por  la  vara  de  Alguacil  mayor  de 
Córdoba ,  y  el  segundo  como  poseedor  del  oficio  de  armas  y 
gentes  de  las  cuatro  villas  de  la  costa  de  Cantabria:  que  aun- 
que se  quisiera  suponer  que  lo  resuelto  en  esos  casos  no  es 
aplicable  al  actual,  no  seria  posible  admitir  semejante  doctrina 
contraria  al  derecho  constituido,  porque  siendo  el  carácter 
oneroso  del  titulo  en  que  aquellas  descansan ,  claro  es  que, 
hallándose  en  la  misma  situación  la  de  que  se  trata,  la  Real 
orden  reclamada  es  contraria  á  los  principios  de  la  ley  y  á  lo 
sancionado  repetidas  veces  en  la  .materia;  y  que  siendo  un 
hecho  indubitable  que  la  renta  en  cuestión"  no  proviene  de 
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oficios  enajenados  suprimidos  en  1842,  sino  de  un  titulo  de- 
clarado consumido  en  1800,  era  evidente  la  inconsecuencia  de 
la  declaración  de  caducidad  del  pago  de  la  obligación,  por- 
que no  sólo  no  participa  del  carácter  que  con  error  se  le  luí 
calificado,  sino  que  es  esencialmente  oneroso,  toda  vez  que 
forma  parte  de  la  dotación  de  un  vinculo: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
de  la  demanda  á  la  administración  y  se  confirmase  la  Real 
orden  reclamada,  fundándose  en  el  art.  16  de  la  Ley  de  pre- 
supuestos de  23  de  Mayo  de  1845  y  en  el  23  de  la  de  1.  de 
Agosto  de  1851  sobre  arreglo  de  la  Deuda:  que  por  conse- 
cuencia no  podia  subsistir  la  carga  de  justicia  de  que  se  trata, 
porque  procediendo  de  un  oficio  enajenado  no  es  aplicable  á 
ella  la  excepción  taxativa  y  nominal  que  el  art.  16  citado  do 
aquella  ley  establece  respecto  á  las  alcabalas  y  cientos  ena- 
jenados de  la  Hacienda,  y  porgue  como  todos  los  créditos  de 
igual  clase  tienen  que  ser  objeto  de  la  ley  especial  que  en 
cumplimiento  de  la  de  1.°  de  Agosto  de  1851  se  dicte,  acor- 
dando la  indemnización  y  la  forma  en  que  haya  de  hacerse: 
que  asi  se  ha  resuelto  por  la  Administración  en  las  Reales 
órdenes  de  28  de  Noviembre  de  1867  y  15  de  Julio  de  1870  en 
las  cargas  de  justicia  que  se  abonaban  al  Marqués  de  Perales 
y  á  Doña  Ana  Morando  del  Castillo:  que  la  doctrina  sentada 
ha  prevalecido  en  la  via  contenciosa ,  como  lo  demuestra  la 
sentencia  de  esta  Sala  de  12  de  Abril  de  1870  en  pleito  pro- 
movido por  el  citado  Marqués;  y  que  en  todo  caso,  por  lo  que 
toca  á  la  pretensión  de  la  parte  actora  de  que  al  declarar 
subsistente  la  carga  se  mande  abonar,  no  los  24.000  rs.  que 
ahora  se  pagaban,  sino  los  44.000  rs.  que  antes  percibian,  no 
há  lugar  á  resolver,  porque  este  punto  no  ha  sido  decidido  ni 
aún  tratado  en  la  vía  gubernativa,  y  porque  se  halla  además 
denegado  por  Real  orden  de  24  de  Junio  de  1853. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez  Mon- 
dragón. 

Considerando  que  por  el  art.  23  de  la  ley  de  1.°  de  Agosto 
de  1851  se  dispone  que  serán  objeto  de  una<  ley  especial  que 
el  Gobierno  someterá  á  la  aprobación  de  las  Cortes  la  Deuda 
de  Ultramar,  los  créditos  procedentes  de  oficios  enajenados  y 
cualquiera  otro  cuyo  reconocimiento  estuviere  en  la  actualidad 
suspenso: 

Considerando  que  la  Ley  de  presupuestos  de  23  de  Mayo 
de  1845  en  su  art.  16  establece  que  de  los  productos  del  de- 
recho de  consumo  se  satisfarán  á  los  dueños  de  alcabalas  y 
cientos  enajenados  de  la  Hacienda  la  cantidad  que  les  corres- 
ponda en  el  año  común  del  último  quinquenio: 
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Considerando  que  las  cantidades  que  D.  Miguel  Ojirando 
suministró  al  Rey  D.  Felipe  IV  por  el  oficio  de  Alguacil  ma- 
yor del  Consejo  de  las  Ordenes  militares  en  9  de  Marzo  de  1842 
constituyen  un  crédito  procedente  de  un  oficio  enajenado: 

Considerando  que  en  tal  concepto  se  halla  comprendido 
en  las  prescripciones  del  art.  23  antes  citado  de  la  ley  de  l.°  de 
Agosto  de  1851,  y  que  por  consiguiente  no  le  es  aplicable  el 
artículo  16  de  la  ley  precitada  de  23  de  Mayo  de  1845,  puesto 
que  la  excepción  que  contiene  se  refiere  taxativa  y  nominal- 
mente  á  las  alcabalas  y  cientos  enajenados  de  la  Hacienda: 

Considerando  que  la  carga  de  justicia  de  6.000  pesetas  que 
se  consignaba  en  los  presupuestos  y  percibían  los  herederos  de 
Ojirando,  representados  hoy  por  D.  Santiago  Sanz  y  Sanz,  por 
las  razones  antes  expuestas  debe  ser  objeto  de  la  ley  especial 
que  en  cumplimiento  de  la  de  1.°  de  Agosto  de  1851  na  de 
dictarse  para  acordar  la  indemnización  y  la  forma  en  que  haya 
de  realizarse,  como  así  se  ha  resuelto  en  otros  expedientes  de 
cargas  de  justicia  análogos  al  actual: 

Considerando  que  á  lo  expuesto  no  obsta  el  que  por  Real 
orden  de  10  de  Febrero  de  1801  se  ordenase  el  abono  á  la  casa 
de  Ojirando  de  las  cantidades  que  se  designaban,  porque  esta 
medida  es  de  carácter  provisional  y  no  ha  podido  dejar  de 
comprenderse  en  la  citada  ley  de  1.°  de  Agosto  de  1851;  y  que 
mientras  no  llegue  este  caso  los  acreedores  tienen  en  suspenso 
el  ejercicio  de  sus  derechos,  por  legítimos  que  sean; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Licen- 
ciado D.  Santiago  Sanz  y  Sanz,  en  el  concepto  ya  referido, 
contra  la  Real  orden  de  31  de  Mayo  de  1872,  la  cual  decla- 
ramos firme  y  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta 
oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al 
efecto  las  coplas  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo'  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  = Pascual 
Bayarri.= Ignacio  Vieites.=  Francisco  Armesto.  =  Luis  Váz- 
quez Mondragon. ^Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Luis  Vázquez  Mon dragón,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma ,  en  el  dia  de  hoy ,  de  <jue  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  17  de  Noviembre  de  1874. =Li- 
cenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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Núm.  64. 
PROCEDENCIA. 


Pago  del  importe  de  sellos  que  se  debieron  colocar  en  cier- 
tas acciones. — Sentencia  de  18  de  Noviembre,  declarando 
improcedente  la  vía  contenciosa ,  y  que  no  há  lugar  á  la 
admisión  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Sociedad  de  se- 
guros El  Fénix  Español,  contra  la  óraen  del  Gobierno  de  1.° 
de  Setiembre  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  el  Real  decreto  de  20  de  Setiembre  de  1852, 
la  regulación  sobre  impuestos  indirectos  es  de  la  competencia 
de  la  Administración  activa,  no  quedando  en  su  virtud  contra 
los  actos  de  ella  que  tengan  por  objeto  dicha  regulación  expedita 
la  vía  contenciosa. 

2.°  Que  la  calificación  de  considerar  como  impuesto  su  de- 
recho él  pago  de  timbre  de  las  acciones  de  una  ¡Sociedad,  ha  sido 
aceptada  asi  por  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  como 
por  la  del  Tribunal  Supremo,  y  no  es  posible  desestimarla,  por- 
que no  siendo  el  pago  de  timbre  objeto  de  una  contribución  di- 
recta para  la  cual  haya  que  hacer  un  repartimiento  y  formar 
un  expediente  a  fin  de  nivelar  a  un  mismo  tanto  por  ciento  las 
cuotas  individuales ,  y  sobre  el  cual  pudiese  haber  actos  de  la 
Administración  susceptibles  de  la  vía  contenciosa,  sino  que  sin 
necesidad  de  preparado?!,  alguna  la  ley  fija  por  si  misma  el  im- 
puesto y  sólo  deja  a  la  Administración  el  deber  de  exigirlo,  ar- 
mándola con  los  medios  coercitivos  que  son  necesarios  para  su 
pronta  ejecución,  falta  á  este  tributo  los  caracteres  propios  de 
las  contribuciones  directas ,  y  hay  por  necesidad  que  agregarlo 
á  sus  similares,  que  son  los  indirectos. 

3.°  Que  no  están  derogadas  las  prescripciones  del  decreto 
de  1852  por  la  Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estada  de  1860, 
ni  por  la  de  Contabilidad  de  1870,  ni  por  ninguna  otra,  pues 
todas  dan  por  supuesta  la  materia  contenciosa ,  sin  la  cual  no 
es  posible  la  interposición  de  estos  recursos ,  según  ha  estable- 
cido la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Estado  y  del 
Tribunal  Supremo;  ni  podía  ser  otra  cosa,  porque  de  aceptar 
su  procedencia  con  abstracción  de  la  materia  resultaría  que  po- 
drían admitirse  aún  contra  actos  depuro  Gobierno  y  provenien- 
tes de  su  potestad  discrecional,  lo  cual  seria  un  abgnrdo. 
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4.°  Que  la  doctrina  sostenida  en  el  Real  decreto  de  1852  no 
admite  en  si  misma  excepción  de  ninguna  especie ,  aunque  sen 
cierto  que  la  jurisprudencia  lía  aceptado  alguna  vez  la  proceden- 
cia de  demandas  contenciosas  en  que  se  han  agitado  otras  cues- 
tiones con  ocasión  de  la  regulación  de  los  impuestos  indirectos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  18  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  pendientes  ante  la  Sala,  sobre  procedencia  de  la  vía  con- 
tenciosa y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Procu- 
rador D.  Manuel  Martin  Vena  á  nombre  y  con  poder  de  la 
Compañía  de  seguros  titulada  El  Fénix  Español ,  contra  la 
Administración  general  del  Estado,  representada  por  el  Minis- 
terio fiscal,  y  á  la  que  pretende  coadyuvar  D.  Vicente  Gabilá 
y  Cardona,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Ildefonso  Gu- 
tiérrez Illana,  pidiendo  que  en  su  dia  sea  revocada  la  orden 
del  Gobierno  de  la  República  de  1.°  de  Setiembre  de  1873, 
que  resolvió  que  aquella  debe  pagar  al  Tesoro  el  importe  de 
los  sellos  que  con  arreglo  á  instrucción  debió  colocar  en  sus 
acciones,  ó  sea  al  respecto  de  4  rs.  en  cada  una,  como  tam- 
bién la  multa  del  cuadruplo,  y  que  se  entregue  al  denuncia- 
dor el  premio  que  le  corresponda,  ó  sea  la  tercera  parte  de  la 
inulta  impuesta;  condonándole  la  restante  que  pertenecía  á  la 
Hacienda: 

Resultando  que  en  2  de  Noviembre  de  1872  Di  Vicente 
Gabilá  y  Cardona  presentó  una  instancia  al  Administrador 
económico  de  esta  provincia,  manifestando  que  la  Compañía 
de  seguros  reunidos  titulada  El  Fénix  Español  fué  fundada 
en  el  año  de  1864  con  un  capital  representado  por  30.000 
acciones  de  500  francos,  ó  sean  1.900  rs.  cada  una,  á  cuyos 
títulos  no  se  les  puso  el  sello  correspondiente  de  4  rs.  que 
establecía  el  art;  13,  párrafo  tercero,  y  art.  7.°  del  Real  de- 
creto de  12  de  Setiembre  de  1861:  que  estas  acciones  se  en- 
contraban esparcidas  por  toda  Europa:  que  constaba  por  los 
libros  de  la  Compañía  que  esta  falta  no  se  había  subsanado 
ni  se  habia  indemnizado  á  la  Hacienda,  pudiendo  compro- 
barse todo  ello  por  los  medios  que  indicó;  y  pidió,  por  último, 
3ue  se  le  condenase ,  con  arreglo  al  citado  decreto  y  demás 
isposiciones  vigentes,  al  reintegro  y  multa  del  cuadruplo, 
adjudicándole  á  él  la  tercera  parte  como  denunciador: 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente  con  tal 
motivo ,  en  que  emitieron  dictamen  favorable  la  Seccipn  cor- 
respondiente y  el  Oficial  Letrado ,  se  oyó  á  la  referida  Socie- 
dad, que  dijo  que  con  toda  previsión  babia  tomado  sus  me- 
didas para  evitar  denuncias ,  y  presentó  para  acreditarlo  el 
libro  de  actas,  de  que  aparecía  que  en  30  de  Junio  de  1865. 
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en  el  momento  de  hacer  la  emisión  de  las  acciones  el  Consejo 
acordó  elevar  una  exposición  á  la  Dirección  gemeral  de  Rentas 
pidiendo  aclaración  sobre  la  cantidad  que  debia  satisfacer, 
mediante  á  que  la  ley  exigía  4  rs.  por  cada  acción  de  2.000, 
y  la  Compañia  venia  cobrando  500 :  que  el  Director  estuvo 
al  parecer. conforme  con  sus  apreciaciones,  y  aun  indicó  que 
no  habia  necesidad  del  timbre  hasta  que  la  acción  estuviese 
cubierta  totalmente ,  por  lo  cual  esperaban  que  llegase  este 
caso;  y  protestando  contra  la  denuncia  entablada,  pidió  se 
averiguase  el  estado  de  su  antigua  reclamación  para  en  su 
vista  dar  cumplimiento  á  la  ley,  sin  perjuicio  de  los  intereses 
que  corrían  á  su  cargo: 

Resultando  que  remitido  el  expediente  á  la  Dirección  para 
que  resolviese  lo  que  creyera  más  justo,  le  fué  devuelto  para 
que  lo  hiciese  con  arreglo  á  sus  atribuciones;  y  en  su  virtud 
condenó  á  la  Compañía  al  pago  de  30.000  pesetas  en  concepto 
de  reintegro  por  los  sellos  que  habia  dejado  de  estampar  en 
sus  obligaciones,  y  al  cuadruplo  como  multa: 

Resultando  que  en  14  de  Febrero  de  1873  acudió  al  Consejo 
de  Administración  de  la  Compañía  al  Ministro  de  Hacienda 
alzándose  de  la  anterior  resolución,  y  diciendo  no  lo  hacia  á 
la  Dirección  porque  habia  prejuzgado  la  cuestión  marcando 
la  falta  y  buscando  la  penalidad  en  la  legislación ,  reprodu- 
ciendo las  razones  antes  expuestas  y  acompañando  copia  de 
la  instancia  elevada  á  la  Dirección  en  7  de  Julio  de  1865  en 
consulta  sobre  el  sello  que  habia  de  estampar  en  las  acciones, 
como  también  de  las  actas  celebradas  con  este  objeto: 

Resultando  que  remitida  la  instancia  ala  Dirección,  se  hizo 
constar  que  ni  en  el  Registro  general  ni  en  los  demás  antece- 
dentes de  la  misma  aparecía  que  hubiese  tenido  entrada  la 
de  7  de  Julio  antes  expuesta;  y  en  su  vista,  y  de  lo  informado 
por  las  Secciones  de  Hacienda,  Ultramar,  Gobernación  y  Fo- 
mento del  Consejo  de  Estado,  se  dictó  una  orden  por  el  Go- 
bierno de  la  República  en  1.°  de  Setiembre  de  1873  resolviendo 
de  conformidad  con  las  mismas  que  la  Sociedad  El  Fénix,  Es- 
pañol  debe  pagar  al  Tesoro  el  importe  de  los  sellos  que  con 
arreglo  á  instrucción  debió  colocar  en  sus  acciones ,  ó  sea  al 
respecto  de  4  rs.  en  cada  una,  procediendo  también  la  multa 
del  cuadruplo  con  arreglo  á  instrucción,  y  sin  que  haya  lugar 
ala  reforma  de  la  legislación  propuesta  por  la  Dirección  para 
casos  análogos  como  el  presente ;  siendo  asimismo  la  volun- 
tad del  Poder  Ejecutivo,  de  conformidad  con  el  dictamen  de 
la  Sección  de  Letrados,  contrario  en  este  punto  al  emitido  por 
las  Secciones  ya  referidas  del  Consejo  de  Estado ,  que  se  en- 
tregue al  denunciador  el  premio  que  le  corresponda,  ó  sea  la 
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tercera  parte  de  la  multa  impuesta  á  la  Sociedad,  y  se  con- 
done la  restante  que  pertenece  á  la  Hacienda: 

Resultando  que  contra  esta  orden,  y  en  2  de  Diciembre  del 
mismo  año,  presentó  demanda  contenoioso-administrativa  en 
este  Tribunal  Supremo  la  Sociedad  El  Fénix  Español,  repre- 
sentada por  el  Procurador  D.  Manuel  Martin  Vena,  pidiendo 
su  revocación  y  que  se  declare  quei  el  Gobierno  debe  resolver 
la  consulta  que  en  tiempo  se  le  presentara,  si  es  que  la  Sala 
no  decide  también  acerca  de  este  punto;  y  asimismo  que  el 
sello  de  cada  acción  debe  ser  de  50"  céntimos  de  peseta,  ad- 
mitiendo para  ello  la  demanda,  fundado  en  que  habiendo  cau- 
sado estado  la  orden  ya  referida  y  puesto  término  al  expe- 
diente, procede  pedir  su  revocación  en  vía  contenciosa,  según 
lo  dispuesto  en  el  art.  56  de  la  ley  de  17  de  Agosto  de  1860, 
en  el  9.°  de  la  de  28  de  Junio  de  1870  y  en  el  91  del  Real 
decreto  de  12  de  Setiembre  de  1861:  que  aun  cuando  por  regla 
general  no  se  admiten  las  demandas  contra  las  resoluciones 
del  Gobierno  en  materia  de  impuestos  indirectos,  se  exceptúan 
aquellas  que  por  su  naturaleza  constituyen  una  extralimita- 
cion  de  las  facultades  del  Poder  Ejecutivo,  como  se  consigna 
en  las  sentencias  que  cita;  y  habiéndose  fallado  en  el  caso  actual 
sobre  un  hecho  punible,  cual  es  la  desaparición  de  la  consulta, 
es  evidente  la  extralimitacion  del  Gobierno  y  la  procedencia 
de  la  revocación  de  la  órjlen  reclamada:  que  en  1.°  de  Junio 
de  1871  declaró  el  Tribunal  admisible  una  demanda  en  un 
caso  igual  al  presente;  y  que  tratándose  de  una  resolución 
que  cause  estado  en  caso  concreto  con  abuso  de  atribuciones 
y  con  infracción  de  todas  las  garantías  que  las  leyes  conce- 
den á  los  contribuyentes,  aun  cuando  la  materia  sea  con  oca- 
sión de  los  impuestos  indirectos,  es. procedente  la  demanda 
contenciosa : 

Resultando  que  hecha  la  consignación  de  la  cantidad  re- 
clamada, se  presentó  en  los  autos  el  Licenciado  D.  Francisco 
Pí  y  Margall,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Vicente  Gabilá  y 
Cardona,  haciéndolo  después  con  nuevo  poder  el  Procurador 
D.  Ildefonso  Gutiérrez  Mana,  solicitando  coadyuvar  á  la  Ad- 
ministración; lo  que  se  mandó  tener  presente  á  su  tiempo: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gu- 
bernativo y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  se  ha 
opuesto  á  la  admisión  de  la  demanda,  manifestando  que  se  le 
habia  hecho  condonación  de  los  dos  tercios  de  multa  recono- 
ciendo la  buena  fé  de  la  Sociedad ,  y  la  cual  aunque  tratara 
de  elevar  la  consulta  que  decía,  era  lo  cierto  que  no  tuvo 
lugar;  y  fundándose  en  que  es  de  la  exclusiva  competencia 
de  la  Administración  la  regulación  del  importe  de  los  impues- 
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tos  indirectos,  con  arreglo  4  lo  prescrito  eu  el  art.  4.9  de  la 
orden  de  20  de  Setiembre  de  1852  y  i  la  jurisprudencia  cons- 
tante sobre  el  particular;  en  cuyo  estado  se  mandaron  entre- 
gar los  aut¡5s  por  término  de  tercero  dia  á  la  parte  deman- 
dante y  al  coadyuvante  al  sólo  efecto  de  instrucción  del  an- 
terior escrito  fiscal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que,  según  el  Real  decreto  de  20  de  Setiem- 
bre de  1852,  la  regulación  sobre  impuestos  indirectos  es  de 
la  competencia  de  la  Administración  activa,  no  quedando  en 
su  virtud  contra  los  actos  de  ella  que  tengan  por  objeto  dicha 
regulación  expedita  la  via  contenciosa: 

Considerando  que  la  demanda  presentada  por  la  Sociedad 
de  seguros  titulada  El  Fénix  Español  lleva  la  tendencia  y  tiene 
por  objeto  modificar  la  regulación  acordada  por  la  Adminis- 
tración sobre  el  pago  del  timbre  de  sus  acciones,  y  el  cual 
corresponde  k  un  impuesto  indirecto: 

Considerando  que  esta  calificación  viene  hecha  de  antiguo 
>or  la  Administración  misma,  y  ha  sido  aceptada  asi  por  la 
jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  como  por  la  de  este  Tri- 
bunal Supremo,  y  no  es  posible  desestimarla,  porque  no  siendo 
el  pago  del  timbre  objeto  de  una  contribución  directa  para  la 
cual  haya  que  hacer  un  repartimiento  y  formar  un  expediente 
á  fin  de  nivelar  á  un  mismo  tanto  por  ciento  las  cuotas  indi- 
viduales, y  sobre  el  cual  pudiese  haber  actos  de  la  Adminis- 
tración susceptibles  de  la  via  contenciosa,  sino  que  sin  nece- 
sidad de  preparación  alguna  la  ley  fija  por  si  misma  el  im- 
puesto y  sólo  deja  á  la  Administración  el  deber  de  exigirlo, 
armándola  con  los  medios  coercitivos  que  son  necesarios  para 
su  pronta  ejecución,  falta  á  este  tributo  los  caracteres  propios 
de  las  contribuciones  directas,  y  hay  por  necesidad  que  agre- 
garlo á  sus  similares,  que  son  los  indirectos: 

Considerando  que  no  están  derogadas  las  prescripciones 
del  decreto  de  1852  por  la  Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado 
de  1860,  ni  por  la  de  Contabilidad  de  1870,  ni  por  ninguna 
otra,  pues  todas  dan  por  supuesta  la  materia  contenciosa,  sin 
la  cual  no  es  posible  la  interposición  de  estos  recursos,  según 
ha  establecido  la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Es- 
tado y  de  este  Tribunal  Supremo;  ni  podia  ser  otra  cosa,  por- 
que de  aceptar  su  procedencia  con  abstracción  de  la  materia 
resultaría  que  podrían  admitirse  aun  contra  actos  de  puro  Go- 
bierno y  provenientes  de  su  potestad  discrecional,  lo  cual  seria 
un  absurdo: 

Considerando  que  la  doctrina  sostenida  en  el  Real  decreto 
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de  1852  no  admite  en  si  misma  excepción  de  ninguna  especie) 
aunque  sea  cierto  que  la  jurisprudencia  ha  aceptado  alguna 
vez  la  procedencia  de  demandas  contenciosas  en  que  se  han 
agitado  otras  cuestiones  con  ocasión  de  la  regulación  de  los 
impuestos  indirectos: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  no  hay  esas  cues- 
tiones, y  la  prueba  de  ello  es  que  el  suplicatorio  de  la  demanda 
está  reducido  en  sustancia  á  que  se  varíe  la  regulación  misma 
del  impuesto  del  timbre  acordada  por  la  Administración  res- 
pecto de  los  títulos  emitidos  por  la  Sociedad  de  El  Fénix  Es- 
panol;  pues  no  resultando  nada  en  el  expediente  administra- 
tivo sobre  la  solicitud  que  se  supone  presentada,  nada  ha 
tenido  que  resolverse  sobre  ella,  ni  nada  podría  decidirse 
respecto  de  ese  punto  en  vía  contenciosa: 

Y  considerando,  respeto  de  la  multa,  que  esa  medida  la  ha 
adoptado  la  Administración  para  llevar  adelante  la  exacción 
del  impuesto  indirecto  como  medio  coercitivo  que  facilita  el 
ejercicio  de  sus  funciones  en  ese  ramo;  por  lo. cual  este  punto 
accesorio  sigue  la  suerte  de  lo  principal,  y  no  es  tampoco  sus- 
ceptible de  contención; 

Fallamos  que,  declarando  como  declaramos  improcedente 
la  vía  contenciosa,  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda 
interpuesta  por  la  Sociedad  de  seguros  SI  Fénix  Español  con- 
tra la  orden  del  Gobierno  de  1.°  de  Setiembre  de  1873,  que  ha 
sido  reclamada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna  certifi- 
cación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.=Pascual  Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca. = 
Manuel  Leon.=Manuel  Almonaoí  y  Mora.=Luis  Vázquez  Mon- 
dragon.=Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  18  de  Noviembre 
de  1874.=Enrique  Medina. 
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Núm.  65. 
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ÚNICA  INSTANCIA 


Abono  dk  anos  de  servicio  para  la  clasificación  db  un  ju- 
bilado.— Sentencia  de  19  dé  Noviembre,  confirmando  en 
parte  y  parte  revocando  la  orden  de  31  de  Diciembre  de  1873, 
impugnada  por  D.  José  María  Montemayor. 

En  los  considerandos  se  establece  : 

1.°  Que  según  las  leyes  de  presupuestos  de  1835  y  1862,  á 
los  Jueces  y  Magistrados,  asi  coino  a  los  Fiscales,  debe  abonár- 
seles ochos  anos  por  razón  de  su  carrera  para  los  efectos  de  la  ju- 
bilación, atendida  la  preparación  que  exigen  esta  clase  de  deslinos 
para  su  desempeño,  y  a  fin  sin  duda  de  nivelarlos  con  los  que  sin 
ella  pueden  desde  luego  y  en  edad  mis  temprana  entrar  a  servir 
en  otros  ramos  de  la  Administración  pública. 

2.°  Quelos  Jefes,  Oficiales  y  Auxiliares  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  que  sirvieron  antes  de  la  Ley  orgánica  de  Tri- 
bunales estaban  comprendidos  según  sus  años  de  servicios  en  los 
diversos  grados  de  esas  jerarquías  por  las  declaraciones  que  hizo 
el  Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867  en  sus  artículos  2.° 
y  3.°,  declaraciones  que  ha  respetado  la  Ley  orgánica  en  su  dis- 
posición 10  de  las  transitorias. 

3.°  Que  si  estos  empleados  son  funcionarios  de  las  jerarquías 
judicial  ó  fiscal ',  y  ese  es  su  carácter,  no  pueden  menos  de  tener 
los  derechos  declarados  á  estas  clases,  y  esto  no  por  una  simple 
inducción,  ni  porque  exista  para  ellos  la  misma  razón  de  la  ley, 
sino  porque  así  lo  determina  expresamente  el  citado  Real  decreto 
al  final  de  su  art.  3.° 

4.°  Que  no  importa  para  los  efectos  del  abono  de  los  ocho 
años  el  que  los  funcionarios  del  Poder  judicial  ó  del  Ministerio 
fiscal  no  ejerzan  atribuciones  contenciosas  mientras  sirven  en  el 
Ministerio,  porque  allí  prestan  también  sus  servicios  en  la  ad- 
ministración de  justicia,  reputando  el  Real  decreto  ya  referido 
en  su  preámbulo  como  conveniente  esta  alternativa  defunciones 
activas  y  contenciosas  para  formar  hombres  completos  en  este  im- 
portante tamo,  por  lo  cual  los  que  sirvieron  antes  de  la  Ley  or- 
gánica en  aquel  centro  mantenían  su  carácter  de  miembros  de  la 
Jerarquía  judicial  ó  fiscal,  y  no  sólo  lo  mantenían,  sino  que  ga~ 
naban  en  ellos  antigüedad  y  hasta  ascensos;  alcanzando  estos  de- 
rechos, según  el  decreto  referido,  el  de  7  de  Marzo  de  1851  y  otros 
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más  antiguos,  no  sólo  a  los  que  habían  iniciado  su  carrera  en  los 
Juzgados  ó  Promotorias,  sino  también  á  los  que  desde  luego, 
siendo  Abogados  y  teniendo  las  demos  condiciones  exigidas  por 
las  leyes,  habían  empezado  sus  servició^  jurídicos  como  Oficiales 
ó  Auxiliares  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

5.°  Que  por  lo  expuesto  se  vé  claramente  que  no  es  un  puro  ho- 
nor, una  simple  categoría  ni  una  mera  aptitud  par  a  poder  ser  nom- 
brado Juez  ó  Fiscal  la  declarada  á  los  empleados  del  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  por  el  Real  decreto  de  1867,  sino  que  es  el 
carácter  mismo  de  estos  funcionarios  según  su  clase  ó  grado,  en 
prueba  de  lo  cual  manda  se  fundan  en  un  mismo  escalaron  con 
aquellos,  formando  un  todo  homogéneo  la  jerarquía  judicial  ó 
fiscal. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  cootencioso-administrativos,  seguidos  en  este  Tribunal 
Supremo  por  D.  José  María  Montemayor  y  Viilate,  y  en  su 
nombre  el  Licenciado  D.  Matías  Rodríguez  Sobrino,  con  la 
Administración  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fis- 
cal, sobre  que  se  deje  sin  efecto  la  orden  de  31  de  Diciembre 
de  1873  que  le  denegó  varios  años  de  servicio  para  su  clasifi- 
cación de  jubilado: 

Resultando  que  D.  José  María  Montemayor  ingresó  en  el 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  en  la  clase  de  Escribiente  su- 

{>ernumerario,  para  cuyo  destino  fué  nombrado  por  orden  de 
a  Regencia  de  28  de  Abril  de  1843,  del  cual  tomó  posesión 
en  el  mismo  dia: 

Resultando  que  en  este  centro  continuó  sus  servicios  y  ob- 
tuvo varios  ascensos  de- escala,  siendo  nombrado  Aspirante  de 
la  misma  Secretaría  en  11  de  Junio  de  1851,  y  posteriormente 
siguió  ascendiendo  hasta  que  por  Real  orden  de  9  de  Enero 
de  1867  se  le  nombró  Oficial  auxiliar  de  la  clase  de  segundos 
con  el  sueldo  de  5.000  pesetas;  y  por  otra  de  1.°  de  Junio 
de  1871  Oficial  auxiliar  de  la  clase  de  primeros  con  el  de  6.000 

Sesetas,  y  de  cuyo  destino  cesó  por  reforma  en  23  de  Agosto 
el  mismo  año: 
Resultando  que  este  interesado  pidió  diferentes  veces  &  la 
Junta  de  Clases  pasivas  que  se  le  clasificasen  sus  servicios;  y 
ésta,  instruido  el  oportuno  expediente,  en  sesión  de  4  de  Oc- 
tubre de  1871  le  reconoció  veinte  y  siete  años,  ocho  meses  y 
veinte  y  nueve  dias  de  servicios,  y  le  declaró  con  derecho  al 
haber  anual  de  2.500  pesetas,  mitad  del  sueldo  dé  5.000  que 
le  servia  de  regulador,  clasificación  con  qué  previamente  se 
conformó  Montemayor,  sin  perjuicio  de  que  si  en  otra  nueva 
le  conviniese  reclamar  lo  que  se  le  rebajaba  podría  solicitarlo: 
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Resaltando  que  jubilado  Montemayor  por  orden  de  18  de 
Abril  de  1873,  acudió  nuevamente  á  la  Junta  de  Clases  pasivas 
en  10  de  Mayo  siguiente  solicitando  que  se  Le  clasificase  en 
este  concepto  y  se  le  abonasen  los  seis  meses  y  veinte  y  siete 
días  que  sirvió  como  Escribiente  supernumerario,  los  cuales 
quedaron  en  suspenso  cuando  se  verificó  su  clasificación  de 
cesante,  y  además  los  ocho  años  de  carrera  por  figurar  en  el 
escalafón  de  Promotores  fiscales  con  la  antigüedad  de  la  fecha 
de  su  nombramiento  de  Aspirante  segundo;  y  que  dicha  Junta 
en  sesión  de  28  de  Junio  de  1873,  de  conformidad  con  el' dic- 
tamen del  Asesor,  le  reconoció  los  mismos  veintisiete  años, 
ocho  meses  y  veintinueve  dias  referidos,  y  le  declaró  como 
jubilado  con  derecho  al  haber  anual  de  3.000  pesetas,  tres  quin- 
tas partes  del  sueldo  de  5.000  que  le  sirvió  de  regulador: 

Resultando  que  de  este  acuerdo  8e  alzó  Montemayor  al 
Ministro'  de  Hacienda  pidiendo  su  revocación,  y  en  su  virtud 
que  se  declarase  que  le  correspondian  como  de  legítimo  abono 
treinta  y  seis  años;  tres  meses  y  veintiséis  dias  de  servicios 
efectivos;  y  que  remitido  el  expediente  por  la  Junta  de  Pen- 
siones civiles,  antes  de  Clases  pasivas,  dicho  Ministro  por  or- 
den de  31  de  Diciembre  de  1873,  conformándose  con  lo  infor- 
mado por  la  Sección  de  Letrados  de  dicho  Ministerio,  desestimó 
la  solicitud  de  D.  José  María  Montemayor  y  le  declaró  sin  de- 
recho al  abono  de  ocho  años  por  razón  de  carrera,  ni  al  tiempo 
de  servicios  que  pretende: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Matías  Rodríguez  Sobrino, 
en  nombre  deD.  José  María  Montemayor,  en  3  de  Junio  úl- 
timo entabló  demanda  ante  este  Tribunal  Supremo  con  la  so- 
licitud de  que  se  deje  sin  efecto  la  precitada  orden  de  31  de 
Diciembre ,  disponiéndose  que  en  la  clasificación  de  los  servi- 
cios prestados  por  su  cliente  se  le  abonen ,  además  .de  los 
veintisiete  años,  ocho  meses  y  veintinueve  dias  señalados  por 
la  Junta  de  Pensiones  civiles  en  su  acuerdo  de  28  de  Junio 
de  1873,  seis  meses  y  veintisiete  dias  que  desempeñó  el  cargo 
de  Escribiente  supernumerario  de  la  Secretaría  de  Gracia  y 
Justicia,  como  también  ocho  años  de  su  carrera  de  Abogado, 
que  forman  un  total  de  treinta  y  seis  años,  tres  meses  y  vein- 
tiséis dias  de  servicios  al  Estado,  á  razón  de  cuyo  tiempo 
habrá  de  designársele  el  haber  que  le  corresponda  como  ju- 
bilado, fundándose  en  que  la  razón  natural  dicta,  respecto  al 
abono  de  los  qeis  meses  y  veintisiete  dias,  que  no  por  ser  su- 
pernumerario dejó  de  prestarse  en  igual  destino  un  servicio 
al  Estado,  con  tanta  más  razón ,  cuanto  q\ie  ese  cargo  fué 
creado  por  el  Jefe  Supremo  del  Estado:  que  se  probaba  que 
esta  clase  de  destinos  se  consideraban  entonces  como  verda- 
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deros  servicio»,  y  que  debían  abonarse  en  la  clasificación  de 
derechos  pasivos  con  lo  que  se  dispuso  por  la  Ley  de  presu- 
puestos de  1865  y  por  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868, 
respecto  á  que  sólo  fuese  de  abono  para  derechos  pasivos  el 
tiempo  que  se  sirviese  en  destinos  de  planta  cuyos  sueldos 
figurasen  en  los  presupuestos,  pues  esta  declaración  hecha 
en  1865  demostraba  (]ne  antes  no  se  entendía  este  punto  del 
mismo  modo,  porque  si  no  hubiese  sido  innecesario  declararlo; 
y  como  lo  mismo  en  esta  ley  que  en  la  de  1868  se  declara  que 
no  tienen  efecto  retroactivo,  era  evidente  á  todas  luces  que 
tratándose  aquí  de  un  servicio  anterior  no  se  puede  descono- 
cer que  su  cliente  tiene  un  derecho  legítimamente  adquirido 
para  que  se  le  abone  dicho  tiempo,  como  así  lo  reconoció  la 
misma  Junta  en  la  clasificación  que  le  hizo  en  11  de  Febrero 
de  1857;  y  que  si  en  la  de  27  de  Febrero  de  1871  le  eliminó 
dicho  abono,  este  acuerdo  no  fué  consentido  toda  vez  que 
protestó  contra  él,  reservándose  reclamar  en  tiempo  oportuno, 
como  así  lo  ha  hecho:  que  respecto  al  abono  de  los  ocho  años 
de  carrera  se  halla  dispuesto  que  se  haga  en  la  Ley  de  pre- 
supuestos de  1835  relativa  á  la  clasificación  de  los  Jueces  y 
Magistrados,  la  cual  hizo  extensiva  á  los  funcionarios  del  Mi- 
nisterio fiscal  la  de  1872:  que  su  cliente  por  el  destino  de  As- 
{>irante  que  desempeñó  ha  tenido  la  categoría  y  estado  asirni- 
ado  en  un  todo  á  Promotor  fiscal  de  término  desde  11  de  Junio 
de  1851,  siendo  comprendido  en  el  escalafón  de  esta  clase  con 
el  núm.  88:  que  desde  que  obtuvo  y  desempeñó  el  de  Oficial 
auxiliar  ha  tenido  desde  1861  la  categoría  y  consideración  de 
Juez  de  término;  por  manera  que  se  halla  con  todas  las  con- 
diciones necesarias  exigidas  por  las  leyes  para  el  abono  de 
los  ocho  años  de  carrera  en  su  clasificación  de  jubilado;  apo- 
yándose además  en  el  Real  decreto  de  7  de  Marzo  de  1851, 
Real  orden  de  26  de  Abril  del  mismo  año,  art.  1.*  del  Real 
decreto  de  5  de  Marzo  de  1867,  y  en  otro  de  13  de  Diciembre 
de  igual  año:  que  la  concesión  á  una  clase  de  la  categoría  y 
consideración  correspondientes  seria  un  beneficio  con  nombre 
vano  y  de  todo  punto  ilusorio  si  no%  significase  la  concesión 
de  los  mismos  honores  y  derechos,  citando  para  corroborarlo 
la  Real  orden  de  23  de  Julio  de  1852:  que  no  es  aplicable  á 
este  caso  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  por  las  de- 
claraciones que  hace  la  Ley  de  presupuestos  de  28  de  Febrero 
de  1873,  y  la  disposición  10  de  las  transitorias  de  la  provi- 
sional de  30  de  Agosto  de  1870,  sobre  organización  del  Poder 
judicial,  porque  ol  derecho  de  su  cliente  está  fundado  en  leyes 
y  disposiciones  anteriores,  y  porque  para  la  resolución  del 
caso  sometido  al  Tribunal  en  esta  demanda  milita  el  antece- 
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dente  de  que  la  Junta  de  Clases  pasivas  reconoció  y  abonjó  los 
ocho  años  de  carrera  por  las  mismas  causas  que  hoy  $e  soli- 
cita á  D.  Joaquín  de  ta  Encina/  Jefe  de  Sección  que  fué  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  sin  que  desempeñase  ningún 
cargo  en  el  Ministerio  judicial  ó  fiscal  fuera  de  él: 

Resultando  que  para  probar  Montemayor  la  antigüedad  de 
su  categoría  presentó  una  orden  d^l  Poder  Ejecutivo  de  1.a  de 
Mayo  de  1874  recaída  á  su  instancia,  en  la  cual  se  declara,  de 
conformidad  alo  prevenido  en  el  decreto  de  7  de  Mayo  de  1851 
y  de  acuerdo  con  las  Secciones  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia 
del  Consejo  de  Estado,  que  la  antigüedad  del  recurrente  en  la 
categoría  de  Juez  de  término  debia  empezarse  á  contar  desde 
el  11  de  Junio.de  1851,  en  cuya  fecha  cumplió  los  diez  años  de 
posesión  de  la  categoría  de  Promotor  fiscal  de  término  como 
Aspirante  sexto  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
á  la  Administración  de  la  anterior  demanda,  alegando,  respecto 
al  abono  de  tiempo  como  Escribiente  supernumerario,  que  no 
siendo  de  planta  no  es  abonable  por  hallarse  comprendido  en 
el  art.  6.#  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868:  que  si  bien 
era  cierto  que  el  art.  10  de  la  Ley  de  presupuestos  de  1873  dijo 
que  las  disposiciones  de  esta  ley  no  tuvieran  efecto  retroac- 
tivo, añadió  que  se  entendería  esto  respecto  á  los  derechos 
fundados  en  leyes  anteriores  y  á  los  abonos  de  servicio  por 
nombramiento  de  Autoridad  competentemente  delegada^  en 
empleos  de  planta  consignados  en  líos  presupuestos  del. Estado; 
de  suerte  que  no  siendo  destino  de  planta  el  de  que  se  trata, 
ningún  beneficio  reporta  á  Montemayor:  que  con  relación  ¿ 
los  ocho  años  de  carrera  no  pueden  serle  abonados  tampoco, 
teniendo  en  cuenta  la  regla  9.*  del  art.  6.°  de  la  citada  ley 
de  22  de  Octubre;  y  que  al  negar  la  de  presupuestos  de  1873 
efectos  retroactivos  á  ésta,  dejó  vigente  la  regla  6.a  del  ar- 
tículo 26  de  la  de  Mayo  de  1835,  que  no  consiente  amplia- 
ciones á  más  puntos  que  los  que  expresa,  pues  que  siendo  de- 
rogatoria del  derecho  coipun  en  la  materia,  su  interpretación 
debe  ser  taxativa;  asi  que,  no  habiendo  sido  nunca  Fiscal, 
Juez  ni  Magistrado  el  recurrente,  no  podia  pretender  un 
abono  de  años  que  aquella  concede  &  los  que  realmente  han 
servido  estos  destinos;  que  lá  asimilación  le  da  derechos  para 
el  presente  y  para  el  porvenir ,  pero  no  imprime  carácter  al 
pasado;  y  que  no  es  eficaz  para  el  objeto  de  la  demanda  la 
Real  orden  de  23  de  Julio  de  1852,  porque  la  ley  de  4  de  Mayo 
de  1862  la  deroga  implícitamente,  y  el  art.  4.°  del  decreto 
de  21  de  Diciembre  de  1857  abolió  la  extensión  que  se  le  dio 
á  aquella  orden . 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que,  según  las  leyes  de  presupuestos  de  1835 
y  1862,  á  los  Jueces  y  Magistrados,  asi  como  á  los  Fiscales, 
debe  abonárseles  ocho  años  por  razón  de  su  carrera  para  los 
efectos  de  la  jubilación,  atendida  la  preparación  que  exigen 
esta  clase  de  destinos  para  su  desempeño,  y  á  fin  sin  duda 
de  nivelarlos  con.  los  que  sin  ella  pueden  desde  luego  y  en 
edad  más  temprana  entrar  á  servir  en  otros  ramos  de  la  Ad- 
ministración pública: 

Considerando  que  los  Jefes,  Oficiales  y  Auxiliares  del  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  que  sirvieron  antes  de  la  Ley 
orgánica  de  Tribunales  estaban  comprendidos  según  sus  años 
de  servicios  en  los  diversos  grados  ae  esas  jerarquías  por  las 
declaraciones  que  hizo  el  Real  decreto  de  13  de  Diciembre 
de  1867  en  sus  artículos  2.°  y  3.°,  declaraciones  que  ha  res- 
petado la  Ley  orgánica  en  su  disposición  10  de  las  transi- 
torias: 

Considerando  que  si  estos  empleados  son  funcionarios  de 
las  jerarquías  judicial  ó  fiscal,  y  ese  es  su  carácter,  no  pueden 
menos  de  tener  los  derechos  declarados  á  estas  clases,  y  esto 
no  por  una  simple  inducción ,  ni  porque  exista  para  ellos  la 
misma  razón  de  la  ley,  sino  porque  asi  lo  determina  expresa- 
mente el  citado  Real  decreto  al  final  de  su  art.  3.°: 

Considerando  que  D.  José  Maria  Montemayor  ha  sido  antes 
de  la  promulgación  de  la  Ley  orgánica  de  Tribunales  Oficial 
auxiliar  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  y  como  tal  cora- 

5 rendido  en  las  disposicienes  ya  mencionadas,  hasta  el  punto 
e  figurar  su  nombre  en  el  escalafón  de  Promotores  fiscales, 
y  de  estar  después  declarado  Juez  de  término  por  sus  mayo- 
res servicios  en  la  Secretaría : 

s  Considerando  que  no  importa  para  los  efectos  del  abono 
de  los  ocho  años  el  que  los  funcionarios  del  Poder  judicial  ó 
del  Ministerio  fiscal  no  ejerzan  atribuciones  contenciosas 
mientras  sirven  en  el  Ministerio,  porque  allí  prestan  también 
sus  servicios  en  la  administración  de  justicia,  reputando  el 
Real  decreto  ya  referido  en  su  preámbulo  como  conveniente 
esta  alternativa  de  funciones  activas  y  contenciosas  para  for- 
mar hombres  completos  en  este  importante  ramo,  por  lo  cual 
los  que  sirvieron  antes  de  la  Ley  orgánica  en  aquel  centro 
mantenían  su  carácter  de  miembros  de  la  jerarquía  judicial  ó 
fiscal,  y  no  sólo  lo  mantenían,  sino  que  ganaban  en  ellos  an- 
tigüedad y  hasta  ascensos;  alcanzando  estos  derechos,  según 
el  decreto  referido,  el  de  7  de  Marzo  de  1851  y  otros  más  an- 
tiguos, no  sólo  á  los  que  habían  iniciado  su  carrera  en  los 
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Juzgados  ó  Promotorías,  sino  también  i  los  que  desde  luego, 
siendo  Abogados  y  teniendo  las  demás  condiciones  exigidas 
por  las  leyes,  habían  empezado  sus  servicios  jurídicos  como 
Oficiales  ó  Auxiliares  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia: 

Considerando  que  por  lo  expuesto  se  ve  claramente  que  no 
es  un  puro  honor,  una  simple  categoría  ni  una  mera  aptitud 
para  poder  ser  nombrado  Juez  ó  Fiscal  la  declarada  á  los  em- 
pleados del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  por  el  Real  decreto 
de  1867,  sino  que  es  el  carácter  mismo  de  estos  funcionarios 
según  su  clase  ó  grado,  en  prueba  de  Id  cual  manda  se  fun- 
dan en  un  mismo  escalafón  con  aquellos ,  formando  en  un 
todo  homogéneo  la  jerarquía  judicial  ó  fiscal: 

Considerando  que  congruente  con  esta  legislación  se  ha 
formado  la  jurisprudencia,  y  por  ello  el  Oficial  que  fué  del 
Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  D.  Joaquín  de  la  Encina  le 
abonó  para  su  jubilación  los  ocho  años  de  carrera  la  Junta 
de  Clases  pasivas,  y  por  igual  razón  este  Supremo  Tribunal 
en  pleno  propuso  á  D.  Gabriel  Cuartero,  que  no  habia  servido 
más  en  dicho  departamento,  para  Juez  de  Madrid,  por  corres- 
ponderle  este  ascenso  según  la  Ley  orgánica ,  como  Juez  de 
término  que  era  más  antiguo  en  el  escalafón: 

Considerando  que  si  esta  misma  era  la  situación  legal  del 
recurrente  y  sus  derechos  adquiridos  cuando  salió  el  decreto- 
ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  y  á  este  decreto  se  le  han 
Juitado  sus  efectos  retroactivos  por  la  Ley  de  presupuestos 
e  1873,  no  es  posible  desconocerlos: 
Y  considerando,  respecto  del  tiempo  en  que  Montemayor 
sirvió  plaza  de  Escribiente  supernumerario  en  dicha  Secreta- 
ría, quera  servicios  de  esta  índole  les  denegó  todo  derecho  la 
Real  orden  de  11  de  Octubre  de  1833,  expedida  por  el  Minis- 
terio de  Hacienda,  y  después  la  Ley  de  presupuestos  de  1865, 
disponiéndose  que  únicamente  sean  abonables  los  prestados 
en  destinos  de  planta  y  con  dotación  detallada  en  los  presu- 
puestos, circunstancias  que  no  ha  probado  el  recurrente  tu- 
viese su  plaza  de  Escribiente'  supernumerario; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  orden 
reclamada  de  31  de  Diciembre  de  1873  en  el  punto  relativo*  á 
la  eliminación  de  los  servicios  prestados  por  D.  José  Monte- 
mayor  y  Villate  como  Escribiente  supernumerario  del  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia,  dejándola  como  la  dejamos  sin 
efecto  en  cuanto  le  deniega  los  ocho  años  de  carrera  para  su 
jubilación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
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gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=  Pascual  Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuen- 
ca. ^Manuel  Leon.=ManUel  Almonací  y  Mora.«Luis  Vazquex 
Mondragon .  = Mariano  Maury . 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala 
tercera,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  19  de  Noviembre  de  1874.= Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 

Ním.  66. 
PROCEDENCIA. 


Declaración  dk  Auditor  de  Guerra  personal  db  primera 
clase.— Sentencia  de  19  de  Noviembre,  declarando  impro- 
cedente la  vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión 
de  la  demanda  propuesta  por  D.  Fernando  Fernandez' de 
Rodas,  contra  las  órdenes  dictadas  en  25  de  Marzo  de  1873 
y  16  de  Mayo  de  1874. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  conforme  al  art.  3.°  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo 
de  1853  y  a  la  Real  orden  de  28  de  Junio  de  1860,  el  recurso 
contra  las  resoluciones  ministeriales  que  causen  estado  ha  de 
intentarse  en  el  término  improrogable  de  seis  meses,  contados 
desde  que  se  hubiese  hecho  saber  al  interesado  en  la  forma  ad- 
ministrativa: qué  este  plazo  es  aplicable  a  los  negocios  que  pre- 
cedan de  las  Antillas,  si  los  interesados  residiesen  en  cualquier* 
otro  punto  de  América  ó  los  asuntos  procediesen  de  Filipinas 

*  En  la  villa  de  Madrid  á  19  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  que  se  siguen  en  este  Tribunal  Supremo ,  sobre  proce- 
dencia de  la  via  contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  pre- 
sentada por  el  Licenciado  D.  Fernando  Fernandez  -de  Rodas, 
en  su  propia  representación,  contra  la  Administración  del 
Estado,  y  en  su  nombre  el  Ministerio  fiscal,  pidiendo  que  se 
anulen  y  dejen  sin  efecto  las  órdenes  de  25  de  Marzo  de  1873 
y  16  de  Mayo  del  corriente  año,  que  le  declararon  Auditor  de 
Guerra  personal  de  primera  clase: 
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Resultando  que  D.  Fernando  Fernandez  de  Bodas,  Magis- 
trado de  la  Audiencia  pretorial  de.la  Habana,  por  orden  de  11 
de  Noviembre  de  1869  fué  nombrado'  Auditor  de  Guerra  de 
segunda  clase,  y  al  propio  tiempo  para  servir  la  Auditoria 
de  la  Capitanía  general  de  la  Isla  de  Cuba  que  se  hallaba 
vacante: 

Resultando  que  fundado  este  interesado  en  varias  razones, 
acudió  al  Regente  del  Reino  en  14  de  Enero  siguiente  pidiendo 
que  se  declarase  que  el  anterior  nombramiento  se  entendiese 
como  Auditor  de  primera  clase;  y  por  orden  de  5  de  Julio 
de  1870  el  Jefe  del  Estado,  de  conformidad  con  lo  propuesto 

Sor  el  Consejo 'Supremo  de  la  Guerra,  dispuso  que  el  empleo 
e  Auditor  de  segunda  clase  concedido  al  interesado  en  11  de 
Noviembre  de  1869  sea  y  se  entienda  de  primera,  pero  .con 
sujeción  estricta  á  lo  determinado  en  el  art.  13  del  Real  de- 
creto de  19  de  Octubre  de  1866  en  cuanto  á  su  colocación  en 
los  escalafones: 

Resultando  que  por  otra  de  25  de  Marzo  de  1873  el  Go- 
bierno de  la  República  le  declaró  cesante  con  el  carácter  de 
Fiscal  de  Guerra  de  tercera  clase,  Auditor  de  primera  perso- 
nal, contra  lo  cual  reclamó  en  28  de  Abril  siguiente,  pidiendo 
que  se  declarase  que  entró  reglamentariamente  en  el  Cuerpo 
jurídico  militar,  siendo  su  empleo  Auditor  de  Guerra  de  pri- 
mera clase  efectivo  y  no  personal,  colocándole  como  tal  en  el 
escalafón  general,  sí  bien  como  supernumerario  según  le  cor- 
responde, borrándole  del  de  los  Fiscales  de  tercera  clase  si 
indebidamente  se  le  hubiera  colocado  en  él ;  y  que  mientras 
no  fuese  nuevamente  destinado,  su  situación  era  la  de  reem- 

f>lazo  con  el  sueldo  y  preeminencias  señaladas  ó  que  se  seña- 
en  á  la  misma: 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  sus  trámites,  el 
mismo  Gobierno,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  la  Junta 
inspectora  del  Cuerpo  jurídico  militar  eir  acordada  de  24  de 
Octubre  de  1873,  por  otra  orden  de  16  de  Mayo  del  presente 
año  desestimóla  petición  de  D.  Fernando  Fernandez  de  Rodas, 
por  lo  que  se  refiere  á  la  categoría  y  lugar  que  desea  ocupar 
en  el  escalafón  del  Cuerpo,  declarando  que  se  halla  compren- 
dido en  la  orden  de  26  ae  Octubre  de  1871,  que  previene  que 
los  empleos  irreglaméntariaraente  concedidos  se  consideren 
como  personales,  dándose  á  los  individuos  que  los  disfrutau 
el  lugar  que  con  arreglo  al  decreto  orgánico  le  corresponda 
en  la  escala  general  del  Cuerpo,  y  haciéndose  constar  el  em- 
pleo personal  que  cada  uno  disfrute ;  mandando  además  que 
el  interesado  continúe  percibiendo  por  la  nómina  de  Jefes  y 
Oficiales  de  reemplazo  en  este  distrito  el  sueldo  que  en  tai 
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situación  le  corresponde  copio  Auditor  de  Guerra  personal  de 
primera  clase: 

Resultando  que  D.  Fernando  Fernandez  de  Rodas  presentó 
demanda  en  este  Tribunal  Supremo  en  8  de  Junio  siguiente 
solicitando  que  se  declare  admisible  y  procedente  la  vía  con- 
tenciosa, v  que  en  su  dia  se  anulen  y  dejen  sin  ningún  valor 
ni  efecto  las  órdenes  de  25  de  Marzo  y  16  de  Mayo  precitadas, 
declarando  válida  y  subsistente  la  de  5  de  Julio  de  1870  con 
todas  sus  consecuencias,  de  que  el  recurrente  entró  reglamen- 
tariamente en  el  Cuerpo  jurídico  militar,  sirvió  en  propiedad 
la  Auditoria  de  Guerra  de  Cuba,  es  Auditor  de  primera  clase 
efectivo  y  no  personal,  y  que  debe  ocupar  en  los  escalafones 
el  lugar  que  por  su  nombramiento  le  corresponde  entre  los 
Auditores  generales  del  Ejército,  que  es  la  denominación  que 
á  los  de  primera  clase  se  les  ha  dado  en  el  decreto  orgánico 
de  9  de  Abril  último;  fundándose  en  que  juzgando  perjudi- 
cados sus  derechos  reclamó  sin  demora  contra  aquellas  de- 
claraciones que  se  oponian  á  la  última,  concediéndole  dere- 
chos legítimos,  y  que  habia  causado  estado: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase 
procedente  la  vía  contenciosa  y  se  admitiese  ía  demanda  por- 
que habia  sido  deducida  en  tiempo  oportuno,  podia  afectar 
derechos  que  reconoce  la  legislación  existente  y  versaba  sobre 
materia  contencioso-administrativa: 

Resultando  que,  como  á  juicio  de  íaSala  reauiriese  mayor 
examen  la  decisión  acerca  de  si  procede  ó  no  la  vía  conten- 
ciosa, se  mandó  instruir  á  las  partes  como  se  ha  verificado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almo  nací 
y  Mora. 

Considerando  que,  conforme  al  art.  3.°  del  Real  decreto 
de  21  de  Mayo  de  1853  y  á  la  Real  orden  de  28  de  Junio  de 
1860,  el  recurso  contra  las  resoluciones  ministeriales  que  cau- 
sen estado  ha  de  intentarse  en  el  término  improrogable  de 
seis  meses ,  contados  desde  que  se  hubiese  hecho  saber  al  in- 
teresado en  la  forma  administrativa:  que  este  plazo  es  aplica- 
ble á  los  negocios  que  procedan  de  las  Antillas,  si  los  inte- 
resados residiesen  en  las  mismas;  y  se  extiende  hasta  un  año 
si  residieren  en  cualquiera  otro  punto  de  América  ó  los  asun- 
tos procediesen  de  Filipinas: 

Considerando  que  enterado  D.  Fernando  Fernandez  de  Ro- 
das de  la  Real  orden  de  25  de  Marzo  de  1873,  por  la  cual  se 
le  mandó  cesar  en  la  Auditoria  de  Guerra  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  la  Isla  de  Cuba  que  desempeñaba,  llamándole  Audi- 
tor personal  de  primera  clase,  Fiscal  de  Guerra  de  tercera, 
reclamó  contra  ella  en  28  de  Abril  del  mismo  año  ante  el  Oo- 
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bienio,  el  cual  desestimó  su  pretensión  por  otra  orden  de  16. 
de  Mayo  del  año  corriente  en  cuanto  al  carácter  y  categoría, 
que  era  el  asunto  resuelto  en  la  primera: 

Considerando  que  desde  el  expresado  día  28  de  Abril  de 
1873  hasta  el  8  de  Junio  de  1874  en  que  Fernandez  de  Bodas 
presentó  su  demanda  ante  este  Tribunal  ha  trascurrido  más 
de  un  año,  y  de  consiguiente  con  exceso  el  plazo  dentro  del 
#ual  le  fué  permitido  formularla  con  arreglo  á  las  prescrip- 
ciones legales  que  quedan  señaladas; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de 
la  demanda  propuesta  por  D.  Fernando  Fernandez  de  Rodas 
contra  las  órdenes  dictadas  en  25  de  Marzo  de  1873  y  16  de 
Mayo  de  1874. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  .Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  la  Guerra,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan 
Jiménez  Cuenca.  =  Manuel  León. = Ignacio  Vieites.= Manuel 
Almonací  y  Mora.=Luis  Vázquez  Mondragon. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Manilel  Almonací  y  Mora,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  19  de  Noviembre  de  1874.  =Li- 
cenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

Nóm.  67. 

« 

ÚNICA  INSTANCIA. 


Nulidad  de  la.  venta  de  uña  casa.— Sentencia  de  20  de  No- 
viembre, absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado 
de  la  demanda  propuesta  por  D.  Manuel  Sansrés  y  Calafell, 
contra  la  6rdf»n  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  30 
de  Setiembre  de  1878. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.*     Que  por  la  ley  del, ,°  de  Mayo  de  1855  en  su  art.  t.#  se 
declaran  exceptuados  de  la  desamortización  los  edificios  que  ocu~ 
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paban  en  aquella  fecha  los  establecimientos  de  Beneficencia  i 
Instrucción. 

2.°  Que  por  el  art.  6.°  del  Convenio  celebrado  con  la  SanU 
Sede  en  25  de  Aposto  y  ratificado  en  1  y  24  de  Noviembre 
de  1859,  se  hallan  igualmente  exceptuadas  de  la  desamortiza- 
ción las  fincas  ocupadas  por  comunidades  consagradas  a  la  en- 
señanza pública. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  20  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  oontencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
primera  y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  D.  Es- 
tanislao Figueras,  ¿nombre y  con  poder  de  D.  Manuel  Sangés 
y  Calafell,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  repre- 
sentada por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la  orden 
del  Gobierno  de  la  República  de  30  de  Setiembre,  de  1873,  que 
declaró  la  nulidad  de  la  venta ade  la  casa  núm.  12  de  la  calle 
Baja  de  San  Pedro,  en  Barcelona: 

Resultando  que  anunciada  la  subasta  de  la  referida  casa 
como  procedente  del  colegio  de  San  Severo ,  en  vista  de  los 
datos  é  inventarios  antiguos  que  obraban  en  la  Sección  de 
Propiedades  de  la  provincia,  y  que  después  resultó  pertenecer 
al  convento  de  beatas  de  Santa  Catalina  de  Sena,  solicitó  la 
Priora  del  mismo  que  se  suspendiese  aquella  y  se  declarase 
su  excepción  de  la  venta  por  formar  parte  integrante  del  enun- 
ciado convento  v  haber  sido  continuada  en  el  inventario  de 
fincas  no  permutables  formado  en  30  de  Noviembre  de  1865: 
.  Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente,  en  que 
informaron  favorablemente  ala  solicitud  el  Negociado,  la  Sec- 
ción, el  Oficial  letrado  y  el  Vicario  capitular,  lo  acordó  así  la 
Junta  provincial  en  sesión  de  7  de  Octubre  de  1870: 

Resultando  que  remitido  á  la  Superioridad,  se  mandó  sus- 
pender la  venta  cuando.ya  estaba  realizada  á  favor  de  D.  Ma- 
nuel Sangés  y  Calafell  por  la  cantidad  de  40.100  escudos,  el 
cual  se  opuso  á  la  excepción  por  resultar  de  un  certificado 
del  Ayuntamiento,  que  presentó,  que  la  mencionada  casa  ha- 
bia  estado  alquilada;  y  pedido  informe  á  la  Administración 
económica,  dijo  que  como  la  misma  no  había  estado  nunca 
en  administración,  ni  en  arriendo,  no  era  posible  certificar 
acerca  de  los  alquileres  producidos ;  lo  que  también  aseguró 
la  Administración  de  Propiedades,  añadiendo  que  no  era  casa, 
sino  parte  de  los  bajos  del  convento,  los  cuales  ocupaba  un 
zapatero,  que  era  á  la  vez  mandadero  y  sacristán  de  las  re- 
ligiosas : 

Resultando  aue  asimismo  informó  el  perito  tasador  de  los 
bienes  del  Estaño  que  la  basa  estaba  ocupada  casi  en  totalidad 
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por  dependencias  de  la  enseñanza  &  que  se. dedicaba  la  comu- 
nidad, pues  tan  sólo  quedaba  alquilada  á  un  particular  una 
habitación  compuesta  de  tienda  con  entresuelo  destinada  á 
zapatería,  con  dos  puertas  &  la  calle  de  San  Pedro  y  otra  á 
la  de  las  Beatas,  la  cual  no  tenia  puerta  de  comunicación  en 
el  resto  del  edificio;  y  aunque  la  Junta  de  Instrucoion  pública 
aseguró  que  no  le  constaba  que  las  beatas  tuviesen  estable- 
cido Escuela  alguna,  informó  por  el  contrario  el  Alcalde  que 
de  los  datos  adquiridos  resultaba  que  el  establecimiento  de 
Escuela  de  enseñanza  elemental  por  las  religiosas  databa  del 
año  1522,  y  que  si  bien  en  un  principio  el  local  era  redu- 
cido, habia  ido  aumentándose  &  medida  que  el  progreso  y  las 
necesidades  de  la  enseñanza  lo  babian  exigido  t 

Resultando  que  denegada  por  la  Dirección  la  solicitud  de 
las  religiosas,  se  alzaron  estas  para  ante  el  Ministro  de  Ha- 
cienda, que  á  instancias  del  comprador  ordenó  se  le  pusiese 
en  posesión  de  la  finca  vendida;  mas  elevada  nueva  exposi- 
ción por  aquellas,  acompañando  un  plano  del  edificio,  se  dictó 
una  orden  por  el  Gobierno  de  la  República  en  30  de  Setiem- 
bre de  1873  declarando  que,  no  siendo  aplicables  al  mismo 
ninguna  de  las  prescripciones  legales  desamortizadoras ,  se 
estimaba  el  recurso  interpuesto  por  la  Priora  del  convento  de 
Beatas,  y  revocando  el  acuerdo  reclamado  declaró  &  favor  de 
aqnel  la  finca  enajenada,  anulando  para  ello  la  venta  con 
todos  sus  efectos  legales: 

Resultando  que  contra  dicba  orden,  y  en  29  de  Enero  del 
corriente  año,  presentó  demanda  contencioso-administrativa 
en  este  Tribunal  Supremo  D.  Manuel  Sangés  y  Oalafell,  re- 
presentado por  el  Licenciado  D.  Estanislao  Figueras,  pidiendo 
su  revocación  y  que  se  confirme  la  orden  de  la  Dirección  ge* 
neral,  declarando  bien  dada  la  posesión  de  la  finca  y  man- 
dando se  otorgue  la  ¿orrespondiente  escritura  á  su  favor,  fun- 
dado en  que  el  edificio  no  estuvo  destinado  últimamente  á  la 
enseñanza,  y  en  que  si* el  convento  cumplió  lo  prescrito  en 
el  art.  209  de  la  instrucción  de  1855,  la  responsabilidad  de  lo 
sucedido  debia  atribuirse  á  los  agentes  de  la  Administración, 
y  era  aplicable  al  caso  el  art,  8.°  del  Real  decreto  de  10  de 
Julio  de  1865,  que  disponía  que  el  Estado  no  anularía  las 
ventas  por  faltas  ó  perjuicios  causados  por  aquellos  é  inde- 
pendientes de  la  voluntad  de  los  compradores:  en  que  si  el 
convento- no  cumplió  con  dicha  prescripción,  entonces  esta 
omisión  habia  dado  margen  á  que  se  comprendiese  la  finca 
en  los  inventarios  y  se  sacase  á  subasta:  en  que  si  conforme 
al  art.  119  de  la  mencionada  ley  de  1855  se  reclamó  del  Re- 
gistro de  la  propiedad  la  certificación  de  las  personas  que 
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sobre  la  finca  tenían  derechos  inscritos  y  resultó  serlo  la 
comunidad ,  no  se  comprendía  cómo  el  Estado  se  incautó  de 
ella;  pero  que  no  siendo  asi  no  podia  perjudicar  sus  derechos, 
conforme  ¿  los  artículos  25  7  396  de  la  Ley  hipotecaria: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida 
la  demanda,  como  el  Licenciado  Figueras  no  la  ampliase  en 
el  término  concedido  para  ello  se  le  declaró  decaído  del  de- 
recho de  verificarlo: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal ,  contestó  a 
la  misma  solicitando  se  absuelva  de  ella  á  la  Administración 
del  Estado,  confirmando  la  orden  recurrida,  apoyado  en  que 
no  se  trata  de-  una  finca  destinada  á  usos  profanos  y  produc- 
tivos, sino  de  un  cuerpo  de  edificio  anejo  á  la  casa  conven- 
tual y  en  donde  la  comunidad  cumple  uno  de  los  objetos  de 
su  instituto,  y  que  en  su  virtud  está  comprendido  el  edificio 
entre  las  fincas  exceptuadas  de  la  desamortización  por  el  ar- 
tículo 6.°  del  Concordato  de  1859  y  por  las  órdenes  posterio- 
res que  han  respetado  la  existencia  de  comunidades  consa- 
gradas á  la  enseñanza. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luiz  Vázquez  Mon- 
dragon. 

Considerando  que  por  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  1855  en  su 
articulo  2.°  se  declaran  exceptuados  de  la  desamortización  los 
edificios  que  ocupaban  en  aquella  feoha  los  establecimientos 
de  Beneficencia  é  Instrucción: 

Considerando  que  por  el  art.  6.°  del  Convenio  celebrado 
con  la  Santa  Sede  en  25  de  Agosto  y  ratificado  en  7  y  24  de 
Noviembre  de  1859  se  hallan  igualmente  exceptuadas  de  la 
desamortización  las  fincas  ocupadas  por  comunidades  consa- 
gradas á  la  enseñanza  pública: 

Considerando  que,  según  los  antecedentes  y  documentos 
que  obran  en  este  expediente,  resulta  que  la  casa  núm.  12, 
situada  en  la  calle  Baja  de  San  Pedro*  de  la  ciudad  de  Barce- 
lona, sacada  á  subasta  pública,  no  es  un  .edificio  separado  é 
independiente,  sino  por  el  contrario  es  anejo  y  parte  integrante 
del  convento  de  beatas  de  Santa  Catalina  de  Sena,  y  en  el 
cual  la  comunidad  cumple  el  objeto  de  su  instituto,  que  es  la 
enseñanza  pública  de  niñas: 

Considerando  que,  según  el  informe  del  Ayuntamiento  de 
Barcelona,  las  religiosas  del  expresado  convento  desde  el  ano 
de  1522  vienen  cumpliendo  sin  interrupción  el  precepto  de  la 
fundación,  puesto  que  se  hallan  dedicadas  &  la  enseñanza,  y 
asi  lo  estaban  en  la  época  de  la  publicación  de  la  ley  de  1.°  de 
Mayo  de  1855; 
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Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  á  nom- 
bre de  D.  Manuel  Sangés  y  Gala  fe  11,  quedando  en  su  virtud 
firme  y  subsistente  la  orden  reclamada  que  se  expidió  por  el 
Ministerio  de  Hacienda  en  30  de  Setiembre  de  1873. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará,  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicbo  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = Juan 
González  Acevedo.=José  Maria  Herreros  de  Tejada. = Manuel 
Leon.=Ignacio  Vieites.  =  Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez 
Mondragon.^  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Luis  Vázquez  Mondragon,  Magistrado  del 
Tribunal  Supremo ,  celebrando  audienpia  pública  la  Sala  ter- 
cera, de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  20 
de  Noviembre  de  1874.=Enrique  Medina. 


Nüm.  68. 


PROCEDENCIA. 


Reconocimiento  y  pago  de  unos  censos  impuestos  sorbe  Peo- 
pies.  —  Sentencia  de  20  de  Noviembre,  declarando  improce- 
dente la  via  contenciosa,  y  en  su  consecuencia  c^ue  no  há 
lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  propuesta  a  nombre 
de  D.  Victoriano  Fernandez  de  Torviso,  contra  la  orden  mi- 
nisterial de  31  de  Agosto  de  1873. 

V 

«I» 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Que  al  disponerse  se  proponga  al  censualista  la  reducción 
de  unos  censos  bajo  las  bases  de  jeremiadas  por  la  ley  y  én  canti- 
dad suficiente  i  producir  una  renta  igual  a  la  que  venia  per- 
cibiendo, no  díctala  Administración  resolución  alguna^  sino  que 
sólo  es  una  oferta,  que  en  la.  voluntad  del  dicho  censualista  está 
el  aceptar  6  rehusar, 

2.°  Que  es  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  y  del  Con- 
seje  de  Estado  que  cuando  la  Administración  resuelta  una  eves- 

II.— 3.a  2T 
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tioii  reservando  al  interesado  el 'derecho  de  ejercitar  si  h  con- 
viene la  acción  cttrcsp&ndiente  ante  ios  Tribunales  de Justicia,  %o 
hay  decisión  reclamátle  en  la  *Ha  contenciosa. 

En  la  rilla  de  Madrid,  ¿  20  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  pendientes  ante  la  Sala,  sobre  procedencia  de  la  vía  con- 
tenciosa y  admisión  de  la  demanda  por  el  Procurador  D.  Clau- 
dio Rita  Vázquez  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Victoriano  Fer- 
nandez de  Torviso  contra  la  Administración  general' del  Es- 
tado, representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación 
de  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  31  de  Agosto 
de  1873,  que  le  denegó  sus  pretensiones  relativas  al  recono- 
cimiento y  pago  de  unos  censos  impuestos  sobre  los  Propios 
de  Calatavud: 

Resultando  que  en  4  de  Diciembre  de  1643  y  8  de  igual  raes 
de  1640  los  Procuradores  y  Diputados  del  Concejo  de  Calata- 
yud  otorgaron  escrituras  de  imposición  de  censos  de  110.000 
sueldos  jaqneses  de  capital  y  5.000  de  canon  la  primera,  y  de 
20.000  de  capital  y  1.000  de  réditos  la  segunda,  á  favor  de 
D.  Jerónimo  de  la  Torre,  con  afección  de  los  bienes  de  Propios 
de  dicha  ciudad,  sobre  los  cuales  impusieron  otro  censo  en  12 
de  Abril  de  1639,  de  88.000  sueldos  de  nrincipal  y  4.000  de 
pensión  anua  en  favor  de  D.  'Miguel  de  la  Torre,  tomándose 
razón  de  ellos  en  la  Contaduría  de  Hipotecas  del.  partido: 

Resultando  que  pasados  dichos  gravámenes  por  titulo  de 
sucesión  hereditaria  á  ser  propiedad  del  Marqués  de  Campo- 
Real  y  sus  legítimos  sucesores,  en  31  de  Julio  de  1868  otorgó 
el  mismo  escritura  con  pacto  de  retro  á  favor  de  D.  Victoriano 
Fernandez  de  Torviso  de  varios  bienes  y  derechos  reales,  entre 
los  que  figura  un  censo  de  715  rs.  50  cents,  de  renta  anual 
gravado  sobre  los  Propios  de  la  expresada  ciudad: 

Resultando  que  trascurrido  con  exceso  el  término,  durante 
el  que  debió  retrotraer  dichos  bienes  sin  haberlo  verificado, 
otorgó  en  29  de  Marzo  de  1871  la  competente  escritura  de  ra- 
tificación de  aquella  venta,  cediendo»  renunciando  y  traspa- 
sando en  favor  de  Torviso  todas  las  acciones  y  derechos  que 
tenia  sobre  los  expresados  bienes  y  derechos  reales,  sin  reser- 
varse para  sí  nada  de  ellos,  y  obligándose  á  no  hacer  recla- 
mación alguna  contra  lo  establecido  en  la  escritura  antes  ci- 
tada; haciéndose  en  ella  mención  de  cada  una  de  las  fincas 
y  del  censo  de  715  rs.  50  cents,  de  renta  anual  sobre  los  Pro- 
pios de  Calatayud;  y  habiendo  advertido  el  Notario  á  las  partos 
contratantes  que  no  podia  presentarse  la  escritura  ato  ins- 
cripción por  ño  reseñarse  las  fincas  cual  prevenía  la  Ley  hi- 
potecaria, contestaron  que  en  su  caso  subsanarían  losáefect* .-.- 
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eon  relaciones  que  presentarían  á  la  Contaduría,  con  lo  cual 
se  conformaba  Torviso;  y  añadió  el  Marqués  4e  Campo-Real 
que  si  bien  no  se  habian  consignado  todos  los  pormenores  y 
circunstancias  de  los  capitales  de  los  censos  había  sido  por 
ignorarlo^;  pero  que  siempre  había  sido  su  Animo  trasmitir 
como  trasmitía  á  Torviso  cuantos  derechos  y  acciones  le  cor- 
respondían sóbrelos  enunciados  bienes  y  derechos  reales  con- 
tra los  propios  de  Utebo  y  Oalatayud: 

Resultando  de  certificaciones  libradas  por  la  Secretaría  de 
la  Diputación  provincial  de  Zaragoza  y  .por  la  del  Ayuntar 
miento  popular  de  Calatayud,  que  esta  Corporación  tenia  re- 
conocidos &  favor  del  Marqués  de  Campo-Real  los  tres  censales 
de  que  antes  se  hizo  mérito,  y  que  el  canon  que  venia  satis- 
faciendo y  pagaba  cuando  se  promulgaron  las  leyes  de  1.°  de 
Mayo  de  1855  y  11  de  Julio  de  1856  era  el  de  1.035  rs.  30  cén- 
timos que  constantemente  había  figurado  en  los  presupuestos 
y  cuentas  municipales;  lo  que  también  informó  la  Corporación 
municipal: 

Resultando  que  en  2  de  Enero  de  1872  presentó  escrito 
D.  Victoriano  Fernandez  de  Torvisó  ^n  el  expediente  incoado 
por  el  Marqués  de  Campo-Real  sobre  subrftgacion  de  los  censos 
de  que  se  trata,  importantes  en  junto  220. 000.  sueldos  jaquese^, 
equivalentes  &  207.058  rs.  $2  cents.,  y  9.411  rs.  76  cents,  de 
pensión  anual,  pidiendo  su  reconocimiento  y  subrogación;  y 
opuesto  á  ello  el  Ayuntamiento  de  Calatayud  por  no  creer 
potestativo  á  la  Administración  resolver  sobre  la  cuestión  del 
más  ó  del  menos  del  rédito  reclamado,  la  Junta  superior  de 
Ventas  en  sesión  de  22  de  Marzo  de  1873  acordó:  primero,  el 
reconocimiento  del  derecho  á  favor  de  D.  Victoriano  Fernan^- 
dez  de  Torviso,  como  cesionario  del  Marqués  de  Campo-Real, 
á  percibir  los  1.035  rs.  30  cents,  que  en  razón  de  réditos  de 
los  censos  de  que  se  trata  ha  venido  satisfaciendo  el  Ayunta- 
miento de  Calatayud:  segundo,,  oue  en  su  consecuencia,  y 
conforme.  ¿  lo  dispuesto  -en  la  Real  orden  de  14  de  Rnero  de 
1868,  ,ae  proponga  al  censualista,  la  redención  de  dicho  rédito 
recibiendo  en  equivalencia  títulos  de  la  Deuda  consolidada  del 
3  por  100  en  cantidad  suficiente  á  producir  los  enunciados 
1 -03&  m.  30  cents.:  que  caso  afirmativo,  se  comunique  la  opor- 
tuna orden  ¿la  Dirección  general  de  la  Deuda  para  la  entrega 
de  dichos  valores  y  rebaja  correspondiente  del  capital  de  las 
inscripciones  intrasferibles  emitidas  á  favor  del  Ayuntamiento 
de  Calatayud  por  la  venta  de  sus  bienes  de  Propios;  y  tercero, 
que  se  reserva  al  censualista  la  acción  que  estime  correspon- 
derá respecto  á  la  mayor  cuantía  del  capital  y  réditos  ante 
los  Tribunales  ordinarios,  y  el  derecho,  de  acudir  en  oaso  que 
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obtuviera  sentencia  favorable  ante  la  Administración  activa 
en  solicitud  de  la  ampliación  que  estime  oportuna! 

Resultando  que  interpuesto  el  recurso  de  alzada  contra  el 
anterior  acuerdo,  se  dictó  una  orden  por  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública en  31  de  Agosto  del  mismo  año  confirmándolo  enlodas 
sus  partes: 

Resultando  que  contra  dicha  orden  y  en  18  de  Abril  último 
presentó  demanda  contencioso-admimstrativa  en  este  Tribunal 
Supremo  D.  Victoriano  Fernandez  de  Torviso,  representado 
por  el  Procurador  D.  Claudio  Rita  Vázquez,  pidiendo  su  re- 
vocación, y  que  se  declare  le  corresponde  percibir  el  importe 
de  los  tres  capitales  de  censo  que  deben  abonársele  por  la 
Administración  con  los  efectos  públicos  del  Municipio  de  Ca- 
latayud,  exponiendo  para  ello  los  fundamentos  que  juzgó  con- 
venientes: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, se  pasó  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  que  se  ha 
opuesto  á  la  admisión  de  la  demanda  fundado  en  que  sólo  el 
primer  precepto  de  la  orden  reclamada  seria  susceptible  del 
recurso  contencioso,  mas  no  en  el  segundo,  que  no  tiene. ca- 
rácter de  resolución  final,  ni  tampoco  el  tercero;  y  como  la 
demanda  no  se  dirige  contra  aquel,  sino  contra  la  totalidad 
de  la  orden,  seria  forzoso  resolver  acerca  de  la  cuestión  re- 
servada á  los  Tribunales  ordinarios  si  se  hubiese  de  resolver 
sobre  el  reconocimiento  y  subrogación;  en  cuyo  estado  se  en- 
tregaron los  autos  á  la  parte  demandante  por  término  de  ter- 
cero dia  al  sólo  efecto  de  instrucción  de  dicho  escrito  fiscal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Leou 
Romero. 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  extremo  de  la  orden 
ministerial  reclamada,  que  la  Administración  se  concreta  sólo 
á  mantener  en  la  posesión  en  que  estaba  el  Ayuntamiento  de 
Calatayud  de  pagar  como  réditos  de  los  censos  que  sobre  los 
bienes  de  Propios  gravaban  en  favor  del  Marqués  de  Campo- 
Real,  y  hoy  D.  Victoriano  Fernandez  «de  Torviso,  1.035  rea- 
les 30  céñts.,  sin  que  contra  dicho  extremo  se  haya  alegado 
ni  promovido  cuestión  alguna  concreta: 

Considerando,  respecto  al  segundo,  que  al  disponerse  se 
proponga  al  censualista  la  reducción  de  dichos  censos  bajo  la.* 
bases  determinadas  por  la  ley  y  en  cantidad  suficiente  á  pro- 
ducir una  renta  igual  á  la  que  venia  percibiendo;  no  aicta 
resolución  alguna,  siendo  sólo  una  oferta,  que  en  la  voluntad 
del  dicho  censualista  está  el  aceptar  ó  rechazar: 

Y  considerando,  respecto  al  tercero  y  último  extremo,  que 
la  reserva  de  derecho  que  en  él  se  hace  para  que  ante  los  Tri- 

i 
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biraales  de  justicia  ejercite  si  le  conviene  la  acción  correspon- 
diente sobre  la  mayor  cuantía  de  los  capitales  de  censos  que 
han  sido  objeto  del  expediente,  es  jurisprudencia  del  Consejo 
de  Estada  y  de  este  Tribunal  Supremo  que,  cuando  la  Admi- 
nistración resuelva  una  cuestión  en  este  sentido,  no  hay  de- 
cisión reclamable  en  la  vía  contenciosa; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  en  su  consecuencia  que  no  há  lu- 
gar á  la  admisión  de  la  demanda  propuesta  á  nombre  de  Don 
Victoriano  Fernandez  de  Torviso  contra  la  orden  ministerial 
de  31  de  Agosto  de  1873. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna  certifi- 
cación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Aoevedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan  Ji- 
ménez Cuenca.  ==Manuel  León. = Ignacio  Vieites.=Manuel  Al- 
monací  y  Mora.=Luis  Vázquez  Mondragon. 
Publicación ; 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Manuel  León  Romero,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  20  de 
Noviembre  de  1874.=Enrique  Medina. 

Núm.  69. 
PROCEDENCIA. 

Amparo  en  la.  propiedad  y  disfrute  de  un  privilegio  i>e  in- 
vbncion.  —  Sentencia  de  23  de  Noviembre,  declarando  im- 
procedente la  vía  contenciosa,  y  que  no  há, lugar  á  la  admi- 
sión dala  demanda  interpuesta  por  D.  Juan  de  Dios  Mezquita 
contra  la  orden  de  22  de  Jubo  de  1873. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

4¿ue  corresponde  á  lo*  Tribunales  de  justicia  el  conocimiento 
de  las  cuestiones  que  se  susciten  para  reivindicar  la  propiedad 
de  los  privilegios  de  industria  y  asegurar  sus  efectos ,  según  lo 
dispuesto  en  la  Seal  orden  de  16  de  Julio  de  1849. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  23  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  seguidos  en  este  Tribunal  Supremo ,  sobre  procedencia 
de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  presentada  por 
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D.  Juan  de  Dios  Mezquita,  y  en  su  nombre  el  Licenciado- Don 
Adolfo  Astudillo  de  Guarnan ,  contra  la  Administración  del  Es- 
tado ,  representada  por  el  Ministerio1  fiscal ,  solicitando'  que  se 
revoque  la  orden  de  2?  de  Julio  de  1873,  que  le  denegro  d  am- 
paro en  la  propiedad  y  disfrute  de  uti  privilegio  de  invención 
para  forjar  herraduras : 

Resultando  que  por  Real  cédula  de  4  de  Marao  de  1861  se 
concedió  á  D.  Juan  de  Dios  Mezquita  un  privilegio  de  inven- 
ción por  quince  años  de  un  sistema  de  máquina  para  forjar 
herraduras  por  presión : 

Resultando  que  embargada  y  vendida  la  máquina  y  uten- 
silios á  ella  correspondientes  por  consecuencia  ae  diligencias 
judiciales  y  de  la  Administración  económica  de  Málaga,  acu- 
dió Mezquita  al  Gobernador  de  la  provincia  denunciando  el 
hecho,  y  después  por  su  conducto  al  Ministro  de  Fomento,  so- 
licitando que  le  amparase  en  la  propiedad  y  disfrute  del  refe- 
rido privilegio ,  reparándole  los  perjuicios  que  se  le  habiau 
originado  por  la  ocupación  de  la  máquina  y  efectos  referidas 
que  tenia  destinados  al  desarrollo  de  dicha  industria ;  y  por 
orden  de  1.°  de  Abril  de  1873,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por 
la  Dirección  generarse  resolvió  que  correspondía  á  los  Tribu- 
nales ordinarios  todas  las  cuestiones  que  se  promueven  entre 
particulares  9obre  privilegios  de  industria,  como  de  propiedad, 
con  arreglo  á  lo  que  previene  la  Real  orden  de  16  de  Julio  de 
1849,  por  la  que  se  manda  publicar  la  decisión  de  una  compe- 
tencia por  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia ,  y  que  se  devol- 
viesen al  Gobernador  de  Málaga  las  diligencias  que  acompañó 
el  interesado  para  su  entrega  á  fin'  de  que  haga  de  ellas  ei  uso 
que  estimase  conveniente: 

Resultando  que  hecha  saber  á  Mezquita  esta  disposición 
pidió  *al  mismo  Ministro  su  revocación,  fundándose  en  que  se 
partía  de  un  supuesto  equivocado ,  porque  no  se  trataba  de 
ninguna  demanda  entablada  sobre  que  se  declare  á  quién  per- 
tenece el  invento ,  sino  de  una  usurpación  prevista  en  el  ar- 
tículo 26  del  Real  decreto  de  27  de  Marzo  de  1886;  y  por  lo 
tanto  que  no  era  aplicable  al  caso  de  la  Real  orden  de  16  de 
Julio  de  1849,  sino  que  correspondía  ¿  la  Administración  la 
pi*oteccion  y  conocimiento  de  este  asunto,  j  que  porotnrde 
22  de  Julio  siguiente  la  Dirección  d*  Obras  públicas  deses- 
timó la  anterior  instancia  declarando  que  debía  estarse  á  lo 
acordado  en  la  orden  de  1.°  de  Abril  Antes  referida: 

Resultando  que  notificada  esta  orden  á  D.  Juan  de  Dios 
Mezquita,  en  3  de  Setiembre  del  mismo  año  el  Licenciado  Don 
Adolfo  Astudillo  v  Guzman,  en  nombre  de  aquel,  presentó  de- 
manda en  este  tribunal  Supremo  en  4  del  siguiente  mes  de 
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Octubre  con  la  solicitud  de  que  se  declare  procedente  la  vía 
contenciosa,  fundado  en  que  apurada  la  gubernativa  no  habia 
podido  conseguir  el  amparo  y  protección  que  las  leyes  vigen- 
tes dispensan  á  los  inventores,  cuyo  denecno  m  lesionaba  con 
las  disposiciones  de  la  Administración  activa: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase 
la  procedencia  de  la  via  contenciosa  y  se  admitiese  por  lo 
tanto  la  demanda,  fundándose  en  que  correspondiendo  la  cues- 
tión al  fondo  del  asunto  por  ahora  no  podía  decidirse : 

Resultando  que,  como  á  juicio  de  la  Sala  requiriese  mayor 
examen  la  decisión  sobre  la  procedencia  ó  improcedencia  de 
la  referida  demanda,  acordó  que  se  instruyesen  las  partes  del 
expediente,  como  se  lia  verificado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vaequez 
Móndragon. 

Considerando  que  corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia 
el  conocimiento  de  las  cuestiones  que  se  susciten  para  reivin- 
dicar la  propiedad  de  los  privilegios  de  industria  y  asegurar 
sus  efectos,  según  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  16  de  Ju- 
lio de  1849: 

Considerando  que  de  esta  naturaleza  es  la  promovida  por 
1).  Juan  de  Dios  Mezquita  en  la  via  gubernativa,  y  reproducida 
en  la  presente  demanda,  puesto  que  se  concreta  á  solicitar  el 
amparo  de- la  propiedad  y  disfrute  exclusivo  del  privilegio  que 
se  le  concedió  por  Real  cédula  de  4  de  Marzo  de  1861  para 
forjar  herraduras  por  presión ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente 
la  via  contenciosa,  y  que  no  lia  lugar  á  la  admisión  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Juan  de  Dios  Mezquita  contra ,1a  or- 
den de  22  de  Julio  de  1873. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará,  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =¡=  Juan, 
González  Ace vedo. » José  María  Herreros  de  Tejada. ^Pascual 
Bayarri* —Manuel  León. «Ignacio  Vieites.=ManuelAlraonací 
y  Mora.  =« Luis  Vázquez  Móndragon. 

Publicación : 

Leida.y  publicada  fué  la,  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  1).  Luis  Vázquez  Móndragon ,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la -misma ,  en  el  día  de  boy,  de  que  certifico  como  Se«- 
cretario  Relator  en  Madrid  &  23  de  Nqvierabre  de,  1874.  ^Li- 
cenciado. Manuel  Aragoneses  Gil. 


I 


424  tribunal  supremo. 

Núm.  70.  , 
RECURSO  DE  ACLARACIÓN 


Pago  de  intereses  vencidos  de  las  inscripciones  inste  asfbri- 
"bles  emitidas  a  favor  del  clero  dr  cierta  diócesis. — sen- 
tcncia  de  24  de  Noviembre,  declarando  i mprooerif»n te  el  re- 
curso de  aclaración  interpuesto  por  el  Obispo  de  Vitoria,  de 
la  sentencia  definitiva  declarada  por  la  Sala  tercera  del  Tri- 
bunal Supremo,  en  pleito  con  la  Administración  general  del 
Estado,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de 
1871  y  la  orden  ministerial  de  26  de  Junio  de  1873. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  las  resoluciones  de  puro  trámite,  son  actos  preparativos 
para  otras  de  carácter  definitivo,  qué  aún  tío  han  tenido  efecto, 
y  no  son  susceptibles  por  lo  tanto  de  contención. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  24  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala, 
promovidos  por  el  Licenciado  D.  Juan  González  Alonso,  á 
nombre  del  Obispo  de  la  diócesis  de  Vitoria,  contra  la  Admi- 
nistración general  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio 
fiscal,  pidiendo  aclaración  de  la  sentencia  definitiva  dictada 
por  la  misma  en  1.°  de  Julio  del  corriente  año  en  el  pleito 
sostenido  por  ambas  partes,  sobre  revocación  de  la  Real  orden 
de  28  del  mismo  mes  de  1871  y  la  orden  ministerial  de  26  de 
Junio  de  1873  que  prescribieron  el  pago  de  los  intereses  ven- 
cidos de  la  inscripción  intrasferible  emitida  á  favor  del  Clero 
de  dicha  diócesis  en  permutación  de  sus  bienes  y  el  pago  de 
las  rentas  recaudadas  por  la  Administración  desde  1.°  de  Mayo 
de  1855  á  1.°  de  Enero  de  1866,  y  por  la  cual  se  dejaron  sin 
efecto  ámbfts  órdenes,  mandando  que,  continuando  vigente 
respecto  á  la  expresada  diócesis  la  suspensión  acordada  en  la 
Real  orden  de  14  de  Enero  de  1862,  no  procede  por  ahora  el 
pago  de  los  intereses  de  la  inscripción  intrasferible  que  ha 
sido  entregada  en  permutación  de  sus  bienes: 

Resultando  que  á  virtud  de  la  resistencia  hecha  por  las 
Provincias  Vascongadas  &  la  imposición  y  pago  de  la  contri- 
bución territorial  al  establecerse  el  sistema  tributario  en  el 
año  de  1845,  se  'formaron  los  oportunos  expedientes  por  la 
Administración,  resolviendo  en  ellos  que  estañan  obligadas  á 
satisfacerla,  y  acordando  como  medida  transitoria  en  las  Reales 
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órdenes  de  22  de  Marzo,  16  y  25  de  Octubre  de  1850  la  com- 
pensación de  los  cupos  de  contribución  señalados  &  las  pro- 
vincias con  el  importe  liquido  de  las  cantidades  que  habian 
satisfecho  y  ¿siguieran  satisfaciendo  al  Clero,  sin  perjuicio  de 
la  liquidación  definitiva  que  habia  de  practicarse: 

Resultando  que  hecha  la  permutación  de  los  bienes  del 
Clero  de  toda  España  por  las  inscripciones  intrasferibles  de 
Deuda  pública  que  haoian  de  representarlos  en  lo  sucesivo 
con  arreglo  á  las  disposiciones  acordadas  con  la  Santa  Sede, 
ocurrió  con  ciertas  dudas  sobre  ello  el  Arzobispo  de  Toledo, 
por  le  que  se  ordenó  en  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1862  que 
quedara  en  suspenso  el  abono  de  intereses  de  toda  clase  por 
las  inscripciones  emitidas  y  que  en  lo  posterior  se  emitiesen: 

Resultando  que  en  23  de  Mayo  de  1871  solicitaron  el  Obispo 
y  Clero  de  ht  diócesis  de  Vitoria,  por  medio  de  exposición  di- 
rigida al  Ministro  de  Hacienda,  al  pago  de  los  intereses  de  la 
inscripción  que  les  correspondía  y  habia  sido  expedida  por 
efecto  de  la  permutación,  fundándose  en  que  á  las  áemas  dió- 
cesis no  causaba  perjuicio  la  suspensión,  puesto  que  siempre 
recibían  íntegra  del  Estado  la  dotación  del  culto  y  clero,  de 
que  habian  de  rebajarse  los  intereses  de  las  inscripciones  si 
fuesen  satisfechos,  y  sólo  lo  producía  en  la  suya  por  no  recibir 
dotación  del  Estado,  con  lo  que  venia  á  producirse  el  resultado 
de  no  recibir  en  uno  y  otro  concepto  las  cantidades  que  le 
correspondían: 

Resultando  que  i  su  virtud  se  instruyó  expediente,  y  de 
conformidad  con  lo  informado  por  el  Negociado  en  su  nota  y 
por  la  Dirección  se  dictó  una  orden  por  el  Ministro  de  Ha- 
cienda en  28  de  Julio  de  1871  resolviendo  que  la  Real  orden 
de  14  de  Enero  de  1862  mandando  suspender  el  pago  de  los 
intereses  de  las  láminas  emitidas  en  favor  del  Clero  no  cor- 
respondía al  de  Vitoria  por  sus  especiales  circunstancias;  y  en 
su  consecuencia  debían  serle  abonados  los  vencidos  desde  1 .° 
de  Enero  de  1866  en  aue  tuvo  lugar  la  emisión,  &  cuyo  fin 
se  trasladase  dicha  orden  á  las  Direcciones  del  Tesoro  y  de 
Contabilidad  para  su  ejecución  y  cumplimiento  en  la  parte 
que  les  concernía:  que  respecto  á  los  productos  de  los  bienes 
se  practicase  por  las  Administraciones  económicas  de  las  cita- 
das provincias  las  convenientes  liquidaciones  partiendo  de  la 
fecha  de  la  incautación  y  valores  obtenidos  en  los  arrenda- 
mientos, ó  que  se  presupuestaron  para  la  capitalización  en 
renta  y  venta,  deduciéndose  de  las  sumas  que  arrojasen  el  25 
por  100  por  razón  de  contribuciones  y  administración;  y  que 
por  la  Dirección  del  ramo  se  estudiase  y  formulara  un  pro- 
yecto de  ley  para  hacer  extensiva  la  abolición  de  los  diezmos 
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y  primicias  á  las  Provincias  Vascongadas,  y  nivelar  la»  asig- 
naciones del  Clero  de  las  mismas  con  las  del  resto  de  la  Nación: 
Resultando  que  al  ir  á  ejecutarse  la  anterior  orden  se  echó 
de  ver  que  no  habían  precedido  á  ella- todas  las  formalidades 
correspondientes,  por  lo  que  no  podia  llevarse  á  efecto  si  ha- 
bían de  observarse  las  prescripciones  contenidas  en  las  leyes 
de  presupuestos  y  contabilidad  de  Hacienda  pública,  por  lo 
que  se  formó  un  nuevo  expediente ,  en  el  que  además  de  las 
cuestiones  relativas  á  la  forma  'de  pago ,  se  suscitó  de  nuevo 
la  de  derecho  al  mismo,  oyéndose  con  este  motivo  á  varias 
Direcciones  de  Hacienda  y  al  Consejo  de  Estado  en  pleno,  el 
que,  entre  otras  cosas,  fué  de  parecer  se  levantara  la  suspen- 
sión acordada  de  los  efectos  de  la  Real  orden  antes  citada  de 
28  de  Julio  de  1871,  y  que  se  entregase  al  Obispo  de  Vitoria 
la  suma  representativa  de  los  intereses  reclamados;  y  en  con- 
formidad ai  anterior  dictamen,  se  dictó  una  orden  por  el  Go- 
bierno en  26  de  Junio  de  1873,  disponiendo  se  considerase  en 
toda  su  fuerza  y  vigor  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1871 
siempre  que  hubiese  crédito  en  el  presupuesto  para  el  pago 
de  la  obligación  referida: 

Resultando  que  posteriormente,  y  en  27  de  Diciembre  del 
mismo  año  se  dio  cuenta  por  el  Ministro  de  Hacienda  al  Con- 
sejo de  Ministros  de  la  anterior  resolución,  por  haber  mani- 
festado la  Dirección  de  la  Deuda  que  en  ningún  presupuesto 
se  habia  incluido  cantidad  destinada  al  pago  de  los  intereses 
mencionados;  y  autorizado  competentemente  por  el  mismo  Mi- 
nisterio fiscal,  interpuso  demanda  contencioso-administrativa 
en  esta  Sala  en  24  y. 31  de  Diciembre  de  1873,  pidiendo  se 
revocase  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1871  y  la  orden  mi- 
nisterial de  2ft  de  Junio  de  aquel  año,  y  caso  necesario  la  de 
toda  otra  resolución  de  carácter  particular  que  pudiera  con- 
siderarse materia  del  presente  juicio,  declarando  que  no  pro- 
cedía el  pago  de  intereses  por  la  inscripción  intrasferible  en- 
tregada al  Clero  de  la  diócesis  de  Vitoria  por  la  permutación 
de  sus  bienes  por  los  fundamentos  que  para  ello  adujo,  los 
cuales  procuró  robustecer  al  amplia**  la  demanda  con  vista  del 
expediente  gubernativos 

Resultando  que  presentado  en  los  autos  el  Licenciado  Dou 
Juan  González  Alonso,  á  nombre  y  con  poder  del  Obispo  de 
la  diócesis  de  Vitoria,  se  le  tuvo  por  parte  y  contestó  la  de- 
manda, solicitando  por  las  razones  que  alegó  fuese  desesti- 
mada la  misma  y  confirmadas  en  definitiva  las  órdenes  re- 
curridas4. 

Resultando  que  con  mérito  4  todo  se  procedió  á  la  vista 
pública  de  los  antes  en  9  de  Junio  ültkno  v  se  dictó  sentencia 
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por  la  Sala  el  dia  30  del  mismo  mes,  por  la  que,  y  conside- 
randos que  contiene,  se  declaró' no  haber  lugar  á  la  excepción, 
de  improcedencia  opuesta  por  el  demandado:  que  continuando 
vigente  respecto  á  la*  diócesis  de  Vitoria  la  suspensión  acor- 
dada en  la  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1862,  no  procedía 
por  ahora  el  pago  de  los  intereses  de  la  inscripción  intrasferible 

3ue  le  había  sido  entregada  en  permutación  de  «sus  bienes,, 
ejando  en  su  virtud  sin  efecto  las  órdenes  de  28  de  JuJ 
lio  de  1871  y  de  2(5  de  Junio  de  1873  reclamadas  por  el  Mi- 
nisterio fiscal: 

Resultando  que  notificada  la  anterior  sentencia,  el  Licen- 
ciado D.  Juan  González  Alonso,  en  la  misma  representación 
antes  referida,  presentó  demanda  de  aclaración  á  dicho  fallo 
conforme  al  art.  227  del  reglamento,  pidiendo  que  en  su  dia 
se  declare  que  la  orden  de  28  de  Julio  de  1871  y  su  confirma- 
toria de  26  de  Junio  de  1873  quedan  sin  efecto  en  cuanto 
acordaron  el  pago  de  los  intereses  de  la  inscripción  intras- 
ferible entregada  al  Obispo  de  las  diócesis  de  Vitoria  por  la 
permutación  de  sus  bienes:  que  no  procede  por  ahora  en  razón 
de  continuar  la  suspensión  acordada  por  Real  orden  de  14  de 
Enero  de  1862,  y  firmes  y  subsistentes  en  los  demás  puntos 
qua  abrazan  y  que  no  fueron  objeto  de  la  demanda,  fundado 
en  que  la  precitada  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1871  hizo  dos 
declaraciones  de  derecho  y  una  prevención  administrativa, 
siendo  la  primera  de  aquellas  que  procedia  el  pago  de  los  in- 
tereses de  las  láminas  emitidas  á  favor  del  Clero  de  la  diócesis 
de  Vitoria  por  la  permutación  de  sus  bienes ,  en  atención  á 
que  la  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1862  no  comprendía  ala 
indicada  diócesis  en  cuanto  prevenia  la  suspensión  del  pago 
de  intereses;  y  la  segunda,  que  respecto  k  los  productos  de 
bienes  recaudados  por  el  Estado  se  practicase  por  las  Admi- 
nistraciones económicas  de  dichas  provincias  la  conveniente 
liquidación  partiendo  de  la  fecha  de  la  incautación ,  deducién- 
dose el  25  por  100  por  razón  de  contribuciones  y  administra- 
ción; y  que  la  prevención  administrativa  ftié  que  se  estudiase 
y  formulara  un  proyecto  de  ley  para  hacer  extensiva  la  aboli- 
do» de  loa  diezmos  y  primicias  á  las  Provincias  Vascongadas 
y  nivelar  las  asignaciones  del  Clero  de  las  mismas  con  las  del 
resto  de  la  Nación:  que  no  habiéndose  discutido  en  el  pleito 
ni  fórmuládose  la  demanda  mes  que  contra  -la  primera  decla- 
ración de  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1871,  era  palmario- 
y  evidente  que  el  fallo  de  la  Sala  se  había  concretado  y  de- 
terminado sólo  A  dicha  parte,  y  por  lo  tanto,  que  las  órdenes* 
antes  citadas  se  dejaban  sin  efecto  en  cuanto  mandaron  pagar 
los  intereses  de  la  inscripción  emitida  &  favor  del  Clero  de  la 
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diócesis  de  Vitoria  desde  1.°  de  Enero  de  1866;  pero  que  que- 
daban vivas  en  cuanto  á  las  otras  disposiciones  que  contenían, 
las  cuales  ni  fueron  objeto  de  la  demanda  del  Ministerio  fiscal, 
ni  habían  sido  discutidas  en  el  pleito ,  ni  habían  podido  6er 

Sor  consiguiente  apreciadas  en  el  fallo:  que  partiendo  de  esta 
octrina  resultaba  que  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  era 
clara  cuancjo  se  referia  única  y  exclusivamente  al  pago  de  los 
intereses  de  la  inscripción  emitida  á  favor  del  repetido  Clero 
de  la  diócesis  de  Vitoria;  pero  que  era  ambigua  ú  oscura  al 
dejar  sin  efecto  las  dos  órdenes  de  28  de  Julio  de  1871  y  26 
de  Junio  de  1873,  sin  hacer  excepción  cuando  dichas  órdenes 
se  extendían  á  otros  particulares: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  contestó  al 
anterior  recurso  con  la  pretensión  de  que  se  declare  no  pro- 
cede acceder  á  la  aclaración  solicitada  por  no  existir  la  ambi- 
güedad ni  oscuridad  de  ningún  género  en  la  sentencia  de  que 
se  trata,  exponiendo  con  tal  motivo  que  las  prevenciones  con- 
tenidas en  las  órdenes  que  fueron  reclamadas  lo  eran  de  mero 
trámite  que  la  Administración  superior  dirigía  á  sus  subordi- 
nados con  el  evidente  objeto  de  allegar  materiales  para  reso- 
luciones y  acuerdos  posteriores;  no  habían  declarado  ningún 
derecho  ni  habian  causado  estado  en  la  vía  gubernativa,  y  que 
nada  habia  que  hacer  con  ellas  ni  se  habia  hecho  en  la  con- 
tenciosa: que  fijando  definitivamente  su  pretensión  al  ampliar 
la  demanda  dijo  que  la  dirigía  contra  las  precitadas  órdenes 
«en  cuanto  determinaban  que  eran  abonables  al  Clero  de  la 
diócesis  de  Vitoria  los  intereses  vencidos  desde  1.°  de  Enero 
de  1866  de  la  inscripción  intrasferible  expedida  a  favor  del 
mismo  en  equivalencia  de  sus  bienes  permutados,»  y  la  parte 
dispositiva  de  la  sentencia  declaraba  que  no  procedia  por 
ahora  el  pago  de  dichos  intereses,  dejando  sin  efecto  las  men- 
cionadas órdenes  reclamadas  que  lo  habian  dispuesto. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1871  y 
la  orden  ministerial  de  26  de  Junio  de  1873  reclamadas  en  vía 
contenciosa  por  el  Fiscal,  como  representante  de  la  Adminis- 
tración general  del  Estado,  abrazaban  tres  puntos:  primero,  el 
Sago  de  los  intereses  de  las  láminas  emitidas  en  favor  del  Clero 
e  la  diócesis  de  Vitoria;  segundo,  la  orden  para  practicar 
una  liquidación  del  producto  de  los  bienes  de  dicno  Clero 
desde  su  incautación  por  el  Estado;  y  tercero,  la  preparación 
de  un  proyecto  de  ley  para  hacer  extensiva  la  abolición  de  los 
diezmos  y  primicias  en  las  Provincias  Vascongadas: 

Considerando  que  la  demanda  interpuesta  por  el  Fiscal 
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ante  esta  Sala  contra  las  ya  enunciadas  órdenes  se  concretó  á 
pedir  la  suspensión  del  primer  punto,  es  decir,  el  pago  de  los 
intereses  de  las  láminas  emitidas  en  favor  del  Clero  de  Vitoria, 
según  se  expresa  en  el  suplicatorio  de  }a  misma  y  más  deta- 
lladamente en  el  escrito  de  ampliación: 

Considerando  que  esto  y  no  más  es  lo  que  en  realidad  quedó 
resuelto  en  el  fallo  definitivo  puesto  que  declara  que  no  pro- 
cede el  pago  de  los  intereses,  y  aue  en  su  virtud  deja  sin 
efecto  las  órdenes  reclamadas  por  el  Fiscal ,  es  decir,  que  el 
punto  en  que  las  há  reclamado,  no  sólo  porque  á  él  se  refieren 
y  concretan  todos  los  fundamentos  de  la  sentencia,  sino  porque 
sólo  así  serik  congruente  con  la  demanda: 

Considerando  que  ésta  además  no  podia  ni  debia  extenderse 
á  los  otros  dos  extremos  comprendidos  en  las  referidas  órde- 
nes, porque  siendo  resoluciones  de  puro  trámite,  actos  prepa- 
rativos para  otras  de  carácter  definitivo,  que  aún  no  han  te- 
nido efecto,  no  eran  susceptibles  de  contención: 

Y  considerando  que  por  lo  expuesto  la  sentencia  no  es 
oscura  ni  ambigua  r  y  no  necesita  aclaración  de  ninguna 
especie; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente el  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Obispo  ae  Vi- 
toria respecto  de  la  sentencia  definitiva  pronunciada  por  esta 
Sala  en  1.*  de  Julio  último  en  el  pleito  con  la  Administración 
del  Estado,  sobre  el  pago  de  los  intereses  de  la  inscripción 
emitida  en  favor  del  Clero  de  dicha  diócesis,  y  en  su  virtud 
no  há  lugar  ásu  admisión. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gar- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  sacán- 
dose al  efecto  las  copias  necesarias,  y  remitiéndose  la  oportuna 
certificación  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos. = Cirilo  Alvarez.=Juan  González 
Acevedo.=Tomás  Huet.=José  María  Herreros  de  Tejada.  = 
Juan  Jiménez  Cuenca.  ==  Manuel  León. = Ignacio  Vieites.=Ma- 
nuel  Almonací  y  Mora.  =  Juan  Cano  Manuel. =Eugenio  de  Án- 
gulo. =  Al  varo  Gil  Sanz. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelentí- 
simo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 
que  certifico*  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  24  de  No- 
viembre de  1874.==  Enrique  Medina. 
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el  primitivo  concesionario  del  terreno  El  Sol ,  y  reconocido 
por  el  Ingeniero  del  distrito  informó  que  no  habia  visto  en 
todo  él  señal  ni  indicación  que  demostrara  se  hubiese  traba- 
jado desde  hacia  diez  ó  doce  meses ,  ni  que  tampoco  se  tra- 
bajase en  él  á  últimos  del  año  de  1866  que  anduvo  por  sus 
inmediaciones ;  por  lo  que ,  y  las  demás  pruebas  aducidas ,  el 
Gobernador  en  28  de  Abril  de  1868  dictó  un  acuerdo  decla- 
rando la  caducidad  de  la  concesión  del  terreno  El  Sol  con  ar- 
reglo á  lo  dispuesto  en  el  caso  4.°  del  art.  65  de  la  ley  vigente 
de  minería ;  y  aunque  por  el  opositor  se  interpuso  demanda 
contencioso-adtninistrativa  contra  dicha  resolución  ante  la  Au- 
diencia de  Albacete,  después  se  separó  de  ella,  y  la  misma  le 
hubo  por  separado: 

Resultando  que  trasmitidos  sus  derechos  á  la  mina  San  Je- 
rónimo á  D.  Antonio  Campoy  y  Galiana  por  medio  de  escri- 
tura pública,  pretendió  éste  se  suspendiesen  los  trabajos  de 
explotación  que  se  ejecutaban  en  la  misma;  y  verificada  la 
diligencia  de  demarcación,  protestó  en  el  acto  D.  Joaquín  Mo- 
reno Marin ,  dueño  por  compra  del  terreno  donde  radicaba  la 
mina  Segunda  Primavera ,  por  creerse  con  mejor  derecho  á 
explotar  el  terreno  y  no  haber  sido  notificado  para  dicha  de- 
marcación ;  solicitando  la  explotación  y  beneficios  de  las  sus- 
tancias que  contenia  la  superficie  del  terreno  en  conformidad 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  7.°  y  8.°  de  las  bases  de  la  nueva 
legislación  minera  decretada  en  29  de  Diciembre  de  1868 ;  y 
habiendo  informado  el  Ingeniero  que  hizo  la  demarcación  á 
pedar  de  dicha  protesta  por  proceder  el  registro  de  denuncia 
y  caducidad  del  terreno  El  Sol  que  era  más  antiguo  que  la 
mina  Segunda  Primavera ,  y  ocupar  dentro  de  ella  la  misma 

}>orcion  de  terreno  que  ocupaba  El  Sol;  de  conformidad  con 
o  propuesto  por  la  Diputación  provincial,  decretó  el  Gober- 
nador en  30  de  Agosto  de  1870  la  aprobación  del  expediente 
por  estar  desvirtuada  la  protesta  según  el  informe  del  Inge- 
niero y  carecer  de  oportunidad  lo  demás  solicitado  por  D.  Joa- 
quín Moreno  Marin : 

Resultando  que  interpuesto  por  éste  recurso  de  alzada  para 
ante  el  Ministro  de  Fomento,  recayó  la  Real  orden  de  17  de 
Octubre  de  1872,  anulando  el  precitado  decreto  del  Goberna- 
dor que  concedía  la  totalidad  del  terreno  El  Sol  al  oue  lo  habia 
solicitado  con  el  nombre  de  San  Jerónimo,  y  adjudicándose  á 
la  Segunda  Primavera  la  parte  que  se  hallaba  dentro  de  sus 
líneas ,  y  lo  restante  al  denunciador  del  terreno ,  disponiendo 
se  publicase  en  la  Gaceta  para  que  tuviese  carácter  general, 
debiendo  quedar  sentado  el  principio  de  que  caducada  una  con- 
cesión de  escorial  ó  terrero,  pasa  en  el  acto  á  poder  del  con- 
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cesionario  del  subsuelo  la  parte  contenida  dentro  de  las  lineas 
de  las  pertenencias  mineras : 

Resultando  que  notificadas  las  partes  en  24  de  Noviembre 
v  30  de  Diciembre  de  1873,  en  el  dia  23  de  este  último  mes 
y  año  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  la  de  D.  Antonio  Campoy  y  Galiana,  re- 
presentado por  el  predicho  Licenciado  D.  Salvador  Albacete 
y  Albert,  pidiendo  su  revocación  y  que  se  declare  la  validez 
y  subsistencia  del  decreto,  anulado,  exponiendo  para  ello  que 
el  art.  24  de  la  Ley  minera  concede  sólo  sesenta  dias  después 
de  publicado  el  registro  en  el  Boletín  oficial  para  presentar 
al  Gobernador  sus  oposiciones  los  que  se  considerasen  con  de- 
recho al  todo  ó  parte  del  terreno  solicitado,  ordenándose  que 
no  sean  admitidas  pasado  dicho  plazo:  que  en  el  59  de  la 
propia  ley  se  declara  que  sólo  son  propiedad  de  los  dueños  de 
las  minas  los  terrenos  contenidos  en  las  pertenencias  de  las 
mismas,  si  antes  de  su  registro  no  hubiesen  sido  concedidos 
ó  registrados  por  otros:  que  en  los  últimos  párrafos  del.  68  se 
establece  que  ejecutoriada  la  caducidad  de  una  concesión  del 
terreno  por  consecuencia  de  un  registro  tendrá  el  registrador 
la  preferencia  para  la  demarcación  y  sucesiva  posesión,  de- 
biendo reaparecer  la  pertenencia  primitiva  con  sus  anteriores 
dimensiones,  si  no  tuviese  cabida  una  completa  por  hallarse 
registrado  ó  concedido  en  investigación  el  terreno  de  las  in- 
mediaciones, citando  además  la  jurisprudencia  constante  sen- 
tada sobre  el  particular: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la 
demandadla  amplió  el  Licenciado  Albacete  y  Albert,  insis- 
tiendo en  su  solicitud  y  argumentos,  añadiendo  á  estos  que 
la  demanda  se  halla  bajo  el  amparo  de  la  regla  general  que 
hace  objeto  de  concesión  los  escoriales  y  terreros:  que  estos 
son  de  adquirir  por  el  medio  legítimo  de  registro ,  con  los 
mismos  derechos  é  idéntica  tramitación  que  las  minas:  que 
por  unas  y  otras  se  halla  establecido  como  premio  del  regis- 
trador en  caso  de  caducidad  la  reaparición  de  la  pertenencia 
primitiva  si  no  puede  extenderse  hasta  la  unidad  típica  por 
respeto  á  otros  derechos;  pero  conservándose  íntegros  como 
mínimum  los  comprendidos  en  los  límites  de  la  pertenencia 
caducada  que  la  ley  declara  indivisible  y  que  la  existencia  de 
concesiones  del  subsuelo  y  mina  y  de  los  escoriales  ó  terreros 
es  un  hecho  reconocido  en  las  leyes  y  reglamentos  del  ramo, 
pidiendo  por  un  otrosí  que  se  mandaren  suspender  las  labo- 
res en  el  terreno  cuestionado,  especialmente  sobre  los  mine- 
rales comprendidos  en  la  superficie  de  la  demarcación  de  la 
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mina  Segunda,  Primavera ,  ó  que  se  hiciesen  con  su  interven- 
ción, ó  se  afianzase  á  satisfacción: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  Ministerio  fiscal,  lo 
evacuó  pretendiendo  se  absolviese  á  la  Administración  del 
Estado  confirmando  la  orden  recurrida,  fundado  en  que  entre 
los  derechos  del  antiguo  terrero  El  Sol  y  el  renacimiento  de 
estos  en  el  moderno  San  Jerónimo ,  media  la  interposición  de 
un  acto  administrativo  que  fué  consentido  por  el  dueño  de 
aquel ,  cual  era  la  demarcación  de  la  mina  Segunda  Prima- 
vera, por  lo  que  su  denuncio  no  llevó  consigo  la  reaparición 
de  los  primitivos  límites  de  la  pertenencia  denunciada:  que  el 
artículo  59  de  la  Ley  vigente  de  Minas  expresa  terminante- 
mente que  los  terrenos  contenidos  dentro  de  pertenencias  mi- 
neras son  propiedad  de  los  dueños  de  estas,  si  antes  de  su 
registro  no  hubieran  sido  registrados  ó  concedidos  á  otros;  y 
del  expediente  resulta  que  la  mina  Primavera  Segunda  fué 
registrada  en  1864,  y  ef  terrero  San  Jerónimo  en  1867,  y  la 
admisión  definitiva  del  registro  en  1870;  por  lo  que  estando 
abandonado  el  terrero  El  Sol ,  la  parte  de  la  denuncia  San. 
Jerónimo  comprendida  dentro  de  las  líneas  de  la  Segunda 
Primavera  correspondía  al  dueño  de  ésta,  puesto  que  su  re- 
gistro era  anterior  con  mucho  al  denuncio  San  Jerónimo:  que 
según  las  bases  8.a  y  16  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre 
de  1868,  los  escoriales  y  terreros  deben  adjudicarse  preferen- 
temente al  dueño  del  terreno  cuando  sea  de  propiedad  par- 
ticular, por  lo  que  es  evidente  el  doble  derecho  que  el  dueño 
de  la  Segunda  Primavera  tiene  á  explotar  el  terreno  San  Je- 
rónimo ,  puesto  que  es  dueño  del  subsuelo  por  virtud  de  su 
concesión  minera,  y  al  mismo  tiempo  propietario  particular 
del  suelo  ó  terreno,  oponiéndose  por  un  otrosí  á  lo  solicitado 
en  el  de  ampliación  á  la  demanda,  y  pidiendo  fuese  citado 
como  interesado  en  este  asunto  D.  Joaquín  Moreno  Marin: 

Resultando  que  acordado  así  por  la  Sala  compareció  repre- 
sentado por  el  Procurador  D.  Pedro  García  González,  á  quieu 
se  tuvo  por  parte  y  contestó  á  la  demanda  con  la  misma  pe- 
tición y  argumentos  que  el  Ministerio  fiscal ,  y  que  habiendo 
solicitado  replicar  el  demandante ,  se  declaró  no  haber  lugar 
á  ello. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Armesto. 

Considerando  que  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859  dispone  en 
el  núm.  4.°  de  su  art.  65,  «que  caduca  y  se  pierde  la  propie- 
dad de  las  pertenencias  de  minas,  terreros  ó  escoriales  por 
abandono»  cuando  no  se  han  guardado  en  su  laboreo  las  re- 
glas establecidas  en  los  artículos  50,  51,  52  y  53,  con  la  ex- 
cepción contenida  en  el  66  referente  á  las  .causas  extraordi- 
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narias  impeditivas  de  los  trabajos  mineros  por  fuerza  mayor 
comprobada  en  debida  forma : 

Considerando  que  justificado  el  abandono  del  terrero  re- 
gistrado por  D.  Andrés  García  y  García  con  la  denominación 
El  Sol  y  y  declarada  por  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Murcia  la  caducidad  de  su  concesión  en  virtud  de  las  atribu- 
ciones que  le  concede  el  art.  68,  quedó  ejecutoriada  la  dicha 
declaración  y  el  terreno  de  El  Sol  restituido  al  primitivo  es- 
tado de  libertad  para  todos  los  efectos  de  la  legislación  minera: 

Considerando  que  si  bien  el  art.  45  de  la  ley  citada  esta- 
blece como  regla  general  «que  son  objeto  de  concesión  los 
terrenos  procedentes  de  minas  y  los  escoriales  de  oficinas  de 
beneficios,  con  tal  que  unas  y  otros  estén  abandonados,»  esta 
disposición  debe  entenderse  subordinada  á  la  contenida  en  el 
artículo  59,  según  la  cual  «los  escoriales  y  terrenos  existentes 
en  pertenencias  de  minas  son  propiedad  de  los  dueños  de  es- 
tas, si  antes  de  su  registro  no  hubiesen  sido  concedidos  ó 
registrados  por  otros;»  y  como  en  el  caso  actual  D.  Joaquín 
Moreno  y  Marin  en  11  de  Noviembre  de  1864  habia  registrado 
la  mina  Segunda  Primavera,  dentro  de  cuyas  líneas  está  com- 
prendida una  parte  de  la  mina  registrada  con  mucha  poste- 
rioridad con  el  nombre  de  San  Jerónimo  por D .  Antonio  Cam- 
Soy  y  Galiana,  es  congruente  decir  que  alprimero  como  dueño 
e  la  precitada  Segunda  Primavera  corresponden  en  propie- 
dad dos  escoriales  y  terreros  contenidos  en  la  superficie  ó 
suelo  á  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  sobredicho  art.  59: 

Considerando  que  según  el  núm.  5.°  del  art.  86  del  regla- 
mento de  24  de  Junio  de  1868  para  la  ejecución  de  la  Ley  de 
Minas  son  admisibles  en  la  vía  contenciosa  los  recursos  pro- 
puestos por  los  interesados  que  hubiesen  protestado  en  el  acto 
de  las  demarcaciones  mineras;  y  constando  que  D.  Joaquín 
Moreno,  en  la  diligencia  de  demarcación  de  la  mina  San  Je- 
rónimo verificada  en  22  de  Marzo  de  1870,  protestó  contra 
ella  por  la  manifiesta  razón  de  que  dentro  de  sus  líneas  habia 
porción  de  suelo  de  la  que  le  pertenecia  con  el  nombre  de 
Segunda  Primavera,  evidente  es  su  legal  intervención  en  el 
litigio  pendiente  como  coadyuvante  del  Ministerio  fiscal: 

Considerando  que  con  arreglo  al  art.  88  de  la  Ley  de  Minas 
de  4  de  Marzo  de  1868  que  reformó  la  anterior,  el  Ministerio 
de  Fomento  tiene  absoluta  competencia  para  pedir  á  la  Junta 
superior  facultativa  de  minería  y  al  Consejo  de  Estado  los  in- 
formes que  estime  convenientes  en  los  asuntos  de  esta  clase, 
y  que  por  consecuencia  los  emitidos  por  dichas  Corporaciones 
han  sido  procedentes: 

Considerando  que  las  bases  generales  para  la  nueva  legis- 
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lacion  minera  establecidas  por  el  decreto  del  Gobierno  provi- 
sional de  29  de  Diciembre  de  1868  vienen  á  confirmar  lo  dis- 
puesto en  el  art.  59  de  la  precitada  ley,  puesto  que  uno  y 
otras  tienden  á  la  consolidación  de  los  dominios  del  suelo  y 
del  subsuelo  en  una  misma  persona,  tales  como  se  explican 
en  la  base  5.a  para  aumentar  ó  disminuir  de  esta  manera'  las 
colisiones  y  conflictos  que  fácil  y  frecuentemente  pudieran 
surgir  entre  los  dueños  del  fondo  y  de  la  superficie  respecto 
á  las  sustancias  metalúrgicas  existentes  en  ellos;  y  por  lo 
tanto  el  Estado  cede  las  de  la  primera  sección  contenidas  en 
el  subsuelo  al  dueño  del  suelo  en  la  forma  determinada  en  la 
base  7.a;  y  respecto  á  las  de  la  segunda  sección  concede  al 
mismo  la  preferencia  para  la  explotación  á  tenor  de  lo  con- 
signado en  la  base  8.a,  sentándose  en  la  16  el  principio  de 
que  la  prioridad  en  la  presentación  de  la  solicitud  de  conce- 
sión da  derecho  de  igual  preferencia  al  dueño  del  suelo  para 
la  explotación  de  la  mina  respecto  de  las  sustancias  de  la  se- 
gunda sección; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á 
nombre  de  1).  Antonio  Campoy,  y  en  su  virtud  declaramos  sub- 
sistente la  Real  orden  reclamada  de  17  de  Octubre  de  1872. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  oportuna  certi- 
ficación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = Juan  Gon- 
zález Acevedo.=Pascual  Bjyarri.  =  Juan  Jiménez  Cuenca. = 
Manuel  León.  =  Ignacio  Vieites.  =  Francisco  Armesto.  =  Luis 
Vázquez  Mondragon. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Francisco  Armesto,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  24  de  Noviem- 
bre de'1874.=Licenciado  Enrique  Medina. 
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Núm.  72. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Mejora  de  clasificación.— Sentencia  de  26  de  Noviembre,  re- 
vocando la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  3J  de 
Enero  de  1874,  impugnada  par  D.  Lope  Martínez  Sobejano. 

En  los  considerandos  se  e&abipce: 

1.°  Que  por  el  decreto  de  26  de  Mayo  de  1854,  que  establece 
el  servicio  que  deben  prestar  los  Magistrados  y  Jueces ,  se  les 
concede  mientras  sustituyen  personalmente  á  alguno  de  estos 
funcionarios  la  mitad  del  sueldo  correspondiente  al  Magistrado 
ó  Juez  á  quien  suplan,  y  además  el  abono  para  cesantías  y  ju- 
bilaciones de  todo  el  tiempo  que  dure  su  nombramiento;  y  que 
por  más  que  en  lo  concerniente  á  la  cuantía  del  sueldo  y  al  goce 
del  mismo  el  derecho  que  por  el  art.  7.°  de  aquel  decreto  se 
otorga  á  dichos  suplentes  sea  limitado  y  condicional,  es  evidente 
que  en  lo  relativo  al  abono  de  tiempo  para  el  objeto  indicado  no 
se  impone  restricción  ni  condición  alguna,  ni  en  ese  artículo  ni 
en,  ningún  otro,  sino  que  el  derecho  concedido  se  extiende  de  un 
modo  absoluto  á  todo  el  tiempo  que  dure  el  nombramiento  de 
los  mismos. 

2.°  Que  si  bien  por  el  párrafo  primero  de  la  Ley  de  presu- 
puestos de  lo  de  Julio  de  1865  se  estableció  que  desde  su  publi- 
cación sólo  será  de  abono  para  derechos  pasivos  el  tiempo  que 
se  sirva  en  destinos  de  planta,  cuyos  sueldos  figuren  en  los  pre- 
supuestos, circunstancias  que  no  concurren  ciertamente  en  los 
cargos  de  suplentes  de  Magistrados  y  Jueces,  no  por  eso  se  anuló 
entonces  el  referido  derecho  de  tales  funcionarios  al  abono  que 
les  concediera  el  decreto  de  todo  el  tiempo  que  dure  su  nombra- 
miento; antes  bien  quedó  á  salvo  bajo  la  sanción  de  diclia  ley, 
como  comprendido  evidentemente  en  la  excepción  consignada  en 
el  párrafo  segundo  del  mismo  art.  1 1  en  el  que  se  dispone  que 
« los  derechos  adquiridos  y  los  servicios  prestados  con  anteriori- 
dad á  la  publicación  se  abonen  en  las  clasificaciones  sucesivas 
con  arreglo  á  las  disposiciones  que  habían  regido  hasta  aquel  dia.» 

3.°     Que  si  la  disposición  del  art.  6.°  del  decreto  ley  de  22 
de  Octubre  de  1868  tuviera  el  carácter  retroactivo  que  al  parecer 
le  daba  su  tenor  literal ,  habría  obstado  é  impedido  indudable- 
mente el  referido  abono,  mediante  á  que  el  servicio  de  que  se. 
trata  carece  de  las  condiciones  en  aquella  establecidas;  más  des~ 
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pues  de  explicado  el  verdadero  espíritu  de  dicho  decreto  por  h 
instrucción  de  8  de  Febrero  de  1869,  expedida  para  su  ejecu- 
ción, no  hay  tal  obstáculo  ni  impedimento  alguno,  sino  que  esta 
expedito  y  tan  en  vigor  como  antes  el  derecho  de  los  Magistrados 
suplentes  al  abono  del  repetido  servicio;  puesto  que  en  el  párrafo 
tercero  de  la  regla  2.*  de  esa  instrucción  se  declara  abonable 
todo  el  tiempo  servido  en  empleo  de  planta  en  cualquiera  de  las 
carreras  del  Estado,  aun  cuando  no  tuviese  sueldo  designado  en 
los  presupuestos. 

4.°  Que  por  el  art.  10  de  la  última  Ley  de  presupuestos  de 
28  de  Febrero  de  1873  se  previno  que  el  decreto-ley  de  22  de 
Octubre  de  1868  no  tuviera  efecto  retroactivo,  aplicándose  sus 
disposiciones  solamente  á  semicios  prestados  con  posterioridad  i 
su  publicación  y  debiendo  regularse  los  anteriores  por  las  leyes 
vigentes  á  la  referida  fecha ,  y  vigente  estuvo  sin  duda  hasta 
entonces  la  de  15  de  Julio  de  1865 ,  que  en  el  párrafo  segundo 
de  su  art.  1 1  reconoció  ya  como  legitimo  el  abono  de  servicios  de 
Índole  y  condición  iguales  á  las  del  que  sirve  de  objeto  á  este 
pleito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  seguidos  en  este  Tribunal 
Supremo,  entre  D.  Lope  Martínez  Sobejano ,  en  su  propia  re- 
presentación, y  la  Administración  del  Estado,  que  lo  está  por 
el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  orden  del  Gobierno 
de  la  República  de  31  de  Enero  último,  que  denegó  á  aquel 
la  mejora  de  su  clasificación: 

Resultando  que  la  Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  de 
Valladolid  nombró  Magistrado  suplente  de  la  misma  al  Abo- 
gado de  su  ilustre  Colegio  D.  Lope  Martínez  Sobejano ,  cuyo 
cargo  sirvió  desde  5  de  Marzo  de  1846  hasta  11  de  Febrero 
de  1851,  en  que  tomó  posesión  de  la  plaza  de  Abogado  fiscal 
de  la  misjna  Audiencia,  para  la  que  iué  nombrado  por  Real 
orden  de  29  de  Enero  anterior,  siendo  aprobados  aquellos 
nombramientos  por  Reales  órdenes  de  17  de  Febrero  de  1846, 
10  de  Enero  de  1847,  13  de  Enero  de  1848,  23  de  Enero  de 
1850  y  31  de  Diciembre  del  mismo  año: 

Resultando  que  del  cargo  de  Abogado  fiscal  expresado  cesó 
por  Real  orden  de  11  de  Noviembre  de  1854,  en  cuya  situa- 
ción permaneció  hasta  5  de  Diciembre  de  1856,  en  que  obtuvo 
la  plaza  de  Teniente  fiscal  segundo  de  la  misma  Audiencia, 
de  la  que  tomó  posesión  en  19  de  Diciembre  siguiente,  ascen- 
diendo después  sin  interrupción  á  Teniente  fiscal  primero 
del  mismo  Tribunal ,  Fiscal  de  la  Audiencia  de  la  Corana  y 
de  la  de  Burgos,  á  la  que  fué  trasladado,  y  por  último  &  Be* 
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gente  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  cargo  á  que  fué  promovido 
por  Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1868,  tomando  posesión 
en  19  de  Agosto  siguiente,  el  cual  desempeñó  hasta  14  de 
Octubre  de  dicho  año,  en  que  se  le  declaró  cesante  : 

Resultando  que  con  los  documentos  referidos  acudió  Sobe- 
jano  á  la  Junta  de  Clases  pasivas  en  14  de  Junio  y  6  de  Se- 
tiembre de  1869  pidiendo  su  clasificación: 

Resultando  que  pasados  los  referidos  documentos  con  dicha 
instancia  al  Negociado,  opinó  éste  que  el  interesado  tenia  de- 
recho al  abono  de  quince  años,  siete  meses  y  diez  y  nueve 
dias,  y  al  señalamiento  de  2.125  pesetas,  cuarta  parte  del 
sueldo  regulador  de  8.500  que  disfrutó  más  de  dos  años  del 
presupuesto  general  del  Estado  en  el  destino  de  Fiscal  de  la 
Audiencia  de  Burgos,  que  le  correspondian  según  el  art.  18  de 
la  Ley  de  presupuestos  de  1835  y  el  3.°  de  igual  ley  de  1845, 
debiendo  de  abonársele  dicho  haber  desde  15  de  Octubre  de 
1868,  dia  siguiente  al  de  su  cesación;  y  que  no  era  posible  re- 
conocerle los  servicios  que  prestó  en  concepto  de  Magistrado 
suplente  de  la  Audiencia  de  Valladolid  desde  1846  al  51,  toda 
vez  que  el  servicio  no  se  contrajo  en  destino  de  planta  regla- 
mentaria ni  en  propiedad ,  cuyos  requisitos  se  exigen  por  el 
decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  y  en  la  Real  orden  de  8 
de  Febrero  de  1872,  recaida  en  el  expediente  de  D.  Vicente 
Rosell  v  Mezclans: 

.  Resultando  que  el  Fiscal  estuvo  conforme  con  la  propuesta 
del  Negociado,  y  en  su  vista  replicó  Sobejano  que  se  hallaba 
en  distintas  condiciones  que  D.  Vicente  Rosell,  y  por  lo  tanto 
que  se  abonara  el  servicio  que  se  le  denegaba; 

Resultando  que  oido  nuevamente  el  Fiscal  con  vista  del 
expediente  de  Rosell,  fué  de  opinión  que  no  existían  términos 
para  acceder  á  lo  solicitado  por  aquel ,  y  que  se  procediese  á 
acordar  lo  propuesto  por  el  Negociado  en  la  nota  de  que  va 
hecho  mérito: 

Resultando  que  la  Junta  de  Clases  pasivas,  hoy  de  Pensio- 
nes civiles,  en  sesión  de  28  de  Mayo  de  1873,  de  conformidad 
con  el  Asesor,  acordó  reconocer  á  D.  Lope  Martínez  Sobejano 
quince  años,  siete  meses  y  veintinueve  días  de  servicios,  de- 
clarándole en  virtud  de  ellos  con  derecho  al  haber  anual 
de  2.125  pesetas,  cuarta  parte  del  sueldo  de  8.500  que  le  sirve 
de  regulador: 

Resultando  que  el  interesado  se  alzó  del  anterior  acuerdo 
ante  el  Ministro  de  Hacienda  en  26  de  Junio  del  mismo  año, 
pidiendo  que  se  reformase  y  se  le  concediesen  los  cuatro  años, 
once  meses  y  seis  dias  que  duró  su  nombramiento  de  Magis- 
trado suplente  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  y  que  con  los 


440  TRIBUNAL    SUPREMO. 

que  le  ha  abonado  la  Junta  se  le  declare  el  hater  de  4.250 
pesetas  anuales,  como  mitad  del  sueldo  regulador,  que  ha  per- 
cibido más  de  dos  años,  fundándose  en  que  la  Real  orden  de  8 
de  Febrero  de  1872,  aplicada  al  expediente  de  D.  Vicente  Ro- 
sell,  ha  quedado  ineficaz  por  lo  que  se  previene  en  el  art.  10 
de  la  Ley  de  presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1873,  cuya  dis- 
posición restituye  su  fuerza  y  vigor  al  párrafo  segundo  del 
artículo  11  de  la  de  15  de  Julio  de  1865,  el  cual  legitima  el 
abono  que  reclama,  toda  vez  que  por  el  art.  7.°  del  Real  de- 
creto de  26  de  Mayo  dé  1854  se  preceptúa  que  á  los  suplentes 
de  Magistrados  v  Jueces  les  sea  de  abono  para  cesación  y 
jubilación  todo  eí  tiempo  que  dure  su  nombramiento: 

Resultando  que  remitida  la  anterior  instancia  á  la  Junta 
de  Pensiones  civiles  para  que  informase,  mandó  el  expediente 
al  Ministerio,  refiriéndose  por  via  de  informe  álos  fundamen- 
tos en  que  descansa  el  fallo  apelado: 

Resultando  que  oidos  el  Negociado  y  la  Sección  de  Letra- 
dos del  Ministerio  de  Hacienda,  opinaron:  la  primera,  que 
desestimándose  la  solicitud  de  Sobejano  se  declare  que  no 
tiene  derecho,  como  pretende,  al  abono  de  todo  el  tiempo  con 
que  estuvo  investido  del  carácter  de  Magistrado  suplente  de 
la  repetida  Audiencia,  sino  iónicamente  el  que  invirtió  en  fun- 
ciones efectivas  de  ese  cargo  dentro  de  las  condiciones  de- 
terminadas por  los  artículos  7.°  y  8.°  del  Real  decreto  de  26 
de  Mayo  de  1854,  y  esto  cuando  lo  justifique  en  la  forma  de- 
tallada y  cumplida  que  corresponde;  y  la  segunda,  que  debe 
confirmarse  el  fallo  apelado  de  la  Junta  de  Pensiones  civiles: 

Resultando  que  pasado  el  expediente  á  las  Secciones  de 
Hacienda  y  Ultramar,  y  de  Estado  y  Gracia  y  Justicia  del 
Consejo  de  Estado,  fueron  de  dictamen  que  con  revocación 
del  acuerdo  apelado  se  debe  declarar  que  D.  Lope  Martínez 
Sobejano  tiene  derecho  á  que  se  le  abone  el  tiempo  que  fué 
Magistrado  suplente  de  la  Audiencia  de  Valladolid  en  virtud 
de  nombramiento  Real,  fundándose  en  el  Real  decreto  de  26 
de  Mayo  de  1854;  en  que  el  interesado  habia  hecho  el  servi- 
cio con  anterioridad  á  la  publicación  de  la  Ley  de  presupuestos 
de  1865  á  66;  y  que  no  obsta  para  que  el  servicio  de  que  se 
trata  sea  abonable,  como  cree  la  Sección  de  Letrados:  que  e¿e 
derecho  no  está  consignado  en  una  disposición  de  carácter 
legislativo,  porque  lo  fué  en  un  decreto  orgánico,  decreto  que 
tuvo  su  implícita  confirmación  en  el  art.  11  de  la  ley  de  ló 
de  Julio  de  1865: 

Resultando  que  el  Gobierno  de  la  República,  oído  el  ante- 
rior dictamen,  y  de  conformidad  con  el  parecer  de  la  Sección 
de  Letrados  del  Ministerio  de  Hacienda,  por  orden  de  31  de 
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Enero  de  1874  resolvió  que  desestimándose  la  solicitud  de 
D.,Lope  Martínez  Sobejano  se  declarara  que  no  tiene  derecho, 
como  pretende,  al  abono  de  todo  el  tiempo  que  desde  5  de 
Marzo  de  1846  hasta  11  de  Febrero  de  1851  estuvo  investido 
del  carácter  de  Magistrado  suplente  de  la  Audiencia  de  Va- 
lladolid,  sino  únicamente  el  que  invirtió  en  funciones  efecti- 
vas de  ese  cargo  dentro  de  las  condiciones  determinadas  en 
los.  artículos  7.°  y  8.°  del  Real  decreto  de  26' «de  Mavo  de  1854, 
y  esto  cuando  lo  justifique  en  la  forma  detallada  y  cumplida 
que  corresponde: 

Resultando  que  contra  esta  orden  se  alzó  á  la  vía  conten- 
ciosa D.  Lope  Martínez  Sobejano;  y  remitidos  los  antecedentes 
A  este  Supremo  Tribunal,  en  23  de  Julio  próximo  pasado  en- 
tabló su  demanda  de  agravios,  con  la  solicitud  de  que  la  Sala 
se  sirva  revocar  la  referida  orden,  declarando  que  tiene  dere- 
cho al  abono  del  tiempo  que  media  desde  el  5  de  Marzo  de 
1846,  en  que  juró  el  cargo  de  Magistrado  suplente  de  la  Au- 
diencia de  Valladolid,  hasta  11  de  Febrero  de  1851,  en  que 
cesó  por  haber  tomado  posesión  de  Abogado  fiscal  de  la  mis- 
ma Audiencia,  y  mandar  que  con  ese  abono  se  mejore  su  cla- 
sificación, reconociéndole  Veinte  años,  siete  meses  y  cinco  dias 
de  servicios,  y  el  haber  anual  de  la  mitad  del  sueldo  regula- 
dor desde  el  dia  siguiente  al  de  su  cesantía,  fundándose  en 
el  art.  10  de  la  Ley  de  presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1873: 
en  la  de  la  misma  clase  de  1885,  que  concede  el  tiempo  de 
servicio  en  propiedad  y  de  nombramiento  Real  ó  de  las  Cortes, 
cuya»  dos  circunstancias  concurren  en  los  Magistrados  su- 
plentes, como  lo  demuestran  las  Reales  órdenes  copiadas  en  su 
expediente  de  clasificación,  mediante  áque  en  ellas  no  se  ex- 
presa que  sea  interino  ni  en  comisión  el  nombramiento  que 
contiene,  sin  que  quepa  duda  que  en  su  calidad  de  suplente 
fué  propietario:  en  los  artículos  7.°  y  8.°  del  decreto  de  26  de 
Mayo  de  1865,  teniendo  en  cuenta  lo  que  establece  su  art.  11; 
y  en  la  regla  7.*  de  la  instrucción  resolutiva  del  Ministerio  de 
Hacienda  de  8  de  Febrero  de  1869,  aclaratoria  del  decreto- 
ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  para  contes- 
tar á  la  demanda,  como  no  lo  hubiese  verificado  dentro  del 
término  de  reglamento,  D.  Lope  Martínez  Sobejano  en  9  de 
Setiembre  siguiente  le  acusó  la  rebeldía,  pidiendo  que  siguiese 
la  tramitación  en  su  caso  correspondiente;  y  la  Sala  en  pro- 
videncia de  16  del  mismo  mes  la  hubo  por  acusada,  mandando 
que.  se  recogiesen  los  autos,  como  así  se  verificó. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Cano. 
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Considerando  que  la  cuestión  que  hoy  se  debate  en  este 
pleito  y  que  la  Sala  está  llamada  á  resolver  consiste  en  si  e¿ 
abonable  al  demandante  D.  Lope  Martínez  Sobejano  en  su  cla- 
sificación todo  el  tiempo  trascurrido  desde  el  5  de  Marzo  de 
1846,  en  que  juró  y  tomó  posesión  de  la  plaza  de  suplente  de 
Magistrado  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  hasta  el  11  de  Fe- 
brero de  1851,  en  que  cesó  en  ella,  ó  solamente  la  parte  de 
ese  mismo  periodo  que  justifique  aquel  de  una  manera  deta- 
llada y  cumplida  haber  funcionado  con  tal  carácter. en  dicho 
Tribunal  dentro  de  las  condiciones  establecidas  en  el  Real  de- 
creto de  26  de  Mavo  de  1854: 

Considerando  que,  según  aparece  del  expediente  guberna- 
tivo, el  enunciado  D.  Lope  Martínez  Sobejano,  como  compren- 
dido en  la  última  de  las  tres  clases  designadas  en  el  art.  3.a 
del  citado  decreto,  á  propuesta  de  la  Sala  de  gobierno  de  di- 
cha Audiencia  obtuvo  sucesivamente  el  Real  nombramiento  de 
suplente  de  Magistrado  de  la  misma  durante  todo  el  tiempo 
antes  expresado: 

Considerando  que  por  el  repetido  decreto  de  26  de  Mayu 
de  1854,  que  establece  el  servicio  que  deben  prestar  los  su- 
plentes de  Magistrados  y  Jueces  se  les  concede  mientras  sus- 
tituyen personalmente  á  alguno  de  estos  funcionarios  la  mi- 
tad del  sueldo  correspondiente  al  Magistrado  ó  Juez  á  quien 
suplan,  y  además  el  abono  para  cesantías  y  jubilaciones  «de 
toao  el  tiempo  que  dure  su  nombramiento;»  y  que  por  más 
que  en  lo  concerniente  á  la  cuantía  del  sueldo  y  al  goce  del 
mismo  el  derecho  que  por  el  art.  7.°  de  aquel  decreto  se  otorga 
á  dichos  suplentes  sea  limitado  y  condicional,  es  evidente  que 
en  lo  relativo  al  abono  de  tiempo  para  el  obejeto  indicado  no 
se  impone  restricción  ni  condición  alguna,  ni  en  ese  artículo 
ni  en  ningún  otro,  sino  que  el  derecho  concedido  se  extiende 
de  un  modo  absoluto  «á  todo  el  tiempo  que  dure  el  nombra- 
miento de  los  mismos:» 

Considerando  que  si  bien  por  el  párrafo  primero  de  la  Ley 
de  presupuestos  de  15  de  Julio  de  1865  se  estableció  que  desde 
su  publicación  sólo  será  de  abofto  para  derechos  pasivos  el 
tiempo  que  se  sirva  en  destinos  de  planta,  cuyos  sueldos  figu- 
ren en  los  presupuestos,  circunstancias  que  no  concurren  cier- 
tamente en  los  cargos  de  suplentes  de  Magistrados  y  Jueces, 
no  por  eso  se  anuló  entonces  el  referido  dereoho  de  tales  fun- 
cionarios al  abono  que  les  concediera  el  decreto  de  todo  el 
tiempo  que  dure  su  nombramiento;  antes  bien  quedó  á  salvo 
bajo  la  sanción  de  dicha  ley,  como  comprendido  evidentemente 
en  la  excepción  consignada  en  el  párrafo  segundo*  del  misnw 
articulo  11,  en  el  que  se  dispone  que  «los  derechos  adquirí- 


SENTENCIAS   DE   1874.  443 

dos  y  los  servicios  prestados  con  anterioridad  á  la  publica- 
ción se  abonen  en  las  clasificaciones  sucesivas  con  arreglo  á 
las  disposiciones  que  habían  regido  hasta  aquel  dia:» 

Considerando  que  si  la  disposición  del  art.  6.°  del  decreto- 
ley  de  22  de  Octubre  de  1868  tuviera  el  carácter  retroactivo 
que  al  parecer  le  daba  su  tenor  literal,  habría  obstado  é  im- 
pedido indudablemente  el  referido  abono,  mediante  á  que  el 
servicio  d*  que  se  trata  carece  de  las  condiciones  en  aquella 
establecidas;  mas  después  de  explicado  el  verdadero  espíritu 
de  dicho  decreto  por  la  instrucción  de  8  de  Febrero  de  1869, 
expedida  para  su  ejecución,  no  hay  tal  obstáculo  ni  impedi- 
mento alguno,  sino  que  está  expedito  y  tan  en  vigor  como 
antea  el  derecho  del  demandante  al  abono  del  repetido  ser- 
vicio; puesto  que  en  el  párrafo  tercero  de  la  regla  2.a  de  esa 
instrucción  se  declara  abonable  todo  el  tiempo  servido  en  em- 
pleo de  planta  en  cualquiera  de  las  carreras  del  Estado,  aun 
cuando  no  tuviese  sueldo  designado  en  los  presupuestos: 

Considerando,  por  último,  que  la  procedencia  del  abono 
que  se  reclama  en  la  presente  demanda  es  hoy  tanto  más  clara 
é  indudable,  cuanto  que  por  el  art.  10  de  la  última  Ley  de 
presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1873  se  previno  que  el  de- 
creto-ley de  22  de  Octubre  de  1868  no  tuviera  efecto  retroac- 
tivo, aplicándose  sus  disposiciones  solamente  á  servicios  pres- 
tados con  posterioridad  á  su  publicación,  debiendo  regularse 
los  anteriores  por  las  leyes  vigentes  á  la  referida  fecha,  y  vi- 
gente estuvo  sin  duda  hasta  entonces  la  de  15  de  Julio  de 
1865,  que  en  el  párrafo  segundo  de  su  art.  11  reconoció  ya 
como  legítimo  el  abono  de  servicios  de  índole  y  condición 
iguales  á  los  del  que  sirve  de  objeto  á  este  pleito; 

Fallamos,  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  orden  del 
Gobierno  de  la  República  de  31  de  Enero  de  este  año,  de  la 
que  apeló  D.  Lope  Martínez  Sobejano,  y  declaramos  que  le  es 
de  abono  á  éste  en  su  clasificación  todo  el  tiempo  que  media 
desde  el  5  de  Marzo  de  1846  que  juró  el  cargo  de  suplente 
de  Magistrado  de  la  Audiencia  de  Valladolid  hasta  el  11  de 
Febrero  de  1851  en  que  cesó  en  el  mismo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
correspondiente,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  = 
Juan  González  Acevedo.  =  Pascual  Bayarri.  =  Juati  Jiménez 
Cuenca.  =  Francisco  Armesto.  =Luis  Vázquez  Mondragon.= 
Diego  Fernandez  Cano.  =» Mariano  Maury. 

Publicación : 
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Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  de  la  Sala 
tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  26  de  Noviembre  de  1874.  li- 
cenciado Manuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.   73. 
APELACIÓN. 


Indemnización  de  diezmos.  —  Sentencia  de  27  de  Noviembre, 
confirmando  el  auto  que  en  25  de  Enero  de  1871  dictó  la 
Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  que 
declaró  no  haber  lugar  á  admitir  la  demanda  propuesta  por 
D.  Jaime  Safont  y  Llach,  contra  la  orden  de  22  de  Enero 
de  1870. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  es  propio  de  la  jurisdicción  contcncioso-administra- 
tiva  el  conocer  en  única  instancia  sobre  la  resolución  final  de 
los  asuntos  de  la  Administración  central  susceptibles  de  la 
misma  vta,  señaladamente  de  las  reclamaciones  á  que  den  lugar 
las  resoluciones  de  los  Ministros  en  los  negocios  de  la  Penín- 
sula y  Ultramar  9  y  que  el  que  se  sintiere  agraviado  por  alguna 
resolución  del  Gobierno  ó  de  las  Direcciones  generales  que  cause 
estado  y  esté  comj)rendida  dentro  de  la  misma  via  contenciosa 
podrá  reclamar  contra  ella  proponiendo  su  demanda  ante  el 
Consejo  de  Estado,  Jmy  el  Tribunal  Supremo,  según  se  deter- 
mina en  los  artículos  46  y  56  de  la  Ley  orgánica  de  17  de 
Agosto  de  1860. 

2.°  Que  es  te  precepto  legal  es  de  carácter  general  sin  excepción, 
y  por  tanto  que  si  bien  por  disposiciones  anteriores  se  sujetaron 
á  la  decisión  de  los  Consejos  provinciales  las  reclamaciones  ds 
los  participes  legos  en  diezmos  contra  las  resoluciones  ministe- 
riales, esta  especialidad  cesó  tan  luego  como  fué  publicada  la 
citada  Ley  orgánica,  y  qué  ajusfando  á  ella  el  Tribunal  Su- 
premo su  jurisprudencia ,  viem  conociendo  de  varias  demandas 
sobre  asuntos  idénticos  al  que  se  contrae  la  presente. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Noviembre  de  1874,  en  los 
autos  pendientes  ante  la  Sala  en  grado  de  apelación  interpuesta 
por  D.  Jaime  Safont  y  Lluch,  representado*  hoy  por  el  Licen- 


SENTENCIAS    DE    1874.  445 

ciado  D.  Juan  González  Alonso,  contra  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  contra  el 
auto  dictado  por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  en  25  de  Enero.de  1871,  declarando  no  haber  lugar 
á  admitir  la  demanda  propuesta  por  el  mismo  para  que  se  de- 
jase en  su  fuerza  y  vigor  el  derecho  que  creia  tener  á  la  in- 
demnización de  diezmos  que  percibía  el  Conde  de  Santa  Co- 
loma en  el  pueblo  de  Aguiló  y  su  agregado  Las  Hozas,  en  la 
provincia  de  Tarragona,  mandando  acudiera  á  usar  de  su  de- 
recho donde  correspondiese,  si  viere  convenirle: 

Resultando  que  en  22  de  Enero  de  1870  se  dictó  una  orden 
por  el  Regente  del  Reino  en  el  expediente  promovido  por  Don 
José  Safont  y  Lluch  para  que  se  le  declarase  el  derecho  á  ser 
indemnizado,  como  cesionario  del  Conde  de  Santa  Coloma,  de 
los  diezmos  que  éste  percibía  en  Aguiló  y  Rozas,  de  la  provin- 
cia de  Tarragona;  por  lo  cual  y  de  conformidad  con  lo  infor- 
mado por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno  y  la  Junta  califica- 
dora de  partícipes  legos  en  diezmos,  se  desestimó  su  pretensión 
y  se  declaró  caducado  el  expresado  crédito: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  15  de  Junio 
siguiente  presentó  el  interesado  por  sí  demanda  contencioso- 
administrativa  ante  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona ,  pidiendo  su  revocación ,  y  que  se  declaragé  en 
toda  su  fuerza  y  vigor  el  derecho  que  tenia  á  percibir  los  enun- 
ciados diezmos,  exponiendo  para  ello  las  razones  que  juzgó 
oportunas: 

Resultando  que  dada  vista  al  Ministerio  fiscal,  fué  de  pare- 
cer que  se  admitiese  la  demanda  propuesta ,  en  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  el  art.  23  del  decreto  de  26  de  Noviembre 
de  1868;  y  la  Sala,  considerando  que  en  virtud  de  lo  orde- 
nado en  el  mismo  y  en  el  art.  56  de  la  Ley  orgánica  de  17 
de  Agosto  de  1868,  el  agraviado  en  sus  derechos  por  alguna 
resolución  del  Gobierno  puede  reclamar  contra  ella  por  la  vía 
contenciosa  proponiendo  su  demanda  ante  el  Consejo  de  Es- 
tado, y  en  el  dia  ante  este  Tribunal,  declaró  no  haber  lugar 
á  admitir  la  expresada  demanda  de  D.  Jaime  Safont,  el  cual 
acudiese  á  usar  de  su  derecho  donde  correspondiera,  si  viere 
convenirle: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  de  dicho  auto  y  ad- 
mitida en  9  de  Febrero  del  mismo  año ,  en  7  de  Junio  ultimo 
pidió  el  Fisca\  que  se  adoptase  la  providencia  oportuna  para 
que  siguiese  su  curso,  como  así  se  ordenó  en  el  9,  remitién- 
dose los  autos  á  este  Tribunal  Supremo,  previa  citación  y  em- 
plazamiento de  las  partes: 

Resultando  que  a  su  virtud  se  presentó  D.  Jaime  Safont, 
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representado  por  el  Licenciado  D.  Juan  González  Alonso,  y 
mejorando  dicho  recurso  pretendió,  después  de  tenerle  por 
parte,  que  se  revocara  el  expresado  auto  y  declarara  que  la 
Sala  sentenciadora  era  la  competente  para  sustanciar  y' fallar 
la  demanda  presentada  ante  la  misma  por  Safont,  fundado  en 
que  la  legislación  espechtl  relativa  á  indemnización  de  partí- 
cipes legos  en  diezmos  sometia  á  los  Consejos  de  provincia  en 
}>rimera  instancia  ó  al  Consejo  Real  en  apelación  ó  en  segunda 
os  agravios  cometidos  ó  inferidos  en  la  vía  gubernativa:  eo 
que  es  también  indiscutible  que  todo  lo  contencioso-adminis- 
trativo  de  que  conocían  y  debian  conocer  los  Consejos  provin- 
ciales, pasó  á  ser  de  la  competencia  de  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  del  territorio  á  que  correspondían  las  provincias  en 
que  debian  comenzarse  los  negocios,  según  el  decreto  del  Go- 
bierno provisional  de  16  de  Noviembre  de  1868: 

Resaltando  que  conferido  traslado  al  Ministerio  fiscal  con- 
testó al  anterior  recurso  solicitando  se  confirmase  la  providen- 
cia apelada,  exponiendo  con  tal  motivo  que  según  los  ar- 
tículos 46  y  56  de  la  Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado  de  17 
de  Agosto  de  1860,  sin  excepción  alguna  son  de  la  compe- 
tencia del  Consejo,  hoy  de  esta  Sala,  para  conocer  en  primera 
y  única  instancia  de  las  reclamaciones  contencioso-adminis- 
trativas  á  que  den  lugar  las  resoluciones  de  los  Ministros,  y 
dejó  de  existir  la  excepción  que  hacia  revocables  las  disposi- 
ciones emanadas  del  poder  central  contenidas  en  Reales  órde- 
nes y  que  suscribía  el  Ministro  de  Hacienda  por  funcionarios 
de  la  Administración  provincial;  citando  en  apoyo  de  sus 
asertos  varios  casos  decididos  por  la  Sala  en  este  sentido ,  y 
que  forman  jurisprudencia  en  la  materia. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací. 

Considerando  que  es  propio  de  la  jurisdicción  coatencioso- 
administrativa  el  conocer  en  única  instancia  sobre  la  resolu- 
ción final  de  los  asuntos  de  la  Administración  central  suscep- 
tibles de  la  misma  via,  señaladamente  de  las  reclamaciones  á 
que  den  lugar  las  resoluciones  de  los  Ministros  en  los  nego- 
cios de  la  Península  y  Ultramar,  y  que  el  que  se  sintiere  agra- 
viado por  alguna  resolución  del  Gobierno  ó  de  las  Direcciones 
generales  que  cause  estado  y  esté  comprendida  dentro  de  la 
misma  vía  contenciosa  podrá  reclamar  contra  ella  proponiendo 
su  demanda  ante  el  Consejo  de  Estado,  hoy  este  Tribunal  Su- 
premo, según  se  determina  en  los  artículos  46  y  56  de  la  Ley 
orgánica  de  17  de  Agosto  de  1850: 

Considerando  que  este  precepto  legal  es  de  carácter  le¿r;d 
sin  excepción,  y  por  tanto  que  si  bien  por  disposiciones  ante- 
riores se  sujetaron  á  la  decisión  de  los  Consejos  provinciíilo 
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las  reclamaciones  de  los  partícipes  legos  en  diezmos  contra 
las  resoluciones  ministeriales,  esta  especialidad  cesó  tan  luego 
como  fué  publicada  la  citada  Ley  orgánica,  y  que  ajustan  do  á 
ella  este  Tribunal  Supremo  su  jurisprudencia,  viene  cono- 
ciendo de  varias  demandas  sobre  asuntos  idénticos  al  que  se 
contrae  la  presente ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  el  auto 
que  en  25  de  Enero  de  1871  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil 
de  la  Audiencia  de  Barcelona. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacan* 
dose  al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos 
origínales  á  la  Sala  sentenciadora  por  el  conducto  prevenido 
y  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos. =Juan  González  Acevedo.=Juan  Jiménez  Cuenca.  = 
Ignacio  Vieites.  =  Manuel  Almonací  y  Mora. = Francisco  Ar- 
mesto.=Diego  Fernandez  Cano. «Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Manuel  Almonací,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  27  de  Noviem- 
bre de  1874.  =  Enrique  Medina. 

Núbi.  74. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Abono  de  ciertos  años  de  servicio  para  la  clasificación  del 
interesado.— Sentencia  de  3  de  Diciembre,  absolviendo  á 
la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda  inter- 

Suesta  por  D.  Manuel  Coca  y  Ruano  contra  la  Real  orden 
e  11  de  Enero  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  según  la  Real  orden  de  \±dc  Enero  de  1871  cor- 
responde a  la  Junta  de  Clases  pasivas  hacer  la  clasificación  de  los 
derechos  de  todos  los  empleados  que  lo  hayan  sido  de  la  Real 
Casa  con  arreglo  al  dictamen  de  la  Comisión  de  las  Cortes  Cons- 
tituyentes de  14  de  Junio  de  1870,  prescribiéndose  en  su  artícu- 
lo 7.°  que  los  servicios  prestados  á  la  Real  Casa  desde  que  su 
Administración  se  separó  de  la  del  Estado  se  consideren  como 
luchos  al  mismo;  y  en  su  consecuencia,  los  derechos  que 'pro- 
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duzcan  se  declararán  con  arreglo  a  la  legislación  vigente  de 
Clases  pasivas  civiles. 

2.°  Que  según  tune  declarado  la  Sala  tercera  del  Tribunal 
Supremo  en  sentencia  de  26  de  Setiembre  último ,  el  tiempo  ser- 
vido sin  sueldo  en  plaza  de  Genlil-hombrt  de  casa  y  boca  no  es 
de  abono  en  las  clasificaciones  de  los  empleados  de  la  Real  Casa. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  3  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
grado  de  apelación,  interpuesta  por  D.  Manuel  Celestino  de 
Coca  y  Ruano,  en  su  propio  nombre,  contra  la  Administración 
general  del  Estado ,  representada  por  el  Ministerio  fiscal ,  pi- 
diendo se  revoque  la  orden  de  11  de  Enero  de  1873  que  le 
denegó  ciertos  años  de  servicio  para  su  clasificación : 

Resultando  que  por  Real  orden  de  1.°  de  Octubre  de  1828 
fué  nombrado  D.  Manuel  Celestino  de  Coca  y  Ruano ,  Escri- 
biente segundo  del  Archivo  de  la  Bailia  general  del  Real  Pa- 
trimonio de  Cataluña,  y  después  siguió  desempeñando  varios 
destinos  en  la  Real  Casa  hasta  29  de  Abril  de  1849  que  se  le 
nombró  Interventor  de  la  Real  Cabana  con  el  sueldo  de  12.000 
reales  anuales;  que  luego  se  le  ascendió  á  14.000  en  19  de 
Octubre  de  1852 ,  nombrándosele  Gentil-hombre  de  casa  y 
boca  por  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1855;  pero  continuando 
en  el  anterior  destino  hasta  15  de  Diciembre  de  1861  que  se 
le  jubiló  con  todo  el  sueldo  en  atención  á  los  buenos  servi- 
cios prestados  por  supresión  de  la  plaza  qu&  desempeñaba: 

Resultando  que  en  18  de  Enero  de  1871  acudió  dicho  in- 
teresado al  Tribunal  de  primera  instancia  de  Clases  pasivas 
solicitando  se  le  clasificara  en  el  concepto  antes  expresado 
con  arreglo  á  las  disposiciones  que  cita  y  á  que  se  rereria  la 
Real  orden  del  dia  14  del  mismo  mes  y  año,  acompañando 
los  documentos  justificativos  de  sus  empleos: 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente  con  tal 
motivo,  el  Tribunal,  en  sesión  de  1.°  de  Abril  siguiente  le  re- 
conoció treinta  y  tres  años,  un  mes  y  veintiséis  dias  de  ser- 
vicios y  el  haber  de  2.100  pesetas  anuales,  tres  quintas  partes 
del  sueldo  de  3.500  que  le  servia  de  regulador  en  jubilación, 
y  cuyo  haber  debería  disfrutar  en  dicho  concepto  de  jubilado 
desde  7  de  Abril  de  1869,  dia  siguiemte  al  en  que  cumplió  la 
edad  de  sesenta  años  exigida  para  poder  optar  á  la  expresada 
situación,  debiendo  percibir  en  concepto  de  cesante  el  haber 
de  1 .750  pesetas,  mitad  del  enunciado  sueldo  regulador  des- 
de 1.°  de  Octubre  de  1868  en  que  se  suspendió  el  pago  de 
nóminas  de  los  empleados  de  la  Real  Casa  hasta  6  de  Abril 
de  1869  en  que  se  le  reconocia  la  situación  de  jubilado: 
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Resultando  que  del  anterior  acuerdo  se  alzó  el  interesado 
para  ante  el  Ministro  de  Hacienda,  y  previo  informe  de  la 
Sección  de  Letrados  de  dicho  Ministerio ,  se  dictó  Real  orden 
en  11  de  Enero  de  1873  desestimando  la  solicitud  de  D.  Ma- 
nuel de  Coca,  y  declarando  que  el  mismo  no  tenia  derecho  al 
abono  del  tiempo  de  servicio  que  pretendía,  ni  por  tanto  á 
mayor  señalamiento  de  haber  pasivo:. 

Resultando  que  en  21  de  Mayo  siguiente  presentó  el  Don 
Manuel  de  Coca  escrito  en  su  propio  nombre  en  este  Tribunal 
Supremo  alzándose  de  la  precitada  Real  orden  y  pidiendo  que 
en  su  dia  fuese  revocada,  declarando  sin  efecto  el  acuerdo  del 
Tribunal  de  primera  instancia  de  Clases  pasivas  y  que  le  son 
de  abono  los  servicios  prestados  como  Gentil-hombre  de  casa 
y  boca  desde  que  cesó  en  las  funciones  de  Interventor  de  la 
Real  Cabana  hasta  31  de  Octubre  de  1863;  exponiendo  para 
ello  que  la  orden  expedida  por  la  Administración  general  de 
la  Real  Casa  en  esta  última  fecha  reconocía  y  asentaba  que  eran 
de  su  abono  hasta  aquel  dia  los  servicios  de  Gentil-hombre 
de  casa  y  boca  y  de  abono  cabalmente  para  jubilaciones,  in- 
troduciendo la  novedad  de  no  aceptarlos  únicamente  para  lo 
sucesivo:  que  en  vista  de  esta  orden  y  á  contar  desde  que  cesó 
en  las  funciones  de  Interventor  de  la  Real  Cabana  debían  re* 
conocérsele  en  su  clasificación  los  servicios  que  como  Gentil- 
hombre prestó  hasta  fin  de  Octubre  de  1863:  que  este  abono 
se  fundaba  además  en  que  no  habiendo  cesado  de  prestar  ser- 
vicios al  Estado  en  la  institución  ya  calificada  en  el  cuerpo 
de  la  demanda,  y  debiendo  estos  regirse  por  el  principio  mis- 
mo ¿que  se  ajustaban  los  de  todos  los  funcionarios  públicos, 
se   hallaba  en  circunstancias  análogas  á  las  de  aquellos  á 
quienes  les  habian  sido  de  abono  los  servicios  prestados  en 
la  Junta  de  Aranceles,  Consejo  de  Instrucción  pública  y  otras 
dependencias  y  cargos:  que  si  habia  podido  tener  el  nombre 
de  jubilado  para  el  Patrimonio  y  Casa  Real,  según  las  no- 
menclaturas de  sus  reglamentos  especiales,  las  reglas  gene- 
rales del  Estado  no  le  daban  este  carácter  cuando  cesó  en  las 
funciones  de  Interventor  de  la  Real  Cabana,  por  lo  que  en 
verdad  continuó  prestando  sus  servicios  en  la  misma  Real  Casa 
con  derecho  á  los  abonos  de  tiempo  en  todo  extremo  por  «na* 
logia  perfecta  con  les  cesantes  que  perteneciendo  en  el  Estado 
á  varias  dependencias  sin  retribución  especial  alguna,  mejo- 
raban y  habian  mejorado  constantemente  sus  clasificaciones  por 
ley  y  jurisprudencia  en  todos  tiempos  seguidas  y  respetadas: 
Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gu- 
bernativo, amplió  el  recurso  el  D.  Manuel  de  Coca  y  Ruano, 
ratificando  su  petición  y  argumentos: 

IL— 3.*  "  29 
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Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contesto  á 
dicho  escrito  pidiendo  se  absuelva  á  la  Administración  gene- 
ral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta,  fundado  en  que  al 
verificarse  la  Revolución  de  1868  dejaron  de  percibir  sus  ha- 
beres los  pensionistas  del  Patrimonio  que  fué  de  la  Corona 
por  suprimirse  su  dotación ,  y  las  Cortes  presentaron  un  pro- 
yecto ae  ley  incorporando  á  aquellos  á  las  clases  civiles  del 
Estado,  el  cual  no  llegó  á  ser  ley;  pero  el  Rey  D.  Amadeo 
ordenó  se  les  abonase  de  su  lista  civil ,  con  sujeción  á  dicho 
dictamen  de  las  Cortes,  ínterin  no  hubiese  consignada  en  los 
presupuestos  del  Estado  cantidad  para  este  objeto,  por  lo  que 
se  publicó  la  orden  de  14  de  Enero  de  1871,  mandando  que  los 

Íensionistas  de  la  Real  Casa  que  ya  hubieran  antes  devengado 
aber,  era  á  quienes  en  adelante  se  les  reconocería  el  derecho 
á  cobrarlo ,  y  se  les  clasificaría  con  arreglo  á  la  legislación 
vigente  de  Clases  pasivas,  como  si  hubieran  prestado  sus  ser- 
vicios al  Estado,  por  lo  cual  habia  que  acudir  á  la  legislación 
común  para  juzgar  de  los  derechos  del  demandante:  que  el 
decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  dispuso  en  su  art.  6.* 


que  sólo  seria  abonable  todo  servicio  prestado  en  cualquiera 
de  las  carreras  del  Estado  en  destinos  en  propiedad,  de  planta 
reglamentaria  y  con  sueldo  detallado  en  los  presupuestos  ge- 


nerales del  Estado  con  cargo  al  personal  y  con  nombramiento 
Real,  délas  Cortes,  de  la  Regencia  ó  del  Gobierno  provisional; 
y  que  el  empleo  de  Gentilhombre  de  casa  y  boca  no  contenia 
sueldo,  por  lo  que  no  era  posible  abonárselo:  que  no  tenia  in- 
fluencia alguna  favorable  ó.  la  demanda  la  Ley  de  presupues- 
tos de  28  de  Febrero  de  1873 ,  porque  la  misma  se  dirigía 
oontra  una  orden  de  fecha  anterior,  y  seria  darla  efecto  re- 
troactivo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri. 

Considerando  que  según  la  Real  orden  de  14  de  Enero 
de  1871  corresponde  á  la  Junta  de  Clases  pasivas  hacer  la 
clasificación  de  los  derechos  de  todos  los  empleados  que  lo 
hayan  sido  de  la  Real  Casa  con  arreglo  al  dictamen  de  la  co- 
misión de  las  Cortes  Constituyentes  de  14  de  Junio  de  1870, 
Í rescribiéndose  en  su  art.  7.  «que  los  servicios  prestados  á 
a  Real  Casa  desde  que  su  Administración  se  separó  de. la  del 
Estado  se  consideren  como  hechos  al  mismo;  y  en  su  conse- 
cuencia, los  derechos  que  produzcan  se  declararán  con  arreglo 
&  la  legislación  vigente  de  Clases  pasivas  civiles:» 

Considerando  que  el  decreto -ley  de  22  de  Octubre  de  1868, 
en  consonancia  con  las  leyes  de  presupuestos  de  26  de  Mayo 
de  1835,  25  de  Junio  de  1855  y  15  de  igual  mes  de  1865, 
prescribe  en  su  art.  10  que  sólo  serán  de  abono  en  las  cía- 
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sificaciones  como  base  ó  arranque  de  carrera*  ó  como  conti* 
nuacion  de  servicio,  el  que  se  naya  prestado  en  destinos  de 
propiedad,  de  planta  reglamentaría,  con  sueldo  detallado  en 
ios  presupuestos  generales  del  Estado,  con  nombramiento 
Real,  de  las  Cortes,  de  la  Regencia  del  Reino  '&  del  Gobierno 
provisional : 

Considerando  que  contrayéndose  la  petición  del  deman- 
dante á  que  le  sea  reconocido  de  abono  en  su  clasificación  el 
tiempo  que  sirvió  sin  sueldo  el  destino  de  Gentil-hombre  de 
casa  y  boca  desde  16  de  Diciembre  de  1861  en  que  fué  jubilado 
en  el  de  Interventor.de  la  Real  Cabana  hasta  que  se  resolvió 
por  Real  orden  de  31  de  Octubre  de  1863  que  todos  los  em- 
pleados de  la  Real  Casa  que  en  lo  sucesivo  continuasen-  en  un 
destino  sin  sueldo  al  ser  jubilados  en  otros  que  lo  tuviesen 
asignado  dejarían  de  ganar  años  de  servicio,  no  puede  ser 
atendida  semejante  pretensión,  ya  porque  no  citándose  la  dis- 
posición legal  que  prescribía  dicho  abono  da  motivo  á  suponer 
que  éste  emanaba  de  una  práctica  abusiva  que  la  Administra- 
ción del  Real  Patrimonio  quiso  que  desapareciera,  ya  también 
porque  aun  cuando  así  no  fueran,  las  precitadas  leyes  de  pre* 
supuesto  y  las  Reales  órdenes  de  20  de  Enero  y  2  de  Marzo 
de  1871  relativas  á  las  bases  para  la  clasificación  de  los  em- 
pleados de  la  Real  Casa  exigen  que  los  servicios  se  hayan 
prestado  en  destinos  de  planta  con  dotación  de  reglamento: 
Considerando  que  cualesquiera  que   sean  los  derechos  de 
que  se  crean  asistidos  dichos  empleados  en  virtud  de  las  cla- 
sificaciones practicadas  por  la  Junta  consultiva  de  la  Real 
Casa,  aun  habiendo  sido  estas  debidamente  aprobadas,  no 
pueden  invocarse  como  razón  y  fundamento  legal  para  que 
aquellas  sean  respetadas  por  el  Tribunal  de  primera  instancia 
de  Clases  pasivas  y  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  la  vía 
administrativa  ni  por  esta  Sala  en  lo  contencioso,  puesto  que 
la  ley  á  que  deben  sujetarse  en  sus  resoluciones  es  el  referido 
dictamen  de  las  Cortes  Constituyentes ,  que  previene  se  apli- 
que  á  dichos  funcionarios  la  legislación  vigente  de  Clases 
pasivas : 

Considerando  que  si  bien  en  el  escrito  de  ampliación  á  la 
demanda  se  ha  invocado  por  D.  Manuel  de  Coca  y  Ruano  en 
pro  de  su  solicitud  el  art.  10  de  la  Ley  de  presupuestos  de  28 
de  Febrero  de  1873,  en  el  que  se  establece  que  no  tendrán 
efecto  retroactivo  las  disposiciones  del  decreto-ley  de  22  de 
Octubre  de  1868  con  respecto  á  los  derechos  fundados  en  leyes 
anteriores,  y  en  los  abonos  de  servicios  por  nombramiento 
de  Autoridad  competentemente  delegada  en  empleos  de  planta 
comprendidos  en  los  presupuestos  del  Estado,  no  puede  tener 
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aplicación  al  caso  presente  lo  dispuesto  en  dicha  ley,  porque 
publicada  con  posterioridad  á  la  fecha  de  la  Real  orden  re- 
clamada, es  evidente  que  ésta  debe  ser  apreciada  con  arreglo 
á  la  legislación  vigente  en  la  época  en  que  fué  expedida,  11 
de  Enero  de  1873,  pues  en  otro  caso  se  daría  efecto  retroactivo 
á  una  ley  promulgada  posteriormente ;  y  porque  aun  en  la 
hipótesis  de  que  fuera  posible  atenerse  á  ella,  tampoco  podrían 
serle  de  abono  los  servicios  prestados  en  un  destino,  en  el  que 
el  interesado  no  devengaba  sueldo ,  aunque  lo  disfrutaran 
algunos  de  los  Gentiles-hombres  más  antiguos,  por  oponerse 
á  ello  las  ya  citadas  disposiciones : 

Y  considerando  que ,  según  tiene  declarado  esta  Sala  en 
sentencia  de  26  de  Setiembre  último,  el  tiempo  servido  sin 
sueldo  en  plaza  de  Gentil-hombre  de  casa  y  boca  no  es  de 
abono  en  las  clasificaciones  de  los  empleados  de  la  Real  Casa; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  contra  ella  in- 
terpuesta por  D.  Manuel  de  Coca  y  Ruano,  y  declamamos  firme 
y  subsistente  la  Real  orden  de  11  de  Enero  de  1873,  confir- 
matoria del  acuerdo  del  Tribunal  de  primera  instancia  de 
Clases  pasivas  de  1.°  de  Abril  de  1871. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expedienta 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda ,  con  la  oportuna  cer- 
tificación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=Pascual  Bayarri.  =  Juan  Jiménez  Cuen- 
ca.=Francisco  Armesto.  =  Diego  Fernandez  Cano. =Luis  Váz- 
quez Mondragon.= Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo  y  Presidente  de  la  Sala  tercera,  celebrando 
audiencia  pública,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  3  de  Diciembre  de  1874.=Enrique 
Medina. 
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Nüm.  75. 
APELACIÓN. 


Devolución  db  ciertas  multas.— Sentenciado  3  de  Diciembre, 
revocando  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  contencioso 
administrativo  de  la  Audiencia  de  Manila  en  1.°  de  Agosto 
de  1873,  en  pleito  seguido  entre  D.  Báidomero  Vega  y  la 
Administración  general  del  Estado. 

« 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  para  Resolver  en  justicia  las  cuestiones  que  se  puedan 
suscitar  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  hay  que  ajustarse 
estrictamente  a  las  cláusulas  y  condiciones  en,  el  mismo  consig- 
nadas que  son  ley  para  los  contratantes,  y  tío  es  licito  adoptar 
otras  reglas  arbitrarias  aunque  se  suponga  que  son  más  equi- 
tativas. 

En  la  villa  de  Madrid,  k  3  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  conteneioso-administrativos,  que;  en  grado  de  apelación 
.siguen  en  este  Tribunal  Supremo  la  Administración,  del  Es- 
tado, y  en  su  nombre  el  Ministerio  fiscal,  con  D.  Baldomero 
Vega,  que  se  ha  adherido  &  dicha  apelación,  representado  por 
el  Procurador  D.  Ángel  Calvo,  en  solicitud  de  que  se  revoque 
la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Manila  en  1.°  de 
Agosto  de  1873,. que  condenó  ó,  dicha  Administración  general 
á  devolver  las  multas  impuestas  al  Vega  como  contratista  del 
vestuario  del  Cuerpo  de  Carabineros  de  Hacienda  en  aquellas 
Islas;  y  por  el  contrario  el  expresado  contratista  pretende  que, 
en  caso  de  no  haber  lugar  &  la  principal  solicitud  que  deduce, 
se  confirme  la  referida  sentencia  apelada: 

Resultando  que  rematado  el  servicio  dé  construcción  de 
2.031  blusas  de  rayadillo,  é  igual  número  de  pantalones  guin- 
gon  y  camisas  de  coco,  conformes  en  su  calidad  y  color  al 
modelo  que  se  acompañó  á  la  subasta,  fueron  adjudicadas  di- 
chas prendas,  que  constituían  el  lote  1.a  y  3.°  de  lo  que  se 
licitaba,  á  D.  Baldomero  Vega,  bajo  el  correspondiente  pliego 
de  condiciones,  estipulándose,  entré  otras:  en  la  sexta  que  la 
Hacienda  satisfaría  al  contratista  la  cantidad  á  que  ascendiese 
el  lote  ó  lotes  que  le  fueron  adjudicados  al  hacer  entrega  de. 
las  prendas  en  el  almacén  del  Cuerpo,  previa  certificación  de 
la  Junta  del  mismo  que  habia  de  reconocerlas,  y  en  la  cual 
constase  su  entrega  y  ser  igual  en  tíechuras,  calidad  y  color 
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dicha  Sala  dictó  sentencia  por  la  cual ,  estableciendo  previa- 
mente los  hechos  y  fundamentos  de  derecho ,  que  eran  base 
de  su  fallo,  condenó  ¿la  Administración  á  devolver  las  mul- 
tas impuestas  al  contratista  D.  Baldomcro  Vega,  de  las  cuales 
le  declaró  libre,  asi  como  de  las  resultas  del  servicio  por  Ad- 
ministración, y  absolvió  á  la  general  del  Estado  de  la  demanda 
en  cuanto  A  la  solicitud  de  admisión  del  vestuario  desechado 
y  reclamación  de  daños  y  perjuicios,  sin  hacer  especial  con- 
denación de  costas: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  por  el  Ministerio 
fiscal,  y  remitidos  los  autos  á  éste  Tribunal  Supremo ,  previa 
citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  á  aquel  Ministerio,  en 
12  de  Mayo  último ,  presentó  su  escrito  de  mejora  de  apela- 
ción con  demanda  de  -agravios  en  nombre  de  la  Administra- 
ción, deduciendo  la  solicitud  de  que  la  Sala  se  sirva  revocar 
la  expresada  sentencia,  restableciendo  en  su  fuerza  y  vigor 
el  decreto  de  la  Intendencia  de  19  de  Noviembre  de  1872, 
fundándose  en  que  la  Administración  ha  debido  ser  absuelta 
de  la  demanda  en  todos  sus  extremos  por  ser  de  las  atribu- 
ciones peculiares  de  la  Junta  económica,  según  la  ley  del 
contrato,  la  admisión  ó  desecho  de  las  prendas,  y  no  haber  pro- 
bado el  contratista  que  las  presentadas  eran  iguales  en  calidad 
á  sus  modelos:  que  las  desechadas  deben  considerarse  como 
no  presentadas  para  todos  los  efectos  del  contrato:  que  la  falta 
de  presentación  de  la  totalidad  de  las  contratadas  daba  dere- 
cho á  la  Administración  para  imponer  las  multas  en  relación 
con  el  importe  total  de  las  mismas,  según  la  octava  condi- 
ción del  pliego  de  condiciones:  que  desechadas  las  prendas 
no  pódian.  ser  levantadas  las  multas  por  la  Junta  que  las  im- 
puso justamente,  pues  que  tenia  autoridad  para  ello:  que  re- 
sultando, como  resultaba,  que  al  espirar  los  plazos  estable- 
cidos no  se  habian  presentado  la  totalidad  de  las  prendas 
contratadas,  era  evidente  el  derecho  que  asistía  A  la  Adminis- 
tración .para  la  exacción  de  las  multas,  las  cuales  no  han 
debido  ser  levantadas;  y  que  los  términos  de  la  condición  8.1 
autorizaban  también  para  acordar  que  el  servicio  se  siguiera 
verificando  por  Administración  de  cuenta  y  riesgo  del  contra- 
tista, como  lo  determinó  el  Intendente,  terminadas  las  próro- 
gas  de  que  habla  la  condición ,  lo  cual  no  ha  debido  revocar 
la  Audiencia,  declarando  libre  al  contratista  de  las  resaltas 
del  servicio: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Ángel  Calvo ,  en  repre- 
sentación de  D.  Baldomero  Vega,  y  adhiriéndose  á  la  apela- 
ción-en  cuanto  la  sentencia  le  perjudicaba,  nidio  que  la  Sala 
anulase  el  decreto  de  la  Intendencia  de  19  de  Noviembre  de 
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1872  que  declaró  rescindido  el  contrato,  y  la  condena  á  las 
resultas  del  servicio  hecho  por  la  Administración ,  con  más  la 
multa  del  10  por  100,  y  declarase  que  la  Administración  de 
Hacienda  estaba  obligada  &  tomar  el  vestuario  que  habia  pre- 
sentado su  principal,  y  á.  devolverle  las  multaa;  y  si  á  esto  no 
hubiere  lugar ,  confirmar  en  último  caso  la  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Manila  con  los  daños  y  perjuicios  causados,  fun- 
dándose en  que  es  un  principio  de  derecho  umversalmente  re- 
conocido que  los  contratos  deben  cumplirse  de  la  manera  que 
se  otorgan ,  sin  que  sea  licito  á  ninguna  de  las  partes  faltar 
á  sus  compromisos ;  y  que  partiendo  de  este  principio ,  era 
indudable  que  si  el  contratista  debia  entregar  el  vestuario  can- 
tratado  en  el  tiempo,  modo  y  forma  que  el  contrato  establecía, 
no  lo  era  menos  que  á  la  Administración  tocaba  recibirlo  ó 
desecharlo  de  la  manera  establecida:  que  es  otro  principio  san- 
cionado por  jurisprudencia  en  sentencia  de  22  de  Febrero  de 
1860  que  en  los  contratos  bilaterales  el  que  rehusa  por  su  parte 
la  obligación  que  se  impuso  no  puede  exigir  que  el  contrario 
cumpla  la  suya;  y  que  no  habiendo  cumplido  con  su  deber  la 
Junta  encargada  de  recibir  el  vestuario ,  no  podía  obligar  al 
contratista  á  que  entregara  el  resto  de  las  prendas  en  la  época 
marcada:  que  era  otro  principio  que  en  caso  de  duda  los  con- 
tratos deben  interpretarse  á  favor  del  obligado,  y  no  habiendo 
en  el  expediente  un  dato  seguro  para  hacer  constar  cuando 
se  notificó  al  contratista  la  aprobación  del  remate,  debe  supo- 
nerse que  ésta  se  verificó  en  28  de  Marzo  por  ser  la  comuni- 
cación oficial  del  27;  y  por  consiguiente,  no  podría  imponér- 
sele multa  hasta  el  13  de  Julio  qué  cumplían  los  noventa  días: 
que  habiéndose  verificado  el  reconocimiento  de  las  prendas  el 
9  de  dicho  mes,  y  quedado  el  acto  en  suspenso  por  culpa  de  la 
Administración,  se  puede  deducir  que  quedaron  también  en 
suspenso  todos  los  términos  del  contrato,  no  incurriendo  en 
mora  ni  mereciendo  pena  alguna  el  contratista:  que  la  Junta 
económica  del  Cuerpo  de  Carabineros  no  podia  encomendar  á 
otra  persona  ó  Corporación  el  deber  en  que  estaba  de  recono- 
cer el  vestuario ,  aamitirlo  ó  desecharlo ,  porque  su  corapetenr 
cía  estaba  fijada  de  antemano  y  era  uiia  garantía  de  los  con* 
tratantes :  que  aunque  pudiera  nombrar  peritos  para  ilustrarse 
no  se  libraba  por  eso  de  dar  su  fallo  con  la  responsabilidad 
de  sus  determinaciones,  según  la  sentencia  de  13  de  Marzo 
de  1857 ;  y  como  no  aparece  que  se  diera.,  no  había  autoridad 
que  pudiera  asegurar  que  el  contratista  faltó  á  sus  compro- 
misóse  que  para  que  los  peritos  puedan  ser  atendidos  por  la 
Autoridad  que  los  manda  nombrar  es  indispensable  que  sean 
designados  uno  por  cada  parte,  y  que  presten  sus  declarado- 
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alguna  respecto  á  elegir  por  si  uno  de  ellos ;  y  habiendo  la 
Junta  económica  adoptado  este  mismo  medio .  iniciado  por 
aquel  en  su  citada  anterior  reclamación,  no  puede  formársele 
por  ello  el  cargo  de  abuso  de  facultades  que  se  le  imputa, 
teniendo  como  aparece  de  las  condiciones  del  contrato  las 
más  amplias  para  haber  por  si  desechado  por  segunda  vez  las 
mencionadas  prendas: 

Y  considerando  que  con  arreglo  á  las  prenotadas  cláusulas 
del  contrato,  no  cumpliendo,  como  no  cumplió  su  compromiso 
el  contratista,  se  había  de  hacer  el  servicio  que  él  abandonaba 
poj  Administración,  siendo  de  su  cuenta  y  riesgo,  como  pre- 
viene la  condición  8.a  el  mayor  gasto  que  este  medio  suple- 
torio originase; 

Fallamos,  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia 
apelada  que  dictó  la  Sala  de  lo  contencioso-administrativo  de 
la  Audiencia  de  Manila  en  1.°  de  Agosto  de  1873,  y  absolve- 
mos á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda 
entablada  por  D.  Baldomero  Vega  con  fecha  11  de  Enero  del 
mismo  año,  que  presentó  en  16;  quedando  en  su  virtud  firme 
y  subsistente  el  decreto  de  la  Intendencia  de  19  de  Noviembre 
de  1872. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Manila,  por  conducto  del 
Presidente  de  la  misma,  con  la  certificación  prevenida,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos.  =  Juan  González  Aceve- 
do.= José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Ignacio  Vieites.  =El 
Magistrado  D.  Mauuel  Almoifací  votó  en  Sala  y  no  puede  fir- 
mar: Juan  González  Acevedo.  =  Francisco  Armesto.  =Diepo 
Fernandez  Cano.=Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado 
de  la  Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  au- 
diencia pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico 
como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  3  de  Diciembre  de  1874.= 
Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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Nüm.  76. 
PROCEDENCIA. 


Cesantía  de  un  Juez. — Sentencia  de  4  de  Diciembre,  decla- 
rando improcedente  la  vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á 
la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Galo  Sanz  y 
Peña,  contra  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  3  de 
Febrero  de  1874. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1 .°  Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero  del 
articulo  187  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  los  Jueces 
y  Magistrados  deben  presentarse  á  jurar  sus  cargos  respectivos, 
dentro  de  los  treinta  dios  siguientes  al  de  la  fecha  de  sus  nom- 
bramientos, debiendo  entenderse  según  el  párrafo  segundo  que 
renuncian  á  ellos  los  pie  no  lo  verifiquen  en  dicho  término  y 
dejen  de  justificar  docnmentalmente  a  juicio  del  Gobierno  su 
imposibilidad  para  realizarlo . 

2.°  Que  abolido  por  decreto  de  12  de  Marzo  de  1873  el  ju- 
ramento de  dichos  fimcionarios  y  demos  que  correspondan  al 
Poder  judicial,  se  resolvió,  en  la  orden  del  Gobierno  de  24  del 
mismo  mes  y  año  que  la  presentación  de  los  Jueces  de  primera 
instancia  en  el  lugar  de  la  residencia  del  Juzgado  tuviera  lugar 
dentro  de  los  mismos  treinta  diasque  la  precitada  Ley  orgánica 
señalaba  para  la  prestación  del  juramento  ante  las  Audiencias  y 
debiendo  tomar  posesión  dentro  de  los  seis  dios  siguientes  á  los 
indicados^  bajo  el  concepto  de  que  no  verificándolo  se  entenderá 
que  renuncian  su  cargo  según  se' preceptúa  en  los  artículos  187 
y  191  de  la  expresada  ley. 

3.°  Que  no  procede  la  admisión  del  recurso  contencioso  con- 
tra las  resoluciones  del  Gobierno  supremo  expedidas  en  virtud 
de  sus  facultades  propias  y  exclusivas. 

En  la  villa  de  Madrid,  4  4  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  pendientes  ante  la  Sala,  sobre  procedencia  de  la  vía 
contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Doc- 
tor D.  Fernando  de  Madrazo,  á  nombre  y  con  poder  de  Don 
Galo  Sanz  y  Peña,  vecino  de  la  villa  de  Cornago,  Ayunta- 
miento del  mismo  nombre,  en  el  partido  judicial  de  Cervera  del 
Rio  Alhama,  de  la  provincia  de  Logroño ,  contra  la  Adminis- 
tración general  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio 
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fiscal,  sobre  revocación  de  la  orden  del  Gobierno  de  la  Repú- 
blica de  3  de  Febrero  último,  que  le  declaró  cesante  del  cargo 
de  Juez  de  primera  instancia  de  Agreda  por  no  haberse  pre- 
sentado á  servirla  en  tiempo  oportuno: 

Resultando  que  D.  Galo  Sanz  y  Peña  nació  en  la  citada 
villa  de  Cornago,  en  la  provincia  de  Logroño,  en  15  de  Octu- 
bre de  1829,  expidiéndosele  el  título  profesional  de  Abogado 
en  15  de  Setiembre  de  1854,  desde  cuya  época  ejerció  en  su 
pueblo,  donde  además  fué  nombrado  varias  veces- Juez  de  paz; 
y  entrando  después  á  servir  Juzgados  de  primera  instancia, 
tomó  posesión  del  de  Haro  en  13  de  Enero  de  1873,  del  que 
en  8  de  Diciembre  siguiente  solicitó  permuta  con  el  Juez  de 
Agreda,  que  fué  aprobada  en  el  dia  13  del  mismo  mes  y  año: 

Resultando  que  en  28  de  Enero  del  presente  año  el  Presi- 
dente de  la  Audiencia  de  Burgos  ofició  al  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia,  que  no  constándole  se  hubiese  posesionado  D.  Galo 
Sauz  del  referido  Juzgado  de  Agreda  dentro  del  término  que 
le  habia  sido  señalado,  se  dirigió  al  Juez  de  paz  de  aquel  punto 
para  que  se  lo  manifestase,  el  que  le  habia  dado  parte  de  que 
el  dia  18  tomó  posesión  ó  sea  fuera  del  término  legal: 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente  con  tal 
motivo,  la  Sección  correspondiente  propuso  se  tuviera  como 
renunciante  al  Juzgado  de  Agreda  al  D.  Galo  Sanz  con  arreglo 
a  lo  prevenido  en  el  art.  187  de  la  Ley  orgánica  del  Poder 
judicial,  y  en  3  de  Febrero  último  se  dictó  una  orden  por  el 
Gobierno  de  la  República  considerándole  como  renunciante, 
y  declarándole  cesante  can  el  haber  que  por  clasificación  le 
corresponda; 

Resultando  que  á  su  virtud  acudió  al  Ministerio  con  una 
instancia  solicitando  su  reposición,  fundado  en*  que  al  espirar 
el  plazo  legal  para  tomar  posesiou  del  Juzgado  se  encontraba 
padeciendo  un  cólico  nervioso  que  le  obligó  á  guardar  cama, 
poniéndose  en  camino  contra  los  consejos  facultativos  el  dia 
14,  y  á  virtud  del  dictamen  del  Promotor  fiscal  se  le  dio  po- 
sesión en  el  dia  18,  como  se  comprobaba  por  la  certificación 
facultativa  y  testimonio  que  acompañó,  a  cuya  solicitud  se 
acordó  un  visto  por  ser  improcedente: 

Resultando  que  contra  la  orden  de  3  de  Febrero  mencio- 
nada, y  acompañando  certificación  facultativa  para  acreditar 
los  extremos  expuestos,  presentó  demanda  contencioso-admi- 
nistrativa  en  este  Tribunal  Supremo  D.  Galo  Sanz  y  Peña, 
representado  por  el  Dr.  D.  Fernando  de  Madrazo,  en  29  de 
Julio  último  pidiendo  su  revocación  por  los  fundamentos  que 
expuso ;  y  en  cuanto  á  su  admisión,  dijo  que  siendo  la  decla- 
ración de  cesante  una  verdadera  destitución,  no  hallándose 
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entre  las  cansas  que  para*  ella:  señalan  los  artículos  223  y  224 
de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  la  que  ha  motivado  su 
cesantía,  y  no  habiéndose  observado  tampoco  las  formas  que 
el  art.  95  de  la  Constitución  y  el  224  antes  citado  exigen  para 
ello,  es  indudable  que  procede  la  vía  contenciosa,  según  los 
casos  3.°  y  4.°-  del  mismo  apt.  224: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente,  guber-* 
nativo,  y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto 
á  la  admisión  de  la  demanda  en  escrito  de  15  de  Octubre, 
apoyado  en  que  según  el  art.  187  de  la  Ley  orgánica  del  Poder 
judicial  se  considera  renunciante  de  su  cargo  al  Juez  que  deja 
pasar  treinta  días  sin  tomar  posesión,  dejando  á  juieio  del 
Gobierno  el  apreciar  la  justificación  documental  que  se  pre- 
sente para  probar  que  hubo  imposibilidad  de  verificarlo,  j>or 
lo  que  era  libre  y  discrecional  en  el  Poder  Ejecutivo  apreciar 
justamente  probada  ó  no  dicha  imposibilidad;  en  cuyo  estado 
se  mandaron  poner  los  autos  de  manifiesto  por  término  de 
tercero  dia  á  la  parte  demandante  al  sólo  efecto  de  instrucción 
del  anterior  escrito  fifccaL 

Vistos,  siendo  Ponente  él  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  conforme  &  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
primero  del  art.  187  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  los 
Jueces  y  Magistrados  deben"  presentarse  á  jurar  sus  cargos 
respectivos  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  de  la  fecha 
de  sus  nombramientos,  debiendo  entenderse  según  el  párrafo 
segundo  que  renuncian  á  ellos  los  que  no  lo  verifiquen  en 
dicho  término  y  dejen  de  justificar  documentalmente  á  juicio 
del  Gobierno  su  imposibilidad  pata  realizarlo: 

Considerando  que  abolido  por  decreto  de  12  de  Marzo  de 
1873  el  juramento  de  dichos  funcionarios* y  dfemas  que  cor- 
responden al  Poder  judicial,  sé  resolvió  en  la  orden  del  Go- 
bierno de  24  del  mismo  mes  y  año  que  la  presentación  de  los 
Jueces  de  primera  instancia  en  el  lugar  de  la  residencia  del 
Juzgado  tuviera  lugar  dentro  de  los  misinos  treinta  dias  que 
la  precitada  Ley  orgánica  señalaba  para  la  prestación  del  ju- 
ramento ante  las  Audiencias,  debiendo  tomar  posesión  dentro 
de  los  seis  dias  siguientes  á  los  indicados,  bajo  el  concepto 
de  que  no  verificándolo  se  entenderá  que  renuncian  su  cargo 
según  se  preceptúa  en  los  artículos  187  y  191  de  la  expre- 
sada ley : 

Considerando  que  expedido  el  nombramiento  en  favor  de 
D.  Galo  Sanz  y  Peña  de  Juez  de  primera  instancia  del  partido 
de  Agreda  en  13  de  Diciembre  de  1873  no  se  presentó  en  dicho 
punto  hasta  el  18  de  Enero  inmediato;  y  por  consiguiente 
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fuera  del  plazo  señalado  en  la  indioada  orden  de  24  de  Marzo 
de  dicho  año: 

Considerando  que  no  procede  la  admisión  del  recurso  con- 
tencioso contra  las  resoluciones  del  Gobierno  supremo  expe- 
didas en  virtud  de  sus  facultades  propias  y  exclusivas: 

Considerando  que  á  esta  clase  pertenece  la  orden  recla- 
mada, puesto  que  el  Ministro  de.  Gracia  y  Justicia  es  el  que 
con  arreglo  á  las  ya  referidas  disposiciones  tiene  que  apreciar 
y  juzgar  de  las^  causas  alegadas  por  los  Jueces  que  les  hubie- 
sen impedido  su  presentación  en  la  residencia  del  Juzgado 
dentro  del  término  legal: 

Y  considerando  que  en  el  caso  presente  no  estimó  aquel 
bastante  para  excusar  el  cumplimiento  de  la  ley  la  causa  ale- 
gada por  el  recurrente,  ni  los  fundamentos  en  que  la  apoyó; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  via  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de 
la  demanda  interpuesta  por  D.  Galo  Sanz  y  Peña  contra  la 
orden  del  Gobierno  de  la  República  de  3  de  Febrero  último, 
expedida  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga-. 
ceta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio  con  la  oportuna  certificación, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  González 
Ace  vedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  =* Juan  Jiménez 
Cuenca. =Manuel  León. = Ignacio  Viei tes. = Francisco  Armes- 
to.=  Mariano  Maurv. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  k  4  de 
Diciembre  de  1874.=Enrique  Medina. 


/ 
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Núm.  77/ 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Concesión  de  edificar  en  cierto  terreno. — Sentencia  de  5  de 
Diciembre,  confirmando  en  parte,  y  en  parte  revocando  la 
orden  del  Gobierno  de  la  República  de  15  de  Agosto  ele  1873, 
impugnada  por  Doüa  Francisca  Fuentes  y  Nuñez,  viuda  de 
D.  Manuel  Péris. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.°  Que  si  bien,  con  arreglo  a  lo  prescrito  en  el  número  9." 
del  art.  SI  de  la  Ley  municipal  de  8  de  Enero  de  1845,  los  Ayun- 
tamientos estaban/acuitados  para  deliberar ,  conformándose  a  las 
leyes  y  reglamentos,  sobre  la  enajenación  de  los  bienes  muebles 
del  común  y  sus  adquisiciones ,  según  lo  prevenido  en  el  párrafo 
final  del  mismo  articulo  los  acuerdos  de  esta  clase  debían  comuni- 
carse al  Jefe  político ,  sin  cuya  aprobación,  ó  la  del  Gobierno  en 
sucoso,  no  podían  llevarse  a  efecto. 

2.°  Que  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  28  de 
Setiembre  de  1849,  para  deliberar  acerca  de  dichas  enajenaciones 
y  para  realizarlas  se  requerían  como  condiciones  precisas  la  con- 
currencia de  las  dos  terceras  partes  del  número  de  Concejales,  á 
los  que  debia  asociarse  un  número  igual  de  mayores  contribu- 
yentes; que  las  votaciones  fuesen  nominales;  y  que  aliarse  cuenta 
al  Jefe  político  se  acompañase  copia  literal  del  acta,  con  expresión 
de  los  Cornejales  y  contribuyentes  que  hubiesen  asistido  y  de  la 
votación  nominal,  documento  que  debia  remitirse  con  el  expediente 
ai  Gobierno,  á  la  vez  que  prefija  las  solemnidades  con  que  habia 
de  hacerse  su  tasación  y  la  forma  de  proceder  a  la  subasta  cuando 
se  concedía  permiso  para  dicha  enajenación. 

3.°  Que  la  vigente  Ley  municipal  de  20  de  Agosto  de  1870  en 
sus  artículos  67  y  68  declara  de  la  exclusiva  competencia  de  los 
Ayuntamientos  la  gestión  y  administración  de  los  intereses  pe- 
culiares de  los  pueblos,  y  les  impone  la  obligación  de  cuidar,  cus- 
todiar y  conservar  las  fincas,  bienes  y  derechos  de  estos;  y  al  de- 
terminar en  el  art.  80  las  reglas  d  que  han  de  acomodarse  las 
enajenaciones  y  permutas  de  los  bienes  expresados,  ordena  en 
la  3.1  que  es  necesaria  la  aprobación  del  Gobierno,  previo 
informe  de  la  Comisión  provincial,  para  todos  los  contratos  re- 
lativos a  la  enajenación  de  los  inmuebles,  derechos  reales  y  tí- 
¿tilos  de  la  Deuda  pública. 

4.°    Que  los  ca?os  en  que  la  ley  requiere  una  forma  ó  solem- 

II.— 3/  30 
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niddd  determinada  como  requisito  especial  é  indispensable  para 
la  validez  de  ciertos  actos,  no  pueden  los  mismos  suponerse  per- 
fectos ni  eficaces  careciendo  de  dicho  requisito. 

5.°  Que  obtenida  la  aprobación  del  Gobierno  para  enajenar 
los  bienes  inmuebles  comunes  de  los  pueblos,  como  estos  se  hallan 
comprendidos  en  la  desamortización,  según  el  art.  1.°  de  la  ley 
de  l.#  de  Mayo  de  1855  y  los  10  y  12  de  la  de  11  de  Julio  de  1856, 
excepto  los  que  se  hayan  declarado  ó  declaren  de  general,  libre  y 
gratuito  aprovechamiento  de  los  vecinos,  para  su  venta  deben  ob- 
servarse las  solemnidades  establecidas  en  estas,  porque  directa 
ni  implícitamente  se  hallan  derogadas  por  la  citada  de  20  de 
Agosto  de  1870. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala,  en 
primera  y  única  instancia,  seguidos  por  Doña  Francisca  Fuen- 
tes y  Nuñez,  representada  de  último  estado  por  el  Procurador 
D.  Eustaquio  Manuel  Megia,  contra  la  Administración  general 
del  Estado,  que  lo  está  ¡)gr  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revoca- 
ción de  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  15  de  Agosto 
de  1873,  que  le  denegó  el  derecho  á  edificar  en  terreno  que 
el  Ayuntamiento  de  Burriana  concedió  anteriormente  á  su 
esposo  D.  Manuel  Péris: 

Resultando  aue  en  7  de  Octubre  dfe  1858  D.  Manuel  Péris, 
vecino  de  la  villa  de  Burriana,  en  la  provincia  de  Castellón, 
solicitó  del  Ayuntamiento  de  la  misma  la  cesión  de  un  local 
de  37  metros  poco  más  ó  menos  ¿  la  parte  de  Levante  del  úl- 
timo almacén  que  habia  en  el  Grao  para  edificar;  y  previo  el 
informe  de  la  Comisión  nombrada  ai  efecto,  acordó  en  sesión 
de  12  de  Diciembre  concederle  dicho  terreno,  con  la  condición 
de  sujetar  la  obra  al  plano  mandado  formar  por  el  Municipio: 

Resultando  que  en  22  de  Marzo  de  1873  D.  Pedro  Monronis 
y  Terrer,  de  la  propia  vecindad,  presentó  una  instancia  al 
mismo  Ayuntamiento  haciendo  mérito  de  la  anterior  concesión, 
de  que  á  pesar  del  tiempo  trascurrido  no  habia  hecho  uso 
e  ella,  por  lo  que  pidió  se  le  concediese  á  él  el  mencionado 
terreno  para  edificar;  á  lo  que  se  opuso  Doña  Francisca  Fuen- 
tes en  escrito  del  24,  alegando  que  no  se  habia  ejecutado  la 
obra  por  no  cumplir  el  Ayuntamiento  con  la  condición  previa 
de  formar  el  plano  á  que  debia  sujetarse,  por  lo  que  no  habia 
podido  caducar  la  concesión;  y  pidió  que  á  falta  de  él  se  le 
marcasen  las  correspondientes  líneas  para  desde  luego  edificar, 
y  que  se  tuviera  en  cuenta  la  preferencia  que  en  derecho  la 
asistía  respecto  del  nuevo  peticionario  por  la  prioridad  del  su  yo: 

Resultando  que  la  Corporación  municipal  en  sesión  de  13 
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de  Abril  siguiente,  fundándose  en  que  ningún  trabajo,  nin- 
guna gestión  se  habia  practicado  por  Péris  ni  por  su  viuda  en 
el  espacio  de  catorce  años;  en  que  esto  demostraba  que  no 
habían  tenido  necesidad  de  edificar;  y  en  que,  de  accederse 
á  lo  pretendido  por  la  última,  se  sentaría  un  mal  precedente 
reconociendo  como  absoluto  un  derecho  que  era  limitado;  é 
imposibilitando  atender  á  cualquiera  otra  necesidad  ó  ulterior 
pretensión,  acordó  declarar  caducada  la  concesión  hecha  á 
Péris  y  conceder  el  enunciado*  terreno  á  D.  Pedro  Monronis, 
&  condición  de  que  la  obra  se  sujetase  á  las  lineas  y  demás 
condiciones  que  señalase  la  Comisión  de  ornato  público,  y  de 
que  trascurrido  un  año  sin  haber  edificado  quedaría  sin  efecto 
la  nueva  concesión: 

Resultando  que  contra  este  acuerdo  recurrió  Doña  Fran- 
cisca Fuentes  á  la  Diputación  provincial,  á  la  que  informó  el 
Ayuntamiento  reproduciendo  los  argumentos  sentados  en  aquel 
y  manifestando  que  el  plano  que  se  propuso  formar  quedó  en 
proyecto;  pero  no  por  eso  habían  dejado  de  edificar  otros  & 
quienes  se  marcaron  las  líneas  á  que  debían  sujetarse;  y  con 
vista  de  una  instancia  de  uno  de  los  Regidores  que  se  opuso 
al  acuerdo  tomado,  la  Comisión  permanente  en  sesión  de  29 
de  Mayo  aprobó  dicho  acuerdo: 

Resultando  que  interpuesto  el  recurso  de  alzada  para  ante 
el  Ministerio  de  la  Gobernación,  informó  la  Diputación  pro- 
vincial no  constaba  se  hubiese  dado  cuenta  al  Gobierno  de 
Srovincia,  ni  tampoco  que  hubiere  recaído  aprobación  alguna 
e  aquella  Autoridad  al  acuerdo  del  Ayuntamiento  del  año  de 
1858  concediendo  terifeno  para  edificar  á  D.  Manuel  Péris;  y 
respecto  de  este  particular,  presentó  Doña  Francisca  Fuentes 
una  certificación  expedida  en  6  de  Agosto  de  1873  por  el  Se- 
cretario del  Ayuntamiento  de  Burriana,  con  el  V.e  B.°  del  Al- 
calde de  la  que  resulta  que  los  muchos  almacenes  y  casas  edi- 
ficadas sobre  los  improductivos  solares  del  común  en  el  Grao 
ó  playa  de  dicha  villa  fueron  concedidos  constantemente  en 
^virtud  de  autorización  gratuita  otorgada  por  el  Ayuntamiento 
sin  que  ninguno  de  dichos  acuerdos  se  pusiera  en  conocimiento 
de  la  Autoridad  superior;  porque  la  regla  observada  desde 
inmemorial  así  lo  tenia  establecido,  con  la  sola  variante  res- 
pecto á  la  concesión  hecha  en  el  repetido  año  de  1858  á  Don 
Manuel  Péris  Mingarro,  ahora  su  viuda  Doña  Francisca  Fuen- 
tes, de  obligarle  á  sujetar  las  obras  á  un  plano  que  mandó 
formar  el  Ayuntamiento  para  la  edificación  general  en  el  ca- 
serío del  Grao,  sin  que  hasta  el  presente  lo  haya  efectuado  el 
Municipio,  y  sin  relevar  tampoco  ala  interesada  de  la  obliga- 
ción que  al  concedérsele  se  le  impuso: 
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necesario  para  que  prescriban  las  cosas  raíces  de  los  pueblos 
y  además  faltaría  el  justo  titulo;  y  que  Doña  Francisca  Fuen- 
tes, por  no  haber  acreditado  que  es  heredera  de  su  marido, 
carecía  de  personalidad  para  demandar;  excepción  que,  como 
perentoria,  podia  oponerse  en  la  ocasión  y  forma  que  la  adu- 
cía con  arreglo  al  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  1858: 
Resultando  que  denegada  al  Procurador  Megía  la  solicitud 

3ue  hizo  para  replicar,  presentó  un  testimonio  en  que  se  acre- 
ita  que  habiendo  fallecido  abintestato  D.  Manuel  Péris  j 
Mingarro,  á  petición  de  su  viuda  Doña  Francisca  Fuentes  se 
declararon  herederos  del  mismo  á  sus  hijos  D.  Manuel  y  Don 
Ernesto  Péris  y  Fuentes;  y  que  dada  vista  al  Fiscal,  sostuvo 
su  argumento  de  que  esto  probaba  más  la  falta  de  personali- 
dad de  la  viuda  para  gestionar  en  nombre  ó  por  el  interés  de 
sus  hijos,  pues  no  constando  como  no  constaban  las  circuns- 
tancias de  estos,  sin  que  en  el  documento  producido  existiese 
indicación  suficiente  para  deducirlo ,  era  lo  cierto  que  no  se 
justificaba  aquella  condición  esencial;  en  cuyo  estado  presentó 
la  misma  parte  demandante  dos  partidas  sacramentales,  por 
las  que  se  acredita  que  sus  referidos  hijos  D.  Manuel  y  Don 
Ernesto  se  encuentran  en  la  menor  edad. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites. 

Considerando  que  si  bien,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el 
número  9.°  del  art.  81  de  la  Ley  municipal  de  8  de  Enero 
de  1845,  los  Ayuntamientos  estaban  facultados  para  deliberar, 
«conformándose  á  las  leves  y  reglamentos,  sobre  la  enajena- 
ción de  los  bienes  muebles  é  inmuebles  del  común  y  sus  ad- 
quisiciones,» según  lo  prevenido  en  el  párrafo  final  del  mismo 
articulo  los  acuerdos  de  esta  clase  debiau  comunicase  al  Jefe 
político,  «sin  cuya  aprobación,  ó  la  del  Gobierno  en  su  caso, 
no  podian  llevarse  á  efecto:» 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  Real  de- 
creto de  28  de  Setiembre  de  1849,  para  deliberar  acerca  de  di- 
chas enajenaciones  y  para  realizarlas  se  requerían  como  con- 
diciones precisas  la  concurrencia  de  las  dos  terceras  partes 
del  número  de  Concejales,  á  los  que  debia  asociarse  un  número 
igual  de  mayores  contribuyentes;  que  las  votaciones  fuesen 
nominales ;  y  que  al  darse  cuenta  al  Jefe  político  se  acompa- 
ñase copia  literal  del  acta ,  con  expresión  de  los  Concejales  j 
contribuyentes  quehubiesen  asistido  y  de  la  votación  nominal, 
documento  que  debía  remitirse  con  el  expediente  al  Gobierno, 
á  la  vez  que  prefija  las  solemnidades  con  que  habia  de  hacerse 
su  tasación  y  la  forma  de  proceder  á  la  subasta  cuando  se 
concedia  permiso  para  dicha  enajenación : 

Considerando  que  la  vigente  Ley  municipal  de  20  Agosto 
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de  1870  en  sus  artículos  67  y  68  declara  de  la  «exclusiva  com- 

Iietencia  de  los  Ayuntamientos  la  gestión  y  administración  de 
os  intereses  peculiares  de  los  pueblos,»  y  les  impone  la  obli- 
gación de  «cuidar,  custodiar  y  conservar  las  fincas ,  bienes  y 
derechos  de  estos ; »  y  al  determinar  en  el  art.  80  las  reglas 
á  que  han  de  acomodarse  las  enajenaciones  y  permutas  de  los 
bienes'  expresados,  ordena  en  la  3/  «que  es  necesaria  la  apro- 
bación del  Gobierno ,  previo  informe  de  la  Comisión  provin- 
cial, para  todos  los  contratos  relativos  á  la  enajenación  de  los 
inmuebles,  derechos  reales  y  títulos  de  la  Deuda  pública:» 

Considerando  que  en  los  casos  en  que  la  ley  requiere  una 
forma  ó  solemnidad  determinada  como  requisito  especial  é  in- 
dispensable para  la  validez  de  ciertos  actos,  no  pueden  los 
mismos  suponerse  perfectos  ni  eficaces  careciendo  de  dicho  re- 
quisito : 

Considerando,  por  tanto,  aue  es  nulo  el  acuerdo  del  Ayun- 
tamiento de  Burriana  de  12  de  Diciembre  de  1858,  por  el  que 
se  concedió  á  D.  Manuel  Péris  el  solar  para  edificar  en  la  playa 
del  Grao  sobre  que  versa  este  pleito,  porque  resulta  que  se 
otorgó  sin  los  requisitos  prevenidos  en  la  citada  Ley  munici- 
pal de  1845  y  en  el  Real  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1849, 
y  nulo  también  el  relativo  á  la  concesión  hecha  del  mismo 
solar  á  D.  Pedro  Monronis  en  13  de  Abril  de  1873 ,  porque  no 
se  instruyó  el  expediente  con  sujeción  á  lo  que  ordena  la  men- 
cionada regla  3.  de  la  vigente  Ley  municipal  á  fin  de  obtener 
la  necesaria  aprobación  del  Gobierno,  previo  el  informe  de  la 
Comisión  provincial : 

Considerando,  además,  que  las  dos  expresadas  leyes  están 
conformes  en  autorizar  únicamente  á  los  Ayuntamientos  para 
deliberar  y  acordar  acerca  de  la  enajenación  de  los  bienes  in- 
muebles pertenecientes  á  los  pueblos,  ateniéndose  á  las  solem- 
nidades que  ordenan;  pero  de  manera  alguna  les  conceden 
facultades  para  hacer  concesiones  gratuitas  ó  puras  donacio- 
nes de  los  bienes  de  tal  naturaleza ,  y  por  consiguiente  que  ca- 
recen de  capacidad  legal  para  otorgarlas : 

Considerando  que  obtenida  la  aprobación  del  Gobierno  para 
enajenar  los  bienes» inmuebles  comunes  de  los  pueblos,  opmo 
estos  se  hallan  comprendidos  en  la  desamortización,  según  el 
artículo  1.°  de  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  1855  y  los  10  y  12  de 
la  de  11  de  Julio  de  1856,  excepto  los  que  se  hayan  declarado 
ó  declaren  de  general ,  libre  y  gratuito  aprovechamiento  de 
los  vecinos,  para  su  venta  deben  observarse  las  solemnidades 
establecidas  en  estas,  porque  directa  ni  implícitamente  se  ha- 
llan derogadas  por  la  citada  de  20  de  Agosto  de  1870: 

Considerando  que  también  bajo  tal  concepto  son  nulos  los 
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referidos  acuerdos  del  Ayuntamiento  de  Burriana,  puesto  que 
no  estaba  ni  está  facultado  por  disposición  alguna  para  con- 
ceder gratuitamente,  Como  lo  hizo  en  el  caso  actual,  una  finca 
del  común  del  pueblo,  que  tenia  el  deber  de  custodiar  y  con- 
servar,  especialmente  cuando  no  se  exponen  en  su  apoyo  mo- 
tivos ó  causas  legales,  ni  siquiera  consideraciones  de  utilidad 
pública  relativas  al  ornato  y  policía  urbana  que  justifiquen 
ese  acto  de  liberalidad;  y  por  el  contrario,  la  existencia  del 
presente  pleito ,  y  el  empeño  con  que  se  disputa  el  solar  en 
cuestión ,  revelan  que  tiene  éste  un  valor  de  bastante  impor- 
tancia ,  de  que  no  es  licito  privar  á  los  fondos  del  Municipio: 

Considerando  que  no  puede  invocarse  en  favor  de  la  refe- 
rida concesión  hecha  á  Péris  la  ley  1.a,  tít.  1.°,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  puesto  que  aun  en  la  hipótesis  de  que 
tuviese  las  condiciones  ae  un  contrato,  como  impropiamente 
se  la  califica,  no  puede  dársele  tal  extensión  que  se  entienda 
exigible  una  obligación  solamente  porque  conste  su  existen- 
cia, si  por  otra  parte  no  concurren  los  requisitos  esenciales  de 
que  dependan  su  validez  y  eficacia,  pues  dicha  ley  no  altera 
lo  prescrito  en  otras  especiales ;  ni  alegarse  en  el  caso  actual 
la  prescripción  ordinaria,  porque  carece  del  requisito  legal  de 
justo  título,  y  las  cosas  del  común  de  un  pueblo  son  incompa- 
tibles, según  la  ley  7.a,  tít.  29  de  la  Partida  3.a;  ni  tampoco 
la  costumbre  contraria  á  la  ley,  atendiendo  á  que  aunque  fuera 
admisible  la  doctrina  que  sienta  la  parte  demandante,  estaría 
derogada  por  las  distintas  y  sucesivas  leyes  municipales  pos- 
teriores ,  porque  entonces  deben  ser  guardadas  estas  y  no  la 
costumbre  antigua,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  lev  6.a,  ti- 
tulo 2.°,  Partida  1.a: 

Y  considerando ,  finalmente ,  que  acreditado  como  se  halla 
que  los  hijos  legítimos  de  la  viuda  recurrente  son  menores  de 
edad  y  no  están  emancipados ,  es  indudable  que  su  madre,  en 
defecto  del  padre,  tiene  el  derecho  de  representarlos  en  juicio 
y  en  todos  ios  actos  jurídicos  que  les  sean  provechosos,  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  65  de  la  Ley  de  Matrimonio 
civil  de  27  de  Junio  de  1870; 

Fallamos,  que  debemos ' declarar  y  declaramos  nulos  los 
acuerdos  del  Ayuntamiento  de  Burriana  de  12  de  Diciembre 
de  1858,  por  el  que  se  concedió  á  D.  Manuel  Péris  y  Mingarro 
un  solar  de  37  metros  para  edificar  en  la  playa  del  Grao  de 
dicha  villa,  y  el  de  13  de  Abril  de  1873  en  la  parte  que  se  re- 
fiere á  la  concesión  del  mismo  solar  á  D.  Pedro  Monronis  y 
Terrer ;  y  en  su  virtud  dejamos  firme  la  orden  del  Gobierno 
de  la  República  de  15  de  Agosto  de  este  último  año,  expedida 
por  el  Ministerio  déla  Gobernación,  contraía  que  se  reclama. 
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en  cuanto  desestima  el  recurso  de  alzada  interpuesto  por  Doña 
Francisca  Fuentes  y  Nuñez,  viuda  del  expresado  Péris,  y  sin 
efecto  en  los  demás  extremos  que  comprende. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  la  Gobernación,  con  la  certifi- 
cación correspondiente,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma- 
mos. «=  Juan  González  Acevedo.=Juan  Jiménez  Cuenca.  = 
Ignacio  Vieites.=El  Magistrado  D.  Manuel  Almonací  votó  en 
Sala  y  no  pudo  firmar:  Juan  González  Acevedo.» Francisco 
Armesto.= Diego  Fernandez  Cano.=Mariano  Maury. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ignacio  Vieites,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera ,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  5  de  Diciembre 
de  1874.= Enrique  Medina. 

Ncm.  78/ 

< 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Antigüedad  kn  un  escalafón.— Sentenciado  9  de  Diciembre, 
dejando  sin  efecto  la  orden  de  18  de  Agosto  de  1873  confir- 
matoria de  la  de  9  de  Diciembre  del  año  anterior,  impug- 
nadas por  D.  Mauricio  Hernando  Navas. 

En  los  considerandos  se  establece : 

1.*  Que  el  art.  29  del  Real  decreto  de  22  de  Diciembre 
de  1852,  por  el  cual  se  reformó  el  Cuerpo  Juridico-militar, 
previene  que  las  AuditoiHas  de  las  posesiones  de  Ultramar  se 
provean  en  la  forma  establecida  por  las  disposiciones  vigentes 
en  aquella  fecha. 

2.  Que  con  el  fin  de  evitar  los  abusos  que  pudieran  come- 
terse en  los  nombramientos  para  los  empleos  jurídico-militares 
en  las  posesiones  de  Ultramar,  se  dispuso  en  el  art*  30  del 
precitado  Real  decreto  que  los  Auditores  que  hubiesen  servido 
en  ellas  con  distinción  por  espacio  de  seis  años  fuesen  preferi- 
dos siempre  que  lo  solicitasen  para  destinos  de  la  misma  clase 
en  la .  Península,  6  para  ser  ascendidos  según  correspondiese; 
siendo  este  periodo  de  seis  años  la  base  fundamental  de  la  le- 
gislación de  Ultramar  respecto  a  la  provisión  de  los  destinos 
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públicos  en  aquellas  posesiones,  confirmada  más  y  mas  por  las 
Reales  órdenes  de  27  de  Setiembre  de  1854,  5  de  Marzo  de  1858 
y  otras  varias  relativas  é  empleos  de  otras  carreras  militares. 
8.°  Que  el  Real  decreto  de  19  de  Octubre  de  1866,  por  el 
fue  se  reorganizó  el  repetido  Cuerpo  Juridico-militar,  dispone  en 
su  art.  1°  que  éste  se  componga  de  cuatro  Auditores  de  Querré 
de  primera  clase  en  la  Península  y  en  el  art.  13  se  previene 
que  el  servicio  del  mismo  eh  Ultramar  se  siga  prestando  como 
hasta  entonces  figurando  sus  individuos  en  su  respectivo  esca- 
lafón como  supernumerarios,  reputándose  al  intento  de  primera 
clase  la  Auditoria  más  antigua  de  las  dos  de  la  Isla  de  Cuba. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  9  de  Diciembre  de  1874 ,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  seguidos  en  este  Tribunal 
Supremo,  en  primera  y  única  instancia,  entre  D.  Hilarión  Sanz 
y  Ortíz,  D.  Pedro  de  la  Casa  Navarro  y  D.  Gregorio  Ayneto  y 
Ecbevarria,  Ministro  Togado  el  primero  del  Consejo  Supremo 
de  la  Guerra  y  Auditores  del  Cuerpo  Juridico-militar  los  últi- 
mos, y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  José  Maria  Fernandez 
de  la  Hoz,  y  la  Administración  del  Estado,  coadyuvada  por  el 
también  Auditor  de  Guerra  D.  Mauricio  Hernando  Navas,  re- 
presentados respectivamente  por  el  Ministerio-  fiscal  y  Procu- 
rador D.  Eustoquio  Manuel  Megia,  sobre  que  se  revoque  la 
orden  de  18  de  Agostóle  1873  que  denegó  las  instancias  de 
aquellos,  pidiendo  que  se  dejase  sin  efecto  la  Real  orden  de  9 
de  Diciembre  de  1872,  que  declaró  mayor  antigüedad  en  el 
escalafón  del  Cuerpo  Juridico-militar  al  último  de  los  expre- 
sados Auditores: 

Resultando  que  D.  Mauricio  Hernando  y  Navas,  Fiscal  de  la 
Capitanía  general  de  Castilla  la  Vieja  desde  1851 ,  fué  nom- 
brado Auditor  de  Guerra  de  la  Isla  de  Santo  Domingo  en  1862  y 
destinado  á  servir  la  de  la  felá  de  Cuba  en  1865,  en  cuyo  punto 
continuó  hasta  12  de  Noviembre  de  1868  en  que  fué  declarado 
de  reemplazo,  regresando  á  la  Península: 

Resultando  que  en  19  de  Octubre  de  1872,  acudió  al  Ministro 
de  la  Guerra  manifestándole  que  en  el  escalafón  de  Auditores 
y  Fiscales  de  Guerra,  aprobado  por  Real  orden  de  23  de  Julio 
anterior,  se  le  comprendía  entre  los  Auditores  de  primera  clase, 
pero  sin  la  concesión  del  número  y  antigüedad  que  creia  cor- 
responderle  y  con  la  nota  de  supernumerario  procedente  de 
Ultramar:  que  él  y  otros  cuatro  figuran  en  el  referido  escalafón, 
y  parecia  de  rigurosa  precisión  y  tan  equitativo  como  insto  que 
marcando  los  escalafones  en  todas  las  carreras  una  diferencia 
de  empleo,  sueldo  y  categoría,  no  habían  de  confundirse  en  nú- 
mero y  antigüedad  unas  elases  con  otras,  desvirtuando  é  inuti- 
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Usando  el  objeto  de  las  escalas  y  ascensos;  y  después  de  otros 
razonamientos  dirigidos  á  demostrar  que  no  ocupaba  en  aque- 
llos el  pnesto  que  le  correspondía,  fundado  en  los  artículos  29, 
8.°  y  13  de  los  Reales  decretos  de  22  de  Diciembre  de  1852  y  19 
de  Octubre  de  1866,  pidió  que  se  rectifícase  el  número  y  anti- 
güedad que  le  era  debida  en  el  escalafón  de  Auditores  de  pri- 
mera clase,  y  que  por  haber  obtenido  el  nombramiento  de 
Auditor  de  la  Isla  de  Cuba  en  5  de  Abril  de  1865  le  correspon- 
día ser  el  primero  de  los  de  su  clase  que  no  fueran  de  ascenso, 
puesto  que  los  que  figuran  en  el  del  presente  año  con  número 
preferente  al  suyo  no  alcanzaron  la  enunciada  categoría  y  em- 

Í>leo  hasta  Octubre  de  1866  en  virtud  del  decreto  de  la  misma 
echa,  y  que  á  la  vez  esperaba  que  en  el  escalafón  del  año 
próximo  se  dispusiese  la  desaparición  de  la  nota  de  supernu- 
merario procedente  de  Ultramar  por  impertinente  después  de 
verificado  en  1869  el  regreso  á  la  Península  cumplidos  los  seis 
años  de  residencia  en  Ultramar,  y  equiparado  en  el  disfrute  del 
sueldo  de  reemplazo  á  los  Auditores  que  lo  habian  sido  de 
esta  capital: 

Resultando  que  oído  el  Consejo  Supremo  de  la  Guerra,  su 
Fiscal  Togado  opinó  que  debia  desestimarse  la  solicitud  del 
recurrente  porque  se  hallaba  colocado  en  el  escalafón  en  el 
único  puesto  que  le  corresponde,  que  es  elnúm.  15  de  la  es- 
cala general  con  que  figura  en  el  que  le  pertenece  por  su 
antigüedad  en  el  empleo  de  Auditor  de  Santo  Domingo,  y  que 
sólo  como  supernumerario  de  primera  puede  continuar  figu- 
rando en  esta  categoría;  y  dicho  Consejo  informó,  de  confor- 
midad con  su  Fiscal  militar,  que  D.  Mauricio  Hernando  y  Na- 
vas debió  colocarse  á  su  regreso  de  Ultramar  el  último  para 
el  destino  de  los  Auditores  de  Guerra  de  primera  clase  enton- 
ces, y  con  antigüedad  de  19  de  Diciembre  de  1866,  sin  darle 
número  de  carácter  general  y  fuera  de  su  clase,  porque  á  los 
seis  años  de  permanencia  en  América  perfeccionó  derechos 
que  no  deben  ponerse  en  duda;  y  el  Ministro  de  la  Guerra, 
por  Real  orden  de  9  de  Diciembre,  resolvió  que  dicho  funcio- 
nario, que  á  su  regreso  de  Ultramar  debió  ser  colocado  el 
último  para  destino  de  los  entonces  Auditores  de  Guerra  de 
primera  clase,  y  con  antigüedad  de  19  de  Diciembre  de  1866, 
ocupe  el  cuarto  lugar  entre  los  mismos,  ó  sea  inmediatamente 
después  de  D.  Carlos  Apolinario  Hernández  de  Sousa,  cuyo 
puesto  le  corresponde:  porque  con  arreglo  al  art.  13  del  Real 
decreto  de  19  de  Octubre  de  1866  era  Auditor  de  primera  clase 
supernumerario  desde  esta  misma  fecha  y  por  derecho  propio, 
con  preferencia  para  destino  de  la  misma  clase  en  la  Penín- 
sula, conforme  al  art.  30  del  Real  decreto  orgánico  de  22  de 
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Diciembre  de  1852  y  al  5.°  del  de  1866  desde  que  cumpliólos 
seis  años  de  permanencia  en  América: 

Resultando  que  D.  Hilarión  Sanz  Ortiz,  D.  Pedro  de  la 
Casa  y  navarro  y  D.  Gregorio  Ayneto  y  Echevarría,  Audito- 
res de  Guerra  en  28  de  Enero ,  10  de  Febrero  y  4  de  Marzo 
de  1873  respectivamente,  acudieron  al  Ministro  de  la  Guerra 
exponiendo  que  habia  llegado  á  su  noticia  que  el  referido  Her- 
nando Navas ,  subordinado-  del  primero  y  companero  de  los 
tres,  acababa  de  declarársele,  por  una  reciente  disposición  que 
acataban  y  desconocían,  Auditor  efectivo  de  primera  clase, 
con  cuyo  hecho  se  les  causaban  perjuicios  directos  por  colo- 
carse antes  que  ellos,  pidiendo  en  su  virtud  que  se  deje  sin 
efecto  la  indicada  Real  orden ,  disponiendo  que  el  favorecido 
en  ella  continúe  figurando  como  Auditor  supernumerario  de 

Srimera  clase  en  el  puesto  del  escalafón  que  por  su  antigüe- 
ad  le  corresponda;  y  el  Gobierno  de  la  República,  por  orden 
de  18  de  Agosto  de  1873,  de  conformidad  con  lo  manifestado 
por  el  Consejo  Supremo  de  la  Guerra  en.  acordada  de  4  de 
Junio  de  dicho  año,  dio  por  confirmada  la  Real  orden  de  9  de 
Diciembre  de  1872,  desestimando  en  consecuencia  la  instan- 
cia de  los  recurrentes: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  José  Fernandez  de  la  Hoz, 
en  representación  de  D.  Hilarión  Sanz  Ortiz,  D.  Pedro  de  la 
Casa  y  Navarro  y  D.  Gregorio  de  Ayneto  y  Echevarría,  en  27 
de  Octubre  de  1873  entabla  demanda  en  este  Tribunal  Supre- 
mo, que  posteriormente  amplió,  con  la  solicitud  de  que  se 
revoque  la  precitada  orden  dejando  sin  efecto  la  de  9  de  Di- 
ciembre de  1872 ,  declarando  en  su  virtud  que  D.  Mauricio 
Hernando  y  Navas  debe  ocupar  en  la  escala  general  del  Cuerpo 
el  número  que  le  corresponda  con  la  antigüedad  de  24  de 
Mayo  de  1862,  figurando  entre  los  de  su  cíase ,  atendida  su 
antigüedad,  inmediatamente  después  de  D.  Manuel  Ramirez 
de  A  rellano,  nombrado  Auditor  de  Guerra  en  23  de  Noviem- 
bre de  1861,  ocupando  con  arreglo  á  esa  declaración  la  plaza 
que  reglamentariamente  le  corresponda,  fundándose  en  ambos 
escritos  en  los  artículos  9.°  y  29  del  Real  decreto  de  22  de 
Diciembre  de  1852;  en  el  de  19  de  Octubre  de  1866;  en  las 
Reales  órdenes  de  27  de  Setiembre  de  1854,  5  de  Marzo  y  18 
de. Noviembre  de  1858;  30  de  Agosto  de  1864  é  instrucción 
de  31  de  Marzo  de  1866,  y  en  que  la  Real  orden  reclamada  in- 
fringe las  citadas  disposiciones ,  porque  Hernando  Navas  no 
debió  ser  colocado  el  último  á  su  regreso  de  Ultramar  para 
destino  de  los  entonces  Auditores  de  Guerra  de  primera  clase 
y  con  antigüedad  de  19  de  Diciembre  de  1866,  como  se  ha 
declarado,  pues  á  lo  que  tenia  derecho  era  á  que  cumplidos 
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los  seis  años  de  servicio  en  Ultramar  se  le  incluyese  en  la  es* 
cala  general  de  Auditores  con  el  número  que  le  correspon- 
diera con  arreglo  á  la  fecha  de  su  nombramiento,  figurando 
en  el  escalafón  de  Auditores  de  primera  clase  como  supernu- 
merario hasta  que  le  corresponda  serle  efectivo  por  el  orden 
numérico  def  rigurosa  antigüedad  en  la  escala  de  Auditores; 
y  como  lo  que  se  ha  mandado  por  la  Real  orden  de  9  de  Di* 
ciembre  de  1872,  confirmada  por  la  de  18  de  Agosto  de  1873, 
es  que  no  sólo  sea  Auditor,  sino  Auditor  de  primera  clase  dos 
años  antes  de  haber  adquirido  el  derecho  á  la  efectividad  de 
dicho  empleo,  no  siendo  esto  justo,  se  infringen  las  disposi- 
ciones orgánicas  especiales  del  Cuerpo  Jurídico-militar  y  las 
que  arreglan  los  Cuerpos  de  escala  cerrada  y  de  ascenso  por 
rigurosa  antigüedad  de  grado  en  grado: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviera 
á  la  Administración  de  la  precedente  demanda ,  fundándose 
en  el  art.  30  del  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1852,  de 
suerte  que  aunque  no  hubiera  otra  disposición  á  que  atenerse, 
Hernando  Navas  debería  ser  colocado  entre  los  Auditores  con 
la  antigüedad  de  24  de  Mayo  de  1862,  en  que  fué  nombrado 
para  Santo  Domingo,  en  los  artículos  1.°  y  13  del  19  de  Octu- 
bre de  1866;  y  que  resultando  de  estas  disposiciones  que  silos 
tres  Auditores  más  antiguos  habían  de  ser  junto  con  el  de 
Castilla  la  Nueva  nombrados  de  primera  clase ,  y  además  el 
de  la  Isla  de  Cuba,  claro  es  que  Navas  que  le  desempeñaba 
ascendió  á,  Auditor  de  primera  ciaste  que  obtuvo  de  hecho  y 
de  derecho  esta  categoría,  figurando  en  ella  desde  la  fecha  de 
dicho  Real  decreto,  y  quedando  de  este  modo  resuelta  la  cues- 
tión que  se  ventila,  puesto  que  este  interesado  gozaba  de  los 
beneficios  del  decreto  de  1852,  y  el  de  1866  no  le  impuso  nue- 
vas condiciones  para  optar  á  sus  beneficios:  que  no  es  admi- 
sible la  pretensión  de  los  demandantes  de  que  se  coloque  á 
Navas  inmediatamente  después  que  á  Arellano,  porque  aquel 
entró  en  la  carrera  Jurídico-militar  en  Ultramar  con  condi- 
ciones legales,  y  porque  si  se  estimase  seria  tanto  como  de- 
clarar que  ninguno  de  los  artículos  y  disposiciones  legales 
precitadas  tenían  valor  alguno,  una  vez  que  después  de  haber 
cumplido  los  áeis  años  de  residencia ,  y  como  si  nada  se  hu- 
biera legislado  en  su  favor  se  le  dejaría  reducido  á  la  condi- 
ción de  Auditor  de  segunda  clase,  y  por  último,  que  Navas 
goza  en  su  empleo  la  antigüedad  de"  16  de  Octubre  de  1866, 
fecha  en  que  le  fué  concedida  esta  categoría,  estando  la  orden 
reclamada  y  la  de  9  de  Diciembre  de  1872  perfectamente  ajus- 
tadas á  los  preceptos  legales: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Eustaquio  JlanuelMegía, 
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«n  representación  de  D.  Mauricio  Hernando  Navas  en  concepto 
.  <Je  coadyuvante  de  la  Administración,  pidió  que  se  declarase 
subsistente  la  orden  reclamada  confirmatoria  de  la  de  9  de 
Diciembre  de  1*872,  condenando  i  los  demandantes  en  todos 
los  daños  y  perjuicios  que  se'  le  originen,  fundándose  en  los 
mismos  argumentos  que  el  Ministerio  fiscal ,  y*  en  que  esta 
última  Real  orden  causó  estado,  tuvieron  de  ella  noticia  los 
recurrentes,  no  reclamaron  contra  ella  en  la  vía  contenciosa 
dentro  del  término  legal ,  y  por  consecuencia  es  firme  é  irre- 
vocable sin  que  la  posterior  que  la  confirma,  ó  sea  la  de  18 
de  Agosto,  baya  sido  digna  de  admitirse  á  discusión  por  la 
razón  expuesta  de  baber  causado  ejecutoria  la  de  9  de  Di- 
ciembre  citada. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Armesto. 

Considerando  que  el  art.  29  del  Real  decreto  de  22  de  Di- 
ciembre de  1852,  por  el  cual  se  reformó  el  Cuerpo  Jurídico- 
militar,  previene  que  las  Auditorías  de  las  posesiones  de  Ul- 
tramar se  provean  en  la  forma  establecida  por  las  disposicio- 
nes vigentes  en  aquella  fecha: 

Considerando  que  según  ellas  no  existia  ningún  obstáculo 
legal  para  que  en  24  de  Mayo  de  1862  D.  Mauricio  Hernando 
Navas  hubiese  sido  nombrado  como  lo  fué  Auditor  de  Guerra 
de  la  posesión  entonces  española  de  la  Isla  de  Santo  Domingo 

f)or  ascenso  de  la  Fiscalía  de  la  Capitanía  general  de  Castilla 
a  Nueva,  ni  tampoco  para  que  después  de  haber  desempeñado 
dicha  Auditoría  pasase  en  5  de  Abril  de  1865  á  ejercer  igual 
cargo  en  la  Isla  de  Cuba: 

Considerando  que  con  el  fin  de  evitar  los  abusos  que  pu- 
dieran cometerse  en  los  nombramientos  par$  los  empleos  ju- 
rídico-militares  en  las  posesiones  de  Ultramar,  se  dispuso  en 
el  art.  30  del  precitado  Real  decreto  que  los  Auditores  que 
hubiesen  servicio  en  ellas  con  distinción  por  espacio  de  seis 
años  fuesen  preferidos  siempre  que  lo  solicitasen  para  destinos 
de  la  misma  clase  en  la  Península,  ó  para  ser  ascendidos  se- 
gún correspondiese;  siendo  este  período  de  seis  años  la  base 
fundamental  de  la  legislación  de  Ultramar  respecto  á  la  pro- 
visión de  los  destinos  públicos  en  aquellas  posesiones,  confir- 
mada más  y  más  por  las  Reales  órdenes  de  27  de  Setiembre 
de  1854,  5  de  Marzo  de  1858  y  otras  varias  relativas  á  empleos 
de  otras  carreras  militares: 

Considerando  que  D.  Mauricio  Hernando  Navas  después  de 
haber  pasado  en  clase  de  Auditor  á  dicha  Isla  de  Santo  Do- 
mingo, y  permaneciendo  en  ella  y  en  la  de  Cuba  seis  años, 
cinco  meses  y  diez  y  ocho  dias  hasta  que  fué  declarado  de 
reemplazo  en  12  de  Noviembre  de  1868,  regresando  á  la  Pe- 
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nínsula  llegó  á  adquirir  la  confirmación  del  destino  de  Audi- 
tor á  que  habia  sido  ascendido  en  1862  con  los  derechos  que 
le  conceden  el  mencionado  art.  30  para  ser  tenido  como  Audi- 
tor de  la  Península  en  la  clase  en  que  habia  pasado  á  Ultramar: 
Considerando  que  el  Real  decreto  de  19  de  Octubre  de  1866, 

Sor  el  que  se  reorganizó  el  repetido  Cuerpo  Jurídico-militar, 
isponQ  en  su  art.  1.°  que  éste  se  componga  de  cuatro  Audi- 
tores de  Guerra  de  primera  clase  en  la. Península,  y  en  el  ar- 
ticulo 13  se  previene  que  el  servicio  del  mismo  en  Ultramar 
se  siga  prestando  como  hasta  entonces  figurando  sus  indivi- 
duos en  su  respectivo  escalafón  como  supernumerarios,  repu- 
tándose al  intento  de  primera  clase  la  Auditoria  más  antigua 
de  las  dos  de  la  Isla  de  Cuba: 

Considerando  que  si  bien  en  la  fecha  del  citado  Real  de- 
creto. Navas  ejercía  la  Auditoria  de  Cuba  declarada  de  primera 
clase,  no  había  cumplido  en  ella  los  seis  años  de  servicios  en 
Ultramar  ni  llegó  á  cumplirlos  hasta  24  de  Mayo  de  1868,  no 
pudiendo  tener  como  Auditor  en  la  Península  otro  concepto 
ue  el  de  supernumerario,  ni  aun  después  de  cumplidos  en  12' 
e  Noviembre  del  mismo  año  en  que  fué  declarado  de  reem- 
plazo podia  sobreponerse  en  antigüedad  á  los  cuatro  Audi- 
tores ae  primera  clase  y  á  los  demás  de  segunda  que  en  la 
Península  le  precedían  en  el  orden  de  la  escala  cerrada  esta- 
blecida por  el  sobredicho  Real  decreto: 

Considerando  que  la  orden  de  18  de  Agosto  de  1873,  con- 
firmatoria de  la  de  9  de  Diciembre  de  1872,  al  conceder  á  Na- 
vas la  antigüedad  de  19  de  Diciembre  de  1866  como  Auditor 
de  primera  clase,  la  extendió  á  más  tiempo  del  que  le  corres- 
pondía, porque  en  esta  última  fecha  no  habia  cumplido  los 
seis  años  que  necesitaba  para  que  su  primer  destino  de  Audi- 
tor de  Santo  Domingo  adquiriese  toda  su  validez  y  eficacia  á 
fin  de  poder  aspirar  en  la  Península  á  los  beneficios  concedi- 
dos por  el  art.  30  del  repetido  Real  decreto  de  22  de  Diciem- 
bre de  18152,  y  que  por  consecuencia  dicha  orden  reclamada 
perjudica  los  derechos  de  preferente  antigüedad  adquiridos 
por  los  Auditores  de  la  Península  nombrados  con  mucha  an- 
terioridad á  D.  Mauricio  Navas; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  Don 
Mauricio  Hernando  Navas  debe  continuar  en  la  clase ,  lugar 
y  antigüedad  que  se  designan  en  el  escalafón  aprobado  por 
la  Real  orden  de  23  de  Julio  de  1872,  y  en  su  consecuencia 
dejamos  sin  efecto  lauirden  de  18  de  Agosto  de  1873,  confir- 
matoria de  la  de  9  de  Diciembre  del  año  anterior,  contra  las 
que  se  reclama. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qacc- 
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ta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa >  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  la  Guerra,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =Ignacio 
Vieites.  =  Francisco  Armesto.  =  Luis  'Vázquez  Mondragon.= 
Diego  Fernandez  Cano.=?Mariano"Maury. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Presidente  déla 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  boy ,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  9  de  Diciembre  de  1874,  li- 
cenciado Manuel  Aragoneses  Gil. 

Ntjm.  79.  • 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Intervención  db  los  Agentes  de  Cambio  y  Bolsa  en  cikkta* 
operaciones. — Sentencia  de  11  de  Diciembre,  absolviendo  á 
la  Administración  general  del  Estado,  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  el  Gobernador  del  Banco  de  España,  contra  la 
orden  de  14  de  Marzo  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  la  Ley  orgánica  provisional  de  la  Bolsa  <U 
Madrid  de  8  de  Febrero  de  1854,  en  su  art,  32,  los  préstamos 
con  garantía  de  efectos  públicos  se  liaran -con  intervención  de  los 
Agentes, 

2.°  Que  por  el  art.  37  de  la  misma  ley  se  previene  que  ve*? 
cido  el  plazo  del  préstamo  el  acreedor  está  autorizado,  salto 
pacto  en  contrario,  sin  necesidad  de  requerir  a  su  deudor,  para 
proceder  á  la  enajenación  de  las  garantías,  á  cuyo  fin  las  pre- 
sentará con  la  póliza  á  la  Junta  sindical,  la  que  frailando  su 
numeración  igual  á  la  contenida  en  la  póliza  las  enajenaré  c# 
el  mismo  dia, 

3.°  Que  con  arreglo  á  estas  disposiciones  es  indispensable  la 
asistencia  ó  intervención  de  los  Agentes  en  los  préstamos  qu 
el  Banco  de  España  haga  con  garantía  de^fectos  públicos,  puesto 
que  para  proceder  á  la  venta,  sin  intervención  judicial  en  siL 
caso,  es  necesario  la  presentación  de  póliza,  que  no  puede  existid 
sino  ha  mediado  Agente  en  el  préstamo . 
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4.°  Que  el  art.  10  de  los  estatutos  del  Banco  de  España, 
aprobados  en,  6  de  Mayo  de  1856,  lejos  de  contradecir  las  pres- 
cripciones de  la  Ley  de  Bolsa  las  reitera  y  confirma,  puesto  que 
por  el  expresado  articulo  se  previene  que  para  la  venta  de  los 
efectos  que  se  den  en  garantía  de  préstamo ,  proceda  sin  necesi- 
dad de  providencia  judicial,  ton  intervención  de  Agente  de  Cam- 
bio ó  Corredor  de  número,  ó  por  otro  medio  oficial  que  se  hallare 
establecido  para  la  de  los  valores  de  que  se  trata. 

5.°  Que  de  las  disposiciones  legales  antes  citadas  se  ve  cla- 
ramente existe  entre  ellas  la  más  perfecta  concordia  y  confor- 
midad, puesto  que  unos  y  otros  artículos  tienen  por  principal 
y  único  objeto  mejorar  las  negociaciones  sobre  efectos  públicos, 
no  exigiendo  otra  garantía,  tanto  para  la  celebración  de  los  pres- 
tadnos como  para  su  consumación,  que  la  salvaguardia  del  oficial 
público  que  ha  de  dar  fe  de  aquel  acto. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  11  de  Diciembre  de  1874>  en  los 
autos  contenciose-administrativos,"  seguidos  en  este  Tribunal 
Supremo,  en  primera  y  única  instancia,  entre  el  Gobernador 
del  Banco  de  España,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Andrés 
Rodríguez  Velez,  y  la  Administración  del  Estado,  coadyuvada 
por  la  Junta  sindical  del  Colegio  de  Agentes  de  Cambio  y 
Bolsa  de  esta  plaza,  representada  aquella  por  el  Ministerio  fis- 
cal y  estos  por  el  Procurador  D.  José  Godino,  pretendiendo 
que  se  revoque  la  orden  de  14  de  Marzo  de  1873  que  estimó 
indispensable  en  las  operaciones  de  préstamo  que  aquel  esta- 
blecimiento realiza  sobre  efectos  públicos  la  intervención  de 
los  Agentes  de  Cambio  y  Bolsa: 

Resultando  que  la  Junta  sindical  del  Colegio  de  Agentes 
de  Cambio  v  "Bolsa  de  Madrid  recurrieron  al  Ministro,  de  Fo- 
mentó  en  10  de  Diciembre  de  1872,  pidiendo  que  ordenase  al 
Banco  de  España  que  en  cumplimiento  del  art.  32  y  siguientes 
de  la  Ley  de  Bolsa,  verifique  todos  los  prestamos  sobre  efectos 
públicos  con  intervención  de  los  Agentes  de  Cambio  y  Bolsa, 
fundándose  en- que  prestando  aquel  establecimiento  sin  que 
estos  intervengan  contraviene  á  las  leyes  que  rigen  en  esta 
especialísima  clase  de  contratos,  y  no  podia  menos  de  imponer 
la  autoridad  que  sobre  él  ejerce  para  reparar  tan  grave  falta: 
que  antes  consideraba  de  todo  punto  necesaria  esa  intervención 
en  términos  que  tenia  celebrado  con  ellos  un  contrato  por  el 
que  se  habían  obligado  á  no  cobrarle  corretaje  sino  por  los 
prestamos  de  plazo  máximo;  que  éste  le  ha  reducido  de  no- 
venta dias  á  sesenta  para  ahorrarse  aquel  pago  y  ha  resuelto 
}>restar  sin  la  intervención  que  marca  la  ley,  lo  cual  no  es 
egalmente  posible,  citando  en  apoyo  de  sus  doctrinas  los 
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artículos  32,  33  y  37  de  la  Ley  de  Bolsa;  y  que  si  bieii  el 
Banco  dice  que  sus  estatutos  son  su  ley>  en  ellos  no  hay  ar- 
tículo alguno  que  le  exima  de  guardar  las  generales  de  con- 
tratación y  de  revestir  todas  las  garantías  y  formalidades  le- 
gales en  sus  operaciones,  puesto  que  sus  faltas  pueden  redun- 
dar en  perjuicio  de  muchos  y  en«nenoscabo  de  grandes  inte- 
reses por  los  que  el  Ministerio  debe  velar  haciendo  que  las 
Sociedades  mercantiles  cumplan  las  leyes: 

Resultando  que  comunicada  al  Banco  de  España  la  anterior 
manifestación  informó  en  17  de  Enero  de  1873  que  efectiva- 
mente tenia  celebrado  un  convenio  con  la  Junta  sindical  ex- 
presada respecto  de  los  términos  en  que  estos  habian  de  inter- 
venir las  operaciones  de  préstamo  que  formalizara  dicho  esta- 
blecimiento con  garantía  de  efectos  públicos,  habiendo  venido 
desde  entonces  siendo  la  práctica  constante  que  podia  consi- 
derarse como  regla  general  el  hacer  los  préstamos  á  noventa 
dias  fecha,  máxima  que  fija  el  reglamento;  pero  que  en  Oc- 
tubre del  año  próximo  pasado,  atendiendo  el  Banco  á  consi- 
deraciones del  mejor  servicio  y  obedeciendo  á  circunstancias 
anormales  y  transitorias  acordó  la  reducción  de  aquel  plazo 
y  lo  comunicó  á  la  Junta  sindical,  haciéndola  presente  que 
sólo  se  creia  en  la  obligación  de  abonar  los  derechos  de  agen- 
cia sbbre  los  préstamos  de  noventa  dias,  pero  no  sobre  los 
que  verificase  á  menor  plazo:  que  la  Junta  no  lo  entendió  así 
y  el  Banco  resolvió  quedase  derogado  el  convenio,  cesando  sus 
efectos  con  arreglo  á  lo  que  en  el  mismo  se  consignaba:  que 
habia  pedido  informe  al  Abogado  defensor  del  establecimiento 
y  le  habia  dado  en  un  extenso  y  razonado  escrito  en  el  cual 
manifestaba:  primero,  que  las  disposiciones  de  la  legislación 
de  Bolsa  no  tienen  aplicación  á  los  préstamos  ya  comunes  ya 
mercantiles  que  verifique  el  Banco  de  España  con  garantía  de 
efectos  públicos  como  lo  demuestra  en  el  tenor  expreso  de  lus 
artículos  que  acerca  de  su  celebración  se  contienen  en  la  Lev 
orgánica  y  en  los  estatutos  de  dicho  establecimiento,  los  cuales 
como  posteriores  á  la  referida  ley  la  modifican  y  derogan  en 
los  particulares  concretos  á  que  se  refieren:  segundo,  que 
declarada  por  este  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  de  21  de 
Marzo  de  1862  la  validez  de  las  ventas  á  plazo  de  efectos  pú- 
blicos que  los  particulares  celebran  entre  sí  sin  intervención 
de  Agente  de  Cambio  y  Bolsa,  deben  entenderse  igualmente 
válidos  por  analogía  los  préstamos  que  en  los  mismos  térmi- 
nos se  verifiquen  sobre  dichos  efectos;  y  tercero,  que  en  tal 
concepto  se  ajusta  á  la  legalidad  vigente  y  á  las  facultades 
del  Consejo  de  gobierno  del  Banco  de  España  el  acuerdo  de  18 
del  corriente  en  que  autoriza  á  la  Comisión  ejecutiva  para 
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conceder  préstamos  sin  la  intervención  de  aquellos  Agentes, 
no  habiendo  fundado  motivo  para  poner  en  duda  lú  eficacia 
y  fuerza  civil  de' obligar  de  las  operaciones  que  en  esta  forma 
se  celebren:  que  el  Consejo  de  gobierno  en  su  vista  insistió 
en  su  resolución  de  abonar  solamente  de  corretajes  sobre  los 
préstamos  á  noventa  dias,  f  acordó  al  propio  tiempo  que  no  • 
estando  conformes  los  Agentes  quedase  autorizada  la  Comisión 
ejecutiva  para  conceder  prestamos  sin  necesidad  de  Agentes 
á  personas  abonadas  con  arreglo  á  lo  que  prescribe  el  artícu- 
lo 8.°  de  los  estatutos: 

Resultando  que  oida  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento 
del  Consejo  de  Estado,  apoyada  en  los  artículos  32  y  37  de  la 
Ley  de  Bolsa,  y  en  el  10  de  los  Estatutos  del  Banco,  opinó  que  . 
era  indispensable  la  intervención  de  los  Agentes  de  Cambio  y 
Bolsa  en  las  operaciones  de  préstamos  sobre  efectos  ptiblícos 
que  realiza  el  Banco,  si  éste  ha  de  gozar  del  derecho  de  ena- 
jenar los  títulos  dados  en  garantía  sin  requerimiento  del  deu- 
dor ni  intervención  judicial,  y  que  el  Gobierno  de  la  Repú- 
blica, por  orden  de  14  de  Marzo  de  1873,  resolvió  de  confor- 
midad con  el  presente  dictamen: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Andrés  Rodríguez  Velez, 
en  representación  del  Banco  de  España ,  entabló  demanda  en 
este  Tribunal  Supremo  en  17  de  Julio  de  1873,  que  después 
reprodujo ,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque  la  mencionada 
orden  de  14  de  Marzo,  resolviendo  en  definitiva  que  no  es  ne- 
cesaria la  intervención  de  los  Agentes  de  Cambio  v  Bolsa  en 
los  préstamos  que  verifique  el  Banco  de  España  sobre  efectos 
públicos  para  que  dicho  establecimiento  disfrute  del  derecho 
de  enajenar  las  garantías  sin  requerimiento  del  deudor  ni  in- 
tervención judicial,  según  lo  prescribe  el  art.  10  de  sus  esta- 
tutos, fundándose  en  esta  disposición  en  el  reconocimiento 
constante  de  los  funcionarios  que  combaten  la  libertad  abso- 
luta del  Banco  para  celebrar  esos  préstamos  sobre  efectos  pú- 
blicos con  ó  sin  intervención  de  ellos:  que'  no  sólo  han  auto- 
rizado sin  dificultad  de  ningún  género  las  enajenaciones  de 
garantías  en  la  época  en  que  se  prescindía  de  su  intervención, 
sino  que  en  oficio,  de  26  de  Febrero  de  1862 ,  en  que  acepta- 
ron las  bases  del  primer  convenio  dijeron  de  una  manera  ex- 
presa que  lo  hacían  «bajo  el  supuesto  de  que  en  lo  sucesivo 
se  harían  todos  los  préstamos  y  sus  renovaciones  con  inter- 
vención de  los  Agentes  de  Bolsa,  precisamente  ínterin  el  Con- 
sejo de  gobierno  no  acordase  cosa  en  contrario:»  que  esta 
cláusula  significa  el  reconocimiento  explícito  y  terminante  de 
que  el  Banco  podrá  prescindir  de  sus  servicios  cuando  lo  tu-  ' 
viere  por  conveniente:  q«Q  examinada  la  cuestión  á  la  luz  de 
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las  disposiciones  que  en  ella  se  relacionan  incurren  en  el  error, 
tanto  la  Junta  sindical  como  la  Sección  ele  Gobernación  y  Fo- 
mento, de  creer  que  para  resolver  la  dificultad  hay  que  acu- 
dir á  la  Ley  dbe  Bolsa  de  8  de  Febrero  de  1854:  que  ¿un  cuando 
se  consideran  generalmente  como  operaciones  bursátiles  las 
.negociaciones  de  efectos  públicos,1»  la  verdad  es  que  según  el 
artículo  2.°  del  citado  decreto  son  objeto  de  la  contratación 
de  la  Bolsa  varias  operaciones  mercantiles  que  no  tienen  se- 
mejante cualidad  cuando  en  uso  del  derecho  que  establece  el 
artículo  65  del  Código  de  Comercio  y  respeta  el  9.°  del  de- 
creto de  8  de  Febrero  de  1854  se  celebran  á  domicilio  por  los 
comerciantes ,  ya  directamente  entre  sí ,  ya  con  intervención 
de  Agentes  ó  Corredores,  y  esto  aun  en  el  caso  deque  versen 
sobre  efectos  públicos,  puesto  que  ningún  precepto  legal  dis- 
pone lo  contrario,  exceptuándolas  de  las  reglas  generales,  y 
cuya  doctrina  está  apoyada  por  sentencias  de  este  Tribunal 
Supremo  de  30  de  Agosto  de  1866  y  21' de  Noviembre  de  1862: 
que  los  préstamos  con  garantía  de  efectos  públicos  que  veri- 
fica* el  Banco  no  son  ni  pueden  ser  operaciones  bursátiles, 
toda  vez  que  tienen  lugar  en  su  domicilio  y  no  en  Bolsa,  ni 
se  rigen  por  la  legislación  especial  de  la   misma,  sino  por 
la  general  establecida  en  materia  de  comercio:  que  el  dere- 
cho que  el  Banco  disfruta  para  enajenar  las  garantías  de-sus 
S  restamos  sin  necesidad  de   requerir  al  deudor   ni  practicar 
ilifírencias  judiciales  no  es  el  que  concede  el  art.  37  de  la  Ley 
de  Bjlsa,  sino  el  que  le  declara  el  10  de  sus  estatutos  apro- 
bados por  Real  orden  de  6  de  Mayo  de  1856,  oido  el  parecer 
del  Tribunal  contencioso-administrativo,  y  de  acuerdj  con  el 
Consejo  de  Ministros,  y  pjr  lo  tanto  que  era  una  equivoca- 
ción evidente  la  que  cometía  la  Sección  suponiendo  que  aquel 
derecho  derivaba  de  la  Ley  de  Bolsa:  que  no  es  posible  sos- 
tener, mientras  existan,  que  los  estatutos  del  Banco  reiteran 
y  completan  las  prescripciones  de  la  Ley  de  Bolsa  acerca  del 
particular:  que  para  verlo  distintamente  no  hay  más  que  en- 
trar en  el  examen  comparativo  de  los  artículos  37  de  la  Ley 
de  Bolsa  y  el  10  de  los  estatutos  de  dicho  establecimiento,  y 
se  verá  que  estos  ofrecen  un  sistema  especial  y  distinto  del 
establecido  por  aquel  para  operaciones  diversas:  que  si  estos 
préstamos  no  son  operaciones  bursátiles ;  si  en  tal  concepto 
no  los  alcanzan  ni  tienen  necesidad  de  ajustarse  á  la  Ley  es- 
pecial de  Bolsa;  si  el  derecho  de  aquel  establecimiento  para 
vender  las  garantías  sin  requerir  al  deudor  ni  entablar  dili- 
gencias judiciales  nace  del  art.  10  de  sus  estatutos  y  no  es 
una  reiteración  del  concedido  en  el  art.  37  citado,  es  induda- 
ble que  no  hay  fundamento  legal  para  hacerle  depender  de 
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los  Agentes  de  Cambio  según  el  32  exige  en  los  préstamos 
celebrados  en  Bolsa,  á  menos  que  esta  formalidad  se  prevenga 
en  las  leyes  orgánicas,  en  los  estatutos  ó  reglamentos  del 
Banco;  y  que  no  imponiéndole  el  deber  en  ninguna  de  estas 
disposiciones  de  realizar  los  préstamos  con  intervención  de 
Agente  ó  Corredor,  era  indydable  que  al  conformarse  el  Poder 
Ejecutivo  de  la  República  con  el  dictamen  de  la  Sección  del  * 
Consejo  de  Estado  habia  infringido  dichas  leyes  vulnerando 
un  derecho  que  los  estatutos  conceden  al  Banco ,  puesto  que 
le  hace  dependiente  de  una  condición  nue  no  se  prescribe  en 
sus  disposiciones,  causando  incontestables  perjuicios  á  los  in- 
tereses legítimos  que  representa: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
á  la  Administración  y  se  confirmase  la  resolución  reclamada, 
alegando  que  la  cuestión  que  se  ventila  ha  sido  resuelta  por 
la  Administración  activa  en  el  sentido  en  que  lo  ha  hecho, 
no  sólo  porque  la  Ley  provisional  de  Bolsa  previene  terminan- 
temente en  su  art.  32  que  en  los  préstamos  con  garantía  de 
efectos  públicos  intervengan  Agentes,  sino  porque  el  37  esta- 
blece que  para  proceder  á  la  venta  sin  intervención  judicial 
en  su  caso  es  necesaria  la  presentación  de  póliza  que  no  puede 
existir  si  no  ha  intervenido  Agente  en  el  préstamo:  que  si  el 
articulo  10  de  los  estatutos  del  Banco  autoriza  á  éste  para 
proceder  á  la  venta  sin  requerir  el  auxilio  de  la  Autoridad 
judicial,  ese  derecho  debe  entenderse  cuando  para  ejercerlo 
se  encuentre  en  las  condiciones  previamente  establecidas  para 
ello  por  las  leyes,  y  como  una  de  ellas  es  la  de  aue  haya  in- 
tervenido Agente,  á  lo  cual  no  se  opone  el  artículo  de  los  es- 
tatutos ni  ningún  otro,  tiene  que  someterse  á  esa  prescripción 
genérica;  y  que  no  oponiéndose  los  estatutos  á  la  subsisten- 
cia de  la  mencionada  disposición  de  la  legislación  de  Bolsa, 
aun  cuando  del  conjunto  que  forman  ésta  y  la  del  Banco  no  se 
hallase  claramente  resuelto,  no  podría  negarse  entonces  ni  la 
legitimidad  de  facultades  con  que  el  Gobierno  ha  aclarado  y 
armonizado  el  sentido  de  sus  propias  disposicionesj  ni  el  acier- 
to con  que  lo  ha  hecho  exigiendo  la  intervención  de  un  Ofi- 
cial público  para  la  consumación  de  actos  y  contratos  que  han 
de  producir  efectos  distintos  de  los  prevenidos  en  la  legisla- 
ción general: 

Resultando  que  hecha  saber  la  existencia  de  este  pleito  á 
la  Junta  sindical  del  Colegio  de  Agentes  de  Cambio  y  Bolsa  de 
esta  capital,  se  mostró  parte  y  hubo  la  Sala  como  tal  al  Pro- 
curador D.  José  Godino  en  representación  de  aquella  como 
coadyuvante  de  la  Administración ,  y  contestando  también  k 
la  demanda  pidió  que  se  desestimase  en  todas  sus  partes  ab- 
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solviendo  de  ella,  á  la  Administración  con  imposición  de  cus- 
tas,  fundándose  en  que  ni  en  el  oficio  de  26  de  Febrero,  ni  eu 
los  diversos  convenios  que  ha  celebrado  con  el  Banco  ha  reco- 
nocido la  Junta  el  derecho  absoluto  de  valerse  ó  no  de  Agente 
1>ara  disponer  de. las  garantías;  pero  aun  cuando  lo  hubiera 
íecho,  aquel error,  infringiendo  notoriamente  las  leyes,  no 
podría  autorizar  al  Banco  para  que  con  un  abuso  se  sustitu- 
yera á  esas  mismas  leyes:  que  no  puede  dudarse  que  es  nece- 
saria la  intervención  de  los  Agentes  de  Cambio  en  todos  lo 
contratos  que  se  celebren  sobre  efectos  públicos,  y  que  no  se 
opone  á  ellos  la  ley  de  1854,  el  reglamento  del  Banco,  el  ar- 
tículo 65  del  Código  de  Comercio,  ni  las  sentencias  que  se 
mencionan  del  Tribunal  Supremo:  que  en  el  momento  que  se 
aprecien  como  es  debido  los  principios  que  rigen  en  materia 
de  contratación  de  valores  del  Estado ,  hay  que  obedecer  y 
acatar  todas  aquellas  reglas  y  condiciones  que  las  leyes  hayan 
establecido  para  garantir  los  derechos  de  los  contratantes  y 
como  tales  los  artículos  32  y  37  de  la  Ley  de  Bolsa:  que  siendo 
el  Banco  un  establecimiento  esencialmente  mercantil  cuando 
interviene  en  operaciones  de  Bolsa,  sea  en  su  casa  ó  fuera  de 
ella,  celebra  actos  sometidos  á  aquella  ley,  y  no  pueden  menos 
de  tener  el  carácter  de  bursátiles  si  se  quieren  utilizar  los  privi- 
legios que  la  misma  concede  para  concluir  de  un  modo  breve 
y  definitivo  el  negocio  que  se  sujetó  á  un  plazo:  que  el  mismo 
Banco  reconoce  que  el  Gobierno  al  expedir  la  orden  reclamada 
respetó  la  facultad  omnímoda  de  no  valerse  de  Agente,  pero 
no  gozando  entonces  del  derecho  de  enajenar  los  títulos  dados 
en  garantía  sin  requerimiento  del  deudor  ni  intervención  ju- 
dicial, y  sin  embargo  el  demandante  insiste  que  el  art.  10  de 
sus  estatutos  le  faculta  de  la  manera  más  amplia  para  dispo- 
ner por  sí  y  ante  sí  de  las  garantías,  lo  cual  se  niega  toda  vez 
que  á  su  final  expresa  que  esas  garantías  se  han  de  vender  con 
intervención  de  Agente  ó  Corredor  de  número  ó  por  otro  me- 
dio oficial  que  se  hallase  establecido  para  los  valores  de  que 
se  trata;  que  aunque  otra  cosa  se  leyera  en  el  artículo  citado 
no  mejoraría  en  nada  su  causa,  porque  la  Junta  sindical  lo 
que-  pidió  al  Gobierno,  y  éste  resolvió  no  es  que  la  garantía  se» 
venda  de  esta  ó. de  la  otra  manera  sino  que  los  préstamos  so- 
bre efectos  públicos  se  hagan  con  mediación  de  Agente  si  se 
quieren  luego  consumar  sin  intervención  judicial:  que  la  cita 
del  art.  lO.p^ece  á  la  Junta  contraproducente,  porque  dicho 
artiqulo  no  habla  de  la  manera  de  realizar  la  contratación  sino 
del.ujodo  de  consumarla,  y  porque  es  demasiado  peligrosa  la 
doctrina  de  que  unos  estatutos  pueden  alterar  y  variar  en  un 
todo  la  legislación  común:  que  haga  el  Bagco  los  cálculos  exa- 
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gerados  ó  ciertos  que  quiera,  lo  positivo  es  no  sólo  que  la  orr 
den  de  14  de  Marzo  esta  en  perfecta  armonía  con  la  ley  en  sus 
artículos  32  y  37,' sino  también  con  el  art.  10  de  los  estatutos, 
y  después  de  refutar  cuanto  el  Banco  alega  en  su  sexto  funda- 
mento, manifestó  su  conformidad  con  lo  expuesto  en  el  último 
por  el  Ministerio  fiscal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el'Hagistrado  D.  Luis  Vázquez  Mon- 
dragon. 

Considerando  que  según  la  Ley  orgánica  provisional  de  la 
Bolsa  de  Madrid  de  8  de  Febrero  de  1854,  en  su  art.  32,  los 
préstamos  con  garantía  de  efectos  públicos. se  harán  con  in- 
tervención de  los  Agentes: 

Considerando  que  por  el  art.  37  de  la  misma  ley  se  pre- 
viene que  vencido  el  plazo  del  préstamo  el  acreedor  está  au- 
torizado, salvo  pacto  en  contrario,  sin  necesidad  de  requerirá 
su  deudor,  para  proceder  á  la  enajenación  de  las  garantías,  á 
cuyo  fin  las  presentará  con  la  póliza  á  la  Junta  sindical,  la  que 
hallando  su  numeración  igu^l  á  la  contenida  en  la  póliza  las 
enajenará  en  el  mismo  dia: 

Considerando  que  con  arreglo  á  estas  disposiciones  es  in- 
dispensable la  asistencia  ó  intervención  de  los  Agentes  en  los 
préstamos  que  el  Banco  de  España  haga  con  garantía  de  efectos 
públicos,  puesto  que  para  proceder  á  la  venta,  sin  interven- 
ción judicial  en  su  caso,  es  necesario  la  presentación  de  póliza, 
que  no  puede  existir  si  no  ha  mediado  Agente  en  el  préstamo: 

Considerando  que,  si  como  va  dicho,  para  la  venta  de  las 
garantías  es  necesario  que  el  acreedor  las  presente  con  la  pó- 
liza á  la  Junta  sindical,  la  cual,  encontrándola  conforme  con 
la  contenida  en  aquel  documento,  ha  de  disponer  su  enajena- 
ción en  el  mismo  dia,  todo  lo  que  no  podría  verificarse  si  en 
la  realización  del  préstamo  no  nubiera  intervenido  el  Agente 
de  Bolsa  ó  Corredor  firmando  la  póliza,  que  es  lo  que  sirve  de 
comprobación  de  los  valores  que  se  enajenan: 

Considerando  que  el  art.  10  de  los  estatutos  del  Banco  de 
España  aprobados  en  6  de  Mavo  de  1856,  lejos  de  contradecir 
las  prescripciones  de  la  Ley  de  Bolsa  las  reitera  y  confirma, 
puesto  que  por  el  expresado  artículo  se  previene  que  para  la 
venta  de  los  efectos  que  se  den  en  garantía  de  préstamo,  pro- 
ceda sin  necesidad  de  providencia  judicial,  con  intervención  de 
Agente  de  Cambio  ó  Corredor  de  número,  ó  por  otro  medio 
oficial  que  se  hallare  establecido  por  la  de  los  valores  de  que 
se  trata: 

Considerando  que  de  las  disposiciones  legales  antes  citadas 
ae  ve  claramente  existe  entre  ellas  la  más  perfecta  concordia 
y  conformidad ,  puesto  que  unos  y  otros  artículos  tienen  por 
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principal  y  único  objeto  mejorar  las  negociaciones  sobre  efec- 
tos públicos,  no  exigiendo  otra  garantía,  tanto  para  la  cele- 
bración de  los  préstamos  eomo  para  su  consumación ,  que  la 
salvaguardia  del  oficial  público  que  ba  de  dar  fé  de  aquel  acto: 

Considerando  que  ni  el  art.  9.°  de  la  Ley  de'Bolsa,  ni  el  65 
del  Código  de  Comercio,  que  se  alegan  en  la  defensa  del  de- 
mandante para  invalidar  la  orden  reclamada  de  14  de  Marzo 
de  1873,  pueden  tener  aplicación  en  el  caso  presente,  puesto 
que  se  trata  de  la  consumación  de  actos  de  préstamos  con  ga- 
rantía de  efectos  públicos,  y  estos  actos  han  de  realizarse  con 
intervención  de  los  Notarios  del  Comercio  y  de  la  Banca,  que 
son  los  Agentes  de  Bolsa  y  los  actuales  Corredores,  y  mediante 
escritura  ó  póliza  extendida  por  dichos  funcionarios,  revis- 
tiendo todas  estas  operaciones  de  la  autenticidad  y  solemnidad 
que  exige  la  ley; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por 
el  Gobernador  del  Banco  de  España  contra  la  orden  de  14  de 
Marzo  de  1873,  la  cual  declaramos  firme  y  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela 
oficial  v  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=Juan  Jiménez  Cuenca. =Manuel  Leon.= 
Francisco  Armesto.  =  Luis  Vázquez  Mondragon.= Diego  Fer- 
nandez Cano. = Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Luis  Vázquez  Mondragon,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  eu  Madrid  á  11  de  Diciembre  de  1874.=Li- 
cenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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Nijm.  80. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Abono  del  importe  del  arranque  de  piedra  á  un  contratis- 
ta.— Sentenciado  1*2 de  Diciembre,  absolviendo  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por 
Don  Juan  de  Dios  Ruiz  Aguilar  contra  la  orden  ministerial 
de  23  de  Junio  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  pata  la  decisión  de  las  ates t iones  que  se  susciten 
sobre  los  contratistas  de  obras  públicas  y  la  Administración  en 
primer  término,  ha  de  atenerse  a  las  condiciones  particulares 
del  contrato,  y  en  segundo  a  las  generales  que  rijan  en  la  época 
que  se  celebre. 

2.°  Que  en  el  art.  42  del  decreto  de  10  de  Julio  de  1861,  se 
dispone  que  bajo  ningún  pretexto  de  error  é  omisión  pueda  el 
contratista  reclamar  aumento  de  los  precios  /jados  en  el  cuadro 
general  que  acompañe  el  presupuesto. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
primera  y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  D.  Ga- 
briel Rodríguez,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Juan  de  Dios 
Ruiz  Aguilar,  contratista  de  la  carretera  de  segundo  orden  de 
Córdoba  á  Almadén,  contra  la  Administración  general  del 
Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación 
de  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  10  de  Junio  de 
1873,  que  desestimó  sus  reclamaciones  para  que  se  le  abonase 
el  arranque  de  la  piedra  de  cantera  destinada  al  firme  y  mani- 
postería: 

Resultando  que,  con  arreglo  á  los  formularios  á  la  sazón 
vigentes  de  1.°  de  Marzo  de  1859,  se  formó  el  proyecto  y  pre- 
supuesto, plano  y  pliego  de  condiciones  toara  las  obras  de  los 
trozos  1.°  al  17  de  la  carretera  de  segunao  orden  de  Córdoba 
á  Almadén  en  31  de  Marzo  de  1862,  y  fué  aprobado  por  Real 
orden  de  1.°  de  Julio  siguiente,  rigiendo  en  su  virtud  el  pliego 
de  condiciones  generales  de  10  de  Julio  de  1861 ,  mas  no  el 
Apéndice  al  cuadro  núm.  3.°,  que  no  se  exigió  hasta  la  refor- 
ma de  los  formularios  en  26  de  Febrero  de  1863: 

Resultando  que  en  el  cap.  2.°  del  presupuesto,  que  trata 
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de  los  precios  elementales  y  compuestos,  se  comprende  el 
estado  níim.  3  de  los  formularios,  ó  sea  el  cuadro  de  los  pre- 
cios asignados  á  las  unidades  de  obra,  en  el  cual  se  fija  una 
cantidad  al  trasporte  del  metro  cúbico  de  mampostería  ordi- 
naria y  concertada,  y  de  piedra  silícea  machacada  para  el 
firme,  y  otra  al  resto  de  la  obra,  cuyas  dos  cantidades  com- 

f>onen  el  precio  total  señalado  á  cada  unidad,  que  varia  en 
os  trozos  de  la  carretera: 

Resultando  que  las  condiciones  12  y  25  de  las  facultativas 
establecen  «que  la  piedra  para  la  mampostería  concertada  seria 
extraída  de  las  canteras  más  próximas  á  la  vía,  bien  fuesen 
de  naturaleza  caliza  ó  silícea,  siempre  que  de  ellas  se  pudie- 
ran obtener  piezas  sólidas  de  buena  forma  y  del  volumen  mí- 
nimo de  60  aecímetros  cúbicos;»  y  que  la  piedra  para  el  firme 
seria  silícea  y  caliza  dura,  con  exclusión  de  toda  clase  de  pi- 
zarra ó  piedra  blanda,  sin  admitirse  tampoco  el  canto  rodado 
que  tuviese  menos  de  un  decímetro  en  su  mayor  dimensión: 
Resultando  que  en  la  Memoria  descriptiva  se  indica  lite- 
ralmente que  la  piedra  para  mampostería  abundaba  en  dicha 
carretera,  escaseando  todos  los  demás  materiales  de  construc- 
ción, por  lo  (jue  se  pro}rectan  de  aquella  clase  todas  las  obras 
que  podían  ejecutarse  cómoda  y  perfectamente,  y  que  la  pie- 
dra para  el  firme  se  encontraba  en  abundancia,  de  naturaleza 
silícea  dura  en  los  tres  primeros  trozos,  y  desde  el  Calatra- 
veño  basta  el  Puerto  de  la  Matanza,  siendo  necesario  en  los 
restantes  recogerla  de  la  sembrada  en  los  catnpos,  general- 
mente cuarzosa: 

Resultando  que  en  el  pliego  adjunto  á  la  Memoria  de  jus- 
tificación de  los  precios  asignados  á  las  unidades  de  obras  se 
señala  el  metro  cúbico  de  obra  para  mampostería  ordinaria 
por  corte  de  extracción,  carga  y  descarga  2  rs.  en  los  trozos 
donde  el  jornal  es  mayor,  y  1  real  75  cents,  donde  es  menor; 
la  misma  cantidad  respectivamente  por  carga  y  descarga  de 
la  piedra  para  mampostería  concertada,  y  por  arranque  ó  ex- 
tracción del  metro  cúbico  de  piedra  silícea  dura  para  el  firme, 
reducida  por  el  machaqueo  ¿  las  dimensiones  marcadas,  1  real 
en  los  trozos  1.°,  2.°  y  12;  4  en  los  B.°  y  10;  2  en  los  11  y  13: 
1  real  18  cents,  en  el  3.°;  1,18  en  el  4.*;  3,20  en  el  6.°,  v'3,50 
en  los  7.°,  8.°,  9.°  y  17: 

Resultando  que  verificada  la  oportuna  subasta  en  8  de 
Agosto  de  1862,  se  adjudicaron  las  obras  de  la  expresada  car- 
retera por  Real  orden  de  3  de  Setiembre  siguiente  á  D>  Eva- 
risto Chalvaud,  como  mejor  postor,  en  la  cantidad  de  2.200.000 
reales,  obligándose  el  mismd,  én  virtud  del  contrato  celebra- 
do, á  ejecutarlas  por  los  precios  del  presupuesto  y  cotí  estricta 
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sujeción  á  los  pliegos  de  condiciones  facultativas  y  económi- 
cas formados  para  este  servicio  :• 

Resultando  que  en  29  de  Mayo  de  1868  se  subrogó  en  los 
derechos  y  obligaciones  del  citado  contratista  Chalvaud  D'jii 
Juan  de  Dios  Rníz  Aguilar  por  formal  cesión  hecha  á  su  favor 
en  escritura  pública  sancionada  por  la  Administración  en  Real 
orden  de  24  de  Agosto  del  mismo  año: 

Resultando  que  seguidos  por  Aguilar  los  trabajos  preten- 
dió que,  no  asignándose  en  el  presupuesto  cantidad  alguna 
al  arranque  del  material  de  cantera  para  el  firme,  se  le  abo- 
nara el  precio  que  prudencialmente  se  fijase  por  la  extracción 
de  esta  clase  de  piedra  en  los  trozos  en  que  hubo  necesidad 
absoluta  de  verificarla;  cuya  solicitud,  acerca  de  la  cual  no 
se  resolvió  por  entonces,  fué  informada  desfavorablemente 
or  el  Ingeniero  encargado  de  las  obras  y  por  la  Sección  2.a 
e  la  Junta  consultiva,  cuyo  dictamen  no  obra  en  el  expe- 
diente; opinando  el  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  que,  si  bien 
no  procedia  en  rigor  de  derecho ,  podia  accederse  á  ella  por 
razones  de  equidad: 

Resultando  que  modificado  el  trazado  y  proyecto  de  la 
mencionada  carretera  en  los  trozos  11  al  17  y  6."  al  10  por 
órdenes  del  Poder  Ejecutivo  de  17  de  Mayo  y  20  de  Noviem- 
bre de  1869,  se  rescindió  después  la  contrata  por  otra  del  Re- 
gente del  Reino  de  22  de  Noviembre  de  1870;  y  terminadas 
por  Administración  ciertas  obras  dé  los  trozos  1.°,  2.°  y  3.°, 
se  hizo  la  liquidación  definitiva  de  todas  ellas: 

Resultando  que  en  81  de  Agosto  y  13  de  Setiembre  de  1872, 
al  formular  otras  reclamaciones  D.  Juan  de  Dios  Ruiz  Agui- 
lar en  contra  de  dicha  liquidación  final,  reprodujo  la  anterior, 
ampliándola  al  arranque  de  piedra  de  cantera  para  manipos- 
tería, fundándose  en  lo  dispuesto  en  el  art.  47  de  las  condi- 
ciones generales  de  10  de  Julio  de  1861 ,  y  en  el  hecho  de 
que,  á  pesar  de  no  estar  designada  la  procedencia  en  el  pro- 
yecto, ó  de  suponerse  en  él  esparcida  por  los  campos  la  piedra 
para  manipostería, y  afirmado,  habia  sido  preciso  extraerla  de 
cantera  en  varios  de  las  trozos: 

Resultando  que  á  su  virtud  el  Ingeniero  encargado  de  las 
obras,  el  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  y  la  Sección  de  la 
Junta  consultiva  volvieron  á  inlonnar  respectivamente  en  el 
sentido  antes  expuesto,  y  se  dictó  una  orden  por  el  Gobierno 
de  la  República  en  7  de  Abril  de  1873  aprobando  la  liquida- 
ción de  las  obras ,  y  accediendo  á  cinco  de  las  reclamaciones 
formuladas,  mandando  respecto  á  las  tres -reatantes,  ó  sea 
sobré  el  precio  de  manipostería  concertada  empleada  en  varia» 
bóvedas,  que  se  examinase  por  el  Ingenieto  Jefe  si  en  el  pro- 
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yecto  de  contrata  se  había  contado  para  alguna  bóveda  con 
esta  clase  de  fábrica;  y  en  el  caso  que  así  no  resultase,  se 
procediera  á  la  fijación  de  un  precio  contradictorio,  según 
prevenían  las  condiciones  del  contrato,  remitiendo  el  acta 
correspondiente  para  su  aprobación :  que  del  importe  resul- 
tante de  los  abonos  anteriores  se  redactara  una  liquidación 
adicional  en  la  misma  forma  que  la  principal ,  abonando  al 
total  de  ejecución  material  el  50  por  100 ,  y  haciendo  la  re- 
baja proporcional  á  la  obtenida  en  el  remate;  y  que  resultando 
haberse  acreditado  en  certificaciones  al  contratista  mayor 
cantidad  que  el  importe  de.  obras  ejecutadas  incluidas  en  la 
valoración,  antes  de  resolver  sobre  este  particular  debería 
aguardarse  á  obtener  el  resultado  de  la  liquidación  adicional 
á  que  se  referia  la  prescripción  anterior: 

Resultando  que  D.  Juan  de  Dios  Ruiz  acudió  al  Ministerio 
en  solicitud  de  que  se  dictase  resolución  sobre  algunas  de  las 
reclamaciones  hechas  que  produjeron  la  anterior  orden,  y  en 
su  consecuencia  se  dictó  otra  por  el  Gobierno  de  la  República 
en  10  de  Junio  siguiente,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  la 
Dirección  general ,  y  de  conformidad  con  el  dictamen  de  la 
Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  desestimando 
dichas  reclamaciones  relativas  al  arranque  de  la  piedra  des- 
tinada al  firme  y  manipostería  de  canteras  designadas  por  el 
Ingeniero,  á  la  carga  y  descarga  de  la  roca  producto  de  los 
desmontes ,  y  á  los  materiales  que  entran  en  la  formación  de 
los  morteros:  . 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden ,  y  en  3  de  Octu- 
bre del  mismo  año,  presentó  demanda  contencioso-adminis- 
trativa  en  este  Tribunal  Supremo  el  Licenciado  D.  Gabriel 
Rodríguez ,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Juan  de  Dios  Ruiz 
Aguilar ,  pidiendo  su  revocación  en  la  parte  referente  á  que 
se  le  abone  la  operación  de  arranque  de  cantera  por  todo  el 
material  empleado  de  esta  procedencia  en  el  firme  y  manipos- 
terías, declarando  que  tiene  derecho  á  dicho  abono,  el  cual 
deberá  realizarse  con  arreglo  á  lo  que  parfi  estos  casos  pre- 
viene el  art.  47  del  pliego  de  condiciones  generales,  fundado 
en  que  el  precio  fijaao  en  los  presupuestos  para  las  unidades 
de  obras  en  los  contratos  de  carreteras  es  invariable  con 
arreglo  al  pliego  de  condiciones  generales  vigente;  pero  no 
de  un  modo  absoluto,  sino  en  tanto  que  no  se  varíen  durante 
la  ejecución  los  elementos  constitutivos  de  dicho  precio;  ele- 
mentos cuyo  detalle  va  expreso  en  el  Apéndice  al  cuadro  nú- 
mero 3  del  cap.  2.°  del  presupuesto,  desde  los  formularios  de 
1863)  y  antes  de  ellos  en  la  justificación  de  los  precios  de  la 
Memoria:  que  cuando  se  varia  alguno  de  los  elementos  eons- 


SENTENCIAS   DE    1874.  493 

titutivos  del  precio  de  la  unidad  de  la  obra ,  ya  por  cambio 
de  los  materiales  supuestos,  ya  por  cambio  de  las  operaciones 
ó  trabajos  que  haya  que  ejecutar  para  la  realización  de  las 
obras,  y  se  impone  por  estos  motivos  una  nueva  carga  al 
contratista,  debe  hacerse  á  éste  el  abono  qué  corresponda  con 
arreglo  al  art.  47  del  pliego  de  condiciones  generales:  que  el 
demandante ,  al  extraer  de  canteras  designadas  por  el  Inge- 
niero, y  de  orden  de  éste,  una  parte  del  material  que  se  habia 
empleado  en  el  firme  y  en  las  mamposterías,  habia  hecho  un 
trabajo  que  no  formaba  parte  de  los  elementos  constitutivos 
del  precio  consentido  y  fijado  en  el  cuadro  núm.  3  del  presu- 
puesto para  estas  obras,  y  tenia  derecho  por  lo  tanto  al  abono 
correspondiente  á  la  operación  de  la  apertura  y  arranque  de 
canteras  por  todo  el  material  que  se  hubiera  empleado  de 
esta  procedencia: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la 
demanda,  la  amplió  el  Licenciado  Rodríguez,  reproduciendo 
su  solicitud  y  argumentos,  añadiendo  que  la  Administración 
misma  ha  acudido  á  la  justificación  de  los  precios  para  la  re- 
dacción de  los  presupuestos  reformados ,  después  de'  lo  cual 
no  es  posible  alegar  la  excepción  fundada  en  el  art.  42  de  las 
condiciones  de  1861,  para  negar  á  dicha  justificación  de  los 
precios  el  carácter  de  documento  del  contrato;  ofreciendo 
prueba  por  un  otrosí  para  en  el  caso  de  que  por  el  represen- 
tante dg  la  Administración  fuesen  impugnados  algunos  de  los 
hechos  'expuestos : 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  la 
demanda  con  la  pretensión  de  que  se  absuelva  de  ella  á  la 
Administración  general  del  Estado  confirmando  la  resolución 
gubernativa  en  la  parte  reclamada,  exponiendo  para  ello  que 
los  precios  á  que  se  contratan  las  obras  públicas  son  los  com- 
puestos y  no  ios  elementales;  no  pudiendo  el  contratista  apo- 
yarse en  la  descomposición  de  aquellos  para  pedir  aumento 
de  los  mismos,  según  el  art.  42  del  pliego  de  condiciones  ge- 
nerales de  10  de  Julio  de  1861 ,  que  á  no  ser  cuando  haya 
equivocaciones  puramente  materiales  prohibe  reclamar  bajo 
ningún  pretexto  de  error  ú  omisión  aumento  de  los  precios 
fijados  en  el  cuadro  general  que  acompañaba  al  presupuesto; 
prohibición  que  no  se  contradice  ni  desvirtúa  por  lo  estable- 
cido en  los  artículos  29  y  47  del  citado  pliego ,  toda  vez  que 
estos  artículos  se  refieren,  el  primero  al  caso  en  que  se  realice 
la  obra  objeto  del  contrato,  sin  otra  diferencia  que  la  de  ser 
más  que  la  calculada,  y  el  segundo  al  en  que  se  empleen 
materiales  ó  ejecuten  obras  que  no  figuren  en  el  presupuesto: 
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que  la  falta  de  Apéndice  al  cuadro  núm.'  3  del  presupuesto  no 
puede  servir  de  fundamento  al  contratista  para  reclamar,  por- 
que dicho  Apéndice  no  figura  en  los  formularios  de  1859,  y 
porque  los  precios  de  la  contrata  son  los  del  cuadro  de  uni- 
dades de  obra,  á  los  cuales  hay  que  atenerse  rigurosamente  y 
no  á  los  del  Apéndice,  cuyo  objeto,  como  el  de  otros  docu- 
mentos análogos,  está  reducido  á  manifestar  los  principales 
datos,  elementos  ó  cantidades  de  que  aquellos  se  componen: 
que  la  falta  dé  este.  Apéndice  es  común  á  todas  las  contratas 
de  la  misma  época,  sin  que  no  obstante,  hayan  prosperado  ni 
podido  prosperar  las  reclamaciones  de  los  interesados:  que  ora 
no  se  diga  nada  en  el  presupuesto  acerca  de  la  procedencia  y 
disposición  de  los  materiales  para  maniposterías  y  afirmados, 
ora  se  indique  en  otros  documentos  del  proyecto  que  la  piedra 
para  manipostería  concertada  se  extraerá  de  las  canteras  más 
próximas  á  la  vía ;  que  la  mampostería  ordinaria  abunda  en  la 
extensión  de  la  carretera ,  y  que  la  del  firme  abunda  también 
en  los  tres  primeros  trozos ,  siendo  en  los  demás  necesario  re- 
cogerla de  la  esparcida  en  los  campos ,  es  evidente  que  en  la 
omisión  de  datos  en  el  primer  caso  .  ó  en  la  equivocación  de 
los  mismos  en  el  segundo,  no  puede  apoyarse  el  contratista 
para  reclamar ,  no  sólo  porque  tiene  el  carácter  de  perito  y 
porque  se  trata  de  una  operación  fundamental  como  lo  es  siem- 
pre en  obras  de  esta  clase,  ya  el  recogido,  ya  el  arranque  del 
material  para  maniposterías,  sino  porque  la  Administración  no 
responde  de  los  datos  presupuestos,  de  cuya  exactitud  puede 
y  debe  el  contratista  cerciorarse  antes  de  contratar,  debiendo 
por  consecuencia  su  descuido  caer  en  su  daño:  que  la  mejnr 
prueba  de  que  el  plieg*o  de  justificación  de  los  precios  señala- 
dos á  las  unidades  de  obra  estaba  adjunto  á  la  Memoria  y  se 
unió  indebidamente  á  los  documentos  del  contrato,  era  que 
según  reconoció  el  mismo  demandante  tal  justificación  no  fi- 
guraba ni  debia  figurar  en  el  presupuesto ,  con  arreglo  á  los 
formularios  de  1859 ,  y  se  hacia  precisamente  en  la  Memoria: 
que  en  las  indicaciones  de  ésta  no  podia  fundarse  ninguna 
reclamación ,  tanto  conforme  al  art.  42  de  las  condiciones  ge- 
nerales de  1861 ,  como  á  los  citados  formularios  del  59  y  ju- 
risprudencia admitidos ;  pero  que  de  lo  contrario  el  contratista 
se  hallaría  en  situación  más  desventajosa,  citando  varias  sen- 
tencias en  apoyo  de  sus  asertos. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León 
Romero.  » 

Considerando  que  para  la  decisión  de  las  cuestiones  que  se 
.susciten  sobre  los  contratistas  de  obras  públicas  y  la  Admi- 
nistración en  primer  término  ha  de  atenderse  a  las  condicio- 
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nes  particulares  del  contrato ,  y  en  segundo  á  las  generales 
que  rijan,  en  la  época  que  se  celebre : 

Considerando  que  la  legislación  vigente  cuando  se  contrató 
la  obra  de  la  carretera  de  segundo  orden  de  Córdoba  á  Alma- 
dén era  la  de  Iqs  formularios  de  1.°  de  Marzo  de  1859  y  el  Real 
decreto  de  10  de  Julio  de  1861 ,  bajo  cuyas  bases  y  condicio- 
nes se  formaron  el  proyecto  y  presupuesto ;  y  verificada  la  su- 
basta y  se  adjudicó  como  mejor  postor  áD.  Evaristo  Chalvaud, 
subrogándose  después  en  1868  en  sus  derechos  y  obligaciones 
D.  Juan  de  Dios  Ruiz  y  Aguilar  con  aprobación  de  la  Admi- 
nistración : 

Considerando  que  terminada  la  obra  y  hecha  la  liquida- 
ción, el-  contratista  produjo  distintas  reclamaciones,  que  unas 
le  fueron  otorgadas  y  otras  denegadas,  proponiendo  en  su  vir- 
tud demanda  contencioso-administrativa  en  cuanto  á  habérsele 
negado  el  abono  de  arranque  de  piedra  de  canteras  para  la 
manipostería  ordinaria  y  el  firme ,  fuadado  en  que  para  este 
servicio  no  se  habia  señalado  precio  en  el  presupuesto ,  y  en 
que  debiendo  efectuarlo  con  la  piedra  que  en  abundancia  se 
encontraba  en  muchos  trozos  del  camino,  y  en  otros  esparcida 
por  el  campo ,  el  Ingeniero  le  habia  hecho  variar  esta  opera- 
ción ,  haciéndole  arrancar  de  canteras  que  designó ,  y  causán- 
dole por  ello  un  gasto  mucho  mayor  que  el  que  debia  tener: 

Considerando  que  en  el  capítulo  2.°  del  presupuesto  que 
trata  de  los  precios  elementales  y  compuestos  se  fija  una  can- 
tidad al  trasporte  del  metro  cúbico  de  manipostería  concertada 
y  ordinaria,  y  de  piedra  silícea  machacada  para  el  firme,  y 
otro  al  resto  de  la  obra,  dentro  del  que  están  comprendidas 
todas  las  operaciones  que  sean  necesarias  para  ese  objeto  y  no 
se  determinen  expresamente: 

Considerando  que,  aunque  así  no  fuese,  la  reclamación  en 
ese  sentido  es  improcedente,  porque  á  ello  se  opone  lo  pre- 
venido terminantemente  en  el  art.  42  del  decreto  de  10  de  Ju- 
lio de  1861,  en  el  que  se  dispone  que  bajo  ningún  pretexto 
de  error  ú  omisión  pueda  el  contratista  reclamar  aumento  de 
los  precios  fijados  en  el  cuadro  general  que  acompañe  el  pre- 
supuesto : 

Considerando ,  respecto  al  principal  fundamento  de  la  de- 
manda ,  relativo  á  que  el  Ingeniero  le  hizo  variar  la  proce- 
dencia de  la  piedra  invertida  en  la  manipostería  y  el  firme: 
primero,  que  en  el  presupuesto  nada* se  dice  de  la  procedencia 
para  este  servicio ,  sólo  sí  su  clase  y  calidad;  y  segundo,  que 
acudiendo  para  hacer  esta  deducción  á  la  Memoria ,  el  ya  re- 
ferido art.  42  del  decreto  de  10  de  Julio  prohibe  se  admita 
reclamación  alguna  que  se  funde  en  indicaciones  que  sobre  las 
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obras ,  sus  precios  y  demás  circunstancias  del  presupuesto  se 
hagan  en  la  Memoria ,  por  no  ser  documento  que  sirve  de  base 
á  la  contrata : 

Y  considerando  que  el.art.  47  del  repetido  decreto,  en  que 
el  recurrente  apoya  todo  su  derecho  para  exigir  el  abono  de 
arranque  de  piedra  de  las  canteras,  no  tiene  aplicación  al  hecho 
que  se  discute ,  porque  se  refiere  sólo  al  caso  en  que  se  juz- 
gue necesario  emplear  materiales,  ó  ejecutar  obras  que  no  fi- 
guren en  el  presupuesto  de  la  contrata,  y  en  el  presente  no 
se'han  empleado  materiales  distintos,  puesto  que  han  sido  de 
la  misma  ciase  y  calidad ; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por 
D.  Juan  de  Dios  Ruiz  Aguilar  contra  la  orden  ministerial  de 
23  de  Junio  de  1873 ,  y  en  su  virtud  la  declaramos  firme  y 
subsistente. 

Así  por  esta  nuestra*sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento ,  con  la  oportuna  certi- 
ficación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.=Juan  Jiménez  Cuenca. =Manuel  Leon.=Igna- 
ció  Vieites.=El  Magistrado  D.  Manuel  Almonací  votó  en  Sala 
y  no  pudo  firmar:  Juan  González  Acevedo.  =  Francisco  Ar- 
mesto.=Luis  Vázquez  Mondragon. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Manuel  León  Romero,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de 
que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  12  de  Di- 
ciembre de  1874.=Enrique  Medina. 

Nóm.  81. 
ÚNICA  INSTANCIA. 

Declamación  de  quedar  fenecido  el  expediente  de  una 
mina.— Sentencia  de  12  de  Diciembre,  absolviendo  á  la  Ad- 
ministración general  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por 
Don  Manuel  María  Palacios  y  Haza  contra  la  resolución  del 
Ministerio  de  Fomento  de  4  de  Agosto  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°     Que  el  art.  15  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868 
estableciendo  bases  para  la  nueva  legislación  de  minas,  se  dis- 
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pone  que  precisamente  en  todos  los  casos  la  concesión  minera  se 
ka  de  otorgar  en  un  plazo  que  tío  exceda  de  cuatro  meses  d 
contar  desde  la  fecha  de  presentación  del  escrito. 

2.°  Que  la  disposición  16  del  reglamento  de  24  dé  Junio 
de  1868,  al  añadir  una  nueva  causa  de  cancelación  no  contra- 
dice ni  se  opone  en  manera  alguna  d  lo  establead*  en  el  art.  64 
de  la  Ley  de  Minas  de  A  de  Marzo  de  1868,  sino  que  por  el 
contrario  no  ha  hecho  más  que  desarrollar  el  espíritu  de  la  ley 
sobre  ese  punto,  que  es  el  principal  objeto  de  iodos  las  disposi- 
ciones reglamentarias. 

3.°  Que  las  leyes  de  minería  de  España  han  fijado  siempre 
plazos,  y  para  asegurar  su  cumplimiento  penado  a  los  investi- 
gadores y  registradores  que  los  han  dejado  trascurrir ,  ya  por 
descuido  suyo,  ya  por  negligencia  ó  falta  de  la  Administración, 
sin  protestas  ni  reclamar  contra  ella  en  este  último  caso,  según 
lo  demuestran  los  reglamentos  que  para  la  ejecución  de  las  Leyes 
de  Minas  de  11  de  Abril  de  1849  y  de  6  de  Julio  de  1859  en 
las  que  se  encuentran  disposiciones  análogas  á  la  16  del  de  24 
de  Junio  de  1868,  cuya  circunstancia  dá  á  conocer  de  una  ma- 
nera evidente  que  lo  mismo  que  ahora  se  ha  mirado  también  antes 
como  inexcusable  la  estricta  observancia  de  lo  prescrito  en  dichas 
leyes,  y  sobre  todo  en  lo  relativo  á  los  plazos  y  términos  que 
tilas  establecen. 

4.°  Que  la  legalidad  hoy  existente  en  materia  de  minería 
no  la  forma  solamente  el  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868, 
pues  que  en  su  art.  32  se  declaran  subsistentes  todas  las  dispo- 
siciones tanto  de  la  ley  como  del  reglamento  gentes  a  su  pu- 
blicación, que  no  se  opusieran  á  las  nuevas  vases;  y  que  los 
principios  consignados  en  estas  y  que  dominan  en  aquet,  lijos 
de  estar  en  pugna  con  la  referida  disposición  16,  vienen  por  el 
contrario  á  vigorizarla  prestándola  un  nuevo  apoyo,  puesto  que 
la  mayor  facilidad  para  las  concesiones  mineras  que  establece 
aquel  decreto  lleva  en  si  como  consecuencia  natural  la  rapidez 
en  la  sustanciacion  de  los  expedientes  ¡  la  cual  exige  que  se  pro- 
cure impedir  y  evitar  la  negligencia  y  la  morosidad  por  el  medio 
eficaz  de  la  pena  de  cancelación. 

5.°  Que  asi  la  Administración  activa  en  la  vía  gubernativa 
como  el  Tribunal  Supremo  en  la  contenciosa,  después  de  la  pu- 
blicación del  precitado  decreto-ley ,  han  hecho  aplicación  de  la 
referida  disposición  16  según  lo  demuestran  la  orden  circular 
de  23  de  Diciembre  de  1873  y  la  sentencia  del  expresado  Tri- 
bunal de  19  de  Noviembre  de  1870;  no  siendo  posible  por  lo 
tanto  dudar  que  está  vigente  aquella  disposición  reglamentaria. 
6.°  Que  no  es  cierto  que  hayan  concluido  las  obligaciones  del 
registrador,  una  vez  hecha  la  demarcación  de  la  mina* y  pre- 
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sentada  el  papel  de  reintegro ,  quedando  ya  entonces  terminado 
para  aquel  el  espediente:  que  ¡a  Real  orden  de  6  de  Diciembre 
de  1870,  en  que  se  pretende  funda?  semejante  doctrina ,  además 
de  ser  evide?itemente  particular  como  no  publicada  en  la  Gaceta 
oficial,  ni  i&serla  en  la  Colección  legislativa ,  se  dictó  en  v.n 
expediente  regido  por  la  mencionada  ley  de  6  de  Julio  de  1859, 
no  siendo  por  lo  tanto  aplicable  á  este  expediente  que  se  rige  por 
la  de  4  de  Marzo  de  1868,  que  señala  el  término  de  treinta  días 
después  de  la  demarcación  para  aprobar  ó  negar  el  registro. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  12  de  Diciembre  de  1874,  en  el 
pleito  confcencioso-administrativo,  seguido  en  este  Tribunal 
Supremo,  en  primera  y  única  instancia,  entre  D.  Manuel  María 
Palacios  Haza,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Francisco 
Sánchez  Morayta,  y  la  Administración  del  Estado ,  represen- 
tada por  el  Ministerio  fiscal  y  coadyuvada  por  D.  Juan  José 
de  Agtieche  y  Udondo,  que  lo  está  por  el  Procurador  D.  Igna- 
cio Santiago  Sánchez,  sobre  que  se  revoque  la  orden  del  Go- 
bierno de  la  República  de  4  de  Agosto  de  1873  que  declaró 
fenecido  el  expediente  de  la  mina  Las  Californias: 

Resultando  que  D.  Manuel  María  Palacios  acudió  al  Gober- 
nador de  Vizcaya  en  17  de  Noviembre  de  1871  manifestándole 
Jue  en  terreno  común  del  Concejo  de  Sopuerta,  paraje  que 
aman  el  Bardascal,  deseaba. adquirir  100  pertenencias  de  mi- 
neral de  hierro  con  el  nombre  de  Las  Californias ,  y  después 
de  señalar  lo^linderos  y  hacer  la  designación,  pidió  se  le  ad- 
mitiese esta  sWicitud  de  registro  y  se  diese  al  expediente  la 
tramitación  de  ley  y  reglamento: 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  salvo  mejor  derecho. 
se  hicieron  las  publicaciones  correspondientes  por  edictos  \ 

j .c-.~i m  que  ge 

)l  expedie 

,  procedió 

mina  referida,  la  cual  verificó;  señalándola  sólo  64  pertenen- 
cias mineras,  por  impedirlo  las  minas  Amalia,  Juliana  é  /;;- 
teligencia,  con  las  que  lindaba  por  dos  aires;  y  que  en  e.sro 
acto  el  representante  de  estas  y  el  registrador  de  la  titulada 
Sorpresa  protestaron  por  no  estar  bien  localizada  la  mina  de- 
marcada, no  tener  bien  los  linderos  y  por  no  haberse  opuest  • 
en  tiempo  hábil  jd  registro  Sorpresa^  protestas  á  que  conten- 
el  registrador  de  Las  Californias,  como  tuvo  por  conveniente 
Resultando  que  el  referido  Palacios,  en  25  de  Novieml  " 
de  dicho  año,  en  cumplimiento  de  \q  prevenido  por  la  ley. 
presentó  el  papel  de  reintegro  correspondiente  á  las  perte- 
nencias demarcadas  para  la  expedición  del  título: 
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Resultando  que  después  lie  reproducir  sus  protestas  el  re- 
gistrador de'  la  'Sorpresa ,-  contestar  Palacios  y  oirse  al  -  Inge- 
niero sobre  torios  extremos  referentes  á  la  exactitud  de  la 
demarcación  &e' Las  Californias y  en  12  de  Mayo  de  1873  Don 
Juan  José  de  Agueche  presentó  ante  lai  misma  Autoridad  una 
solicitud  de  registro  manifestando  que  deseaba  adquirir  62 

Íiertenencias  de  mineral  de  hierro  con  el  nombre'  de  la  'Lega- 
idad,  sobre  el' mismo  terreno  demarcado  &  D.  Manuel  María 
Palacios,  porque  el  expediente  de  su  registro  contenía  un  vicio 
de  nulidad  que  la  invalidaba ,  fundándose  en  el  art.  75  del 
reglamento  de  1859  y  en  la  décima  sexta  disposición  del  de 
24  de  Junio  de  1868;  y  señalados  los  linderos  y  hecha  la  de- 
marcación, pidió  que  se  declarase  sin  curso  y  fenecido  el  an- 
tedicho expediente  Las  Californias;  y  ejecutoriada  que  fuese 
esta  providencia,  que  se  diera  á  su  solicitud  la' tramitación 
prevenida  hasta  que  se  le  expidiese  el  títírlo  de  propiedad : 

Resultando  que  admitido  este  registro  con  igual  salvedad 
que  el  anterior,  y  hecho  efl  depósito  de  275  pesetas  que  con 
él  se  acompañaron,  el  Gobernador  en  17' de  Mayo  del  referido 
añt)  declaró  cancelado  para  todos  los  efectos  posteriores  •  el 
expediente  de  registro  de  la  mina  Las  Californias,  y  admitió 
el  verificado'  con  el  nombre  de  Legalidad,  fundándose  en  las 
mismas  disposiciones  legales  antes  citadas,  y  en  que  se  había 
dejado  trascurrir  con  exceso  por  el  registrador  D.  Manuel 
María  de  Palacios  el  plazo  de  cuatro  meses  sin  hacerse  Ib  conce- 
sión, y  el  da  sesenta  dias  sin  reclamar  cosa  alguna: 

Resultando  que  hecha  saber  esta  providencia  ¿'los  intere- 
sados, el  representante  de  D.  Manuel  María  Palacios  eri  7  de 
Junio  siguiente  pidió  su  revocación,  que  se  le  concediera  la 
expresada  mina  y  se  le  expidiera  el  correspondiente  título  de 
propiedad,  exponiendo  que  habia  hecha  continuas  gestiones 

f>ara  la  terminación  del  expediente:  que  no  puede  culparse  á 
a  Administración  de  que  haya  sufrido  una  paralización  antes 
de  demarcarse  la  mina,  siendo  esto  debido  á  que  habia  gran 
número  de  otras  para  demarcarse  con  preferente  derecho  de 
antigüedad,  y  á  la  Guerra  civil  que  impedia  á  los  Ingenieros 
.salir  á  operaciones,  probando  que  no  se  desistia  de  la  prose- 
cución del  expediente,  el  que  después  del  acto  de  la  demarca- 
ción y  en  tiempo  oportuno  habia  presentado  el  papel  de  rein- 
tegro: 

Resultando  que  denegada  por  el  Gobernador  esta  solicitud 
•»n  9  de  Junio  del  citado  año  de  1873,  el  registrador  de  Las 
California*  en  11  del  propio  mes  se  alzó  ante  la  Superioridad 
reproduciendo  su  pretensión  y  refutando  loa  fundamentos  de 
la  providencia  de  17  de  Mayo: 
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Resultando  que  en  14  de  dicho  mes  de  Junio  el  Goberna- 
dor remitió  la  expresada  solicitud  al  Ministro  del  ramo  con  su 
informe,  llamando  su  atenoíon  sobre  las  razones  de  equidad, 
circunstancias  criticas  pjr  que  atravesaba  el  país,  para  que  si 
fuese  comjfctible  aquella  con  la  justicia,  pudiesen  ser  tomadas 
en  consideración  las  razones  expuestas  por  el  apelante: 

Resultando  que  pasado  el  expediente  á  la  Junta  facultativa 
de  minería,  la  mayoría  de  ésta  opinó  que  debían  anularse  los 
citados  decretos  del  Gobernador  de  17  de  Mayo  y  9  de  Junio, 
declarando  subsistente  el  registro  Las  Californias  y  fenecido 
el  titulado  Legalidad,  fundándose  principalmente  en  que  la 
disposición  16  del  regla mentó  no  tiene  aplicación  al  caso  pre- 
sente: en  que  ni  por  parte  de  la  Administración  ni  del  intere- 
sado había  habido  descuido  ni  negligencia,  si  no  imposibili- 
dad, habiendo  reclamado  este  último  continuamente  y  llenado 
los  requisitos  legales,  hecho  los  depósitos  y  contestado  á  las 
oposiciones:  que  la  d'lacion  en  la  demarcación  había  sido  acu- 
sada algunos  meses  después  de  consumada,  y  que  aun  cuando 
hubiese  habido  falta,  fué  absuelta  por  la  Administración  al  de- 
marcar y  al  recibir  el  depósito  para  el  titulo,  cuando  no  exis- 
tia reclamación  alguna  en  este  sentido,  opinando  en  el  opuesto 
dos  Vocales  que  formaron  voto  particular,  siendo  otro  de  pa- 
recer que  debia  revocarle  la  providencia  del  Gobernador  de  17 
de  Mayo,  expedirse  el  título  de  propiedad  al  de  Las  Californias, 
y  cancelarse  el  de  la  Legalidad: 

Resultando  que  el  Gobierno  de  la  República  por  orden  de  4 
de  Agosto  de  1873,  de  acuerdo  con  el  dictamen  oe  la  Comisión 
del  Consejo  de  Estado  en  vacaciones,  confirmó  la  providencia 
del  Gobernador  de  17  de  Mayo  del  mismo  ano,  y  declaró  fe- 
necido el  expediente  de  registro  Las  Californias,  y  mandó  que 
siguiese  su  curso  el  registro  Legalidad,  fundándose,  entre 
otras  cosas,  en  oue  estaba  vigente  la  disposición  16  de  la¿ 
generales  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868  para  la  eje- 
cución de  la  ley  reformada  de  4  de  Marzo  del  mismo  año,  y 
en  completa  armonia  con  el  espíritu  de  las  bases: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Francisco  Sánchez  Mo- 
rayta,  en  nombre  de  D.  Manuel  María  Palacios  y  Haza,  en  lfl 
de  Setiembre  siguiente  entabló  demanda  ante  este  Tribunal 
Supremo,  que  amplió  después  con  la  solicitud  de  que  se  re- 
voque la  precitada  resolución  y  se  hagan  las  declaraciones 
convenientes  en  pro  de  su  defendido,  alegando  que  la  legis- 
lación antigua  de  minas,  y  principalmente  la  disposición  16 
del  reglamento  no  alteran  ni  modifican  los  casos  de  cancela- 
ción establecidos  en  el  art.  64  de  la  ley  de  1859,  nt  l*s  de 
Marzo  y  Junio  de  1868,  porque  no  alcanza  ¿  tanto  el  carácter 


SENTENCIAS   DB    1874.  501 

de  un  reglamento,  y  en  aquellas  ni  por  ampliación  puede 
comprenderse  el  caso  actual:  que  la  Administración  tiene  es- 
tablecida la  jurisprudencia  de  que  para  los  efectos  de  la  le- 
gislación antigua  debe  estimarse  como  concluso  el  expediente 
después  de  haber  verificado  la  demarcación  y  presentado  el 
papel  de  reintegro,  en  cuya  situación  se  encontraba  el  de  su 
representado  cuando  se  hizo  el  nuevo  denuncio,  f  que  el  de- 
creto-ley de  29  de  Diciembre  de  1868  cambió  radicalmente  el 
concepto  v  propiedad  minera,  dejando  sin  efecto  por  no  tener 
ya  razón  de  ser  los  denuncios,  sus  plazos  y  sus  efectos,  ga- 
rantizando y  amparando  el  derecho  del  primitivo  registrador 
aun  en  los  expedientes  que  se  estuvieran  tramitando,  según 
•  lo  patentizan  los  artículos  30  y  31  de  la  expresada  Ley  de 
Minas: 

Resultando  que  en  un  certificado  expedido  por  el  Ingeniero 
del  distrito  se  consigna  que  el  registrador  de  Las  Californias 
se  había  presentado  varias  veces  en  su  oficina  solicitando  el 

Eronto  despacho  de  su  expediente:  <jue  en  dicha  provincia  no 
abia  estado  en  uso  ni  se  había  considerado  de  necesidad  para 
la  tramitación  de  los  expedientes  la  reclamación  contra  el  re- 
traso que  estos  experimentaban  en  su  despacho,  porque  era 
conocido  de  todos  el  gran  número  de  aquellos  en  tramitación 
y  las  causas  que  impedían  las  operaciones  de  campo,  limitán- 
dose á  solicitarlo  verbalmente;  y  que  durante  su  permanencia 
en  aquel  distrito  ninguno  se  había  ultimado  en  los  plazos  que 
marcaba  la  ley  vigente  ni  se  había  reclamado;  y  que  por  fuerza 
mayor  y  falta  de  personal  no  se  habia  despachado  el  de  Las 
Californias,  hasta  21  de  Noviembre  del  mismo  año  de  1873 
por  haber  otros  más  antiguos  que  él  y  ser  indispensable  seguir 
el  orden  de  prioridad  mandado  por  la  ley: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
á  la  Administración  de  la  demanda  y  se  confirmase  la  orden 
reclamada,  fundándose  en  el  principio  de  derecho  administra- 
tivo consignado  en  el  reglamento  y  sancionado  por  la  juris- 
prudencia del  Consejo  de  Estado  y  de  este  Supremo  Tribunal, 
«que  en  minería  no  se  adquieren  derechos  si  se  prescinde  de 
la  estricta  observancia  y  puntual  cumplimiento  de  la  ley  y 
reglamento,»  así  como  también  en  los  "artículos  15  del  decreto- 
ley  de  29  de  Diciembre  y  36  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868, 
y  en  la  disposición  16  de  ltts  generales  del  reglamento  de  24 
de  Junio  del  mismo  año,  la  cual  no  ha  sido  derogada  por  aquel 
decreto,  sino,  que  por  el  contrario  está  declarada  vigente  como 
todas  las  que  sean  contrarias  á  él:  que  sólo  el  Gobierno  tiene 
poder  para  dispensar  los  defectos  que  produzcan  la  cancela- 
ción de  los  expedientes  de  minería  cuando  no  se  cause  per- 
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juicio  á  tercero;  y  que  desconocía  la  orden  ministerial, de.£  de 
Diciembre  de  1870  dictada  en  el  denuncio  El  Carpió;  pero  que 
coma  dada  para  un  caso  particular  y  concreto  no  puede  con- 
siderarse derogatoria  de  las  disposiciones  de  la  ley  y  del  re- 
glamento que  forma. parte  integrante  de  la  misma: 

Resultando  -  que  el  Procurador  D.  Ignacio  Santiago  y  Sán- 
chez, en  representación  de  D.  Juan  José  de  Agueche,  en  con- 
cepto éste  de  coadyuvante  de  la  Administración,  hizo  igual 
pretensión  que  la  deducida  por  el  representante  de  ésta,  fun- 
dándose en  los. mismos  argumentos  que  el  Ministerio  fiscal, y 
además  en  el  art.  89  de  la  ley  de  1859 ,  reformada  por  la  de 
Marzo  de  1868:  en  que  hasta  el  momento  presente  no  hay  re- 
solución administrativa  ni  contenciosa  que  haya  puesto  en 
duda  la  subsistencia  de  la  disposición  16  después  de  la  publi- 
cación del  decreto  de  bases;  y  que  por  el  contrario  las  hay  por 
la  primera,  que  confirma  su  subsistencia,  como  lo  es  la  circu- 
lar de  carácter  general  de  23  de  Diciembre  de  1873,  y  en  la 
esfera  contenciosa  varias  sentencias,  la  más  reciente  de  19  de 
Noviembre  del  mismo  año,  y  en  el  art.  15  de  las  bases:  que  la 
Real  orden  de  6  de  Diciembre  que  se  invoca  por  la  parte  con- 
traria se  dictó  en  un  asunto  para  el  cual  debia  regir  la  ley 
de  1859  que  no  señalaba  término  para  resolver  el  expediente 
de  registro,  y  de  ningún  modo  seria  aplicable  á  los  posteriores 
á  la  reforma  de  1868  que  fija  un  plazo  de  treinta  dias  para 
aprobar  ó  negar  el  registro,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  de- 
marcación, y  que  la  base  15  sólo  exige  la  existencia  del  ter- 
reno franco;  y  si  después  aparece  que  falta  se  cancela  el  ex- 
pediente y  no  se  otorga  la  concesión  solicitada,  debiendo 
considerarse  que  existe  perjuicio  de  tercero  para  conceder  ó 
negar  dispensa  de  los  defectos  de  reglamento  desde  el  momentu 
que  se  ha  presentado  una  solipitud  de  concesión  y  pedido  la 
declaración  de  nulidad  de  otra  anterior;  y  que  habiéndose 
considerado  asi  constantemente  en  minería,  ni  aun  por  el  Go- 
bierno pueden  ser  dispensados  los  vicios  de  nulidad  de  los 
expedientesi 

Resultando  que  esta  parte  acompañó  con  el  anterior  escrito 
dos  certificaciones,  expedidas  una  por  el  Jefe  del  Negociado 
de  Minas  y  otra  del  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  de  Viz- 
caya ,.  insertándose  en  la  primera  el:  informe  d»  la  Junta  su- 
perior facultativa  de  minería,  emitido  en  los  expedientes  d* 
minas  Lumbrera  de  Castellón  y  Pura  por  haberse  solicitado 
or  ésta  que  aquella  se  hallaba  en  circunstancias  de  caduci- 
ad,  opinando  dicha  Junta,  bajo  los  mismos  fundamentos  que 
alega  el  co&dytivante  v  Fiscal,  que  procedía  declarar  nulu 
dicho   expediente  de   la  mina    Pura ,   de  conformidad   con 
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lo  prevenido  en  la  disposición  16  de  las  generales  del  regla- 
mento de  24  de  Junio  de  1868,  debiendo  entenderse  que  el  pe- 
ticionario de  este  registro  habia  desistido  de  su  pretensión; 
y  en  la  segunda  una  certificación  del  Ingeniero  Jefe  de  26  de 
Noviembre  de  1873,  expedida  á  instancia  del  coadyuvante, 
manifestando  aquel  que  en  los  libros  de  su  oficina  aparece 
ue  el  21  de  Noviembre  de  1871  se  registró  la  mina  Las  Ca- 
ifornias,  y  el  21  de  Noviembre  de  1872  se  demarcó:  que  es- 
tuvieron suspendidas  en  absoluto  las  operaciones  de  campo 
por  causa  de  la  guerra  desde  11  de  Abril  de  1872  hasta  15  de 
Julio  siguiente:  que  desde  26  de  Julio  de  1872  en  que  tomó 

1)osesion  de  la  Jefatura,  se  siguió  trabajando  sin  interrupción 
lasta  el  21  de  Noviembre  del  mismo  año,  despachándose  por 
orden  de  rigurosa  antigüedad  los  muchos  expedientes,  que 
primero  la  falta  de  personal  y  luego  la  guerra  habiaa  obli- 
gado á  suspender  su  tramitación: 

Resultando  que  mandada  traer,  de  conformidad  de  las  par- 
tes, la  Real  orden  de  6  de  Diciembre  de  1870 ,  dictada  en  el 
expediente  titulado  El  Carpió,  así  como  los  dictámenes  que  en 
él  produjeron  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  y  el 
Consejo  de  Estado,  los  cuales  remitidos  por  el  Ministerio  se 
unieron  á  los  autos  é  instruyó  de  ellos  á  las  partes. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernan- 
dez Cano. 

Considerando  que,  según  aparece  del  expediente  guberna- 
tivo, solicitada  por  D.  Manuel  María  del  Palacio  y  Haza  en 
escrito  presentado  ante  el  Gobernador  civil  de  Vizcaya  en  17 
de  Noviembre  de  1871  la  concesión  de  la  mina  titulada  Las 
Californias,  no  se  le  habia  aún  concedido  ésta  en  12  de  Mayo 
de  1873,  en  que  D.  Juan  José  de  Agueche  solicitó  ante  la 
misma  Autoridad  62  pertenencias  en  el  terreno  demarcado  en 
aquella  mina,  pidiendo  al  propio  tiempo  la  caducidad  de  dicho 
expediente: 

Considerando  que  por  el  art.  15  del  decreto-ley  de  29  de 
Diciembre  de  1868  estableciendo  bases  para  la  nueva  legisla- 
ción de  minas,  se  dispone  precisamente  en  todos  los  casos 
la  concesión  minera  se  ha  de  otorgar  en  un  plazo  que  no  ex- 
ceda de  cuatro  meses  k  contar  desde  la  fecha  de  presentación 
del  escrito: 

Considerando  que  D.  Manuel  María  del  Palacio  dejó  pasar 
con  exceso  ese  plazo  de  cuatro  meses ,  el  cual  es  fatal  é  im- 
prorogable  como  todos  los  de  minería,  según  se  establece  ex- 
presamente en  las  disposiciones  generales  ?.'  y  16  del  regla- 
mento de  24  de  Junio  de  1868,  sin  haber  reclamado  contra  la 
negligencia  en  el  despacho  y  falta  de  cumplimiento  de  la  ley 
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y  del  reglamento  cometida  por  el  referido  Gobernador  en 
no  otorgar  la  concesión  dentro  de  los  sesenta  dias  que  al  efecto 
fija  la  última  de  las  citadas  disposiciones,  como  era  indispen- 
sable con  arreglo  á  la  misma  para  que  en  tal  caso  no  irroguen 
perjuicio  á  los  interesados  las  faltas  de  la  Administración: 

Considerando  que,  aun  admitido  como  cierto  el  hecho  de 
que  D.  Manuel  María  del  Palacio  se  presentara  varias  veces 
en  la  oficina  del  entonces  Ingeniero  Jefe  de  aquella  provincia, 
según  certifica  éste,  solicitando  de  palabra  el  pronto  despacho 
de  su  expediente,  no  puede  atribuirse  á  esas  solicitudes  ver- 
bales el  carácter  ni  los  efectos  de  la  reclamación  exigida  por 
la  citada  disposición  16  á  los  interesados  para  que  no  les  in- 
fieran perjuicios  las  dilaciones,  descuidos  y  faltas  de  los  fun- 
cionarios de  la  Administración,  no  sólo  porque  las  recla- 
maciones deben  hacerse  ante  la  Autoridad  encargada  de  la 
instrucción  del  expediente,  y  el  Ingeniero  Jefe  es  un  mero 
auxiliar  de  ella  al  que  compete  tan  sólo  practicar  el  acto  ma- 
terial de  la  demarcación  de  una  mina  ó  el  reconocimiento  del 
estado  de  sus  trabajos,  cuando  se  lo  ordenase  el  Gobernador, 
sino  también  porque  para  que  dichas  reclamaciones  produzcan 
efecto  es  preciso,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  38  de 
la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  que  se  consignen  originales  y 
con  riguroso  orden  correlativo  en  el  expediente  como  todos 
los  actos  y  diligencias  que  tengan  lugar  y  sean  concernientes 
al  mismo: 

Considerando  que  la  continuación  del  expediente  Las  Ca- 
lifornias después  de  trascurridos  los  cuatro  meses  que  para 
otorgar  la  concesión  de  una  mina  señala  el  art.  15  del  refe- 
rido decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  y  los  sesenta 
dias  que  para  reclamar  contra  esas  faltas  de  la  Administración 
se  fijan  en  la  mencionada  disposición  16,  no  implica  que  por 

fiarte  de  ésta  se  hayan  dispensado  esas  faltas,  puesto  que  la 
acuitad  de  dispensarlas  sólo  competía  al  Ministro  de  Fomento, 
y  que  lejos  de  haber  otorgado  éste  tal  dispensa,  por  el  con- 
trario ha  confirmado  la  providencia  en  que  el  Gobernador  de 
Vizcaya  declaró  fenecido  y  cancelado  dicho  expediente: 

Considerando  que  por  más  que  la  causa  de  cancelación  de 
que  se  trata  no  se  halle  comprendida  entre  las  que  establece 
y  señala  el  art.  64  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  según  se 
alega  por  la  representación  del  demandante,  esa  circunstancia 
no  afecta  á  la  subsistencia  de  aquella  ni  disminuye  en  nada 
su  valor  y  eficacia,  no  sólo  porque  las  de  ese  articulo,  como 
lo  indica  claramente  su  tenor  literal ,  no  están  señaladas  de 
un  modo  taxativo,  sino  también  porque  la  precitada  disposi- 
ción 16,  al  añadir  una  nueva  causa  de  cancelación,  no  con- 
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tradice  ni  se  opone  en  manera  alguna  k  lo  establecido  en  el 
antedicho  art.  64,  sino  que  por  el  contrario  no  ha  hecho  más 
que  desarrollar  el  espíritu  de  la  ley  sobre  ese  punto,  que  es  el 
principal  objeto  de  todas  las  disposiciones  reglamentarias:     ; 

Considerando  que  las  leyes  de  minería  de  España  han  fijado 
siempre  plazos,  y  para  asegurar  su  cumplimiento  penado  ¿los 
investigadores  y  registradores  que  los  han  dejado  trascurrir, 
ya  por  descuido  suyo,  ya  por  negligencia  ó  falta  de  la  Ad- 
ministración, sin  protestas  ni  reclamar  eontra  ella  en  este  úl- 
timo caso,  según  lo  demuestran  los  reglamentos  que  para  la 
ejecución  de  las  leyes  de  Minas  de  11  de  Abril  de  1849  y  de  6 
de  Julio  de  1859  en  las  que  se  encuentran  disposiciones  aná- 
logas á  la  16  del  de  24  de  Junio  de  1868,  cuya  circunstancia 
da  á  conocer  de  una  manera  evidente  que  lo  mismo  que  ahora 
se  ha  mirado  también  antes  como  inexcusable  la  estricta  ob- 
servancia de  lo  prescrito  en  dichas  leyes,  y  sobre  todo  en  lo 
relativo  &  los  plazos  y  términos  que  ellas  establecen: 

Considerando  que  la  legalidad  hoy  existente  en  materia 
de  minería  no  la  forma  solamente  el  decreto-lev  de  29  de  Di- 
ciembre  de  1868,  pues  que  en  su  art.  32  se  declaran  subsis- 
tentes todas  las  disposiciones  tanto  de  la  ley  como  del  regla- 
mento vigentes  á  su  publicación ,  que  no  se  opusieran  á  las 
nuevas  bases;  y  qué  los  principios  consignados  en  estas  y  que 
dominan  en  aquel,  lejos  de  estar  en  pugna  con  la  referida 
disposición  16,  vienen  por  el  contrario  á  vigorizarla  prestán- 
dola un  nuevo  apoyo,  puesto  que  la  mayor  facilidad  para  las 
concesiones  mineras  que  establece  aquel  decreto  lleva  en  sí 
como  consecuencia  natural  la  rapidez  en  la  sustanciacion  de 
los  expedientes,  la  cual  exige  que  se  procure  impedir  y  evitar 
la  negligencia  y  la  morosidad  por  el  medio  eficaz  de  la  pena 
de  cancelación: 

Considerando  que  así  la  Administración  activa  en  la* vía 
gubernativa  como  este  Tribunal  Supremo  en  la  contenciosa, 
después  de  la  publicación  del  precitado  decreto-ley,  han  hecho 
aplicación  de  la  referida  disposición  16  según  lo  demuestran 
la  orden  circular  de  23  de  Diciembre  de  1873  y  la  sentencia 
del  expresado  Tribunal  de  19  de  Noviembre;  de  1870;  no  siendo 
posible  por  lo  tanto  dudar  que  está  vigente  aquelía  disposi- 
ción reglamentaria: 

Considerando^  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  no  es  cierto, 
como  supone  la  referida  representación  del  deraahdanté,  que 
hayan  concluido  las  obligaciones  del  registrador,  una  vez 
hecha  la  demarcación  de  la  mina  y  presentado  el  papel  de 
reintegro,  quedando  ya  entonces  terminado  para  aquel  él  ex- 
pediente: que  la  Real  orden  de  6  de  Diciembre  de  1870,  en% 
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que  se  pretende  fundar  semejante  doctrina,  además  de  ser 
evidentemente  particular  como  no  publicada  en  la  Gaceta 
oficial,  ni  inserta  en  la  Colección  legislativa,  se  dictó  en  un 
expediente  regido  por'  la  mencionada  ley  de  6  de  Julio  de 
1859,  no  siendo  por  lo  tanto  aplicable  á  este  expediente  que 
se  rige  por  la  de  4  de  Marzo  de  1868,  que  señala  el  término 
de  treinta  dias  despuets  de  la  demarcación  para  aprobar  6  ne- 
gar el  registro: 

Considerando  que  aun  eú  la  hipótesis  de  que  fuera  exacto 
el  hecho  no  justincado  por  la  parte  demandante  de  que  hay 
multitud  de  expedientes  ya  aprobados,  que  sé  encuentran  en 
el  mismo  caso  que  Las  Californias,  de  ahí  no  se  infiere  según 
pretende  aquella  que  no  haya  estado  ni  está  vigente,  ni  en 
uso  la  repetida  disposición  16:  V  que  lo  único  que  siendo 
cierto  podría  deducirse  de  aquel  hecho  seria  que  habían  sido 
aprobados  expedientes  que  contenían  defectos  legales,  lo  cual 
es  sin  duda  posible  y  nada  extraño,  si  esos  defectos  quedaron 
implícitamente  subsanados,  porque  no  habría  reclamación  de 
tercero,  como  la  hay  aquí  'eñ  el  expediente  de  que  se  trata, 
cuya  circunstancia  constituye  una  diferencia  bien  notable  y 
esencial  entre  el  presente  caso  y  los  otros  que  se  alegan: 

Considerando,  por  último,  que  la  alegación  de  fuerza  mayor 
que  hace  tambiien  la  misma  parte  para  excusar  las  faltas  que 
han  motivado  la  cancelación  de  su  expediente  es  de  todo  punto 
infundada,  puesto  que  según  aparece  del  certificado  expedido 
por  el  referido  Ingeniero  Jefe  de  Vizcaya  á  instancia  del  coad- 
yuvante D.  Juan  José  de  Agueche,  con  referencia  á  los  libros 
de  su  oficina,  sólo  estuvieron  suspendidas  en  absoluto  las 
operaciones  de  campo  por  causa  de  la  Guerra  civil  desde  11 
de  Abril  de  1872  hasta  11  de  Julio  del  mismo  año,  de  suerte 
que  hubo  sobrado  tiempo  antes  y  después  de  esa  suspensión 
para  ser  tramitado  dicho  expediente ,  y  que  aun  en  la  hipó- 
tesis de  que  hubiese  existido  realmente  esa  supuesta  fuerza 
mayor,  es  evidente  que  no  habría  podido  ésta  impedir  la  tra- 
mitación del  repetido  expediente  en  las  oficinas  de  Bilbao,  ni 
á  D.  Manuel  María  Palacios  hacer  las  reclamaciones  con- 
venientes ;     . 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el 
Procurador  D.  Francisco  Sánchez  Morayta,  á  nombre  y  en  re- 
presentación del  feferidó  D.  Manuel  María  Palacios  y  Haza, 
contra  la  resolución  del  Ministro  de  'Fomento  de  4  de  Agosto 
de  1873,  la  cual  declaramos  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta «pficial  y  se  insertará  eií  la  Colección  legislativa^  sacándose 
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al  efecto  las  copian  necesarias,  y  -devolviéndose  el  e*pedieníe4 
gubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  oportuna  cer- 
tificación ?  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. == Juan 
Gonj&alezAce  vedo. = José  María  Herreros  de  Tejada :==  Ignacio 
Vieites.=El  Magistrado  D,  Manuel  Alinonapi  votó  en  Sala  y 
no  pudo  firmar:  Juan  González  Acevedo.^  Francisco  Armes- 
to.=Diego  Fernandez  Cano. —Mariano  Maury. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  I>,  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pi!K 
blica  la  misma,  en  el.dia  de  boy,  de  <jue  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  12  de  Diciembre  de  1874. =Li- 
cenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.  82 v 
APELACIÓN. 


Registro  db  una  mina,  y  caducidad  dk  otra.— Sentencia  de  16 
de  Diciembre,  anulando  y  revocando  en  parte  la  dictada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Apdieneia  de  Burgos  en  11  de 
Noviembre  de  1873,  y  absolviendo  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Luis  Ru- 
tier  en  5  de  Setiembre  de  1872,  á  la  cual  se  adhirió  D.  Fran- 
cisco Bherons. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  63,  88  y  93  de 
la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  en  minería  solamente  procede  re- 
curso contencioso  ante  los  Consejos  provinciales ,  en  el  dia  ante 
las  Audiencias,  contra  la  declaración  de  caducidad  acordada  por 
los  Gobernadores  de  provincia ,  y  acerca  de  las  cuestiones  que 
se  promuevan^  entre  la  Administración  y  los  concesionarios  <jjr~ 
minas  sobre  inteligencia  y  cumplimiento  de  las  condiciones  es- 
tablecidas en  la  concesión.        # 

2.°  Que  de  toda  otra  disposición  ó  medida  adoptada  por  los 
Gobernadores  en  minería  puede  representarse  gubernativamente 
aZ  Ministerio  de  Fomento,  conforme  al  citado  art.  88,  y  contra 
sus  resoluciones  cabe  también  recurso  contencioso  en  los  casos 
taxativamente  señalados  eji  el  89  de  la  misma  ley. 

3.°  Que  al  dictarse  en  el  art.  79  del  reglamento  publicado 
en  24  de  Junio  de  1868  las  reglas  para  la  más  completa  inte- 
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ligencia  de  lo  que  dispone  el  articulo  precedente  y  en,  la  Ley 
de  Minas,  prescribe  en  la  tercera  que  cuando  se  solicite  simple- 
mente un  registro  sin  expresar  que  en  el  terreno  designado  existe 
una  concesión  anterior,  y  sin  pretender  por  consiguiente  la 
oportuna  declaración  de  nulidad,  esta  circunstancia  no  invalida 
lo  solicitado,  ni  perjudica  al  logro  de  la  concesión  a  que  se  as- 
pira;  y  lo  que  debe  ^hacerse  en  cualquiera  estado  de  los  expe- 
dientes de  registro,  en  cuanto  llegue  á  constar  la  existencia  de 
una  concesión  anterior  no  caducada  legalmente,  es  suspender  la 
prosecución  de  los  que  están  en  trámite  hasta  practicar  a  con- 
tinuación de  los  mismos  las  diligencias  para  la  declaración  que 
corresponda;  volviendo  á  seguir  su  curso,  según  el  estado  que 
tuviera,  tan  luego  como  la  caducidad  sea  ejecutoria,  ó  cancelan- 
dose  en  el  caso  contrario. 

4.°  Que  la  regla  4.a  del  citado  art.  79  previene  que  si  por 
ignorarse  y  no  hacerse  constar  la  existencia  de  una  concesión 
anterior  en  el  terreno  solicitado,  siguiese  el  expediente  todos 
sus  trámites  hasta  concederse  una  investigación  ó  registro  des- 
pués de  trascurrido  el  plazo  para  reclamar,  según  la  ley  y  el 
articulo  86  de  este  reglamento,  sin  haberlo  verificado,  no  se 
admite  recurso  alguno  que  tenga  por  objeto  anular  el  nuevo 
expediente,  fundándose  en  la  falta  de  la  declaración  previa  de 
caducidad,  para,  estos  casos  y  para  todos  los  efectos  legales  su- 
cesivos se  reputa  caducada  la  concesión  en  cuyo  terreno  poste- 
riormente se  haya  obtenido  otra,  de  cualquiera  clase  que  sea. 

5.p  Que  en  virtud  de  tan  explícitas  como  decisivas  disposi- 
ciones es  incontrovertible  que  con  sólo  registrar  uiva  mina  se 
sobreentiende  que  está  denunciada  la  caducidad  de  cualquiera 
concesión  preexistente  en  el  terreno  solicitado,  de  tal  manera 
que  el  registro,  aun  no  expresándolo,  tiene  la  misma  fuerza  que 
el  denuncio  que  para  ese  caso  requería  la  legislación  minera 
anterior,  y  mucha  mayor  trascendencia,  por  si  no  se  reclamaba 
contra  aquel  dentro  de  los  plazos  improrogables  establecidos  en 
la  ley  y  reglamento  citados ,  para  todos  los  afectos  legales  suce- 
sivos de  derecho  se  reputa  caducada  la  concesión  en  cuyo  terreno 
se  haya  obtenido  otra  posterior,  sin  que  contra  esta  doctrina  pue- 
dan invocarse  útilmente  leyes,  reglamentos  ni  Reales  órdenes 
qne  se  hallan  reformadas  acerca  de  este  particular. 

6.#  Que  con  arreglo  al  art.  30  del  precitado  decreto-ley,  los 
actuales  dueños  de  minas  pueden  optar  libremente  entre  la  ley 
que  regia  y  este  decreto,  con  tal  que  ningún  denuncio  contra 
dichas  minas  se  halle  en  tramitación,  y  que  desde  el  dia  que  se 
acojan  al  referido  decreto  y  comiencen  a  pagar  el  canon  corres- 
pondiente -adquieran  la  mina  á  perpetuidad. 

7  .•    Que  según  elnüm.  4.°  del  art.  65  de  la  expresada  ley 
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de  4  de  Marzo  de  1868 ,  caduca  y  se  pierde  la  propiedad  de  las 
pertenencias  de  minas  por  abandono  y  no  guardándose  las  reglas 
establecidas  en  los  artículos  50  al  53  inclusive ,  en  los  cuales 
se  previene  que  desde  su  toma  de  posesión  para  que  reputen  po- 
lladas y  en  actividad  es  necesario  que  se  ejecuten  labores  for- 
males con  cuatro  operarios  por  cada  pertenencia  durante  la  mi- 
tad del  año,  sin  que  sea  indispensable  para  el  pueble  que  estén 
los  trabajadores  distribuidos  en  todas  las  pertenencias  de  la 
concesión,  sino  que  pueden  acudir  a  donde  mis  convenga  a  los 
intereses  de  la  empresa;  facultando  la  misma  ley  en  el  art.  68 
á  los  Gobernadores  para  decretar  la  caducidad,  ya  de  oficio,  ya 
a  instancia  de  parte  por  medio  de  registro . 

En  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos ,  seguidos  ante  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos  entre  D.  Luis  Ratier  y  Cha- 
sinet  y  D.  Francisco  Bherens  con  D.  Luís  Quintanilla  Prieto, 
como  cesionario  de  los  derechos  de  D.  José,  del  mismo  ape- 
llido, todos  vecinos  de  Santander,  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre 
registro  de  la  mina  nombrada  La  Abundante  y  caducidad  de 
la  Ferreria  Quinta,  hoy  pendientes  en  la  Sala,  donde  está 
representado  el  primero  por  el  Procurador  D.  Lorenzo  de  Póo 
y  Espejo  y  el  tercero  por  el  Licenciado  D.  Fidel  García  Lo- 
mas, á  quienes  respectivamente  «e  ha  tenido  por  pajrtes  en 
virtud  de  los  recursos  de  apelación  y  nulidad  interpuesto  por 
Ratier  y  Bherens  de  la  sentencia  dictada  en  11  de  Noviembre 
de  1873,  que  se  han  declarado  desiertos  en  auto  de  10  de  Julio 
último  para  con  el  Bherens  por  no  haberse  presentado  á  sos- 
tenerlos, y  por  adheridos  á  dicho  Quintanilla-  y  al  Ministerio 
fiscal  á  la  apelación  de  la  Ratier  de  la  citada  sentencia,  en  la 
cual  se  resuelve  que  éste  habia  perdido  el  derecho  que  tenia 
adquirido  sobre  su  mina  la  Ferreria  Quinta  en  la  parte  que 
se  habia  superpuesto  La  Abundante,  en  cuya  posesión  única- 
mente y  para  los  efectos  legales  sucesivos  se  reputaba  cadu- 
cada, conservando  el  mismo  ó  quien  le  representase  la  pleni- 
tud de  sus  derechos  en  las  demás  porciones  y  pertenencias  de 
la  enunciada  mina,  declarando  válida  y  subsistente  la  conce- 
sión de  La  Abundante ,  otorgada  á  favor  de  D.  Luis  Quin- 
tanilla: * 

Resultando  que  en  17  de  Mayo  de  1871  acudió  D.  José 
Quintanilla  al  Gobernador  civilnle  la  provincia  de  Santander 
solicitando  el  registro  de  una  mina  de  hierro  con  el  nombre 
de  La  Abundante,  en  terreno  realengo  del  pueblo  de  Pamanes 
y  su  término,  llamado  de  las  Cuartas,  compuesta  de  20  per- 
tenencias con  los  linderos  que  designó : 


•510  TklBCTNAL  SUPREMO. 

Resultando  que  admitida  dicha  solicitud  y  publicada  con 
arreglo  alo  dispuesto  al  art.  23  de  la  ley  del  ramo  vigente 
para  los  efectos  expresados  en  el  24  de  la  misma,  como  tras- 
curriesen los  sesenta  dias  sin  que  se  hiciese  oposición  alguna, 
acordó  el  Gobernador  en  19  de  Julio  pasar  el  expediente  *al 
Ingeniero  de  provincia  para  que,  previo  reconocimiento,  prac- 
ticase en  su  caso  la  demarcación  oportuna: 

Resultando  que  á  su  virtud  el  citado  Ingeniero  D.  José 
González  Lasala,  acompañado  del  Auxiliar  facultativo  D.  José 
Ferrer  y  Estrader ,  del  registrador  ^  de  Quintánilla  y  de  los 
testigos  D.  José  Cano  y  I).  Nicolás  García,  se  constituyó  en 
el  sitio  designado  y  practicóla  demarcación,  amojonando  todo 
el  perímetro  de  la  mina  en  la  forma  que  se  hizo  constar  en 
la  diligencia  extendida  al  efecto ,  como  también  que  sus  per- 
tenencias lindaban  por  todos  vientos  con  terreno  franco ;  que 
nó  tenia  minas  prójimas,  y  que  no  se  habia  protestado  ni  re- 
clamado por  nadie  en  el  acto  de  la  demarcación,  formando 
por  último  el  oportuno  platio: 

Resultando  qiie  el  Gobernador  en  24  de  Octubre  siguiente, 
y  en  uso  de  la  facultad  qué  le  confería  el  art.  36  de  la  ley, 
dictó  providencia  aprobando  el  expediente  y  mandando  se 
expidiera  el  título  de  propiedad,  dando  áé  todo  conocimiento 
á  la  Administración  económica,  como  así  tuvo  efecto  en  el 
dia26: 

Resultando,  que  en  19  de  Noviembre  posterior  acudió  Don 
Luis  Ratier  al  citado  Gobernador  de  Santander  solicitando  se 
suspendiera  la  entrega  de  los  títulos  á  Quintánilla  y  se  decla- 
rase la  nulidad  de  su  expediente  y  el  de  la  mina  Positha, 
porque  se  habian  demarcado  en  las  pertenencias  de  otra  nom- 
brada Ferreria  Quinta,  qué  era  de  su  propiedad  y  se  hallaba 
bajo  el  imperio  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868: 

Resultando  que  pasada  la  anterior  solicitud  á  informe  del 
Ingeniero  Jefe,  dijo  en  29  de  Diciembre  que  entre  los  antece- 
dentes que  existían  en  su  oficina  habia  un  asiento  en  el  libro 
de  registro,  del  que  resultaba  que  se  instruyó  expediente  en 
10  de  Mayo  y  salió  el  18  ó  28  de  Abril  de  1861,  después  de 
haberse  demarcado  cuatro  pertenencias  antiguas  (60  de  las 
actuales)  á  D.  Alban  Ratier,  que  era  el  registrador,  constando 
sólo  que  la  labor  legal  punto  de  partida  fué  una  zanja  de  10 
metros  de  longitud,  los  r|«nbos  y  líneas  que  se  le  dieron; 
pero  sin  expresarse  puntos  (fe  referencia,  linderos,  topografía 
ni  ningún  otro  dato  útil  que  pudiera  dar  luz  para  evacuar  el 
informe  que  se  le  pedia,  puesto  que  en  aquella  fecha  no  se 
habían  establecido  aún  los  libros  que  hoy  se  llevan,  y  no  podia 
decir  por  este  motivo  si  algunos  de  los  terrenos  demarcados 
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Sara  los  registros  Abundante  y Positiva  están  ó  no  compren- 
idos  en  todo  ó  en  parte  en  la  demarcación  que  en  su  dia  se 
dio  a  la  Ferreria  'Quinta:  que  con  referencia  á  la  cuestión  de 

Sueble  d>e  esta  concesión,  debía  expresar  que' al  reconocer 
ichos  terrenos  no  había  visto  labor  alguna  antigua  ni  mo- 
derna, como  tampoco  mojones  ni  nada  que  indicase  que  "allí 
había  existido  ó  existía  una  concesión  minera:  que  por  esta 
razón  positivamente  podía  asegurar  que  durante  los  ocho  ó 
nueve  años  trascurridos  desde  que  D.^Alban  Ratier  recibiera 
la  posesión  hasta  Octubre  de  1871  esa  concesión  líabia  estado 
despoblada  y  en  completo  abandono,  y  sin  darse  cumplimiento 
en  esta  parte  al  precepto  legal,  y  que  por  consiguiente  de 
hecho  había  incurrido  en  caducidad,  aun  cuando  ésta  no  hu- 
biere sido  declarada  oficialmente  por  ninguno  de  los  medios 
que  la  legislación  establecía': 

Resultando  que  contra  la  providencia  en  que  se  mandó 
pasar  el  expediente  á  informe  del  Ingeniero  interpuso  apela- 
ción D.  Luis  Ratier  para  ante  el  Ministro.de  Fomento;  v  como 
le  fuese  denegada,  la  hizo  recurso  áe,  queja,  que  se  le  admitió, 
presentando  á  su  virtud  una  certificación  expedida  en  10  de 
Abril  de  1872  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  de  la  pro- 
vincia, con  el  V.°  B.°  del  Gobernador,  expresiva  de  que  éutre 
los  antecedentes  que  obraban  en  la  misma  referentes  á  la  con- 
cesión nombrada  Ferreria. Quinta,  adjudicada  á  D.  Luis  Ratier, 
aparecía  un  escrito,  fecha  8  de  Octubre  de  1871,  en  qué  dicho 
concesionario  optaba  para  su  referida  ínina  por  él  decreto  de 
29  de  Diciembre  de  1868:  •  . 

Resultando  que  por  virtud  de  dicho  recurso  de  queja  se 
remitió  el  expeaiente  á  la  Dirección  general  de  Agricultura, 
Industria  y  Comercio,  quien  lo  pasó  á  la  Junta  superior  facul- 
tativa de  minería,  y  ésta  hizo  observar  que  D.  Luis  Ratier  habia 
dejado  pasar  todos  los  plazos  fatales  que  \ú  ley  establecía  paira 
reclamar  contra  los  registros:  que  el  de  la  Abundante  sé  pu- 
blicó por  edictos  en  el  Boletín  oficial^  según  estaba  prevenido, 
y  que  la  razón  alegada  por  Ratier  de  hallarse  en  un  viaje  no 
era  válida,  según  el  párrafo  tercero  del  art.  40  del  reglamento 

f>ara  la  ley  reformada  de  Marzo  de  1868:  que  ni  en  el  acto  de 
a  demarcación  ni  cuarenta  y  ocho  horas  después  presentó 
Ratier  protesta  alguna,  de  cuya  operación  estaba  enterado, 
según  informe  del  Ingeniero,  supuesto  que  su  mismo  hermano 
asistió  á  la  de  otras  minas  de  su  propiedad  incluidas  en  la 
misma  citación:  que  no  era  exacto,  como  aseguraba  el  deman- 
dante en  sus  escritos,  que  al  presentarse  la  mina  Abundante 
como  registro  y  no  como  denuncio  diera  validez  á  su  preten- 
sión de  acogerse  á  las  bases  para  la  nueva  ley,  puesto  que  el 
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articulo  79  del  reglamento  reformado  vigente  previa  en  su 
párrafo  tercero  el  caso  en  cuestión;  opinando  por  unanimidad 
procedía  saber:  «primero,  si  habia  superposición,  y  si  la  Fcr- 
reria  Quinta  tenia  trabajos  que  dieran  á,  conocer  si  habia  es- 
tado ó  no  poblada  según  prevenía  la  ley,  pues  en  caso  de  no 
haberse  trabajado  en  ella  lo  suficiente  habia  incurrido  en  ca- 
ducidad y  quedaría  válido  el  registro  Abundante-.* 

Resultando  que  comunicado  así  al  Gobernador  y  pasados 
los  antecedentes  al  Ingeniero  Jefe  dé  la  provincia,  informó 
en  9  de  Julio  de  1872  que,  previa  la  citación  oficial  hecha  á 
ambas  partes  en  el  Boletín  de  la  provincia,  y  con  asistencia 
de  D.  Luis  Quintanilla,  pero  no  de  D.  Francisco  Bherens,  en 
quien  habían  recaído  los  derechos  de  D.  Luis  Ratier,  ni  nin- 
guna otra  persona  autorizada  en  su  nombre,  procedió  á  prac- 
ticar las  operaciones  oportunas ,  resultando  que  habia  sobre- 
posicion  de  la  concesión  Abundante  en  la  nombrada  Ferrería 
Quinta  en  su  primera  pertenencia  del  modo  que  aparecía  en 
el  croquis  del  folio  55,  y  en  la  que  por  consiguiente  estuvo 
el  punto  de  registro  y  su  labor  legal :  que  ésta  fué  una  zanja 
señalada  con  la  letra  A,  en  la  cual  no  se  habia  trabajado  en 
tanto  tiempo,  pues  aparecía  recubierta  de  arbustos,  y  sus  pa- 
redes y  hastiales  habían  criado  yerbas:  que  próximo  á  ella  y 
hacia  el  E.  se  abrió  otra  zanja  que  estaba  poco  más  ó  menos 
que  la  anterior,  marcada  con  la  letra  i?,  y  sobre  ella  se  habia 
trabajado  algo  recientemente  por  Quintanilla,  según  manifes- 
tación suya:  que  para  cerciorarse  mejor  que  la  vez  primera  que 
estuvo  en  aquel  terreno  si  en  la  concesión  Ferrería  Quinta  se 
habían  hecho  algunos  trabajos,  habia  reconocido  desde  luego 
el  terreno  y  no  habia  encontrado  minas,  lo  cual  probaba  del 
todo  que  durante  el  espacio  de  ocho  ó  nueve  años  ésta  con- 
cesión habia  estado  desierta  y  abandonada,  sin  atenderse  á  su 
fmeble:  que  este  juicio,  que  se  veia  claro  sobre  el*  terreno,  se 
ó  habían  confirmado  en  él  D.  Joaauin  del  Hoyo,  Alcalde  que 
habia  sido  varios  años  en  la  localidad;  Pablo  de  Arenal  y  An- 
tonio Pontones,  que  vivían  en  aquel  punto,  en  el  cual  decían 
que  jamás  habían  visto  trabajar  á  nadie  ni  sabían  siquiera  que 
allí  existiese  tal  concesión  de  mii}a,  con  lo  que  resultaba  ple- 
namente demostrado  el  abandono  y  falta  de  pueble  de  dicha 
concesión  en  tantos  años,  y  que  por  consiguiente  habia  in- 
currido en  el  caso  de  caducidad  según  la  ley  y  los  antece- 
dentes que  se  ventilaban  en  el  expeaiente: 

Resultando  que  á  su  virtud  el  Gobernador  dictó  un  decreto, 
fundado  en  5  de  Agosto  de  1872,  por  el  que  declaró  caducada 
la  concesión  Perrería  Quinta,  mandando  entregar  el  título  de 
propiedad  á  La  Abundante,  y  que  se  diese  conocimiento  de 
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ello  á  la  Administración  económica  y  al  Ingeniero  Jefe,  inte- 
resando á  la  Dirección  general  del  ramo  que  devolviese  el  ex- 
pediente de  la  primera  para  unirlo  al  de  la  segunda: 

Resultando  que  contra  \k  citada  resolución  y  en  5  de  Se- 
tiembre posterior  presentó  D.  Luis  Ratier  demanda  conten- 
cioso-administrativa  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Burgos,  acompañando  una  carta  de  pago  expedida  en  19 
de  Agosto  de  1872  á  su  favor  por  la  Administración  de  la 
provincia  de  Santander,  de  haber  satisfecho  por  derechos  de 
superficie  60  pesetas  por  la  mina  Férrería  Quinta,  corres- 
pondiente al  tercer  trimestre  del  ano  económico  de  1871  &  1872, 
y  otra  del  Jefe  Interventor,  con  el  V.°  B.°  del  Administrador, 
con  referencia  al  libro  de  entrada  y  demás  antecedentes  que 
existian  en  su  oficina,  expresando  resultaba  que  con  talón 
número  222  se  verificó  el  dia  15  de  Mayo  del  mismo  año  el 
ingreso  en  la  Caja  de  aquella  Administración  de  la  cantidad 
de  100  pesetas  por  derechos  de  superficie  de  las  minas  Fér- 
rería Cuarta  y  Quinta,  cuya  superficie  secomponia  de  60  per- 
tenencias cada  una  de  ellas,  perteneciendo  dicno  ingreso  á  los 
derechos  devengados  en  el  segunido  trimestre  del  año  eco- 
nómico de  1871  á  1872  desde  la  fecha  de  la  concesión,  ha- 
biéndose verificado  el  pago  por  D.  José  Makenan  á  nombre 
de  D.  Luis  Ratier,  dueño  de  las  expresadas  minas;  solicitando 
en  aquella  que  se  revocase  la  providencia  del  Gobernador  an- 
tes expresada,  y  «se  declarase  que  la  mina  Férrería  Quinta 
le  correspondía  &  perpetuidad  por  venir  satisfaciendo  los  de- 
rechos de  superficie  y  haberse  acogido  á  los  beneficios  del  de- 
creto-ley de  29  de  Diciembre  de  1868,  que  le  fueron  dispen- 
sados;» exponiendo  para  ello  los  fundamentos  que  creyó 
oportunos: 

Resultando  que  en  14  del  mismo  mes  de  Setiembre  presentó 
escrito  D.  Francisco  Bherens,  reproduciendo  la  anterior  de- 
manda v  adhiriéndose  al  recurso  en  el  de  18  de  Noviembre: 

Resultando  que  también  D.  Luis  Quintanilla,  como  dueño 
de  las  minas  Positiva  y  Abundante,  pidió  que.se  le  tuviera 

Sor  parte  en  los  autos;  y  deferidose  á  estos  extremos,  con  au- 
iencia  fiscal,  amplió  su  demanda  D.  Luis  Ratier,  apoyándola 
con  nuevos  fundamentos,  entre  ellos  que  al  siguiente  dia  de 
la  demarcación  acudió  al  Gobernador  acogiéndose  á  los  be- 
eficios  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  lo  cual 
triplicaba  la  protesta  más  solemne  y  la  más  elocuente  oposi- 
2on  á  las  pretensiones  del  nuevo  registrador;  todo  lo  cual 
produjo  asimismo  D.  Francisco  Bherens: 
Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Luis  Quintanilla, 
presentó  un  ejemplar  del  Boletín  oficial  de  la  provincia  de  San- 

II.— 3.a  33 


514  TRIBUNAL   SUPUKMO. 

tander  de  28  de  Setiembre  de  1871,  en  el  que  se  inserta  una 
relación  suscrita  por  el  Ingeniero  Jefe  de  Minas  D.  José  Lasala 
de  las  operaciones  que  debia  practicar  en  unión  del  Auxiliar 
D.  José  Ferrer  y  Estrader  en  los  términos  municpales  del 
partido  de  Entrambasaguas  en  los  dias  3  al  11  de  Octubre, 
único  período,  figurando  en  dicha  relación  la  mina  Abundante 
y  su  interesado  D.  José  Quintanilla;  como  también  una  escri- 
tura otorgada  en  Pamanes  á  12  de  Setiembre  de  1872,  por  la 
que  D.  José  Quintanilla  cedió  á  su  hijo  D.  Luis  todos  los  de- 
rechos y  acciones  que  pudieran  corresponderle  en  una  mina 
titulada  Abundante  ^  que  el  primero  habia  registrado  á  su  nom- 
bre por  encargo  y  cuenta  del  segundo,  pretendiendo  que  se 
confirmase  la  providencia  gubernativa,  y  en  su  consecuencia 
que  se  absolviese  á  la  Administración  de  la  demanda  por  los 
fundamentos  que  adujo,  siendo  uno  de  ellos  el  que  cuando 
Ratier  se  acogió  á  los  beneficios  de  la  ley  de  1868  llevaba  ya 
cinco  meses  de  incoado  su  expediente,  y  no  se  le  notificó  la 

{>rovidencia  recaida  ni  tuvo  conocimiento  de  tal  solicitud,  por 
o  que  para  él  no  pudo  causar  estado  aquella;  y  que  además 
estaba  caducada  en  aquel  entonces  la  concesión  de  Ferrerin 
Quinta  á  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  cuarto  del  ar- 
tículo 65  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  reformada  por  la 
de  4  de  Marzo  de  1868: 

Resultando  que  CQrrido  el. traslado  al  Ministerio  fiscal,  pi- 
dió se  revocase  la  providencia  gubernativa  reclamada,  fun- 
dándose en  que  Ratier  se  acogió  á  los  beneficios  de  la  ley  para 
la  nueva  legislación  de  minas  cuando  no  existia  en  tramita- 
ción ningún  expediente  de  denuncio  ó  de  caducidad,  pues  el 
incoado  por  Quintanilla  lo  fué  exclusivamente  de  registro:  que 
tampoco  se  instruyó  aquel  de  oficio;  y  que  si  bien  se  trató  dr 
acreditar  la  caducidad  por  falta  de  pueble,  fué  después  d? 
haber  optado  Ratier  por  dichos  beneficios  y  haberse  opuesto 
á  la  entrega  del  titulo  de  la  mina  Abundante,  siendo  en  todo 
distinto  el  registro  al  denuncio: 

Resultando  que  concedido  á  las  partes  el  derecho  de  re-, 
plicar  y  contrareplicar,  lo  verificaron  respectivamente,  preseu* 
tando  el  demandante  tres  cartas  de  pago  de  los  tres  último* 
trimestres  por  los  derechos  de  superficie  de  la  citada  miiM 
Ferreria  Quinta: 

Resultando  que  recibidos  los  autos  á  prueba,  presentó  1* 
misma  el  Real  título  de  propiedad  de  la  mencionada  miu*« 
expedido  en  27  de  Enero  de  1863  é  inscrito  en  el  Registro  di¡ 
la  propiedad  de  Entrambasaguas,  con  la  explicación  del  plau  ¡I 
de  demarcación  dada  por  el  Cuerpo  Nacional  de  Ingeniero*  J*1 
i  en  9  de  Junio  del  mismo  año,  la  primera  copia  de  uui 
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escritura  otorgada  en  Santander  4  14  de  Enero  de  1871,  por 
la  que  D.  Alban  Ratier  ratificó  el  contrato  de  cesión  de  varias 
minas,  entre  las  que  figura  Ferrerla  Quinta,  en  favor  de  su 
hermano  D.  Luis  Ratier  y  su  esposa;  y  otra  copia  de  escritura 
de  venta  otorgada  en  1.  de  Abril  de  1872  por  estos  últimos 
k  favor  de  D.  Francisco  Bherens  de  la  repetida  mina,  con  la 
condición  de  que  si  á  éste  se  le  tratase  de  molestar  por  cual- 
quiera motivo  en  la  posesión  de  lo  que  adquiría,  quedaban 
obligados  á  sostener  las  cuestiones  que  se  promoviesen,  cuyas 
escrituras  fueron  registradas  oportunamente  en  el  de  la  pro- 
piedad del  partido;  y  la  parte  demandada  prestó  su  aquies- 
cencia pajra  evitar  el  cotejo,  reconociendo  la  autenticidad  de 
los  demás  documentos: 

Resultando  que  para  igual  fin  se  compulsó  de  un  expe- 
diente de  minas  la  exposición  que  D.  Luis  Ratier  elevó  al  Go- 
bernador en  8  de  Octubre  de  1871  acogiéndose  al  decreto-ley 
de  Diciembre  de  1868  para  las  minas  de  su  pertenencia  Fer- 
reria  Cuarta  y  Quinta,  situada  la  última  en  Pamanes,  pidiendo 
se  tomase  nota  al  efecto  para  los  fines  del  art.  19  de  las  bases 
generales  de  dicha  ley,  y  se  le  diese  certificación  para  su  res- 
guardo; por  lo  que  el  Gobernador  decretó  en  el  dia  13  del 
mismo  mes  y  año  declarando  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  art.  30  del  precitado  decreto,  que  quedaban  acogidas  á  él 
las  referidas  concesiones  por  resultar  (jue  ningún  denuncio 
pesaba  sobre  ella3,  y  que  se  diese  conocimiento  á  la  Adminis- 
tración económica;  habiendo  manifestado  el  Jefe  de  la  Sección 
de  Fomento  al  hacerse  la  compulsa  que  en  su  oficina  no  habia 
existido  ni  existia  ningún  otro  documento" en  orden  á  la  Fer- 
reria  Quinta;  y  también  se  hizo  constar  del  libro  9.°  que  pre- 
sentó por  señalamiento  del  representante  del  demandado,  que 
D.  José  Quintanilla  presentó  alas  diez  y  media  de  la  mañana 
del  17  de  Mayo  de  1871  solicitud  de  registro  de  20  pertenen- 
cias de  mineral  para  la  titulada  la  Abundante;  qué  esta  mina 
estaba  en  tramitación  en  orden  á  que  en  24  de  Setiembre  de 
1871  resultaba  en  el  libro  n.úm.  4.    de  cuentas  de  depósitps 
de  minas  haber  satisfecho  al  Ingeniero  Lasala  por  la  demar- 
cación 53  pesetas  75  cents.: 

Resultando  que  k  instancia  de  D.  Luis  Quintanilla  se  com- 
pulsó el  asiento  original  de  registro  de  20  pertenencias  para 
la  mina  Abundante  ya  referida;  y  además  certificó  el  Jefe  In- 
terventor con  el  V.°  B.°  del  Administrador  que,  según  asienton 
de  cargaremes,  resultaba  que  D.  José  Quintanilla,  registrador 
de  la  mina  Abundante,  k  quien  se  le  adjudicó  con  seis  perte- 
nencias y  superficie  de  60.000  metros  cuadrados,  lo  fué  en  24 
de  Octubre  de  1871,  y  habia  ingresado  en  la  Caja  la  cantidad 
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de  40  pesetas  80  cents.,  importe  de  los  derechos  de  superficie 
de  dicha  mina  desde  la  fecha  de  su  concesión  hasta  30  de 
Junio  de  1873,  en  la  forma  y  con  expresión  de  las  fechas  y 
números  de  las  cartas  de  pago  que  se  citan: 

Resultando  que  con  mérito  á  todo  y  en  11  de  Noviembre 
de  1873  dictó  sentencia  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Burgos  declarando  que  D.  Luis  Ratier  habia  perdido  el  dere- 
cho que  tenia  adquirido  sobre  la  Ferreria  Quinta  en  la  parte 
que  se  habia  sobrepuesto  la  mina  Abundante,  en  cuya  porción 
únicamente  y  para  los  efectos  legales  sucesivos  se  reputaba 
caducada,  conservando  la  plenitud  de  sus  derechos  en  las  de- 
mas  porciones  y  pertenencias  de  aquella,  y  que  la  concesión 
de  la  segunda  era  válida  y  subsistente ,  debiendo  entregarse 
á  D.  Luis  Quintan  illa  el  título  de  propiedad: 

Resultando  que. habiendo  pedido  éste  interpretación  del 
anterior  fallo,  como  le  fuese  denegado,  apeló  del  auto  en  que 
se  acordara  así,  y  la  Sala  ha  declarado  no  haber  lugar  á  esta 
apelación: 

Resultando  que  venidos  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo 
á  virtud  de  los  recursos  de  apelación  y  nulidad  que  interpu- 
sieron y  les  fueron  admitidos  á  D.  Luis  Ratier  y  1).  Francisco 
Bherens,  como  el  último  no  se  presentase  á  sostenerlos,  le 
acusó  la  rebeldía  el  Ministerio  fiscal ,  y  la  Sala  declaró  de- 
sierto dicho  recurso  para  con  el  mismo,  y  por. adheridos  á 
Quintanilla  y  al  Fiscal  al  interpuesto  por  Ratier: 

Resultando  que  mejorándoles  este  último,  representado  por 
el  Procurador  D.  Lorenzo  de  Póo  y  Espejo,  á  quien  se  tuvo 
por  parte,  pidió  se  revoque  y  se  anule  la'precitada  sentencia 
en  cuanto  aeclara  que  ha  perdido  el  derecho  que  tenia  adqui- 
rido sobre  la  mina  Ferreria  Quinta  en  la  parte  que  se  ha  sobre 
puesto  la  Abundante,  la  cual  deja  válida  y  subsistente,  fun- 
dado en  que,  según  el  art.  30  de  las  bases  de  Diciembre  de 
1868,  los  dueños  anteriores  de  minas,  contra  las  que  no  exis- 
tiese denuncio  en  tramitación,  podrían  optar  por  los  preceptos 
de  la  misma  ley  y  adquirir  aquellas  á  perpetuidad :  que  la 
Real  orden  de  18  de  Abril  de  1860  y  la  doctrina  legal  ema- 
nada de  todas  las  leyes  de  minería  que  han  regido  y  rigen 
hoy  en  España,  con  arreglo  á  la  aue  existe  diferencia  esen- 
cial entre  denuncio  y  registro;  en  la  doctrina  de  que  un  de- 
recho concedido  por  la  Administración,  previos  todos  los  trá- 
mites de  ley  y  reglamento,  es  inviolable  para  todos  aun  cuan- 
do no  hayan  intervenido  en  el  expediente  donde  se  otorgó,  y 
el  precepto  de  la  Ley  hipotecaria ,  según  el  cual ,  el  tercero 
que  suscribe  un  título  se  pone  á  cubierto  de  toda  acción  res- 
cisoria  ó  resolutoria:  que  el  principio  emanado  de  todo&  y 


SENTENCIAS   DE    1874.  517 

cada  uno  de  los  artículos  de  las  Leyes  de  Minas ,  claramente 
expresado  en  el  preámbulo  del  decreto-ley  de  bases,  y  encar- 
nado en  estas,  declara  que  sólo  puede  conceder  el  Estado  los 
terrenos  francos,  pero  no  los  que  ya  fueron  objeto  de  una 
concesión  anterior,  aun  cuando  éste  haya  incurrido  en  alguna 
de  las  causas  de  caducidad,  siempre  que  ésta  no  hubiese  sido 
declarada  legal  y  ejecutoriamente:  que  en  minería  no  se  ad- 
quieren derechos  ni  se  prescinde  de  la  actual  observancia  y 
el  estricto  cumplimiento  de  las  prescripciones  legales  y  re- 
glamentarias consignadas  en  la  disposición  general  16  del 
reglamento  de  24  de  Junio  de  1868;  el  principio  también  legal 
de  que  en  minería  la  prioridad  determina  la  preferencia  de 
derecho,  y  el  de  que  el  dominio  no  se  pierde  más  que  por 
enajenación  en  forma  de  derecho  ó  por  prescripción  con  los 
requisitos  de  ley : 

Resultando  que  tenido  asimismo  por  parte  al  Licenciado 
ü.  Felipe  García  Lomas,  que  se  presentó  á  nombre  y  con  poder 
de  D.  Luis  Quintanilla  Prieto,  contestó  al  anterior  escrito  so- 
licitando se  confirme  la  providencia  del  Gobernador  civil  de 
Santander  de  5  de  Agosto  de  1872  en  cuanto  declara  caducada 
la  concesión  de  la  Ferreria  Quinta,  y  que  §e  declare  que  el  pro- 
cedimiento es  nulo  por  carecer  de  competencia  la  Audiencia 
para  atender  y  fallar  acerca  de  si  Ratier  conservó  la  plenitud 
de  sus  derechos  en  las  porciones  de  dicha  mina  en  que  no  se 
ha  superpuesto  la  Abundante,  y  mucho  más  para  declarar  vá- 
lida y  subsistente  la  concesión  de  esta  úítima,  lo  cual  perte- 
necía al  Ministerio  de  Fomento;  exponiendo  á  este  fin  que  el 
artículo  30  de  la  Ley  de  bases  de  29  de  Diciembre  de  1868  con- 
cede que  puedan  acogerse  á  sus  beneficios  sólo  los  dueños  an- 
teriores de  minas  contra  las  que  no  existiese  denuncio  en  tra- 
mitación; y  D.  Luis  Ratier  no  era  dueño  ya  de  la  Ferreria 
Quinta,  caducada  por  falta  de  pueble,  y  que  pendía  ya  contra 
ella  el  registro  de  la  Abundante:  que  los  artículos  50  y  79  del 
reglamento  de  1.°  de  Junio  de  1868  sustituyeron  al  denuncio 
antiguo  el  registro,  borrándose  la  diferencia  entre  uno  y  otro,  y 
comprendiendo  bajo  este  nombre  ó  el  de  registro-denuncio  los 
denuncios  y  registros:  la  doctrina  de  que  las  concesiones  ad- 
ministrativas de  derecho  llevan  siempre  implícita  la  condición 
de  sin  perjuicio  de  tercero,  y  que  los  nechos  por  ignorancia  de 
una  circunstancia  que  las  invalida  no  confieren  derecho:  que 
cuando  esta  concesión  choca  con  otra  concesión  de  igual  fuer- 
za, ambas  quedan  sujetas  á  la  revisión  del  superior,  que  ha  de 
decidir  cuál  es  la  válida:  que  los  preceptos  de  la  Ley  hipote- 
caria declara»  que  la  inscripción  no  convalida  la  nulidad  de 
los  actos  ó  contratos,  y  que  los  que  lleven  en  sus  condiciones 
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resolutorias  que  consten  en  el  registro  invalidan  respecto  á 
tercero  el  derecho  que  pudo  haber  adquirido:  que  en  el  pár- 
rafo cuarto  del  art.  79  del  reglamento  se  expresa  «que  si  se  ig- 
nora la  concesión  de  una  mina  y  se  registra  su  terreno  y  se 
concede  el  registro,  queda  firme  aun  cuando  no  se  haya  de- 
clarado previamente  la  caducidad; »  y  el  tercero  del  mismo 
artículo  sienta  el  precepto  de  que  en  el  caso  anterior,  si  el 
expediente  no  se  ha  concluido,  no  perjudica  para  que  se  con- 
ceaa  el  registro  pedido  el  que  no  se  haya  solicitado  la  cadu- 
cidad: que  la  doctrina  de  que  los  defectos  de  los  expedientes 
que  impiden  la  adquisición  de  derechos,  según  la  regla  16, 
son  los  esenciales  que  imponen  obligaciones  á  los  peticionarios 
ó  están  expresamente  prevenidos  en  las  leyes  y  reglamento?: 
que  el  principio  de  que  el  dominio  limitado  que  se  adquiere 
por  la  concesión  de  minas  se  pierde  por  la  enajenación  eu 
forma  de  derecho ,  por  prescripción  y  por  caducidad,  siendo 
motivo  de  ésta  el  no  tener  poblada  la  mina  en  los  términos 
que  previenen  los  artículos  50,  53  y  65  de  la  Ley  de  Minas 
reformada  en  4  de  Marzo  de  1868:  que  según  el  art.  24  de  la 
ley,  si  á  los  sesenta  dias  de  la  publicación  de  la  investigación 
no  presentan  sus  oposiciones  los  que  se  consideren  con  dere- 
cho al  todo  ó  parte  del  terreno  solicitado,  no  les  serán  des- 
pués admitidas:  que  el  art.  45  del  reglamento  previene  que 
contra  las  reclamaciones  no  se  admitirán  más  recursos  que  las 
protestas,  observaciones  y  reclamaciones  que  se  hiciesen  en  el 
acto;  y  que  según  el  89  de  la  ley  y  86  del  reglamento,  res- 
pecto á  la  validez  ó  nulidad  del  expediente  de  registro  de  la 
Abundante  debe  entender  el  Consejo,  hoy  este  Tribunal,  en 
primera  y  única  instancia,  provocándose  previamente  la  orden 
ministerial  que  ponga  término  á  la  vía  gubernativa ;  pidiendo 
por  un  otrosí  que  se  mandasen  suspender  las  labores  de  la  mina 
Perrería  Quinta,  ó  que  el  demandante  prestase  fianza: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó 
igualmente  pidiendo  se  sirva  la  Sala  absolver  de  la  demanda  á 
la  Administración  del  Estado,  y  confirmar  el  decreto  que  fué 
objeto  de  ella,  apoyada  en  que  la  sentencia  recurrida  no  es 
congruente  con  las  pretensiones  deducidas  por  las  partes,  y 
además  se  ha  dictado  con  exceso  de  poder  al  declarar  rálida  y 
subsistente  la  concesión  de  Ja  mina'  Abundante,  cosa  no  soli- 
citada por  las  mismas,  sino  la  procedencia  ó  improcedencia  de 
la  caducidad  acordada  por  el  Gobernador,  por  lo  cual  procedió 
declarar  su  nulidad  por  haberse  extralimitado  de  las  faculta- 
des ó  atribuciones  que  las  leyes  confieren:  que  procede  la  con- 
firmación del  decreto  reclamado,  porque  la  mina  Perrería 
Quinta  incurrió  en  caducidad  con  arreglo  al  caso  4.°  del  ar- 
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• 

tículo  05  de  la  Ley  de  Minas  rigente,  pues  el  abandono  está 
demostrado  con  los  informes  del  Ingeniero:  que  el  acto  del 
Gobernador  concediendo  á  D.  Luis  Ratier  la  concesión  á  per- 
petuidad de  la  mina  Ferreria  Quinta  adolece  de  los  vicios  de 
obrepción,  pues  no  ignoraba  el  denuncio  qué  pendia  sobre  ella, 
y  no  lo  debió  ocultar  aquel  al  hacer  su  solicitud ,  estando 
conforme  por  otrosí  con  la  petición  de  D.  Luis  Quintanilla,  á 
que  la  Sala  declaró  no  haber  lugar. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites. 

Considerando,  en  cuanto  á  la  pretensión  de  nulidad  dedu- 
cida por  el  Ministerio  fiscal,  y  en  nombre  del  coadyuvante  Don 
Luis  Quintanilla,  contra  la  sentencia  dictada  en  11  de  Noviem- 
bre de  1873  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Burgos, 
que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  68,  88  y  93  de  la  Ley 
de  4  de  Marzo  de  1868,  en  minería  solamente  procede  recurso 
contencioso  ante  los  Consejos  provinciales,  en  el  dia  ante  las 
Audiencias,  contra  la  declaración  de  caducidad  acordada  por 
los  Gobernadores  de  provincia,  y  acerca  «de  las  cuestiones 
que  se  promuevan  entre  la  Administración  y  los  concesiona- 
rios de  minas  sobre  inteligencia  y  cumplimiento  de  las  condi- 
ciones establecidas  en  la  concesión:» 

Considerando  que  «de  toda  otra  disposición  ó  medida  adop- 
tada por  los  Gobernadores  en  minería  puede  representarse  gu- 
bernativamente al  Ministerio  de  Fomento,»  conforme  al  citado 
artículo  88,  y  contra  sus  resoluciones  cabe  también  recurso 
contencioso  en  los  casos  taxativamente  señalados  en  el  89  de 
la  misma  ley: 

Considerando  que  en  tal  concepto  el  recurrente  D.  Luis 
Ratier  se  concretó  en  su  demanda  á  pedir  la  revocación  de  la 

f>rovid«ncia  del  Gobernador  en  que  se  decretó  la  caducidad  de 
a  mina  Ferreria  Quinta  ¡  y  que  se  declare  que  ésta  le  cor- 
responde á  perpetuidad  porque  satisface  los  derechos  de  su- 
perficie y  se  acogió  á  los  beneficios  del  decreto-ley  de  29  de 
Diciembre  de  1868,  y  el  coadyuvante  que  se  confirme  dicha 
providencia;  pretensiones  que  se  hallan  ajustadas  á  los  citados 
preceptos  legales,  y  las  únicas  que  deben  ser  objeto  de  deci- 
sión en  este  pleito: 

Considerando,  por  tanto,  que  limitada  por  la  ley  la  juris- 
dicción de  la  referida  Sala  de  lo  civil  á  conocer  sólo  de  la 
cuestión  sobre  caducidad,  es  nulo  lo  resuelto  en  dicha  senten- 
cia en  la  parte  que  «declara  válida  y  subsistente  la  concesión 
de  la  mina  La  Abundante,  otorgada  á  favor  de  D.  Luis  Quin- 
tanilla,» porque  esta  resolución  corresponde  en  la  vía  admi- 
nistrativa al  Gobernador  con  recurso  de  alzada  al  Ministerio 
de  Fomento,  y  el  contencioso  ante  esta  Sala,  y  además  porque 
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en  esa  sentencia  se  decide  sobre  cosas  no  pedidas,  y  no  es 
congruente  con  las  pretensiones  de  las  partes: 

Considerando,  respecto  á  la  cuestión  de  fondo,  que  al  dic- 
tarse en  el  art.  79  del  reglamento  publicado  en  24  de  Junio 
de  1868  las  reglas  para  la  más  completa  inteligencia  de  lo  que 
dispone  en  el  artículo  precedente  y  en  la  Ley  de  Minas,  pres- 
cribe en  la  3.a  «que  cuando  se  solicite  simplemente  un  re- 
gistro sin  expresar  que  en  el  terreno  designado  existe  una 
concesión  anterior,  y  siir  pretender  por  consiguiente  la  opor- 
tuna declaración  de  nulidad,  esta  circunstancia  no  invalida 
lo  solicitado,  ni  perjudica  al  logro  de  la  concesión  á  que  se 
aspira;»  y  lo  que  debe  hacerse  «en  cualquiera  estado  délos 
expedientes  de  registro,  en  cuanto  llegue  á  constar  la  exis- 
tencia de  una  concesión  anterior  no  caducada  legalmente,  es 
suspender  la  prosecución  de  los  que  están  en  trámite  hasta 
practicar  á  continuación  de  los  mismos  las  diligencias  para  la 
declaración  que  corresponda;  volviendo  á  seguir  su  curso, 
según  el  estado  que  tuviera,  tan  luego  como  la  caducidad 
sea  ejecutoria,  ó  cancelándose  en  el  caso  contrario:* 

Considerando  que  la  regla  4.a  del  citado  art.  79  previene 
que  «si  por  ignorarse  y  no  hacerse  constar  la  existencia  de 
una  concesión  anterior  en  el  terreno  solicitado,  siguiese  el 
expediente  todos  sus  trámites  hasta  concederse  una  investi- 
gación ó  registro  después  de  trascurrido  el  plazo  para  recla- 
mar, según  la  ley  y  el  art.  86  de  este  reglamento,  sin  haberlo 
verificado,  no  se  admite  recurso  alguno  que  tenga  por  objeto 
anular  el  nuevo  expediente,  fundándose  en  la  falta  de  la  de- 
claración previa  de  caducidad ,  para  estos  casos  y  .para  todo* 
los  efectos  legales  sucesivos  se  reputa  caducada  la  concesión 
en  cuyo  terreno  posteriormente  se  haya  obtenido  otra,  de 
cualquiera  clase  que  sea:» 

Considerando  que  en  virtud  de  tan  explícitas  como  deci- 
sivas disposiciones  es  incontrovertible  que  con  sólo  registrar 
una  mina  se  sobreentiende  que  está  denunciada  la  caducidad 
de  cualquiera  concesión  preexistente  en  el  terreno  solicitado, 
de  tal  manera  que  el  registro,  aun  no  expresándolo,  tiene  la 
misma  fuerza  que  el  denuncio  que  para  ese  caso  requería  la 
legislación  minera  anterior,  y  mucha  mayor  trascendencia, 
por  si  no  se  reclamaba  contra  aquel  dentro  de  los  plazos  ira- 
prorogables  establecidos  en  la  ley  y  reglamento  citados,  «para 
todos  los  efectos  legales  sucesivos  de  derecho  se  reputa  ca- 
ducada la  concesión  en  cuyo  terreno  se  haya  obtenido  otra 
posterior,»  sin  que  contra  esta  doctrina  puedan  invocarse 
útilmente  leyes,  reglamentos  ni  Reales  órdenes  que  se  hallan 
reformadas  acerca  de  este  particular: 
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Considerando  que  tienen  perfecta  aplicación  al  caso  actual 
las  mencionadas  disposiciones,  puesto  que  D.  José  Quintan  illa, 
en  cuyos  derechos  se  subroga  su  hijo  D.  Luis,  presentó  el  17 
de  Mayo  de  1871  en  el  Gobierno  civil  de  Santander  la  solici- 
tud de  registro  de  la  mina  Abundante  con  todas  las  solemni- 
dades prevenidas  en  la  legislación  vigente,  que  admitida  se 
publicó  en  forma:  que  trascurrieron  los  sesenta  dias  que  pre- 
fija el  art.  24  de  la  ley  sin  que  nadie  se  haya  presentado  en 
oposición:  que  en  19  de  Junio  se  mandó  que  el  Ingeniero  pro- 
cediese á  la  demarcación,  y  que  se  verificó,  previo  el  corres- 
pondiente anuncio,  en  7  de  Octubre,  también  sin  reclamación 
alguna:  que  en  24  del  propio  mes  el  Gobernador  aprobó  el 
expediente  de  registro,  y  mandó  expedir  el  título  de  propiedad 
de  la  mina  referida,  por  la  cual  el  concesionario  ha  pagado 
el  derecho  de  superficie: 

Considerando  que  en  tal  estado  acudió  D.  Luis  Ratier  en  19 
de  Noviembre  siguiente,  al  Gobernador  oponiéndose  á  la  en- 
trega del  título  de  la  expresada  mina  Abundante ,  porque  se 
habia  demarcado  en  pertenencias  de  la  titulada  FerreHa  Quin- 
ta, que  estaba  «bajo  el  imperio  del  decreto-ley  de  29  de  Di- 
ciembre de  1868,  y  que  efectivamente  de  los  antecedentes  uni- 
dos al  expediente  aparece  que  aquella,  se  halla  situada  en  su 
mayor  parte  sobre  una  de  las  pertenencias  de  ésta,  que  el  con- 
cesionario de  la  mina  FerreHa  Quinfa  optó  en  8  de  Octubre  del 
expresado  año  por  las  disposiciones  de  dicho  decreto-ley:  que 
el  Gobernador  en  providencia  de  13  del  mismo  mes  la  declaró 
acogida  á  sus  beneficios,  y  por  consiguiente  que  le  pertenecía 
á  perpetuidad ; »  derecho  que  es  preciso  definir  y  apreciar  se- 
gún sus  condiciones  especiales  á  fin  de  aquilatar  su  valor  y 
eficacia  al  propósito  con  que  se  alega : 

Considerando  que,  con  arreglo  al  art.  30  del  precitado  de- 
creto-ley, «los  actuales  dueños  de  minas  pueden  optar  libre- 
mente entre  la  ley  que  regía  y  este  decreto,  con  tal  que  ningún 
denuncio  contra  dichas  minas  se  halle  en  tramitación,  y  que 
desde  el  dia  que  se  acojan  al  referido  decreto  y  comiencen  A 
pagar  el  canon  correspondiente  adquieran  la  mina  á  perpe- 
tuidad:» 

Considerando  que,  después  de  haber  demostrado  que  el  re- 
gistro, conforme  á  la  legislación  vigente,  surte  los  mismos 
efectos  que  el  denuncio,  es  indudable  que  D.  Luis  Rptier  no 
podia  optar  por  acoger  la  mina  FerreHa  Quinta  á  los  benefi- 
cios del  mei}cionado  decreto-ley,  puesto  que  se  hallaba  en  tra- 
mitación y  demarcado  el  registro  de  La  Abundante  sin  oposi- 
ción ni  reclamación  alguna;  circunstancia  esencial  por  la  que, 
según  el  predicho  art.  30,  se  hallaba  terminantemente  excluido 
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el  primitivo  concesionario  de  la  adquisición  de  los  nuevos  de- 
rechos á  que  aspiraba : 

Considerando  que  lo  acordado  en  la  mencionada  providen- 
cia de  13  de  Octubre,  como  en  todas  las  de  análoga  naturaleza 
que  se  dictan  sin  solemnidades  ni  publicidad ,  se  entienden 
siempre  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  tercero,  y  que  por  tanto 
no  tienen  el  carácter  de  irrevocables  y  ejecutorias  especialmente 
como  en  el  caso  actual,  son  nulas  á  causa  de  haberse  impetrado 
y  obtenido  con  el  vicio  de  subrepción;  recurso  ilegal  y  extern- 

Soráneo  que  se  ha  empleado  para  eludir  cautelosamente  la  pér- 
ida  de  derechos  en  que  había  incurrido  respecto  de  la  conce- 
sión de  la  Ferreria  Quinta  por  no  haberse  opuesto  al  registro 
de  La  Abundante  ni  reclamado  contra  su  demarcación,  según 
queda  ya  manifestado,  y  á  fin  de  conseguir  la  adquisición  de 
aquella  á  pertuidad  á  que  obstaba  el  referido  registro : 

Considerando  que,  según  el  núm.  4.°  del  art.  65  de  la 
expresada  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  «caduca  y  se  pierde  la 
propiedad  de  las  pertenencias  de  minas  por  abandono,  no 
guardándose  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  50  al  53 
inclusive , »  en  los  cuales  se  previene  que  desde  su  toma  de 
posesión  para  que  reputen  pobladas  y  en  actividad  es  nece- 
sario que  se  ejecuten  labores  formales  con  cuatro  operarios 
por  cada  pertenencia  durante  la  mitad  del  año,  sin  que  sea  in- 
dispensable para  el  pueble  que  estén  los  trabajadores  distri- 
buidos en  tocias  las  pertenencias  de  la  concesión ,  sino  que  pue- 
den acudir  á  donde  más  convenga  á  los  intereses  de  la  empresa; 
facultando  la  misma  ley  en  el  art.  68  á  los  Gobernadores  para 
decretar  la  caducidad ,  ya  de  oficio ,  ya  á  instancia  de  parte 
por  medio  de  registro  : 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  manifestado  por  el  In- 
geniero en  los  informes  emitidos  en  29  de  Diciembre  de  1871 
Ír  9  de  Julio  siguiente ,  aparece  probado  concluj'entemente  por 
os  reconocimientos  periciales  practicados  que  en  la  mina  der- 
rería Quinta  no  se  estableció  labor  alguna  antigua  ni  moder- 
na, ni  se  conservaron  las  mojoneras  según  ordena  el  art.  33 
de  la  ley :  que  en  el  terreno  que  ocupa  no  habia  minas  ni  nada 
que  indicase  la  existencia  de  una  concesión;  y  que  durante  el 
espacio  de  ocho  ó  nueve  años ,  desde  que  se  posesionó  de  ella 
el  concesionario ,  ha  estado  desierta  y  abandonada ,  sin  que  en 
contrario  se  haya  dado  ni  aun  siquiera  ofrecido  justificación 
alguna ;  y  por  consiguiente  es  indudable  que  procede  la  de- 
claración de  caducidad  de  la  referida  mina  con  arreglo  á  las 
precitadas  disposiciones  legales,  y  que  es  justa  la  providencia 
ael  Gobernador  de  5  de  Agosto  de  dicho  año  -de  1872,  contra 
la  qué  se  reclama: 
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Y  considerando,  por  último,  que  según  lo  indicado  ante- 
riormente ,  el  Gobernador  estaba  autorizado  para  decretar  de 
oficio  la  caducidad  de  la  mina  Ferreria  Quinta ,  y  por  tanto 
que  habiéndola  acordado  coa  tanta  justicia  por  las  circuns- 
tancias especiales  del  abandono  absoluto  en  que  la  ha  tenido 
el  concesionario,  procede  también  la  confirmación  de  la  ante- 
dicha providencia  acerca  de  este  particular;  y  además  porque 
la  concesión  de  esta  mina,  aunque  comprende  varias  perte- 
nencias, debe  reputarse  indivisible  conforme  al  art.  18  de  la 
ley ,  puesto  que  no  se  hizo  constar  que  estas  se  hayan  sepa- 
rado con  aprobación  del  Gobernador ; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Luis 
Ratier  en  5  de  Setiembre  de  1872,  á  la  que  se  adhirió  D.  Fran- 
cisco Bherens  en  18  de  Noviembre  siguiente:  declaramos  fir- 
me y  subsistente  la  providencia  acordada  por  el  Gobernador 
civil  de  Santander  en  5  de  Agosto  del  mismo  año,  contra  la 
que  se  reclama ;  y  en  su  virtud  aculamos  y  revocamos  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos en  11  de  Noviembre  de  1873  en  cuanto  no  se  halle  con- 
forme con  ésta. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  ori- 
ginales á  la  referida  Sala  sentenciadora  por  el  conducto  pre- 
venido y  con  la  oportuna  certificación ,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmarnos.  =  Juan  González  Acevedo.  =  José  María 
Herreros  de  Tejada. =Juan  Jiménez  Cuenca.  ==  Manuel  Leon.= 
Ignacio  Vieites.=Luis  Vázquez  Mondragon.  =  Diego  Fernan- 
dez Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ignacio  Vieites,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  16  de  Diciembre 
de  1874.=Enrique  Medina. 
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Núm.  83. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Sbrvicio  de  trasportes.— Sentencia  de  18  de  Diciembre,  absol- 
viendo á  la  Administración  general  del  Estado  de  ¡a  demanda 
interpuesta  por  D.  José  Ramón  Pacheco  contra  el  Real  de- 
creto de  9  de  Julio  de  1872. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  es  condición  esencial  en  los  contratos  de  toda,  clase 
de  servicios  públicos  por  cuenta  del  Estado  la  de  que  estos  ha- 
yan de  celebrarse  por  remate  solemne]  previa  la  correspondiente 
subasta,  á  tenor  de  lo  que  como  base  fundamental  se.  establece 
en  el  art.  1.°  del  Real  decreto  orgánico  de  27  de  Febrero  de  1852. 

2.°  Que  esta  regla  general  tiene  sin  embargo  sus  naturales 
excepciones  en  aquellos  casos  en  que  la  contratación  sea  de  re- 
conocida  urgencia  que  demandase  un  pronto  servicio  sin  dar 
lugar  á  trámites  dilatorios ,  ó  cuando  después  de  dos  subastas 
consecutivas  no  haya  habido  lidiadores,  ó  también  cuando  h 
seguridad  del  Estado  exijg,  garantios  especiales f  y  en  otros  mu- 
chos que  se  determinan  en  dicho  art.  1.°  y  6.°  del  citado  Real 
decreto y  y  que  se  reproducen  en  el  16  de  la  instrucción  comple- 
mentaria aprobada  por  Real  orden  de  3  de  Junio  de  aquel  mis- 
mo año. 

3.°  Que.  para  la  celebración  de  cualquier  contrato  de  los  ex- 
ceptuados del  remate  público  deberá  proceder  un  Real  decreto 
que  la  autorice ,  expedido  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  en 
pleno;  y  que  para  su  completa  validez  será  también  necesaria 
la  aprobación  superior  a  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  núm.  10 
del  art.  6.°  y  en  el  7.°  del  repetido  Real  decreto  y  en  el  11  de 
la  enunciada  instrucción. 

4.°  Que  en  el  art.  12  de  esta  última  se  previene  que  en  los 
casos  ordinarios  cuando  la  subasta  segunda  no  diese  resultados 
aceptables  para  poder  adjudicar  el  servicio,  se  hará  éste  direc- 
tamente por  la  Administración  ó  se  procederá  á  contratarlo  sin 
la  solemnidad  del  indicado  remate  público  y  por  el  medio  que 
según  las  circunstancia  se  crea  más  conveniente^  consultando  el 
caso  con  el  Gobierno  para  su  resolución. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  18  de  Diciembre  de  1874,  en  el 
pleito  contencioso-administrativo,  seguido  en  este  Tribunal 
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Supremo,  en  primera  y  única  instancia,  entre  D.  José  Ramón 
Pacheco,  representado  por  el  Doctor  D.  Francisco  Iribarren  y 
Somera .  y  el  Ministerio  fiscal ,  en  nombre  de  la  Administra- 
ción del  Estado,  sobre  que  se  revoque  el  Real  decreto  de  9  de 
Julio  de  1872,  que  entre  otra9  cosas  dispuso  que  el  dia  31 
del  referido  mes  cesase  el  vapor  San  José  y  San  Agustín  en 
el  servicio  de  trasportes  entre  Málaga  y  los  presidios  menores 
de  África: 

Resultando  que  rematado  el  servicio  de  trasportes  entre 
Málaga  y  las  plazas  de  Melilla,  Chafarinas,  Alhucemas  y  Pe- 
ñón de  Veléz  de  la  Gomera  en  1865  á  favor  de  D.  Francisco 
de  Paula  Ferro,  como  apoderado  de  D.  Francisco  Benavente, 
en  la  cantidad  de  60.130  rs.  los  viajes  ordinarios  de  cada  mes 
y  3.000  en  cada  uno  de  los  extraordinarios,  hizo  cesión  de 
este  servicio  á  favor  de  D.  José  Ramón  Pacheco  bajo  el  mis- 
mo pliego  de  condiciones  por  aquel  aceptado ,  siendo  entre 
ellas  la  26  que  este  contrato  duraría  dos  años,  á  contar  desde 
que  el  buque  reconocido  eu  la  forma  establecida  en  las  ante- 
riores se  declarase  útil  con  la  tripulación  y  todo  lo  necesa- 
rio, y  se  presentase  con  él  su  Capitán  en  Málaga  al  Comisario 
Inspector  de  los  presidios  menores,  reservándose  la  Adminis- 
tración militar  el  derecho  de  prorogar  el  contrato  por  uno  ó 
dos  años  "toas ,  siendo  obligatoria  esta  próroga  para  con  el 
contratista,  avisándole  por  escrito  dos  meses  antes  de  termi- 
nar el  plazo  de  la  obligación  fija: 

Resultando  que  para  asegurar  este  servicio  la  Administra- 
ción militar  celebró  dos  subastas  sin  resultado  alguno  en  24 
de  Mayo  y  15  de  Junio  de  1867;  y  la  Dirección,  haciendo  uso 
del  derecho  establecido  en  la  condición  precedente,  prorogó 
por  dos  años  el  compromiso  del  contratista  Pacheco,  á  contar 
desde  1.°  de  Agosto  siguiente,  por  la  subvención  que  disfru- 
taba, inclusa  en  ella  la  cantidad  de  todos  los  gastos  que  le 
ocasionase  hacer  la  aguada  con  los  mangueros,  y  sujetándose 
en  un  todo  al  pliego  de  condiciones  de  este  servicio  publicado 
en  la  Gaceta  de  28  de  Abril  anterior,  las  cuales  aceptó  el  re- 
presentante del  contratista  haciendo  los  trasportes  con  el 
vapor  de  su  propiedad  San  José  y  San  Agustín,  y  otorgándose 
al  efecto  con  todas  las  solemnidades  legales  la  oportuna  es- 
critura en  20  de  Julio  de  1867: 

Resultando  que  el  mismo  contrato  fué  prorogado  por  dos 
años  más  en  virtud  de  la  escritura  de  22  de  Julio  de  1869, 
debiendo  concluir  esta  nueva  próroga  en  31  de  Julio  de  1871: 
Resultando  que  después  de  modificadas  y  aprobadas  algu- 
nas condiciones  del  pliego,  la  primera  relativamente  á  la  so- 
lidez, aparejo,  fuerza  y  velocidad  del  buque,  la  33  respecto  á 
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la  duración  del  contrato  que  seria  dfc  cuatro  años  en  vez  de 
los  dos;  en  cuanto  á  que  el  precio  límite  por  los  tres  viajes 
mensuales  fuese  de  12.500  pesetas  y  500  por  los  extraordina- 
rios, se  anunció  la  subasta  simultánea  en  Madrid,  Cádiz,  Má- 
laga y  Cataluña  para  el  15  de  Febrero  de  1871 ,  la  cual  no 
tuvo  resultado  por  falta  absoluta  de  licitadores,  á  pesar  de  la 
publicidad  que  se  dio  al  acto: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  21  de  Julio  de  1871,  de 
conformidad  con  la  Sección  de  Guerra  y  Marina  del  Conseja 
de  Estado,  se  anuló  el  remate  verificado  en  favor  de  D.  An- 
tonio Duarte,  y  se  mandó  que  continuase  prestando  el  servicio 
el  actual  contratista  D.  José  Ramón  Pacheco,  sin  perjuicio  de 
ulteriores  subastas: 

Besultando  que  devuelto  á  Duarte  el  depósito  provisional 
que  hizo  para  tomar  parte  en  la  subasta  anulada,  y  volviendo 
á  determinarse  en  10  de  Julio  de  dicho  año  que  Pacheco  si- 
guiese prestando  el  servicio  hasta  nueva  contratación,  su- 
puesto que  así  lo  habia  pretendido,  por  el  tiempo  que  pruden- 
cialmente  se  consideAse  necesario,  por  Real  decreto  de  19  de 
Diciembre  siguiente  S.  M.  el  Rey,  conformándose  con  lo  pro- 

Suesto  por  el  Ministro  de  la  Guerra,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
e  Ministros,  autorizó  la  continuación  del  contrato  tantos 
veces  repetido,  ínterin  se  adquiera  en  pública  subasta  un  bu- 
que de  vapor  que  verificase  dicho  servicio: 

Resultando  que  modificado  y  aprobado  el  pliego  de  con- 
diciones para  la  tercera  subasta,  se  anunció  ésta  en  forma 
legal,  señalándose  para  su  celebración  el  dia  29  de  Enero 
de  1872  en  los  puntos  antes  designados,  como  así  tuvo  lugar, 
resultando  que  la  proposición  más  ventajosa  que  se  hizo  fué 
en  esta  capital  por  D.  Ricardo  Ruiz,  que  ofreció  hacer  dicho 
servicio  por  la  cantidad  de  10.328  pesetas  mensuales  los  viajes 
ordinarios  y  500  pesetas  cada  uno  de  los  extraordinarios,  acom- 
pañando la  carta  de  pago  que  acreditaba  el  depósito  de  15.000 
pesetas  que  se  habia  constituido  en  la  Caja  general  para  res- 
ponder de  esta  proposición;  y  como  no  fuese  suficiente  se 
agregó  una  garantía  por  D.  Antonio  Larraz  en  subsanacion 
de  la  falta  hasta  el  completo  de  la  exigida,  que  admitió  el  Tri- 
bunal que  presidió  la  subasta: 

Resultando  que  remitido  el  expediente  de  subasta  al  Minis- 
terio de  la  Guerra  con  objeto  de  poner  en  su  conocimiento 
todo  lo  ocurrido  para  la  determinación  que  estimase  proce- 
dente, acudieron  respectivamente  el  contratista  Pacheco  y  el 
roponente  Ruiz,  pidiendo  aquel  entre  otras  cosas,  la  nulidad 
e  la  subasta  por  haberse  infringido  el  Real  decreto  de  27  de 
Febrero  de  1852  y  los  artículos  3.°  y  7.°  de  la  instrucción  de  3 
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(le  Junio  en  perjuicio  de  su  derecho  y  del  Tesoro,  puesto  que 
se  ha  visto  privada  la  Administración  de  la  oferta  que  en  otro 
caso- habría  hecho  con  mayor  rebaja  que  todas  las  presentadas» 
y  el  segundo  solicitando  por  el  contrario  que  se  le  adjudicase 
el  remate  por  ser  su  proposición  la  más  beneficiosa;  y  en  otro 
caso  para  que  en  ningún  concepto  pierda  la  Administrado  ji 
los  beneficios  que  ella  proporciona  al  Tesoro,  se  conservase  la 
garantía  afecta  á  la  responsabilidad  de  la  misma,  fijando  como 
tipo  límite  el  ventajosísimo  precio  de  10.328  pesetas  mensua- 
les y  se  anunciase  nueva  subasta  para  que  concurran  los  que 
crean  poder  mejorarla  en  beneficio  de  los  intereses  públicos, 
en  cuyo  obsequio  lo  hacia,  ratificando  Larraz  el  depósito  de 
las  30.000  pesetas  que  constituyó  en  la  Caja  general,  y  que 
quedaron  en  poder  del  Tribunal  de  subasta: 

Resultando  que  también  acudieron  á  la  Dirección  D.  Fran- 
cisco de  Paula  Ferró  y  otros,  y  D.  Segundo  Muñoz,  susten- 
tando la  pretensión  hecha  por  Pacheco,  así  como  D.  Manuel 
María  Yacosa  y  otros  y  D.  José  Sánchez  Toscano,  aquellos  pi- 
diendo aclaraciones  y  aplicaciones  de  varios  artículos  del  plie- 
go de  condiciones,  y  el  último  que  se  uniese  al  expediente  la 
protesta  que  hizo  contra  el  acto  de  la  subasta  por  no  habérsele 
reconocido  como  representante  del  contratista  Pacheco;  y  que 
informadas  todas  estas  solicitudes  por  el  Asesor,  opinó  que  se 
remitiesen  al  Ministro  de  la  Guerra  en  la  forma  gubernativa 
que  se  creyese  más  oportuna: 

Resultando  que  esta  Autoridad  las  pasó  con  los  expedientes 
de  subastas  al  Consejo  de  Estado  en  su  Sección  de  Guerra  y 
Marina,  la  cual  opinó:  primero,  que  entre  las  proposiciones 
presentadas  es  la  más  ventajosa  la  del  referido  Ruiz,  y  que 
no  afectando  el  defecto  que  se  le  atribuye  á  la  legalidad  de 
dicha  proposición,  puesto  que  oportunamente  fué  subsanado, 
no  existían  méritos  suficientes  para  anularla  ó  desecharla:  se- 
gundo, que  en  su  consecuencia  pudiese  adjudicarse  el  remate 
al  mencionado  proponente;  y  tercero,  que  si  no  fuera  conve- 
niente esta  adjudicación  pudiera  promoverse  nueva  subasta 
bajo  la  base  de  su  proposición  garantida  con  el  depósito  de 
15.000  pesetas  que  hoy  se  encuentra,  restringiendo  á  diez  dias 
el  término  del  anuncio  si  fuese  necesario,  observando  en  este 
caso  las  formalidades  y  requisitos  establecidos  en  el  art.  10 
del  Real  decreto  de  27  de  Febrero  de  1852  é  instrucción  de  3 
de  Junio  del  mismo  ano;  y  que  por  Real  orden  de  27  de. Marzo 
de  1872  dicho  Ministro,,  conforme  con  la  última  parte  de  lo 
que  propone  dicha  Sección,  y  por  considerarlo  más  estricta- 
mente legal,  resolvió  que  se  convocase  una  nueva  subasta  bajo 
la  base  de  la  proposición  presentada  por  D.  Ricardo  Ruiz  Gil 
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que  ofreció  hacer  el  servicio  en  10.328  pesetas  por  los  viajes 
mensuales1  ordinarios  y  500  por  los  extraordinarios,  debiendo 
garantizarse  la  proposición  con  el  depósito  de  15.000  pesetas, 
y  restringirse  á  diez  dias  el  término  de  la  nueva,  con  las  for- 
malidades y  requisitos  prescritos  en  las  disposiciones  citadas: 
.  Resultando  que  antes  de  procederse  á  la  nueva  subasta 
acordada,  la  Dirección  general  averiguó  que  algunas  de  las 
personas  que  habían  presentado  exposiciones  y  protestas  dando 
lugar  á  q\ia  se  dilatase  la  contratación  del  servicio  de  que  se 
trata,  no  sólo  no  resultaban  matriculados  como  armadores  ni 
navieros,  sino  que  ni  siquiera  existían: 

Resultando  que  por  esta  causa  dicha  Administración  en  6 
de  Abril  dio  conocimiento  al  Ministro  del  ramo  de  quedar  co- 
municadas las  órdenes  para  la  celebración  de  una  nueva  su- 
basta para  contratar  el  vapor-correo  de  los  presidios  menores, 
proponiendo  para  cortar  los  abusos  que  habían  surgido,  y  que 
no  dejarían  de  cesar  si  no  se  adoptaba  una  providencia  radical: 
que  en  el  caso  de  no  producir  aquella  resultado,  tanto  por  falta 
de  licitadores  como  por  la  del  cumplimiento  del  rematante,  si 
le  hubiese,  se  autorizase  á  esta  Dirección  para  contratar  direc- 
tamente el  servicio,  con  arreglo  al  pliego  de  condiciones  apro- 
bado y  por  el  tiempo  que  considere  conveniente,  sin  exceder 
de  los  cuatro  años  que  el  mismo  pliego  prefija,  y  por  Real  or- 
den de  23  del  mismo  mes  y  año  referido  se  concedió  dicha 
autorización,  puesto  que  estaba  en  armonía  con  lo  que  pre- 
viene el  art.  17  de  la  instrucción  de  3  de  Junio  de  1852  sobre 
contratos  públicos: 

Resultando  que  hechos  los  anuncios  y  publicaciones  ofi- 
ciales para  la  nueva  subasta,  aclaradas  algunas  dudas  que  en 
sentir  dé  algunos  licitadores  entrañaba  el  pliego  de  condicio- 
nes, y  reiterada  la  protesta  de  D.  José  Ramón  Pacheco,  en  25 
de  Abril  tuvo  efecto  la  subasta  simultánea  en  los  cuatro  puntos 
ya  referidos,  presentándose  dos  proposiciones:  una  en  Cádiz 
por  D.  José  Pérez  Baro  ofreciendo  hacer  el  servicio  por  7.788 
pesetas  mensuales  los  viajes  ordinarios,  y  500  los  extraordi- 
narios, acompañando  la  carta  de  pago  del  depósito  previo;  y 
la  otra  en  Madrid  enteramente  igual  á  la  anterior  hecha  por 
D.  Francisco  de  Paula  Puig,  habiéndoseles  adjudicado  pro- 
visional y  respectivamente  el  servicio  por  los  Tribunales  de 
subasta  sin  perjuicio  de  la  resolución  superior: 

Resultando  que  en  esta  capital  se  presentaron  diferentes 
protestas  contra  la  validez  del  acto,  aseverando  los  protestan- 
tes que  se  habia  faltado  á  las  prescripciones  del  Real  decreto 
de  27  de  Febrero  de  1852,  y  que  considerándolas  de  todo 
punto  infundadas,  la  Dirección  en  12  de  Mayo  de  1872  resol- 
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vio  desestimarlas  y  señalar  el  dia  25  de  este  último  mes  para 
la  licitación  verbal  entre  los  autores  de  ambas  proposiciones: 
Resultando  que  los  proponentes  Baro  y  Puig  no  concur- 
rieron á  la  licitación  verbal  el  dia  señalado,  manifestando 
aquel  con  anterioridad  por  medio  de  una  comunicación  diri- 
gida á  la  Dirección  que  no  podia  venir  á  esta  capital  en  donde 
no  conocia  persona  alguna  que  le  representase;  pero  que  sólo 
estaba  dispuesto  á  rebajar  su  proposición  á  7.500  pesetas 
mensuales  por  los  tres  viajes  ordinarios,  y  500  pesetas  cada 
uno  de  los  extraordinarios,  y  el  segundo  por  medio  de  otro 
comisionado,  aunque  sin  formalidades  legales,  presentó  una 
instancia  protestando  nuevamente  contra  la  validez  del  primer 
acto,  y  también  del  segundo  por  no  haberse  publicado  en  los 
periódicos  oficiales: 

Resultando  que  no  obstante  esto  se  adjudicó  el  remate  á 
Ü.  José  Pérez  Baro  por  Real  orden  de  11  de  Junio,  á  reserva 
de  lo  que  resulte  del  reconocimiento  del  buque  que  ha  de 
presentar  en  el  plazo  de  treinta  dias  y  en  él  concepto  de  que 
si  por  cualquiera  circunstancia  no  admitiese  el  remate  el  pro- 
ponente ó  se  entorpeciese  de  nuevo  este  servicio  se  haga  uso 
de  la  autorización  concedida  á  la  Administración  militar  por 
la  Real  orden  de  23  de  Abril  último  para  ocurrir  directamente 
al  servicio: 

Resultando  que  la  Dirección,  en  vista  de  la  duda  que  abri- 
gaba de  que  tuviese  efecto  el  remate  precedente ,  y  teniendo 
en  consideración  que  el  año  de  próroga  concedido  al  actual 
contratista  terminaba  en  31  de  Julio  de  1872,  y  que  mientras 
estuviese  en  vigor  el  Real  decreto  de  19  de  Diciembre  ante- 
rior no  seria  suficiente  la  autorización  concedida,  y  que  aquel 
continuaría  resistiéndose  á  cesar  en  el  servicio  si  se  contratase 
directamente  y  no  en  pública  licitación,  propuso  al  Ministro, 
de  la  Guerra  que  por  otro  Real  decreto  se  declarase  terminada 
dicha  próroga  en  fin  de  Julio  citado,  facultando  á  la  Admi- 
nistración para  ocurrir  á  este  servicio  provisionalmente  si  se 
demorase  por  cualquier  motivo  la  realización  de  la  nueva  con- 
trata para  hacerlo  en  definitiva  por  uno  ó  más  años  hasta, 
cuatro,  verificándola  particularmente  del  modo  más  beneficioso 
á  los  intereses  del  Estado  si  el  rematante  no  cumpliese  lo  con- 
venido en  el  pliego  de  condiciones: 

Resultando  que  comunicadas  las  órdenes  á  los  departa- 
mentos de  Marina  para  el  reconocimiento  del  buque  cuando 
se  presentase,  por  telegramas 'de  30  de  Junio  y  1.°  de  Julio 
de  los  Comandantes  de  Cartagena  y  Cádiz  se  manifestó  que 
D.  José  Pérez  Baro  no  habia  presentado  en  aquellos  Arsenales 
buque  alguno  para  tal  objeto,  por  lo  cual  se  comunicó  al  Mi- 
li.—3/  34 
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nistro  de  la  Guerra  todo  lo  ocurrido  con  motivo  de  la  adju- 
dicación del  remate  al  referido  Pérez  Baro,  solicitando  la 
anulación  del  mismo  y  pérdida  del  depósito  con  arreglo  á  la 
condición  45  del  pliego: 

Resultando  que  antes  y  después  de  estos  sucesos  dirigieron 
varias  exposiciones  á  la  Dirección  D.  Antonio  Dnarte,  D.  Gu- 
mersindo Feijóo,  D.  Juan  González  Orozco  y  el  contratista 
Pacheco;  manifestando  el  primero  que  cuando  la  Adminis- 
tración esté  autorizada  para  contratar  directamente  presentaría 
proposición  con  su  vapor  Victoria  por  una  subvención  infe- 
rior á  la  que  venia  pagando  la  Administración;  el  segundo 
y  tercero  acompañando  varias  certificaciones  de  los  Coman- 
dantes de  Marina  para  probar  que  no  hay  en  la  Península  ni 
en  Inglaterra  buques  que  reúnan  las  condiciones  exigidas  por 
la  subasta,  pidieron  la  nulidad  de  la  misma,  y  el  último  que 
se  le  sostuviese  en  la  posesión  de  sus  derechos  y  se  cumpliese 
lo  prescrito  en  el  Real  decreto  de  27  de  Febrero  de  1852,  y 
más  tarde  que  se  le  devolviese  el  depósito  de  15.000  pesetas 
con  .que  garantizó  su  oferta,  declarándole  exento  de  respon- 
sabilidad: 

Resultando  que  informadas  todas  estas  solicitudes  por  la 
Dirección,  opinando  respeto  á  estas  últimas  que  se  declarase 
terminada  la  contrata.de  Pacheco  en  fin  de  Julio  y  se  confir- 
mase la  Real  orden  de  23  de  Abril  de  1872  para  contratar 
directa  y  particularmente  el  servicio  de  que  se  trata,  por  Real 
decreto  de  9  de  Julio  de  1872  el  Ministro  de  la  Guerra,  de 
acuerdo  en  un  todo  con  lo  expuesto  por  el  Consejo  de  Estado 
en  pleno ,  y  de  conformidad  con  el  Consejo  de  Ministros  de- 
cretó lo  siguiente:  primero,  el  dia  31  del  presente  mes  cesará 
el  vapor  San  José  y  San  Agustín  en  el  servicio  de  trasportes 
entre  Málaga  y  los  presidios  menores  de  África,  procediéndose 
desde  luego  por  el  Director  de  Administración  militar  á  con- 
tratar otro  vapor  directa  y  particularmente:  segundo,  el  refe- 
rido Director  queda  facultado  para  celebrar  el  nuevo  contrato, 
bien  por  el  término  de  cuatro  años  señalados  en  el  pliego  de 
condiciones  aprobado  en  Real  orden  de  4  de  Diciembre  último, 
ó  provisionalmente  por  el  término  de  seis  meses,  según  estima 
más  conveniente  á  ios  intereses  públicos,  sin  exceder  en  nin- 
guno de  los  dos  casos  del  precio  límite  y  ateniéndose  estríe-  I 
tamente  á  las  condiciones  facultativas  y  económicas  contenida>  I 
en  el  referido  pliego ,  sometiendo  luego  á  su  aprobación  e! 
contrato  en  cumplimiento  del  art.  7.°  del  Real  decreto  de  27 
de  Febrero  de  1852;  y  tercero ,  que  se  declare  rescindido  e! 
remate  aprobado  en  favor  de  D.  José  Pérez  Baro,  adjudicán- 
dose al  Estado  el  depósito  constituido  por  el  proponente,  siend 
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responsable  délos  perjuicios  que  se  irroguen  por  la  falta  de 
cumplimiento  de  la  obligación  contraída  por  el  mismo: 

Resultando  que  el  Dr.  D.  Francisco  Iribarren  y  Somera,  en 
representación  de  D.  José  Ramón  Pacheco,  en  31  de  Diciembre 
de  1872  entabló  demanda  en  este  Tribunal  Supremo,  que  am- 
plió después  de  declarada  procedente  la  vía  contenciosa,  so- 
licitando que  se  ponga  á  su  representado  en  posesión  del  ser- 
vicio de  trasportes  militares  entre  Málaga  y  los  presidios  me- 
nores d*  África  hasta  tanto  que  el  Gobierno  contrate  otro  en 
pública  subasta  ó  después  de  dos  subastas  consecutivas  cele- 
bradas con  las  mismas  condiciones,  sin  que  haya  postores, 
cumpliendo  así  lo  prescrito  en  el  Real  decreto  de  27  de  Fe- 
brero de  1852,  y  mandar  que  se  le  indemnice  de  todos  los 
f>erjuicios  que  se  le  hayan  originado  por  no  haber  cumplido 
a  Administración  la  obligación  establecida  por  el  Real  decreto 
de  19  de  Diciembre  de  1871,  que  habja  causado  estado,  fun- 
dándose en  que  la  voluntad  de  las  partes  es  la  ley  en  los  con- 
tratos, según  la  ley  1.a,  tít.  1.°,  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
Íúlacion:  en  que  no  era  posible  rescindir  los  pactos  sino  en 
os  mismos  términos  que  se  celebraron:  que  el  Real  decreto 
de  19  de  Diciembre  citado,  no  reclamado  por  ninguna  de  las 
partes,  causó  estado  en  el  orden  gubernativo  y  dejó  estable- 
cido terminantemente  que  los  servicios  antes  referidos  no  po- 
dían concluir  sino  cuando  tuviera  lugar  la  pública  licitación 
de  los  mismos ,  de  acuerdo  con  los  preceptos  expresos  de  la 
ley:  que  no  podia  darse  una  infracción  más  completa  de  todas 
las  disposiciones  que  figuran  en  este  negocio:  que  el  Real  de- 
creto de  9  de  Julio  de  1872,  puesto  que  en  él  se  prescinde, 
no  sólo  de  la  ley  general ,  sino  del  pacto  expreso  consentido 
por  las.  partes  y  solemnizado  nada  menos  por  una  disposición 
de  tal  valor  y  eficacia  como  el  Real  decreto  de  19  de  Diciem- 
bre de  1871,  demostrándose  con  la  razón  que  se  queja  su  re- 
1>rejsentado  de  sus  efectos:  que  la  Administración  ha  faltado  á 
a  obligación  que  impuso  y  Pacheco  consintió,  en  virtud  de 
la  cual  el  servicio  desempeñado  por  éste  con  el  vapor  San 
José  y  San  Agustín  habia  de  continuar  hasta  que  el  Gobierno 
contratase  otro  en  pública  subasta:  que  hasta  que  esto  suce- 
diera tenia  aquel  derecho  á  que  se  le  ponga  en  posesión  del 
que  desempeñaba  en  31  de  Julio ,  y  que  cuando  por  falta  de 
una  de  las  partes  contratantes  se  sigue  perjuicio  á  la  otra 
procede  que  aquella  indemnice  á  ésta  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  por  dicha  causa  se  le  hayan  originado,  previa  justi- 
ficación : 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
de  la  demanda  á  la  Administración,  confirmándose  la  dispo- 
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sicion  impugnada,  fundándose  en  que  era  inadmisible  la  su- 
posición ae  que  el  Real  decreto  de  19  de  Diciembre  de  1871 
naya  concedido  al  recurrente  el  derecho  de  que  su  vspor 
continuase  haciendo  el  servicio  mientras  no  se  contratase  otro 
en  pública  subasta,  porque  equivaldría  á  que  había  de  hacerse 
indefinidamente  por  el  mismo  si  las  subastas  no  producían 
resultado,  privaría  á  la  Administración  del  derecho  de  con- 
tratarle por  otros  medios  legítimos,  presentaría  los  acuerdos 
de  ésta  como  contrarios  á  las  disposiciones  que  rigtn  en  1» 
materia,  las  cuales  establecen  lo  que  debe  de  hacerse  en  el 
caso  de  no  dar  resultado  cierto  número  de  subastas  y  abriría 
la  puerta  á  no  escaso  número  de  fraudes,  y  que  el, servicio 
se  prestara  siempre  por  quien  legítimamente  no  le  tenia  con- 
tratado: que  aun  en  la  hipótesis  de  que  dicho  decreto  tuviese 
otro  carácter  que  el  de  un  acto  destinado  á  regularizar  la  con- 
tinuación de  un  servicia  interino,  no  por  eso  podía  dársele  la 
extensión  que  pretende  el  demandante ,  asiéndose  á  la  signi- 
ficación literal  de  las  palabras piíblica  subasta,  si  se  han  de 
tener  presentes  los  preceptos  establecidos  por  las  leyes  y  por 
la  jurisprudencia  para  la  interpretación  de  los  que  se  celebran 
de  buena  fé  con  la  Administración ,  sin  que  sea  licito  á  nin- 
guno de  los  contratantes  sostener  que  haya  de  darse  cumpli- 
miento á  cadft  uno  de  sus  extremos  como  si  fuera  un  contrato 
aislado  é  independiente  de  los  demás  que  con  él  se  relacionen 
formando  un  conjunto,  y  si  hay  oscuridad  en  las  palabras 
insertas  en  ellos  se  acude  á  las  reglas  de  interpretación  según 
las  sentencias  de  27  de  Enero  de  1870  y  de  21  de  Abril  de 
1873:  que  examinando  el  conjunto  de  antecedentes  que  arroja 
el  expediente,  los  propósitos  de  la  Administración,  sus  urgen- 
cias y  concesiones  hechas  por  Pacheco  no  puede  interpretar 
razonablemente  como  lo  deduce  éste  de  las  palabras  pública 
subasta ,  poraue  era  imposible  que  aquella  subordinase  á  la 
adquisición  efectiva  del  buque  la  terminación  de  un  servicio 
que  tan  repetidas  veces  habia  dado  por  concluido,  y  acerca  de 
cuya  terminación  habia  ofrecido  el  recurrente  en  24  de  Junio 
de  1871  hacerlo  por  el  tiempo  prudencial  que  se  considerase 
necesario  hasta  quedar  -asegurado  el  nuevo  contrato :  que  la 
inteligencia  razonable  que  pueda  darse  al  mencionado  aecre- 
to,  aun  considerándote  como  contrato  seria  la  de  qtre  la  Ad- 
ministración se  obligara  á  seguir  empleando  el  vapor  San  José 
y  San  Agustín  hasta  contratar  un  nuevo  vapor  para  hacer  los 
trasportes;  pero  que  llegado  el  31  de  Julio  de  1871 ,  en  que 
habia  concluido  el  término  de  su  contrato  y  prórogas,  Pa- 
checo no  le  tenia  para  invocar  la  prosecución  de  aquellos,  ni 
á  la  Administración  la  era  licito  sostenerle  en  el  servicio  por 
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más  tiempo  que  el  indispensable  para  que  no  hubiese  solución 
de  continuidad  en  menoscabo  del  interés  publico :  que  no  se 
diga  que  no  habiéndose  verificado  esta  nueva  contratación  en 
armonía  con  las  disposiciones  vigentes  debe  continuar  Pacheco 
en  la  prolongación  de  su  contrato,  porque  aunque  fuera  cierto 
no  podría  suscitarse  esta  cuestión  en  via  contenciosa  porque 
aquel  cuyos  legítimos  derechos  no  han  podido  vulnerar  la 
forma  y  condiciones  con  que  se  ajustase  el  nuevo  contrato, 
puesto  que  de  todas  maneras  habia  espirado  el  plazo  del  suyo, 
y  no  podia  tampoco  incurrir  en  la  enorme  contradicción  de 
sostener  que  deben  anularse  por  no  haberse  celebrado  en  pú- 
blica subasta  para  dar  validez  al  que  también  sin  esto  pre- 
tende haberse  ajustado  al  decreto  de  Diciembre  de  1871:  que 
á  mayor  abundamiento  el  contrato  que  ha  pronunciado  á  la 
Administración  el  nuevo  buque  que  hace  los  trasportes  es 
legal,  y  aunque  se  admitiese  que  el  decreto  citado,  hahria  atri- 
buido á  Pacheco  el  derecho  de  seguir  desempeñando  el  servicio 
hasta  que  se  encontrase  otro  vapor  con  arreglo  á  las  disposi- 
ciones legales,  no  se  encontraría  el  demandante  en  mejor  si- 
tuación, porque  desde  que  se  dispuso  contratar  nuevamente 
este  servicio  se  habían  celebrado  cuatro  subastas,  las  tres  pri- 
meras por  el  mismo  tipo,  y  después  de  copiar  el  art.  12  de  la 
instrucción  de  3  de  Junio  de  1852,  añade  que  ei  Real  decreto 
reclamado  ha  sido  expedido  en  Consejo  de  Ministros  y  de  con- 
formidad con  el  de  Estado  en  pleno,  autorizando  la  contrata- 
ción directa  y  particularmente  después  de  no  haber  producido 
resultado,  no  la  segunda  subasta  sino  la  cuarta,  de  suerte  que 
su  legalidad  no  puede  ser  más  indisputable,  y  que  habiéndose 
impugnado  dicho  Real  decreto  en  el  único  concepto  de  que 
vulnera  el  derecho"  concedido  por  el  de  19  de  Diciembre  de 
1871,  este  Ministerio  cree  haber  demostrado  que  ni  se  le  con- 
cedió ni  ha  podido  ser  vulnerado  el  que  se  le  concediera,  con- 
cluyendo con  manifestar  que  el  contratista  ha  venido  en  de- 
finitiva á  obtener  nróroga  de  un  año  para  la  prestación  del 
servicio,  como  si  el  contrato  estuviera  vigente  para  ello  en  31 
de  Julio  de  1871,  y  que  si  el  vapor  San  José  y  San  Agustín 
no  prestaba  de  una  manera  satisfactoria  este  servicio  militar, 
era  de  reconocida  urgencia,  y  hasta  interesaba  al  orden  pú- 
blico el  asegurar  cuanto  antes  y  por  todos  medios  la  perfecta 
.satisfacción  del  servicio. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Ar- 
mesto. 

Considerando  que  es  condición  esencial  en  los  contratos  de 
toda  clase  de  servicios  públicos  por  cuenta  del  Estado  la  de 
que  estos  hayan  de  celebrarse  por  remate  solemne ,  previa  la 
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Leon.=Ignacío  Vieites.  ==  Francisco  Armesto. —Luis  Vázquez 
Móndragon.=  Diego  Fernandez  Cano. = Mariano  Maury. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Presidente  de  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  noy,  de  que  certifico  como  Secre- 
tario Relator  en  Madrid  á  18  de  Diciembre  de  1874.= Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 


Nóm.  84. 
ÚNICA  INSTANCIA 


Declaración  de  ser  una  Sociedad  especial  minera. — Sentencia 
de  18  de  Diciembre,  dejando  sin  efecto  la  Real  orden  de  13 
de  Enero  de  1873,  impugnada  por  D.  Manuel  Pérez  del  Mo- 
lino, como  Director  General  de  la  Sociedad  minera  titulada 
Esperanza. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  las  disposiciones  de  la  Administración  que  causan 
estado,  y  declaran  ó  confirman  derechos  que  se  fundan  en  leyes 
preexistentes,  están  reculadas  y  no  tienen  carácter  discrecional, 
por  más  que  sea  cierto  que  en  la  Administración  existe  un  dere- 
cho de  inspección  y  vigilancia  y  una  potestad  disciplinaria  sobre 
las  sociedades  á  que  da  vida  con  su  aprobación;  pero  derechos  que 
se  efercm  en  determinadas  circu?istancias,  y  que  no  se  ¿ponen  ¿ 
los  fundamentales  que  aquellas  adquieren  por  las  mismas  y  por 
las  leyes  que  le  sirven  de  base. 

2.°  Que  el  art.  30  del  reglamento  de'Yt  de  Julio  de  1848 
sobre  sociedades  mercantiles,  es  aplicable  é  las  mineras,  según 
lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  18  de  Diciembre  de  1874 /en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
primera  y  única  instancia,  seguidos  por  D.  Manuel  Pérez  del 
Molino,  como  Director  Gerente  de  la  Sociedad  minera  titulada 
Esperanza,  representado  por  el  Licenciado  D.  Gabriel  Rodrí- 
guez Benedicto,  contra  la  Administración  general  del  Estado, 
que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  coadyuvada  por  el  Doctor 
D.  Francisco  Iribarren  y  Somera  á  nombre  de  D.  Antonio  y 
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D.  Remigio  Martínez,  pidiendo  se  revoque  la  Real  orden,  de  13 
de  Enero  de  1873,  que  dejando  sin  efecto  la  de  13  de  Marzo 
de  1872  confirmó  en  todas  sus  paites  la  de  26  de  Enero  de  1871 
declarando  no  puede  considerarse  á  dicha  Sociedad  como  es- 
pecial minera,  y  que  no  son  de  la  competencia  de  la  Admi- 
nistración las  cuestiones  que  en  lo  sucesivo  se  susciten  ó  se 
hallen  pendientes  entre  los  asociados,  las  cuales  deberán  ven- 
tilarse ante  los  Tribunales  ordinarios,  según  lo  dispuesto  en  el 
articulo  10  de  la  ley  de  19  de  Octubre  de  1869: 

.Resultando  que  en  11  de  Agosto  de  1864  el  Gobernador 
civil  de  la  provincia  de  Santander,  de  acuerdo  con  el  Consejo 
provincial  ae  la  misma,  aprobó  la  constitución  de  la  Sociedad 
especial  minera  titulada  Esperanza,  que  habían  formado  por 
medio  de  escritura  pública  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  Don 
Antonio  Martínez  y  Doña  Amalia  Villavaso  para  explotar  las 
minas  Superior  y  Cualquiera  Cosa,  y  adicionada  después  ¿  la 
misma  escritura  la  mina  Atrevimiento ,  se  segregó  luego  por 
la  Sociedad  por  falta  de  pago  de  dividendos,  lo  que  se  hizo 
saber  á  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  que  tenia  parte  en  ella,  y 
se  opuso  á  la  aprobación  dada  á  la  referida  escritura  alegando 
su  nulidad  porque  adolecía  de  vicios  sustanciales,  y  porque 
para  su  otorgamiento  no  se  habían  reunido  todos  los  socios 
interesados  en  las  minas  que  constituian  el  objeto  de  la  So- 
ciedad: 

Resultando  que  el  Gobernador  por  decreto  de~9  de  Agosto 
de  1866  desestimó  dioha  oposición,  reservando  al  interesado 
el  derecho  que  pudiera  asistirle  al  todo  ó  parte  de  la  propie- 
dad de  las  referidas  minas  para  que  lo  dedujese  ante  los  Tri- 
bunales; y  habiéndose  alzado  de  este  decreto  para  ante  el 
Ministro,  de  conformidad  con  lo  informado  por  la  Sección  de 
Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  se  dictó  Real 
orden  en  18  ie  Marzo  de  1867  declarando  no  haber  méritos 
para  disolver  la  Sociedad  porque  reunia  todos  los  elementos 
constitutivos  necesarios;  y  que  si  D.  Ramón  Pérez  del  Molino, 
en  virtud  de  contratos  verificados  con  los  concesionarios  de  las 
minas  que  constituian  el  objeto  social,  tenia  participación  en 
ellas,  dedujese  su  derecho  ante  los  Tribunales ,  únicos  com- 
petentes para  conocer  de  estas  cuestiones,  sin  entorpecer  la 
acción  administrativa,  mandando  devolver  el  expediente  al 
Gobernador  de  Santander  á  fin  de  que  revise  la  escritura  so- 
cial ,  procurando  hacer  constar  en  ella  los  requisitos  preve- 
nidos por  la  ley: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  interpuso 
D.  Ramón  Pérez  del  Molino  demanda  contencioso-admmis*- 
trativa  ante  el  Consejo  de  Estado  en  13  de  Octubre  siguiente, 
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nuel  Pérez  del  Molino ,  Doña  Amalia  Villavaso ,  D.  Agustín 
Incera  y  D.  Remigio  Martínez;  tercero,  que  dicha  junta  acor- 
dase por  mayoría  de  las  104  acciones  que  tenían  representa- 
ción, el  nombramiento  de  una  persona  que  se  hiciere  cargo 
de  las  pertenencias  sociales  para  su  conservación,  mientras  se 

Srocedia  por  los  socios  de  acuerdo  y  bien  á  la  reconstrucción 
e  la  Sociedad  bien  á  su  liquidación;  cuarto,  que  se  conser- 
vase á  la9  terceras  personas  con  quienes  hubiese  podido  con- 
tratar Martínez  como  Gerente  de  la  Sociedad,  en  lo  que  tocaba 
á  la  venta  de  minerales ,  el  derecho  que  pudieran  tener  para 
reclamar  los  daños  y  perjuicios  que  se»  les  hubiesen  ocasio- 
nado ú  ocasionasen  por  exceso  de  facultades  con  aue  aquel 
hubiese  procedido,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  á  que 
en  primer  lugar  estaba  sujeta  su  participación  en  garantía  de 
la  masa  social;  quinto,  que  se  reservase  igualmente  áD.  Luis 
Retortillo  y  asociados  en  la  trasferencia  de  las  20  acciones 
el  derecho  de  que  se  creyesen  asistidos  para  que  lo  ejercitasen 
ante  los  Tribunales  de  justicia  contra  D.  Antonio  Martínez,  y 
sexto,  que  se  publicase  esta  orden  en  el  Boletín,  oficial  de  h 
provincia  de  Santander  para  que  llegase  á  conocimiento  del 
público: 

Resultando  que  pedida  aclaración  por  Pérez  del  Molino 
acerca  de  las  atribuciones  que  debian  corresponder  al  cargo 
de  Gerente  y  al  de  Conservador  que  se  citaban  en  la  anterior 
orden,  por  otra  de  la  misma  Regencia  de  20  de  Noviembre 
posterior,  se  declaró:  primero,  que  nombrado  el  Gerente  con 
arreglo  &  los  estatutos  de  la  Compañía,  el  cargo  debia  enten- 
derse conferido  por  el  plazo  que  en  los  mismos  se  prescribía, 
sin  más  limitación  que  la  de  concurrir  antes  á  la  reconstitu- 
ción ó  liquidación  de  la  Sociedad  por  acuerdo  de  los  accionis- 
tas, según  dicha  orden  prescribía;  segundo,  que  mientras  el 
plazo  de  los  estatutos  no  venciese,  ó  no  llegasen  los  casos  de 
reconstitución  ó  liquidación,  el  Gerente  debia  usar  en  toda  la 

{>lenitud  las  facultades  y  deberes  inherentes  á  su  cargo,  según 
o  exigía  la  buena  administración,  del  interés  social,  de  que 
en  su  dia  debia  dar  cuenta  á  la  junta,  y  tercero,  que  la  inter- 
vención del  Conservador  á  que  se  referia  la  condición  tercera 
de  la  anterior  orden,  debia  limitarse  según  la  misma  disponía, 
á  .vigilar  por  la  conservación  de  las  pertenencias  para  evitar 
su  ruina,  sin  que  pudiera  embarazar  la  gestión  del  Gerente 
en  todos  los  actos,  contratos  ó  negociaciones  propias  de  una 
administración  ordenada  y  regular  que  éste  estimase  conve- 
niente á  los  intereses  de  la  Empresa  y  de  los  que  debia  en  su 
dia  dar  cuenta  k  la  Sociedad: 

Resultando  que  contra  las  anteriores  órdenes  presentaron 
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demanda  contencioso-administrativa  en  esta  Sala  D.  Antonio 
y  D.  Remigio  Martínez;  mas  como  se  opusiese  á  su  admisión 
el  Ministerio  fiscal  por  considerar  no  habia  derecho  preexis- 
tente lastimado,  presentaron  los  Martínez  nueva  solicitud  pi- 
diendo apartarse  de  dicha  demanda  por  falta  'de  objeto,  pues 
habian  acudido  al  Ministerio  pidiendo  su  revocación  y  la.ha- 
bian  obtenido,  según  lo  demostraba  la  Real  orden  de  26  de 
Enero  de  1870,  que  acompañaban,  y  por  la  cual  se  dispuso, 
sin  audiencia  del  Consejo  de  Estado,  que  no  podia  conside- 
rarse á  la  Sociedad  Esperanza  corno  especial  minera,  y  que 
por  lo  tanto  debía  regirse  por  las  prescripciones  del  derecho 
común  en  todas  las  cuestiones  que  se  relacionasen  con  los 
contratos  y  pactos  que  los  accionistas  tuviesen  estipulados  entre 
si  ó  con  terceras  personas  á  virtud  de  la  escritura  social: 

Resultando  que  opuesto  á  la  pretensión  del  desistimiento 
de  la  demanda  neoha  por  los  Martínez  .el  Ministerio  fiscal  y 
D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  que-  se  habia  presentado  como 
coadyuvante  de  la  Administración,  pidió  éste  que  se  previ- 
niese á  las  Autoridades  que  expresó  se  abstuviesen  de  entender 
en  cualquiera  procedimiento  que  se  intentara  sobre  la  posesión 
ó  Gerencia  de  dicha  Sociedad  y  demás  disposiciones  de  la  or- 
den recurrida,  y  que  se  declarase  no  haber  lugar  al  desisti- 
miento solicitado  por  los  Martínez,  mientras  no  se  revocase  la 
trascrita  Real  orden  de  26  de  Enero  de  1870,  contra  la  cual, 
en  su  caso  interponía  la  correspondiente  demanda;  y  á  su  vir- 
tud se  celebró  vista  y  se  dictó  sentencia  por  esta  Sala  en  17 
de  Noviembre  de  1871,  declarando  improcedente  dicha  de- 
manda y  ordenando  en  cuanto  á  las  pretensiones  hechas  por 
el  coadyuvante  Pérez  del  Molino  respecto  á,  la  incompetencia 
de  los  Tribunales  ordinarios,  que  usase  de  su  derecho  donde 
correspondiese  si  viere  convenirle;  y  acerca  de  la  demanda 
deducida  por  el  mismo  contra  la  expresada  Real  orden  con- 
tinuase su  sustanciacion  en  rollo  separado  si  insistiese  en  ella: 

Resultando  que  mientras  tanto  y  á  pesar  de  haber  enten- 
dido los  Tribunales  ordinarios  én  cuestiones  sobre  la  admi- 
nistración de  la  misma  Sociedad,  se  celebraron  juntas  gene- 
rales en  los  días  8  y  11  de  Agosto  de  1870  para  llevar  k  efecto 
lo  dispuesto  en  la  orden  dfel  Regente  de  1.°  del  mismo  mes  del 
año  anterior,  en  las  que  por  la  mayoría  de  las  104  acciones 
de  que  se  componia,  se  nombró  Conservador  de  las  pertenen- 
cias sociales  A  D.  Antonio  Vázquez,  y  se  acordó  la  reconstitu- 
ción de  la  misma;  pero  convocada  de  nuevo  en  Setiembre  y 
Diciembre  posterior  para  discutir  y  votar  el  nuevo  reglamento 
>or  que  se  nabiá  de  regir  én  adelante,  no  se  llevó  á  efecto  por 
a  resistencia  k  asistir  á  ellas  los  hermanos  Martínez;  y  recia- 
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mando  el  D.  Antonio  sobre  la  Gerenfcia,  se  dictó  Real  orden 
en  29  de  Julio  de  1871,  por  ¿a  que  explicando  y  aclarando  la 
de  26  de  Enero,  se  ordenó,  de  acuerdo  con-  el  Consejo  de  Es- 
tado: -primero,  que  se  mantuviese  íntegramente  lo  mandado  por 
la  orden  de  la  Regencia  de  1.°  de  Agosto  de  1869,  y  que  el 
Gobernador  de  Santander  procediese  desde  luego  á  dictar  las 
disposiciones  convenientes  para  que  en  un  breve  plazo  tuviese 
cumplido  efecto:  segundo,  que  á  este  fin  y  bajo' la  presidencia 
del  mismo  se  celebrase  i urtta  general  de  accionistas,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en* el  art.  3.°  de  la  precitada  orden,  dentro 
del  plazo  de  sesenta  dias:  tercero,  que  no  tenían  ni  podían 
tener  el  carácter  de  Gerentes  ni  áün  el  de  nuevos  socios  los 
que  no  se  hubiesen  reconocido  por  tales  en  aquella  disposición; 
y  cuarto,  que  en  el  caso  de  que  reunida  la  junta  general  no 
proveyese  á  la  reconstitución  ó  liquidación  social,  y  conti- 
nuase la  Sociedad  en  el  estado  que  entonces  tenia,  se  diese 
conocimiento  ai  Gobierno  para  que  adoptase  las  disposiciones 
que  estimase  oportunas: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  D*  Manuel  Pérez  del 
Molino  se  opuso  á  la  celebración  de  dicha  junta,  mientras  Don 
Antonio  Martínez  no  le  entregase  los  papeles  y  las  cuentas  del 
tiempo  que  fué  Gerente,  lo  que  así  se  ordenó  después,  y  no 
resulta  se  haya  efectuado  á  pesar  de  seguirse  causa  al  mismo 
por  desobediencia  á  los  mandatos  de  la  Autoridad: 

Resultando  que  el  enunciado  D.  Antonio  Martínez  protestó 
de  la  celebración  de  la  junta  cuando  no  se  le  había  conferido 
la  Gerencia  que  le  correspondía,  segun^  los  estatutos  y  la  or- 
den de  1.°  de  Agosto,  y  porque  no  se  había  citado  á  su  her- 
mano D.  Remigio;  pero  el  Gobernador,  considerando  que  la 
Gerencia  conferida  á  Pérez  del  Molino,  era  interina  mientras 
la  Sociedad  acordaba  la  reconstitución  ó  liquidación,  deses- 
timó dichas  pretensiones;  y  celebró  la  junta  en  30  de  Setiembre 
de  1871  sin  asistencia  de  dichos  hermanos  Martínez,  páralos 
que  se  publicaron  los  anuncios  correspondientes  en  el  Boletín 
oficial;  ratificándose  los  concurrentes  en  los  acuerdos  tomados 
en  8  y  1 1  de  Agosto  de  1870  en  cuanto  al  nombramiento  de 
Conservador;  expresando  era  su  voto  porque  se  procediese  á 
la  reconstitución  de  la  Sociedad,  aprobando  los  estatutos  ó  re- 
glamentos por  que  se  había  de  regir  en  lo  sucesivo: 

Resultando  que  D.  Antonio  Martínez  apeló  de  la  providen- 
cia del  Gobernador,  pidiendo  que  se  le  diese  la  Gerencia  y  se 
declarase  nula  la  junta;  y  que  remitido  el  expediente  al  Mi- 
nisterio de  Fomento,  i  donde  acudió  D.  Manuel  Pérez  del  Mo- 
lino con  un  testimonio  del  auto  dictado  por  el  Juez  de  primera 
instancia  de  Santander  mandando  proceder  al  embargo  y  ta- 
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sacien  de  las  acciones  de  D.  Antonio  Martínez,  manifestando 
que  &  éste  nó  se  le  podía  conceder  la  Gerencia  por  no  tener 
ya  acciones  en  la  Sociedad  y  ao  haber  entregado  los  papeles 
y  cuentas  respectivas  al  tiempo  que  la  desempeñó:     • 

Resultando  que  oída  la  Dirección  general  dé  Agricultura, 
Industria  y  Comercio,  fué  de  parecer  que  se  decretara  la  di-* 
solución  de  la  Sociedad  de  que  se  trata,  en.  vista  del  estado 
anómalo  é  irregular  en  que  desde  hacia  tiempo  se  encontraba; 
y  por  el  contrario,  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del 
Consejo  de  Estado  propuso:  primero,  que  se  aprobasen  las  ac- 
tas  de  8  y  11  de  Agosto  de  1870,  por  las  que  se  acordó  la  re- 
constitución de  la  Sociedad:  segundo,  que  también  se  apro- 
base la  de  30  de  Setiembre  de  1871,  en  la  que  se  votaron,  los 
estatutos:  tercero,  que  se  recomendase  al  Gobernador  dispu- 
siera que  con  arreglo  á  dichos  estatutos  se  redactase  en  un 
tiempo  breve,  pero  sin  fijar  plazo  fijo,  la  escritura  dé  recons- 
titución social,  la  cual  aprobase  si  estaba  con  arreglo  á  la  ley 
de  Sociedades  mineras:  cuarto,  y  que  hasta  que  con  arregló 
á  dichos  estatutos  se  nombrase  la  persona  que  habia  de  en- 
cargarse de  la  Administración  de  la  Sociedad,  continuase  en  la 
Gerencia  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  con  la  intervención  del 
Conservador: 

Resultando  que  acordado  asi  por  Real  orden  de  30  de  Marzo 
de  1872  desestimando  la  alzada  de  D.  Antonio  y  D.  Remigio 
Martínez ,  estos ,  sin  embargo ,  hicieron  otra  solicitud  en  la 
que  no  obstante  de  presentar  una  copia  certificada  de  la 
aprobación  que  el  Gobernador  de  Santander  habia  dado  á  la 
escritura  de  reconstitución  social,  pidiendo  se  declarase  que 
la  Sociedad  Esperanza  no  habia  podido  reconstituirse  como 
Sociedad  minera,  porque  á  ello  se  oponía  la  ley  de  1869:  que 
quedasen  en  vigor  todas  las  disposiciones  dictadas  respecto  á 
la  organización  de  la  misma,  la  que  debia  optar  para  su  sub- 
sistencia por  alguna  de  las  formas  prescritas  en  dicha  ley: 

Resultando  que  4  su  virtud,  sin  óir  al  Consejo  de  Estado 
y  sin  más  trámite  que  una  nota  del  Negociado  y  el  Conforme 
del  Director,  se  dictó  una  Real  orden  en  13  de  Enero  de  1873 
dejando  sin  efecto  la  de  30  de  Marzo  de  1872  y  confirmando 
en  todas  sus  partes  la  de  26  de  Enero  de  1871,  declarando  no 
puede  considerarse  á  la  Sociedad  Esperanza  como  especial  mi- 
nera, y  que  no  son  de  la  competencia  de  la  Administración 
las  cuestiones  que  en  lo  sucesivo  se  susciten  ó  se  hallen  pen- 
dientes entre  los  asQciados,  las  cuales  deberán  ventilarse  ante 
los  Tribunales  ordinarios,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  10  de 
la  ley  de  1869:        * 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  22  de 
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Enero  siguiente  presentó  demanda  coñteñcioso-admiuisirativa 
en  este  Tribunal  Supremo  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  como 
Director  Gerente  de  la  Sociedad  Esperanza^  pidiendo  su  revo- 
cación y  que  se  declare  continúe  en  toda  su  fuerza  y  vigor 
la  de  30  de  Marzo  de  1872,  por  la  que  se  aprobaron  la  re- 
constitución y  los  estatutos  como  Sociedad  especial  minera, 
fundado  en  que  aquella  infringía  la  ley  de  Sociedades  de  21 
de  Octubre  de  18G9  en  su  art.  13,  en  cuanto  se  fundaba  en 
ella  para  negar  á  la  Sociedad  Esperanza  el  carácter  especial 
minera  que  tenia  desde  su  origen  en  1864,  anterior  á  la  citada 
ley;  según  la  cual,  quedaba  al  arbitrio  de  las  Sociedades  exis- 
tentes al  tiempo  de  su  publicación  el  regirse  por  la  legisla- 
ción anterior  ó  por  la  nueva:  en  que  además  contrariaba  las 
declaraciones  hechas  en  los  considerandos  de  la  sentencia  de 
esta  Sala  de  17  de  Noviembre  de  1871 ,  en  cuanto  supone  sin 
eficacia  la  orden  de  la  Regencia /de  1.°  de  Agosto  de  1869,  de 
la  cual  es  legítima  consecuencia  la  Real  orden  de  30  de  Marzo 
de  1872:  en  que  también  contrariaba  las  citadas  declaraciones 
al  establecer  en  toda  su  fuerza  y  vigor  la  Real  orden  de  26  de 
Enero  de  1871 ,  prescindiendo  por  completo  de  la  de  29  de 
Julio  del  mismo  año,  que  la  aclaró,  y  por  nadie  ha  sido  im- 

Sugnada  en  el  plazo  legal ,  y  que  tuvo  á  la  vista  la  Sala  al 
ictar  la  sentencia  de  17  de  Diciembre:  en  que  la  de  26  de 
Enero  de  este  mismo  ano,  que  se  pretendía  restablecer,  y  que 
fué  impugnada  en  la  vía  contenciosa  dentro  del  término  legal, 
no  tenia  fuerza  ni  valor  alguno  para  fundar  en  ella  la  reso- 
lución de  13  de  Enero  después  de  la  Real  orden  de  29  de  Ju- 
lio del  mismo  año,  que  la  explicó,  y  por  la  que  se  mandó  sos- 
tener íntegramente  la  de  la  Regencia  de  1.°  de  Agosto  de  1869, 
y  <Je  la  sentencia  de  17  de  Diciembre,  que  considera  las  cita- 
das órdenes  de  1869  v  de  27  de  Julio  de  1871  corno  subáis- 
tentes:  en  que  la  Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1872,  al  apro- 
har  la  reconstitución  y  estatutos  de  la  Sociedad  Esperanza 
confirmando  la  personalidad  de  ésta  como  especial  minera, 
causó  estado,  y  sólo  podía  ser  revocada  por  la  vía  contencio- 
sa, en  la  cual  no  se  habia  presentado  contra  ella  impugnación 
alguna  dentro  del  plazo  legal ;  por  lo  que  no  habia  tenido 
atribuciones  la  Administración  para  dejarla  sin  efecto ;  pre- 
sentando documentos  para  justificar  el  carácter  de  Gerente  de 
la  repetida  Sociedad  Esperanza,  de  que  se  hallaba  investido: 
Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, se  presentó  en  los  autos  el  Dr.  D.  Francisco  Iribarren 
y  Somera,  h  nombre  y  con  poder  de  D.  Antonio  y  D.  Remi- 
gio Martínez,  como  coadyuvantes  de  la  Administración;  y  ha- 
biéndose opuesto  el  Ministerio  fiscal  á  la  admisión  de  la  de- 
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manda,  presentó  después  una  comunicación  dirigida  al  mismo 
por  el  Ministro  de  Fomento  en  27  de  Octubre  de  1873,  en  la 
que  se  manifiesta  por  otra  de  18  de  Setiembre  anterior  se 
habia  mandado  suspender  los  efectos  de  la  de  13  de  Enero, 
que  es  la  reclamada;  pero  que  sin  embargo  procediese  en  la 
via  contenciosa  según  estimara  conveniente,  no  obstante  que 
en  sentir  del  Ministerio  esta  última  Real  orden  habia  sido 
dictada  en  un  asunto  en  el  cual  por  anteriores  resoluciones 
administrativas  se  habían  creado  derechos  y  obligaciones  recí- 
procas entre  la  Administración  y  la  Sociedad  Esperanza,  cau- 
sando estado ;  y  siendo  por  lo  tanto  su  confirmación  ó  revo- 
cación definitiva  de  la  competencia  exclusiva  de  la  jurisdic- 
ción contenciosa,  y  que  por  eso ,  á  pesar  de  haber  declarado 
en  la  orden  de  18  de  Setiembre  la  improcedencia  de  la  de  13 
de  Enero,  se  limitó  á,  suspender  los  efectos  de  esta  última 
hasta  que  por  el  Tribunal  se  dicte  fallo  definitivo  en  el  recurso 
de  que  se  trata: 

Resultando  que  verificada  la  vista  pública  del  incidente 
previo ,  se  dictó  sentencia  por  la  Sala  en  30  de  Diciembre  de 
1873,  admitiendo  la  demanda,  en  cuya  virtud  la  representa- 
ción de  D.  Antonio  y  D.  Remigio  Martínez  pidieron  se  decla- 
rase que  al  tener  por  parte  al  demandante  lo  habia  sido  en 
concepto  sólo  de  Director  Gerente  de  la  Sociedad  Esperanza, 
á  lo  que  se  declaró  no  haber  lugar,  y  ampliando  dicha  de- 
manda el   Licenciado  D.  Gabriel  Rodríguez  y  Benedicto,  á 
quien  se  tuvo  por  parte  á  nombre  de  D.  Manuel  Pérez  del  Mo- 
lino, insistió  en  su  solicitud  y  argumentos,  añadiendo  que 
cumplidas  las  prescripciones  de  la  Real  orden  de  30  de  Marzo 
de  1872  en  cuanto  al  otorgamiento  de  la  escritura  de  recons- 
titución ,  y  aprobada  ésta  por  el  decreto  del  Gobernador  pu- 
blicado en  el  Boletín  de  19  de  Setiembre  que  acompañó,  con- 
tra el  cual  no  se  daba  recurso  alguno  en  la  ley  de  6  de  Julio 
de  1859,  la  Sociedad  Esperanza  estaba  plenamente  constituida 
como  especial  minera  al  dictarse  la  Real  orden  de  13  de  Enero, 
como  lo  está  hoy ,  después  de  suspendidos  los  efectos  de  esta 
Real  orden  hasta  la  resolución  del  presente  litigio :  que  el  Go- 
bierno para  resolver  las  cuestiones  que  se  promuevan  desde  la 
constitución  definitiva  de  las  sociedades  especiales  mineras  no 
puede  separarse  de  lo  establecido  en  dicha  ley  de  1859,  que 
fija  las  relaciones  de  la  Administración  con  dichas  sociedades, 
y  en  ningún  caso  autoriza  al  Gobierno  para  negarles  este  ca- 
rácter después  de  constituidas,  ni  para  convertirlas  en  socie- 
dades de  derecho  común,  sin  que  previamente  se  cumplan  para 
esto  último  los  requisitos  señalados  en  el  art.  13  déla  ley  de 
19  de  Octubre  de  1869:  y  que  la  Real  orden  de  13  de  Enero 
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de  1873,  por  lo  tanto,  como  lo  habia  reconocido  el  Ministerio 
de  Fomento  en  27  de  Octubre  posterior ,  habia  sido  dictada 
indebidamente  fuera  de  las  atribuciones  de  la  Administración 
y  habia  lastimado  injustamente  derechos  legítimos,  creados 
por  virtud  de  anteriores  disposiciones  que  causaron  estado,  y 
eran  firmes  é  irrevocables  para  la  Administración  activa;  pre- 
sentando, además  del  Boletín  antes  expuesto,  testimonio  de 
la  escritura  de  transacción  otorgada  en  Santander  á  23  de  Abril 
de  1872  entre  Pérez  del  Molino  y  los  hermanos  Martínez,  por 
la  que  estos  reconocieron  la  Administración  y  Gerencia  del  pri- 
mero ,  y  cumplida  en  todas  sus  partes  la  orden  de  1 .°  de  Agosto 
de  1869  y  la  Real  orden  de  30  de  Marzo  de  aquel  año  referen- 
tes al  mismo ,  obligándose  el  D.  Antonio  á  presentar  para  su 
examen  las  cuentas  de  su  administración  y  á  indemnizar  á 
aquel  los  perjuicios  sufridos,  con  lo  demás  que  se  refiere,  re- 
servándose por  un  otrosí  el  articular  prueba  si  la  parte  con- 
traria negase  los  hechos  sentados: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  presentó  co- 
ia  de  una  orden  del  Ministerio  de  Fomento  de  24  de  Febrero 
el  corriente  año ,  contestando  á  la  que  por  el  mismo  le  fué 
dirigida  en  23  de  Enero  en  consulta  de  la  conducta  que  habia 
de  seguir  en  el  presente  pleito  como  representante  de  la  Ad- 
ministración ,  en  la  cual  se  disponía  que  no  estimando  proce- 
dente se  adhiriese  á  la  demanda  de  Pérez  del  Molino  por  no 
resultar  que  se  hubiesen  irrogado  perjuicios  al  Estado,  no  po- 
día tener  aplicación  lo  dispuesto  en  el  art.  5.°  del  reglamento 
de  lo  contencioso ,  ni  en  los  1 .°  y  3.°  del  decreto  de  21  de  Mayo 
de  1853,  debiendo  proceder  por  ello  en  el  modo  y  forma  pre- 
venidos por  regla  general  para  los  casos  en  que  se  recurre  á 
á  la  vía  contenciosa  contra  los  actos  de  la  Administración:  en 
virtud  de  lo  que  pidió  á  la  Sala  al  contestar  la  demanda,  que 
se  absolviese  á  aquella ,  exponiendo  con  tal  motivo  que  el  Go- 
bierno puede,  oyendo  al  Consejo  de  Estado,  disolver  las  So- 
ciedades especiales  mineras,  ó  las  llamadas  anónimas,  sin  que 
{>or  ello  sea  permitido  á  los  interesados  alzarse  de  tales  reso- 
uciones  en  la  vía  contenciosa,  pues  obra  en  virtud  de  sus  fa- 
cultades discrecionales;  y  en  su  consecuencia  habia  que  reco- 
nocer que  ninguna  de  las  órdenes  ministeriales  dictadas  en  el 
expediente  de  que  se  trata  tiene  el  carácter  de  definitiva,  ni 
pueden  considerarse  como  ejecutorias  en  el  orden  administra- 
tivo ,  como  lo  probaba  el  haber  sido  alteradas  ó  modificadas 
por  el  mismo  Centro  que  las  dictó:  que  la  sentencia  de  esta 
Sala  de  17  de  Noviembre  de  1871  no  hizo  otra  cosa  que  reco- 
nocer la  incompetencia  de  la  misma  en  el  asunto  sometido  á 
su  examen ,  y  por  ello  no  admitió  la  demanda  entablada  con- 
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tra  la  orden  de  1.°  de  Agosto  de  1869:  que  el  Gobierno  no 
habia  tenido  necesidad  de  oír  al  Consejo  de  Estado  por  no  ha- 
ber disuelto  la  Sociedad ,  y  disponerse  asi  en  la  cbnsulta  de 
este  alto  Cuerpo  de  14  de  Julio  de  1871,  que  sirvió  de  base 

Sara  la  Real  orden  de  29  del  mismo  mes:  que  contra  el  acuerdo 
el  Gobernador  aprobando  la  reconstitución  de  la  Sociedad, 
recurrieron  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  y  los  hermanos  Mar- 
tínez, por  lo  que  no  podia  sostenerse  que  dicha  reconstitución 
fuese  una  verdad  legal  que  hubiese  que  acatar  y  cumplir;  y 
el  acto  del  Gobernador  no  creó  derechos  en  favor  de  determi- 
nadas personas,  pues  era  de  pura  administración,  nacido  de 
la  vigilada  y  tutela  que  el  Gobierno  ejerce  en  las  sociedades, 
por  lo  que  pueda  afectar  en  su  marcha  á  los  intereses  públicos: 
que  la  orden  reclamada  no  ha  vulnerado  derechos  administra- 
tivos otorgados  á  Pérez  del  Molino ,  ni  á  la  Sociedad  Esperanza 
en  la  Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1872,  pues  el  nombra- 
miento ó  continuación  en  el  cargo  de  Gerente  era  condicional 
hasta  que  la  junta  general  acordase  el  nombramiento  de  las 
personas  que  habian  de  ejercer  la  administración,  y  que  es  un 
principio  ponstante  de  jurisprudencia  que  las  declaraciones  de 
incompetencia  de  la  Administración  no  causan  estado:  estando 
conforme  por  un  otrosí  en  que  en  el  expediente  hay  datos  bas- 
tantes para  fallar  el  pleito ,  según  reconocía  el  demandante: 

Resultando  que  en  este  estado  se  presentó  D.  José  Luis 
Retortillo  por  medio  de  apoderado ,  manifestando  que  él  era  el 
Presidente  de  la  Sociedad  Esperanza ,  según  lo  tenia  recono- 
cido los  Tribunales ,  y  que  como  tal  salia  al  pleito  para  coad- 
vuvar  á  la  Administración : 

Resultando  que  los  hermanos  Martínez  como  coadyuvantes 
que  ya  lo  eran,  antes  de  contestar  la  demanda  propusieron  la 
excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad  de  Pérez  del  Mo- 
lino, porque  el  Gerente  era  Retortillo,  á  quien  los  Tribunales 
habian  dado  la  posesión,  y  porque  la  Administración  se  inhi- 
bió, habiendo  tenido  conocimiento  de  los  actos  judiciales,  sin 
embargo  de  lo  cual  no  habia  reclamado : 

Resultando  que  sustanciados  ambos  incidentes  con  audien- 
cia de  los  demás  interesados,  y  teniendo  en  cuenta  que  el  co- 
nocimiento de  los  Tribunales  nacía  de  un  procedimiento  de 
jurisdicción  voluntaria,  fundado  en  actas  de  juntas  que  esta- 
ban apeladas  y  fueron  revocadas  por  la  Administración  Supre- 
ma, por  lo  cual  unos  habian  sobreseído ,  y  otros  reconocido 
la  competencia  de  la  Administración,  se  dictó  auto  por  la  Sala 
en  27  de  Junio  último,  declarando  no  haber  lugar  á  dicha 
excepción  dilatoria,  ni  á  tener  por  parte  á  Retortillo  en  el 
concepto  de  Gerente  de  la  Sociedad  Esperanza: 
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baoion;  pero  derechos  que  se  ejercen  eu  determinadas  cir- 
cunstancias ,  y  que  no  se  oponen  á  los  fundamentales  que 
aquellas  adquieren  por  las  mismas  y  por  las  leyes  que  le  sir- 
ven de  base: 

Considerando  que  la  orden  de  13  de  Enero  de  1873,  que 
ha  sido  reclamada,  no  se  salva  con  suponer  que  es  confirma- 
toria de  la  de  26  de  Enero  de  1871,  porque  entre  las  dos  hay 
una  interrupción  de  continuidad  que  le  hace  perder  ese  ca- 
rácter, dos  acuerdos  que  le  ouitan  toda  su  fuerza  y  valor,  la 
Real  orden  de  29  de  Julio  del  mismo  año  y  la  de  30  de  Marzo 
de  1872: 

Considerando  que  además  la  orden  de  26  de  Enero  fué 
aclarada,  explicada  y  cumplimentada  por  la  Administración 
misma  en  la  de  29  de  Julio,  de  modo  que  hay  que  estimarlas 
dos  como  una  sola,  en  cuyo  caso  no  puede  sostenerse  que  la 
Administración  por  ella  se  inhibió  del  asunto,  desprendiée- 
dose  de  sus  facultades  para  seguir  ejerciendo  su  autoridad  y 
tutela  sobre  la  Sociedad  Esperanza ,  como  en  efecto  siguió  y 
lo  prueban  los  acuerdos  ya  mencionados;  basándose  en  el  su- 

{mesto  contrario  las  diligencias  practicadas  ante  los  Tribtfua- 
es,  y  sobre  las  cuales  nada  tenia  que  hacer  la  Administración 
desde  el  momento  aue  unos,  como  el  Juzgado  de  la  Latina, 
han  sobreseído  en  ellas;  y  otros,  como  la  Audiencia  de  Burgos, 
han  reconocido  la  competencia  de  la  Administración,  según 
se  expresó  por  la  Sala  en  su  auto  de  29  de  Junio  último: 

Considerando  que  la  orden  de  26  de  Enero  no  fué  tampoco 
consentida  por  Pérez  del  Molino,  pues  reclamó  en  vía  conten- 
ciosa contra  ella,  y  no  resulta  que  se  haya  declarado  cadu- 
cada dicha  reclamación,  como  era  necesario,  segun-dispone 
el  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  1858  para  poder  estimarla 
como  abandonada: 

Considerando  que  las  resoluciones  opuestas  á  la  orden  re- 
clamada están  á  mayor  abundamiento  aceptadas  y  consenti- 
das por  Martínez,  y  así  lo  demuestra  la  escritura  de  convenio 
y  transacción  que  obra  al  folio  98  del  pleito:. 

Considerando,  respecto  á  la  justicia  que  en  el  fondo  pueda 
tener  la  orden  litigiosa ,  que  no  habiendo  competencia  en  la 
Administración  para  darla,  es  inútil  entrar  en  apreciaciones 
de  esa  índole,  mucho  más  cuando  aun  siendo  competente, 
tenia  necesidad  para  adoptar  semejantes  acuerdos  de  oir  al 
Consejo  de  Estado ,  porque  así  lo  determina  el  art.  30  del  re- 
glamento de  17  de  Febrero  de  1 848  sobre  sociedades  mercantiles, 
aplicable  á  las  mineras,  según  ha  declarado  este  Tribunal  Su- 
premo en  las  cuestiones  que  se  le  han  sometido  de  esta  misma 
Sociedad  Esperanza,  lo  cual  no  ha  hecho,  sin  que  pueda  ex- 
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cusar  esta  omisión  el  dictamen  del  referido  alto  Cuerpo  que 
precedió  á  la  Real  orden  de  29  de  Julio  de  1871 ,  porque  esa 
autorización,  si  tal. nombre  merece,  fué  exclusivamente  para 
resolver  en  definitiva  sobre  la  reconstitución  ó  liquidación  de 
la  Sociedad,  y  eso  ya  lo  habia  hecho  el  Gobierno,  y  por  cierto 
sin  utilizar  aquella  autorización,  sino  como  una  nueva  audien- 
cia, al  dar  su  orden  de  30  de  Marzo  de  1872: 

Considerando  que  si  la  disolución  de  la  Esperanza  no  es 
lo  acordado  por  la  orden  *  reclamada ,  sino  su  conversión  en 
común,  esto  no  lo  autorizan  ni  las  leyes  de  1848  y  1859,  ni 
la  de  1869;  pues  para  ello  seria  preciso  que  la  Sociedad  optase 
por  dicha  trasfonuacion,  y  además  que  se  pusiese  en  condi- 
ciones legales  con  arreglo  alo  dispuesto  en  el  art.  2.a  de  esta 
última  ley;  actos  previos  que  no  se  han  realizado: 

Considerando  que  los  actos  posteriores  á  la  orden  de  31 
de  Marzo  de  1872,  encaminados  á  *su  desenvolvimiento,  son 
complementarios,  y  tienen,  por  decirlo  asi,  el  carácter  de  eje- 
cución de  sentencia;  por  lo  cual  las  cuestiones  á  que  pueden 
dar  lugar  no  afectan  á  la  resolución  de  donde  nacen,  al  menos 
para  influir  en  su  justicia  ó  procedencia,  ni  á  los  derechos 
intrínsecos  de  las  convenciones  á  que  se  refieren ,  y  son  por 
consecuencia  subsanables  de  un  modo  más  ó  menos  radical 
las  faltas  que  en  ellos  hayan  podido  cometerse,  á  cuyo  fin 
incumbe  á  la  Administración  dar  las  órdenes  que  estime  con- 
venientes^  puesto  que  tiene  á  la  Sociedad  de  que  se  trata  bajo 
su  inspección  y  vigilancia:  • 

Y  considerando  que  por  todo  lo  expuesto  no  hay  méritos 
para  confirmar  1h  orden  reclamada; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  Real  orden  de  13  de  Enero  de  1873,  por  la  cual  se 
resolvió  que  la  Sociedad  Esperanza  no  podia  considerarse  como 
especial  minera,  dejando  en  su  virtud  en  toda  su  fuerza  y 
vigor  la  Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1872,  y  sin  efecto  la 
ya  referida  de  13  de  Enero  de  1873,  que  ha  sido  reclamada; 
y  no  há  lugar  á  todas  las  demás  pretensiones  formuladas  en 
contrario  de  estas  declaraciones. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
grubernativo  al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  oportuna  cer- 
tificación,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan 
Jiménez  Cuenca.  =  Ignacio  Vieites.  =  Francisco  Armesto.— 
Luis  Vázquez  Mondragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 
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Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  corno  Secretario  Relator  en  Madrid  á  18  de 
Diciembre  de  1874.= Enrique  Medina. 

Núm.  85. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Devolución  de  varias  cantidades  satisfechas  por  canon  i>b 
superficie  de  unas  minas. — Sentencia  do  21  de  Diciembre, 
dejando  sin  efecto  en  parte  la  Real  orden  de  6  de  Marzo 
de  1872,  impugnada  por  D.  Jerónimo  González  Galán,  ce- 
sionario de  1).  Martin  Caliis. 

En  sus  considerandos  sa  establece: 

Que  por  el  art.  82  de  la  Ley  de  Afínas  de  6  de  Julio  de  1839, 
están  exceptuadas  por  veinte  años  desde  la  jmblicacion  de  dicha 
ley  del  pago  del  canon  de  superficie  las  pertenencias  de  mine- 
rales de  hierro. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  21  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  seguidos  en  primera  y  única 
instancia  en  este  Tribunal  Supremo ,  entre  D.  Jerónimo  Gon- 
zález Galán,  como  cesionario  de  D.  Martin  Caliis,  y  en  su 
nombre  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera,  y  la  Admi- 
nistración del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal, 
sobre  que  se  deje  sin  efecto  la  Real  orden  de  6  de  Marzo 
de  1872,  que  rehabilitó  la  de  2  de  Abril  anterior,  la  cual  de- 
negó la  devolución  de  varias  cantidades  satisfechas  por  aquel 
por  canon  de  superficie  de  unas  minas: 

Resultando  que  D.  Martin  Caliis,  vecino  de  Granada,  re- 
gistró varias  minas  sitas  en  el  término  municipal  de  Capileira; 
y  después  de  obtener  por  los  trámites  legales  la  concesión  de- 
finitiva de  ellas,  se  le  expidieron  los  correspondientes  títulos 
de  propiedad,  pagando  el  canon  de  superficie  por  las  mismas: 

Resultando  que  en  6  de  Agosto  de  1867  dicho  interesado 
acudió  á  la  Dirección  general  exponiendo  que  las  minas  que 
poseia  en  término  de  Capileira  eran  de  mineral  de  hierro,  las 
cuales  se  hallaban  exentas  del  pago  del  canon  de  superficie, 
con  arreglo  al  art.  82  de  la  ley:  que  la  Administración  de 
Hacienda  pública,  ignorando  que  fuesen  de  hierro,  porque  no 
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constaba  en  los  estados  que  la  pasaban  la  Sociedad  de  Fomento, 
venia  cobrando  los  derechos  de  superficie,  ascendían  á  la 
suma  de  más  de  5.000  escudos,  y  que  no  siendo  justo  ni  legal, 

Iredia  que  previo  informe  de  dicho  Centro  y  cotejo,  tanto  de 
os  títulos  y  planos  certificados  como  de  las  cartas  de  pago 

que  se  hallaban  en  su  poder,  se  acordase  la  devolución  de  las 

cantidades  indebidamente  pagadas: 

Resultando  que  instruido  expediente  por  la  Dirección  de 

Contribuciones  para  hacer  constar  si  las  referidas  minas  fue- 
ron registradas  v  concedidas  como  de  hierro  ó  como  de  otra 
clase  de  mineral,  y  si  sus  productos  eran  beneficiables  por  el 
hierro  que  contuviesen  solamente  ó  por  cualquiera  otra  clase 
de  metal,  y  para  que  ensayasen  muestras  de  los  minerales  de 
cada  una  por  el  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  expidiendo  las 
oportunas  certificaciones,  resultó  de  él  que  en  efecto,  al  recla- 
mante se  le  concedieron  23  minas  en  diferentes  fechas  de  los 
años  de  1858,  59  y  60: 

Resultando  que  cinco  de  estas,  á  saber:  La  Cometa*  Ter- 
ceros, Ultima,  Salomón  y  Carlota  se  hallan  en  explotación  y 
fueron  registradas  como  de  óxido  y  pirita  de  hierro  y  hierro 
argentífero:  que  las  restantes  fueron  renunciadas  hacia  al- 
gunos años  por  el  interesado,  siendo  registradas  y  concedidas 
como  cobrizas  de  hierro  las  ocho  tituladas  La  Virgen  de  Ora- 
da, Todos  los  Santos,  Pereza,  Luna,  Segundo,  Quitapenas,  Ya 
lo  entiendo,  Atila  y  Pillastre,  y  exclusivamente  como  de  hierro 
las  10  restantes,  nombradas  El  Solitario,  Santísima  Trinidad, 
Sant  Miguel,  Canta  el  Gallo,  La  Generala,  La  Milagrosa,  Ca- 
nóniga, Napolitana,  El  Tonel  y  La  Fama: 

Resultando  que  por  el  canon  de  dichas  minas  ha  satisfecho 
el  registrador  hasta  fin  de  Julio  de  1865  por  las  que  están 
renunciadas  y  hasta  la  fecha  de  la  renuncia  8.646  pesetas  35 
céntimos  en  vez  de  la  cantidad  que  reclama ,  en  la  forma  si- 
guiente: por  el  primer  grupo,  3.563  pesetas;  por  el  segundo, 
Í.574,  y  por  el  tercero,  2.505;  consistiendo  la  diferencia  entre 
la  cantidad  pedida  y  reclamada  en  que  en  las  cartas  de  pago 
que  acompaña  están  incluidas  sumas  satisfechas  por  otras 
pertenencias  ajenas  á  este  asunto,  sobre  la3  que  ninguna  re- 
clamación se  ha  hecho,  y  finalmente,  aue  los  minerales  que 
producen  las  cinco  minas  que  no  han  siao  renunciadas,  según 
el  ensayo  facultativo  sólo  es  beneficiable  el  hierro,  sin  que  se 
encuentre  cantidad  alguna  de  plata  si  se  exceptúa  la  llamada 
Carlota,  que  ha  dado  20  gramos  870  miligramos  por  quintal 
métrico  de  mineral,  el  cual  debe  considerarse  como  no  bene- 
ficiable y  pobre: 

Resultando  que  la  Dirección  de  Contribuciones  en  su  in- 
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forme  opinó  que  D.  Martin  Callis  sólo  tenia  derecho  á  que  le 
fueran  devueltas  las  2.505  pesetas  que  tenia  satisfechas  por 
canon  de  superficie  de  las  minas  correspondientes  al  tercer 
grupo  meucionado,  cuyo  ingreso  tuvo  lugar  en  la  Tesorería 
de  Granada  en  diferentes  fechas,  siendo  la  última  en  30  dt 
Junio  de  1865:  que  debe  acordarse  lo  contrario  respecto  álü> 
del  segundo,  puesto  que  fueron  registradas,  demarcadas} 
concedidas,  no  como  de  hierro,  sino  como  de  otros  mineral 
beneficiables;  y  que  debe  declararse  por  las  que  hace  relación 
al  primer  grupo  exentas  de  pagar  el  impuesto  desde  la  fecha 
en  que  se  ha  justificado  que  no  son  beneficiables  los  mineral?* 
que  contienen  aparte  del  hierro: 

Resultando  que  oidos  el  Negociado  de  lo  contencioso  y  la 
Dirección  de  Contabilidad,  opinaron  el  primero  que  procedió 
declarar  que  no  habia  lugar  á  la  devolución  solicitada  ni  en 
todo  ni  en  parte  al  interesado  de  las  cantidades  que  satisfiz* 
por  canon  de  superficie  hasta  30  de  Junio  de  1865,  reclamada- 
en  6  de  Agosto  de  1867,  salvo  la  prueba  en  contrario  dehabr 
reclamado  en  otras  fechas  anteriores,  fundándose  en  el  art.  17 
de  la  Ley  de  Contabilidad  de  20  de  Febrero  de  1850,  vigenn 
cuando  se  hicieron  los  pagos  y  en  la  época  en  que  se  entabl< 
la  reclamación,  y  en  el  art.  18  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  187o: 
y  la  segunda  que  el  art.   17  de  aquella  ley  se  ha  entendido 
siempre  que  tiene  aplicación  á  toda  reclamación  que  á  títif  u 
de  daños  y  perjuicios  se  intente  contra  la  Hacienda  fuera  de 
los  plazos  que  señala;  y  que  si  el  ánimo  del  legislador  hubiera 
sido  exceptuar  determinada  clase  de  reclamaciones,  no  hubiera 
hecho  ninguna  reclamación,  usando  en  general  la  palabrada ?«>■< 
y  perjuicios: 

Resaltando  que  en  vista  del  anterior  informe  la  Direccim. 
general  en  24  de  Setiembre  de  1870  desestimó  la  instancia  d» 
D.  Martin  Callis,  declarando  que  no  há  lugar  ala  devolución 
que  solicita: 

Resultenflo  que  Callis  se  alzó  de  esta  resolución  ante  el 
Ministro  de  Hacienda  pidiendo  que  se  dejase  sin  efecto  y  que 
se  acordase  el  abono  de  las  cantidades  solicitadas,  fundándose 
principalmente  en  que  en  el  presente  asunto  no  tiene  aplica- 
ción el  citado  art.  17  de  la  Ley  de  Contabilidad,  porque  súl. 
se  trataba  de  un  acto  de  perfecto  derecho  y  estricta  justicia: 

Resultando  que  la  Sección  de  Hacienda  del  Consejo  de  Es- 
tado, á  quien  se  elevó  el  expediente,  opinó  que  no  era  apli- 
cable al  presente  caso  el  art.  17  de  la  Ley  de  Contabilidad 
referida,  y  que  con  revocación  del  acuerdo  recurrido  se  acor- 
dase que  D.  Martin  Callis  tenia  derecho  á  la  devolución  del 
canon  que  haya  satisfecho  por  las  pertenencias  J?l  Solilarlj 
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y  demás  minas  que  comprende  el  grupo  tercero  ya  expresado; 
y  que  igualmente  deben  devolvérsele,  pero  únicamente  desde 
el  dia  que  los  Ingenieros  han  declarado  que  ya  sólo  son  be- 
neficiables como  de  hierro,*  los  derechos  que  haya  satisfecho 
por  las  pertenencias  La  Cometa  y  demás  que  constituyen  el 

Srimer  grupo,  debiendo  desestimarse  su  solicitud  en  todo  lo 
emas: 

Resultando  que  el  Ministro  del  ramo,  de  conformidad  con 
la  Dirección,  por  orden  de  2  de  Abril  de  1871  desestimó  el 
acuerdo  de  alzada  y  denegó  la  devolución  solicitada: 

Resultando  que  antes  de  cumplirse  este  acuerdo  el  Jefe  de 
aquel  Centro  propuso  al  Ministro  que  se  dejase  en  suspenso 
para  cortar  inconvenientes,  porque  cuando  ya  estaba  sometido 
el  expediente  á  su  resolución,  I).  Martin  Callis  habia  presen- 
tado una  solicitud  acompañada  de  una  certificación  de  la  Ad- 
ministración económica  de  Granada,  justificativa  de  que  en 
aquella  oficina  existían  dos  instancias  presentadas  por  él  opor- 
tunamente, pidiendo  la  absolución  de  que  se  trata;  y  acordada 
la  suspensión  en  14  de  Mayo  siguiente,  se  remitió  dicha  so- 
licitud á  Granada  para  que  la  referida  Administración  infor- 
mase con  toda  claridad  y  exactitud  acerca  de  su  contenido, 
y  remitiese  originales  las  dos  instancias  que  en  ella  presentó 
el  interesado  en  7  de  Octubre  de  1871  y  4  de  Agosto  de  1865, 
como  cualquiera  otra  que  hubiese  hecho  con  tal  motivo: 

Resultando  que,  Ínterin  se  practicaban  dichas  diligencias, 
D.  Jerónimo  González  Galán,  i  quien  Callis  habia  cedido  sus 
derechos  á  la  reclamación  de  que  se  trata  por  escritura  de  7 
de  Octubre  de  1869,  en  pago  de  cierto  crédito,  acudió  á  la  Di- 
rección manifestando  que  como  único  y  exclusivo  dueño  de 
este  crédito,  se  entendiesen  con  él  todas  las  diligencias  que 
al  propósito  de  reintegro  del  mismo  se  hicieren,  pues  nadie 
más  que  él  debia  percibirlo: 

Resultando  que  la  Administración  de  Granada  informó  que 
entre  los  antecedentes  que  existían  en  aquella  dependencia 
aparecían  tres  solicitudes  de  7  de  Octubre  de  1861,  4  de  Agosto 
de  1865  y  10  de  Marzo  de  1871,  las  cuales  remitió  con-certi* 
ficacion  de  no  hallarse  otros  documentos  por  D.  Martin  Callis, 
resultando  de  aquellas  que  éste  en  las  dos  primeras  fechas  in- 
dicadas habia  reclamado  la  devolución  de  las  cantidades  sa- 
tisfechas por  el  canon  de  superficie  objeto  de  la  cuestión: 

Resultando  que  en  su  vista  el  Ministro  de  Hacienda,  por 
Real  orden  de  6  de  Marzo  de  1872,  de  conformidad  con  lo  pro- 

Suesto  por  la  Dirección,  rehabilitó  el  acuerdo  ministerial  de  2 
e  Abril  último,  confirmando  el  de  la  Dirección  general  de  24 
de  Setiembre  de  1870,  fundándose  principalmente  en  que  ha- 
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bia  prescrito  la  acción  del  interesado  para  reclamar  la  devolu- 
ción de  las  cantidades  de  que  se  trata,  por  haber  quedado  sin 
valor  las  interrupciones  de  prescripción  de  las  instancias  de  7 
de  Octubre  de  1861  y  de  4  de  Agosto  de  1865: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Tomás  María  Mosquera, 
en  nombre  de  D.  Jerónimo  González  Galán,  como  cesionario 
de  D.  Martin  Callis,  en  7  de  Agosto  de  1872  entabló  demanda, 
que  después  amplió  en  este  Tribunal  Supremo,  con  la  preten- 
sión de  que  se  deje  sin  efecto  la  Real  orden  de  6  de  Marzo  y  la 
de  2  de  Abril  por  ella  rehabilitada,  de  que  se  ha  hecho  mérito 
y  que  se  condene  á  la  Administración  á  devolverle  las  canti- 
dades que  indebidamente  se  exigieron  y  satisfizo  su  cedente 
D.  Martin  Callis  por  canon  de  superficie  de  las  precitadas  mi- 
nas de  hierro,  sitas  en  el  término  de  Capileira,  con  los  inte- 
reses correspondientes  desde  la  reclamación  hasta  el  efectivo 
reembolso  y  las  costas  que  se  le  ocasionaran,  fundándose  en 
ambos  escritos  en  que  dichas  minas  están  exentas  del  pago 
de  dicho  canon  por  la  legislación  de  1859,  aplicable  al  caso 
presente:  que  la  exacción  de  dicho  canon  y  pago  que  el  po- 
seedor de  ellas  se  vio  precisado  á  hacer  de  las  cantidades  ex- 
presadas, no  puede  menos  de  ser  calificado  como  indebido, 
exigiendo  la  justicia  y  equidad  que  se  devuelvan  al  interesado 
ó  su  causa-habiente:  que  la  única  razón  que  sirve  de  funda- 
mento á  la  Real  orden  reclamada,  cual  es  el  art.  17  de  la  Lev 
de  Contabilidad,  no  puede  ser  estimada  como  legal  y  carece 
de  base,  porque  no  se  trata  aquí  de  tina  reclamación  contra 
el  Estado  á  título  de  daños  y  perjuicios,  sino  de  una  devolu- 
ción según  el  derecho  estricto  de  un  pago  indebido,  para  el 
cual  sólo  es  posible  aplicar  la  doctrina  general  de  prescrip- 
ción; y  que  la  prescripción  de  que  se  trata  fué  interrumpiaa 
de  la  manera  más  formal,  sin  que  basten  á  desvirtuar  esta  in- 
terrupción las  sofísticas  consideraciones  que  se  aleguen,  que 
por  cierto  no  merecen  ni  aun  los  honores  de  la  refutación 
ante  Tribunal  tan  elevado,  porque  de  admitirse  tal  teoría  serian 
inútiles  las  repetidas  reclamaciones  de  Callis  si  la  Adminis- 
tración activa,  en  uso  de  sus  facultades  discrecionales,  tar- 
dase más  de  lo  debido  en  resolver  cualquiera  instancia  de  esta 
índole,  como  acontece  algunas  veces: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  la  absolución  de 
la  demanda ,  confirmando  la  Real  orden  reclamada ;  y  si  esto 
no  se  considerase  procedente,  que  se  fallase  este  pleito  de  con- 
formidad con  lo  consultado  por  la  Sección  de  Hacienda  del 
Consejo  de  Estado;  alegando  que  si  bien  es  indudable  que  las 
minas  registradas  y  concedidas  como  de  mineral  de  hierro  es- 
tán exceptuadas  del  pago  del  derecho  de  superficie,  según  el 
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articulo  82  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859 ,  la  resolución  re- 
clamada se  funda  principalmente  en  que  la  aceion  de  Callis 
para  reclamar  lo  que  la  Hacienda  percibió  indebidamente  ha 

{>rescrito ;  que  lo  único  de  que  la  Sala  habrá  de  ocuparse  es 
a  de  fijar  la  verdadera  inteligencia  del  art.  17  de  la  Ley  de 
Contabilidad  de  1850 ,  y  por  consiguiente  si  es  aplicable.  á  la 
reclamación  de  que  se  trata;  y  después  de  interpretar  y  co- 
mentar dicho  articulo  deduciendo  que  se  halla  comprendida 
en  la  actual  cuestión ,  cita  como  argumento  en  pro  de  la  Ha- 
cienda y  como  de  grande  autoridad  la  interpretación  dada  á 
ese  artículo  por  la  Dirección  de  Contabilidad  y  la  aplicación 
que  asegura  ha  tenido  en  casos  análogos;  y  que  si  la  Sala  com- 
prende que  el  caso  de  autos  no  es  aplicable  á  dicho  art.  17, 
debe  proveerse  con  arreglo  á  la  consulta  formulada  por  la  Sec- 
ción ae  Hacienda  del  Consejo  de  Estado ,  porque  á  su  juicio 
está  arreglada  á  los  buenos  principios  de  la  sana  razón  y  de 
la  justicia. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León  y 
Romero. 

Considerando  que  por  el  art.  82  de  la  Ley  de  Minas  de  6 
de  Julio  de  1859  están  exceptuadas  por  veinte  años  desde  la 
publicación  de  dicha  ley  del  pago  del  canon  de  superficie  las 
pertenencias  de  minerales  de  hierro: 

Considerando  que  en  los  años  de  1848,  49  y  50  D.  Martin 
Callis  registró  en  el  pueblo  de  Capileira,  provincia  de  Grana- 
da; hasta  23  pertenencias,  de  las  que  las  denominadas  Í57  tfo- 
litar io,  Santísima  Trinidad,  San  Miguel,  Canta  el  Galio,  La 
Generala,  La  Milagrosa,  Canóniga^  Napolitana,  El  Tonel  y  La 
Fama  le  fueron  concedidas  y  demarcadas  como  de  hierro;  es- 
tando ,  por  lo  tanto ,  comprendidas  dentro  de  la  prescripción 
del  referido  articulo,  y  en  su  virtud  exentas  del  pago  de  su- 
perficie : 

Considerando  que  las  conocidas  por  los  nombres  La  Corneta, 
Tercero,  Ultima,  Salomón  y  Carlota,  hoy  en  explotación,  no 
le  fueron  concedidas  ni  demarcadas  como  de  hierro  sino  como 
de  óxido  y  pirita  de  hierro  y  hierro  argentífero,  en  cuyo  con- 
cepto fuéjusta  y  legal  la  exacción  del  derecho  de  superficie 
hasta  tanto  que  por  virtud  de  reclamación  del  concesionario 
los  Ingenieros  han  practicado  los  ensayos  facultativos  corres- 

Íondientes,  que  han  demostrado  que  las  condiciones  del  mineral 
an  variado ,  y  no  son  beneficiables  en  otro  concepto  que  en  el 
de  hierro,  por  lo  que  la  exacción  del  canon  que  con  posterio- 
ridad se  haya  hecho  respecto  á  dichas  minas  no  es  procedente 
ni  legal  conforme  á  lo  determinado  en  el  citado  articulo  82,  y 
el  cesionario  tiene  derecho  para  pedir  su  devolución: 
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Considerando ,  respecto  á  las  minas  Virgen  de  Gracia,  To- 
dos los  Santos y  Pereza ,  Luna,  Quitapenas,  Ya  lo  entiendo, 
Atila  y  Pillastre ,  renunciadas  hace  tiempo  que  fueron  con- 
cedidas y  registradas  no  como  de  hierro  sino  como  de  otro* 
metales  beneficiables  sujetos  al  pago  del  canon  de  superficie, 
siendo  por  tanto  procedente  lo  que  por  ellas  se  haya  pagado  á 
la  Hacienda  en  ese  concepto  hasta  la  fecha  de  la  renuncia: 

Considerando  que,  si  bien  por  el  art.  17  de  la  Ley  de  Con- 
tabilidad de  20  de  Febrero  de  1850  se  previene  que  ninguna 
reclamación  contra  el  Estado  á  título  de  daños  y  perjuicios,  6 
á  titulo  de  equidad,  será,  admitida  gubernativamente  pasado 
un  año  desde  el  hecho  en  que  se  funde  el  reclamante,  no  se 
trata  en  el  caso  presente  de  reclamación  de  esta  Índole,  pues 
no  pide  indemnización  de  perjuicios  ni  daños  sufridos,  y  si 
sólo  la  devolución  de  cantidades  que  indebidamente  le  han  sido 
exigidas  y  ha  satisfecho ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  há  lugar 
ala  demanda  deducida  por  D.  Tomás  María  Mosquera,  á  nom- 
bre de  D.  Jerónimo  González  Galán,  como  cesionario  de  Don 
Martin  Callis ,  en  cuanto  á  la  devolución  por  la  Hacienda  de 
los  derechos  que  por  canon  de  superficie  ha  satisfecho  por  las 
10  minas  denominadas  El  Solitario,  Santísima  Trinidad,  San 
Miguel ',  Canta  el  Gallo,  La  Generala,  La  Milagrosa,  Canóni- 
ga, Napolitana,  El  Tonel  y  La  Fama]  á  la  devolución  tam- 
bién de  lo  satisfecho  por  las  cinco  comprendidas  en  el' tercer 
considerando  que  están  en  explotación ,  y  son  La  Cometa,  Ter- 
cero, Ultima,  Salomón  y  Carlota,  previa  liquidación  de  lo  que 
resulte  pagado  por  ellas  después  que  los  Ingenieros  declara- 
ron no  ser  beneficiables  más  que  como  de  hierro ,  y  de  igual 
modo  respecto  á  las  renunciadas  y  abandonadas  Virgen  de 
Gracia,  Todos  los  Santos,  Pereza,  Luna,  Quitapenas,  Va  lo 
entiendo,  Atila  y  Pillastre,  en  lo  que  después  de  la  renuncia 
y  abandono  hayan  satisfecho ;  y  en  su  consecuencia,  dejamos 
sin  efecto  lo  determinado  en  la  Real  orden  de  6  de  Marzo  de 
1872  en  lo  respectivo  á  dichos  extremos,  debiendo  la  Admi- 
nistración del  Estado  satisfacer  al  demandante  las  cantidades 
que  en  tal  concepto  haya  percibido ,  y  absolvemos  á  dicha  Ad- 
ministración del  Estado  de  la  precitada  demanda  en  cuanto 
á  las  demás  reclamaciones  que  comprende,  dejando  subsis- 
tente respecto  de  ellas  la  resolución  contenida  en  la  mencio- 
nada Real  orden. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación  pre- 
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venida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = Juan  Gon- 
zález Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.=Juan  Jimé- 
nez Cuenca. =Manuel  León. = Ignacio  Viei tes.  =*  Francisco  Ar- 
mesto.=Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Manuel  León  y  Romero,  Magistrado  de  la  Sala 
tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  21  de  Diciembre  de  1874.  =  Li- 
cenciado Manuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.  86. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Deducción  del  importe  dé  dos  mesadas  de  supervivencia  de 
la  pensión  del  Monte-pío.— Sentencia  de  21  de  Diciembre, 
copfirinando  la  R^al  orden  de  5  de  Julio  de  1872,  impug- 
nada por  Doña  María  de  los  Dolores  y  Doña  Josefa  Béjar 
Sturla. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  las  mudas  de  los  empleados  oteando  fio  pueden  optar 
i  Monte-pío  ni  á  ninguna  otra  pensión  porque  sus  maridos  se 
hayan  casado  después  de  cumplir  los  sesenta  años,  tienen  derecho 
a  las  dos  pagas  de  supervivencia  concedidas  como  un  socorro 
para  atender  á  los  gastos  de  funeral  y  luto. 

2.°  Que  este  derecho  de  las  viudas,  por  el  objeto  a  que  se 
destinan  dichas  pagas  y  por  la  forma  en  que  se  vienen  consig- 
nando desde  su  origen,  no  es  condicional  sino  absoluto,  y  no 
depende  por  consecuencia  de  que  haya  ó  no  hijos. 

3.°  Que  las  disposiciones  ya  referidas  revocaron  la  Real 
arden  de  7  de  Enero  de  1806. 

4.°  Que  si  bien  es  cierto  que  después  de  1865  en  un  expe- 
diente particular  prevaleció  la  opinión  contraria  a  las  viudas 
de  los  empleados  sexagenarios,  este  acuerdo  ha  sido  contrariado 
por  otras  resoluciones  de  la  misma  Índole,  por  lo  cual  no  hay 
en  vigor  una  jurisprudencia  constante  sobre  el  particular  que 
puede  invocarse  en  oposición  á  la  orden  litigiosa. 

5.°  Que  además  no  existe  disposición  alguna  de  carácter  ge- 
neral que  haya  denegado  explícitamente  los  derechos  consignados 
en  favor  de  las  viudas  de  los  empleados  sexagenarios. 


560  TRIBUNAL   SUPREMO. 

6.°  Que  es  un,  principio  en  materia  de  Clases  pasiva*  q%e 
del  fallecimiento  de  un  empleado  no  pueden  surgir  a  la  tez  dos 
gravámenes  contra  el  Estado. 

7.°  Que  en  el  art.  16  de  la  instrucción  de  26  de  Diciembre 
¿fc  1831  se  dan  disposiciones  sobre  el  modo  de  distribuir  una 
misma  pensión  entre  la  viuda  y  los  hijos  de  un  empleado. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  21  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos ,  seguidas  en  esté  Tribunal 
Suprema,  en  apelación  entre  Doña  María  de  los  Dolores  y  Doña 
Josefa  Béjar  Sturla,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  José 
Ruiz  de  Cobos,  y  la  Administración  del  Estado,  representada 
por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden 
de  5  de  Julio  de  1872 ,  que  confirmó  el  fallo  del  Tribunal  de 
Clases  pasivas  de  16  de  Marzo  del  mismo  año,  que  dispuso 
que  de  la  pensión  de  Monte-pío  reconocida  á  los  demandan- 
tes se  dedujese  el  importe  de  dos  mesadas  de  supervivencia 
cobradas  por  su  madre  política  Doña  María  de  las  Mercedes 
Guerra: 

Resultando  que  D.  José  Béjar  Lozano  empezó  sus  servicios 
al  Estado  en  1812,  sirviendo  en  la  carrera  militar  y  después 
en  la  civil,  en  la  que  desempeñó  varios  destinos  hasta  1859, 
que  siendo  Contador  de  segunda  clase  en  comisión  del  Tri- 
bunal Mayor  de  Cuentas  fué  jubilado  por  Real  orden  de  5  de 
Julio  de  igual  año,  reconociéndosele  treinta  y  cinco  años  de 
servicios,  por  lo  cual  le  fué  señalado  el  haber  pasivo  anual 
de  19.200  rs.,  cuatro  quintas  partes  de  24.000  que  sirvió  de 
regulador : 

Resultando  que  ya  mayor  de  sesenta  años  y  con  hijos  de 
su  primer  matrimonio,  entre  ellos  los  actuales  recurrentes 
D.  José  Béjar,  casó  con  Doña  María  de  las  Mercedes  Guerra;  y 
ocurrido  su  fallecimiento  en  6  de  Octubre  de  1871,  la  viuda 
acudió  al  Tribunal  de  primera  instancia  de  Clases  pasivas  en 
solicitud  de  que  se  le  concedieran  las  dos  mesadas  de  super- 
vivencia, cuyo  derecho  á  las  mismas  fué  reconocido  por  dicho 
Tribunal,  de  conformidad  con  el  Ministerio  fiscal,  en  acuerdo 
de  11  de  Noviembre  de  igual  año,  consignando  su  pago  en 
la  Caja  de  la  Administración  económica  de  esta  provincia: 

Resultando  que  en  13  de  Enero  de  1872  Doña  Dolores  y 
Doña  Josefa  Béjar  Sturla,  huérfanas  del  D.  José,  y  las  únicas 
entre  sus  hijos  en  aptitud  legal  para  alegar  orfandad,  acu- 
dieron al  mencionado  Tribunal  de  Clases  pasivas  solicitando 
en  tal  concepto  la  pensión  del  Monte-pío  que  les  correspon- 
diera percibir  por  la  ley  en  relación  del  sueldo  que  como  ju- 
bilado había  disfrutado  su  padre: 
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Besgltando  que  seguido  el  expediente  por  los  tramites  del 
reglamento,  el  Tribunal  en  sesión  de  16  de  Marzo  siguiente, 
conformándose  con  lo  propuesto  por  el  Ministerio,  señaló  á 
las  huérfanas  solicitantes  la  pensión  de  1.125  pesetas  anuales, 
mandando  que  de  este  haber  pasivo  se  dedujera  el  importe  de 
las  dos  mensualidades  de  supervivencia  que  se  habían  conce- 
bido á  la  viuda  del  finado: 

Resultando  que  de  este  acuerdo  se  separó  el  Presidenta  del 
Tribunal,  y  en  su  voto  particular  expresó  que  no  habiendo 
percibido  las  huérfanas  el  importe  de  las  dos  mesadas  no  habia 
derecho  á  que  se  dedujesen  de  la  pensión  que  se  les  habia  se- 
ñalado, porque  no  debia  redundar  en  perjuicio  de  estas  el  que 
su  madre  política  al  solicitar  dichas  tocas  omitiera  presentar 
la  copia  del  testamento  de  su  marido,  ó  expresar  que  éste  de- 
jaba hijos  de  su  primer  matrimonio,  citando  en  su  apoyo  la 
Real  orden  de  7  de  Enero  de  1806,  y  terminando  con  que  á 
su  juicio  Doña  María  de  las*  Mercedes  Guerra  era  la  obligada 
al  reintegro  de  las  dos  mesadas  que  indebidamente  percibió 
según  lo  resuelto  en  Real  orden  de  24  de  Abril  de  1865: 

Resultando  que  el  Tribunal  sostuvo  su  anterior  acuerdo 
de  16  de  Marzo,  fundándose  en  las  Reales  órdenes  de  28  de 
Febrero  de  1820  y  18  de  Febrero  de  1849,  derogatorias  de  la 
de  7  de  Enero  de  1806,  y  acordó  en  23  del  mismo  mes  remi- 
tir el  expediente  al  Ministerio  de  Hacienda  para  su  resolución 
definitiva: 

Resultando  que  dicho  Ministro,  de  conformidad  con  lo  pro- 
puesto por  la  Sección  de  Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo  de 
Estado,  por  orden  de  5  de  Julio  de  1872,  confirmó  el  acuerdo 
de  la  mayoría  del  Tribunal  de  Clases  pasivas,  declarando  que 
de  la*  pensión  del  Monte-pío,  reconocida  á  las  huérfanas  de 
D.  José  Béjar,  se  dedujese  el  importe  de  las  dos  mesadas  de 
supervivencia  satisfechas  á  su  madre  política  Doña  María  de 
las  Mercedes  Guerra: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  José  Ruiz  de  Cobos  á  nom- 
bre de  Doña  Dolores  y  Doña  Josefa  Béjar,  presentó  demanda 
en  este  Supremo  Tribunal  en  5  de  Noviembre  de  1872  solici- 
tando la  revocación  de  la  Real  orden  de  5  de  Julio  del  mismo 
año,  y  que  se  declarase  que  aquellas  huérfanas  no  estaban 
obligadas  á  reintegrar  al  Erario  las  800  pesetas  que  por  dos 
mesadas  de  supervivencia  percibió  Doña  María  de  las  Merce- 
des Guerra,  y  que  para  que  tenga  efecto  el  reintegro  se  re- 
suelva lo  que  sea  conveniente,  fundándose  en  que  el  derecho 
á  la  pensión  del  Monte-pío  lo  es  personalísimo,  no  pudiendo 
por  lo  tanto  estar  afecto  á  otras  responsabilidades  que  las 
contraidas  por  quien  obtengan  dicho  beneficio;  que  no  existe 

II.— 3.a  ~  36 
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ley,  contrato ,  ni  hecho  personal  que  obligue  á  las  hijas  de 
Béjar  á  reintegrar  al  Erario  de  las  sumas  percibidas  por  Doña 
Mercedes  Guerra:  que  aún  cuando  entre  estas  y  aquellas  exis- 
tieran recíprocos  derechos  y  deberes  por  razón  de  la  pensión 
y  mesadas  de  supervivencia,  el  Tribunal  de  Clases  pasivas  no 
era  competente  para  dirimir  las  contiendas  que  con  tal  motivo 
se  suscitaran  entre  particulares;  y  que  si  Doña  Mercedes  Guer- 
ra percibió  las  mesadas  de  supervivencia  sin  tener  derecho  á 
ellas,  es  la  obligada  al  reintegro  de  las  mismas,  y  caso  de 
insolvencia  los  Ministros  que  indebidamente  hicieron  la  con- 
cesión : 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
á  la  Administración  de  la  anterior  demanda ,  fundándose  en 
que  fué  justa  y  legal  la  concesión  que  hizo  el  Tribunal  de 
Clases  pasivas  á  Dona  Mercedes  Guerra,  viuda  de  i).  José  Bé- 
jar; pues  si  bien  no  tenia  derecho  á  viudedad  por  haberse 
casado  cuando  éste  había  cumplido  sesenta  años ,  le  tenia  á 
las  dos  mesadas  de  supervivencia,  según  la  Real  orden  de  1.° 
de  Diciembre  de  1828:  que  igualmente  tenían  derecho  como 
huérfanas  las  hijas  del  D.  José  á  la  pensión  que  el  mismo  Tri- 
bunal las  concediera ;  pero  siendo  axiomático  en  materia  de 
Clases  pasivas  que  de  un  mismo  causante  no  pueden  derivarse 
derechos  diferentes,  no  habia  más  recurso  que  deducir  de  la 
pensión  de  las  hijas  lo  que  la  viuda  habia  percibido  por  tocas, 
irrogando  en  caso  contrario  un  perjuicio  indebido  al  Estado. 
linico  medio  además  de  conciliar  los  derechos  que  la  ley  con- 
cede á  la  viuda  v  á  los  intereses  de  la  Hacienda,  como  se 
hace  en  la  orden  reclamada;  y  por  ülttmo ,  que  esta  decisión 
tiene  el  precedente  de  un  caso  igual  resuelto  de  idéntica  ma- 
nera por  Real  orden  de  26  de  Enero  de  1865,  de  modo  que  la 
legalidad  vigente,  la  jurisprudencia  y  la  equidad  están  en 
favor  de  la  disposición  administrativa,  combatida  en  la  de- 
manda. 

Vistos, -siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez- 
Cuenca.  • 

Considerando  que  según  las  Reales  órdenes  de  28  de  Fe- 
brero de  1820,  l.p  de  Diciembre  de  1828,  7  de  Octubre  de  1846 
y  18  de  Febrero  de  1849,  las  viudas  de  los  empleados  de  las 
condiciones  de  D.  José  Béjar  Lozano  tienen  derecho  á  las  dos 
pagas  de  supervivencia  concedidas  como  un  socorro  para  aten- 
der á  los  gastos  de  funeral  y  luto,  cuando  no  pueden  optar  á 
Monte-pío  ni  á  ninguna  otra  pensión  porque  sus  maridos  se 
hayan  casado  después  de  cumplir  los  sesenta  años-. 

Considerando  que  este  derecho  de  las  viudas,  por  el  objeto 
á  que  se  destinan  dichas  pagas  y  por  la  forma  en  que  se  vie- 
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nen  consignando  desde  su  origen,  no  es  condicional  sino  ab- 
soluto, y  no  dependen  por  consecuencia  de  que  haya  ó  no 
hijos : 

Considerando  que  las  disposiciones  ya  referidas  revocaron 
la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1806  en  que  se  ha  fundado 
el  voto  de  la  minoría  del  Tribunal  de  Clases  pasivas  para  ne- 
gar la  procedencia  de  la  orden  reclamada: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  después  de  1865  en 
un  expediente  particular  prevaleció  la  opinión  contraria  á  las 
viudas  de  los  empleados  sexagenarios ,  este  acuerdo  ha  sido 
contrariado  por  otras  resoluciones  de  la  misma  índole,  por  lo 
cual  no  hay  én  vigor  una  jurisprudencia  constante  sobre  el 
particular  que  pueda  invocarse  en  oposición  á  la  orden  liti- 
giosa: 

Considerando  que  además  no  existe  disposición  alguna  de 
carácter  general  que  haya  denegado  explicitamente  los  dere- 
chos cpnsignados  en  favor**  de  las  viudas  de  los  empleados 
sexagenarios: 

Considerando  que  es  un  principio  en  materia  de  Clases  pa- 
sivas que  del  fallecimiento  de  un  empleado  no  pueden  surgir 
á  la  vez  dos  gravámenes  contra  el  Estado,  por  lo  cual  reco- 
nocido el  derecho  de  la  viuda  de  D.  José  Béjar  al  pago  de  las 
dos  mesadas  de  supervivencia,  y  realizado  éste,  la  pensión 
declarada  después  á  sus  hijas  procedentes  de  otro  matrimonio, 
está  naturalmente  limitada  por  la  concesión  anterior,  y  hay 
por  ello  necesidad  de  subordinarla  á  lo  ya  establecido,  y  de 

Sonerías  en  correlación  y  armonía,  á  fin  de  que  no  resulten 
os  cargas  distintas  procedentes  de  un  mismo  origen;  teoría 
que  no  es  nueva,  pues  además  de  tener  precedentes  en  la  ju- 
risprudencia del  Tribunal  de  Clases  pasivas  según  resulta  del 
expediente  administrativo ,  descansa  en  la  instrucción  de  26 
de  Diciembre  de  1831,  en  cuyo  art.  16  se  dan  disposiciones 
sobre  el  modo  de  distribuir  una  misma  pensión  entre  la  viuda 
y  los  hijos  de  un  empleado,  caso  en  verdad  distinto  del  actual, 
pero  que  sin  embargo,  en  su  espíritu  está  el  principio  de  jus- 
ticia y  equidad  que  ha  servido  de  base  á  la  orden  reclamada: 
Y  considerando  que  por  lo  expuesto  no  hay  méritos  para 
revocarle; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  el  fallo 
pronunciado  por  el  Tribunal  de  Pensiones  civiles  en  16  de 
Marzo  de  1872,  así  como  la  Real  orden  de  5  de  Julio  del  mis- 
mo año  que  vino  en  su  apoyo  y  ha  sido  reclamada ;  y  en  su 
virtud  la  dejamos  firme  y  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 


564  TRIBUNAL  SUPRBMp. 

al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  A  ce  vedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejada.  «Juan 
Jiménez  Cuenca. «Manuel  León. «Ignacio  Vieitas. «Francisco 
Armesto.=Luis  Vázquez  Mondragon. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  I).  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera 
del  mismo,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  21  de  Diciembre  de  1874.  «Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 

Ntjm.  87. 

•     ÚNICA  INSTANCIA. 


Pago  db  los  réditos  db  un  censo. — Sentencia  de  23  de  Di- 
ciembre, dejando  sin  ef  oto  la  ór<1eu  de  1.°  de  Mayo  de  1868, 
expelida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  é  impugnada  por 
D.  Luis  P¡á  y  Vicens. 

En  los  considerandos  ?e  establee^: 

1.°  Que  la  Real  orden  de  24  de  Febrera  de  1845,  limita  los 
procedimientos  ejecutivos  que  prescribe  para  la  exacción  de  las 
pensiones  de  censos  que  pertenecieron  á  los  conventos  suprimidos, 
á  la  de  aquellos  cuya*  escrituras  de  imposición  existan  ó  re- 
sulte haberse  tomido  razón  de  ellas  en  los  Registros  de  hipotecas, 
ó  bien  conste  de  otro  modo  que  estaban  en  vigor  al  extinguirse 
las  comunidades  religiosas  que  cobraban  las  expresadas  pen- 
siones. 

2.°  Que  el  Estado,  como  sucesor  de  los  conventos,  iglesias  y 
otras  fundaciones  análogas  que  fueron  suprimidos,  ó  cuyos  bienes 
se  décltraron  nacionales,  adquirió  los  derechos  y  acciones  que 
estos  tenían  para  el  percibo  y  cobranza  de  las  rentas  y  pres- 
taciones de  toda  clase;  sin  que  por  aplicarse  ahora  estas  á  objetos 
diferentes  de  los  de  su  anterior  inversión  ó  destino  hayan  va- 
riado en  nada  la  índole  y  condiciones  de  los  expresados  dere- 
chos y  acciones. 

£n  la  villa  de  Madrid,  á  23  de  Diciembre  de  1874 ,  en  los 
autos  contencioso-ad  ministra  ti  vos,  seguidos  en  este  Tribunal 
Supremo,  en  primera  y  única  instancia,  entre  D.  Luis  PÍA  y  Vi- 
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cens,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Aniceto  Ortega,  y  la 
Administración  del  Estado,  representada  por  el  Ministeriofis- 
eal,  sobre  que  se  revoque  la  orden  de  1.  de  Mayo  de  1868, 
qne  dispuso  que  como  dueño  de  una  casa  de  la  calle  de  la 
Comadre  se  le  exigieran  los  réditos  de  un  censo: 

Resultando  que  la  Administración  de  Hacienda  pública  de 
esta  provincia  reclamó  en  1867  á  D.  Luis  Plá  y  Vicens  la  suma 
de  4.680  rs. ,  procedentes  de  12  anualidades  de  un  <jenso  de 
capital  de  13.000  rs.  á  favor  de  los  religiosos  Mercenarios  de 
esta  villa ,  impuesto  sobre  unas  casas  que  aquel  posee  en  la 
calle  de  la  Comadre ,  números  65  y  67  modernos:  que  Plá  se 
opuso  á  su  pago  por  no  existir  sobre  ella  semejante  grava- 
men pretendiendo  se  suspendieran  los  procedimientos  ejecu- 
tivos, y  que  el  Gobernador  acordó  continuaran  estos  por  la 
cantidad  indicada,  sin  perjuicio  de  los  que  por  igual  concepto 
se  adeudaban  desde  1851  hasta  Abril  de  1855,  añadiendo  que 
desde  1834  &  1850  se  habían'  pagado  los  réditos  por  la  enton- 
ces propietaria  Doña  Hilaria  de  Madrid ,  quien  justificó  tener 
pagados  los  anteriores  á  la  Comunidad;  lo  cual  se  hallaba  con- 
forme con  el  resultado  de  los  libros  de  intervención  de  aquellas 
oficinas,  por  lo  que  la  Administración  consideraba  bastante 
demostrada  la  existencia  del  indicado  gravamen: 

Resultando  que  practicado  el  embargo  de  los  alquileres  de 
la  finca,  D.  Luis  Plá  acudió  á  la  Dirección  de  Propiedades  y 
Derechos  del  Estado,  solicitando  su  alzamiento  y  que  se  de* 
jara  en  libertad  la  finca ,  de  conformidad  con  lo  informado 
por  la  Administración  de  Hacienda  pública,  desestimó  dicha 
pretensión  por  acuerdo  de  3  de  Octubre  de  1867,  disponiendo 

2ue  se  continuaran  las  gestiones  hasta  hacer  efectivo  el  in- 
icado  débito:  * 
Resultando  que  el  interesado  se  alzó  de  esta  resolución 
ante  el  Ministro  de  Hacienda  en  instancia  de  24  de  Noviembre 
del  mismo  año,  y  después  de  entregaren  Tesorería  la  cantidad 
reclamada,  solicitó  se  dejara  sin  efecto  el  referido  acuerdo,  y 
se  declarase  inexistente  la  carga  de  que  se  hace  mención, 
acompañando  en  apoyo  de  su  pretensión  un  certificada  dé  la 
Comisión  inspectora  de  Memorias  pías,  y  otto  del  Registro  de 
la  propiedad,  en  los  cuales  aparece  que  sobre  las  casas  refe- 
ridas no  existia  el  censo  que  se  reclama,  y  sí  otro  de  11.000 
reales  de  capital  bajo  el  patronato  del  convento  de  Mercena- 
rios Calzados,  cuyos  réditos  fueron  reclamados  en  los  años 
de  1850  y  siguientes;  y  que  el  Ministro  del  ramo,  de  confort 
midad  con  la  Asesoría  general,  por  Real  orden  de  1.°  de  Mayo 
de  1868  desestimó  la  pretensión  del  interesado  y  confirmó  el 
acuerdo  de  la  Dirección: 
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Resultando  que  D.  Luis  Plá  y  Vicens  presentó  demanda 
ante  el  Consejo  de  Estado,  solicitando  que  se  declare  proce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  por  consiguiente  que  se  admitiese, 
como  asi  tuvo  efecto  previo  dictamen  fiscal,  mandando  que  se 
le  pusiese  de  manifiesto  el  expediente  para  su  ampliación: 

Resultando  que  pasados  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo 

Sor  disposición  de  la  ley,  la  Sala  declaró  decaído  al  recurrente 
el  derecho  de  ampliar  la  demanda,  por  haber  dejado  tras- 
currir el  término  concedido  al  efecto  por  su  providencia  de  10 
de  Febrero  de  1870:  que  pedida  reposición  de  esta  providencia 
por  el  Licenciado  D.  Manuel  Ruiz  de  Quevedo,  representante 
de  aquel,  pidió  que  se  hiciese  saber  al  Procurador  D.  Diego 
Alvarez  Destrebecg,  como  curador  ad  litem  del  menor  D.  Da- 
niel Valencia,  hijo  de  otro  del  mismo  nombre  y  apellido,  que 
vendió  á  Plá  la  casa  objeto  de  la  cuestión ,  la  existencia  de 
este  pleito,  citándole  de  eviccion  y  saneamiento  para  que 
compareciese  á  hacer  la  oportuna* defensa,  y  sustanciado  este 
incidente  por  los  trámites,  la  referida  Sala  por  auto  de  16  de 
Marzo  siguiente  declaró  no  haber  lugar  á  la  reposición  soli- 
citada, y  accedió  al  segundo  particular  objeto  del  otrosí: 

Resultando  que  mostrado  parte  el  referido  Destrebecg,  como 
curador  de  D.  Emilio  Daniel  y  Valencia,  se  remitió  esta  pre- 
tensión y  poder  que  presentaba  al  Fiscal  donde  se  encontraban 
los  autos,  el  cual  contestando,  pidió  que  se  absolviera  á  la  Ad- 
ministración del  Estado  de  la  demanda  referida ,  y  se  confir- 
mase en  todas  sus  partes  la  Real  orden  de  1.°  de  Mayo  de  1868, 
fundándose  en  que  el  hecho  de  haber  pagado  el  anterior 
dueño  de  la  finca  en  cuestión  las  pensiones  vencidas  hasta  1834 
y  las  posteriores  hasta  1850,  constituye  en  favor  de  la  Hacien- 
da pública  un  estado  posesorio  que  debe  respetarse ,  salvo  el 
derecho  del  interesado  para  usar  del  suyo  en  Tribunal  com- 
petente: que  la  Hacienda  pública  estuvo  en  su  derecho  al  exi- 
gir el  pago  de  pensiones  vencidas  y  no  satisfechas ,  en  cum- 
plimiento de  la  Real  orden  de  24  de  Febrero  de  1845;  y  que 
igual  fundamento  tuvo  la  Real  orden  de  28  de  Setiembre 
de  1853,  por  la  cual  se  declaró  que  el  Duque  de  Alba  debia 
seguir  satisfaciendo  al  clero  ciertos  censos  mientras  no  obtu- 
viese del  Tribunal  competente  una  declaración  que  le  eximiera 
del  pago: 

Resultando  que  por  medio  de  un  otrosí  pidió  «que  se  de- 
clarase no  haber  lugar  ¿  tener  por  parte  en  este  pleito  á  la 
representación  de  D.  Daniel  Valencia:  primero,  porque  no  se 
trata' de  imponer  gravamen  alguno  sobre  la  casa  en  cuestión: 
segundo,  porque  Plá  y  Vicens  es  demandante  y  no  demanda- 
do, que  es  solamente  el  que  puede  citar  de  eviccion:  tercero, 
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Í>orque  siendo  el  único  objeto  la  revocación  ó  confirmaciou  de 
a  Real  orden  de  1.°  de  Mayo  de  1868,  ningún  interés  tenia 
aquel  en  el  éxito,  ni  la  sentencia  podia  afectarle  en  ningua 
concepto;  y  cuarto,  porque  en  el  procedimiento  contencioso- 
admiuistrativo  sólo  pueden  litigar  como  demandantes  los  que 
vean  lastimados  sus  derechos  por  resolución  final  déla  Admi- 
nistración, contra  la  cual  se  dé  recurso  á  la  vía  contenciosa, 
y  como  coadyuvantes  de  ésta  á  los  que  tuvieren  interés  en  sos- 
tener esa  misma  resolución,  pero  nunca  terceras* personas,  á 
quienes  aquella  no  afectase,  y  mucho  menos  con  el  carácter 
de  coadyuvante  del  demandante,  que  era  el  que  vendría  á  tener 
en  este  pleito  el  referido  menor: 

Resultando  que,  esto  no  obstante,  la  Sala  en  providencia 
de  19  de  Marzo  del  corriente  año  tuvo  por  parte  al  Procurador 
Destrebecg  yAD.  Aniceto  Ortega,  que  se  presentó  en  nombre 
de  D.  Luis  Plá,  mandando  que  al  primero  se  le  pusiera  de 
manifiesto  el  expediente  para  instrucción  por  termine?  de  ochp 
dias  al  sólo  efecto  de  que  pudiera  informar  en  la  vista: 

Resultando  que  en  24  de-  dicho  mes  el  Procurador  Destre- 
becg, en  virtud  de  haber  fallecido  D.  Emilio  Daniel  Valencia, 
pidió  que  se  declarase  terminada  su  representación:  y  la  Sala, 
después  de  oir  á  las  partes  declaró  concluida  la.de  dicho  Pro- 
curador, y  mandó,  accediendo  á  lo  solicitado  por  ei  deman- 
dante, que  se  hiciese  saber  la  existencia  del  pleito,  citándola 
de  comparecencia  en  el  concepto  de  heredera  de  aquel  á  Doña 
Tomasa  Hernández:  , 

Resultando  que  hecho  asi ,c compareció  á  nombre  de  la  mis- 
ma el  ya  citado  Procurador  Destrebecg,  pidiendo  que  se  tra- 
jesen varios  antecedentes  y  haciendo  otras  manifestaciones;  y 
la  Sala,  después  de  tenerle  por  parte,  á  nombre  de  aquella, 
denegó  sus  solicitudes  y  mandó  que  se  estuviese  &  lo  resuelto 
en  19  de  Marzo,  habiéndose  instruido  en  su  virtud  dichas 
partes. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D,  Diego  Fernandez 
Cano. 

Considerando  que  la  Real  orden  de  24  de  Febrero  de  1845, 
que  en  apoyo  de  su  pretensión  alega  la  parte  demandada,  li- 
mita los  procedimientos  ejecutivos  que  prescribe  para  la  exac- 
ción de  las  pensiones  de  censos  que  pertenecieron  á  los  con- 
ventos suprimidos,  á  la  de  aquellos  cuyas  escrituras  de  impo- 
sición existan  ó  resulte  haberse  tomado  razón  de  ellas  en  los 
Registros  de  hipotecas,  ó  bien  conste  de  otro  modo  que  estaban 
en  vigor  al  extinguirse  las  comunidades  religiosas  que  cobra- 
ban las  expresadas  pensiones,  y  que  en  ninguno  de  estos  tres 
casos  se  encuentran  las  reclamadas  á  D.  Luis  Plá  y  Vicens: 
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Considerando  que  la  casa  números  9  y  10  antiguos,  65  y  67 
modernos  de  la  calle  de  la  Comadre,  que  como  dueño  viene 
poseyendo  el  enunciado  D.  Luis  Plá,  no  ha  estado  gravada 
anteriormente  ni  lo  está  en  la  actualidad  con  un  censo  de 
13.000  rs.  de  capital  y  réditos  de  3  por  100  á  favor  de  los  Mer- 
cenarios Calzados  de  esta  capital,  ni  de  otra  alguna  comunidad 
religiosa,  según  aparece  del  certificado  que  obra  en  autos;  ex- 

Sedido  por  el  Registrador  de  la  propiedad  de  los  partidos  ju- 
iciales  de  la  misma: 
Considerando  que  por  más  que  Doña  Hilaria  Madrid  y  Bra- 
vo, dueña  que  fué  de  la  referida  casa,  hubiese  pagado  como 
lo  asevera  en  su  informe  la  Administración  económica  de  Ha- 
cienda pública  de  esta  provincia  la  cantidad  que  por  ésta  se 
le  reclamara  en  concepto  de  réditos  del  indicado  censo,  cor- 
respondientes á  los  años  desde  1834  hasta  1850,  es  indudable 
que  ese  hecho,  al  cual  siguió  otro  período  no  menos  largo  de 
tiempo  sin  haberse  reclamado  hasta  el  año  de  1867  dicho  pago 
de  los  años  posteriores  de  la  misma  finca  que  se  supone  gra- 
vada, no  es  bastante  para  constituir  un  verdadero  estado  po- 
sesorio, ni  podido  tampoco  producir  el  efecto  de  obligar  al 
demandante  que  no  ha  sido  sucesor  universal,  ni  aun  singular, 
respecto  de  la  mencionada  casa  de  la  antedicha  Doña  Hilaria, 
á  que  se  someta  á  pagar  los  réditos  de  un  censo,  cuya  exis- 
tencia no  ha  reconocido,  sino  que  por  el  contrario  viene  im- 
pugnando, asi  en  la  vía  gubernativa  como  en  la  contenciosa: 
Considerando,  en  cqanto  á  la  Real  orden  de  28  de  Setiem- 
bre de  1853,  que  ha  invocado  ¿ambien  en  su  favor  el  repre- 
sentante de  la  parte  demandada,  y  por  la  cual,  de  conformi- 
dad con  el  parecer  del  Consejo  Real,  se  declaró  que  el  Duque 
de  Alba  debia  continuar  satisfaciendo  cierto  'censo  mientras 
que  por  el  Tribunal  competente,  al  que  podria  acudir,  no  se 
le  declarase  exento  del  pago  que  reclamado  en  la  vía  conten- 
ciosa por  el  mismo  Duque  vino  á  quedar  sin  efecto  por  el  Real 
decreto-sentencia  dictado  por  el  Tribunal  Supremo  contencioso- 
administrativo  en  9  de  Marzo  de  1855  y  publicado  en  21  del 
propio  mes  y  año: 

Considerando,  por  ultimo,  que  el  Estado,  como  sucesor  de 
los  conventos,  iglesias  y  otras  fundaciones  análogas  que  fueron 
suprimidos,  ó  cuyos  bienes  se  declararon  nacionales,  adquirió 
los  derechos  y  acciones  que  estos  tenían  para  el  percibo  y  co- 
branza de  las  rentas  y  prestaciones  de  toda  clase;  sin  que  por 
aplicarse  ahora  estas  á  objetos  diferentes  de  los  de  su  anterior 
inversión  ó  destino  hayan  variado  en  nada  la  índole  y  condi- 
ciones de  los  expresados  derechos  y  acciones;  siendo  evidente 
por  lo  tanto  que  así  como  los  Mercenarios  Callados  de  esta 
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capital  no  habrían  podido  proceder  ejecutivamente  á  exigir 
de  nadie  el  pago  de  las  pensiones  ó  réditos  del  censo  de  que 
se  trata,  sin  presentar  títulos  suficientes  y  adecuados  al  efecto, 
tampoco  puede  la  Administración  del  Estado,  al  ejercitar  para 
el  propio  fin  los  mismos  derechos  y  acciones  que  se  le  han 
trasmitido  por  la  extinción  ó  supresión  de  aquellos,  proceder 
de  otro  modo; 

Fallamos,  que  debemos  dejar  y  dejamos  sin  efecto  la  orden 
de  1.°  de  Mayo  de  1868  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda, 
que  ha  sido  reclamada  por  el  demandante  D.  Luis  P1&  y  Vi- 
cens,  en  cuanto  por  ella  se  óonflrma  el  acuerdo  de  la  Dilec- 
ción de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  de  3  de  Octubre 
de  1867,  y  sin  perjuicio  del  derecho  que  asista  á  la  Adminis- 
tración para  obtener  el  reconocimiento  del  censo  y  pago  de 
las  pensiones  de  que  antes  se  ha  hecho  mérito,  del  que  podrá 
usar  dónde,  cortio  y  contra  quien  proceda. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio,"  con  la  oportuna  certificación, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  José  María  Herre- 
ros de  Tejada.  ==: Juan  Jiménez  Cuenca.  =ManuerLeon.=Fran- 
cisco  Armesto.=Luis  Vázquez  Mondragon.= Diego  Fernandez 
Cano.  —  Mariano  Maury. 
•    Publicación  - 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  Sentencia  fcor  el  Exce- 
lentísimo S5r.  D.  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  déla  Sala 
tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relato?  en  Madrid  á  23  de  Diciembre  de  1874.=Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.  88. 
PROCEDENCIA. 

Expedición  del  tííülo  de  una  mina.  *  cancelación  de  oíros 
expedientes. -«-Sentencia  de  24  de  Diciembre,  declarando 
procedente  la  vía  contenciosa  y  admitiendo  en  su  cOnse* 
corncia  la  demanda  interpuesta  por  D.  Antonio  Gómez  Ma- 
rafioft,  cotitra  la  órdeú  de  1.°  de  Abril  de  1874- 

Bti  sn«  considerandos  se  establece: 
4¿&e  según  el  art.  89  de  la  ley  de  4  de  Mano  de  1868,  en 
minería  cabt  recurso  por  la  vía  contencioso-aditiinistrativa  con*- 
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tra  aquellas  resoluciones  ministeriales  por  las  que  se  conírmtn 
ó  desestimen  las  providencias  dictadas  por  los  Gobernadores  con- 
cediendo ó  negando  la  propiedad  de  las  minas: 

En  la  villa  de  Madrid,  á  24  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  seguidos  en  este  Tribunal  Supremo,  sobre  procedencia 
de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  presentada 
por  D.  Antonio  Gómez  Marañon,  y  en  su  nombre  el  Licen- 
ciado D.  Manuel  Rivera,  contra  la  Administración  del  Estado, 
representada  por  el  Ministerio  fiscal,  para  que  se  deje  sin  efecto 
la  orden  de  1.°  de  Abril  último  que  mandó  expedir  el  título 
al  registrador  de  la  mina  Bienvenida,  y  que  se  cancelasen  los 
expedientes  Sin  Igual  y  Reparación: 

Resultando  que  en  9  de  Julio  de  1872  D.  Evaristo  Gonzá- 
lez Quijano  acudió  al  Gobernador  de  Santander,  manifestán- 
dole que  en  terreno  común  y  mancomunado  de  los  pueblos 
de  Santa  Olalla,  San  Miguel  y  Santa  Maria  de  Aguayo,  paraje 
que  llaman  Mediajo  de  los  Ovejeros,  deseaba  adquirir  12  per- 
tenencias mineras  con  el  título  de  Bienvenida ,  de  mineral 
calamina,  y  otros  que  se  proponía  descubrir,  pidiendo,  despue> 
de  fijar  los  linderos  y  nacer  la  designación ,  que  se  diese  al 
expediente  la  instrucción  de  ley  y  reglamento  para  que  se  le 
expidiese  el  título  de  propiedad: 

Resultando  que  admitido  el  registro  en  16  de  Julio  si- 
guiente, salvo  mejor  derecho,  y  hechas  las  correspondientes 
publicaciones  en  10  de  Diciembre,  el  mismo  Quijano  pidió  que 
se  demarcase  dicha  mina  par*  que  no  se  causase  algún  daño 
á  sus  intereses,  mandándose  pasar  el  expediente  al  Ingeniero 
para  que  lo  verificase: 

Resultando  que  en  5  y  29  de  Setiembre  de  1873,  D.  Antonio 
Gómez  Marañon  y  D.  Luis  Ratier  acudieron  á  dicha  Autoridad, 
exponiendo  que  en  el  mismo  término  y  sitio  deseaban  adquirir 
12  pertenencias  mineras,  el  primero  con  el  título  de  Sin  Igual, 
y  el  segundo  con  el  de  Reparación,  de  mineral  de  la  misma 
clase,  pidiendo  á  su  veí,  después  de  fijar  los  linderos  y  Hacer 
la  demarcación,  lo  mismo  que  el  anterior  registrador,  y  aña- 
diendo que  el  expediente  anterior  debia  declararse  cancelado 
en  cumplimiento  de  la  disposición  16  de  las  generales  del  re- 
glamento de  24  de  Junio  de  1868,  toda  vez  que  el  interesado 
no  habia  hecho  la  reclamación  oportuna,  trascurridos  los  cua- 
tro meses  que  señala  el  art.  15  del  decreto-ley  de  29  de  Di- 
ciembre de  1868  para  verificar  la  demarcación;  y  que  si  hu- 
biese alguna  dificultad,  la  allanaba  la  orden  del  Gobierno  de 
la  República  de  4  de  Agosto  del  mismo  año  eon  motivo  de  un 
caso  análogo  en  la  provincia  de  Vizcaya: 
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Resultando  que  verificada  la  demarcación  de  la  mina  Bien- 
venida en  9  de  Setiembre  de  1873  sin  protesta  ni  reclamación 
alguna,  seguido  el  expediente  por  todos  sus  trámites,  el  Go- 
bernador de  Santander  en  21  de  Octubre  del  mismo  año  de* 
claró  fenecido  y  sin  efecto  ni  valor  alguno  el  registro  de  la 
mina  Bienvenida,  y  que  siguiese  su  curso  de  ley  y  reglamento 
el  presentado  por  D.  Antonio  Gómez  Marañon  con  el  nombre 
de  Sin  Igual  \ 

Resultando  que  hecha  saber  esta  resolución  á  los  intere- 
sados, González  Quijano  se  alzó  de  ella  ante  el  Ministro  de 
Fomento  pidiendo  su  revocación,  y  que  se  le  expidiese,  el  ti- 
tulo de  propiedad  de  la  mina  Bienvenida;  y  que  el  Presidente 
del  Poder  Ejecutivo,  de  conformidad  con  lo  informado  por 
la  Junta  superior  facultativa  de  minería  y  oido  el  Consejo  de 
Estado,  por  orden  de  1.°  de  Abril  último  dejó  sin  efecto  por 
improcedente  el  decreto  del  Gobernador  de  21  de  Octubre,  y 
dispuso  se  expidiese  el  titulo  de  propiedad  al  registrador  de 
Bienvenida,  y  que  se  cancelasen  los  expedientes  Sin  Igual  y 
Reparación-. 

Resultando  que  notificada  esta  disposición  á  D.  Antonio 
Gómez  Marañon  en  12  del  mismo  mes,  el  Licenciado  D.  Ma- 
nuel Rivera,  en  su  nombre,  en  11  de  Mayo  siguiente  presentó 
demanda  en  este  Tribunal  Supremo  con  la  solicitud  de  que 
se  tuviera  por  presentada  y  admitida  en  virtud  del  caso  2.°  del 
artículo  89  de  la  ley  dentro  del  tiempo  marcado  en  el  88  y 
disposición  general  5.a  de  la  Ley  de  Minas,  y  que  en  su  dia 
se  dejase  sin  efecto  la  preinserta  orden  de  1.°  de  Abril  dictada 
en  el  expediente  Bienvenida,  concretando  los  hechos  y  funda- 
mentos de  derecho  que  creyó  convenientes: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase 
improcedente  la  vía  contenciosa  é  inadmisible  la  demanda 
mencionada,  fundándose  en  que  para  que  proceda  aquella  via 
es  necesario  que  haya  un  derecho  administrativo  preexistente; 
que  éste  haya  podido  ser  lesionado  por  una  resolución  final 
en  la  esfera"  gubernativa ,  y  que  se  halle  en  los  caaos  expre- 
samente determinados  en  la  ley  y  reglamento  del  ramo :  que 
en  el  actual  se  trata  de  un  registro,  denuncio  de  otro  regis- 
tro, y  para  que  prevalezca  es  preciso  que  antes  se  declare  la 
caducidad  del  denunciado,  porque  es  sabido  que  los  denun- 
cios sólo  tienen  existencia  legal  en  cuanto  se  estima  la  de- 
nuncia hecha;  y  que  el  demandante  no  tiene  derecho  alguno 
preexistente  en  su  favor,  ni  el  caso  se  halla  comprendido  en 
ninguno  de  los  que  determinan  la  Ley  y  reglamento  de  Minas, 
en  los  cuales  se  apoya \  así  como  en  la  jurisprudencia  cons- 
tante del  Consejo  de  Estado  y  de  este  Supremo  Tribunal. 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Cano. 

Considerando  que,  según  el  art.  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo 
de  1868,  en  minería  cabe  recurso  por  la  vía  contencioso-ad- 
ministrativa  contra  aquellas  resoluciones  ministeriales  por  las 
que  se  confirmen  ó  desestimen  las  providencias  dictadas  por 
los.  Gobernadores  concediendo  ó  negando  la  propiedad  de 
minas: 

Considerando  que  á  esta  clase  corresponde  la  resolución 
del  Ministerio  de  Fomento  de  1.°  de  Abril  último,  contra  1* 
que  se  ha  recurrido  en  tiempo,  puesto  que  por  ella  se  ha  des- 
estimado la  providencia  dictada  en  21  de  Octubre  anterior  por 
el  Gobernador  de  Santander  negando  la  propiedad  de  la  mina 
Bienvenida  á  su  primitivo  registrador  D.  Evaristo  González 
Quijano; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente 
la  vía  contenciosa,  y  en  su  consecuencia  admitimos  la  de- 
manda interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Rivera  á  nom- 
bre de  D.  Antonio  Gómez  Marañon,  al  que  en  virtud  del  poder 
que  acompaña  se  há  por  parte  con  el  domicilio  que  señala; 
y  póngasele  de  manifiesto  el  expediente  gubernativo  por  tér- 
mino de  veinte  dias  para  los  efectos  que  procedan. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos.» Juan  González  Acevedo.=*Juan  Jiménez  Cuen- 
ca. =  Manuel  León.  =  Ignacio  Yieites.»  Francisco  Armesto.= 
Luis  Vázquez  Mondragon.=*Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  24  de  Diciembre  de  1874.= Li- 
cenciado Manuel  Aragoneses  Gil. 
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Núm.  89. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Cksantía  de  un  empleado  público.— Sentencia  de  29  de  Di- 
ciembre, dejando  sin  efecto  la  Real  orden  de  27  de  Junio 
de  1872 ,  impugnada  por  D.  Antonio  Castilla  B¿navides. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  según  el  art.  12,  base  8.*  de  la  Ley  de  presupuestos 
de  19  de  Mayo  de  1870,  los  individuos  del  Cuerpo  de  Contada 
lidad  y  Tesorería  no  pueden  ser  separados  sino  á  consecuencia 
de  ciertas  faltas  que  ha  de  juzgar  la  Junta  de  Jefes,  después 
de  oir  á  los  interesados  y  al  Consejo  de  Estado. 

2.°  Que  el  reglamento  de  12  de  Agosto  de  1870  y  que  des- 
envolvió  el  pensamiento  de  la  ley  dando  vida  y  carácter  a  este 
Cuerpo  especial  de  Contabilidad  y  Tesorería  declara  en  su  ar- 
tículo 2.°  que  a  él  corresponden ,  entre  otros,  los  Jefes  y  Ofi- 
ciales de  la  Contaduría  general  de  Depósitos  y  Tesorería  de  la 
misma.       «  < 

3.°  Que  el  art.  34  de  dicho  reglamento  marca  las  faltas 
graves  que  pueden  dar  lugar  a  la  separación  de  los  empleados 
de  este  Cuerpo  especial,  y  reproduce  el  precepto  de  la  ley  de  que 
á  la  Junta  directiva  del  misino  jCuerpo  corresponde  acordarla; 
estableciendo,  finalmente,  por  el  art.  44  que  no  puede  acordarse 
la  separación  de  estos  funcionarios  sino  por  los  motivos  y  en  la 
forma  marcados  en  el  cap.  5.°  del  mismo  reglamento. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  29  de  Diciembre  de  1874 ,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
primera  y  única  instancia,  seguidos  por  D.  Antonio  Castilla 
Benavides,  representado  de  último  estado  por  el  Licenciado 
D.  Mariano  Aguilar  y  Bartolomé,  contra  la  Administración 
general  del  Estado ,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre 
revocación  de  la  Real  orden  de  27  de  Junio  de  1872 ,  que  le 
declaró  cesante  del  destino  de  Jefe  de  Negociado  de  primera 
clase,  segundo  Tenedor  de  libros  de  la  Caja  general  de  De- 
pósitos : 

Resultando  que  en  13  de  Setiembre  de  1870  se  dictó  una 
orden  por  el  Regente  del  Reino  nombrando  á  D.  Antonio  Cas- 
tilla Benavides  Jefe  de  Negociado  de  primera  clase,  Tenedor 
de  libros  del  Ministerio  de  Ultramar ,  con  el  sueldo  anual  de 
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6.000  pesetas,  de  cuyo  destino  cesó. por  Real  orden  de  29  de 
Agosto  de  1871  á  virtud  de  reforma;  y  por  otra  de  24  de  Se- 
tiembre posterior  se  le  nombró  asimismo  Jefe  de  Negociado 
de  primera  clase,  segundo  Tenedor  de  libros  de  la  Caja  ge- 
neral de  Depósitos,  desempeñando  dicho  cargo  hasta  27  de 
Junio  de  1872,  que  se  le  declaró  cesante  á  propuesta  del  Di- 
rector general: 

.  Resultando  que  contra  esta  Real  orden  y  en  31  de  Diciem- 
bre posterior  presentó  dicho  interesado  demanda  coutencioso- 
administrativa  en  este  Tribunal  Supremo  pidiendo  su  revo- 
cación y  que  se  mande  vuelva  al  ejercicio  de  su  destino,  de 
que  no  pudo  ser  separado,  alegando  para  ello  las  prescripcio- 
nes de  la  ley  de  14  de  Mayo  de  1870  y  el  reglamento  del 
Cuerpo  de  Contabilidad  de  12  de  aposto  del  mismo  año: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, y  examinadas  las  disposiciones  remitidas  por  el  Minis- 
rio,  se  ve  que ;  aunque  la  orden  de  cesantía  del  recurrente 
fué  según  se  expresa  por  reforma,  en  la  propuesta  del  Direc- 
tor no  se  dice  nada  de  esto,  sino  que  se  declara  cesante  por- 
que así  conviene  al  buen  servicio,  no  haciéndose  en  la  plaza 
que  desempeñaba  D.  Antonio  Castilla  supresión  ni  Teforma 
alguna,  en  prueba  de  lo  cual  se  propuso  y  se  nombró  incon- 
tinenti a  otra  persona  para  ocupar  dicha  vacante: 

Resultando  que  declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y 
admitida  la  demanda,  la  amplió  el  D.  Antonio  Castilla  Bena- 
vides  insistiendo  en  su  solicitud,  y  como  consecuencia  legal 
que  se  le  declare  con  derecho  ¿  que  le  sean  satisfechos  los 
sueldos  que  le  correspondían  desde  1.°  de  Julio  de  1872  en 
adelante,  como  igualmente  el  tiempo  de  servicio  desde  que 
fué  separado  de  su  destino;  manifestando  para  ello  que,  com- 
prendido entre  los  que  según  lo  dispuesto  en  las  bases  7.a  y 
8."  del  art.  12  de  la  Ley  de  presupuestos  de  19  de  Mayo  de 
1870  y  1.a  y  2.*  del  reglamento  de  12  de  Agosto  del  mismo 
año  tenían  derecho  á  formar  el  Cuerpo  de  Contabilidad  y  Te- 
sorería del  Estado,  y  eran  declarados  inamovibles  con  las  ga- 
rantías que  en  la  ley  se  señalan,  sólo  por  los  trámites  y  en 
los  casos  marcados  en  las  oitadas  disposiciones  puede  privár- 
seles de  tal  derecho:  que  á  pesar  de  ser  comprendido,  teniendo 
en  cuenta  sus  servicios  como  empleado  en  el  ramo  de  Conta- 
bilidad, en  el  escalafón  provisional  del  citado  Cuerpo  de  15 
de  Febrero  de  1872  y  en  la  relación  de  los  individuos  que 
tenían  derecho  á  la  inamovilidad  en  el  mismo  de  31  de  Julio 
de  dicho  año,  fué  declarado  cesante  por  la  Real  orden  recur- 
rida sin  llenar  ninguna  de  las  prescripciones  de  la  ley :  que 
la  de  presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1873 ,  que  dejó  sin 
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efecto  las  disposiciones  antes  citada*?,  no  podia  tener  lugar  en 
el  caso  presente  sin  darle  un  violento  efecto  retroactivo,  puesto 
que  cuando  se  dictó  la  orden  de  cesantía  y  se  interpuso  la 
demanda  no  existia  tal  ley: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  la 
demanda  solicitando  se  absuelva  de  ella  á  la  Administración 
del  Estado ,  apoyado  en  que  el  reglamento  de  12  de  Agosto 
de  1870  es  el  único  texto  legal  que  hay  que  consultar  para 
formar  juicio  acerca  de  las  pretensiones  de  aquella:  que  su 
artículo  44  dice:  «Los  empleados  en  el  Cuerpo  cesarán  en  el 
mismo:  primero,  por  supresión  ó  reforma  dispuestas  por  la 
ley  ó  por  el  Gobierno;»  y  como  la  separación  del  demandante 
habia  sido  á  virtud  de  refjrma  acordada  por  el  Gpbierno,  éste 
había  usado  de  sus  facultades  propias  y  legítimas,  y  la  orden 
reclamada  estaba  estrictamente  ajustada  á  la  legalidad  esta- 
blecida ;  y  que  en  el  caso  de  separación  por  reforma ,  el  em- 
pleado no  tiene  opción  á  más,  según  el  art.  45,  que  á  ser  pre- 
ferido para  su  colocación  en  la  primera  vacante  que  ocurra; 
pero  no  puede  reclamar  contra  su  cesantía: 

Resultando  que  en  este  estado  designó  D.  Antonio  Bena- 
vides  para  que  le  representase  en  el  acto  de  la  vista  al  Licen- 
ciado D.  Mariano  Aguilar  y  Bartolomé,  á  quien  la  Sala  tuvo 
por  parte  á  nombre  del  mismo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca.  . 

Considerando  que  las  disposiciones  vigentes  cuando  ocurrió*' 
el  hecho  que  ha  dado  lugar  á  la  presente  demanda  son  la  Ley 
de  presupuestos  de  19  de  Mayo  de  1870  y  el  reglamento  de  12 
de  Agosto  del  mismo  ano: 

Considerando  que,  según  el  art.  12,  base  8."  de  la  ley  refe- 
rida, los  individuos  del  Cuerpo  de. Contabilidad  y  Tesorería 
no  pueden  ser  separados  sino  á  consecuencia  de  ciertas  faltas 
que  ha  de  juzgar  la  Junta  de  Jefes,  después  de  oir  á  los  in- 
teresados y  al  Consejo  de  Estado: 

Considerando  que  el  reglamento  ya  citado  y  que  desenvol- 
vió el  pensamiento  de  la  ley  dando  vida  y  carácter  á  este 
Cuerpo  especial  de  Contabilidad  y  Tesorería  declara  en  su  ar- 
tículo 2.*  que  á  él  corresponden,  entre  otros,  los  Jefes  y  Ofi- 
ciales de  la  Contaduría  general  de  Depósitos  y  Tesorería  de 
la  misma,  á  la  cual  pertenecía  el  recurrente  cuando  fué  de- 
clarado cesante: 

Considerando  que  el  art.  34  de  dicho  reglamento  marca  las 
faltas  graves  que  pueden  dar  lugar  á  la  separación  de  los 
empleados  de  este  Cuerpo  especial,  y  reproduce  el  precepto 
de  la  ley  de  que  á  la  Junta  directiva  del  mismo  Cuerpo  cor- 
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responde  acordarla;  estableciendo,  finalmente,  por  q1  art.  44 
que  no  puede  acordarse  la  separación  de  estos  funcionarios 
sino  por  los  motivos  y  en  la  forra*  ^arcados  en  el  cap.  5/  del 
mismo  reglamento: 

Considerando  que  al  decretarse  la  cesantía  de  D.  Antonio 
Castilla,  Tenedor  segundo  que  era,  con  el  carácter  de  Jefe  de 
Negociado,  de  la  Caja  general  de  Depósitos,  se  ha  prescindido 
por  completo  de  laá  causas  que  pueden  producirla,  y  sobre 
todo  de  las  formas  ya  enunciadas ,  exigidas  por  la  ley  y  por 
el  reglamento  del  Cuerpo  especial  á  que  pertenecía: 

Considerando  que,  aunque  se  usó  en  el  decreto  de  la  sepa- 
ración de  este  empleado  la  palabra  reforma,  la  verdad  es  que 
aquella  no  se  acordó  por  ese  motivo,  según  resulta  de  la  pro- 

{mesta  del  Director  general  que  produjo  aquella  medida,  pues 
a  pidió  simplemente  porque  asi  convenia  al  buen  servicio, 
sin  proponer  supresión  ni  modificación  alguna  en  la  plaza 
que  desempeñaba  D.  Antonio  Castilla  Benavides,  y  la  cual  en 
el  acto,  con  su  propio  nombre  y  con  su  mismo  sueldo,  se  le 
confirió  á  D.  Ramón  Oñate  y  Valenzuela: 

Considerando  que  estos  antecedentes  demuestran  que  la 
cesantía  del  recurrente  no  fué  por  reforma: 

Y  cousiderando  que  si  bien  es  cierto  que  la  Ley  de  presu- 
puestos de  28  de  Febrero  de  1873  derogó  en  su  art.  9.°  la 
inamovilidad  establecida  en  favor  del  Cuerpo  de  Contabilidad 
y  Tesorería,  esta  ley  no  es  aplicable  al  caso  del  pleito,  puesto 
'  que  cuando  se  realizó  .el  acto  reclamado  aún  no  existia; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente 
la  Real  orden  de  27  de  Junio  de  1872,  que  declaró  la  cesantía 
de  D.  Antonio  Castilla  Benavides,  y  en  su  consecuencia  la 
dejamos  sin  efecto;  y  no  há  lugar  por  ahora  á  los  demás  ex- 
tremos que  se  reclaman.  . 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
.  gubernativo  á  dicho  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,' mandamos  y  firmamos. = Juan 
González  Acevedo.  =  José  María  Herreros  de  Tejad$.=Juan 
Jiménez  Cuenca.  =  Ignacio  Vieites.  =  Francisco  Armesto.= 
Luis  Vázquez  Mondragon.=  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  29  de 
Diciembre  de  1874.=Licenciado  Enrique  Medina. 
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Imposición  db  una.  multa  por  defraudación  á  la  Hacienda. — 
Sentencia  de  29  de  Diciembre,  absolviendo  á  la  Administra- 
ción general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  Don 
Vicente Ortuño,  Capitán  del  vapor  Valencia,  contraía  orden 
ministerial  de  6  de  Julio  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  la  Administración  activa  necesita  para  moverse  que 
stt  acción  sea  libre,  rápida  y  enérgica  cuando  protege  los  inte- 
reses generales  del  Estado,  como  sucede  al  recaudar  los  impues- 
tos indirectos  y  al  reprimir  los  fraudes  cometidos  para  eludir  su 
pago,  por  lo  cual  sus  actos  en  esta  esfera  no  son  susceptibles  de 
contención,  según  está  declarado  por  Real  decreto  de  20  de  Se- 
tiembre de  1852. 

2.°  Que  esta  doctrina  se  halla  confirmada  por  las  Ordenan- 
zas de  Aduanas  de  15  de  Julio  de  1870  cuando  al  tratar  de  las 
reclamaciones  que  pueden  suscitarse  sobre  las  multas  impuestas 
por  faltas  cometidas  en  este  ramo,  fija  en  su  art.  231  que  de  la 
resolución  del  Ministro  de  Hacienda  sobre  ellas  no  habrá  ulte- 
rior recurso. 

3."  Que  la  admisión  de  la  demanda  no  implica  la  compe- 
tencia del  Tribunal  de  un  modo  absoluto  y  definitivo  para  cono- 
cer necesariamente  de  las  cuestiones  suscitadas,  porque  si  este 
no  tiene  realmente  potestad  ó  jurisdicción  para  ello,  por  carecer 
de  atribuciones,  siendo  como  son  las  cuestiones  de  competencia  de 
orden  público  en  las  que  viene  envuelto  el  deslinde  de  los  poderes, 
lase  fundamental  de  los  Gobiernos  y  garantía  necesaria  para 
el  buen  régimen  de  las  naciones,  hay  medios  siempre  de  promo- 
verlas mientras  no  se  llegue  á  una  resolución  final  y  ejecutoria: 

4.°  Que  lU  facultad  exclusiva  de  la  Administración  para  im- 
poner mullas  por  los  hecho*  penables  que  señalan  las  Ordenanzas 
de  Aduanas  con  la  denominación  de  faltas  es  indiscutible,  pues 
está  expresamente  consignada  en  el  capitulo  4.°  de  las  mismas; 
disponiéndose  en  el  art.  203,  relacionado  con  los  de  dicho  capi- 
tulo, que  ¿i  además  mediasen  delitos,  la  Administración  resuel- 
va primero  sobre  la  legalidad  de  la  aprehensión  ó  sobre  la  pro- 
cedencia de  la  multa,  sin  perjuicio  de  remitir  después  á  los  Tri- 
bunales el  tanto  de  culpa  que  resultare,  procedimiento  que  espre- 
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cutamente  el  adoptado  en  las  resoluciones  confirmadas  por  el 
Ministro  de  Hacienda  en  la  orden  que  ha  servido  de  base  á  este 
pleito,  conducta  que  elimina  desde  luego  esa  cuestión  previa  que 
se  ka  supuesto,  y  ante  la  cual  se  ha  pretendido ,  contra  el  texto 
terminante  de  la  ley,  se  detuviese  la  Administración  en  su  ges- 
tión activa  respecto  de  la  cobranza  de  un  impuesto  indirecto,  ó 
de  las  meddas  represivas  que  autorizan  las  Ordenanzas  para 
castigar  las  defraudaciones  en  esta  clase  de  tributos,  ó  los  vicios 
ó  faltas  que  pudiesen  encontrar  en  los  documentos  de  los  que 
están  sujetos  a  ellos. 

5.°  Que  si  en  esos  procedimientos  se  han  cometido  excesos 
por  algunos  funcionarios  de  la  Administración  activa,  al  Tri- 
bunal no  incumbe  su  remedio ,  porque  aquella  es  independiente 
en  la  aplicación  de  las  leyes  que  regulan  los  impuestos  indi- 
rectosy  no  estando  su  autoridad  limitada  a  la  mera  designación 
de  las  cuotas  que  puedan  corresponder  ¿cada  partida  según  las 
tarifas,  sino  á  todo  lo  que  conduzca  a  la  realización  del  impuesto, 
evitando  por  ello  la  defraudación  cuando  se  pretenda  abusar  de 
la  libertad  concedida,  y  castigando  a  los  defraudadores,  ó  i  los 
que  aparezcan  tales  por  los  defectos  de  sus  documentos,  alli  donde 
los  encuentren;  pues  la  apreciación  contraria  pugna  con  las  pres- 
cripciones y  espíritu  de  las  mismas  Ordenanzas,  con  la  doctrina 
desenvuelta  en  el  preámbulo  del  Real  decreto  de  20  de  Setiembre 
de  1852  y  con  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Consejo  de 
Estado  y  este  Tribunal  Supremo. 

6.°  Que  los  abusos  de  poder  sólo  son  susceptibles  de  vía  con- 
tenciosa cuando  no  hay  otros  medios  señalados  expresamente  por 
las  leyes,  y  cuando  además  versan  sobre  materia  administrativa 
no  reservada  por  el  legislador  ó  por  los  principios  fundamenta- 
les de  Gobierno  al  conocimiento  exclusivo  de  la  Administración 
activa,  pues  cuando  lo  están,  no  es  licito  eludir  sus  preceptos  con 
suposiciones  gratuitas,  haciendo  salir  la  cuestión  de  su  esfera 
propia. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 
primera  y  única  instancia,  seguidos  por  D.  Vicébte  Ortuüo  y 
Bufora,  Capitán  del  vapor  Valencia,  que  hace  la  travesía  desde 
Marsella  á  Sevilla,  representado  de  último  estado  por  el  Pro- 
curador D.  Ángel  Calvo,  contra  la  Administración  general  del 
Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación 
de  la  orden  ministerial  de  6  de  Junio  de  1873,  qué  confirmó 
la  multa  que  con  arreglo  al  caso  11  del  art.  207  de  las  Orde- 
nanzas se  impuso  á  dicho  Capitán,  reduciéndola  á  cinco  veces 
los  derechos  en  vez  de  diez  á  que  estaba  condenado  por  de- 
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fraudaoion  á  la  Hacienda,  disponiendo  se  pase  al  Juzgado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona  un  tanto 
del  delito  que  resulte  cometido  para  que  persiga  y  castigue  á 
sus  autores  y  cómplices: 

Resultando  que  á  la  una  de  la  madrugada  del  9  al  10  de 
Abril  de  1871  llegó  á  las  aguas  de  Barcelona  D.  Vicente  Or- 
tuño  con  el  vapor  Valencia,  que  fué  admitido  á  libre  plática 
á  la  mañana  siguiente;  y  el  Administrador  de  la  Aduana, 
abrigando  vehementes  sospechas  de  que  conducía  géneros  ex- 
tranjeros no  declarados  en  el  manifiesto  que  debia  presentar 
en  cumplimiento  del  art.  46  de  las  Ordenanzas,  con  objeto  de 
documentarlos  como  si  fueran  del  país  y  trasportarlos  al  punto 
de  su  destino  como  de  cabotaje,  le  giró  una  visita  de  com- 
probación general  en  el  dia  1 1  de  todo  el  cargamento  de  trán- 
sito para  Valencia,  Málaga,  Cádiz  y  Sevilla,  después  de  ter- 
minada la  descarga  de  lo  que  conducía  para  aquel  punto,, 
fijándose  desde  luego  en  la  anotación  de  una  parlida  de  trece 
cajas  comprendidas  en  el  tránsito  para  Sevilla  á  la  consigna- 
ción de  Camino  hermanos  por  la  confusión  que  ofrecía  la  co- 
locación de  marcas  y  la  expresión  ñe  varios  contenida  en  la 
casilla  de  numeración;  y  pedidos  los  conocimientos  y  sobordos 
de  ellas,  contestaron  el  Capitán  y  el  piloto  que  no  los  tenían, 
pues  habían  sido  recibidos  á  bordo  por  nota  de  la  casa  con- 
signataria  de  Marsella: 

Resultando  que  empezada  la  comprobación  por  la  cámara 
de  proa,  siguiendo  después  á  la  bodega  de  popa,  en  lo  último 
de  ésta  y  debajo  de  multitud  de  cajas  se  descubrieron  algunos 
fardos  de  mucho  peso  (no  cajas)  con  las  marcas  C.  H.  y  R.  5., 
que  eran  las  designadas  en  el  manifiesto  en  la  citada  anotación 
á  las  trece  referidas;  y  considerando  el  Administrador  que 
esto  era  bastante  para  comprobar  que  los  bultos,  que  eran 
djce,  venían  para  documentarse  en  Barcelona,  y  que  su  exis- 
tencia en  el  manifiesto  presentado  era  debido  al  aviso  que  in- 
dudablemente recibió  el  Capitán  la  noche  del  9  de  que  se  ha- 
bía hecho  igual  aprehensión  al  vapor  Guadalete,  dio  parte 
de  ello  al  Gobierno  telegráficamente,  y  en  el  dia  posterior 
mandó  quedar  detenidos  los  doce  fardos,  tres  de  los  cuales 
fueron  abiertos  á  presencia  de  los  delegados  del  consignatario 
y  se  vio  contenían  teiidos  de  algodón  con  las  marcas  de  Puig, 
de  Barcelona,  y  en  los  de  lana  A.  R.  Escubós  y  compañía, 
Barcelona,  importando  los  derechos  de  arancel  18.157  pese- 
tas 6  céntimos: 

Resultando  que  á  su  virtud  el  enunciado  Administrador 
dictó  un  decreto  en  el  dia  16,  por  el  que  considerando  que 
todos  los  tejidos  que  contenían  los  doce  fardos  eran  e\tran-# 
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dea  por  ignorar  que  en  la  conclusión  se  podían  poner  notas: 
que  las  cajas  para  Rodríguez  y  Antolin  estaban  englobadas 
con  los  12  fardos  de  la  casa  Camine  porque  las  comprendía 
una  misma  nota  de  embarque;  no  dando  contestación  satis- 
factoria á  ninguna  de  las  preguntas  hechas  sobre  las  enmien- 
das del  manifiesto : 

Resultando  que  oido  el  Capitán,  en  cumplimiento  de  lo  pre- 
venido en  el  art.  226  de  las  Ordenanzas,  propuso  se  entendie- 
sen las  actuaciones  con  la  casa  Camino ,  y  que  se  cumpliese  con 
lo  preceptuado  en  el  párrafo  segundo  de  dicho  artículo  si  no 
se  quería  que  desapareciera  su  personalidad;  y  como  dicha 
casa  haya  venido  presentando  escritos  desde  un  principio  á 
la  Administración  de  Barcelona,  á  la  Dirección  general  val 
Ministerio  con  el  propio  fin ,  y  el  de  que  se  le  entregasen  las 
mercancías  que  le  venían  destinadas,  pidiendo  se  inhibiese 
aquella  del  conocimiento  y  lo  remitiese  á  la  de  Sevilla,  que  era 
la  competente  para  conocer  de  él,  protestando  de  la  conducta 
seguida  en  su  casa  por  el  Inspector  Bordonave ,  se  dictó  Real 
orden  en  14  de  Junio  de  1871  declarando  no  haber  lugar  á  la 
excepción  de  incompetencia  ni  á  la  recusación;  y  que  en  cuanto 
á  si  la  casa  Camino  debía  tener  á  no  personalidad  en  el  expe- 
diente, resolvería  la  Administración  de  Barcelona  lo  que  con- 
siderase arreglado  &  derecho : 

Resultando  que  en  su  cumplimiento  dictó  la  misma  un  de- 
creto negando  dic^a personalidad  y  mandando  informase,  como 
lo  hizo ,  el  Vista  segundo ,  que  era  el  Inspector  Bordonave. 
creyendo  por  las  razones  que  expresó  que  debia  exigirse  al 
Capitán  el  décuplo  de  los  derechos,  con  arreglo  al  caso  11  del 
artículo  207  de  las  Ordenanzas ,  y  otro  tanto  á  la  casa  de  Ca- 
mino ,  según  prevenía  el  art.  12;  y  que  el  conocimiento  de  los 
delitos  comunes,  que  por  otro  lado  resultaban,  competia  su 
conocimiento  exclusivamente  á  los  Tribunales: 

Resultando  que  D.  Vicente  Ortuño  insistió  en  su  escrito  de 
defensa  en  la  incompetepcia  de  aquella  Administración,  por- 
que el  hecho  que  se  le  atribuía  no  estaba  cometido  en  la  aguas 
jurisdiccionales  de  Barcelona,  según  prevenía  el  art.  206  de 
dichas  Ordenanzas,  puesto  que  el  manifiesto  estaba  redactado 
antes  de  llegar  á  las  de  España,  y  protestó  del  alijo  de  h< 
géneros  porque  sólo  era  dable  éste  en  los  casos  marcados  por 
el  art.  81;  pidiendo,  después  de  otros  argumentos  que  se  le 
absolviese  libremente: 

Resultando  que  el  Administrador  de  la  Aduana  de  Barce- 
lona, de  conformidad  con  lo  informado  por  el  Interventor, 
acordó  en  7  de  Marzo  de  1872 :  primero,  que  se  exija  al  Ca- 
pitán el  máximum  de  la  penalidad  que  establece  el  caso  11 
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del  art.  207  de  las  Ordenanzas,  sin  perjuicio  de  que,  previa  la 
autorización  de  la  Dirección,  se  pase  un  tanto  del  expediente 
al  Juzgado  de  primera  instancia  para  la  imposición  de  las 
demás  penalidades  que  correspondan,  tanto  por  la  suplanta- 
ción de  las  marcas  como  por  las  alteraciones  hechas  en  el 
manifiesto  original;  y  segundo,  que  la  casa  Camilo  no  era  la 
llamada  hasta  entonces  á  figurar  como  parte  interesada,  puesto 
que  la  falta  de  que  la  Administración  conocia  gubernativa- 
mente habia  sido  cometida  exclusivamente  ppr  el  Capitán 

Resultando  que  éste  se  alzó  del  anterior  decreto  y  se  re- 
mitió el  expediente  á  la  Superioridad,  la  que  ordenó  su  am- 
pliación para  acreditar  cuándo  ot  hicieron  las  enmiendas  que 
aparecían  en  el  manifiesto;  examinándose  á  su  virtud  al  Te- 

k  niente  de  Carabineros  que  hizo  la  visita  al  vapor  Valencia,  el 
cual  dijo  que  á  causa  del  tiempo  trascurrido  no  conservaba 
en  la  memoria  detalles  sobre  la  entrada  del  buque;  pero  re- 
cordaba que  siguiendo  la  práctica  firmo  el  manifiesto,  el  que 
no  débia  tener  enmiendas,  y  que  lo  entregó  al  patrón  de  la 

v  Comandancia  Francisco  Villar  para  que  lo  llevase  á  la  Admi- 
nistración: 

Resultando  que  recibida  igualmente  declaración  al  oficial 
primero  de  la  Aduana  D.  José  Maltraua,  expuso  no  recordaba 

?[uién  le  entregó  dicho  manifiesto;  pero  creia  muy  probable 
uese  un  dependiente  de  la  casa  consignataria,  como  sucedía 
siempre,  el  que  recibió  sus  copias  y  sólo  con  las  licencias  de 
alijo,  pues  las  copias  se  presentaban  al  dia  siguiente:  que  el 
encargado  de  la  custodia  del  documento  durante  las  primeras 
veinticuatro  horas  lo  fué  su  escribiente  D.  José  Ramón  García 
or  necesitarlo  para  anotar  el  número  de  las  declaraciones 
e  los  consignatarios  que  se  presentaban:  que  al  comprobarlo 
con  sus  copias  lo  tuvo  como  era  práctica,  recordando  haber 
advertido  cierta  confusión  en  la  declaración  de  la  carga  cor- 
respondiente á  Sevilla;  pero  que  no  se  fijó  tanto  como  lo  habia 
hecho  después  cuando  tuvo  que  informar  en  el  expediente, 
que  era  cuando  observó  las  raspaduras  y  enmiendas;  añadiendo 
que  algunos  manifiestos  se  presentaban  confundiendo  mer- 
cancías consignadas  á  varias  casas  en  una  misma  factura: 

Resultando  que  examinado  el  escribiente  ü.  Ramón  García, 
dijo  que  recibió  el  manifiesto  el  dia  10,  que  lo  guardó  y  creia 
no  saldria  de  su  poder:  que  lo  llevó  á  su  mesa  D.  Ramón 
Ayses,  dependiente  del  consignatario,  sin  que  lo  volviera  á 
ver  hasta  el  siguiente  dia  en  que  se  hizo  la  comprobación; 
manifestando  asimismo  el  dependiente  Ayses  que  cuando  re- 
cibió el  manifiesto  de  manos  del  Administrador  lo  llevó  á  la 
mesa  de  importación,  como  tenia  costumbre,  en  cuyo  acto  no 
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ció  si  es  español;  y  si  aceptan  la  consignación  harán  sus  de- 
claraciones en  los  términos  establecidos,  y  si  no  la  aceptan  el 
Administrador  procederá  de  oficio  á  hacer  la  descarga;  cuyo 
articulo  está  relacionado  con  el  81,  en  que  se  establecen  taxa- 
tivamente todos  los  casos  en  que  puede  ejecutarse  válida- 
mente esta  operación:  en  que  el  Administrador  de  Barcelona 
infringió  dichos  artículos  y  el  64  al  acordar  de  oficio  la  des- 
carga: en  que  por  virtud"  del  auto  de  17  de  Abril  de  1871 
imponiendo  al  Capitán  la  multa  Jel  décuplo  de  los  derechos 
de  Arancel  infringió  asimismo  el  art.  207  y  el  55,  que  pro- 
hibía la  admfeioif  de  manifiestos  con  raspaduras,  entrerenglo- 
nes  y  enmiendas ,  así  como  que  en  los  mismos  se  hagan  va- 
riaciones: en  que  los  manifiestos  que  contienen  enmiendas, 
desde  el  momento  que  son  admitidos  por  los  Administrado- 
res, producen  sus  naturales  efectos  y  son  la  verdad  legal, 
según  así  se  ha  declarado  en  orden  de  30  de  Diciembre  de  1872, 
sin  que  el  Capitán  que  le  presente  de  este  modo  contraiga 
responsabilidad  alguna;  no  así  los  Administradores,  porgue 
terminantemente  se  la  imponen  los  artículos  22  en  su  caso  3.", 
y  los  38  y  55:  que  en  la  orden  ministerial  se  ha  infringido  el 
artículo  207  de  las  Ordenanzas  ya  repetidas  y  el  91  de  la 
Constitución  del  Estado ,  puesto  que  para  imponer  al  Capitán 
la  pena  gubernativa  de  multa  se  ha  reconocido  como  única 
razón  la  existencia  de  un  delito,  cual  es  el  de  alteración  ó 
falsedad  del  manifiesto  después  que  fué  revestido  del  carácter 
de  documento  oficial ,  cuya  declaración  no  compete  al  Poder 
Ejecutivo:  que  aunque  así  fuera,  se  habrian  infringido  la< 
leyes  18  y  32,  tít.  16,  Partida  3.*,  por  descansar  aquella  de- 
claración en  el  testimonio  ó  informe  de  dos  testigos  que  tienen 
tacha  legal,  que  intervinieron  juntos  en  el  fondeo,  eran  inte- 
resados en  la  parte  de  multa  que  pueda  llegar  á  distribuirse, 
apareciendo  responsables  de  las  faltas  é  irregularidades  que 
se  notan  en  el  expediente ,  y  haber  sido  uno  de  ellos  el  Juez 
de  las  diligencias  en  primera  instancia:  que  también  se  ha 
infringido  el  art.  12  de  la  Ley  provisional  sobre  reformas  en 
el  procedimiento  para  plantear  el  recurso  de  casación  en  los 
juicios  criminales,  publicada  en  18  de  Junio  de  1870,  y  el 
224  de  las  Ordenanzas,  porque  eti  Barcelona  no  se  había  co- 
metido ningún  hecho  de  los  calificados  como  faltas  en  el  ca- 
pítulo 2.°,  título  4.°  de  las  mismas;  resultando  que  habia  san- 
cionado un  procedimiento  que  se  inició  y  siguió  con  incom- 
petencia, lo  que  envuelve  un  vicio  de  nulidad  en  todo  lo 
actuado : 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, aunque  el  Ministerio  fiscal  no  se  opuso  á  la  admisión 
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de  la  demanda,  la  Sala,  apreciando  que  requería  mayor  exa- 
men la  decisión  de  este  punto,  mandó  proceder  á  la  vista  de 
los  autos  y  dictó  sentencia  en  14  de  Noviembre  de  1873  ad- 
mitiéndola: 

Resultando  que  en  este  estado  se  presentó  en  los  autos  con 
poder  del  demandante  el  Procurador  D.  Ángel  Calvo,  k  quien 
se  tuvo  por  parte,  y  amplió  la  demanda  insistiendo  eu  que  se 
declare  á  su  representado  irresponsable  de  la  multa  impuesta, 
reservándole  su  derecho  "para  reclamar  la  indemnización  de 
los  daños  y  perjuicios  que  se  le  hayan  irrogado;  y  caso  de  no 
estimarlo  así  procedente,  que  se  deje  sin  efect#  la  orden  re- 
currida, y  se  mande  que  con  suspensión  de  todo  procedimien- 
to administrativo  ae  remitan  al  Juzgado  competente  los  ante- 
cedentes necesarios  para  proceder  á  averiguar  si  se  ha  perpe- 
trado delito  de  falsedad  enmendando  el  manifiesto  después  de 
presentado  en  la  Aduana,  reproduciendo  los  hechos  y  funda- 
mentes- de  derecho  de  aquella,  ampliándolas  ú  manifestar  que 
la  sentencia  de  la  Sala  habia  fijado  definitivamente  la  Índole 
de  la  cuestión  al  consignar  que  no  se  trata  de  aplicar  ninguna 
disposición  de  las  que  regulan  impuestos  indirectos,  ni  de 
determinar  los  derechos  de  Aduana  que  debian  devengar  los 
géneros  consignados  al  comercio  de  Sevilla,  sino  de  la  false- 
dad que  se  supone  cometida  en  el  manifiesto  presentado  por 
medio  de  enmiendas  y  raspaduras  hechas  con  posterioridad  á 
su  admisión,  y  de  la  multa  impuesta  por  este  motivo  al  Ca- 
pitán del  vapor,  independientemente  ae  la  cuestión  de  dere- 
chos de  Aduana,  cómo  impuesto  indirecto;  por  lo  que  si  re- 
sultasen hechas  las  enmiendas  antes  de  la  presentación  del 
documento,  dicho  Capitán  era  irresponsable  dé  ellas ;  y  si  lo 
fueron  después  >  no  era  competente  la  Administración  para 
declarar  la  existencia  de  un  delito  público,  cuya  resolución 
debía  someterse  á  la  Autoridad  judicial  para  seguir  despue$ 
el  procedimiento  administrativo:  que  seguidos  contra  D.  Vi- 
cente Ortuño  constituyen  dos  contradictorios  expedientes,  su* 
poniéndose  en  el  primero  que  los  12  bultos  detenidos  estaban 
incluidos  en  el  manifiesto,  y  negando  este  aserto  en  el  se- 
gundo diciendo  que  si  resultaban  anotados  era  por  haberse 
enmendado  la  partida  á  ellos  referente  después  de  su  presenta- 
ción: que  el  Jefe  del  Resguardo  faltó  á  sus  deberes  é  infringió 
el  art.  51  de  las  Ordenanzas  al  no  visar  el  manifiesto  y  de- 
volverlo al  Capitán  para  que  lo  presentara  por  si  á  la  Aduana: 
que  dicho  documento  se  hace  oficial  después  que  se  le  pone 
el  admitido  por  el  Administrador  de  la  misma,  y  todas  las 
partidas  en  él  incluidas  deben  ser  consideradas  como  declara- 
das legalmente  mientras  no  sea  el  Capitaíi  convicto  de  haber 


588  TRIBUNAL   SUPREMO. 

ejecutadlo,  después  de  su  presentación,  por  medio  de  enmien- 
das ó  raspaduras,  un  delito  público  de  falsedad:  que  la  mis- 
ma tiene  la  obligación  de  no  admitirlo  cuando  existan  las 
enmiendas  ó  raspaduras;  pero  una  vez  hecho  esto  no  puede 
volver  á  manos  de  los  interesados,  sino  registrarlo  por  si  ó 
por  medio  de  un  dependiente  suyo  en  el  negociado  de  impor- 
tación: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  di- 
cha demanda,  solicitando  se  absuelva  de  ella  á  la  Administra- 
ción general  del  Estado,  confirmando  la  orden  recurrida  en  la 
parte  en  que  ^ueda  ser  objeto  del  procedimiento  contencioso- 
administrativo,  exponiendo  para  ello  que  la  cuestión  que  debe 
resolverse  en  este  litigio  es  la  de  si  la  Administración  tiene 
que  esperar  para  imponer  la  multa  de  que  se  trata  á  que  se 
halle  fallada  la  causa  criminal  que  ha  de  seguirse  con  motivo 
de  la  falsedad  que  pueda  contener  el  manifiesto  presentado,  ó 
si  independientemente  de  su  resultado  tiene  facultades  la  Ad- 
ministración para  imponerla  y  hacerla  efectiva:  que  además 
del  principio,  tan  repetidamente  consignado  por  la  jurispru- 
dencia, de  que  para  empezar  en  esta  materia  los  procedimien- 
tos criminales  deben  hallarse  terminados  los  administrativos, 
los  preceptos  contenidos  en  el  art.  4.°  de  las  Ordenanzas  esta- 
blecen claramente  que  la  Administración  tiene  derecho  á  im- 
poner las  multas  correspondientes  á  su  autoridad  con  inde- 
pendencia de  los  procedimientos  judiciales,  y  el  cap.  4.°  del 
mismo  título,  en  sus  artículos  241  al  247,  que  si  el  delito  es 
conexo  ó  especial  de  Aduanas,  corresponde  á  la  Administra- 
ción imponer  la  pena  pecuniaria  y  á  los  Tribunales  la  perso- 
nal; y  si  el  delito  es  común,  entonces  no  es  bajo  el  aspecto 
de  la  legislación  aduanera  más  que  una  falta,  lo  que  puede 
castigar  la  Administración  por  sí,  dando  conocimiento  al  Tri- 
bunal competente  de  lo  que  pueda  resultar  acerca  del  delito 
común,  corno  se  ha  hecho  en  el  presente  caso*,  que  la  Admi- 
nistración no  ha  supuesto  como  indispensable  la  existencia 
de  la  falsedad  para  venir  á  imponer  la  multa,  ni  ésta  es  con- 
secuencia necesaria  de  la  falsedad,  sino  de  la  nulidad  de  cier- 
tas partidas  comprendidas  en  el  manifiesto  de  una  manera  in- 
debida, reservando  precisamente  el  conocimiento  de  la  cuestión 
de  falsedad  á  los  Tribunales  ordinarios:  que  la  Administración 
tiene  facultades  para  resolver  acerca  de  la  validez  ó  nulidad 
de  los  documentos  que  ante  ella  se  presentan  para  producir 
efectos  con  arreglo  k  la  legislación  de  Aduanas,  y  sus  reso- 
luciones sobre  este  punto  son  ejecutorias,  y  no  pueden  revo- 
carse en  via  contenciosa  con  arreglo  á  las  disposiciones  espe- 
ciales que  regulan  la  materia:  que  habiendo  hallado  á  bordo 
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los  12  fardos  no  contenidos  en  el  manifiesto,  esto  justifica  la 
imposición  de  la  multa  establecida  en  el  Cfisd  11,  art.  207  de 
las  Ordenanzas,  independientemente  de  que  al  haberlo  com- 
prendido después  se  haya  falsificado  documento  público  ó  co- 
metido cualquiera  otro  delito  de  que  hayan  de  conocer  los 
Tribunales  ordinarios:  que  si  las  enmiendas  no  han  existido 
nunca,  resultará  que  se  declararon  como  cajas  los  que  eran 
fardos  ó  balas,  que  se  omitió  la  expresión  dé  la  numeración, 
que  se  involucraron  las  marcas  y  mercancías  con  otras  que 
tenían  documentación  de  fletamento,  mientras  las  de  que  se 
trata  carecían  de  ella  éiban  á  distinta  consignación;  anadien- 
do  además  otros  argumentos  en  favor  de  su  petición;  y  soli- 
citando por  un  otrosí  que  la  Sala  mandase  consignar  la  can- 
tidad importe  de  la  multa  impuesta  antes  de  seguir  los  pro- 
cedimientos: 

Resultando  que  dada  vista  á  la  parte  demandante,  presentó 
escrito  oponiéndose  á  ello,  y  la  Sala  por  auto  de  27  de  Abril 
último,  que  en  el  término  de  veinte  dias  acreditase  la  misma 
en  forma  haber  satisfecho  ó  consignado  la  expresada  suma 
en  la  Caja  de  Depósitos.  Mas  pedida  reposición  en  tiempo  de 
dicho  auto  por  tener  prestada  la  oportuna  fianza  que  aprobó 
el  Ministro  de  Hacienda,  se  sustanció  el  incidente  y  se  dictó 
nuevo  auto  en  25  de  Junio  posterioT  reponiendo  el  de  27  de 
Abril  y  declarando  no  haber  lugar  á  lo  solicitado  por  el  Mi- 
nisterio fiscal  en  el  otrosí  de  su.  escrito  de  contestación  á  la 
demanda. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  la  Administración  activa  necesita  para 
moverse  que  su  acción  sea  libre,  rápida  y  enérgica  cuando 
protege  los  intereses  generales  del  Estado ,  como  sucede  al 
recaudar  los  impuestos  indirectos  y  al  reprimir  los  fraudes 
cometidos  para  eludir  su  pago ,  por  lo  cual  sus  actos  en  esta 
esfera  no  son  susceptibles  de  contención,  según  está  declamado 
por  Real  decreto  de  20  de  Setiembre  de  1852: 

Considerando  que  esta  doctrina  se  halla  confirmada  por  las 
Ordenanzas  de  Aduanas  de  15  de  Julio  de  1870  cuando  al  tra- 
tar de  las  reclamaciones  que  pueden  suscitarse  sobre  las  mul- 
tas impuestas  por  faltas  cometidas  en  este  ramo ,  fija  en  su 
artículo  231  que  de  la  resolución  del  Ministro  de  Hacienda 
sobre  ellas  no  habrá  ulterior  recurso: 

Considerando  que  dada  esta  prescripción  caen  por  su  base 
las  suposiciones  en  que  el  demandante  D.  Vicente  Ortuño  ha 
pretendido  fundar  su  demanda ,  por  no  ser  ellas  necesarias 
para  resolver  el  caso  del  pleito,  ni  admisibles  ante  la  legisla- 


590  TRIBUNAL   SUPREMO. 

cion  especial  de  Aduanas  que  se  ha  tenido  á  la  vista  al  dictarle 
por  el  Ministro  de  Hacienda  la  orden  reclamada: 

Considerando  que  en  la  sentencia  que  admitió  la  demanda 
no  se  fijaron  las  cuestiones  que  debian  tratarse  en  el  litigio, 
porque  eso  sólo  incumbe  á  los  contendientes,  ni  podian  fijarse 
de  modo  que  se  estimase  prejuzgada  la  resolución  de  fondo, 
la  cual  ha  quedado  íntegra,  no  teniendo  por  tanto  otro  al- 
cance aquella  sentencia  que  el  de  la  simple  admisión  de  la 
demanda,  único  punto  del  fallo ,  aunque  en  sentido  hipoté- 
tico se  hubiesen  establecido  algunos  supuestgs  en  sus  consi- 
derandos, y  aun  cuando  por  esclarecer  puntos  que  á  primera 
vista  podian  parecer  dudosos,  se  partiese  de  ellos  provisional- 
mente como  si  no  lo  fuesen  para  abrir  el  debate: 

Considerando  que  la  admisión  de  la  demanda  no  implica  la 
competencia  del  Tribunal  de  un  modo  absoluto  y  definitivo 
para  conocer  necesariamente  de  las  cuestiones  suscitadas,  par 
que  si  éste  no  tiene  realmente  potestad  ó  jurisdicción  para 
ello,  por  carecer  de  atribuciones,  siendo  como  son  las  cues- 
tiones de  competencia  de  orden  público  en  las  que  viene  en- 
vuelto el  deslinde  de  los  poderes,  base  fundamental  de  los 
Gobiernos  y  garantía  necesaria  para  el  buen  régimen  de  las 
naciones,  hay  medios  siempre  de  promoverlas  mientras  no  se 
llegue  á  una  resolución  final  y  ejecutoria: 

Considerando  que  la  sentencia  que  admitió  á  discusión  la 
demanda  no  es  de  esta  índole,  sino  para  el  sólo  efecto  de  tra- 
mitar el  juicio  y  de  ponerlo  en  condiciones  de  llegar  á  un  fallo 
definitivo,  doctrina  confirmada  por  el  preámbulo  del  decreto- 
ley  de  26  de  Noviembre  de  1868: 

Considerando  respecto  á  los  razonamientos  que  se  hacen 
para  sostener  en  el  fondo  que  la  Administración  al  entender 
en  este  negocio  y  al  imponer  la  multa  que  ha  impuesto  al  Ca- 
pitán del  vapor  Valencia,  D.  Vicente  Ortuño,  invade  las  atri- 
buciones de  los  Tribunales  ordinarios ,  puesto  que  para  ella 
parte  de  un  supuesto  que  no  ha  podido  hacer  del  hecho  de  que 
se  ha  cometido  una  falsedad  en  el  manifiesto ,  un  delito  que 
no  lo  es  dado  apreciar,  y  menos  corregir,  que  todo  esto  es  una 
mera  hipótesis,  puesto  que  lo  contrario  resulta  de  la  orden  re- 
clamada, en  la  cual  se  declara  que  la  imposición  de  la  multa 
se  funda  en  el  art.  207,  caso  11  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas, 
á  la  sazón  vigentes,  ó  sea  por  la  falta  en  el  mismo  compren- 
dida, dejando  intacto  el  punto  de  la  falsedad ,  y  reservado  a 
los  Tribunales  para  que  lo  resuelvan  en  toda  su  integridad 
según  proceda: 

Considerando  que  además  no  es  necesario  que  las  faltas 
encontradas  en  el  vapor  Valencia  y  en  su  documentación  sean 
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un  delito,  pues  basta  que  contengan  defectos  é  irregularidades 
como  las  que  denuncian  sus  enmiendas  ó  raspaduras,  involu- 
oraciones  como  las  que  resultan  de  la  comparación  del  mani- 
fiesto oon  sus  copias,  y  que  relacionadas  con  los  12  fardos  que 
se  encontraron  en  la  nave  con  marcas  catalanas,  no  obstante 
su  procedencia  extranjera,  para  que  la  Adrninistraqion,  esti- 
mando por  el  conjunto  de  esos  hechos  y  por  los  antecedentes 
y  consiguientes  que  han  rodeado  este  negocio,  que  todo  ello 
iba  encaminado  á  realizar  un  fraude,  ó  á  envolverlo  y  ocultarlo 
desde  luego  en  perjuicio  de  la  Renta  de  Aduanas,  haya  to- 
mado algunas  precauciones  para  impedir  abusen  los  navieros 
de  la  libertad  concedida,  y  adoptado  respecto  de  los  docu- 
mentos que  tal  significación  podia  tener,  por  las  informali- 
dades de  que  adolecían  ó  por  la  nulidad  que  estas  producen, 
las  resoluciones  que  tomó  en  el  círculo  de  sus  atribuciones: 

Considerando  que  la  facultad  exclusiva  de  la  Administra- 
ción para  imponer  multas  por  los  hechos  penables  que  señalan 
las  Ordenanzas  de  Aduanas  con  la  denominación  de  faltas  es 
indiscutible,  pues  está  expresamente  consignada  en  el  capí- 
tulo 4.°  de  las  mismas;  disponiéndose  en  el  art.  203,  relacio- 
nado con  los  de  dicho  capítulo,  que  si  además  mediasen  de- 
litos, la  Administración  resuelva  primero  sobre  la  legalidad 
de  la  aprehensión  ó  sobre  la  procedencia  de  la  multa,-  sin  per- 
juicio ae  remitir  después  á  los  Tribunales  el  tanto  de  cjilpa 
que  resultare,  procedimiento  que  es  precisamente  el  adoptado 
en  las  resoluciones  confirmadas  por  el  Ministro  de  Hacienda 
en  la  orden  que  ha  servido  de  base  á  este  pleito,  conducta  que 
elimina  desde  luego  esa  cuestión  previa  que  se  ha  supuesto, 
y  ante  la  cual  se  ha  pretendido,  contra  el  texto  terminante 
de  la  ley,  se  detuviese  la  Administración  en  su  gestión  activa 
respecto  de  la  cobranza  de  un  impuesto  indirecto,  ó  de  las 
medidas  represivas  que  autorizan  las  Ordenanzas  para  castigar 
las  defraudaciones  en  esta  clase  de  tributos,  ó  los  vicios  ó 
faltas  que  pudiesen  encontrar  en  los  documentos  de  los  que 
están  sujetos  á  ellos: 

Considerando  que  si  en  esos  procedimientos  se  han  come- 
tido excesos  por  algunos  funcionarios  de  la  Administración 
activa,  al  Tribunal  no  incumbe  su  remedio,  porque  aquella 
es  independiente  en  la  aplicación  de  las  leyes  que  regulan  los 
impuestos  indirectos,  no  estando  su  autoridad  limitada  á  la 
mera  designación  de  las  cuotas  que  puedan  corresponder  á 
cada  partida  según  las  tarifas,  sino  á  todo  lo  que  conduzca  á 
la  realización  del  impuesto,  evitando  por  ello  la  defraudación 
cuando  se  pretenda  abusar  de  la  libertad  concedida,  y  casti- 
gando álos.  defraudadores,  ó  á  los  que  aparezcan  tales  por  los 


592  TRIBUNAL   SUPKKMO. 

defectos  de  sus  documentos,  allí  donde  los  encuentren;  pues 
la  apreciación  contraria  pugna  con  las  prescripciones  y  espí- 
ritu de  las  mismas  Ordenanzas,  con  la  doctrina  desenvuelta 
en  el  preámbulo  del  Real  decreta  de  20  de  Setiembre  de  1852 
y  con  la  jurisprudencia  establecida  por  el  Consejo  de  Estado 
y  este  Tribunal  Supremo: 

Considerando  que  los  abusos  de  poder  sólo  son  susceptibles 
de  vía  contenciosa  cuando  no  hay  otros  medios  señalados  ex- 
presamente por  las  leyes,  y  cuando  además  versan  sobre  ma- 
teria administrativa  no  reservada  por  el  legislador  é  por  los 
principios  fundamentales  de  Gobierno  al  conocimiento  exclu- 
sivo de  la  Administración  activa,  pues  cuando  lo  están  como 
sucede  en  el  caso  presente,  no  es  lícito  eludir  sus  preceptos 
con  suposiciones  gratuitas,  haciendo  salir  la  cuestión  d&  su 
esfera  propia,  mucho  más  cuando  á  pesar  de  todo  se  ve  cla- 
ramente que  lo  que  se  ventila  en  este  pleito  no  es  otra  cosa 
sino  la  buena  ó  mala  aplicación  que  de  las  Ordenanzas  de 
Aduanas  han  hecho  con  relación  al  vapor  Valencia,  primero 
los  Jefes  del  ramo  en  Barcelona,  y  después  el  Ministro  de  Ha- 
cienda: 

Considerando  que  el  derecho  exclusivo  de  la  Administra- 
ción para  aplicar  las  Ordenanzas  al  caso  concreto  del  pleito  lo 
ha  reconocido  el  Consejo  de  Estado  en  sus  dos  grupos  de  ma- 
yoría y  minoría,  no  consistiendo  su  discrepancia  en  las  con- 
clusiones que  proponen  al  Gobierno,  sino  en  el  tanto  ó  cuanto 
de  la  penalidad,  es  decir,  en  la  aplicación  más  ó  menos  acertada 
de  esa  legislación  especial,  en  si  procede  el  artículo  207,  en 
su  caso  1.*  ó  en  su  caso  11: 

Considerando  que  dado  ese  punto  de  vista,  la  cuestión  viene 
á  resolverse  en  si  ha  habido  justicia  ó  injusticia  en  los  actos 
de  la  Administración  al  estimar  que  se  había  preparado  en  el 
viaje  del  vapor  Valencia  y  confeccionado  en  Barcelona  una 
defraudación,  de  la  cual  en  su  juicio  era  un  vivo  testimonio 
la  falta  de  ciertos  documentos  y  los  defectos  que  en  los  pre- 
sentados se  advirtieron,  y  cuyos  defectos  é  informalidades 
sólo  ha  castigado  por  los  medios  gubernativos  que  la  ley  le 
permite,  y  que  los  Tribunales  en  ningún  caso  pueden  aplicar 
ni  modificar  siendo  como  son  completamente  distintas  é  inde- 
pendientes las  esferas  en  que  ambos  poderes  se  mueven,  actos 
todos  puramente  administrativos,  y  que  cualquiera  que  sea  su 
calificación  legal,  no  tienen  importancia  alguna  para  la  Sala 
por  no  ser  revisables  en  vía  contenciosa,  aunque  sobre  ellos 
pueda  interponerse  el  recurso  de  responsabilidad  ú  otros  de 
diferente  especie: 

Considerando  que  aun  concediendo  por  un  momento  que 
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la  Administración  hubiera  usurpado  sus  atribuciones  al  poder 
judicial  por  conocer  de  un  delito  de  falsedad  castigando  á  sus 
autores,  este  abuso  de  poder  se  halla  previsto  en  la  ley  de  17 
de  Agosto  de  1860  en  sus  artículos  45  y  52,  y  corresponde 
resolverlo  al  Jefe  del  Foder  Ejecutivo  después  de  oir  necesa- 
riamente y  en  pleno  al  Consejo  de  Estado,  lo  cual  es  una  de- 
mostración más  de  la  improcedencia  del  recurso  formulado: 

Y  considerando  que  por  todo  lo  expuesto  no  hay  derecho 
en  el  recurrente  para  pedir  ante  esta  Sala  la  revocación  de  la 
orden  reclamada; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Vicente  Ortuño,  Capitán  del  vapor  Valencia,  contra  la  or- 
den oiinisterial  de  6  de  Junio  de  1873,  que  ha  sido  reclamada; 
y  en  su  virtud  la  dejamos  firme  y  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna  cer- 
tificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Ace vedo.  =  Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Ignacio  Viei- 
tes.=Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez  Mondragon.=  Diego 
Fernandez  Cano.— Mariano  Maury. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  29  de 
Diciembre  de  1874.=Enrique  Medina. 

Núm.  91. 

APELACIÓN. 

Autorización  para  fijar  anuncios  en  las  farolas  del  alum- 
brado público. — Sentencia  de  30  de  Diciembre,  confirmando 
la  que  en  18  de  Junio  de  1873  dictó  la  Sala  primera  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  declarando  improcedente 
la  demanda  propuesta  por  la  Sociedad  Lebon  y  compañía, 
como  Gerente  de  la  Empresa  central  para  el  alumbrado  de 
gas,  contra  un  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  dicha  ciudad. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°     Que  según  el  art.  162  de  la  Ley  municipal  de  20  de 
Aposto  de  1870,  los  que  se  crean  perjudicados  en  sus  derechos 
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civiles  por  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  pueden  reclamar 
contra  ellos,  mediante  demanda  ante  Juez  ó  Tribunal  compe- 
tente, dentro  del  plazo  de  treinta  dios  después  de  notificarse  el 
acuerdo. 

2.°  Que  conforme  á  la  jurisprudencia  establecida y  tanto  por 
el  Consejo  de  Estado  como  por  el  Tribunal  Supremo,  en  armo- 
nía  con  lo  dispuesto  en  el  art.  77  del  reglamento  de  los  Conse- 
jos provinciales  de  1.°  de  Octubre  de  1845,  el  24  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil  y  el  20  del  decreto  de  26  de  Noviembre 
de  1868,  no  sólo  se  entiende  hecha  una  notificación  cuando  ésta 
se  verifica  con  las  solemnidades  que  la  ley  exige  y  sino  también 
cuando  la  parle  a  quien  puede  afectar  se  muestra  sabedora  del 
acuerdo  ó  resolución,  y  en  tal  concepto  hace  reclamaciones  qne 
no  dejan  duda  del  perfecto  conocimiento  que  de  ella  tienen . 

En  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Diciembre  de  1874,  en  los 
autos  pendieiltes  ante  la  Sala,  en  grado  de  apelación,  incoados 
en  la  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  ñor 
D.  Eugenio  Lebon  y  compañía,  como  Gerente  de  la  Socieaad 
titulada  Empresa  central  para  el  alumbrado  por  y  as,  represen- 
tada hoy  por  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  y  Anguita,  contra 
la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  está  por  el  Mi- 
nisterio fiscal,  sobre  revocación  de  un  acuerdo  del  Ayunta- 
miento en  que  concedía  autorización  á  los  Señores  Aymani  y 
compañía  para  fijar  anuncios  en  las  farolas  del  alumbrado 
público,  interpuesta  aquella  por  el  primero  del  auto  de  18  de 
Junio  por  el  que  se  declaró  no  haber- lugar  á  admitir  la  de- 
manda interpuesta: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  17  de  Enero  de 
1864  se  adjudicó  á  D.  Carlos  Lebon  el  suministro  3r  servicio 
del  alumbrado  público  por  gas  en  la  ciudad  de  Barcelona  por 
término  de  quince  años  y  bajo  las  condiciones  que  se  ex- 
presan: 

Resultando  que  en  15  de  Mayo  de  1872  solicitó  del  Ayun- 
tamiento de  la  expresada  ciudad  la  razón  social  nombrada 
Aymani  y  compañia7  bajo  las  bases  y  condiciones  que  propus?, 
que  se  le  concediese  autorización  exclusiva  por  diez  años  para 
la  inserción  de  anuncios  en  los  cristales  de  los  faroles  del 
alumbrado  público  por  gas;  y  previo  informe  de  la  Inspec- 
ción industrial,  el  Ayuntamiento  en  sesión  extraordinaria  «le 
19  de  Junio  de  1873  acordó  conceder  dicha  autorización^ 

Resultando  que  en  el  dia  25  posterior  la  empresa  Eugenio 
Lebon  y  compañía  pidió  al  Ayuntamiento  que,  con  suspensión 
de  dicho  acuerdo,  se  remitiese  á  la  Diputación  provincial  par 
conducto  del  Gobernador,  con  los  informes  necesarios  y  baj  > 
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la  responsabilidad  marcada  en  el  art.  133  de  la  Ley  municipal; 
pero  declarado  no  haber  lugar  alo  primero,  y  remitido  el  ex- 
pediente á  la  Diputación  á  virtud  de  la  alzada  interpuesta, 
acudió  á  la  misma  la  razón  social  Aymani  y  compañía  pidien- 
do fuese  desestimada ,  y  la  Comisión  permanente  en  sesión 
ordinaria  de  11  de  Febrero  de  este  año  acordó  no  haber  lugar 
á  deliberar,  y  que  el  interesado  acudiese  á  donde  correspon- 
diera: 

Resultando  que  en  18  de  Marzo  posterior  presentó  D.  Eu- 
genio Lebon ,  como  Gerente  de  la  Sociedad  titulada  empresa 
central  para  el  alumbrado  por  gas,  demanda  contencioso-ad- 
ministrativa  ante  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia 
de  Barcelona  pidiendo  se  revocase  el  acuerdo  de  19  de  Junio 
de  1873,  y  que  se  condenase  al  Ayuntamiento  á  cumplir  el 
contrato  celebrado  con  él,  declarando  que  por  sí  sólo  no  es- 
taba facultado  para  variarlo  sin  la  concurrencia  del  otro  con- 
trayente; todo  con  indemnización  de  costas,  daños  «y  perjui- 
cios, exponiendo  para  ello  los  fundamentos  que  creyó  oportunos: 
Resultando  que  conferido  traslado  al  Ministerio  fiscal,  se 
opuso  á  la  admisión  de  la  demanda  por  haber  trascurrido  el 
término  legal  para  proponerla;  con  cuyo  motivo  se  celebró 
vista  pública  de  los  autos,  y  se  dictó  uno  motivado  por  la  re- 
ferida Sala  en  18  de  Junio  último,  declarando  no  haber  lugar 
á  admitir  la  expresada  demanda: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal  Supre- 
mo á  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  D.  Eugenio  Lebon 
y  compañía,  la  ha  mejorado,  representado  por  el  Licenciado 
D.  Tomás  Pérez  y  Anguita,  á  quien  se  tuvo  por  parte,  pidiendo 
su  revocación  y  que  se  declare  procede  la  admisión  de  dicha 
demanda  cómo  deducida  en  tiempo  y  forma ,  y  ser  el  único 
medio  de  ventilar  lo  correspondiente  á  su  derecho  por  lo  re- 
lativo al  contrato  celebrado  con  el  Ayuntamiento  para  el 
alumbrado  público;  manifestando  á  este  fin  que  la  cuestión 
del  dia  es  pura  y  simplemente  de  procedimiento,  y  para  su 
resolución,  sólo  deben  tenerse  presentes  los  artículos  162  de 
la  Ley  municipal  de  20  de  Agosto  de  1870,  el  24  de  la  de  En- 
juiciamiento civil  y  el  20  del  decreto  de  26  de  Noviembre  de 
1868:  que  dicha  cuestión  puede  considerarse  reducida  a  saber 
si  la  demanda  está  interpuesta  ó  no  en  tiempo;  y  como  la  no- 
tificación del  acuerdo  contra  el  cual  se  interpuso  no  ha  llegado 
á  verificarse  todavía  en  ninguna  forma  que  pueda  producir 
efectos  legales,  de  ahí  que  en  cualquiera  tiempo  que  se  haya 
interpuesto  ha  debido  declararse  su  admisión ;  reproduciendo 
los  argumentos  del  escrito  en  que  se  interpuso  el  recurso  de 
apelación: 
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Resultando  que  emplazado  al  Ministerio  fiscal,  contestó  al 
mismo  solicitando  se  confirme  la  providencia  apelada,  decla- 
rando improcedente  la  vía  contenciosa,  fundado  en  que  si  es 
precepto  jurídico  el  que  produce  los  efectos  de  la  notificación 
administrativa,  y  hasta  los  de  la  judicial,  según  el  art.  24, 
párrafo  segundo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  conoci- 
miento cierto  que  mauifieste  el  interesado  de  la  determinación 
de  que  se  trata,  desde  la  fecha  en  que  consta  que  este  cono- 
cimiento se  tuvo  empezará  á  contarse  el  plazo  para  ejercitar 
el  recurso,  sin  que  sea  indispensable  que  la  notificación  apa- 
rezca hecha  en  la  forma  ordinaria  como  sostenía  el  recurrente, 
pues  los  términos  establecidos  para  alzarse  de  los  acuerdos  que 
adopten  las  Autoridades  ó  de  las  providencias  de  los  Tribuna- 
les no  es  especial  del  art.  162  de  la  Ley  municipal,  sino  cons- 
tituye un  precepto  que  como  tantos  otros  hay  que  enlazarlo  y 
armonizarlo  con  las  demás  disposiciones  legales:  que  el  Ayun- 
tamiento •  de  Barcelona  no  tenia  que  notificar  determinada- 
mente al  demandante  la  ooncesion  hecha  á  la  Sociedad  Ayvui- 
ni;  y  que  el  hecho  de  haber  acudido  el  mismo  á  otra  Autoridad 
que  á  la  Audiencia  para  pedir  la  revocación  de  dicho  acuerdo 
no  interrumpe  el  lapso  del  término:  que  si  el  acuerdo  lo  en- 
contraba lesivo  de  sus  derechos  civiles,  pudo  acudir  á  dicha 
Audiencia  dentro  del  plazo  establecido;  y  si  lo  creía  reforma- 
ble por  la  Diputación  provincial,  acudir  á  ésta  y  seguir  las 
alzadas  sucesivas  en  la  vía  gubernativa;  mas  nunca  alzándose 
en  una  vía  antes  de  terminada  para  venir  á  la  otra,  aprove- 
chándole el  tiempo  empleado  en  la  primera  contra  los  precep- 
tos terminantes  establecidos  para  la  segunda:  que  además  el 
asunto  sobre  que  determinó  el  Ayuntamiento  de  Barcelona  es 
de  policía  urbana ,  materia  de  la  exclusiva  competencia  de  la 
Administración  activa,  y  en  que  por  regla  general  no  procede 
la  vía  contenciosa;  citando  en  su  apoyo  la  jurisprudencia  es- 
tablecida por  la  Sala  en  varias  sentencias  que  enumera.     . 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León 
Romero. 

Considerando  que,  según  el  art.  162  de  la  Ley  municipal 
de  20  de  Agosto  de  1870,  los  que  se  crean  perjudicados  en  sus 
derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  pue- 
den reclamar  contra  ellos,  mediante  demanda  ante  Juez  ó  Tri- 
bunal competente,  dentro  del  plazo  de  treinta*  días  después 
de  notificarse  el  acuerdo: 

Considerando  que,  conforme  á  la  jurisprudencia  estable- 
cida, tanto  por  el  Consejo  de  Estado  como  por  este  Tribunal 
Supremo,  en  armonía  con  lo  dispuesto  en  el  art.  77  del  regla- 
mento de  los  Consejos  provinciales  de  1.°  de  Octubre  de  1845, 
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el  24  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  el  20  del  decreto  de 
26  de  Noviembre  de  1868,  no  sólo  se  entiende  hecha  una  no- 
tificación cuando  ésta  se  verifica  con  las  solemnidades  que  la 
ley  exige,  sino  también  cuando  la  parte  á  quien  puede  afectar 
se  muestra  sabedora  del  acuerdo  ó  resolución,  y  en  tal  con- 
cepto hace  reclamaciones  que  no  dejan  duda  del  perfecto  co- 
nocimiento que  de  ella  tiene: 

Considerando  que  la  Sociedad  Lebon  y  compañía,  empresa- 
ria  del  alumbrado  del  gas  en  Barcelona,  por  su  escrito  de  25 
de  Junio  de  1873,  dirigido  al  Alcalde  popular  de  dicha  ciudad, 
y  por  el  del  dia  26  del  mismo  mes  á  la  Diputación  provincial, 
se  manifestó  sabedora  de  la  concesión  hecha  á  la  Sociedad 
Aymani  y  compañía  para  colocar  anuncios  en  los  faroles  del 
alumbrado,  concesión  que  á  su  juicio  vulneraba  sus  derechos 
civiles,  y  por  lo  mismo  reclamaba  contra  ella: 

Considerando  que  atendida  la  jurisprudencia  indicada,  aún 
no  hecha  á  la  Sociedad  Lebon  y  compañía  la  notificación  en 
los  términos  prevenidos  por  la  ley,  el  plazo  para  deducir  la 
demanda  contra  dicha  concesión  na  de  contarse  desde  el  25 
y  26  de  Junio  de  1873  en  que  se  demostró  sabedora  de  ella; 
no  habiéndola  interpuesto  hasta  el  18  de  Marzo  del  corriente 
año,  ha  dejado  pasar  el  término  de  treinta  días  que  elart.  132 
citado  le  concede: 

Considerando  que  si  bien  acudió  dentro  de  dicho  plazo  en 
apelación  ante  la  Diputación  provincial,  y  ésta  en  11  de  Fe- 
brero último  acordó  no  haber  lugar  á  deliberar,  y  que  Aymani 
y  compañía  acudiese  donde  correspondiera,  este  lapso  de 
tiempo  no  interrumpe  el  término  que  la  ley  concede  para  in- 
terponer la  demanda  ante  Tribunal  competente,  sino  que  per- 
judica al  qué  erróneamente  ha  acudido  á  otro  que  no  tiene 
competencia  para  conocer  del  negocio,  doctrina  consignada 
también  por  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sen- 
tencia que  en  18  de  Junio  de  este  año  dictó  la  Sala  primera 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  declarando  impro- 
cedente como  extemporánea  la  demanda  propuesta  por  la  So- 
ciedad Lebon  y  compañía  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento 
de  dicha  ciudad,  por  el  que  concedió  á  la  de  Aymani  la  fija- 
ción de  anuncios  en  los  taróles  del  alumbrado  público. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  ori- 
ginales á  la  Sata  sentenciadora  por  el  conducto  prevenido  y 
con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.= José  María  Herreros  de 
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ignorancia  de  las  resoluciones  y  conducta  del  Presidente  y 
Magistrados  que  le  acompañaron,  puesto  que  no  se  le  comu- 
nicaron los  acuerdos  del  Tribunal  pleno  de  I06  dias  26  y  27 
de  Julio  ni  por  el  Presidente  ñi  por  el  Teniente  fiscal,  ni  tam- 
poco se  dio  aviso  de  tales  acuerdos  á  los  Relatores  y  Escriba- 
nos de  Cámara,  Procuradores  y  demás  funcionarios,  que  de- 
bían tener  conocimiento  de  la  salida  de  la  Audiencia:  que 
hallándose  el  edificio  de  la  Audiencia  totalmente  ocupado 
or  los  insurrectos,  y  en  la  convicción  de  ser  imposible  va 
a  traslación  y  de  haberse  acogido  el  Presidente  al  pabellón 
inglés,  después  de  atender  á  la  custodia  de  los  procesos, 
expedientes  y  documentación  de  la  Fiscalía,  se  retiró  al  Pue- 
blo Nuevo  del  Mar  el  lunes  28  de  dicho  mes,  donde  se  refu- 
giaron los  Cónsules  extranjeros ,  un  Presidente  de  Sala,  tre> 
Magistrados ,  casi  todos  los  Relatores  y  Escribanos  .  de  Ca- 
mara^  y  varios  porteros  y  alguaciles  del  Tribunal  y  las  per- 
personas  más  distinguidas  de  la  eapital:  que  allí  oyó  decir  que 
el  Presidente  y  sus  compañeros,  cuyo  paradero  ignoraba,  ha- 
bían salido  precipitadamente  de  Godella  sin  expresar  á  dónde: 
que  en  el  mismo  punto  supo  después  por  rumor  público  su 
corta  jornada  eu  Torrente;  y  que  no  pudo  conocer  la  de  Alcira. 
porque  los  Boletines  oficiales  de  Alicante,  Castellón  y  Valen- 
cia no  anunciaron  la  constitución  de  la  Sala  extraordinaria  de 
vacaciones  en  aquel  punto  hasta  que  los  Magistrados  y  Presi- 
dente estaban  regresando  ó  habían  regresado  á  la  capital 
cuando  ya  se  hallaba  funcionando  en  ella  el  informante: 

Resultando  que  D.  Miguel  Castells,  entonces  Fiscal  de  la 
Audiencia  de  Valencia,  acompañó  con  el  anterior  informe  va- 
rios documentos,  entre  ellos  copia  de  un  oficio  que  según  su 
contexto  debia  pasar  el  Presidente  de  la  Audiencia  de  Valen- 
cia al  Teniente  fiscal  de  la  misma,  á  las  cuatro  de  la  madru- 
gada del  dia  26  de  Julio  de  1873,  citándole  para  Sala  de  gi>- 
bierno  extraordinaria  por  no  haber  sido  hallado  el  Fiscal  en 
su  morada  en  todo  el  dia  y  noche  anteriores ,  ni  haberse  pre- 
sentado á  pesar  de  los  repetidos  recados  dados  á  su  familia;  y 
de  otro  en  la  contestación  á  dicho  oficio,  á  las  cinco  de  la  mis- 
ma madrugada,  en  que  manifestó  el  Teniente  fiscal  estar  pronto 
en  obsequio  del  servicio  en  aquellas  difíciles  circunstancias 
¿asistirá  la  Sala  en  representación  del  Ministerio  fiscal,  sin 
que  sea  visto  tratase  de  otra  cosa  que  evitar  entorpecimientos 
en  momentos  tan  apremiantes,  sin  embargo  de  hallarse  en  va- 
caciones y  de  no  tener  delegación  de  su  Jefe,  á  quien  tampoco 
pudo  encontrar  el  dia  anterior,  suponiendo  se  encontraría  en- 
fermo ó  por  otra  justa  causa  impedido  de  concurrir  á  la  Sala: 
Resultando  que  el  demandante  impugnó  en  dicho  informe 
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estas  comunicaciones,  afirmando1  que  el  dia  25  de  Julio  estuvo 
en  Valencia  y  en  su  casa-morada  despachando  los  asuntos  de 
la  Fiscalía  mu  que  se  diera  recado  alguno  á  su  familia  de  parte 
del  Presidente  ni  se  presentara  el  Teniente  fiscal;  y  para  pro- 
barlo acompañó:  primero,  copia  de  las  instrucciones  dadas  en 
aquella  fecna  al  Promotor  fiscal  de  Alberique  y  de  la  comu-* 
nicacion  que  en  aquel  dia  dirigió  al  Ministerio^  de  Gracia  y 
Justicia:  segundo,  certificación  del  número  de  pliegos  entre- 
gados por  la  Fiscalía  á  la  Adminisíracion  de  Correos  en  el  mis- 
mo dia  25;  y  tercero,  dos  oficios  de  los  Magistrados  D.  José 
Montaldo  y  I).  Manuel  del  Olmo,  por  los  cuales  consta,  según 
el  primero ,  que  el  Teniente  fiscal  llamado  por  el  Presidente 
se  presentó,  y  en  atención  á  lo  crítico  de  las  circunstancias 
se  puso  á  disposición  del  Tribunal  sin  embargo  de  estar  dis- 
frutando vacaciones  y  no  tener  delegación  de  su  Jefe ;  pero 
queden  tan  críticas  circunstancias  se  ponia  á  disposición  del 
Tribunal  y  segniria  su  suerte,  protestando  con  marcada  insis- 
tencia que  no  obedecería  á  otros  móviles  en  su  conducta  que 
el  deseo  dé  que  tuviera  representación  el  Ministerio  fiscal  en 
aquel  peligfyso  conflicto;  y  según  el  segundo,  que  en  uno  de 
los  últimos  dfys  en  que  la  Sala  de  vacaciones  funcionó  en  Va* 
lencia  el  Tribual  les  hizo  presente  que  por  haber  sido  inútiy 
les  las  gestioné^  practicadas  por  los  dependientes  para  invitar 
al  Fiscal  á  que  \concurriese  á  las  sesiones  é  ignorar  quiénes 
eran  ios  funcionarios  del  orden  fiscal  que  debían  prestar  ser- 
vicio en  aquel  período,  el  expresado  Presidente  dispuso  con- 
vocar al  Teniente  fiscal  D.  Anacleto  Méndez:  que  éste  con- 
currió inmediatamente  y  les  hizo  la  observación  de  que  le 
Í)arecian  inconvenientes  para  desempeñar  el  cargo  de  Fiscal 
as  circunstancias  de  usar  de  vacaciones  y  carecer  de  delega- 
ción del  Fiscal:  no  obstante,  que  si  el  Tribunal  pensaba  de 
otro  modo  y  creia  útil  su  concurso,  gustoso  se  prestaba  á  sus 
mandatos  siguiéndole  y  auxiliándole,  tanto  dentro  como  fuera 
de"Ta  capital ;  pero  que  cesó  en  sus  escrúpulos  y  quedó  incor- 
porado al  Tribunal  ante  las  juiciosas  observaciones  del  Presi- 
dente de  la  Audiencia  y  de  los  Magistrados : 

Resultando  que  en  el  misma  informe  el  demandante  ase- 
gura que  el  dia  25  de  Julio  de  1873  vio  al  Presidente  de  la 
Audiencia  y  conferenció  con  él  para  manifestarle  que  en  el  seno 
de  la  Junta,  revolucionaria  preponderaba  el  elemento  intran- 
sigente, y  había  sido  atropellado  el  Diputado  Feliú;'  que  los 
Voluntarios  se  apercibían  á  la  defensa ,  y  que  se  trataba  de 
constituir  en  rehenes  á  los  firmantes  de  la  alocución  del  18  d6 
Julio;  asegurando  además  que  el  Presidente  le  manifestó  su 
propósito  de  acogerse  al  pabellón  británico,  ofreciéndole  igual 
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protección  y  dándole  al  efecto  una  tarjeta  para  el  Vicecónsul 
inglés : 

Resultando  que  remitido  este  informe  al  Presidente  de  la 
Audiencia  de  Valencia  por  la  Fiscalía  de  este  Supremo  Tribu- 
nal para  que  expusiese  lo  que  se  le  ofreciera  con  el  objeto  de 
esclarecer  los  hechos,  oyendo  si  lo  creia  necesario  y  conve- 
niente á  los  Magistrados  en  reunión  privada  y  extraoficial  por 
entonces,  evacuó  el  suyo  dicho  Presidente  en  26  de  Setiembre 
de  1873 ,  manifestando  que  la  ausencia  del  Fiscal  databa  desde 
el  dia  24  de  Julio ,  y  la  conferencia  por  él  mencionada  y  la 
entrega  de  la  tarjeta  tuvo  lugar  el  dia  23,  último  en  que  le  vio, 
y  no  el  dia  25,  sin  que  pueda  afirmar  ni  negar  que  estuviese 
en  Valencia  dicho  dia;  pero  sí  que  con  motivo  de  repetidos 
telegramas  sobre  los  sucesos  de  Alcoy  mandó  diferentes  reca- 
dos por  algunos  porteros  y  alguaciles  á  casa  del  hermano  del 
Fiscal ,  donde  paraba  éste  en  sus  viajes ,  desde  su  morada  del 
Pueblo  Nuevo  del  Mar,  dando  aquellos  la  respuesta  de  no  en- 
contrarle y  algunas  veces  de  estar  cerrada  la  casa ,  sin  que  crea 
conveniente  por  decoro  abrir  una  información  en  que  los  su- 
balternos declaren:  que  en  el  expediente  sobre  los  sucesos  re- 
lativos al  orden  público  de  la  capital  se  halla  la  providencia 
que  motivó  la  comunicación  dirigida  al  Teniente  fiscal  en  la 
madrugada  del  26  de  Julio  y  la  contestación  de  éste ;  y  que  el 
Fiscal  no  asistió  á  ninguno  de  los  tres  acuerdos  tomados  en  la 
mañana  del  mismo  dia,  ni  tampoco  al  de  la  tarde  del  27:  que 
en  la  comunicación  que  el  28  de  Julio  dirigió  al  Gobierno  de 
las  personas  que  habían  acudido  allí  para  constituir  el  Tribu- 
nal nombró  al  Teniente  fiscal ,  lo  cuaí  equivalía  á  decir  que  el 
Fiscal  no  estaba ,  sin  que  hiciera  observación  alguna  por  ser 
desconocidas  las  causas  de  su  ausencia;  siendo  bien  cierto  que 
al  regreso  de  Alcira  de  encontrar  al  Fiscal  con  igual  propósito, 
y  no  agresivo  y  duro  como  se  presentó  contra  el  Teniente  fis- 
cal, jamás  el  informante  se  hubiera  permitido  inculpar  al  Fis- 
cal; pero  que  indicado  un  daño  para  su  subordinado,  la  recti- 
tud le  forzaba  ¿  restablecer  la  verdad  de  los  hechos : 

Resultando  que  al  anterior  informe  se  acpmpañó  copia  del 
telegrama  recibido  del  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  autori- 
zando que  siguiese  el  Tribunal  en  la  administración  de  justi- 
cia en  nombre  de  la  Nación ;  y  si  se  le  exigiese  la  administra- 
ción en  nombre  de  otro  poder  extraño ,  ó  éste  cohibiese  en  lo 
más  mínimo  el  ejercicio  de  todas  sus  legitimas  facultades, 
abandonase  la  población  del  modo  que  le  fuere  posible,  tras- 
ladándose al  punto  del  territorio  más  próximo  y  seguro : 

Resultando  que  el  Fiscal  de  este  Tribunal  Supremo  en  su 
informe  de  20  de  Octubre  expone  que  el  Fiscal  Castells  fué 
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visto  por  última  vez  en  la  capital  en  la  noche  del  dia  23  de 
Julio ,  busoado ,  llamado  y  citado  con  insistencia  y  repetición 

}>ara  que  se  presentase  el  dia  25 ,  y  no  pudo  ser  habido  ni  en 
a  casa  de  su  hospedaje  accidental  ni  en  ninguna  otra  de  Va- 
lencia: que  se  ausentó  y  negó  desde  el  dia  24  de  Julio  y  si- 
guientes hasta  el  8  de  Agosto,  no  acudiendo  al  puesto  en  que 
se  hallaban  el  Presidente  y  Magistrados  de  Valencia:  que  en 
aquellos' di  as,  como  en  todos  los  del  año,  tenia  el  deber  de 
vivir  y  morar  dentro  de  la  ciudad ,  y  vivia  y  moraba  y  tenia 
su  domicilio  en  el  Pueblo  Nuevo  del  Mar ,  hospedándose  en  la 
capital  en  casa  de  un  hermano  suyo:  que  sabiendo  ó  debiendo 
saber  los  conflictos  del  Tribunal,  no  se  apresuró  á  concurrir 
al  edificio  de  la  Audiencia  ó  á  presentarse  en  la  casa  de  su 
Presidente  para  discutir  y  acordar  lo  que  procediera  en  tan 

}>eligrosa  ocasión;  y  que  vio  venir  los  acontecimientos,  oyó 
os  gritos  de  sedición,  supo  positivamente  que  la  rebelión  habia 
de  verificarse,  y  en  vez  de  colocarse  en  su  puesto  lo  abandonó: 
que  negándose  desde  el  dia  24  de  Julio  hasta  el  18  de  Agosto, 
no  asistiendo  al  puesto  de  honor,  de  deber  y  de  peligro  en 
donde  se  hallaron  el  Presidente  y  Magistrados  de  Valencia, 
no  solamente  su  comportamiento  puede  ser  calificado  de  poco 
honroso,  y  por  él  incurrió  en  el  núm.  5.°  del  art.  224  ae  la 
Ley  orgánica,  sino  que  pudiera  aplicársele  la  penalidad  esta- 
blecida en  el  art.  261  del  Código  penal;  v  concluye  opinando 
que  habia  motivos  justos  para  que ,  conforme  á  los  artículos 
822,  823,  núm.  L°,  y  núm.  5.°  del  224  de  dicha  Ley  orgánica, 
se  destituyera  á  D.  Miguel  Gastells  del  cargo  de  Fiscal  de  la 
Audiencia  de  Valencia ;  y  que  el  Gobierno  de  la  República,  de 
conformidad  con  el  precedente  dictamen,  por  decreto  de  22  de 
Octubre  de  1873  destituyó  á  D.  Miguel  Castells  y  de  Bassols 
del  expresado  cargo  de  Fiscal: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Francisco  Bartual,  en 
nombre  de  D.  Miguel  Castells,  entabló  demanda  ante  este  Su- 
premo Tribunal,  que  después  amplió,  solicitando  que  se  de- 
clare improcedente  el  precitado  aecreto  reclamado,  revocán- 
dole y  dejándole  sin  efecto,  y  que  se  declarase  también  en  su 
consecuencia  que  el  demandante  tiene  derecho  á  su  inmediata 
reposición,  al  abono  de  los  servicios  que  ha  dejado  de  prestar 
y  al  del  sueldo  que  no  ha  percibido ;  mandándose  asimismo 
que  se  le  comunique  la  sentencia  al  Ministro  de  Gracia  y  Jus- 
ticia para  su  cumplimiento  en  la  parte  que  le  competa,  salva 
la  facultad  que  concede  al  Gobierno  el  art.  820  de  la  Ley  orgá- 
nica del  Poder  judicial;  fundándose  en  ambos  escritos  en  que 
además  de  la  extensa  relación  de  sus  antecedentes  de  carrera 
profesional  y  oficial,  y  de  los  sucesos  de  Valencia  en  Julio  y 
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Agosto  de  1873;  en  que  el  expediente  de  destitución  carece  de 
base  conocida,  notándose  en  él  divergencias  de  propósito,  la 
ingerencia  de  otro  asunto,  instrucción  precipitada,  exagera- 
ción en  las  calificaciones,  autorización  para  informaciones  se- 
cretas no  permitidas  por  la  ley,  y  la  falta  de  pruebas;  de  au- 
diencia del  interesado,  de  la  consulta  del  Consejo  de  Estado  y 
de  la  publicación  de  la  propuesta  prescrita  por  el  art.  96  del 
decreto  de  8  de  Mayo  de  1873;  en  que  el  demandante,  como 
particular,  tiene  un  derecho  indiscutible  á  que  su  honra  no 
sea  injustamente  lastimada;  y  como  Fiscal  lo  tenia,  según  los 
artículos  822,  823,  826  y  834  de  la  Ley  orgánica  del  Poder 
judicial,  á  no  ser  destituido  sin  que  en  expediente  previo  se  le 
diese  audiencia,  se  ojrese  también  al  Consejo  de  Estado,  y  sin 
que  existiese  causa  cierta  y  justa  para  la  destitución ;  en  que 
faltan  estas  formas  tutelares  del  procedimiento,  y  estos  re- 
quisitos esenciales  de  la  resolución  final,  y  por  consiguiente 
el  decreto  es  nulo,  como  contrario  á  ley  clara  y  vigente:  que 
aun  suponiendo  cierta  la  omisión  atribuida  al  demandante, 
que  no  lo  es,  no  pódria  ser  causa  de  destitución,  según  el 
caso  5.°  del  art.  224,  que  exige  una  serie  de  hechos  consti- 
tutivos de  comportamiento  poco  honroso  que  incapaciten  al 
funcionario;  y  faltando  como  faltan  estas  circunstancias,  la 
destitución  es  contraria  á  la  mente  y  letra  de  la  ley :  en  que 
no  es  cierto  que  en  la  noche  del  23  de  Julio  fuese  visto  por 
última  vez  en  Valencia,  y  se  le  buscase  inútilmente  el  25,  ni 
que  se  negase  ni  ocultase  desde  el  dia  24,  ni  que  morase  y 
viviese  en  el  Pueblo  Nuevo  del  Mar,  ni  que  abandonase  su 
puesto;  y  que  siendo  probadamente  inexactas  estas  imputacio- 
nes, al  acordar  por  ellas  la  destitución  se  ha  procedido  con 
error  de  hecho,  con  un  vicio  sustancial  que  la  anula:  que  el 
hecho  de  no  haber  concurrido  á  la  Audiencia  y  no  haber  se- 
guido  al  Presidente  y  Magistrados  en  su  emigración  consti- 
tuye una  omisión  completamente  involuntaria  por  no  haber 
sido  convocado  ni  avisado ,  recayendo  esta  causa  en  el  fun- 
cionario que  dejó  de  cumplir,  respecto  al  Fiscal,  su  deber  de 
convocación,  y  dejó  de  avisar  las  traslaciones  acordadas,  sin 
que  pudiera  sospechar  el  Fiscal  la  celebración  de  sesiones  en 
un  edificio  totalmente  ocupado  por  los  insurrectos,  y  cuando 
el  Presidente  del  Tribunal  en  el  dia  anterior  le  habia  mani- 
festado su  propósito  de  buscar  el  asilo  de  una  Potencia  ex- 
tranjera si  ocurría  algún  conflicto ,  siendo  por  consiguiente 
injusta  la  calificación  que  ha  dado  origen  al  decreto  reclama- 
do: que  la  fuerza  mayor  y  la  ignorancia  insuperable,  que  es 
equivalente,  eximen  de  toda  responsabilidad,  sin  que  nadie 
sea  culpable  de  las  cosas  que  son  superiores  á  sus  fuerzas,  y 
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que  no  puede  hacer  ni  impedir  con  toda  su  diligencia  y.  toda 
su  industria,  según  el  principio  ImposMilium  nulla  obligatio, 
este  principio  que  se  comprende  en.  el  espíritu  de  las  leyes  27, 
título  11  de  la  Partida  3-;  37,  tít.  II  de  la  Partida  5.%  y  del 
artículo  919  de  la  citada  Ley  orgánica:  que  el  comportamiento 
del  demandante  como  Fiscal,  en  vez  de  hallarse  comprendido 
en  el  caso  5.°  del  arfe.  224,  merece  la  calificación  de  nonrosí- 
siruo,  según  lo  han  estimado  todas  las  Autoridades  de  Va- 
lencia; de  modo  que  existe  prueba  fehaciente  de  un  concepto 
enteramente  contrario  al  fundamento  de  la  destitución:  que 
la  facultad  del  Gobierno  para  la  destitución  de  los  Fisca- 
les no  es  discrecional;  y  no  habiendo  existido  causa  alguna 
justa  para  acordar  aquella,  se  ha  infringido  una  obligación 
impuesta  especialmente  por  el  art.  822  de  la  Ley  orgánica,  y 
genéricamente  por  los  principios  reguladores  del  derecho  y 
por  la  ley  1.a,  tít.  1.°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación: 
que  á  este  Supremo  Tribunal  incumbe  la  apreciación  de  dicha 
causa;  pues  tiene  la  importante  misión  de  dictar  resolución 
final,  según  los  artículos  19  y  46  de  la  ley  de  17  de  Agosto 
de  1860:  que  según  el  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1853, 
el  recurso  contencioso  se  concede  para  comprobar  la  justicia 
de  la  resolución  administrativa  reclamada;  y  que  habiéndose 
demostrado  ser  contraria  á  la  ley  vigente,  procede  la  anula- 
ción del  decreto,  según  la  jurisprudencia  establecida  en  las 
sentencias  de  21  de  Febrero  de  1872  y  8  de  Noviembre  de 
1873 ;  y  como  consecuencia  indispensable  la  reposición  y  el 
abono  de  servicios  y  sueldo,  sin  perjuicio  de  los  demás  dere- 
chos que  el  demandante  expresamente  se  reserva: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal,  como  representante  de 
la  Administración,  pidió  que  se  absuelva  á  ésta  de  la  deman- 
da y  se  confirme  el  decreto  reclamado,  exponiendo  que  no 
aparece  suficientemente  probado  que  el  demandante,  que  vi- 
vía en  el  Pueblo  Nuevo  del  Mar,  estuviese  en  Valencia  el  dia 

25  de  Julio:  que  aceptando  como  acepta  el  hecho  de  haber  es- 
tado el  reclamante  en  Valencia  y  en  su  despacho  las  dias  25, 

26  y  27  de  Julio,  atendida  la  gravedad  de  las  circunstancias, 
no  debía  permanecer  inactivo  y  debia  averiguar  por  qué  cau- 
sas no  se  reunía  el  Tribunal  ó  no  habia  sido  el  Fiscal  convo- 
cado, produciendo  según  el  caso  la  protesta  oportuna:  que 
según  el  Diccionario  de  la  Academia ,  la  palabra  honroso  sig- 
nifica lo  mismo  que  decoroso,  y  que  bien  ha  podido  tenerse 
por  poco  decoroso  el  comportamiento  del  actor  en  aquellos 
momentos,  en  los  cuales  debió  desplegar  la  misma  serenidad 
que  en  el  mismo  Valencia  y  en  dias  anteriores  habia  demos- 
trado: que  carece  de  aplicación  el  art.  734  de  la  Ley  orgáni- 
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donde  dormía  el  Fiscal  da  á  la  calle  de  Serranos,  y  es  muy 
difícil  cuando  están  cerradas  las  puertas  interiores  que  se  oiga 
llamar  ¿  la  de  la  calle  de  Naquera,  por  cuya  circunstancia  la 
declarante  hacia  el  favor  de  recibir  y  trasmitir  los  recados  y 
telegramas  cuando  se  pasaban  á  altas  horas  de  la  noche,  como 
sucedía  con  frecuencia;  y  que  en  uno  de  los  dias  próximos  al 
bombardeo  entró  la  deponente  en  la  capital  á  buscar  diferen- 
tes efectos,  y  recibió  encargo  de  D.  Miguel  de  Caátells  para 
que  tomase  y  llevase  ropa  blanca  y  de  color  de  su  uso,  pues 
había  salido  de  Valencia  con  lo  puesto,  y  no  tenia  en  el  Pue- 
blo Nuevo  del  Mar  con  que  mudarse;  y  asegura  también  que 
mientras  estuvo  en  dicha  habitación  entresuelo,  en  toda  la 
noche  del  dia  25  no  oyó  llamar  k  la  puerta  de  la  calle  para 
dar  parte  ni  recado  alguno,  lo  cual  recuerda  perfectamente 
por  ser  dicho  dia  el  de  San  Jaime;  y  afirma  asimismo  que  el 
expresado  entresuelo  tiene  un  balcón  á  la  calle  de  Naquera  y 
otro  al  portal,  ambos  muy  inmediatos  á  la  puerta  de  la  calle, 
y  una  ventana  con  reja  á  la  escalera;  y  que  en  el  mencionado 
dia,  mientras  la  testigo  estuvo  en  su  casa,  no  vio  subir  depen- 
diente alguno  de  la  Audiencia,  ni  oyó  se  diesen  recados  de 
parte  del  Presidente  de  la  misma,  lo  cual  puede  asegurar  por 
conocer  á  dichos  dependientes  que  iban  á  la  casa : 

Resultando  que  por  certificación  del  Secretario  de  la  Au- 
diencia de  Valencia,  y  por  varios  telegramas  expedidos  por  el 
Fiscal  D.  Miguel  Castells  én  los  dias  de  10  al  20  de  Julio, 
consta  que  éste  prestó  servicio  con  asiduidad,  así  como  que 
asistió  á  las  sesiones  de  la  Sala  de  gobierno  ó  Tribunal  pleno 
en  las  que  ocurrieron  hasta  el  dia  23 : 

Resultando  que  el  citado  Fiscal  de  la  Audiencia  de  Valen- 
cia dirigió  desde  este  punto  en  el  precitado  dia  25  dos  comu- 
nicaciones, una  al  Promotor  de  Alberique  dándole  instruccio- 
nes, y  otra  al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  dándole  cuenta 
de  los  sucesos  de  Alcoy,  de  la  situación  política  de  la  capital 
y  de  otros  asuntos: 

Resultando  que  por  certificación  de  la  Administración  de  * 
Correos  de  Valencia  se  hace  constar  el  número  y  peso  de  los 

S  liegos  entregados  por  la  Fiscalía  en  dicha  Administración  el 
ia  25  de  Julio,  y  por  el  telegrama  que  en  este  mismo  dia  di- 
rigió al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  el  Presidente  de  la  Au- 
diencia, refiriéndose  al  nombramiento  de  un  Juez  especial  para 
la  causa  formada  por  los  sucesos  de  Alcoy,  se  dice:  «Juez  y 
Promotor  tienen  instrucciones  mias  y  Fiscal:  estaremos  mira 
este  proceso,  consagrando  nuestro  celo  para  que  se  dé  cum- 
plida satisfacción  k  la  justicia;*  y  por  la  comunicación  del 
Fiscal  al  Ministro,  fechada  el  citado  día  25,  se  lee:  «En  cuanto 
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á  la  situación  poli  tica  de  esta  capital,  me  refiero  á  las  noticias 
que  le  trasmite  el  Presidente  de  esta  Audiencia;  y  según  éste 
le  manifiesta,  he  adoptado,  dé  acuerdo  con  el  mismo,  todas 
las  medidas  necesarias  para  que  no  queden  impunes  los  crí- 
menes perpetrados  en  Alcoy:» 

Resultando  que  el  dia  25  de  Julio,  según  manifiesta  el  Fis- 
cal Castells,  vio  éste  al  Presidente  de  la  Audiencia,  &  quien 
-enteró  de  la  preponderancia  del  elemento  intransigente  en  el 
seno  de  la  Junta  revolucionaria,  el  atropello  de  que  habia  sido 
víctima  el  Diputado  Feliú,  y  el  rumor  de  <jue  se  iba  á  cons- 
tituir en  rehenes  á  los  firmantes  de  la  alocución  de  18  de  Julio; 
expresándole  dicho  Presidente  su  proposito  de  acogerse  al  pa- 
bellón británico,  y  ofreciéndole  igual  protección,  á  cuyo  efecto 
le  entregó  su  tarjeta: 

Resultando  que,  según  el  periódico  Las  Provincias,  la  pre- 
ponderancia del  elemento  intransigente  y  el  atropello  del  Di- 
putado Feliú  tuvieron  lugar  el  dia  25,  según  lo  declaran  tam- 
bién cuatro  testigos: 

Resultando  que  en  la  sesión  celebrada  por  .el  Tribunal 
pleno  en  19  de  Julio  de  1873,  en  vista  de  las  circunstancias 
graves  á  que  daban  origen  los  sucesos  iniciados  desde  el  dia 
anterior,  expuso  el  Presidente  lo  que  creyó  conveniente  para 
fijar  la  linea  de  conducta  que  el  Tribunal  habia  de  seguir  si 
se  realizaba  el  propósito  de  los  revolucionarios,  acordando,  por 
unanimidad,  oído  in  voce  el  Fiscal,  que  se  dirigiese  una  co- 
municación al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  en  que  se  mani- 
festase que  estaban  dispuestos  á  cumplir  en  todas  partes  los 
deberes  que  la  ley  les  impone,  trasladándose  á  punto  en  donde 
udieran  administrar  justicia  tan  luego  fuese  un  hecho  oficial 
a  instalación  del  Cantón  regional,  salvo  el  caso  de  que  el  Go- 
bierno que  se  crease  en  aquella  capital  dejara  expedita  la  acción 
judicial,  y  que  se  consultase  á  dicho  Ministro  y  se  esperasen 
sus  órdenes  respecto  al  particular  de  que  si  se  establecía  el 
Gobierno  cantonal  que  dejara  libre  la  Administración  de  jus- 
ticia, debia  ó  no  continuar  en  la  referida  capital  el  Tribunal: 
que  en  otra  sesión  del  propio  Tribunal  pleno  en  el  dia  21  se 
dio  cuenta  de  la  comunicación  que  la  noche  del  dia  anterior 
pasó  el  Presidente  interino  de  la  titulada  Junta  provisional  re- 
volucionaria del  Cantón  valenciano,  después  de  una  razonada 
discusión  se  sometió  á  votación  la  proposición  de  si  debia  tras- 
ladarse el  Tribunal  ó  permanecer  en  la  capital:  nueve  de  sus 
individuos  votaron  que,  en  atención  á  haberse  consultado  al 
Ministerio  sobre  este  particular,  no  se  consideraban  con  com- 
petencia para  resolverlo,  á  no  ser  que  sobreviniese  algún  su- 
ceso que  impidiera  ejercer  la  jurisdicción  con  seguridad,  li- 
li.— 3.a  39 
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de  anticipar  el  alzamiento  á  los  propósitos  de  personas  extra- 
ñas al  país  y  llegadas  á  Valencia,  para  promoverlo,  pues  asi 
se  evitarían  males  tan  lamentables  como  los  de  ¿Llooy ,  que 
estaban  preparados  para  allí,  merced  á  la  actitud  unánime  y 
leal  de  la  Milicia,  el  referid  j  Fiscal  fué  el  único  qne  pidió  la 
palabra  para  refutarlos;  y  haciéndolo  en  frases  tan  dignas  como 
enérgicas,  volvió  por  el  principio  de  autoridad  legítima,  des- 
cribió los  crímenes  cometidos  en  Alcoy,  lamentó  su  posible 
reproducción,  los  dias  de  lut  >  que  se  preparaban,  é  incitó  á  los 
Jefes  de  la  Milicia  á  que  rechazando  unánimes  toda  sugestión 
extraña  y  toda  inmotivada  precipitación,  concurriesen  cono 
hasta  allí  á  mantener  íntegro  el  imperio  de  la  ley,  evitando 
los  males  futuros,  cono  se  habían  conjurado  los  pasados  por 
su  comportamiento  patriótico  y  leal;  y  que  estas  manifesta- 
ciones adoptadas  por  la  Junta  sirvieron  de  base  para  la  alocu- 
ción que  se  redactó,  y  fué  por  lo  tanto  publicada: 

Resultando,  según  certificación  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, que  mientras  permaneció  en  Valencia  le  prestó  el  Fis- 
cal Castells  todo  su  auxilio  en  varias  conferencias  y  reuniones 
que  tuvieron  efecto  para  evitar  la  insurrección:  que  igual  auxilio 
prestó  al  Presidente  de  la  Audiencia  según  los  11  partes  tele- 
gráficos que  unidos  expidieron  desde  10  á  20  de  Julio,  el  que 
dirigió  el  Presidente  al  Jaez  de  Elche  el  dia24  y  el  que  el  mism  i 
Presidente  remitió  al  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  el  día  25,  \ 
la  conferencia  que  en  el  mismo  dia  celebró  con  el  Fiscal: 

Resultando  que  el  Fiscal  visitó  la  cárcel  y  telegrafió  al 
Ministro  de  Gracia  y  Justicia  y  al  Fiscal  de  este  Supremo  Tri- 
bunal antes  y  después  de  la  entrada  de  las  tropas  y  de  haber 
conferenciado  con  el  Capitán  General,  trasmitiendo  varias  no- 
ticias, y  entre  ellas  la  de  haber  principiado  la  instrucción  de 
las  oportunas  diligencias,  según  consta  por  las  copias  oficia- 
les de  ambos  telegramas: 

Resultando  que  el  Alcalde  primero,  Presidente  del  Ayun- 
tamiento, certificó  que  el  Fiscal  Castells  observó  una  conducta 
noble  y  digna,  cual  cumplía  al  importante  cargo  que  desem- 
peñaba, según  las  dotes  de  inteligencia  y  celo  que  tiene  pú- 
blicamente acreditados,  y  de  la  manera  justificada  é  inteligente 
que  es  de  todos  conocida: 

Resultando  qne  pjr  otra  del  Secretario  del  Gobierno  de 
provincia  consta  que  por  razón  de  su  cargo  oyó  unánime- 
mente á  las  personas  qne  tuvo  ocasión  de  tratar  que  el  com- 
Sortamiento  del  Fiscal  habia  sido  en  acuellas  circunstancias 
igno,  leal  y  adicto  en  extremo  al  Gobierno  legitimo  emanado 
de  la  mayoría  de  las  Cortes: 

Resultando  que  asimismo  certifica  el  Capitán  General  en- 
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tónces  de  Valencia  que  la  primera  persona  que  se  presentó  en 
la  Capitanía  general  á,  ofrecerle  sus  servicios  personales  y  los 
del  Ministerio  público  fué  el  Fiscal  D.  Miguel  de  Castells, 
manifestándole  su  firme  propósito  de  contribuir  eficazmente 
al  mantenimiento  del  orden,  al  imperio  de  la  ley  y  al  castigo 
de  los  criminales:  que  su  comportamiento  como  Jefe  del  Mi- 
nisterio fiscal  en  aquel  distrito  fué  enérgico  y  digno  de  espe- 
cial recomendación,  prestando  al  certificante  su  leal  apoyo  y 
consejo  cuantas  veces  acudió  á  él,  sin  poner  dificultad  alguna 
á  su  marcha  política  y  judicial:  que  se  halla  dicho  funciona- 
rio altamente  reputado  por  su  conducta  privada,  honradez  in- 
tachable, celo ,  inteligencia  y  lealtad ;  y  que  habiendo  visto 
en  la  Gaceta  el  decreto  de  su  destitución,  libra  este  certifica- 
do, creyéndolo  un  deber  de  justicia  para  deshacer  errores,  y 
que  el  interesado  piieda  hacer  constar  la  verdad: 

Resultando  qué  á  instancia  fiscal  fué  iriterrogado  el  Te- 
niente fiscal  D.  Anacleto  Méndez  para  que  determinase,  si  lo 
recordaba,  la  hora  en  que  fué  á  visitar  el  dia  25  de  Julio  á 
su  entonces  Jefe  D.  Miguel  Castells;  respondiendo  que  si  mal 
no  recuerda  fué  por  la  tarde  á  la  calle  de  Náauera,  núm.  1, 
y  encontrando  la  puerta  de  la  calle  cerrada,  llamó  y  nadie 
respondió;  y  que  ocurrida  la  primera  colisión  e.n  la  madrugada 
del  26,  volvió  á  buscarle  á  la  misma  casa,  la  cual  encontró 
cerrada  como  el  dia  anterior: 

Resultando  que  por  la  certificación  que  expidió  en  24  de 
Julio  último  el  Secretario  interino  de  gobierno  de  la  Audien- 
cia de  esta  capital,  consta  que  reconocido  el  libro  de  registro 
de  informes,  en  que  se  anotan  las  correcciones  .disciplinarias, 
imposición  de  costas,  multas  y  prevenciones,  no  aparece  nota 
alguna  desfavorable  respecto  al  Juez  que  fué  en  esta  villa  Don 
Miguel  de  Castells:  que  el  Fiscal  de  la  Audiencia  en  comuni- 
cación de  27  de  Enero  de  1873,  dirigida  al  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia,  manifiesta  que  examinados  los  registros  reservados 
y  demás  antecedentes  que  obran  en  la  Fiscalía,  resulta  que 
el  referido  Castells,  Pro-motor  fiscal  que  fué  del  distrito  de  las 
Afueras  del  de  Mediodía  y  del  de  Maravillas  en  esta  villa,  ha 
sido  calificado  de  sobresaliente  respecto  á  la  actitud,  compor- 
tamiento y  moralidad  que  observó  en  el  desempeño  de  su 
cargo;  y  de  certificación  librada  por  el  propio  Fiscal  en  1 1  de 
Agosto  último,  únicamente  resulta  de  los  antecedentes  del 
Archivo  que  por  fallecimiento  de  D.  Manuel  García  Manso, 
Promotor  fiscal  del  distrito  del  Congreso  en  12  de  Abril  de 
1864,  se  autorizó  á  D.  Miguel  Castells  para  representar  al  Mi- 
nisterio público  en  la  causa  que  se  siguió  en  dicho  Juzgado 
con  motivo  de  la  muerte  de  Doña  Vicenta  Calza. 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  el  Ministerio  fiscal  tiene  el  deber  de 
vigilar  por  el  cumplimiento  de  las  leye3  y  de  promover  la 
acción  de  la  justicia  en  cuanto  concierne  al  interés  público, 
siendo  á  la  vez  el  Representante  del  Poder  Ejecutivo  en  su? 
relaciones  con  el  Poder  judicial;  por  lo  cual,  y  para  facilitar 
su  gestión,  ha  consignado  la  Ley  orgánica  de  Tribunales  en 
su  art.  787  que  el  Fiscal  del  Supremo,  Jefe  superior  jerárqui- 
co de  todo  este  orden,  es  de  su  libre  nombramiento,  v  en 
el  820  que  este  alto  funcionario  y  los  Fiscales  de  las  Audien- 
cias podrán  ser  separados  libremente  por  el  Estado: 

Considerando  que  por  la  menor  importancia  de  los  demás 
servidores  del  Ministerio  fiscal  en  sus  relaciones  con  el  Go- 
bierno la  ley  no  ha  encontrado  dificultad  en  concederles  al- 
guna garantía  para  su  separación ,  y  así  lo  ha  hecho  por  su 
artículo  824,  estableciendo  que  ésta  sea  con  la  audiencia  de 
los  interesados,  la  de  superiores  inmediatos  y  la  del  Fiscal 
del  Tribunal  Supremo,  sin  concederles,  sin  embargo,  recurs  > 
contencioso  contra  ese  acto  de  la  Administración,  atendido  su 
carácter  y  la  condición  especial  de  estos  empleados: 

Considerando  que  además  de  la  separación,  que  respecí » 
de  los  Fiscales  es  completamente  libre,  puede  ocurrir  la  ne- 
cesidad de  la  destitución  en  todos  los  que  corresponden  al 
Ministerio  público,  según  el  art.  821  de  la  Ley  orgánica,  po: 
incurrir  alguno  de  ellos  en  los  casos  señalados  en  el  art.  223 
respecto  á  los  Jueces  y  Magistrados,  ó  por  las  causas  estable- 
cidas en  los  números  1.°,  2.°,  3.°  y  5.°  del  224: 

Considerando  que  llegado  este  caso,  de  suma  gravedad  y 
trascendencia  por  los  efectos  que  puede  producir  y  por  U* 
derechos  que  podría  lastimar,  el  Gobierno  tiene  el  deber  de 
guardar  las  formas  que  esta  ley  prescribe  para  la  destitución, 
hasta  tal  punto  que,  si  no  las  guarda,  los  funeionarios  del 
Ministerio  fiscal  que  se  sintieren  agraviados  tienen  derecho  á 
entablar  recurso  contencioso  contra  la  Administración,  según 
se  determina  por  el  art.  834  de  la  Ley  orgánica  en  su  caso  2.v: 

Considerando  que  ño  hay  en  la  ley  otras  formas  de  desti- 
tución que  las  señaladas  en  el  art.  224,  el  cual  prescribe  que 
Sara  decretarla,  además  de  exigir  alguna  de  las  causas  que 
esigna,  sea  con  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros  y  previa 
consulta  del  de  Estado: 

Considerando  que  en  la  destitución  del  Fiscal  que  fué  de 
Valencia  D.  Miguel  Castells  y  Bassols  no  han  tenido  lugar  ni 
esta  consulta,  ni  aouel  acuerdo ,  por  lo  cual  es  evidente  que 
no  se  han  observado  las  formas  prescritas  por  la  ley: 
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Considerando  que  esto  basta  para  estimar  la  improcedencia 
del  decreto  reclamado: 

y  considerando  que  no  es  necesario,  ni  aun  conveniente, 
enírar  en  el  fondo  de  la  justicia  ó  injusticia  de  la  resolución 
I  del  Gobierno  en  estos  momentos  á  fin  de  dejar  íntegra  la  cues- 
l-tioo  a]  Consejo  de  Estado  y  al  de  Ministros ,  y  en  libertad  al 
¡TniüDal  para  resolver  en  su  dia  lo  que  proceda  dentro  de  su 
Competencia,  si  hiciesen  nuevas  reclamaciones; 

fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente el  decreto  del  Gobierno  de  22  de  Octubre  de  1873,  que 
ia  sido  reclamado  por  D.  Miguel  de  Castells  y  de  Bassols;  y 
n¡  ¿m  virtud  le  dejamos  sin  efecto.  No  há  lugar  por  ahora  & 
Ia.s  demás  pretensiones  que  se  formulan,  sin  perjuicio  de  que 
ií  recurrente  pueda  acudir  con  ellas  á  donde  corresponda  si 
[le  conviniere. 

A.sí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ita oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
¡él  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gobernativo  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  con  la  certifica- 
ción prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.» 
Juan  González  Acevedo.  =  Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Manuel 
^:>n.=IgTiacio  Vieites.=Francisco  Armesto.=  Luis  Vázquez 
31'jndragon.a Diego  Fernandez  Cano. 
Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera 
leí  mismo,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
¿elator  en  Madrid  á  30  de  Diciembre  de  1874.  =  Licenciado 
tíanuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.  93. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


ümento  de  precio  en  cibbta  contrata.— -Sentencia  de  31  de 
Diciembre,  dejando  sin  efecto  en  parte  la  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Fomento  en  28  de  Marzo  de  1873,  im- 
pugnada por  D.  Francisco  Sanz  Rioboo. 

En  sus  considerandos  se  establece: 
Que  las  solicitudes  deducidas  ante  una  Autoridad  adminis- 
•ativa,  sea  cualquiera  el  objeto  á  que  se  dirijan ,  deben  resol- 
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K/oboo,  v  en  *„  nombre  el  L^lcí^::.  :•"  AiA  w- 


y  Carvajal    y  la  Administración  ¿~o~a_  -  ^-^ 
teda  por  el   Ministerio  fi^l.  sobre  ,-*  ^  ,-*  t  ^  ... 
¿rden  de  28  de   Marzo  de  1873.  w  W^^'-'ij, 
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w#n  de  aquel  referente  á  aumento  de  rr^.-    ~VI-.  :  -:. 

Resultando  que,  presupuestada*  ¡a<  r\~^  <-     ^-  -. 
al  17  ambo*  inclusive  de  la  carretera  de  T-JH-*  i.  — 
cicadas  á  Hiibaxta,  se  adjudicaron  en  Liurn  a  I».  J-v- 
Hanz  Kioboo,  corno  el  mejor  postor.  bao  e]  T*~*jr:  i-  : 
ríone*  particulares  y  facultativas  correa -.£  i  ^     " 
generales  aprobada*  por  Real  decreto  de  10  ie  J^ 
nroeedtfndose  en  su  consecuencia,  previas  L-.s  í  *_. 
Jemales,  al  otorgamiento  de  la»  escrituras  de  eonrraia 

KeKiiltando   que,  comenzadas  dichas  obras  v  d-r*:.:— - 
ejecución,  en  4  de  Noviembre  de  1866  el  contratista  a:;:.  . 
la  Dirección  de  Obras  públicas  exponiendo  que  en  el  im- 
puesto <1«  «ii  contrata  había  un  precio  señalado  para  la  ¿»v 
y  dexcarga  de  la  tierra,  producto  de  las  explanaciones  y  *v 
porten  de  la  misma,  y  otro  un  poco  mayor  respecto  á  la\\  v 
de  la  piedra  que  se  emplea  en  el  afirmado  y  obras  de  fale  • 
Aun  cuntido  cuta  piedra  sea  procedente  de  los  productos  .1  » . 
desmontes:  que  en  las  relaciones  mensuales  que  expedid - 
Ingeniero  A  buena  cuenta,  abonábala  carg^a,  descarara  y :: - 
portes  de  los  desmontes  de  las  distintas  clases  de  roca  al 
ció  de  la  tierra;  no  habia  razón  para  que  la  piedra  de  un  ^ 
monte  aprovechable  para  firme  y  obras  de  fábrica  tuviera 
precio  mAs  elevado  que  la  de  otro  desmonte  que  no  pud. 
nnrovf'ulmrun  por  falta  de  obras  en  que  emplearla,  porque 
chas  opovnciones  oran  j>unle*  en  todos  los  caso*?     v  J.1 
implicando  one  «o  de^r„,/n««e  -«*t>¡íl  *  casos,  y  concí . 

ereyese  iu*t„  y  ^"^"íf"^1  i  *****  Particular  lo  que  * 

«or  tnotra  ciU>ico  de   Car^a   v  *l/  **e  Ut> 

áo  jan  excavaciones,  el  c»aI     descar8'a  de  2*  teal  75  céntii. 
Weion,    en  3  de  DíciembÜ  ^^  D-  FranciscoCa  Pwceife . 
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traiista  de  las  obras  referidas  para  la  carga  y  descarga  de  la 
roca  procedente  de  los  desmontes  que  no  se  aproveche  en 
afirmado  ni  obras  de  fábrica  y  que  tenga  que  trasportarse  en 
cestos  para  formar  terraplén  ó  colocarla  en  caballeros: 

Resultando  que  dicho  contratista  en  1.°  de  Abril  de  1867  se 
dirigió  á  la  misma  Dirección  manifestándola  que,  habiéndose 
resuelto  favorablemente  el  aumento  de  precio  para  la  carga  y 
descarga  de  los  productos  de  excavaciones  en  roca  procedentes 
de  los  desmontes,  se  hiciese  en  igual  sentido  respecto  á  la  parte 
de  recorrido  ó  trasporte  de  aquellos  productos,  reproduciendo 
las  razones  anteriormente  alegadas:  que,  oidos  él  Ingeniero 
Jefe  y  la  Sección  segunda  de  la  Junta  consultiva  de  Caminos, 
Canales  y  Puertos,  informaron  respectivamente  que  compren- 
diéndose en  el  estado  de  precios  asignados  á  los  trasportes  de 
tierras  todos  los  productos  procedentes  de  los  desmontes  que 
se  ejecuten  para  construir  la  explanación,  y  los  sobrantes  de 
los  mismos  que  se  pongan  en  caballeros ,  la  pretensión  del 
contratista  era  infundada  é  improcedente,  y  así  debia  consul- 
tarse á  la  Superioridad,  la  cual  nada  resolvió: 

Resultando  que  concluidas  las  obras,  se  practicó  la  liqui- 
dación general  de  las  mismas ,  aplicándose  en  ellas  al  tras- 
porte de  los  productos  de  excavación  en  roca  el  precio  del 
proyecto  primitivo  aprobado,  con  lo  cual  se  conformó  el  con- 
tratista, sin  perjuicio  del  resultado  de  las  cuestiones  presen- 
tadas y  pendientes  de  resolución  superior;  y  (jue  por  Real  orden 
de  25  de  Agosto  y  orden  del  Gobierno  Provisional  de  27  de  No- 
viembre de  1868  se  aprobaron  dichas  liquidaciones  sin  reserva 
alguna  sobre  la  reclamación  del  contratista  relativa  al  au- 
mento de  precio  indicado: 

Resultando  que  abonado  al  contratista  el  saldo  que  á  su 
favor  resultaba  en  dichas  liquidaciones ,  ultimado  el  asunto 
y  archivado  el  expediente,  en  26  de  Enero  de  1873  D.  Fran- 
cisco Rioboo  acudió  al  Ministro  de  Fomento  manifestándole 
que  hacia  mucho  tiempo  que  pidió  á  la  Dirección  un  precio 
contradictorio  para  el  trasporte  de  la  roca  procedente  de  las 
excavaciones  por  el  doble  peso,  y  porque  el  presupuesto  tra- 
taba sólo  de  los  trasportes  de  tierra;  y  que  como  á  pesar  del 
tiempo  trascurrido  dicho  Centro  directivo  nada  habia  resuelto, 
se  sirviese  resolverlo,  llamando  á  sí  el  expediente;  y  que, 
^  previo  informe  negativo  del  Ingeniero  Jefe,  y  de  conformidad 
*  •    con  lo  propuesto  por  la  Dirección,  el  Gobierno  de  la  Repú- 
f  /  blica,  por  orden  de  28  de  Marzo  del  mismo  año ,  desestimó  la 
'*?e  reclamación  que  nuevamente  habia  presentado  el  contratista 
KT     D.  Francisco  Sanz,  fundado  en  que*  existe  \ina  disposición  su- 
e  perior  administrativa  que  causó  estado;  y  que,  con  arreglo  al 
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Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1853,  no  era  posible  revocar 
por  la  vía  gubernativa: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Ángel  Gorostizagaen  nom- 
bre de  D.  Francisco  Sanz  Rioboo  en  7  de  Mayo  de  1873  en- 
tabló demanda,  que  posteriormente  amplió  ante  este  Tribunal 
Supremo,  con  la  pretensión  de  que  se  declare  que  el  Ministerio 
de  Fomento  no  ba  podido  negar  el  derecbo  de  la  reclamación 
solicitada,  y  de  que  se  mande  que  aquel  Centro  directivo  re- 
suelva sobre  el  fondo  de  la  misma,  fundándose  en  que  todo 
contrato  del  que  nacen  obligaciones  reciprocas,  cuando  por 
uno  de  los  contratantes  se  falta  á  su  cumplimiento  no  es  obli- 
gatorio respecto  del  otro,  según  la  sentencia  de  29  de  Enero 
de  1867:  que  el  dolo  accidental  no  da  lugar  á  la  rescisión, 

}>ero  produce  acción  para  pedir  el  resarcimiento,  según  las 
eyes  12,  57,  63,  64,  tít.  5.°,  Partida  5.a,  y  en  el  principio 
general  de  derecho  de  que  todo  perjudicado  en  una  resolución 
superior  tiene  derecbo  á  oponerse  &  ella  como  injusta,  ó  mos- 
trando no  acceder  á  la  misma: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
de  la  demanda  á  la  Administración  y  se  confirmase  la  orden 
reclamada,  alegando  que  al  aprobar  la  Real  orden  de  25  de 
Agosto  de  1£68  la  liquidación  de  las  obras  délos  trozos  13  al  17, 
era  indudable  que  la  reclamación  del  contratista  quedó  dene- 
gada, toda  vez  que  en  las  bases  y  resultado  de  la  liquidación 
no  se  hacia  más  rectificación  ó  alteración  que  la  consiguiente 
á  las  prescripciones  en  la  misma  establecidas:  que  aunque  di- 
cha Real  orden  no  se  entienda  así,  la  fijación  de  precio  con- 
tradictorio, solicitada  por  el  contratista  para  el  trasporte  de 
los  productos  de  los  desmontes  en  roca  se  desestimó  implícita 
y  virtual  mente  por  la  misma  y  por  la  de  27  de  Noviembre 
siguiente:  que  sin  consignar  reserva  alguna  acerca  de  aquella 
reclamación  aprobaron  las  liquidaciones  definitivas,  en  las  cua- 
les se  aplicó  al  indicado  trasporte  el  precio  del  proyecto  pri- 
mitivo: que  la  mejor  prueba  de  que  se  estimó  denegada  dicha 
solicitud,  fué  el  sólo  abono  del  saldo  que  resultó,  el  archivo 
del  expediente,  y  que  los  libramientos  finales,  con  las  liquida- 
ciones á  ellos  adjuntas,  deben  obrar  para  su  examen  en  el  Tri- 
bunal de  Cuentas,  que  si  bien  mientras  una  reclamación  no 
ha  sido  resuelta  debe  aplicarse  á  ella  en  la  liquidación  el  pre- 
cio del  presupuesto,  formándose  otra  adicional  cuando  se  ac- 
cede &  lo  que  se  pide,  lo  procedente,  lo  legal  y  lo  que  se  acos- 
tumbra á  hacer  en  tales  casos,  es  dejar  en  suspenso,  hasta 
que  la  cuestión  se  decida,  el  abono  de  la  obra  ó  trabajo  de 
que  se  trata  sin  entregar  el  importe  al  contratista,  y  sin  apro- 
bar en  esta  parte,  como  en  todas,  la  liquidación,  según  aquí 
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ha  sucedido:  que  las  citadas  órdenes,  que  implícitamente  de- 
negaron la  reclamación,  son  irrevocables  por  haber  pasado 
con  mucho  exceso  el  plazo  en  que  podían  impugnarse,  y  que 
si  fuera  posible  entrar  en  el  fondo  de  la  reclamación,  se  evi- 
denciaría fácilmente  que  no  es  admisible,  con  arreglo  al  ar- 
tículo 42  de  las  condiciones  generales  y  &  la  jurisprudencia 
establecida,  porque  bajo  el  pretexto  de  omisión  del  presupues- 
to, se  aspira  á  tener  un  aumento  del  precio  fijado  en  el  mismo, 
y  consentido  por  el  contratista. 

Vistos ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Cano. 

Considerando  que  las  solicitudes  deducidas  ante  una  Au- 
toridad administrativa,  sea  cualquiera  el  objeto  á  que  se  diri- 
jan, deben  resolverse  de  un  modo  concreto,  expreso  y  termi- 
nante, y  notificarse  asimismo  á  los  interesados,  puesto  que  de 
otra  suerte  no  podrían  estos  cuando  se  creyesen  agraviados 
por  tales  resoluciones  utilizar  los  recursos  que  contra  las  mis- 
mas conceden  las  leyes: 

Considerando  que  no  ha  sido  resuelta  de  ese  modo,  según 
resulta  del  expediente  gubernativo  y  aparece  claramente  de  la 
misma  orden  reclamada,  la  solicitud  que  como  contratista  de 
los  trozos  11  al  17  de  la  carretera  de  Villalba  &  Oviedo  hizo 
el  D.  Francisco  Sanz  Rioboo  en  1.°  de  Abril  de  1^67  al  Mi- 
nistro de  Fomento  en  reclamación  de  aumento  de  precio  del 
trasporte  de  la  roca  procedente  de  explanación:  . 

Considerando  que  la  conformidad  que  el  enunciado  D.  Fran- 
cisco Sanz  prestara  á  la  liquidación  de  las  obras  por  él  eje- 
cutadas, en  la  que  figuraba  el  antedicho  trasporte  de  roca  por 
el  precio  del  proyecto  primitivo,  no  tiene  la  significación  ni 
la  importancia  que  se  le  atribuye  por  parte  del  representante 
de  la  Administración,  pues  que  por  medio  de  la  protesta  que 
en  aquel  mismo  acto  hizo  el  repetido  contratista  dejó  á  salvo 
todas  las  reclamaciones  que  á  la  sazón  tenia  pendientes : 

Considerando,  por  último,  que  aun  sin  esa  protesta,  por  la 
razón  anteriormente  expuesta,  nunca  podría  estimarse  para  los 
efectos  legales  la  aprobación  dada  sin  reserva  alguna'  &  las 
liquidaciones  de  las  indicadas  obras  por  las  órdenes  de  25  de 
Agosto  y.  27  de  Noviembre  de  1868  como  una  denegación 
real  y  positiva  de  la  reclamación  de  aumento  del  precio  de 
trasporte  de  roca  procedente  de  excavaciones  hechas  por  el 
referido  contratista; 

Fallamos,  que  debemos  dejar  y  dejamos  sin  efecto  la  orden 
reclamada  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  con  fecha  28 
de  Marzo  de  1873,  en  cuanto  por  ella  se  resolvió  desestimar» 
la  reclamación  que  nuevamente  había  presentado  D.  Francisco 
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Sanz  Rioboo,  por  referirse  á  un  asunto  ya  resuelto  implícita- 
mente  por  las  precitadas  órdenes  de  25  de  Agosto  y  27  de  No- 
viembre de  1868,  y  sin  perjuicio  de  que  la  Administración  de- 
cida sobre  el  fondo  de  la  mencionada  reclamación  lo  que  es- 
timare procedente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio,  con  la  certificación  prevenida, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  González  Ace- 
vedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =  Juan  Jiménez  Cuen- 
ca.=Manuel  León. = Ignacio  Vieites.=Luis  Vázquez  Mondra- 
gon.  =  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedeute  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  de  la  Sala 
tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  31  de  Diciembre  de  1874.= Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.  94. 

PROCEDENCIA. 


Reclamación  de  perjuicios  y  pago  de  un  drscubibrto  bn  <jik 
se  encontraba  bl  recurrente.— Sentencia  de  3  de  Enero 
de  1875,  absolviendo  á  la  Administración  general  del  Es- 
tado de  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Domingo  Lluch, 
como  socio  GereBt*  de  la  empresa  constructora  déla  carre- 
tera de  Vich  á  Ripoll,  contra  la  Real  orden  de  21  de  Mayo 
de  1866. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  según  previenen  los  artículos  101  y  103  del  reglamento 
de  lo  contencioso ,  no  compareciendo  un  litigante  en  virtud  de 
emplazamiento  dentro  del  término  al  efecto  señalado,  ha  de  sen- 
tenciarse el  pleito  en  rebeldía  si  la  acusase  su  adversario;}/ 
siendo  actor  el  contumaz  se  ha  de  absolver  de  su  demanda  a  la 
parte  contra  la  cual  la  hubiera  deducido. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  2  de  Enero  de  1875,  en  los  autos 
contencioso-administrativos ,  pendientes  ante  la  Sala  en  pri- 
mera y  única  instancia ,  incoaaos  por  D.  José  Domingo  Lluch, 
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como  socio  Gerente,  y  en  nombre  de  la  empresa,  constructora 
de  la  carretera  de%Vich  á  Ripoll,  y  que  |K>r  su  fallecimiento 
se  han  entendido  las  notificaciones  con  los  estrados  del  Tri- 
bunal respecto  del  heredero  y  sucesor  D.  Francisco  Domingo, 
su  consocio  D.  José  Garriga  y  Llartanos  y  los  herederos  del 
otro  consocio  D.  Nicolás  Tous,  por  su  ausencia  y  rebeldía,  á 
pesar  de  habérseles  citado  oportunamente,  contra  la  Admi- 
nistración general  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio 
fiscal,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  tle  21  de  Mayo  de 
1866,  que  declaró  improcedente  la  petición  del  primero  sobre 
reclamación  de  perjuicios ,  mandando  que  solventase  el  des- 
cubierto que  contra  él  resultaba: 

Resultando  que  estándose  ya  trabajando  por  administración 
en  los  trozos  3.  y  4.°  de  la  carretera  de  Vich  &  Ripoll,  en  la 
provincia  de  Barcelona,  por  disposición  del  Capitán  generral 
de  la  misma,  D.  José  Domingo  Lluch  y  otros  dos  socios  hi- 
cieron proposiciones  á  dicha  Autoridaa,  como  Presidente  de 
la  Junta  de  carreteras  del  Principado,  para  ejecutar  las  obras 
que  faltaban  de  explanación ,  de  fábrica  y  afirmado  en  todos 
los  trozos  de  la  misma,  expresando  no  lo  hacian  como  espe- 
culación lucrativa,  sino  para  proporcionar  al  país  las  ventajas 
de  aquella  vía,  por  lo  que  convinieron  en  que  con  arreglo  á 
las  mismas  proposiciones  se  procediese  á  una  subasta  pública 
por  trozos,  reservándose  el  derecho  de  tanteo  si  hubiese  mejor 
postor:  que  la  Junta  de  carreteras  consideraría  la  contrata 
como  de  una  naturaleza  privilegiada  y  sus  obligaciones  de 
preferente  pago,  pudiendo  pedir  próroga  ó  rescindirla  en  caso 
de  guerra,  disturbios  ó  calamidades  públicas,  mediante  liqui- 
dación y  pago  de  los  trabajos  que  tuviesen  ejecutados  en  mo- 
neda de  oro  ó  plata  con  10  por  100  en  calderilla  ó  papel-mo- 
neda, sin  poder  reclamar  indemnización  de  perjuicios: 

Resultando  que  ht  precitada  Junta  informó  favorablemente, 
y  el  Capitán  general,  en  uso  de  las  facultades  extraordinarias 
de  que  se  hallaba  investido,  aprobó  dichas  proposiciones, 
otorgando  la  escritura  provisional  en  20  de  Marzo  de  1854, 
previo  el  depósito  de  9.000  duros,  la  cual  fué  aprobada  por 
Real  orden  ae  23  dé  Abril  siguiente ,  menos  en  lo  relativo  á 
conservar  el  derecho  de  tanteo  en  la  subasta: 

Resultando  que  emprendidos  los  trabajos  con  arreglo  á  las 
condiciones  estipuladas,  haciéndose  cargo  por  su  coste  de  las 
herramientas  de  la  Administración,  se  anunció  la  subasta  para 
el  dia  4  del  mismo  mes,  que  fué  suspendida  en  las  provincias 
de  Gerona  y  Barcelona  de  orden  de  la  mencionada  Autoridad, 
sin  que  se  presentaran  licitadores  en  Madrid;  y  formados  los 
correspondientes  presupuestos  adicionales  para  la  completa 


622  TRIBUNAL   SUPREMO. 

conclusión  del  trozo  7.°  y  el  afirmado  de  otros  seia  más,  de- 
signados con ,  los  números  del  1  al  7,  qué  fueron  aprobados 
por  Real  orden  de  9  de  Abril,  de  conformidad  con  lo  infor- 
mado por  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos, 
se  anunció  de  nuevo  la  subasta  para  el  20  de  Julio  siguiente 
sin  éxito  alguno;  y  á  virtud  de  las  comunicaciones  del  refe- 
rido Capitán  general  se  hizo  una  adición  al  presupuesto  eco- 
nómico de  las  obras,  y  se  anunció  por  tercera  vez  para  el  30 
de  Enero  de  1855f,  mandándose  suspender  en  virtud  de  h$ 
inconvenientes  que  se  dijo  ofrecía  el  entrar  los  nuevos  con- 
tratistas sin  liquidar  á  los  salientes,  como  se  mandó  verificar: 
Resultando  que  antes  de  llevarse  á  cabo  la  liquidación,  de 
la  cual  tenian  pendiente  un  crecido  crédito  D.  Domingo  Lluch 
y  consocios,  que  rescindieron  su  primer  contrato  en  Setiembre 
de  1854,  y  estando  ya  entregada  la  carretera  al  tránsito  pú- 
blico, el  Capitán  general,  para  dar  ocupación  á  los  meneste- 
rosos á  quienes  la  miseria  podría  arrastrar  á  las  filas  rebeldes, 
autorizó  á  la  Junta  de  carreteras  para  otorgar  nueva  escritura, 
como  lo  verificó  con  aquellos  en  26  de  Octubre  de  1855,  áfiu 
de  emprender  nuevamente  las  obras  del  trozo  1 .°,  con  sujeción 
á  los  presupuestos  adicionales  y  condiciones  facultativas  for- 
madas por'el  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Caminos ,  y  á  las  ge- 
nerales de  Obras  públicas  aprobadas  por  Real  orden  de  18  de 
Marzo  de  1846 ,  expresándose  que  no  se  harían  cargo  de  la 
conservación  del  camino  por  estar  abierto  al  tránsito  público: 
Resultando  que  dado  conocimiento  de  todo  á  la  Direcciou 
general  de  Obras  públicas,  en  15  de  Diciembre  del  mismo  año 
de  1855  se  dictó  Real  orden  mandando  suspender  las  obras 
de  nuevo  comenzadas;  pero  el  Capitán  General,  en  uso  de  sus 
atribuciones  y  como  responsable  de  la  tranquilidad  de  Cata- 
luña, ordenó  su  prosecución,  y  á  su  virtud  se  dictó  otra  Real 
orden  en  22  de  Enero  de  1856  dejando  sin  efecto  la  anterior 
y  aprobando  la  escritura  otorgada  con  los  contratistas ,  dis- 
poniendo se  continuasen  las  obras  centralizándolas  en  un  sólo 
punto  mientras  llegaba  el  caso  de  sacar  á  subasta  las  demás 
¡  mediante  la  liquidación  de  las  anteriormente  ejecutadas: 

i  Resultando  que  verificada  ésta  en  Junio  de  1855  se  formó 

\  una  liquidación  general  de  que  resulta  ser  D.  José  Domingo 

i  Lluch  como  Gerente  de  la  empresa  constructora,  deudor  á 

[  la  Junta  de  carreteras  de   183.278  rs.  43  cents.,   de  que  se 

i  le  dio  conocimiento  en  17  de  Octubre  de  1857 ,  presentando 

,con  tal  motivo  una  exposición  á  dicha  Junta  en  13  de  Marzo 
de  1858  haciendo  la  historia  de  este  negocio  y  enumerando 
los  actos  de  abnegación  y  de  sacrificios  ejecutados  en  bien 
del  país,  por  las  circunstancias  especiales  en  que  se  encontró 
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durante  el  periodo  de  la  contrata  con  motivo  de  la  epidemia 
y  la  cuestión  de  orden  público ,  empleando  los  trabajadores 
que  le  designaban  las  Autoridades  á  pesar  de  no  ser  aptos 

{>ara  ello,  recibiendo  por  sus  consignaciones  papel  y  calderi- 
la,  que  sufría  gran  quebranto,  y  admitiendo  los  útiles  y  her- 
ramientas de  las  obras  que  se  hacían  por  administración, 
abriendo  una  carretera  trasversal  para  explotar  otras  canteras 
de  mejor  calidad  que  las  señaladas  en  la  contrata;  pidiendo  se 
le  declarase  exento  de  toda  responsabilidad  y  que  se  le  admi- 
tiese como  el  último  sacrificio  todas  las  herramientas,  cubier- 
tos, enseres  y  efectos  de  su  propiedad,  cuya  importancia  era 
con  exceso  equivalente  ^  lo  que  en  último  término  pudiera 
aparecer  en  descubierto;  presentando  para  justificar  los  hechos 
alegados  copias  de  certificados  puestos  por  los  Alcaldes  de 
San  Quirce  de  Basora,  de  la  villa  de  Ripoll  y  la  de  San  Hipó- 
lito de  Boltregá,  de  la  ciudad  de  Vich,  y  el  Subdelegado  de 
Farmacia,  el  Vicepresidente  de  la  Junta  de  carreteras  y  el 
Capitán  General  del  Principado. 

Resultando  que  pedido  informe  al  Ingeniero  Jefe  de  la  pro- 
vincia, lo  evacuó  refutando  los  agravios  puestos  por  el  contra- 
tista, por  lo  que  se  reclamó  á  éste  de  nuevo  el  saldo  que  con,- 
tra  él  resultaba,  é  insistió  en  sus  reclamaciones  en  31  de  Julio 
de  1862,  concretando  los  perjuicios  por  que  pedia  ser  indem- 
nizado á  las  circunstancias  del  tiempo  y  del  modo  como  fueron 
ejecutadas  las  obras,  que  prescribían  aumento  en  todos  los 
precios  del  presupuesto  por  haber  tenido  que  emplear  traba- 
jadores ineptos  que  no  prestaban  más  que  una  cuarta  parte 
del  jornal,  para  evitar  que  fuesen  arrastrados  á  la  revolución, 
lo  cual  bastaba  para  cubrir  el  saldo  que  se  hacia  aparecer, 
como  lo  justificaban  las  certificaciones  libradas  por  los  Apa- 
rejadores de  la  carretera,  visada  la  primera  por  el  Ingeniero 
encargado  de  la  misma:  que  los  precios  señalados  á  los  des- 
montes de  roca  en  los  trozos  5.°  y  7.°  lo  fueron  antes  de  co- 
nocerse las  dificultades  del  trabajo  por  la  clase  de  piedra  que 
se  encontró,  y  se  habia  abonado  6  rs.  en  el  primero  y  5,75 
céntimos  en  el  segundo  por  vara  cúbica,  cuando  en  otros 
menos  difíciles  en  la  provincia  de  Gerona  lo  habían  sido  á  7 
y  8  rs.;  habiéndose  hecho  aquel  además  sin  talud,  por  dispo- 
sición del*Ingeniero,  y  á  media  caña  en  algunos  puntos ,  lo 
cual  era  mucho  más  costoso;  y  también  se  le  habían  abonado 
de  menos  3.536  varas  9  décimos  de  desmonte  en  la  entfada  v 
salida  del  escarpado:  que  la  nueva  carretera  llamada  de  Ban- 
sol  se  le  liizo  abrirla  en  lugar  de  la  designada  en  el  pliego 
de  condiciones,  y  la  que  hubo  de  construir  para  la  extracción 
de  la  piedra,  teniendo  que  pagar  indemnización  por  los  ter- 
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renos  de  particulares,  como  el  mayor  precio  de  la  nueva  pie- 
dra que  se  empleó  por  su  mejor  calidad  y  mayor  dureza,  pi- 
diendo se  procediese  &  la  rectificación  de  las  liquidaciones 
facultativas,  mandando  se  estimasen  las  indemnizaciones  y  se 
apreciasen  los  daños  expresados  y  los  demás  que  resultaban, 
sometiéndolos  á  un  prudente  examen  pericial  ó  á  la  decisión 
de  arbitradores: 

Resultando  que  remitidos  los  antecedentes  al  Ministerio  de 
Fomento,  en  21  de  Mayo  de  1866  se  dictó  Real  orden",  de  con- 
formidad con  lo  informado  por  la  Dirección  general  de  Obras 
publicas,  declarando  improcedente  la  petición  de  D.  José  Do- 
mingo Lluch  por  no  estar  justificados  los  sacrificios  hechos, 
como  así  lo  manifestaba  la  Junta  de  carreteras,  que  era  la  que 
más  inmediatamente  debia  conocer  y  podia  apreciar  la  certe- 
za de  las  razones  aducidas  por  aquel,  disponiendo  que  la  mis- 
ma procediese*  á  hacer  efectivo  el  descubierto  que  resultaba  á 
Lluch: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  30  de 
Junio  del  mismo  año  presentó  demanda  contencioso-adrainis- 
trativa  ante  el  Consejo  de  Estado  D.  José  Domingo  Lluch,  re- 
presentado por  el  Licenciado  D.  Ignacio  de  Tro  y  Ortolano, 
pidiendo  su  revocación  y  que  se  rectificasen  las  liquidaciones 

Sracticadas  con  los  abonos  é  indemnizaciones  que  correspon- 
iesen,  fundado  en  que  aquella  no  guardó  analogía  con  las 
pretensiones  de  la  empresa  ni  con  el  expediente  gubernativo. 

}r  en  que  no  podia  concederse  valor  ni  fuerza  coercitiva  á  una 
iquidacion  impugnada,  mucho  menos  cuando* la  resolución 
administrativa  ha  prescindido  de  decidir  sobre  gran  parte  de 
los  reparos  opuestos: 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  la  amplió  el  misino 
Licenciado  reproduciendo  los  argumentos  expuestos  por  su 
parte  en  el  expediente  gubernativo,  presentando  varias  certi- 
ficaciones de  las  Autoridades  que  fueron  de  los  pueblos  de  la 
provincia  de  Barcelona,  y  de  dos  Maestros  de  obras,  Directo- 
res de  caminos  vecinales,  para  justificar  el  angustioso  estado 
de  la  misma  en  la  época  de  la  ejecución  de  las  obras,  por  cuya 
razón  admitieron  en  ellas  á  todos  los  braceros  que  designaban 
las  Autoridades;  como  asimismo  las  nóminas  originales  para 
demostrar  que  pagados  dichos  jornaleros  á  8  rs.  por  término 
medio  y  no  prestando  más  aue  dos  terceras  partes  del  trabajo 
de  los  otros,  ocasionaron  á  la  empresa  un  perjuicio  de  7.496 
escudos,  pidiendo  por  último  se  acordase  en  definitiva  fuesen 
de  legítimo  y  necesario  abono  9.126  escudos,  importe  de  todos 
los  sacrificios,  daños  y  gastos  originados  por  las  exigencias 
é  innovaciones  impuestas  á  la  empresa  con  posterioridad  á  la 
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contrata,  y  añadiendo  á  los  fundamentos  expuestos  que  los 
casos  extraordinarios  nacidos  de  consideraciones  políticas  y 
económicas  de  la  más  alta  importancia  y  de  promesas  solem- 
nes en  momentos  de  angustia,  no   pueden  decidirse  por  las 
solas  reglas  de  la  ley  concreta  dictada  para  casos  ordinarios; 
que  el  principio  de  derecho  de  que  á  nadie  es  licito  enrique- 
cerse con  perjuicio  de  otro,  se  reconoce  por  las  mismas  leyes 
administrativas,  las  cuales  no  permiten  que  el  interés  público 
se  sobreponga  y  ahogue  al  interés  privado  en  esta  clase  de 
servicios  en  que  median  contratos:  que  el  pliego  de  condicio- 
nes generales  aprobado  por  Real  orden  de  18  4e  Marzo  de  1846, 
vigente  en  la  época  en  que  se  celebró  la  contrata,  reconoce 
asimismo  el  derecho  á  ser  indemnizado  de  las  variaciones 
adoptadas  con  posterioridad  á  lo  estipulado ;  y  que  conforme 
con  este  principio  legal,  es  jurisprudencia  sancionada  por  el 
referido  Consejo  de  Estado,  que  cuando  ¿  un  contratista  se 
exigen  obras  ó  sacrificios  que  no  constan  en  la  escritura,  hay 
una  novación  de  contrato ,  y  en  su  virtud  la  Administración 
debe  responder  á  aquel  de  las  variaciones  introducidas  por 
disposición  ó  acuerdo  de  la  misma,  y  después  de  estas  alega- 
ciones yjple  la  súplica  correspondiente,  propuso  prueba  por 
otros  seis  de  dicha  demanda: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  Ministerio  fiscal,  lo 
evacuó  pretendiendo  la  absolución  de  ella  á  la  Administración 
y  confirmación  de  la  Real  orden  recurrida,  apoyado  en  que 
las  circunstancias  políticas  por  que  atravesaba  el  Principado 
de  Cataluña  en  la  época  de  la  contrata,  y  las  instancias  de  las 
Autoridades  para  que  el  empresario  emprendiese  las  obras,  así 
<;omo  la  abnegación  y  patriotismo  que  alega  éste,  no  pueden 
tomarse  en  cuenta  al  apreciarse  los  derechos  y  obligaciones 
nacidas  del  contrato  administrativo:  expuso  además  que  no 
puede  ser  objeto  de  examen  en  la  vía  contenciosa  la  indemni- 
zación de  perjuicios  no  reclamada  expresamente  en  la  guber- 
nativa: que  sometida  la  empresa  á  la  dispuesto  en  el  pliego  de 
condiciones  generales  de  18  de  Marzo  de  1846,  no  puede  so- 
licitar aumento  en  los  precios  del  presupuesto  en  cuanto  al 
valor  de  los  jornales  ni  al  mayor  coste  de  algunas  obras  sobre 
el  calculado ,  porque  lo  prohibe  expresamente  el  art.  10 :  que 
respecto  á  la  modificación  ordenada  por  el  Ingeniero  en  el  tro- 
zo 5.°,  debió  hacerse  la  reclamación  inmediatamente  según  el 
artículo  20 ,  para  que  fuese  atendible:  que  la  solicitud  relativa 
al  error  en  las  mediciones  no  puede*  ser  atendida  según  el  28 
del  mismo  pliego  como  deducida  fuera  del  plazo  marcado  para 
ello;  y  que  respecto  á  explotar  la  nueva  cantera  y  abrir  cami- 
no para  ello ,  pudo  resistirlo ;  y  haciéndose  después  cargo  de 

IL— 3.a  40 
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la  prueba  ofrecida  por  el  demandante ,  se  opuso  á  ella,  y  sólo 
se  allanó  á  que  se  reclamasen  del  Ministerio  ciertos  anteceden- 
tes por  aquel  solicitados: 

Resultando  que  ordenado  así  por  el  Consejo ,  y  remitidos 
los  autos  i  este  Tribunal  Supremo,  venidos  aquellos  después 
de  varias  reclamaciones,  se  aictó  auto  en  16  de  Mayo  de  1872 
denegando  la  práctica  de  la  prueba  pretendida  por  el  actor;  y 
dado  vista  al  Fiscal  de  los  referidos  documentos,  dijo  que  no 
tenia  nada  que  añadir  á  su  escrito  de  contestación,  con  lo  que 
se  pusieron  los  autos  de  manifiesto  al  demandante  al  sólo  efecto 
de  instrucción  de  dichos  documentos : 

Resultando  que  declarada  terminada  la  discusión  escrita  v 
señalada  la  vista  pública  de  este  pleito,  como  el  Licenciado 
Tro  y  Ortolano  dijese  haber  fallecido  D.  José  Domingo  Lluch, 
se  suspendió  aquella  á  instancia  del  mismo ,  y  se  libró  carta- 
órden  para  hacer  saber  k  sus  herederos  y  consocios  la  existen- 
cia del  pleito,  para  que  en  el  término  de  veinte  dias  apode- 
rasen Letrado  de  los  de  este  Colegio  que  los  representara  si 
vieren  convenirles ;  bajo  apercibimiento  en  otro  caso  de  parar- 
les el  perjuicio  que  hubiere  lugar : 

Resultando  que  notificado  en  forma  en  24  de  Ene^>  de  1873 
D.  Francisco  Domingo  como  heredero  de  D.  José  Domingo 
Lluch,  y  en  el  dia  25  siguiente  D.  José  Garriga  y  Llartanos, 
socio  del  mismo ,  como  no  compareciesen  en  el  término  seña- 
lado ,  les  acusó  el  Ministerio  fiscal  la  rebeldía  en  el  dia  18  de 
Marzo  del  mismo  año : 

Resultando  que  como  el  otro  consocio  D.  Nicolás  Tous  hu- 
biese fallecido  igualmente,  se  libró  nueva  carta-órden  para 
que  se  hiciese  la  notificación  en  forma  á  sus  herederos,  con- 
tuvo lugar  en  7  de  Marzo  de  1874  á  D.  Pedro  Tous  y  Mirapeis 
en  su  nombre  propio  y  en  concepto  de  apoderado  que  asegura 
ser  de  sus  hermanos  D.  Nicolás,  D.  José,  Doña  Teresa,  Doña 
Francisca  y  Doña  Carmen ,  á  los  cuales  acusó  también  la  re- 
beldía el  Ministerio  fiscal  en  5  de  Mayo  siguiente  por  no  ha- 
berse personado  en  los  autos ,  y  la  Sala  hubo  ambas  por  an- 
gadas, mandando  se  entendiesen  la»  notificaciones  con  los  es- 
trados del  Tribunal,  librándose  la  oportuna  carta-órden  pan» 
hacerlo  saber  á  los  mismos. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Her- 
reros de  Tejada. 

Considerando  que  según  previenen  los  artículos  101  y  V<3 
del  reglamento  de  lo  contencioso ,  no  compareciendo  un  liti- 
gante en  virtud  de  emplazamiento  dentro  del  término  al  efect 
señalado ,  ha  de  sentenciarse  el  pleito  en  rebeldía  si  la  acu- 
sare su  adversario;  y  siendo  actor  ¿1  contumaz,  se  ha  ifr 
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absolver  de  su  demanda  á  la  parte  contra  la  cual  la  hubiera 
deducido : 

Considerando  que  entablada  la  demanda,  base  de  este  li- 
tigio, por  D.  José  Domingo  Lluch,  como  socio  de  la  empresa 
ue  tomó  á  su  cargo  en  1854  la  construcción  de  ciertas  obras 
e  la  carretera  de  Vich  á  Ripoll  contra  la  Administración  del 
Estado,  pretendiendo  la  revocación  de  la  Real  orden  de  21  de 
Mayo  de  1866,  que  le  habia  negado  el  abono  de  cierta  canti- 
dad por  razón  de  perjuicios  que  suponia  haber  sufrido ,  se  sus- 
tanció el  juicio  por  sus  trámites  hasta  declararse  terminada  la 
discusión  escrita  en  5  de  Diciembre  de  1872,  y  señalarse  dia 
para  la  vista ,  que  no  pudo  verificarse  por  defunción  del  de- 
mandante ,  que  se  hizo  presente  á  la  Sala  por  su  defensor  y 
apoderado  D.  Ignacio  de  Tro  y  Ortolano,  que  á  la  vez  pidió 
se  emplazara  á  los  consocios  de  Lluch : 

Considerando  que  mandado  por  auto  de  10  de  dicho  Di- 
ciembre de  1872  el  emplazamiento  de  los  herederos  del  deman- 
dante ,  y  al  propio  tiempo  el  de  sus  consocios  con  las  preven- 
ciones ordinarias,  después  de  multitud  de  diligencias  para  ave- 
riguar el  paradero  de  aquellos,  al  fin  tuvo  efecto  la  citación  y 
emplazamiento  del  Garrigá  en  persona ,  y  de  los  herederos  de 
Domingo  y  Lluch,  y  de  D.  Nicolás  Tous,  que  habia  también 
fallecido ,  sin  que  en  el  largo  trascurso  de  tiempo  que  ha  te- 
nido lugar  con  posterioridad  se  hayan  mostrado  parte ,  por  lo 
que  el  Ministerio  fiscal  les  acusó  oportunamente  la  rebeldía, 
que  se  hubo  por  acusada  en  19  de  Mayo  del  año  próximo  pa- 
sado, entendiéndose  después  con  los  estrados  la  tramitación  y 
citaciones  correspondientes:  •* 

Y  considerando  por  tanto  que  dichos  interesados,  que  re- 
presentan los  derechos  del  demandante  y  los  suyos  propios, 
han  incurrido  en  contumacia ,  y  les  áon  aplicables  las  citadas 
disposiciones  del  reglamento,  y  las  demás  que  son  concordan- 
tes con  las  mismas ; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  de  la  expre- 
sada demanda  ala  Administración  general  del  Estado,  quedan- 
do en  su  virtud  firme  y  subsistente  la  Real  orden  reclamada 
de  21  de  Mayo  de  1866;  y  mandamos  se  cumpla  con  lo  pre- 
venido en  el  art.  108  del  precitado  reglamento  de  lo  con- 
tencioso. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
g-ubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna  certifi- 
cación, ló  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan  Gon- 
zález Acevedo.=  José  María  Herraros  de  Tejada. = Juan  Jiménez 
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Cuenca.  =Ig,nacio  Vieites.=Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez 
Mondrag,on.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  José  Maria  Herreros  de  Tejada,  Magistrado  de! 
Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  ter- 
cera ,  de  que  certifioo  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  3 
de  Enero  de  1875. —Enrique  Medina. 


Nüm.  95, 


PROCEDENCIA. 


Pertenencia  de  unos  terrenos. — Sentencia  de  5  de  Enero  de 
1875,  derlarandu  proccdi-ute  !a  vía  contenciosa,  y  en  su  vir- 
tud que  h*v  lu^ar  on  parte  á  la  admisión  de  la  demanda 
interpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Calasparra,  contra  la  or- 
den del  Gobierno  de  la  República  de  15  de  Abril  de  1873. 

En  los  coNsinKíUNno*  se  establece: 

1.°  Que  l%s  demtndas  en  via  contenciosa  son  procedentes  y 
admisibles  cuando  se  interponen  en  tiempo  y  forma  contra  reso- 
luciones ministeriales  que  versando  sobre  materia  administrativa 
causan  estado,  y  se  aleja  como  lastimado  un  derecho  preexistente. 

2.°  Que  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  1855,  después  de  declarar 
en  estado  de  venta  los  bienes  pertenecientes  a  los  Propios  y  co- 
munes de  los  pueblos,  establece  en  el  núm.  9.°  de  su  art.  2.#  la 
excepción  de  los  terrenos  de  aprovechamiento  común,  previa  decla- 
ración de  serlo,  hecha  por  el  Gobierno,  oyendo  al  Ayuntamiento 
y  Diputación  provincial;  y  que  cuando  el  Gobierno  no  estuviese 
conforme  con  el  parecer  de  estas  Corporaciones  oirá  al  Tribunal 
contencioso-administrativo  ó  al  Cuerpo  que  hiciere  sus  veces  an- 
tes de  dictar  resolución. 

3.°  Que  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1863,  en  el  primer  artteuh 
adicional  declara  que  sus  deposiciones  no  alteran  bajo  ningún  con- 
cepto las  anteriores  que  exceptúan  de  la  desamortización  los  ter- 
renos y  montes  de  aprovechamiento  común,  y  que  según  él  Real 
decreto  de  10  de  Julio  de  1865,  para  que  puedan  ser  exceptuados 
de  la  desamortización  estos  montes  son  condiciones  indispensa- 
bles que  el  Ayuntamiento  reclamante- acredite  la  propieami  del 
pueblo  en  el  terreno  solicitado^  y  que  el  aprovechamiento  imye 
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sido  libre  y  gratuito  para  todos  los  vecinos  en  los  veinte  años  an- 
teriores desde  la  fecha  de  la  ley  citada  de  1.°  de  Mayo  de  1855 
hasta  el  dia  de  la  solicitud  sin  ninguna  interrupción. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  4  de  Enero  de  1875,  en  los  autos 
pendientes  ante  la  Sala,  sobre  procedencia  de  la  vía  conten- 
ciosa y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Procurador 
D.  Ignacio  de  Santiago  y  Sánchez,  á  nombre  y  con  poder  del 
Ayuntamiento  de  Calasparra,  en  la  provincia  de  Murcia,  con- 
tra la  Administración  general  del  Estado,  representada  por  el 
Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la  orden  del  Gobierno 
de  la  República  de  15  de  Abril  de  1873  que  declaró  pertenecer 
al  Estado  los  terrenos  del  término  de  aquella  villa: 

Resultando  que  en  22  de  Abril  de  1868  el  expresado  Ayun- 
tamiento presentó  escrito  al  Gobernador  de  la  provincia,  re- 
produciendo las  razones  alegadas  en  otro  fecha  3  de  Julio 
de  1862  para  pedir  la  excepción  de  la  venta  de  trece  montes 
comprenaidos  en  el  término  de  aquella- villa,  y  en  una  exten- 
sión aproximada  de  12.000  hectáreas,  por  haberse  compren- 
dido indebidamente  en  el  Catálogo  general  de  los  montes  del 
Estado,  y  pertenecer  su  propiedad  y  posesión  al  común  de 
vecinos: 

Resultando  que  formado  expediente  con  este  motivo,  pre- 
sentaron, para  probar  el  derecho  que  les  asistía  á  dicha  pro- 
piedad y  posesión  de  los  montes  en  concepto  de  comunales, 
un  testimonio  de  sentencia  de  la  Chancillería*de  Granada  en 
grado  de  revista,  su  fecha  8  de  Mayo' de  1535,  dictada  en  pleito 
seguido  entre  el  Comendador  de  San  Juan  y  dicho  Ayunta- 
miento, en  la  cual  se  declara  que  los  vecinos  dé  Calasparra 
puedan  romper  y  labrar  su  término  que  no  estuviese  ocupado 
ni  labrado  por  otra  persona,  con  licencia  del  Comendador,  y 
que  los  mismos  puedan  cortar  leña  é  madera  de  los  términos 
é  montes  para  sus  casas  y  labores  sin  pedir  licencia  al  expre- 
sado Comendador: 

Resultando  que  asimismo  presentaron  las  Ordenanzas  de 
repoblación  de  la  villa  del  año  de  1414,  por  las  cuales  el  Ca- 
pítulo de  la  Orden  de  San  Juan,  sin  hacer  mención  de  los  mon- 
tes, concede  ciertas  franquicias,  tierras  y  bancales  del  término 
á  los  nuevos  pobladores;  y  además  un  privilegio  de  D.  Fe- 
lipe II  de  5  de  Noviembre  de  1574,  por  el  que  se  reconoce  la 
legitimidad  de  los  títulos  de  la  referida  villa,  dándole  35.000 
maravedises  de  renta  anual  perpetua  por  el  derecho  de  las 
salinas  que  habia  adquirido:  una  Real  orden  de  28  de  Febrero 
de  1750,  confirmatoria  de  los  expresados  privilegios:  testimo- 
nio de  un  fallo  de  la  Audiencia  de  Albacete  de  29  de  Octubre 
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de  1864  que  declaró  absueltos  del  delito  de  robo  de  esparto  á 
vecinos  de  Calasparra  que  aprovechaban  los  montes,  y  una 
sentencia  del  Alcalde  de  este  punto  en  términos  análogos  por 
tratarse  de  montes  de  común  aprovechamiento: 

Resultando  que  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  la  villa 
certificó  que  no  se  habia  impuesto  contribución  sobre  los  mon- 
tes de  la  misma  en  el  periodo  de  1835  á  1855,  ni  hasta  la  fe- 
cha; haciéndolo  igualmente  la  Intervención  de  Hacienda,  é 
informando  en  idéntico  sentido  la  Diputación,  añadiendo  des- 
pués el  primero  que  se  aprovechaban  en  común  todos  los  mon- 
tes del  término  que  eran  los  que  arrendaba  el  Estado,  perci- 
biendo sus  productos  &  pesaf  de  las  continuas  protestas  y  re- 
clamaciones del  Ayuntamiento,  presentando  para  ello  certifi- 
cado del  Registrador  de  la  propiedad: 

Resultando  que  al  informar  el  Ingeniero  de  montes  acom- 
pañó el  Catálogo  de  los  exceptuados,  expresando  que  lo  fueron 
f>or  no  haberse  probado  el  derecho  de  éste,  pues  siempre  se  ha- 
laron bajo  el  dominio  de  la  Marina,  que  en  representación 
del  Estado  ejerció  actos  de  dominio  desde  los  tiempos  más  re- 
motos que  justificaban  la  propiedad,  enunciando  además  el 
Alcalde  en  su  relación  del  año  de  1847  que  la  pertenencia  de 
los  citados  montes  era  del  Estado,  y  en  tal  concepto  se  subas- 
taban sus  productos,  ingresando  su  importe  en  las  arcas  del 
Tesoro;  que  últimamente  se  ordenó  por  el  Jefe  político  la  in- 
cautación de  los  montes  como  del  Estado  en  el  año.  de  1839 
por  no  haberse  probado-  por  el  pueblo  «ni  por  la  Encomienda 
ser  de  su  pertenencia,  y  en  1861  se  denegó  por  el  Gobernador 
la  excepción  de  venta  solicitada  por  el  Ayuntamiento  y  ga- 
naderos del  pueblo,  dejando  á  salvo  los  derechos  que  pudieran 
asistirles  respecto  á  la  propiedad  de  dichos  montes: 

Resultando  que,  previo  informe  favorable  de  la  Comisión 
provincial,  opinó  la  Junta  de  Ventas  en  el  sentido  contrario, 
con  lo  cual  se  conformó  el  Gobernador;  y  remitido  el  expe- 
diente á  la  Superioridad,  y  oida  la  Sección  correspondiente 
del  Consejo  de  Estado,  se  dictó  una  orden  por  el  Gobierno  de 
la  República  en  15  de  Abril  de  1873  resolviendo:  primero,  que 
los  montes  de  Calasparra  pertenecen  en  su  totalidad  al  Estado, 
el  cual  puede  disponer  de  ellos  con  sujeción  á  las  leyes:  se- 
gundo, que  dicha  villa  ha  venido  durante  siglos  utilizándolo* 
en  parte,  aunque  sólo  tenían  derecho  al  aprovechamiento  de 
ramas,  atochas  y  productos  menudos,  y  la  extensión  de  dicho 
aprovechamiento  uebia  medirse  por  el  número  de  vecüaos  de 
la  villa  y  por  el  consumo  que  cada  uno  de  ellos  pudiera  hacer 
para  su  uso  propio  de  los  expresados  productos,  pero  san  que 
este  aprovechamiento  traspase  sus  límites  naturales  y  ae  con- 
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vierta  en  verdadera  explotación:  tercero,  que  se  forme  un  ex- 
pediente en  que  se  deslinden  y  \aloren  ambos  derechos,  y  para 
que  en  adelante  cese  toda  confusión  se  dividirán  los  montes  de 
que  se  trata  en  dos  partes,  que  guarden  entre  si  la  misma  re- 
lación que  las  rentas  del  capital  montuoso  que  representan 
respectivamente  la  utilidad  de  la  villa  y  la  del  Estado,  y  cada 
una  de  estas  dos  partes  del  monte  pasará  á  ser  propiedad  de 
su  dueño  respectivo,  quedando  una  y  otra  libre  de  toda  carga: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  31  de  Octubre 
siguiente  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  el  Procurador  D.  Ignacio  Santiago  y  Sán- 
chez, á  nombre  y  con  poder  del  Ayuntamiento  de  Galasparra, 
pidiendo  su  revocación  por  los  fundamentos  que  expuso: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, se  pasó  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal ,  que  se  ha 
opuesto  á  la  admisión  de  la  demanda,  apoyado  en  que  los 
montes  de  que  se  trata  los  posee  el  Estado,  percibiendo  las 
rentas  que  produce  su  arrendamiento,  estando  incluidos  como 
tales  en  el  Catálogo  de  montes  públicos,  y  habiéndolos  incluido 
el  Ayuntamiento  en  la  relación  que  dio  en  el  año  de  1847  para 
la  formación  del  mismo  Catálogo;  por  lo  que  la  orden  recla- 
mada no  ha  sido  causa  ni  lo  puede  ser  para  que  por  su  virtud 
se  altere  el  estado  posesorio:  que  el  Ayuntamiento,  en  vez  de 
proponer  en  forma  la  reclamación  de  la  propiedad  á  dichos 
montes,  propuso  la  formación  del  expediente  de  excepción,  que 
ha  motivado  la  orden  reclamada:  que  denegada  al  pueblo  la 
propiedad,  que  es  la  base  de  todo  derecho  de  aprovechamiento 
común ,  existe  como  cuestión  previa  la  pertenencia  de  los"* 
montes,  que  es  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  ordinaria, 
por  lo  que  la  orden  impugnada  no  es  susceptible  de  recurso 
contencioso-administrativo,  sino  que  es  y  debe  considerarse 
como  la  resolución  final  que  ha  de  preceder  en  la  vía  guber- 
nativa á  todo  litigio  ordinario  en  que  esté  la  Hacienda  pública 
interesada;  en  cuyo  estado  se  entregaron  los  autos  á  la  parte 
demandante  por  término  de  tercero  dia  al  sólo  efecto  de  ins- 
trucción de  dicho  escrito  Fiscal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Armesto. 

Considerando  que  las  demandas  en  vía  contenciosa  son 

Í procedentes  y  admisibles  cuando  se  interponen  en  tiempo  y 
órma  contra  resoluciones  ministeriales  que  versando  sobre 
materia  administrativa  causan  estado  y  se  alega  como  lasti- 
mado un  derecho  preexistente: 

Considerando  que  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  1855,  después 
de  declarar  en  estado  de  venta  los  bienes  pertenecientes  á  los 
Propios  y  comunes  de  los  pueblos,  establece  en  el  núm.  9.°  de 
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su  arfc.  2.°  la  excepción  de  los  terrenos"  de  aprovechamiento 
común,  previa  declaración  de  serlo,  hecha  por  el  Gobierno, 
oyendo  al  Ayuntamiento  y  Diputación  provincial;  y  que  cuan- 
do el  Gobierno  no  estuviese  conforme  con  el  parecer  de  esta* 
Corporaciones  oirá  cal  Tribunal  contencioso-administrativo  ó 
ai  Cuerpo  que  hiciere  sus  veces  antes  de  dictar  resoluciones: 

Considerando  que  la  ley  de  24  de  Mayo  de  1863,  en  el 
primer  articulo  adicional  declara  que  sus  disposiciones  no 
alteran  bajo  ningún  concepto  las  anteriores  que  exceptúan 
de  la  desamortización  los  terrenos  y  montes  de  aprovecha- 
miento común ,  y  que  según  el  Real  decreto  de  10  de  Julio 
de  1865,  para  que  puedan  ser  exceptuados  de  la  desamorti- 
zación estos  montes  son  condiciones  indispensables  que  el 
Ayuntamiento  reclamante  acredite  la  propiedad  del  pueblo  en 
el  terreno  solicitado,  y  que  el  aprovechamiento  haya  sido 
libre  y  gratuito  para  todos  los  vecinos  en  los  veinte  años  an- 
teriores desde  la  fecha  de  la  ley  citada  de  1.°  de  Mayo  de  1855 
hasta  el  dia  de  la  solicitud  sin  ninguna  interrupción: 

Considerando  que  el  Ayuntamiento  de  Calasparra,  al  pro- 
mover el  expediente  gubernativo  en  virtud  del  cual  recayóla 
orden  reclamada  de  15  de  Abril  de  1873,  tuvo  por  principal 
objeto  el  obtener  la  exclusión  de  los  montes  de  su  término 
municipal  bajo  el  concepto  de  que,  siendo  de  aprovechamiento 
común  y  de  la  propiedad  del  vecindario  que  representa,  y  te- 
niendo las  condiciones  exigidas  por  las  leyes,  no  debian  ser 
comprendidos  en  la  desamortización: 

Considerando  que  la  orden  reclamada,  al  hacer  las  tres  de- 
claraciones que  contiene  contrarias  en  su  parte  más  principal 
á  las  peticiones  del  Ayuntamiento  de  Calasparra,  no  obstante 
el  dictamen  favorable  á  las  mismas  de  la  Diputación  provin- 
cial y  del  Consejo,  causó  estado  en  materia  propiamente  ad- 
ministrativa; y  que  la  demanda  interpuesta  contra  ella  por 
dicha  Corporación  municipal  lo  ha  sido  en  tiempo  hábil,  fun- 
dándose en  haberse  lesionado  su  derecho  al  aprovechamiento 
absoluto  de  los  montes  de  su  término,  no  excluyéndolos  déla 
desamortización; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente 
la  vía  contenciosa,  y  en  su  virtud  que  há  lugar  á  la  admisión 
de  la  demanda  propuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Calasparra 
en  cuanto  se  refiere  á  la  exclusión  de  la  desamortización  de 
los  montes  de  su  término ,  bajo  el  concepto  de  aprovecha- 
miento comunal:  sehápor  parte  al  Procurador  D.  Ignacio  de 
Santiago  y  Sánchez  á  nombre  del  referido  Ayuntamiento,  y 
er\tréguensele  los  autos  por  término  de  veinte  dias  á  los  efecto* 
procedentes. 
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• 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y 
firmamos. =Juan  González  Acevedo.=Juan  Jiménez  Cuenca.  = 
Manuel  León.  =  Ignacio  Vieites.=  Francisco  Armesto.=Luis 
Vázquez  Mondragon.  =  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Francisco  Armesto,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  5  de  Enero 
de  1875.  =  Enrique  Medina. 


Núm.  96. 
APELACIÓN 


Adjudicación  de  un  remate. — Sentencia  de  7  de  Enoro  de  1875, 
confirmando  la  sontencia  que  en  4  de  Febrero  del  nño  ante- 
rior dictó  la  Audiencia  de  Valladolid,  en  pleito  administra- 
tivo entre  D.  Justo  Acosta  y  Castro,  y  el  Ministerio  fiscal  y 
D.  Teodoro  Elias  Huart. 


En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  establecida  como  condición  esencial  de  una  subasta  pú- 
blica la  general  y  corriente  en  todas  las  de  su  clase  de  darse  la 
preferencia  para  el  remate,  con  arreglo  a  las  disposiciones  le- 
gales vigentes  sobre  la  materia,  d  la  proposición  apostura  más 
ventajosa;  y  siéndolo  evidentemente  la  del  Untador  preferido 
por  el  que  presidiera  el  acto ,  carecen  de  derecho  los  demás  pos- 
tores, no  asistiéndoles  otro  motivo  legal  para  oponerse  y  solicitar 
la  anulación  de  dicho  remate. 

En  la  villa  de  Madrid,  4  5  de  Enero  de  1875 ,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala,  en  grado 
de  apelación,  seguidos  en  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Valladolid,  entre  D.  Justo  Acosta  y  Castro,  el  Ministerio  fiscal 
y  D.  Teodoro  Elias  Huart,  sobre  revocación  del  acuerdo  déla 
Diputación  provincial  en  la  adjudicación  de  un  remate  de  los 
productos  de  resinacion  de  los  pinares  nombrados  Arenas, 
Llanillos  y  La  Parrilla,  interpuesta  aquella  por  el  primero  de 
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la  sentencia  dictada  en  4  de  Febrero  de  1874  aprobando  aquel 
acuerdo: 

Resultando  que  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  de  Ya- 
Uadolid  de  1.°  de  Diciembre  de  1872  se  anunció  para  el  dia  12 
siguiente  la  subasta  doble  y  simultánea  de  los  productos  de 
resinacion  a  vida  de  20.000  pies  negrales  que  fueron  conce- 
didos en  el  plan  del  ejercicio  forestal  al  pueblo  de  Portillo,  en 
los  montes  titulados  Arenas,  Llanillos  y  Parrilla,  bajo  el  tipo 
de  1.700  pesetas  y  con  sujeción  á  las  condiciones  que  estarían 
de  manifiesto  en  las  Secretarías  de  dicha  Corporación  y  la  del 
Ayuntamiento  de  Portillo,  previo  depósito  del  5  por  100,  de- 
biendo hacerse  lag  proposiciones  en  pliegos  cerrados  con  su- 
jeción al  modelo  inserto  á  continuación  y  la  duración  de! 
contrato  por  cinco  años,  expresándose  en  dicho  modelo  quee! 
que  hacia  la  proposición  se  obligaba  á  ejecutar  la  resinacion 
y  extracción  de  jugos  de  los  mencionados  árboles  con  estricta 
sujeción  á  todas  y  cada  una  de  las  precitadas  condiciones: 

Resultando  que  el  pliego  de  ellas  está  firmado  por  el  Inge- 
niero Jefe,  conteniendo  24  y  tres  adicionales,  expresándose  en 
la  15  que  las  dimensiones  de  las  entalladuras  serian  el  primer 
año  0'50  centímetros;  el  segundo  TÍO;  el  tercero  1*70;  el  cuar- 
to 2*50  y  el  quinto  3*40:  que  la  anchura  máxima  de  la  base 
inferior  de  la  cara,  seria  12  centímetros,  y  en  la  superior  11: 
la  profundidad  máxima  de  la  indicada  entalladura  seria  de 
un  centímetro  á  uno  y  medio;  y  últimamente  en  la  16,  que  n<» 
podia  abrirse  una  nueva  cara ,  sino  en  el  caso  de  aue  la  al- 
tura del  árbol  no  permitiera  verificarse  en  toda  su  longitud: 

Resultando  que  el  dia  12  del  mismo  mes  y  año  hizo  pro- 
posición por  escrito  D.  Teodoro  Elias  Huart,  obligándose  á 
verificarlo  con  estricta  sujeción  á  las  condiciones  marcadas  por 
la  cantidad  de  1.800  pesetas,  previo  el  depósito  prevenido,  pi- 
diendo como  aclaración  quedase  entendido  que  á  pesar  de  nu 
estar  indicada  en  toda  letra  en  el  pliego  la  resinacion  por  una 
cara,  se  entendia  que  esta  seria  cambiada  todos  los  años  si 
su  interés  lo  exigiese ,  y  se  baria  siempre  de  acuerdo  con  el 
Ingeniero  de  montes ,  porque  era  de  uso  y  costumbre  enten- 
derlo y  hacerlo  asi;  proponiendo  añadir  al  importe  fijado  á  la 
subasta  la  cantidad  de  300  pesetas  pagaderas  en  el  últim 
año,  pero  pidiendo  en  cambio  que  se  le  otorgara  la  facilidad 
de  elegir  cada  año ,  de  acuerdo  con  el  Ingeniero ,  los  pino* 

3ue  le  debían  ser  entregados,  y  que  quedaba  entendido  que 
urante  las  "épocas  de  invierno,  que  eran  desde  30  de  Octubre 
en  que  concluia  el  aprovechamiento  de  resinacion,  nadie  ten- 
dría derecho  á  aprovecharse  de  las  lágrimas  de  los  pinos,  <> 
sea  resinas  ó  mieras  más  ó  menos  densas  que  salian  de  aque- 
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líos,  pues  quedarían  á  su  disposición  hasta  el  día  en  que  em- 
pezara de  nuevo  la  resinacion  como  lo  indicaba  la  condi- 
ción 9.a;  y  que  en  el  caso  de  que  la  Diputación  otorgase  á 
algún  pueblo  ó  pueblos  dueños  de  pinares  ó  ella  misma  la 
autorización  de  sacar  á  subasta  alguno  de  ellos,  tendría  el 
derecho  de  reclamar  si  le  conviniere  la  preferencia  á  precio 
y  tipo  igual  al  que  ofreciera  el  mayor  postor  en  los  remates 
sucesivos: 

Resultando  que  en  el  referido  dia  12  de  Diciembre  hizo 
igualmente  proposición  D.  Justo  Acosta  Castro,  obligándose 
&  verificar  la  resinacion  y  extracción  de  jugos  con  estricta 
sujeción  á  todas  y  cada  una  de  las  condiciones  propuestas  por 
la  cantidad  de  1.750  pesetas  y  25  céntimos,  acreditando  ha- 
ber hecho  el  depósito  prevenido: 

Resultando  que  verificada  la  subasta  en  dicho  dia  ante  el 
Presidente  de  la  Diputación,  y  presentadas  ambas  proposicio- 
nes, las  declaró  admisibles;  pero  entendiéndose  la  de  D.  Teo- 
doro Elias  Huart  solamente  en  su  primera  parte ;  de  lo  que 
protestó  D.  Justo  Acosta,  por  no  hallarse  en  su  sentir  dicha 
postura  conforme  al  modelo  publicado  y  proponer  enmiendas 
ó  condiciones,  pidiendo  no  fuese  admitida,  y  el  D.  Elias  dijo 
á  su  vez  que  habia  hecho  la  proposición  primera  con  sujeción  al 
modelo  publicado,  si  bien  uespues  en  segundo  término  pedia 
aclaración  á  ciertas  condiciones,  y  hacia  además  de  una  ma- 
nera separada  é  independiente  de  aquella  un  ofrecimiento  de 
300  pesetas  por  una  aclaración  con  el  beneficio  de  pagar  ese 
aumento  en  el  último  año;  y  el  Presidente,  sosteniendo  su  ci- 
tada resolución,  adjudicó- la  subasta  provisionalmente  al  Don 
Teodoro  Elias  por  las  1.800  pesetas  con  sujeción  al  pliego  de 
condiciones,  sin  perjuicio  del  resultado  á  que  ofreciese  la  mis- 
ma en  Portillo  y  de  la  aprobación  de  la  Comisión  permanente 
de  la  Diputación  provincial,  á  quien  se  sometería  la  protesta 
y  adición  de  postura  desechada,  ya  referidas: 

Resultando  que  en  el  dia  14  posterior  solicitó  D.  Justo 
Acosta  de  la  enunciada  Diputación  acordase  que  era  inadmisible 
la  proposición  de  Elias,  y  la  suya  única  admisible,  adjudicán- 
dole la  subasta:  más  el  enunciado  D.  Teodoro  Elias  Huart 
expuso  en  el  dia  8  de  Enero  de  1873,  en  escrito  presentado  á 
dicha  Corporación,  que  estaba  en  un  todo  conforme  con  la  ad- 

Í'udicacion  provisional  que  le  fué  hecha,  cuya  proposición  de 
as  1.800  pesetas  reiteraba,  retirando  todo  lo  demás  que  la  se- 
gunda parte  de  su  primera  proposición  contenia,  para  que  por 
la  Comisión  de  la  Diputación  no  se  diese  lugar  á»  otra  inter- 
pretación al  hacerse  la  adjudicación  definitiva,  pidiendo  se  le 
hiciese  á  él  con  estricta  sujeción  al  pliego  de  condiciones, 
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que  aceptaba  en  todas  sus  partes,  comprometiéndose  á  su  cum- 
plimiento; y  dada  cuenta  á  dicha  Comisión  del  expediente  de 
subasta  en  la  sesión  del  dia  31,  considerando  la  misma  im- 

{>rocedente  y  oficioso  el  dictamen  del  Negociado  favorable  al 
icitador  Acosta,  que  debió  atenerse  al  resultado  del  acta, 
acordó  desestimarle  v  confirmar  la  adjudicación  hecha  en  fa- 
vor  de  D.  Teodoro  Elias  Huart  por  el  tipo  de  1.800  pesetas, 
prescindiendo  en  absoluto  de  cuantas  aclaraciones  ó  condi- 
ciones posteriores  pudieran  alterar  las  precisadas  en  el  anun- 
cio, que  no  serian  modificadas  en  ningún  sentido: 

Resultando  que  contra  el  anterior  acuerdo,  y  en  el  dia  18 
de  Febrero  presentó  D.  Justo  Acosta  demanda  contencioso- 
administrativa  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Va- 
lladolid  pidiendo  su  revocación,  y  que  se  declarase  inadmisi- 
ble la  proposición  de  D.  Teodoro  Elias,  adjudicándose  á  él  el 
remate  como  mejor  postor;  exponiendo  para  ello  los  hechos 
y  fundamentos  de  derecho  que  juzgó  convenientes  á  este  fin: 
Resultando  que  admitida  la  demanda,  y  emplazado  el  Mi- 
nisterio fiscal,  la  contestó,  así  como  D.  Teodoro  Elias,  ¿quien 
se  tuvo  por  parte,  solicitándose  se  confirmase  el  acuerdo  re- 
currido: 

Resultando  aue  presentados  los  escritos  de  réplica  y  dupli- 
ca, y  recibidos  los  autos  á  prueba ,  certificó  el  Ingeniero  de 
montes  excedentes  del  Cuerpo  D.  Bernabé  Michelena,  ¿  ins- 
tancia del  demandante,  y  de  conformidad  con  las  demás  par- 
tes, que  el  segundo  párrafo  de  la  proposición  Huart,  lejos  de 
ser  la  aclaración  ó  interpretación  fiel  de  la  condición  15  del 
pliego  de  condiciones,  la  alteraba  sustancialmente  para  favo- 
recer los  intereses  de  una  de  las  dos  partes  contratantes  con 
perjuicio  de  la  otra: 

Resultando  que  concluso  el  término  de  prueba  y  procedido 
á  la  vista  pública  de  los  autos ,  dictó  sentencia  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid  en  4  de  Febrero  de  1874 
confirmando  el  acuerdo  de  la  Comisión  provincial,  por  el  que 
aprobó  la  proposición  del  remate  y  adjudicó  éste  á  D.  Teodoro 
Elias  Huart,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal  Supre- 
mo á  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  D.  Justo  Acosta 
Castro,  la  ha  mejorado,  representado  por  el  Procurador  Don 
Ignacio  Santiago  y  Sánchez,  quien  se  tuvo  por  parte,  pidiendo 
su  revocación ,  y  que  declarando  en  definitiva  inadmisible  la 

Sroposicion  Huart,  se  le  adjudique  la  subasta,  con  imposición 
e  costas  á  la  contraria ;  fundado  en  que  por  el  anuncio  del 
remate  y  presentación  de  los  pliegos  cerrados  queda  solem- 
nemente otorgado  el  contrato  entre  la  Administración  y  el 
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postor,  sin  que  por  ninguno  de  ellos  pueda  hacerse  alteración 
alguna  en  lo  convenido ,  según  el  Real  decreto-sentencia  de  1.° 
de  Enero  de  1855,  y  la  ley  1.a,  tít.  1.°,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación:  en  que  la  adjudicación  del  remate  ha  de  hacerse 
siempre  eñ  favor  de  la  proposición  más  ventajosa,  con  tal  que 
pueda  calificarse  así  por  estar  ajustada  exactamente  al  modelo 

S  rescrito,  en  cuyos  términos  están  limitadas  las  facultades 
el  que  preside  la  subasta,  conforme  á  las  órdenes  y  decretos 
que  citó:  en  que  ajustados  los  pliegos  cerrados  al  modelo  de 
subasta  no  puede  admitirse  licitación  después  de  abierto  para 
variarsus  condiciones,  que  ni  aun  en  el  caso  de  queja  abierta 
es  legal  más  que  sobre  el  valor  de  la  tasación-,  pidiendo  por 
un  otrosí  que  se  recibiese  el  pleito  á  prueba ,  y  con  citación 
contraria  se  uniese  á  él  copia  literal  del  informe  del  Oficial 
de  Sección  de  la  Diputación  y  del  acuerdo  de  la  Comisión 
adjudicando  el  remate;  y  por  otro  segundo ,  que  se  mandara 
suspender  la  ejecución  de  la  sentencia: 

Resultando  que  presentado  en  los  autos  el  Procurador  Don 
Manuel  de  Elias,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Teodoro  Elias 
Huart)  y  tenídole  por  parte ,  contestó  al  anterior  escrito  soli- 
citando se  confirme  la  sentencia  apelada,  condenando  al  actor 
en  las  costas  de  ambas  instancias;  apoyado  en  que  su  pliego 
tenia  postura  más  favorable  y  no  tuvo  necesidad  de  retirarlo 
para  que  se  admitiera  cotno  se  admitió,  pues  envolvía  la  acep- 
tación lisa  y  llana  de  la  materia  objeto  del  contrato;  expo- 
niendo además  otros  argumentos  en  refutación  de  los  senta- 
dos por  el  apelante,  y  oponiéndose  á  lo  pretendido  en  los  dos 
otrosíes  de  su  escrito: 

Resultando  que  emplazado  á  su  vez  el  Ministerio  fiscal, 
contestó  solicitando  se  confirme  la  sentencia  apelada ,  repro- 
duciendo el  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  y  adhirién- 
dose á  lo  manifestado  por  la  parte  apelada  en  el  anterior  es- 
crito, oponiéndose  por  último  á  las  pretensiones  aducidas  en 
los  otrosíes  del  escrito  de  mejora: 

Resultando  que  á  su  virtud  la  Sala  dictó  auto  en  14  de 
Julio  último,  declarando  no  haber  lugar  á  las  pretensiones 
hechas  en  los  mencionados  otrosíes;  y  que  pedida  reposición 
por  D.  Justo  Acosta,  se  sustanció  este  incidente  con  audiencia 
de  las  partes,  y  se  dictó  nuevo  auto  por  la  Sala  en  12  de  Oc- 
tubre, declarando  no  haber  lugar  á  la  reposición  solicitada. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada: 

Considerando  que  establecida  como  condición  esencial  de 
una  subasta  pública  la  general  y  corriente  en  todas  las  de  su 
clase  de  darse  la  preferencia  para  el  remate,  con  arreglo  á  las 
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disposiciones  legales  vigentes  sobre  la  materia,  á  la  proposi- 
ción ó  postura  más  ventajosa;  y  siéndolo  evidentemente  la  del 
licitador  preferido  por  el  que  presidiera  el  acto ,  carecen  de 
derecho  los  demás  postores,  no  asistiéndoles  otro  motivo  legal   • 
para  oponerse  y  solicitar  la  anulación  de  dicho  remate: 

Considerando  que  en  el  caso  de  que  én  este  pleito  se  trata 
se  presentaron  dos  proposiciones  tan  feólo  por  dos  distintos 
licitadores,  y  la  admitida  por  el  Presidente  de  la  subasta  (bajo 
reserva  de  haber  de  ser  ratificada  y  aprobada  después  esta 
admisión  interina  por  la  Diputación  provincial ,  representada 
por  su  Comisión  permanente),  excedía  á  la  licitación  desechada 
en  49  pesetas  75  cents,  de  más  beneficio  para  los  fondos  pú- 
blicos interesados  en  dicha  subasta: 

Considerando  que,  sin  embargo  de  la  expresada  ventaja 
que  se  nota  desde  luego  en  la  proposición  admitida,  el  ape- 
lante supone  no  era  aceptable  porque  contenia  una  adición  ó 
segunda  parte,  que  de  un  modo  indirecto  venia  á  modificar  ó 
alterar  radicalmente  la  primera,  por  más  que  apareciera  &  la 
simple  vista  conforme  con  el  moaelo  y  condiciones  fijadas  en 
el  pliego  publicado  en  el  Boletín  oficial;  pero  no  habiendo 
sido  admitida  por  el  Presidente  de  la  referida  subasta  la  ex- 
presada adición,  y  habiendo  desistido  de  ella  además  el  lici- 
tador rematante  antes  de  la  aprobación  superior,  ésta  fué  legal, 
y  no  puede  invalidarse  como  el  recurrente  pretende: 

Y  considerando  por  lo  expuesto  y  demás  fundamentos  que 
sirven  de  base  á  la  sentencia  apelada  que  se  halla  ajustada  á 
los  méritos  de  los  autos,  y  es  conforme  á  los  rectos  principios 
de  justicia ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  dicha 
sentencia  apelada  por  parte  de  D.  Justo  Acosta,  que  dictó 
en  4  de  Febrero  del  año  próximo  anterior  de  1874  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  territorial  de  Valladolid ,  declarando 
debia  asimismo  confirmar  y  confirmaba  el  acuerdo  de  la  Co- 
misión provincial  que  aprobó  la  proposición  admitida  en  el 
precitado  remate,  adjudicándole  á  D.  Teodoro  Elias  Huart. 
sin  hacer  especial  condenación  de  costas. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6a- 
ceta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  ori- 
ginales á  la  Sala  sentenciadora  por  el  conducto  prevenido  y 
con  la  oportuna  certificación ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y 
firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.  =  José  María  Herreros 
de  Tejada.=Juan  Jiménez  Cuenca. = Manuel  Leon.=Ignacio 
Vieites.= Francisco  Armesto.= Diego  Fernandez  Cano* 

Publicación : 
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Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala 
tercera,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid 
á  7  de  Enero  de  1875.=Enrique  Medina. 

Nóm.  97. 
PROCEDENCIA. 


Pao  roo  a  para  la  tbrminacion  db  unas  obras. — Sentencia  de  7 
de  Enero  de  1875,  declarando  improcedente  la  vía  conten- 
ciosa, y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la 
demanda  interpuesta  por  D.  Joaquin  Thous  y  Carrera  con- 
tra la  orden  de  16  de  Enero  de  1874. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  para  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  es  indispensable 
que  se  haya  terminado  antes  la  gubernativa  con  una  resolución 
jínal  que  cause  estado  y  que  pueda  lesionar  derechos  preexis- 
tentes. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  7  de  Enero  de  1875,  en  los  autos 
pendientes  ante  la  Sala,  sobre  procedencia  de  la  vía  conten- 
ciosa y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Procurador 
D.  Manuel  María  de  Villar,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Joa- 
quin Thous  y  Carrera,  contratista  de  la  carretera  de  segundo 
orden  de  Silla  á  Alicante,  contra  la  Administración  general  del 
Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación 
de  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  16  de  Enero 
de  1874  que  desestimó  su  solicitud  de  próroga  para  la  termi- 
nación'de  las  obras,  y  le  conminó  con  las  penas  señaladas  en 
los  artículos  56  al  59  del  pliego  de  condiciones  generales  para 
en  el  caso  de  que  se  procediese  con  demasiada  lentitud  en 
ellas,  de  manera  que  el  importe  de  lo  ejecutado  no  corresponda 
al  tiempo  trascurrido: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  6  de  Abril  de  1867  fué 
aprobado  el  proyecto  de  varios  trozos  de  carretera  de  segundo 
orden  de  Silla  á,  Alicante,  cuyas  obras  fueron  adjudicadas, 
previas  las  oportunas  subastas,  á  favor  de  D.  Federico  Bas, 
or  Real  orden  de  26  de  Setiembre  posterior,  y  por  orden  de 
a  Regencia  de  19  de  Mayo  de  1870  fué  autorizada  la  cesión 
que  hizo  el  mismo  de  la  contrata  á  D.  Joaquin  Thous  y  Car- 


r, 
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rera  que  definitivamente  quedó  subrogado  en  los  derechos  de 
aquel  por  escritura  pública  de  28  de  Abril  del  misino  año: 

Resultando  que  en  7  de  Junio  posterior  se  quejó  el  Inge- 
niero de  la  paralización  que  sufrían  dichas  obras,  y  como  ale- 
gase el  contratista  que  consistía  en  no  haberse  aprobado  opor- 
tunamente el  presupuesto  adicional  y  en  la  lentitud  con  que 
se  verificaron  los  pagos,  se  le  concedió  un  año  de  próroga  para 
la  ejecución  de  las  respectivas  á  los  trozos  6.°  y  7.°  en  20  de 
Agosto  del  referido  año,  y  de  otros  dos  en  18  de  Julio  de  1871: 

Resultando  que  en  8  de  igual  mes  de  1873  elevó  el  contra- 
tista á  la  Dirección  una  solicitud  manifestando  que  en  cuatro 
trozos  estaban  adelantadas  las  obras  para  poderla  entregar  en 
el  tiempo  de  su  compromiso,  pero  no  en  el  7.°,  en  que  habia 
que  construir  el  gran  puente  de  Mascarat,  que  estaba  obligado 
á  terminar  en  cinco  años:  que  no  habiéndose  pagado  la  ex- 
propiación de  terrenos  hasta  hacia  poco  más  de  uno,  y  dejando 
trascurrir  cuatro  sin  verificarlo,  no  podía  trabajar,  por  lo  que 
habia  empezado  las  obras  hacia  muy  poco,  y  debia  contarse 
el  plazo  desde  que  se  dejó  libre  el  terreno,  y  no  desde  el  dia 
en  que  se  subastó;  en  cuyo  caso  se  encontraban  también  dos 
kilómetros  del  trozo  9.°  en  que  no  estaba  hecha  la  expropia- 
ción ni  el  presupuesto: 

Resultando  que  á  su  virtud  se  dictó  una  orden  por  la  Di- 
rección en  1 1  de  Octubre  desestimando  la  petición  del  intere- 
sado sobre  ampliación  del  plazo  para  la  terminación  de  dichas 
obras;  y  habiéndose  alzado  de  ella  para  ante  el  Ministro  en 
instancia  documentada,  se  dictó  otra  por  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública en  16  de  Enero  de  1874  confirmando  aquella,  y  con- 
minando al  contratista  con  las  penas  señaladas  en  los  artícu- 
los 56  al  59  inclusive  del  pliego  general  de  condiciones  para 
el  caso  en  que  se  proceda  con  demasiada  lentitud  en  las  obras, 
de  manera  que  el  importe  de  lo  ejecutado  no  corresponda  al 
tiempo  trascurrido: 

Resultando  que  en  14  del  mismo  mes  y  año  pretendió  Don 
Joaquín  Thous  del  Ministro  de  Fomento  próroga  del  término 
para  concluir  las  obras  contratadas,  á  lo  que  se  defirió  por 
equidad  en  11  de  Febrero,  previo  informe  del  Ingeniero,  con- 
cediéndole dos  años  que  pidió  respecto  de  los  trozos  6.°  y  7.°t 
uno  para  la  terminación  del  9.°,  que  empezará  á  contarse  desde 
la  fecha  en  que  quede  expedito  el  terreno  para  trabajar,  y  se 
le  denegó  en  lo  relativo  al  trozo  8.°  en  consideración  á  que 
solamente  quedaban  por  ejecutar  en  él  obras  que  podían  ha- 
cerse dentro  del  plazo  vigente  entonces: 

Resultando  que  contra  la  orden  de  16  de  Enero  antes  refe- 
rida, y  en  21  de  Julio  posterior  presentó  demanda  contencioso- 
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administrativa  en  este  Tribunal  Supremo  el  Procurador  Don 
Manuel  María  de  Villar,  á  nombre  y  con  poder  de  1>.  Joaquín 
Thous  y  Carrera,  pidiendo  su  revocación,  y  que  se  mande  res- 

Eetar  el  contrato  y  se  empiece  á  contar  el  término  fijado  para 
acer  la  carretera  desde  el  dia  en  que  la  Administración  pague 
la  expropiación  y  deje  expedito  el  terreno  para  que  pueda  dar 
principio  a  los  trabajos;  lundado,  en  cuanto  á  la  procedencia 
de  la  demanda,  en  que  depurada  la  vía  gubernativa  procede 
en  conformidad  á  la  ley  y  reglamentos  la  contenciosa  contra 
la  resolución  ministerial  impugnada  que  terminó  aquella  para 
conseguir  su  revocación: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto 
á  la  admisión  de  la  demanda,  alegando  que  la  orden  recia* 
mada  no  es  absoluta  en  sus  términos,  y  hasta  la  conminación 
es  condicional,  sin  resolver  nada  definitivamente  ó  que  pueda 
decirse  que  cause  estado,  ni  que  pueda  considerarse  lesiva  de 
derecho  alguno  preexistente,  como  lo  demostraba  el  que  á 
nueva  instancia  del  contratista  se  le  concedió  por  la  ÍHreccion 
en  11  de  Febrero  la  próroga  de  dos  años  para  la  terminación 
de  los  trozos  6.°  y  7.  ,  y  de  uno  para  el  9.  ,  k  contar  desde  la 
fecha  en  que  quedara  el  terreno  expedido  para  trabajar,  ne- 
gando la  petición  nada  más  que  en  cuanto  al  trozo  8.°,  por- 
gue quedaban  sólo  por  ejecutar  obras  que  podian  terminarse 
dentro  del  plazo  que  restaba:  en  cuyo  estado  se  pusieron  los 
autos  de  manifiesto  á  la  parte  demandante  por  término  de 
tercero  dia,  al  sólo  efecto  de  instrucción  de  dicho  escrito 
fiscal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Her- 
reros de  Tejada. 

Considerando  que  para  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa 
es  indispensable  que  se  haya  terminado  antes  la  gubernativa 
con  una  resolución  final  que  cause  estado  y  que  pueda  lesionar 
derechos  preexistentes: 

Considerando  que  la  orden  ministerial  de  16  de  Enero  de 
1874,  contra  la  que  se  reclama  en  la  presente  demanda,  ha 
sido  reformada  dentro  de  la  legítima  esfera  de  las  atribuciones 
peculiares  del  Gobierno  por  otra  expedida  en  11  de  Febrero 
siguiente,  á  consecuencia  de  la  instancia  que  elevó  dos  dias 
antes  de  dictarse  aquella  el  contratista  D.  Joaquín  Thous  y 
Carrera,  fundada  esencialmente  en  los  mismos  motivos  ex- 
puestos para  obtener  la  primera,  puesto  que  por  la  última  se 
accede  á  la  ampliación  del  término  para  concluir  las  obras  á 
que  se  refiere,  que  se  había  denegado  en  la  anterior;  acto  que 
persuade  de  que  ésta  no  tiene  carácter  de  definitiva  por  la  na- 
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turaleza  especial  de  la  resolución  que  comprende  ni  por  los 
términos  en  que  está  redactada: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  haber  deducido  dicho 
contratista  para  el  mismo  objeto  distintas  pretensiones  basa- 
das en  idénticas  causas,  y  la  de  haber  obtenido  decisión  fa- 
vorable en  la  última  de  las  mencionadas,  á  que  no  ha  renun- 
ciado explícita  y  terminantemente,  revela  su  propósito  de  de- 
sistir ó  separarse  de  la  primera,  y  le  constituye  en  el  deber 
de  atenerse  á  lo  acordado-  en  aquella: 

Y  considerando  que,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  citada 
orden  de  11  de  Febrero,  es  incuestionable  que  los  expedientes 
relativos  á  los  dos  contratos  otorgados  para  la  construcción 
de  los  trozos  6.°,  7.°,  8.°  y  9.°  de  la  carretera  de  Silla  á  Ali- 
cante se  hallan  en  el  estado  de  la  tramitación  ordinaria,  pro- 
pia de  los  de  su  clase;  y  que  por  tanto  aún  está  pendiente  la 
vía  gubernativa,  sin  que  por  ahora  exista  resolución  definitiva 
que  pueda  vulnerar  derechos  y  que  sea  susceptible  de  recurso 
contencioso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  á  la 
admisión  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Joaquín  Thous  y 
Carrera  contra  la  orden  de  16  de  Enero  de  1874,  expedida  por 
el  Ministerio  de  Fomento. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección,  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  aicho  Ministerio  de  Fomento,  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.  =Pascual 
Bayarri.  =  Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Francisco  Armesto.=Luis 
Vázquez  Mondr agón.  =  Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala 
tercera,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid 
á  7  de  Enero  de  1875.=Enrique  Medina. 
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Núm.  98. 
APELACIÓN. 


Exención  de  alquileres  de  tiendas  arrendadas  durante  el 
tiempo  de  su  reconstrucción. — Sentencia  de  13-  de  Enero 
de  1875,  revocando  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Manila  de  22  de  Noviembre  de  1872,  en 
pleito  entre  el  chino  Joaquín  Martínez  Sy-Tiongtay  y  la 
Administración  general  del  Estado. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  si  bien,  conforme  al  art.  63,  circunstancia  3.a  del 
reglamento  para  los  negocios  contenciosos  de  Ultramar,  cabe  re- 
curso de  nulidad  contra  las  sentencias  dictadas  en  primera  ins- 
tancia cuando  alguna  de  las  partes  carece  de  capacidad  para 
litigar,  para  su  procedencia  exige  el  art.  64  de  dicho  reglamento 
como  requisito  esencial  que  se  «reclame  en  la  primera  instancia 
en  tiempo  y  forma  contra  la  nulidad.» 

2.°  Que  según  las  reglas  de  derecho  administrativo  consig- 
nadas en  repetidas  sentencias  del  Consejo  de  Justado  y  del  Tri- 
bunal Supremo,  los  contratos  sobre  servicios  públicos  se  celebran 
á  riesgo  y  ventura,  sin  que  en  ellos  quepa  indemnización  por  le- 
sión ni  por  aumento  ó  disminución  de  las  utilidades;  y  que  para 
fijar  su  inteligencia  debe  atenderse  d  las  cláusulas  y  condiciones 
consignadas  en  la  escritura,  sin  extenderlas  á  cosas  que  no  se 
hayan  estipulado  expresamente. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Enero  de  1875,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en  grado 
de  apelación ,  seguidos  en  la  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Manila  entre  el  chino  Joaquin  Martínez  Sy-Tiongtay,  represen- 
tado hoy  por  los  estrados  del  Tribunal  mediante  su  ausencia 
y  rebeldía,  y  el  Ministerio  fiscal,  á  nombre  de  la  Adminis- 
tración del  Estado,  sobre  exención  de  alquileres  de  tiendas 
arrendadas  durante  el  tiempo  de  su  reconstrucción,  interpuesta 
aquella  por  el  último  de  la  sentencia  dictada  en  22  de  No- 
viembre de  1872  condenando  á  la  misma  k  abonar  al  referido 
chino  40  pesetas  mensuales  por  cada  una  de  las  15  tiendas 
embargadas: 

Resultando  que  en  9  de  Diciembre  de  1870  se  aprobó  por 
la  Superintendencia  de  Propios  y  Arbitrios  de  la  ciudad  de 
Manila  el  arriendo  por  tres  años  de  los  mercados  públicos  de 
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Cagayan  y  un  edificio  *de  Propios  llamado  Escolta ,  rematad ) 
en  subasta  pública  por  el  chino  Joaquin  Martínez  Sy-Tiongtay 
en  la  cantidad  de  21.600  pesetas  anuales,  otorgándosela  cor- 
respondiente escritura  con  inserción  del  pliego  de  condiciones 
que  sirvió  de  base  para  aquella,  la  que  fué  aprobada  en  31  de 
Enero  siguiente: 

Resultando  que  en  25  de  Agosto  posterior  el  Alcalde  mayor 
de  Cagayan  remitió  al  Director  de  Administración  local  con 
informe  favorable  una  exposición  del  representante  del  contra- 
tista, manifestando  que  mediante  aviso  de  la  Administración 
se  empezaron  las  obras  de  reparación  del  edificio  llamado 
Escolta,  aprovechándose  la  oportunidad  de  hallarse  desalqui- 
ladas algunas  tiendas:  que  las  obras  empezaron  el  15  de  Mayo, 
quedando  á  disposición  de  la  Administración  15  tiendas,  las 
más  inhabitables  entonces,  aunque  también  las  11  restantes 
se  hallaban  en  mal  estado:  que  mucho  antes  de  la  contrata 
se  habia  solicitado  la  autorización  del  gasto  para  las  obras  de 
reparado»,  importantes  4.000  pesos:  que  siendo  evidente  el 
mal  estado  del  edificio,  habia  siüo  la  causa  exclusiva  de  haber 
abandonado  los  inquilinos  las  15  tiendas,  cuyo  arrendamiento 
no  era  posible:  que  al  celebrarse  la  contrata  no  se  manifesté 
por  la  Administración  el  mil  estadj  del  edificio,  surgiendo  de 
aqui  un  perjuicio  para  el  contratista  que  leerá  absolutamente 
desconocido,  porque  la  falta  de  inquilinos  antes  y  durante  las 
obras  de  reparación  le  causaba  considerables  pérdidas;  siendo 
por  tanto  justa  y  necesaria  una  compensación,  para  la  cual 
podia  servir  de  base  la  cuota  de  40  pesetas  mensuales  que 
antes  de  la  contrata  cobraba  la  Administración  por  cada  tienda, 
á  contar  desde  el  15  de  Mayo  que  empezáronlas  obras,  hasta 
su  conclusión  ó  hasta  que  se  entregasen  al  contratista  las 
tiendas: 

Resultando  que  pasada  la  anterior  instancia  á  informe  de 
la  Dirección  local,  de  conformidad  con  lo  expuesto  por  la 
misma  se  dictó  un  decreto  por  la  Superintendencia  en  4  de 
Octubre  de  1871  desestimando  la  pretensión  que  contenia  la 
misma,  ordenándose  por  aquella  Dirección  en  15  de  Febrero  de 
1872  que,  mediante  á  haberse  anunciado  en  la  Gaceta  de  lía- 
otila  del  dia  10  anterior  hallarse  en  estado  de  quiebra  el  chino 
Joaquin  Martínez  Sy-Tiongtay,  se  oficiase  al  Alcalde  mayor  de 
la  provincia  de  Cagayan  recomendándole  la  estricta  observan- 
cia de  la  cláusula  9.a  del  plieoro  de  condiciones  de  la  contrata: 

Resultando  que  en  el  dia  24  del  mismo  mes  y  año  presentó 
el  referido  chino  demanda  contencioso-adrainistrativa  ante  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Manila  pidiendo  la  revo- 
cación del  decreto  de  4  de  Octubre  del  año  anterior  por  los 
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fundamentos  que  expuso,  y  la  cual  amplió  posteriormente, 
declarada  que  fué  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa: 

Resultando  que  al  contestarla  el  Ministerio  fiscal  pretendió 
se  absolviese  de  ella  á  la  Administración  del  Estado,  confir- 
mando el  decreto  recurrido,  y  alegando  para  ello  lo  que  tuvo 
por  conveniente: 

Resultando  que  declarada  terminada  la  discusión  escrita,  y 
procedídose  á  la  vista  pública  de  los  autos,  se  dictó  sentencia 
por  la  referida  Sala  en  22  de  Noviembre  de  1872  condenando 
á  la  Administración  á  abonar  al  demandante  por  exención  de 
alquileres  la  suma  correspondiente  á  razón  de  40  pesetas  men- 
suales cada  una  de  las  15  tiendas  embargadas  durante  el  tiem- 
po de  su  reconstrucción,  revocando  para  ello  el  decreto  de  la 
Superintendencia  de  Propios  y  Arbitrios  de  4  de  Octubre 
de  1871,  sin  especial  pronunciamiento  de  costas,  y  salvos  los 
derechos  de  la  Administración  contra  sus  funcionarios  respon- 
sables de  omisión  en  el  desempeño  de  su  cometido: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  el  Ministerio  fis- 
cal de  la  anterior  sentencia,  se  dictó  auto  para  mejor  proveer, 
acreditándose  á  su  virtud  que  el  mencionado  edificio  llamado 
Escolta  se  componía  de  26  tiendas,  las  cuales  fueron  repara- 
das en  dos  períodos  de  á  13  cada  uno,  invirtiéndose  en  el 
primero  desde  15  de  Mayo  de  1871  hasta  31  de  Marzo  de  1872, 
y  en  el  segundo  desde  1.°  de  Abril  hasta  30  de  Junio  de  este 
año,  por  lo  que  los  inquilinos  habían  podido  disponer  siempre 
de  13  de  aquellas  que  no  habian  estado  arrendadas  de  conti- 
nuo por  falta  de  tenderos  que  quisiesen  ocuparlas: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal  Supre- 
mo á  virtud  de  la  apelación  interpuesta  por  el  Fiscal ,  la  ha 
mejorado  pidiendo  se  revoque  la  precitada  sentencia,  fundado 
en  que  aquella  se  había  dictado  en  la  suposición  de  que  fue- 
ran 15  las  tiendas  de  que  se  vio  privado  ei  contratista,  cuando 
de  los  autos  resultaba  que  no  lo  fué  más  que  de  13;  y  además 
que  no  pudo  cobrar  lo&  arbitrios  contratados  por  falta  de  mer- 
caderes que  quisiesen  ocuparlas,  lo  cual  constituía  uno  de  los 
riesgos  del  contrato  aleatorio  que  celebró,  por  el  cual  no  con- 
sentía el  derecho  que  se  concediese  indemnización  por  ningún 
aspecto:  en  que  según  la  regla  de  derecho  administrativo 
consignada  en  repetidas  sentencias  del  Consejo  dé  Estado  y 
de  esta  Sala,  dicha  clafce  de  contratos  se  celebran  á  riesgo  y 
ventura,  sin  que  en  ellos  quepa  indemnización  por  lesión  ni 
por  aumento  ó  disminución  de  las  utilidades  calculadas;  en 
que  el  de  que  se  trata  se  arrendó  por  la  cantidad  alzada  de 
64.800  pesetas  el  cobro  durante  tres  años  del  arbitrio  sobre 
mercados  de  toda  una  provincia,  entre  los  cuales  iban  incluí- 
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Considerando ,  en  cuanto  al  fondo ,  que  el  contratista ,  á 
pesar  de  conocer  de  antemano  el  mal  estado  de  las  tienda*, 
remató  el  servicio  con  entera  sujeción  al  pliego  de  condiciones, 
y  que  la  causa  por  qué  el  demandante  no  pudo  cobrar  los  ar- 
bitrios contratados  no  fué  exclusivamente  la  de  no  haberse  ha- 
llado libres  las  tiendas  para  arrendarlas,  sino  la  de  no  ha- 
berse presentado  mercaderes  ó  inquilinos  que  quisieran  ocu- 
parlas, lo  cual  constituye  uno  de  los  riesgos  del  contrato  aleatorio 
celebrado,  respecto  del  que  no  consiente  el  derecho  que  se 
conceda  indemnización  por  ningún  aspecto: 

Considerando  que,  según  las  reglas  de  derecho  adminis- 
trativo consignadas  en  repetidas  sentencias  del  Consejo  de 
Estado  y  de  este  Tribunal  Supremo,  los  contratos  sobre  ser- 
vicios públicos  se  celebra»  á  nesgo  y  ventura,  sin  que  en  ellos 
quepa  indemnización  por  lesión  ni  por  aumento  ó  disminución 
de  las  utilidades ;  y  que  para  fijar  su  inteligencia  debe  aten- 
derse á  las  cláusulas  y  condiciones  consignadas  en  la  escritura, 
sin  extenderlas  á  cosas  que  no  se  hayan  estipulado  expresa- 
mente : 

Considerando  que  en  el  presente  caso  no  existe  nada  en  la 
escritura  que  produzca  la  obligación  de  indemnizar  por  el  Es- 
tado, mucho  más  que,  según  queda  expuesto,  el  deterioro  de 
las  tiendas  era  anterior  á  ía  subasta  y  públicamente  conocido: 

Considerando  que  la  Administración  no  está  obligada  á  in- 
demnizar por  circunstancias  que  debieron  preverse  y  tomarse 
en  cuenta  de  antemano  por  el  contratista ,  y  al  mismo  incum- 
bía enterarse  de  la  exactitud  de  lo  que  en  materia  de  hechos 
se  expresa  en  el  contrato  antes  de  celebrarse  el  remate,  sin  que 
su  omisión  sea  motivo  suficiente  para  reclamar,,  porque  la  Ad- 
ministración no  puede  ser  responsable  de  las  en  que  incurran 
los  contratistas,  los  cuales  en  servicios,  como  en  obras  públi- 
cas, se  ha  declarado  que  están  equiparados  á  los  peritos  que 
carecen  de  derecho  para  reclamar  perjuicios  por  equivocacio- 
nes de  cálculo: 

Considerando  que  existiendo  estas  reglas  de  derecho  admi- 
nistrativo ,  la  Sala  sentenciadora  no  ha  debido  acudir  á  la  le- 
gislación común  supletoria  que  las  contraríe,  y  menos  á  la  ley 
21  del  tít.  8.°,  Partida  5.a,  la  cual  no  puede  ser  aplicada  al  caso 
presente  sin  violentar  su  propio  sentido  y  natural  inteligencia; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramo.s  improcedente 
la  nulidad  pretendida  en  esta  instancia  por  el  Ministerio  fis- 
cal, y  revocar  como  revocamos  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Manila  de  22  de  Novie  nbre 
de  1872,  quedando  en  su  consecuencia  firme  y  subsistente  el 
decreto  de  la  Superintendencia  de  4  de  Octubre  de  1871. 
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Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  ori- 
ginales á  la  Sala  sentenciadora  por  el  conducto  prevenido  y 
con  la  oportuna  certificación ,  ló  pronunciamos ,  mandamos  y 
firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.=Jose  María  Herreros  de 
Tejada. —Pascual  Bayarri.=Jnan  Jiménez  Cuenca. = Francisco 
Armesto.=Luis  Vázquez  Mondrag,on.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excelen- 
tísimo Sr.  D.  Luis  Vázquez  Mondragon,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  13  de 
Enero  de  1875.=Enrique  Medina 


Nüm.  99. 


PROCEDENCIA. 


Oficios  enajenados  por  la  Corona. — Sentencia  de  13  de  Enero, 
declarando  procedente  en  parte,  y  en  parte  improcedente  la 
demanda  presentada  por  D.  Agustín  Valerio  González  y  otros, 
Escribanos  numerarios  do  la  ciudad  de  la  Habana,  contra  va- 
rios particulares  del  decreto  de  25  de  Febrero  y  de  la  orden 
ministerial  de  12  de  Octubre  de  1874,  relativas  á  poseedores 
de  oficios  enajenados  de  la  Corona. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Que  el  decreto  de  25  de  Febrero,  no  por  su  forma  sino 
también  por  su  fondo,  no  resuelve  cuestión  alguna  particular 
sítw  que  se  reduce  á  dictar  las  disposiciones  de  carácter  general 
que  deberán  observarse  para  calificar  los  oficios  enajenados  de  la 
fe  publica  y  declarar  los  derechos  de  los  dueños  de  los  mismos  en 
las  Islas  de  Cuba  y  Puerto-Rico ,  asi  como  su  reversión  al  Es- 
tado  en  determinadas  ciscunstancias ,  previa  indemnización. 

2.°  Que  las  resoluciones  de  esta  índole,  son  de  la  exclusiva 
competencia  de  la  administración  activa,  pues  a  ella  corresponde 
el  arreglo  de  los  servicios  públicos  y  no  son  susceptibles  de  con- 
tención. 

3.°  Que  sobre  los  actos  administrativos  que  al  tratarse  de 
aplicar  mía  ley  violan  derechos  particulares y  no  ya  preexis- 
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tentes  a  la  misma,  sino  que  en  el  concepto  de  los  recurrentes  elk 
también  ampara  y  proteje9  procede  la  vía  contenciosa. 

* 

En  la  villa  de  Madrid,  &  13  de  Enero  de  1875,  en  los  autos 
pendientes  ante  la  Sala,  sobre  procedencia  de  la  vía  conten- 
ciosa y  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Dr.  D.  Fer- 
nando Vida  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Agustín  Valerio  Gon- 
zález y  otros,  Escribanos  numerarios  de  la  ciudad  déla  Habana, 
contra  la  Administración  general  del  Estado  representada  po: 
el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  varios  particular 
del  decreto  de  25  de  Febrero  y  de  la  orden  ministerial  de  12 
de.  Octubre  de  1874,  relativas  ¿  poseedores  de  oficios  enaje- 
nados de  la  Corona: 

Resultando  que  en  3  de  Marzo  de  1873  se  decretó  y  san- 
cionó por  la  Asamblea  Nacional  una  ley  mandando  que  los 
Notarios  de  los  dominios  de  Ultramar  con  residencia  fija  llama- 
dos de  Indias,  cualesquiera  que  fuesen  las  prácticas  en  con- 
trario, llevarían  protocolo  propio  de  todos  los  contratos  y  acto- 
extrajudiciales  que  autorizasen  y  gozarían  de  todas  las  facul- 
tades concedidas  á  los  Notarios  públicos  por  la  ley  de  28  de 
Mayo  de   1862: 

Resultando  que  mandado  publicar  dicha  ley  en  las  Gacetas 
de  las  referidas  provincias  de  Ultramar,  y  puestos  en  ejecu- 
ción, varios  Notarios  de  Indias,  abrieron  protocolos  de  escri- 
turas públicas,  á  lo  cual  se  opusieron  los  Escribanos  públicos 
de  la  Habana ,  por  no  haberse  llenado  las  formalidades  de  la 
ley  de  28  de  Mayo  de  1862  que  era  la  del  Notariado,  mandada 
cumplir  por  la  de  3  de  Marzo: 

Resultando  que  formado  expediente  con  tal  motivo  por  la 
Sala  de  gobierno  de  la  Audiencia  de  la  Habana  y  elevádolo  á 
la  resolución  del  Ministro  de  Ultramar,  se  oyó  el  dictamen 
del  Consejo  de  Estado  y  el  de  la  Sala  de  gobierno  de  este  Tri- 
bunal Supremo : 

Resultando  que  antes  de  esto,  y  á  consecuencia  de  un  de- 
creto sobre  el  Notariado  de  29  de  Octubre  de  1873 ,  se  dicto 
por  el  Gobierno  en  25  de  Febrero  último  otro  modificándolo,  y  *á 
virtud  de  los  informes  antes  expresados  se  dio  una  orden  en  12 
de  Octubre  posterior  de  conformidad  con  aauellas,  desestimando 
la  solicitud  de  D.  Agustín  Valerio  González  y  demás  Escríba- 
nos públicos  numerarios  de  la  ciudad  de  la  Habana,  para  que 
se  derogase  la  ley  de  3  de  Marzo,  la  modificación  del  decreto 
de  29  de  Octubre  de  1873  y  la  revocación  del  de  25  de  Fe- 
brero de  1874,  sobre  Notarlas  en  Cuba  y  Puerto-Rico: 

Resultando  que  contra  esta  orden  y  el  decreto  de  25  de  Fe- 
brero presentaron  demanda  contencioso-administrativa  los  mis- 
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mos  Escribanos  públicos  numerarios  de  la  Ciudad  de  la  Ha- 
bana, ante  este  Tribunal  Supremo  en  16  de  Octubre  último, 
representados  por  el  Dr.  D.  Fernando  Vida,  pidiendo  su  revo- 
cación, fundándose  para  su  admisión,  en  que  el  decreto  de  25 
de  Febrero  es  una  resolución  definitiva  que  causa  estado  por 
por  lo  que  procede  contra  él  la  vía  contencioso-administrativa, 
toda  vez  que  acordado  su  cumplimiento  por  la  Audiencia  de 
la  Habana  y  mandado  publicar  en  la  Gacela  oficial  de  16  de 
Abril,  esta  publicación  no  pudo  tener  efecto  lo  más  pronto 
"hasta  el  dia  17  y  no  habia  expirado  por  tanto  el  plazo  de  seis 
meses  que  para  interponer  el  recurso  concede  la  ley ,  y  que 
la  orden  del  dia  12  de  Octubre  era  confirmatoria  de  dicho  de- 
creto denegándoles  por  ella  la  solicitud  que  tenian  hecha 
acerca  del  protocolo  que  indebidamente  habian  abierto  las  No- 
tarías de  Indias. 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gu- 
bernativo y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal ,  se  ha 
opuesto  á  la  ad  nision  de  la  demanda  apoyado  en  que  el  de- 
creto de  25  de  Febrero  tuvo  por  objeto  acordar  la  reversión 
al  Estado  de  todos  los  oficios  de  la  fé  pública  enajenados, 
resolver  la  forma  de  indemnizar  á  los  propietarios,  determinar 
los  documentos  que  estos  habian  de  exhibir  para  justificar  su 
propiedad  y  tomar  todas  las  disposiciones  necesarias  para  el 
planteamiento  de  la  nueva  Ley  del  Notariado,  que  próxima- 
mente habia  de  empezar  á  regir;  que  este  decreto  era  pues 
una  disposición  de  carácter  general  que  organizaba  ó  alteraba 
un  servicio  público  en  la  forma  que  el  Poder  Ejecutivo  habia 
creido  más  conveniente,  y  que  no  era  por  consiguiente  recla- 
mable  en  la  vía  contenciosa,  por  no  poder  ser  objeto  de  con- 
tención judicial  las  facultades  gubernamentales  para  organizar 
los  servicios  del  Estado  como  crea  más  oportuno,  porque  tanto 
seria  esto  como  privarle  de  sus  altas  atribuciones  áe  Gobierno; 
que  lo  que  puede  ser  objeto  de  reclamación  contenciosa  es  la 
aplicación  de  la  legalidad  creada,  pero  jamás  la  legalidad 
que  se  establezca,  cuyo  principio  está  sancionado  por  la  ju- 
risprudencia constante  y  que  la  orden  de  12  de  Octubre  no 
hizo  más  que  denegar  la  pretensión  de  los  recurrentes  para 
que  se  revocase  el  anterior  decreto  y  de  admitir  la  demanda 
contra  ella  seria  tanto  como  admitirla  contra  el  decreto  mismo; 
en  cuyo  estado  se  pusieron  los  autos  de  manifiesto  por  tres 
dias  á  la  parte  demandante,  al  sólo  efecto  de  instrucción  del 
dicho  escrito  fiscal. 

Visto ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  1).  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  son  dos  las  demandas  que  se  interponen 
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por  D.  Agustín  Valerio  González  y  otros,  Escribanos  públicos 
de  número  de  la  Habana,  la  primera  para  que  se  deje  siu 
efecto  el  decreto  dé  25  de  Febrero  de  1874,  y  la  segunda  par* 
que  asimismo  se  revoque  la  orden  de  12  de  Octubre  siguiente: 
Considerando  respecto  de  la  primera,  que  el  decreto  de  2."> 
de  Febrero,  no  por  su  forma  sino  también  por  su  fondo,  m 
resuelve  cuestión  alguna  particular  sino  que  se  reduce  á  dictar 
las  disposiciones  de  carácter  general  que  deberán  observarse 

}>ara  calificar  los  oficios  enajenados  de  la  fé  pública  y  declarar 
os  derechos  de  los  dueños  de  los  mismos  en  las  Islas  de  CuV* 
y  Puerto-Rico ,  así  como  su  reversión  al  Estado  en  determi- 
nadas circunstancias,  previa  indemnización: 

Considerando  que  las  resoluciones  de  esta  índole,  son  do 
la  exclusiva  competencia  de  la  administración  activa,  pues  á 
ella  corresponde  el  arreglo  de  los  servicios  públicos  y  no  son 
susceptibles  de  contención: 

Considerando  respecto  de  la  segunda,  que  si  bien  la  orden 
reclamada  se  concreta  á  denegar  ,1a  derogación  de  la  ley  de  3 
de  Marzo  de  1870  y  la  reforma  y  revocación  de  los  decretos 
de  29  de  Octubre  de  1873,  y  25  de  Febrero  de  1874,  el  hecho 
es  que  viene  en  ella  también  envuelta  la  denegación  en  ab- 
soluto de  las  pretensiones  formuladas  primero  en  la  Habana 
}r  después  en  Madrid,  respecto  del  modo  y  forma  con  que  dicha 
ey  se  ha  puesto  en  ejecución  en  las  Antillas,  y  cuya  forma 
pretenden  los  Escribanos  públicos  de  número  de  la  Habana 
que  se  ha  violado  la  ley  misma  y  lastimado  sus  antigua- 
derechos: 

Considerando  que  presentada  así  la  cuestión  el  recurso  uu 
va  contra  la  ley,  sino  contra  su  aplicación: 

Y  considerando  que  sobre  los  actos  administrativos  que  al 
tratarse  de  aplicar  una  ley  violan  derecho*  particulares,  no 
ya  preexistentes  á  la  misma,  sino  que  en  el  concepto  de  los 
recurrentes  ella  también  ampara  y  proteje,  procede  la  via 
contenciosa ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente dicha  vía  en  el  primer  extremo  y  procedente  en  el  se- 
gundo; y  en  su  virtud  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  de- 
manda respecto  al  decreto  de  25  de  Febrero  de  1874  -y  ¿^e 
admite  con  relación  á  la  orden  de  12  de  Octubre  del  mísmv 
año  en  el  punto  sólo  que  se  refiere  á  la  aplicación  de  la  ley 
de  3  de  Marzo  de  1873.  Se  há  por  parte  al  Dr.  D.  Fernando 
Vida  en  la  representación  que  tiene  acreditada  en  autos  y 
póngasele  de  manifiesto  el  expediente  gubernativo  por  térnu- 
no  de  veinte  dias  á  los  efectos  procedentes. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
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ceta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.=José  María  Herreros  de 
Tejada.  =s Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Manuel  León.  =  Francisco 
Armesto.=Luis  Vázquez  Mondrag,on.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  delTribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera  del 
mismo,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  13 
de  Enero  de  1875.=Enrique  Medina. 

Nüm.  100. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Pago  dbl  importe  de  la.  rehabilitación  de  una  línea  tele- 
gráfica del  Estado.  —  Sentencia  de  13  de  Enero  de  1875, 
absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la 
demanda  interpuesta  por  la  Compañía  del  ferro  carril  de 
Tudela  á  Bilbao,  contra  la  orden  de  1.°  de  Marzo  de  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Que  según  la  Ley  de  ferro-carriles  de  3  de  Junio  de  1855, 
en  su  art.  37,  en  todas  las  líneas  se  establecerá  un  teUgrajo 
eléctrico  con  los  hilos  que  se  determine  en  la  concesión  de  cada 
vno,  siendo  de  cuenta  de  las  empresas  la  construcción  y  conser- 
vación, y  corriendo  á  cargo  del  Gobierno  el  servicio  de  la  cor- 
respondencia oficial  y  privada, 

2.°  Que  se  dispone  por  el  art.  19  del  pliego  de  condiciones 
generales  para  la  concesión  de.  ferro-car  rii  es  de  15  de  Febrero 
de  1856,  que  la  empresa  establecerá  un  telégrafo  eléctrico  exclu- 
sivamente para  el  servicio  de  la  explotación,  debiendo  los  postes 
de  este  telégrafo  estar  dispuestos  para  recibir  él  nümzro  de  hilos 
que  el  Gobierno  necesite  para  su  servicio  y  el  del  público ;  y 
estando  obligada  la  empresa  a  facilitar  el  local  conveniente  en 
sns  estaciones  para  dicho  servicio,  la  custodia,  conservación  y 
reparaciones  de  los  hilos,  y  de  todo  el  material  exterior  a  las 
estaciones  que  establezca  él  Gobierno,  será  de  cuenta  de  la  em- 
presa. 

3.°  Que  por  el  art.  175  del  reglamento  de  8  de  Julio  de 
1859  para  la  ejecución  de  la  Ley  sobre  policía  de  los  ferro- 
carriles de  14  de  Nociembre  de  1855,  se  ord,ena  qiu  tanto  la 
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bre  de  1867,  en  todas  las  cuales  creía  se  trataba  sólo  del  es- 
tablecimiento, conservación  y  reparación  del  telégrafo,  pero 
no  de  un  nuevo  establecimiento  del  mismo  destruido  por  fuerza 
mayor  de  una  longitud  grande,  como  sucedía  en  el  presea- 
te  caso: 

Resultando  que  el  Ministro  de  Fomento,  conformándose 
con  el  anterior  informe,  por  orden  de  30  de  Setiembre  de  1872 
declaró,  significándolo  al  Ministerio  de  la  Gobernación  ,  que 
la  Compañía  del  ferro-carril  de  Tudela  á  Bilbao  no  estaba 
obligada  á  costear  la  rehabilitación  del  telégrafo  entre  esta 
capital  y  Miranda,  destinado  al  servicio  del  Gobierno: 

Resultando  que  elevado  el  acuerdo  de  la  Dirección  de  Te- 
légrafos de  que  se  ha  hecho  mérito  al  Ministerio  de  la  Gober- 
nación, y  en  vista  de  lo  decidido  en  la  anterior  orden,  este 
centro  dictó  la  de  1.°  de  Marzo  de  1873,  por  la  que  confirmó 
el  mencionado  acuerdo,  significando  al  Ministro  de  Fomento 
las  razones  en  que  fundaba  la  resolución  de  que  la  Compañía 
del  ferro-carril  de  Tudela  á  Bilbao  costease  la  rehabilitación 
de  la  línea  telegráfica  al  servicio  del  Estado,  á  fin  de  que  se 
dictaran  por  aquel  centro  y  con  arreglo  á  las  disposiciones 
vigentes  las  órdenes  oportunas,  evitando  el  que  en  un  mismo 
asunto  entendiesen  dos  Ministerios  distintos,  y  la  contradic- 
ción de  que  esto  podría  resultar  en  sus  disposiciones,  como 
venia  sucediendo: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Eduardo  Garamendi,  en 
representación  de  la  Compañía  del  ferro-carril  de  Tudela  á 
Bilbao,  en  15  de  Setiembre  de  1873  entabló  demanda,  que 
después  amplió  en  este  Supremo  Tribunal,  solicitando  se  deje 
sin  efecto  la  orden- reclamada,  y  se  declare  que  el  coste  de 
la  rehabilitación  de  la  línea  telegráfica  del  Estado  en  la  sec- 
ción de  Miranda  á  Bilbao,  ya  en  cuanto  á  los  hilos,  ya  tam- 
bién respecto  al  material  exterior  de  las  estaciones,  corres- 
pondía ai  Gobierno,  en  cuyo  concepto  debe  abonar  á  la  Com- 
pañía las  cantidades  invertidas  con  este  objeto,  fundándose 
en  los  artículos  37  de  la  ley  de  3  de  Junio  de  1855,  del  re- 
glamento  de  8  de  Julio  de  1859  para  la  ejecución  de  la  ley 
de  14  de  Noviembre  de  1855  sobre  policía  de  los  ferro-carrí- 
les,  de  cuya  legislación  general  se  deduce  que  la  destrucción 
ó  deterioro  producido,  ya  por  abuso  de  los  empleados,  ya  por 
el  uso  natural,  sea  su  reparación  de  cuenta  de  la  empresa: 
que  el  contrato  para  la  concesión  del  ferro-carril  de  Tudela  á 
Bilbao  contiene  condiciones  que  en  nada  alteran  la  ley  gene- 
ral, obligándose  la  empresa  á  establecer  un  telégrafo  eléctrico 
completo  con  dos  hilos  para  el  servicio  del  Gobierno,  que 
conservaría,  custodiaría  y  revocaría:  que  no  habiendo  en  el 
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pacto  condición  alguna  que  altere  las  generales,  la  empresa 
responde  de  la  destrucción  producida  por  el  uso  natural,  pero 
no  de  la  que  lo  haya  sido  en  una  longitud  considerable  por 
fuerza  mayor  como  se  reconoce  en  la  orden  de  30  de  Setiem- 
bre de  1872  del  Ministerio.de  Fomento;  que. tratándose  de  un 
servicio  telegráfico  en  buen  estado,  bien  vigilado  y  destruido 

Eor  fuerza  armada,  constituye  un  caso  extraordinario  que  se 
alia  fuera  de  la  letra  y  espíritu  del  contrato  vigente,  el  cual 
no  abarca  otros  actos  que  los  previstos  en  sus  cláusulas,  por 
ser  precepto  de  derecho  que  lo  extraordinario  no  obliga  si  no 
se  estipula;  y  faltando  aquí  la  estipulación  del  hecho  extraor- 
dinario acaecido,  mal  puede  obligarse  á  la  empresa  contra- 
yente á  soportar  el  perjuicio  ocasionado;  cuya  doctrina  se 
corrobora  en  la  teoría  del  caso  fortuito  aplicable  á  la  legis- 
lación administrativa  como  á  la  común,  por  no  tener  aquella 
prescripciones  especiales:  que  el  sentimiento  equitativo  de  la 
ley  en  materia  de  feasos  fortuitos  llega  hasta  el  punto  de  mo- 
dificar su  rigorismo  tratándose  de  la  persona  del  arrendatario, 
pues  que  dispone  que  si  por  el  principio  general  la  cosa  perece 
para  su  dueño,  los  frutos  de  la  finca  debe  perderlos  el  arren- 
datario porque  le  pertenece;  y  sin  embargo,  el  interés  de  la 
agricultura  aconseja  que  se  le  protej'a,  por  lo  cual  la  ley  obliga 
al  dueño  de  una  finca  á  que  en  estas  ocasiones  preste  el  caso 
fortuito,  en  cuya  situación  se  encuentra  hoy  la  empresa:  que 
el  Ministerio  de  la  Gobernación  al  negar  á  la  empresa  su  de- 
recho á  ser  indemnizada  funda  su  resolución  en  el  decreto  de  12 
de  A.bril  de  1871,  siendo  así  que  existia  va  doctrina  estable- 
cida en  la  Real  orden  de  31  de  Octubre  áe  1867,  expedida  á 
consecuencia  de  igual  pretensión  deducida  por  la  empresa  de 
caminos  de  hierro  del  Norte  de  España  en  la  cual  se  declaró 
qué  sólo  estaba  obligada  á  custodiar,  conservar  y  reparar,  nó 
á  renovar  ni  hilos  ni  material  cuando  lo  requiera  la  totalidad 
ó  parte  de  una  línea;  pero  que  el  decreto  indicado  no  se  puso 
en  contradicción  con  las  disposiciones  anteriores,  sino  que  se 
limitó  á  declarar  que  corresponde  al  Ministerio  de  lá  Gober- 
nación ejercer  su  acción  directa  sobre  las  empresas  de  caminos 
de  hierro  en  cuanto  tenga  relación  con  el  servicio  telegráfico; 
pero  que  en  ese  decreto  ni  se  confunde  el  caso  de  reparación 
y  conservación  con  el  de  nueva  construcción,  ni  las  circuns- 
tancias normales  con  las  extraordinarias  y  anormales;  en  la 
jurisprudencia  establecida  por  éste  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  23  de  Noviembre  de  1872,  resolviendo  un  recurso 
contencioso  entablado  por  el  Banco  de  España  contra  una  re- 
solución gubernativa  sobre  abono  por  el  Gobierno  de  cantida- 
des sustraídas  á  un  encargado  de  la  recaudación  de  contribu- 
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ciones  por  una  cuadrilla  de  ladrones;  y  en  que  habiendo  sido 
destruíaos  los  hilos  del  telégrafo,  cuya  propiedad  y  uso  era 
del  Gobierno,  por  una  partida  carlista,  suceso  que  era  impo- 
sible prever  ni  resistir,  constituye  un  verdadero  caso  fortuito, 
sobre  el  cual  no  hubo  pacto  anterior;  y  que  no  habiendo  tam- 
poco por  parte  de  la  Compañía  dolo  ni  negligencia,  no  está 
obligada  á  pagar  este  perjuicio: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviera 
á  la  Administración  de  la  demanda  y  se  confirmase  la  orden 
reclamada,  fundándose  en  el  art.  37  de  la  Ley  general  de  ferro- 
carriles .de  3  de  Junio  de  1855,  en  el  19  del  pliego  de  condi- 
ciones generales  para  la  concesión  de  ferro-carriles  de  15  de 
Febrero  de  1856,  en  las  condiciones  22  y  23  de  las  particulares 
de  la  concesión  de  la  línea  de  Tudela  á  Bilbao,  por  las  cuales  se 
comprometió  la  Compañía  á  establecer  un  telégrafo  eléctrico  de 
dos  hilos  para  el  servicio  del  Gobierno,  obligándose  al  cumpli- 
miento de  las  prescripciones  de  la  ley  general  de  3  de  Junio 
de  1855,  y  en  el  art.  175  del  reglamento  de  8  de  Julio  de  1859 
para  la  ejecución  de  la  Ley  sobre  policía  de  ferro-carriles  de 
14  de  Noviembre  de  1855:  que  semej'antes  prescripciones  á  las 
anteriores  se  ftj'an  en  el  Real  decreto  de  12  de  Abril  de  1871 
en  sus  artículos  3.°  y  5.°;  añadiendo  que  las  empresas  reparen 
inmediatamente  á  su  cargo  toda  avería  que  ocurra  en  las  li- 
neas: que  el  establecimiento,  conservación  y  reparación  del 
telégrafo  destinado  al  servicio  del  Gobierno  es  una  carga  que 
se  impone  á  las  empresas  en  cambio  de  la  subvención  y  otros 
auxilios  que  reciben  del  Estado:  que  los  preceptos  menciona- 
dos, siendo  terminantes  y  absolutos,  no  excluyen  la  rehabili- 
tación de  la  línea  telegráfica  destruida,  sino  que  virtual  mente 
comprenden  este  caso,  puesto  que  hablan  también,  no  sólo  do 
custodia,  entretenimiento  y  conservación,  sino  de  reparación 
de  hilos  y  de  todo  el  material  exterior  á  las  estaciones:  que 
si  el  caso  fortuito  no  se  presta  según  los  principios  genérale* 
de  derecho  y  la  cosa  perece  para  su  dueño,  la  empresa  debe 
considerarse  como  tal,  no  obstante  su  carácter  de  usufructuaria 
por  el  término  de  noventa  y  nueve  años;  siendo  evidente  p<»r 
tanto  que  el  Estado  no  está  obligado  á  la  rehabilitación  de 
la  línea  telegráfica  destruida  por  un  golpe  de  fuerza:  que  la 
resolución  reclamada  es  justa,  y  nada  puede  exigirse  a  la 
Administración;  pero  si  por  razones  de  equidad  la  Compañía 
demandante  pudiera  aspirar  á  alguna  indemnización,  e>t<- 
tiene  que  ser  obj'eto  de  un  expediente  general  y  en  el  que 
figuren  todas  las  empresas  que  se  hallen  en  igual  caso;  y  qu~ 
todo  lo  referente  al  servicio  del  telégrafo  oficial  antes  y  d 
pues  del  Real  decreto  de  12  de  Abril  de  1871  ha  sido  y  es  d 
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la  competencia  del  Ministerio  de  la  Gobernación ,  por  lo  que 
carecen  de  fuerza  las  declaraciones  que  acerca  de  aquellas 
materias  haya  hecho  el  Ministerio  de  Fomento ,  por  más  que 
de  él  dependan  la  concesión,  construcción  y  explotación  délos 
ferro-carriles.  '  # 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez 
Mondragon. 

Considerando  que,  según  la  Ley  de  ferro-carriles  de  3  de 
Junio  de  1855,  en  su  art.  37,  en  todas  las  lineas  se  establecerá 
un  telégrafo  eléctrico  con  los  hilos  que  se  determine  en  la 
concesión  de  cada  uno ,  siendo  de  cuenta  de  las  empresas  la 
construcción  y  conservación,  y  corriendo  á  cargo  del  Gobierno 
el  servicio  de  la  correspondencia  oficial  y  privada: 

Considerando  que  se  dispone  por  el  art.  19  del  pliego  de 
condiciones  generales  para  lá  concesión  de  ferro-carriles  de 
15  de  Febrero  de  1856,  que  la  empresa  establecerá  un  telégrafo 
eléctrico  exclusivamente  para  el  servicio  de  la  explotación, 
debiendo  los  postes  de  este  telégrafo  estar  dispuestos  para  re- 
cibir el  número  de  hilos  que  el  Gobierno  necesite  para  su 
servicio  y  el  del  público;  y  estando  obligada  la  empresa  á  fa- 
cilitar el  local  conveniente  en  sus  estaciones  para  dicho  ser- 
vicio, la  custodia,  conservación  y  reparaciones  de  los  hilos,  y 
de  todo  el  material  exterior  á  las  estaciones  que  establezca  el 
Gobierno,  será  de  cuenta  de  la  empresa: 

Considerando  que,  según  las  condiciones  22  y  23  de  las 
particulares  de  la  concesión  de  la  linea  de  Tudela  á  Bilbao, 
se  comprometió  la  Compañía  á  establecer  un  telégrafo  eléc- 
trico con  dos  hilos  para  el  servicio  del  Gobierno,  sin  perjuicio 
de  los  que  además  colocase  para  el  especial  de  su  línea,  y 
quedó  obligada  también  al  cumplimiento  de  las  prescripcio- 
nes de  la  ley  general  de  3  de  Junio  de  1855: 

Considerando  que  por  el  Art.  175  del  reglamento  de  8  de 
Julio  de  1859  para  la  ejecución  de  la  Ley  sobre  policía  de  los 
ferro-carriles  de  14  de  Noviembre  de  1855  se  ordena  que  tanto 
la  custodia  como  el  entretenimiento  y  buena  conservación  del 
material  de  los  telégrafos,  incluso  los  hilos  destinados  al  ser- 
vicio del  Gobierno,  serán  de  cuenta  de  las  empresas,  y  que 
las  faltas  cometidas  en  el  servicio  telegráfico  y  las  que  den 
ocasión  á  que  su  material  se  destruya  ó  deteriore  se  conside- 
rarán como  las  cometidas  contra  la  vía,  y  en  tal  concepto  serán 
castigadas  cotí  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  15  de  la  ci- 
tada ley  de  policía: 

Considerando  que  por  los  artículos  3.°  y  5.°  del  Real  de- 
creto de  12  de  Abril  de  1871  se  dispone  que  las  empresas, 
además  de  facilitar  los  hilos  que  su  concesión  especial  deter- 
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mine,  tengan  dispuestos  los  postes  para  recibir  el  número  de 
hilos  que  el  Gobierno  necesite  colgar ,  siendo  obligación  de 
las  mismas  empresas  «conservar,  entretener  y  reparar  unos 
y  otros  con  el  material  necesario  al  efecto,  asi  como  también 
reparar  inmediatamente  toda  avería  que  ocurra  en  las  líneas 
á  su  cargo:» 

Considerando  que  el  establecimiento,  conservación  y  repa- 
ración del  telégrafo  destinado  al  servicio  del  Gobiernp,  como 
el  trasporte  gratuito  del  correo  y  otros ,  es  una  carga  ó  ser- 
vicio que  se  impone  á  las  Compañías  en  compensación  de  la 
subvención  é  importantes  auxilios  que  recibe  del  Estado: 

Considerando  que  las  prescripciones  antes  expresadas  son 
terminantes  y  absolutas ,  sin  que  excluyan  la  rehabilitación 
de  la  línea  telegráfica  destruida,  ó  la  renovación  de  los  hilos 
y  material  del  todo  ó  parte  de  lát  misma,  y  antes  por  el  con- 
trario comprenden  virtual  mente  este  caso,  puesto  que  hablan, 
no  sólo  de  custodia,  entretenimiento  y  conservación ,  sino  de 
reparación  de  los  hilos  y  todo  el  material  exterior  á  las  esta- 
ciones, y  obligan  á  las  empresas  á  reparar  toda  avería  que 
ocurra  en  las  líneas  de  que  sean  concesionarias: 

Considerando  que,  además  y  por  lo  mismo  que  según  los 
principios  generales  de  derecho  el  caso  fortuito  no  se  presta 
ó  nadie  responde  de  él,  y  que  la  cosa  perece  para  su  dueño, 
debiendo  considerarse  como  tal  á  la  empresa  por  lo  que  toca 
al  telégrafo,  aun  dado  su  carácter  de  usufructuaria  del  ferro- 
carril por  el  término  de  noventa  y  nueve  años,  es  evidente 
que  el  Estado  no  se  halla  obligado  á  costear  la  rehabilitación 
de  la  línea  telegráfica  de  su  servicio  especial,  destruida  por 
un  golpe  de  fuerza  ó  á  mano  airada,  con  tanto  más  motivo, 
cuanto  que  esta  destrucción  constituye  un  verdadero  hecho 
punible,  previsto  y  castigado  por  las  leyes; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  presente  demanda ,  y  en 
su  consecuencia  dejamos  firme  y  subsistente  la  orden  recla- 
mada expedida  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  en  1.°  de 
Marzo  de  1873. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gace- 
ta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio,  con  la  certificación  prevenida, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =Jttan  González 
Acevedo.=Pascual  Bayarri.  ¿=  Manuel  Leon.=Ignacio  Viei- 
tes.= Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez  Mon  dragón. = Diego 
Fernandez  Cano. 

Publicación : 
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Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Luis  Vaaquez  Mondragon,  Magistrado  déla 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pú- 
blica la  misma,  en  el  dia  de  hoy ,  de  <jue  certifico1  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  é  13  de  Enero  de  1875.= Licen- 
ciado Manuel  Aragoneses  Gil. 

NiJir.  101. 
ÜN1CA  INSTANCIA. 


Caducidad  db  una  mina.— Sentencia  de  16  de  Enero  de  1875, 
absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la 
demanda  interpuesta  por  Doña  Aseension  Requena  y  Fer- 
nandez, contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de 
Fomento  en  14  de  Setiembre  de  1868. 

En  los  considerandos  se  establece: 

Que  en  la  regla  4.*  del  art.  79  del  reglamento  de  5  de  Oc- 
twbré  de  1859  se  establece  que,  si  por  ignorarse  y  no  hacerse 
constar  la  existencia  de  una  concesión  anterior  en  el  terreno  so- 
licitado siguiese  el  expediente  todos  sus  trámites  hasta  conce- 
derse la  investigación  ó  registro  después  de  trascurrido  el  plazo 
para  reclamar,  según  la  ley  y  el  art.  86  del  mismo  reglamento, 
sin  haberlo  verificado,  no  se  admitirá  recurso  alguno  que  tenga 
por  objeto  anular  el  nuevo  expediente;  y  que  para  estos  casos ,  y 
para  todos  los  efectos  legales  sucesivos,  se  reputará  caducada  la 
concesión  en  cuyo  terreno  posteriormente  se  haya  obtenido  otra, 
de  cualquiera  clase  que  sea. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  16  de  Enero  de  1875 ,  en  lofe  autos 
contencioso-admiñistrativos,  pendientes  ante  la  Sala,  en  pri- 
mera y  única  instancia,  seguíaos  por  Doña  Ascensión  Requena 
y  Fernandez ,  representada  de  último  estado  por  el  Procura- 
dor D.  Claudio  Rita  Vázquez,  contra  la  Administración  general, 
del  Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiScal ,  coadyuvada 
por  el  Licenciado  D.  Acacio  Cbarrin  Tijero,  á  nombre  de  Don 
Hilario  Romo,  como  Presidente  de  la  Sociedad  especial  minera 
nombrada  'Sú/n  Fulgencio ,  sobre  revocación  de  la  Real  orden 
de  14  de  Setiembre  de  1868,  que  declaró  caducada  para  todos 
los  efectos  legales  la  mina  Buenavislat 

Resultando  que  en  20  de  Marzo  de  1841  solicitó  D.  Blas 
Requena  del  Inspector  de  minas  de  la  provincia  de  Murcia  el 
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registro  con  el  nombre  de  Buenadista  de  upa  mina  situada  en 
la  umbria  del  Cajhézo  de  Don  Juan,  término  de  dicha  ciudad 
y  sitio  denominado  de  Buenavista,  en  la  ladera:  lindando  por 
Norte  con  la  prolongación  de  la  misma;  Mediodía  con  el  Ca- 
bezo de  Don  Juan ;  Levante  con  el  barranco  Pajarilio ,  y  Po- 
niente con  la  ladera  y  límites  del  pozo  de  Buenavista;  y  for- 
mado el  oportuno  expediente ,  que  se  siguió  por  los  trámites 
legales,  se  le  demarcó  y  puso  en  posesión  de  ella  el  día  9  de 
Marzo  de  1842: 

Resultando  que  en  19  de  Abril  de  1850  registró  asimismo 
D.  Manuel  Corona  con  el  nombre  de  Casualidad  dos  perte- 
nencias de  terreno  plomizo  antiguo,  sito  en  el  Cabezo  de  Don 
Juan,  barranco  del  Pajarilio,  en  la  Diputación  de  Algar,  ter- 
mino de  Cartagena;  y  seguido  el  expediente  la  tramitación 
debida,  como  no  se  presentase  á  satisfacer  los  derechos  de  ex- 

{>edicion  del  titulo,  ni  aceptara  las  condiciones  generales  de  la 
ey  y  reglamento,  se  declaró  caducada  por  Real  orden  del 
dia  13  de  Enero  de  1857: 

Resultando  que  en  25  de  Octubre  de  1850  D.  Pedro  Moreno 
Bermejo  presentó  escrito  al  Gobernador  de  la  provincia  de 
Murcia,  pretendiendo  se  declarase  la  caducidad  de  la  mina 
nombrada  Casualidad  por  estar  suspensas  sus  labores  por 
más  tiempo  del  marcado  por  la  ley,  y  se  admitiese  el  denun- 
cio que  hacia,  manifestando  asimismo  se  hallaba  situada  en 
el  Cabezo  de  Don  Juan,  Diputación  de  Algar,  término  de  Car- 
tagena; y  hecha  la  oportuna  notificación  al  concesionario,  siu 
3ue  se  opusiese  á  la  denuncia,  declaró  el  Gobernador  en  decreto 
e  28  de  Febrero  de  1856  haber  lugar  á  la  caducidad  de  la 
mina  denunciada; 

Resultando  que  á  su  virtud  el  D.  Pedro  Moreno  Bermejo 
solicitó  dicha  mina  con  el  nombre  de  JRómulo;  y  existiendo 
terreno  franco  y  mineral  á  la  vista,  se  admitió  la  solicitud  de 
registro  y  se  tramitó  el  expediente  en  debida  forma,  hacién- 
dose la  demarcación  oportuna,  aceptando  el  interesado  las  ba- 
ses marcadas  por  la  ley ,  v  pagando  los  derechos  necesarios 
para  la  expedición  del  titulo,  cediéndola  después  á  la  Sociedad 
San  Fulgencio:* 

Resultando  qfte  en  27  de  Agosto  de  1860  pretendió  D.  An- 
tonio Albadalejo  y  Hernández  que  se  le  concediese  el  registro 
.de  una  pertenencia  minera  con  el  nombre  áeSan  Antonio  en 
un  minado  antiguo  que  perteneció  á  una  mina  con  el  nombre 
de  B\wuLvistay  de  D.  Blas  Requena,  la  cual  hacia  diez  y  ocho 
años  que  no  se  habia  trabajado,  situada  en  terreno  realengo 
del  lugar  de  Algar,  paraje  llamado  Ladera  del  Cabezo  de  Dan 
Juan,  término, de  Cartagena;  y  hecha  oposición  por  el  Se- 
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Suena,  se  dictó  un  decreto  por  el  Gobernador  en  26  de  Abril 
e  1861  manifestando  carecia  de  base  el  expediente,  puesto 
que  no  existia  la  mina  cuyo  abandono  se  denunció,  por  estar 
ocupado  su  terreno  legítimamente  por  otra  que  tenia  en  com- 
pleta actividad  sus  trabajos: 

Resultando  que  en  el  año  de  1860  solicitó  D.  Blas  Requena 
del  Gobernador  de  la  provincia  de  Murcia  que  por  u,n  Inge- 
niero se  procediese  al  reconocimiento  y  deslinde  interior  de 
las  minas  colindantes  6  Bu  en  avista,  por  habérsele  becbo  en- 
tender que  por  la  galería  del  barranco  del  Pajarillp,  propia 
de  D.  Hilarión  Rous,  y  por  la  mina  Bicena  Inocencia,  de  Don 
Joaquin  Moreno,  se  habían  introducido  con  sus  labores  inte- 
riores en  el  terreno  de  aquella,  arrancando  y  extrayendo  sus 
minerales,  lo  que  constituía  un  ataque  al  derecho  de  propiedad 
y  un  abuso  que  debia  corregirse: 

Resultando  que  formado  expediente  ^con  este  motivo,  se 
acreditó  en  él  que  D.  Hilarión  Rous,  como  dueño  de  la  mitad 
del  interés  de  la  Sociedad  San,  Fulgencio^  á  que  pertenecia  la 
mina  nombrada  Rómulo ,  interpuso  interdicto  de  recobrar  la 

Sosesion  ele  la  misma  contra  D.  Blas  Requena,  en  el  cual  se 
ictó  sentencia  restituyeudo  la  posesión  que  pretendía  al  pri- 
mero, y  condenando  al  segundo  á  que  dejase  á  su  disposición 
la.mina  con  lo  demás  que  se  expresa;  y  después  de  otras  ac- 
tuaciones, certificó  el  Oficial  Interventor  de  la  Administración 
de  provincia  que  la  mina  Bnenavista,  sita  en  el  Cabezo  de  la 
Pilica,  pertenecia  á  D.  Blas  Requena ,  el  que  pagaba  200  rea- 
les anuales  desde  30  de  Junio  de  1853  hasta  l.9  ae  Julio  de  1859; 
expresando  el  Ingeniero  que  en  la  superficie  que  se  asignaba  á 
dicha  mina,  según  el  punto  de  partida  dado  por  Requena,  no 
existia  labor  subterránea  de  importancia,  pues  según  decía  el 
mismo  habían  sido  hechas  por  los  pozos  ae  la  Crescencia  Se- 
gunda y  Descuido ;  y  que  con  mérito  á  Wdo,  y  de  conformidad 
con  lo  informado  por  el  Consejo  provincial,  dictó  un  decreto 
el  Gobernador  en  12  de  Abril  de  1861  denegando  la  solicitud 
de  D.  Blas  Requena  por  reputar  como  caducada  la  primera 
concesión  de  la  mina  Buenatista^  cuya  propiedad  se  revertiera 
al  Estado  con  asentimiento  de  su  registrador,  ¿  cuya  vista  se 
realizó  el  registro  practicado  por  D.  Pedro  Moreno  en  la  mina 
Casualidad^  bajo  el  nombre  de  Bómulo;  y  en  su  virtud  declaró 
nulo  el  expediente  de  registro  San  Antonio ,  como  practicado 
en  el  terreno  en  que  se  suponía  la  referida  mina  Éuenavista: 
Resultando  que  pedida  por  D.  Blas  Requena  la  suspensión 
de  labores  de  ambas  minas  hasta  que  en  definitiva  se  resol- 
viese lo  que  fuera  procedente ,  dictó  nuevo  decretó  el  Gober- 
nador en  25  de  Abril  siguiente ,  considerando :  primero ,  que 
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la  mina  Hámulo  fué  denunciada  y  posesionada  con  dicho  nom- 
bre por  D.  Pedro  Moreno,  siendo  la  misma  que  con  el  de  Ca- 
rnalidad registró  D.  Manuel  Corana  en  1850:  segundo,  que 
del  plano  del  Ingeniero  de  11  de  Setiembre  de  18W  se  des- 
prendía que  la  Hámulo  ocupaba  todo  el  perímetro  de  la  Buena- 
vista,  cuya  diligencia  se  practicó,  designando  D.  Blas  Re- 
quena él  punto  de  partida;  y  el  de  la  Hámulo  el  indicado  en 
la  nota  de  demarcación ,  según  constaba  del  informe  original 
de  dicho  Ingeniero:  tercero,  que  todo  este  orden  natural  de 
acontecimientos  sólo  conducia  á  la  consecuencia  lógica  y  na- 
tural de  que ,  abandonada  la  mina  Buenavista  por  su  concesio- 
nario y  no  se  opuso  al  registro  Casualidad  ni  al  denuncio  de 
ésta  por  Moreno,  que  la  registró,  como  quedaba  expuesto,  con 
el  nombre  de  Hámulo,  dejando  trascurrir  los  plazos  concedidos 
en  la  ley  de  11  de  Abril  de  1849 ,  por  la  cual  se  sustanciaron 
dichos  expedientes-registros :  cuarto ,  que  según  el  informe  del 
Ingeniero ,  en  el  registro  San  Antonio  y  en  este  expediente  no 
existia  labor  subterránea  de  importancia;  y  que  las  practica- 
das por  los  pozos  de  las  minas  órescencia  ¡segunda  y  Descuido 
reconoció  Requena  en  28  de  Enero  de  1858  como  hechas  por 
D.  Joaquin  Moreno  Marín ,  dueño  de  aquella,  no  comunicando 
estos  trabajos  subterráneos  con  la  mina,  para  lo  cual  decia 
Requena  se  practicaban  los  mismos:  quinto,  que  en  los  planos 
de  D.  José  González  lá  Sala,  levantados  en  1850,  y  D.  Luis 
Natalio  Monreal,  en  1857,  no  figuraba  la  mina  Buenavista. 
como  tampoco  quedaba  espacio  para  comprenderla,  y  que  en 
los  asientos  de  la  Administración  de  Hacienda  sólo  aparecía 
una  mina  Buenavista,  situada  en  terreno  distante  del  que  se 
trata:  sexto,  que  según  la  legislación  entonces  vigente,  debió 
llegar  á  noticia  de  D.  Blas  Requena  el  registro  Casualidad,  y 
que  declarada  la  caducidad  después  volvió  el  terreno  á  la  pro- 
piedad del  Estado,  concediéndolo  la  Administración  de  nuevo, 
en  uso  de  sus  facultades,  con  el  nombre  de  Hámulo,  en  vir- 
tud de  la  aquiescencia  de  aquel,  quien  dedicado  constan  te- 
mente  á  la  minería  no  podia  alegar  ignorancia  de  los  hechos 
ocurridos:  sétimo,  que  trascurrido  un  largo  término  desde  que 
se  hizo  el  expediente  de  registro  Casualidad  hasta  la  presen- 
tación del  escrito  de  deslinde  que  motiva  este  expediente ,  ha 
quedado  por  más  de  un  concepto  fenecido  y  caducado  el  pri- 
mitivo registro  de  la  Buenavista ,  puesto  que  el  Estado  ha  prac- 
ticado las  concesiones  que  ha  tenido  por  conveniente,  por  euya 
razón  no  hay  términos  hábiles  para  dejar  sin  éxito  los  dere- 
chos adquiridos  legítimamente  por  los  dueños  de  la  mina  Há- 
mulo ;  y  por  último ,  que  según  ha  sido  práctica  constante, 
reconocida  por  la  novísima  legislación  del  ramo,  si  por  igno- 
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rancia  y  no  hacerse  constar  la  existencia  de  una  concesión 
anterior  en  el  terreno  solicitado  siguiese  el  expediente  sus  trá- 
mites hasta  concederse  el  registró,  trascurriáo  el  plazo  para 
reclamar  sin  haberse  verificado,  no  se  admitirá  recurso  alguno 
que  tenga  por  objeto  anular  el  nuevo  expediente,  fundándose 
en  la  falta  de  declaración  previa  de  caducidad,  declaró  nulo 
y  fenecido  el  expediente  de  la  mina  Buenavista ,  y  ésta'  como 
caducada  eñ  virtud  de  la  aquiescencia  y  consentimiento  de  Don 
Blas  Requena  á  los  registros  posteriores,  y  de  la  reversión  tá- 
cita primero ,  y  terminante  después,  del  terreno  al  Estado  como 
franco  y  libre : 

Resultando  que  contra  esta  resolución  interpuso  demanda 
D.  Blas  Requena  ante  el  Consejo  provincial  de  Murcia,  que  se 
declaró  incompetente  por  sentencia  de  21  de  Noviembre  de 
1862,  confirmada  por  la  aue  á  consulta  del  Consejo  de  Estado 
se  dictó  en  Real  decreto  ae  31  de  Enero  de  1868: 

Resultando  que  en  su  vista  se  alzó  D.  Blas  Reqnena  del 
referido  decreto  del  Gobernador  de  Murcia  de  25  de  Abril  de 
1861,  dictándose  en  su  consecuencia  la  Real  orden  de  14  de 
Setiembre  de  1868,  por  la  que  se  confirmó  aquel,  en  cuanto 
por  él  se  declaró  que  se  reputase  caducada  para  todos  los  efec- 
tos legales  la  mina  nombrada  Buenavista : 

Resultando  que  coutra  la  anterior  Real  orden,  y  en  12  de. 
Noviembre  del  mismo  año  presentó  demanda  contencioso-ad- 
ministrativa  en  este  Tribunal'  Supremo  el  Licenciado  D.  Eva- 
risto García  Abienzo ,  á  nombre  y  con  poder  de  Doña  Ascen- 
sión Requéna  y  Fernandez,  cjue  acreditó  ser  heredera  de  su 
difunto  hermano  D.  Blas,  pidiendo  su  revocación  y  que  se 
declare  viva  legalmente  la  mina1  Buenavista,  con  arreglo  á  la 
posesión  que  de  ella  se  dio  al  último  en  1842,  mandando  que 
se  le  reponga  en  ella,  con  abono  de  los  minerales  que  se  hayan 
extraído  de  sus  pertenencias ,  y  loa  daños  y  perjuicios  ocasió- 
nndos;  fundado  en  que  con  arreglo  al  art.  15  del  Real  decreto 
de  4  de  Julio  é  instrucción  de  18  de  Diciembre  de  1825,  desde 
qíie  se  le  entregó  el  certificado  de  posesión  que  servia  de  tí- 
tulo en  aquella  época  se  hizo  dueño  de  su  pertenencia  y  pudo 
disponer  libremente  de  ella  como  de  cualquiera  otra  propiedad, 
cuyos  derechos  respetó  y  consagró  la  ley  de  11  de  Abril  de 
1849,  hasta  el  grado  de  no  poderse  declarar  la  caducidad  de 
las  concesiones,  ni  considerarse  denunciables  por  ningún  otro 
motivo  que  no  fuera  de  los  comprendidos  expresamente;  y  que 
en  el  expediente  de  las  minas  Casualidad,  Rómulo,  y  en  el  de 
la  de  San  Antonio ,  se  faltó  á  las  prescripciones  legales ,  tanto 
del  año  de  1849  como  de  1859,  para  declarar  la  caducidad  de 
la  Buenavista : 


<M>6  TKIBUNAX  S UP BKMO. 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  1» 
demanda,  la  amplió  el  Licenciado  Abienzo  presentando  pla- 
nos del  terreno  donde  radican  las  minas ,  é  insistiendo  en  su 
solicitud  y  argumentos,  que  amplió  extensamente,  para  de- 
mostrar que  la  concesión  obtenida  por  D.  Blas  Requena  lo  fué 
con  arreglo  á  la  ley  de  1825,  y  el  de  registro  Casualidad,  a 
la  de  1849,  por  lo  que  el  asunto  debia  fallarse  con  arreglo  á 
la  primera  ley: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal ,  contestó  la 
demanda  pretendiendo  se  absolviese  de  ella  á  la  Administra- 
ción del  Estado,  confirmando  la  orden  recurrida;  exponiendo 
para  ello  que,  concedida  sin  .oposición  de  D.  Blas  Re juena  á 
D.  Manuel  Corona  la  mina  Casualidad,  sita  en  el  terreno  con- 
cedido al  primero  bajo  el  nombre  de  Buenavista,  y  caducada 
aquella  concesión  por  no  haber  satisfecho  los  derechos  de  ex- 
pedición del  título,  era  indudable  que  el  terreno  quedó  rever- 
tido, al  Estado,  que  pudó  concederlo  de  nuevo,  como  lo  hizo, 
otorgando  la  concesión  de  la  mina  Hámulo,  que  es  la  misma 
antes  denominada  Casualidad:  que  no  impugnado  en  tiempo 
el  denuncio  de  esta  última ,  ni  su  definitiva  concesión  al  de- 
nunciador D.  Pedro  Moreno  por  ignorarse  ó  no  haberse  hecho 
constar  la  existencia  de  1*  otorgada  ¿  D~  Blas  Requena,  y  ha- 
biendo éste  dejado  trascurrir  todos  los  plazos  legales  para 
hacer  uso  de  su  derecho ,  no  hay. términos  hábiles  para  que 
la  Sociedad  San  Fulgencio,  dueña  hoy  de  la  mina  Rómuh. 
quede  privada  del  derecho  que  adquirió  á  elja  en  8  de  Febrero 
de  1857: 

Resultando  que  habiéndose  -presentado  en  los  autos  el  Li- 
cenciado D.  José  Maria  Pantoja  á  coadyuvar  á.  Ja  Administra- 
ción, ¿  nombre  y  con  poder  de  I).  Hilarión  Rous  y  AlbaneíL 
en  concepto  de  Director  de  la  Sociedad  San  Fulgencio  ¡  se  le 
tuvo,  por  parte,  y  después  sustituyó  el  poder  en  el  de  igual 
.clase  D.  Acacio  Charrin  Tijero,  que  contestó  h  su  vez  la  de- 
manda con  la  misma  pretensión  y  argumentos  que  el  Mims- 
.  terip  fiscal:  •  ,. 

Resultando  que  en  tal  estado  se  pusieron  los  autos  de  ma- 
nifiesto á  la  parte  demandante  al,  sólo  efecto  (Je  instrucción 
.  del  escrito  fiscal,  y  se  presentó  á  nombre  y  con  poder  de  la 
misma  el  Procurador  D.  Claudio  Rita  Vázquez,  quien  tenido 
por  parte  pidió  que  se  recibiese  el  pleito  á  prueba;  cuya  soli- 
citud, á  .la  que  se  opusieron  el  Ministerio  fiscal  y  el  coadyu- 
vante de  la  Administración,  fué  desestimada. por* la  Sala. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Diego  Fernandez 
Cano. 
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Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  este  pleito ,  y 
que  la  Sala  debe  resolver,  consiste  en  si  es  ó  no  procedente  y 
arreglada  i  las  disposiciones  legales  aplicables  al  presente  caso 
la  orden  ministerial  reclamada  de  14  de  Setiembre  de  1868, 
por  la  cual  se  confirmó  el  decreto  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  Murcia  de  25  de  Febrero  de  1861,  en  cuanto  por  él 
se  declara  caducada  para  todos  los  efectos  legales  la  mina 
Buenavista: 

Considerando  que  atendida  la  fecha  de  ese  decreto,  diotado 
en  el  expediente  de  deslinde  de  las  minas  Bnmavista  y  Ho- 
rnillo, que  D.  Rías  Requena  promoviera  en  Julio  de  1860  ante 
la  Autoridad  del  expresado  Gobernador,  es  indudable  que*  por 
hallarse  entonces  vigentes  son  aplicables  para  decidir  la  indi- 
cada cuestión  la  Ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859,  así  como 
también  el  reglamento  que  para  la  ejecución  de  ésta  se  pu- 
blicó en  5  de  Octubre  del  mismo  año: 

Considerando  que  en  la  regla  4."  del  arti  79  del  citado 
reglamento  se  establece  que ,  si  por  ignorarse  y '  no . ;  hacerse 
constar  la  existencia  de  una  concesión  anterior  en  el  terreno 
solicitado  siguiese  el  expediente  todos  sus  trámites  hasta?  con- 
cederse la  investigación  ó  registro  después  de  trascurrir  el 
plazo  para  reclamar,  según  la  ley  y  el  art.  86  del  mismo  re- 
glamento, sin  haberlo  verificado,  «no  se  admitirá  recurso  al- 
guno que  tenga  por  objeto  anular  el  nuevo  expediente;*  y* 
que  para  estos  casos,  y  para  todos  los  efectos  legales  sucesi- 
vos, se  reputará  caducada  la  concesión  en  cuyo  terreno  pos- 
teriormente se  haya  obtenido  otra,  de  cualquiera  clase  que  sea: 

Considerando  que  en  esa  disposición  legal  se  halla  clara- 
mente comprendido  el  caso  de  que  ahora  se  trata,  puesto  que 
otorgada  á  D.  Blas  Requena  en  1842  la  concesión  de  la  mina 
registrada,  y  demarcada  á  su  instancia  en  el  de  1841  con  el 
nombre  de  Buenavista,  en  el  sitio  y  con  los  linderos  ante- 
riormente expresados,  y  que  constan  de  su  expediente  respec- 
tivo,*  sobre  el  terreno  de  la  misma  se  han  registrado  y  de- 
marcado deápues  sucesivamente  otras  dos;  la  primera  llamada 
Casualidad,  á  solicitud  de  D.  Manuel  Corona,  en  los  aüód  de 
1850  y  1851,  y  la  segunda  con  la  denominación  de  Rómitlo 
en  1856  y  1857,  á  petición  de  D.  Pedro  Moreno  Bermejo,  que 
denunció  y  obtuvo  previamente  la  caducidad  de  la  anterior; 
habiendo  dejado  trascurrir  ,con  exceso  el  antedicho  D.  Blas 
Requena  los  plazos  que  la  ley  y  el  reglamento  conceden  para 
reclamar  sin  haberlo  verificado,  según  aparece  de  los  expe- 
dientes de  una  y  otra  mina: 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  la  ótden  mi- 
nisterial de  14  de  Setiembre  de  1868,  confirmatoria  del  decreto 
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del  Gobernador  de  Murcia  de  25  de  Febrero  de  1861 ,  es  á 
todas  luces  procedente  y  enteramente  conforme  á  lo  dispuesto 
en  la  precitada  regla  4/  del  art.  79  del  reglamento  de  5  de 
Octubre  de  1859; 

.  Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á 
■  nombre  de  la  referida  Doña  Ascensión  Requena  y  Fernandez; 
quedando  en  su  virtud  firme  y  subsistente  la  Real  orden   re- 
clamada, expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  14  de  Se- 
tiembre de  1868. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  aicho  Ministerio  de  Fomento,  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =José 
María  Herreros  de  Tejada.  =^Pascual  Bayarri  =  Juan  Jiménez 
Cuenca.  ==  Manuel  León.  ^Ignacio  Vieites.±=Luis  Vázquez  Mon- 
dragon. «Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  t).  Diego  Fernandez  Cano,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera, 
de  que  certificó  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  16  de 
"  Enero  de  1875.=Enrique  Medina. 

Ním.  102. 
1    ÚNICA  INSTANCIA. 


Antigüedad  en  un  empleo. — Sentencia  de  16  d*  Enero  de  1875, 
absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la 
demanda  propuesta  por  D.  José  María  Romero,  contra  las  ór- 
denes del  Gobierno  de  la  República  de  30  de  Abril  y  20  de 
Mayo  dé  1873. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1 .°  Que  la  base  fundamental  hoy  existente  de  la  organizado* 
y  átr Unciones  del  Tribunal  del  Almirantazgo  es  el  decreto-ley 
de  A.  de  Febrero  de  1869,  que  en  su  art.  103  derogó  todas  las  dis- 
posiciones legales  anteriores  que  se  apongan,  d  su  completa  eje- 
cución. 

2.°  Que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  4.°  ¿e  los  transitorios 
del  mismo  decreto,  su  parte  relativa  al  Tribunal  del  Almiran- 
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tazgo  no  empezó  a  regir  hasta  1.°  de  Mayo  siguiente,  después  de 
haberse  lleéado  é  cabo  la  reforma  aóordadapor  ti  decreto  de  16 
de  Abril,  en  virtud  del  cual  se  declaró  suprimido  el  Tribunal 
de  Guerra  y  Marina,  dándole  una  organización  enteramente  di- 
versa con  el  nombre  de  Consejo  Supremo  de  la  Quema. 

3.°  Que  el  Tribunal  del  Almirantazgo,  según  el  aré.  73  del 
decreto  de  su  creación,  ademas  del  Presidente,  Vice-Preside&te  y 
sus  Ministros  militares,  se  compone  de  un  sólo  Ministro  togado, 
y  de  un  Fiscal  con  igual  carácter,  que  deberán  ser  nombrados 
á  propuesta  del  Almirantazgo  por  el  Jefe  del  Estado,  atendidas 
las  circunstancias  exigidas  por  los  artículos  79  y  81  respectiva- 
mente. 

4.°  Que  la  categoría  y  atribuciones  de  ambos  funcionarios 
son  de  un  orden  esencialmente  distinto  é  independiente,  no  pu- 
diendo  reputarse  sus  cargos  como  pertenecientes  duna  misma,  clase' 
asimilada  para  los  mismos  efectos,  puesto  que  el  Ministro  togado 
según  el  art.  86,  es  el  Asesor  nato  del  Almirantazgo ,  quien,- 
según  lo  preceptuado  en  el  reglamento  interior  de  este  Cuerpo* 
en  sus  artículos  7.°  y  8.°,  debe  ocupar  su  asiento  á  la  izquierda 
del  Presidente,  siguiéndole  inmediamente  en  orden  el  Fiscal 
togado.  f 

5.°  Que  en  concurrencia  de  dos  funcionarios  de  diversa  clase,1 
pero  de  una  misma  antigüedad,  que  adquirió  el  uno  por  virtud 
de  su  nombramiento  que  obtuvo  el  otro  como  una  distinción  otor- 
gada por  el  Gobierno  en  uso  de  las  facultades  que  le  son  propias, 
á  tenor  de  lo  establecido  en  el  art.  73  de  la  Constitución  del  Esr 
tado,  era  consiguiente  declarar  la  precedencia  de  lugar  y  asiento 
en  favor  del  Ministro  togado,  Asesor  del  Almirantazgo,  a  quien 
se  le  concedía  el  reglamento  interior  de  este  alto  Cuerpo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Enero  de  1875,  en  los  autos 
contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala,  en  pri- 
mera y  única  instancia,  seguíaos  por  D.  José  María  Romero  y 
Villanueva,  Fiscal  togado  del  Tribunal  del  Almirantazgo,  re- 
presentado por  el  Licenciado  D.  José  de  Cárdenas  y  Uriarte, 
contra  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  est&  por 
el  Ministerio  fiscal,  coadyuvada  por  el  Licenciado  D.  Tomás 
Miquet  y  Lloret,  á  nombre  y  con  poder  de*D.  Rafael  Aguilary 
Ángulo,  Marqués  de  Villamarin,  y  Ministro  togado  del  mismo 
Tribunal,  sobre  revocación  de  las  órdenes  del  Gobierno  de  la 
República  de  30  de  Abril  y  20  de  Mayo  de  1873,  que  conce- 
dieron al  último  la  antigüedad  que  tenia  pretendida  de  25  de 
Abril  de  1869  en  «u  actual  empleo,  y  que  tomase  asiento  an- 
tes que  el  Fiscal,  precediéndole  en  todos  los  actos  oficiales  á 
que  ambos  concurran: 
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Resultando  que  D.  Rafael  Aguilar  y  Ángulo  empezó  i  ser- 
vir en  el  Cuerpo  jurídico  de  la  Armada  en  4  de  Noviembre 
de  1846,  obteniendo  el  empleo  de  Auditor  de  Departamento 
por  Real  orden  de  5  dé  Setiembre  de  1862,  y  confiriéndosele 
la  del  Apostadero  de  la  Habana  por  otra  de  10  de  Noviembre 
del  lirismo  año,  cuyo  cometido  desempeñó  hasta  12  de  Julio 
de  1869  por  haber  sido  nombrado  por  decreto  de  11  de  Mayo 
anterior  Ministro  togado  suplente  del  Tribunal  del  Almiran- 
tazgo: 

Resultando  que  á  la  creación  de  éste  y  por  decreto  del  Po- 
der Ejecutivo  de  25  de  Abril  del  enunciado  año  de  1869  fué 
nombrado  Fiscal  togado  D.  José  Romero  y  Villanueva,  que  era 
más  moderno  en  el  empleo  de  Auditor  que  el  Aguilar  y  Án- 
gulo, el  cual  obtuvo  en  propiedad  la  plaza  de  Magistrado  por 
Real  orden  de  18  de  Julio  de  1872  por  naber  quedado  vacante: 

Resultando  que  en  30  de  Agosto  posterior  elevó  una  ins- 
tancia á,  S.  M.  en  solicitud  de  mejora  de  antigüedad,  fundado 
en  que  al  crearse  el  expresado  Tribunal  no  se  le  concedió  la 
plaza  que  ahora  desempeñaba,  y  sobre  la  cual  reclamó;  pero 
que  la  reparación  no  seria  completa  en  tanto  que  no  se  le  con- 
cediese la  antigüedad  que  le  correspondía  de  25  de  Abril  de 
1869,  en  que  fueron  nombrados  los  Ministros  togados  del  mismo 
Tribunal,  y  en  cuya  fecha  debió  ser  ascendido: 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente,  se  opuso 
k  ello  el  Fiscal  D.  José  María  Romero  y  Villanueva  por  decir 
era  infundado  el  agravio  de  que  se  quejaba  Aguilar,  toda  vez 
que  no  le  asistía  derecho  para  reclamar  la  antigüedad  que 
pretendía,  exponiendo  que  el  Cuerpo  jurídico  militar  de  la  Ar- 
mada no  era  de  escala  cerrada  según  el  reglamento  de  8  de 
Abril  de  1857,  y  que  páralos  ascensos,  según  él,  se  proponian 
en  terna  á  los  funcionarios  más  dignos,  teniendo  en  cuenta  su 
antigüedad,  méritos  y  circunstancias,  así  como  para  las  plazas 
de  Ministro  togado  del  Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina 
&  los  Auditores  de  los  Departamentos  con  ocho  años  de  servi- 
cios en  estos  destinos,  y  gue  reuniesen  las  circunstancias  que 
se  requerían  para  ser  Ministros  de  este  Tribunal'  Supremo: 

Resultando  que  oido  el  Tribunal  del  Almirantazgo  y  al 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  se  dictó  una  orden  por  el  Gobierno 
de  la  República  en  30  de  Abril  de  1873,  de  conformidad  con 
el  informe  emitido  por  el  último  y  el  acuerdo  del  primero, 
concediendo  á  D.  Rafael  Aguilar  y  Ángulo  la  antigüedad  que 
pretendía  de  25  de  Abril  de  1869  en  su  actual  empleo: 

Resultando  que  en  23  de  Octubre  de  1872  elevó  una  expo- 
sición al  Rey  el  antedicho  interesado  Aguilar  y  Ángulo  para 
que  se  sirviera  disponer  que  el  Ministro  togado  precediese 
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siempre  ál  í*5$cal.  en  todos  Tofc  actos  del  Tribunal  del  Almiran- 
tazgo y  demás  oficiales;  apoyado  en  que  por  un  acuerdo  del 
mismo  se  dispuso  míe  se  aplicara  el  reglamento  interior  del 
extinguido  Tribunal  Supremo  de. Querrá  y  Marina,  Aprobado 
por  Real  orden  de  25  de  Octubre  de  1867  en  lo  que  no  se  opu- 
siera á  la  Ley  orgánica  del  primero:  en  que  el  art.  10  del  ci- 
tado reglamento  se  oponía  á  la  Ley  orgánica  del  Tribunal  del 
Almirantazgo  y  al  art.  8,°  del  reglamento  para  el  régimen  in- 
terior de  esta  Corporación,  aprobado  por  Real  orden  de  18  de 
Junio  de  1869:  que  el  art.  79  de  dicha  Ley  orgánica  exigía 
dos  años  de  ejercicio  en  el  destino  de  Fiscal  togado  para  op- 
tar á  la  plaza  de  Ministro,  lo  que  probaba  que  era  un  ascenso 
de  una  clase  á  otra,  cuya  circunstancia  habia  tenido  presente 
el  art.  8.°  del  reglamento  interior  para  establecer  preferencia 
en  favor  del  Ministro  togado;  y  que  el  Tribunal  Supremo  tenia 
una  organización  distinta  que  el  del  Almirantazgo^  toda  vez 
que  en  aquel  Sse  exigían  los  mismos  servicios  para  ser  Minis- 
tro que  para  ser  Fiscal  togado,  y  en  este  último  se  requerían, 
más  servicios  y  edad: 

Resultando  que  formado  asimismo  expediente  con  este  mo- 
tivo, presentó  en  él  otra  instancia  el  Fiscal  D,  José  María  Ro- 
mero y  Villanueva  solicitando  se  desestimase  aquella  en  razón 
á  que  el  art.  84  de  la  Ley  de  organización  del  Almirantazgo 
disponía  que  los  Ministros  y  Fiscal  'togado  gozarían  de  los 
mismos  honores,  tratamiento  y  derechos  pasivos  que  los  del 
Tribunal  Supremo  de  Guerra  y  Marina:  que  el  art.  10  del  re- 
glamento de  este  Tribunal  Supremo  prescribía  que  los  Fisca- 
les tomarían  asiento  en  el  puesto  que  les  correspondiese  por 
la  fecha  de  sus  respectivos  nombramientos  con  relación  á  la 
de  los  otros  Ministros ;  y  que  habiendo  sido  nombrado  Fiscal 
en  25  de  Abril  de  1869,  y  D.  Rafael  Aguilar  Ministro  suplente 
en  H  de  Mayo  posterior,  y  luego  más  tarde  Ministro  togado,' 
debía  darse  al  Fiscal  la  preferencia,  como  la  habia  venido 
disfrutando  hasta  el  día: 

Resultando  que  pedidos  informes  al  Tribunal  del  Almiran- 
tazgo y  al  Consejo  ae  Estado  en  pleno,  se  dictó  una  orden  por 
el  Gobierno  de  la  República  en  20  de  Mayo  del  referido  año 
de  1873,  de  conformidad  con  el  último  y*  el  acuerdo  del  pri- 
mero, disponiendo  que  el  Ministro  togado  tomase  asiento  antes 
que  el  Fiscal,  y  le  precediese  en  todos  los  actos  oficiales  á  que 
ambos  concurrieran: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  la  de  ,30  de  Abril 
del  mismo  año  presentó  demanda  contencioso-administrativa 
en  este  Tribunal  Supremo  en  7  de  Octubre  siguiente  el  Licen- 
ciado D.  José  de  Cárdenas  y  Uriarte.  á  nombre  y  con  poder  de 
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D.  José  María  Romero  y  Villanueva,  Fiscal  togado  del  Tribunal 
del  Almirantazgo.,  acompañando  un  certificado  del  Archivero 
general  de  Marina,  relativo  á  varios  expedientes  de  individuos 
del  Cuerpo  jurídico  de  la  Armada ,  de  que  consta  haber  sido 
elegidos  para  los  puestos  de  Magistrados  del  Tribuual  Supremo 
de  Guerra  y  Marina  y  otros  que  se  expresan,  los  que  ocupaban 
un  segundo  y  tercer  lugar  en  las  ternas  propuesta,  pidiendo 
se  dejasen  sin  efecto  aquellas  y  se  declarase  &  su  favor  la  an- 
tigüedad de  la  fecha  de  su  nombramiento  de  Fiscal,  y  la  pre- 
cedencia de  asiento  respecto  del  Ministro  togado  D.  Rafael  de 
Aguilar;  fundado  en  que,  aun  tratándose  de  un  Tribunal  es- 
pecial, se  habia  de  fijar  la  antigüedad  y  asiento  de  su  Ministro 
y  Fiscal  togados  por  las  fechas  de  sus  respectivos  nombra- 
mientos ó  posesión,  pues  no  sólo  se  observaba  así  en  los  ins- 
titutos del  Ejército  y  Armada,  sino  también  en  los  Tribunales 
ordinarios ,.  con  arreglo  á  los  artículos  196  y  197  de  la  Ley 
provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial  de  15  de 
Setiembre  de  1870,  y  sin  que  contra  estas  disposiciones  se 
haya  establecido  la  menor  variación  para  el  Tribunal  del  Al- 
mirantazgo ,  pues  más  bien  se  habían  confirmado  en  las  que 
determinaban  su  organización;  en  que  no  bastaba  la  aserción 
hecha  por  D.  Rafael  Aguilar  de  que  debió  ser  nombrado  Fiscal 
togado  en  la  fecha  de  la  constitución  del  Tribunal,  sino  que 
era  necesario  que  hubiera  combatido  y  pedido  la  nulidad  del 
nombramiento   del  recurrente,   cosa  imposible   de  derecho, 

Jorque  reunía  todas  las  condiciones  requeridas  en  el  art.  81 
e.lu  Ley  orgánica  del  Almirantazgo,  fué  accrdado  su  nom- 
bramiento eu  la  forma  prevenida  por  el  78,  y  posesionado  del 
cargo  por  el  propio  Tribunal,  que  pudo  suspender  la  posesión 
y  protestar  de  su  nombramiento;  y  también  imposible  ae  hecho 
por  haber  pasado  más  de  tres  años,  durante  los  cuales  habia 
estado  disfrutando  4e  todos  los  derechos  y  efectos  de  su  nom- 
bramiento: en  que  á  pesar  de  que  D.  Rafael  de  Aguilar  fuese 
más  antiguo  en  la  clase  de  Auditores  que  el  demandante, 
aunque  no  en  el  Cuerpo  jurídico  de  la  Armada,  no  por  eso 
tenia  el  derecho  de  ser  nombrado  Fiscal  togado  con  preferen- 
cia al  último ,  porque  dicho  Cuerpo  no  era  de  escala  cerrada 
,  ni  se  ascendía  en  él  por  rigurosa  antigüedad,  como  se  probaba 
por  el  Real  decreto  de  8  de  Abril  de  1857,  que  establecía  para 
el  ascenso  en  las  clases  de  dicho  Cuerpo  la  propuesta  en  terna 
de  los  que  se  considerasen  más  dignos,  habida  cuenta  de  su 
antigüedad,  méritos  y  circunstancias,  pudieudo  recaer  la  elec- 
ción en  cualquiera  de  los  propuestos,  sin  que  se  opusiera  á 
ello  lo  determinado  en  el  art.  12  del  citado  decreto,  que  para 
nada  hablaba  de  la  mayor  antigüedad,  ni  el  16,  en  que  se 
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mandaban  formar  Ida  escalafones  por  olases:  -en  que  \\i  las 
Ordenanzas  ge  aérales  de  la  Armada  de  1793  ni  la  Ley  de  as- 
censos de  1868  estatuían  oosa  alguna  acerca  del  Cuejrpo  jurí- 
dico de  la  misma:  en  que  la  ley  posterior  del  Almirantazgo 
dé  1869  era  la  única  que  regia  en  esta  materia,  y  en  alia  se 
reconocía  el  mismo  principio  y  regla  de  que  fcl  Cuerpo  jurí- 
dico no  era  de  escala  cerrada  ni  exigía  para  nada*  la  mayor 
antigüedad:  en  que  el  puesto  de  Ministro  togado  ni  era  de 
ascenso  ni  de  más  categoría  respecto  del  Fiscal,  jorque  al 
exigirse  en  los  artículos  79  y  81  de  la  Ley  orgánica  del  Al- 
mirantazgo las  condiciones  que  se  habían  de  reunir  para  optar 
á  dichos  cargos,  y  más  tiempo  de  servicios  para  el  primero 

3 ue  para  el  segundo ,  sólo  se  habia  consultado  y  atendido  la 
iferencta  esencial  que  existia  entre  las  funciones  y  trabajop 
de  uno  y  otro,  que  exigían  siempre  menor  edad',  y  por  lo 
tanto  menos  servicios  en  el  último,  sin  que  fuera  preciso  pasar 
por  este  puesto  para  llegar  al  de  Ministro,  porque  la  ley  exigia 
alternativamente  el  haber  desempeñado  dos  años  la  Fiscalía 
del  Tribunal  ó  cuatro  una  Auditoria  de  Departamento:  en  que 
el  art.  803  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial  prevenía  que 
los  Presidentes  de  Sala  y  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  guar- 
dasen el  lugar  que  les  correspondiera  por  su  antigüedad,  sin 
distinción  de  la  plaza  que  sirvieran  respectivamente ;  lo  que 
también  sucedía  en  el  Consejo.  Supremo  de  la  Guerra  y  en  el 
Tribunal  del  Almirantazgo,  porque  según  el  art.  84  do  su  Ley 
orgánica,  los  Ministros  y  Fiscal  togados  gozarían  los  mismos 
honores,  tratamiento  y  derechos  pasivos  que  los  del  Tribunal 
Supremo  de  Guerra  y  Marina,  tomando  el  Fiscal  asiento  como 
en  este  al  lado  izquierdo  de  la  Presidencia,  y  guardando  con 
los  Ministros  togados  el  orden  de  las  fechas  de  su»  nom- 
bramientos: 

Resultando  aue  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la 
demanda ,  la  reprodujo  el  Licenciado  Cárdenas  y  Uriarte  *. 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  como  no 
contestase  en  el  término  de  reglamento,  le  acijsó  la  rebeldía 
el  demandante,  y  la  Sala  la  hubo  por  acusada: 

Resultando  que  el  Licenciado  D .  Tomás  Miquet  y  Lloretse 

Í) recentó  en  los  autos  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Rafael  Aguí- 
ar  y  Ángulo ,  como  coadyuvante  de  la  Administración;  y  te- 
ñí dolo  por  parte,  presentó  su  escrito  contestando  á  la  demanda, 
después  que  él  actor  le  acusó  también  la  rebeldía  y  la  Sala  la 
hubo  por  acusada. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Armesto. 
Considerando  que  la  base  fundamental  hoy  existente  de  la 

II.— 3.a  43 
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organización  y  atribuciones  del  Tribunal  del  Almirantazgo  es 
el  decreto-ley  dé  4  de  Febrero  de  1869,  que  en  su  art.  103  de- 
rogó todas  las  disposiciones  legales  anteriores  que  se  opongan 
á  su  completa  ejecución : 

Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  4.°  de  los 
transitorios  del  mismo  decreto ,  su  parte  relativa  al  Tribunal 
del  Almirantazgo  no  empezó  á  regir  hasta  1.°  de  Mayo  si- 
guiente ,  después  de  haberse  llevado  4  cabo  la  reforma  acor- 
dada por*  el  uecreto  de  16  de  Abril ,  en  virtud  del  cual  se  de- 
claró suprimido  el  Tribunal  de  Guerra  y  Marina,  dándole  una 
organización  enteramente  diversa  con  el  nombre  de  Consejo 
Supremo  de  la  Guerra : 

Considerando  que  el  Tribunal  del  Almirantazgo ,  según  el 
articulo  73  del  decreto  de  su  creación ,  además  del  Presidente, 
Vicepresidente  y  sus  Ministros  militares,  se  compone  de  un 
sólo  Ministro  togado ,  y  de  un  Fiscal  con  igual  carácter ,  que 
deberán  ser  nombrados  á  propuesta  del  Almirantazgo  por  el 
Jefe  del  Estado ,  atendidas  las  circunstancias  exigidas  por  los 
artículos  79  y  81  respectivamente: 

Considerando  que  D.  José  Maria  Romero,  al  ser  nombrado 
en  25  de  Abril  de  1869  Fiscal  togado,  reunía  todas  las  cuali- 
dades prevenidas  por  el  art.  81  citado;  y  que  D.  Rafael  Agui- 
lar,  al  recibir  su  nombramiento  de  Ministro  togado  suplente 
por  existir  uno  propietario,  en  II  de  Mayo  siguiente,  y  al 
adquirir  este  último  carácter  en  18  de  Julio  de  1872  en  la  va- 
cante ocurrida  de  tal  cargo ,  estaba  adornado  de  la»  circuns- 
tancias expresadas  en  el  art.  79,  siendo  por  tanto  absoluta- 
mente ajeno  de  la  cuestión  de  actualidad  cuando  se  ha  alegadt 
sobre  sus  servicios  y  cualidades  para  ascender  preferentemente 
"á  diehos  puestos  en  virtud  de  anteriores  disposiciones  legales 
que  habían  quedado  derogadas: 

Considerando  que  ni  el  reglamento  de  8  dq  Abril  de  1857 
ni  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que  se  han  invocado 
con  insistencia ,  pueden  tener  aplicación  en  el  presente  caso. 

?>ues  que  habiendo  el  Poder  Ejecutivo  hecho  uso  legítimo  de 
as  atribuciones  qne  le  concede  el  art.  73  de  la  Constitución 
del  Estado  para  los  nombramientos  de  Ministro  y  de  Fiscal 
togados  del  Tribunal  del  Almirantazgo ,  nada  puede  objetar*» 
válidamente  en  este  sentido  respecto  á  la  fecha  en  que  debiera 
haberse  verificado: 

Considerando  que  la  categoría  y  atribuciones  de  ambo- 
funcionarios  son  de  un  orden  esencialmente  distinto  é  inde- 
pendiente ,  no  pudiendo  reputarse  sus  cargos  como  pertene- 
cientes á  una  misma  clase  asimilada  para  los  mismos  efectos. 
puesto  que  el  Ministro  togado ,  según  el  art.  86 ,  es  el  Asesor 
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nato  del  Almirantazgo ,  quien ,  según  lo  preceptuado  en  el  re- 

S  lamento  interior  de  este  Pijerpo  en  sus  artículos  7.°  y  8.°, 
ebe  ocupar  su  asiento  á  la  izquierda  del  Presidente ,  siguién- 
dole inmediatamente  en  orden  el  Fiscal  togado : 

Considerando  que  las  órdenes  reclamadas  de  30  de  Abril 
y  20  de  Mayo  de  1873,  al  conceder  á  D.  Rafael  Aguilar  su  an- 
tigüedad de  25  de  Abril  de  1869,  y  al  otorgarle  preferencia 
de  lugar  y  asiento  eq  los  actos  .oficiales.,  po  han  infringido 
jú&guiw  .disposición  legal  vigente  en  aquellas  fechas >  ni  las- 
timado los  derechos  de  I).  José  María  Romero  como  Fiscal  to- 
gado respecto  á  los  honores,  tratamiento  y  derechos  pasivos 
que  le  son  debidos ,  según  el  art.  84  de  la  repetida  Ley  orgá- 
nica ,  conservándole  la  antigüedad  que  tenia  adquirida  desde 
25  de' Abril  de  1869: 

Qoqsiderando  que  en  concurrencia  de  dos  fimciaearios  de 
diyerfla  clasq,  «ero  de  una  mis  pía  antigüedad,  que  adquirió  el 
uno  pqt  virtud  $e  su  nombramiento  y  obtuvo  el  otro  como 
una  <aWtpcÍ9¿n  otorgada  por  el  Gobierno  €¡n  uso  de  la*  facul- 
tades que  le  son  propias ,  á  tenor  de  lo  establecido  en  el  pre- 
•djcho  artículo  constitucional,  era  consiguiente  declarar  la 
precedencia  de  lugar  y  asiento  en  favor  del  Ministro  togado, 
Asesor  del  Almirantazgo ,  á  quien  se  la  concedía  el  reglamento 
interior  de  este  alto  Cuerpo ,  cuyas  dispo^icioües  estaban  vi- 
g-ei\tes  en  las  fechas  que  fueron  expedidas  las  órdenes  re- 
clamadas ; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  &  npm- 
bre  d@  D.  José  María  Romero ,  quedando  en  su  virtud  subsis- 
tentes las  órdenes  del  Gobierno  de  la  República  de  30  de  Abril 
y  2p  de  Mayo  de  1873. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicar^  $n  lq,  Ga- 
ceta oficial  y, se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  <el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Marina,  con  la  opprtuna  perti- 
ficacion,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Cirilo 
Alv^rp?s.==?Juap  González  Acevedo.=Tpmás  Huek=Joflé  fiaría 
Herremos  de  Tejada.  =* Juan  Jiipenep  Cuenca. —Manuel  ¿eon.= 
Ignacio  Vientes. ^Fraqcispo  Armesto^—i^uis  Vázquez  J^Iondr¡i- 
o-on .  =  Jíjeg-o  Fernandez  Cano. ^Ricardo  Diaz  de  Rueda. 

Publicación;. 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Francisco  Armesto,  Magistrado  del  Tribunal 
Suprejno,  celebrando  audiencia  públipa  la  Sala  tercera,  de 
que  certifico  pomo  Secretario  Relator  en  Madrid  4  16  de  Enero 
de  1875.=Enrique  Medina.  .  ,  , 
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ÚNICA  INSTANCIA 


Lugar  qub  deben  ocupar  ciertos  Ingenieros  en  el  esca- 
lafón del  Cuerpo. — Sentencia  de  19  de  En^ro  de  1A75,  de- 
jando sin  efecto  la  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento en  6  de  Setiembre  de  1872,  impugnada  por  D.  Victo- 
riano Deleyto  y  otros  Ingenieros  de  Montes. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  por  el  art.  4.°  del  reglamento  orgánico  del  Cuerpo 
de  Ingenieros  de  Mjníes  de  23  de  Junio  de  1865  se  jijan  las 
clases  de  que  Ka  de  constar,  ocupando  el  sétimo  lugar  los  aspi- 
rantes primeros ,  y  el  octavo  y  último  los  aspirantes  segundos; 
y  el  mismo  reglamento  determina  en  su  art.  72  que  el  orden 
de  precedencia  de  los  individuos  del  expresado  Cuerpo  ha  de  ser 
el  señalado  en  el  precitado  art.  4." 

2.°  Que  establecido  por  el  art.  4.°  del  precitado  reglamento 
orgánico  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Montes  el  orden  correla- 
tivo de  todas  las  clases  de  que  se  compone ,  comprendiendo  en 
las  dos  últimas  los  aspirantes  primeros  y  segundos  en  dos  gra- 
dos sucesivos,  y  preceptuando  el  art.  72,  según  antes  se  ha  ex- 
presado, que  ese  orden  es  el  que  determina  la  precedencia  de 
sus  iftdividuos,  carece  de  apoyo  legal  el  supuesto  de  que  no  es 
perfectamente  efectivo  el  ingreso  hasta  que  se  verifica  en  la  clase 
de  Ingenieros  segundos ,  porque  pueda  ser  contingente  la  exclu- 
sión de  algún  alumno  en  un  caso,  que  nunca  alteraría  las  pre- 
citadas disposiciones  del  reglamento  respecto  de  los*que  hubieran 
tenido  ingreso  definitivo  en  el  Cuerpo,  como  lo  tuvieron  á  su 
debido  tiempo  los  demandantes. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  a  18  de  Euero  de  1875,  en 
los  autos  con tencioso-administrati vos,,  seguidos  en  primera  y 
única  instancia  en  este  Tribunal  Supremo,  entre  D.  Victoriano 
Deleyto  y  otros  Ingenieros  de  Montes,  y  en  su  nombre  el  Li- 
cenciado D.  Francisco  Pi  y  Margall  y  la  Administración  del 
Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  re- 
voque la  Real  orden  de  6  de  Setiembre  de  1872,  que  les  pos- 
tergó &  otros  Ingenieros  que  en  la  demanda  se  designan,  se- 
ñalándoles puesto  inferior  en  el  escalafón  del  Cuerpo: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  19  de  Agosto  de  1866 
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se  declaró  cerrada  la  entrada  en  los  Cuerpos  de  Ingenieros  de 
Montes,  Minas  y  Caminos  con  el  personal  entonces  existente, 
y  sin  derecho  ¿Jos  alumnos  que  ingresaren  en  adelante  en 
dichas  Escuelas  á  disfrutar  sueldo  del  Estado  ni  á  prestar  ser- 
vicios oficiales:^ 

Resultando  que  D.  Eduardo  Serrano,  D.  José  Diaz,  D.  Gas- 
par Mira,  D.  Juan  Oliva,  D,  Ramón  Egozcue,  D.  Francisco 
Manso,  D.  Benigno  Quiroga,  D.  Ramón  del  Hoyo,  D.  Ricardo 
Codorniu,  D.  José  Deop,  I).  Antonio  Talcon,  D.  Adolfo  de 
Martí  y  p.  José  Guzman  en  26  de  Marzo  de  1869  acudieron 
al  Ministro  de  .Fomento  exponiendo  que  habiéndose  presenta- 
do en  15  de  Agosto  de  1866  á  eximen  de  ingreso  en  dicha 
Escuela  de  Montes ,  previos  los  oportunos  estudios  de  prepa- 
ración, habia  venido  aquella  Real  orden  á  privarles  de  los 
derechos  á  que  justamente  aspiraban ,  precisamente  cuando 
sólo  les  faltaba  un  ejercicio  para  completarlos,  y  por  lo  tanto 
pedian  que  se  les  declarase  con  los  mismos  derechos  que  hasta 
entonces '  habian  disfrutado  los  alumnos  de  las  promociones 
anteriores;  y  que  oida  la  Junta  de  Profesores  y  la  Dirección, 
el  Regente  del  Reino,  por  orden  de  30  de  Setiembre  de  1869, 
denegó  su  solicitud,  porque  al  publicarse  aquella  orden  no 
habían  sido  nombrados  alumnos  de  dicha  Escuela: 

Resultando  que  el  Director  de  la  misma  remitió  al  Minis- 
terio relación  de  los  alumnps  que  habian  ganado  el  segundo 
de  la  carrera,  hallándose  por  consiguiente  con  derecho  á  que 
se  les' nombrase  aspirantes  segundos;  y  que  por  orden  de  6 
de  Octubre  siguiente,  á  propuesta  de  la  Junta  de  Profesores, 
nombró  aspirantes  segundos  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de 
Montes  con  el  sueldo  anual  de  500  escudos,  que  disfrutarían 
desde  el  1.°  de  dicho  mea,  en  que  dio  principio  el  nuevo  año 
escolar,  á  D.  Victoriano  Deleyto  y  Butragueño,  á  D.  Calixto 
Rodríguez  y  García,  D.  Eduardo  Castellanos  y  Espenant,  Don 
Ernesto  Ruiss  y  Meló,  D.  Eugenio  P1&  Carreras  y  Ravé,  Don 
Carlos  Allué  y  Olivan  y>D.  Gerardo  Couder  y  Ruiz  Medrano: 

Resultando  que  D.  Eduardo  Serrano  y  compañeros  insis- 
tieron en  la  solicitud  de  que  antes  se  ha  hecho  referencia,  la 
cual  obtuvo  el  mismo  resultado : 

Resultando  que  aprobado  el  examen: de  tercer  $ñp  respecto 
á  los  alumnos  Deleyto  y  demás,  de  que  también  queda  hecha 
mención,  desconformidad  con  lo  propuesto  por  el  Director  de 
la  Escuela  en  orden  de  12  de  Diciembre  de  1870,  fueron  nom- 
brados aspirantes  primeros  de  dicho  Cuerpo  con  el  mismo 
sueldo  que  disfrutaban;  y  siendo  aprobada  en  4  de  Enero 
de  1871  la  propuesta, de  la  Dirección  se  mandó  que  verifica- 
sen sus  prácticas  de  reglamento  en  los  puntos  que  se  les  de- 
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signó,  debiendo  presentar  sus  trabajos  tú  la  Escuela  áé'tésdel 
15  de  Setiembre  siguiente;  y  como  se  ]Jrotitíso  táifcbíeri  pefr  el 
mismo  Directo*  las  prácticas  que  bábíaií  ae  verificar  los  ófto9 
aspirantes  qué  na  tenián  derecho  á  ingresar  éft  el  Cnerptf,  k 
Dirección  mandó  que  se  cumpliese  por  ellos  el  árt.  8^  del  re- 
glamentó de  la  Escuela: 

Resultando  que  los  mismos  D.  Eduardo  Sérrario  y  compa- 
ñeros en  12  dé  Enero  de  dicho  año  de  I8W  acudieron  de  nuevo 
al  Ministro  de  Fomento  pidiendo  aué  se  declararé  qtite  no  es- 
taban comprendidos  en  la  Real  óraen  dé  19  de  Agoéto  citada, 
fundándose  én  que  se  había  excluido  de  las  cónseéüétíeias  áf 
la  misma  á  los  alumnos  que  se  convocaban  par*  \á  Escutía 
Naval  por  no  defraudar  las  esperanzas  de  loa  padre»»  <J¡úe  á 
costa  de  tantos  sacrificios  habían  preparado  &  $as  bijosr  para 
el  certamen  en  número  suficiente  de  vacarites  ocurridas  des- 

» 

de  1866  en  las  exigencias  del  ramo,  y  qué  siembre  habia  sido 
ésta  la  opinión  del  Negociado: 

Resultando  que  en  vista  de  esta  solicitud,  y  por  Real  orden 
de  I.°  dé  Abril  del  mismo  año,  se  les  concedió  Id  gracia  dé  que 
ingresasen  en  el  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Montes,  <ion*brando 
aspirantes  prinheros  á  Serrano  Codorniu,  Déop,  Hoyuelos, 
Quiroga,  Egozcrie  y  del  Hoyo,  y  segundos  á  Mira,  Martí,  Manso, 
y  Olivan,  con  él  sueldo  tínual  de  1.250  pesetas,  y  haciendo 
extensiva  la  gracia  á  D.  Antonio  Talcoir  y1  D.  José  Güzmaa 
para  cuando  volviesen  á  proseguid  sus  estudios  én  la  Escuela, 
y  cuya  suspensión  les  fué  concedida  por  órdenes  de  la  Re- 
gencia de  6  de  Diciembre  de  1869: 

Resultando  que  mandados  á  los  distritos  forestales  á  hacer 
las  prácticas ,  tanto  estos  como  los  aspirantes  primeros  ante- 
riores, presentaron  sus  trabajos  eñ  la  época  designada;  y  en 
su  consecuencia  la  Junta  de  Profesores  participó  al  Ministerio 
que  los  hábia  clasificado  con  los  números  1.*  al  14  éh  el  si- 
guiente orden  de  aptitud:  1.*  D.  Eduardo  8erranó  y  Plá;2.#Don 
Ricardo  Codorniu;  3.a  D.  JoséDeop;  4.°  D.  JófcéDiax;  5.°  Don 
Victoriano  Deleyto;  6.c  D.  Eugenio  Plá;  1.°  D.  Ernesto  ttuix; 
8.°  D.  Ramón  Egozcue;  3.°  D.  Benigno  Quiroga;  10  D.  Ge- 
rardo Couder;  11  D.  Rarnoü  del  Hojro;  12  D.  Eduardo  Caste- 
llanos; 13  D.  Calisto  Rodríguez,  y  14  D.  Cátftís  Allué,  expre- 
sando adérñ&s  qué  habian  cumplido  Ióá  requisitos  reglamen- 
tarios parfc  ser  üoiribrados  Ihgeúierós  dfc  lá  clááé  dé  gggtottda» 
del  Cuerpo: 

Resultando  que  á  consecuencia  de  btíbér  ¿ido  aprobados 
por  la  Junía  especial  dé  Montes  los  trabajas  de  pfáétíéa  verifi- 
cados en  los  distritos  foréstales  eoiftó  fin  de  la  cofrera  toot  le* 
aspirantes  primero*  D.  Victoriano  DéleytG,  D.  IfogfemibrFla, 
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D.  Ernesto  Ruiz  Meló,  D.  Gerardo  Couder,  D.  Eduardo  Caste- 
llanos, D.  Calixto  Rodríguez,  D.  Carlos  Allué,  D.  Eduardo 
Serrano,  D.  Ricardo  Codorniu,  D.  José  Deop,  D.  José  Díaz 
Hoyuelos,  D.  Ramón  Egozoue,  I).  Benigno  Quiroga>  y  Don 
Ramón  del  Hoyo,  por  Real  orden  de  14  de  Octubre  de  1871 
el  Ministro  del  ramo  les  nombré  Ingenieros  de  la  clase  de  se* 
gundos  del  Cuerpo  de  Montes  con  el  sueldo  anual  de  2.250 . 
pesetas,  debiendo  ser  colocados  en  el  escalafón  de  su  oíase 
precisamente  después  de  D.  Alejandro  Nougués,  y  en  el  orden 
expresado,  y  declarándoles  excedentes  con  la  mitad  de  su 
sueldo,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  Real  decreto  de  1.°  de 
Setiembre  último: 

Resultando  que  los  Ingenieros  que  habían  ingresado  en  el 
Cuerpo  en  virtud  de  la  gracia  Cjue  les  fué  otorgada  por  Real 
orden  de  1.°  de  Abril  antes  citada,  en  5  de  Diciembre  del 
mismo  año  presentaron  una  instancia  pidiendo  que,  previo  los 
antecedentes  é  informes  que  se  juzgasen  oportunos,  se  dispu- 
siese que  la  colocación  definitiva  en  el  escalafón  del  Cuerpo  se 
verificase  en  el  orden  propuesto  por  la  Escuela ,  restableciendo 
con  ella  en  su  integridad  los  derechos  que  les  señala  la  Real 
orden  que  precede;  y  a  su  vez  los  Ingenieros  D.  Victoriano 
Deleyto  y  compañeros  en  otra  de  14  del  mismo  mes  pidieron 
que  se  mantuviera  y  confirmase  en  todos  sus  efectos  la  Real 
6rden.de  14  de  Octubre  último: 

Resultando  que,  oida  la  Junta  consultiva  de  Montes,  infor- 
mó que  debia  sostenerse  la  resolución  del  citado  14  de  Octubre 
del  ano  anterior  y  desestimarse  por  consiguiente  la  reclama- 
ción presentada  en  contra  por  los  interesados  en  5  de  Diciem- 
bre, tundan  do  se,  entre  otras  cosas,  en  que  la  gracia  concedida 
á  estos  debió  siempre  considerarse  sin  perjuicio  de  tercero,  y  . 
que  sus  consecuencias'  no  deben  perjudicar  á  los  que  se  en- 
contraron en  el  pleno  goce  del  derecho:  que  en  este  caso ,  y 
según  las  disposiciones  de  6  de  Octubre  de  1869,  se  encuen- 
tran formando  parte  del  Cuerpo,  conforme  al  art.  91  del  re- 
glamento de  1862,  los  alumnos  que  entonces  eran  de  la  Es- 
cuela D.  Victoriano  Deleyto  y  demás  compañeros  expresados: 
que  según  los  artículos  5.°  y  7.°  del  reglamento  orgánico  del 
Cuerpo  debe  entrarse  en  él  por  las  plazas  inferiores,  y  no 
puede  ascenderse  sino  por  orden  de  rigorosa  antigüedad*,  cu- 
yas circunstancias  no  concurren  en  los  reclamarte*.,  puesto- 
que  privados  de  derecho  hasta  1.°  de  Abril  de  18711*  é  ingre- 
sando por  consecuencia  en  la  clase  de  aspirantes  primeros  han* 
saltado  las  de  aspirantes  segundos;  precedente  %ue  qo  puede 
sentarse  sin  perjuicio  de  sus  compañeros,  que  ao  sólo  habían 
pasado  por  ésta  sino  que  llevaban  cerca  de  cwúfro  meses*  de- 
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antigüedad  en  la  de  primeros,  cuando  á  los  redamantes  *e  le* 

concedió  la  gracia  de  ingreso;  y  que  de  sentar  el  precedente 

ue  estos  desean,  se  barrenaría  por  completo  la  letra  y  espirita 

e  los  artículos 5.°  y  7.°  del  reglamento  citado,  faltándose  al 

Srincipio  de  antigüedad  considerado  como  base  fundamental 
e  todos  los  Cuerpos  de  esta  clase: 
Resultando  que  por  otra  Real  orden  de  6  de  Setiembre  del 
mismo  año  de  1872,  el  Ministro  del  ramo  modificó  la  Real 
orden  de  14  de  Octubre ,  mandando  que  se  colocasen  en  el 
escalafón  de  Ingeniero*  segundos,  como  fueron  clasificados 
por  la  Junta  de  Profesores,  á  saber:  con  el  núm.  22  D.  Eduardo 
Serrano  y  Plá;  con  el  23  D.  Ricardo  Codorniu  y  Starico;  con 
el  24  D.  José  Deop  y  Ruiz;  con  el  25  D.  José  Díaz  Hoyuelos  y 
Taylor;  con  el  26  D.  Victoriano  Deleyto  y  Butragueúo;  con 
el  Ví7  D.  Eugenio  Plá  y  Ravé;  el  28  se  asignase  á  D.  Ernesto 
Ruiz  y  líelo;  el  29  á  D.  Ramón  Egozcue  y  Navarro;  el  30  á 
D.  Benigno  Quiroga  y  López  Ballesteros;  el  31  á  D.  Gerardo 
Couder  y  Ruiz;  el  32  á  D.  Ramón  del  Hoyo  v  Casado;  el  33  á 
1).  Eduardo  Castellanos  y  Espenant;  el  34  á  D.  Calixto  Rodrí- 
guez y  García,  y  el  35  á  D.  Carlos  Allué  y  Olivan;  fundándose 
en  que  si  bien  es  cierto  que  en  el  Cuerpo  se  ingresa  de  aspi- 
rantes, también  lo  es  que  este  ingreso  no  era  perfectamente 
efectivo  hasta  que  se  verificase  como  Ingenieros  segundos, 
puesto  que  los  aspirantes  pueden  ser  reprobados  en  la  Escuela 
y  excluidos  por  consiguiente  del  Cuerpo;  y  que  aun  existiendo 
duda  respecto  á  la  razón  legal ,  debe  atenderse  á  la  mayor  ap- 
titud, y  ésta  la  tienen  legal  mente  los  escolares  calificados  con 
números  de  preferente  anterioridad: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Francisco  Pi  y  "Margal!, 
en  nombre  de  D.  Victoriano  Deleyto,  1>.  Eugenio  Plá  y  Ruiz, 
D.  Ernesto  Ruiz  v  Meló,  D.  Gerardo  Couder  v  Ruiz  D.  Eduardo 
Castellanos,  D.  Calixto  Rodríguez  García  y  D.  Carlos  Allué  y 
Olivan ,  entabló  demanda  ante  este  Tribunal  Supremo  con  la 
solicitud  de  que  en  su  dia  se  declare  nula  la  Real  orden  de  6 
de  Setiembre  citada,  y  válida  y  subsistente  y  en  toda  su  fuerza 
y  vigor  la  de  14  de  Octubre  de  1871,  por  la  que  sus  represen- 
tados fueron  antepuestos  en  el  escalafón  de  Ingenieros  de  Mon- 
tes de  la  clase  de  segundos  á  los  ya  nominados  Serrano»  Co- 
dorniu, Deop,  Hoyuelos,  Egozcue, Quiroga  y  del  Hoyo,  y  con 
derecho  además  á  ser  aquellos  indemnizados  de  todos  los  per- 
juicios que  la  orden  reclamada  les  haya  irrogado,  incluyén- 
dose en  ellos  las  costas  del  juicio,  fundándose  respecto  4  la 
Srocedencia  de  esta  demanda  en  el  art.  56  de  la  Ley  orgánica 
el  Consejo  de  Estado  de  17  de  Agosto  de  1860,  porque  contra 
una  disposición  del  Gobierno  que  causa  estado,  solo  cabe  re- 
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clamar  en  la  via  contenciosa,  en  la  sentencia  de  este  Supremo 
Tríburtal  do  8  de  Noviembre  de  1869  respecta  de  aausap  estado 
las  Reales  órdenes  declaratoria*  de  derecho^,  y  que  do  pueden 
ser  reformadas  por  otras  posteriores;  en  el  art.  3.°  del  Real 
decreto  de  21  de  Mayo  de  1853  y  14  del  de,  20  de  Junio  dé 
1858;  porque  la  Real  orden  de  14'de  Octubre  era  declaratoria 
de  derechos,  cansaba  estado,y  no.era  módificable  por  la: dé  6 
de  Setiembre,  sino  por  esta  Sala,  habiendo  acudido -los  inte- 
resados dentro  del  término  de  seis  meses  si  se  sentían  agrá* 
viados,  por  lo  cual  no  habiendo  reclamado  eir  más  de  u¿  año 
por  la  vía  contenciosa  contra  la  de  14  de  Octubre,  y  sí  taú 
sólo  por  la  via  gubernativa,  quedaba  ésta  firme  y  subsistente 
sin  que  existiese  medio  alguno  legal" de  invalidaría}  que  era 
tanto  más  justa  esta  conclusión,  porque  la  de  6  de  Setiembre 
era  insostenible,  y  seria  nula  aun  cuando  no  existiese  aquella 
por  ser  abiertamente  contraria  á  los  reglamentos  orgánicos; 
asi  del  Cuerpo  como  de  la1  Escuela:  que  los  Gobiernos  pueden 
por  gracia  especial  dejar  ineficaz  una  Real  orden,  pero  no  en 
perjuicio  de  los  derechos  que  otros  hayan  adquirido*  que  á 
sus  representados  no  les  comprende  la  Real  orden  de  19  de 
Agosto  de  1866,  y  que  siendo  ya  aspirantes  primeros  cuando 
se  dictó  la  de  1 ,°  de  Abril,  sabían  que  no  podia  anteponérse- 
les, ni  siquiera  equipararse  con  ellos  ningún  otro  aluuino  de 
la  Escuela ,  y  menos  por  aquellos  á  -  quienes  se  concediese 
después  la  gracia  de  entrar  en  el  Cuerpo,  citando  en  su  apoyó 
los  artículos  91,  92  y  94  del  reglamento  de  la  Escuela  de  18 
de  Mayo  de  1862,  y  los  4.°  y  5.°  del  orgánico  del  CueípOy  que 
al  publicarse  la  de  1 .°  de  Abril  llevaban  sus  representados  ea 
el  Cuerpo  más  de  «ño  y  medio ,  quince  meses  en  la  oíase  de 
aspirantes  segundos,  y  cerca  de  cuatro  en  la  de  primeros!  qué 
según  el  art.  9.°  del  Real  decreto  de  1.°  de  Marzo  de  1854 
y  3.°  del  reglamento  orgánico,  en  el  Cuerpo  de  Ingenieros  de 
Montes  la  antigüedad  para  vacantes  y  ascensos  es  la  que  da 
preferencia  de  derecho  á  sus  individuos,  añadiéndose  que  la 
manera  de  ser  admitidos  en  él  Serrano,  y  compañeros  era  anti- 
mala y  contraria  á  derecho,  porque  se  les  dio  entrada  con.  la 
categoría  de  aspirantes  primeros,  cuando  estaba  mandado  por 
el  art,  91  del  reglamento  de  la  Eseuela  y  5.a  del  orgániao  que 
la  entrada  debía  ser  siempre  por  las  plazas  vacantes  en  las 
clases  de  aspirantes  segundos :  que  la  orden  reclamada  des- 
cansa en  dos  considerandos  4  <mal  m¿g  fútiles  é  insostenibles: 
que  si  bien  es  cierto  que  la  Junta  de  Profesores  es. la  que 
debe  hacer  las  clasificaciones  para  la  colocación  definitiva  dé 
los  alumnos  en  el  escalafón,  según  el  art.  34  del  reglamento 
de  la  Escuela,  era  cuando  habían  concluido  juntos-la  oarrera, 
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lo  cual  no  sucedía  aquí,  porque  naos  habían  ingresado  á 
que  otros  en  el  Cuerpo,  ano*  coa  perfecto  derecho  j  otro 
por  jpura  gracia,  y  por  eso  la  misma  Junta  de  Profesores  al 
clasificar  en  una  sola  lista  y  por  su  aptitud  los  alumnos,  hiio 
la  salvedad  de  que  no  se  entendiese  que  esa  clasificación  pre- 

Í'uzgase  los  diversos  derechos  que  pudiesen  asistir  ¿  loa  que 
labian  entrado  en  el  Cuerpo  por  derecho  propio;  y  que  por 
último,  al  dictarse  la  orden  de  14  de  Octubre  se  turo  presente 
esa  diferencia  concerniente  al  escalafón  de  aptitud ,  y  no  se 
siguió  éste  por  las  distintas  condiciones  y  desigualdad  que 
habia  entre  unos  y  otros  alumnos: 

Resultando  que  de  una  certificación  de  la  Escuela  especial 
del  ramo  aparece  que  en  la  Junta  de  Profesores  celebrada  en 
12  de  Setiembre  de  1871,  el  Director  dio  conocimiento  a  ésta 
de  haber  entregado  ya  algunos  de  los  aspirantes  primeros  del 
Cuerpo  los  trabajos  de  prácticas  verificados  en  los  distritos,  v 
manifestó  la  conveniencia  de  que  se  fijara  el  criterio  á  que 
debia  sujetarse  para  proponer  al  Gobierno  la  colocación  defi- 
nitiva que  deberían  ocuparen  el  escalafón:  que  se. acordó  que 
se  examinasen  y  calificasen  los  citados  trabajos:  y  atendiendo 
á  su  numeración,  se  diera  á  los  mismos  y  con  relación  &  todos 
los  demás  antecedentes  escolares  de  los  aspirantes  la  coloca- 
ción de  aptitud  que  les  correspondiese,  sin  prejuzgar  el  dere- 
cho que  pudieran  tal  vez  tener  algunos  de  ios  aspirantes  por 
habérseles  concedido  4  varios  el  ingreso  por  gracia  especial 
en  Real  orden  de  L°  de  Abril  de  dicho  año,  y  que  en  sesión 
de  14  del  mismo  mes  de  Setiembre  se  aprobó  el  acta  de  que 
se  acaba  de  hacer  mérito: 

Resultando  que  declarada  procedente  la  vía  contenciosa,  y 
habiendo  por  decaidos  á  los  demandantes  del  derecho  de  am- 
pliar la  demanda  por  haber  dejado  el  actor  trascurrir  el  tér- 
mino señalado  al  efecto,  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  ab- 
solviese de  ella  á  la  Administración  del  Estado,  alegando  pan 
demostrar  la  justicia  de  esta  pretensión  que  era  preciso  partir 
de  la  base  de  que  no  podia  tratarse  de  poner  en  duda  ni  de 
combatirla  orden  de  1.°  de  Abril  de  1871;  porque  fuera  acer- 
tada ó  errónea,  justa  ó  injusta,  porque  no  se  reclamó  contra 
ella  oportunamente,  dado  caso  que  pudiera  hacerse,  y  hoy  hay 
que  partir  de  la  situación  legal  creada  por  ella:  que  el  estado 
legal  actualmente,  es  decir,  á  las  fechas  de  14  de  Octubre 
de  1871  y  de  6  de  Setiembre  de  72,  es  el  de  tener  iguales  de- 
rechos  para  ingresar  y  ascender  en  el  Cuerpo  de  Ingenieros  de 
Montes,  lo  mismo  los  compañeros  de  D.  Victoriano  Xkeleyto 
qne  los  de  D.  Bduardo  Serrano,  porque  unos  y  otros  aéftárie- 
ron  el  carácter  de  aspirantes  primeros  k  un  tiempo,  termina- 
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ron  sus  estudios,  sufrieron  ex&tnénes  y  completarán  los  requi- 
sitos necesarios  para  ser  nombrados  Ingenieros  segundos!  que 
supnesto  que  &  un  misnio  tiempo  había  ocurrido  todo  esÉo,  y 
que  ño  podiatt  alegar  antigüedad  unos  sobre  otros,  el  único 
criterio  qué  podia  seguirse  eía  la  preferencia  dé  aptitud  por 
quien  únicamente  podiá  declararla,  que  era  la  Junta  de  Pro- 
fesores, pues  que  no  hay  otro  que  pueda  estimarse  en  el  ter- 
reno oficial,  y  que  si  no  debia  observarte  ninguna  regla  y  era 
discrecional  en  el  Gobierno  y  arbitraria  la  colocación  en  el 
escalafón,  no  hay  medio  de  atacar  la  orden  de  6  de  Setiembre, 
porque  aquel  há  obrado  como  mejor  le  ha  parecido,  y  si  debe 
atenderse  &  la  aptitud,  tampoco  es  compatible:  que  ta  legis- 
lación vigente  respecto  al  Cuerpo  de  Montes  determina  sin 
dejar  lugar  á  dudas  como  ha  de  nacerse  la  clasificación  dé  los 
que  ascienden  desde  alumnos  á  Ingenieros,  y  con  ella  á  la 
vista  se  justifica  cumplidamente  lo  mandado  por  dicha  orden 
de  6  de  Setiembre,  citando  al  efecto  los  artículos  4.°,  5.p  y  7.° 
del  reglamento  orgánico  de  23  de  Junio  de  1895,  el  94  de 
este  Centro  de  enseñanza  de  18  de  Mayo  de  1862;  y  deduciendo 
de  todo  que  no  cabe  combatirla  con  sólido  y  raísotiable  fun- 
damento: que  el  argumento  preferente  de  la  demanda  es  que 
la  de  14  de  Octubre  habia  causado  estado  y  no  podía  ser  re- 
vocada, y  que  esto  no  podía  sostenerse  desae  el  momento  que 
la  Administración  se  prestó  á  su  impugnación  en  la  vía  gu- 
bernativa y  accedió  á  revocarla,  porque  el  estado  legal  creado 
por  la  primera  desaparece  por  la  posterior  derogación,  y  porque 
dicha  ófdén  no  cerró  por  completo  el  camino  de  las  reclama- 
ciones, pues  podría  ser  atacada  en  esté  terreno  hasta  conseguir 
resolución  definitiva,  vistas  las  alegaciones  de  los  interesados: 
que  én  esté  pleito  no  habia  más  que  una  orden  qué  hubiese 
causado  estado,  que  era  la  de  1.°  de  Abril,  tan  tenazmente  com- 
batida por  los  demandantes,  y  que  apoyándose  la  reclamada 
en  la  legislación  vigente,  con  arreglo  á  ella  no  podia  ser  im- 
pugnada, ó  que  si  quería  prescindirse  de.  sus  preceptos  habia. 
que  reconocer  que  se  trata  de  materia  en  la  que  el  Poder  Eje- 
cutivo puede  usar  de  sus  facultades  discrecionales,  y  éstas  no 
pueden  ser  contrariadas  en  la  vía  contenciosa. 

Vistos,  siendo  Pórtente  el  Magistrado  D.  José  María  Helhte- 
ros  de  Tejada. 

Considerando  qué  por  el  art.  4.a  del  reglamento  orgiüicu 
del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Montes  de  23  de  Junio  dé  1865 
se  fijan  xas  clases  de  que  ha  de  constar,  ocupando  el  áétimo 
lugar  los  aspirantes  primeros,  y  él  octavo  y  último  loé  aspi- 
rantes éégtfndos;  y  el  mismo  reglamento  determina  eti  fcu  ar- 
tículo 72  que  el  orden  de  precedencia  áé  los  inditíduOe  del 
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expresado  Cuerpo  ha  de  ser  el  señalado  en  el  precitado  ar- 
tículo 4.?: 

Considerando  que  nombrados  en  6  de  Junio  de  1869  aspi- 
rantes segundos  de  Ingenieros  de  Montes.  D.  Victoriano  De- 
ley  to  y  demás  recurrentes,  y  habiendo  ascendido  en  12  de  Di- 
ciembre de  1870  á  la  clase  inmediata  superior  de  aspirantes 
primeros,  adquirieron  en  una  y  otra  época  derechos  de  prefe- 
rencia» según  las  preinsertas  disposiciones  reglamentarias,  ba- 
sadas en  las  demás  orgánicas  que  forman  su  complemento, 
sobre  todos  los  demás  alumnos  que  ingresaran  con  posterio- 
ridad, aunque  obtuvieran  idénticos  nombramientos  por  derecho 
Sropio  y  no  por  pura  gracia  como  fueron  los  concedidos  en  1.* 
e  Abril  de  1871  á  i).  Eduardo  Serrar  y  demás  que  se  men- 
cionan en  la  Real  orden  reclamada  de  6  de  Setiembre  de  1872: 
Considerando  que  si  bien  la  referida  circunstancia  bastaría 
por  sí  sola  para  decidir  la  controversia  sostenida  entre  unos 
y  otros  "interesados  en  favor  de  aquellos,  concurren  además 
otras  muchas  que  favorecen  asimismo  en  alto  grado  á  los  de- 
mandantes, siendo  entre  ellas  la  más  notable  que  su  entrada 
en  la  Escuela  especial  de  Atontes  se  verificó  en  el  año  de  1865, 
adquiriendo  désele  entonces  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  91  del  reglamento  de  18  de  Mayo  de  1862,  y  en  el 
artíoulo  5.°  del  decreto  orgánico  de  dicho  Cuerpo,  el  derecho 
á  ser  colocados  oportunamente  después  de  terminar  su  ense- 
ñanza y  ganar  el  tercer  año  en  la  clase  de  aspirantes  segun- 
dos, como  efectivamente  lo  fueron;  y  los  que  posteriormente 
han  sido  sus  opositores  no  ingresaron  en  dicha  Escuela  hasta 
1866,  un  año  después,  sin  haber  podido  obtener  el  mencionado 
nombramiento   de  aspirantes  segundos  al  concluir  sus  tres 
años  de  estudios  teóricos,  por  impedírselo  la  Real  orden  de  19 
de  Agosto  de  1866,  que  antes  de  que  fueran  aquellos  tales 
alumnos,  declaró  cerrados  los  Cuerpos  facultativos  de  Inge- 
nieros de  Montes,  de  Minas  y  de  Caminos,  para  el  ingreso  en 
sus  Escuelas  por  bastar  el  personal  que  teman,  salvando  sólo 
los  derechos  de  los  que  ya  estaban  admitidos  con  anterioridad 
en  ellas  y  se  hallaban  cursando  sus  respectivas  asignaturas: 
Considerando  además  que  no  sólo  quedó  cerrado  el  ingreso 
en  los  Cuerpos  de  Montes,  de  Minas  y  de  Caminos  por  la  ex- 
presada Real  resolución,  sino  que  al  propio  tiempo  se  declaró 
que  los  que  ingresaran  en  las  Escuelas  de  enseñanza  en  ade- 
lante no  tendrían  derecho  á  pensión  de  la  carrera  ni  á  ser  in- 
cluidos en  el  Cuerpo  respectivo,  y  bajo  esta  prevención  y  con 
el  convencimiento  dé  su  ningún  derecho  á  obtener  ingreso, 
incoaron  sus  estudios  D.  Eduardo  Serrano  y  sus  compañeros 
de  carrera  euando  D.  Victoriano  Deleyto  y  los  suyos  se  halla- 
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ban  en  condiciones  diaraetralmente  contrarias  dentro  del  Cuer- 
po y  en  posesión  de  los  expresados  derechas  ya  adquiridos: 

Considerando  que  al  gestionar  en  1886  los  alumnos  menf- 
cionadosque  habían  hecho  sus  estudios  sin  derecho  ¿ingreso 
en  la  escala  respectiva ,  para  que  no  obstahte  aquella  prohi- 
bición se  les  admitiera  en  el  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Montes 
por  acto  de  gracia ,  que  al  fin  consiguieron  después  de  ha- 
berles sido  negada  esta  solicitud  en  dos  distintas  ocasiones, 
no  pudieron  aspirar  k  obtener  contra  los  principios  respeta- 
bles de  justicia  que  dicha  concesión  se  les  otorgase  lesionando 
derechos  preferentes  adquiridos  por  otros  con  anterioridad, 
ni  menos  la  Real  orden  de  1.°  de  Abril  de  1871,  al  deferir  ¿ 
aquella  pretensión  declarándoles  aspirantes  primeros  sin  haber 
pasado  por  la  clase  dé  segundos ,  conforme  á  lo  prescrito  en 
el  reglamento,  hizo  declaración  alguna  en  que  pudieran  apo- 
yar tan  irregulares  aspiraciones: 

Considerando  que  establecido  por  el  art.  4.°  del  precitado 
reglamento  orgánico  del  Cuerpo  ae  Ingenieros  de  Montes  el 
orden  correlativo  de* todas  las  clases  de  que  se  compone,  com- 
prendiendo en  las  dos  últimas  los  aspirantes  primeros  y  se- 
gundos en  dos  grados  sucesivos,  y  preceptuando  el  art.  72, 
según  antes  se  ha  expresado ,  que  ese  orden  es  el  que  deter- 
mina la  precedencia  ae  sus  individuos,  carece  de  apoyo  legal 
el  supuesto  de  que  no  es  perfectamente  efectivo  el  ingreso 
hasta  que  se  verifica  en  la  clase  de  Ingenieros  segundos,  porr 
que  pueda  ser  contingente  la  exclusión  de  algún  alumno  en 
un  caso,  que  nunca  alteraria  las  precitadas  disposiciones  del 
reglamento  respecto  de  los  que  hubieran  tenido  ingreso  defi- 
nitivo en  el  Cuerpo,  como  lo  tuvieron  á  su  debido  tiempo  los 
demandantes: 

Considerando  que  por  Real  orden  de  14  de  Octubre  de.  1871, 
aprobados  los  trabajos  de  prácticas  de  todos  los  que  figuraban 
ya  en  el  Cuerpo  en  la  clase  de  aspirantes  primeros,  aunque 
con  antigüedad  distinta,  obtuvieron  los  demandantes  su  as- 
censo á  Ingenieros  de  la  clase  de  segundos,  fijando  en  su 
resolución  el  Gobierno  el  orden  en  que  habían  de  ser  coloca- 
dos en  el  escalafón  de  la  carrera,  con  preferencia  &  los  que 
entraron  un  año  después  en  la  Escuela,  y  no  llegaron  k  con- 
seguir §1  nombramiento  de  aspirantes  segundos,  y  habiendo 
creído  estos  que  se  les  había  indebidamente  perjudicada,'  re- 
clamaron en  vía  gubernativa,  donde  tal  reclamación  no  podía 
tener  efecto  alguno,  puesto  que  las  Reales  órdenes  declara- 
torias de  derechos  de  esta  índole  son  definitivas  y  oausan 
estado,  no  pudíendo  revocarse  sino  por  fallo  dictado  en  la  vía 
contenciosa: 
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Considerando  que  sin  haberle  tenido  pn  cuenta  este  prin- 
cipio de  derecho  y  Ja  jurisprudencia  que  lo  tiene  reconocido 
y  .declarado  como  incontrovertible  par  repetidos  fallos,  asi  del 
Conejo  de  Estado  co»o  de  estp  Tribunajl  Supremo,  se  dictó 
en  6  de  Setiembre  de  1872  la  Real  orden  reclamada  por  loe 
recurrentes  en  esta  vía  contenciosa,  que  modificando  ó  alte- 
rando esencialmente  la  citada  definitiva  que  causó  estado, 
establece ,  partiendo  de  una  base  que  no  es  la  legal  de  la  anti- 
güedad ó  prestación  de  los  derechos  adquiridos,  nuevo  escala- 
fón para  dichos  Ingenieros  segundos  de  distintas  procedencias: 

Considerando  que  esta  orden  carece  de  eficacia  legal  por  la 
ragoa  expuesta;  y  la  de  14  de  Octubre  de  1871  no  reclamad* 
por  JD.  Eduardo  Serrano  y  sus  compañeros  dentro  de  los  seis 
meses  «n  que  pudieron  hacerlo  en  vía  contenciosa,  ha  adqui- 
rido fuerza  de  ejecutoria,  quedando  por  tanto  firme  y  subsis- 
tente, teniendo  además  en  su  favor  la  justicia  de  sus  reso- 
luciones, y  que  la  que  la  ha  modificado  ó  esencialmente 
reformado  es  abiertamente  contraria,  como  se  ha  demostrado 
antes,  á  los  decretos  y  reglamentos  orgánicos  del  Cuerpo  de 
Ingenieros  de  Montes  y  de  su  Escuela  especial; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin  efecto 
la  Real  orden  reclamada,  que  se  expidió  por  el  Ministerio  de 
Fomento  en  6  de  Setiembre  de  1872,  y  ,que  en  su  virtud  queda 
firme  y  subsistente  la  anterior  citada  en  14  de  Octubre  de  1871, 
por  la  que  D.  Victoriano  Deleyto  y  demás  demandantes  Inge- 
nieros de  Montes  de  la  clase  de  segundos,  fueron  antepuestos 
en  el  escalafón  de  la  misma  á  D.  Eduardo  Serrano ,  D.  Ricar- 
do Codorniu,  D.  José  Deop,  D.  José  Díaz  Hoyuelos,  D.  Ramou 
Egozcue,  D.  Benigno  Quiroga  y  D.  Ramón  del  Boyo,  indivi- 
duos de  igual  clase  de  menos  antigüedad,  sin  dar  lugar  á  las 
demás  peticiones  que  la  demanda  contiene. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gc- 
ceta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
al  Ministerio  de  Fomento,  con  la  certificación  prevenida,  lo  pro- 
nunciamos, man  damos  y  firmamos.  =  Juan  González  Ace  vedo.  = 
José  María  Herrerosde  Tejada.=Pascual  Bayarri.=Juan  Jiménez 
-Cuenca. =ManuelLeon.  =Iguacjo  Yieites.=Francisco  Arinesto. 

Publicación: 

Letda  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistra- 
do de  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  au- 
diencia pública  la  misma,  en  el  dia  de. hoy,  de  que  certifica 
como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  19  de  Eidero  de  1875.= 
Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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Abono  de  intereses.— Sentencia  de  20  de  Enero  de  187S,  ab- 
solviendo á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  do- 
manda  interpuesta  por  D.  Manuel  Alvares  Candamo,  contra 
la  orden  de  2  de  Marzo  de  1874. 

En  los  considerandos  ee  establece: 

1 .°  Que  el  Estado  no  es  responsable  del  abono  de  intereses 
en  concepto  de  abono  de  perjuicios  por  la  demora  en  el  papo  de 
créditos  procedentes'  de  los  servicios  que  contrata  sino  en  los 
casos  expresamente  designados  en  disposiciones  legales  ó  cuando 
se  estipulen  especialmente,  según  la  constante  y  reiterada  juris- 
prudencia  establecida,  asi  por  el  Consejo  de  Estado  como  por 
esta  Sala. 

2.°  Que  con  arreglo  al  art.  17  de  la  Ley  de  Contabilidad 
de  20  de  Febrero  de  1850  y  al  18  déla  vigente,  ninguna  recla- 
mación contra  el  Estado,  á  titulo  de  daños  y  perjuicios  ó  d  ti- 
tulo de  equidad,  será,  admitida  gubernativamente  pasado  un  año 
desde  el  hecho  en  que  se  Junde  al  reclamante,  quedando  d  éste  úni- 
camente el  recurso  que  corresponda  en  la  vía  contenciosa ,  al 
que  habrá  lugar  como  si  la  reclamación  hubiera  sido  negada  por 
el  Gobierno;  pero  que  este  recurso  prescribe  por  el  trascurso  de 
dos  años  a  contar  desde  la  -misma  fecha. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  k  20  de  Enero  de  1875,  en 
los  autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala 
en  primera  y  única  instancia,  promovidos  por  él  Licenciado 
D.  Antonio  María  Guillen,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Manuel 
Alvarez  Candamo,  contra  la  Administración  general  del  Es- 
tado, representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de 
la  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  2  de  Marzo 
de  1874,  que  le  denegó  el  aboilo  de  intereses  que  solicitaba 
sobre  el  importe  de  las  cantidades  que  le  fueron  satisfechas 
por  valor  de  piedra  invertida  en  las  obras  de  limpia  del  puerto 
de  Alicante  que  no  estaba  presupuestada: 

Resultando  que  subastadas  las  obras  de  terminación  y  lim- 

f)ia  del  referido  puerto  fueron  adjudicadas  á  D.  Lorenzo  Gui- 
lermi,  como  mejor  postoT,  en  la  cantidad  de  3.800.000  reales, 
otorgándose  la  correspondiente  escritura  en  3  de  Junio  de  1863, 


688  .  TIUBl'NAL   SUPUKMO. 

en  la  cual  se  obligó  á  ejecutarlas  con  estricta  sujeción  á  las 
planos,  presupuestos  y  condiciones  facultativas  y  particulares 
preestablecidas,  siendo  la  3.a  de  aquellas  relativa  á  la  proce- 
dencia y  naturaleza  de  los  materiales: 

Resultando  que  subrogado  D.  Manuel  Alvarez  Candamo  en 
los  derechos  de  Guillermi ,  en  4  de  Mayo  de  1866  recurrió  al 
Gobernador  de  la  provincia  manifestando  que  ni  en  los  deta- 
lles del  presupuesto  ni  en  éste  se  incluía  cantidad  alguna  para 
indemnizar  los  materiales  necesarios  para  las  obras,  á  pesar 
de  determinarse  las  canteras  de  donde  se  habian  de  extraer 
pidiendo  por  ello  que  se  formase  un  presupuesto  adicional, 
tanto  de  las  cantidades  que  se  creyesen  necesarias  para  adquirir 
dichos  materiales  de  cantera  en  explotación  é  indemnización 
de  los  daños  y  perjuicios  á  los  dueños  de  las  miámas,  como  de 
los  que  por  él  se  hubieren  satisfecho: 

Resultando  que  formado  expediente  con  este  motivo,  se  re- 
solvió por  la  disposición  5/  de  la  Real  orden  de  8  de  Marzo 
de  1868,  denegándole  dicha  pretensión;  é  interpuesta  contra 
ella  á  su  virtud  demanda  contencioso-administrativa  ante  esta 
Sala,  con  la  pretensión  de  que  se  dejase  sin  efecto  la  mencio- 
nada disposición  de  dicha  Real,  orden,  y  que  se  declarase  que 
le  eran  de  abono  las  partidas  satisfecha?  por  el  material  que 
hubiese  invertido  en  las  obras  del  muelle  de  Alicante  y  por 
indemnización  de  daños  y  perjuicios  á  los  dueños  de  los  ter- 
renos en  que  se  hallaban  enclavadas  las  canteras,  previa  apre- 
ciación de  su  importe  en  la  forma  que  establecía  el  art.  47  de 
las  condiciones  generales  para  los  contratos  de  obras  públicas 
comprendidas  en  el  Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1861:  que 
se  sustanció  el  pleito  por  todos  Sus  trámites,  y  se  dictó  sen- 
tencia en  28  de  Febrero  de  1870,  declarando  que  el  demandante 
tenia  derecho  á  que  por  el  Estado  se  le  abonaran,  formándose 
al  efecto  la  competente  liquidación  de  las  cantidades  que  hu- 
biese satisfecho  por  el  material  de  piedra  invertido  y  por  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  á  los  dueños  de  los  terrenos 
en  que  se  hallaban  enclavadas  las  canteras  desde  un  año  ante- 
rior al  4  de  Marzo  d6  1866,  en  que  formalizó  la  reclamación, 
hasta  la  conclusión  de  las  obras: 

Resultando  que  puesta  en  ejecución  la  anterior  sentencia, 
presentó  el  contratista,  con  la  solicitud  de  10  de  Febrero 
de  1873,.  12  recibos,  importantes  30.030  pesetas  28  céntimos, 
que  tenia  abonados  á  los  dueños  de  las  canteras:  que  en  2  de 
Setiembre  siguiente  presentó  también,  en  cumplimiento  de  la 
orden  que  se  lo  prevenía,  solemne  carta  de  pago  de  los  pro- 
veedores de  la  piedra  empleada  en  dicho  puerto,  de  cuyo 
abono  se  trata ;  y  después  de  los  trámites  necesarios  se  dictó 
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tina  orden  por  el  Gobierno  de  la  República  en  8  de  Setiembre 
úe  1873,  mandando  abonarle  dicha  suma  con  cargo  al  ca- 
pítulo 30,  art.  1.°  del  presupuesto  entonces  vigente,  como 
-así  tuvo  lugar  en  12  de  Octubre  posterior: 

Resultando  que  en  el  dia  23  de  este  último  mes  elevó  una 
exposición  D.  Manuel  Alvarez  Candamo  á  la  Dirección  general 
de  Obras  públicas,  exponiendo  era  un  principio  de  justicia  y 
de  equidad  que  el  acreedor  devengaba  intereses  desde  el  dia 
que  reclamó  el  pago  de  su  crédito,  como  lo  establecían  las  le- 
es de  Enjuiciamiento  en  lo  judicial  desde  que  se  interponía 
a  demanda;  y  fundado  en  esta  consideración  solicitó  se  for- 
mara la  liquidación  de  intereses  y  se  le  abonaran  desde  4  de 
Mayo  de  1866  en  que  hizo  la  reclamación  hasta  el  dia  en  que 
se  verificó  el  pago: 

Resultando  que  pedido  informe  á  la  Ordenación  de  este 
ramo  del  Ministerio,  lo  emitió  favorable  á  la  solicitud  del  con- 
tratista, pero  á  partir  de  la  fecha  de  la  sentencia  de  este  Tri- 
bunal, y  por  el  contrario  el  Negociado  de  Contabilidad;  en 
cuyo  estado  se  dictó  la  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecu- 
tivo de  la  República  de  2  de  Marzo  de  1874,  resolviendo  no 
haber  lugar  á  lo  solicitado  por  aquel,  en  consideración  á  que 
en  la  citada  sentenpia  no  se  concedió  el  abono  de  intereses  y 
á  que  después  de  ella  no  habia  habido  demora  en  el  pago  por 
parte  de  la  Administración: 

Resultando  que  contra  dicha  orden  y'en  19  de  Mayo  último 
presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este  Tribunal 
Supremo  D.  Manuel  Alvarez  Candamo,  representado  por  el 
Licenciado  D.  Antonio  María  Guillen,  pidiendo  su  revocación, 
y  que  se  condenase  al  Estado  al  abono  de  los  intereses  al  res- 
pecto del  6  por  100  sobre  el  importe  del  libramiento  expedido 
desde  el  dia  en  que  reclamó  su  abono  en  la  vía  gubernativa 
hasta  el  en  que  se  verificó  el  pago  del  crédito ,  fundado  en 
que  es  un  principio  de  justicia  que  nadie  puede  enriquecerse 
-con  perjuicio  de  otro,  y  de  aquí  el  que  esté  reconocido  por 
las  leyes  que  el  acreedor  devenga  intereses  desde  el  dia  en 
que  reclama  el  pago  de  un  crédito  declarado  legítimo;  en  que 
según  el  art.  38  de  las  condiciones  generales  comprendidas 
en  el  Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1861,  en  los  agotamientos 
y  demás  obras  que  producen  desembolsos  que  no  son  objeto 
del  presupuesto  base  de  un  contrato ,  el  contratista  devenga 
el  interés  del  1  por  100  mensual  del  dinero  que  adelantó,  y 
remuneración  del  trabajo  y  diligencia  que  presta: 

Resultando  que  reclamado  y;  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, declarada  procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la 
demanda,  la  amplió  el  Licenciado  Guillen ,  reproduciendo  su 
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solicitud  y  argumentos,  añadiendo  que  según  la  Real  orden 
circular  de  12  de  Mayo  de  1860,  en  los  presupuestos  deben 
incluirse  partidas  para  todos  aquellos  gastos  que  sin  entrar 
directamente  á  formar  el  precio  de  cada  unidad  de  obra,  con- 
tribuyen conocidamente  á  acrecer  el  coste  total ,  como  son  los 
gastos  imprevistos,  los  de  dirección  y  administración;  el  in- 
terés de  los  fondos  adelantados,  y  la  cantidad  que  debe  cons- 
tituir el  justo  beneficio  de  los  afanes  del  contratista,  ó  sea  e! 
premio  dé  su  inteligencia  y  actividad,  y  que  la  omisión  en  el 

5 resupuesto  del  precio  de  la  piedra,  cuyo  importe  abonó  el 
emandante,  disminuyó  el  coste  total,  sobre  el  cual  debió 
cargarse  el  17  por  100,  prevenido  en  dicha  Real  orden,  y  que 
parte  de  este  tanto  por  100  constituia  el  interés  que  hoy  re- 
clamaba: que  el  art.  17  de  la  Ley  de  Contabilidad  vigente 
concede  &  la  Hacienda  pública  el  derecho  al  interés  anual  de 
un  6  por  100  sobre  el  importe  total  de  los  alcances,  mal- 
versación y  desfalco  de  sus  fondos  desde  el  dia  en  que  se  le 
irrogue  el  perjuicio  hasta  el  en  que  se  verifique  el  reintegro: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  conten» 
dicha  demanda,  pretendiendo  se  absuelva  de  ello  á  la  Admi- 
nistración, confirmando  la  orden  recurrida;  exponiendo  para 
ello  que  por  la  sentencia  de  esta  Sala  no  se  concedió  el  abono 
de  intereses,  ni  habia  habido  demora  en  el  pago  por  parte  de 
la  Administración ,  siendo  culpa  de  la  negligencia  del  recla- 
mante el  que  hubiesen  transcurrido  tres  años  para  ello;  que 
además  era  sabido  que  al  Estado  no  le  eran  aplicables  las  dis- 
posiciones generales  que  regulan  el  pago  de  intereses  por  los 
particulares,  y  que  no  abonaba  otros  que  los  expresamente 
convenidos,  ó  los  que  se  hallasen  establecidos  por  disposicio- 
nes legales  concretas  para  los  respectivos  casos,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  4  de  Febrero  de  1853  y  á 
la  constante  jurisprudencia  c'ontencioso-administrativa,  cuyas 
sentencias  enumera;  y  exponiendo  además  otros  argumentos, 
en  refutación  de  los  aducidos  de  contrario. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites. 

Considerando  que  el  Estado  no  es  responsable  del  abono 
de  intereses  en  concepto  de  abono  de  perjuicios  por  la  demora 
en  el  pago  de  créditos  procedentes  de  los  servicios  que  con- 
trata sino  en  los  casos  expresamente  designados  en  disposicio- 
nes legales  ó  cuando  se  estipulen  especialmente,  según  la 
constante  y  reiterada  jurisprudencia  establecida,  asi  por  el 
Consejo  de  Estado  como  por  esta  Sala: 

Considerando  que  en  las  oondiciones  particulares  del  con- 
trato sobre  que  versa  este  pleito,  en  las  generales  relativa  * 
obras  públicas  aprobadas  por  Real  decreto  de  10  de  Julif»  ?s 
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1861,  en  los  actos  posteriores  respecto  de  su  cumplimiento, 
ni  en  disposición  legal  expresa,  no  existe  pacto,  cláusula  ni 
resolución  alguna  qne  obligue  á  la  Administración  pública 
á  satisfacer  los  intereses  que  se  reclaman  por  la  presente  de- 
manda: 

Considerando  que  no  obsta  á  lo  expuesto  lo  prevenido  en 
el  art.  38  del  citado  Real 'decreto,  que  se  concreta  al  abono 
de  intereses  por  las  cantidades  invertidas  en  «agotamiento, 
que  según  las  condiciones  pactadas  no  sean  de  cuentas  del 
contratista,»  puesto  que  este  caso  es  evidentemente  distinto 
del  que  se  debate  en  el  actual  litigio;  y  por  consiguiente  que 
de  manera  aíguna  les  es  aplicable  dicho  artículo,  como  pre- 
tende el  demandante,  fundándose  en  violentas  deducciones  de 
analogía  absolutamente  inadmisibles  en  contratos  referentes  á 
servicios  públicos  qué  se  rigen  por  disposiciones  especiales  de 
interpretación  restrictiva: 

Considerando,  por  el  contrario,  que  al  reclamar  guberna- 
tivamente D.  Manuel  Alvarez  Candamo  el  4  de  Mayo  de  1866 
y  en  el  recurso  contencioso  interpuesto  ante  este  Tribunal  Su- 
premo el  abono  de  las  cantidades  satisfechas  por  el  material 
de  cantería  empleado  en  las  obras  del  puerto  de  Alicante ,  en 
la  forma  que  determina  el  art.  47  de  las  referidas  condiciones 
generales,  á  cuya  petición  se  defirió  en  la  sentencia  dictada 
el  28  de  Febrero  de  1870 ,  se  conformó  en  percibir  este  crédito 
con  arreglo  á  lo  que  ordena  el  predicho  artículo,  único  perti- 
nente para  decidir  la  actual  cuestión ;  y  como  quiera  que  en 
él  no  se  dispone  expresamente  que  se  abonen  intereses  por  tal 
concepto,  es  indudable  «que  carecía  de  derecho  para  obtener- 
los el  recurrente ,  puesto  que  si  la  Administración  creyese  que 
debia  concederlos  en  casos  de  esta  naturaleza,  lo  hubiera  con- 
signado así,  según  lo  hizo  en  el.  mencionado  art.  38  y  en  otros 
del  mismo  Real  decreto: 

Considerando  que  el  objeto  explícito  de  la  Real  orden  de  12 
de  .Mayo  de  1860,  es  el  de  conceder  á  los  contratistas  un  pre- 
mio ó  recompensa  «por  todos  los  gastos  que ,  sin  entrar  á  for- 
mar el  precio  de  cada  unidad  de  obra,  contribuyen  conocida- 
mente á  aumentar  su  coste  total,  como  son  los  gastos  impre- 
vistos ,  la  dirección  y  administración,  el  interés  de  los  fondos 
adelantados  y  la  cantidad  que  debe  constituir  el  justo  bene- 
ficio de  sus  afanes ; »  pero  hallándose  excluidos  de  su  alcance 
los  acotamientos  y  los  aumentos  de  obras  ya  previstos  en  las 
repetidas  condiciones  generales,  como  lo  advierte  la  Dirección 
del  ramo  en  la  prevención  1.a  de  la  circular  que  acompañó  al 
publicarlo ,  es  indudable  también  que  esta  Real  orden  no*  es 
aplicable  al  propósito  con  que  la  invoca  el  demandante,  porque 
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respecto  del  anticipo  de  fondos  para  los  referidos  materiales 
está  indemnizado  con  el  tanto  por  ciento  de  imprevistos  que  se 
concede  á  los  contratistas  al  formar  el  presupuesto: 

Considerando  que  tampoco  es  pertinente  para  resolver  e¿ta 
cuestión  el  art.  17  de  la  Ley  provisional  de  Contabilidad  de  25 
de  Junio  de  1870 ,  terminante  á  que  «la  Hacienda  pública  tiene 
derecho  al  interés  anual  de  un  6  por  100  sobre  el  importe  total 
de  los  alcances,  malversaciones  y  desfalcos  de  sus  fondos,  á 
contar  desde  el  dia  en  que  se  irrogue  el  perjuicio  hasta  el  en 
que  se  verifique  el  reintegro , »  puesto  que  en  tal  precepto  se 
establece  un  privilegio  para  el  Estado,  que  no  es  ni  puede 
reputarse  reciproco  para  sus  acreedores ,  y  aun  siéndolo ,  no 
podria  ampliarse  á  casos  de  esta  Índole ,  por  las  razones  ex- 
puestas anteriormente: 

Considerando  que  después  de  pronunciada  la  mencionada 
sentencia  de  28  de  Febrero  de  1870,  la  Administración  públicn 
no  incurrió  en  demora  para  el  pago  de  la  cantidad  reclamada, 
porque  las  dilaciones  que  se  advierten  son  imputables  al  de- 
mandante, que  no  presentó  la  cuenta  documentada  para  prac- 
ticar la  previa  é  indispensable  liquidación  hasta  el  10  de  Fe- 
brero de  1873,  y  el  2  de  Setiembre  del  próximo  año  los  com- 
probantes con  las  solemnidades  prevenidas,  comportamiento 
que  contrasta  con  la  notable  actividad  de  dicha  Administración 
que  en  8  del  mismo  mes  de  Setiembre  aprobó  la  referida  li- 
quidación, abonando  al  reclamante  cuanto  pidió,  y  en  12  del 
mes  siguiente  se  realizó  el  pago,  y  basta  la  enunciación  de 
estas  fechas  para  persuadirse  de  que  el  breve  periodo  de  pue» 
más  de  un  mes  era  absolutamente  indispensable  para  instruir 
el  expediente  con  las  formalidades  de  contabilidad  precisas  á 
fin  de  llegar  al  resultado  final : 

Considerando,  además,  que  con  arreglo  al  art.  17  de  la  Le\ 
de  Contabilidad  de  20  de  Febrero  de  1850  y  al  18  de  la  vigente, 
«ninguna  reclamación  contra  el  Estado,  á  título  de  daños  } 
perjuicios  ó  á  título  de  equidad,  será  admitida  gubernativa- 
mente pasado  un  año  desde  el  hecho  en  que  se  funde  el  recla- 
mante ,  quedando  á  este  únicamente  el  recurso  que  corresponda 
en  la  vía  contenciosa,  al  que  habrá  lugar  como  si  la  reclama- 
ción hubiera  sido  negada  por  el  Gobierno ;  pero  que  este  re- 
curso prescribe  por  el  trascurso  de  dos  años  á  contar  desde  la 
misma  fecha : » 

Considerando  que  por  la  circunstancia  de  no  haber  pedido 
D.  Manuel  Alvarez  Candamo  en  la  instancia  de  4  de  Mavo  de 
1866 ,  ni  posteriormente  en  el  expediente  gubernativo  instruido 
en  su  virtud ,  ni  tampoco  en  la  vía  contenciosa  á  que  recurrió 
entonces ,  el  abono  de  intereses  á  título  de  perjuicios  por  el 


SENTENCIAS   DE    1874.  693 

anticipo  de  fondos  á  causa  de  no  haberse  presupuestado  la 
cantidad  necesaria  para  el  material  de  cantería  expresado,  sin 
haber  formulado  siquiera  en  tiempo  la  oportuna  protesta  ó  re- 
serva de  derechos  sobre  este  particular,  es  incontrovertible 
que  habiéndose  deducido  la  primera  reclamación  con  este  ob- 
jeto el  23  de  Octubre  de  1873 ,  habían  trascurrido  entonces  con 
mucho  exceso  los  dos  años  que  las  citadas  leyes  de  Contabi- 
lidad requieren  para  que  ésta  sea  admitida,. bien  se  cuente 
tal  plazo  desde  el  hecho  en  que  se  funda  la  predicha  reclama- 
ción ó  desde  la  fecha  de  la  mencionada  sentencia  de  28  de 
Febrero  de  1870,  y  por  tanto  que  ha  prescrito  la  acción  para 
entablar  el  presente  recurso: 

Y  considerando,  finalmente,  que  por  los  motivos  expues- 
tos resulta  demostrado  que  la  orden  recurrida  de  2  de  Marzo 
último  es  justa,  porque  está  basada  en  las  disposiciones  lega- 
les y  en  la  jurisprudencia  vigentes  sobre  la  materia ,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  abono  de  intereses  que  solicita  el 
recurrente ; 

Fallamos ,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  en 
nombre  de  D.  Manuel  Alvarez  Candamo,  y  en  su  virtud  de- 
claramos firme  y  subsistente  la  orden  de  2  de  Marzo  de  1874, 
expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento ,  contra  la  que  se  re- 
clama. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio  de  Fomento ,  con  la  oportuna 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Ace vedo.  =  Pascual  Bayarri.  =  Juan  Jiménez  Cuen- 
ca. =Manuel  Leon.=Ignacio  Viei  tes.  =  Francisco  Armesto.= 
Luis  Vázquez  Mondragon. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Ignacio  Vieites,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera ,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  20  de  Enero 
de  1875.=Enrique  Medina. 
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Antigüedad  y  precedencia  en  el  orden  db  asientos  entre 
los  Magistrados.  —  Sentencia  de  20  de  Enero  de  1875,  ab- 
solviendo á  la  Aiministracion  general  del  Estado  de  la 
demanda  interpuesta  por  D.  Patricio  González  y  González, 
contra  la  orden  de  10  de  Octubre  de  1870. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  es  un  principio  inconcuso  de  legislación  y  consti- 
tuye un  axioma  jurídico  que  las  leyes  que  no  son  simplemente 
aclaratorias  de  otras  anteriores  no  tienen  efecto  retroactivo  sino 
cuando  ellas  mismas  lo  determinan  y  para  los  casos  y  circuns- 
tancias que  expresan,  y  á  esta  clase  pertenece  la  Ley  provisio- 
nal orgánica  vigente  del  Poder  judicial,  puesto  que  lejos  de 
establecer  en  ella  la  retroactividad  de  sus  disposiciones ,  la  re- 
gla 6.*  de  las  transitorias  de  la  misma  revela  claramente  lo 
contrario  en  cuanto  prescribe  que  se  cooisiderará  a  todos  los  Ma- 
gistrados y  Jueces  en  la  categoría  que  hubieren  llegado  á  obte- 
ner en  la  carrera  judicial,  sin  que  pueda  desvirtuar  su  eficacia 
en  derecho  al  aplicar  esta  disposición  al  caso  presente  la  dr- 
cnnstancia  de  referirse  a  las  condiciones  necesarias  para  adqui- 
rir la  inamovilidad ,  puesto  que  no  es  por  ello  menos  cierto  y 
explícito  el  reconocimiento  de  las  categorías  existentes  á  la  pro- 
mulgación de  la  precitada  ley. 

2.°  Que  si  aun  duda  cupiera  sobre  la  doctrina  expuesta,  la 
regla  10  de  igual  clase  que  la  anterior  vendría  á  disiparla, 
porque  al  tratarse  en  ella  de  los  empleados  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  que  tenían  derechos  adquiridos  en  virtud  d* 
la  legalidad  vigente  a  la  publicación  de  la  enunciada  ley,  orde- 
na asimismo  que  los  que  antes  de  la  promulgación  de  esta  ley 
hubiesen  obtenido  y  desempeñado  en  propiedad  en  el  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  plaza  de  numero  que  por  disposición  ex- 
presa les  diere  ¿alegoría  y  derecho  para  obtener  cargos  judicia- 
les, conservarán  su  derecho  y  serán  nombrados  según  su  anti- 
güedad, previa  la  calificación  de  sus  expedientes  en  las  vacantes 
que  ocurran  en  su  respectiva  clase;  de  mo'do  que  no  es  lógico 
suponer  que  cuando  la  nueva  ley  ha  respetado  las  categorías 
adquiridas  por  funcionarios  que  no  pertenecían  a  los  Tribuna- 
les, fiera  el  propósito  del  legislador  privar  de  ellas  A  los  que 
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las  habían  alcanzado  en  el  desempeño  de  cargas  efectivos  en  la 
Administración  de  justicia. 

3.°  Que  la  legalidad  vigente  en  materias  de  categorías  al  pu- 
blicarse la  Ley  orgánica  de  15  de  Setiembre  de  1870  era  la  del 
Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867,  en  el  que  se  estable- 
cieron los  grados  de  la  jerarquía  judicial,  comprendiendo  en 
el  5.°  del  art.  1.°  a  los  Magistrados  de  las  Audiencias  de  Ma- 
drid y  Presidentes  de  Sala  de  las  de  provincias;  a  los  Fiscales 
de  estas  que  por  analogía  y  correspondencia  ocupan  según  el 
articulo  3.°  el  tercer  grado  del  Ministerio  fiscal ,  y  a  los  Jefes 
de  Sección  y  Oficiales  primeros  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia y  Secretario  del  Tribunal  Supremo  que  por  asimilación 
están  colocados  en  el  grado  5.°  del  art.  2.  ,  prescribiéndose  en 
el  ultimo  párrafo  del  mismo  que  los  funcionarios  en  él  com- 
prendidos tendrán  lodos'  los  derechos  declarados  á  sus  respecti- 
vos grados,  si  reuniesen  la  edad  y  las  condiciones  que  se  exigen 
para  el  ingreso  y  el  ascenso  en  ellos,  y  usarán  el  traje  é  insig- 
nias á  los  mismos  correspondientes. 

4.°  Que  en  tanto  estableció  el  expresado  Real  decreto  una 
perfecta  igualdad  de  categoría  y  derechos  entre  los  funcionarios 
referidos,  en  cnanto  por  el  art.  11  se  previene  textualmente  que 
la  toma  de  posesión  en  cada  grado  y  su-  asimilada  marcará  la 
antigüedad  de  los  funcionarios,  y  por  consiguiente  la  preceden- 
cia de  todo  puesto;  siendo  de  todo  punto  inadmisibles  las  alega- 
ciones del  recurrente  en  demostración  de  que  dicho  articulo  ex- 
cluye á  los  Fiscales  por  la  circunstancia  de  no  hacerse  en  él 
mérito  de  los  grados  análogos  y  correspondientes  relativos  al 
Ministerio  fiscal,  puesto  que  la  frase  en  cada  grado ,  en  él  con- 
signada, es  jerárquica  y  comprende  lo  mismo  á  los  Presidentes 
de  Sala  y  Fiscales  de  Audiencias  de  provincias  que  á  los  Ma- 
gistrados de  la  de  Madrid,  y  cuando  por  otra  parte  era  innece- 
saria la  repetición  de  las  palabras  analogía  y  correspondencia, 
por  haberse  ya  hecho  uso  de  ella  en  el  art.  3.°  al  determinar  los 
grados  del  Ministerio  fiscal. 

5.°  Que  si  las  disposiciones  legales  hasta  altor  a  citadas  de- 
muestran la  identidad  de  posición  y  de  derechos  de  los  Presi- 
dentes de  Sala  y  Fiscales  de  Audiencias  defuera  de  Madrid  y 
de  los  Magistrados  de  la  de  esta  Corte,  todavía  ¿robustece  esa  de- 
mostración el  contexto  del  art.  13  del  mencionado  Real  decreto, 
por  cuanto  después  de  ordenar  que  los  Fiscales  del  Tribunal 
Supremo  y  de  las  Audiencias  ocuparán  asiento  y  tendrán  anti- 
güedad entré  los  Presidentes  de  Sala  por  el  orden  de  pr elación 
de  la  toma  de  posesión,  prescribe  además  que  cuando  los -prime- 
ros pasaren  ¿desempeñar  plaza  entre  los  últimos,  ó  estos  entre 
aquellos,  unos  y  otros  conservarán  el  lugar  de  antigüedad  que 
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les  correspo>bdiese  por  su  grado  según  su  destino  anterior;  lo 
cual  evidencia  que  el  grado  era  uno  sólo  entre  los  Presidentes 
de  Sala  y  los  Fiscales,  por  más  que  ejercieran  cargos  distintos. 

6.°  Que  el  art.  196  de  la  repetida  Ley  orgánica  de  los  Tri- 
bunales que  invoca  el  demandante  como  base  fundamental  de  s% 
pretensión,  no  sólo  no  ha  declarado  abolidas  las  jerarquías  de  U 
categoría  judicial  existentes  a  su  publicación,  según  queda  ya 
demostrado,  sino  que  ha  establecido  otras  nuevas  en  los  artícu- 
los 127  y  167,  ordenando  en  el  primero  que  para  computar  l& 
antigüedad  de  los  Jueces  de  los  Tribunales  de  partido  de  ascenso 
y  de  los  Presidentes  de  los  de  ingreso,  formarán  todos  una  soh 
clase;  y  tendrán  una  misma  escala;  y  en  el  segundo  la  forma- 
ción de  un  escalafón  comprendiendo  en  una  misma  clase  á  los 
Presidentes  de  Audiencia  y  Presidentes  de  Sala  de  Audiencia* 
á  excepción  de  la  de  Madrid. 

7.°  Que  el  mismo  art.  196,  ó  sea  el  primero  del  cap.  4.°,  que 
lleva  por  epiqrafe  «de  la  antigüedad  y  precedencia  de  los  Jue- 
ces y  Magistrados,^  establece  que  estos  tomarán  su  antigüedad 
en  la  clase  á  que  correspondan  desde  el  dia  que  hayan  entrado 
en  posesión  del  cargo  que  obtengan  en  ella,  y  es  incuestionable, 
atendido  el  texto  literal  y  explícito  de  esta  disposición  que  h 
antigüedad  de  los  Magistrados  de  la  Audiencia  de  Madrid  debe 
computarse  entre  los  individuos  que  forman  igual  clase  desde 
la  fecha  de  su  ingreso  en  ella  en  una  misma,  están  comprendi- 
dos según  el  art.  167  los  Presidentes  de  Sala  de  Audiencia  de 
fuera  de  Madrid  y  los  Magistrados  de  la  de  esta  Corte.  * 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  20  de  Enero  de  1875,  en 
los  autos  contencioso-adrninistrativos,  seguidos  en  primera 
y  única  instancia  en  este  Tribunal  Supremo  entre  D.  Patricio 
González  y  González,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Ma- 
nuel Isarriá  y  Soriano,  y  la  Administración  del  Estado,  coad- 
yuvada por  D.  José  María  Bustelo  y  litis  socios,  representa- 
dos respectivamente  por  el  Ministerio  fiscal  y  el  Licenciado 
D.  Enrique  Ucelay,  sobre  que  se  revoque  la  orden  de  10  de 
Octubre  de  1873  que  desestimó  una  pretensión  de  aquel  refe- 
rente á  la  antigüedad  y  precedencia  en  el  orden  de  asientos 
respecto  de  algunos  de  sus  compañeros  Magistrados  de  la 
Auaiencia  de  esta  Corte: 

Resultando  que  en  3  de  Febrero  de  1873  D.  Patricio  Gon- 
zález y  González,  Magistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid,  elevó 
una  instancia  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  pidiendo  que 
declarase  en  la  forma  que  estimase  conveniente  que  su  anti- 
güedad como  Magistrado  en  esta  Audiencia  es  mayor  que  la 
de  sus  compañeros  D.  José  Maria  Bustelo,  D.  Luis  de  Entram- 
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basaguas,  D.  Eugenio  Santin  de  Quevedo,  D.  Federico  Guz- 
man,  D.   Manuel   María  Méndez,   D.  José  Balbino  Maestre  y 
D.  Luciano  Boada  y  Valladolid,   y  en  su  consecuencia  que 
tiene  precedencia  sobre  estos  en  el  orden  de  asientos,  apoyán- 
dose en  que  la  antigüedad  debe  contarse  desde  el  dia  en*  que 
se  haya  entrado  en  posesión  del  cargo,  no  obstante  el  respeto 
que  le  merecen  las  opiniones  contrarias  consignadas  en  los 
acuerdos  del  Tribunal  pleno,  según  los  que  á  los  Presidentes 
de  Sala  y  Fiscales  de  provincia  se  les  reconoce  su  antigüe- 
dad en  el  cargo  de  Magistrados  de  esta  Audiencia  desde   el 
dia  en  que  tornaron  posesión  de  aquellos:  que  la  Ley  provi- 
sional, guardando  conformidad  en  esta  parte  con  lo  que  esta- 
bleció el  Real  decreto  dé  9  de  Octubre  de  1865,  ha  declarado 
?[ue  no  haya  categorías  y  sólo  ha  designado  una  excepción  á 
ávor  de  los  Presidentes  de  Sala  de  provincias  que  los  asimila 
á  los  Magistrados  de  Audiencia  de  Madrid ,   como  asimiló  al 
Regente  de  la  misma  á  los  Magistrados  del  Tribunal  Supremo, 
sin  duda  por  teneT  asignados  iguales  sueldos  estos  dos  cargos: 
que  la  circunstancia  de  haber  colocado  en  una  misma  catego- 
ría el  Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867  á  los  Magis- 
trados de  esta  Audiencia  y  á  los  Presidentes  de  Sala  de  las 
demás,  no  podia  ser  bastante  á  su  juicio  para  reputar  como 
más  antiguo  en  esta  Audiencia  al  Presidente  de  Sala  ó  Fiscal 
de  Audiencia  de  provincia  que  al  Magistrado  de  la  de  Madrid 
que  hubiese  entrado  antes  en  posesión  del  cargo,  siendo  pre- 
ciso para  que  la  asimilación  fuera  una  verdad  que  aquellos 
hubieren  disfrutado  igual  sueldo  que  el  señalado  á  estos,  con- 
sistente en  6.000  rs.  más,  constituyendo  esta  superioridad  el 
ascenso :  que  al  Magistrado  de  esta  Audiencia  que  lleve  dos 
años  en  el  ejercicio  de  este  cargo,  le  servirá  de  tipo  regulador 
para  adquirir  el  goce  de  los  derechos  pasivos,  pero  no  al  que 
con  otro  sueldo  hubiese  ejercido  el  cargo   de  Presidente  de 
Sala  ó  Fiscal  de  provincias,  y  que  esto  demuestra  la  irregu- 
laridad  que  resultaría  de  que  A  estos  se  les  reconociera  su 
antigüedad  en  el  cargo  de  Magistrado  de  la  de  Madrid  desde 
el  dia  en  que  hubieran  tomado  posesión  de  aquellos  en  pro- 
vincias, con  perjuicio  notorio  de  los  Magistrados  en  Madrid 
que  con  anterioridad  vienen  disfrutando  mayor  sueldo  y  se 
evidencia  que  la  asimilación  no  será  completa  hasta  que  se 
verifique  la  igualdad  de  sueldo: 

Resultando  de  una  certificación  expedida  por  el  Secretario 
interino  de  la  Audiencia  de  Madrid  que  el  recurrente  tomó  po- 
sesión de  su  cargo  dfe  Magistrado  en  la  misma  en  23  de  Marzo 
de  1870,  D.  José  María  Bustelo  en  20  del  mismo  año,  D.  Luis 
de  Entrambasaguas  en  1.°  de  Junio  de  1872,  D.  Eugenio  San- 
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tin  de  Quevedo  en  31  de  Marzo  de  1870,  D.  Federico  Guzman 
en  23  de  Febrero  de  1871,  D.  Manuel  María  Méndez  en  4  de 
Enero  del  propio  año,  D.  José  Balbino  Maestre  y  D.  Luciano 
Boad'a  Valladolid  en  16  v  14  de  Febrero  de  1873: 

Resultando  que  pasada  la  anterior  solicitud  á  la  Sala  de 
gobierno  de  este  Supremo  Tribunal,  lo  hizo  ésta  con  sus  an- 
tecedentes al  Fiscal,  que  opinó  en  sentido  opuesto  al  recur- 
rente, fundándose  en  los  artículos  1.°,  5.°  y  11  del  Real  de- 
creto de  13  de  Diciembre  de  1867, que  asimiló  por  completo  y 
hasta  el  punto  de  constituir  un  sólo  grado  de  la  jerarquía  ju- 
dicial álos  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  de  Audiencia  de  pro- 
vincia con  los  Magistrados  de  la  de  Madrid,  y  preceptuó  que 
la  toma  de  posesión  en  cada  grado  y  su  asimilado  marcaría 
la  antigüedad  de  los  funcionarios  y  por  consiguiente  la  pre- 
cedencia de  puesto:  que  era  verdad  que  la  Ley  orgánica  por 
regla  general  no  admitió  categorías,  pero  que  también  era 
igualmente  cicto  que  con  anterioridad  á  la  ley  de  23  de  Junio 
de  1870  gozaban  de  la  consideración  de  la  categoría  de  asi- 
milación de  Magistrados  de  la  Audiencia  de  Madrid  los  fun- 
cionarios á  quienes  el  recurrente  disputa  la  precedencia  de 
asientos:  tjue  sólo  pueden  ser  privados  de  ella  dando  fuerza 
retroactiva  á  la  ley  y  á  lo  que  se  opone  la  sexta  de  sus  dis- 
posiciones transitorias  que  respeta  los  derechos  preexistentes; 
y  que  si  bien  pueden  invocarse  contra  su  opinión  algunas  re- 
soluciones de  este  Tribunal  en  casos  semejantes,  no  consti- 
tuyen un  precedente,  sino  un  simple  hecho  que  no  puede  ejer- 
cer influencia  decisiva  en  esta  cuestión,  y  no  estando  la  Sala 
de  gobierno  conforme  con  este  dictamen  evacuó  su  informe 
en  sentido  favorable  á  .D.  Patricio  González,  fundada  en  la  pres- 
cripción del  art.  196  de  la  Ley  provisional  sobre  organización 
judicial  y  en  los  precedentes  sentados  sobre  el  particular: 

Resultando  que  en  vista  de  todo  el  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  por  óraen  de  10  de  Octubre  de  1873,  de  conformidad 
con  el  parecer  emitido  por  el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo, 
desestimó  la  expresada  solicitud  de  D.  Patricio  González: 

Resultando  que  éste,  representado  por  el  Procurador  Don 
Manuel  Isarriá,  y  Soriano,  en  10  de  Noviembre  siguiente  en- 
tabló demanda  en  este  Tribunal  Supremo,  que  posteriormente 
amplió,  con.  la  solicitud  de  que  se  revoque  ó  deje  sin  efecto 
la  orden  referida,  y  se  declare  que  la  antigüedad  de  su  cliente 
como  Magistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid  es  mayor  que  la 
de  bus  compañeros  al  principio  referidos,  y  en  su  consecuen- 
cia que  tiene  precedencia  sobre  ellos  en  el  orden  de  asientos, 
fundándose  en  ambos  escritos  en  que  con  arreglo  i  los  buenos 
principios  en  materia  de  organización  de  los  Tribunales,  cada 
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clase  de  funcionarios  que  la  componen  debe  tener  una  cate- 
goría distinta  y  especial,  y  la  preferencia  en  cada  una  debe 
regirse  por  la  antigüedad  en  el  ingreso  en  ella,  siendo  este  el 
espíritu  de  todos  los  Reales  decretos  y  disposiciones  diotadas 
en  la  materia:  que  sólo  una  interpretación  equivocada  de  esas 
disposiciones  ha  podido  dar  lugar  á  que  se  las  diera  la  inteli- 
gencia de  haber  querido  hacer  idénticos  cargos  que  eran  real- 
mente distintos,  según  se  consignó  en  el  preámbulo  del  Real 
decreto  de  9  de  Octubre  de  1865:  que  el  cargo  de  Magistrado 
de  la  Audiencia  de  Madrid  es  distinto  del  de  Presidente  de  Sala 
ó  Fiscal  de  las  demás  Audiencias:  que  el  decreto  de  13  de  Di- 
ciembre de  1867,  aun  cuando  colocó  en  un  mismo  grado  á  los 
funcionarios  que  acababan  de  citarse,  é  incluyó  en  él  por  asi- 
milación á  los  Jefes  de  Sección  y  Oficiales  primeros  del  Minis- 
terio del  ramo,  no  borró  la  diferencia  esencial  que  en  materia 
de  sueldos  existia  entre  dichos  funcionarios,  impidiendo  esto 
que  pueda  aplicarse  la  disposición  11  de  dicho  Real  decreto: 
que  el  principio  general  establecido  en  el  art.  196  de  la  Ley 

Í provisional  sobre  organización  judicial  en  la  parte  relativa  á 
os  Magistrados  dispone  que  tomen  su  antigüedad  desde  el  dia 
en  que  hayan  entrado  en  posesión  del  cargo:  que  en  todos  los 
casos  ocurridos  posteriormente  á  la  publicación  de  dicha  ley 
en  que  ha  habido  necesidad  de  apreciar  desde  cuando  se  con- 
taba la  antigüedad  de  dichos  funcionarios,  siempre  se  ha  apli- 
cado estrictamente  lo  dispuesto  en  dicho  articulo,  debiendo 
contarse  por  lo  tanto  la  antigüedad  de  los  Magistrados  de  la 
Audiencia  de  Madrid  única  y  exclusivamente  desde  la  toma  de 
posesión  de  la  plaza  de  tales:  que  aplicando  esta  regla,  su  cliente 
es  más  antiguo  que  sus  siete  compañeros  antes  citados,  y  debe 
tener  preferencia  de  asiento  sobre  ellos,  debiendo  revocarse  la 
orden  reclamada  y  hacerse  una  declaración  contraria  á  la  que 
contiene,  con  tanto  mayor  motivo  cuanto  que  por  otra  orden 
expedida  en  19  de  Enero  del  año  último  por  el  mismo  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia,  se  ha  decidido  en  sentido  diametral- 
mente  opuesto  una  cuestión  idéntica  á  la  resuelta  por  aquella: 
Resultando  que  en  los  escritos  de  demanda  y  ampliación 
pidió  ciertos  datos,  y  que  se  recibiera  el  pleito  á  prueba  sobre 
diversos  extremos: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  solicitó  que  se  absol- 
viese á  la  Administración  del  Estado  déla  precedente  demanda, 
alegando  que  la  cuestión  que  se  ventila  consiste  en  decidir  si 
los  que  antes  de  publicarse  la  Ley  orgánica  fueron  Presidentes 
de  Sala  ó  Fiscales  de  Audiencia  de  provincia  están  perfecta- 
mente asimilados  á  los  Magistrados  de  la  de  Madrid  para  los 
efectos  de  mayor  antigüedad  en  concurrencia  con  estos:  que 
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la  legalidad  vigente  antes  de  promulgarse  aquella  ley  era  la 
creada  por  el  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867,  sin  nece- 
sidad de  recurrir  á  disposiciones  anteriores:  que  por  su  ar- 
tículo 1.°  al  establecer  los  grados  de  la  jerarquía  judicial  se 
dijo  que  el  quinto  le  compondrían  los  Magistrados  de  la  Au- 
diencia de  Madrid  y  Presidentes  de  Sala  de  las  demás  Audien- 
cias, y  en  el  3.°  se  dio  el  tercer  grado  á  los  Fiscales  de  estas, 
y  para  enlazar  los  grados  y  jerarquía  de  la  judicatura  y  del 
Ministerio  público  se  estableció  en  el  art.  5.°  que  tendrían 
analogía  y  correspondencia  el  grado  quinto  de  la  jerarquía 
judicial  y  el  tercero  del  Ministerio  fiscal:  que  eran  idénticos 
su  posición  y  derechos  unos  y  otros  á  los  Magistrados  de 
Madrid ,  y  para  que  no  quedase  duda  lo  dijo  literalmente  el 
articulo  11,  insistiendo  en  ello  el  13,  «le  manera  que  no  es 
dudoso ,  ni  siquiera  cuestionable  con  arreglo  á  ese  decreto, 
que  la  antigüedad  habia  de  computarse  por  la  fecha  de  la 
posesión,  no  en  el  destino,  sino  en  el  grado  jerárquico  que  se 
ocupaba,  por  lo  cual,  habiendo  desempeñado  los  Magistrados, 
contra  cuya  prelacion  reclama  González,  destinos  de  Fiscal  ó 
de  Presidentes  de  Sala  de  fuera  de  Madrid  antes  que  éste  fuese 
nombrado  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  deben  ser  preferidos 
en  antigüedad  por  serlo  en  el  grado  de  la  jerarquía  en  que 
unos  y  otros  se  encuentran:  que  esta  legislación  no  ha  va- 
riado por  las  condiciones  de  la  Ley  orgánica,  porque  lejos  de 
haber  querido  vulnerar  derechos  preexistentes,  los  ha  respe- 
tado y  reconocido  expresamente  en  la  6/  de  sus  disposiciones 
transitorias;  y  como  al  hablar  de  categorías  actuales  tenia  que 
referirse  á  las  existentes  á  la  fecha  de  su  promulgación,  siendo 
las  establecidas  en  la  legalidad  vigente  en  aquel  dia,  claro  es 
que  reconoció  la  creada  en  13  de  Diciembre  de  1867:  que  desde 
el  momento  que  la  ley  actual  nada  dice  sobre  las  categorías 
que  á  su  promulgación  existían,  sino  que  se  respetaran  y  con- 
servaran, no  hay  más  solución  que  reconocer  la  validez  de  los 
derechos  que  esa  ley  encontró  creados  por  la  legislación  an- 
terior: que  el  art.  196,  que  se  invoca  como  el  más  fuerte  apoyo 
de  la  demanda,  se  defiere  á  lo  porvenir,  pero  no  inutiliza  ni 
anula  los  derechos  anteriores,  añadiendo  ese  mismo  artículo 
que  la  antigüedad  se  adquiere  en  la  clase,  y  como  la  clase  ó 
grado  la  formaban  distintos  asimilados,  de  ahí  que  sus  mismas 
palabras,  que  no  tienen  efecto  retroactivo,  corroboran  la  teoría 
que  sustenta  el  Fiscal,  y  que  se  ha  consignado  en  la  orden 
reclamada:  que  tampoco  ha  derogado  la  ley  vigente  la  exis- 
tencia de  grados  ó  clases  compuestas  de  varios  destinos,  porque 
su  art.  167  constituye  un  mismo  grado  en  los  Presidentes  de 
Audiencias,  Presidentes  de  Sala  de  Audiencias,  excepto  la  de 
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Madrid  y  Magistrados  de  ésta:  que  siendo  así,  cualquier  fun- 
cionario que  desempeñe  algunos  de  estos  destinos  indistin- 
tamente, tendrá  preíacion  de  antigüedad  sobre  la, que  hayan 
desempeñado  otros  del  mismo  agrado,  seguu  el  art.  19&,  por- 
que forma  parte  de  la  misma  clase ;  deduciéndose  que  desde 
la  promulgación  de  la  ley  en  adelante  la  antigüedad  ha  de 
contarse  por  la  entrada  en  la  clase,  y  no  por  la  toma  de  po- 
sesión del  destino  en  las  clases  ó  grados  existentes  antes  de 
la  ley  actual ,  y  que  ésta  ha  respetado ,  debe  de  suceder  lo 

Í>ropio  después  del  15  de  Setiembre  de  1870,  sfcgun  los  artíéu- 
os  167  y  196,  y  que  esta  es  la  vez  primera  que  la  Sala  va  á 
decidir  sobre  este  punto  de  interpretación  de  ley,  porque  no 
hay  sentada  jurisprudencia  alguna,  pues  que  lo  ocurrido  en 
la  provisión  de  plazas  de  este  Tribunal  Supremo  con  los  Ma- 
gistrados más  antiguos  de  la  Audiencia  de  Madrid  no  son  pre- 
cedentes que  basten  para  decidir  una  contienda  judicial,  ni 
consta  que  reclamaran  ni  hicieran  constar  sus  derechos  los 
que  en  ello  tuvieran  interés,  ni  tuvo  precisión  la  Sala  de  go- 
bierno de  tener  á  la  vista,  como  ahora,  todos  los  antecedentes 
necesarios: 

Resultando  que  denegada  la  prueba  solicitada  por  el  de- 
mandante, se  mostró  parte,  y  se  le  tuvo  por  tal  en  el  estado 
que  se  hallaban  los  autos  al  Licenciado  D.  Enrique  Ucelay,  en 
nombre  de  D.  José  María  Bustelo,  D.  Luis  Entrambasaguas¿ 
D.  Federico  Guzman,  D.  José  Balbino  Maestre  y  D.  Luciano 
Boada  Yalladolid,  á  quienes  se  les  pusieron  de  manifiesto  para 
instrucción  por  término  de  diez  dias  á  fin  de  que  pudiera  in- 
formar en  estrados  con  conocimiento  del  asunto. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri. 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  es.te  pleito  se 
reduce  á  determinar  si  los  Magistrados  de  la  Audiencia  de 
Madrid  que  antes  de  serlo  desempeñaron  plazas  de  Presidentes 
de  Sala  ó  Fiscales  en  algunas  de  las  demás  del  Reino  deben 
tomar  su  antigüedad  como  tales  Magistrados  de  aquella  desde 

3ue  se  posesionaron  de  este  cargo  ó  desde  que  lo  verificaron 
e  las  referidas  Presidencias  de  Sala  ó  Fiscalías ,  siendo  por 
consiguiente  la  prioridad  en  la  toma  de  posesión  de  los  refe- 
ridos destinos  la  que  determina  su  antigüedad  y  precedencia 
de  asiento: 

Considerando  que  es  un  principio  inconcuso  de  legislación 
y  constituye  un  axioma  jurídico  que  las  leyes  que  no  son  sim- 
plemente aclaratorias  de  otras  anteriores  no  tienen  efecto  re- 
troactivo sino  cuando  ellas  mismas  lo  determinan  y  para  los 
casos  y  circunstancias  que  expresan,  y  k  esta  clase  pertenece 
la  Ley  provisional  orgánica  vigente  del  Poder  judicial,  puesto 
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que  lejos  de  establecer  en  ella  la  retroactividad  de  sus  dispo- 
siciones, la  regla  6.a  de  las  transitorias  de  la  misma  revela 
clara  nente  lo  contrario  en  cuanto  prescribe  «que  se  conside- 
rará á  todos  los  Magistrados  y  Jueces  en  la  categoría  que  hu- 
bieren llegado  á  obtener  en  la  carrera  judicial,»  sin  que  pueda 
desvirtuar  su  eficacia  en  derecho  al  aplicar  esta  disposición 
al  caso  presente  la  circunstancia  de  referirse  á  las  condiciones 
necesarias  para  adquirir  la-inamovilidad,  puesto  que  no  es  por 
ello  menos  cierto  y  explícito  el  reconocimiento  de  las  catego- 
rías? existentes  á  la  promulgación  de  la  precitada  ley: 

Considerando  que  si  aun  duda  cupiera  sobre  la  doctrina 
expuesta,  la  regla  10  de  igual  clase  que  la  anterior  vendría  á 
disiparla,  porque  al  tratarse  en  ella  de  los  empleados  del  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia  que  tenían  derechos  adquiridos 
en  virtud  de  la  legalidad  vigente  á  la  publicación  de  la  enun- 
ciada ley,  ordena  asimismo  «que  los  que  antes  de  la  promul- 
gación de  esta  ley  hubiesen  obtenido  y  desempeñado  en  pro- 
piedad en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  plaza  de  número 
que  por  disposición  expresa  les  diere  categoría  y  derecho  para 
obtener  cargos  judiciales,  conservarán  su  derecho  y  serán 
nombrados  según  su  antigüedad,  previa  la  calificación  de  sus 
expedientes  en  las  vacantes  que  ocurran  en  su  respectiva 
clase;»  de  modo  que  no  es  lógico  suponer  que  cuando  la  nueva 
ley  ha  respetado  las  categorías  adquiridas  por  funcionarios 
que  no  pertenecian  á  los  Tribunales,  fuera  el  propósito  del 
legislador  privar  de  ellas  á  los  que  las  habían  alcanzado  en 
el  desempeño  de  cargos  efectivos  en  la  Administración  de 
justicia: 

Considerando  que  la  legalidad  vigente  en  materias  de  ca- 
tegorías al  publicarse  la  Ley  orgánica  de  15  de  Setiembre 
de  1870  era  la  del  Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867, 
en  el  que  se  establecieron  los  grados  de  la  jerarquía  judicial, 
comprendiendo  en  el  quinto  del  art.  1.°  á  los  Magistrados  de  la 
Audiencia  de  Madrid  y  Presidentes  de  Sala  de  las  de  provin- 
cias; álos  Fiscales  de  estas  que  por  analogía  y  corresponden- 
cia ocupan  según  el  art.  3.*  el  tercer  grado  del  Ministerio 
fiscal,  y  á  los  Jefes  de  Sección  }r  Oficiales  primeros  del  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia  y  Secretario  del  Tribunal  Supremo 
que  por  asimilación  están  colocados  en  el  grado  5.°  del  ar- 
tículo 2.°,  prescribiéndose  en  el  último  párrafo  del  mismo 
«que  los  funcionarios  en  él  comprendidos  tendrán  todos  los 
derechos  declarados  á  sus  respectivos  grados,  si  reuniesen  la 
edad  y  las  condiciones  que  se  exigen  para  el  ingreso  y  el  as- 
censo en  ellos,  y  usarán  el  traje  é  insignias  á  los  mismos  cor- 
respondientes:» 
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Considerando  que  en  tanto  estableció  el  expresado  Real 
decreto  una  perfecta  igualdad  de  categoría  y  derechos  entre 
los  funcionarios  referidos  en  cuanto  por  el  art.  11  se  previene 
textualmente  «que  la  toma  de  posesión  en  cada  ^rado  y  su 
asimilada  marcará  la  antigüedad  de  los  funcionarios ,  y  por 
consiguiente  la  precedencia  de  todo  puesto;*  siendo  de  todo 
punto  inadmisibles  las  alegaciones  del  recurrente  en  demos- 
tración de  que  dicho  artículo  excluye  á  los  Fiscales  por  la 
circunstancia  de  no  hacerse  en  él  mérito  de  los  grados  aná- 
logos y  correspondientes  relativos  al  Ministerio  fiscal,  puesto 
que  la  frase  en  cada  grado ,  en  él  consignada,  es  jerárquica  y 
comprende  lo  mismo  á  los  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  de 
Audiencias  de  provincias  que  á  los  Magistrados  de  la  de  Ma- 
drid, v  cuando  por  otra  parte  era  innecesaria  la  repetición  de 
las  palabras  analogía  y  correspondencia,  por  haberse  ya  hecho 
uso  de  ella  en  el  art.  3.*  al  determinar  los  grados  del  Minis- 
terio fiscal: 

Considerando  que  si  las  disposiciones  legales  hasta  ahora 
citadas  demuestran  la  identidad  de  posición  y  de  derechos  de 
los  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  de  Audiencias  de  fuera  de 
Madrid  y  de  los  Magistrados  de  la  de  esta  Corte ,  todavía  ro- 
bustece esa  demostración  el  contexto  del  art.  13  del  mencio- 
nado Real  decreto,  por  cuanto  después  de  ordenar  «que  los 
Fiscales  del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Audiencias  ocuparán 
asiento  y  tendrán  antigüedad  entre  los  Presidentes  de  Sala  por 
el  orden  deprelacion  de  la  toma  de  posesión,»  prescribe  ade- 
más «que  cuando  los  primeros  pasaren  á  desempeñar  plaza 
entre  los  últimos,  ó  estos  entre  aquellos,  unos  y  otros  conser- 
varán el  lugar  de  antigüedad  (jue  les  correspondiese  por  su 
grado  según  su  destino  anterior;»  lo  cual  evidencia  que  el 
grado  era  uno  sólo  entre  los  Presidentes  de  Sala  y  los  Fiscales, 
por  más  aue  ejercieran  cargos  distintos: 

Considerando  que  el  art.  196  de  la  repetida  Ley  orgánica 
de  los  Tribunales  que  invoca  el  demandante  como  base  fun- 
damental de'  su  pretensión,  no  sólo  no  ha  declarado  abolidas 
las  categorías  de  la  jerarquía  judicial  existentes  á  su  publica* 
cion,  según  queda  ya  demostrado,  sino  que  ha  establecido 
otras  nuevas  en  los  artículos  127  y  167,  ordenando  en  el  pri- 
mero «que  para  computar  la  antigüedad  de  los  Jueces  de  los 
Tribunales  de  partido  de  ascenso  y  de  los  Presidentes  de  los 
de  ingreso,  formarán  todos  una  sofá"  clase  y  tendrán  una  mis- 
ma escala,»  y  en  el  segundo  la  formación  de  un  escalafón 
comprendiendo  en  una  misma  clase  «á  los  Presidentes  de  Au- 
diencia y  Presidentes  de  Sala  de  Audiencia,  á  excepción  de  la 
de  Madrid:» 
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Considerando  que  el  mismo  art.  196,  ó  sea*  el  primero  del 
capitulo  4.° ,  que  lleva  por  epígrafe  «  De  la  antigüedad  y 
precedencia  de  los  Jueces  y  Magistrados,»  establece  «que  es- 
tos tomarán  su  antigüedad  en  la  clase  á  que  correspondan 
desde  el  dia  que  hayan  entrado  en  posesión  del  cargo  que  ob- 
tengan en  ella,»  y  es  incuestionable,  atendido  el  texto  literal 
y  explícito  de  esta  disposición  que  la  antigüedad  de  los  Ma- 
gistrados de  la  Audiencia  de  Madrid  debe  computarse  entre 
los  individuos  que  forman  igual  clase  desde  la  fecha  de  su 
ingreso  en  ella  en  una  misma,  están  comprendidos  según  el 
precitado  art.  167  los  Presidentes  de  Sata  de  Audiencia  de 
fuera  de  Madrid  y  los  Magistrados  de  la  de  esta  Corte: 

Considerando  que  por  respetables  y  autorizados  que  sean,  y 
lo  son  realmente,  los  acuerdos  que  haya  dictado  este  Tribunal 
Supremo  en  pleno,  en  los  casos  á  que  se  contrae  la  demanda 
y  na  reproducido  la  defensa  del  recurrente  en  el  acto  de  la 
vista  con  motivo  de  la  provisión  de  plazas  de  este  mismo  Tri- 
bunal en  los  Magistrados  más  antiguos  de  la  Audiencia  de 
Madrid  conforme  al  art.  144  de  la  Ley  orgánica,  asi  como  del 
informe  de  su  Sala  de  gobierno,  que  obra  en  el  expediente 
gubernativo,  aunque  en  oposición  con  el  dictamen  de  su  Fiscal, 
no  puede  sin  embargo  desconocerse  que  tales  precedentes,  por 
importantes  que  sean,  no  constituyen  jurisprudencia  como 
supone  el  demandante,  por  no  haber  recaido  en  juicio  contra- 
dictorio con  la  intervención  del  Ministerio  publico  en  el  con- 
cepto de  representante  de  la  Administración,  y  defensor  por 
lo  tanto  de  las  resoluciones  reclamadas  en  vía  contenciosa, 
previa  audiencia  en  su  caso  de  los  que  pudieran  ser  perjudi- 
cados en  sus  derechos  por  ellas,  siendo  esta  Sala  la  única 
competente  para  formar  la  jurisprudencia  en  materia  admi- 
nistrativa, como  antes  lo  fué  el  Consejo  Real  y  el  de  Estado 
con  arreglo  al  procedimiento  que  las  leyes  y  reglamentos 
tienen  establecido  para  esta  clase  de  juicios: 

Y  considerando  que  es  un  hecho  incontrovertible  que  los 
Magistrados  de  la  Audiencia  de  Madrid  á  que  la*  demanda  se 
refiere,  y  respecto  de  los  cuales  pretende  el  D.  Patricio  Gon- 
zález y  González  ser  más  antiguo,  habian  servido  plazas  de 
Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  de  Audiencia  de  provincia  con 
anterioridad  á  la  toma  de  posesión  de  aquel  de  la  de  Magis- 
trado del  territorio  de  esta  Corte;  siendo  por  lo  expuesto,  más 
moderno;  *• 

Pallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesto^  por 
D.  Patricio  González  y  González ,  y  en  su  consecuencia, 
declaramos  firme  v  subsistente  la  orden  reclamada  de  10 
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de  Octubre  de  1870 ,  dictada  por  el  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio,  con  la  certificación  prevenida, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  José  María  Herreros 
de  Tejada.  =  Pascual  Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Manuel 
León.  =  Ignacio  Vieites.= Francisco  Armesto.=Dieg,o  Fernan- 
dez Cano. 

Publicación:  i 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  Sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Pascual  Bayarri,  Magistrado  de  la  Sala  tercera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  publícala  misma, 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en 
Madrid  á  20  de  Enero  de  1875.  =  Licenciado  Manuel  Arago- 
neses Gil. 

Núm.  108. 
PROCEDENCIA . 


Destrucción  de  una  estacada  empezada  á  construir  en  la 
margen  de  su  rio. — Sentencia  de  21  de  Enero  de  1875,  de- 
clarando i m procedente  la  vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar 
á  la  admisión  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Fernando 
Puiír,  contra  la  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento en  14  de  Febrero  de  1874. 

En  los  considerando»  se  establece: 

1.°  Que  no  procede  la  vía  contenciosa  ni  la  admisión  de  la 
demanda  si  la  resolución  ministerial  por  ella  reclamada  no  es 
definitiva,  ni  por  lo  tatito  ha  cansado  estado,  ni  podido  lesionar 
derechos  preexistentes,  y  la  misma  improcedencia  se  opone  tam- 
bién á  dicha  admisión  cuando  no  hay  materia  contencioso-admi- 
nislrativa  por  haber  obrado  el  Gobierno  dentro  del  circulo  de 
sus  atribuciones  exclusivas  ó  discrecionales  que  le  confieren  las 
leyes  en  determinados  casos. 

2.°  Que  la  Ley  de  Aguas  publicada  en  3  de  Agosto  de  1866 
confiere  a  la  Administración,  lo  mismo  que  las  anteriores  dis- 
posiciones sobre  la  materia,  y  con  especialidad  el  Real  decreto 
de  29  de  Abril  de  1860,  la  facultad  de  conocer  de  todas  las 
cuestiones  relativas  á  la  policía  de  los  rios  y  cauce  natural  de 
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sus  corrientes,  obras  nuevas  en  sus  mir genes,  demarcación  y 
deslinde  de  taparte  correspondiente  al  dominio  público,  sin  per- 
juicio de.  los  derechos  que  puedan  existir  á  los  particulares,  y* 
de  preferente  aprovechamiento ,  ya  de  propiedad  ó  de  posesión 
que  podrán  hacer  valer  en  los  juicios  y  ante  los  Tribunales  com- 
petentes. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  20  de  Enero  de  1875,  en 
el  expediente  seguido  en  este  Tribunal  Supremo ,  sobre  pro- 
cedencia de  la  vía  contenciosa  v  administrativa  de  la  demanda 
propuesta  por  D.  Fernando  Puig,  y  en  su  nombre  el  Licen- 
ciado D.  Juan  Morales  v  Serrano,  contra  la  Administración 
del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se 
revoque  la  orden  de  14  de  Febrero  último,  que  confirmó  una 
providencia  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Toledo ,  orde- 
nando la  destrucción  de  una  estacada  empezada  á  construir 
en  la  margen  derecha  del  rio  Tajo  para  la  defensa  de  la  de- 
hesa titulada  Barriles: 

Resultando  que  I).  Fernando  Puig,  dueño  de  la  dehesa 
Barriles ,  término  de  Añover  de  Tajo ,  provincia  de  Toledo, 
comenzó  á  plantar  una  estacada  en  un  pequeño  arenal  de  su 
pertenencia,  bajo  el  concepto  de  que  usaba,  á  su  entender, 
de  la  facultad  que  concede  el  art.  89  de  la  Ley  de  Aguas,  á 
fin  de  defender  de  las  avenidas  del  rio  Tajo  aquella  finca,  que 
la  baña  su  corriente  por  el  Sur: 

Resultando  que  dado  conocimiento  al  Alcalde  de  Añover. 
esta  Autoridad  mandó  suspender  dichas  obras  porque  varia- 
ban el  cauce  del  rio: 

Resultando  que  contra  esta  providencia  acudió  Puig  ai 
Gobernador  de  Toledo  expresando,  entre  otras,  que  dicha  es- 
tacada ni  invadia  el  cauce  del  rio  ni  variaba  su  curso:  que  ha- 
biendo acudido  D.  Fermin  Muguiro,  dueño  de  la  dehesa  fron- 
teriza llamada  Villamejor,  manifestando  lo  contrario,  se  siguv 
el  expediente  por  sus  trámites;  y  que  el  Gobernador  de  Tole- 
do, por  decreto  de  29  de  Diciembre  de  1873,  de  conformidad 
con  los  dictámenes  del  Ingeniero  Jefe  y  Sección  de  Fomen- 
to, mandó  qde  Puig  demoliera  dichas  obras,  previniéndole 
que  en  el  perentorio  término  de  doce  dias  desde  que  se  le  hi- 
ciera saber  este  acuerdo  habia  de  quedar  expedito  y  libre  de 
los  materiales  el  sitio  sobre  que  se  construía  la  obra ,  y  que 
cuando  proyectase  otras  de  esta  clase  procurase  proveerse  de 
la  autorización  correspondiente,  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  90  de  la  misma  ley,  reservándole  su  derecho  para 
que  pudiera  entablar  las  acciones  y  procedimientos  que  esti- 
mara útiles  ante  los  Tribunales  competentes,  toda  vez  que  no 
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lo  era  el  Gobierno  civil  de  esta  provincia  en  los  asuntos  y 
cuestiones  de  otra  jurisdicción: 

Resultando  que  comunicada  esta  orden  á  Puig  en  3  de 
Enero,  siguiente,  su  apoderado  D.  Ricardo  Torrecilla,  en  su 
nombre,  interpuso  contra  ella  recurso  de  alzada  ante  el  Minis- 
tro de  Fomento  en  12  del  mismo  mes,  pidiendo  la  suspensión 
de  los  efectos  de  la  anterior  providencia,  y  que  se  reclamasen 
los  .expedientes  instruidos  en  los  Gobiernos  de  Madrid  y  To- 
ledo para  resolver  con  vista  de  todo  lo  que  proceda  con  arre- 
glo á  las  leyes  y  dentro  de  los  atribuciones  que  competan  á 
la  Administración-. 

Resultando  que  traidos  en  efecto  dichos  expedientes  del 
sustanciado  á  instancia  de  Muguiro,  aparece  que  éste  solicitó 
y  obtuvo  del  Gobernador  de  Madrid  permiso  para  construir 
ciertas  obras  junto  al  rio  Tajo  en  su  dehesa  ae  Villamejor, 
que  con  él  linda:  que  á  esa  construcción  se  opuso  Puig,  pi- 
diendo su  demolición;  y  que  el  Gobernador,  en  28  de  Setiem- 
bre de  1872  mandó  destruir  parte  de  aquéllas,  y  no  otras,  que 
consistían  en  una  estacada  en  la  entrada  de  un  cálice  anti- 
guo que  existia  entre  dicha  dehesa  y  un  pedazo  de  terreno 
de  pertenencia  del  mismo  dueño  de  aquella  finca,  muy  cerca- 
na á  ella,  pero  cercado  por  las  aguas  del  expresado  brazo  del 
rio  Tajo,  á  que  se  daba  comunmente  la  denominación  de  Isla 
del  Endrinal: 

Resultando  que  en  vista  de  uno  y  otro  expediente ,  dicho 
Ministro,  por  orden  de  14  de  Febrero  último,  de  conformidad 
con  lo  propuesto  por  la  Dirección  general,  desestimó  el  recurso 
de  alzada  interpuesto  por  D.  Ricardo  Torrecilla,  en  nombre 
de  D.  Fernando  Puig,  y  confirmó  la  providencia  dictada  por  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Toledo  en  3  de  Enero  de  1874: 

Resultando  que  hecha  saber  al  interesado  esta  resolución, 
el  Licenciado  D.  Juan  Morales  y  Serrano,  en  su  representa- 
ción, en  13  de  Mayo  siguiente  entabló  demanda  ante  este  Tri- 
bunal Supremo  con  la  solicitud  de  que  se  declare  procedente 
la  vía  contenciosa-administrativa,  y  en  su  dia  se  revoque  la 
orden  de  que  se  acaba  de  hacer  mérito,  declarándpse  también 
que  debe  destruirse  la  estacada  que  cierra  el  cauce  viejo  entre 
la  Isla  del  Endrinal  y  la  dehesa  de  Villamejor,  á  la  orilla  iz- 
quierda del  rio  Tajo,  como  obra  que  impide  el  curso  natural 
de  las  aguas,  con  perjuicio  de  la  dehesa  de  Barcilés,  á  la 
margen  derecha  del  mismo  rio ,  y  que  debe  respetarse  a  su 
representado  el  libérrimo  derecho  que  la  ley  le  otorga  para 
hacer  defensas  contra  las  aguas  en  la  margen  y  ribera  que 
le  pertenecen  á  la  orilla  derecha  del  Tajo ,  en  su  dehesa  lla- 
mada de  Barcilés,  fundándose,  en  cuanto  á  la  procedencia. 
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imi  que  la  materia  es  administrativa  y  de  la  competencia  de 
las  Autoridades  de  este  orden,  que  ha  causado  estado,  lasti- 
mándose por  ella  derechos  adquiridos  en  virtud  de  disposicio- 
nes administrativas,  y  que  se  ha  interpuesto  la  demanda  en 
tiempo  hábil: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase 
improcedente  la  via  contenciosa  contra  la  orden  reclamada  en 
la  parte  que  confirma  la  providencia  del  Gobernador  de  Tole- 
do, y  que  si  la  Sala  entiende  como  él  que  dicha  orden  aprueba 
v  hace  suvo  el  acuerdo  del  Gobernador  de  Madrid  de  28  de 
Setie  ubre  de  1872,  que  en  esta  parte  es  procedente  dicha  vía 
con  arreglo  á  la  letra  y  espíritu  del  art.  295  de  la  Ley  de 
Aguas,  fundándose  para  lo  primero  en  que  el  acto  de  cunfir- 
mar  aquella  providencia  es  discrecional  y  tiende  sólo  á  im- 
pedir que  se  ejecute  una  obra  sin  la  autorización  competente, 
lo  cual  no  impide  que  el  interesado  solicite  el  permiso  de  qu>n 
corresponda  otorgarle,  y  para  lo  segundo  que  habiendo  soli- 
citado Puig  en  su  escrito  de  12  de  Enero  que  el  Ministerio 
suspendiese  por  de  pronto  la  providencia  del  Gobernador  de 
Toledo  y  resolviese  lo  que  creyese  justo  con  vista  de  los  ex- 

f>e  lientes  de  Madrid  y  Toledo;  y  como  la  resolución  comprende 
a  desestimación  de  dicho  recurso  y  la  confirmación  de  !a 
providencia  del  Gobernador  de  Toledo,  entiende  que  en  tal 
resolución  va  envuelta  la  aprobación  de  lo  ejecutado  por  el 
Gobernador  de  Madrid;  y  si  es  así,  se  resuelve  que  la  estacada 
hecha  por  Muguiro  no  hace  ca:nbiar  el  curso  del  rio  Tajo, 
y  si  á  esto  alcanza  la  resolución  ministerial  este  punto  es 
susceptible  en  su  sentir  de  la  vía  contenciosa  para  discutir  y 
decidir  si  las  obras  hechas  por  aquel  afectan  ó  no  al  curso 
del  rio:  que  le  ha  sugerido  esta  duda  la  pretensión  de  Puig 
de  fecha  de  25  de  Mayo  pidiendj  la  destrucción  de  la  esta- 
cada hecha  entre  la  dehesa  de  Villamejor  y  la  Isla  del  Eu- 
driinl  que  cierra  el  brazo  del  rio  Tajo  llamado  cauce  viejo,  é 
impide  el  curso  natural  de  las  a^uas  con  grave  detrimento  de 
la  dehesa  Barcilés,  si*  nada  en  la  parte  opuesta  del  mismo  rio, 
y  el  haberse  ordenado  al  márgeu  de  dicha  solicitud  que  se 
remita  el  expediente  a  este  Tribuual  Supremo,  y  que  si  la  Sala 
envende  como  el  demandante  que  sobre  este  punto  no  ha  de- 
cidido el  Ministerio,  en  tal  caso  no  es  admisible  la  demanda, 
porque  lo  que  no  se  ha  decidido  en  la  vía  gubernativa  no 
puede  ser  ob;eto  de  la  contenciosa: 

Resultando  que  la  pretensión  de  D.  Fernando  Puig  á  que 
alude  el  Ministerio  fiscal  en  su  dictamen  que  queda  anterior- 
mente extractado,  manifestando  le  ha  producido  la  duda  que 
expone  á  la  apreciación  y  consideración  de  la  Sala,  no  formó 
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parte  del  expediente  gubernativo  antes  de  que  recayera  la  re- 
solución final  reclamada,  que  es  la  que  dictó  el  Ministro  de 
Fomento  en  14  de  Febrero  de  1874,  puesto  que  aquella  soli- 
citud fué  presentada  por  D.  Ricardo  Torrecilla  tres  meses  y 
nueve  dias  después  en  25  de  Mayo  del  propio  año;  y  que  ha- 
biendo sido  entablada  su  demanda  por  el  Puig  en  13  de  aquel 
mismo  mes,  ó  sea  con  antelación  de  doce  dias  y  reclamado  al 
citado  Ministerio  de  Fomento  el  referido  expediente  guberna- 
tivo, se  remitió  agregando  á  él  dicha  nueva  solicitud  sin  dar 
otra  alguna  determinación  respecto  á  ella: 

Resultando  que  el  D.  Ricardo  Torrecilla,  que  la  suscribe 
como  representante  del  Puig,  después  de  hacerse  cargo  de  la 
mencionada  resolución  final  de  14  de  Febrero  de  aquel  año  y 
de  hacer  relación  de  todos  los  hechos  y  antecedentes  sobre  los 
cuales  había  recaído,  expone  literal  mente  que  no  era  su  pro- 
pósito ai  recurrir  de  nuevo  á  la  citada  Autoridad  superior  gu- 
bernativa reclamar  contra  la  decisión  ministerial  referida,  por- 
que esto  procedía  sólo  en  la  vía  contenciosa-administrativa, 
sino  presentar  ó  traer  nuevos  datos  que  ilustraran  la  cuestión 
que  al  final  de  dicho  escrito  reasume ,  asegurando  no  ser  la 
de  calificar  los  perjuicios  que  un  riberiego  pueda  sufrir  por 
los  abusos  de  otro  fronterizo,  lo  cual  se  dilucidaría  á  su  tiempo 
ante  los  Tribunales  ordinarios  del  fuero  común,  conforme  h 
lo  que  dispone  el  art.  298  de  la  Ley  de  Aguas,  sino  que  ahora 
se  debía  concretar  á  conocer  si  el  cerramiento  del  cauce  viejo 

3ue  había  rodeado  la  Isla  del  Endrinal  antes  del  cerramiento 
e  su  entrada  había  sido  una  obra  lícita  ó  no  de  aquilatar,  si 
impedía  el  curso  ordinario  y  regular  de  las  aguas  de  un  rio 
flotable  tan  caudaloso  como  es  el  Tajo  y  de  valorar  el  alcance 
y  efectos  de  la  providencia  del  Gobernador  civil  de  Madrid, 
que  hizo  la  concesión,  y  era  en  su  concepto  nula  por  las  ra- 
zones que  á  seguida  indica;  y  termina  añadiendo  que  acudía 
á  la  Administración   superior  por  ser  de  su   competencia  la 

f>olicía  de  las  aguas  públicas  y  decidir  á  quiénes  pertenecen 
os  cauces  de  los  rios,  la  vigilancia  sobre  el  curso  de  sus  cor- 
rientes naturales  y  evitar  perjuicios  y  daños  alas  propiedades 
ribereñas,  en  cuyo  concepto  concluye  suplicando  que  con  vista 
de  los  nuevos  documentos  que  acompaña  agregados  4  este 
mismo  escrito  y  de  antecedentes  traídos  ya  al  expediente,  con 
más  los  que  el  Ministerio  estime  oportunos  allegar,  disponga 
la  destrucción  de  aquella  estacada  que  cerró  el  mencionado 
cauce  viejo  entre  la  dehesa  Villamejor  y  la  Isla  del  Endrinal 
con  grave  detrimento  de  su  dehesa,  denominada  Barcilés,  si- 
tuada en  la  margen  opuesta  del  mencionado  rio: 

Y  resultando  que  personado  en  los  autos  el  Procurador  Don 
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José  García  Noblejas,  en  representación  de  D.  Fermín  Muguiro, 
se  le  pusieron  de  manifiesto  para  que  se  instruyese  de  ellos  con 
objeto  de  que  pudiera  informar  en  estrados. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herre- 
ros de  Tejada. 

Considerando  que  no  procede  la  vía  contenciosa  ni  la  ad- 
misión de  la  demanda  si  la  resolución  ministerial  por  ella  re- 
clamada no  es  definitiva,  ni  por  lo  tanto  ha  causado  estado,  ni 
podido  lesionar  derechos  preexistentes,  y  la  misma  improce- 
dencia se  opone  también  á  dicha  admisión  cuapdo  no  hay  ma- 
teria contencioso-administrativa  por  haber  obrado  el  Gobierno 
dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones  exclusivas  ó  discrecio- 
nales que  le  confieren  las  leyes  en  determinados  casos: 

Considerando  que  la  Ley  de  Aguas  publicada  en  3  de  Agosto 
de  1866  confiere  á  la  Administración,  lo  mismo  que  las  ante- 
riores disposiciones  sobre  la  materia,  y  con  especialidad  el  Real 
decreto  de  29  de  Abril  de  1860,  la  facultad  -de  conocer  de  to- 
das las  cuestiones  relativas  á  la  policía  de  los  rios  y  cauce  na- 
tural de  sus  corrientes,  obras  nuevas  en  sus  márgenes,  demar- 
cación y  deslinde  de  la  parte  correspondiente  al  dominio  pú- 
blico, sin  perjuicio  de  los  derechos  que  puedan  existir  á  los 
particulares,  ya  de  preferente  aprovechamiento,  ya  de  propie- 
dad ó  de  posesión  que  podrán  hacer  valer  en  los  juicios  y  ante 
los  Tribunales  competentes: 

Considerando  que  al  hacer  uso  de  dichas  atribuciones  de 
vigilancia  en  pro  del  interés  general  y  de  mera  policía  en  el 
presente  caso  sin  prejuzgar  cuestión  alguna  ni  lesionar  dere- 
chos preexistentes,  ha  obrado  la  Administración  dentro  del 
círculo  de  su  esfera  propia  discrecional,  y  no  han  causado  es- 
tado sus  resoluciones  simplemente  preventivas,  que  es  el  ca- 
rácter de  la  orden  por  el  demandante  reclamada,  puesto  que 
se  concreta  á  confirmar  la  disposición  adoptada  en  aquel  con- 
cepto por  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Toledo  con  fecha  3 
de  Enero  de  1874,  que  se  limitó  á  mandar  que  aquel  dejase 
expedito  y  libre  el  cauce  y  corriente  del  rio  Tajo  como  estaba 
antes  de  la  obra  que  había  comenzado  á  construir,  previnién- 
dole que  en  lo  sucesivo  obtuviera  previamente  la  autorización 
que  requiere  la  ley,  y  le  reservó  además  su  derecho  para  que 
lo  pudiera  ejercitar  donde  correspondiese: 

Considerando  que  la  dictada  en  distinto  expediente  por  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Madrid  un  año  y  algunos  meses 
antes,  en  28  de  Setiembre  de  1872,  con  motivo  de  otras  obras 
practicadas  en  la  margen  opuesta  del  mismo  rio  por  el  propie- 
tario ribereño  D.  Ferinin  Muguiro,  no  fué  objeto  de  la  alzada 
de  D.  Fernando  Puig,  que  decidió  desestimándola  la  citada 
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orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  14  de  Febrero 
-de  1874,  ni  era  posible  por  haber  trascurrido  con  mucho  ex- 
ceso el  término  dentro  del  cual  debió  interponerse;  y  si  bien 
la  Administración  central  reclamó  de  los  dos  Gobernadores  de 
las  provincias  de  Madrid  y  Toledo  ambos  expedientes  á  soli- 
citud de  uno  de  los  interesados,  fué  con  el  único  objeto  de 
tener  á  la  vista  aquellos  antecedentes  para  resolver,  como  lo 
hizo,  con  todo  conocimiento  de  su  resultado: 

Considerando  que  la  nueva  cuestión  suscitada  por  el  apo- 
derado de  D.  Fernando  Puig  en  su  escrito  dirigido  al  mismo 
Ministerio  de  Fomento  con  fecha  25  de  Mayo  del  propio  año 
de  1874,  no  cabe  en  lo  posible  la  decidiera  la  orden  contra  la 
cual  se  deduce  la  demanda,  habiendo  recaído  sobre  distinta 
reclamación  y  más  de  tres  meses  antes,  sin  que  contenga  dis- 

Sosicion  ninguna  confirmatoria  de  lo  resuelto  por  el  Goberna- 
or  de  Madrid  en  1872,  aunque  haya  en  los  Vistos  alguna  re- 
lación de  aquel  antecedente,  á  los  efectos  antes  indicados;  y 
al  limitarse  en  el  decreto  marginal  á  mandar  se  remitiese  á 
este  Tribunal  dicha  última  solicitud  del  recurrente  posterior 
á  su  demanda  juntamente  con  el  expediente  gubernativo,  no 
pudo  el  Ministerio  suponer  la  tenia  anticipadamente  negada, 
sino  que  la  expresada  remesa  se  verificase  para  que  el  expre- 
sado expediente  viniera  en  completa  integridad: 

Y  considerando  que  las  cuestiones  que  no  han  sido  discu- 
tidas ni  resueltas  terminantemente  en  la  vía  gubernativa,  co- 
mo ha  sucedido  respecto  de  la  iniciada  por  D.  Fernando  Puig 
en  su  mencionado  escrito  de  25  de.  Mayo  del  año  anterior,  á 
la  que  acompañó  documentos  que  no  existían  en  el  expediente 
al  tiempo  de  dictarse  la  orden  de  14  de  Febrero  del  mismo 
.año,  y  ofreció  otros  además  en  apojTo  de  su  nueva  pretensión 
de  declaración  de  nulidad  antes  referida,  no  pueden  ser  ob- 
jeto de  juicio  fcontencioso-administrativo; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente 
la  vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  de- 
manda propuesta  por  parte  de  D.  Fernando  Puig  contra  la 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  14  de  Febrero 
de  1874. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio,  con  la  certificación  prevenida, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. = Juan  González  Ace- 
vedo.=José  María  Herreros  de  Tejada.=Pascual  Bayarri.= 
Juan  Jiménez  Cuenca.  =  Francisco  Armesto.=Luis  Vázquez 
Mondragon.=  Joaquín  José  Cervino. 
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Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado  de 
la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dio  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  21  de  Enero  de  1875.=Licenciado 
Manuel  Aragoneses  Gil. 

Núm.  107. 
APELACIÓN. 


Concesión  de  un  plazo  x  fin  de  justificar  ciertas  obras.— 
Semencia  de  22  de  Enero  de  1875,  confirmando  la  dictada 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Manila,  por  ia  que 
absolvió  á  la  Administración  de  la  demanda  propuesta  por 
Doña  Josefa  Patino  de  Tuason,  como  madre  tutora  y  cura- 
dora de  sus  hijos. 

En  fus  considerandos  se  establece: 

Que  las  decisiones  administrativas  que  causan  estado  y  han 
sido  consentidas  quedan  firmes  y  ejecutorias ,  y  que  lo  resuelto 
en  ellas  debe  aplicarse  a  las  gestiones  que  se  promuevan  en  lo 
sucesivo  acerca  de  las  mismas. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  22  de  Enero  de  1875 ,  en 
los  autos  contencioso-administrativos ,  seguidos  en  este  Tri- 
bunal Supremo,  en  grado  de  apelación,  entre  Doña  Josefa  Pa- 
tino de  Tuason ,  en  concepto  de  albacea  de  su  marido  y  de 
tutora  y  curadora  de  sus  hijos  D.  José,  Doña  Amalia,  Doña 
Emilia,  Doña  Concepción,  D.  Gonzalo  y  Doña  Nieves  Tuason 
de  Patino,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Juan  González 
Alonso,  y  la  Administración  general  del  Estado,  representada 
por  el  Ministerio  fiscal,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Manila  en  28  de  Junio  de  1873, 
que  confirmó  un  decreto  del  Gobernador  superior  de  la  misma 
ciudad  por  el  cual  autorizó  al  Municipio  para  que  la  conce- 
diese un  plazo  á  fin  de  justificar  las  obras  que  se  habían  he- 
cho en  un  edificio  de  su  propiedad  hasta  3  de  Abril  de  1874: 

Resultando  que  en  10  de  Noviembre  de  1870  Doña  Josefa 
Patino  de  Tuason  acudió  al  Alcalde  Corregidor  de  Manila  ma- 
nifestándole que  enterada  de  la  citación  que  se  la  hacia  por 
la  Gaceta }  como  dueña  de  la  casa  que  habitaba  en  la  calle  de 
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la  Escolta,  á  la  bajada  del  puerto  provisional  de  barcas ,  con 
motivo  de  las  obras  que  se  proyectaban ,  que  dicha  casa  per- 
tenece á  sus  hijos  menores,  de  los  que  era  tutora  y  curadora, 
y  les  correspondió  á  la  defunción  de  su  padre  D.#  José  María 
de  Tuason,  de  quien  es  albacea,  y  que  lo  hacia  constar  en 
forma  de  protesta  para  los  efectos  de  las  formalidades  y  re- 
quisitos que  son  indispensables  por  la  ley  para  la  ocupación 
V  venta  de  bienes  de  menores: 

Resultando  que  la  misma  Patino  en  18  de  Marzo  siguiente, 
y  en  virtud  de  haberse  acordado  la  expropiación  forzosa  de 
una  parte  de  dicha  casa,  y  después  de  protestar  contra  cual- 
quiera daño  ó  perjuicio  que  pudieran  experimentar  sus  hijos 
menores,  en  obediencia  al  mandato  de  la  Autoridad  para  la 
tasación  de  dicha  finca  designó  como  perito  á  D.  Félix  Rojas, 
que  reunia  los  requisitos  necesarios,  pidiendo  que  se  tuviese 
por  consignada  dicha  protesta  y  por  necho  el  nombramiento 
indicado: 

Resultando  que  aceptado  el  cargo  por  dicho  perito,  la  Al- 
caldía acordó  que  compareciese,  para  que  en  unión  con  el 
designado  por  ella  tasasen  la  parte  necesaria  de  dicha  casa 
número  2,  calle  de  San  Gabriel,  por  hallarse  comprendida  en 
el  proyecto  de  ampliación  de  las  obras  del  puente  de  piedra 
sobre  el  Pasig,  resultando  que  el  Ingeniero  Director  de  las 
mismas,  que  fué  el  nombrado  por  la  Autoridad  local,  valuó  la 
totalidad  de  la  indemnización  que  debía  pagarse  por  todos 
conceptos  á  los  propietarios  de  dicha  casa  núm.  2,  en  12.785 
pesos  y  el  perito  Rojas  en  14.344  pesos,  10  centavos,  acom- 
pañando al  efecto  el  correspondiente  plano: 

Resultando  que  vista  la  anterior  discordia,  y  no  habiendo 
tenido  presente  el  Gobierno  superior  civil  lo  resuelto  en  27 
de  Julio  de  1865  al  conceder  á  la  interesada  autorización  para 
terminar  las  obras  del  muelle  de  la  casa  de  que  se  trata,  or- 
denó en  23  de  Junio  de  1871  que  se  procediese  á  nueva  tasa- 
ción por  los  peritos  entonces  nombrados: 

Resultando  que  unida  á  este  expediente  copia  autorizada 
del  referido  decreto,  aparece  de  él  que  se  concedió  autoriza- 
ción á  Doña  Josefa  Patino,  para  que  pudiese  terminar  la  obra 
del  muelle  de  su  casa  y  muro  que  la  cierra  frente  á  la  iglesia 
de  San  Gabriel,  con  la  condición  de  que  no  tendría  derecho 
á  indemnización  en  su  dia  por  la  parte  de  obra  hecha  en  los 
citados  muros  y  muelle  desde  3  de  Setiembre  de  1864  en  que 
se  la  intimó  la  suspensión  de  las  obras  por  la  Capitanía  del 
puerto,  quedando  sujeta  á  lo  que  se  resolviese  como  medida 
general  sobre  muelles  en  la  orilla  derecha  del  rio  Pasig: 

Resultando  que  el  Ingeniero  Director,  á  quien  se  mandó 
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practicar  la  tasación,  manifestó  que  no  era  posible  sin  los  an- 
tecedentes relativos  á  las  obras  ejecutadas  hasta  el  referido 
dia  3  en  que  se  mandaron  suspender,  los  cuales  no  existían 
ni  en  el  expediente  en  que  recayó  el  decreto  de  27  de  Junio 
de  1865  ni  en  el  Corregimiento: 

Resultando  que  después,  de  otra  protesta  de  Doña  Josefa 
Patino  contra  la  nueva  tasación,  se  la  requirió  para  que  ex- 
presase bajo  juramento  el  estado  de  la  edificación  del  muelle 
y  muro  de  la  casa  núm.  2  de  la  plaza  de  San  Gabriel  el  dia  3 
de  Setiembre  de  1864,  contestando  que  no  le  era  posible  se- 
ñalar lo  que  se  pretende,  ya  por  no  ocupar  en  aquella  fecha 
la  casa  en  cuestión,  ya  porque  todas  las  obras  de  reedifica- 
ción de  la  misma,  inclusas  las  del  muelle,  estaban  contratadas 
con  un  Maestro  de  obras  que  las  ejecutaba  por  su  cuenta,  sin 
que  personalmente  tuviera  nada  que  hacer  con  ellas  ni  con 
su  suspensión : 

Resultando  que  reproducidas  sus  protestas  por  la  Patino 
de  no  conformar.se  con  la  más  leve  limitación  en  los  derechos 
de  indemnización  de  toda  la  propiedad  que  se  hubiese  de  ex- 
propiar, añadió  que  no  reconocía  para  ello  autoridad  alguna 
en  el  Municipio,  y  protestaba  de  nuevo  de  todo  acto  que  ten- 
diese á  dicha  limitación: 

Resultando  que  el  Gobierno  superior  civil,  por  decreto  de 
10  de  Junio  de  1872,  de  conformidad  con  el  Consejo  de  Ad- 
ministración, determinó  que  se  concediese  á  la  interesada  ei 
plazo  estrictamente  necesario  para  justificar  en  debida  forma 
cuáles  eran  las  obras  ejecutadas  hasta  el  dia  3  de  Setiembre 
de  1864,  y  probado  este  extremo,  que  se  procediese  á  la  ex- 
propiación sin  indemnización  alguna  hasta  que  justificase  el 
indicado  extremo: 

Resultando  que  notificado  este  acuerdo  al  apoderado  de 
Doña  Josefa  Patino  de  Tuason,  en  representación  de  sus  hijo* 
menores  arriba  referidos,  y  cuya  personalidad  justificaba,  en- 
tabló demanda  en  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Ma- 
nila con  la  pretensión  de  que  se  admitiese,  declarando  en  su 
caso  y  ocasión  que  el  Ayuntamiento  estaba  obligado  á  satis- 
facerla el  importe  que  resulte  por  tasación  el  valor  de  todo  e! 
terreno  y  obras  de  fábrica  que  se  han  de  derribar  para  llevar 
á  efecto  el  ensanche  del  muelle  por  la  parte  que  ocupa  la  casa 
de  sus  menores  hijos  sin  limitación  de  ningún  genero ,  revo- 
cando en  su  consecuencia  la  providencia  del  Gobernador  su- 
perior civil: 

Resultando  que,  previa  audiencia  fiscal,  se  admitió  la  de- 
manda, y  emplazado  este  funcionario  para  contestarla,  por  ha- 
ber dejado  la  actora  trascurrir  el  término  para  ampliarla,  pi- 
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dio  que  ae  desestimase,  declarándose  subsistente  el  decreto 
del  Gobierno  superior  de  10  de  Junio  citado,  ordenando  que  la 
Doña  Josefa  Patino ,  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos,  es- 
taba obligada  á  justificar  plenamente  las  obras  ejecutadas  en 
su  finca  con  posterioridad  al  3  de  Setiembre  de  1864,  y  que 
no  tiene  derecho  por  ellas  á  indemnización  de  ninguna  clase, 

Sor  haber  consentido  y  obedecido  esta  condición  en  el  decreto 
e  27  de  Julio  de  1865 ,  que  la  autorizó  para  la  construcción 
de  las  obras : 

Resultando  aue  celebrada  vista  pública  con  citación  de  las 

Í> artes,  dicha  Sala  dictó  sentencia  en  28  de  Junio  de  1873,  por 
a  cual ,  fijando  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  condu- 
centes, absolvió  de  la  demanda  a  la  Administración  del  Es- 
tado ,  confirmando  el  decreto  del  Gobernador  superior  de  Ma- 
nila de  10  de  Junio  de  1872,  sin  especial  pronunciamiento  de 
-costas : 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  apelación 
Doña  Josefa  Patino  en  el  concepto  indicado,  y  que,  remitidos 
los  autos  á  este  Tribunal  Supremo,  previa  citación  y  emplaza- 
miento de  las  partes,  el  Licenciado  D.  Juan  González  Alonso, 
en  nombre  de  aquella,  dedujo  su  demanda  de  agravios  con  la 
solicitud  de  que  la  Sala  se  sirva  revocar  el  definitivo  apelado, 
y  acordar  que  su  cliente  tiene  derecho  á  que  se  la  indemnice 
el  valor  total  de  la  parte  que  se  intenta  expropiar,  fundándose 
en  los  requisitos  que  exige  la  ley  de  enajenación  forzosa  para 
llevar  á  efecto  la  expropiación :  que  no  existiendo  en  1864  la 

Í>révia  declaración  solemne  acerca  del  ensanche  de  los  mue- 
les del  Pasig ,  y  de  que  la  obra  fuese  de  utilidad  pública,  la 
intimación  de  suspenderla  y  el  decreto  de  27  de  Julio  de  1865 
limitando  el  derecho  de  propiedad  á  una  eventualidad  futura 
son  actos  notoriamente  nulos  y  sin  eficacia  legal ,  por  haberse 
adoptado  con  incompetencia  manifiesta  y  sin  atribuciones  apo- 
yadas en  la  ley:  que  todo  lo  que  es  nulo  en  su  origen  no  se 
convalida  ni  legaliza  con  el  tiempo:  que  en  ningún  caso  de  la 
ley  y  reglamento  sobre  enajenación  forzosa  cabe  la  resolución 
de  10  de  Junio  de  1872,  porque  constituye  un  despojo  inca- 
lificable ante  la  santidad  del  derecho :  que  todas  las  Autori- 
dades administrativas  tienen  señaladas  sus  facultades  dentro 
de  la  misma  ley  y  reglamento  para  obligar  á  los  propietarios 
particulares  á  cumplir  con  lo  que  de  ellos  reclame  el  interés 
público,  supliendo  la  resistencia  de  los  procedimientos  de  ofi- 
cio ,  consignando ,  si  le  hubiere ,  el  precio  de  la  tasación  si 
no  la  quieren  recibir  antes  de  la  ocupación  y  ejecución  de  la 
obra;  y  que  habiéndose  faltado  manifiestamente  á  todas  las 
prevenciones  terminantes  de  la  ley  en  la  resolución  de  10  de 
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Junio  de  1872,  su  revocación  era  indispensable  en  observancia 
de  la  misma  y  en  debido  respeto  al  derecho  de  propiedad: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  la  Sala  se 
sirva  confirmar  la  sentencia  apelada ,  apoyándose  en  que  es 
consecuencia  precisa,  en  lo  esencial,  la  segunda  orden  de  lu 
dispuesto  en  la  primera,  sin  que  pueda  atenderse  á  lo  que  ?e 
arguye  sobre  nulidad ,  no  cabiendo  .recurso  contra  la  misma, 
porque  redundaría  en  detrimento  de  la  primera ,  y  que  la  obli- 
gación de  justificar  las  obras  practicadas  hasta  la  fecha  en  que 
há  lugar  á  la  indemnización  incumbe  á  la  Patino,  sin  que  su 
resistencia,  maliciosa  ó  no,  pueda  interrumpir  la  prosecución 
de  la  de  utilidad  pública. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  León  y 
Romero. 

Considerando  que  las  decisiones  administrativas  que  cau- 
san estado  y  han  sido  consentidas  quedan  firmes  y  ejecutorias, 
que  lo  resuelto  en  ellas  debe  aplicarse  á  las  gestiones  que  .se 
promuevan  en  lo  sucesivo  acerca  de  las  mismas : 

Considerando  que  en  el  expediente  sobre  suspensión  de  la 
obra  que  en. la  casa  núm.  2  de  la  plaza  de  San  Gabriel  de  la 
ciudad  de  Manila  ejecutaba  Doña  Josefa  Patino  de  Tuason,  e\ 
Gobernador  superior  civil  resolvió  en  27  de  Julio  de  1865  que 
la  concedía  autorización  para  continuarla,  pero  con  la  condi- 
ción de  que  no  tendría  aerecho  á  indemnización  por  la  qut 
hiciese  desde  el  dia  3  de  Setiembre  de  1864,  en  que  se  la  in- 
timó la  suspensión  por  la  Capitanía  del  puerto  : 

Considerando  que  contra  la  referida  resolución  ninguna 
reclamación  introdujo  la  Doña  Josefa  Patino,  antes  al  contra- 
rio, manifestó  su  asentimiento  continuando  la  obra  suspendida: 

Considerando  que  el  acuerdo  dictado  en  12  de  Junio  de  1872 
en  el  expediente  de  expropiación,  previniendo  que  la  Doña 
Josefa  Patino  en  el  termino  de  un  mes  manifestase  el  estad-j 
que  tenían  las  obras  de  la  referida  casa  el  3  de  Setiembre  de 
1864  para  poder  proceder  á  su  justiprecio;  bajo  apercibimiento 
que  de  no  verificarlo  se  procedería  á  la  expropiación  sin  in- 
demnización hasta  que  demostrase  dicho  extremo,  es  una  re- 
producción del  de  27  de  Julio  de  1865 ,  que  como  consentido 
por  la  Patino  no  puede  ser  ya  reclamado : 

Y  considerando  que  si  bien  para  la  expropiación  forzosa  se 
exigen  por  la  ley  ciertos  requisitos,  y  que  la  indemnización  sea 
del  todo  lo  que  se  obliga  al  propietario  á  enajenar  en  el  presente 
caso  la  Doña  Josefa  Patino  consintió  la  limitación  que  la  Ad- 
ministración la  impuso,  sin  que  ya  puedan  servirla  de  funda- 
mento las  alegaciones  que  respecto  al  derecho  de  propie- 
dad hace; 
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Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sen- 
tencia dictada  en  estos  autos  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Au- 
diencia de  Manila,  por  la  que  absolvió  á  la  Administración  de 
la  demanda  propuesta  por  Doña  Josefa  Patino  de  Tuason,  como 
madre  ,  tutora  y  curadora  de  sus  hijos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á  la 
Audiencia  dé  Manila  por  conducto  del  Pr-sidente  de  la  misma, 
con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.=José  María  Herreros  de 
Tejada.  =  Manuel  León.  =  Ignacio  Viei tes. = Luis  Vázquez  Mon- 
dragon.= Diego  Fernandez  Cano. = Joaquín  José  Cervino. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Manuel  León  y  Romero,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia 
pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  22  de  Enero  de  1875.=Licen- 
ciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 


Nüm.  108. 
ÚNICA  INSTANCIA. 


Caducidad  de  una  pensiqn  de  gracia. — Sentencia  de  22  de 
En^ro  <ie  1875,  dejando  sin  efecto  la  ttenl  órdeñ  de  13  de 
Julio  de  1872,  impugnada  por  la  Comisión  de  la  Diputación 
provincial  de  Madrid. 

En  los  considerandos  so  establos: 

1.°  Que  asi  la  ley  de  19  de  Julio  de  1869  como  el  Real  de- 
creto  de  §  de  Marzo  de  1868,  que  hablan  de  los  términos  precisos 
para  reclamar  la  liquidación  de  los  créditos  procedentes  de  la, 
Deuda  del personal ',  imponiendo  pena  de  caducidad  sien  dichos 
términos  no  se  hace  la  reclamación ,  se  refieren  a  los  acreedores  & 
guienes  no  se  haya  hecho  ni  notificado  aun  la  correspondiente 
liquidación^  y  de  ninguna  manera  d  los  que  ya  la  tienen  hecha, 
notificada  y  aprobada. 

2.°  Que  ni  la  ley  de  1869  ni  el  decreto  de  1868  hablan  de 
reclamaciones  especiales  para  el  sólo  efecto  del  abono,  por  lo  que 
hay  que  estimar  éste  como  una  consecuencia  legal  del  reconocí- 
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miento  del  crédito  y  de  su  liquidación,  a  lo  cual  induce  la  su- 
presión de  aquella  palabra  en  el  Real  decreto  a  dicha  ley  corre- 
lativo, y  es  como  su  explicación  y  complemento. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  22  de  Enero  de  1875,  en 
los  autos  contencioso-administrativos,  seguidos  en  este  Tribu- 
nal Supremo,  en  primera  y  única  instancia,  entre  la  Comisión 
de  la  Diputación  provincial,  y  en  su  nombre  el  Procurador 
D.  Luis  Lumbreras,  y  la  Administración  del  Estado,  repre- 
sentada por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  anule  ó  revoque 
la  Real  orden  de  13  de  Julio  de  1872  que  declaró  caducada 
una  pensión  de  gracias  perteneciente  á  la  casa-inclusa  de 
esta  capital: 

Resultando  que  la  casa-inclusa  de  esta. capital  venia  dis- 
frutando una  pensión  de  gracia  de  los  fondos  de  la  lotería  pri- 
mitiva, y  que  por  Real  orden  de  9  de  Marzo  de  1826  se  de- 
claró que  percibiera  10.000  rs.  encada  extracción,  y  nomen- 
Mial mente,  la,  cual  quedó  reducida  según  la  regla  11  de  la 
Real  orden  de  16  de  Enero  de  1831  á  la  cantidad-de  140.00» 
reales  anuales: 

Resultando  que  practicada  en  1853  por  la  Contaduría  de 
Hacienda  pública  una  liquidación  de  lo  que  había  devengado 
y  percibido  á  cuenta  de  su  pensión  dicho  establecí mient'» 
desde  1.°  de  Junio  de  1835  a  31  de  Diciembre  de  1851,  re- 
sultó un  saldo  á  su  favor  de  466.527  rs.  18  cents.:  que  lla- 
mado el  interesado  por  medio  del  periódico  Diario  de  Aviso* 
para  que  prestara  su  conformidad,  no  presentándose  dentr» 
del  término  señalado  se  le  tuvo  por  conforme  con  ella,  siendo 
aprobada  por  la  Junta  de  la  Deuda  pública  como  del  personal 
de  la  del  Tesoro  en  23  de  Octubre  de  1863: 

Resultando  que  la  razón  social  Gómez  hermanos,  apodera- 
dos de  la  Diputación,  en  5  de  Abril  de  1870  acudieron  al  Jefe 
del  Departamento  de  Liquidación  de  la  Deuda,  solicitando  la 
ultimación  del  expediente  formado  para  el  abono  del  expre- 
sado crédito  v  entrega  del  mismo: 

Resultando  que  oido  el  Fiscal  de  la  Deuda,  opinó  que  w> 
procedía  el  abono  del  crédito  de  que  se  trata  en  concepto  de 
personal: 

Resultando  que  en  su  virtud  Gómez  hermanos  solicitaron 
en  27  de  Julio  de  1870,  después  de  exponer  la  conveniencia 
de  que  el  pago  se  hiciera  en  material  del  Tesoro,  que  la  Junta 
determinara  en  definitiva  la  clase  de  valores  en  que  habia  de 
verificarse: 

Resultando  que,  después  de  pedir  noticias  á  la  Adminis- 
tración económica,  que  no  pudo  darlas  por  el  mal  estado  de 
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su  Archivo,  sobre  si  este  crédito  se  habia  reclamado  an- 
teriormente, la  Junta  de  la  Deuda  pública,  oido  el  Jefe  del 
Departamento  de  Liquidación  en  sesión  de  16  de  Junio  de 
1871,  y  considerando  que  ya  se  mirase  este  crédito  como 
Deuda  del  personal  ó  como  del  material,  se  hallaba  caducado, 
en  el  primer  caso  por  no  haberse  reclamado,  con  arreglo  al 
artículo  13  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1869,  y  en  el  segundo, 
conforme  al  art.  3.°  del  Real  decreto  de  23  de  Agosto  de  1851, 
en  los  plazos  respectivamente  señalados  por  ambas  disposicio- 
nes, v  así  lo  declaró: 

Resultando  que  de  este  acuerdo  se  alzó  el  interesado  en  5 
de  Julio  de  1871  ante  el  Ministro  de  Hacienda,  solicitando  se 
revocase  y  dispusiera  el  abono  del  crédito  mencionado;  y  el 
referido  Ministro,  conformándose  con  lo  informado  por  la  Sec- 
ción de  Hacienda  y  Ultramar  del  Consejo  de  Estado,  por  Real 
orden  de  13  de  Julio  de  1872  confirmó  el  acuerdo  de  la  Junta 
antes  citada,  v  en  su  virtud  desestimó  el  recurso  de  alzada 
interpuesto  á  nombre  de  la  Diputación  provincial  de  esta 
capital : 

Resultando  que  en  su  consecuencia  el  Procurador  D.  Luis 
Lumbreras,  á  nombre  de  la  Comisión  provincial  de  la  Diputa- 
ción de  Madrid,  entabló  demanda,  que  después  amplió  en  este 
Tribunal  Supremo,  solicitando  se  declarase  nula  y  de  uingun 
valor  ni  efecto  la  Real  orden  de  13  de  Julio  de  1872,  man- 
dando en  su  lugar  que  en  la  forma  procedente  se  hiciera  el 
abono  de  la  cantidad  adeudada  de  466.527  rs.  18  cents,  fun- 
dándose en  que  las  prescripciones  del  art.  3.°  de  la  ley  de  23 
de  Agosto  de  1851  no  pueden  perjudicar  ala  casa-inclusa  por 
la  gestión  hecha  por  la  provincia;  y  porque  la  liquidación 
practicada  por  la  Contaduría  de  Hacienda  fué  aprobada  por  la 
Junta  de  la  Deuda  pública  en  23  de  Octubre  de  1$63  en  con- 
cepto de  Deuda  del  personal,  no  pudiendo  aplicarse  contra  la 
Diputación  provincial  el  Real  decreto  de  23  de  Agosto  de  1851, 
cuando  la  Hacienda  como  deudora  no  puede  justificar,  por  el 
mal  estado  de  sus  Archivos,  lo  que  la  incumbía  probar:  que 
es  inadmisible  la  doctrina  que  se  sienta  en  la  orden  reclamada 
de  que  como  hipotética  la  reclamación  que  supone  la  Diputa- 
ción, no  puede  servir  de  base  á  la  revocación  del  acuerdo  de 
la  Junta,  pues  de  esa  doctrina  resultaría  que  la  Hacienda  se 
beneficiaba  en  perjuicio  de  la  casa-inclusa,  porque  si  el  hecho 
de  la  liquidación  no  supone  la  reclamación,  también  puede  su- 
ponerse que  sin  ésta  la  Contaduría  de  Hacienda  no  hubiera 
practicado  aquella;  y  por  último,  que  tampoco  tiene  aplica- 
ción aquí  el  art.  13  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1869,  en  el 
cual  se  trata  de  créditos  de  Deuda  del  personal,  y  precisa- 
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•  mente  el  extremo  de  á  cuál  clase  de  Deuda  pertenezca  el  cré- 
dito de  que  se  trata  no  ha  sido  definitivo  todavía: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese 
á  la  Administración  de  la  anterior  demanda  y  se  confirmase 
la  resolución  recurrida,  fundándose  en  que  liquidado  este  cré- 
dito por  acuerdo  de  la  Junta  de  la  Deuda  desde  1863 ,  debe  con- 
siderarse como  cosa  definitivamente  juzgada:  que  el  abono  Je 
la  liquidación,  si  procede,  debe  hacerse  como  Deuda  del  per- 
sonal; y  siendo  de  esta  clase,  también  la  caducidad  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero  del  art.  13  de  la  ley 
de  19  de  Julio  de   1869  y  en  el  Real  decreto  de  6  de  Marzo 
de  1868,  en  el  cual  se  fijó  el  término  de  cuatro  meses  para 
que  los  acreedores  por  Deuda  del  personal  hasta  1851  hicieran 
la  reclamación  para  que  les  liquidara,  disponiéndose  también  en 
la  Ley  de  caducidad  de  créditos  la  de  los  de  esta  clase  cuyo 
abono  no  se  hubiera  solicitado  dentro  Uel  plazo  señalado;  y 
no  constando   que  la  Diputación  lo  haya  hecho   dentro  de 
aquel  término  el  abono  del  crédito  que  reclama,  es  notoria  su 
caducidad:  que  si  pudiera  considerarse  como  del  material  del 
Tesoro,  igualmente  procedería  su  caducidad,  como  lo  justifica 
el  acuerdo  de  la  Junta  de  16  de  Junio  de  1871,  puesto  que  era 
necesario,  con  arreglo  al  art.  18  de  la  Ley  de  Contabilidad  de 
Hacienda  de  1850,  el  9.°  de  la  de  3  de  Agosto  de  1851  y  el  3.° 
de  23  de  Agosto  del  mismo  año,  que  se  hubiera  reclamado  al 
menos  antes  del  7  de  Enero  de  1853,  lo  que  no  constaba  ha- 
berse hecho:  que  no  puede  suponerse  el  que  por  el  lamentable 
estado  del  Archivo,  según  afirmó  la  Administración  económica. 
y  en  el  cual  debia  encontrarse  la  reclamación  hecha  por  el 
interesado,  dejara  ésta  de  remitirse ,  siendo  lo  cierto  que  en 
el  expediente  seguido  en  la  Dirección  no  consta  que  se  hiciera 
reclamación,  alguna ,  sino  que  se  llamó  por  los  periódicos  al 
interesado  en  1854,  y  no  compareció;  y  si  es  cierto  que  el 
Archivo  está  mal  conservado,  siendo  esta  la  causa  de  no  ha- 
berse encontrado  la  reclamación  hecha  en  tiempo,  por  esta 
sola  presunción  no  debe  condenarse  al  Estado  al  pago  de  una 
cantidad  considerable,  existiendo  la  prescripción  que  contiene 
el  art.  19  del  Real  decreto  de  17  de  Octubre  de  1851 ,  no  pu- 
diendo  negarse  que  el  crédito  seria  cuando  menos  dudoso: 
que  de  no  aparecer  la  reclamación,  no  debia  el  demandante 
pedir  la  subsistencia  del  crédito ,  sino  probar  aquella  por  laa. 
reglas  generales  de  derecho,  y  acomodándose  á  las  prescrip- 
ciones administrativas  que  regulan  la  materia,  como  son  el  ar- 
tículo 18  de  la  Ley  de  Contabilidad  de  Hacienda,  igual  al  19 
de  la  que  actualmente  rige,  en  que  se  dispone  la  no  pres- 
cripción de  los  créditos  cuyo  reconocimiento  y  liquidación  n 
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se  haya  Hecho  por  causas  independientes  de  los  interesados, 
siempre  que  estos  justifiquen  haber  presentado  en  tiempo  sus 
redamaciones,  y  si  la  Comisión  provincial  reclamó,  como  afir- 
ma, en  tiempo  hábil  el  crédito  en  cuestión ,  debia  presentar, 
en  defecto  de  la  reclamación  original,  el  recibo  ó  documentos 
que  como  resguardo  debió  exigir?  y  si  no  los  presenta,  la  ley 
expresamente  dispone  que  se  entiepda  como  no  hecha  tal  re- 
clamación, y  que  su  crédito  queda  caducado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  el  crédito  que  pide  la  casa-inclusa  de 
esta  Corte,  y  en  su  nombre  la  Comisión  provincial  y  sus  apo- 
derados, fué  reconocido  y  .liquidado  en  1853  por  la  Contaduría 
de  Hacienda  pública  de  esta  provincia,  y  aprobado  por  la  Junta 
superior  de  la  Deuda  pública  en  23  de  Octubre  del  mismo  año, 
resolución  administrativa  que  se  publicó  en  los  periódicos  ofi- 
ciales para  que  pudiera  ser  reclamado  en  tiempo  hábil,  y  que 
no  habiéndolo  sido  se  declaró  como  consentida,  por  lo  cual  hay 
que  estimarla  atendido  su  carácter  final  como  firme  y  subsis- 
tente: 

Considerando  que  si  el  expediente  administrativo  á  que  se 
refiere  el  crédito  reclamado  quedó  concluido,  y  sólo  quedan 
detalles  de  ejecución,  estos  no  tienen  virtud  para  retrotraerlo 
á  su  origen  y  para  prescindir  de  la  fuerza  ejecutoria  del  frcto 
que  le  puso  término,  motivo  por  el  cual  son  extemporáneas 
las  cuestiones  suscitadas  en  ese  estado  sobre  caducidad  de  dicho 
crédito  en  la  esfera  administrativa:  .  ' 

Considerando  que  aparte  de  esta  ohservacidn  general,  nó 
hay  duda  de  que  el  crédito  que  se  reclama  procede  de  la  Deuda 
del  personal,  puesto  que  no  responde  á  ningún  servicio  ma- 
terial, porque  así  queaó  declarado  de  un  modo  firme  y  ejecu- 
torio, y  porque  lo  son  realmente  los  que  provienen  de  haberes 
personales,  llámense  estos  sueldos  ó  pensiones,  y  ya  corres- 

{>ondan  á  un  individuo  ó  á  una  colectividad,  pues  que  las  co- 
ectividades  ante  la  ley  sólo  son  una  personalidad  jurídica: 

Considerando  que  así  la  ley  dé  19  de  Julio  de  1869  pomo 
el  Real  decreto  de  6  de  Marzo  de  1868,  que  hablan  de  los  tér- 
minos precisos  para  reclamar  la  liquidación  de  los  créditos 
Srocedentes  de  la  Deuda  del  personal,  imponiendo  pena  de  ca- 
ucidad  si  en  dichos  términos  no  se  hace  la  reclamación,  se 
refieren  á  los  acreedores  á  quienes  no  sé  haya  hecho  ni  notifi- 
cado aún  la  correspondiente  liquidación,  y  de  ninguna  ma- 
nera á  los  que  ya  la  tienen  hecha,  notificada  y  aprobada,  como 
sucede  á  la  casa-inclusa  de  esta  Corte,  por  cuya  causa  no  son 
aplicables  al  caso  presente  el  art.  13  de  la  ley  ni  el  7.°  del 

II.— 3.a  46 
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Real  decreto  citados  por  el  Ministerio  público,  para  lindar  en 
ellos  la  caducidad  del  crédito  reclamado: 

Considerando,  además,  que  Ib,  liquidación  practicada  en  1853 
á  la  casa-inclusa  de  esta  Corte  de  su  crédito  supone  natural- 
mente la  reclamación  que  se  hecha  de  menos,  y  así  lo  ha  es- 
timado la  Administración  activa  según  resulta  Sel  expediente 
gubernativo  en  casos  análogos,  suposición  lógica  y  que  con- 
firma, lejos  de  contrariarla,  el  mal  estado  en  que  la  Hacienda 
tiene  el  Archivo  en  que  debia  encontrarse: 

Considerando  que  ni  la  ley  de  1869  ni  el  decreto  de  1868 
ya  referidos  hablan  de  reclamaciones  especiales  para  el  sólo 
efecto  del  abono,  por. lo  que  hay  que  estimar  éste  como  una 
consecuencia  legaf  del  reconocimiento  del  crédito  y  de  su  li- 
quidación, á  lo  cual  induce  la  supresión  de 'aquella  palabra  en 
el  Real  decreto  á  dicha  ley  correlativo,  y  que  es  como  su  ex- 
plicación y  complemento: 

Considerando  que  aunque  el  crédito  procediese  del  material 
del  Tesoro,  tampoco  seria  justa  la  declaración  de  caducidad, 
porque  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1851  en  su  art.  9.°  sólo  la  es- 
tablece para  los  créditos  no  reclamados,  pendientes  de  liquida- 
ción, no  para  los  ya  reconocidos,  liquidados  y  notificados  á  los 
respectivos  acreedores,  expresándose  en  el  mismo  sentido  el 
reglamentó  para  su  ejecución  de  23  de  Agosto  del  mismo  año: 

Considerando  que  méhos  son  aplicables  al  caso  presente  la 
Ley  de  Contabilidad  de  20  de  Febrero  de  1850  en  su  art.  18  ni 
el  Real  decreto  de  17  de  Octubre  de  1851,  porque  la  primera 
en  la  disposición  citada  se  refiere  á  los  créditos  no  reconocidos 
ni  liquidados  por  falta  de  presentación  en  tiempo  hábil,  ex- 
ceptuando de  la  caducidad  á  los  presentados  que  no  han  po- 
dido reconocerse  ni  liquidarse  por  carecer  de  documentos  jus- 
tificativos, siempre  que  los  interesados  justifiquen  que  lo  hi- 
cieron, á  cuyo  efecto  les  autoriza  para  exigir  de  las  oficinas 
el  recibo  de  su  presentación,  porque  esas  circunstancias  sólo 
son  necesarias  para  los  créditos  pendientes  de  liquidación  y 
reconocimiento,  y  no  cuadran  bajo  ningún  concepto  con  los 
que  han  sido  ya  reconocidos  y  liquidados;  sin  que  para  estos 
actos  se  haya  ofrecido  ninguna  á  la  Administración,  caso  único 
en  que  podría  aplicarse  el  decreto  de  Octubre  de  1851: 

i  considerando,  por  último,  que  la  razón  fundamental  en 
que  descansa  la  prescripción  ó  la  caducidad  acordadas  por  las 
leyes  de  la  Deuda  pública,  que  es  el  no  tener  indefinidamente 
en  incierto  los  créditos  contra  el  Estado  por  morosidad  de  los 
acreedores,  úo  existe  en  el  caso  prefeente,  puesto  que  la  casa- 
inclusa  de  Madrid  tiene  el  suyo  presentado,  liquidado  y  re- 
conocido; 


i 
i 

i 
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Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  Real  orden  de  13  de  Julio  de  187S  que  declaró  cadu- 
cado el  crédito  reclamado  por  la  casa-inclusa  de  esta  Corte, 
y  qué  le  filé  liquidado  y  reconocido  en  1853  por  la  Junta  su- 

Serior  de  lá  Deuda  pública;  y  en  su  Virtud,  dejamos  sin  efecto 
icha  Real  orden. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  sacándose 
b1  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  certificación 
prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. —Juan 
"González  Acevedo.  =  Juan  Jiménez  Cuenca.  =Ignacio  Vieites.  = 
Francisco  Armestp.=Luis  Vázquez  Mondragon.=Diego  Fer- 
nandez Cano. = Joaquín  José  Cervino. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tri- 
bunal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera 
del  mismo,,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  22  de  Enero  de  1875.= Licenciado  Mannel 
Aragoneses  Gil. 

Núm.  109. 
>  APELACIÓN. 

Destrucción  de  ciertas  obras.— Sentencia  de  r¿5  de  Enero  do 
1875,  revocando  la  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona  y  declarando  no  \iaber  lugar  á  la  admi- 
sión de  la  demanda  propuesta  por  b,  Julio  Carballo. 

En  lod  considerandos  -<$e  establece: 

1,°  Que  según  el  ari.  277  dé  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866, 
4a*  providencias  dictadas  pot  Xa  Administración  activa  en  ma- 
teria de  aguas  cansan  estafo  si  no  se  recurre  contrd  ellas  por 
la  via  gubernativa  ante  'el  inmediato  superior  jerárquico  ó  por 
la  via  contenciosa,  siempre  que  proceda,  dentro  del  plazo  legal. 

2.°  Que  la<s  demandes  f  para  que  puedan  ser  procedentes,  han 
de  reunir,  entre  (/trox  requisitos ,  el  de  versar  sobre  materia 
conlencioso-admhtistmtha ;  y  además  de  proponerse  en  tiempo 
MHl,  debe  'alegarse  como  vulnerado  algún  derecho  preexistente. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  25  de  Enero  de  1875,  en 
los   autos  ¿égiridos  en  este  Tribunal  Supremo,  en  grado  de 
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apelación  entre  D.  Julio  Carballo  y  Camón,  y  en  su  nombre 
el  Procurador  D.  Manuel  Villar,  y  la  Administración  del  Es- 
tado, representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revo- 
que la  sentencia  diotada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  Barcelona  de  30  de  Enero  del  pasado  año  de  1874,  que 
declaró  no  haber  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  conten- 
ciosa presentada  por  aquel : 

Resultando  que  en  6  de  Junio  de  1870  el  Alcalde  de  Am- 
posta  participó  al  Gobernador  de  la  provincia  que  D.  Juan 
Plá,  encargado  de  D.  Julio  Carballo,  habia  construido  obras 
deutro  del  estanque  llamado  de  la  Encañizada  eu  una  grande 
extensión  de  terreno,  sin  niugun  derecho  para  ello  y  en  per- 
juicio de  los  naturales  vecinos  de  aquella  villa: 

Resultando  que  dicha  Autoridad  ordenó  que  Carballo  pre- 
sentase el  titulo  en  que  conste  su  derecho,  bajo  apercibimiento 
en  otro  caso  de  mandar  destruirlas  á  su  costa: 
•  Resultando  que  el  Ingeniero  Jefe,  después  de  examinados 
los  documentos  presentados  por  Carballo,  manifestó  que  este 
era  dueño  de  diversas  fincas  lindantes  con  el  estanque  de  la 
Encañizada,  en  la  que  habia  construido  un  cordón  ó  malecón 
de  tierra  de  538  metros  de  longitud  por  uno  de  anchura,  que 
partiendo  del  límite  Sur  de  su  finca  Tora-bu t  se  dirigía  por 
el  interior  del  estanque  de  la  Encañizada  á  la  propiedad  Tora- 
Busó,  cruzando  por  medio  de  pequeños  puentes  los  canales 
Roig  y  de  las  Ollas,  quedando  por  tanto  una  porción  de  ter- 
reno comprendido  entre  el  citado  cordón  y  las  fincas  mencio- 
nadas :  que  interrogadas  las  partes ,  el  Ayuntamiento  expuso 
que  al  construirse  aquel  cordón  se  habia  procedido  sin  auto- 
rización alguna,  siendo  su  objeto  tal  vez  activar  el  depósito 
de  los  aluviones  en  las  márgenes  de  las  fincas  lindantes  con 
el  Estanque  de  la  Encañizada,  y  comprendidas  con  el  cordón 
citado,  muchas  de  las  cuales  eran  de  la  propiedad  de  Carba- 
llo; y  éste,  que  si  bien  habia  procedido  sin  autorización  para 
construir  el  malecón ,  lo  habia  hecho  en  la  creencia  de  que 
no  podia  perjudicar  á  los  demás  terratenientes;  que  su  objeto 
fué  poner  en  comunicación  las  dos  fincas  Tora-Curt  y  Tora- 
Busó  con  intención  de  dejar  completamente  libre  y  público 
el  tránsito  por  el  cordón  de  cultivo,  y  por  lo  tanto  dicho  In- 
geniero opinaba  que  estas  obras  perjudicaban  al  curso  de  las 
aguas,  y  creia  justo  que  se  fijasen  los  actuales  límites  de  la 
finca  Tora-but,  propiedad  del  referido  Carballo,  en  la  porción 
comprendida  entre  el  Roig  y  el  canal  Curt  con  el  estanque  de 
la  Encañizada,  dejando  de  esta  manera  como  línea  divisoria 
entre  la  heredad  de  Carballo  y  dicho  estanque  la  línea  en  que 
hoy  se  limita  la  referida  propiedad,  perdiendo  éste  todo  dere- 
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cho  para  poder  anexionarse  de  la  referida  finca  todos  los  ter- 
renos que  puedati  depositarse  de  hoy  en  adelante  entre  los 
canales  Roig  y  Cnrt,  quedandj  asi  limitada  de  una  vez  para 
siempre  la  propiedad  Tora-Curt: 

Resultando  que  el  Gobernador,  en  su  vista  y  desentendién- 
dose del  parecer  del  Ingeniero,  acordó  etí  27  de  Marzo  de  1871 
que  el  expresado  Carballo,  sin  excusa  ni  pretexto,  en  el  im- 
prorogable  plazo  de  diez  dias  destruyese  las  obras  que  sin 
titulo  ni  derecho  habia  construido  en  el  mencionado  estanque, 
en  la  inteligencia  de  que  si  trascurrido  el  plazo  no  lo  hubiese 
verificado  se  procedería  por  la  Administración  á  demolerlas  á 
su  costa: 

Resultando  que  Carballo  acudió  en  6  de  Abril  siguiente  al 
mismo  Gobernador  pidiendo  que  se  suspendieran  les  efectos 
del  anterior,  decreto  hasta  que  comunicándole  el  expediente 
que  existia  sobre  la  cuestión  del  camino  ó  senda  de  los  pes- 
cadores y  cazadores  pudiera  presentar  su  contestación  y  las 
observaciones  para  ilustrarle,  presentando  sus  cálculos  sobre 
el  efecto  de  dicho  camino  en  cuanto  á  la  libre  circulación  de 
las  aguas  del  estanque:  . 

Resultando  que  ampliado  aquel  plazo  por  diez  dias  más 
presentó  Carballo  una  exposición  de  varios  vecinos  de  San 
Carlos  de  la  Rápita,  Tortosa  y  Amposta  pidiendo  la  conserva- 
ción del  malecón  construido  por  aquel,  por  los  muchos  bene- 
ficios que  reporta  sin  daños  para  nadie,  y  porque  no  era  un 
nuevo  camino  sino  una  senda  inmemorial  conocida  con  el 
nombre  de  camino  de  los  Cazadores,  y  una  Memoria  con  los 
planos  descriptivos  de  dicho  camino  y  ventajas  que  reporta 
con  sus  convenientes  explicaciones  para  demostrar  la  utilidad 
pública  del  mismo;  declarando  en  último  término,  que  ha- 
ciéndose mejorado  una  vía  que  se  destina  al  uso  público,  era 
bien  evidente,  que  no  se  trataba  de  adquirir  terreno  alguno 
ni  prejuzgaba  la  cuestión  de  la  dirección  de  la  laguna  del 
E sean  agüe  t  al  Norte  de  la  Encañizada,  habiendo  sido  su  ob- 
jeto mejorarla  para  el  público  y  para  él  para  evitar  á  sus  ope- 
rarios el  rodeo  inútil  ae  unos  cuantos  kilómetros ,  y  la  Real 
orden  de  29  de  Abril  de  1844,  expedida  por  el  Ministerio  de 
Marina,  por  la  cual  se  desaprobó  la  oposición  del  Ayunta- 
miento de  Amposta  mandando  que  el  gremio  de  pescadores 
siguiera  disfrutando  de  la  propiedad  y  derecho  de  adminis- 
trar y  arrendar  la  pesquera  de  los  estanques  titulados  Tancada 
y  Encañizada: 

Resultando  que  presentada  otra  exposición  de  varios  terra- 
tenientes de  San  Carlos  de  la  Rápita,  cuyas  fincas  lindaban 
con  dicha  Encañizada,  para  que  se  desestimasen  las  pruebas 
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de  utilidad  y  conveniencia  aducidas  por  Carhallo,  el  Gober- 
nador por  otro  decreto  de  19  de  Mayo  d$  dicho  ^ño  sostuvo 
la  providencia  de  27  de  Marzo  último,  previniendo  h  Qarballo 
por  última  vez  que  destruyese  las  obras  que  haUia  ejecutado 
dentro  del  estanque  llamado  la  Encañizada: 

Resultando  que  contra  esta  providencia  acudió  Carballu 
en  24  del  mismo  mes  á  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  solicitando  que  se  hubiese  por  entablado  juicio  con- 
tencioso-administrativo  para  la  revocación  de  las  citadas  re- 
soluciones de  27  de  Marzo  y  19  de  Mayo  referidas: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal,  á  quien  se  mandó  pasar 
en  23  de  Junio  el  expedieute ,  expresó  que  no  siendo  la  refe- 
rida solicitud  una  demanda,  la  devolvía  para  que  la  Sala  de- 
terminase lo  que  creyese  conveniente,  acordando  ésta,  sin 
embargo,  que  se  pusiese  de  manifiesto  el  expediente  al  refe- 
rido Carbaflo: 

Resultando  que  pasados  diez  meses  el  Gobernador  pidió 
que  se  le  devolviese  el  expediente  para  cumplir  las  menciona- 
das providencias  y  evitar  los  perjuicios  que  se  seguían  á  lo* 
Sropietarios  de  aquella  partida,  y  la  ¿Sala,  en  providencia  de  5 
e  Abril  de  1872,  no  habiéndose  formalizado  la  demanda 
dentro  del  término  legal,  acordó  que  se  devolviese  el  expe- 
diente al  Gobernador  para  los  efectos  oportunos: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  este  Supremo  Tribu- 
nal en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  el  mismo,  sustan- 
ciada debidamente  por  sentencia  de  esta  Sala  de  26  de  Junio 
de  1873,  se  revocó  el  auto  de  5  de  Abril  citado,  mandando  que 
se  devolviesen  los  autos  á  dicha  Sala  para  que,  reponiéndolos 
al  estado  que  tenían  cuando  acordó  la  providencia  de  23  de 
Junio  anterior,  sustanciase  el  incidente  previo  sobre  proce- 
dencia de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la  demanda,  de 
conformidad  con  lo  qug  dispone  el  decreto-ley  #de  26  de  No- 
viembre de  1868,  y  según  su  resultado,  determine  lo  que  cor- 
responda con  arreglo  a  derecho : 

Resultando  que  cumplido  así  en  efecto,  el  Fiscal  en  su 
censura  de  3  de  Agosto  de  1873  pidió  que  se  declarase  no 
haber  lugar  ¿la admisión  de  la  demanda^  fundándose  en  que 
la  cuestión  que  se  ventila  es  meramente  administrativa:  que 
el  acuerdo  del  Gobernador  no  lastima  derechos  preexistentes: 
que  también  su  objeto  es  meramente  administrativo,  porque 
tanto  por  la  actual  Ley  de  Ayuntamientos  como  por  la  ante- 
rior, es  de  la  exclusiva  competencia  de  estos  todo  lo  relativo 
á  la  formación,  variaoion  y  composición  de  caminos,  vere- 
das, etc.,  sin  que  ningún  particular  pueda  llevarlos  á  efecto 
por  autoridad  propia;  y  porque  si  se  mira  bajo  el  punto  de 
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vista  de  tratarse  de  una  laguna  de  aguas  del  mar,  en  la  que 
se  ha  litigado  el  derecho  de  pesca  y  se  aplica  la  Ley  de  Aguas, 
también  es  materia  administrativa ,  porque  toda  construcción 
dentro  de  ella  necesita  la  intervención  y  permiso  previo  de 
la  Administración: 

Resultando  que  llevados  los  autos  á  la  vista  y  celebrada 
ésta,  la  Sala  dictó  auto  en  discordia  en  29  de  Noviembre  de 
1873  prefijando  á  I).  Julio  Carballo  el  término  de  diez  dias 

}>ara  que  formalizase  su  demanda  con  arreglo  &  la  ley,  y  así 
o  verificó  en  12  de  Diciembre  siguiente,  pretendiendo  que  se 
revocasen  las  providencias  del  Gobernador  de  27  de  Marzo  y 
19  de  Mayo  de  1871,  y  que  se  declarase  que  habian  de  per- 
manecer subsistentes  las  obras  ejecutadas  por.  él  en  la  cons- 
trucción del  camino  llamado  de  Cazadores,  y  que  para  que- 
jarse carecia  absolutamente  de  derecho  el  Alcalde  de  Amposta, 
fundándose  sobre  la  procedencia  de  la  via  contenciosa  en  el 
artículo  277  de  la  Ley  de  Ag\ias: 

Resultando  que  oido  de  nuevo  el  Fiscal,  insistió  en  su  an- 
terior dictamen: 

Resultando  que  celebrada  vista  pública,  la  Sala  en  30  de 
Enero  de  1874,  fijando  los  hechos  y  fundamentos  df  derecho 
que.  creyó  convenientes,  declaró  no  haber  lugar  &  la  admisión 
de  la  demanda  contenciosa  presentada  por  D.  Julio  Carballo, 
y  que  á  su  tiempo  se  devuelva  el  expediente  al  Gobernador 
ae  la  provincia  de  Tarragona  con  certificación  de  esta  pro- 
videncia: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  por  Carballo  y  re- 
mitidos los  autos  á  este  Supremo  Tribunal ,  previa  citación  y 
emplazamiento  de  las  partes,  el  Procurador  D.  Manuel  Villar, 
en  su  nombre,  le  mejoró,  con  la  solicitud  de  que  se  revoque 
y  se  admita  la  demanda  propuesta  por  su -parte,  fundándose 
en  que  corresponde  al  dueño  abrir  en  su  propiedad  las  comu- 
nicaciones que  considere  oportunas,  permitir  su  uso  público 
y  hacer  para  su  rehabilitación  las  obras  que  estime  necesarias 
ó  convenientes,  y  que  por  eso  su  representado  ha  tenido  fa- 
cultades para  hacerlo,  como  sucesor  en  el  derecho  de  propie- 
dad, en  el  camino  titulado  de  Cazadores*,  que  no  siendo  el 
terreno  ocupado  por  dicho  camino,  ni  parf^  de  la  laguna,  del 
público,  sino  de  propiedad  particular ,  no  tiene  la  Adminis- 
tración intervención  alguna:  que  en  el  es  .so  de  suponerse  que 
ocupa  parte  de  la  laguna,  ésta  se  halla  bf  yo. la  adninistraeion 
inmediata  de  la  Autoridad  de  Marina,  sogun  declara  la  Real 
orden  de   1844,  y  por  lo  tanto  ninguna  «intervención  eonres- 

}>onde  al  Ayuntamiento  ni  al  Gobernad  or  de  la  provincia  en 
as  obras  ejecutadas,  ni  éste  podrá  cor  mentir  ni  autorizar  las 
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constante  del  Consejo  de  Estado  y  de  este  Tribunal  se  ejige 
para  darla  el  curso  correspondiente; 

Fallados,  que  debamos  revocar  y  revocamos  Ja  sentencia 
apelada  de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona:  de- 
ciáramos  procedente  la  via  contenciosa,  y  pop  tanto,  que  há 
lugar  á  la  nd misión  de  la  demanda  propuesta  á  nombre  ae  Don 
Julio  Garballo. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
nda oficial  y  se  insertará  en  la  Colección,  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á  la 
Sala  de  lo  civil  de  dicha  Audiencia  por  conducto  del  Presidente 
de  la  misma,  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.  =  Juan  González  Ace vedo.  =  Pascual 
Bayarri.= Manuel  Leon.=Ignacio  Vieites.=Francisco  Armes- 
to.=~Luis  Vázquez  Mondragon.= Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Francisco  Armesto,  Magistrado  de  la  Sala  ter- 
cera de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  25  de  Enero  de  1875.=Licenciado  Ma- 
nuel Aragoneses  Gil. 

Nüm.  110. 
APELACIÓN. 


Alineación  de  una  plaza.— Sentencia  de  27  de  Enero  de  1R75, 
declarando  improcedente  la  vía  contencioso- administrativa 
y  confirmando  la  pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  en  24  de  Marzo  de  1873  y  apelada 

Íor  la  Comunidad  de  Padres  Escolapios  de  la  villa  de  Sa- 
adell. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  al  Consejo  de  Ministros  ó  al  Ministerio  del  ramo  cor- 
responde decidir  privativamente  las  cuestiones  que  se  susciten 
acerca  de  actos  de  puro  gobierno  y  sobre  la  competencia  positit* 
ó  neo  atipa  de  jurisdicción  y  atribuciones  ante  las  Autoridades 
judiciales  y  administrativas ,  y  sobre  los  conflictos  que  se  sus- 
citen entre  los  Ministerios,  Autoridades  y  agentes  de  la  Admi- 
nistración, previa  consulta  del  Consejo  de  Estado ,  con  arreglo 
a  lo  dUpuesUk  en  el  art.  45,  número  9.°,  y  el  52  de  la  Ley  or- 


SBNTBNQLA3  J)B    1974.  iW 

ganica  de  este  alto  Ouerpa  de  11  de  AgMo  de  18$0»i#W9  l(k  reir 
levada  jurisprudencia  establecida  en  K tales  ¿vienes ,  v<f<?  <flfl<- 
formidad  con  la  legislación  vigente.  . 

.  i 
En  la  villet  y  Corte  de  Madrid,  á  27  de  Enero  d$  J.S75  >  en 
los  autos  conté ücio30-admi ilustrativos,  seguidos  €0  grafio  de 
apelación  en  este  Tribunal  Supremo,  en  los  que  son  pa?í#  la 
Administración  del  Estado  y  el  Ayuntamiento  de  SabajJLrfj., 
y  ea  su  nombre  respectivamente  el  Ministerio  fiscal,  y  ej, Pro- 
curador D.  Francisco  Sánchez  Morayta.  interpueste4ipb^ane- 
laoion  por  los  Padres  Escolapios  de  Sabadell,  representadas 
por  el  Procurador  D.  Pablo  Soler  y  Soler,  y  en  último  estado 
por  el  de  igual  clase  D,  Jo&Qtiin  Diaz  Pérez,  cctntrq  la  qeqten- 
cia  de  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  de  24 
de  Marzo  de  1873,  que  declara  no  haber  lugar  á  la  admisión 
de  la  demanda  propuesta  por  esta  comunidad  sobre  revoca- 
ción del  acuerdo  de  la  Comisión  provincial  de  Barcelona  de  11 
de  Octubre  de  1872: 

Resultando  que  instruido  expediente  4  instancia,  de  los  Pa- 
dres Escolapios  de  Sabadell  sobre  construcción  de  un  edificio 
que  estaban  levantando  que  diera  mayor  ensanche  ,^1  quq  ter 
aian,  destinado  á  Escuela  Pía  para  la  primera  y  segunda  en- 
señanza en  la  villa  del  mismo  nombre,  tomando  parte  de  un 
huerto  perteneciente  á  los  mismos  y  una  pequeña  porción  de 
la  vía  pública,  el  Ministro  de  Fomento,  oída  la  Sección  de 
Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  por  Real  or- 
den de  27  de  Febrero  de  1872  dispuso  que  se  devolviese  el 
expediente  al  Gobernador  de  Barcelona  para  que  se  instruyese 
de  nuevo  con  arreglo  á  la  Ley  municipal  de  20  de  Agosto  de 
1870,  continuando  mientras  tanto  las  obras  en  el  ser  y  astado 
que  entonces  se  encontraban: 

Resultando  que  en  su  virtud  los  Padres  Escolapios  acudie- 
ron al  Ayuntamiento  de  dicha  villa  en  8  de  Mayo  siguiente 
solicitando  que  mediante  equitativa  indemnización  de  la  par- 
cela de  terreno  público  ocupado,  se  aprobase  la  alineación  de 
la  Plaza  de  San  Roque,  determinada  por  un  edificio  conforme 
á  los  planos  que  obraban  en  el  excediente  mencionado  á  los 

3ue  se  referían,  fundándose  no  solamente  en  la  importancia 
e  la  obra  por  las  ventajas  que  reportaba ,  sino  también  en 
que  era  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ayuntamientos  la 
apertura  y  alineación  de  calles  y  plazas  según  el  art.  67  de 
dicha  ley: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  acordó  que  la  comunidad 
formulase  el  proyecto  de  alineación  con  estricta  sujeción  6  la 
instrucción  de  19  de  Diciembre  de  1859,  para  que  el  e*pe- 
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diente  estuviese  revestido  de  todas  las  formalidades ;  que  ve- 
rificado asi  y  previo  informe  de  la  Comisión  de  policía  urbana 
y  del  Jefe  de  viabilidad  y  Comunicaciones,  dicha  Corporación, 
en  sesión  extraordinaria  de  15  de  Junio  del  mismo  año,  acordó 
por  unanimidad  la  alineación  parcial  indicada,  resolviendo 
que  considerándose  limitado  á  ella  el  proyecto  facultativo,  se 
expusiere  al  público  con  el  expediente  por  el  término  de  diez 
di  as,  con  arreglo  á  la  legislación  vigente  en  la  materia,  ¿  fin 
de  qne  las  personas  que  se  crean  con  derecho  puedan  presen- 
tar las  instancias  que  juzguen  convenientes: 

Resultando  que  expuestos  al  público  los  referidos  proyecto 
y  expediente,  se  opusieron  á  él  algunos  vecinos  de  Sabadell 
y  Tarrasa,  y  después  de  varias  diligencias,  dicha  Corporación, 
en  sesión  de  4  de  Julio  siguiente,  de  conformidad  con  el  dic- 
tamen de  la  Comisión,  ratificando  su  acuerdo  de  15  de  Julio 
anterior,  aprobó  definitivamente,  en  uso  de  las  facultades  que 
le  concede  el  art.  67  de  la  Ley  municipal  vigente,  la  alinea- 
ción parcial  de  la  plaza  de  San  Roque  determinada  por  la  fa- 
chada del  edificio  que  empezó  á  construir  la  comunidad  de 
Padres  Escolapios  con  destino  k  Escuela  de  primera  y  segunda 
enseñanza,  y  desestimó  en  su  consecuencia  la  reclamación 
que  en  contra  de  la  misma  habian  producido  aquellos  vecinos: 

Resultando  que  la  expresada  comunidad  pidió  permiso  para 
llevar  á  efecto  con  sujeción  á  los  planos  las  obras  del  edificio 
que  habian  empezado  ¿  construir  en  la  plaza  de  San  Roque  y 
la  adjudicación  de  la  parcela  de  dicha  plaza;  y  el  Ayunta- 
miento, previos  los  trámites  correspondientes,  en  sesión  de  18 
de  Julio  siguiente  aprobó  los  planos  presentados ,  otorgó  el 
permiso  solicitado,  les  adjudicó  la  parcela  de  que  se  trata  pre- 
via tasación,  autorizó  al  Alcalde  y  al  Secretario  para  recibir 
el  precio  y  otorgar  la  correspondiente  escritura  pública,  y 
previno  á  la  comunidad  diese  aviso  de  la  terminación  de  las 
obras  para  su  reconocimiento;  y  en  su  consecuencia,  hecha  y 
aprobada  la  valoración,  se  entregó  el  precio  y  otorgó  la  cor- 
respondiente escritura  en  29  del  mismo  mes: 

Resultando  que  notificado  en  su  debido  tiempo  el  acuerdo 
de  4  de  Julio  á  ios  opositores,  se  alzaron  en  apelación  á  la  Co- 
misión provincial,  ante  la  cual  ampliaron  el  recurso,  pidiendo 
la  nulidad,  porque  el  Ayuntamiento  que  le  habia  dictado  era 
incompetente  por  estar  constituido  ilegalmente;  y  que  la  Co- 
misión, después  de  varias  diligencias  encaminadas  á  saber  el 
}>rocedimiento  que  se  habia  seguido  para  el  nombramiento  de 
os  individuos  que  componían  aquel  Municipio  en  las  fechas 
de  15  de  Jumo  y  4  de  Julio  referido,  causas  que  la  motivaron, 
fecha  de  su  constitución  y  los  nombres  del  Alcalde  y  Conce- 
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jales,  en  sesión  de  11  de  Octubre  de  1872,  en  consideración  á 
que  el  referido  Ayuntamiento  interino  no  estaba  legitimar 
mente  constituido,  y  que  por  faltarle  la  responsabilidad  legal 
no  podia  dictar  resoluciones  con  efectos  legales,  y  sin  em^ 
bargo  de.  reconocer  que  en  la  instruccionydel  expediente  sobre 
que  versa  este  pleito  se  han  observado  .las  disposiciones  vi- 
gentes, declaró  nulos,  y  por  lo  tanto  sin  valor  ni  efecto  al- 
guno, los  citados  aóuerdos  de  15  de  Junio  y  4  de  Julio,  oomo 
dictados  por  Autoridad  ilegítima,  mandando  que  se  comuni- 
cara esta  resolución  al  Ayuntamiento  é  interesados  para  su 
inteligencia  y  efectos  procedentes:.  j 

Resultando  que  comunicado  este  acuerdo  á  los  Padres  Es-  j 

colapios  de  Sabadell,  debidamente  representados,  entablaron 
demanda  en  31  del  mismo  mes  en  la  Sala  de  lo,  civil  de  la  ¡ 

Audiencia  de  Barcelona,  solicitando  que  se.  admitiera  y  en  su  j 

lugar  y  caso  se  revocase  el  acuerdo  de  la  Comisión  provincial  1 

de  11  del  mismo  mes  y  año,  y  se  confirmasen  los  de  15  de 
Junio  y  4  de  Julio  anteriores,  con  los  cuales  se  determinó  la 
alineación  de  la  plaza  de  San  Roque,  declarando  que  por :  los 
demás  acuerdos  ejecutorios  de  aquella  corporación  de  18  del 

{ropio  mes  de  Julio  han  estado  en  su  derecho  continuando 
asta  su.  terminación  el  edificio  expresado  destinado  á  es- 
cuelas, fundándose  especialmente  en  los  artículos  67.,  77  y  80 
de  la.  Ley  municipal: 

Resultando  que  los  mismos  demandantes,  en  vista  de  que 
por  el  Alcalde  de  Sabadell  se  les  había  mandado  suspender  las 
obras  y  quitar  de  la  vía  pública  los  materiales  y  andamios 
que  la  interceptaban,  pidieron  á  la  Sala  que  por  primera  pro- 
videncia ordenase  la  suspensión  del  acuerdo  de  la  Comisión 
provincial  durante  la  sustanciacion  de  este  juicio,  disponiendo 
que  con  urgencia  se  hiciese  saber  á  dicha  Comisión ,  al  Gober- 
nador, Ayuntamiento  y  á  los  opositores,  quienes  debían  ser  em- 
plazados, y  que  la  Sala  por  auto  de  8  de  Noviembre  siguiente 
acordó  que  se  reclamase  el  expediente,  y  con  arreglo  ít  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  segundo  del  art.  51  de  la  Ley  provisional, 
mandó  suspender  la  ejecución  del  acuerdo  tomado  en  el  día  11 
del  mes  anterior,  y  que  se  pusiera  en  conocimiento  de  aquellos: 
Resultando  que  hecho  así,  é  insistiendo  dicho  Ayunta- 
miento, por  acuerdo  de  13  de  Noviembre,  en  la  suspensión  de 
las  obras  referidas;  por  no  haber  suspendido  la  Sala  lo  dis- 
puesto en  la  Real  orden  de  27  de  Febrero  último  por  el  auto 
anterior,  y  después  de  haber  dirigido  á  la  comunidad  una  co- 
municación en  que  se  dice  que  por  haber  infringido  aquel  se 
la  declara  incursa  en  la  multa  de  25  pesetas,  acudió  ésta  de 
nuevo  á  la  misma  Sala ,  pidiendo ,  entre  otras  cosas ,  que  se 
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ordenase  al  Ayuntamiento  dé  "SabadeH  que .  cesase  en  inmis- 
cuirse en  lá  cuestión  objeto  d'e  estos  autos  y  que  acudiese  á 
la  misma  para  todo  cuanto  respectó  k  este  particular  se  les 
ofreciese  dejando  de  tomar  respecto  á  ella  acuerdo  ni  resolu- 
ción alguna  durante  el  pleito,  y  que  sé  declarasen  por  consi- 
guiente nulos  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  los  que  habían 
tomado  desde  que  les  fué  comunicada  la  providencia  anterior: 

Resultando  que  dicha  Sala,  por  otro  auto  de  20  del  mismo 
mes,  mandó  expedir  despacho  al  Alcalde  y  Ayuntamiento  de 
Sabadell  para  que  se  abstuviesen  de  dictar  providencia  alguna 
que  se  dirigiese  á  embargar  las  obras  que  aquella  practicaba 
autorizada  por  los  acuerdos  de  15  de  Junio  y  4  de  Julio  citada 
del  propio  Ayuntamiento,  y  que  suspendiesen  los  efectos  Je 
cuanto  en  e&te  sentido  hubiesen  acordado,  sin  perjuicio  de  que 
acudiese  ante  el  Tribunal  en  legitimo  uso  de  su  derecho  y  que 
se  pusiese  este  auto  en  conocimiento  del  Juez  de  primera  ins- 
tancia de  Tarrasa  y  del  municipal  de  Sabadell: 

Resultando  que  remitido  el  expediente  gubernativo  y  oid'j 
al  Fiscal,  pidió  que  se  declarase  no  haber  lugar  á  la  demanda 
interpuesta  por  los  Padres  Escolapios  y  que  se  alzase  la  su.*- 
pension  decretada  en  las  anteriores  providencias ;  fundándose, 
entre  otras  cosas,  en  que  rio  ha  recaido  resolución  previa  de  la 
Administración  por  no  haber  reclamado  expresamente  contra 
lo  que  se  actuó  con  posterioridad  al  4  de  Julio,  no  cabe  la  via 
contenciosa,  y  que  la  cuestión  sobre  si  obró  ó  no  legalmenv 
la  Comisión  provincial  declarando  nulos  los  acuerdos  del 
Ayuntamiento  es  puramente  administrativa  y  no  podia  elevar-e 
k  la  esfera  contenciosa,  porque  según  la  Ley  provincial  y  mu- 
nicipal sólo  puede  reclamarse  ante  los  Tribunales  cuando  las 
decisiones  administrativas  perjudican  derechos  civiles  preexis- 
tentes, y  la  cuestión  de  si  un  Ayuntamiento  se  encuentra  ó  ik> 
legalmente  constituido  ninguna  relación  tiene  con  los  dere- 
chos de  uso  particular: 

Resultando  que  celebrada  vista  pública,  con  asistencia  de 
los  letrados  del  demandante,  Ayuntamiento  y  opositores  qne 
se  habian  presentado,  la  Sala  en  24  de  Marzo  de  1873  dicró 
sentencia  en  discordia,  por  la  cual,  fíjanclo  los  hechos  y  fun- 
damentos de  derecho  necesarios,  declaró  no  haber  lugar  á  la 
admisión  de  la  demanda  propuesta  por  los  Padres  Escolapio 
de  Sabadell  en  31  de  Octubre  último,  sin  perjuicio  del  derecho 
que  pueda  competirles  para  que  lo  usen  dónde  y  como  cor- 
responda, y  dejó  sin  efecto  los  autos  de  la  Sala  de  8  y  20  J? 
Noviembre  últimos,  y  que  se  pusiese  el  presente  en  conoci- 
miento del  Gobernador  civil  de  la  provincia  y  de  la  Comisioa 
provincial  de  la  misma,  con  devolución  del  expediente: 
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Éestiltaüdo  que  contra  éáta  sentencitu  interpusieron  decurso 
dé  apelaéion  los  Padres  escolapios  de  slbádéll,  y  remitidos  los 
autos  4  este  Tribunal  Supteriio,  previa  citación  y  emplaza- 
miento de  las  partes,  el  Procurador  D.  Pablo  áoler  f  Soler.  & 
nombre  de  aquellos,  le  mejoró  con  la  solicitud  dé  que  en  de- 
finitiva se  sirva  revocar  la  sentencia  de  24  de  Afarzo  de  1873, 
dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 
y  declarar  que  compete  á  la  jurisdicción  conté ncioso-adminis- 
trativá  el  conocimiento  de  esta  demanda,  fundándose:  primero, 
en  que  la  materia  de  que  se  trata  es.  administrativa,  tal  como 
la  entienden  las  leyes  vigentes  sobre  el  ramo,  y  en  particular 
el  art.  1.°  de  la  instrucción  íe  10  dé  Octubre  dé  1845;  Se- 
gundo, que  el  acto  administrativo  contra  que  se  Recurre  (li- 
mitado en  la  parte  dispositiva  &  derogar  unos  acuerdos  del 
Ayuntamiento ,  éh  cuya  virtud  levantó  un  edificio  y  compró 
una  porción  de  terrena)  aíecta  ó  puede  afectar  derechos  crea- 
dos con  anterioridad  ál  mismo;  tercero,  que  la  demanda  en- 
tablada contra  él  mismo  pide  únicamente  la  derogación  del 
acuerdo  de  la  Comisión  provincial,  no  porqué  fuera  ó  no  le- 
gítimamente nombrado  el  Ayuntamiento ,  ni  porque  sea  la 
Comisión  provincial  y  rio  otra  Autoridad  administrativa  la  que 
lo  dictó,  sino  porque  hiere  derechos  creados  en  virtud  de  actos 
dé  Autoridad  á  quien  exclusivamente  competen,  aue  siendo 
ejecutivos  y  ejecutorios  (ya  qué  se  dictaron  con  las  formalida- 
des de  ley  v  sin  reclamación  alguna)  no  pueden  ser  modifica- 
dos ni  anulados  por  la  Administración;  cuarto,  que  el  expe- 
diente para  la  alineación  estaba  terminado  y  la  venta  del  solar 
consumada,  según  las  reglas  deí  derecho;  quinto,  que  contra 
los  actos  de  las  Comisiones  -provinciales  qué  afectan  derechos 
civiles  cabe  recurso  contencioso  sin  aguardar  á  la  alzada  gu- 
bernativa, tanto  más  en  el  presente  caso,  en  que  de  hacerla 
seria  reconocer  la  competencia,  que  es  precisamente  ló  que  se 
niega,  y  entregar  á,  una  de  las  partes  litigantes  la  resolución 
de  la  cuestión  que  sé  ventila;  y  sexto,  eñ  él  art.  51  dé  la  Ley 
provisional  vigente,  y  en  las  demás  disposiciones  y  jurispru- 
dencia aplicables  al  caso: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pide  que  se  confirme- 
en  todas  sus  partes  la  sentencia  apelada,  alegando  á  este  fin 
que  dirigiéndose  la  demanda  contra  el  acuerdo  de  la  Comisión 
provincial  de  Barcelona  de  11  de  Octubre  de  1872,  aunque 
reconociendo  la  justicia  de  lo  resuelto  por  el  Ayuntamiento, 
bastaba  pasar  la  vista  para  convencerse  de  que  no  es  suscep- 
tible de  impugnación  contenciosa,  por  dos  razones:  primera, 
porque  dicha  Comisión  habia  ejecutado  uñ  acto  de  gobierno, 
no  de  administración ,  como  si  ella ,  ni  ninguna  otra  de  su 
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clase,  estuviese  llamada  á  gobernar;  y  segunda,  porque  aun- 
que fueren  otros  muy  aferentes  los  fundamentos  de  lo  resuelto 
por  dicha  Comisión,  ésta  se  limita  á  anular  los  acuerdos  del 
Ayuntamiento  de  Sabadell:  que  no  procede  bajo  el  primer 
aspecto  la  vía  contenciosa,  era  jurisprudencia  constante,  por- 
que todo  lo  que  se  roce  ó  refiera  &  actos  de  gobierno  está 
excluido  de  la  contención  y.  no  puede  decidirse  por  trámites 
de  justicia  y  con  las  formas  de  un  juicio;  y  tampoco  bajo  el 
segundo  aspecto,  porque  la  anulación  de  un  acuerdo >  como  la 
de  un  expediente,  no  es  una  medida  que  cause  estado  que  sea 
final  en  la  vía  gubernativa  y  que  vulnere  ningún  derecho, 
toda  vez  que  éste  queda  íntegro  y  nada  se  resuelve  sobre  el 
fondo  del  negocio:  que  si  bien  la  Comisión  provincial  carecía 
de  competencia  para  conocer  en  alzada  de  este  asunto  y  el 
acuerdo  del  Ayuntamiento  era  firme  y  definitivo,  causando 
estado  en  la  vía  gubernativa,  sólo  podía  reclamarse  contra  él 
ante  la  Audiencia  respectiva,  en  caso  de  que  hubiese  lugar  al 
recurso  contencioso-ádministrativo  por  razón  de  la  materia; 
que  cuando  hay  que  dejar  sin  efecto  la  resolución  de  la  Co- 
misión provincial ,  siempre  que  se  trata  de  una  dictada  con 
incompetencia  por  las  Autoridades  provinciales,  Gobernadores 
ó  Diputaciones,  corresponde  exclusivamente  decidir  al  Gobierno 
ó  al  Ministerio  del  ramo ,  según  lo  demuestran  los  artículos 
48,  49,  50  y  52  de  la  Ley  provincial,  y  así  lo  confirman  nu- 
merosas Reales  órdenes ,  que  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Estado  se  han  expedido  en  casos  idénticos,  publicadas  algunas 
en  la  Gaceta :  que  si  pudiera  abrigarse  duda  ep  este  asunto 
acerca  de  las  atribuciones  privativas  del  Gobierno,  se  desvane- 
cería con  sólo  recordar  los  fundamentos  esencialmente  políticos 
en  que  descansa  el  acuerdo  de  la  Comisión:  que  siendo  coin- 

f>etente  el  Gobierno  por  razón  de  la  materia,  k  él  debe  acudir 
a  comunidad  de  Padres  Escolapios,  sin  que  por  esto  se  desco- 
nozca, perjudique  ó  prejuzgue  el  derecho  de  la  misma;  y  que 
tocando  al  Ministerio  fiscal  volver  por  las  facultades  del  Go- 
bierno y  por  la  competencia  de  las  distintas  Autoridades,  se 
abstiene  de  censurar  tan  duramente  como  se  merece  á  la  Co- 
misión provincial,  limitándose  ¿  recordar  que  estas  corpo- 
raciones, de  índole  puramente  administrativa,  á  todo  pueden 
estar  llamadas  menos  ¿  hacer  gobierno,  ó  política,  como  ahora 
se  dice: 

Resultando  que  entregados  los  autos  al  Procurador  D.  Fran- 
cisco Sánchez  Moray ta,  representante  del  Ayuntamiento  de  Sa- 
badell, para  contestar  á  la  mejora  de  agravios,  como  no  lo 
verificase  dentro  del  término  legal  D.  Joaquín  Diaz  Pérez,  nuevo 
representante  de  los  apelantes,  pidió  que  los  devolviera,  y  asi 


SENTENCIAS   DB    1874.  737 

lo  acordó  la  Sala,  y  devueltos  los  autos  sin  escrito,  dicha  Sala 
le  declaró  decaído  de,  ese  derecho  por  providencia  de  3  de  Oc- 
tubre último. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites 
Tapia. 

Considerando  que  al  Consejo  de  Ministros  ó  al  Ministerio 
del  ramo  corresponde  decidir  privativamente  las  cuestiones 
que  se  susciten  acerca  de  actos  de  puro  gobierno  y  sobre  la 
•competencia  positiva  ó  negativa  de  jurisdicción  y  atribuciones 
ante  las  Autoridades  judiciales  y  administrativas,  y  sobre  los 
conflictos  que  se  susciten  entre  los  Ministerios,  Autoridades  y 
-agentes  de  la  Administración,  previa  consulta  del  Consejo  de 
Estado,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  45,  núm.  9.%  y 
el  52  de  la  Ley  orgánica  de  este  alto  Cuerpo  de  17  de  Agosto 
de  1860,  según  la  reiterada  jurisprudencia  establecida  en  Rea- 
les órdenes,  de  conformidad  con  la  legislación  vigente:  * 

Considerando  que  de  la  expresada  naturaleza  es  la  provi- 
dencia de  la  Comisión  provincial  de  Barcelona  de  11  de  Octu- 
bre de  1872  contra  la  que  feclama  la  comunidad  de  Padres 
Escolapios  apelante,  porque  en  ella  se  declaran  nulos  los  acuer- 
dos del  Ayuntamiento  interino  de  la  villa  de  Sabadell  de  15  de 
Junio  y  4  de  Julio  del  mismo  año  relativos  á  la  alineación  par- 
cial de  la  plaza  de  San  Roque  de  dicha  villa  y  enajenación  de 
una  parcela  de  terreno  sobrante  de  la  vía  pública  «como  dic- 
tadas por  autoridad  ilegitima,»  fundándose  esencialmente  en 
que  el  citado  Ayuntamiento  no  se  habia  constituido  con  su- 
jeción á  lo  prevenido  en  los  artículos  43  y  185  de  la  Ley  mu- 
nicipal de  20  de  Agosto  de  1870,  por  lo  que  «carecen  de  per- 
sonalidad legal  y  no  podía  dictar  resoluciones  con  efectos  lé- 
grales,» cuestión  propia  y  peculiar  del  Gobierno  por  su  índole, 
y  que  es  ajena  manifiestamente  de  los  Tribunales  de  justicia: 

Considerando  que  en  apoyo  de  la  precedente  apreciaoion 
viene  también  la  doctrina  legal  consignada  en  la  demanda  de- 
ducida por  la  predicha  comunidad,  puesto  que  en  ella  se  pide 
la  revocación  de  la  expresada  providencia  de  11  de  Octubre, 
alegando  principalmente  que  es  de  la  exclusiva  competencia 
del  Ayuntamiento  lo  referente  «á  la  alineación  de  calles  y  pla- 
zas y  toda  clase  de  vías  de  comunicación,  á  policía  urbana  y 
a  la  enajenación  de  los  terrenos  sobrantes  de  la  vía  pública;» 
que  los  mencionados  acuerdos  de  15  de  Junio  y  4  de  Julio 
causaron  estado,  son  ejecutivos  y  tienen  el  carácter  de  ejecu- 
torios, por  no  haber  sido  reclamados  en  tiempo  hábil  con  arre- 
glo á  lo  que  prescriben  los  artículos  67,  77  y  80  de  la  referida 
Ley  municipal,  y  que  la  indicada  Comisión,  ea  incompetente 
para  declarar  la  ilegitimidad  del  Ayuntamiento  cuando  ha  sido 
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nombrado  en  virtud  de  una  Real  orden,  y  para  conocer  en  el 
fondo  de  la  cuestión  debatida  en  estos  qutos: 

Y  considerando  que  de  lo  expuesto  se  deduce  lógicamente 
la  convicción  de  que  la  providencia  impugnada  entraña  úni- 
camente un  acto  degobierno  de  grave  trascendencia,  en  cuanto 
declara  ilegal  la  constitución  del  Ayuntamiento  tantas  veces 
citado,  é  ilegítima  su  personalidad  para  ejercer  las  funciones 
que  venia  desempeñando  hasta  entonces  sin  contradicción,  y 
además  en  la  demanda  se  provoca  un  conflicto  de  atribuciones 
«en  materia  que  no  es  susceptible  de  la  via  contenciosa»  en 
lo'  relativo  á  si  la  Comisión  provincial  puede  entender  en  ape- 
lación de  los  negocios  de  esta  clase,  y  por  tanto  es  indudable 
que  al  Gobierno,  como  superior  jerárquico,  compete  exclusi- 
vamente en  virtud  de  recurso  de  alzada  el  decidir  las  contro- 
versias de  esta  naturaleza,  según  lo  que  determinan  los  ar- 
tículos 48,  49,  50  y  52  de  la  Ley  provincial  de  20  de  Agosto 
de  1870  y  lo  resuelto,  entre  otras  Reales  órdenes,  en  la  de  24 
de  Octubre  de  1871 ,  inserta  en  la  Gaceta  de  21  del  mes  si- 
guiente, sin  perjuicio  de  las  acciones  oue  en  su  caso  y  lugar 
podrá  utilizar  ante  los  Tribunales  de  justicia  la  mencionada 
comunidad  de  Padres  Escolapios  respecto  de  los  derechos  de 
propiedad  adquiridos  que  alega,  si  no  obtiene  éxito  favorable 
en  el  predicho  recurso  de  alzada; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  improce- 
dente la  vía  contencioso-administrativa,  y  confirmamos  la  sen- 
tencia pronunciada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Barcelona  en  24  de  Marzo  de  1873,  contra  la  cual  se  ha  in- 
terpuesto recurso  de  apelación  en  nombre  de  la  comunidad  de 
Paares  Escolapios  de  la  villa  de  Sabadell. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á  la 
Sala  de  lo  civil  de  dicha  Audiencia  por  conducto  de  su  Pre- 
sidente, con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos .  =  Juan  González  Acevedo.  =  José  María 
Herreros  de  Tejada.  =Pascual  Bayarri.=Manuel  León. ==  Igna- 
cio Vieites.= Francisco  Armesto.=  Joaquín  José  Cervino. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Ignacio  Yieites,  Magistrado  de  la  Sala  ter- 
cera de  este  Tribunal  Supremo ,  celebrando  audiencia  publica 
la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  27  de  Enero  de  1875.=Licenciado  Manila 
Aragoneses  Gil. 
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VBNTA  DB  LOS  BIKNKS   DE  CIERTA  FUNDACIÓN. — Sentencia  de  27 

de  Enero  de  1875,  absolviendo  á  la  Administración  general 
del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Francisco  Gu- 
tiérrez Rabé  de  los  Rios,  contra  la  orden  de  15  de  Octubre 
de  1873. 

En  los  considfeandos  se  establece : 

1.°  Que  por  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  1855  se  declararon 
en  estado  de  venta  todos  los  predios  rústicos  y  urbanos ,  censos 
y  foros  pertenecientes  á  la  Beneficencia  y  cualquiera  otros  de 
manos  muer  tas  y  ya  estén  ó  no  mandados  vender  por  leyes  an- 
teriores; y  que  según  el  arl.  20,  el  producto  integro  de  dichas 
enajenaciones  se  ha  de  intervenir  en  títulos  de  la  Deuda  inte- 
rior del  3  por  100  para  convertirlos  en  inscripciones  intrasfe- 
Hiles  en  favor  de  los  Establecimientos  respectivos  de  Benefi- 
cencia; cuya  ley  ha  sido  confirmada  por  la  de  1 1  de  Julio  de 
1856,  por  el  Real  decreto  de  2  de  Octubre  de  1858,  Real  orden 
de  21  de  Agosto  de  1865,  referentes  a  patronatos  benéficos,  y 
otras  posteriores. 

2.°  Que  las  precitadas  disposiciones  legales  sólo  exceptúan 
de  la  venta,  en  cuanto  a  los  bienes  de  Beneficencia,  los  edificios 
que  hoy  ocupan  los  establecimientos  de  este  nombre,  sin  que  se 
haga  ninguna  otra  diferencia ,  ya  sean  clasificados  como  públi- 
cos ya  de  particulares. 

3.°  Que  aunque  las  fundaciones  de  carácter  benéfico  que  no 
hubiesen  sido  establecidas  en  favor  de  familias  ó  personas  de- 
terminadas con  llamamientos  especiales  al  disfrute  de  dotes  y 
pensiones  y  otros  objetos  piadosos  ó  caritativos  hayan  sido  de- 
clarados subsistentes,  no  obstante  la  Ley  desamortizadora  de  11 
de  Octubre  de  1820,  restablecida  en  Agosto  de  1836,  y  las  demás, 
concordantes  posteriores,  esas  mismas  fundaciones  no  pueden 
menos  de  estar  incluidas  en  las  otras  leyes  desamortizadoras 
citadas ,  de  un  orden  y  naturaleza  distintos  para  los  efectos  de 
que  los  bienes  raíces  y  censos  de  su  dotación  especial  vuelvan  a 
la  libre  circulación,  convirtiéndose  su  valor  en  láminas  iniras- 
feHbles  del  3  por  100  en  beneficio  de  los  mismos  establecimien- 
tos para  su  conservación  permanente. 

4.°     Que  asi  la  interpretación  de  la  cláusula  de  reversión 
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como  la  declaración  de  si  ésta  es  ó  no  procedente,  no  son  cues- 
tiones que  hayan  de  resolverse  en  la  vía  contencioso-administra- 
tiva ,  correspondiendo  exclusivamente  a  los  Tribunales  ordina- 
rios su  decisión,  por  referirse  d  la  propiedad  y  dominio  de  los 
bienes. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid,  á  27  de  Enero  de  1875,  en  lo¿ 
autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala  en 

Srimera  y  única  instancia,  seguidos  por  el  Procurador  D.  Pe- 
ro García  González,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Francisco 
Gutiérrez  Rabé  de  los  Rios,  como  patrono  y  administrador  del 
patronato  fundado  por  D.  Lope  Gutiérrez  de  los  Rios,  Obispo 

3ue  fué  de  Avila,  contra  la  Administración  general  del  Esta- 
o,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de 
la  orden  ministerial  de  15  de  Octubre  de  1873,  que  dispuso 
la  venta  de  los  bienes  de  dicha  fundación : 

Resultando  que  en  21  de  Junio  de  1441  otorgó  testamento 
en  la  ciudad  de  Córdoba  el  Maestre-escuela  de  la  iglesia  cate- 
dral deila  misma  D.  Lope  Gutiérrez  de  los  Rios,  disponiendo 
que  en  las  casas  que  poseía  en  la  Collación  de  San  Pedro,  con 
las  tiendas  á  ellas  unidas,  se  estableciera  un  hospital  bajo  la 
advocación  de  Santa  María  de  los  Huérfanos,  para  que  fuesen 
recibidos  en  él  hombres  y  mujeres  pobres,  ocupando  cada  sexo 
la  parte  de  local  que  designa ,  para  que  viviesen  con  separa- 
ción, aunque  servidos  de  una  misma  cocina  por  medio  ae  un 
torno;  dejando  para  el  mantenimiento  de  los  pobres  acogidos 
y  reparación  de  las  casas  ú  hospital  tres  cortijos  de  su  pro- 
piedad, situados  en  la  campiña  de  la  misma  capital,  un  cuarto 
de  la  dehesa  nombrada  Galapagar  y  unos  mesones  y  botica 
que  también  poseía,  cuyos  títulos  de  pertenencia  quiso  que  se 
quedaran  en  un  arca  con  dos  cerraduras*  cuyas  llaves  tuvie- 
ran los  administradores  del  hospital: 

Resultando  que  asimismo  declaró  que  dichos  bienes  los 
mandaba  condicional  mente  para  que  no  se  pudieran  vender 
ni  empeñar,  ni  dar  ni  trocar,  ni  cambiar,  ni  enajenar,  salvo 
que  estuviesen  siempre  de  manifiesto  para  lo  susodicho,  y  que 
si  lo  contrario  se  hiciese,  así  por  el  Prelado  de  la  ciudad  como 
por  los  dichos  administradores  ó  por  otra  persona  alguna, 
aunque  dijesen  que  lo  hacían  por  autoridad  del  Papa  ó  lo  co- 
metiesen al  facer,  que  por  ese  mismo  hecho  lo  perdiesen  ó  lo 
hubiere  cualquiera  de  su  linaje  que  lo  demandase,  y  si  no  lo 
hiciese  ninguno,  que  lo  hubiesen  y  fuera  para  los  pobres  de 
San  Lázaro ;  y  ordenó  igualmente  que  sus  ropas ,  alhajas  y 
moviliario  se  vendieran  y  su  producto  se  invirtiera  en  camas 
donde  pudieran  dormir  los  poores  acogidos: 
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Resultando  que  para  administrar  el  pasto  espiritual  á  los 
mismos  instituyó  dos  memorias  de  misas,  dotándolas  con  seis 
tiendas  de  su  propiedad;  dejando  por  administradores  del  mis- 
mo hospital  y  bienes,  asi  como  de  las  capellanías,  á  su  so- 
brino Alfonso  de  los  Rios  y  al  compañero  ó  racionero  que 
señalasen  anualmente  el  Dean  y  Cabildo  de  la  Catedral  de 
Córdoba,  y  al  vecino  ó  persona  buena  que  para  ello  eligiesen 
los  señores  de  la  ciudad,  rogándoles  el  cumplimiento  de  su 
cargo,  por  cuanto  la  obra  fnndada  era  á  servicio  de  Dios  y  á 

Srocorpun  de  los  pobres:  disponiendo  también  qué  los  descen- 
ientes  de  su  linaje  tomaran  anualmente  la  cuenta  á  los  ad- 
ministradores, y  que  fallecido  Alfonso  de  los  Rios  se  reunie- 
sen los  varones  de  su  mismo  linaje  y  eligieran  uno  para  el 
cargo  de  administrador,  porque  era  su  deseo  que  siempre  tu- 
viera un  administrador  de  su  familia: 

Resultando  que  últimamente  mandó  que  si  algún  hombre 
ó  mujer  de  su  linaje  por  parte  de  su  padre  fuese  pobre,  se  le 
recibiese  en  el  hospital  y  proveyera  de  todas  las  cosas  que 
udiera  necesitar;  y  que  á  los  pobres  que  pudieran  andar  por 
a  ciudad  se  les  diese  sólo  cama  y  fuego  y  á  los  que  no  se  pu- 
dieran levantar  de  las  camas  te  les  suministrasen  todas  las 
demás  cosas  que  hubieran  menester: 

Resultando  que  el  13  de  Octubre  de  1866  y  14  de  Junio 
de  1867  acudió  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Córdoba, 
y  en  el  dia  30  de  este  último  mes  y  año  á  la  Junta  superior 
de  Ventas,  D.  José  de  Hoces  y  González  de  Canales,  Marqués 
de  Santa  Cruz  de  Paniagua,  patrono  de  la  fundación  de  que 
se  trata,  pidiendo  se  suspendiese  la  venta  de  sus  bienes,  que 
estaba  anunciada,  como  así  tuvo  efecto,  y  que  se  exceptua- 
sen de  ella  como  no  comprendidos  en  las  leyes  desamortiza- 
doras  porque  en  el  caso  de  que  se  insistiera  en  la  desamorti- 
zación ,  sólo  se  consiguiria  privar  á  la  colectividad  de  parientes 
pobres  del  fundador  de  los  beneficios  perpetuos  que  éste  les 
concedió,  agraciando  á  unos  cuantos  que  reclamaran  la  re- 
versión de  los  citados  bienes,  conforme  alo  ordenado  en  el 
testamento,  protestando  de  la  nulidad  de  las  ventas  si  se  lle- 
vaban á  cabo ,  y  de  hacer  valer  los  derechos  de  los  parientes 
ante  los  Tribunales' de  justicia  en  caso  oportuno,,  por  tratarse 
de  una  institución  esencialmente  familiar,  en  que  no  tenían 

Í participación  personas  extrañas  más  que  en  el  caso  de  que 
altasen  todos  los  parientes;  acompañando  como  prueba  de 
ello  un  testimonio  de  la  cláusula  de  la  fundación ,  que  es  la 
referida  anteriormente : 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente  con  este 
motivo  y  remitido  á  la  Superioridad,  la  Junta  superior  de  Ven- 
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tas,  en  sesión  de  3  de  Mayo  de  1873,  conformándose  con  lo 

f propuesto  por  la  Dirección  general,  desestimó  la  excepción  so- 
icitada ,  y  dispuso  se  llevase  á  efecto  la  enajenación  y  renta 
por  el  Estado  de  los  bienes  dotación  del  citado  Hospital  de 
Santa  María  de  los  Huérfanos,  y  que  se  entregasen  en  su  equi- 
valencia á  los  patronos  las  láminas  intrasferibles  del  3  por  100 
bastantes  á  producir  una  renta  igual  á  la  de  aquellos,  según 
lo  establecido  en  los  artículos  17  y  18  de  la  ley  de  11  de  Julio 
de  1856.  Y  consultado  al  Ministro  de  Hacienda  para  la  reso- 
lución definitiva,  se  dictó  una  orden  por  el  Gobierno  déla 
República  en  15  de  Octubre  siguiente ,  conforme  en  un  todo 
con  el  precitado  acuerdo : 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  30  de  Enero 
de  1874  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  el  Procurador  D.  Pedro  García  González,  á 
nombre  y  con  poder  de  D.  Francisco  Gutiérrez  Rabé  de  los 
Ríos,  patrono  y  administrador  interino  de  la  fundación  hecba 
por  el  Obispo  que  fué  de  Avila  D.  Lope  Gutiérrez  de  los  Rios, 
pidiendo  su  revocación  y  que  se  declare  que  los  bienes  con  que 
fué  dotado  se  hallan  exceptuados  de  las  leyes  desamortizado- 
ras;  exponiendo  para  ello  qu8  dicha  fundación  benéfica,  de 
carácter  familiar ,  no  es  de  las  comprendidas  en  las  leyes  des- 
amortizadoras;  y  aun  en  el  supuesto  contrario  vendría  á  colo- 
carla fuera  del  alcance  de  ellas  la  cláusula  expresa  y  termi- 
nante de  reversión  á  los  parientes  del  fundador  de  los  bienes 
mandados  para  el  hospital,  la  cual  debería  tener  lugar  desde  el 
momento  en  que  alguien  los  vendiese,  empeñase,  diera  ó  troca- 
ra, aunque  dijese  hacerlo  por  autoridad  del  Papa,  pasando  en- 
tonces á  ser  bienes  libres  y  particulares,  porque  cualquiera  de 
los  parientes  del  linaje  del  fundador  que  los  demandase  los 
baria  suyos:  que  según  la  ley  y  la  jurisprudencia  uniforme  y 
constante  de  los  Tribunales  que  la  consagra,  la  voluntad  del 
hombre  expresada  en  su  testamento  debe  ser  religiosamente 
guardada  como  un  precepto  legcil  indeclinable,  lo  que  no  su- 
cedería respecto  del  caso  que  nos  ocupa  si  prosperase  la  orden 
reclamada:, 

Resultando  que  recibido  el  expediente  gubernativo,  decla- 
rada procedente  la  vía  contenciosa  y  admitida  la  demanda,  la 
amplió  el  Procurador  D.  Pedro  García  González  insistiendo  en 
su  solicitud  y  argumentos,  los  cuales  amplió  extensamente, 
presentando  un  testimonio  para  acreditar  que.  en  la  actualidad 
existen  varios  parientes  del  fundador  albergados  en  el  hos- 

Sital ,  los  que  podrían  pedir  la  reversión  de  los  bienes  dátales 
e  éste : 
Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal ,  contestó  la 
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demanda ,  pretendiendo  fuese  desestimada  confirmando  la  or- 
den recurrida ,  fundado  en  que  el  Hospital  de  Santa  Maria  de 
los  Huérfanos  es  una  institución  meramente  benéfica  estable- 
cida en  primer  término  para  alivio  de  los  pobres,  aunque 
dando  lugar  entre  ellos  á  los  del  linaje  del  fundador,  por  lo 
que  sus  bienes  están  comprendidos  en  la  Ley  desamortizadora 
de  Mayo  de  1855  y  su  art.  1.°,  citando  para  ello  varias  sen- 
tencias de  este  Tribunal  Supremo  y  del  Consejo  de  Estaido:  que 
la  cuestión  de  si  los  bienes ,  llegado  el  caso  de  la  desamorti- 
zación ,  son  ó  no  revertibles ,  no  puede  discutirse  en  este  liti- 
gio: primero,  porque  no  ha  sido  resuelta  en  la  vía  guberna- 
tiva; y  segundo,  porque  envolvería  una  cuestión  de  propiedad, 
cuyo  conocimiento  correspondería  4  la  jurisdicción  ordinaria: 
que  la  existencia  de  la  llamada  cláusula  de  reversión  no  altefa 
la  naturaleza  de  los  bienes,  pues  siendo  amortizados  y  no  siendo 
desvinculables ,  por  fuerza  han  de  estar  comprendidos  en  la 
ley  de  1855;  y  caso  de  que  la  entendieran  los  patronos  como 
de  reversión ,  seria  en  todo  caso  motivo  para  que ,  como  de- 
fensores del  hospital ,  la  hubieran  alegado  y  la  alegasen  ante 
la  Administración  activa  para  solicitar  la  excepción  -que  dis- 
creción al  mente  puede  acordar  el  Gobierno ,  conforme  a  la  ley 
citada  de  1855. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Armesto. 

Considerando  que  por  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de  1855.se  de- 
clararon en  estado  de  venta  todos  los  predios  rústicos  y  urba* 
nos,  censos  y  foros  pertenecientes  á  la  Beneficencia  y  cual- 
quiera otros  de  manos  muertas,  ya  estén  ó  no  mandados  vender 
por  leyes  anteriores;  y  que  según  el  art.  20,  el  producto  ín- 
tegro "de  dichas  enajenaciones  se  ha  de  invertir  en  títulos  de 
la  Deuda  interior  del  3  por  100  para  convertirlos  en  inscrip- 
ciones intrasferibles  en  favor  de  los  Establecimientos  respec- 
tivos de  Beneficencia;  cuya  ley  ha  sido  confirmada  por  la  de 
11  de  Julio  de  1856,  por  el  Real  decreto  de  2  de  Octubre  de 
1858,  Real  órdén  de  21  de  Agosto  de  1865,  referentes  á  pa- 
tronatos benéficos,  y  otras  posteriores: 

Considerando  que  las  precitadas  disposiciones  legales  sólo 
exceptúan  de  la  venta,  en  cuanto  á  los  bienes  de  Beneficencia, 
los  edificios  que  hoy  ocupan  los  establecimientos  de  este  nom- 
bre, sin  que  se  haga  ninguna  otra  diferencia ,  ya  sean  clasi- 
ficados como  públicos  ya  de  particulares: 

Considerando  que  el  hospital  fundado  en  1441  por  D.  Lope 
Outierrfez  de  los  Rios  con  la  advocación  de  Santa  María  de  los 
Huérfanos,  es  un  establecimiento  por  su  naturaleza' benéfico, 
destinado  á  una  colectividad  indeterminada  para  el  servicio  y 
procomunal  de  los  pobres,  así  hombres  como  mujeres  de  Cor- 
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doba,  sin  excepción  de  personas,  comprendiendo  entre  ellas 
á  las  que  pudieran  hallarse  en  estado  desgraciado  y  fueren  de 
linaje  del  padre  del  fundador,  pero  no  limitando  la  institución 
benéfica  en  servicio  exclusivo  de  los  individuos  de  la  familia, 
como  se  pretende  sostener  por  la  parte  reclamante: 
\  Considerando  que,  aunque  las  fundaciones  de  carácter  be- 
néfico que  no  hubiesen  sido  establecidas  en  favor  de  familias 
ó  personas  determinadas  con  llamamientos  especiales  al  dis- 
frute de  dotes,  pensiones  y  otros  objetos  piadosos  ó  caritati- 
vos hayan  sido  declarados  subsistentes,  no  obstante  la  Ley 
desamortizadora  de  11  de  Octubre  de  1820,  restablecida  en 
Agosto  de  1836,  y  las  demás  concordantes  posteriores,  esas 
mismas  fundaciones  no  pueden  menos  de  estar  incluidas  en 
las  otras  leyes  desamortizadoras  citadas,  de  un  orden  y  natu- 
raleza distintos  para  los  efectos  de  que  los  bienes  raices  y 
censos  de  su  dotación  especial  vuelvan  á  la  libre  circulación, 
convirtiéndose  su  valor  en  láminas  intrasferibles  del  3  por  100 
en  beneficio  de  los  mismos  establecimientos  para  su  conser- 
vación permanente : 

Considerando  que  así  la  interpretación  de  la  cláusula  de 
reversión  como  la  declaración  de  si  ésta  es  ó  no  procedente, 
no  son  cuestiones  que  hayan  de  resolverse  en  la  via  conteft- 
cioso-administrativa,  correspondiendo  exclusivamente  á  los 
Tribunales  ordinarios  su  decisión,  por  referirse  á  la  propiedad 
y  dominio  de  los  bienes: 

Considerando  que  las  alegaciones  del  reclamante,  en  cuanto 
se  refieren  al  mayor  ó  menor  valor  que  hoy  pueden  tener  las 
inscripciones  intrasferibles  que  hayan  de  darse  en  favor  del 
hospital  no  se  apoyan  en  ningún  fundamento  para  contrariar 
la  orden  reclamada,  por  la  que  se  manda  llevar  á  efecto  la 
^enajenación  de  los  bienes  del  referido  establecimiento  bené- 
fico, entregándose  á  sus  patronos  las  láminas  intrasferibles 
del  3  por  100  de  su  valor  equivalente; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absovemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á 
nombre  de  D.  Francisco  Gutiérrez  Rabé  de  los  Rios,  quedando 
subsistente  la  orden  reclamada  de  15  de  Octubre  de  1873;  en- 
tendiéndose que  en  la  enajenación  de  los  bienes  que  por  ella 
se  previene  no  debe  ser  comprendido  el  edificio  que  actual- 
mente ocupa  el  Hospital  de  Santa  Maria  de  los  Huérfanos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
veta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  con  la  oportuna  cer- 
tificación, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =  José 
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Marta  Herreros  de  Tejada.  ==  Ignacio  Visites.  =  Fernando  Peres 
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Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Exce- 
lentísimo Sr.  D.  Francisco  Armesto,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  publícala  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  27  de  Enero 
de  1875.  =  Enrique  Medina. 
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ÜNICA  INSTANCIA. 


Retiro  por  edad.— -Sentencia*  de  28  de  Enero  de  1875,  absol- 
viendo á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Magín  Soler  y  Espalter*  contra  la  orden 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  6  de  Abril  de  1874. 


En  los  considerandos  se  establece: 

1.°  Que  por  Seal  arden  circular  de  26  de  Octubre  de  1871, 
publicada  en  la  Gaceta  de  Io  de  Noviembre  siguiente,  se  mandó 
se  observara  en  todo,  manteniéndole  en  su  completa  fuerza  y 
vigor  el  decreto  orgánico  del  Cuerpo  Juridico-militar,  según  el 
cual  no  debían  tener  lugar  en  él  los  que  hubiesen  sido  nombra- 
dos Auditores  contra  sus  prescripciones  reglamentarias,  los 
cuales  no  tendrían  otra  consideración  que  la  de  empleados  de 
gracia  ó  meramente  personales,  quienes  sólo  continuarían  des- 
empeñando  en  comisión  sus  expresados  destinos,  y  en  la  escala, 
del  Cuerpo  no  se  les  daría  otro  lugar  que  el  que  les  correspon- 
diese con  arreglo  al  decreto  orgánico  precitado ,  y  únicamente 
se  haria  expresión  del  empleo  personal  que  cada  uno  ademas  dis- 
frutase para  que  constara. 

2.°  Que  no  sirve  de  base  para  los  retiros  estos  destinos,  sino 
los  ganados  según  aquel  y  demos  disposiciones  que  regulan  los- 
derechos  de  los  que  componen  el  Cuerpo  Juridico-militar  de  es- 
cala cerrada. 

3.°     Que  el  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  18.52,  como 

todas  las  concordantes  con  ella,  salo  se  refieren  d  los  Auditores 

propietarios,  ó  sea  d  los  que  han  llegado  a  esa  plaza  de  grado  en 
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grado  por  antigüedad  rigurosa  según  se  determina  por  él  ar- 
tículo 2.°  del  Real  decreto  orgánico  del  Cuerpo  Jurídico-mili- 
tar  de  19  de  Octubre  de  1865,  circunstancias  que  no  cuadran  al 
recurrente,  y  además  porque  dicha  disposición  y  todas  las  de  su 
especie  están  derogadas  por  la  ley  de  2  de  Julio  de  1865  en  su 
artículo  8.° 

4.°  Que  á  mayor  abundamiento,  publicada  la  Ley  orgánica 
de  los  Tribunales  quedaron  completamente  rotas  las  antiguas  re- 
lociones  que  existían  entre  los  Auditores  propietarios  de  Querrá 
y  los  Magistrados  de  las  Audiencias \  por  lo  cual  aun  en  la  hipo- 
tesis  de  que  Soler  tuviese  ese  carácter,  no  podía  invocar  dicha  ley 
para  los  efectos  de  su  retiro. 

5.°  Que  las  cuestiones  que  á  su  tiempo  no  fueron  propuestas, 
discutidas  ni  resueltas  en  la  via  gubernativa,  no  pueden  ser 
objeto  de  decisión  en  la  conteiiciosa. 

En  la  villa  y  Corte  de  Madrid ,  á  27  de  Enero  de  1875 ,  en 
los  autos  contencioso-administrativos,  pendientes  ante  la  Sala, 
en  primera  y  única  instancia,  seguidos  por  el  Licenciado  Don 
Magin  Soler  y  Espalter,  en  su  propio  nombre,  y  representado 
de  último  estado  por  el  de  igual  clase  D.  Fernando  Vida,  con- 
tra la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  está  por  el 
Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de  la  orden  del  Presidente 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  de  6  de  Abril  de  1874 
que  mandó  expedirle  el  retiro  por  edad,  como  Auditor  de  se- 
gunda clase  personal,  Fiscal  efectivo  de  segunda,  por  haber 
cumplido  la  reglamentaria  con  arreglo  al  decreto  de  12  de 
Agosto  de  1866  y  Real  orden  de  19  de  Diciembre  de  1871, 
mandando  darle  de  baja  en  el  Cuerpo: 

Resultando  que  D.  Magin  Soler  y  Espalter,  de  sesenta  y  dos 
años  cumplidos  de  edad  según  su  partida  sacramental,  fué 
recibido  de  Abogado  en  la  Audiencia  de  Barcelona  en  4  de 
Setiembre  de  1834,  y  después  de  varios  empleos  que  obtuvo 
fué  nombrado  por  Real  orden  de  4  de  Mayo  de  1854  Relator 
en  propiedad  de  dicha  Audiencia,  de  que  cesó  en  11  de  Oc- 
tubre de  1858: 

Resultando  que  en  5  de  Noviembre  de  1868  se  le  nombró 
asimismo  Auditor  de  Guerra  del  distrito  de  Andalucía,  de- 
clarándole de  reemplazo  en  el  de  Castilla  la  Nueva  en  31  de 
Diciembre  del  mismo  año;  en  cuya  situación  aparece  en  el 
escalafón  publicado  en  la  Gaceta  oficial,  de  21  de  Febrero 
de  1871  con  el  núm.  25  de  los  36  que  comprende,  habiéndosele 
abonado  como  servicios  efectivos  hasta  fin  de  Diciembre  de 
este  último  año,  inclusos  los  ocho  de  carrera,  quince  años, 
siete  meses  y  tres  dias: 
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Resultando  que  por  orden  del  Gobierno  de  la  República 
de  26  de  Febrero  de  1874  se  devolvió  al  Consejo  Supremo  de 
la  Guerra  la  propuesta  de  retiro  forzoso  por  edad  del  Auditor 
de  segunda  clase  personal,  D.  Magin  Soler  y  Espalter  Fiscal 
efectivo  de  segunda  clase,  á  fin  de  que  la  Junta  inspectora  del 
Cuerpo  Juridico-militar  manifestase  si  los  Auditores  debían 
considerarse  asimilados  para  los  efectos  del  retiro  forzoso  con 
los  Subinspectores  de  Sanidad  y  Subintendentes  de  Adminis- 
tración militar,  ó  con  los  Coroneles  de  Infantería,  Caballería, 
Guardia  civil  y  Carabineros,  puesto  que  entre  la  edad  seña- 
lada á  aquellos  y  á  estos  habia  dos  anos  de  diferencia,  según 
el  Real  decreto  de  12  de  Agosto  de  1866:  y  evacuado  dicho 
informe  reproduciendo  la  propuesta  de  13  de  Enero,  por  con- 
siderarlo asimilado  álos  Médicos  y  álos  Comisarios  de  Guerra 
efectivos,  de  conformidad  con  ella  se  dictó  una  orden  por  el 
Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  en  6  de  Abril 
de  1874  mandando  expedir  el  retiro  por  edad  á  dicho  intere- 
sado, por  haber  cumplido  la  reglamentaria  con  arreglo  al 
decreto  de  12  de  Agosto  de  1866  y  Real  orden  de  19  de  Di- 
ciembre de  1871,  y  que  causase  baja  en  el  Cuerpo  á  fin  de 
aquel  mes,  declarándole  opción  al  sueldo  que  pudiera  corres- 
ponderle  si  acreditaba  debidamente  tiempo  suficiente  de  ser- 
vicio para  ello,  toda  vez  que  el  que  habia  acreditado  abonable 
no  "le  daba  derecho  al  percibo  de  haber  pasivo,  conforme  ala 
ley  de  2  de  Julio  de  1865  y  orden  de  22  de  Diciembre  de  1872, 
disponiendo  igualmente  que  las  edades  á  que  han  de  recibir 
el  retiro  forzoso  los  individuos  del  Cuerpo  Juridico-militar 
serán  las  expresadas  para  los  empleos  análogos  de  los  Cuer- 
pos de  Administración  y  Sanidad  militar  en  el  ya  citado  de- 
creto de  12  de  Agosto  de  1866: 

Resultando  que  contra  dicha  orden,  y  acompañando  un  cer- 
tificado de  tres  Doctores  en  Medicina  y  Cirugía  para  acreditar 
que  se  encuentra  en  perfecto  estado  de  salud,  robustez  y  apti- 
tud física  para  dedicarse  á  sus  trabajos  profesionales,  presentó 
demanda  contencioso-administrativa  en  este  Tribunal  Supremo 
en  20  de  Mayo  último,  pidiendo  su  revocación  fundado  en  que 
el  art.  26  del  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1852  dispone  que 
para  proponer  de  oficio  la  jubilación  de  .los  Magistrados  y  ne- 
mas funcionariarios  jurídico-mili tares  se  hará  antes  constar  su 
imposibilidad  para  continuaren  el  servicio,  instruyéndose  ex- 
pediente para  ello  en  la  forma  que  se  indica,  lo  cual  ha  dejado 
de  hacerse  en  este  caso:  que  en  el  mismo  decreto  se  equipara 
á  los  Auditores  con  los  Magistrados  de  Audiencia,  y  otros  de- 
cretos han  reunido  la  investidura  de  los  Auditores  á  la  de  Ma- 
gistrados: que  la  Ley  sobre  organización  del  Poder  judicial 
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previene  que  la  jubilación  ó  retiro  podrá  ser  á  los  setenta  y 
cinco  anos  cumplidos,  asi  dice,  y  él  no  tenia  esa  edad  ni  la 
falta  de  aptitud  que  se  le  atribuía  sin  fundamento:  que  en  el 
decreto  de  12  de  Agosto  de  1866  se  hacia  caso  omiso  de  los 
Auditores,  por  lo  que  no  se  podia  fundar  en  ¿1  la  resolución 
de  su  retiro;  y  que  por  el  contrario,  decía  su  art..2.°  que  si 
al  cumplir  la  edad  marcada  en  el  anterior  se  hallase  algún 
Jefe  ú  Oficial  con  la  aptitud  necesaria  para  continuar  en  el 
servicio,  podrá  concedérsele  la  próroga  que  fija  el  articulo  si- 
guiente, las  cuales  son  de  cuatro  años  á  los  Coroneles  y  Co- 
mandantes del  Ejército  y  del  Estado  Mayor  de  plazas,  á  los 
Intendentes,  etc.,  cuyos  requisitos  no  se  han  cumplido  en  el 
caso  que  nos  ocupa:  que  la  Real  orden  de  19  de  Diciembre 
de  1871  no  se  ha  publicado  en  la  Gaceta  ni  en  los  tomos  de 
decretos;  y  aun  cuando  no  fuese  asi  no  podia  perjudicarle, 
porque  tenia  derechos  adquiridos  con  anterioridad  y  estaba  ya 
en  la  carrera  de  escala  cerrada,  y  según  los  escalafones  re- 
gistrados, con  arreglo  á  las  leyes;  disponiéndose  en  el  decreto 
de  las  Cortes  de  3  de  Noviembre  *de  1837  que  las  leyes  y  dis- 
posiciones generales  del  Gobierno  sólo  sean  obligatorias  desde 
su  publicación  oficial,  lo  cual  se  ha  mandado  cumplir  por  Real 
orden  de  4  de  Mayo  de  1838;  y  que  la  del  dia  5  del  mismo 
mes  de  1864  ordena  que  los  retiros  ó  licencias  absolutas  sólo 
se  den  por  sentencia  del  Tribunal  competente  y  por  medida 
gubernativa,  previo  el  oportuno'  expediente  que  justifique  la 
legalidad  de  su  separación  : 

•  Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guber- 
nativo, como  sufriese  extravío  se  mandaron  formar  diligencias 
en  averiguación  de  las  causas  que  lo  motivaron  v  personas 
que  resultasen  culpables  de  ello;  y  pedidas  y  venidas  copias 
certificadas  de  los  documentos  que  le  constituían,  se  declaró 
procedente  la  vía  contenciosa  y  se  admitió  la  demanda,  la  cual 
amplió  el  Licenciado  Soler  insistiendo  en  su  petición  y  argu- 
mentos: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  como  no 
contestase  en  el  término  de  reglamento  le  acusó  la  rebeldía  el 
demandante,  y  la  Sala  la  hubo  por  acusada  y  por  parte  al 
Dr.  D.  Fernando  Vida,  á  quien  Soler  designó  para  que  le  re- 
presentase. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez 
Cuenca. 

Considerando  que  por  Real  orden  circular  de  26  de  Octubre 
de  1871,  publicada  en  la  Gaceta  de  1.°  de  Noviembre  siguiente, 
se  mandó  se  observara  en  todo,  manteniéndole  en  su  completa 
fuerza  y  vigor  el  decreto  orgánico  del  Cuerpo  Jurídico- militar, 
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según  el  cual  no  debían  tener  lugar  en  él  los  que  hubiesen 
sido  nombrados  Auditores  contra  sus  prescripciones  reglamen- 
tarias, los  cuales  no  tendrían  otra  consideración  que  la  de 
empleados  de  gracia  ó  meramente  personales,  quienes  sólo 
continuarían  desempeñando  en  comisión  sus  expresados  desti- 
nos, y  en  la  escala  del  Cuerpo  no  se  les  daría  otro  lugar  que 
«1  que  les  correspondiese  con  arreglo  al  decreto  orgánico  pre- 
citado, y  únicamente  se  baria  expresión  del  empleo  personal 
que  cada  uno  además  disfrutase  para  que  constara: 

Considerando  que  así  se  verificó  respecto  del  demandante 
que  ha  figurado  en  dicho  escalafón  como  Fiscal  de  Querrá 
de  segunda  clase,  y  así  se  le  denomina  en  la  orden  reclamada 
al  darle  su  retiro  forzoso  por  tener  cumplida  la  edad  regla- 
mentaria, que  para  dichos  Fiscales  es  la  de  sesenta  y  dos  años, 
como  asimilados  á  los  Comisarios  de  Guerra  y  Médicos  mayo- 
res militares: 

Considerando  que  si  bien  se  hace  además  mérito  en  el  es- 
calafón de  ser  á  la  vez  que  Fiscal  A  uditor  de  Querrá  de  segunda 
clase,  este  destino  se  anota  como  meramente  personal  á  los 
efectos  de  la  precitada  Real  orden  circular  de  26  de  Octubre 
de  1871: 

Considerando  que  no  sirviendo  de  base  para  los  retiros 
estos  destinos  personales,  como  obtenidos  por  pura  gracia  y 
contra  reglamento,  sino  los  ganados  según  éste  y  demás  dis- 
posiciones que  regulan  los  derechos  de  los  que  componen  el 
Cuerpo  Jurídico-militar  de  escala  cerrada,  son  inaplicables  al 
demandante  cuantas  disposiciones  invoca  suponiéndose  Audi- 
tor propietario,  cuando  según  las  vigentes  en  la  materia  estos 
destinos  personales  son  simples  comisiones  del  servicio  militar, 
y  el  Gobierno  puede  retirarlas  en  uso  de  sus  facultades  dis- 
crecionales cuando  lo  tenga  por  conveniente: 

Considerando  que  no  aprovecha  tampoco  al  mismo  intere- 
sado cuanto  alega  sobre  no  ser  obligatorias  las  resoluciones 
del  Gobierno  que  atacan  derechos  de  los  empleados  en  el  ser- 
vicio público  ó  de  particulares  si  no  se  publican  en  su  tiempo 
y  caso,  pues  la  precitada  orden  circular  fué  debidamente  pu- 
blicada, como  antes  se  ha  indicado,  y  también  lo  fué  el  de- 
creto de  jubilaciones  militares  forzosas  por  edad ;  y  aunque 
no  lo  hubiese  sido  el  que  hizo  extensivas  sus  disposiciones  á 
los  funcionarios  del  Cuerpo  Jurídico-militar  equiparándoles  á 
los  de  Administración  y  Sanidad,  no  podría  el  demandante 
rechazarle,  porque  lejos  de  irrogarle  perjuicio  le  favoreció  en 
dos  años  de  beneficio ,  puesto  que  asimilados  los  Fiscales  de 
Guerra  á  Tenientes  Coroneles  y  Comandantes,  á  quienes  se  da 
ese  retiro  forzoso  á  los  sesenta  años,  mejoró  por  aquella  reso- 
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lucio n  del  Gobierno  su  condición  mediante  á  la  nueva  asimi- 
lación, par  la  que  no  -podía  obligársele  á  recibirlo  hasta  tener 
cumplidos,  como  ya  tiene,  los  sesenta  y  dos  anos: 

Considerando  que  la  disposición  de  carácter  general  que  se 
dio  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  en  la  misma  orden  recla- 
mada, así  como  las  de  19  de  Diciembre  de  1871  aplicando  al 
Cuerpo  Jurídico-militar  lo  dispuesto  sobre  retiro  forzoso  en 
Real  decreto  de  .14  de  Agosto  ae  1866,  no  pueden  ser  objeto 
de  esta  vía  contenciosa,  á  que  se  agrega  que  ¿un  sin  ellas  las 
anteriores  abastaban  para  la  aplicación  que  se  habia  hecho  de 
sus  prescripciones  al  demandante  como  Fiscal  de  Guerra  de 
segunda  clase: 

Considerando  que  no  es  aplicable  a  D.  Magin  Soler  y  Es- 
palter  el  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1852,  que  asi- 
miló á  los  Auditores  con  los  Magistrados  para  las  jubilaciones 
porque  esta  disposicipn,  como  todas  las  concordantes  con  ella, 
sólo  se  refieren  á  los  Auditores  propietarios ,  ó  sea  á  los  que 
han  llegado  á  esa  plaza  de  grado  en  grado  por  antigüedad 
rigurosa  según  se  determina  por  el  art.  2.°  del  Real  decreto 
orgánico  del  Cuerpo  Jurídico-militar  de  19  de  Octubre  de  1866. 
circunstancias  que  no  cuadran  al  recurrente,  y  además  porque 
dicha  disposición  y  todas  las  de  su  especie  están  derogada* 
por  la  ley  de  2  de  Julio  de  1865  en  su  art.  8.°: 

Considerando  que  á  mayor  abundamiento,  publicada  la 
Ley  orgánica  de  los  Tribunales  quedaron  completamente  rotas 
las  antiguas  relaciones  que  existían  entre  los  Auditores  pro- 

fnetarios  de  Guerra  y  los  Magistrados  de  las  Audiencias,  por 
o  cual  aun  en  la  hipótesis  de  que  Soler  tuviese  ese  carácter, 
no  podría  invocar  dicha  ley  para  los  efectos  de  su  retiro: 

Y  considerando  que  las  cuestiones  que  á  su  tiempo  no  fue- 
ron propuestas,  discutidas  ni  resueltas  en  la  vía  gubernativa, 
no  pueden  ser  objeto  de  decisión  en  la  contenciosa,  y  que  en 
este  caso  está  la  relativa  á  si  los  efectos  del  retiro  forzoso  por 
edad  no  pueden  perjudicar  al  recurrente  en  el  tiempo  que 
trascurrió  desde  que  se  le  colocó  en  tal  situación  hasta  que 
fué  publicado  en  la  Gacela  de  15  de  Abril  de  1874  el  decreta 
de  carácter  general  expedido  en  9  del  mismo: 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Magin  Soler  y  Espalter  contra  la  orden  del  Poder  Ejecutivo 
de  6  de  Abril  de  1874,  que  ha  sido  reclamada;  y  en  su  virtud 
la  dejamos  firme  y  subsistente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  sacándose 
al  efecto  las  copias  necesarias ,  y  devolviéndose  al  Ministerio 
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de  la  Guerra  las  copias  certificadas  del  expediente  guberna- 
tivo, con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamo8.=Juan  González  Acevedo.  =  José  María  Her- 
reros de  Tejada. =Juan  Jiménez  Cuenca. = El  Magistrado  Don 
Manuel  Almonací,  votó  en  Sala,  y  no  pudo  firmar.  =  Juan 
González  Acevedo.  =  Francisco  Armesto.  =  Diego  Fernandez 
Cano.=Mariano  Maury. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Magistrado  del 
Tribunal  Supremo  y  Presidente  de  su  Sala  tercera,  celebrando 
audiencia  pública  la  misma ,  de  que  certifico  como  Secretario 
Relator  en  Madrid  á  28  de  Enero  de  1875.=Enrique  Medina. 
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demanda  presentada  por  D.  Pascual  López  y  López  y  consor- 
tes, contra  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  2  de  Di- 
ciembre de  1873.  (Sbnt.  nóm.  44.) 184 

24  Octubre.  Alumbramiento  de  aguas. — Declarando  improcedente  la 
vía  contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  á  la  admisión 
do  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Janot  contra  la  orden 
de  6  de  Marzo  de  1874.  (Sent.  núm.  48.) 303 

28  Octubre.  Nulidad  de  cierta  cuota  impuesta  por  un  Ayuntamien- 
to en  concepto  de  repartimiento. — Declarando  improcedente  la 
vía  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  deman- 
da propuesta  por  D.  Ceferino  Avecilla,  Director  geronie  de  la 
Sociedad  Minería  Española,  contra  la  orden  de  11  de  Diciem- 
bre de  1873.  (Sent.  núm.  49.) 309 

30  Octubre.  Excepción  de  la  venta  de  ciertos  terrenos  como  de 
aprovechamiento  común. — Declarando  improcedente  la  vía  con- 
tenciosa, y  en  su  consecuencia  que  no  há  lugar  á  la  admisión 
de  la  demanda  interpuesta  por  los  vecinos  del  lugar  de  Cobos, 
parroquia  de  Sanlianes,  en  el  Concejo  de  Pravia,  contra  la  Real 
orden  de  24  de  Marzo  de  1866.  (Sent.  nóm.  50.) 313 

IíNovikhrrr.  Inhibición  de  un  asunto. — Declarando  improcedente 
ln  vía  contenciosa,  y  que  en  su  consecuencia  no  há  lugar  á  la 
nrímmion  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  y  Doña  María 
/ln  Ion  Dolores  Diez  de  Tejada  contra  las  Reales  órdenes  dicta- 
rlfi«,  una  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  10  de  Noviembre 
ría  1M73,  y  la  otra  por  el  de  Gobernación  en  19  de  Diciembre 
ftltfijjMilfl.  (Sbnt.  nüm.  58.) 360 

\  i  Vi /**«»**.  Devolución  de  un  depósito.— Declarando  improcedente 
|»i  yin  contenciosa,  y  en  su  consecuencia  que  no  há  lugar  á  la 
h'Imií'I'iíi  do  ln  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Compañía 
dn  I'"  ftirrooniTilcs  de  Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz,  contra  la  orden 
tU>  H  An  Julio  do  1873.  (Sbnt.  núw.  6i.) 37« 
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17  Noviembre.  Abono  de  armas  depositadas  en  el  Parque  de  Artille- 
ría y  extraídas  cuando  los  sucesos  de  la  Revolución  de  1868. — 
Declarando  procedente  la  vía  contenciosa,  y  en  su  consecuencia 
que  ha  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por  Doña 
Balbina  Nurúa,  viuda  de  D.  Donato  Soriano  y  curadora  de  sus 
hijos  menores,  contra  la  orden  del  Regente  del  Reino  de  9  de 
Setiembre  de  1870.  (Sent.  núm.  62.) 382 

48  Noviembre.    Pago  del  importe  de  sellos  que  se  debieron  colocar 

en  ciertas  acciones. — Declarando  improcedente  la  vía  conten- 
ciosa, y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  inter- 
puesta por  la  Sociedad  de  seguros  El  Fénix  Español*  contra  la 
orden  del  Gobierno  de  1.°  de  Setiembre  do  4873.  (Sent.  nú- 
mero 64.) 397 

49  Noviembre.    Declaración  de  Auditor  de  Guerra  personal  de  pri- 

mera clase. — Declarando  improcedente  la  vía  contenciosa,  y  que 
no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  propuesta  por  Don 
Fernando  Fernandez  de  Rodas,  contra  las  'órdenes  dictadas  en 
25  de  Marzo  de  4873  y  46  do  Mayo  de  4874.  (Sent.  núm.  66.).      410 

20  Noviembre.  Reconocimiento  y  pago  de  unos  censos  impuestos  sobre 
Propios. — Declarando  improcedente  la  vía  contenciosa,  y  en  su 
consecuencia  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  • 
propuesta  á  nombre  de  D.  Victoriano  Fernandez  de  Torviso, 
contra  la  orden  ministerial  de  31  de  Agosto  de  1873.  (Senten- 
cia núm.  68.) 447 

23  Noviembre.  Amparo  en  la  propiedad  y  disfrute  de  un  privilegio 
de  invención. — Declarando  improcedente  la  vía  contenciosa,  y 
que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Juan  de  Dios  Mezquita,  contra  la  orden  de  22  de  Julio  de 
1873.  (Sent.  núm.  69.) 424 

4  Diciembre.  Cesantía  de  un  /««.—Declarando  improcedente  la  vía 
contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  do  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Galo  Sanz  y  Peña,  contra  la  orden  del  Go- 
bierno de  la  República  do  3  de  Febrero  de  4874.  (Sent.  nú- 
mero 76.) 461 

.24  Diciembre.  Expedición  del  titulo  de  una  mina  y  cancelación  de 
otros  expedientes.— Declarando  procedente  la  vía  contenciosa  y 
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adraitieudo  en  su  consecuencia  la  demanda  interpuesta  por  Don 
Antonio  Gómez  Marañon,  contra  la  orden  de  4.°  de  Abril  de 
1874.  (Sent.  núm.  88.) 569 

3  Enero  1875.  Reclamación  de  perjuicios  y  pago  de  un  descubierto 
en  que  se  encontraba  el  recurrente. — Absolviendo  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  Don 
José  Domingo  Lluch,  como  socio  Gerente  de  la  empresa  cons- 
tructora de  la  carretera  de-  Vich  á  Ripoll,  contra  la  Real  orden 
de  21  de  Mayo  do  1866.  (Sent.  núm.  94.) 6ifr 

5  Enero  1875.  Pertenencia  de  unos  terrenos. — Declarando  proce- 
dente la  vía  contenciosa,  y  en  su  virtud  que  há  lugar  en  parte 
á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Ayuntamiento 
de  Calasparra,  contra  la  orden  del  Gobierno  de  la  República 
de  15  de  Abril  de  1873.  {Sent.  núm.  95.)'. 658 

7  Enero  4875.  Próroga  para  la  terminación  de  unas  obras. — De- 
clarando improcedente  la  vía  contenciosa,  y  en  su  virtud  que 
no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta  por  Don 
Joaquin  Thous  y  Carrera,  contra  la  orden  de  46  de  Enero  de 
1874.  (Sent.  núm.  97.) 639 

13  Enero  1875.  Oficios  enajenados  por  la  Corona.— Declarando  pro- 
cedente en  parte,  y  en 'parte  improcedente  la  demanda  presen- 
tada por  D.  Agustín  Valerio  González  y  otros,  Escribanos  nu- 
merarios de  la  ciudad  de  la  Habana,  contra  varios  particulares 
del  decreto  de  25  de  Febrero  y  de  la  orden  ministerial  de  12 
de  Octubre  de  1874,  relativas  a  poseedores  de  oficios  enajena- 
dos de  la  Corona.  (Sent.  núm.  99.) 649 

21  Enero  1875.  Destrucción  de  una  estacada  empezada  a  construir 
en  la  margen  de  su  rio. — Declarando  improcedente  la  vía  con- 
tenciosa, y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  pro- 
puesta por  D.  Fernando  Puig,  contra  la  orden  expedida  por  el 
Ministerio  de  Fomento  en  14  de  Febrero  de  1874.  (Sent.  nú- 
mero 106.) V& 
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ÚNICA  INSTANCIA. 

l.°  Jouo.  Declaración  de  quedar  un  individuo  espulsado  del  Cuerpo 
pericial  de  Aduanas. — Absolviendo  á  la  Administración  general 
del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Andrés  Vila  de  Lara, 
contra  la  Real  orden  de  27  de  Mayo  de  1872.  (Sbnt.  núm.  i.). .         3 

4 .°  Julio.  Pago  de  intereses  de  una  inscripción  intrasferible. — De- 
clarando no  haber  lugar  á  la  excepción  de  improcedencia  opuesta 
por  el  demandante,  y  dejando  sin  efecto  las  órdenes  de  28  de 
Julio  de  1874  y  de  26  de  Junio  de  1873,  reclamadas  por  el  Mi- 
nisterio fiscal.  (Sent.  núm.  2.) '. 44 

4 ,°  Julio.  Excepción  de  la  unta  de  varias  fincas. — Confirmando  en 
parte  y  en  parte  revocando  la  orden  de  4  de  Agosto  de  1874 
impugnada  por  el  Ayuntamiento  de  la  villa  de  Andorra.  (Sen- 
tencia núm.  3.) 19 

3  Julio.    Exención  del  pago  por  ciertos  artículos. — Absolviendo  á 

la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda  presentada 
por  D.  Matías  López  y  López,  contra  la  orden  ministerial  de  9 
de  Abril  de  1873.  (Sknt.  núm.  4.) 29 

4  Julio.    Reserva  para  exigir  la  diferencia  que  pudiera  resultar 

entre  el  precio  de  la  venta  de  unas  fincas  subastadas,  y  el  de 
la  nueva  subasta. — Absolviendo  á  la  Administración  general  del 
Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Carlos  O'Donnell,  Duque 
de  Tetuan,  contra  la  orden  de  7  de  Octubre  de  1870.  (Senten- 
cia nóm.  5.) 36 

\ 

4  Julio.  Aprovechamiento  de  un  monte. — Absolviendo  á  la  Admi- 
nistración general  del  Estado  de  la  demanda  entablada  por  Don 
Francisco  de  Borja  Tellez  de  Girón,  Duque  do  Escalona,  contra 
la  orden  del  Regente  del  Reino  de  24  de  Noviembre  de  1869. 
(Sentencia  núm.  7.) 50 

7  Julio.  Aprovechamiento  común. — Dejando  sin  efecto  la  Real  orden 
de  14  de  Junio  de  4872,*  impugnada  por  D.  Juan  Jorge  Auñon 
Romera.  (Sent.  núm.  8.) 62 
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9  Juuo.  Antigüedad  en  la  promoción  al  empleo  de  Vicealmiran- 
te.— Confirmando  en  parte  y  en  parte  revocando  el  decreto  de 
14  de  Noviembre  de  4872,  impugnado  por  D.  Guillermo  Chacón 
y  Maldonado.  (Skht.  húm.  9.) 71 

9  Juuo.  Abonos  de  servicios  y  sueldo  regulador  para  la  clasifi- 
cación del  demandante. — Revocando  la  orden  de  la  Regencia 
del  Reino  de  10  de  Octubre  de  1869,  impugnada  por  D.  José  María 
Manresa  y  Navarro.  (Sirn\  wúm.  40.) * 78 

40  Julio.  Indemnización  de  daños  y  perjuicios. — Absolviendo  á  la 
Administración,  general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta 
por  D.  Alfonso  López  y  D.  Natalio  Murcia,  contra  la  Real  orden 
de  49  de  Junio  de  4872.  (Sent.  kúm.  41.) 84 

44  Juuo.  Concesión  del  dominio  útil  y  redención  del  directo.— Ab- 
solviendo á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda 
entablada  por  I).  Andrés  Sánchez  Alameda,  como  apoderado  de 
Andrés  González  Barroso  y  otros,  contra  la  Real  orden  de  34  de 
Diciembre  de  1872.  (Sbnt.  núm.  42.) 92 

44  Julio.  Abono  de  pasaje  á  la  Península. — Dejando  sin  efecto  la 
Real  orden  de  20  de  Febrero  de  4871,  impugnada  por  D.  Juan 
Bautista  Villanueva,  Condo  de  Atares.  (Ssnt.  núm.  43.)./ 98 

43  Julio.  Indemnización  de  perjuicios.  —Dejando  en  parte  sin  efecto 
y  en  parte  confirmando  la  Real  orden  de  2  de  Setiembre  de 
1872,  impugnada  por  D.  Manuel  Fernandez  y  Fernandez  y  Don 
Miguel  Ruiz  y  Villanueva.  (Sent.  núm.  44.) 1M 

43  Julio.  Abono  de  mejoras. — Absolviendo  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  presentada  por  D.  Antonio  Mi- 
guel Costa  contra  la  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda en  41  de  Agosto  de  4872.  (Sbnt.  núm.  15.) 412 

14  Juuo.  Abono  de  alquileres. — Dejando  sin  efecto  la  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Hacienda  de  13  de  Mayo  de  1873,  impug- 
nada por  D.  Juan  Pascual  de  Bonanza  y  Roca  de  Togores.  (Sen- 
tencia núm.  17.) \ . , 125 
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26  Setiembre.  Eliminación  de  una  cuenta  de  varias  Cantidades. — 
Absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Mariano  de  la  Torre,  contra  la  Real 
orden  de  14  de  Mayo  de  1862.  (Sbnt.  núm.  20.) 442 

26  Setiembre.  Mejora  de  clasificación. — Absolviendo  á  la  Administra- 
ción general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Igna- 
cio Gutiérrez  Solana,  contra  la  Real  orden  de  29  de  Setiembre 
de  487-2.  (Sent.  núm.  21.) /. 448 

28  Setiembre.    Mejora  de  clasificación. — Dejando  sin  efecto  la  orden 

del  Regente  del  Reino  de  45  de  Noviembre  de  4870,  impugnada 

por  Doña  Concepción  Acacio.  (Sent.  num.  23.) 455 

29  Setiembre    Declaración  de  quedar  en  suspenso  la  autorización 

para  aprovechar  ciertas  aguas. — Absolviendo  á  la  Administra- 
ción general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  José 
Macía  y  Pujol  contra  la  Real  orden  de  49  de  Noviembre  de  4872. 
(Sentencia  núm.  24.) 460 

2  Octubre.  Pago  en  metálico  de  ciertos  derechos. — Absolviendo  á 
la  Administración  general  del  Estado  do  la  demanda  interpuesta 
por  la  empresa  de  los  caminos  de  hierro  de  Zaragoza  á  Alicante 
cbntra  la  orden  de  25  de  Octubre  do  1870.  (Sent.  núm.  26.)..      469 

6  Octubre.  Provisión  de  una  Cátedra  perteneciente  á  un  patro- 
nato.—Absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de 
la  demanda  presentada  por  Doña  María  del  Valle  contra  la  Real 
orden  de  27  de  Abril  de  4872.  (Sekt,  núm.  29.) , . . .      486 


• 


7  Octub.ie.    Conversión  en  inscripciones  nominativas  inlras/eri- 

bles  de  los  bienes  de  cierta  fundación. — Dejando  sin  efecto  la 
orden  ministerial  de  34  de  Mayo  de  4873,  .impugnada  por  el 
Cabildo-  Catedral  de  Cádiz.  (Sent.  núh.  30.) 4 92 

8  Octubre.    Establecimiento  de  un -impuesto. — Absolviendo  á  la 

Administración  general  del  Estado  dd  la  demanda  propuesta  por 
el  Marqués  de  Corvóra  contra  la  Real  ón*en  de  4  de  Octubre 
de  4872.  (Sent.  núm.  37.) 206 

43  Octubre.    Abono  de  ciertos  sueldos.— Absolviendo  á  la  Adminis- 
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tracion  general  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  D.  Ma- 
nuel Velazquez  d'Ocon  contra  la  Real  orden  de  18  de  Octubre 
de  4873.  (Sekt.  num.  36.) «31 

17  Octubre,  Pago  de  intereses  de  cierta  cantidad  por  ejecución  de 
obras  en  un  camino. — Dejando  sin  efecto  con  ciertas  reservas 
la  orden  ministerial  de  12  de  Mayo  de  1873,  impugnada  por 
D.  Víctor  Villarrubia.  (Sekt.  núm.  39.) 256 

19  Octubre.  Denuncia  de  una  casa* sujeta  á  ciertas  cargas. — Ab- 
solviendo á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  deman- 
da deducida  por  el  Presbítero  D.  Tomás  Solis  Larramendi  con- 
tra la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  21  de  Agosto 
de  1873.  (Sent.  num.  42.) 269 

22  Octubre.    Reposición  de  un  destino  de  Aduanas.— Dejando  sin 

efecto  el  decreto  de  18  de  Agosto  de  1872,  y  absolviendo  á  la 
Administración  general  del  Estado  de  los  demás  extremos  de 
la  demanda  presentada  por  D.  Juan  Miguel  Ortiz.  (Sekt.  nu- 
mero 45.) 287 

23  Octubre.    Aplicación  de  los  sobrantes  de  una  obra  pía. — Absol- 

viendo á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Jerónimo  Gómez  y  Gómez  contra  la  orden 
de  4  de  Julio  de  1873.  (Se.xt.  núm.  46.) 29i 

23  Octubre.  Indemnización  de  los  diezmos  pertenecientes  á  varias 
Jtncas. — Absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de 
la  demanda  -deducida  por  «l  Duque  de  Ciudad-Rodrigo  y  de 
Wclington  contra  la  orden  de  25  de  Febrero  de  1868.  (Skntek- 
cunúm.  47.) 296 

5  Noviembre.    Abono  de  años  de  servicio  para  la  clasificación  de 

un  empleado. — Absolviendo  á  la  Administración  general  del 
Estado  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Antonio  Sierra  y  Soti- 
llo  contra  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  5  de  Abril 
de  1873.  (Seht.  kúm.  53.) 330 

6  Noviembre.    Abono  de  intereses  por  mora  en  el  pago  de  cierto 

crédito  contra  el  Estado. —  Absolviendo  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ramón 
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Taraneo  y  Vivanco  contra  la  orden  expedida  por  el  Ministerio 

de  Hacienda  en  13  de  Octubre  de  1873.  (Sent.  núm.  54.) 334' 

6  Noviembre. — Nulidad  de  la  venta  de  ciertos  montes. — Absolvien- 
do á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda  pro- 
puesta por  D.  Marcos  Maria  Arnaiz ,  y  declarando  subsistente 
en  parte  la  Real  «orden  de  1.°  de  Noviembre  de  1872,  impug- 
nada por  Mauricio  Castañares.  (Sent.  rom.  55.) 341 

10  Noviembre.  Indemnización  de  mejoras  hechas  en  un  huerto  del 
Estado. — Absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de 
la  demanda  interpuesta  por  D.  Nemesio  Fernandez  Cuesta  con- 
tra la  orden  de  26  de  Agosto  de  1872.  (Sent.  núm.  56.) ,•     350 

10  Noviembre.  Entrega  de  nuevos  títulos  de  la  Deuda. — Absolviendo 
á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta 
por  D.  Martin  José  Güelbenzu  contra  la  orden  expedida  por  el 
Ministerio  de  Hacienda  en  3  de  Mayo  de  1873.  (Sent.  núm.  57.).      355 

12  Noviembre.    Sueldo  regulador  para  la  clasificación  del  interesa- 

do.— Confirmando  la  Real  orden  de  12  de  Julio  de  1868,  impug- 
nada por  D.  José  Rodríguez  Rejano.  (Sent.  núm.  59.) 366 

« 

13  Noviembre.     Validez  de  la  venta  de  unos  prados. — Absolviendo  á 

la  Administración  general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta 
por  D.  Eloy  Lecanda  Chaves  contra  la  Real  orden  de  26  de  Di- 
ciembre de  1872.  (Sent.  núm.  60.) 372 
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Abolición  de  la  prestación  del  décimo. — Véase  Diezmo  . 

Abono  ce  daros  y  perjuicios  por  kl  Estado. — El  Estado  no  es  respon-  -  < 
sable  del  abono  de  intereses  en  concepto  de  abono  de  perjuicios 
por  la  demora  en  el  pago  de  créditos  procedentes  de  los  servi- 
cios que  contrata  sino  en  los  casos  expresamente  designados  en 
disposiciones  legales  ó  cuando  se  estipulen  especialmente,  según 
la  constante  y  reiterada  jurisprudencia  establecida,  asi  por  el  Con- 
sejo de  Estado  como  por  esta  Sala. 

Con  arreglo  al  art.  17  de  la  Ley  de  Contabilidad  de  20  de  Fe- 
brero de  1850  y  al  48  de  la  vigente,  ninguna  reclamación  contra 
el  Estado,  á  titulo  de  danos  y  perjuicios  ó  á  título  de  equidad, 
será  admitida  gubernativamente  pasado  un  año  desde  el  hecho 
en  que  so  ftinde  al  reclamante,  quedando  á  éste  únicamente  el 
recurso  que  corresponda  en  la  vía  contenciosa,  al  .que  habrá  lu- 
gar como  si  la  reclamación  hubiera  sido  negada  por  el  Gobierno; 
pero  que  este  recurso  prescribe  por  el  trascurso  de  dos  años  á 
contar  desde  la  misma  fecha.  (Sent.  núm.  104.) 687 
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Abono  de  intereses  por  la  Administración. — Según  jurisprudencia  es- 
tablecida por  repetidos  fallos  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal 
Supremo,  la  Administración  pública  no  viene  obligada  al  abono  de 
intereses  de  capitales  que  deba  entregar  sino  en  los  casos  taxati- 
vamente marcados  en  las  disposiciones  legales,  entre  los  que  se 
comprende  el  de  haberse  estipulado  expresamente.  [Sentencia 
número  5i.) 331 

Abono  de  intereses  por  la  Hacienda. — Es  doctrina  admitida  constan- 
temente por  la  jurisprudencia  administrativa  consignada  en  repe- 
tidos fallos  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo,  que  la 
Hacienda  pública  sólo  es  obligada  á  abonar  intereses  de  capitales 
que  deba  entregar  cuando  por  alguna  disposición  legal  6  por  es- 
tipulación expresa  le  esté  impuesta  tal  obligación.  (Sent.  núm.  45.).      Mi 

Abono  de  los  anos  de  carrera. — Véase  Clases  pasivas. 

Abono  de  mejora. — El  poseedor  de  buena  fé  que  hubiese  hecho  me- 
joras en  la  heredad  de  que  se  tenia  por  dueño,  sólo  tiene  derecho 
cuando  se  adula  la  venta  en  virtud  de  la  cual  obtuvo  su  adqui- 
sición, á  que  se  le  abonen  las  expresadas  mejoras  que  resultasen 
haber  sido  necesarias  ó  útiles,  pero  no  las  voluntarias,  según  se 
determina  expresamente  en  la  ley  44,  tit.  28  de  la  Partida  3.a,  y 
en  otras  disposiciones  legales  concordantes  con  la  misma.  (Sen- 
tencia núm.  56.) 35u 

Abono  de  pasaje  á  los  Empleados  de  Ultramar.— Véase  Empleados 

m      de  Ultramar. 

Acuerdos  suspendidos  ó  apelados. — Por  el  art.  53  de  la  Ley  provincial 
se  dispone  que  los  acuerdos  suspendidos  6  apelados  se  comu- 
nicarán en  el  término  de  ocho  días  al  Gobierno,  el  cual  los 
resolverá  en  la  forma  preceptuada  en  el  art.  167  de  la  Ley  mu- 
nicipal dentro  de  los  cuarenta  días  después  de  la  remisión  del  ex- 
pediente, y  que  pasado  este  plazo  los  acuerdos  se  entienden 
aprobados  y  son  ejecutivos  de  derecho. 

Por  más  que  la  letra  del  citado  articulo  sea  clara,,  y  el  pre- 
cepto absoluto,  al  comprender  en  el  mismo  los  acuerdos  suspen- 
didos y  los  apelados  no  se  puede  desconocer  que  pugna  con  lo 
que  dispone  el  articulo  siguiente  54,  en  armonía  con  los  468  y 
169  de  la  Ley  municipal  aplicables  á  estos  acuerdos,  y  se  separa 
de  los  principios  fundamentales  de  toda  ley  de  procedimientos  en 
materia  de  apelaciones. 

Pugna  con  lo  que  se  manda  en  el  artículo  siguiente  54  de  la 
Ley  provincial',  porque  consignándose  en  él  que  son  aplicables  á 
estos  acuerdos  las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  468  y 
469  de  la  Ley  municipal,  en  los  cuales  se  concede  el  recurso 
contencioso  contra  las  órdenes  del  Gobierno  que  causan  estado, 
y  declaran  en  algunos  casos  cierta  responsabilidad  personal  contra 
los  Ayuntamientos  y  Comisiones  provinciales,  tanto  la  concesión 
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del  recurso  como  la  responsabilidad  expresada  quedaría  sin  re- 
sultado si  se  entendiese  que  el  precepto  del  art.  53  alcanzaba 
también  á  los  acuerdos  apelados. 

Igualmente  se  separa  de  los  principios  fundamentales  de  todas 
las  leyes  de  procedimiento  en  materia  de  apelaciones,  en  las  cuales 
es  regla  constante  é  invariable  que  interpuesta  una  apelación  ante 
el  Tribunal  a  quo;  y  admitida  lisa  y  llanamente,  el  apelante  tiene 
derecho,  si  la  mejora  en  tiempo  y  no  se  separa  de  ella,  á  que  el 
Tribunal  ad  quem  dicte  su  fallo  confirmando  ó  revocando  la  pro- 
videncia apelada  sin  que  por  el  lapso  de  un  término,  sea  el  que 
fuese,  se  pueda  eludir  el  precepto  de  la  ley  y  dojar  de  dictar  la 
resolución  definitiva  sobre  el  incidente  apelado.  (Sent.  núm.  4.).        29 

Admisión  db  la  demanda. — Para  acceder  á  la  admisión  de  la  demanda       * 
contenciosa,  basta  quo  haya  un  acuerdo  administrativo  que  cause 
estado  y  lastime  ó  pueda  lastimar  algún  derecho  preexistente, 
que  la  materia  sea  administrativa  y  la  demanda  se  haya  presentado 
dentro  del  término  señalado  al  efecto.  (Sent.  núm.  22.) -    452 

Agrimensores.— 'Según  el  art.  487  de  la  instrucción  de  i.°  de  Mayo 
de  4855,  los  peritos  Agrimensores  ocupados  en  la  tasación  de  fin- 
cas del  Estado  para  los  efectos  de  la  desamortización  sólo  tienen 
derechos  por  sus  honorarios  de  cada  día  de  trabajo  á  la  cantidad 
fija  de  30  rs.  en  Madrid  y  24  en  provincias,  cuyas  sumas  elevó  la 
Real  orden  de  20  de  Mayo  de  1856  á  40  y  30  rs.  respectivamente. 
La  instrucción  de  4855  así  como  la  Real  orden  de  4856  ya  ci- 
tadas hablan  de  días,  y  estos  cuando  su  significación  no  se  cir- 
cunscriben ó  limitan,  son  y  se  entienden  los  naturales  de  sol  á 
sol.  (Sent  núm.  20.) 142 

Aguas. — Según  el  art.  207  de  la  Ley  de  Aguas,  en  la  concesión  de  los 
aprovechamientos  debe  observarse  el  orden  de  preferencia  que 
marca,  y  dentro  de  cada  clase  han  de  ser  preferidas  las  empresas 
de  mayor  importancia  y  utilidad,  debiendo  serlo  en  igualdad  de 
circunstancias  los  que  antes  hubieren  solicitado  el  aprovecha- 
miento. 

Del  contexto  de  este  articulo  se  infiere  claramente  que  puede 
obtener  la  preferencia  el  que  lo  solicite  después,  siempre  que  su 
empresa  sea  de  mayor  importancia  y  utilidad,  no  obstando  por    . 
consecuencia  para  nada  en  este  caso  la  prioridad  de  otro  en  la 

misma  pretensión.  (Sent.  núm  24.) 460 

Según  el  art.  472  de  la  Ley  de  Aguas  de  3  de  Agosto  de  4866 
correspondo  á  los  Gobernadores  de  provincia  conceder*  autoriza- 
ción para  colocar  máquinas  en  los  ríos  con  objeto  de  pescar,  siem- 
pre que  no  se  embarace  con  ellas  el  curso  de  la  navegación. 

Igual  facultad  se  concede  generalmente  á  los  mismos  funcio- 
narios por  otros  artículos  del  til.  5.°  do  dicha  ley,  fuera  de  los 
casos  comprendidos  en  los  234,  253  y  261,  en  los  que  la  expre- 
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dos  de  la  Hacienda  la  cantidad  que  les  corresponda  ea  el  aíh>  co- 
mún dol  último  quinquenio.  (Sent.  nútn.  63.). . . . « 386 

ÁLMiRAHTAzao.-r-Véase  Tribunal  del  Almirantazgo. 
Alumbramientos  de  aguas.— Cuando  se  trata  de  alumbramientos  de  aguas 
subterráneas  por  la  Ley  de  Minas,  lo  ya  resuelto  sobro  su  perte- 
nencia, tiene  que  respetarse  al  instruirse  los  expedientes  para  su 
conducción  y  aprovechamiento,  y  partir  de  las  concesiones  he- 
chas aún  cuando  se  puedan  suscitar  en  estos  otras  cuestiones  re- 
lativas al  dominio  de  las  aguas  públicas,  y  al  dominio  y  pose- 
sión de  las  privadas.  (Sent.  nim.  48.) 303 

Alzada  al  Gobernador  de  los  acuerdos  de  las  Diputaciones  provin- 
ciales.—Según  el  párrafo  segundo  del  art.  50  de  la  Ley  provin- 
cial el  recurso  de  alzada  se  ha  de  entablar  en  la  forma  que  dis- 
pone el  433  de  la  municipal,  en  el  que,  si  bien  se  previene  que 
interpuesta  la  alzada,  el  Gobernador  de  la  provincia  dentro  de 
ocho  dias  remita  el  expediente  respectivo  con  informe  al  Minis- 
terio, nada  dice  del  término  que  tenga  el  que  se  supone  perju- 
dicado para  interponer  el  recurso. 

En  vista  de  la  omisión  de  la  ley  en  este  particular  y  de  cues- 
tiones por  ello  suscitadas ,  se  declaró  por  Real  urden  de  23  de 
Octubre  de  1871,  que  mientras  no  haya  una  disposición  legal  que 
fije  el  plazo  en  que  pueda  recurrirsc  al  Gobierno  contra  los  acuer- 
dos de  las  Diputaciones  provinciales,  deben  admitirse  las  que  se 
presenten  en  debida  forma,  sea  cualquiera  el  tiempo  que  haya 

pasado  desde  que  so  tomaron  aquellos.  (Sent.  núm.  39.) 256 

Por  el  decreto  de  47  de  Noviembre  de  4874 ,  se  dispone  en  su 

artículo  4.°  que  las  alzadas  contra  los  acuerdos  de  las  Diputa- 
ciones provinciales  so  interpongan  ante  el  Gobernador  para  que 
éste  las  remita  al  Ministerio  cun  el  expediente  é  informe  que  con- 
sidere oportuno»  siempre  quo  proceda  el  recurso,  ó  en  otro  caso 
lo  desestime,  disponiendo  que  el  interesado  use  de  su  derecho,  si 
le  conviniere,  ante  el  Juez  ó  Tribunal  competente;  y  en  el  2.°  que 
las  instancias  que  se  reciban  en  el  Ministerio  sin  dichas  formali-( 
dades  se  remitan  al  Gobernador  de  la  provincia  para  que  proceda 
en  los  términos  antes  relacionados. 

Atendida  la  letra  y  espíritu  de  este  segundo  articulo,  aun  en 

el  caso  de  que  la  alzada  se  presente  al  Ministro,  este  defecto  no 

"'■  es  sustancial  que  invalide  el  recurso  cuando  se  previene  que  se 

<j<r.         devuelva  al  Gobernador  para  que  lleno  las  formalidades  exigidas 

•^         en  el  art.  4.°  (Sent.  núm.  39.) . 25$ 

Antigüedad  y  categoría  en  la  carrera  judicial. — La  legalidad  vigente 
en  materias  de  categorías  al  publicarse  la  Ley  orgánica  de  45  de 
„  Setiembre  de  4870  era  la  dol  Real  decreto  de  43  de  Diciembre 

de  4867,  en  el  que  se  establecieron  los  grados  de  la  jerarquía  ju- 
dicial, comprendiendo  en  el  5.°  del  art.  4.°  á  loa  Magistrados  de 
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las  Audiencias  de  Madrid  y  Presidentes  de  Sala  de  las  de  provin- 
cias; á  los  Fiscales  de  estas  que  por  analogía  y  correspondencia 
ocupan  según  el  art.  3.°  el  tercer  grado  del  Ministerio  fiscal,  y  á 
los  Jefes  de  Sección  y  Oficiales  primeros  del  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  y  Secretario  del  Tribunal  Supremo  que  por  asimilación 
están  colocados  en  el  grado  5.°  del  art.  2.°,  prescribiéndose  en 
el  último  párrafo  del  mismo  que  los  tancionarios  en  él  compren- 
didos tendrán  todos  los  derechos  declarados  á  sus  respectivos 
grados,  si  reuniesen  la  edad  y  las  condiciones  que  se  exigen  para 
el  ingreso  y  el  ascenso  en  ellos,  y  usarán  el  traje  é  insignias  i 
los  mismos  correspondientes. 

En  tanto  estableció  el  expresado  Real  decreto  una  perfecta 
igualdad  de  categoría  y  derechos  entre  los  funcionarios  referidos, 
en  cunnto  por  el  art.  41  se  previene  textualmente  que  la  toma  de 
posesión  en  cada  grado  y  su  asimilada  marcará  la  antigüedad  de 
los  funcionarios,  y  por  consiguiente  la  precedencia  de  todo  puesto; 
siendo  de  todo  punto  inadmisibles  las  alegaciones  del  recurrente 
en  demostración  de  que  dicho  artículo  excluye  á  los  Fiscales  por 
la  circunstancia  de  no  hacerse  en  él  mérito  de  los  grados  análogos 
y  correspondientes  relativos  al  Ministerio  fiscal,  puesto  que  la  frase 
en  cada  grado,  en  él  consignada,  os  jerárquica  y  comprende  lo 
mismo  á  los  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  de  Audiencias  de  pro- 
vincias que  á  los  Magistrados  de  la  de  Madrid,  y  cuando  por  otra 
parte  era  innecesaria  la  repetición  de  las  palabras  analogía  y  cor- 
respondencia ,  por  haberse  ya  hecho  uso  de  ella  en  el  art.  3.°  al 
determinar  los  grados  del  Ministerio  fiscal. 

Si  las  disposiciones  legales  hasta  ahora  citadas  demuestran  la 
identidad  de  posición  y  de  derechos  de  los  Presidentes  de  Sala  y 
Fiscales  de  Audiencias  de  fuera  de  Madrid  y  de  los  Magistrados  de 
la  de  esta  Corte,  todavía  robustece  esa  demostración  el  contexto 
del  art.  43  del  mencionado  Real  decreto,  por  cuanto  después  de 
ordenar  que  los  Fiscales  del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Audiencias 
ocuparán  asiento  y  tendrán  antigüedad  entre  los  Presidentes  de 
Sala  por  el  orden  de  prelacion  de  la  toma  de  posesión,  prescribe 
además  que  cuando  los  primeros  pasaren  á  desempeñar  plaza  entre 
los  últimos,  ó  estos  entre  aquellos,  unos  y  otros  conservarán  el 
lugar  de  antigüedad  que  les  correspondiese  por  su  grado  según 
su  destino  anterior;  lo  cual  evidencia  que  el  grado  era  uno  sólo 
entre  los  Presidentes  de  Sala  y  los  Fiscales,  por  más  que  ejer- 
cieran cargos  distintos. 

El  art.  496  de  la  repetida  Ley  orgánica  de  los  Tribunales,  do 
sólo  no  ha  declarado  abolidas  las  jerarquías  do  lsr  categoría  judi- 
cial existentes  á  su  publicación,  según  queda  ya  demostrado,  sino 
que  ha  establecido  otras  nuevas  en  los  artículos  127  y  467,  orde- 
nando en  el  primero  que  para  computar  la  antigüedad  de  los  Jueces 
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de  los  Tribunales  de  partido  de  ascenso  y  de  los  Presidentes  de 
los  de  ingreso,  formarán  todos  una  sola  clase;  y  tendrán  una  mis- 
ma escala;  y  en  el  segundo  la  formación  de  un  escalafón  com- 
prendiendo en  una  misma  clase  á  los  Presidentes  de  Audiencia  y 
Presidentes  de  Sala  de  Audiencia,  á  excepción  de  la  de  Madrid. 

El  mismo  art.  196,  ó  sea  el  primero  del  cap.  4.°  que  lleva  por 
epígrafe  «de  la  antigüedad  y  precedencia  de  los  Jueces  y  Magis- 
trados,» establece  que  estos  tomarán  su  antigüedad  en  la  dase  á 
que  correspondan  desde  el  día  que  hayan  entrado  en  posesión  del 
cargo  que  obtengan  en  ella,  y  es  incuestionable,  atendido  el  texto 
literal  y  explícito  de  esta  disposición  que  la  antigüedad  de  los 
Magistrados  de  la  Audiencia  de  Madrid  debe  computarse  entre  los 
individuos  que  forman  igual  clase  desde  la  fecha  de  su  ingreso 
en  ella  en  una  misma,  están  comprendidos  según  el  art.  467  los 
Presidentes  de  Sala  de  Audiencia  de  fuera  de  Madrid  y  ios  Magis- 
trados de  la  de  esta  Corte.  (Sent.  núm.  405.) 696 

Aprovechamiento  comcn. — Véase  Excepción  de  la  venta  de  terrenos  de 
aprovechamiento  común. 

Aprovechamiento  de  aguas. — Véase  Aguas. 

Arbitrios  municipales. — El  art.  2.°  núm.  4.°  de  la  ley  de  23  de  Febrero 
de  4870,  sobre  arbitrios  municipales  y  provinciales  faculta  á  los 
Ayuntamientos  pnra  establecer  impuestos  sobre  los  artículos  de 
comer,  beber  y  arder,  cuando  por  circunstancias  especiales  no  pue- 
dan cubrir  la  totalidad  de  los  gastos  presupuestos:  que  conforme 
al  i  9,  las  dichas  Corporaciones  con  los  asociados  han  de  determinar 
las  especies  que  deben  ser  objeto  del  impuesto  de  consumos  y  las 
tarifas  para  su  exacción,  las  cuales  no  han  ele  exceder  en  ningún 
caso  del  28  por  400  del  precio  medio  del  articulo  en  la  localidad 
respectiva. 

Todas  las  operaciones  de  evaluación  y  repartimiento  en  los  de 
esta  clase  deben  ser  publicadas  según  el  art.  46  de  dicha  ley;  y 
que  conformo  al  47  contra  las  decisiones  del  Ayuntamiento  se  da 
recurso  de  agravios  para  ante  la  Diputación  provincial,  el  que  ha 
de  entablarse  dentro  de  los  quince  dias  siguientes  á  la  publica- 
ción. (Sent.  núm.  34.) 406 

Atribuciones  de  los  Ayuntamientos.— Si  bien  con  arreglo  á  lo  pres- 
crito en  el  número  9.°  del  art.  84  de  la  Ley  municipal  de  8  de 
Enero  de  4845,  los  Ayuntamientos  estaban  facultados  para  delibe- 
rar, conformándose  á  las  leyes  y  reglamentos,  sobre  la  enajenación 
de  los  bienes  muebles  del  común  y  sus  adquisiciones,  según  lo 
.  prevenido  en  el  párrafo  final  del  mismo  artículo  los  acuerdos  de 
esta  clase  debían  Comunicarse  al  Jefe  político,  sin  cuya  aprobación, 
ó  la  del  Gobierno  en  su  caso,  no  podían  llevarse  á  efecto. 

En  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  28  de  Setiem- 
bre de  4849,  para  deliberar  acerca  de  dichas  enajenaciones  y  para 
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realizarías  se  requerían  como  condiciones  precisns  la  concurren- 
cia de  las  dos  terceras  parles  del  número  de  Concejales,  á  los  que 
debía  asociarse  un  número  igual  de  mayores  contribuyentes;  que 
las  votaciones  fuesen  nominales;  y  que  al  darse  cuenta  al  Jefe 
político  se  acompañase  copia  literal  del  acta,  con  expresión  de  los 
Concejales  y  contribuyentes  que  hubiesen  asistido  y  de  la  votación 
nominal,  documento  que  debía  remitirse  con  el  expediente  al  Go- 
bierno, á  la  vez  que  prefija  las  solemnidades  con  que  había  de  ha- 
cerse su  tasación  y  la  forma  de  proceder  á  la  subasta  cuando  se 
concedía  permiso  para  dicha  enajenación. 

La  vigente  Ley  municipal  de  20  de  Agosto  de  4870  en  sus  ar- 
tículos 67  y  68  declara  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Ayun- 
tamientos la  gestión  y  administración  de  los  intereses  peculiares 
de  los  pueblos,  y  les  impone  la  obligación  de  cuidar,  custodiar  y 
conservar  las  fincas,  bienes  y  derechos  de  estos;  y  al  determinar 
en  el  art  80  las  reglas  á  que  han  de  acomodarse  las  enajena- 
ciones y  permutas  de  los  bienes  expresados,  ordena  en  la  3.a  que 
es  necesaria  la  aprobación  del  Gobierno,  previo  informe  de  la  Co- 
misión provincial,  pnra  todos  los  contratos  relativos  á  la  enajena- 
ción de  los  inmuebles,  derechos  reales  y  títulos  de  la  Deuda  pú- 
blica: (S**t.  %úm.  77 .) 465 

Auditores  de  Gurrka. — Por  Real  orden  circular  de  26  de  Octubre  de 
1871,  publicada  en  la  Gaceta  de  1.°  de  Noviembre  siguiente,  se 
mandó  se  observara  en  todo,  manteniéndole  en  su  completa  fuerza 
y  vigor  el  decreto  orgánico  del  Cuerpo  Juridico-militar,  según  el 
cual  no  debían  tener  lugar  en  él  los  que  hubiesen  sido  nombra- 
dos Auditores  contra  sus  prescripciones  reglamentarias,  los  cuales 
no  tendrían  otra  consideración  que  la  de  empleados  de  gracia  6 
meramente  personóles,  quienes  sólo  continuarían  desempeñando  en 
comisión  sus  expresados  deslinos,  y  en  la  escala  del  Cuerpo  no 
se  les  daría  otro  lugar  que  el  que  les  correspondiese  con  arreglo 
al  decreto  orgánico  precitado,  y  únicamente  se  baria  expresión  del 
empleo  personal  que  cada  uno  además  disfrutase  para  que  constara. 

No  sirve  de  base  J>ara  los  retiros  estos  destinos,  sino  los  ga- 
nados según  aquel  y  demás  disposiciones  que  regulan  los  dere- 
chos de  los  que  componen  el  Cuerpo  Juridico-militar  do  escala 
cerrada. 

El  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1852,  como  todas  las 
concordantes  con  ella,  sólo  se  refieren  á  los  Auditores  propieta- 
rios, ó  sea  á  los  que  han  llegado  á  osa  plaza  de  grado  en  grado 
por  antigüedad  rigurosa  según  se  determina  por  el  ari.  i.°  del 
Real  decreto  orgánico  del  Cuerpo  Juridico-militar  de  19  de  Oc- 
tubre de  1865,  circunstancias  que  no  cuadran  al  recurrente,  y 
además  porque  dicha  disposición  y  todas  las  de  su  especie  están 
derogadas  por  la  ley  de  2  de  Julio  de  1865  en  su  art.  8.° 
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A  mayor  abundamiento,  publicada  la  Ley  orgánica  de  los.  Tri- 
bunales quedaron  completamente  rotas  las  antiguas  relaciones  que 
exisijan  entre  los  Auditores  propietarios  de  Guerra  y  los  Magis- 
trados de  hs  Audiencias,  por  la  cual  aun  en  la  hipótesis  de  que  . 
el  recurrente  tuviese  ese  carácter,  no  podía  invocar  dieba  ley 
para  los  efectos  de  su  retiro.  (Sent.  nwm.  112.) 745 

B 

Bienes  de  Beneficencia.  — Según  el  decreto  de  16  de  Junio  de  1873, 
los  sobrantes  que  resulten  de  los  bienes  destinados  á  Beneficen- 
cia particular,  luego  que  estén  cumplidamente  satisfechos  los  ob- 
jetos de  su  institución ,  se  deben  aplicar  al  sostenimiento  de  los 
fundados  para  atender  á  la  Beneficencia  general  del  Estado.  {Sen- 
tencia núm.  46. ) 292 

Bienes  del  clero.—  Comprendidos  entre  los  bienes  del  clero  para  pro- 
ceder ¿  su  venta ,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  3.°  de  la  ley  de 
11  de  Julio  do  1856,  todos  los  pertenecientes  ó  que  so  hallen 
disfrutando  los  individuos  ó  Corporaciones  eclesiásticas,  cual- 
quiera que  fuera  su  nombre,  origen  ó  cláusulas  de  su  fundación, 
á  excepción  de  las  capellanías  colativas  de  sangre  ó  patronatos 
de  igual  naturaleza  respecto  de  las  cuales  sí  constituyen  su  do- 
tación la  congrua  sustentación  de  aquellos  en  los  términos  ex- 
presados en  el  art.  8.°  de  la  ley  de  Junio  de  dicho  año ,  deben 
emitirse  inscripciones  intrasferibles  del  3  por  100  en  cantidad  bas- 
tante á  producir  igual  renta  que  la  que  percibían  de  los  referi- 
dos bienes;  es  obligación  ineludible  del  demandante  presentar  á 
la  Administración  en  el  término  de  treinta  dias  una  relación  du- 
plicada de  la  (Inca  qiie  poseía  conforme  á  lo  establecido  en  et 
párrafo  primero  de  la  instrucción  expedida  para  la  ejecución  de  * 
la  precitada  ley.  (Sent.  núm.  42.) 269 

Bienes  desamortizados. — El  art.  12  de  la  Real  orden  de  10  de  Julio 
de  1856,  en  relación  con  los  23  y  36  de  la  instrucción  de  31  de 
Mayo  de  1855,  castiga  con  la  multa  del  10  por  100  ú  los  Admi- 
nistradores de  bienes  que  no  hallándose  exceptuados  de  la  des- 
amortización omitiescu  comprenderlos  en  las  relaciones  que  deben 
facilitar  ¿  la  Hacienda  pública.  (Sent.  núm.  42. ) 269 

Véase  Bienes  eclesiásticos. 

Bienes  eclesiásticos.-1- Véase  Bienes  desamortizados. 

Bienes  nacionales. — Véase  Subasta  de  Bienes  nacionales. 

Bienes  pertenecientes  A  Beneficencia. — Por  la  ley  de  1.°  de  Mayo  de 
1855  se  declararon  en  estado  de  venta  todos  los  predios  rústicos 
y  urbanos,  censos  y  foros  pertenecientes  á  la  Beneficencia  y  cual- 
quiera otros  de  manos  muertas,  ya  estén  ó  no  mandados  vender 
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por  leyes  anteriores;  y  según  el  art.  20,  el  producto  integro  de 
dichas  enajenaciones  se  ha  de  intervenir  en  títulos  de  la  Deuda 
interior  del  3  por  100  para  convertirlos  en  inscripciones  intras- 
#  feribles  en  favor  de  los  Establecimientos  respectivos  de  Benefi- 
cencia; coya  ley  ha  sido  confirmada  por  la  de  41  de  Julio  de  1856, 
por  el  Real  decreto  de  2  de  Octubre  de  1858,  Real  orden  de  24 
de  Agosto  de  1865,  referentes  á  patronatos  benéficos,  y  otras 
posteriores. 

Las  precitadas  disposiciones  legales  sólo  exceptúan  de  la  venta, 
en  cuanto  á  los  bienes  de  Beneficencia,  los  edificios  que  hoy  ocu- 
pan los  establecimientos  de  este  nombre,  sin  que  se  haga  ninguna 
otra  diferencia  ya  sean  clasificados  como  públicos  ya  de  par- 
ticulares. 

Aunque  las  fundaciones  de  carácter  benéfico  que  no  hubiesen 
sido  establecidas  en  favor  de  familias  ó  personas  determinadas  con 
llamamientos  especiales  al  ¿disfrute  de  dotes,  pensiones  y  otros 
objetos  piadosos  ó  caritativos  hayan  sido  declarados  subsistentes, 
no  obstante  la  Ley  desamortizadora  de  11  de  Octubre  de  1820, 
restablecida  en  Agosto  do  1836,  y  las  demás  concordantes  poste- 
riores, esas  mismas  fundaciones  no  pueden  monos  de  estar  in- 
cluidas en  las  otras  leyes  desamortizadoras  citadas,  de  un  orden 
y  naturaleza  distintos  para  los  efectos  de  que  los  bienes  raíces  y 
censos  de  su  dotación  especial  vuelvan  á  la  libre  circulación,  con- 
virtiéndose su  valor  en  láminas  intrasferibles  del  3  por  100  en 
beneficio  de  los  mismos  establecimientos  para  su  conservación 
permanente.  (Sent.  núm.  144 .) : 739 


Caducidad  de  créditos. — La  Ley  de  49  de  Julio  de  4869  sobre  caduci- 
dad de  los  créditos  contra  la  Hacienda  prescribe  en  su  art.  48 
que  de  las  resoluciones  del  Ministro  de  Hacienda  confirmatorias  de 
los  acuerdos  de  la  Junta  de  la  Deuda,  relativos  á  la  caducidad  de 
los  expresados  créditos,  podrá  reclamarse  ante  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  en  vía  contenciosa  en  el  término  de  tres  meses, 
contados  desde  la  fecha  en  que  se  notifique  al  interesado.  {Sen- 
tencia ñúm.  33.) 21~ 

Caducidad  dr  una  concesión  minera. — En  la  regla  4.a  del  art.  79  del 
reglamento  de  5  de  Octubre  de  4859  se  estableco  que,  si  por  ig- 
norarse y  no  hacerse  constar  la  existencia  do  una  concesión  an- 
terior en  el  terreno  solicitado  siguiese  el  expediente  todos  sus 
trámites  hasta  concederse  la  investigación  ó  registro  después  de 
trascurrido  el  plazo  para  reclamar,  según  la  ley  y  el  art.  86  del 
mismo  reglamento,  sin  haberlo  verificado,  no  se  admitirá  re- 
curso alguno  que  tenga  por  objeto  anular  el  nuevo  expediente;  y 
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para  estos  casos,  y  para  lodos  los  efectos  legales  sucesivo^  se 
reputará  caducada  la  concesión  en  cuyo  terreno  posteriormente 
se  haya  obtenido  otra,  de  cualquiera  clase  que  sea.  (Sent.  nú- 
mero 101.) 661 

Caso  fortuito. — El  caso  fortuito  no  es  imputable,  en  cuanto  á  sus 
efectos  al  contratante  que  los  experimenta,  si  por  parte  del  otro 
interviene  culpa,  descuido  ó  negligencia,  sin  lo  cual  no  hubiera 
llegado  á  verificarse  el  daño.  (Sent.  núm.  14.) 104 

Según  los  principios  generales  do  derecho  el  caso  fortuito  no  se 

presta  ó  nadie  responde  de  él,  y  que  la  cosa  perece  para  su 
dueño.  (Sent.  núm.  100.) •. 653 

Cesantía  de  Jueces  y  Magistrados. — Conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  primero  del  art.  187  de  la  Ley  orgánica  del  Poder  judicial 
los  Jueces  y  Magistrados  deben  presentarse  á  jurar  sus  cargos 
respectivos  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  al  de.  la  fecha  de 
sus  nombramientos,  debiendo  entenderse  según  el  párrafo  segundo 
que  renuncian  á  ellos  los  que  no  lo  verifiquen  en  dicho  término  y 
dejen  de  justificar  documentalmente  á  juicio  del  Gobierno  su  im- 
posibilidad para  realizarlo. 

Abolido  por  decreto  de  12  de  Marzo  de  1873  el  juramento  de 
dichos  funcionarios  y  demás  que  correspondan  al  Poder  judicial,  se 
resolvió  en  la  orden  del  Gobierno  ;le  24  del  mismo  mes  y  año  que 
la  presentación  de  los  Jueces  de  primera  instancia  en  el  lugar  de 
la  residencia  del  Juzgado  tuviera  lugar  dentro  de  los  mismos  treinta 
dias  que  la  precitada  Ley  orgánica  señalaba  para  la  prestación  del 
juramento  ante  las  Audiencias,  debiendo  tomar  posesión  dentro  de 
los  seis  dias  siguientes  á  los  indicados,  bajo  el  concepto  de  que  no 
verificándolo  se  entenderá  que  renuncian  su  cargo  según  se  pre- 
ceptúa en  los  artículos  187  y  191  de  la  expresada  ley.  (Senten- 
cia núm.  76.) ¿61 

Cesiones  de  Bíexes  nacionales. — La  jurisprudencia  aplicando  estas  dis- 
posiciones establece  en  decreto-sentencia  de  14  de  Mayo  de  1867, 
que  no  verificándose  las  cesiones  con  arreglo  á  la  instrucción  y 
Reales  órdenes  citadas,  no  se  libran  los  compradores  de  la  respon- 
sabilidad contraída  en  las  subastas,  sin  que  las  ventas  y  reventas 
posteriores  puedan  ser  legal  mente  reputadas  como  tal  oes  ion,  sino 
como  contratos  de  particular  á  particular,  que  no  privan  al  Es- 
tado de  las  acciones  que  á  todo  vendedor  competen  contra  el  com- 
prador p^ra  compelerle  al  cumplimiento  de  lo  pactado;  y  en  las 

y     ventas  de  Bienes  nacionales  son  tanto  más  directas,  cuanto  que 
•  los  adquirentes  firman  los  pagarés  á  plazo  fijo  y  de  cuota  deter- 
minada que  sólo  de  ellos  debe  exigirse. 

La  Real  orden  de  3  de  Enero  de  1868  es  una  disposición  de 
carácter  general  encaminada  á  fijar  el  sentido  y  alcance  de  las 
anteriores  sobre  la  materia ,  y  como  aclaratoria  se  retrotrae  á  la 
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época, de  las  mismas,  y  tiene  fuerza  y  aplicación  á  todos  los  casos 
que  comprende,  por  más  que  sea  posterior  á  la  fecha  de  los  actos 
de  esta  clase. 

Esta  orden,  repitiendo  y  confirmando  la  doctrina  expuesta,  le- 
galizó su  lamen  te  'las  cesiones  consumadas  hasta  aquella  fecha  que 
tuviesen  á  su  favor  la  autorización  de  los  Jueces  de  las  subastas, 
y  aquellas  otras  en  cuya  virtud  se  hubiesen  otorgado  por  el  Es* 
tado  las  escrituras  de  venta  en  favor  de  los  cesionarios.  {Senten- 
cia núm.  5.) 3» 

Clases  pasivas. — El  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  tiene  por 
objeto,  como  explica  su  preámbulo,  restablecer  en  toda  su  inte- 
gridad la  observancia  de  la  ley  anterior  sobre  Clases  pasivas;  y 
consiguiente  á  esto  propósito  consigna  en  su  art.  4 .°  que  el  Go- 
bierno respetará  las  pensiones  otorgadas  con  sujeción  á  los  pre- 
ceptos de  ia  ley. 

Conforme  á  estas  declaraciones  y  atendiendo  á  su  índole  y  ten- 
dencias, el  citado  decreto -ley  no  tiene  efecto  retroactivo  en  per- 
juicio de  derechos  legítimamente  adquiridos,  como  lo  declaró  ter- 
minantemente el  Real  decreto  de  20  de  Abril  de  1874,  expedido 
por  el  Ministerio  de  Marina,  de  acuerdo  con  el  dictamen  del  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno,  no  obstante  las  modificaciones  en  dicho 
decreto-ley  introducidas. 

El  art.  40  de  la  Ley  de  presupuestos  de  4873  sanciona  el  mis- 
mo principio  do  la  no  retroactividad,  y  bajo  tai  supuesto  la  cues- 
tión vione  reducida  á  determinar  si  la  clasificación  del  recurrente, 
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cesante  con  anterioridad  á  dicho  decreto-ley,  se  halla  ajustada  á 
las  prescripciones  que  regían  sobre  la  materia. 

La  Ley  de  presupuestos  de  1835,  nada  dispone  en  cuanto  á 
servicios  prestados  en  destinos  obtenidos  en  propiedad  con  nom- 
bramiento Real  ó  de  las  Curtes;  y  exigiendo  tales  condiciones  úni- 
camente para  aquella  que  constituya  base  ó  arranque  de  carrera, 
y  para  determinar  el  sueldo  regulador,  es  evidente  que  no  excluye 
el  abono  de  los  prestados  con  posterioridad  que  no  so  hallen  en 
estos  casos. 

Además  de  haberlo  declarado  así  la  jurisprudencia,  esta  doc- 
trina se  halla  expresamente  confirmada  por  la  Real  orden  de  31 
de  Octubre  de  4843,  al  disponer  que  todos  los  empleados  de  cual- 
quiera ramo  y  procedencia  que  después  de  servir  un  destino  en 
propiedad  con  arreglo  á  la  ley,  presten  servicios  al  Estado  por 
disposición  del  Gobierno  ó  de  cualquiora  do  los  Jefes  de  los  res- 
pectivos ramos  autorizados  para  ello,  tienen  derecho  á  que  se  les 
abone  en  sus  clasificaciones  el  tiempo  que  duren  las  comisiones  ó 
encargos,  por  ser  conforme  á  equidad  y  á  lo  prevenido  en  la 
regla  3."  de  la  Real  orden  de  3  de  Junio  de  1836  y  demás  dispo- 
siciones vigentes. 
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La  Real  orden  de  47  de  Marzo  de  1859,  dispone  en  su  art.  3.° 
que  sólo  se  permitirá  completar  los  dos  años  de  servicio  para 
sueldo  regulador  á  los  que  habiendo  cesado  en  su  último  destino 
antes  <le  cumplirlos,  obtengan  otro  aunque  sea  de  menos  sueldo 
con  tal  de  que  sea  en  propiedad  y  figure  en  los  presupuestos. 

(Sentencia  núm.  40.) 78 

Clases  pasivas.— Según  la  Real  orden  de  44  de  Enero  de  1874,  á  los 
empleados  procedentes  de  la  Real  Gasa  deben  liquidarse  sus  habe- 
res con  sujeción  al  dictamen  de  las  Cortes  Constituyentes  de  44 
de  Junio  de  4870,  por  el  cual  se  resolvió  se  clasificasen  con  ar- 
reglo á  la  legislación  vigente  de  Clases  pasivas. 

Por  el  decreto  de  22  de  Octubre  de  4868,  dado  en  armonía  de  la 
Ley  de  presupuestos  de  26  de  Mayo  de  4855,  sólo  debe  abonarse 
por  punto  general  el  tiempo  servido  en  destinos  de  propiedad  de 
planta  reglamentaria  con  sueldo  detallado  en  los  presupuestos  ge- 
nerales del  Estado,  y  con  nombramiento  Real  ó  de  las  Cortes.  (Sen- 
tencia núm.  21.) 448 

Al  determinar  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  4868  en  su  ar- 
tículo 42  la  estricta  y  rigurosa  aplicación  á  la  letra  de  los  regla- 
mentos de  Monle-pfos  ó  instrucción  de  26  de  Diciembre  de  4834, 
se  propuso  únicamente  corregir  y  evitar  para  lo  sucesivo  los  abusos 
de  incorporaciones  á  aquellos  que  procedieran  do  disposiciones 
arbitrarias,  como  lo  demuestra  el  texto  expreso  y  terminante  de 
su  párrafo  segundo  y  último ,  en  el  que  declara  que  las  que  no 
hubiesen  sido  objeto  de  ley  serian  nulas,  de  ningún  valor  ni  erecto, 
caducando  las  pensiones  concedidas  fuera  de  reglamento  é  ins- 
trucción. (Sent.  núm.  23,) 455 

Con  arreglo  á  la  Ley  de  presupuestos  de  26  de  Mayo  de  4835, 
sólo  son  abonables  en  las  clasificaciones  para  la  regulación  de  de- 
rechos pasivos  á  los  empleados  civiles  los  servicios  efectivos  pres- 
tados en  destinos  de  Real  nombramiento  ó  de  las  Cortes,  á  no  ser 
que  por  leyes  ó  disposiciones  de  carácter  general  se  determinen 
otros  abonos  de  tiempo.  (Sent.  nvm.  53.) » 330 

Sólo  son  abonables  para  obtener  pensiones  civiles  los  servicios  - 
prestados  en  destinos  de  la  Administración  pública  retribuidos  por 
el  Estado,  con  la  única  excepción  de  los  que  se  marquen  expre- 
samente de  otra  índole  en .  leyes  ó  disposiciones  do  carácter  ge- 
neral. (Sent.  núm.  59.). ../. 366 

Según  las  leyes  de  presupuestos  de  4835  y  4862,  á  los  Jueces 
y  Magistrados,  así  como  á  los  Fiscales,  debe  abonárseles  ocho 
años  por  razón  de  su  carrera  para  los  ofectos  de  la  jubilación, 
atendida  la  preparación  que  exigen  esta  clase  de  destinos  para  su 
desempeño,  y  á  fin  sin  duda  de  nivelarlos  con  los  que  singla 
pueden  desde  luego  y  en  edad  más  temprana  entrar  ¿  .  en 
otros  ramos  de  la  Administración  pública.  f 
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Los  Jefes,  Oficiales  y  Auxiliares  del  Ministerio  de  Gracia  y  Jus- 
ticia que  sirvieron  antes  de  la  Ley  orgánica  de  Tribunales  esta- 
ban comprendidos  según  sus  años  de  servicios  en  los  diversos 
grados  de  esas  jerarquías  por  las  declaraciones  que  hizo  el  Real 
decreto  de  43  de  Diciembre  de  4867  en  sus  artículos  2.°  y  3.°, 
declaraciones  que  ha  respetado  la  Ley  orgánica  en  su  disposi- 
ción 10  de  las  transitorias. 

Si  estos  empleados  son  funcionarios,  de  las  jerarquías  judicial 
ó  fiscal,  y  ese  es  su  carácter,  no  pueden  menos  de  tener  los  de- 
rechos declarados  á  estas  clases,  y  esto  no  por  una  simple  ¡aduc- 
ción, ni  porque  exista  para  ellos  la  misma  razón  de  la  ley,  sino 
porque  asi  lo  determina  expresamente  el  citado  Real  decreto  al 
final  de  su  art.  3.° 

No  importa  para  los  efectos  del  abono  de  los  ocho  años  el  que 
los  funcionarios  del  Poder  judicial  ó  dul  Ministerio  fiscal  no  ejerzan 
atribuciones  Contenciosas  mientras  sirven  en  el  Ministerio,  porque 
allí  prestan  también  sus  servicios  en  la  administración  de  justicia, 
reputando  el  Real  decreto  ya  referido  en  su  preámbulo  como  con- 
veniente esta  alternativa  de  funciones  activas  y  contenciosas  para 
formar  hombres  completos  en  este  importante  ramo,  por  lo  cual 
los  que  sirvieron  antes  de  la" Ley  orgánica  en  aquel  centro  man- 
tenían su  carácter  de  miembros  de  la  jerarquía  judicial  ó  fiscal,  y 
no  sólo  lo  mantenían,  sino  que  ganaban  en  ellos  antigüedad  y 
hasta  ascensos;  alcanzando  estos  derechos,  según  el  decreto  refe- 
rido, el  de  7  de  Marzo  de  I  «54  y  otros  más  antiguos,  no  sólo  á 
los  que  habían  iniciado  su  carrera  en  los  Juzgados  ó  Promolorías, 
sino  también  á  los  que  desde  luego  siendo  Abogados  y  teniendo 
las  demás  condiciones  exigidas  por  las  leyes,  habían  empezado 
sus  servicios  jurídicos  como  Oficiales  ó  Auxiliares  en  el  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia. 

Por  lo  expuesto  se  vé  claramente  que  no  es  un  puro  honor, 
una  simple  categoría  ni  una  mera  aptitud  para  poder  ser  nom- 
brado Juez  ó  Fiscal  la  declarada  á  los  emplearlos  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  por  el  Real  decreto  de  4867,  sino  que  es  el  ca- 
rácter mismo  de  estos  funcionarios  según-  su  clase  ó  grado ,  en 
prueba  de  lo  cual  manda  se  fundan  en  un  mismo  escalafón  con 
aquellos,  formando  un  todo  homogéneo  la  jerarquía  judicial  ó  fiscal. 

(Sentencia  núm.  65.) 403 

Clases  pasivas. — Por  el  decreto  de  26  de  Mayo  de  4854,  que  establece  el 
servicio  que  deben  prestar  los  Magistrados  y  Jueces,  se  les  concede 
mientras  sustituyen  personalmente  á  alguno  de  estos  funcionarios 
la  mitad  del  sueldo  correspondiente  al  Magistrado  ó  Juez  á  quien 
suplan ,  y  además  el  abono  para  cesantías  y  jubilaciones  de  todo 
el  tiempo  que  dure  su  nombramiento ;  y  por  más  que  en  lo  con- 
cerniente á  la  cuantía  del  sueldo  y  al  goce  del  mismo  el  derecho 
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que  por  el  art.  7.°  de  aquel  decreto  se  otorga  á  dichos  suplentes 
sea  limitado  y  condicional,  es  evidente  que  en  lo  relativo  al 
abono  de  tiempo  para  el  objeto  indicado  no  se  impone  restric- 
ción ni  condición  alguna,  ni  en  ese  artículo  ni  en  ningún  otro, 
sino  que  el  derecho  concedido  se  extiende  de  un  modo  absoluto 
á  todo  el  tiempo  que  dure  el  nombramiento  xde  los  mismos. 

Si  bien  por  el  párrafo  primero  de  la  Ley  de  presupuestos  de 
45  de  Julio  de  4865  se  estableció  que  desde  su  publicación  sfilo 
será  de  abono  para  derechos  pasivos  el  tiempo  que  se  sirva  en 
destinos  de  planta ,  cuyos  sueldos  figuren  en  los  presupuestos, 
circunstancias  que  no  concurren  ciertamente  en  los  cargos  de 
suplentes  de  Magistrados  y  Jueces ,  no  por  eso  se  anuló  entonces 
el  referido  derecho  de  tales  funcionarios  al  abono  que  les  con- 
cediera el  decreto  de  todo  el  tiempo  que  dure  su  nombramiento; 
antes  bien  quedó  á  salvo  bajo  la  sanción  de  dicha  ley ,  como  com- 
prendido evidentemente  en  la  excepción  consignada  en  el  pár- 
rafo segundo  del  mismo  art.  44  en  el  que  se  dispone  que  «los 
derechos  adquiridos  y  los  servicios  prestados  con  anterioridad  á 
la  publicación  se  abonen  ea  las  clasificaciones  sucesivas  con  ar- 
reglo á  las  disposiciones  que  habian  regido  hasta  aquel  dia.» 

Si  la  disposición  del  art.  C.°  del  decreto  ley  de  22  de  Octu- 
bre do  4  868  tuviera  el  carácter  retroactivo  que  ni  parecer  le  daba 
su  tenor  literal,  habría  obstado  é  impedido  indudablemente  el  re- 
ferido abono ,  mediante  á  que  el  servicio  de  que  se  trata  carece 
de  las  condiciones  en  aquella  establecidas;  m4s  después  de  ex- 
plicado el  verdadero  espíritu  de  dicho  decreto  por  la  instrucción 
de  8  de  Febrero  de  4869,  expedida  para  "su  ejecución,  no  hay 
tal  obstáculo  ni  impedimento  alguno,  sino  que  está  expedito  y 
tan  en  vigor  como  antes  el  derecho  de  los  Magistrados  suplentes 
al  abono  del  repetido  servicio;  puesto  que  en  el  párrafo  tercero 
de  la  regla  2.*  de  esa  instrucción  se  declara  abonable  lodo  el 
tiempo  servido  en  empleo  de  planta  en  cualquiera  de  las  carre- 
ras de)  Estado ,  aun  cuando  no  tuviese  sueldo  designado  en  los 
presupuestos. 

Por  el  art.  40  de  la  última  Ley  de  presupuestos  de  28  de 
Febrero  de  4873  se  previno  que  el  decreto-léy  de  22  de  Octubre 
de  4868  no  tuviera  efecto  retroactivo,  aplicándose  sus  disposicio- 
nes solamente  á  servicios  prestados  con,  posterioridad  á  su  pu-  % 
blicacion ,  debiendo  regularse  los  anteriores  por  las  leyes  vigen- 
tes á  la  referida  fecha ,  y  vigente  estuvo  sin  duda  hasta  entonces 
la  de  45  de  Julio  de  1865,  que  en  el  párrafo  segundo  de  su  ar- 
tículo 44  reconoció  ya  como  legitimo  el  abono  de  servicios  de 
índole  y  condición  iguales  á  las  del  que  sirve  de  objeto  á  este 

pleito.  (SenL  núm.  72.) 437 

Clases  pasivas. — Es  un  principio  en  materia  de  Clases  pasivas  que  del 
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fallecimiento  de  un  empleado  no  pueden  surgir  á  la  vez  dos  gra- 
vámenes contra  el  Estado. 

En  el  art.*46  de  la  instrucción  de  26  de  Diciembre  de  483! 
se  dan  disposiciones  sobre  el  modo  de  distribuir  una  misma  pen- 
sión entre  la  viuda  y  los  hijos  de  un  empleado.  (Sentencia  nú- 
mero 86. ) 550 

Clases  p\sivas  de  la  Real  Gasa. — Según  la  Real  orden  de  44  de  Enero 
de  4871  corresponde  á  la  Junta  de  Clases  pasivas  hacer  la  clasifi- 
cación de  los  derechos  de  todos  los  empleados  que  lo  hayan  sido 
de  la  Real  Casa  con  arreglo  al  dictamen  de  la  Comisión  de  las 
Corles  Constituyentes  de  14  de  Junio  de  1870,  prescribiéndose 
en  su  art.  7.°  que  los  servicios  prestados  á  la  Real  Casa  desde 
que  su  Administración  se  separó  de  la  del  Estado  se  consideren 
como  hechos  al  mismo ;  y  en  su  consecuencia .  los  derechos  que 
produzcan  se  declararán  con  arreglo '  á  la  legislación  vigente  de 
Clases  pasivas  civiles. 

Según  tiene  declarado  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo 
en  sentencia  de  26  de  Setiembre  último,  ct  tiempo  servido  sin 
sueldo  en  pinza  de  Gentil-hombre  de  casa  y  boca  no  es  de  abono 
en  las  clasificaciones  de  los  empleados  de  la  Real  Casa.  (Sen- 

■ 

tencia  núm.  74.) 447 

Clasífigacion  de  los  empleados  de  Ultramar. — El  Real  decreto  de  43 
de  Mayo  de  1859  dispone  que  los  empleados  públicos  en  las  pro- 
vincias de  Ultramar  cuando  no  llevan  seis  años  de  residencia  se 
les  regule  aquel  en  proporción  de  cuatro  á  diez,  ó  sea  con  el 
descuento  ó  reducción  de  dos  quintos  para  los  efectos  de  obtener 
la  clasificación  de  haber  pasivo  y  de  poder  acumular  sus  servicios 
con  los  prestados  en  la  Península. 

Esta  prescripción  es  terminante  y  absoluta,  sin  que  pueda  eva- 
dirse de  ella  ningún  empleado  que  aspire  á  haber  pasivo  como  tal 
empleado,  y  no  admite  por  consecuencia  distinciones  que  ella  no 

hace.  (Sent.  núm.  59.) 36S 

Competencias. — El  Jefe  del  Estado  dirime  las  competencias  de  jurisdic- 
ción que  se  suscitan  ante  los  Tribunales  y  la  Administración  en 
uso  de  sus  facultades  constitucionales,  según  lo  reconoce  y  de- 
termina el  Real  decreto  que  con  audiencia  del  Tribunal  Supremo» 
Consejo  Real  y  de  Ministros  se  expidió  en  4  de  Junio  de  4847. 

Contra  las  resoluciones,  de  esa  índole  no  hay  ulterior  recurso 
en  conformidad  á  lo  expresamente  dispuesto  por  el  art.  20  de!  ya 
enunciado  Real  decreto. 

Es  inherente  á  la  altísima  potestad  de  que  se  halla  revestido 
por  el  art.  73  de  la  Constitución  el  Jefe  del  Estado  al  dirimir  las 
competencias  suscitadas  entre  los  funcionarios  de  justicia  y  do  la 
Administración,  la  facultad  de  hacerles  las  advertencias  ó  preven- 
ciones que  estime  procedentes  después  de  oir  al  Consejo  de  Esta- 


ALFABÉTICO.  787 

do,  que  os  la  garantía  de  acierto  para  acordar  estas  resoluciones, 
facultad  que  ha  sido  reconocida  sin  contradicción  de  ninguna  es- 
pecie en  la  esfera  contenciosa,  pues  no  la  permite  el  ejercicio  de 
las  prerogativas  constitucionales  en  la  alta  región  en  que  el  Jefe 
del  Estado  obra  al  fijar  el  deslinde  de  los  poderes  públicos. 

Además  las  advertencias  ó  prevenciones  hechas  al  dirimir  los 
conflictos  mencionados  no  tienen  carácter  de  correcciones  disci- 
plinarias, al  menos  en  el  sentido  y  para  los  efectos  que  la  Ley 
orgánica  del  Poder  judicial  las  define  y  formula,  ni  pueden  tenerlo 
porque  no  recaen  sobre  actos  puramente  judiciales  subordinados  á 
la  jerarquía  judicial,  sino  sobre  otros  de  índole  muy  compleja  y 
especial  que  tienen  que  amoldarse  á  un  procedimiento  también 
especial,  y  los  cuales  eslán  sujetos  únicamente  á  la  apreciación  y 
acuerdo  del  Jefe  del  Poder  Ejecutivo  con  sus  Ministros  responsa- 
bles, como  regulador  de  los  demás  poderes,  ó  al  menos  como  la 
representación  más  viva  y  permanente  del  poder  social:  por  lo 
que  no  debe  calificar  dichas  resoluciones  como  simples  actos  mi- 
nisteriales de  aquellos  que  ponen  fin  á  los  expedientes  meramente 
administrativos,  y  al  hacerlo  pueden  herir  un  derecho  particular 
preexistente  claramente  definido  que  higa  necesaria  y  proce- 
dente una  demanda  contenciosa.  \Sent.  núm.  46.) 424 

Competencias. — La  admisión  de  la  de/nanda  no  implica  la  competencia  del 
Tribunal  de  un  modo  absoluto  y  definitivo  para  conocer  necesaria- 
mente de  las  cuestiones  suscitadas,  porque  si  este  no  tiene  real- 
mente polestad  ó  jurisdicción  para  ello,  por  carecer  de  atribucio- 
nes, siendo  como  son  las  cuestiones  de  competencia  de  orden 
público  en  las  que  viene  envuelto  el  deslinde  de  los  poderes,  base 
fundamental  de  los  Gobiernos  y  garantía  necesaria  para  el  buen 
régimen  de  las  naciones,  hny  medios  siempre  de  promoverlas 
mientras  no  se  llegue  á  una  resolución  final  y  ejecutoria.  (Sen- 
tencia núm.  90.) 577 

Conflictos  entre  dos  Ministerios. — Al  Consejo  de  Ministros  ó  al  Mi- 
nisterio del  ramo  corresponde  decidir  privativamente  las  cuestio- 
nes que  se  susciten  acerca  de  actos  de  puro  gobierno  >  sobre  la 
competencia  positiva  6  negativa  de  jurisdicción  y  atribuciones  ante 
las  Autoridades  judiciales  y  administrativas,  y  sobre  los  conflictos 
que  se  susciten  entre  los  Ministerios,  Autoridades  y  agentes  de  la 
Administración,  previa  consulta  del  Consejo  de  Estado,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  45,  núm.  9.°,  y  el  52  de  la  Ley  orgá- 
nica de  este  alto  Cuerpo  de  47  de  Agosto  de  4860;  según  la  rei- 
terada jurisprudencia  establecida  en  Reales  órdenes,  de  conformi- 
dad con  la  legislación  vigente.  (Sent.  núm.  4  10.) 730 

Consejo  db  las  Ordenes.— Según  la  letra  clara,  expresa  y  terminante 
de  la  Real  orden  de  4  de  Setiembre  de  4836,  el  Consejo  de  las 
Ordenes  no  fué  por  ella  suprimido,  y  si  tan  sólo  aquella  denomi- 
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nación  que  cambió  llamándose  desde  entonces  Tribunal  especial 
de  las  mismas  Ordenes,  sin*  que  por  ello  variase  su  esencia  ó 
modo  de  ser  ni  su  naturaleza,  siguiendo  la  planta  del  personal  de 
que  estaba  dotado  y  en  observancia  su  anterior  reglamento,  como 
oportunamente  expone  en  su  dictamen  la  Sección  de  Hacienda  del 
Consejo  de  Estado  al  emitirle  informando  al  Ministerio  de  Hacienda 
en  14  de  Julio  de  1870.  (Sent.  núm  23.) 15.% 

Consumos. — St*gun  lo  establecido  en  el  art.  99,  cap.  18  de  la  Ley  de 
presupuestos  de  25  de  Junio  de  1864  sobre  la  contribución  de  consu- 
mos é  instrucción  aprobada  por  Real  orden  de  I .°  de  Julio  siguiente, 
en  todas  la  poblaciones  donde  la  introducción  anual  de  cualquiera 
especie  gravada  sea  cuatro  veces  mayor  próximamente  por  lo  me- 
nos que  se  haga  en  ella,  sobre  lo  cual  se  formará  juicio  por  el 
resultado  que  ofrezca  el  año  común  de  un  trienio  ó  quinquenio, 
la  Administración  y  el  comercio  por  recíproca  conveniencia  po- 
drán establecer  derechos  módicos  cxigibles  sobre  la  totalidad  de 
las  introducciones  en  sustitución  de  los  de  tarifa,  que  sólo  son 
cxigibles  sobre  los  consumos. 

Con  arreglo  á  lo  presunto  en  el  art.  403  de  la  referida  instruc- 
ción, los  contratos  de  derechos  módicos  deben  realizarse  por  tér- 
mino de  dos  ó  tres  años,  y  reputarlos  legalmente  prorogados  de 
un  año  á  otro  hasta  que  por  la  Hacienda  ó  por  la  representación 
del  comercio  sean  desahuciados  por  escrito  tres  meses  antes  á  lo 
menos  de  la  terminación  del  año  corriente.  (Sent.  núm.  11.) 84 

Contr\tos. — Es  regla  incuestionable  de  derecho,  así  civil  como  admi- 
nistrativo, que  lo  estipulado  en  los  contratos  tiene  fuerza  de  ley 
para  las  partes  contratantes;  y  que  respecto  á  lo  que  no  hayan 
previsto  y  especialmente  condicionado,  han  de  atenerse  á  los  prin- 
cipios generales  de  derecho.  (Sent.  núm.  14.) 104 

Es  un  principio  de  derecho,  asi  en  el  orden  civil  como  en  el  ad- 
ministrativo, que  lo  estipulado  en  un  contrato  es  ley  que  obliga 
ineludiblemente  á  su  cumplimiento  á  las  parles  que  lo  celebraron 
y  la  Administración  pública,  lo  mismo  que  los  particulares,  se 
halla  en  el  deber  de  observar  estrictamente  lo  pactado,  siendo 
de  su  cargo  en  caso  contrario  las  consecuencias  que  en  daño  del 
otro  contratante  se  puedan  originar  de  la  infracción  de  este  pre- 
cepto legal.  (Sent.  núm.  17.) 125 

Contratos  aleatorios. — La  condición  aleatoria  como  en  general  todas 
las  de  los  contratos,  no  empieza  á  regir  sino  desde  que  so  hallen 
perfectos  por  la  aceptación  de  los  interesados.  (Sentencia  nú- 
mero 14.) 104 

Contratos  bilaterales. — En  los  contratos  bilaterales  son  mutuas  las 
obligaciones,  y  no  puede  una  de  las  partes  exigir  de  la  otra  el 
cumplimiento  de  lo  que  estuviese  pendiente  de  actos  preliminares 
suyos  sin  haberlos  realizado.  (Sent.  uúm.  14.) 104 
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Contratos  públicos. — Para  la  decisión  de  las  cuestiones  que  se  susci- 

.ten  sobre  los  contratistas  de  obras  públicas  y  la  Administración 

en  primer  término,  ha  de  atenerse  á  las  condiciones  particulares 

del  contrato,  y  en  segundo  á  las  generales  que  rijan  en  la  época 

que  se  celebre. 

En  el  art.  42  del  decreto  de  10  de  Julio  de  1861,  se  dispone 
que  bajo  ningún  pretexto  de  error  ú  omisión  pueda  el  contratista  re- 
clamar aumento  de  los  precios  fijados  en  el  cuadro  general  que 

acompañe  el  presupuesto.  (Sent.  núm.  80.) 489 

— —  Es  condición  esencial  en  los  contratos  de  toda  clase  de  servicios 
públicos  por  cuenta  del  Estado  la  de  que  estos  hayan  de  celebrarse 
por  remate  solemne,  previa  la  correspondiente  subasta,  á  tenor 
de  lo  que  como  base  fundamental  se  establece  en  el  art.  1 .°  del 
Real  decreto  orgánico  de  27  de  Febrero  de  1852. 

Esta  regla  general  tiene  sin  embargo  sus  naturales  excepcio- 
nes en  aquellos  casos  en  que  la  contratación  sea  de  reconocida 
urgencia  que  demandase  un  pronto  servicio  sin  dar  lugar  á  trá- 
mites dilatorios*  ó  cuando  después  de  dos  susbastas  consecutivas 
no  haya  habido  licitadores,  ó  también  cuando  la  seguridad  del 
Estado  exija  garantías  especiales,  y  en  otros  muchos  que  se  de- 
terminan en  dicho  art.  l.°y  6.°  del  citado  Real  decreto,  y  se  re- 
producen un  el  16  de  la  instrucción  complementaria  aprobada 
por  Real  orden  de  3  de  Junio  de  aquel  mismo  año. 

Para  la  celebración  de  cualquier  contrato  de  los  exceptuados 
del  remato  público  deberá  proceder  un  Real  decreto  que  la  autorice 
expedido  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  en  pleno;  y  que  para 
su  completa  validez  será  también  necesaria  la  aprobación  superior 
á  tenor  de  lo  preceptuado  en  el  núm.  10  del  art.  6.°  y  en  el  7.° 
del  repetido  Real  decreto  y  en  el  17  de  la  enunciada  instrucción. 
En  el  art.  12  de  esta  última  se  previene  que  en  los  casos 
ordinarios  cuando  la  subasta  segunda  no  diese  resultados  acepta- 
bles para  poder  adjudicar  el  servicio,  so  hará  éste  directamente 
*  por  la  Administración  ó  se  procederá  á  contratarlo  sin  la  solem- 
nidad del  indicado  remate  público  y  por  el  medio  que  según  las 
circunstancias  se  crea  más  conveniente,  consultando  el  caso  con 
el  Gobierno  para  su  resolución.  (Sent.  núm.  83.) 524 

Contribuciones.— Conforme  al  art.  3.°,  cap.  1.°  del  reglamento  ge- 
neral para  la  imposición,  administración  y  cobranza  de  la  contri- 
bución industrial,  está  sujeto  á  su  pago  todo  español  y  extranjero 
que  ejerza  en  la  Península  é  islas  adyacentes,  cualquiera  indus- 
tria, comercio,  profesión,  arte  ú  oficio,  exceptuándose  solamente 
las  comprendidas  en  la  tabla  señalada  con  el  núm.  6.°  (Sent.  nú- 
mero 6.) 43 

Según  las  reglas  de  derecho  administrativo  consignadas  en  re- 
petidas sentencias  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo, 
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los  contratos  sobre  servicios  públicos  se  celebran  á  riesgo  y 
ventora,  sin  que  en  ellos  quepa  indemnización  por  lesión  ni  por 
aumento  ó  disminución  de  las  utilidades;  y  que  para  fijar  su  in- 
teligencia debe  atenderse  á  las  cláusulas  y  condiciones  consig- 
nadas en  la  escritura,  sin  extenderlas  á  cosas  que  no  se  hayan 
estipulado  expresamente.  (Sent:  núm.  98.) 61  * 

Contribución  de  consumos. — Véase  Consumos. 

Contribución  industrial. — Según  el  art.  141  del  reglamento  de  20  de 
Marzo  de  1870,  sobre  contribución  industrial,  las  resoluciones  de 
las  Juntas  administrativas  establecidas  en  las  provincias  para  de- 
cidir respecto  de  las  ocultaciones  que  puedan  tener  lugar  á  fin  de 
sustraerse  do  este  impuesto  causan  estado  y  sólo  son  reclamables 
ante  el  Tribunal  contencioso  de!  territorio.  (Sent.  núm.  52.)....      3i"« 

CONVERSIÓN   EN  INSCRIPCIONES  NOMINATIVAS  INTRASFERIBLES   DE  LOS  BIENES 

de  cierta  fundación. — Conforme  á  lo  dispuesto  por  la  instrucción 
de  17  de  Oclubre  de  1851,  en  su  art.  56,  y  por  el  decreto-ley  de 
28  de  Enero  de  1869  en  sus  reglas  5.a  y  6.a,  sólo  los  créditos 
procedentes  de  fundaciones  cuyos  bienes  se  apliquen  á  objetos 
puramente  eclesiásticos  deben  cancelarse,  asf  como  convertirse  en 
láminas  intrasferibles  los  que  están  dedicados  á  fines  benéficos. 

No  importa  que  el  objeto  benéfico  á  que  estén  aplicados  los 
bienes  de  una  fundación  lo  estén  en  todo  ó  en  parte,  según  esta- 
blece expresa  y  terminantemente  la  ya  citada  instrucción  de  185!, 
y  ha  venido  á  confirmar  el  decreto-ley  de  1869  en  el  hecho  de 
conservar  subsistente  aquel  precepto,  no  acordando  que  se  cance- 
len y  amorticen  los  créditos  procedentes  de  fundaciones  mixtas. 

,  Esías  prescripciones  nacían  y  se  derivaban  de  las  primitivas  le- 
yes desamor!  izadoras,  así  la  de  1836  como  ta  de  1841,  pues  en  una 
y  ctra  se  adjudicó  al  Estado  lo  que  eran  de  los  conventos  y  del 
clero,  lo  que  pertenecía  á  las  fábricas  de  las  iglesias  para  atender 
al  culto,  pero  no  lo  que  procedente  de  bienes  particulares  no 
habían  sido  cedidos  ni  enajenados  á  los  conventos,  ni  al  clero, 
ni  á  las  fábricas,  ni  á  ninguna  otra  entidad  eclesiástica,  motivo 
por  el  cual  las  fundaciones  hechas  con  estos  bienes  que  nunca 
fueron  del  clero,  y  que  se  habían  aplicado  á  objetos  piadosos  per- 
mitidos por  las  leyes  civiles  antes  y  después  de  la  desamortiza- 
ción, las  respetaron  las  nuevas  leyes  de  esta  clase  de  4855  y  1856, 
considerándolas  subsistentes,  y  no  tocando  á  ellas  sino  para  el 
sólo  objeto  de  convertir  sus  bienes  en  láminas  intrasferibles. 

Dados  estos  antecedentes,  y  no  estando  llamado  el  Estado  á 
sustituir  las  obligaciones  religiosas  impuestas  por  los  fundadores 
en  los  patronatos  que  erigieron  con  sus  bienes  particulares,  había 
que  obrar  con  suma  circunspección  respecto  de  estos,  sobre  lodo 
cuando  eran  de  carácter  mixto,  y  sus  rentas  tenían  que  aplicarse 
también  á  objetos  de  beneficencia,  exceptuados  expresamente  de 
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la  desamortización,  porque  para  otro  procedimiento  no  había  fun- 
damento alguno  completo  que  adoptó  la  instrucción  de  4851. 

Este  criterio  ha  sido  el  que  ha  tenido  la  Junta  de  la  Deuda, 
especialidad  respetable  en  estas  materias,  y  el  que  ha  aceptado  * 
el  Tribunal  Supremo,  manteniendo  por  su  jurisprudencia  las  fun- 
daciones mixtas,  y  no  permitiendo  al  aplicar  las  leyes  de  4855  y 
y  4856  sino  la  conversión  de  sus  bienes  en  láminas  intrasferiblcs 
pnra  que  los  patronos  sigan  llenando  con  sus  rentas  el  objeto 
fundacional,  seguu  ellas  mismas  ordenan,  la  4.a  en  su  art.  4.°  y 
la  2.a  en  los  44  y  48. 

Supuestas  las¡disposiciones  de  que  se  ha  hecho  mérito  y  la 
doctrina  que  las  explican  y  consagran,  no  es  posible  admitir  dis- 
tinciones que  la  ley  no  hace,  ni  argumentar  partiendo  de  ellas;  es 
.  decir  considerando  fraccionada  la  fundación,  cuando  es  un  con- 
junto de  disposiciones  piadosas  y  benéficas  que  se  relacionan, 
ayudan  y  completan  entre  sí,  formando  un  todo  armónico  que  es 
preciso  mantener  íntegro  en  cuanto  sea  posible,  no  sólo  porque 
así  lo  quiso  el  fundador,  sino  porque  también  es  indispensable 
para*  atender  á  las  necesidades  religiosas  que  tienen  los  institutos 

de  Beneficencia.  \Sent.  núm.  30.) 492 

Ccjeiipü  juníDico-MiuTAR. — El  art.  29  del  Real  decreto  de  22  de  Diciem- 
bre de  1852,  por  el  cual  se  reformó  el  Cuerpo  Jurídico-militar, 
previene  que  las  Auditorias  de  las  posesiones  de  Ultramar  se  pro- 
vean en  la  forma  establecida  por  las  disposiciones  vigentes  en 
aquella  fecha. 

Con  el  fin  de  evitar  los  abusos  que  pudieran  cometerse  en  los 
nombramientos  para  los  empleos  juridico-militares  en  las  posesio- 
nes de  Ultramar,  se  dispuso  en  el  art.  30  del  precitado  Real  de- 
creto que  los  Auditores  que  hubiesen  servido  en  ellas  con  distin- 
ción* por  espacio  de  seis  años  fuesen  preferidos  siempre  que  lo 
solicitasen  para  destinos  de  la  misma  clase  en  la  Península,  ó  para 
ser  ascendidos  según  correspondiese;  siendo  este  periodo  de  seis 
años  la  base  fundamental  de  la  legislación  de  Ultramar  respecto  á 
la  provisión  de  los  destinos  públicos  en  aquellas  posesiones,  con- 
firmada más  y  más  por  las  Reales  órdenes  de  27  de  Setiembre 
de  4854,  5  de  Marzo  de  1858  y  otras  varias  relativas  á  empleos 
de  otras  carreras  militares. 

El  Real  decreto  de  49  de  Octubre  de  4866,  por  el  que  se  reor- 
ganizó el  repetido  Cuerpo  Juridico-militar,  dispone  en  su  art.  4.° 
que  éste  se  componga  de  cuatro  Auditores  de  Guerra  de  primera 
clase  en  la  Península,  y  en  el  art.  43  se  previene  que  el  servicio 
del  mismo  en  Ultramar  se  siga  prestando  como  hasta  entonces 
figurando  sus  individuos  en  su  respectivo  escalafón  como  super- 
numerarios, reputándose  al  intento  de  primera  elase  la  Auditoría 
más  antigua  de  las  dos  de  la  Isla  de  Cuba.  (Sent.  núm.  77.)...      473 
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Cuestiones  de  propiedad. — Véase  Via  contenciosa. 

Cumplimiento  de  un  contrato. — Para  resolver  en  justicia  las  cuestiones 
que  se  puedan  suscitar  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  hay  que 
¿gustarse  estrictamente  á  las  cláusulas  y  condiciones  en  el  mismo 
consignadas  que  son  ley  para  los  contratantes,  y  no  es  licito 
adoptar  otras  reglas  arbitrarias  aunque  se  supongan  que  son  más 
equitativas.  (Sent.  núm.  75.) 453 

o 

Declaración  del  dominio  útil  y  redención  del  directo. — La  ley  de  27 
de  Febrero  de  4856,  en  su  arl.  2.°  y  otras  disposiciones  legales 
posteriores  conceden  á  los  arrendatarios  de  (incas  rústicas  des- 
amortizadas que  sin  salir  de  una  misma  familia  las  hubiesen  la- 
brado por  si  ó  sus  antecesores  en  los  años  trascurridos  desde 
antes  de  4800  hasta  el  de  la  publicación  de  la  precitada  ley,  el 
derecho  á  obtener  la  concesión  del  dominio  útil  y  el  de  poder  re- 
dimir el  directo,  no  habiendo  excedido  do  i. 400  rs.  la  renta  anual 
del  expresado  arrendamiento.  (Sent.  núm.  12.) 92 

Declaración  de  quedar  desierto  un  recurso. — Véase  Rebeldía. 

Defraudación  del  subsidio  industrial. — Las  denuncias  de  defraudación 
del  subsidio  industrial  fundados  en  datos  justificados  é  irrecusa- 
bles, ajustándose  á  los  trámites  del  reglamento  sobre  la  materia 
dan  lugar  á  la  imposición  del  tributo  y  multa  correspondiente. 
(Sentencia  núm.  27.) 476 

No  puede  imponerse  á  una  persona  recargo  ni  multa  por  defrau- 
dación en  el  subsidio  industrial,  mióntras  no  se  justifique  que  se 
dedicaba  á  una  industria  sin  estar  matriculado  en  la  misma  y  pagar 
la  correspondiente  contribución  por  este  concepto.  {Sent.  nú- 
mero 41 .) 265 

Desamortización. — Las  reclamaciones  referentes  á  la  desamortización 

hay  que  resolverlas  por  las  disposiciones  especiales  que  rigen  sobre    .    . 
esta  materia. 

Por  lo  mismo  no  lo  son  aplicables  las  prescripciones  que  in- 
dependientemente de  ellas  y  para  otros  servicios  distintos  se  hayan 
dictado  sobre  dietas  de  peritos  agrónomos,  Arquitectos  y  Agri- 
mensores. (Sent.  núm.  20.) 442 

Véase  Bienes  desamortizados* 

Deslindes  administrativos. — Según  lo  dispuesto  en  las  Ordenanzas  de* 
Montes  de  22  de  Diciembre  de  4833,  sección  4.a,  tit.  2.°,  en  el 
Real  decreto  de  4.°  de  Abril  de  4846,  Real  orden  de  45  de  Marzo 
de  1860  y  reglamento  de  17  de  Mayo  de  4865,  tit.  2.°,  son  dos 
operaciones  diversas  y  con  distintos  efectos  las  que  en  los  expe- 
dientes de  deslinde  de  fincas  de  aprovechamiento  han  de  efectuar- 
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se,  una  consistente  en  la  diligencia  de  deslinde  cuyos  trámites  y 
formalidades  se  marcan  en  las  precitadas  disposiciones,  y  otra 
posterior  que  es  la  del  amojonamiento. 

La  primera  providencia  que  siempre  ha  de  dictar  el  Goberna- 
dor es  la  de  aprobación  ó  desaprobación  del  deslinde,  resolviendo 
acerca  de  las  reclamaciones  que  hubiese,  sin  perjuicio  de  poder 
los  interesados  acudir  á  la  vía  contenciosa,  y  si  surgieren  cues- 
tiones de  propiedad  á  los  Tribunales  ordinarios. 

Aprobado  el  deslinde  siu  que  se  hubiese  interpuesto  reclama- 
ción por  la  vía  contenciosa,  ó  habiendo  recaído  en  ella  fallo  eje- 
cutorio correspondía  procederse  al  amojonamiento,  conforme  á  lo 
prescrito  en  el  art.  23  del  Real  decreto  de  4.°  de  Abril  de  *Ü46, 
y  posteriormente  á  lo  dispuesto  en  el  de  47  de  Marzo  de  4865, 
completándose  así  la  operación  del  apeo. 

El  resultado  de  los  expedientes  gubernativos  de  deslinde  y  amo- 
jonamiento no  afecta  á  las  cuestiones  de  propiedad,  que  quedan 
Integras  para  jurisdicción  ordinaria,  según  los  principios  generales 
de  derecho  reproducidos  en  varias  disposiciones  administrativas, 
de  las  cuales  basta  citar  el  art.  22  de  las  Ordenanzas  de  Mentes,  43 
del  decreto  de  4.°  de  Abril  de  4846,  3.°  de  la  Real  orden  de  45  de 
Marzo  de  1860  y  36  del  reglamento  de  4865. 

Ha  de  respetarse  en  consecuencia  de  esto  la  posesión  de  los 
terrenos  considerados  como  de  propiedad  particular  que  hubieran 
quedado  dentro  de  los  limites  señalados  al  monte  público  deslin- 
dado mientras  los  Tribunales  de  justicia  no  declaren  por  sentencia 
firme  el  derecho  de  propiedad  á  favor  del  Estado  ó  Corporación  ad- 
ministrativa á  que  se  atribuya  al  monte  de  que  se  trate.  (Sen- 
tencia nútfi.  8. ) 62 

Deuda  del  personal.— Así  la  ley  de  49  de  Julio  de  4869  como  el  Real 
decreto  de  6  de  Marzo  de  4868,  que  hablan  de  los  términos  pre- 
cisos para  reclamar  la  liqui  lacion  do  los  créditos  procedentes  de 
la  Deuda  del  personal,  imponiendo  pena  de  caducidad  si  en  dichos 
términos  no  se  hace  la  reclamación,  se  refieren  á  los  acreedo- 
res á  quienes  no  se  haya  hecho  ni  notificado  aún  la  correspon- 
diente liquidación,  y  de  ningnna  manera  á  los  que  ya  la  tienen 
hecha,  notificada  y  aprobada. 

Ni  la  ley  de  4869  ni  el  decreto  de  4868  hablan  de  reclama- 
ciones especiales  para  el  sólo  efecto  del  abono,  por  lo  que  hay 
que  estimar  éste  como  una  consecuencia  legal  del  reconocimiento 
del  crédito  y  de  su  liquidación,  á  lo  cual  induce  la  supresión  de 
aquella  palabra  en  el  Real  decreto  á  dicha  ley  correlativo,  y  es 

como  su  explicación  y  complemento.  (Sent.  %4m.  408.) 71X 

DeuDA  dr  Ultramar. — Por  el  art.  23  de  la  ley  de  4.°  de  Agosto  de  4851, 
se  dispone  que  serán  objeto  de  una  ley  especial  que' el  Gobierno 
someterá  á  la  aprobación  de  las  Cortes  la  Deuda  de  Ultramar, 
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los  créditos  procedentes  de  oficios  enajenados  y  cualquiera  otro 
cuyo  reconocimiento  estuviese  en  aquella  fecha  suspenso.  (Sen- 
tencia núm.  63.) 3&g 

Diezmo.— La  ley  de  29  de  Julio  de  4837  que  declaró  abolida  la  presta- 
ción del  diezmo,  como  las  demás  disposiciones  legales  posteriores 
que  mandaron  indemnizar  á  los  que  habían  sido  con  legitimo  ti- 
tulo y  perceptores  en  alguna  parte  del  acervo  común  de  dicho  tri- 
buto, denominados  participes  legos,  no  conceden  indemnización 
alguna  á  los  que  no  habían  tenido  aquel  derecho,  siendo  mera- 
mente propietarios  te  fincas  exentas  de  la  prestación  decimal  por 
privilegio,  y  que  por  lo  tanto  nada  perdieron  por  no  causarles  pri- 
vación de  rentas  ni  otro  perjuicio  la  expresada  supresión. 

Nada  puede  perjudicar  la  abolición  de  la  prestación  decimal 
al  que  no  tiene  derecho  á  percibir  diezmos.  (Sent.  núm.  47.)...      296 

Disposiciones  que  causan  estado. — Las  disposiciones  de  la  Adminis- 
tración que  causan  estado,  y  declaran  ó  confirman  derechos  que  se 
Tundan  en  leyes  preexistentes,  están  reguladas  y  no  tienen  carác- 
ter discrecional,  por  más  que  sea  cierto  que  en  la  Administración 
existe  un  derecho  de  inspección  y  vigilancia  y  una  potestad  dis- 
ciplinaria sobre  las  sociedades  á  que  da  vida  con  su  aprobación; 
pero  derechos  que  se  ejorcen  en  determinadas  circunstancias,  y  que 
no  se  oponen  á  los  fundamentales  que  aquellas  adquieren  por  las 
mismas  y  por  las  leyes  que  le  sirven  de  base.  (Sent.  núm.  84.)      536 


Efecto  retroactivo  de  las  leyes  orgánicas  del  Poder  judicial. — Es 
un  principio  inconcuso  de  legislación  y  constituye  un  axioma  ju- 
rídico que  las  leyes  que  no  son  simplemente  aclaratorias  de  otras 
anteriores  no  tienen  efecto  retroactivo  sino  cuando  ellas  mismas 
lo  determinan  y  para  los  casos  y  circunstancias  que  expresan,  y  á 
esta  clase  perteueco  la  Ley  provisional  orgánica  vigente  del  Poder 
judicial,  puesto  que  lejos  de  establecer  en  ella  la  retroactividad  de 
sus  disposiciones,  la  regla  6.a  de  las  transitorias  de  la  misma  re- 
vela claramente  lo  contrario  en  cuanto  prescribe  que  se  conside- 
rará á  todos  los  Magistrados  y  Jueces  en  la  categoría  que  hubieren 
llegado  á  obtener  en  la  carrera  judicial,  sin  que  pueda  desvirtuar 
su  eficacia  en  derecho  al  aplicar  esta  disposición  al  caso  presente 
la  circunstancia  de  referirse  á  las  condiciones  necesarias  para  ad- 
quirir la  inamovilidad,  puesto  que  no  es  por  ello  menos  cierto  y 
explícito  el  reconocimiento  de  las  categorías  existentes  á  la  pro- 
mulgación de  la  precitada  ley. 

Sí  aun  duda  cupiera  sobre  la  doctrina  expuesta,  la  regla  40  de 
igual  dase  que  la  anterior  vendría  á  disiparla,  porque  al  tratarse 
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en  ella  de  los  empleados  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  que 
lenian  derechas  adquiridos  en  virtud.de  la  legalidad  vigente  á  la 
publicación  de  la  enunciada  ley,  ordena  asimismo  que  los  que 
antes  de  la  promulgación  de  esta  ley  hubiesen  obtenido  y  desem- 
peñado eu  propiedad  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  plaza  de 
número  que  por  disposición  expresa  les  diere  categoría  y  derecho 
para  obtener  ctirgos  judiciales,  conservarán  su  derecho  y  serán 
nombrados  según  su  antigüedad,  previa  la  caliCcacion  de  sus  ex- 
pedientes en  las  vacantes  que  ocurran  en  su  respectiva  clase;  de 
modo  que  no  es  lógico  suponer  que  cuando  la  nueva  ley  ha  respe- 
tado las  categorías  adquiridas  por  funcionarios  que  no  pertenecían 
á  los  Tribuna'és,  fuera  el  propósito  del  legislador  privar  de  ellas  á 
los  que  las  habían  alcanzado  en  el  desempeño  de  cargos  efectivos 

en  la  Administración  de  justicia.  (Sent.  nú>a    105.) 694 

Empleados  de  Aduanas  km  Ultramar. — Por  el  decreto  de  la  Regencia 
del  Reino  de  11  de  Diciembre  de  48G9,  que  creo  el  Cuerpo  de 
empleados  de  Aduanas  de  Ultramar,  disponiéndose  en  el  art.  8.° 
que  los  individuos  del  mismo  no  podían  ser  separados  de  sus 
deslinos  sino  por  sentencia  judicial  ejecutoria,  ó  en  virtud  de  ex- 
pediente instruido  con  sujeción  ¿i  lo  que  se  determine  en  el  re- 
glamento, añadiéndose  en  el  art.  40  que  ningún  individuo  del 
mismo  Cuerpo  pueda  ser  obligado  á  aceptar  destino  fuera  de  su 
ramo  ni  inferior  á  su  categoría. 

En  los  artículos  27,  28  y  31  del  reglamento  aprobado  por  de- 
creto de  la  Regencia  en  29  de  Setiembre  de  4870  se  expresan  el 
modo  y  las  causas  únicas  por  las  que  puede  ser  trasladado  ó  se- 
parado un  empleado  de  dicho  Cuerpo.  (SenC.  núm.  45.) 287 

Empleados  del  Cuerpo  de  Aduanas. — El  art.  24  del  reglamento  de  26 
de  Abril  de  1870,  dispone  que  los  emboados  y  subalternos  del 
Cuerpo  de  Aduanas,  incurren  en  responsabilidad  por  las  faltas  que 
cometen,  la  cual  se  les  exigirá  gubernativamente,  sin  perjuicio  de 
la  que  pueda  corresponded  es  con  arreglo  al  Código  penal. 

Según  el  caso  3.°  del  art.  41  del  mismo  reglamento,  procede 
la  separación  por  medio  del  expediente  de  los  referidos  empleados 
cuando  hayan  cometido  siete  faltas  leves  ó  cuatro  graves. 

En  vi'  tud  de  las  explícitas  y  terminantes  disposiciones  es  ih- 
,  controvertible  que  corresponde  á  ka  Administración  la  amplia  fa- 
cultad discrecional  para  calificar  y  corregir  por  medio  do  expe- 
diente instruido  con  las  formalidades  que  se  prescriben  en  la 
sección  primera,  cap.  5.°,  y  en  la  sección  segunda,  cap  6/  del 
citado  reglamento,  las  faltas  en  que  incurren  los  empleados  de 
dicho  Cuerpo  en  perjuicio  de  los  intereses  del  Estado  y  del  mejor 
servicio,  con  independencia  de  la  responsabilidad  que  proceda 
exigirles  por  los  Tribunales  con  arreglo  al  Código  penal;  sin  que 
pueda  surgir  contrariedad  ni  conflicto  de  los  acuerdos  distintos 
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que  dicten  dentro  de  su  respectiva  y  legitima  esfera  de  acción, 
porque  aquel  procedimiento  de  Índole  especial  se  dirige  única- 
mente á  residenciar  los  actos,  irregularidades,  omisiones  ó  des- 
cuidos en  cuanto  afectan  á  la  conducta  y  concepto  de  los  em- 
pleados en  el  exacto  y  esmerado  desempeño  de  sus  deberes  fun- 
cionales ,  cuya  apreciación  y  castigo  es  peculiar  y  exclusivo  del 
orden  gubernativo ,  asi  como  lo  es  del  judicial  juzgar  los  hechos 
que  bajo  diferente  aspecto  revisten  caracteres  del  delito  y  dan 

materia  á  causa  criminal.  (Seat.  núm.  4.) 3 

Empleados  de  Ultramar. — Por  Real  orden  de  17  de  Setiembre  de  4858 
se  dispuso  que,  á  partir  de  4859,  los  empleados  civiles  nombra- 
dos para  servir  en  las  posesiones  de  Ultramar  disfrutasen  el  be- 
neficio de  que  se  abonase  su  pasaje  de  ida  por  cuenta  del  Gobierno. 

Respecto  al  pasaje  de  vuelta  se  concedió  el  mismo  beneficio 
que  en  el  de  ida  á  los  empleados  que  se  hallasen  comprendidos 
en  alguno  de  los  casos  marcados  en  las  Reales  órdenes  de  18  de 
Agosto  de  1864  y  43  de  Julio  de  1863  y  en  la  de  20  de  Junio 
de  1867. 

En  4S69  y  1870  se  elevaron  varias  consultas  por  el  Gobierno 
superior  civil  de  Filipinas  sobre  abono  de  pasaje  de  regreso  á  la 
Península  á  los  empleados  de  Ultramar  declarados  cesantes,  y 
muy  especialmente  á  los  que  quedaron  en  dicha  situación  desde 
Octubre  de  4868  en  adelante;  y  en  su  vista,  por  orden  de  25 
de  Agosto  de  4870,  en  la  que  se  reiteró  otra  do  49  de  Abril,  de- 
jando en  toda  su  fuerza  y  vigor  la  legislación  y  práctica  hasta 
entonces  seguida  respecto  á  los  motivos  por  los  que  se  pierde  el 
derecho  al  abono  de  pasaje  de  vuelta,  consignados  en  las  dispo- 
siciones 3.a  y  4.a  de  la  citada  orden  de  20  de  Junio,  se  mandó 
hacer  el  mencionado  abono  á  todQS  los  empleados  sin  distinción 
de  categorías,  y  aun  respecto  á  aquellos  que  no  tenian  ese  de- 
recho y  ahora  se  les  otorgaba  por  las  consideraciones  especiales 
que  motivaron  la  orden  reproducida  de  49  de  Abril  del  referido 
año  de  4870,  podía  el  Gobernador  disponer  se  llevase  desde  luego 
á  efecto  el  abono  de  mencionados  pasajes,  á  medida  que  la  con- 
sintieran los  recursos  de  las  Cajas  de  aquellas  Islas  y  en  la  for- 
ma que  las  referidas  órdenes  prevenían. 

Corresponde  por  regla  general  el  concepto  de  empleados  pú- 
blicos á  lodos  los  que  por  nombramiento  del  Estado  le  prestan 
algún  servicio,  en  los  diversos  ramos  que  constituyen  sus  fun- 
ciones, recibiendo  la  retribución  pecuniaria  que  se  haya  estimado 

conveniente  señalarles.  (Sent.  núm.  43.) 98 

Empleados  de  Ultramar  sujetos  a  procedimientos. — Por  el  reglamento 
orgánico  de  las  carreras  civiles  de  la  Administración  pública  de 
Ultramar  de  3  de  Junio  de  1866  y  en  su  art.  108  se  previene 
que  cuando  recaiga  auto  de  prisión  contra  empleados  sujetos  á 
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procedimientos  criminales  sólo  tendrán  derecho  á  la  cuarta  parte  j 

de"  su  haber  por  vía  de  pensión  alimenticia,  y  absuellos  libremente 
se  les  abonarán  todos  sus  haberos  hasta  el  día  de  la  absolución 
con  descuento  de  lo  que  tuviesen  percibido. 

Por  el  art.  411  del  expresado  reglamento  se  ordena  que  los 
empleados  ya  procesados  podrán  ser  declarados  cesantes  sin  más 
que  justificarse  la  existencia  del  proceso,  y  si  les  correspondiese 
haber  de  cesantía  lo  percibirán  mientras  que  de  él  no  les  prive 
sentencia  ejecutoria  y  firme:  pero  si  careciesen  de  dicho  haber 
percibirán  srtlo  y  durar\tc  los  procedimientos  judiciales  y  por  vía 
de  pensión  alimenticia  la  cuarta  parte  de  su  sueldo  y  subresueldo. 
Por  el  mismo  art.  441  se  autoriza  expresamente  al  Gobierno 
para  declarar  cesantes  á  los  empleados  procesados,  y  en  este  caso 
la  pensión  que  recibe  es  alimenticia  y  de  la  cuarta  parte  del  sueldo 
mientras  duren  los  procedimientos.  (Sent.  núm.  36.) 234 

Empleados  procedentes  pe  la  Real  Casa. — Véase  Clases  pasivas. 

Enajenación  de  bienes  comunales. — Obtenida  la  aprobación  del  Gobierno 
para  enajenar  los  bienes  inmuebles  comunes  de  los  pueblos,  como 
estos  se  hallan  comprendidos  en  la  desamortización ,  según  el  ar- 
tículo 4.°  de  la  ley  de  4.°  de  Mayo  de  1855  y  los  40  y  12  de  la 
de  44  de  Julio  de  4856,  excepto  los  que  se  hayan  declarado  ó 
declaren  de  general,  libre  y  gratuito  aprovechamiento  de  los  ve- 
cinos, para  su  venta  deben  observarse  las  solemnidades  estable- 
cidas en  estas ,  porque  directa  ni  implícitamente  se  hallan  dero- 
gadas por  la  citada  de  20  de  Agosto  de  4870.  i  Sent.  núm.  77.)      -465 

Establecimientos  balnearios. — Véase  Subsidio  industrial. 

Excepción  de  la  desamortización. — Por  la  ley  de  t.°  de  Mayo  de  4855 
en  su 'art.  2.°  se  declaran  exceptuados  de  la  desamortización  los 
edificios  que  ocupaban  en  aquella  fecha  los  establecimientos  de  Be- 
neficencia é  instrucción. 

Por  el  art.  6.°  del  Convenio  celebrado  con  la  Santa  Sede  en  25 
de  Agosto  y  ratificado  en  7  y  24  do  Noviembre  de  4859,  se  hallan 
igualmente  exceptuadas  de  la  desamortización  las  fincas  ocupadas 
por  Comunidades  consagradas  á  la  enseñanza  pública.  (Sent.  nú- 
mero 67.; 44H 

Excepción  de  la  venta  por  aprovechamiento  común. — Por  el  art.  2.°, 
párrafo  noveno  de  la  ley  de  4.°  de  Mayo  de  4855,  se  exceptúan 
de  la  venta  por  el  Estado  Jos  terrenos  destinados  en  los  pueblos 
al  aprovechamiento  común;  debiendo  éste,  según  el  art.  53  de  la 
instrucción  de  dicho  mes  y  año ,  expedida  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  la  misma  ley  para  su  más  exacto  cumplimiento  y  el 
decreto,  de  40  de  Julio  de  4865,  haber  sido  libre  y  gratuito  para 
todos  los  vecinos  en  los  veinte  anos  anteriores  á  la  promulgación 

de  aquella  sin  interrupción  alguna.  (Sent.  núm.  3.) 49 

La  ley  de  1.°  de  Mayo  de  4855,  después  de  declarar  en  estado 
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de  venta  los  bienes  pertenecientes  á  los  Propios  y  comunes  de  los 
pueblos,  establece  en  el  num.  9.°  de  su  art.  i.°  la  excepción  de 
los  terrenos  de  aprovechamiento  común,  previa  declaración  de 
serlo,  hecha  por  el  Gobierno,  oyendo  al  Ayuntamiento  y  Diputa- 
ción provincial;  y  cuando  el  Gobierno  no  estuviese  conforme  con 
el  parecer  de  estas  Corporaciones  oirá  al  Tribunal  contencioso- 
administrativo  ó  al  Cuerpo  que  hiciere  sus  veces  antes  de  dictar 
resolución. 

La  ley  de  2i  de  Mayo  de  4 863,  en  el  primer  artículo  adicional 
declara  que  sus  disposiciones  no  alteran  bnjo  ningún  concepto  las 
anteriores  que  exceptúan  de  la  desamortización  los  terrenos  y 
montes  de  aprovechamiento  eoirun,  y  según  el  Real  decreto  do  10 
de  Julio  de  1863,  para  que  puedan  ser  exceptuados  de  la  des- 
amortización estos  montes,  son  condiciones  indispensables  que  el 
Ayuntamiento  reclamante  acredite  la  propiedad  del  pueblo  en  el 
terreno  solicitado,  y  el  aprovechamiento  haya  sido  libre  y  gra- 
tuito para  todos  los  vecinos  en  los  veinte  años  anteriores  desde 
la  fecha  de  la  ley  citada  «le  4.°  de  Mayo  de  1855  hasta  el  dia  de 
la  solicitud  sin  ninguna  interrupción.  (Sent.  núm.  95.).  > 62* 


Ferro-carriles.— La  Ley  de  ferro-carriles  de  3  de  Junio  de  1855,  al 
conceder  en  el  núm  5.°  de  su  art.  20  á  las  empresas  durante  la 
construcción  de  aquellas  vías  de  comunicación  y  diez  años  des- 
pués el  beneficio  dol  abono  de  los  derechos  de  Aduanas  que  deban  . 
satisfacer  por  el  material  fijo  y  mrtvil  que  importen  del  extranjero 
con  destino  á  la  construcción  y  explotación,  delermina  que  el 
importe  equivalente  de  tales  derechos  haya  de  fijarse  anualmente 
por  el  Gobierno,  observándose  los  trámites  establecidos  en  el  re- 
glamento pnra  la  ejecución  de  dicha  ley. 

Este  reglamento,  ó  sea  la  instrucción  de  45  de  Febrero  de  4856, 
previene  en  su  art.  21  que  las  empresas  deben  presentar  á  la  Ins- 
pección facultativa  de  los  mismos  caminos  con  dos  meses  de  an- 
ticipación por  lo  monos  la  relación  de  los  efectos  del  material  que 
necesiten  introducir  para  la  explotación  de  la  respectiva  vía  en 
el  año  siguiente  á  fin  de  que  la  indicada  Inspección  la  remita  con 
su  informe  al  Gobierno;  el  que,  previa  su  aprobación,  mandará 
abonar  las  cantidades  á  que  asciendan  los  derechos  contenidos  en 
las  certificaciones  de  las  relaciones  presentadas  y  aprobadas.  (Sen- 
tencia núm.  26.) 169 

— — -  Según  la  Ley  de  ferro-carriles  de  3  de  Junio  de  1855,  en  su  ar- 
tículo 37,  en  todas  las  lineas  se  establecerá  un  telégrafo  eléctrico 
con  los  hilos  que  se  determine  en  la  concesión  de  cada  uno,  siendo 
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do  cuenta  de  las  empresas  la  construcción  y  conservación,  y  cor- 
riendo á  cariro  del  Gobierno  el  servicio  de  la  correspondencia  ofi- 
cial y  privada. 

Se  dispone  por  el  art.  49  del  pliego  de  condiciones  generales 
para  la  concesión  do  ferro-carriles  de  15  de  Febrero  de  i  856,  quo 
la  empresa  establecerá  un  telégrafo  eléctrico  exclusivamente  pora 
e)  servicio  de  la  explotación,  debiendo  los  postes  de  este  telégrafo 
estar  dispuestos  para  recibir  el  número  de  hilos  que  el  Gobierno 
necesite  para  su  servicio  y  el  del  público;  y  estando  obligada  la 
empresa  á  facilitar  el  local  conveniente  en  sus  estaciones  para 
dicho  servicio,  la  custodia,  conservación  y  reparaciones  de  los 
hilos,  y  do  todo  el  material  exterior  á  las  estaciones  que  establezca 
el  Gobierno,  será  de  cuenta  de  la  empresa. 

Por  el  art.  175  del  reglamento  de  8  de  Julio  de  1859  para  la 
ejecución  de  la  Ley  sobre  policía  de  los  ferro-carriles  de  44  de 
Noviembre  de  1 855,  se  ordena  que  tanto  la  custodia  como  el  en- 
tretenimiento y  buena  conservación  del  material  de  los  telégrafos, 
incluso  los  hilos  destinados  al  servicio  del  Gobierno,  serán  de  cuenta  . 
de  las  empresas,  y  las  faltas  cometidas  en  el  servicio  telegráfico 
y  las  que  den  ocasión  á  que  su  material  se  destruya  ó  deteriore  se 
considerarán  como  las  cometidas  contra  la  vía,  y  en  tal  concepto 
serán  castigadas  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  45  de  la 
citada  Ley  de  policía. 

Por  los  artículos  3.°  y  5.°  del  Real  decreto  de  12  de  Abril 
de  1874  se  dispone  que  las  empresas,  además  de  facilitar  los  hilos 
que  su  concesión  especial  determine,  tengan  dispuestos  los  postes 
para  recibir  el  número  de  hilos  que  el  Gobierno  necesite  para  col- 
gar, siendo  obligación  de  las  mismas  empresas  conservar,  entre- 
tener y  reparar  unos  y  otros  con  el  material  necesario  al  efecto, 
así  como- también  reparar  inmediatamente  toda  avería  que  ocurra 
en  las  lineas  á  su  cargo. 

El  establecimiento,  conservación  y  reparación  del  telégrafo 
destinado  al  servicio  del  Gobierno,  como  el  trasporte  gratuito  del 
correo  y  otros,  es  una  carga  ó  servicio  que  se  impone  á  las 
compañías  en  compensación  de  la  subvención  é  importantes  auxi- 
lios que  recibe  del  Estado. 

Las  prescripciones  antes  exprosadas  son  terminantes  y  abso- 
lutas, sin  qne  excluyan  la  rehabilitación  de  la  linea  telegráfica 
destruida,  ó  la  renovación  de  los  hilos  y  material  del  todo  ó  parte 
do  la  misma,  y  antes  por  el  contrarío  comprenden  virtualmcnte 
este  caso,  puesto  que  hablan,  no  sólo  de  custodia,  entretenimiento 
y  conservación,  sino  de  reparación  de  los  hilos  y  todo  el  material 
exterior  á  las  estaciones,  y  obligan  á  las  empresas  á  reparar  toda 
avería  que  ocurra  on  las  líneas  de  quo  sean  concesionarias.  (Sen- 
tencia núm.  400.) 653 
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Fundamentos  de  la  vía  contenciosa. — Al  disponerse  se  proponga  al  cen- 
súa lisia  la  reducción  de  unos  censos  bajo  las  bases  determinadas 
por  la  ley  y  en  cantidad  suficiente  á  producir  una  renta  igual  á 
la  que  venia  percibiendo,  no  dicta  la  Administración  resolución 
alguna,  sino  que  sólo  es  una  oferta,  que  en  la  voluntad  del  dicho 
censualista  está  el  aceptar  ó  rehusar. 

Es  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  y  del  Consejo  de  Estado 
que  cuando  la  Administración  resuelva  una  cuestión  reservando 
al  interesado  el  derecho  de  ejercitar  si  le  conviene  la  acción  cor- 
respondiente ante  los  Tribunales  de  juslicia,  no  hay  decisión  re- 
clamante en  la  vía  contenciosa.  (Sent.  núm.  68.) 448 


Generales  de  la  Armada. — Si  bien  el  Gobierno  se  creyó  obligado  por 
motivos  que  en  decreto  de  14  de  Octubre  de  1868  calificó  de  alta 
conveniencia,  asi  en  el  urden  político  como  en  ol  administrativo, 
ú  declarar  la  exención  del  servicio  de  la  mayor  parte  de  los  Ge- 
nerales de  la  Armada,  procuró  al  mismo  tiempo  conciliar  los  dere- 
chos adquiridos  por  aquellos  altos  funcionarios  con  las  radica  es 
reformas  que  en  ei  personal  de  la  Armada  reclamaba  el  mejor  ser- 
vicio, á  cuyo  fin  por  el  art.  1.°  del  decreto  de  11  del  referido 
mes  y  año  dispuso  que  las  vacantes  en  la  clase  de  Generales  se 
cubriesen  con  los  que  hubiesen  sido  declarados  exentos  del  ser- 
vicio á  consecuencia  de  la  reforma  precitada,  y  por  el^.0  del  men- 
cionado del  14,  que  las  de  la  clase  de  Tenientes  Generales  lo  fue- 
sen por  los  Jefes  de  Escuadra  que  se  encontraran  en  igual  situa- 
ción de  exentos. 

El  mismo  Gobierno,  deseoso  de  regularizar  la  organización  del 
Cuerpo  general  de  la  Armada,  poniendo  término  á  las  medidas 
transitorias,  publicó  el  decreto  de  24  de  Noviembre  de  1868,  y 
en  su  art.  8.°  mandó  que  se  procediese  inmediatamente  á  pre- 
sentar un  provecto  de  Ley  de  ascensos  bajo  ciertas  bases,  entre 
las  cuales  se  cuenta  la  de  antigüedad  absoluta  para  ascender  desde 
la  clase  de. Contraalmirante  á  la  de  Almirante. 

A  consecuencia  de  esto  se  dio  en  15  del  siguiente  mes  de  Di- 
ciembre la  Ley  de  ascensos  en  la  Armada,  estableciendo  en  los 
artículos  2.°  y  3.°,  cap.  2.°,  tit.  1.°,  que  el  sistema  de  ascensos  para 
todas  las  clases  será  por  antigüedad  y  elección;  la  primera  como 
principio  y  regla  general  para  ascender  desde  Alférez  de  navio  á 
Capitán  de  navio,  y  desde  Contraalmirante  á  Almirante,  "al  cubrir 
todas  las  vacantes  que  ocurran  dentro  de  dichas  ciases,  y  la  se- 
gunda con  sujeción  á  ciertas  condiciones  y  para  los  ascensos  de 
Capitán  de  navio  de  primera  clase  á  Contraalmirante,  lo  cual  fué 
igualmente  coasignado  en  la  ley  de  5  de  Diciembre  de  1872. 
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La  ley  de  5  de  Diciembre  de  1872  no  tiene  efecto  retroactivo 
ni  podia  tenerlo  sin  lastimar  los  principios  fundamentales  de  de- 
recho ,  según  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia 
de  19  de  Marzo  de  1874.  (Sent.  núm.  9.) 71 

■ 

i 

Impuestos.— Según  el  caso  4.°  del  art.  129  de  la  precitada  •  ley,  uno  de 
los  ingresos  para  el  pago  de  las  atenciones  municipales  es  el  im- 
puesto sobre  los  artículos  de  comer,  beber  y  arder;  y  nacionali- 
zados ya  los  frutos  que  se  emplean  en  la  elaboración  de  chocola- 
tes ,  pueden  ser  incluidos  en  las  especies  que  pagan  á  su  entrada 
en  las  poblaciones. 

Según  el  art.  1.°  de  la  instrucción,  discutida  y  aprobada  por 
el  Ayuntamiento  y  Junta  municipal  de  Madrid  en  18  de  Agosto 
de  1871,  los  derechos  marcados  en  la  tarifa  que  á  la  misma  acom- 
paña aeran  exigidos  á  su  entrada  en  la  población,  á  menos  que  los 
artículos  marchen  de  tránsito  ó  al  depósito  autorizado.  (Senten- 
cia núm,  4.) ' 29 

La  calificación  de  considerar  como  impuesto  su  derecho  el  pago 
de  timbre  de  las  acciones  de  una  Sociedad,  ha  sido  aceptada  asf 
por  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  como  por  la  del  Tri- 
bunal Supremo,  y  no  es  posible  desestimarla,  porque  no  siendo 
el  pago  de  timbre  objeto  de  una  contribución  direeta  para  la  cual 
haya  que  hacer  un  repartimiento  y  formar  un  expediente  á  Un  de 
nivelar  a  un  mismo  tanto  por  ciento  las  cuotas  individuales,  y 
sobro  el  cual  pudiese  haber  actos  de  la  Administración  suscepti- 
bles de  la  vía  contenciosa ,  sino  que  sin  necesidad  de  preparación 
alguna  la  ley  fija  por  si  misma  el  impuesto  y  sólo  deja  á  la  Admi- 
nistración el  deber  de  exigirlo,  armándola  con  los  medios  coer- 
citivos que  son  necesarios  para  su  pronta  ejecución ,  falta  á  esto 
tributo  los  caracteres  propios  de  las  contribuciones  directas,  y 
hay  por  necesidad  que  agregarlo  á  sus  similares,  que  son  los  in- 
directos. 

No  están  derogadas  las  prescripciones  del  decreto  de  1852  por 
la  Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado  de  1860,  nj  por  la  de  Con- 
tabilidad de  1870,  ni  por  ninguna  otra,  pues  todas  dan  por  su- 
puesta la  materia  contenciosa ,  sin  la  cual  no  es  posible  la  in- 
terposición de  estos  recursos ,  según  ha  establecido  la  jurispru- 
dencia constante  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo; 
ni  podía  ser  otra  cosa,  porque  de  aceptar  su  procedencia  con 
abstracción  de  la  materia  resultaría  quo  podrían  admitirse  aún 
contra  actos  de  puro  Gobierno  y  provenientes  de  su  potestad  dis- 
crecional, lo  cual  seria  un  absurdo. 

II.— 3.a  -  51 
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La  doctrina  sostenida  en  el  Real  decreto  de  4852  no  admite 
en  sí  misma  excepción  de  ninguna  especie,  aunque  sea  cierto  que 
la  jurisprudencia  ha  aceptado  alguna  vez  h  procedencia  de  de- 
mandas contenciosas  en  que  se  han  agitado  otras  cuestiones  con 
ocasión  de  la  regulación  de  los  impuestos  indirectos.  {Senten- 
cia núm.  64.) 397 

Impuestos  indirectos. — Según  el  Real  decreto  de  20  de  Setiembre  de 
4852,  la  regulación  sobre  impuestos  indirectos  es  de  la  compe- 
tencia de  la  Administración  activa,  no  quedando  en  su  virtud 
contra  los  actos  de  ella  que  tengan  por  objeto  dicha  regulación 
expedita  la  vía  contenciosa.  (Sent.  núm.  64.) 39T 

Indemnización  de  da  sos  y  pbrjuicios. — La  Hacienda  no  puede  estar  obli- 
gada á  satisfacer  perjuicios  por  un  contrato  celebrado  con  todos 
los  requisitos  legales,  contra  el  cual  no  se  haya  reclamado  en 
tiempo  oportuno.  (Sent.  núm.  44.) Sí 

Inscripciones  A  favor  del. clero. — La  Real  Orden  dictarla  en  virtud  de 
expediente  promovido  por  el  Cardenal  Arzobispo  de  Toledo,  dispuso 
entre  otros  particulares,  accediendo  también  á  lo  solicitado  confi- 
dencialmente por  el  Nuncio,  de  Su  Santidad,  la  suspensión  del  pago 
de  intereses  de  las  inscripciones  ya  emitidas  y  de  las  que  en  lo 
sucesivo  se  emitiesen  en  favor  del  clero,  basta  que  conocidos  los 
deseos  de  todos  los  Prelados  se  dictara  una  medida  general. 

Esta  Real  orden  aceptada  sin  oposición  por  todas  las  Iglesias 
y  Prelados  tiene  un  carácter  general  y  es  obligatoria  mientras  se 
realiza  la  condición  esencial  de  su  precepto,  dictándose  la  resolu- 
ción defíuitiva  que  concilio  los  intereses  de  la  Iglesia  y  del  Estado. 
La  orden  general  de  44  de  Enero  no  tuvo  por  único  funda- 
mento la  dificultad  de  conciliar  el  pago  mensual  convenido  en  el 
artículo  8.*  del  Concordato  con  el  semestral  de  los  '.intereses  de  la 
Deuda,  sino  que  respondió  á  razones  más  generales  y  levantadas» 
cuyo  alcance  se  estendia  así  á  la  diócesis  de  Vitoria  como  á  todas 
las  demás. 

Estas  razones  perfectamente  comprensivas  sin  esfuerzo  del  dis- 
curso, natural  consecuencia  del  período  de  transición  por  el  cum- 
plimiento de  los  Concordatos  y  de  las  leyes  sobre  desamortiza- 
ción producido,  y  de  la  necesidad  de  conciliar  justa  y  prudencial- 
mente  los  deseos  de  la  Iglesia  v  el  deber  del  Estado  en  materia 
de  sustanciacion  del  culto  y  sus  Ministros  tenían  mayor  trascen- 
dencia y  ofrecían  más  delicadas  dificultades  en  las  Provincias  Vas- 
congadas por  su  sistema  especial  de  tributación,  y  por  el  deber 
en  que  están  constituidas  do  satisfacer  las  atenciones  todas  del 
culto  y  clero  como  justa  y  debida  compensación  de  los  tributos 
directos  con  que  contribuyen  las  demás  provincias  y  de  que  vienen 
dispensados  por  disposiciones  particulares  en  consideración  al 
fuero.  (Sent.  núm.  2.) {' 
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Ngembuos  de  Montes. — Por  el  art.  4.°  del  reglamento  orgánico  del 
Cuerpo  de  Ingenieros  de  Montes  de  23  de  Junio  de  4865  se  fijan 
tas  clases  de  que  ha  de  constar,  ocupando  el  sétimo  lugar  los  as- 
pirantes primeros,  y  el  octavo  y  último  tos  aspirantes  segundos; 
el  mismo  reglamento  determina  en  su  art.  72  que  el  orden  de  pre  - 
cedencia  de  los  individuos  del  expresado  Cuerpo  ha  de  ser  el  se- 
ñalado en  el  precitado  art.  4.° 

Establecido  por  el  art.  4.°  del  precitado  reglamento  orgánico 
del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Montes  el  orden  correlativo  de  todas 
las  clases  de  que  se  compone,  comprendiendo  en  las  dos  últimas 
los  aspirantes  primeros  y  segundos  en  dos  grados  sucesivos,  y 
preceptuando  el  art.  72,  según  antes  se  ha  expresado,  que  ese 
orden  es  el  que  determina  la  precedencia  de  sus  individuos,  carece 
de  apoyo  legal  el  supuesto  de  que  no  es  perfectamente  efectivo 
el  ingreso  hasta  que  so  verifica  en  la  clase  de  Ingenieros  segun- 
dos, porque  pueda  ser  contingente  la  exclusión  de  algún  alumno 
en  un  caso,  que  nunca  alteraría  las  precitadas  disposiciones  del 
reglamento  respecto  de  los  que  hubieran  tenido  ingreso  definitivo 
en  el  Cuerpo,  como  lo  tuvieron  á  su  debido  tiempo  los  deman- 
dantes. (Sent.  núm.  403.) 076 


Liquidación  de  crkditos  prockdentss  de  deuda  del  personal. — Véase 
Deuda  del  personal. 

M 

Minas. — Si  bien  el  art.  45  de  la  ley  citada  establece  como  regla  ge- 
neral «que  son  objeto  de  concesión  los  terrenos  procedentes  de 
minas  y  los  escoriales  de  oficinas  de  beneficios,  con  tal  que  unas 
y  otros  estén  abandonados, »  esta  disposición  debe  entenderse  su- 
bordinada á  la  contenida  en  el  art.  59,  según  la  cual  <los  esco- 
riales y  terrenos  existentes  en  pertenencias  de  minas  son  propie- 
dad- de  los  dueños  de  estas,  si  antes  de  su  registro  no  hubiesen 
sido  concedidos  ó  registrados  por  otros.» 

Con  arreglo  al  art.  88  de  la  Ley  de  Minas  de  i  do  Marzo  de 
1868  que  reformó  la  anterior,  el  Ministerio  de  Fomento  tiene  ab- 
soluta competencia  para  pedir  á  la  Junta  superior  facultativa  de 
minería  y  al  Consejo  de  Estado  los  informes  que  estime  conve- 
nientes en  los  asuntos  de  esta  clase,  y  por  consecuencia  los  emi- 
tidos por  dichas  Corporaciones  han  sido  procedentes. 

Las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  minera  estable- 
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cidas  por  el  decreto  del  Gobierno  provisional  de  20  de  Diciembre 
de  -1868  vienen  á  confirmar  lo  dispuesto  en  el  art.  59  de  la  pre- 
citada ley,  puesto  que  uno  y  otras  tienden  á  la  consolidación  de 
los  dominios  del  suelo  y  del  subsuelo  en  una  misma  persona,  tales 
como  se  explican  en  la  base  5.a  para  aumentar  ó  disminuir  de  esta 
manera  las  colisiones  y  conflictos  que  fácil  y  frecuentemenle  pu- 
dieran surgir  entre  los  dueños  del  fondo  y  de  la  superficie  res- 
pecto .1  las  sustancias  metalúrgicas  existentes  en  ellos;  y  por  lo 
tanto  el  Estado  cede  las  de  la  primera  sección  contenidas  en  el 
Subsuelo  al  dueño  del  suelo  en  la  forma  delermioada  en  la  base  7.a; 
y  respecto  á  las  de  la  segunda  sección  concede  al  mismo  la  pre- 
ferencia para  la  explotación  á  tenor  de  lo  consignado  en  la  base  8.a, 
sentándose  en  la  16  el  principio  de  que  la  prioridad  en  la  pre- 
sentación de  la  solicitud  de  concesión  da  derecho  de  igual  prefe- 
rencia al  dupíío  del  suelo  para  la  explotación  de  la  mina  res- 
pecto de  las  sustancias  de  la  segunda  seecion.  (Sent,  núm.  74.).  430 
Minas. — El  art.  45  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  4868  estable- 
ciendo bases  para  la  nueva  legislación  do  minas ,  se  dispone  que 
precisamente  en  todos  los  casos  .la  concesión  minera  se  ha  de  otor- 
gar en  un  plazo  que  no  exceda  de  cuatro  meses  á  contar  desde 
la  fecha  de  presentación  del  escrito. 

La  disposición  46  del  reglamento  do  24  de  Junio  de  48R8,  al 
añadir  una  nueva  causa  de  cancelación  no  contradice  ni  se  opone 
en  manera  alguna  á  lo  establecido  en  el  art.  64  de  la  Ley  de 
Minas  de  4  de  Marzo  do  4868,  sino  que  por  el  contrario  no  ha 
hecho  más  que  desarrollar  el  espíritu  de  la  ley  sobre  ese  punto, 
que  es  el  principal  objeto  de  todas  las  disposiciones  reglamentarias. 

Las  leyes  de  minería  de  España  han  fijado  siempre  plazos,  y 
para  asegurar  su  cumplimiento  penado  á  los  investigadores  y  re- 
gistradores que  los  han  dejado  trascurrir,  ya  por  descuido  suyo, 
ya  por  negligencia  ó  falta  de  la  Administración ,  sin  protestas  ni 
reclamar  contra  ella  en  este  último  caso,  según  lo  demuestran  los 
reglamentos  que  para  la  ejecución  de  las  Leyes  do  Minas  de  44  de 
Abril  de  4849  y  de  6  de  Julio  de  4859  en  las  que  se  encuentran 
disposiciones  análogas  á  la  16  del  de  24  do  Junio  de  4868,  cuya 
circunstancia  dá  á  conocer  de  una  manera  evidente  que  lo  mismo 
que  ahora  se  ha  mirado  también  antes  como  inexcusable  la  es- 
tricta observancia  de  lo  prescrito  en  dichas  leyes ,  y  sobre  todo 
en  lo  relativo  á  los  plazos  y  términos  que  ellas  establecen. 

La  legalidad  hoy  existente  en  materia  de  minería  no  la  forma 
solamente  el  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  4868,  pues  qne 
en  su  art.  32  se  declaran  subsistentes  todas  las  disposiciones  tanto 
de' la  ley  como  del  reglamento  vigentqs  á  su  publicación,  que  no 
se  opusieran  á  las  nuevas  bases;  y  los  principios  consignados  eo 
estas  y  que  dominan  en  aquel,  lejos  do  estar  en  pugna  con  la  re- 
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feríela  disposición  16,  vienen  pop  el  contrario  á  vigorizarla  pres- 
tándola un  nuevo  apoyo,  puesto  que  la  mayor  facilidad  para  las 
concesiones  mineras  que  establece  aquel  decreto  lleva  en  si  como 
consecuencia  natural  la  rapidez  en  la  sustnnciacion  do  ios  expe- 
dientes, la  cual  exige  que  se  procure  impedir  y  evitar  la  negli- 
gencia y  la  morosidad  por  el  medio  eficaz  de  la  pena  de  cance- 
lación. 

Así  la  Administración  activa  en  la  vía  gubernativa  como  el 
Tribunal  Supremo  en  la  contenciosa,  después  de  la  publicación  del 
precitado  decreto-ley,  han  hecho  aplicación  de  la  referida  dispo- 
sición 16  según  lo  demuestran  la  orden  circular,  de  «23  de  Di- 
ciembre de  1873  y  la  sentencia  del  expresado  Tribunal  de  19  de 
Noviembre  de  i 870;  no  siendo  posible  por  lo  tanto  dudar  que  está 
vigente  aquella  disposición  reglamentaria. 

No  es  cierto  que  hayan  concluido  las  obligaciones  del  regis- 
trador, una  vez  hecha  la  demarcación  de  la  mina  y  presentado 
el  papel  de  reintegro,  quedando  ya  entonces  terminado  para  aquel 
el  expediente:  la  Real  orden  de  6  de  Diciembre  do  1870,  en  que 
se  pretende  fundar  semejante  doctrina ,  además  de  ser  evidente- 
mente particular  como  no  publicada  en  la  Gacela  oficial,  ni  itl- 
serta  en  la  Colección  legislativa,  se  dictó  en  un  expediente  re- 
gido por  la  mencionada  ley  de  6  de  Julio  do  4859,  no  siendo  por 
lo  tanto  aplicable  á  este  expediente  que  se  rige  por  la  do  4  de 
Marzo  de  1868,  que  señala  el  término  de  treinta  dias  después  de 
la  demarcación  para  aprobar  ó  negar  el  registro.  (Sent.  núm.  81.).  496 
Mi» as. — De  toda  otra  disposición  ó  medida  adoptada  por  los  Goberna-  . 
dores  en  minería  puede  representarse  gubernativamente  al  Minis- 
terio de  Fomento,  conforme  al  citado  art.  88,  y  contra  sus  reso- 
luciones cabe  también  recurso  contencioso  en  los  casos  taxativa- 
mente señalados  en  el  89  de  la  misma  ley. 

Al  dictarse  en  el  art.  79  del  reglamento  publicado  en  24  do 
Junio  de  1868  las  reglas  para  la  más  completa  inteligencia  de  lo 
que  dispone  el  artículo  precedente  y  en  la  Ley  de  Minas,  pres- 
cribe en  la  tercera  que  cuando  se  solicite  simplemente  un  registro 
sin  expresar  que  en  el  terreno  designado  existe  una  concesión 
anterior,  y  sin  pretender  por  consiguiente  la  oportuna  declara- 
ción do  nulidad,  esta  circunstancia  no  invalida  lo  solicitado,  ni 
.  perjudica  al  logro  de  la  concesión  á  que  se  aspira;  y  lo  que  debe 
hacerse  en  cualquiera  estado  de  los  expedientes  de  registro,,  en 
cuanto  llegue  á  constar  la  existencia  de  una  concesión  anterior 
no  caducada  legalmenfe,  es  suspender  la  prosecución  de  los  que 
están  en  tramito  hasta  practicar  6  continuación  de  los  mismos 
las  diligencias  para  la  declaración  que  corresponda;  volviendo  á 
seguir  su  curso,  según  el  estado  que  tuviera,  tan  luego  como  la 
caducidad  sea  ejecutoría,  ó  cancelándose  en  el  caso  contrario. 
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La  regla  4.a  del  citado  art.  79  previene  que  si  por  ignorarse  y 
no  hacerse  constar  la  existencia  de  una  concesión  anterior  en  el 
terreno  solicitado,  siguiese  el  expediente  todos  sus  trámites  hasta 
concederse  una  investigación  6  registro  después  de  trascurrido  el 
plazo  para  reclamar ,  según  la  ley  y  el  art.  86  de  este  regla- 
mento ,  sin  haberlo  verificado,  no  se  admite  recurso  alguno  que 
tenga  por  objeto  anular  el  nuevo  expediente,  fundándose  en  lo 
falta  de  la  declaración  previa  de  caducidad,  para  estos  casos  y 
.  para  todos  los  efectos  legales  sucesivos  se  reputa  caducada  la 
concesión  en  cuyo  terreno  posteriormente  se  haya  obtenido  otra, 
de  cualquiera  clase  que  sea. 

En  virtud  de  tan  explícitas  como  decisivas  disposiciones  es 
incontrovertible  que  con  sólo  registrar  una  mina  se  sobreentiende 
que  está  denunciada  la  caducidad  de  cualquiera  concesión  preexis- 
tente en  el  terreno  solicitado,  de  ¿al  manera  que  el  registro,  aun 
no  expresándolo,  tiene  la  misma  fuerza  que  el  denuncio  que  para 
ese  caso  requería  la  legislación  minera  anterior,  y  mucha  mayor 
trascendencia,  por  si  no  se  reclamaba  contra  aquel  dentro  de  los 
plazos  improrogables  establecidos  en  la  ley  y  reglamento  citados, 
para  todos  los  efectos  legales  sucesivos  de  derecho  se  reputa 
caducada  la  concesión  en  cuyo  terreno  se  haya  obtenido  otra 
posterior,  sin  que  contra  esta  doctrina  puedan  invocarse  útilmente 
leyes,  reglamentos  ni  Reales  órdenes  que  se  hallan  reformadas 
acerca  de  este  particular. 

Con  arreglo  al  art.  30  del  precitado  decreto-ley,  los  actuales 
dueños  de  minas  pueden  optar  libremente  entre  la  ley  qne  regia 
y  este  decreto,  con  tal  que  ningún  denuncio  contra  dichas  minas 
se  halle  en  tramitación,  y  que  desde  el  dia  que  se  acojan  al  re- 
ferido decreto  y  comiencen  á  pagar  el  canon  correspondiente  ad- 
quieran la  mina  á  perpetuidad.      > 

Según  el  núm.  4.°  del  art.  65  de  la  expresada  ley  de  4  de 
Marzo  de  4868,  caduca  y  se  pierde  la  propiedad  de  las  pertenen- 
cias de  minas  por  abandono,  no  guardándose  las  reglas  estable- 
cidas en  los  artículos  50  al  63  inclusive,  en  los  cuales  se  pre- 
viene que  desde  su  toma  de  posesión  para  que  se  repulen  pobladas 
y  en  actividad  es  necesario  que  se  ejecuten  labores  formales  con 
cuatro  operarios  por  cada  pertenencia  durante  la  mitad  del  año, 
sin  que  sea  indispensable  para  el  pueble  que  estén  los  trabajadores 
distribuidos  en  todas  las  pertenencias  de  la  concesión,  sino  que 
pueden  acudir  á  donde  más  convenga  ,á  los  intereses  de  la  em- 
presa; facultando  la  misma  ley  en  el  art.  68  á  los  Gobernadores 
para  decretar  la  caducidad,  ya  de  oficio,  ya  á  instancia  de  parte 

por  medio  de  registro.  (Sent.  núm.  82.) 3W 

Mr*AS.— Por  el  art.  82  de  la  Ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  4859,  están 
exceptuadas  por  veinte  años  desde  la  publicación  de  dicha  ley  del 
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pago  del  eánon  de  superflcio  las  pertenencias  de  minerales  de 

hierro.  (Sent.  núm.  85.) 552 

Mimsterio  fiscal. — El  Ministerio  fiscal  tiene  el  deber  de  vigilar  por  el 
cumplimiento  do  tas  leyes  y  de  promover  la  acción  de  la  justicia 
en  cuanto  concierne  al  interés  público,  siendo  á  la  vez  el  Repre-  . 
sentante  del  Poder  Ejecutivo  en  sus  relaciones  con  el  Poder  judi- 
cial; por  lo  cual,  y  para  facilitar  su  gestión,  ha  consignado  la  Ley 
orgánica  de  Tribunales  en  su  art.  787  que  el  Fiscal  del  Supremo, 
Jefe  superior  jerárquico  de  todo  este  orden,  es  de  su  libre  nom- 
bramiento, y  en  el  820  que  este  alto  funcionario  y  los  Píscales  de 
los  Audiencias  podrán  ser  separados  libremente  por  el  Estado. 

Por  la  menor  importancia  do  los  demás  servicios  del  Ministe- 
rio fiscal  en  sus  relaciones  con  el  Gobierno,  la  ley  no  ha  encon- 
trado dificultad  en  concederles  alguna  garantía  para  su  separación, 
y  así  lo  ha  hecho  por  su  art.  824,  estableciendo  que  ésta«sea  con 
la  audiencia  de  los  interesados,  la  de  superiores  inmediatos  y  la 
del  Fiscal  del  Tribunal  Supremo,  sin  concederles,  sin  embargo, 
recurso  contencioso  contra  ese  acto  de  la  Administración,  aten- 
dido su  carácter  y  la  condición  especial  de  estos  empleados. 

Además  de  la  separación,  que  respecto  de  los  Fiscales  es  com- 
pletamente libre,  puede  ocurrir  la  necesidad  de  la  destitución  en 
-todos  los  que  correspondan  al  Ministerio  público,  según  el  ar- 
ticulo 824  de  la  Ley  orgánica,  por  incurrir  alguno  de  ellos  en 
ios  casos  señalados  en  el  art.  223  respecto  á  los  Jueces  y  Magis- 
trados, ó  por  las  causas  establecidas  en  los  números  4.°,  2.°,  3.° 
y  5.*  del  224. 

Llegado  este  caso,  de  suma  gravedad  y  trascendencia  por  los  . 
afectos  que  puede  producir  y  por  los  derechos  que  podría  lasti- 
mar, el  Gobierno  tiene  el  deber  de  guardar  las  formas  que  esta 
.  ley  prescribe  para  la  destitución,  hasta  tal  punto  que,'  si  no  tas 
guarda,  los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal  que  se  sintieren  agra- 
viados tienen  derecho  á  entablar  recurso  contencioso  contra  la 
Administración,  según  se  determina  por  el  art.  834  de  la  Ley  or- 
gánica en  su  caso  2.° 

No  hay  en  la  ley  otras  formas  de  destitución  que  las  señaladas 
en  el  art.  224,  él  cual  prescribe  que  para  decretarla,  además  de 
exigir  alguna  de  las  causas  que  designa,  sea  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Ministros  y  previa  consulta  del  de-  Estado.  {Senl.  *ií- 

mero  92.) , 598 

XoNTK-pio. — Véase  Clases  pasivas.  s 

Moa™*. — Las  Ordenanzas  de  Montes  publicadas  en  22  de  Diciembre  do 
4833,  vigente  desdo,  esa  época,  según  se  halla  repetidamente  de- 
clarado en  todos  los  artículos  que  contienen  disposiciones  que  no 
han  sido  expresamente  derogadas  ni  modificadas  por  leyes  poste- 
riores, como  se  verifica  respecto  de  su  art.  5.°,  determina  en  el 
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mismo  que  los  montes  en  que  la  Hacienda  pública  ó  los  pueblos 
tengan  condominio  ó  mancomunidad  de  disfrutes  con  cualquiera 
otro  propietario  particular,  y  aun  en  el  mero  uso  han  de  estar  so- 
metidos en  cuanto  á  su  guarnición  y  conservación  al  régimen  es- 
tablecido en  las  citaejas  Ordenanzas,  y  con  especialidad  en  los 
artículos  38  y  siguientes  de  la -sección  2.a,  que  trata  de  su  con- 
servación y  beneficio.  (Sent.  nám.  7.) M 

Multas  según  las  Okdesanzas'de  Aduanas. — La  facultad  exclusiva  de 
la  Administración  para  imponer  multas  por  los  hechos  penables 
que  señalan  las  Ordenanzas  de  Aduanas  con  la  denominación  de 
faltas  es  indiscutible,  pues  está  expresamente  consignada  en  el 
capitulo  4.°  de  las  mismas;  disponiéndose  en  el  art.  203,  relacio- 
nado con  los  de  dicho  capitulo,  que  si  además  mediasen  delitos, 
!a  Administración  resuelta  primero  sobre  la  legalidad  de  la 
aprehensión  ó  sobre  la  procedencia  de  la  multa,  sin  perjuicio  de 
remitir  después  á  los  Tribunales  el  tanto  de  culpa  quo  resultare, 
procedimiento  que  es  precisa  monte  el  adoptado  en  la*  resolueio- 
des  confirm.id-is  por  el  Ministro  de  UacienJa  en  la  orden  que  ha 
servido  de  base  á  este  pleito,  conducta  que  elimina  desde  luego 
esa  cuestión  previa  que  se  ha  supuesto,  y  ante  la  cual  se  ha  pre- 
tendido, contra  el  texto  terminante  de  la  ley,  se  detuviese  la  Ad- 
ministración en  su  gestión  activa  respecto  de  la  cobranza  de  un 
impuesto  indirecto,  ó  de  las  medidas  represivas  que  autorizan  las 
Ordenanzas  para  castigar  las  defraudaciones  en  esta  clase  de  tri- 
butos, ó  los  vicios  ó  faltas  que  pudiesen  encontrar  en  los  docu- 
mentos de  los  que  están  sujetos  á  ellos; 

Si  en  esos  procedimientos  se  han  cometido  excesos  por  algu- 
nos funcionarios  do  la  Administración  activa ,  al  Tribunal  no  in- 
cumbe su  remedio,  porque  aquella  es  independiente  on  la  aplica- 
ción de  las  leve*  que  regulan  los  impuestos  indirectos,  no  estando 
su  autoridad  limitada  á  la  mera  designación  de  las  cuotas  que  pue- 
dan corresponder  á  cada  partida  según  las  tarifas,  sino  á  todo  la 
que  conduzca  á  la  realización  del  impuesto,' evitando  por  ello  la 
defraudación  cuando  se  pretenda  abusar  de  la  libertad  concedida, 
y  castigando  á  los  defraudadores,  ó  á  los  que  aparezcan  tales  por 
los  defectos  de  sus  documentos,  allí  donde  los  encuentren;  pues 
la  apreciación  contraria  pugna  con  las  prescripciones  y  espíritu  de 
las  mismas  Ordenanzas,  con  la  doctrina  desenvuelta  en  el  preám- 
bulo del  Real  decreto  de  20  de  Setiembre  o\)  i  832  y  con  la  juris- 
prudencia establecida  por  el  Consejo  de  Estado  y  este  Tribunal 
Supremo.  (Sent.  núm.  90.) .' 578 
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Notificaciones. — Conforme  á  la  jurisprudencia  establecida,  tanto  por 
el  Consejo  de  Estado  como  por  el  Tribunal  Supremo,  en  armonía 
con  lo  dispuesto  en  el  art.  77  del  reglamento  de  los  Consejos  pro- 
vinciales de  i. °  de  Octubre  de  4845,  el  24  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil  y  el  20  del  decreto  do  26  de  Noviembre  de  4868,  ' 
no  sólo  se  entiende  hecha  una  notificación  cuando  ésta  se  verifica 
con  las  solemnidades  que  la  ley  exige,  sino  también  cuando  la  parte 
á  quien  puede  afectar  se  muestra  sabedora  del  acuerdo  ó  reso- 
lución, y  en  tal  concepto  hace  reclamaciones  que  no  dejan  duda 
del  perfecto  conocimiento  que  de  ella  tienen.  (Sent.  núm.  91.).-      593 


Oficios  ekajrpíados  por  la  Coroxa. — El  decreto  de  25  de  Febrero,  no 
por  su  forma  sino  también  por  su  fondo,  no  resuelvo  cuestión 
alguna  particular  sino  que  se  reduce  á  dictar  las  disposiciones  de 
carácter  general  que  deberán  observarse  para  calificar  los  oficios 
enajenados  de  la  fé  pública  y  declarar  los  derechos  {le  los  dueños 
de  los  mismos  en  las  Islas  de  Cuba  y  Puerto-Rico ,  así  como  su 
reversión  al  Estado  en  determinadas  circunstancias,  previa  indem- 
nización. 

Las  resoluciones  de  esta  índole ,  son  de  la  exclusiva  compe- 
tencia de  la  administración  activa,  pues  á  ella  corresponde  el  arre- 
glo de  los  servicio^  públicos  y  no  son  susceptibles  do  contención. 
(Sentencia  núm.  99.) ♦. GiO 


Pagas  de  supervivencia. — Las  viudas  de  los  empleados  cuando  no  pue- 
den optar  á  Monte-pío  ni  á  ninguna  otra  pensión  porque  sus  ma- 
ridos se  hayan  casado  después  de  cumplir  los  sesenta  años,  tienen 
derecho  á  las  dos  pagas  de  supervivencia  concedidas  como  un 
socorro  para  atender  á  los  gastos  de  funeral  y  luto. 

Este  derecho  de  las  viudas,  por  el  objeto  á  que  se  dostinan 
dichas  pagas  y  por  la  forma  en  que  se  vienen  consignando  desdo 
su  origen,  no  es  condicional  sino  absoluto,  y  no  depende  por  con- 
secuencia de  que  haya  6  no  hijos. 

La»  disposiciones  ya  referidas  revocaron  ta  Real  orden  de -7  de 
Marzo  de  1806. 
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Si  bien  es  cierto  que  después  de  4865  en  un  expediente  par- 
ticular  prevaleció  la  opinión  contraria  á  las  viudas  de  los  emplea- 
dos sexagenarios,  este  acuerdo  ha  sido  contrariado  por  otras  re- 
soluciones de  la  misma  índole,  por  to  cual  no  hay  en  vigor  una 
jurisprudencia  constante  sobre  el  particular  que  puede  invocarse 
en  oposición  á  la  orden  litigiosa. 

Además  no  existe  disposición  alguna  de  carácter  general  que 
haya  denegado  explícitamente  los  derechos  consignados  en  favor 
de  las  viudas  de  los  empleados  sexagenarios.  (Sent.  núm.  86.).      559 

Pensiones  db  censos  que  pertenecieron  á  Conventos. — La  Real  orden 
de  24  de  Febrero  de  4845,  limita  los  procedimientos  ejecutivos 
que  prescribe  para  la  exacción  de  las  pensiones  de  censos  que  per* 
tenocieron  á  los  conventos  suprimidos,  á  la  de  aquellos  cuyas  es- 
crituras de  imposición  existan  ó  resulte  haberse  tomado  razón  de 
ellas  en  los  Registros  de  hipotecas,  ó  bien  conste  de  otro  modo 
que  estaban  en  vigor  al  extinguirse  la»  comunidades  religiosas 
que  cobraban  las  expresadas  pensiones. 

El  Estado,  como  sucesor  de  los  conventos,  iglesias  y  otras  fun- 
daciones análogas  que  fueron  suprimidos,  ó  cuyos  bienes  se  de- 
clararon nacionales,  adquirió  los  derechos  y  acciones  que  estos 
tenían  para  el  percibo  y  cobranza  de  las  rentas  y  prestaciones  de 
toda  clase;  sin  que  por  aplicarse  ahora  estas  á  objetos  diferentes 
de  los  de  su  anterior  inversión  ó  destino  hayan  variado  en  nada 
la  índole  y  condiciones  de  los  expresados  derechos  y  acciones.  (Sen- 
tencia núm.  87.) 564 

Personalidad  jurídica  de  los  Ayuntamientos. — Véase  Síndicos. 

Personalidad  para  entablar  la  vía  contenciosa. — Véase  Procedencia 
de  la  via  contenciosa. 

Pertenencias  mineras. — La  ley  de  6  de  Julio  de  4859  dispone  en  el 
número  4°  de  su  art.  65,  «que  caduca  y  se  pierde  la  propiedad 
de  las  pertenencia»de  minas,  terreros  ó  escoriales  por  abandono» 
cuando  no  se  han  guardado  en  su  laboreo  las  reglas  establecidas 
en  los  artículos  50,  54,  bt  y  53,  con  la  excepción  contenida  en 
el  66  referente  á  las  causas  extraordinarias  impeditivas  de  los  tra- 
bajos mineros  por  fuerza  mayor  comprobada  en  debida  forma.  (Sen- 
tcncia  núm.  71.) 430 

Policía  urbana.— Según  el  caso  5.°  del  art.  78  de  la  Ley  municipal 
de  4868,  reproducida  en  la  de  Agosto  de  4870,  es  do  la  atribu- 
ción de  los  Ayuntamientos  todo  lo  concerniente  á  policía  urbana 
y  ruralv  dictando  al  efecto  los  Alcaldes  los  bandos  y  disposiciones 
que  tuviesen  por  conveniente,  conforme  á  las  Ordenanzas  y  reso- 
luciones generales  de  los  Ayuntamientos  en  la  materia.  (Sen- 
tencia núm.  32.) 2*0 

La  Ley  municipal  de  30  de  Agosto  de  4870,  al  establecer  en  sus 

artículos  67  y  68  la  base  fundamental  de  las  atribuciones  exclu- 
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si  vas  de  los  Ayuntamientos  en  la  gestión,  gobierno  y  dirección 
de  los  intereses  de  los  pueblos,  enumera  y  determina  cuáles  son 
los  objetos  del  servicio  público  cometidos  á  su  acción  y  vigilancia 
designando  entre  ellos  «la. policía  urbana  y  rural,»  ó  sea  cuanto 
tenga  relación  con  el  buen  orden  de  la  vía  pública  en  general  y  lo 
concerniente  á  la  limpieza,  higiene  y  salubridad  de  los  pueblos. 
(Sentencia  núm.  58.) ! 360* 

Poseedor  dk  buena  fé. — Véase  Abono  de  mejoras. 

Préstamos  con  garantía  de  efectos  públicos. — Según  la  Ley  orgá- 
nica provisional  de  la  Bolsa  do  Madrid  de  8  de  Febrero  de  i 854, 
en  su  art.  32,  los  préstamos  con  garantía  de  efectos  públicos  se 
harán  con  intervención  de  los  Agentes. 

Por  el  art.  37  de  la  misma  ley  se  previene  que  vencido  el 
•  plazo  del  préstamo  el  acreedor  está  autorizado ,  salvo  pacto  en 
contrario,  sin  necesidad  de  requerir  á  su  deudor,  para  proceder 
á  la  enajenación  de  las  garantías,  á  cuyo  fin  las  presentará  con 
!a  póliza  á  la  Junta  sindical ,  la  que  hallando  su  numeración  igual 
ú  la  contenida  en  la  póliza  las  enajenará  en  el  mismo  dia. 

Con  arreglo  á  estas  disposiciones  es  indispensable  la  asisten- 
cia ó  intervención  de  los  Agentes  en  los  préstamos  que  el  Banco 
de  España  haga  con  garantía  de  ofectos  públicos,  puesto  que  para 
proceder  á  la  venta ,  sin  intervención  judicial  en  su  caso ,  es  ne- 
cesario la  presentación  de  póliza,  que  no  puede  existir  sino  ha 
mediado  Agente  en  el  préstamo. 

El  art.  40  de  los  estatutos  del  Banco  de  España ,  aprobados 
en  6  de  Mayo  de  1 856,  lejos  de  contradecir  las  prescripciones  de 
la  Ley  de  Bolsa  las  reitera  y  confirma ,  puesto  que  por  el  expre- 
sado articulo  se  previene  que  para  la  venta  dé  los  efectos  que 
se  den  en  garantía  do  préstamo ,  proceda  sin  necesidad  de  pro- 
videncia judicial,  con  intervención  de  Agento  de  Cambio  ó  Cor- 
redor de  número,  ó  por  otro  medio  oficial  que  se  hallare  esta- 
blecido para  la  de  I03  valores  de  que  se  trata. 

De  las  disposiciones  legales  antes  citadas  se  ve  claramente 
existe  entre  ellas  la  más  perfecta  concordia  y  conformidad,  puesto 
que  unos  y  otros  artículos  tienen  por  principal  y  único  objeto  me- 
jorar las  negociaciones  sobre  efectos  públicos ,  no  exigiendo  otra 
garantía,  tanto  para  la  celebiiacion  de  los  préstamos  como  para 
su  consumación ,  que  la  salvaguardia  del  oficial  público  que  ha 
de  dar  fé  de  aquel  acto.  {Sent.  núm.  79.) 480 

Principios  db  derecho. — Mediando  duda  entre  dos  disposiciones  de  una 
misma  ley,  en  las  cuales  aparece  cierta  antinomia,  es  doctrina 
constante  que  se  esté  á  la  más  favorable  á  los  interesados.  (Sen- 
tencia núm.  4.) 29 

Procedencia  .de  la  yía  contenciosa. — Según  jurisprudencia  establecida 
por  el  Consejo  de  Estado  y  por  el  Tribunal  Supremo ,  sólo  pro- 
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ce  Je  la  vía  contenciosa  contra  las  resoluciones  mimSie.-iiles  eo 
materia  de  minas  respecto  de  aquellos  casos  en  que  e*ia  «apre- 
samente concedi  h  por  las  leyes  y  reglamentos  vigente^  sobre  la 
materia.  (SenL  núm.  25. ) !•-•* 

Procedencia  úk  la  vía  co^texciosa. — No  procede  la  vía  contenciosa  oí 
*  há  lugar  a  la  admisión  de  la  demanda  eu  que  se  pretende  se  re- 
voquen ó  dejen  sin  efeclo  resoluciones  dictadas  por  la  Administra- 
ción activa  en  uso  de  sus  facultades  discrecionales,  aun  mediando 
cxtral  imitación,  que  si  existiese  ha  de  tener  su  correctivo  en  la 
responsabilidad  ministerial. 

La  personalidad  para  poder  entablar  demandas  conter.cioso- 
administrativas  tiene  por  base  necesaria  el  derecho  preexistente 
'    lesionado  por  la  resolución  del  Gobierno  contra  la  cual  se  recla- 
ma. (Senl.  núm.  28.) 1*1 

La  vía  contenciosa  no  procede  mientras  no  exista  un  derecho 

preexistente  que  haya  sido  lesionado  por  la  Administración.  (Sen- 
tencia núm.  34. ) 22ft 

Es  un  principio  inconcuso  sancionado  por  la  jurisprudencia  cons- 
tante del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo  que  contra 
las  órdenes  y  resoluciones  dictadas  per  la  Administración  activa 
en  uso  de  sus  facultades  discrecionales  no  procede  el  juicio  con- 
tencioso-adminislrativo.  (Scnt.  núm.  40.) ¿61 

Según  lo  dispuesto  por  la  Real  orden  de  13  de  Julio  de  1866 

procede  la  vía  contenciosa  contra  las  declaraciones  hechas  por  la 
Junta  superior  de  Ventas  en  virtud  de  denuncias  de  los  investi- 
gadores de  Bienes  nacionales.  (Scnt.  núm.  44.) 2*4 

Si  bien  procede  el  recurso  contencioso  contra  las  resoluciones 

finales  de  la  Administración  que  causan  estado  cuando  la  mate- 
ria sobre  que  versan  es  susceptible  de  contención,  no  sucede  lo 
mismo  contra  las  que  ya  son  firmes  y  ejecutorias ,  porque  seria 
un  absurdo  volver  sobre  estas,  y  reproducir  hasta  lo  infinito  una 
misma  cuestión  ya  resuelta.  (Scnt.  núm.  48.) 303 

Las  disposiciones  generales  de  la  Administración  activa  no  son 

susceptibles  de  reforma  por  la  vía  contenciosa ,  la  cual  está  limi- 
tada a  las  disposiciones  particulares  administrativas  que  causan 
estado ,  y  hayan  lesionado  el  derecho  preexistente  del  sujeto  que 
•  la  reclama,  según  es  constante  jurisprudencia  del  Consejo  de  Es- 
tado y  del  Tribunal  Supremo.  (Sent.  núm.  49.) 309 

Segun  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Su- 
premo ,  es  un  principio  incuestionable  que  la  Administración  ni  los 
Tribunales  contencioso-adminislraüvos  tienen  competencia  para 
conocer  de  las  cuestiones  en  que  se  ventilan  derechos  particulares 
que  en  nada  afectan  al  interés  público  ni  á  los  colectivos  que 
aquella  está  encargada  de  defender,  siendo  para  ello  sólo  compe- 
tente la  jurisdicción  ordinaria.  (Sent.  núm.  51.). 319 


ALFABÉTICO.  813 

Procedencia  de  la  vía  contenciosa.—  Según  la  jurisprudencia  constante 
de!  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo,  es  improcedente 
toda  demanda  conteneioso-administrativa  contra  resoluciones  del 
Gobierno  cuando  uno  de  sus  Ministerios  se  inhibe  del  conocimiento 
de  un  negocio  referento  á  la  salubridad  pública  y  policía  sanita- 
ria. (Sent.  núm.  58.) . .       360 

Procede  la  admisión  de  las  demandas  contenciosas  cuando  se 

interponen  en  tiempo  y  forma  contra  las  resoluciones  ministeria- 
les que  causen  estado,  versan  sobre  materia  administrativa,  y  se 
•     alega  que  lesionan  un  derecho  preexistente.  (Sent.  núm.  62.)..      382 

No  procede  la  admisión  del  recurso  contencioso  contra  las  reso-r 

luciones  del  Gobierno" supremo  expedidas  en  virtud  de  sus  facul- 
tades propias  y  exclusivas.  (Sent.  núm.  76.) 461 

Las  demandas  en  la  vía  contenciosa  son  procedentes  y  admisi- 
bles cuando  se  interponen  en  tiempo  y  forma  contra  resoluciones 
ministeriales  que  versando  sobre  materia  administrativa  causan 
estado  y  so  alega  como  lastimado  un  derecho  preexistente.  (Sen- 
tencia núm.  95.) 628 

Para  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  es  indispensable  que 

se  haya  terminado  antes  la  gubernativa  con  una  resolución  final 
que  causo  estado  y  que  pueda  lesionar  derechos  preexistentes. 
(Sentencia  núm.  97.) 639 

Sobre  los  actos  administrativos  que  al  tratarse  de  aplicar  una 

le*  violan  derechos  particulares,  no  ya  preexistentes  á  la  misma, 
sino  que  en  el  concepto  de  los  recurrentes  ella  también  ampara 
y  proteje,  procede  la  vía  contenciosa.  (Sent.  núm.  99.) 649 

No  procede  la  vía  conlonciosa  ni  la  admisión  de  la  demanda  si 

la  resolución  ministerial  por  ella  reclamada  no  es  definitiva,  ni  por 
lo  tanto  ha  causado  estado,  ni  podido  lesionar  derechos  preexis- 
tentes, y  la  misma  improcecfcncia  se  opone  también  á  dicha  ad- 
misión cuando  no  hay  materia  conteneioso-administrativa  por  haber 
obrado  el  Gobierno  dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones  exclu- 
sivas ó  discrecionales  que  le  confieren  las  leyes  en  determinados 
casos.  (Sent.  núm.  106.) 705 

Las  demandas,  para  que  puedan  ser  procedentes,  han  de  reunir, 

entre  otros  requisitos,  el  de  versar  sobre  materia  conteneioso- 
administrativa;  y  además  de  proponerse  en  tiempo  hábil,  debe  ale- 
garse como  vulnerado  algún  derecho  preexistente.  (Sent.  nú- 
mero 409.) 723 

Procedencia  del  recurso. — Véase  Yia  contenciosa. 

Propiedad  de  los  privilegios  de  industria. — Corresponde  á  los  Tribu- 
nales de  justicia  el  conocimiento  de  las  cuestiones  que  se  susciten 
para  reivindicar  la  propiedad  de  los  privilegios  de  industria  y 
asegurar  sus  efectos ,  según  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  46 
de  Julio  de  1849.  (Sent.  núm.  69.) 421 
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Providencias  que  causan  estado. — Las  decisiones  administrativas  que 
causan  estado  y  han  sido  consentidas  quedan  firmes  y  ejecutorias, 
y  lo  resuelto  en  ellas  debe  aplicarse  á  las  gestiones  que  se  pro- 
muevan en  lo  sucesivo  acerca  de  las  mismas.  (Sent.  num.  107.)     71-2 

Provisión  de  una  Cátedra. — En  la  provisión  de  una  Cátedra  creado 
por  cierta  fundación  deben  tenerse  presente*  las  cláusulas  de  la 
misma.  (Sent.  num.  29.) I&> 

R 

Rebeldía. — Según  previenen  los  artículos  101  y  IOS  del  reglamento  de 
lo  contencioso,  no  compareciendo  un  litigante  en  virtud  de  em- 
plazamiento dentro  del  término  al  efecto  señalado,  ha  de  senten- 
ciarse el  pleito  en  rebeldía  si  la  acusase  su  adversario ;  y  siendo 
actor  el  contumaz  se  ha  de  absolver  de  su  demanda  á  la  panie  con- 
tra la  cual  la  hubiera  deducido.  (Sent.  num.  94.). 6*0 

Recaudación  de  los  impuestos  indirectos. — La  Administración  activa 
necesita  para  moverse  que  su  acción  sea  libre,  rápida  y  enérgica 
cuando  proteje  los  intereses  generales  del  Estado,  como  sucede  al 
recaudar  los  impuestos  indirectos  y  al  reprimir  los  fraudes  cometi- 
dos para  eludir  su  pago,  por  lo  cual  sus  actos  en  esta  esfera  no 
son  susceptibles  de  contención,  según  está  declarado  por  Real  de- 
creto de  50  de  Setiembre  de  1852.  • 
Esta  doctrina  se  halla  confirmada  por  las  Ordenanzas  de  Adua- 
nas de  15  de  Julio  de  4870  cuando  al  tratar  de  las  reclamaciones 
que  pueden  suscitarse  sobre  las  multas  impuestas  por  faltas  co- 
metidos en  este  romo,  fija  en  su  art.  231  que  de  la  resolución 
del  Ministro  de  Hacienda  sobre  ellas  no  habrá  ulterior  recurso.  (Sen- 
tencia núm.  90.) 577 

Reclamación  contra  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos. — El  art.  162 
de  la  misma  ley  previene  que  los  que  se  crean  perjudicados  en  sus 
derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  pueden  re- 
clamar contra  ellos  mediante  demanda  ante  el  Juez  ó  Tribunal  com- 
petente, según  lo  que,  atendida  la  naturaleza  del  asunto,  dispon- 
gan las  leyes,  concediéndose  para  la  interposición  de  la  indicada 
demanda  el  plazo  de  treinta  (lias.  (Sent.  núm.  58.) 360 

Igual  declaración.  (Sent.  núm.  91.) 593 

Uecluiacion  por  palta  de  cabida. — Según  la  Real  orden  de  11  de  No- 
viembre de  48G3,  los  compradores  de  fincas  del  Estado  pueden 
reclamar  dentro  délos  dos  años  siguientes  á  la  adjudicación  acerca 
de  la  falta  de  cabida;  y  si  ésta  resultase  igual  á  la  quinta  parte 
de  la  expresada  en  el  anuncio,  la  venta  será  nula,  quedando  por 
el  contrario  subsistente  y  sin  derecho  de  parte  del  comprador  á  la 
indemnización  si  dicha  falta  fuese  menor  de  la  expuesta  quinta 
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pnrte;  y  conforme  al  art.  7.°  del  Real  decreto  de  10  de  Julio 
de  1 863,  los  compradores  de  bienes  comprendidos  en  las  leyes  de 
desamortización  sólo  podrán  reclamar  por  los  desperfectos  que 
con  posterioridad  á  la  tasación  sufrían  las  fincas  por  falta  de  sus 
cabidas  señaladas  6  por  cualquiera  otra  causa  justa  en  el  término 
'  iraproroj&ble  de  quince  dias  desde  el  de  la  publicación. 

El  expresado  decreto  de  10  do  Julio  de  1865%cs  aplicable  ú 
los  contratos  celebrados  Antes  y  después  de  su  fecha,  atendido  lo 
dispuesto  en  su  art.  9.n,  y  la  constante  jurisprudencia  de  la  Sala 
cuarta  del  Tribunal  Supremo,  sentada  entre  otras  sentencias  en  la 
de  10  de  Abril  de  187 1 ,  22  do  Marzo  y  20  de  Abril  de  1872,  y  cou- 
forme  también  al  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  24  de  Mayo 
de  1869.  (Seta.  núm.  60.) 37-2 

RECURSOS  CONTRA    LOS   ACUERDOS   DE   LOS  AYUNTAMIENTOS  .Y   DIPUTACIONES 

provinciales. — Por  el  art.  182  los  particulares  que  se  crfean  perju- 
dicados en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdosde  los  Ayuntamien- 
tos, haya  sido.ó  no  suspendida  su  ejecución  pueden  reclamar  contra 
ellos  mediante  demanda  anle  Juez  ó  Tribunal  competente,  según 
lo  que,  atendida  la  naturaleza  del  asunto,  dispongan  las  leyes. 

Igual  disposición  está  consignada  en  el  art.  51  de  la  Ley  pro- 
vincial de  la  misma  fecha  para  los  acuerdos  de  las  Diputaciones 
para  los  particulares  que  se  crean  perjudicados.  (Sent.  núm.  32!).      2I0 

Recursos  oe  nulidad  ex  negocios  procedentes  de  Ultramar. — Si  bien 
conforme  al  art.  63,  circunstancia  3.a  del  reglamento  para  los  ne- 
gocios contenciosos  de  Ultramar,  cabe  recurso  do  nulidad  contra 
las  sentencias  dictadas  en  primera  instancia  cuando  alguna  de  las 
partes  carece  de  capacidad  para  litigar,  para  su  procedencia  exige 
.  el  art.  64  de  dicho  reglamento  como  requisito  esencial  que  se  «re- 
clame en  la  primera  instancia  en  tiempo  y  forma  contra  la  nuli- 
dad.» (Sent.  núm.  98.) 643 

Requisitos  para  la  validez  de  ciertos  actos. — l.os  casos  en  que  la 
ley  requiere  una  forma  ó  solemnidad  determinada  como  requisito 
especial  é  indispensable  para  la  validez  de  ciertos  actos,  no  pue- 
den los  mismos  suponerse  perfectos  ni  eficaces  careciendo  de 
dicho  requisito.  (Sent.  núm.  77.) íík> 

Resoluciones  de  puro  trámite. — Véase  Via  contenciosa. 

Resolución  y  notipicacion  de  las  providencias  administrativas. — Las 
solicitudes  deducidas  ante  una  Autoridad  administrativa  sea  cual- 
'  quiera  el  objeto  á  que  se  dirijan,  deben  resolverse,  de  un  modo 
concreto,  expreso  y  terminante,  y  notificarse  asimismo  á  los  in- 
teresados, puesto  que  de  otra  suerte  no  podrían  estos  cuando  se 
creyesen  agraviados  por  tales  resoluciones  utilizar  los  recursos 
que  contra  las  mismas  conceden  las  leyes.  (Sent.  núm.  93.). ...      GIS 

Reversión  de  bienes. — Así  la  interpretación  de  la  cláusula  de  rever- 
sión como  la  declaración  de  si  ésta  es  6  no  procedente,  no  son 
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cuestiones  que  hoyan  de  resolverse  en  la  vía  contencioso-admi- 
nistrativa,  correspondiendo  exclusivamente  á  los  Tribunales  ordi- 
narios su  decisión,  por  referirse  á  la  propiedad  y  dominio  de  los 
bienes.  (Sent.  núm  Hl.) 739 


btp.uuciON  de  los  EMPLEADOS. — El  Gobierno,  en  uso  de  sus  facultades 
discrecionales,  puede  acordar  cuando  lo  tenga  por  conveniente  y 
sin  expresión  de  causa  la  separación  ó  cesantía  de  los  funciona- 
rios públicos  que  sirvan  destinos  no  obtenidos  por  oposición,  ó  en 
los  que  no  tenga  declarada  la  inamovilidad.  (Sent.  núm.  53.).*.     330 

Separación  de  los  empleados  de  Contabilidad. — Según  el  art.  12, 
'  base  8.a  de  la  Ley  de  presupuestos  de  19  de  Mayo  de  1870,  los 
individuos  del  Cuerpo  de  Contabilidad  y  Tesorería  no  pueden  ser 
separados  sino  á  consecuencia  de  ciertas  faltas  que  ha  de  juzgar 
la  Junta  de  Jefes,  después  de  oir  á  los  interesados  y  al  Consejo  de 
Estado. 

El  reglamento  de  12  de  Agosto  de  1870  y  que  desenvolvió  el 
pensamiento  de  la  ley  dando  vida  y  carácter  á  este  Cuerpo  espe- 
cial de  Contabilidad  y  Tesorería  declara  en  su  art.  2.°  que  á  él 
corresponden,  entre  otros,  los  Jefes  y  Oficiales  de  la  Contaduría 
general  de  Depósitos  y  Tesorería  de  la  misma. 

El  art.  34  de  dicho  reglamento  marca  las  faltas  graves  que 
pueden  dar  lugar  á  la  separación  de  los  empleados  de  este  Cuerpo 
especial,  y  reproduce  el  precepto  de  la  ley  de  que  á  la  Junta  di- 
rectiva del  mismo  Cuerpo  corresponde  acordarla;  estableciendo, 
finalmente,  por  el  art.  44  que  no  puede  acordarse  la  separación 
de  estos  funcionarios  sino  por  los  motivos  y  en  la  forma  marca- 
dos en  el  cap.  5.°  del  mismo  reglamento,  (&***.  núm.  89.) 573 

SIndicos  de  los  Ayuntamientos. — La  vigente  Ley  de  Ayuntamientos  de 
20  de  Agosto  de  1870,  derogatoria  de  todas  las  anteriores  de  su 
clase,  prescribe  en  sn  art.  51,  párrafo  segundo,  que  se  elijan  uno  ó 
dos  Concejales  que,  con  el  nombre  y  carácter  de  Síndicos,  repre- 
senten á  la  Corporación  en  todos  los  juicios  que  deban  sostener  en 
defensa  de  los  intereses  del  Municipio;  debiendo  entenderse  con- 
forme á  los  artículos  1.°  y  2.°  de  la  misma,  quo  éste  lo  constituye 
la  asociación  legal  de  todas  las  personas  que  residan  en  un  tér- 
mino municipal,  y  que  éste  le  forma  el  territorio  á  que  extiende 
la  acción  administrativa  de  un  Ayuntamiento. 

Antes  de  la  publicación  de  la  precitada  ley  tampoco  tenían 
personalidad  jurídica  los  vecinos  do  una  localidad  para  recurrir  á 
los  Tribunales  en  demanda  de  sus  derechos  cuando  los  creían  vul- 
nerados por  resoluciones  administrativas,  y  así  to  evidencia  la-L^y 
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de  Ayuntamientos  de  8  de  Enero  de  4845  en  su  art.  76»  párrafo 
décimo,  que  confería  á  los  Alcaldes  la  facultad  de  representar  en 
juicio  al  pueblo  ó  distrito  municipal,  y  la  de  24  de  Octubre  de  4868 
en  sus  artículos  54  y  74,  puesto  que  por  el  4.°  se  exigía  la  apro- 
bación de  la  Diputación  provincial  para  que  fuera  ejecutorio  el 
acuerdo  del  Ayuntamiento  para  la  promoción  de  un  pleito,  previo 
el  dictamen  de  dos  Letrados,  y  por  el  2.°  era  un  Concejal  que 
nombraba  dicha  Corporación  á  principio  de  cada  año  el  encargado 
de  representarle  en  los  juicios  pendientes  6  que  fuera  necesario 
entablar  en  defensa  de  sus  intereses. 

En  la  constante  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y  del 
Tribunal  Supremo  establecida  en  repetidas  sentencias,  á  las  que 
sirvieron  de  fundamento  las  precitadas  disposiciones  en  pleitos 
«obre  excepción  de  venta  de  bienes  calificados  por  los  pueblos  de 
aprovechamiento  Común,  se  ha  consignado  la  doctrina  de  que  á 
los  Ayuntamientos  y  no  á  los  vecinos  de  por  sí  corresponde  ejer- 
citar el  derecho  de  reclamar  que  aquellos  sean  exceptuados  de  la 
desamortización. 

No  puede  servir  de  obstáculo  ai  cumplimiento  de  las  disposi- 
ciones legales  relativas  á  la  personalidad  jurídica  para  la  interpo- 
sición de  las  demandas  en  vía  contenciosa  la  declaración  que  se 
haga  en  la  gubernativa,  reconociendo  el  derecho  de  un  pueblo 
para  administrar  sus  bienes,  porque  son  cosas  enteramente  distin- 
tas. (Seut.  núm.  50.) { 344 

Sociedades  mercantiles.— El  art.  30  del  reglamento  de  47  de  Julio  de 
4848  sobre  sociedades  mercantiles,  es  aplicable  á  las  mineras,  se- 
gún lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo.  (Sent.  núm.  84.)..,.      536 

Scbasta  de  bienes  nacionales — La  cesión  de  que  trata  el  art.  403, 
prevención  7.a,  de  la  instrucción  de  34  de  Mayo  de  4855,  á  los 
-     Jueces  debe  hacerse  ante  el  Juez  de  la  subasta  en  el  acto  del  re- 
mate ó  dos  dias  después  de  la  notificación  de  haber  sido  adjudi- 
cada la  finca. 

Tanto  la  Real  orden  de  18  de  Febrero  de  4860  como  la  de  30 
de  Abril  de  4864,  se  limitaron  á  ampliar  el  término  señalado  por 
la  instrucción  para  este  efecto,  fijando  el  de  diez  dias  después  de 
pagado  el  primer  plazo;  pero  sin  alterar  el  requisito  de  la  inter- 
vención en  el  acto  del  Juez  de  la  subasta  como  base  esencial  para 
su  validez. 

Dicha  Real  orden  de  30  de  Abril  de  1864,  prescribe  terminan- 
temente que,  en  el  caso  de  no  haber  tenido  la  Hacienda  partici- 
pación en  los  contratos  celebrados  sin  las  condiciones  mencionadas 
tic  tiempo  y  forma  entre  el  rematante  y  un  tercero,  debe  enten- 
derse con  et  primitivo  comprador  que  firmó  los  pagarés  y  á  cuyo 
favor  se  otorgó  la  escritura.  (Sent.  núm.  5.) 36 

Subasta  pública.— Establecida  como  condición  esencial  de  una  subasta 
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pública  la  general  y  corriente  en  todas  las  de  su  clase  de  darse 
la  preferencia  para  el  remato,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
legales  vigentes  sobre  la  materia,  á  la  proposición  ó  postura  más 
ventajosa;  y  siéndolo  evidentemente  la  del  lidiador  preferido  por 
el  que  presidiera  el  acto,  carecen  de  derecho  los  demás  postores, 
no  asistiéndoles  otro  motivo  legal  para  oponerse  y  solicitar  la  anu- 
lación de  dicho  remate.  (Sent.  núm.  96.) K G33 

Subsidio  industrial. — Los  establecimientos  de  aguas  minerales  que  du- 
rante la  temporada  ó  temporadas  en  un  año  tengan  de  3.000  con- 
currentes en  adelante,  deducidos  pobres  y  militares,  doben  pagar 
al  Estado  2.500  péselas,  y  los  que  tengan  de  1.000  á  4.999  con- 
currentes sólo  900,  según  se  determina  en  el  decreto  de  30  de 
Junio  de  4870  quo  modificó  el  reglamento  de  20  de  Jflarzo  del 
mismo  año  para  la  imposición  y  cobranza  del  subsidio  industrial: 
que  en  el  número  4,  clase  2.*  de  la  tarifa  4.*  del  expresado  re- 
glamento, se  hallan  comprendidas  las  fondas  ó  restauramos  sin 
hospedaje;  y  en  el  4.°,  clase  5.a  de  la  misma  tarifa  lo  están  las 
casas  de  huespedes  sin  mesa  redonda,  habiendo  de  contribuir 
cada  una  de  ambas  clases  con  diferente  cantidad.  (Sent.  núm.  43.)     27fi 

Sueldo  regulador. — Véase  Clases  pasivas. 

Sustracción  del  Correo  de  unos  títulos  de  la  deuda  pública. — El  hecho 
de  sustraer  de  una  Administración  de  Correos  donde  fueron  de- 
positados en  ta  forma  ordinaria,  dos  cartas  que  contenían  títulos 
de  la  Deuda  pública  consolidada  dirigidos  á  un  particular,  cons- 
tituye un  delito  público.  (Sént.  núm.  57.) 3.S5 


Telégrafos  de  las  vías  férreas. — Véase  Ferro-carriles. 

Término  para  interponer  el  recurso  contencioso- administrativo.— La 
facultad  concedida  al  Gobierno  por  el  art.  3.°  del  Real  decreto  de  21 
de  Mayo  do  4853  para  examinar  sus  actos  y  procurar  su  reforma 
por  la  vía  contenciosa,  si  fuesen  perjudiciales  al  Estado,  es  evi- 
dente y  no  tiene  más  limitación  que  el  término  señalado  para  in- 
terponer el  recurso,  a  contar  desde  que  reconocido  el  agravio  se 
comunican  las  instrucciones  oportunas  al  Ministerio  fiscal.  {Sen- 
tencia núm.  2.) 1 1 

—  El  término  para  reclamar  en  vía  contenciosa  centra  las  resolu- 
ciones del  Gobierno  de  carácter  particular  ó  de  las  Direcciones 
generales  en  asuntos  de  su  competencia  es  el  de  seis  meses,  á 
contar  desde  el  dia  siguiente  al  en  que  se  hayan  notificado,  según 
lo  preceptuado  en  el  art.  4.°  del  Real  decreto  de  24  de  Mayo  de 
4853,  en  el  44  del  20  de  Junio  de  4858,  y  en  el  56  de  la  Ley 
orgánica  del  Consejo  de  Estado  de  47  de  Agosto  de  4860. 
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£1  expresado  término  no  se  interrumpe  por  reclamaciones  di- 
rigidas al  Centro  administrativo  del  que  proceda  la  resolución  que 
pueda  haber  causado  perjuicios,  puesto  que  no  pudiendo  ser  ésta 
reformada  en  la  vía  gubernativa  es  ineficaz  de  todo  punto  cual- 
quiera pretcnsión  que  se  deduzca  con  tal  objeto,  sin  que  pueda 
servir  de  excusa  al  interesado  que  hubiera  dejado  de  utilizar  el 
recurso  contencioso  en  tiempo  oporluno. 

Ha  sido  jurisprudencia  constante  del  Consejo  do  Estado  y  del 
Tribunal  §upremo  que  cuando  en  un  mismo  negocio  recaen  dos 
resoluciones  iguales  ó  la  una  es  confirmatoria  de  la  otra,  el  tér- 
mino de  seis  meses  para  deducir  la  demanda  empieza  á  correr 
desde  la  notificación  de  la  primera ,  y  la  circunstancia  de  haber 
acudido  de  nuevo  indebidamente  á  la  vía  gubernativa  debe  con- 
siderarse como  up  medio  que  so  empica  para  eludir  un  plazo  que 
es  improrogablc  por  las  leyes.  (SenL  núm.  48.) 435 

Término  para  interponer  el  recurso  contengioso-admiüistrativo. — 
El  recurso  contencioso  ha  de  entablarse  por  los  interesados  se- 
gún el  mismo  articulo  ya  citado,  dentro  del  plazo  de  treinta  dias, 
contados  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación. 

Las  razones  de  que  «á  pesar  de  que  se  notificó  oportunamente 
al  interesado  la  orden  reclamada  no  la  consintió  sino  que  doce 
dias  después  reclamó  su  nulidad  ó  su  reforma  en  una  parte  con 
lo  que  so  interrumpió  el  plazo  que  concede  la  ley  para  acceder  á 
la  vía  contenciosa,  y  era  culpa  de  la  Administración  sino  lo  hizo 
así  porque  no  resolvió  su  solicitud  en  tiempo  renunciando  la 
misma  oponerse  á  que  ejercitara  este  derecho,»  no  son  aceptables 
para  desvirtuar  el  precepto  terminante  de  la  ley  sobre  el  plazo 
en  que  puedan  entablarse  y  admitirse  las  demandas  contenciosas 
sobre  esta  materia,  porque  éste  es  fatal  como  lo  exigen  los  inte- 
reses de  la  Administración ,  según  lo  ha  consagrado  la  jurispru- 
dencia, sin  que  contra  las  prescripciones  legales  dadas  para  la 
interposición  del  recurso  quepan  renuncias  que  estos  no  permiten, 
ni  disposiciones  que  no  establecen,  ni  rodeos,  ni  subterfugios  de 
ningún  género.  (Sent.  núm.  5-2.) 325 

El  término  para  rocurrir  en  la  vía  contenciosa  contra  las  reso- 
luciones administrativas  que  causen  estado ,  e3  el  de  seis  meses  . 
que,  establecido  en  el  art.  3.°  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de 
4853  para  los  negocios  del  Ministerio  de  Hacienda,  por  el  art.  44 
del  de  20  de  Junio  de  4858  so  hizo  extensivo  y  aplioable  á  los 
asuntos  de  todos  los  Ministerios;  y  ese  plazo  debe  contarse  desde 
que  se  notifican  las  expresadas  resoluciones,  y  no  desde  que  re- 
caen las  que  se  limitan  á  continuar  ó  reiterar  los  anteriores  man- 
datos, según  se  ha  declarado  con  repetición  por  el  Consejo  de 
Estado  y  por  el  Tribunal  Supremo.  (Sent.  núm.  61.) 378 

Conforme  ai  art.  3.°  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  4853  y 
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á  la  Real  orden  de  28  de  Junio  de  1860,  el  recurso  contra  las 
resoluciones  ministeriales  que  causen  estado  ha  de  intentarse  en 
el  término  improrogable  de  seis  meses,  contados  desde  que  se 
hubiese  hecho  saber  al  interesado  en  la  forma  administrativa;  que 
este  plazo  es  aplicable  á  los  negocios  que  procedan  de  las  Anti- 
llas, si  los  interesados  residiesen  en  cualquiera  otro  punto  ,dc 
América  ó  los  asuntos  procediesen  de  Filipinas.  (Sent*  «tiro.  66.).  410 
Tribunal  del  Almirantazgo. — La  base  fundamental  hoy  existente  de 
la  organización  y  atribuciones  del  Tribunal  del  Almirantazgo  es  el 
decreto-ley  de  4  de  Febrero  de  1869,  que  en  su  art.  403  derogó 
todas  las  disposiciones  legales  anteriores  que  se  opongan  á  su 
completa  ejecución. 

Según  lo  dispuesto  en  el  art.  4.°  de  las  transitorias  del  mismo 
decreto,  su  parte  relativa  al  Tribunal  del  Almirantazgo  no  empezó 
á  regir  hasta  1.°  do  Mayo  siguiente,  después  do  haberse  llevado 
á  cabo  la  reforma  acordada  por  el  docreto  de  46  de  Abril,  en 
virtud  del  cual  se  declaró  suprimido  el  Tribunal  de  Guerra  y  Ma- 
rina, dándole  una  organización  enteramente  diversa  con  el  nombre 
de  Consejo  Supremo  de  la  Guerra. 

El  Tribunal  del  Almirantazgo,  según  el  art.  73  de)  decreto  de 
su  creación,  además  del  Presidente,  Vice-Preaidente  y  sus  Minis- 
tros militares,  se  compone  de  un  sólo  Ministro  togado,  y  de  un 
Fiscal  con  igual  carácter,  que  deberán  ser  nombrados  á  propues- 
ta del  Almirantazgo  por  el  Jefe  del  Estado,  atendidas  las  circuns- 
tancias exigidas  por  los  artículos  79  y  81  respectivamente. 

La  categoría  y  atribuciones  de  ambos  funcionarios  son  de  uo 
orden  esencialmente  distinto  é  independiente ,  no  pudiendo  repu- 
tarse sus  cargos  como  pertenecientes  á  una  misma  clase  asimi- 
lada para  los  mismos  efectos ,  puesto  que  el  Ministro  togado  se- 
gún el  art.  86,  es  el  Asesor  nato  del  Almirantazgo,  quien,  según 
lo  preceptuado  en  el  reglamento  interior  de  este  Cuerpo  en  sus 
artículos  7.°  y  8.°,  debe  ocupar  su  asiento  á  la  izquierda  del  Pre- 
sidente, siguiéndole  inmediatamente  en  orden  el  Fiscal  togado. 

En  concurrencia  de  dos  funcionarios  de  diversa  clase,  pero  de 
una  misma  antigüedad,  que  adquirió  el  uno  por  virtud  de  su  nom- 
bramiento que  obtuvo  el  otro  como  una  distinción-  otorgada  por 
el  Gobierno  en  uso  de  las  facultades  que  le  son  propias,  á  tenor 
de  lo  establecido  en  el  art.  73  de  la  Constitución  del  Estado,  ora 
consiguiente  declarar  la  precedencia  do  lugar  y  asiento  en  favor 
del  Ministro  togado,  Asesor  del  Almirantazgo,  á  quien  se  le  con- 
cedía  el  reglamento  interior  de  este  alto  Cuerpo.  (Sent.  *4n.  402.)     668 
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Vía  contenciosa.— La  jurisdicción  ordinaria  y  no  la  contenciosa-admi- 
nistrativa  es  la  competente  para  conocer  de  las  demandas  sobre 
propiedad ,  cual  la  ley  y  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado 
y  de  la  Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo  lo  tienen  declarado. 
{Sentencia  núm.  49.) 439 

Según  está  declarado  por  repetidos  fallos  que  forman 'jurispru- 
dencia, conforme  con  el  principio  de  derecho  administrativo  que 
sirve  de  fundamento  al  Real  decreto  de  20  de  Setiembre  de  4852 
no  derogado  en  este  punto  por  disposiciones  legales  posteriores, 
en  ningún  caso  puede  haber  lugar  á  la  vía  contenciosa  para  de- 
cidir sobre  reclamaciones  de  los  particulares  respecto  de  la  desig- 
nación y  aprecio  de  la  riqueza  imponible ,  por  ser  ésta  una  de  las 
exclusivas  facultades  de  la  Administración  activa ,  sin  otro  límite 

que  la  responsabilidad  ministerial.  (Sent.  núm.  37.) 236 

En  la  vía  contenciosa  no  puede  resolverse  un  punto  que  aun  pe- 
dido en  la  demanda  no  ha  sido  objeto  del  expediente  gubernativo, 
doctrina  que  además  de  estar  expresa  en  la  ley  es  de  jurispru- 
dencia constante  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Supremo. 

(Sentencia  núm.  45.) 287 

•  Mientras  no  haya  recaído  en  el  expediento  gubernativo  una  re- 
solución definitiva,  no  es  posible  entrar  respecto  á  é)  en  la  vía 

contenciosa.  (Sent.  núm.  55.) ¿ 344 

Las  resoluciones  de  puro  trámite,  son  actos  preparativos  para 
otras  de  carácter  definitivo,  que  aún  no  han  tenido  efecto,  y  no 
son  susceptibles  por  lo  tanto  de  contención.  (Sent.  núm.  70. )..  424 
-  Es  propio  de  la  jurisdicción  contencioso-administrativa  el  cono- 
cer en  única  instancia  sobre  la  resolución  final  de  los  asuntos  de 
la  Administración  central  susceptibles  de  la  misma  vía,  señala- 
damente de  las  reclamaciones  á  que  den  lugar  las  resoluciones  do 
los  Ministros  en  los  negocios  de  la  Península  y  Ultramar ,  y  quo 
el  que  se  sintiere  agraviado  por  alguna  resolución  del  Gobierno 
ó  do  las  Direcciones  generales  que  cause  estado  y  esté  compren- 
dida dentro  de  la  misma  vía  contenciosa  podrá  reclamar  contra 
ella  proponiendo  su  demanda  ante  el  Consejo  de  Estado,  hoy  el 
Tribunal  Supremo ,  según  se  determina  en  los  artículos  46  y  56 
de  la  Ley  orgánica  de  47  de  Agosto  de  4860. 

Este  precepto  legal  es  de  carácter  general  sin  excepción ,  y 
por  tanto  que  si  bien  por  disposiciones  anteriores  se  sujetaron  á 
la  decisión  de  los  Consejos  provinciales  las  reclamaciones  de  los 
partícipes  legos  en  diezmos  contra  las  resoluciones  ministeriales, 
esta  especialidad  cesó  tan  luego  como  fué  publicada  la  citada  Ley 
orgánica,  y  que  ayustando  á  ella  el  Tribunal  Supremo  su  juríspru- 
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dencia,  viene  conociendo  de  varias  demandas  sobre  asuntos  idén- 
ticos al  que  se  contrae  la  presente.  (Sent.  núm.  73.) 

Vía  contknciosa. — Los  abusos  de  poder  sólo  son  susceptibles  de  vía 
contenciosa  cuando  no  hay  otros  medios  señalados  expresamente 
por  las  leyes,  y  cuando  además  versan  sobre  materia  administra- 
tiva no  reservada  por  el  legislador  ó  por  Jos  principios  funda- 
mentales de  Gobierno  al  conocimiento  exclusivo  de  la  Administra* 
cion  activa,  pues  cuando  lo  están,  no  es  licito  eludir  sus  pre- 
ceptos con  suposiciones  gratuitas,  haciendo  salir  la  cuestión  dp  su 
esfera  propia.  (Sent.  núm.  90.) ". 

Las  cuestiones  que  á  su  tiempo  no  fueron  propuestas,  discutidas 

ni  resueltas  en  la  vía  gubernativa,  no  pueden  ser  objeto  de  de- 
cisión en  la  contenciosa.  (Sent.  núm.  412.) 

Vía  contenciosa  en  la  contribución  industrial.— -El  reglamento  general 
para  la  cobranza  de  la  contribución  industrial  aprobado  por  de- 
creto do  la  Regencia  del  Reino  en  20  de  Marzo  de  1870  previene 
en  su  art.  4  44  que  las  resoluciones  de  las  Juntas  administrativa* 
causan  estado,  y  sólo  son  reformables  ante  el  Tribunal  conteo- 
cioso-administrativo  del  territorio,  debiendo  entablarse  el  recurso 
en  su  caso  dentro  de  ios  treinta  dias,  contados  desde  el  siguiente 
al  de  la  notificación,  sustanciándose  con  arreglo  al  procedimiento 
establecido  para  los  negocios  contenciosos  de  la  Administración, 
como  lo  previene  el  art.  146. 

Dicho  término  de  treinta  dias  es  por  su  naturaleza  fatal  y 
perentorio,  sin  que  se  pueda  coartar  ni  extender,  ni  excluir  de  él 
los  dias  festivos,  según  el  art.  269  del  reglamento  vigente,  por 
cuanto  los  artículos  que  arreglan  el  procedimiento  contencioso  y 
excluyen  de  los  plazos  legales  aquellos  dias,  sólo  tiene  aplicación 
al  procedimiento  mismo,  el  cual  no  empieza  hasta  que  los  Tribu- 
nales asumen  la  jurisdicción  para  conocer  del  negocio;  y  esto  no 
se  verifica  mientras  que  la  demanda  no  se  presenta,  como  así  lo 
tiene  establecido  la  jurisprudencia  sentada  por  el  Consejo  de  Es- 
tado y  el  Tribunal  Supremo. 

Los  artículos  25  y  26  de  la  tay  de  Enjuiciamiento  civil,  no  son 
aplicables  á  los  negocios  contencioso-adtninistrativos  que  se  rigen 
por  una  legislación  especial,  y  por  la  jurisprudencia  establecida 
anteriormente  por  el  Consejo  de  Estado  y  hoy  por  el  Tribunal  Su- 
premo. (Sent.  núm.  35.) 

Vía  contenciosa. — Véase  Procedencia  de  la  vía  contenciosa. 

—  Véase  Via  gubernativa. 

Vía  contenciosa  en  materia  de  Aduanas. — Contra  las  resoluciones  acor- 
dadas en  apelación  por  el  Director  general  de  Aduanas  ó  por  el 
Ministro  de  Hacienda,  según  los  casos,  no  cabe  ulterior  recurso, 
como  determina  expresamente  el  referido  art.'  33,  y  por  consi- 
guiente que  no  pueden  ser  alteradas  ni  reformadas  sin  traspasar 
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el  limite  del  conocimiento  qi,e  compele  á  la  Administración,  in- 
vad  i-d.ío  la  esfera  de  su  legitima  acción  independiente.  {Senten- 
cia Bb'a.  i _ 

Via  e.ovrwaos*  0  Mi»ebu._ Li  vía  ecateneiosa  no  procede  éébré  la¡ 
cuestiones  qu,<  después  de  Lechas  'as  concesiones  mineras  por  la 
AdaimfeirjcJon  scrjin  s-.bre  su  propieivJ  entre  partes,  senrn  se 
ordena  por  d  art.  91  de  la  b  y  de  |vS9  y  el  87  del  reglamento 
para  su  evcicMi:  doctrina  que  acepta  eí  art.  2*1  de  la  Ley  de 
Aguas  al  eonsi^nr  que  compete  á  los  TriLuirdes  ordinarios  el 
conocimiento  de  las  cuestiones  relativas  al  dominio  de  las  aguas  ' 
públicas,  y  al  dominio  y  posesión  de  Jas  priva  Jas.  [Sentencia 
número  AS.) 3()3 

Según  el  núm.  5.°  del  art.  86  del  re-hmento'de'ai"  de  Junio 

de  1868  para  la  ejecución  de  la  Ley  de  Minas  son  admisibles  en 
la  vía  contenciosa  los  recursos  propuestos  por  los  interesados  que 
hubiesen  protesta-Jo  en  el  acto  de  las  demarcaciones  mineras.  (Sen- 
tencia núm.  71.) .30 

Según  lo  dispuesto  en  los  artículos  63,  SS  y  93  de" la  lev  de  4  dé 

Marzo  de  1868,  en  minería  solamente  procede  recurso  conten- 
cioso ante  los  Consejos  provinciales,  en  el  día  ante  las  Audien- 
cias, contra  la  declaración  de  caducidad  acordada  por  los  Gober- 
nadores de  provincia,  y  acerca  de  las  cuestiones  que  se  promue- 
van entre  la  Administración  y  los  concesionarios  de  minas  sobre 
inteligencia  y  cumplimiento  de  las  condiciones  establecidas  en  la 
concesión.  (Sent.  núm.  82. ) ^ 

Según,  el  art.  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo " dé 7¿¿8,'  en  minería 

cabe  recurso  por  la  vía  contencioso-administrativa  contra  aque- 
llas resoluciones  ministeriales  por  las  que  se  confirmen  ó  deses- 
timen las  providencias  dictadas  por  los  Gobernadores  concediendo 
o  negando  la  propiedad  de  las  minas.  (Sent.  núm.  88.) S69 

^  Ia  gubernativa. -x Los  pu.Uos  que  no  han  sido  ohieto  en  la  vía  <m- 
l>ernaliva  no  pueden  dilucidarse  ni  menos  resolverse  en  la  con- 
tenciosa. (Sent.  núm.  47.) ^ 
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